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ftuebr.  forma.— Sent.  18.— 22  de  Noviembre  de  1902.     ^ 

(Gac,  2  Enero  ]90S.) 

DOCTRINA:  El  número  3'.\  y  no  el  r>v.  <lel  artículo 
1  691  de  la  ley  do  Enjuiciamiento  Civil,  c«  el  ünico  que 
autoriza  un  recurso  de  casación  cuya  causa  consiste 
en  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualtiiiicra  de 
las  instancias,  cualesquiera  que  sean  las  razones  que 
se  aduzcan  para  solicitar  dicho  recibimiento,  y  cual- 
quiera que  sea  la  instancia  en  que  esa  solicitud  haya 
sido  denegada. 

En  definitiva  debe  declararse  sin  lugar  un  recnrso 
indebidamente  admitido,  aunque  no  lia.va  sido  impug- 
nado previamente  en  el  trámite  á  ese  efecto  señalado 
en  la  le3'. 

Sentencia  número  diez  y  ocho.  En  la  ciudad  de 
la  Habana  &  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos dos,  en  el  juicio  declarativo  de  menor  cuan- 
tía seguido  en  el  Juzgado  de  primera  Instancia  de 
Pinar  del  Río  por  Pedro  Julián  Valdés,  conocido  por 
Pedro  Susana,  labrador,  vecino  de  dicho  Municipio, 
contra  José  Cabrera  González,  también  labrador  y  de 
la  propia  vecindad,  en  cobro  de  la  cantidad  de  tres- 
cientos cuarenta  y  un  pesos  cincuenta  centavos  en  oro 
espafiol,  el  cual  juicio  pende  ante  este  Supremo  Tii- 
bunal  por  virtud  del  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma  interpuesto  á  nombre  del  citado 
demandante  Pedro  J.  Valdés  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Audiencia  de  dicha  ciudad  de  Pinar  del 
Río  con  fecha  dos  de  Septiembre  de  este  afío. 
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Primero.  Besultando  qae  en  la  sentencia  recurri- 
da se  ha  reproducido  la  relación  de  hechos  de  la  sen- 
tencia apelada,  menos  el  último;  que  añrma  que  en  la 
snstanciación  del  juicio  se  han  observado  las  prescrip- 
ciones legales:  sustituyéndose  esta  afirmación  por  la 
de  que  las  formalidades  legales  se  han  cumplido  ex- 
cepto  en  la  segunda  citación  para  evacuar  posiciones 
del  demandante;  siendo  dichos  hechos  los  siguientes: 

Demanda: 

Segundo.  Resultando  que  la  representación  del 
actor  formuló  su  demanda  por  el  escrito  de  fojas  vein- 
te y  dos  consignando  como  hechos:  que  José  Cabrera 
con  fecha  diez  de  Diciembre  de  mil  novecientos  con- 
trajo una  obligación  que  se  formalizó  por  escrito  ante 
tres  testigos,  de  los  que  uno  firmó  á  su  ruego  y  pre- 
sencia por  no  saberlo  hacer  él,  por  la  cual  constituía 
en  garantía  de  lo  que  tomase  en  efectos  del  estableci- 
miento de  víveres  del  actor,  su  cosecha  de  tabaco, 
cuya  planta  estaba  acabada  de  sembrar  y  la  tercera  y 
cuarta  parte  que  le  correspondían  en  propiedad  de  la 
que  obtuviesen  sus  aparceros  Narciso  Reinoso  y  Bote- 
ro López,  autorizando  &  Yaldés  para  que  pudiese  dis- 
poner libremente  del  tabaco  como  si  fuera  de  su  pro- 
piedad al  ptecio  corriente  en  la  localidad  hasta  co- 
brarse lo  que  hubiese  fiado,  debiendo  entregarle  Yaldés 
la  diferencia  que  resultare  á  su  favor:  Que  desde  el 
catorce  de  Diciembre  de  mil  novecientos  al  trece  de 
Junio  de  mil  novecientos  uno,  Cabrera  por  sí  mismo 
y  por  el  de  sus  aparceros  Beinoso  y  López  que  lo  ha- 
cían por  BU  orden,  tomó  en  efectos  y  efectivo,  en  el 
establecimiento  del  actor,  trescientos  cuarenta  y  un 
pesos  cincuenta  contavos  oro  español;  y  cuando  el 
tabaco  había  sido  recolectado  y  enmatulado  convinie- 
ron el  demandado  y  demandante  que  éste  recibiría  en 
pago  de  aquella  suma  el  tabaco  que  había  cosechado 
aquél  y  la  tci  cera  y  cuarta  parte  que  le  correspondía, 
respectivamente,  de  los  citados  aparceros  Reinoso  y 
López,  recibiendo  la  pequeña  diferencia  que  resultaba 
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á  favor  de  Cabrera  en  efectos  y  efectivo  por  haber  sido 
la  cosecha  escasa  y  mala:  que  al  comenzar  á  pesarse 
el  tabaco  para  cargarlo  en  las  carretas  que  había  lleva- 
do el  actor,  se  preseotó  Pedro  Cabrera,  que  diciéndose 
Alcalde  de  Barrio  lo  impidió  y  lo  hizo  transportar  á  la 
casa  de  Crescencio  Amor,  burlando  de  esa  manera 
sus  derechos  é  intereses:  que  José  Cabrera  le  debe 
trescientos  cuarenta  y  un  pesos  cincuenta  centa- 
vos oro  español  y  convocado  á  un  acto  conciliatorio, 
se  negó  dicho  Cabrera  á  sus  justas  pretensiones.  Con- 
cluyó suplicando  que  se  tenga  por  presentada  la 
demanda  y  sustanciada  en  juicio  declarativo  de  me- 
nor cuantía  se  condene  en  definitiva  &  Cabrera  al 
pago  de  la  cantidad  reclamada  con  sus  intereses 
legales  y  al  de  las  costas.  Por  el  primar  otrosí 
acompañó  uu  documento  privado  de  fecha  diez  de 
Diciembre  de  mil  novecientos  suscripto  por  los  tenti- 
gos  José  Pañedo  Viñas,  Maruto  Cabrera  y  Nicanor 
Merino,  expreíiándose  que  el  primer  testigo  lo  hace 
como  tal  y  á  ruego,  sin  expresarse  de  quién;  de  cuyo 
documento  aparece  que  don  José  Cabrera  había  con- 
venido con  don  Pedro  Valdés  ponerle  en  garantía  su 
actual  cosecha  de  tabaco  y  la  parte  que  le  correspon- 
día de  sus  aparceros  Narciso  Beinoso  y  Sotero  López 
para  que  le  refaccionara  de  víveres  y  otros  efectos 
que  necesite  de  su  establecimiento  hasta  la  realización 
de  dicha  cosecha,  pudiendo  Valdés  disponer  libremen- 
te de  la  misma,  como  si  fuera  de  su  propiedad,  al  pre- 
cio corriente  en  la  localidad,  devolviéndole  oportuna- 
mente el  importe  en  efectivo  que  resulte  sobrante. 
Catorce  fragmentos  de  papel  de  distintos  tamaños,  de 
los  que  doce  se  hallan  escritos  con  lápiz  y  firmados 
José  Cabrera  dirigidos  á  Perico  Susana,  uno  escrito 
con  tinta,  sin  firmar,  que  parece  ser  un  resumen  de 
cuenta  y  otro  vale  á  don  Pedro  Valdés  por  efectos  pa- 
ra Narciso  Beinoso  importante  cinco  pesos  y  firmado 
Maruto  Cabrera  á  ruego.  Una  certificación  del  acto 
de  conciliación  intentado  y  un  pormenor  de  cuenta 
suscripto  por  Pedro  Valdés  fechado  el  diez  y  siete  de 
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Junio  de  mil  novecientos  uno,  con  un  total  de  tres- 
cientos cuarenta  y  un  pesos  cincuenta  y  tres  centa- 
vos». 

Contestación: 

Tercero.  «Besultando  que  emplazado  el  deman- 
dado don  José  Cabrera  se  personó  su  representación 
y  por  medio  del  escri-to  de  fojas  treinta  y  siete  contes- 
tó á  la  demanda,  negando  todos  los  hechos  de  ésta  y 
consignando:  que  nunca  ha  tenido  contrato  de  ningu- 
na clase  con  Pedro  Julián  Valdés,  conocido  por  Susa- 
na: que  é«ite  no  fué  comerciante  en  los  años  de  mil 
novecientos  y  mil  novecientos  uno,  ni  lo  es  actual- 
mente porque  no  aparece  inscripto  como  tal  en  el  Re- 
gistro Mercantil,  ni  tampoco  matriculado  en  el  Barrio 
de  Guayabo,  y  que  nunca  ha  otorgado  documento  pri- 
vado de  ninguna  clase  al  actor;  y  concluye  solicitando 
que  en  definitiva  se  declarase  sin  lugar  la  demanda, 
condenándose  al  actor  en  todas  las  costas». 

Prueba: 

Cuarto.  ((Resultando  que  recibido  el  pleito  á 
prueba  propusieron  las  partes  la  que  creyeron  conve- 
niente á su  derecho.» 

Quinto.  ((Resultando  de  la  prueba  evacuada  á 
instancia  del  actor:  que  el  Secretario  del  Ayunta- 
miento de  esta  ciudad,  certificó:  que  el  señor  Pedro 
Julián  Valdés  no  aparece  matriculado  como  comer- 
ciante en  los  años  de  mil  novecientos  á  mil  novecien- 
tos uno,  ni  de  mil  novecientos  uno  á  mil  novecientos 
dos. — Que  los  testigos  José  Pañedo  Viñas,  Maruto  Ca- 
brera, Esteban  García,  Luis  Ponjuán  y  Manuel  Gómez, 
evacuando  interrogatorios  del  actor  y  repreguntas  del 
demandado  declaran:  el  primereó  sea  Pañedo;  que 
Pedro  Valdés,  conocido  por  Susana,  en  los  años  de 
mil  novecientos  y  mil  novecientos  uno,  tenía  un  es- 
tablecimiento mercantil  en  el  barrio  del  Cangre  en  el 
punto  conocido  por  ((Cerro»,  teniendo  á  dicho  Valdés 
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como  dueño  del  establecimiento  porque  estaba  al  fren- 
te del  mismo.  Que  la  firma  del  documento  de  fojas 
cuatro  que  dice  su  nombre  y  apellido  es  puesta  por  el 
testigo  á  presencia  de  José  Cabrera  no  constándole 
que  José  Cabrera  comprara  al  fiado  en  la  tien- 
da de  Yaldés;  pero  sí  lo  vio  comprar  distintas  oca- 
siones. El  testigo  Maruto  Cabrera  declara  que  aunque 
vio  á  Pedro  Yaldés  conocido  por  Susana  en  la  tien- 
da del  Cerro  en  los  años  de  mil  novecientos  y  mil  no- 
vecientos uno  no  le  consta  que  fuera  de  él  dicho  esta- 
blecimiento.— Que  la  firma  que  dice  Maruto  Cabrera 
en  el  documento  de  fojas  cuatro  que  se  le  puso  de  ma- 
nifiesto no  es  de  él,  ni  ba  firmado  nada  á  presencia 
de  José  Cabrera,  no  habiendo  visto  despachar  al  fiado 
para  JoEé  Cabrera  en  la  tienda  de  Pedro  Yaldés  (a) 
Susana:  que  es  cierto  que  por  orden  de  José  Ca- 
brera escribió  vales  de  partidarios  cuyos  vales  iban 
unas  veces  con  firma  y  otras  sin  ella;  y  que  los 
vales  de  fojas  cinco  á  las  diez  y  ocho  que  se 
le  pusieron  de  manifiesto  parecen  sei  escritos  por  el 
testigo  sin  que  pueda  asegurarlo. — El  testigo  Enteban 
García  declara:  que  no  sabe  el  negocio  que  tuviera 
Susana  con  José  Cabrera,  pero  es  cierto  que  Susana 
vendió  al  testigo  el  tabaco  de  dicho  Cabrera  y  cuando 
lo  tenían  pesado  para  cargarlo,  se  presentó  éste  opo- 
niéndose á  la  venta,  por  lo  que  no  tuvo  efecto  el  ne- 
gocio y  que  estando  allí  la  carreta  de  Yaldés  para 
llevarse  el  tabaco  se  presentó  Pedro  Cabrera  diciendo 
que  era  Alcalde  del  Barrio  y  prohibió  é  impidió  que 
Yaldés  pesara  y  cargara  dicho  tabaco. — Que  el  testigo 
Luis  Ponjnán  declaró  que  el  año  de  mil  novecientos 
uno  estuvo  de  dependiente  de  Pedro  Yaldés,  conocido 
por  Susana,  en  la  tienda  del  aCerro»  en  la  que  se  des- 
pachó siempre  al  fiado  á  José  Cabrera  y  por  orden  de 
éste  á  sus  partidarios  Sotero  López  y  Narciso  Beiuoso 
muchas  veces  con  vales  escritos  por  Maruto  Cabrera, 
no  constándole  la  cantidad  de  la  deuda  y  creyendo  que 
no  le  pagó,  porque  le  detuvo  el  tabaco. — Y  el  testigo 
Manuel  Gómez  declaró  que  fué  dependiente  algfm  tiem- 
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po  del  año  mil  novecientos  uno  de  Pedro  Valdés,  cono- 
cido por  Susana,  en  la  tienda  del  Cerro  en  la  que  se  le 
despachó  siempre  al  fiado  á  José  Cabrera  y  por  orden 
de  éste  á  sus  partidarios  López  y  Beinoso,  muchas  veces 
con  vales  escritos  por  Maruto  Cabrera. — Que  la  cuenta 
de  Cabrera  por  aquellos  conceptos  alcanzó  en  Junio  de 
mil  novecientos  uno  á  trescientos  cuarenta  y  un  pesos 
cincuenta  y  tres  centavos  en  oro,  los  que  no  le  ha  pa- 
gado á  Pedro  Valdés.  — Que  citado  don  José  Cabrera 
González  para  la  prueba  de  confesión  en  juicio  por 
dos  veces,  la  primera  en  su  persona  y  la  segunda  en 
un  familiar  suyo,  sin  expresar  quién  fuera  éste  por 
el  Alguacil  Domingo  Carrillo  que  lo  es  del  Juzgado 
Municipal  del  Partido,  y  no  habiendo  comparecido  el 
día  y  hora  que  se  señalaron  solicitó  la  representación 
del  actor  que  en  la  sentencia  definitiva  se  le  tuviera 
por  confeso  en  las  posiciones  contenidas  en  el  pliego 
de  fojas  setenta  y  seis  y  setenta  y  siete.» 

Sexto.  <( Resultando  de  la  prueba  evacuada  &  ins- 
tancias del  demandado  que  el  Secretario  del  Ayunta- 
miento de  esta  ciudad  certificó:  que  Pedro  Julián 
Valdés,  conocido  por  Susana,  no  es  actualmente,  ni 
lo  fué  en  los  años  de  mil  novecientos  y  mil  novecien- 
tos uno,  contribuyente  á  dicho  Municipio  por  ningún 
concepto.  Que  don  Pedro  Julián  Valdés  evacuando 
posiciones  del  demandado  negó  en  absoluto  todas  las 
que  se  le  hicieron,  que  fueron  congruentes  con  el  escri- 
to de  contestacíóu  á  la  demanda,  confesando  tan  sólo 
que  cuando  denunció  á  este  Juzgado  la  coacción  co- 
metida por  Pedro  Cabrera  Vélez  respecto  á  la  compra 
del  tabaco  que  supuso  le  hicieran  el  que  le  pregunta  y 
Sotero  López,  declaró  la  verdad  de  los  hechos  en  este 
Juzgado  y  en  el  Correccional.» 

Séptimo.  «Resultando  que  vencido  el  término  de 
prueba  se  mandaron  unir  las  practicadas  á  los  autos, 
señalándose  día  para  la  comparecencia,  la  que  se  cele- 
bró con  la  concurrencia  de  la  representación  de  las 
partes  pidiendo  la  del  actor  se  declarase  con  lugar  la 
demanda  porque  con  los  documentos  con  ellaacompa- 
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íladoR  y  con  la  confpflion  de  la  deuda  en  que  debe  ser 
declarado  Jo?é  Cabrera  por  no  haber  comparecido  á 
las  dos  citaciones  que  se  le  hicieron  para  evacuar  di- 
cha prueba,  se  han  acreditados  los  hechos  de  la  deman- 
da y  la  acción  de  Pedro  Julián  Valdés  para  cobrar  el 
crédito  que  reclama.  Y  la  representación  del  deman- 
dado solicitó  la  absolución  de  éste  porque  el  actor  no 
ha  probado  documental  pi  testifical  mente  su  acción 
para  cobrar  la  cantidad  que  pretende,  puesto  que  la 
prueba  documental  que  propuso  no  la  ha  presentado 
en  autos  y  los  testigos  nada  manifestaron  respecto  á 
la  certeza  de  la  deudii  y  se  opuso  á  la  declaratoria  de 
confeso  de  su  represe nt-ado,  ponjue  la  segunda  cita- 
ción (jue  se  le  hizo  es  nula  de  derecho  no  habiendo 
podido  antes  argüirlo  porque  no  ha  tenido  trámite  pa- 
ra ello.» 

Sentkncia  de  primera  instancia: 

Octavo.  Resultando  que  el  Juzgado  de  Pinar  del 
Rio  d¡ct()  sentencia  con  fecha  diez  y  seis  de  Mayo  del 
año  corriente  que  en  su  parte  dispositiva  declara  sin 
lugar  la  mencionada  demanda  interpuesta  por  Pedro 
Julián  Valdéb,  en  cobro  de  trescientos  cuarenta  y  un 
pesos,  cincuenta  centavos  en  oro  español  é  intereses 
legales  y  absolviendo  al  demandado  José  Cabrera  Gon- 
zález, sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Falta  alegada  para  la  casación: 

Noveno.  Resultando  que  apelada  dicha  senten- 
cia por  el  actor  y  oída  la  apelación  en  ambos  efectos 
por  auto  de  veinticuatro  de  Mayo  último,  pidió  el 
apelante  en  la  segunda  instancia  que  el  juicio  se 
abriera  á  prueba  á  fín  de  practicar  una  diligencia  de 
esa  índole  que  en  la  primera  instancia  le  había  sido 
negada  y  que  consistía  en  el  cotejo  de  letras  y  dicta- 
men pericial  que  había  de  recaer  sobre  la  identidad 
de  la  firma  que  dice  Maruto  Cabrera,  á  fojas  cuatro  y 
la  letra  con  que  están  escritos  los  documentos   de  fo- 
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jas  cinco  á  diez  y  ocho  con  la  letra  y  firma  de  dicho 
Cabrera  que  había  de  escribir  ante  el  Juzgado  para 
realizar  el  cotejo;  y  al  propio  tiempo  para  que  decla- 
rasen dos  testigos,  Sotero  López  y  Narciso  Beinoso,  los 
cuales  figuraban  en  la  lista  del  actor,  pero  que  reha- 
cios  al  princincio  avenir  voluntariamente  fué  necesa- 
rio citarlos  verificando  su  comparecencia  tan  tarde 
que  se  hizo  imposible  prestaran  declaración  &  virtud 
de  otras  apremiantes  obligaciones  del  Juzgado,  é  invo- 
cando al  efecto  como  fundamento  legal  de  su  petición 
los  artículos  quinientos  sesenta  y  seis,  ochocientos 
cincuenta  y  nueve,  ochocientos  sesenta,  ochocientos 
sesenta  y  uno  y  ochocientos  noventa  y  dos  y  sus  con- 
cordantes de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Petición  dk  subsanación  de  la  falta  y  resolución 
recurrida: 

Décimo.  Resultando  que  la  Sala  de  la  Audiencia 
de  Pinar  del  Río,  ante  la  cual  se  dedujo  dicha  preteu- 
ción,  la  declaró  sin  lugar,  por  auto  de  veinte  de  Junio 
último,  declarándose  asimismo  sin  lugar  el  recurso  de 
suplica  que  contra  el  expresado  auto  fué  interpuesto, 
y  continuando  el  juicio  su  tramitación  en  la  segunda 
instancia,  terminó  ésta  por  la  sentencia  ya  anterior- 
uiente  mencionada  de  dos  de  Septiembre  que  conrfi- 
nió  la  apelada,  con  las  costas  de  dicha  segunda  ins- 
tancia á  cargo  de  la  parte  apelante. 

Fundamentos  del  rkcurso  de  casación: 

Décimoprimero.  Resultando  que  contra  esta  úl- 
tima sentencia  de  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  in- 
terpuso la  representación  de  Pedro  Julián  Valdés  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que 
apoyó  en  los  números  cuarto  y  quinto  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno,  relacionando  el  primero 
con  el  hecho  de  no  haber  sido  citado  para  sentencia 
en  primera  instancia,  y  ol  segundo  con  la  denegación 
en  primera  instancia  de  la  diligencia  de  cotejo  de  le- 
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tra  y  firma  de  Maruto  Cabrera,  de  la  cual  queda  he- 
cha anteriormente  especial  mención,  así  como  la  falta 
de  la  declaración  de  ciertos  testigos,  á  quienes  tam- 
bién se  ha  hecho  referencia,  que  no  declararon  ante 
el  Juzgado  por  estar  éste  ocupado  en  otros  asuntos  y 
señalada  para  su  declaración  nuevamente  el  dia  de  la 
víspera  de  aquél  en  que  vencía  el  término,  se  negó  á 
la  parte  su  conducción  al  Juzgado  por  vencer  el  tér- 
mino al  día  siguiente  y  no  haber  sido  citados  [)or  se- 
gunda vez  con  dicho  apercibimiento. 

Décimosegundo.  Resultando  que  no  admitido  el 
recurso  por  el  primer  motivo,  lo  fué  en  cuanto  á  los 
otros  dos,  habiéndose  mostrado  parte  el  recurrente 
ante  este  Tribunal  Supremo,  y  tramitado  en  forma  le- 
gal dicho  recurso,  se  celebró  la  vista  el  día  doce  de 
los  corrientes,  asistiendo  la  representación  del  recu- 
rrente, que  pidió  se  declarase  con  lugar  aquél. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ciarlos  Revilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  el  número  tercero 
del  articulo  mil  seiscientos  noven t¿]>  y  uno  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  establece  como  problema  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  la  falta  de 
lecibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias 
cuando  procediese  con  arreglo  á  derecho;  y  es  el  úni- 
co que  autoriza  dicho  recurso  en  tal  caso;  cualesquie- 
ra que  sean  las  razones  que  se  aduzcan  para  solicitar 
el  recibimiento  á  prueba  y  cualquiera  que  sea  la  ins- 
tancia en  que  dicha  petición  haya  sido  denegada. 

Segundo.  Considerando  que  en  tal  concepto  no 
es  congruente  el  número  quinto  del  mencionado  ar- 
ticulo mil  seiscientos  noventa  y  uno  para  discutir  en 
casación,  y  á  su  amparo,  el  quebrantamiento  que  se 
hace  consistir  en  haber  sido  denegadas  determinadas 
diligencias  de  prueba  en  primera  instancia,  cuando 
conforme  al  artículo  ochocientos  sesenta  y  uno  y   se- 
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tecientos  seis,  que  es  su  concordante,  se  ha  pretendi- 
do infitilniente  en  la  segunda  el  recibimiento  ji  prueba 
al  solo  efecto  de  practicar  aquellas,  poique  esta  se- 
gunda cuestión,  6  sea  la  de  si  por  la  alfgada  ha 
debido  ó  no  otorgarse  dicho  recibimiento,  se  sustituye 
de  hecho  á  la  primera,  que  queda  en  ella  comprendi- 
da y  á  ella  subordinada,  por  lo  cual  es  evidente  que  A 
la  misma  debe  referirse  el  problema  de  casación  y  pre- 
cisa atender  á  su  naturaleza  para  designar  el  precepto 
autorizador  del  recurso  entre  los  vari(»s  que  contiene 
el  precitado  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno. 

Tercero.  Considerando  que,  conforme  tiene  de- 
clarado este  Tribunal,  en  repetidas  ocasiones,  el  he- 
cho de  haber  admitido  un  re(!urso  de  casación  cuya 
interpretación  adolece  de  defectos  que  le  hacen  legal- 
mente  inadmisibles,  no  convalid.a  estos  últimos,  aún 
cuando  no  se  hubiera  impugnado  su  admisión  en  el 
trámite  oportuno,  debiéndose  en  caso  semejante  de- 
clarar sin  lugar  el  recurso  al  dictar  sentencia  en  ca- 
sación. 

Cuarto.  Considerando  que  cuando  se  hiciera  esta 
última  declaración,  por  virtud  de  lo  preceptuado  en 
el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  3'  nueve,  deben  impo- 
nerse al  recurrente  las  costas  del  recurso. 

Fallamos:  que  debemos  decílarar  y  declaramos 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  interpuesto  por  Pedro  Julián  Valdés,  en  el 
juicio  á  que  se  contrae  esta  sentencia,  condenándole 
al  pago  de  las  costas  de  dicho  recurso.  Comuniqúese 
etcétera. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela  Jado. — Pedro 
González  Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio 
Giberga,— Carlos  Revilla. 
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Inf.  ley.— Sent.  48.— 20  de  Octubre  de  1902.  (Gac.  2 

Enero  190S.) 


DOCTRINA:  Cuando  la  Sala  sentonciadora  no 
nlcíja  ni  desconoce  el  valor  y  eficacia  de  determinados 
documentos  público»,  sino  (juc  examinando  el  conte- 
nido de  esos  documentos  en  r^ación  con  los  otros 
medios  probatorios,  deduce  <|ue  una  i)arte  no  ha  justi- 
ficado lo  (lue  se  iiropuso  justificar,  por  medio  de  las 
resultancias  combinadas  de  dichas  pruebas,  no  infrin- 
ge el  artículo  121S  del  Código  Civil. 

Tratándose  en  el  pleito  del  ejercicio  de  una  acción» 
reivindicatoría,  y  no  de  los  derechos  sucesorios  de  ile- 
terminada  persona,  y  fundí'mdose  el  fallo  en  primer 
término  en  no  haberse  justificado  la  identidad  de  la 
cosa  (jue  se  pretende  reivindicar,  y  subsidiariamente 
en  (|ue.  aun  en  el  sui)uesto  deesa  justificación,  el  título 
<le  heredero  no  es  bastante  para  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción en  ese  caso  concreto,  la  Sala  sentenciadora  no 
puede  haber  infringido  el  artículo  1218  del  Código  en 
relación  con  los  r>r>l),  Gr»l,  l»l2,  í>3()  y  O.'? 2;  que  son 
iuai)licables  al  caso  resuelto. 

La  doctrina  legal  de  (pie  nadie  i)uedc  ir  contra  sus 
I)ropio9  actos  no  puede  ai)licarsc  á  quien  no  haya  re- 
conocido A  favor  de  determinada  persona,  ni  contra- 
tado con  ésta,  derecho  alguno,  fjue  más  tarde  le  nie- 
gue CTi  un  litigio. 


En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Octubre 
de  mil  noveoientoB  dos. — Visto  el  recurso  de  caRación 
por  infracción  de  ley  procedente  de  la  Audiencia  de 
Pinar  del  Río,  interpuesto  por  la  demandante  en  el 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  por  Ma- 
ría Anacleta  Amador,  vecina  de  Guanajay,  ocupada 
en  los  labores  de  su  casa,  contra  Manuel  Rodríguez 
Menéndez,  del  comercio  y  vecino  de  esta  capital,  so- 
bre reivindicación  de  la  mitad  de  una  casa  y  restitu- 
ción de  sus  productos,  contra  la  seutencia  dictada  por 
dicha  Audiencia  en  cinco  de  Agosto  último. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  aceptaron  los  Resultandos  de  la  dictada  por 
el  Juez  de  primera  iustancia  de  Guanajay  en  catorce 
de  Enero  del  corriente  año,  entre  los  cuales  se  en- 
cuentran los  seis  que  á  continuación  kc  transcriben: 
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Demanda: 

Segundo.  «Resultando  que  Víctor  Castillo,  como 
«apoderado  de  la  Reñorita  María  Anacleta  Amador  por 
«escrito  de  diez  y  siete  de  Junio  último  formuló  de- 
«manda  contra  Manuel  Rodríguez  Menéndez,  soliei- 
«taudo  se  condenara  á  éste  á  que  en  defíuitiva  resti- 
«tuja  á  su  mandante  en  la  posesión  y  tenencia  de  la 
«mitad  de  la  casa  calle  de  la  Merced  número  treinta  y 
«seis  hoy  Máximo  Gómez  número  treinta  y  dos,  al  pa- 
vgo  de  la  mitad  de  los  productos  vencidos  previa  liqui- 
«dación  y  al  pago  de  las  costas:  alegó  como  hechos  los 
«siguientes:  que  D.  Manuel  Amador  y  Díaz  hace  muchos 
ffaiios  fabricó  &  sus  expensas  la  casa  calle  de  la  Mer- 
«ced  número  treinta  y  seis,  inscribiéndola  el  afío  de 
«mil  ochocientos  sesenta  en  los  padrones  de  la  riqueza 
«de  este  Ayuntamiento:  que  el  referido  Amador  dis- 
•ífrutó  de  dicha  casa  hasta  su  fallecimiento,  y  después 
«sus  hijas  Nieves  y  María  de  las  Mercedes  Amador  y 
«González  y  á  la  muerte  de  éstas  últimas  continuaron 
«en  la  posesión  Josefa  y  Rosa  García  Amador  como 
«hijas  de  la  primera  y  María  Anacleta  Amador  hija 
«de  la-eegunda,  hasta  el  año  de  mil  ochocientos  noventa 
«en  que  el  demandado  las  privó  de  la  posesión:  que  á 
«gestiones  de  Rosa  y  Josefa  García  Amador  y  Natalia 
«Amador,  Rodríguez  Menéndez  les  hizo  oferta,  otor- 
«gando  aquéllas  á  favor  de  éste  escritura  ante  el  Nota- 
«rio  Manuel  de  J.  Arocha  del  derecho  &  la  propiedad  de 
«la  casa  Merced  número  treinta  y  seis:  que  María  Ana- 
«cleta  Amador  se  negó  á  aceptar  los  ofrecimientos  de 
«Rodríguez  á  pesar  de  manifestarle  que  estaba  dispues- 
«to  á  abonarle  mil  setecientos  pesos  por  su  participa- 
«ción,  otorgándose  la  escritura,  omitiéndose  á  su  re- 
«presentada:  que  dicha  escritura  tan  solo  comprueba 
«el  derecho  de  Rodríguez  á  la  mitad  de  la  casa  por 
«cuanto  los  comparecientes  en  aquélla,  no  tenían  otro 
«derecho  por  concurrir  como  herederos  de  don  Manuel 
«Amador  y  Dolores  González  y  en  representación  de 
«de  su  madre  doña  Nieves  Amador  y  González  perte- 
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(cneciendo  la  otra  mitad  á  su  poderdante  en  represen- 
«tación  de  su  madre  María  de  la  Merced  Amador  y 
«y  González:  que  por  auto  de  nueve  de  Mayo  último 
«fueron  declaradas  únicas  herederas  de  don  Manuel 
«Amador  y  Díaz  y  Dolores  González  sus  nietas  Rosa  y 
«Josefa  García  Amador  y  Natalia  Amador  en  repre- 
«sentacióu  de  su  madre  Nieves  Amador  y  González  y 
«María  Anacleta  Amador  en  representación  de  su  ma- 
ffdre  María  de  las  Mercedes:  que  su  representada  es  le- 
«gítima  dueña  de  la  mitad  de  la  casa  antes  mencionada 
«como  heredera  de  sus  abuelos:  que  ignora  en  virtud  de 
«qué  título  6  con  qué  derecho  Rodríguez  puede  titularse 
«único  dueño  de  la  casa,  impugnando  como  falsos  los 
«hechos  que  hayan  originado  dicho  título:  que  no  le  es 
«posible  determinar  á  cuanto  asciende  el  valor  de  la  ca- 
«sa  y  RUS  productos,  pero  cree  excedan  de  dos  mil  pesos: 
«que  Rodríguez  Menéndez  está  obligado  á  restituir  á 
«su  poderdante  en  la  mitad  de  la  casa  y  á  rendir  cuen- 
ffta  justificada  á  partir  del  año  de  mil  ochocientos  no- 
«venta,  y  que  ha  intentado  la  conciliación  con  Rodrí- 
«guez:  alegó  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó 
«oportunos  y  acompañó  los  documentos  siguientes: 
«testimonio  de  la  escritura  de  mandato  otorgada  por 
«María  Anacleta  Amador  á  favor  de  Víctor  Castillo  y 
«Pérez  en  quince  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno  an- 
«te  el  Notario  Salvador  Miranda  Carvajal;  certifíca- 
«ción  expedida  en  seis  de  Junio  del  mismo  año  por  el 
«Secretario  del  Ayuntamiento  de  esta  Villa  de  apare- 
«cer  en  el  año  de  mil  ochocientos  sesenta  inscripta  en 
«los  padrones  de  la  riqueza  como  de  la  propiedad  de 
«Manuel  Amador  una  casa  de  mampostería  y  tejas  si- 
«tuada  en  la  calle  de  la  Merced  entre  las  de  San  Joa- 
«quín  y  San  Isidro:  testimonio  de  la  escritura  de  fe- 
«cha  diez  y  siete  de  Enero  de  mil  novecientos,  otorga- 
«da  ante  el  Notario  Manuel  de  Jesús  Arocha  de  la 
«que  aparece  que  doña  Josefa,  doña  Rosa  García  A- 
«mador  y  doña  Natalia  Amador,  con  el  carácter  de 
«herederas  legítimas  las  dos  primeras  de  sus  abuelos 
«don  Manuel  Amador  y  Díaz  y  doña  Dolores  González 


Digiti 


zedby  Google 


16  boletín  1,E<JISLATIV(). 

«y  Cont.reras  y  en  repreflentaeión  de  su  difunta  ma- 
«dre  dofía  Nio.ves  Amador  y  González  y  la  ultima 
«como  hija  natural  de  la  misma,  eeden  á,  don  Manuel 
«Rodríguez  y  Menéndoz  loa  dereídios  y  accionet»  que 
«puedan  corresponderles  en  la  herencia  de  sus  abuelos 
«maternos  los  citados  don  Manuel  Amador  y  D*^  Dolo- 
«res  González  que  no  son  otros  que  los  que  se  refieren  á 
«la  casa  y  terreno  de  mampostería,  tablas  y  tejas,  situa- 
«da  en  esta  villa  calle  de  la  Merced  número  treinta  y 
«seis,  hoy  Máximo  Gómez  numero  treinta  y  ocho  cons- 
«truida  en  un  solar  compuesto  de  veinte  varas  de  f  ren- 
«te  por  cuarenta  de  fondo  de  cuyo  terreno  se  encuentra 
«sin  edificar  un  pedazo  de  seis  varas  de  frente  por 
«cuarenta  de  fondo,  cuya  cesión  se  verifica  por  la  suma 
«de  doscientos  doce  pesos  en  oro  del  cuno  español, 
«confiriendo  los  otorgantes  á  Rodríguez  Menéudez  po- 
«der  amplio  y  eficaz  para  que  practicara  las  diligencias 
«necesarias  para  tomar  posesión  de  la  parte  que  corres- 
«ponder  pudiera  á  los  cedentes,  y  cuya  escritura  acep- 
«tó  Rodríguez  Menéudez  para  los  usos  que  pudiera 
«convenirle:  certificación  expedida  por  el  Escribano 
«de  este  Juzgado  Vicente  Santo  Tomás  de  la  que  apa- 
«rece,  que  por  auto  de  nueve  de  Mayo  de  mil  nove- 
«cientos  uno,  se  declaró  intestado  el  fallecimiento  de 
«Manuel  Amador  y  Díaz  y  de  Dolores  González  y  Con- 
«treras  y  por  únicos  y  universales  herederos  de  los 
«mismos  á  Nieves  y  María  de  la  Merced  Amador  y 
«González  y  en  virtud  del  fallecimiento  de  la  primera 
«á  sus  hijos  legítimos  Josefa  y  Rosa  García  Amador  y 
«á  su  otra  hija  natural  Natalia  en  la  proposición  del 
«Código  y  por  consecuencia  del  fallecimiento  de  Ma- 
«ría  de  la  Merced  á  su  hija  natural  María  Anacleta 
«Amador,  apareciendo  al  pie  de  dicha  certificación  la 
«nota  de  exención  del  impuesto;  y  certificación  expe- 
«dida  por  el  Juzgado  Municipal  de  esta  Villa  de  la 
«conciliación  intentada  por  la  actora  para  que  don 
«Manuel  Rodríguez  y  Menéudez  le  reconociera  en  la 
«casa  de  su  propiedad  calle  de  Máximo  Gómez  núme- 
«ro  treinta  y  dos  el  condominio  que  le  corresponde.^ 
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Contestación: 

Tercero.  «Resultando  qae  el  Procarador  Jus- 
ccto  Jerez  por  escrito  de  trece  de  Agosto  satisfizo 
«reí  trámite  de  contestación,  negando  la  demanda, 
«oponiendo  la  excepción  de  falta  de  acción  y  que  en 
«definitiva  se  declarara  sio  lugar  con  las  costas,  ale- 
«gando  como  hechos:  que  don  Joaquín  Lascaibar  y 
«Rosales  adquirió  de  don  Federico  Prado  y  Buiz,  por 
«escritura  de  fecha  veintidós  de  Noviembre  de  mil 
«ochocientos  noventa,  ante  el  Notario  Manuel  de 
«J.  Arocha  la  casa  calle  de  la  Merced  número  treinta 
«y  seis,  hoy  Máximo  Gómez  número  treinta  y  dos  en 
«esta  villa,  inscribiéndose  en  el  Registro  de  la  Propie- 
«dad:  que  don  Joaquín  Lascaibar  y  Rosales  vendió  á 
«su  poderdante  Manuel  Rodríguez  Menéndez  en  vein- 
«te  y  dos  de  Noviembre  del  mismo  año  y  por  ante  el 
«propio  Notario  la  expresada  casa  la  que  también  fué 
«inscripta  en  el  Registro  de  la  Propiedad:  que  con  este 
«título  de  adquisición  acudió  Rodríguez  Menéndez  á 
«los  autos  abintestato  de  Manuel  Amador  y  Díaz  y  Do- 
«lores  González,  solicitando  y  obteniendo  amparo  en 
«la  posesión  de  dicho  inmueble  que  había  sido  in- 
«cluído  en  el  inventario:  que  dofia  Josefa  y  doña  Rosa 
«García  y  Amador  y  dofia  Natalia  Aciador  como  here- 
«deras  de  sus  abuelos  Manuel  Amador  y  Díaz  y  Dolo- 
«res  González  cedieron  y  renuLciaron  en  favor  de 
«Rodríguez  todos  los  derechos  y  acciones  que  mani- 
«festaron  tener  en  la  referida  casa,  por  escritura  de 
«diez  y  siete  de  Enero  de  mil  novecientos  ante  el  ex- 
«presado  Notario  Arocha:  que  Rodríguez  Menéndez 
«aceptó  dicha  renuncia  y  cesión  con  el  propósito  de 
«evitarse  un  litigio,  pero  sin  reconocer  que  los  ceden- 
«tes  tuvieran  tales  derechos  sobre  la  referida  finca:  que 
«el  dominio  de  dicho  inmueble  no  aparecía  ni  aparece 
«inscrito  en  el  Registro  de  la  Propiedad  á  nombre  de 
«las  cedentes  mencionadas  anteriormente,  ni  de  la  ac- 
«tora  ni  de  sus  causantes:  que  negaba  los  hechos  de  la 
«demanda  que  no  estuvieran  conformes  con  los  ante- 
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«ñores.  Alegó  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó 
«oportunos  y  acompañó  testimonio  de  la  escritura  de 
«fecha  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
«noventa  otorgada  ante  el  Notario  Manuel  de  J.  Aro- 
«cha  por  don  Federico  Prado  á  favor  de  don  Joaquín 
«La&caibar  y  Rosales  sobre  compra  venta  de  una  casa 
«de  mamposteria,  tabla  y  tejas,  situada  en  esta  villa, 
«calle  de  la  Merced  numero  treinta  y  seis  en  precio  de 
«ciento  cincuenta  pesos,  expresándose  en  la  misma 
((haberla  adquirido  el  vendedor  de  dofia  Rosario  Ruiz 
«Amador  con  fecha  doce  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
«ochenta  y  siete  y  por  escritura  otorgada  ante  el  pro- 
«pio  Notario  Arocha  apareciendo  al  pie  de  dicho  tes- 
«timonio  haberse  abonado  los  derechos  fiscales  y  estar 
«inscrita  en  el  R<»gistro  de  la  Propiedad:  otro  testimo- 
«nio  de  escritura  otorgada  en  la  misma  fecha  que  el 
«anterior  y  ante  el  propio  Notario,  por  la  que  don 
«Joaquín  Lascaibar  y  Rosales  vende  á  don  Manuel 
«Rodríguez  y  Menéndez  la  citada  casa  Merced  número 
«treinta  y  seis  en  precio  de  doscientos  pesos  en  mone- 
«das  de  oro  y  plata  y  de  cuyo  testimonio  también 
«aparece  haberse  abonado  los  derechos  fiscales  y  estar 
«inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad:  y  certifica- 
ación  expedida  por  el  Escribano  de  este  Juzgado  Vi- 
«eente  Santo  Tomás  expresiva  de  que  en  el  juicio 
«abintestado  de  Manuel  Amador  y  Díaz  y  su  esposa 
«Dolores  González  Contreras  se  dispuso  el  inventario 
«de  la  casa  callé  de  la  Merced  número  treinta  y  seis, 
«hoy  Máximo  Gómez  número  treinta  y  dos,  habiéndose 
«dictado  auto  en  catorce  de  Febrero  del  afio  último 
«amparando  y  restituyendo  en  el  dominio  de  la  casa 
«inventariada  á  d(m  Manuel  Rodríguez  y  Menéndez  y 
«de  que  dicho  auto  fué  consentido  por  María  Anacle- 
«ta  Amador.» 

Réplica: 

Cuarto.  «Resultando  que  conferido  traslado  en 
«réplica  lo  evacuó  la  representación  de  la  actora  por 
«escrito  de   diez  y   nueve  de   Agosto,    solicitando  se 
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«^declarara  sin  lugar  la  excepción  alegada  y  se  conde- 
«rnara  al  demandado  en  la  forma  solicitada  en  la  de- 
(cmanda,  íandándola  en  los  siguientes  hechos:  en  los 
«que  se  mencionan  en  el  escrito  de  demanda:  que  la 
cccircunstancia  de  haber  vendido  Federico  Prado  á 
«Joaquín  Lascaibar  y  éste  á  Manel  Rodríguez  y  Me- 
trnéndez  la  casa  objeto  del  debate  no  invalida  el  dere- 
«rcho  de  María  Anacleta  Amador  á  reclamar  la 
«mitad  de  dicha  casa:  que  es  cierto  haber  sido 
«amparado  en  la  posesión  de  la  casa  Rodríguez 
«Menéndez  sin  que  esto  contraríe  el  derecho  de 
«la  Amador,  pues  el  título  en  que  se  fundó  se  impug- 
«na  actualmente:  que  está  conforme  con  el  hecho 
«cuarto  de  la  contestación:  que  es  incierto  que  Rodrí- 
ffguez  Menéndez  al  otorgar  la  escritura  de  diez  y  siete 
«de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa,  Rodríguez  Me- 
«néndez  no  reconociera  derecho  alguno  á  los  otorgan- 
«tes  y  sí  solo  para  evitarse  los  gastos  y  disgustos  de  un 
fflitigiOi  puesto  que  reconoció  sus  derechos  sobre  la 
«casa  repetida  y  contrató  como  heredera  de  Manuel 
«Aipador  y  Dolores  González  y  que  según  noticias  ad- 
«quiridas  últimamente  Manuel  Amador  adquirió  en 
«once  de  Abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro 
«ante  José  Seoane  de  Diego  Rivas,  apoderado  de  los 
«Condes  de  Jibacoa  un  solar  de  terreno  eii  la  calle  de 
«la  Merced  entre  San  Joaquín  y  San  Isidro  que  fué 
«inscripto  en  la  antigua  Anotaduría  de  Hipotecas  y 
«negó  los  hechos  de  la  contestación  que  se  opongan  á 
«los  consignados  alegando  los  fundamentos  de  derecho 
«de  la  demanda  y  otros  más  » 

Duplica: 

Quinto.  «Resultando  que  conferido  traslado  en 
«duplica  lo  evacuó  la  representación  del  demandado, 
«alegando  como  hechos  los  consignados  en  el  escrito 
«de  contestación  y  además  que  la  actora  nada  opone 
«en  la  réplica  digno  de  apreciarse  en  cuanto  á  la  vali- 
«dez  y  eficacia  del  título  por  el  cual  adquirió  Manuel 
«Rodríguez  y  Menéndez  la  casa  calle  de  la  Merced  nú- 
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«mero  treinta  y  seis;  qae  las  manifestaciones  referen- 
«rtes  á  la  señora  Rosario  Buiz  Amador  y  Federico  Fra- 
udo, son  insuficientes  al  objeto  que  se  propone  la  pro- 
(tmovente;  que  la  escritura  por  la  qae  Josefa  Amador 
<ry  otras,  cedieron  sns  derechos  en  la  casa  de  que  se 
«trata,  es  anterior  al  auto  de  declaración  de  herederos. 
irReprodajo  los  fundamentos  de  derecho  de  la  contes- 
(vtación  alegando  otros  nuevos  y  concluye  solicitando 
(cse  declarara  sin  lugar  la  demanda  con  las  costas.» 

P&ÜBBA  DEL  actor: 

Sexto.  «Resultando  como  pruebas  del  actor  las 
«siguientes:  la  reproducción  del  mérito  favorable  de 
«autos,  la  confesión  judicial  por  el  demandado,  quien 
«absolviendo  el  pliego  de  posiciones  presentados  ex- 
«presó  ser  cierto  que  tomó  posesión  de  la  casa  Mer- 
«ced  número  treinta  y  seis  sin  que  pueda  precisar  la 
«fecha,  que  la  posesión  la  tomó  con  titulo  de  propie- 
«dad,  que  no  es  cierto  que  supiera  en  Enero  de  mil 
«ochocientos  noventa  ni  le  constaba  que  la  casa  dicha 
«perteneciera  á  la  sucesión  de  Manuel  Amador  y  Díaz 
«no  habiendo  rogado  á  la  misma  le  hiciera  cesión  de 
«sus  derechos  para  no  ser  molestado  en  la  posesión  de 
«la  casa  y  que  tampoco  es  verdad  que  la  sucesión  se 
«negase  á  ello,  que  no  es  cierto  conozca  á  la  actora  ni 
«&  Rosa  y  Josefa  García  Amador  ni  á  Natalia  Ama- 
«dor  como  herederas  de  Manuel  Amador  y  Díaz  y  Do- 
alores  González,  así  como  tampoco  que  las  mismas  tu- 
ff viesen  tal  carácter  como  nietas  de  estos  últimos,  que 
«no  es  cierto  la  pregunta  relativa  á  haberse  negado  á 
«entregar  á  sus  legítimos  dueños  la  casa  de  que  se 
«trata,  á  pesar  de  los  ruegos  de  los  mismos:  que  no  es 
«cierto  que  la  intervención  de  Rosario  Ruiz  Amador  y 
«Federico  Prado  y  Ruiz,  sobrino  de  la  misma,  en  la 
«adquisición  de  la  casa,  fué  posterior  al  año  noventa, 
«al  único  objeto  de  facilitarle  un  título  de  dominio,  ni 
«que  á  ese  efecto  rogase  á  aquéllos  que  otorgaran  entre 
«sí  los  documentos  necesarios:  que  tampoco  es  verdad 
«que  en  Enero  de  mil  novecientos,  pidiese  á  María 
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ffADacleta  Amador  le  hiciera  cesión  de  sus  derechos  á 
«ría  casa,  dí  que  ésta  se  negara  &  ello,  por  lo  cual  solo 
«contratara,  es  decir,  ni  que  por  ese  motivo  contratara 
«solo  con  doña  Josefa  y  doña  Rosa  García  y  Natalia 
«Amador  y  por  último  que  no  es  verdad  que  haya  in- 
ffsistido  con  la  demandante  para  que  cediéndole  sus 
«derechos  desista  de  este  pleito:  la  documental  con- 
«sistente  en  certificación  del  Registro  de  la  Propiedad, 
«expresiva  de  que  en  once  de  Abril  de  mil  ochocien- 
«tos  sesenta  y  cuatro  ante  el  Notario  que  fué  de  esta 
«Villa  José  Seoane,  don  Diego  José  Bivas  como  apo- 
ffderado  sustituto  de  Juan  Tomás  Herrera,  albacea  de 
«los  Condes  de  Jibacoa,  vendió  á  censo  redimible  á 
«María  Amador  de  este  vecindario  un  solar  compues- 
«to  de  veinte  varas  de  frente  por  cuarenta  de  fondo, 
«situado  en  esta  Villa,  calle  de  la  Merced  acera  del 
«Oeste  eutre  las  de  San  Isidro  y  San  Joaquín,  lindan- 
«do  por  ^1  Norte  con  doña  Rosario  Maclas,  por  el  Sur 
«con  don  Pedro  Campas  y  por  el  Oeste  con  terrenos 
«de  los  señores  Condes  de  Jibacoa  de  cuya  escritura 
«se  tomó  razón  en  la  antigua  Anotad uría  de  Hipóte^ 
«cas  de  esta  Villa  al  folio  diez  y  seis,  cuaderno  veinte 
«y  ocho  correspondiente  al  año  de  mil  ochocientos  se- 
«senta  y  cuatro,  constando  inserta  en  ese  atestado  una 
«certificación  del  Anotador  de  Hipotecas  de  esta  Villa 
«en  nueve  de  Abril  del  mismo  año  y  cuyo  documento 
«forma  parte  de  la  aludida  escritura  del  que  aparece 
«que  el  solar  enajenado  por  la  misma  no  constaba; 
«otra  certificación  del  propio  Registrador,  de  la  que 
«aparece  que  al  folio  doscientos  treinta  y  ocho  del  to- 
«mo  séptimo  del  Ayuntamiento  de  esta  Villa,  asiento 
«doscientos  ochenta  y  seis  inscripción  segunda,  fué 
«inscripta  á  favor  de  doña  Rosa  Ruiz  Amador,  por  la 
«inscripción  primera  la  casa  de  que  se  trata,  la  que  se 
«dice  adquirió  por  herencia  de  su  tio  Manuel  Amador 
«vendiéndola,  según  constado  dicha  inscripción  peguu- 
«da  á  don  Federico  Prado  y  Ruiz  en  doscientos  cin- 
«cuenta  pesos  en  oro,  por  escritura  otorgada  ante  el 
«Notario  Arocha  en  doce  de   Agosto   del   ochenta  y 
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«rsiete  y  por  onyo  docnmento  le  trasmitió  la  posesión 
«que  del  inmueble  había  obtenido:  la  testifical  de  la 
«que  resalta  qae  el  testigo  Ramón  Torres  Cabrera,  de- 
aclaró  bajo  juramento  no  comprenderle  las  ge- 
«rneralas  de  la  Ley,  qae  por  haber  trabajado  como 
«aprendiz  en  la  casa,  objeto  de  este  pleito,  sabia 
irqne  Manuel  Amador  y  Díaz,  fabiicó  la  casa 
ffMerced  número  treinta  y  seis,  hoy  Máximo  Gómez 
«rn&mero  treinta  y  dos,  usufructuándola  como  dueño 
«hasta  su  fallecimiento,  que  es  cierto  y  le  consta  por 
«encontrarse  en  esta  Villa  y  por  haberle  dicho  Nieves 
«y  Cheche  Amador  que  pensaban  mudarse  á  la  casa  y 
«no  pudieron  hacerlo  porque  Manuel  Rodríguez  la  ha- 
«bia  comprado,  sucediendo  aquello  en  mil  ochocientos 
«Doventa  y  con  ello  impidió  Rodríguez  que  la  disfru- 
«taran  sus  legítimos  dueños,  que  oyó  conversaciones 
«relativas  al  hecho  realizado  por  Rodríguez  sin  saber 
«el  motivo  de  ellas,  y  que  es  cierto  que  Manuel  Ro- 
ffdrfguez  realizó  el  acto  de  apoderamiento  de  la  casa 
«en  el  mes  de  Enero  del  indicado  año  y  que  desde  esa 
«fecha  comenzaron  Josefa  y  Rosa  García  Amador  y 
«Natalia  y  María  Anacleta  Amador  á  hacer  gestiones 
«para  recobrar  su  casa  sin  que  nadie  quisiera  repre- 
«sentarlas  por  temor  á  Manuel  Rodríguez,  constándo- 
«le  por  saber  que  las  Srtas.  Amador  se  dirigieron  á 
«diferentes  personas  para  que  establecieran  la  recia- 
«mación  y  todas  se  negaron  alegando  como  razón  que 
«tenían  miedo  á  Rodríguez,  y  repreguntado  este  tes- 
«tigo  expresó:  que  solamente  le  constaba  el  hecho  de 
«que  Rodríguez  compró  la  casa  Merced  treinta  y  seis 
«á  Joaquín  Laiscaibar,  que  por  no  conocer  de  nombre 
«á  la  demandante  ignora  si  ésta  ha  sido  ó  es  dueña  de 
«la  casa  en  cuestión,  así  como  si  la  tiene  ó  no  inscríp- 
«ta  en  el  Registro:  que  no  es  amigo  íntimo  de  la  acto- 
«ra  y  que  lo  que  ha  declarado  le  consta  de  ciencia 
«propia,  que  la  actora  ni  sus  representantes  les  han 
«hecho  referencias  de  ninguna  especie  y  que  ni  á  de- 
«recha  sabe  quién  es  María  Anacleta  Amador:  el  tes- 
«tigo  Miguel  Díaz  y  Collazo  declara  no  comprenderle 
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«las  generales  de  la  ley,  qae  le  consta  que  Manuel  A- 
«mador  y  Díaz  vivió  treinta  años  6  más  en  la  casa  ci- 
Ktada  y  que  alli  lo  vi6  realizando  los  trabajos  de  cons- 
«trucción  en  la  misma  y  qae  Mercedes  Amador  le  dijo 
«que  no  tenia  ninguna  persona  que  hiciera  por  ellas 
«en  lo  relativo  á  recuperar  la  casa,  y  repreguntado  ex- 
«presó:  que  no  le  consta  que  la  actora  haya  sido  ni 
«sea  dueña  de  la  casa,  ni  que  la  baya  tenido  ni  tenga 
«inscrita  digo,  que  no  le  consta  que  sea  cierto  que  Ro- 
tfdríguez  tomase  la  posesión  de  la  casa  por  conscuencia 
«de  la  escritura  ante  el  Notario  Arocha,  asi  como  si 
«Rodríguez  tenía  ó  tiene  titulo  Ilegitimo  de  propiedad 
«ignorando  si  la  demandante  haya  sido  ó  sea  la  duefia 
«de  la  casa,  asi  como  si  ha  tenido  6  tiene  iuscrita  en 
«el  Registro:  que  no  es  amigo  intimo  déla  misma  y 
«que  los  particulares  en  que  ha  declarado  le  constan 
«de  ciencia  propia.  El  testigo  Eduviges  Palomino  Al- 
«meyda  declara:  que  no  le  consta  que  Manuel  Amador 
«fabricara  la  casa  pero  sí  que  la  usufructuó  como  due- 
tffio  legitimo  hasta  su  fallecimiento:  que  le  consta  que 
«el  demandado  tomó  posesión  de  la  casa  el  afio  de  mil 
«ochocientos  noventa  en  que  la  compró,  no  sabiendo 
«qué  impidiera  á  los  duefios  volver  á  ella  por  más  que 
«no  hau  vuelto:  que  es  cierto  que  la  toma  de  posesión 
«por  Rodríguez  de  la  casa,  asombró  á  la  población,  to- 
«da  vez  que  se  supo  que  el  mismo  no  tenía  titulo  de 
«propiedad,  siendo  uno  de  jos  asombrados  por  dicho 
«hecho  y  que  le  consta  que  las  Amador  trataron  de 
«hacer  reclamaciones  para  recobrar  la  casa,  ignorando 
«si  encontraron  ó  no  persona  que  las  representasen  ó 
«no:  Repreguntado  dijo  que  sabe  se  decía  que  Lascai- 
«bar  había  vendido  la  casa  á  Menéndez,  ignorando  si 
«la  posesión  de  la  casa  la  tomó  por  virtud  de  la  escri- 
«tura  ante  Arocha  y  si  Rodríguez  tenia  ó  tiene  titulo 
«legítimo  de  propiedad,  que  ignora  por  no  constarle 
«si  la  actora  haya  sido  ó  sea  dueña  así  como  si  ha 
«tenido  ó  tiene  inscrita  á  su  nombre  la  casa  citada: 
«que  no  conoce  á  la  promovente,  pero  sí  á  todos  los 
«Amadores  de   quienes  es  amigo,  sabiendo  los    par- 
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tfticulareB  que  ha  contestado  de  ciencia  propia  y 
«que  no  le  comprenden  las  generales  de  la  ley. — 
<rEl  testigo  José  de  la  Merced  Herrera  contestando 
tfla  quinta  y  sexta  preguntas  del  interrogatorio  dijo: 
«que  no  le  comprenden  las  generales  de  la  Ley, 
«y  que  un  día  en  que  se  le  fué  un  tiro  al  de- 
(( mandado,  presenció  que  éste  en  la  esquina  de  la 
acalle  de  San  Fernando  y  Mártires  dijo  á  una  se- 
(ífiorita  que  le  ofrecía  mil  doscientos  pesos  por  tran- 
«sar  eso  sin  que  le  conste  que  dicha  señorita  fuera 
«la  actora  á  quien  no  conoce  personalmente.  Re- 
«pre^untado  expresa:  que  ignora  si  la  actora  sea 
tfduefia  de  la  casa  y  si  la  tiene  6  no  inscripta:  que 
«no  es  amigo  intimo  de  la  señorita  Amador  que  lo 
«declarado  le  consta  de  ciencia  propia:  que  oyó  de- 
«cir  á  Rodríguez  lo  de  la  oferta  &  presencia  de  Jo- 
«sé  Alvarez  en  momentos  en  que  salía  de  la  es- 
«cogida  de  Francisco  Y.  Cinta  de  cuatro  á  cinco 
«y  media  de  la  tarde  del  día  en  que  se  le  fué  á  Bo- 
«dríguez  el  tiro  cuya  fecha  no  puede  precisar,  estan- 
«do  el  declarante  en  la  calle  de  Mártires  j  San  Fer- 
«nando  y  que  solo  ha  visto  á  la  actora  y  al  deman- 
«dado  una  sola  vez  hablando  de  transacción,  cuya 
«vez  es  á  la  que  se  ha  referido  antes.  La  testigo  Ma- 
«riana  Cruz  exprepó  no  comprenderle  las  generales  de 
«la  ley  y  agregó:  que  por  haberlo  oído  á  la  demaudan- 
«te  es  cierto  y  le  conta  que  Rodríguez  ofreció  á  aqué- 
«11a  en  Enero  de  mil  novecientos  diez  centenes  por  su 
«participación  en  la  casa  y  por  haberse  negado  la  mis- 
ama,  le  ofreció  mil  setecientos  pesos,  á  lo  que  tam- 
«bién  se  negó  por  insistir  en  que  se  le  restituyera 
«en  la  posesión  del  inmueble,  y  que  por  haberlo  pre- 
ffsenciado  sabe  y  le  consta  que  en  el  mes  de  Sep- 
«tiembre  del  año  ultimo,  rogó  Rodríguez  á  la  Amador 
«accediese  á  transigir  el  plieto,  ofreciendo  mil  tres- 
«cientos  pesos  y  las  costas  y  como  no  accediese  á  ello, 
«se  retiró  dicho  Rodríguez  enfadado  exponiendo  que 
«volvería  á  fines  de  mes,  seguro  del  buen  resulta- 
ndo pues  tomaría   medidas.     Repreguntado  expresó 
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uque  ignora  si  la  demandante  haya  sido  6  sea  dueña 
ffde  la  casa,  así  como  si  la  ha  tenido  ó  tiene  &  sa  nom- 
«bre:  que  no  es  amiga  intima  de  la  demandante  por 
«masque  tiene  amistad  con  ella:  queloque  ha  contestado 
(do  sabe  de  ciencia  propia:  que  Rodríguez  y  Menéndez 
«hizo  la  manifestación  ú  ofrecimiento  de  dinero  &  la 
«señorita  Amador  estando  ésta  con  la  declarante  cerca 
«de  José  Alba  y  otro  individuo:  que  ignora  el  día  y  la 
«hora,  pero  aconteció  el  en  que  se  le  fué  un  tiro  á  Ma- 
«nnel  Rodríguez,  sucediendo  lo  referido  en  la  calle  de 
«Mártires  y  San  Fernando  y  que  no  recuerda  el  día 
«del  mes  de  Septiembre  ni  la  hora,  ni  lugar,  ni  ante 
«qué  personas  hizo  Rodríguez  á  aquélla  la  proposiciou 
«de  transacción  y  oferta  de  dinero  á  que  se  contrae  la 
«sexta  pregunta.  El  testigo  José  Alba  Pérez  dice  no 
«comprenderle  las  generales  de  la  ley:  que  no  le  cous- 
«ta  el  ofrecimiento  de  Rodríguez  que  se  dice  hecho  eu 
«Euero  de  mil  novpcientos,  ni  el  otro  de  mil  setecien- 
«toB  pesos,  así  como  tampoco  que  la  demandante  se  ne- 
«gara  á  ello  ni  que  insistiera  en  ser  restituida  en  la 
«posesión  de  la  casa,  todo  lo  cual  ha  oído  como  rumor 
«publico:  que  presenció  en  Septiembre  último  el  ruego 
«que  el  demandado  hizo  á  la  demandante  para  transi- 
«gir  en  la  cuestión  y  la  oferta  de  los  mil  doscientos 
«pesos  y  las  costas  así  como  lo  demás  que  expresa  la 
«sexta  pregunta  y  repreguntando  expresó:  en  igual 
«sentido  que  la  anterior  testigo  al  contestar  la  primera, 
«segunda  y  tercera  repregunta,  agregando  que  no  pue- 
«de  recordar  la  fecha  de  los  ofrecimientos  de  dinero 
«porque  según  ha  dicho,  eso  lo  supo  por  rumor  públi- 
«co  y  que  la  entrevista  que  en  Septiembre  tuvo  Rodrí- 
«guez  con  la  Amador  fué  de  cuatro  á  seis  de  la  tarde  en 
«la  calle  de  San  Fernando  y  Real  sin  poder  precisar  el 
«día,  creyendo  ocurriese  en  uno  en  que  se  le  fué  un  tiro 
«encontrándose  el  declarante  en  compañía  del  actor.» 

PbUKBA  del  DKMANDADO: 

Séptimo.    «Resultando  quede  la  prueba  practicada 
«á  instancia  del  demandado  aparece:  la  reproducción 
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«del  mérito  favorable  de  antos:  el  cotejo  de  las  escritu- 
«ras  de  fechas  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
«cieutos  noventa  que  presentó  el  demandado  con  sus  ori- 
«giuales,  existentes  en  el  protocolo  á  cargo  de  Manuel 
<cde  J.  Arocha  cuya  diligencia  se  llevó  á  cabo  al  folio 
«ciento  treinta  y  cinco  vuelto,  resultando  conformes: 
«certificación  del  Registro  de  la  Propiedad  expresiva 
«de  que  la  casa  de  que  se  trata  no  aparece  inscrita  á 
«favor  de  D.  Manuel  Amador  y  Díaz,  D?  Dolores  Gon- 
«zález,  D'?  Nieves  y  D'>  María  de  las  Mercedes  Amador 
cy  González,  D?  Josefa  y  D?  Rosa  García  Amador 
«doña  Natalia  Amador  y  doña  María  Anacleta  Ama- 
«dor  ni  en  los  libros  del  antiguo  Registro  ni  en  los 
«del  moderno:  certificación  del  Ayuntamiento  de  esta 
«villa  expresiva  de  que  la  casa  de  referencia  no  apare- 
«ce  en  el  padrón  de  riqueza  urbana  correspondiente  á 
«mil  ochocientos  ochenta  y  seis  único  que  existe  á 
«partir  de  mil  ochocientos  sesenta,  amillarada  ó  ins- 
«crita  á  nombre  de  Dolores  González,  Nieves  y  María 
«de  las  Mercedes  Amador  y  González,  Rosa  y  Jose- 
«fa  García  Amador,  Natalia  Amador  ni  Anacleta 
«Amadorw. 

Octavo.  Resultando  que  además  de  los  Resul- 
tandos aceptados  la  Audiencia  agregó  uno  que  dice 
así:  «que  personado  en  tiempo  y  forma  el  apelante  y 
«también  el  apelado  fueron  tenidos  por  partes,  lleván- 
«dose  al  rollo  á  instancia  de  aquél  una  certificación 
«expedida  por  el  Registrador  de  la  Propiedad  interino 
«de  la  villa  de  Guanajay  de  la  que  aparece  que  doña 
«Rosario  Ruiz  Amador  inscribió  á  su  favor  la  pose- 
«ción  de  la  finca  urbana  número  doscientos  ochenta  y 
«seis,  situada  en  la  calle  de  la  Merced  número  treinta 
«y  seis  de  la  expresada  villa,  y  la  que  fué  edificada 
«en  terreno  que  linda  por  el  Norte  que  es  la  izquierda, 
ícon  casa  de  doña  María  Quirina  Trujillo,  por  el  Sur  ó 
rsea  la  derecha  con  otra  de  doña  Rosa  Campa,  por 
nel  Este  que  es  el  frente  con  su  calle  y  por  el  Oeste, 
í6  sea  el  fondo  con  el  río,  en  posesión  de  la  que  esta- 
<i})a  desde  el  año  de  mil   ochocientos  sesenta  y   siete 
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«por  herencia  de  su  tio  don  Manuel  Amador,  justi fi- 
ncando esa  posesión  por  declaración  de  testigos  y  por 
«la  certificación  que  con  relación  al  padrón  de  riqueza 
«expidió  el  Ayuntamiento  de  la  expresada  Villa  y  ha- 
«biéndose  aprobado  la  información  por  auto  de  veinte 
«y  nueve  de  Mayo  del  año  de  mil  ochocientos  ochenta 
«y  seis;  y  como  por  otra  parte  en  el  expresado  Regis- 
«tro  no  se  hallaba  ningñn  asiento  contrario  á  lo  rela- 
«cionado  con  el  referido  expediente  posesorio,  ni  habia 
«titulo  presentado  en  el  Diario  pendiente  de  inscrip- 
«ción,  el  Registrador,  en  veintiocho  de  Junio  del  ex- 
«presado  año,  inscribió  al  folio  doscientos  treinta  y 
«siete  del  Tomo  séptimo  del  Ayuntamiento  de  la  nien- 
«cionada  Villa,  la  posesión  de  la  referida  finca  A.  favor 
«de  Rosario  Ruiz  Amador,  certificándose  por  el  dicho 
«funcionario  que  ese  asiento  de  inscripción  primera  de 
«la  finca  número  doscientos  ochenta  y  seis  no  es  el  vi- 
gente de  dominio.» 

Resolución  recurrida: 

Noveno.  Resultando  que  la  Audiencia  confirmó 
la  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia  por  la  que 
se  declaró  sin  lugar  la  demanda  absolviendo  de  ella 
al  demandado,  fundándose  en  que  la  actora  no  había 
demostrado  la  identidad  del  inmueble  que  pretendía 
reivindicar  y  por  carecer  de  titulo  sobre  el  mismo; 
agregando  á  estos  fundamentos  la  Sala  sentenciadora, 
que  aun  en  el  caso  de  haberse  demostrado  la  identi- 
dad del  inmueble,  la  actora  no  presentó  con  su  de- 
manda titulo  justo  de  dominio,  ni  ha  probado  éste, 
porque  no  estando  la  declaración  de  herederos  en  que 
apoya  su  acción  inscripta  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad, no  constituye  titulo  bastante  en  este  caso,  para 
ejercitar  dicha  acción. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Décimo.  Resultando  que  contra  esta  sentencia 
de  segunda  instancia  interpuso  la  actora  el  presente 
recurso,  fundándolo  en  los  números  primero  y   sépti- 
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mo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
Enjiiicianiiento  Civil,  alegando  los  siguientes  motivos: 
«Primero:  Se  infringe  en  la  sentencia  el  pre- 
«cepto  contenido  en  el  articulo  mil  doscientos  diez 
«y  ocho  del  Código  Civil  según  «el  cual  los  docnmen- 
«tos  públicos — y  lo  son  los  calificados  de  tal  por 
«el  artículo  mil  doscientos  diez  y  seis  del  pro- 
«pio  texto — hacen  prueba,  aun  contra  tei-cero.  El 
«cv)ncepto  de  esta  infracción  es  el  que  sigue:  Resultan- 
«do  de  autos  á  fojas  ciento  diez  una  ceitificación  del 
«Registrador  de  la  Propiedad  de  Guana jay  expresiva 
«deque  al  folio  diez  y  seis  del  cuaderno  veintiocho  de 
«la  antigua  Anotaduría  de  Hipotecas  correspondiente 
«al  año  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  hay  un 
«asiento  según  el  cual  don  Manuel  Amador  y  Díaz, 
«por  escritura  pública  de  once  de  Abril  del  mismo  aflo, 
«compró  á  censo  reservativo,  del  apoderado  de  los  se- 
« ñores  Condes  de  Jibacoa,  en  cien  pesos,  que  en  esa 
«forma  quedaron  impuestos,  con  el  canon  de  un  cinco 
«por  ciento  anual,  un  solar  de  veinte  varas  de  frente 
«por  cuarenta  de  fondo,  en  Guanajay,  calle  de  la  Mer- 
ced acera  del  Oeste,  entre  las  de  8an  Isidro  y  San  Joa- 
«quín,  lindando  al  Norte,  en  aquella  fecha,  con  doña 
«Rosario  Macla;  al  Sur  con  don  Pedro  Cam^pa,  y  por 
«el  Oeste,  con  terrenos  del  dicho  Conde  de  Jibacoa: 
«Resultando,  además,  de  fojas  siete  de  dichos  autos, 
«otra  certificación  del  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
«Guanajay,  con  el  Visto  Bueno  del  Alcalde  Municipal, 
«que  el  referido  don  Manuel  Amador  tiene  inscripta 
«en  los  padrones  de  riqueza,  como  de  su  propiedad, 
«una  casa  de  mampostería  y  tejas,  situada  en  la  calle 
«de  la  Merced  entre  las  de  San  Joaquín  y  San  Isidro 
«con  los  linderos  que  allí  se  expresan:  Resultando, 
«por  otra  parte,  de  actos  auténticos  como  el  de  las  de- 
«claraciones  de  testigos  ante  el  Juez,  que  el  testigo  de 
«sesenta  y  cinco  años  de  edad,  Ramón  Torres  Cabre- 
«ra,  declara  á  fojas  ochenta  y  tres  que  él  trabajó  como 
«aprendiz  en  la  construcción  de  esa  casa  por  A- 
«mador   Díaz,    quien   la   disfrutó  hasta  morir;   y   el 
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«testigo   de   cincuenta  y   cinco    años    de   edad   Mi- 
ffgnel    Díaz  Collazo,     jornalero,    declara    &  ru    vez 
«halwr    visto  á  Amador  Díaz  hacer    obras  de  cons- 
«triicción  de  la  casa  y  vivirla  durante  treinta  y  cinco 
(ranos,  cuyo  último  extremo  también  declara  el  testigo 
ffde  sesenta  y  seis  años  de  edad,   Eduviges  Palomino 
«Almeida,  á  fojas  ochenta  y  cinco;  Resultando,  á  ma- 
«ryor  abundamiento,  de  la  certificación  del  Registrador 
«de  la  Propiedad  de   Guanajay,  traída  en  la  segunda 
«instancia  y  obra  &  fojas  treinta  y  tres  del  rollo  de  la 
«Audiencia,  que  al  folio  doscientos  treinta  y   siete  del 
«tomo  séptimo  del  Ayuntamiento  de  Guanajay  y  con 
<rel  nfimero  doscientos  ochenta  y   seis,  aparece  la  ins- 
(tcripoión  primera  de  la  casa  de   mampostería,  tabla  y 
«tejas  calle  de  la  Merced  número  treinta  y  seis  con  los 
«linderos  y  cabida  que  allí   se  indican   expresándose 
«que  el  terreno  en  que  está  construida   reconoce  cien 
«pesos  á  censo  á  favor  de  los  herederos  de  los  Condes 
«de  Jibacoa  y   que  la  inscripción  se   hace  á  favor  de 
«doña  Rosario  Ruiz   Amador,  á  virtud  de   expediente 
«posesorio  y  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho, 
«como  dueña,  sin  título,  de  la   ñuca  por  herencia  de  su 
ntio  don  Manml  Amador]  Resultando,  también  de  certi- 
«ficacíóu  igual  de  fojas  ciento  catorce  de  autos  expedi- 
«da  por  el  Registrador  de  la   Propiedad,  que  al  folio 
«doscientos  treinta  y  ocho,  tomo  séptimo  del   Ayunta- 
«miento,  se  halla  el  asiento  número  doscientos  ochen- 
«ta  y  seis  en  el  que,    como  inscripción  segunda  de  di- 
«cha  ñuca   urbana  Meroed   número  treinta   y  seis,   se 
«hace  constar,  repitiéndolo,   que  doña    Rosario   Ruiz 
«Amador  adquirió  la  fíuca  por  herencia  de  su  tío  Ma- 
«nnel  Amador  según  consta  de  la  inscripción  primera, 
«e/  llegar  ó  desconocerse  en  la  sentencia  el  hecho  evidenciado 
(xrobiMtaviente  por   documentos  públicos   y  actos   auténticos 
itque  la  casa    inscripta  á   nombre  de   doña    Rosario   Ruiz 
«Amador  y  traspasada  por  esta  d  terceros,  es  la  que  fué  de 
uta  propiedad  de  Manuel  Díaz  Amador^  á  punto  de  fundar 
«la  doña  Rosario  su  titulo  adquisitivo  de  domiiiio  en  la  he- 
«reneia  de  aquél j  constituye  tuva  infracción  de  lo   db^uesto 
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«en  el  articulo  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código  Civil 
«y,  á  un  tiempo^  de  la  regla  establecida  en  el  mil  doscientos 
ifcuarenta  y  ocho  del  propio  cuerpo  legal,  lo  que,  por  conté- 
(tmr  un  error  de  derecho  en  la  aprecia^íión  de  e^as  pruebas 
((ha  higar  á  la  casación  por  estar  d  caso  comprendido  en  el 
((motivo  séptimo  del  artículo  mil  seijicienf4}s  noventa  d^  la 
tí  Ley  Procesal.» 

«Segundo:  Bajo  distinto  concepto  Be  incurre  en 
(da  sentencia  en  el  motivo  séptimo  del  citado  articulo 
«mil  seiscientos  noventa,  impugnándose  lo  dispuesto 
(fen  el  articulo  mil  doscientos  diez  y  ocho  en  relación  á 
<flos  de  los  números  seiscientos  cincuenta  y  nueve,  seis- 
«cientos  sesenta  y  uno,  novecientos  treinta,  novecientos 
«treinta  y  dos  y  novecientos  doce,  todos  del  Código  Ci- 
«vil,  lo  que,  por  constituir  un  error  de  derecho  en  la 
«apreciación  de  la  prueba,  motiva  la  casación  de  la 
«sentencia  con  arreglo  al  ^caso  séptimo  del  artículo  mil 
«seiscientos  noventa  de  Enjuiciaminto  Civil.  En 
«efecto,  acreditado  por  documentos  públicos  en  autos 
«que  el  título  adquisitivo  de  dominio  de  doña  Rosario 
«Ruiz  Amador  se  funda  en  la  herencia  adquirida  de 
«su  tío  Manuel  Amador  y  Díaz  y  resultando  de  otro 
«documento  público  fehaciente  agregado  á  fojas  catorce 
«de  autos,  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
«Guanajay  declaró  intestado  el  fallecimiento  de  Ma- 
«nuel  Amador  Díaz  y  su  esposa  Dolores  González  y 
«Contreras  y  por  únicos  y  universales  herederos  de  los 
«mismos  á  sus  legítimos  hijos  y  nietos  y  no  á  su  so- 
«brina  doña  Rosario,  la  sentencia  que  desconoce  que 
«la  herencia  comprende  todos  los  bienes,  derechos  y 
«obligaciones  de  una  persona,  que  no  se  extinguen 
«por  su  muerte  y  que  ello  constituye  un  justo  título 
«de  adquisición  de  dominio,  infringe  los  citados  ar> 
«tículos  del  Código  Civil  mil  doscientos  diez  y  ocho, 
«seiscientos  cincuenta  y  nueve,  seiscientos  sesenta  y 
«uno,  novecientos  doce,  novecientos  treinta  y  nove- 
«cientos  treinta  y  dos,  máxime  si  al  negarle  el  carác- 
«ter  de  título  justo  de  dominio,  se  estimó,  además, 
«en  su  contra,  el  no  haber  sido  iuscrito  dicho  título 
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«en  el  Registro,  cuando  él  dominio  de]  cansante  apa- 
fcrecia  anotado  en  el  Registro  de  Hipotecas,  y  cuando 
«ese  título  no  se  hace  valer  contra  el  verdadero  tercero 
ffde  la  Ley,  en  procedimiento  privilegiado,  sino  que 
«se  alega  y  hace  valeren  juicio  ordinario  declara- 
ativo  de  mayor  cuantía  sobre  reivindicación  de  lo 
«mismo  que  se  niega  y  contra  el  que  adquiere,  cono- 
«ciendo  el  vicio  de  tener  acreditado  su  causante  el  ca- 
«rácter  de  heredero  de  que  se  prevalió.» 

«Tercero.  Para  en  el  caso  de  no  estimarse  el  an- 
«terior. motivo  como  error  de  derecho  en  la  apreciación 
«de  la  prueba,  lo  alegó,  en  subsidio,  como  violación  de 
«la  Ley  en  los  preceptos  contenidos  en  los  citados  artícu- 
«los  seiscientos  cincuenta  y  nueve,  seiscientos  sesenta 
ay  uno,  novecientos  treinta  y  novecientos  doce  del  Có- 
«dígo  Civil,  comprendidos  en  el  caso  primero  oel  articu- 
fflo  mil  seiscientos  noventa  de  Enjuiciamiento  Civil.» 

«Cuarto.  Caso  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
«tas  noventa  de  Enjuiciamiento  Civil.  Se  incurre  en 
«en  este  motivo  de  casación  cuando  se  viola  la  doctri- 
«na  legal  que  da  fuerza  al  principio  inconcuso  de  de- 
«recho  contenido  en  la  Ley  sexta,  título  octavo,  Parti- 
«da  sexta  que  la  jurisprudencia  constante  ha  confirmado 
«según  la  cual  nadie  puede  volverse  contra  sus  propios 
«actos,  ni  tiene  acción  para  impugnar  como  ineficaz  ó 
«nulo  lo  que  antes  aceptó  como  bueno  en  provecho 
«propio.  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  Cubano  de 
«veinte  y  seis  de  Febrero,  quince  y  diez  y  seis  de  Mar- 
«zo,  veinte  de  Abril,  once  de  Octubre  y  ocho  de  Di- 
«ciembre  de  mil  novecientos;  y  diez  y  siete  de  Marzo 
«y  diez  y  seis  de  Abril  de  mil  novecientos  uno.  Ese 
«concepto  de  infracción  se  encuentra  en  la  sentencia 
«confirmada  en  todas  sus  partes  por  este  Tribunal 
«como  paso  &  demostrarlo.  A  fojas  ocho  de  los  autos 
«figura  un  testimonio  de  la  escritura  pública  otorgada 
«ante  el  Notario  Manuel  de  J.  Arocha,  en  Guanajay, 
«á  diez  y  siete  de  Enero  de  mil  novecientos,  de  una 
«parte,  como  renunciatorios  y  cedentes  de  derechos  y 
«acciones  de  herencia,  doña  Rosa  García  y  Amador  y 
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((flofía  Natalia  Amador,  y  de  otra  parte  como  cesiona- 
«ria  adqnirente,  don  Manuel  Rodríguez  Menéndez. 
«Dicen  los  primeros,  que  sus  difuntos  abuelos  don 
((Manuel  Amador  y  Díaz  y  doña  Dolores  González 
((y  Contreras,  á  su  fallecimiento  dejaron  por  úni- 
((cos  bienes  la  casa  de  la  calle  de  la  Merced  nú- 
((mero  treinta  y  seis  (objeto  de  la  reivindicación) 
náe  cuya  propiedad  son  coherederos  y  que  han 
((Convenido  con  el  otro  compareciente  Manuel  Ro- 
dríguez y  Menéndez  en  ceder  sus  derechos  y  accio- 
«nes  en  la  herencia,  como  efectivamente  lo  }iacen; 
((expresando  que  ellos  no  son  otros  que  los  que  se  re- 
((ñeren  á  la  casa  y  terrenos  que  antes  han  descrito; 
((todo,  en  precio  de  doscientos  doce  pesos  en  oro,  que 
«reciben  en  el  acto  del  cesionario,  quien  aceptó  la  es- 
«critura  en  los  términos  expuestos.  Establecida  esta 
«demanda  por  una  de  las  coherederas  que  no  c<mcu- 
«rrió  &  ceder  en  aquella  escritura,  trajo  á  los  autos  é 
«hizo  valer  en  su  reivindicación  ese  título  en  que  el 
«demandado,  por  a.^to  propio,  reconocía  el  derecho  de 
(da  actora  al  reconocer  el  de  sus  hermanas  coherede- 
«ras;  y  el  demandado  en  el  hecho  quinto  de  su  contes- 
«tación,  alega,  en  defensa,  que  ello  lo  hizo  con  el  pro- 
«pósito  de  evitarse  disgustos  y  gastos  de  un  litigio; 
((pero  sin  reconocer  por  eso  que  Icis  cedentes  tuvieran  tales 
((derechos  sobre  la  repetida  finca  (folio  cuarenta  y  cinco 
«vuelto  de  autos).  Aceptado,  pues,  por  Rodríguez 
(cMeuéndez,  en  aquella  escritura,  el  dominio  de  la  ca- 
«sa  y  terreno  anexo  de  los  herederos  legítimos  de  Ma- 
«nuel  Amador  y  Díaz,  aunque  en  el  juicio  pretendiera 
«desvirtuar  la  fuerza  y  eficacia  de  ese  acto  y  contrato, 
«es  incontrovertible  que,  al  menos  para  él,  el  dominio 
((de  la  casa  no  puede  discutirlo  á  la  actora  heredera 
«de  don  Manuel  Amador  y  Díaz  y  la  sentencia  que  tal 
«hecho  desconoce  y  contraría,  negando  á  la  actora  en 
((juicio  contra  aquel  cesionario,  el  carácter  de  condue- 
«fía  en  lo  que' de  sus  otras  coherederas  adquirió  el  de- 
«mandado  infringe  y  conculca  aquel  principio  de  de- 
«recho  que  confirma  la  jurisprudencia.» 
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Décimo  primero.  Resultando  que  admitido  el  re- 
curso y  sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal,  ee 
celebró  la  vista  pública  del  mismo  el  día  ocho  del  mes 
actual,  con  asistencia  de  los  Letrados  de  las  partes, 
sosteniéndolo  el  de  la  recurrente,  é  impugnando  el  de 
la  contraria  los  motivos  del  recurso. 

Decisión  dbl  recurso: 

Siendti  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betan- 
court. 

Primero.  Considerando  que  cuando  la  Sala  sen- 
tenciadora no  niega  que  (tdeter mi  nados  documentos 
públicos  sean  eficaces  para  probar,  aún  contra  terce- 
ros, el  hecho  que  motiva  su  otorgamiento  ó  la  falta 
de  éste,  sino  que  examinado  el  contenido  de  dichos 
dociimentoH,  en  relación  con  los  ofcros  elementos  pro- 
batorios traídos  á  los  autos,  deduce,  de  ese  examen 
comparativo,  que  una  parte  no  ha  justificado  el  hecho 
que  se  propuso  justificar  por  medio  de  las  resultancias 
combinadas  de  las  distintas  pruebas,  no  infringe  el 
artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código  Civil, 
porque  su  juicio  no  descansa  en  el  desconocimiento 
del  valor  y  efectos  de  los  documentos  públicos  como 
medios  de  prueba,  sino  sobre  la  apreciación  que  el 
juzgador  hace  de  la  relación  é  inñuencia  que  tienen 
entre  sí,  para  demostrar  lo  que  la  parte  se  propone, 
los  diversos  hechos  ó  circunstancias  individualmente 
justificados  en  cada  uno  de  los  documentos  presenta- 
dos. 

Segundo.  Considerando  como  consecuencia  de 
lo  expuesto  en  el  párrafo  anterior,  que  procede  deses- 
timar el  primer  motivo  del  recurso,  porque  en  él,  el 
recurrente  no  alega  que  la  Sala  sentenciadora  haya 
infringido  la  ley  incurriendo  en  error  acerca  del  valor, 
fuerza  ó  eficacia  de  determinado  ó  determinados  docu- 
mentos públicos,  sino  que  deduce  la  infracción  legal 
del  examen,  qne,  con  su  personal  criterio,  hace  de  la 
prueba  en  conjunto,  relacionando  entre  sí  sus  distintos 
elementos,  con  lo  cual  no  se  demuestra  que  el  juzgador 
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haya  incurrido  en  error,  sinoque  se  pretende  que  preva- 
lezca la  opinión  6  juicio  del  recurrente  sóbrela  de  aquél, 
procedimiento  que  como  ya  tiene  declarado  este  Supre- 
mo Tribunal,  ni  está  autorizado  por  la  ley,  ni  es  ade- 
cuado al  objeto  de  justifí(»r  la  causa  de  casación  que 
se  invoca. 

Tercero.  Considerando  que  procede  también  des- 
estimar el  segundo  motivo,  no  solo  por  las  razones 
expuestas,  que  también  le  son  aplicables,  sino,  ade- 
más porque  en  la  sentencia  no  se  comete  la  infracción 
del  artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código  Ci- 
vil, en  relación  con  los  seiscientos  cincuenta  y  nueve, 
seiscientos  sebenfiay  uno,  novecientos  doce,  novecien- 
tos treinta  y  novecientos  treinta  y  dos  del  mismo 
cuerpo  legal,  en  el  concepto  que  dicha  infracción  se 
razona  en  ese  motivo,  porque  no  se  niega  que  la  he- 
rencia comprende  todos  los  bienes  y  obligaciones  del 
difunto,  que  no  se  extinguen  por  la  muerte,  ni  que  el 
carácter  de  heredero  sea  justo  título  de  adquisición 
de  dominio,  ni  que  la  recurrente  haya  justificado  ese 
carácter,  respecto  de  las  personas  de  quienes  dice  te- 
nerlo puesto  que  el  fallo  descansa  en  el  supuesto 
principal  de  no  haberse  justificado  la  identidad  del 
inmueble  que  se  pretende  reivindicar  y  subsidiaria- 
mente en  que  aun  dando  por  cierta  la  identificación, 
el  título  de  heredero,  en  que  la  actora  se  funda,  no  es 
bastante  para  ejercitar  en  el  caso  de  autos,  la  acción 
reivindicatoría  sobre  el  inmueble  en  cuestión,  sin  que 
en  el  motivo  en  que  se  combate  la  apreciación  de  la 
Sala  respecto  de  la  eficacia  de  ese  título,  se  cite  el 
precepto  legal  que  haya  infringido  al  hacer  dicha 
apreciación,  ya  que,  los  citados  en  el  motivo,  no  tie- 
nen relación  alguna  con  el  expresado  particular. 

Cuarto.  Considerando  que,  en  el  pleito  origen 
de  este  recurso  no  se  han  discutido  los  derechos  á  la 
sucesión  de  determinada  persona,  ni  la  extensión  de 
esa  clase  de  derechos,  sino  que  se  ha  ejercitado  una 
acción  reivindicatoria  solire  la  mitad  de  un  inmueble, 
que   la  recurrente    sostiene  que   perteneció    á    una 
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persona  de  quien  ella  trae  causa:  y  declarado 
por  la  Sala  sentenciadora,  como  ya  se  ha  dicho, 
que  no  aparece  justificada  la  pretendida  pertenen- 
cia del  inmueble,  y  que  aunque  lo  estuviere,  el 
titulo  de  heredera  que  invoca,  por  carecer  del  re- 
quisito de  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad, no  es  bastante  para  el  ejercicio  de  la  acción  rei- 
vindicatoría deducida,  sin  que  esta  apreciación  haya 
sido  legal  mente  destruida,  la  sentencia,  que  con  estos 
antecedentes,  declara  sin  lugar  la  acción  ejercitada  y 
absuelve  al  demandado,  no  puede  infringir,  y  por 
consiguiente  no  ha  infringido,  por  falta  de  apliciición, 
los  artículos  seiscientos  cincuenta  y  nueve,  seiscientos 
sesenta  y  uno,  novecientos  doce,  novecientos  treinta 
y  novecientos  treinta  y  dos  en  relación  con  el  nnl  dos- 
cientos diez  y  ocho  del  Código  Civil,  que  son,  por  lo 
expuesto,  inaplicables  el  caso  del  pleito,  y  por  tanto, 
es  improcedente,  para  la  casación  del  fallo,  el  tercero 
de  los  motivos  alegados  en  el  recurso,  en  el  cual  se 
invoca  la  infracción  de  esos  artículos. 

Quinto.  Considerando  que  la  doctrina  legal  de 
que  á  nadie  es  lícito  ir  contra  sus  propios  actos,  y  qué 
carece  de  acción  para  impugnar  como  ineficaz  y  nulo 
un  acto,  quien  antes  lo  aceptó  como  bueno  en  prove- 
cho propio,  no  tiene  aplicación  al  presente  caso,  en  el 
sentido  en  que  se  invoca  en  el  cuarto  motivo  del  re- 
curso; porque  el  demandado  en  el  contrato  celebrado 
entre  él  y  Rosa  García  y  Natalia  Amador,  cediendo 
éstas  á  aquél  los  derechos  que  las  mismas  derivan  te- 
ner á  la  herencia  de  sus  abuelos  Manuel  Amador  y 
Díaz  y  Dolores  González  Contreras,  no  reconoció  de- 
recho alguno  á  la  demandante  respecto  de  la  casa  que 
hoy  pretende  ésta  reivindicar,  ni  en  la  herencia  que 
los  otros  le  cedían;  y,  por  consiguiente,  cualesquiera 
que  sean  los  efectos  de  ese  contrato,  no  alcanza  á  la 
actora,  que  ni  fué  parte  en  el  miemo,  ni  es  causaha- 
biente  de  los  contratantes,  únicas  personas  respecto 
de  las  cuales  producen  efecto  los  contratos  conforme  al 
articulo  mil  doscientos   cincuenta  }  siete   del   Código 
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Civil,  siendo  por  tanto  improcedente,  también  el  cuar- 
to y  último  motivo  del  recurso,  fundado  en  la  infrac- 
ción de  dicha  doctrina. 

Sexto.  Considerando  que  no  siendo  de  estimar- 
se ninguno  de  los  motivos  del  recurso,  procede  decla- 
rar éste  sin  lugar,  y  en  cumplimiento  del  artículo  XL 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  c<>ndt>nar  en  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
María  A  nací eta  Amador  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Kío  en  cinco  de  Agost<o 
último,  en  el  juicio  al  principio  referido,  con  las  cos- 
tas á  cargo  de  la  recurrente.     Devuélvanse,    etcétera. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  prcm uncíamos, 
mandamos  }  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gk>n- 
zález  Llórente. —Ángel  C.  Betan con rt. — Octavio  Gi- 
berga. — Francinco  Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  49.-6  de  Noviembre  de  1902.— Des- 
ahucio. (Gac,  Enero  19,) 

DOCTRIKA: — La  sentencia  que  declara  sin  luj^nr 
una  demanda  de  desahucio  dirigida  contra  quien  afir- 
ma el  actor  que  tiene  en  precario  la  finca,  no  infring:e 
el  caso  3V  del  artículo  1563  de  la  ley  de  Bnjuiciamien- 
to  Civil,  si  la  Sala  sentenciadora  ha  estimado,  para 
dictar  su  fallo,  que  el  dicho  actor  no  ha  justificado  ha- 
ber rc(|uerido  dX  jirecarista  coa  un  mes  de  anticipación 
para  que  desaloje  la  finca. 

La  sentencia  que  declara  con  luf^ar  un  desahucio  no 
fundándose  precisamente  en  las  alegaciones  que  sobre 
sus  derechos  Ala  finca  pretenda  tener  el  precarista, 
sint>  en  que  éste  no  fué  requerido  para  el  desalojo  en 
la  forma  disi)ucsta  en  el  artículo  1503  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  no  puede  infringir  la  doctrina  con- 
tenida en  la  sentencia  del  Tri])unal  Supremo  de  IS  de 
Agosto  de  19(»0. 

Resuelve  todos  lo»  puntos  del  litigio  y  no  infringe  el 
artículo  308  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  sen- 
tencia dictada  en  juicio  de  desahucio,  que  declara  éste 
sin  lugar,  conTorme  A  lo  pedido  ¡ior  el  demandado. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  seis  de  Noviembre 
de  mil  ní)vecientos  dos,  en  los  autos,  pendientes  ante 
este  Tribunal  Supremo  por  recurso  de  casación,   pro- 
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movido  en  el  Juzgado  Manieipal  de  Ceiba  Mooha  y 
RegnidoB  eu  el  de  Primera  InstaDcía  de  Matanzas  so- 
bre desahacio,  por  el  señor  Matías  M.  Averhoff  y  Ca- 
rrasco, hacendarlo  y  vecino  de  ]a  Habana,  contra  el 
s«*fíor  Juan  Rodríguez  Núñez,  del  comercio  y  vecino 
del  Empalme: 

Resolución  recurrida: 

Primero.  Resultando  que  el  Juez  Municipal  en 
Ru  sentencia  dictada  el  treinta  de  Junio  del  corriente 
año  declaró  sin  lugar  la  demanda  de  desahucio  esta-" 
hU*ci<la  por  Averhoff,  lo  mismo  que  las  protestas  for- 
mulailas  por  el  actor,  al  cual  impuso  las  costas;  y  que 
esa  resolución  fué  confirmada  con  costas  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia  en  sentencia  pronunciada  el  quin- 
ce de  Julio  del  mismo  año,  en  la  que  se  aceptaron  los 
fundamentos  de  la  apelada,  cuya  relación  de  hechos 
es  la  eonteniíla  en  los  primeros  doce  Resultandos  si- 
giiirutes  que  á  la  letra  se  copian: 

Dkmani>a: 

Segundo.  Resultando  que  citadas  las  partes  para 
el  juicio  verbal  que  corresponde,  comparecieron,  y  el 
actor  para  explicar  la  demanda  y  sus  fundamentos  le- 
gales, dice:  que  la  casa  objeto  de  la  demanda  está  en- 
clavada en  terrenos  de  la  propiedad  de  j-u  represen- 
ta<lo;  que  es  axiomático,  que  todo  lo  construido 
en  terivno  de  propiedad  de  un  individuo,  le  per- 
tenece. Que  alegar  como  ha  alegado  el  demandado 
que  el  teri*eno  donde  está  construida  la  ca^'^a  le  fué 
cedido  á  censo,  es  desconocer  la  Ley,  pues  los  censos 
se  constituyeron  por  escritura.  Que  el  demandado 
fué  requerido  para  desalojar  la  casa  dándole  treinta 
días  y  no  lo  ha  hecho  aunque  sal)e  que  el  propietario 
no  quiere  viva  la  casa,  máxime  negándose  á  satisfacer 
la  suma  que  le  exige  ó  sea  un  alquiler  dt^  diez  cente- 
nes mensuales;  suplica  al  Juzgado  admita  la  demanda 
condenando  al  demandado  al  desalojo  inmediato  de  la 
finca,  c^>n  las  costas  de  su  cargo,  haúendo  expresión  de 
temeridad  y  para  los  efectos  de  apelación  consigna,  que 
e  tima  la  casa  en  trescientos  pesos  oro  español,  para  que 
el  Juzgado  lo  tenga  en  cuenta  para  exigir  la  fianza  de 
ley  en  las  apelaciones  en  esta  clase  de  juicios. 
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Contestación: 

Tercero.  Resultando  que  el  demandado  contestó 
que  niega  la  demanda  porque  ni  vive  en  precario,  ni  se 
le  ha  hecho  el  requerimiento  que  dice,  pide  se  le 
admita  prueba  y  propone  certificado  que  el  Juzgado 
expedirá  con  citación  de  las  partes  de  cuanto  referen- 
te á  requerimiento  ha  dicho  el  actor  y  contestado  el 
que  habla  en  dos  juicios  verbales  celebrados  en  este 
año,  por  cobro  de  alquileres  de  la  misma  casa^  fallados 
favorablemente  al  que  dice,  apelados  por  su  contrario 
y  confirmados  en  el  superior: 

Réplica; 

Cuarto.  Resultando  que  el  actor  replicó  que  la 
contestación  del  demandado  es  inoportuna  y  demues- 
tra que  uo  ha  leído  el  artículo  mil  quinientos  sertenta 
y  tres,  inciso  tercero  que  dice  se  dirija  la  demanda 
contra  el  que  disfrute  ó  tenga  en  precario  la  finca  sin 
pagar  merced,  si  fuere  requerido  con  treinta  días 
de  anticipación;  que  el  demandado  contesta  con 
evasivas  y  subterfugios.  Ei  artículo  mil  quinien- 
tos noventa  y  dos  exige  que  si  el  demandado  se 
opone  al  desahucio  precise  los  hechos  en  que  no 
conviene.  Que  afirma  que  la  casa  es  de  la  pro- 
piedad de  su  representado.  Que  Juan  Rodríguez  no 
tiene  título  de  dominio  inscripto  ni  uo  inscripto.  Que 
pide  al  Juzgado  declare  sin  Jugar  la  prueba  pro- 
puesta porque  no  se  halla  en  ninguno  de  Jos  casos  del 
artículo  quinientos  setenta  y  siete,  pues  si  se  preten- 
de está  en  el  segundo,  basta  leer  el  quinientos  noven- 
ta y  cinco  para  ver  que  no  está  comprendido  entre  los 
documentos  públicos  y  solemnes  y  está  prohibido  que 
los  alegatos  de  un  juicio  sirvan  de  base  y  fundamento 
para  otro:  terminó  pidiéndole  abriera  el  juicio  á  prue- 
ba y  propone  la  confesión  del  demandado  por  el  plie- 
go de  posiciones  que  presentará. 

Duplica: 

Quinto.  Resultando  que  el  demandado  se  refie- 
re á  su  anterior  contestación;  el  Juzgado  admite  las 
pruebas  propuestas  y  señala  para  evacuarlas  el  vier- 
iH^s  veinte  y  siete  del  corriente  á  las  doce  quedando 
diados  y  leyéudose  y  firmándose  el  acta. 
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Prueba: 

Sexto.  Resultando  que  comparecieron  ambos  el 
(lía  señalado  y  se  presentó  el  certificado  pedido  por  el 
demandado,  en  el  que  consta  se  terminó  y  firmó  á 
presencia  y  conformidad  de  las  partes. 

Séptimo.  Resultando  que  del  certificado  aparece 
que  en  un  juicio  verbal  éntrelas  partes  de  éste,  para 
cobro  de  cincuenta  y  tres  pesos  por  un  mes  de  alqui- 
ler, el  actor  dijo:  que  había  requerido  al  demandado, 
para  que  en  treinta  días  desocupara  la  casa  y  que  no 
haciéndolo  le  ganaría  aquella  cantidad  como  alquiler 
mensual,  á  lo  que  el  demandado  contestó,  según  dice 
el  actor,  que  se  daba  por  requerido  pero  que  estaba 
dispuesto  a  ut^ar  los  derechos  de  que  se  creía  asistido 
y  en  otro  juicio  de  igual  clase,  partes  y  objeto  aparece 
según  el  mismo  c<u-titícado  que  el  actor  dijo:  que  el 
demandado  declaró  en  otro  juicio,  fué  requerido  en 
siete  de  Agosto  último  por  don  Francisco  Averhoff 
hijo  de  don  Matías,  para  que  desocupara  en  el  tér- 
mino de  un  mes  la  casa  en  cuestión  y  si  no  lo  verifica- 
ba, se  entendería  que  aceptaba  pagar  diez  centenes 
mensual  mente. 

Octavo.  Resultando  que  del  mismo  certificado 
aparece,  que  en  el  primer  juicio  dijo  el  demandado: 
que  un  hijo  del  Sr,  Averhoff  le  propuso  pagar  una 
cantidad  por  el  terreno  en  que  se  halla  la  casa  en 
cuestión  y  que  más  tarde  delante  de  dos  ó  tres  perso- 
nas le  dijo  que  le  cobraría  diez  centenes  por  el  terreno: 
Del  mismo  certificado  aparece,  que  en  otro  juicio  dijo 
el  demandado  que  estuvo  á  requerirlo  el  hijo  del 
Sr.  Averlu'ff,  pero  lo  que  le  dijo  delante  de  dos  ó  tres 
personas  es  que  si  estaba  conforme  con  lo  que  le  ha- 
bía propuesto  por  la  mañana  á  lo  que  le  contestó,  que 
no. 

Noveno  Resultando  que  consta  en  el  certificado 
que  nada  más  aparece  referente  á  requerimientos  en 
los  autos  de  ambos  juicios. 

Décimo.  Resudando  que  el  actor  presentó  un 
pliego  de  pí)RÍciones  que  debe  absolver  el  demandado 
bajo  juramento  indecisorio  conteniendo  siete,  que  se 
declararon  pertinentes,  excepto  el  último  extremo  de 
la  cuarta  y  péptinia,  por  entender  el  Juzgado  que  no 
es  objeto  de  confesión  la  presentación  de  documentos 
ni  justificación  de  derechos,  por  cuya  cansa  el  actor 
protestó  indefensión. 

Décimoprimero.     Resultando  que  absolviendo  po- 
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Ricionee  el  demandado  dijo:  Primero:  que  no  es  cierto 
fué  requerido  el  siete  de  Agosto  para  que  en  el  téi  ini- 
DO  de  treinta  días  desocupara  la  casa:  que  ese  día,  el 
hijo  del  Sr.  Averhoff  le  dijo  de  parte  de  éste,  que  tenía 
que  abonar  tms  centenes  por  el  solar,  contestándole 
que  no  estaba  conforme;  que  volvió  por  la  tarde  el 
mismo  día,  para  saber  si  estaba  conforme,  y  al  decirle 
que  no,  le  dijo  que  le  pagaría  diez  centenes  mensuales, 
repitiéndole  que  no  era  posible,  pues  un  solar  no  valía 
tanto.  Segundo:  que  es  cierto  que  le  ha  entablado 
dos  demandas  por  diez  centenes  cada  una  como  alqui- 
ler mensual.  Tercero:  que  es  cierto  que  la  casa  ob- 
jeto de  la  demanda  está,  en  terrenos  de  la  fínca  «San 
Nicolás,»  y  le  consta  que  esta  finirá  es  de  don  Matías 
M.  Averhoff.  Cuarto:  que  no  tiene  la  finca  amilla- 
rada á  BU  nombre,  ni  documento  público  ni  privado  <le 
dominio  de  la  misma,  ni  de  reconocimiento  de  ceus<i. 
Quinto:  que  por  causa  de  enfermedad  desocupó  la  casa, 
lio  recuerda  si  fué  antes  ó  después  del  iequerimient<». 
Sexto:  que  la  casa  no  la  tiene  como  piéstamo,  que  la 
tenía  con  voluntad  de  Averhoff,  y  también  cree  Se 
prestaría  á  un  arreglo  hoy,  pues  así  lo  dijo  en  recien- 
te entrevista  á  presencia  del  señor  Francisco  de 
P.Gutiérrez.  Séptimo:  que  no  tiene  más  título  que 
haber  construido  la  casa  con  el  consentimiento  del 
sefior  Averhoff. 

Décimosegundo.  Resultando  que  la  parte  no  de- 
clarada pertinente  se  refiere  en  el  caso  cuarto,  cuál 
es  el  derecho  que  tiene  que  se  le  ha  cedido  en  qué 
forma  y  con  qué  condiciones  y  en  el  séptimo  que  si  no 
es  cierto  que  no  tiene  título  que  lo  exhibiera  y  justi- 
fique. 

Decimotercero.  Resultando  que  terminada  la 
prueba  y  unida  á  los  autos  pidieron  las  partes,  se  de- 
clarara el  juicio  terminado,  pidiendo  de  nuevo  el  ac- 
tor, se  hiciera  constar  su  protesta  por  admitir  la  prue- 
ba del  demandado,  y  haciéndose  constar,  se  citó  para 
sentencia  en  este  día. 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Decimocuarto.  Resultando  que  contra  la  senten- 
cia dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  estable- 
ció Averhoff  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  de  doctrina  legal,  que  fundó  en  los  siguientes  mo- 
tivos: 

«Primero:  Infracción  del  artículo  mil  quinientos 
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«seaentay  tres  caso  tercero  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
amiento  Gívi),  modificado  por  la  Ordeu  ciento  setenta 
«de  diez  y  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos, 
«porqae  ni  la  sentencia  de  primera  instancia,  dictada 
<rpor  el  Juez  Municipal,  ni  tampoco  la  confirmatoria 
«de  ésta,  dictada  en  apelación  por  el  Juez  de  pri- 
(rmera  instancia,  han  aplicado  como  era  de  rigor 
«dicho  precepto,  toda  vez  que  contra  la  legitimidad 
«para  promover  el  actor  el  juicio  de  desahucio  no 
«promovió  ninguna  excepción  el  demandado;  y 
«habiéndose  demostrado  en  las  posiciones  evacúa- 
«das  por  el  citado  demandado  que  la  casa  está 
«enclavada  en  la  finca  del  sefior  Averhoff  (ter- 
ffcera  contestación):  que  no  tenia  titulo  escrí- 
«to  de  ninguna  clase  que  le  dé  derecho  á  la  ca^a 
«(cuarta):  que  no  tenia  más  titulo  que  haber  construi- 
«do  la  casa  con  el  consentimiento  de  Averhoff  (sépti- 
«ma):  que  es  cierto  que  en  virtud  de  haber  transcurri- 
«do  el  plazo  del  requerimiento  de  treinta  días  y  de  no 
«haberle  entregado  el  demandado  al  autor  la  llave  de 
«la  casa,  le  estableció  dos  demandas  reclamándole  men- 
ffsualidades  por  Octubre  y  Noviembre  (segundo):  que 
«desocupó  la  casa  en  cuestión  no  reeardando  si  fué  antes 
«ó  después  del  requerimiento  después  de  cumplidos  ^Hos 
«¿mn/a  (¿ia«";  resulta  evidente:  don  Juan  Rodríguez 
ano  tiene  la  posesión  sino  la  mera  tenencia  de  la  casa;  que 
«tiene  ésta  en  precario,  por  no  existir  contrato  alguno 
«verbal  ni  escrito,  ni  existir  pacto,  promesa  ni  obliga- 
ffoión  entre  actor  y  demandado;  y  además  está  acredi- 
fftado  el  requerimiento  para  el  desalojo  de  la  casa  que 
«dicho  precepto  ordena,  el  cual  hoy  es  de  diez  días;  sin 
«que  obste,  á  la  validez  de  este  motivo,  el  hecho  de 
«que  en  un  Considerando  de  la  sentencia  de  primera 
«instancia  se  aluda  al  caso  tercero  del  articulo  mil  qui- 
«nientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Civil  de  una  manera  vaga  y  general.» 

«Segundo:  Infracción  de  la  doctrina  eptablecida  en 
«la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  la  Inla  de  Cuba 
«de  diez  y  ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos,  por 
«cuanto  declarándose  en  dicha  sentencia  que  pro- 
«cede  la  acción  de  desahucio  contra  el  precarista,  sin 
«que  pueda  estorliar  sus  efectos  las  alegaciones  que  se 
«formulen  respecto  á  los  derechos  que  pretenda  t^ner 
«el  precarista,  sobre  lo  edificado  en  el  terreno  objeto 
«del  desahucio;  es  el  caso  que  la  sentencia  de  segunda 
«instancia,  apreciando  indebidamente  supuestos  dere* 
«chos  del  demandado  á  la  propiedad  del  edificio  fabri- 
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acado  en  terreno  de  mi  mandante,  declara,  confirman- 
«do  la  apelada,  sin  lugar  la  acción  de  desahacio.» 

«Tercero.  Infracción  del  artículo  trescientos  cin- 
ffcueuta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
«el  inciso  tercero  del  artículo  trescientos  setenta  y 
cuno  de  la  propia  Ley,  por  cuanto  la  sentencia  del 
((Juzgado  Municipal,  cuyos  fundamentos  han  sido 
«aceptados  por  el  de  primera  instancia  en  su  sentencia 
«confirmatoria,  no  obstante  diferir  en  uno  de  sus  con- 
«siderandos  de  aquella  otra  sentencia;  no  ha  resuelto 
«todas  las  pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el 
«pleito,  ni  se  han  apreciado  tampoco  los  puntos  de  de- 
recho fijados  por  las  partes,  ni  la  prueba  del  desahucian- 
«te  ni  se  exponen  las  razones  y  fundamentos  legales  que 
«se  estimasen  procedentes  para  el  fallo,  en  el  cual,  en 
«vez  de  limitarse  &  declarar  líaber  ó  no  lugar  al  des- 
«ahucio  (artículo  mil  quinientos  ochenta  y  uno  de  la 
«Ley  de  Enjuiciamiento  Civil)  y  con  expresa  conde- 
«nación  de  costas  al  demandante  ó  al  demandado 
«(artículo  mil  quinientos  ochenta  de  la  Loy  de  En- 
«juiciamiento  Civil)  se  declara  sin  lugar  la  demanda 
«y  hasta  sin  lugar  las  protestas  que  formuló  mi  parte 
«en  el  juicio,  y  que  jamás  las  habíamos  visto  en 
«fallos.» 

«Cuarto:  Infracción  en  la  apreciación  de  la  prue- 
«l)a  promovida  por  el  demandado  por  existir  error  de 
«derecho  por  parte  del  Juzgado;  puesto  que  la  certifí- 
«cación  de  ciertos  extremos  de  los  alegatos  del  actor 
«y  demandado,  en  las  demandas  y  en  las  contestacio- 
«nes,  que  en  dos  juicios  verbales  en  cobro  de  pesos, 
«celebraron  en  el  Juzgado  de  Cf  iba  Mocha,  y  que  ha 
«sido  traido  á  este  juicio;  nada  prueba  á  favor  ni  en 
«contra  de  ninguno  de  los  litigantes,  porque  como  en 
«ellos  no  existió  acuerdo,  resultará,  que  las  pruebas  y 
«el  fallo  sería  loque  justifícaiía  en  definitiva  la  razón 
«de  uno  ú  otro  litigante;  pero  nunca  aquellas  alegacio-r 
«nes  aisladas  y  que  difieren  esencialmente  entre  sí,  pue- 
«den,  ni  deben,  servir  de  base  al  Juzgado  para  hacer 
«ninguna  consideración  de  derecho;  porqne  según  el 
«artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  En- 
«juiciamiento  Civil  en  las  sentencias  es  donde  se  deci- 
ffden  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto 
«del  debate.» 

«Y  también  existe  error  al  negar,  el  Considerando 
«del  fallo,  que  en  las  respuestas  dadas  á  las  posiciones 
«por  el  demandado  no  están  comprobados  el  requeri- 
«miento  para  que  desalojase  la  casa  y  el  terreno  en  el 
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(rtérmino  de  treinta  días;  puesto  que  se  aplican  con 
«error,  porque  contestadas  las  dichas  posiciones,  en  su 
ccmajor  parte,  en  sentido  afirmativo,  con  esas  confesio- 
«rnes  se  comprueba,  en  todas  sus  partes,  los  extremos 
ffde  la  demanda,  y,  por  consiguiente,  la  procedencia 
«indudable  de  la  mi^ma  prueba,  cuyo  recurso  de  casa- 
ffción  procede  por  cuanto  se  impugna  la  apreciación 
«indebida  que  se  ha  hecho  de  la  misma,  y  que  ha  sido 
«una  causal  para  absolverle  de  la  demanda,  porque  4 
«juicio  del  Juez  sentenciador  no  ha  probado  la  acción, 
«según  resuelve  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  Es- 
«pafiol  de  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos 
«ochenta  y  dos.  Los  motivos  de  este  recurso  están 
«comprendidos  en  el  articulo  mil  quinientos  noventa. « 

Decimoquinto.  Resultando  que  el  Ministerio  Fis- 
cal impugnó  la  admisión  del  recurso  en  cuanto  4  su 
cuarto  motivo,  por  no  cumplirse  con  relación  á  éste  el 
requisito  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  orden  sobre 
Casación,  pues  no  se  citaba  con  precisión  y  claridad  la 
ley  infringida  ni  el  concepto  en  que  hubiera  sido  que- 
brantada, y  además  dejaba  de  especificarse  qué  clase 
de  error  se  combatía  en  el  segundo  párrafo  del  motivo; 
y,  previos  los  debidos  trámites,  este  Tribunal,  de  con- 
formidad con  la  impugnación,  declaró  mal  admitido 
el  recurso  en  cuanto  al  expresado  motivo,  con  lo  cual 
ya  sólo  pueden  considerarse  los  otros  tres. 

Decimosexto.  B-esultando  que  el  recurso  se  ha 
sustanciado  con  arreglo  á  derecho  en  este  Tribunal,  y 
el  veinte  y  dos  de  Octubre  último  se  celebró  la  vista 
en  la  que  informó  el  defensor  del  recurrente. 

Decisión  del  recurso: 

Visto.  Siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Gon- 
zález Llórente. 

Primero.  Considerando,  respecto  al  primer  moti- 
vo, que  no  se  ha  infringido  en  manera  alguna,  sino 
rectamente  aplicado  el  caso  tercero  del  artículo  mil  V 
quinientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  donde  está  sefialado  como  requisito  para  la 
procedencia  del  desahucio,  que  al  que  disfrute  ó  tenga 
en  precario  la  finca  rústica  ó  urbana,  se  le  requiera 
con  un  mes  de  anticipación  para  que  la  desocupe;  y 
no  se  demuestra  la  infracción  con  la  especie  incierta 
de  que  el  demandado  «no  promovió»,  dice  el  recurren- 
te, «ninguna  excepciónn,  pues,  según  consta  en  el  acta 
del  juicio  verbal  (folio  tres  vuelto  de  los  autos),  el 
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demandado  negó  la  demanda,  «porque  no  vivía  en 
precario,  ni  se  le  había  hecho  el  requerimiento  que 
se  decía»;  ni  es  exacto  que  en  Considerando  alguno 
de  la  sentencia  de  primera  instancia  se  aluda  al  refe- 
rido caso  tercero  del  artículo  mil  quinientos  sesenta 
y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  cede  nna  ma- 
nera vaga  y  general»,  pues  en  el  penúltimo  Conside- 
rando de  ese  fallo  se  cita  y  aplica  el  indicado  artículo 
de  un  modo  preciso  y  concreto,  al  decirse  «que  el  ac- 
fftor  funda  su  demanda  en  haber  requerido  al  deman- 
<rdado  con  arreglo  al  artículo  mil  quinientos  sesenta  y 
fftres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  pero  el  de- 
smandado niega  el  hecho,  que  aquél  no  prueba,  y  por 
«tanto,  carece  de  acción,  no  justificando  la  que  ejer- 
ffcita.» 

Segundo.  Considerando,  en  cuanto  al  segundo 
motivo,  que  no  se  ha  infringido  doctrina  legal  sentada 
en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  pues  la  que 
el  recurrente  cita  no  expone  cosa  contraria  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley,  artículo  mil  quinientos  sesenta  y 
tres,  ni  la  resolución  recaída  en  este  asunto  se  funda 
precisamente  «en  las  alegaciones  que  sobre  sus  dere- 
«chos  eñ  la  finca  pretenda  tener  el  precarista»,  sino 
en  que  no  cumplió  la  condición  indispensable  para  el 
desahucio,  ó  sea,  la  de  haberse  hecho  el  requerimien- 
to prevenido  en  el  artículo  mil  quinientos  sesenta  y 
tres. 

Tercero.  Considerando,  en  lo  concerniente  al 
tercer  motivo,  que  la  infracción  del  artículo  trescien- 
tos cincuenta  y  ocho  é  inciso  tercero  del  artículo  tres- 
cientos setenta  y  uno,  alegada  por  el  recurrente,  por- 
que, al  decir  de  éste,  no  se  han  resuelto  todas  las  pre- 
tensiones deducidas  oportunamente  en  el  pleito,  ni  se 
han  apreciado  los  puntos  de  derecho  fijados  por  las 
partes,  ni  la  prueba  del  actor,  ni  se  han  expuesto  las 
razones  y  fundamentos  legales  que  se  estimasen  pro- 
cedentes para  el  fallo,  en  vez  de  limitarse  á  declarar 
si  había  ó  no  lugar  al  desahucio;  está  evidente  en  el 
juicio  verbal,  donde  se  fijó  el  objeto  de  la  controver- 
sia, que  la  única  pretensión  del  actor  fué  «que  se  ad- 
mitiese su  demanda,  condenando  al  demandado  al 
desalojo,»  (folio  tres  de  los  autos),  y  la  contestación 
de  esa  última  parte  fué  negar  la  demanda  por  las  ra- 
zones que  alegó,  esencialmente  por  no  habérsele  hecho 
el  requerimiento;  sin  que  por  tanto  se  haya  dejado  de 
resolver  el  pleito;  y  en  cuanto  á  no  haberse  apreciado 
la  prueba  del  demandante,   no  hay  términos  hábiles 
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para  discurrir  sobre  este  punto,  cuando  todo  lo  refe* 
rente  á  la  pueba  se  comprendió  en  el  cuarto  motivo, 
respecto  al  cual  no  se  ha  admitido  el  recurso;  no  sien- 
do exacto  que  no  se  hayan  expuesto  los  fundamentos 
del  fallo,  porque  lo  han  sido,  y  para  justificar  éste 
bastan  los  alegados  en  los  Considerandos  cuarto  y 
quinto  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  acep- 
tados en  la  segunda. 

Cuarto.  Considerando,  por  último,  que,  se- 
gún el  articulo  XL  de  la  referida  Orden  sobre  casación, 
ó  sea,  la  número  noventa  y  dos  del  Gk)bierno  Militar, 
serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cuando  se 
declara  sin  lugar  un  recurso  de  casación,  se  han  de 
imponer  siempre  las  costas  del  mismo  4  la  parte  recu- 
rrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos 
no  haber  lugar  al  interpuesto  por  el  señor  Matías 
Averhoff  y  Carrasco  contra  la  sentencia  dictada  en 
quince  de  Julio  del  presente  año  por  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  Matanzas,  con  las  coatas  &  cargo 
del  recurrente;  devuélvanse  á  dichos  Juzgados  los 
autos  con  la  correspondiente  certificación,  y  dígase  al 
Juez  Municipal  de  Ceiba  Mocha  y  al  de  Primera 
Instancia  que  autorizan  las  sentencias  dictadas  en  el 
juicio,  que  en  lo  sucesivo  cuiden  de  ajustar  los  pro- 
nunciamientos que  dictaren  á  la  fórmula  establecida 
por  la  Ley. 

Abí  por  esta  nuestra  sentencia,  eto.,  lo  pronun 
ciamos,  mandamos  y  firmamos. — ^José  Varéala.  —Pedro 
González  Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio 
Giberga. — ^Francisco  Noval  y  Martí. 


/ 


Inf.  Ley.— Sent.  50.— 6  de  Noviembre  de  190j!^(<7ac.  21 
Enero. )— Jurisdicción  voluntaria.  ^ 

DOCTRINA:  No  es  válido  el  testamento  otorgado 
conforme  al  artículo  702  del  Cddig:o  Civil,  cuando 
pudlcndo  escribirse  no  se  escribió;  sin  que  sirva  de  ex- 
cusa á  esa  omisión  que  los  testigos,  que  todos  sabían 
escribir,  afirmen  que  no  cumplieron  esc  requisito  por- 
que nadie  se  lo  exigió,  porque  el  cumplimiento  de  la 
Le3*  no  depende  de  excitaciones  extrañas,  ni  la  igao- 
rascia  de  aquélla  disculpa  su  incumplimiento. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  seis  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  dos,  en  los  autos  de  jurisdicción 
voluntaria,  pendientes  ante  este  Tribunal  Supremo 
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por  recurso  de  caBacióu,  promovidos  en  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  Este  por  la  señorita  Guillermi- 
na García  y  López,  vecina  de  esta  ciudad,  para  qne 
se  elevase  á  escritura  pública  el  que  ella  consideraba 
testamento  nuncnpativo  hecho  por  la  sefiora  María  de 
la  Merced  Castro  y  Morales,  de  la  misma  vecindad. 
Resolución  recurrida: 

Primero.  Resultando  que  el  Juez,  en  auto  dic- 
tado el  treinta  y  uno  de  Mayo  del  corriente  año,  de- 
claró sin  lugar  la  pretensión  de  la  señorita  García  y 
López,  resolución  que  fué  confirmada  por  la  6ala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  veinte  y  uno 
de  Agosto  del  mismo  año,  la  cual  aceptó  la  relación 
de  hechos  expuesta  en  el  auto  de  primera  instancia, 
y  que  son  los  contenidos  en  los  siete  resultandos  si- 
guientes, que  á  la  letra  se  copian. 
Demanda: 

Segundo.  Resultando  «que  por  el  anterior  escri- 
to la  señorita  Guillermina  García  y  López  promovió 
estas  diligencias  4  fin  de  elevar  á  escritura  pública  el 
testamento  de  palabra  hecho  por  la  señora  María  de  la 
Merced  Castro  y  Morales  el  día  veinte  y  tres  de  Mar- 
zo próximo  pasado,  consignando  que  dicha  señora  ca- 
recía de  parientes  próximos,  pues  sus  dos  medio-her- 
manos nombrados  José  y  Antonio  España  y  Mora- 
les fallecieron  hace  algún  tiempo:  que  por  esa 
circunstancia  la  promovente  desde  hacía  un  año  la 
asistía  y  acompañaba,  pues  por  su  edad  se  encontra- 
ba achacosa  y  enferma,  razón  por  la  cual  le  hubo  de 
manifestar  siempre  que  los  pocos  bienes  que  poseía 
queiia  dejárselos,  pues  carecía  de  parientes  cercanos: 
que  el  expresado  veinte  y  tres  de  Marzo  al  mediodía, 
sintiéndose  muy  mal  dicha  señora  Castro  pidió  que  le 
llevasen  un  Notario  mandando  á  don  Manuel  Gómez 
Lameiro  en  busca  del  señor  Manuel  Pruna  Latté  el 
que  no  pudo  concurrir  por  no  tener  cerca  su  oficial, 
quedando  en  ir  luego  que  se  reuniera  con  su  oficial  á 
quien  mandó  á  llamar:  que  en  esto  se  agravaba  la  se- 
ñora Castro  y  como  tardara  en  llegar  el  Notario:  fué 
advertida  aquélla  de  que  podía  testar  de  palabra  ante 
cinco  testigos  y  á  ese  efecto  fueron  llamados  don  San- 
tiago Gómez  Sánchez,  don  Martin  Gómez  y  Acosta, 
don  Inocencio  Fernández  y  Menéndez  y  don  Miguel 
Baranda  y  Santiesteban,  quienes  fueron  rogados  al 
efecto  para  oir  la  última  voluntad  de  la  señora  Castro 
y  Morales;  completando  el  número  de  los  testigos  con 
don  Manuel  López  Lameiro  que  volvió  de  buscar  al 
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Notario,  manifestando  la  repetida  señora  Castro  y 
Morales  que  era  su  voluntad  que  todos  sus  bienes  pa- 
saran á  la  sefiorita  Guillermina  García  y  López,  en 
prueba  de  agradecimiento  por  sus  cuidados  y  atencio- 
nes para  con  la  testadora;  acomp«:ñando  con  dicho 
escrito  dos  intorrogatorios  uno  para  el  Notario  se- 
ñor Pruna  y  Latté  y  otro  para  los  testigos  ya  men- 
cionados y  solicitando  que  en  diñnitiva  se  declarare 
testamento  lo  ^ue  resultase  de  las  declaraciones  sin 
perjuicio  de  tercero  ordenándose  su  protocolización 
en  el  estudio  del  Notario  señor  Pruna  Latté.» 
Información: 

Tercero.  «Resultando  que  ratificado  dicho  escri- 
to por  la  señorita  Guillermina  García  y  López,  se  se- 
ñaló día  y  hora  para  el  examen  de  los  testigos  y  el 
Notario  don  Manuel  Pruna  Latté,  declarando  éste  no 
comprenderle  las  generales  de  la  ley  de  que  fué 
iLstiuído,  ser  cierto  que  el  domingo  veinte  y  tres 
de  Marzo,  como  de  tres  á  tres  y  media  de  la 
tarde  fué  llamado  por  don  Manuel  Gómez  Lamei- 
ro  para  que  acudiera  á  la  casa  Genios  número 
tres  á  autorizar  un  testamento  de  una  señora  que 
se  encontraba  gravemente  enferma;  que  disponién- 
dose á  acudir  llamó  á  su  oficial,  quien  tardó  algo 
en  llegar,  por  cuya  razón  se  personó  en  la  referida  ca- 
sa Genios  tres  á  eso  de  las  cinco  y  media  á  seis,  y  ha- 
biendo visto  á  la  enferma  observó  que  no  podía  testar 
porque  estaba  agonizando,  por  lo  que  no  pudo  autori- 
zar acto  alguno,  aunque  sí  oyó  decir  que  en  vista  de 
la  urgencia  del  tiempo  la  enferma  había  otorgado  tes- 
tamento  de  palabra  ante  testigosi». 

Cuarto.  «Resultando  que  el  testigo  Manuel  Gó- 
mez Lameiro  declaró:  no  comprenderle  las  generales 
de  la  ley  de  que  fué  instruido:  ser  cierto  que  conoció 
á  la  señora  María  de  la  Merced  Castro  y  Morales,  ve- 
cina que  fué  de  la  casa  número  tres  de  la  calle  de  Ge- 
nios, desde  hace  más  de  veinte  años  y  que  tenia  bas- 
tante amistad  con  la  misma  por  los  motivos  expresa- 
dos y  por  haberlo  nombrado  administrador  de  sus 
bienes:  que  fué  llamado  por  orden  de  dicha  señora 
Castro,  por  medio  de  un  niño  de  la  casa  de  ésta,  el 
Domingo  de  Ramos  de  este  año,  como  de  tres  á  cua- 
tro de  la  tarde,  manifestándole  aquella  señora  que 
habiéndosele  acabado  el  dinero  quería  que  el  decla- 
rante le  diera  diez  pesos,  que  éste  le  dio,  y  además 
que  quería  hacer  testamento,  pidiéndole  fuese  en  bus- 
ca de  un  Notario,  manifestándole  que  quería  instituir 
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heredera  á  doña  GaillermÍDa  García  y  López  en  agrá- 
decimieDto  &  estarla  asistiendo:  que  cumpliendo  el 
encargo  de  la  señora  Castro  y  Morales,  salió  en  busca 
del  Notario  Licenciado  Manuel  Prnma  Latté  á  quien 
encontró  y  le  ofreció  acudir  enseguida  que  llegase  su 
oficial,  á  quien  avisó  por  teléfono;  que  en  la  seguri- 
dad que  el  Notario  irla  se  marchó  para  la  casa  Genios 
tres,  domicilio  de  la  señora  Castro,  doi^de  había  va- 
rias personas  en  el  comedor  próximo  al  cuarto  que 
ocupaba  la  señora  Castro,  y  allí  presentes  todos,  dijo  la 
señora  que  se  encontraba  muy  mal  y  temiendo  que  el 
Notario  no  llegare  &  tiempo  quería  que  se  supiese  y 
constase  que  cuanto  poseía  y  tenía  quería  que  lo  he- 
redase la  señorita  Guillermina  García  y  López:  que 
en  el  momento  de  manifestar  la  señora  Castro  su  vo- 
luntad estaban  presentes  además  del  declarante  otros 
individuos  á  quienes  no  conoce  y  cuyo  número  no 
puede  precisar,  que  podían  ser  tres  6  cuatro;  que  en 
BU  concepto  la  señora  se  encontraba  en  el  pleno  uso 
de  su  facultades  intelectuales,  lo  que  deduce  de  la  ex- 
plicación que  le  hizo  de  la  necesidad  que  tenía  del  di- 
nero que  le  pidió,  determinando  los  gastos  que  tenía 
que  hacer  de  botica,  leche,  etcétera;  que  nada  se  es- 
cribió á  pesar  de  que  el  declarante  sabe  escribir,  pero 
que  no  lo  hizo  porque  no  se  le  pidió  que  lo  hiciera, 
en  la  confianza  de  que  llegaría  oportunamente  el  No- 
tario y  que  la  señora  Castro  falleció  como  á  las  ocho 
ú  ocho  y  media  de  la  noche  y  que  cuando  el  Notario 
llegó,  sin  poder  precisar  la  hora,  pero  creyendo  fuera 
de  seis  á  siete,  ya  no  pudo  autorizar  el  testamento  por 
que  la  señora  Castro  y  Morales  estaba  agonizando:» 

Quinto.  «Resultando  que  el  testigo  don  Santia- 
go Gómez  Sánchez  declaró  no  comprenderle  las  gene- 
rales de  la  ley:  ser  cierto  que  visitaba  con  poca  fre- 
cuencia á  la  señora  Castro  y  Morales  en  la  casa  Ge- 
nios tres,  conociendo  á  la  misma  por  haberlo  llevado 
á  dicha  casa  don  Manuel  Baranda  hace  como  sei^  ó 
siete  meses:  que  el  domingo  de  Ramos  fué  llevado  á 
casa  de  la  señora  Castro  por  don  Manuel  Baranda,  á 
quien  casualmente  se  encontró,  como  de  una  y  media 
á  dos  de  la  tarde,  con  el  motivo  de  hallarse  dicha  se- 
ñora enferma;  que  no  estando  en  el  comedor  de  la  ca- 
sa, dicha  señora  llamó  á  la  señorita  Guillermina 
García  para  hacer  su  testamento  de  palabra  en  vis- 
ta de  que  el  Notafio  no  llegaba  oyendo  que  di- 
cha señora  decía  que  quería  instituir  heredera 
á    Guillermina    García  en  recompensa    de  haberla 
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asistido;  que  el  declarante  estaba  en  la  puerta 
que  da  del  comedor  al  cuarto,  donde  se  encontra- 
ban el  declarante  don  Miguel  Baranda  y  tres  más; 
que  presente  todos  ante  la  señora  Castro  y  Morales 
dijo  ésta  que  quería  qu^  constase  que  ella  dejaba 
todo  lo  que  tenia  y  poseía  á  la  señorita  Guillermina 
García  López  que  se  hallaba  presente,  lo  que  ocurrió 
de  tres  y  media  á  cuatro:  que  el  declarante  sabe  es- 
cribir  pero  que  allí  nada  se  escribió:  que  cree  que  la 
señora  Casero  se  encontraba  en  el  goce  de  sus  facul- 
tades intelectuales  y  que  no  presenció  cuando  la  se- 
ñora murió  pues  se  fué  antes:  que  el  declarante,  don 
Miguel  Baranda  y  los  tres  más  se  quedaron  en  el 
comedor  contiguo  á  la  habitación  que  ocupaba  la  se- 
ñara Castro  y  cuando  regresó  Gómez  Lameiro  de  casa 
del  Notario  y  observó  aquélla  que  el  Notario  no  venia 
con  éi,  dijo  que  encontrándose  muy  mal  y  no  pudien- 
do  esperar  quería  que  constase  su  voluntad  de  dejar 
cuanto  tenía  á  la  señorita  Guillermina  García  y  Ló- 
pez, manifestación  que  oyeron  todos  y  Gómez  Lamei- 
ro, todos  reunidos  y  presentes:  que  por  habérselo 
dicho  don  Miguel  Baranda  sabe  que  al  acercarse  la 
gravedad  de  la  señora  Castro  no  pudo  otorgar  testa- 
mento cuando  llegó  el  Notario  señor  Pruna,  de  cinco 
y  media  á  seis  de  la  tarde. 

Sexto.  «Resultando  que  el  testigo  don  Martín 
Jorge  Acosta  declaró  no  comprenderle  las  generales 
de  la  ley:  ser  cierto  que  visitaba  con  alguna  frecuen- 
cia la  casa  Genios  tres,  conociendo  á  la  señora  Castro 
y  Morales  porque  en  la  casa  vivía  un  compañero 
suyo  de  trabajo:  que  el  domingo  de  Ramos  de  dos  á 
dos  y  media  de  la^  tarde  fué  á  dicha  casa  á  ver 
á  su  amigo,  se  quedó  allí  conversando  con  el  padre 
de  éste:  que  como  á  las  tres  y  media  lo  llamó  la  seño- 
rita Guillermina  García  López  porque  la  señora 
Castro  quería  hacer  testamento  de  palabra  porque 
no  llegaba  el  Notario:  que  el  declarante  y  otros  iu- 
dividuos  que  podían  ser  cuatro,  oyeron  que  la  se- 
ñora Castro  y  Morales  decía  que  quería  constase 
que  dejaba  todo  lo  que  tenía  á  la  Srta.  Guillermina 
García  en  recompensa  de  sus  servicios:  que  el  decla- 
rante y  los  otros  testigos  se  quedaron  en  el  comedor 
contiguo  á  la  habitación  que  ocupaba  la  señora  C-astro 
y  cuando  regresó  Gómez  Lameiro  de  casa  del  Notario, 
y  observó  aquélla  que  el  Notario  no  venía  con  él  dijo 
que  encontrándose  muy  mal  y  no  pudiendo  esperar 
más  quería  que  constase  su  voluntad  de  dejar  cuanto 

T.  3.-1903.-4 


Digiti 


zedby  Google 


50  BOLEim    LEGISLATIVO. 


tenía  á  la  señorita  Guillermina  Garcia  y  López,  mani- 
festación que  oyeron  todos,  y  Gómez  Lameiro,  todos 
reunidos  y  presentes:  que  el  declarante  sabe  escribir 
pero  que  en  aquél  acto  nada  se  escribió;  que  en  con- 
cepto del  declarante  la  señora  Castro  estaba  en  el  uso 
de  BUS  facultades  intelectuales:  que  no  estaba  en  la 
casa  cuando  ocurrió  el  fallecimiento  de  dicha  señora, 
ignorando  si  cuando  llegó  el  Notario,  como  de  cinco  y 
media  á  seis  de  la  tarde,  la  señora  pudo  ó  no  otorgar 
testamento,  pues  se  retiró  de  la  casa  á  las  cinco  de  la 
tarde.» 

Séptimo.  «Resultando  que  el  testigo  don  Inocen- 
cio Fernández  y  Menéndez  declaró:  no  comprenderle 
las  generales  de  la  ley;  ser  cierto  que  conoció  á  la  se- 
ñora Castro  porque  visitaba  á  la  familia  que  asistía  4 
aquélla:  que  el  domingo  de  Ramos  como  de  tres  á  tres 
y  media  llegó  á  la  casa  de  la  señora  Castro  y  encon- 
trándose al  fondo  de  aquélla  fué  llamado  por  la  seño- 
rita Guillermina  García  y  López  para  que  acudiera  á 
donde  se  encontraba  la  enferma,  la  referida  María  de 
la  Merced  Castro  y  Morales,  quién  quería  hacer  testa- 
mento de  palabra  porque  tardaba  el  ííotario  que  había 
ido  á  buscar  Gómez  Lameiro  y  ella  se  encontraba  muy 
mal :  que  presente  con  los  otros  testigos  ante  la  seño- 
ra Castro  y  Morales  dijo  ésta  que  quería  que  constase 
que  ella  dejaba  todo  lo  que  tenía  y  poseía  á  la  señori- 
ta Guillermina  García  y  López  que  se  hallaba  presen- 
te, agregando  que  hacía  la  institución  de  heredera  á 
favor  de  dicha  señorita  en  recompensa  de  su  asis- 
tencia y  cuidados  durante  su  enfermedad,  lo  que 
ocurrió  á  las  cuatro  de  la  tarde:  que  á  ese  acto, 
además  del  declarante,  asistieron  cuatro  perso- 
nas más:  que  todos  se  quedaron  en  el  comedor  con> 
tíguo  á  la  habitación  que  ocupaba  la  señora  Castro, 
y  cuando  regresó  Gómez  Lameiro  de  casa  del 
Notario  y  observó  aquélla  que  el  Notario  no  venía  con 
él,  dijo  que  encontrándose  muy  mal  y  no  pudiendo 
esperar  que  quería  que  constase  su  voluntad  de  dejar 
cuanto  tenía  á  la  señorita  Guillermina  García  y  Ló- 
pez, manifestación  que  oyeron  todos  y  Gómez  Lamei- 
ro, todos  reunidos  y  presentes:  que  cree  que  la  señora 
Castro  se  encontraba  en  el  goce  de  sus  facultades  in- 
telectuales, que  no  escribió  nada  y  que  el  declarante 
no  lo  hizo  porque  no  ee  lo  indicaron:  que  no  presen- 
ció la  muerte  de  la  señora  Castro  porque  se  retiró  an- 
tes, pero  que  cuando  volvió  á  la  casa,  como  de  seis  y 
media  á  siete,  encontró  al  Notario,   quien  le  manifes- 
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t6  que  no  había  hecho  testamento   la  sefiora  por  sa 
estado  de  gravedad». 

Octavo.  «Resultando  que  el  testigo  don  Miguel 
Baranda  y  Santiesteban  declaró:  no  comprenderle  las 
generales  de  la  ley:  ser  cierto  que  conoció  á  la  señora 
Castro  y  Morales  hacia  como  seis  años  por  haber  sido 
amiga  de  su  esposa  y  que  visitaba  con  frecuencia  la 
casa  Qenios  tres:  que  el  día  veinte  y  tres  de  Marzo  de 
este  año,  entre  tres  y  media  á  cuatro  de  la  tarde,  ha- 
biendo llegado  á  la  casa  como  de  dos  á  dos  y  media 
de  la  tarde,  fué  llamado  como  de  tres  y  media  á  cua- 
tro por  la  señorita  García  para  que  acudiera  á  donde 
se  encontraba  la  enferma  María  de  las  Mercedes  Cas- 
tro y  Morales,  quien  quería  hacer  testamento  de  pala- 
bra porque  tardaba  el  Notario  que  había  ido  á  buscar 
Gómez  Lameiro  y  ella  se  encontraba  muy  mal:  que 
presente  el  declarante  con  los  demás  testigos  ante  la 
señora  Castro  y  Morales,  dijo  ésta:  que  quería  que 
constase  que  ella  dejaba  todo  lo  que  tenía  y  poseía 
á  la  señorita  Guillermina  García  y  López,  que 
se  hallaba  presente,  y  que  la  señora  Castro  mani- 
festó que  le  dejaba  sus  bienes  á  la  señorita  García  en 
recompensa  de  los  cuidados  que  con  ella  había  tenido: 
que  el  declarante  y  los  otros  testigos  se  quedaron  en 
el  comedor  contiguo  á  la  habitación  que  ocupaba  la  se- 
ñora Castro,  y  cuando  regresó  Gómez  Lameiro  de  caea 
del  Notario,  y  observó  aquélla  que  el  Notario  no  venía 
con  él,  dijo  que  enconti-ándose  muy  mal  y  no  pudiendo 
esperar  quería  que  constase  su  voluntad  de  dejar 
cuanto  tenia  á  la  señorita  Guillermina  García  y  Ló- 
pez, manifestación  que  oyeron  los  declarantes  y  Gó- 
mez Lameiro,  todos  reunidos  y  presentes,  y  que  en  su 
concepto  la  señora  Castro,  estaba  en  el  uso  de  sus  fa- 
cultades, que  en  el  acto  nada  se  escribió,  aunque  el 
deponente  sabe  escribir:  que  no  se  encontraba  en  la 
casa,  cuando  falleció  la  señora  Castro,  sabiendo  que  és- 
ta no  hizo  testamento  por  su  estado  de  gravedad  cuan- 
do llegó  el  Notario,  de  lo  cual  se  informó  después  el 
declarante.  >> 

Fundamentos  del  beodbso  de  oasación: 

Noveno.  Resultando  que  la  señorita  García  Ló- 
pez interpuso  recurso  de  casación,  que  fundó  en  los 
términos  siguientes:  «En  la  sentencia  recurrida  se 
han  infringido  interpetrán dolos  erróneamente  los  ar- 
tículos setecientos  y  setecientos  dos  del  Código  Civil 
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que  dispoDBD  el  primero  que  bí  el  testador  se  hallare 
en  peligro  inminente  de  muerte  puede  otorgarse  el 
t-eRtamento  ante  cinco  testigos  idóneos,  sin  necesidad 
de  Notario,  y  el  segundo  que  en  este  caso  se  escribirá 
el  testamento,  siendo  posible;  no  siéndolo,  el  testa- 
mento valdrá,  aunque  los  testigos  no  sepan  escribir. 
Como  se  deduce  de  los  términos  en  que  están  redac- 
tados los  preceptos  U'gales  que  anteceden,  la  formali- 
dad de  escribir  el  testamento  otorgado  en  inminente 
peligro  de  muerte,  no  es  esencial  hasta  el  punto  de 
causar  la  nulidad  del  mismo;  pues  según  el  primero 
de  los  preceptos  citados,  la  única  solemnidad  esencial 
es  la  de  que  el  testamento  sea  otorgado  en  presencia 
de  cinco  testigos  inóneos  y  de  aceptarse  la  interpreta- 
ción restrictiva  dada  por  la  Sala  al  articulo  setecien- 
tos dos  del  Código  Civil  ya  citiado,  se  vulneraría  el 
principio  general  de  derecho  según  el  cual  la  voluntad 
del  testador  es  la  ley  supreipa  de  la  materia  de 
testamentería.» 

Décimo.  Resultando  que  el  recurso  se  ha  sus- 
tanciado por  sus  debidos  trámites,  y  en  el  acto  de  la 
vista,  celebrado  el  treinta  del  mes  próximo  pasado, 
informó  el  defensor  de  la  parte  recurrente. 

Decisión  del  recurso: 

Visto.  Siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Gon- 
zález Llórente. 

Primero.  (Considerando  que  según  el  artículo 
seiscientos  ochenta  y  siete  del  Código  Civil,  artículo 
contenido  en  la  sección  tercera  del  capítulo  primero, 
«será  nulo  el  testamento  en  cuyo  otorgamiento  no  se 
«hayan  observado  las  formalidades  respectivamente 
establecidas  en  este  capítulo.» 

Segando.  Considerando  que  es  una  de  las  esta- 
blecidas en  la  sección  quinta  de  ese  capítulo,  articulo 
doscientos  dos  (1),  que  el  té^stamento  otoigado  en  pe- 
ligro inminente  de  muerte  ante  cinco  testigos  se  escri- 
ba, siendo  posible;  y  el  testamento  de  que  se  trata  en 
esterecurso  no  seencribió,  aunque  pudo  hacerse,  como 
lo  declara  la  Sala  sentenciadora. 

Tercero.  Considerando  que  la  circunstancia  de 
que  á  los  testigos,  los  cuales  sabían  todos  escribir, 
nadie  les  exigiese  que  lo  efectuaran,  no  b^sta  para  fal- 
tar al   cumplimiento  de  la  ley,   pues  éste  no  depende 


(1)     Esta  cita  es  una  errata:  debe  ser  setecientos  dos. 
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de  excitaciones  agenas;  ni  el  ignorar  ello»  que  era 
necesaria  la  expresada  formalidad  disculpa  el  no  lle- 
narla, pues,  según  el  articulo  seguudo  del  Código,  la 
ignorancia  de  las  leyes  no  excusa  de  su  cumplimiento. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
señorita  Guillermina  García  y  López,  con  las  costas  á 
cargo  de  dicha  recurrente;  y  devuélvanse  los  autos  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Octavio  Giberga, — Ángel  C.  Betan- 
courl.  ^-Carlos  Re  villa. 


Inf.  ley.— Sent.  51—12  de  Noviembre  de  1902.  ( Gac  Ene-    i^ 
ro  22. )— Mayor  cuantía. 

DOCTRINA:  No  es  lícito  á  un  recurrente,  según 
tiene  ya  declaradlo  el  Tribunal  Supremo,  invocar  mo- 
tivos de  casación  que,  de  estimarse,  cederían  en  favor 
de  otro  litigante,  sin  alterar  el  estado  de  hecho  ó  de 
derecho  creado  por  la  sentencia,  respecto  al  dicho  re- 
currente. 

Cuando  la  Sala  sentenciadora  declara  que  procede 
aplicar,  y  aplica,  la  legislación  anterior  al  Código  Ci- 
vil, no  puede  Infringir  preceptos  de  éste,  á  menos  que 
se  demuestre  debidamente  que  al  ajustarse  á  aquella 
legislación  ha  violado  determinado  precepto  de  dicho 
Cuerpo  legal  sobre  las  leyes  que  deben  aplicarse  al 
caso. 

Se  falta  al  requisito  4?  del  artículo  V  de  la  orden  92 
de  1899,  cuando  se  cita  como  infringido  un  artículo, 
sin  expresar  á  qué  ley  corresponde:  porque  de  esa  ma- 
nera no  queda  expresada  claramente  la  ley  infringida, 
siendo  imposible  resolver  acerca  del  motivo  en  que  di- 
cha infracción  se  invoque. 

En  casación  no  pueden  promoverse  eficazmente 
cuestiones  que  no  hayan  sido  controvertidas  ó  alega- 
das en  el  pleito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  doce  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  dos,  visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  procedente  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  interpuesto  por  Juan  Herrera  y  Guerra,  en 
su  carácter  de  Administrador  depositario  del  intestado 
de  María  de  la  Presentación  Rodríguez,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  mencionada 
Audiencia  en  veinte  y  uno  de  Agosto  último,  en  el  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  sobre  nuli- 
dad de  una  resolución  judicial  y  unos  contratos  de 
venta  celebrados  en  virtud  de  ella,  y  rescisión  de  otros 
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contratos  posteriores,  por  Juan  Vidal  y  Leiva  y 
coDtiDuados  por  Trinidad  Vidal  y  Leiva  y  Ra- 
faela de  la  Candad  Valdés,  cesionaria  del  primero  y 
después  por  su  causahabiente  Luis  Crncet  y  Radillo, 
enpleado  y  vecino  de  esta  capital,  contra  la  dicha  Ma- 
ría de  la  Presentación  Bodrígaez,  hoy  difunta,  Zoilo 
Díaz,  también  difunto,  y  Pedro  Brasaac,  no  habiendo 
comparecido  en  este  Tribunal  la  representación  de  los 
dos  últimos. 

Primero.  Besultando  que  en  la  sentencia  recurri- 
da se  aceptaron  los  Besultandos  de  la  dictada  por  el 
Juez  de  Primera  Instancia  del  distrito  del  Este  de  es- 
ta capital  en  veinte  y  cinco  de  Julio  del  año  próximo 
pasado,  entre  los  cuales  se  encuentran  los  trece,  que 
por  ser  pertinentes  al  recurso  se  transcriben  &  conti- 
nuadóií. 

Demanda: 

Segundo.  Besultando  que  don  Juan  Vidal  y 
Leiva,  causante  de  la  que  es  hoy  demandante  en  re- 
presentación de  los  derechos  que  le  había  trasmiti- 
do mediante  cesión  hecha  en  escritura  de  veinte 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  pre- 
tendió las  declaraciones  de  nulidad  y  rescisión  con- 
signadas en  el  encabezamiento  de  esta  sentencia, 
fijando  como  hechos  que  daban  origen  al  ejercicio  de 
las  acciones  deducidas.  Primero:  que  su  legítima 
consorte  dofia  María  de  la  Presentación  Rodríguez, 
compró  durante  el  matrimonio,  á  dona  Petrona  Bo- 
dríguez  y  Barco,  la  casa  Santa  Emilia  veinte,  antes 
doce,  en  Jesús  del  Monte,  por  la  escritura  de  cuatro 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve, 
otorgada  ante  el  Notario  don  Juan  Andreu  en  el  Pro- 
tocolo de  don  Bernardo  del  Junco;  y  compró  tanib  én 
á  don  Doroteo  Suárez,  otra  casa  calle  de  la  Merced 
número  ciento  nueve  de  esta  capital,  por  escritura  de 
tres  de  Octubre  del  mismo  año,  otorgada  en  el  propio 
protocolo.  Segundo:  que  en  el  año  mil  ochocientos 
ochenta  y  uno,  su  esposa,  aprovechando  la  circuns- 
tancia de  hallarse  ausente  Vidal  en  Gibara,  donde 
desempeñaba  un  destino  público,  ocurrió  al  Juzgado 
del  distrito  de  Belén,  Escribanía  de  Lancis,  donde 
promovió  diligencias  de  jurisdicción  voluntaria,  para 
acreditar  que  su  marido  la  tenía  abandonada,  igno- 
rando el  lugur  de  su  residencia  y  solicitando  en  vir- 
tud de  esos  hechos  que  se  le  autorizase  para  la  venta 
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de  laa  expresadas  casas,  que  manifestó  había  adquiri- 
do con  su  industria  y  trabajo  y  le  ocasionaban  perjui- 
cios. Tercero:  que  recibida  información,  el  Juzgado 
dictó  auto  en  veinte  y  cuatro  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  uno,  concediendo  la  autorización 
solicitada.  Cuarta:  que  la  esposa  utilizando  el  con- 
texto de  este  auto,  tan  dolosamente  obtenido  del  Juz- 
gado, otorgó  escritura  de  venta  de  las  repetidas  dos 
casas  á  favor  de  don  Pedro  Brasaac  y  Lejarcegui  ante 
el  Notario  don  Andrés  Mazón  en  nueve  de  Ju- 
lio de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  es  decir, 
tres  años  después  de  obtenida  la  autorización.  Quin- 
to:, que  entre  ambos  consortes,  no  existía  separa- 
ración  legalmente  decretada.  Sexto:  que  intentada 
la  conciliación  con  la  esposa  y  el  comprador  Brasaac 
éste  vendió  después  simuladamente  las  referidas  casas 
á  don  Zoilo  Díaz  por  escritura  de  veintisiete  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  ante  el 
Notario  D.  Arturo  Galletti;  y  Séptimo:  que  en  esa  es- 
critura, Brasaac  se  dio  por  recibido  del  precio,  sin  que 
el  Notario  diese  fé  de  la  numeración  del  mismo. 

Tercero.  Resultando  que  el  demandante  presen- 
tó con  la  demanda  su  partida  de  matrimonio  con  la 
señora  Rodríguez  y  Villalba,  el  cual  aparece  celebrado 
en  la  ciudad  de  Cádiz,  en  diez  y  seis  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  siendo  ambos  contra- 
yentes solteros. 

Cuarto.  Resultando  que  también  se  presentaron 
con  la  demanda,  copias  simples,  manifestando  el  actor 
que  carecía  de  otros  fehacientes,  de  las  escrituras  de 
tres  de  Octubre  y  cuatro  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  nueve,  nueve  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro  y  veinte  y  siete  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  relacionados 
en  los  hechos  segundo,  cuarto  y  sexto. 

Quinto.  Resultando  que  igualmente  se  presen- 
taron por  el  actor  las  certificaciones  que  acreditan  ha- 
ber intentado  sin  efecto  la  conciliación  previa  con  los 
demandados,  domiciliados  todos  entonces  en  eHta  ca- 
pital, doña  María  de  la  Presentación  Rodríguez,  don 
Pedro  Brasaac  y  don  Zoilo  Díaz,  con  los  dos  prime- 
ros, en  diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve,  y  con  el  tercero  en  primero  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro. 

Sexto.  Resultando  que  después  de  haber  obteni- 
do el  actor  la  declaración  de  pobreza  en  incidente  sus- 
tanciado previamente,   se  dictó  providencia  en  ocho 
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de  Noviembre  de  mil  ocbocieutos  noventa  y  cuatro, 
dando  curso  á  la  demanda  principal,  de  la  que  se  con- 
firió traslado  á  los  demaadados,  loa  cuales  fueron  em- 
plazados en  forma. 

Rebeldía: 

SépMmo.  Resultando  que  no  habiendo  compa- 
recido el  demandado  Brasaac,  se  le  declaró  en  rebeldía, 
dándosele  por  contestada  la  demanda. 

Citación  de  evicciÓxV: 

Octavo.  Resultando  que  el  demandado  Zoilo 
Díaz,  compareció  y  á  su  instancia  fué  citado  de  evic- 
ción  para  que  tambiéu  compareciera  en  el  juicio,  el 
otro  demandado  Brasaac,  de  quien  había  adquirido 
las  casas  en  cuestión;  absteniéndose  el  primero  de 
contestar  la  demanda  por  entender  que  ya  no  debía 
ser  parfee  en  los  autos. 

Contestación: 

Noveno.  Resultando  que  la  demandada  doña 
María  de  la  Presentación  Rodríguez,  contestó  la  de- 
manda pidiendo  que  se  declare  sin  lugar  con  las 
costas  y  estableció  como  fundamento  de  esa  preten- 
sión, los  siguientes  hechos:  Primero:  que  en  treinta 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta,  su  consorte  don 
Juan  Vidal,  otorgó  escritura  ante  el  Notario  de  Cá- 
diz, don  Bartolomé  Rivera,  haciendo  la  declaración  y 
dándole  el  poder  ó  licencia  que  resultaba  de  la  copia 
simple  de  ese  documento,  que  presentaba  en  esa  forma 
por  carecer  de  otra  fehaciente;  lo  cual  explicaba  bas- 
tantemente el  origen  délas  adquisiciones  hechas  por  ella 
respecto  de  los  bienes  de  que  aquí  se  trata.  Segundo: 
que  más  tarde,  ó  sea  en  el  mes  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cuatro,  llegó  á  esta  ciudad 
dt  ña  María  de  la  Presentación,  llamada  por  su  con- 
sorte Vidal,  quien  en  veinte  y  siete  de  Noviembre 
del  mismo  año  otorgó  ante  testigos,  el  documento 
privado  que  acompañaba.  Tercero:  que  con  posterio- 
ridad, ó  sea  en  diez  y  siete  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos ochenta,  Vidal  le  confirió  el  poder  que  igualmente 
acompañaba  por  testimonio  fehaciente  y  con  cuya 
simple  lectura,  se  convencería  el  Juzgado  de  la  vir- 
tualidad de  los  pretensos  derechos  que  había  venido 
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á  ejercitar  en  este  juicio.  Cuarto:  que  más  tarde 
fué  cuando  la  esposa,  ignorando  6  desconociendo  el 
domicilio  de  su  consorte  y  exigiéndole  ver  á  su  ma- 
dre que  se  encontraba  en  grave  peligro  de  muerte,  so- 
licitó la  antorización  judicial,  que  le  fué  concedida 
mediante  los  fundamentos  en  que  se  descansaba  para 
pedirla  y  cuya  eficacia  venia  á  discutirse  ahora,  tan 
tardía  como  injustamente.  Quinto:  que  mediante 
una  donación  que  se  le  hizo,  obtuvo  un  premio  de  la 
Lotería  de  esta  Isla  en  el  año  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos  en  cantidad  de  cinco  mil  pesos  billetes, 
con  lo  que  atendió  á  la  reedificación  de  la  casa  Merced 
ciento  nueve;  y  Sexto:  que  de  lo  expuesto  se  deduce, 
que  todos  los  bienes  entrados  en  poder  de  ella,  antes 
y  después  de  su  matrimonio  con  Vidal,  fueron  adqui- 
ridos por  la  misma,  con  capital  propio. 

Décimo.  Resultando  que  del  documento  referi- 
do en  el  hecho  primero  de  la  contestación  de  dofia 
María  de  la  Presentación  Rodríguez,  aparece  que  su 
marido  don  Juan  Vidal,  declaró  en  la  escritura  públi- 
ca de  treinta  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta, 
que  en  el  mes  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y 
siete,  había  celebrado  matrimonio  con  aquélla  llevan- 
do ésta  por  dote  y  caudal  propio,  la  suma  de  doce  mil 
reales  vellón  equivalentes  á  mil  doscientos  escudos  ó 
tres  mil  pesetas — seiscientos  pesos — en  efectivo  metá- 
lico, que  esa  cantidad  se  invirtió  totalmente  en  la 
instalación  de  un  establecimiento  de  géneros  y  ropa 
hecha,  en  la  villa  de  Puerto  Real,  el  cual  permaneció 
abierto  y  constituía  el  único  capital  con  que  contaban 
ambos  consortes  para  su  subsistencia;  que  convinien- 
do al  otorgante  emprender  un  viaje  á  América,  había 
determinado  formalizar  las  referidas  declaraciones  y 
dejar  además  autorizada  á  su  esposa,  para  el  manejo 
del  Establecimiento;  y  como  consecuencia  de  todo, 
otorgó  que  declaraba  de  la  exclusiva  propiedad  de  su 
esposa,  el  repetido  establecimiento,  autorizándola  am- 
pliamente para  su  manejo,  pudiendo  traspasarlo,  cam- 
biarlo i  disponer  de  él,  como  estimase  más  conve- 
nienta 

Décimoprimero.  Resultando  del  otro  documento 
privado  á  que  se  contrae  el  hecho  segundo  de  la  con- 
testación de  la  sefiora  Rodríguez,  su  fecha  veinte  y 
siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro 
suscripto  por  Vidal  y  dos  testigos;  que  en  él  se  convi- 
no la  separación  de  los  cónyuges  por  incompatibili- 
dad de  caracteres,  estableciéndose  que  cada  cual  podía 
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vivir  donde  mejor  le  conviniere,  sin  que  el  uno  pudie- 
se hacer  reclamación  al  otro,  con  la  renuncia  recípro- 
ca de  sus  derechos  sobre  gananciales  y  alimentos  y 
quedando  autorizada  la  esposa,  para  que  sin  la  respon- 
sabilidad del  marido,  pudiese  celebrar  toda  clase  de 
contratos. 

Décimosrgundo.  Resultando  del  documento  que 
se  menciona  en  el  hecho  tercero  de  la  contestación  de 
la  señora  Rodríguez,  que  por  escrituia  pública  de  diez 
y  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  och«*nta,  ante  el 
Notario  don  Pedro  Rodríguez  Pérez,  d(m  Juan  Vidal 
que  era  entonces  vecino  de  esta  ciudad,  concedió  su 
poder  y  licencia  marital  cuanto  en  derecho  se  requi- 
riese y  fuere  necesario  á  su  mencionada  consorte,  en- 
contrándose entre  las  facultades  expresamente  conferi- 
das, las  de  que  propusiese  en  actos  de  conciliación  y 
juicios  verbales  y  en  cualesquiera  Juzgados  y  Tribu- 
nales Superiores,  las  acciones  y  excepciones  «que  le 
«competan  sobre  negocios  referentes  al  patrimonio 
«particular  de  la  misma,  gestionando  en  ellos  cumpli- 
«da  é  ilimitadamente  cual  si  se  hallase  libre  de  poder 
«marital;»  y  las  de  que  pudiese  vender  todos  y  cuales- 
quiera de  sus  bienes,  cobrando  sus  productos  en  ven- 
ta, hipotecarlos,  cederlos,  donarlos,  obligarlos,  dán- 
dolos en  prenda,  fianza  ó  depósitos,  permutarlos  y 
comprar  otros. 

Decimotercero.  Resultando  que  el  demandado 
don  Pedro  Brasaac,  compareció  en  los  autos  con  pos- 
terioridad á  la  declaración  de  rebeldía,  y  á  su  instan- 
cia se  citó  de  evioción  á  dofía  María  de  la  Presenta- 
ción Rodríguez,  de  quien  había  adquirido  las  fincas  de 
que  se  trata;  y  contestando  aquélla  á  dicha  citación, 
mantuvo  los  hechos  que  opuso  á  la  demanda  en  su 
oportunidad,  estableciendo  además,  los  de  que  había 
aportado  á  su  matrimonio,  como  de  su  exclusiva  pro- 
piedad, la  cantidad  de  mil  trescientos  pesos;  que  ese 
capital,  no  fué  adquirido  con  sn  trabajo  é  industria, 
sino  por  virtud  de  una  donación  que  le  hicieron  sus 
padres;  que  esa  suma  la  invirtió  en  un  establecimien- 
to de  comercio  que  puso  en  la  Península  con  la  auto- 
rización de  su  marido;  que  vendidas  las  existencias 
de  aquél,  obtuvo  el  mismo  capital  que  había  invertido 
y  que  con  él  adquirió  las  casas  Merced  ciento  nueve  y 
Santa  Emilia  veinte. 

Réplica: 

Decimocuarto.     Resultando  que  no  habiendo  con- 
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testado  á  la  citación  de  evicciÓD  los  demandados  Bra- 
saac  y  Díaz,  á  instancia  de  la  parte  actora,  se  dio  por 
evacuado  su  trámite,  confiriéndose  á  aquélla  el  tras- 
lado para  réplica,  cuyo  trámite  renunció. 

Prueba: 

Decimoquinto.  Eesultando  que  recibido  el  pleito 
á  prueba  y  admitida  y  practicada  la  propuesta  por  Jas 
partes  el  Juez  de  Primera  Instancia  dictó  sentencia 
en  la  que,  aplicando  la  legislación  anterior  al  Código 
Civil  por  lo  que  respecta  á  la  nulidad  de  la  autoriza- 
ción judicial  y  primeras  escrituras,  y  la  ley  hipoteca- 
ria en  cuanto  á  la  decisión  de  las  segundas,  declaró 
«con  lugar  la  demanda  y  en  su  consecuencia:  Prime- 
aro:  que  es  nula  la  licencia  judicial  que  se  otorgó  á 
«doña  María  de  la  Presentación  Rodríguez  en  el  auto 
«de  veinticuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochen- 
«ta  y  uno  dictado  por  el  Juzgado  de  Primera  Instan- 
«cía  del  distrito  de  Belén  ante  el  Escribano  D.  Joa- 
«quín  Lancís,  para  la  enajenación  de  las  casas  calle  de 
«Merced  ciento  nueve  en  esta  ciudad  y  calle  de  8anta 
«Emilia  número  veinte  en  Jesús  del  Monte.  Segundo: 
«que  es  nula  la  venta  que  de  las  referidas  casas  hizo  la 
«señora  Rodríguez  á  favor  de  don  Pedro  Brassac  y  Le- 
«jaroeguí  en  la  escritura  de  nueve  de  Julio  de  mil  ocho- 
«cientos  ochenta  y  cuatro,  otorgada  ante  el  Notario 
«don  Andrés  Mazón  y  Rivero.  Tercero:  que  ha  lugar  á 
«la  rescisión  de  la  enajenación  que  de  las  mismas  fincas 
«hizo  Brasaac  á  favor  de  don  Zoilo  Díaz  y  Yaldés  en 
«la  escritura  de  veintisiete  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
«cientos  ochenta  y  nueve  otorgada  ante  el  Notario  don 
«Arturo  Qalletti  y  Valdés,  y  Cuarto:  que  deben  c^-in- 
«celarse  y  se  cancelarán  oportunamente  en  el  Registro 
«de  la  Propiedad  las  inscripciones  de  dominio  hechas 
«respectivamente  á  favor  de  Brasaac  y  de  Díaz  en  vir- 
«tnd  de  las  citadas  escrituras»;  mandando  en  su  con- 
secuencia á  practicar  las  anotaciones  y  cancelaciones 
correspondientes  en  los  protocolos  notariales  y  en  el 
.Registro  de  la  Propiedad. 

Resolución  becubbida: 

Decimosexto.  Resultando  que  la  Audiencia,  re- 
solviendo la  apelación  interpuesta  únicamente  por 
doña  Presentación  Rodríguez  confirmó  la  referida 
sentencia  de  primera  instancia  aceptando  sus  funda- 
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mentos  de  derecho  y  desestimando  las  alegaciones 
hechas  por  la  defensa  de  la  parte  apelante,  relativas  á 
la  prescripción  de  la  acción,  por  no  haber  sido  alega- 
da esa  excepción  oportunamente  y  en  cuanto  á  la  de- 
claración de  rescisión  por  no  afectar  ese  particular  á 
la  parte  apelante,  sino  á  las  otras  que  consintieron  la 
sentencia. 

Fundamentos  dbl  recurso  de  casación: 

Decimoséptimo,  Resultando  que  contra  este  fa- 
llo de  segunda  instancia  interpuso  el  administrador 
del  intestado  de  la  dicha  señora  Rodríguez,  el  presente 
recurso  fundado  en  el  número  primero  del  articulo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  alegando  ios  siguientes  motivos: 

tfA.  El  artículo  mil  doscientos  noventa  y  uno  del 
«Código  Civil  por  cuanto  la  sentencia  declara  rescin- 
«dida  la  escritura  de  venta  de  la  casa  Santa  Emilia 
«número  veinte  y  Merced  ciento  nueve,  sin  que  con- 
«curran  en  las  mismas  ninguna  de  las  causas  que  de- 
«terminan  los  cinco  apartados  del  citado  articulo  mil 
«doscientos  noventa  y  uno  del  Código  Civil.» 

«B. — La  sentencia  infringe  el  articulo  mil  tres- 
«cieutoB  dos  del  Código  Civil,  por  cuanto  declara  la 
«nulidad  de  un  contrato  cuya  acción  de  nulidad  no  ha 
«sido  ejercitada  por  persona  obligada  principal  ó  sub- 
ffsidiariamente.» 

«C.-— La  sentencia  infringe  el  articulo  treinta  y 
«siete,  párrafo  segundo,  último  apartado  del  mismo, 
«por  cnanto  se  declara  con  lugar  la  rescisión  no  obs- 
«tante  haberse  ejercitado  la  acción  después  de  haber 
«transcurrido  más  de  un  año  desde  que  se  realizó  la 
«venta  cuya  rescisión  se  solicita. » 

Décimooctavo.  Resultando  que  admitido  el  re- 
curso se  ha  sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal, 
celebrándose  la  vista  pública  del  mismo  el  dia  seis  del 
mes  actual,  con  asistencia  solo  del  Letrado  de  Luis 
Crucet  y  Radillo,  parte  no  recurrente,  que  pidió  se 
declarase  sin  lugar  el  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betan- 
court. 

Primero.  Considerando  que  el  recurso  de  casa- 
ción, con  referencia  á  las  partes  interesadas  en  el  liti- 
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gio,  tiene  por  objeto  qae  aquellas  obtengan  la  repara- 
ción de  los  daños  que  pudiera  haberles  ocasionado  una 
sentencia  dictada  con  infracción  de  la  ley,  y  por  tanto 
no  es  lícito  al  recurrente,  segáu  tiene  ya  declarado 
este  Supremo  Tribunal,  alegar  para  la  casación  del 
fallo,  motivos  que,  de  estimarse,  cederían  únicamente 
en  favor  de  otro  litigante,  sin  que  la  casación,  median- 
te ellos  obtenida,  pudiera  alterar  el  estado  de  hecU(»  ó 
de  derecho  creado  respecto  del  recurrente,  por  la  M3n- 
tencia  recurrida,  y,  mucho  menos,  cuando  la  par!e  á 
quien  afecte  el  particular  quesea  objeto  del  motivo 
haya  consentido  el  fallo. 

Segundo.  Considerando  que  la  anterior  doctrina 
tiene  aplicación  al  motivo  ^'A"  del  presente  recurso, 
el  cual  debe  ser  desestimado,  aparte  de  otras  ra- 
ines que  lo  hacen  improcedente  porque  refíriéu- 
dose  á  los  pronunciamientos  del  fallo  relativos  á 
la  rescisión  de  los  últimos  de  los  contratos  que  fueron 
objeto  del  pleito,  ese  particular,  como  acertadamente 
estimó  la  Sala  sentenciadora,  no  afecta  al  recurrente, 
puesto  que  la  rescisión  de  esos  contratos  fué  acordada 
por  causas  distintas  de  las  que  se  tuvieron  en  cuenta 
para  declarar  la  nulidad  de  los  anteriores,  y  por  tan- 
to la  resolución  del  mismo  no  altera  el  pronuncia- 
miento definitivo  en  cuanto  se  refiere  á  dicho  re- 
currente. 

Tercero.  Considerando  en  cuanto  á  los  pronun- 
ciamientos que  se  refieren  á  la  nulidad  declarada  en 
el  fallo  recurrido,  que  la  Sala  sentenciadora  estiman- 
do que  por  tratarse  de  actos  y  contratos  anteriores  á 
la  vigencia  del  Código  Civil,  la  legislación  aplicable  á 
aquellos  era  la  que  regia  en  la  época  de  los  mismos, 
con  relación  á  la  cual  examinó  y  resolvió  las  cuestio- 
nes planteadas,  y,  por  consiguiente,  no  pudo  infringir 
el  articulo  mil  trescientos  dos  del  citado  Código  en  el 
concepto  invocado  en  el  motivo  «B»  del  recurso;  por- 
que cuando  la  Sala  sentenciadora  estima  que  piocede 
aplicar,  y  aplica,  la  legislación  antigua  no  puede  in* 
fringir  preceptos  del  Código,  á  menos  que  se  demues- 
tre debidamente  que  al  ajustarse  á  aquella  legislación 
ha  violado  determinado  precepto  de  dicho  cuerpo  le- 
gal sobre  las  leyes  que  deben  aplicarse  al  caso,  lo  que 
no  se  ha  alegado  en  el  motivo  que  se  examina,  ni  en 
ningún  otro  de  los  del  recurso,  procediendo,  por  tan- 
to, desestimar  aquél. 

Cuarto.  Considerando  que,  no  procede  estimar 
el  motivo  aC»  porque  en  él  se  alega  como  infrin- 
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gido  el  ((articulo  treinta  y  siete,  párrafo  segundo, 
último  apartado  del  mismoD,  sin  expresar  á  qué  ley 
pertenece  dicho  articulo,  faltando  de  este  modo  á  lo 
dispuesto  en  el  número  cuarto  del  articulo  Y  de  la 
Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  que  exige  que  en  el  escrito  de  interposi- 
ción del  recurso  se  cite  con  precisión  y  claridad 
la  ley  infringida,  sin  cuyo  requisito,  no  sólo  es  inad- 
misible el  motivo,  conforme  al  articulo  XI  de  dicha 
Orden,  sino  que  es  absolutamente  imposible  resolver 
acerca  de  él  por  no  determinarse  la  ley  á  que  se  refiere 
el  recurrente;  y,  además,  aun  suponiendo  que  este 
motivo  estuviera  debidamente  expresado  siempre  seria 
improcedente,  conforme  á  lo  expuesto  en  el  tercer 
Considerando  de  esta  sentencia,  por  cuanto  se  refiere 
al  particular  de  la  rescisión;  y,  también,  porque  en  él 
se  plantea  una  cuestión  de  prescripción,  que  siendo 
materia  de  una  excepción,  no  fué  alegada  ni  discutida 
en  el  juicio,  y  en  casación  no  pueden  eficazmente  pro- 
moverse cuestiones  que  no  hayan  sido  controvertidas 
ó  alegadas  en  el  pleito. 

Quinto.  Considerando  que  no  siendo  procedentes 
para  obtener  la  casación  ninguno  de  los  motivos  ale- 
gados por  el  recurrente  debe  declararse  sin  lugar  el 
recurso,  y  cumpliendo  lo  dispuesto  en  el  articulo  XL 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  condenar  en  las  costas  del  mismo  á  dicho 
recurrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Herrera  Guerra  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
veinte  y  uno  de  Agosto  último  en  el  juicio  al  princi- 
pio referido,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 
Devuélvanse,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  —José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Ángel  G.  Betancourt. — Octavio  Giber- 
ga.— Carlos  Revilla. 


Inf.  ley.— Sent.  52.— 26  de  Noviembre  de  1902.   (Gac 
Enero  22, )— Tercería. 

DOCTRINA:  Es  improcedente  abrir  el  juicio  de  ter- 
cería cuando  el  demandante  no  presenta  al  promover- 
lo el  documento  demostrativo  de  la  existencia  de  su 
crédito  contra  el  ejecutado,  aunque  no  sea  preciso  que 
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el  título  preientado  constltuja  prueba  acabada  del 
derecho  preferente  que  «e  alega,  el  cual  puede  justifi- 
carse plenamente  en  el  trámite  oportuno. 

La  recta  inteligencia  del  artículo  1535  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  no  permite  que  se  le  úé  curso  á 
la  demanda  de  tercería,  hasta  que  se  presente  el  título 
requerido  por  la  ley,  cuyo  título  no  puede  estimarse 
que  sea  cualquier  documento, con  tal  que  el  recurrente 
lo  considere  suficiente  para  fundar  su  derecho. 

Tratándose  de  una  tercería  de  mejor  derecho  el  títu- 
lo que  debe  acompañarse  es  aquél  en  que  conste  que  el 
tercerista  es  acreedor  del  ejecutado,  y  no  de  otra  per- 
sona extraña  al  procedimiento  ejecutivo,  respecto  de 
la  cual,  ni  los  derechos  que  tenga  el  promovente,  ni 
tampoco  los  de  ella  sobre  los  bienes  embargados  pue- 
den discutirse,  ni  son  materia  propia  de  resolución  en 
un  juicio  de  esa  clase. 

La  doctrina  expuesta  se  concilia  con  la  de  que  no 
procede  rechazar  una  demanda  de  tercerfa,  sino  decla- 
rarla en  suspenso,  cuando  con  ella  no  se  presenta  el 
título  en  que  se  funde  el  derecho  del  promovente,  y 
con  la  expuesta  en  el  párrafo  primero  de  no  ser  nece- 
sario que  el  título  constituya  prueba  acabada  de  ese 
derecho,  pues  estas  últimas  doctrinas  solo  tienen  apli- 
cación al  caso  en  que  el  demandante  afirma  alegando 
ó  presentando  título  legal,  su  derecho  como  acreedor 
preferente  del  ejecutado  al  tiempo  de  entablar  su  re- 
clamación de  preferencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  seis  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  vistos  los  autos 
sobre  tercería  de  mejor  derecho  promovida  por  el  Li- 
cenciado José  Puig  y  Ventura,  abogado,  vecino  de 
esto  capital,  como  incidente  al  juicio  ejecutivo  segui- 
do por  Manuel  Zardaín,  cesionario  de  fiulnes  y  Sola- 
res, contra  José  Tolosa;  autos  los  dichos  que  penden 
ante  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  del  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal  es- 
tablecido por  el  Licenciado  Puig  y  Ventura  contra  la 
resolución  dictada  por  la  Sección  Segunda  de  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  con  fecha 
ocho  de  Septiembre  del  corriente  año. 

Demanda: 

Primero.  ResuUando  que  la  demanda  «se  funda 
«en  los  siguientes  hechos:  la  sociedad  de  Bulnes  y  So- 
plares se  presentó  en  suspensión  de  pagos  en  veinte  y 
«uno  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noveuta  y  seis  en  el 
«Juzgado  del  Cerro,  Escribanía  de  Alvarez  Insua 
«presentando  un  activo  del  que  constan  ciertas  obser- 
«vaciones  hechas  en  el  mismo  en  el  que  se  consigna 
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«un  crédito  hipotecario  contra  don  José  Tolosa  por 
«siete  mil  doscientos  treinta  y  cinco  pesos  sesenta  y 
«nueve  centavos  oro,  garantizados  con  primera  hipo- 
«teca  de  la  finca  Santa  Ana  (a)  Segundo,  colonia 
«Joaquín  hoy:  que  en  veinte  y  seis  de  Julio  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis,  la  sociedad  de  Bulnes 
«y  Solares  tuvo  convenio  con  sus  acreedores  en- 
«tre  los  que  figuraba  la  sociedad  de  Ci3ferino  Pérez 
«y  Gompafíía  cesionaria  de  la  exponente  por  cinco  mil 
«pesos  en  oro,  obligándose  á  abandonar  sus  créditos 
«pasivos  por  terceras  partes  en  tres  plazos  anuales 
«sucesivos  el  dia  treinta  de  Abril  de  cada  año,  ven- 
«ciendo  el  primer  plazo  en  la  primera  zafra  que  hicie- 
«ran  los  ingenios  Margarita  y  Teresa  y  San  Francisco 
«y  Caridad,  que  la  Sociedad  de  Bulnes  y  Solares,  no 
«cumplió  ninguno  de  los  plazos  desde  aquella  fecha 
«con  sus  acreedores  y  por  el  contrario  los  bienes  que 
«constituían  su  efectivo  han  ido  desapareciendo  uno 
«por  uno  para  sus  acreedores,  siendo  por  razón  de 
«enajenación  voluntaria  la  cesión  á  don  Francisco 
«Herrero  de  un  crédito  de  cinco  mil  treinta  y  cuatro 
«pesos  doce  centavos  por  resto  de  un  crédito  valista 
«contra  don  José  Tolosa,  otro  crédito  resto  de  uno  hi- 
«potecario  por  siete  mil  doscientos  treinta  y  cinco  pe- 
«sos  sesenta  y  nueve  centavos  en  oro  con  garantía  de 
«la  Colonia  Joaquina  (a)  Segundo  y  otro  crédito  de 
«diez  y  ocho  mil  pesos  con  segunda  hipoteca  de  la  pro- 
«pia  finca,  seg&n  escritura  de  veinte  y  nueve  de  Agos- 
«to  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ante  don  Franl 
«cisco  de  Castro  y  Flaquer  luego  cedidos  por  Herrero 
«á  don  Manuel  Zardaín  por  escritura  ante  don  Carlos 
«Laurent  en  veinte  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  no- 
«vecientos:  que  la  sociedad  Bulnes  y  Solares  está  en 
«estado  de  rescisión  de  convenio  con  sus  acreedores 
«y  declaración  de  quiebra  habiendo  presentado  escrito 
«incidental  á  dicha  suspensión  de  pagos  que  cursa  por 
«la  Escribanía  del  señor  Ramírez  Ovando:  que  el  cré- 
«dito  de  la  sociedad  Ceferino  Pérez  y  Compañía  le  fué 
«transferido  por  la  misma  y  en  su  consecuencia  la 
«personalidad  del  tercerista  ha  sido  reconocida  en 
«aquellos  autos  de  suspensión  adeudándole  por  tanto 
«la  sociedad  de  Bulnes  y  Solares  cinco  mil  pesos  en 
«oro  y  sus  intereses  al  seis  por  ciento  anual:  que  en 
«su  carácter  de  cesionario  requirió  á  don  Manuel  Fer- 
«uández  Bulnes  liquidador  de  la  sociedad  Bulnes  y  So- 
fflares  para  que  reconociera  el  carácter  de  cesionario 
«de  Ceferino  Pérez  y  Compañía  y  abonara  los  plazos 
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«vencidos  del  convenio  aprobado  de  la  sociedad  Bul- 
(Toes  y  Solares,  que  don  Manuel  Zardaín  continuó  con- 
fftra  don  José  Tolosa  el  procedimiento  ejecutivo  por 
«resto  del  ccédito  hipotecario  ya  referido  á  consecuen- 
(ccia  del  cual  se  ha  sacado  á  remate  la  Colonia  Joaqui- 
«na,  terminando  con  la  s&plica  de  que  se  tenga  por 
«deducida  demanda  de  tercería  contra  don  Manuel 
«Zardaín  y  don  José  Tolosa,  teniéndole  por  parte  en 
«la  misma,  declarando  en  definitiva  con  lugar  y  en  su 
«virtud  el  preferente  derecho  del  promovente  á  ser 
«reintegrado  del  principal  de  cinco  mil  peso»  en  oro  é 
«intereses  al  seis  por  ciento  anual  desde  el  veinte  y 
«uno  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis». 

Título: 

Segundo.  «Resultando  que  acompañado  el  título 
«que  el  tercerista  estima  suficiente  para  fundar  la  de- 
«manda,  aparece  ser  copia  de  una  acta  notarial  fecha 
«siete  de  Octubre  de  mil  novecientos  uno  ante  el  No- 
«tario  don  Alfredo  Castellanos  y  Arango  en  la  que  se 
«hace  constar  que  el  señor  José  Puig  y  Ventura  le  di- 
«jo  que  le  pertenecía  el  crédito  que  consta  del  docu- 
«mentó  que  dice  así:  «Con  arreglo  al  convenio  aproba- 
«do  judicialmente  en  junta  de  acreedores  celebrada 
«con  fecha  veinte  de  Julio  último  en  el  Juzgado  de 
«primera  instancia  del  Cerro  por  ante  el  Escribano  don 
«Antonio  Alvarez  Insua  á  consecuencia  de  la  suspen- 
«sión  de  pagos  que  hemos  promovido,  pagaremos  en 
«esta  ciudad  sin  interés  alguno  á  los  señores  Ceferino 
«Pérez  y  Compañía  6  á  su  orden  la  cantidad  de  cinco 
«mil  pesos  oro  que  somos  en  deberle  por  principal 
«hasta  el  día  de  la  Junta  por  terceras  partes  en  tres 
«plazos  aúnales  sucesivos  el  día  treinta  de  Abril 
«de  cada  año,  venciendo  el  primer  plazo  en  la 
«primera  zafra  que  hagan  los  ingenios  Margarita  y 
«Teresa  y  San  Francisco  de  Paula  y  Candad,  sitos  en 
«la  jurisdicción  de  Güines  y  para  canjear  el  docu- 
«mento  de  este  acreedor  conforme  á  dicho  convenio  le 
«expedimos  el  presente.  Habana,  Agosto  seis  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis.  Bulnes  y  Solares.  — Co- 
«mo  liquidador  y  cesionario  de  la  sociedad  mercantil 
«de  Ceferino  Pérez  y  Compañía  pagúese  á  Ja  orden  de 
«don  José  Puig  y.  Ventura  por  valor  entendido  sin 
«más  responsabilidad.  Habana,  veinte  y  tres  de  Sep- 
«tiembre  de  mil  novecientos  uno.     Ceferino  Pérez. » 

Tercero.     «Resultando  que  según  se  consigna  en 

T.  3.— 1903.-6. 


Digiti 


zedby  Google 


66  BOLirm    LBGI6LATIVO. 


ffdicha  acta  el  tercerista  requirió  á  dicho  Kotario  para 
«que  se  coustituyera  en  Galiano  ciento  veinte  y  nueve 
(ry  requiriese  á  don  Manuel  F.  Bulnes  como  liquida- 
((dor  de  la  sociedad  de  Bulnes  y  Solares,  á  fin  de  que  se 
(rnotifícase  de  la  cesión  que  del  referido  crédito  le  hi- 
«cieron  los  Sres.  Ceferino  Pérez  y  Compañía  para  que 
«en  el  acto  pagara  la  expresada  cantidad  de  cinco  mil 
tf pesos  oro  y  caso  de  no  verificar  el  pago  se  le  garantí- 
«zara  á  su  satisfacción  con  hipoteca  de  bienes  inmue* 
«bles  y  costas  y  si  no  se  prestase  á  otorgar  dicha  ga- 
«rantia  manifestase  si  la  sociedad  Bulnes  y  Solares 
«carecía  de  bienes  en  la  actualidad  y  requerido  don 
«Manuel  Fernández  Bulnes,  dijo  que  se  daba  por  noti- 
«ñcado  de  la  cesión  4  favor  del  Sr.  Fuig  que  no  verifí- 
«caba  el  pago  de  los  cinco  mil  pesos  oro  porque  la 
«sociedad  carecía  de  efectivo:  que  no  puede  garantir 
«el  pago  de  esa  suma  porque  existen  varios  créditos 
«que  han  sido  embargados  y  desconoce  cuales  sean 
«éstos,  poseyendo  )a  sociedad  Bulnes  y  Solares  bienes 
«consistentes  en  créditos  activos:» 

Cuarto.  «Resultando  que  otro  de  los  docamentos 
«acompañados,  consiste  en  una  certificación  del  Es- 
«cribano  Ramírez  Ovando  en  que  hace  constar  que  en 
«los  autos  sobre  suspensión  de  pagos  de  la  sociedad 
«Bulnes  y  Solares  se  encuentra  al  folio  cinco  una  re- 
«lación  de  los  créditos  activos  de  dicha  sociedad  entre 
«los  que  se  encuentra  el  de  don  Ceferino  Pé- 
«rez  y  Compañía  por  valor  de  cinco  mil  pesos  en 
«oro  con  el  endose  de  pagúese  &  la  orden  de  don 
«José  Puig  y  Ventura  por  valor  entendido  y  en  cuya 
«certificación  se  hace  constar  que  el  tercerista  don  Jo- 
«sé  Puig  y  Ventura  ha  promovido  incidente  para  que 
«se  declare  la  rescisión  del  convenio  celebrado  por  la 
«sociedad  Bulnes  y  Solares  con  sus  acreedores  y  la  de- 
ftclaración  de  quiebra  de  dicha  sociedad»: 

Resolución  becurrida: 

Quinto.  Resultando  que  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  Distrito  del  Oeste,  de  esta  capital,  ante  quien 
se  presentó  la  demanda,  denegó  su  admisión,  fun- 
dado en  que,  cualesquiera  que  sean  los  derechos  que 
puedan  asistir  al  demandante,  no  para  cobrarle  al  eje- 
cutado Tolofi-a,  sino  á  la  sociedad  de  Bulnes  y  Solares, 
de  uno  de  cuyos  acreedores  es  cesionario,  puede  ejerci- 
tarlos en  la  vía  y  forma  correspondiente,  pero  no  por 
medio-  de  la  tercería  promovida,   pues  no  es  dable  la 
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existencia  legal  dn  ese  juido  sin  un  deudor  coman,  da- 
do que  la?  tercerías  de  mejor  derecho  tienen  por  obje- 
to decidir,  entre  dos  acreedores  de  un  mismo  deudor, 
cual  de  ellos  ha  de  cobrar  prefer<^n  temen  te  su  crédito 
con  los  bienes  embargados  á  aquél. 

Sexto.  Resultando  que  la  referida  sección  segunda 
de  la  Sala  de  lo  Oivil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
confirmó  en  alzada  la  resolución  dictada  por  el  Juez  y 
que  contraía  resolución  confirmatoria  interpuso  el  de- 
mandante el  presente  recurso  de  casación  autorizado 
por  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  alegando  los 
dos  siguientes  fundamentos: 

Fundamentos  del  recubso  de  casación: 

«Primero.  Infracción  de  «\&  sentencia  del  Tri- 
«bunal  Supremo  de  España,  de  cinco  de  Febrero 
«de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  que  resuelve: 
«Que  el  examen  de  las  acciones  que  el  demandan- 
«te  ejercite,  y  el  análisis  del  titulo  que  acompaña 
<ry  su  alcance  legal,  son  las  materias  del  juicio  y  de 
«la  sentencia  definitiva,  por  lo  que  no  debe  ser  pre- 
ffjnzgado  en  el  primer  trámite  del  juicio,  por  cuya  ra- 
«zón,  denegándose  la  admisión  de  una  demanda  de 
«tercería  de  dominio  que  se  ajusta  á  lo  prevenido 
«para  las  de  su  clase,  y  con  la  que  se  acompañan 
«los  documentos  en  que  el  actor  funda  su  derecho,  se 
«infringen  los  artículos  mil  quinientos  treinta  y  dos  y 
«mil  quinientos  treinta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
«miento  Civil — Sentencia  de  cinco  de  Febrero  de  mil 
«ochocientos  noventa  uno. — Esta  doctrina  legal  ha 
«sido  infringida  en  el  concepto  de  que  al  confirmar  la 
«Sala  sentenciadora  el  auto  de  no  haber  lugar  á  admi- 
«tir  la  demanda  de  terceiia  por  no  tener  tal  carácter 
«de  tercería  en  el  sentir  del  Juzgado  y  de  la  Sala,  am- 
«bos  han  resuelto  de  plano  que  no  tengo  acción  dentro 
«del  procedimiento  de  las  tercerías  contra  los  deman- 
ffdados  Manuel  Zardaín  y  José  Tolosa;  y  han  prejuz- 
«gado  en  el  primer  trámite  del  juicio,  cuál  es  el  alcan- 
«ce  legal  del  título  que  he  acompañado  con  mi  deman- 
«da  cuando  estas  cuestiones  de  fondo  de  la  demanda  sólo 
«pueden  resolverlas  en  la  sentencia.  La  cuestión  le- 
«gal  es,  pues,  la  siguiente:  presentada  demanda  de 
«tercería  que  se  ajusta  á  las  formalidades  procesales 
«de  las  de  su  clase  con  la  cual  se  acompañan  los  docu- 
«mentos  que  el  actor  estima  suñcientes  á  su  derecho 
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(al  tenor  de  la  seutencia  del  Tribunal  Supremo  de  Fe- 
«brero  veintisiete  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres), 
«y  en  la  cual  se  demanda  al  actor  y  al  demandado  del 
«juicio  en  que  se  interpone  el  incidente  de  tercería  ¿& 
«quién  toca  apreciar  si  hay  tercería?,  esto  es  ¿á  quién 
«toca  apreciar  si  el  tercerista  tiene  acción  contra  los 
«dos  demandados?  ¿El  Juez  al  admitir  )a  demanda 
«puede  hacer  esta  apreciación?  ó  ¿solamente  puede  ha- 
«cerla  al  dictar  sentencia?  ¿Basta  que  el  actor  estime 
«que  tiene  acción  contra  los  dos  demandados  que  á  su 
«vez  sostienen  entre  sí  pleito,  para  que  sea  tenida  por 
«tercería  la  demanda  de  aquél  á  los  efectos  de  su  ad- 
«misión? — Cuarto  (quiere  decir  segundo)  Infracción 
«del  artículo  mil  quinientos  treinta  y  cinco  de  la  Ley 
«de  Enjuiciamiento  Civil  que  dice  «con  la  demanda 
de  tercería  deberá  presentarse  el  título  en  que  se  funde j 
«shi  cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso.  Esta  ley  ha 
«sido  infringida  en  el  concepto  de  que  preceptuando 
«solamente  que  no  se  dé  curso  á  la  demanda  de  terce- 
»i-ía  cuando  no  se  presente  el  título,  implícitamente 
»manda  que  sea  admitida  y  se  le  dé  curso  sin  excusa 
))de  ningún  género  cuando  acompaña  el  título  en  que 
Dse  funda,  esto  es,  los  documentos  suficientes  para 
«fundarla  á  juicio  del  actor.  En  efecto,  presentada 
))por  mí  la  demanda  y  los  documentos  de  autos,  el 
«Juzgado  dictó  la  providencia  de  veinticinco  de  Abril 
«último,  en  la  cual  se  declara  que  no  habiéndose  acom- 
«pafíado  la  declaratoria  de  quiebra  de  la  sociedad  de 
«Bulnes  y  Solares  sobre  la  que  se  fundaba  la  tercería 
«ajuicio  del  Juzgado,  no  había  lugar  á  darle  curso. 
«Contra  esta  providencia  interpuse  recurso  de  reposi- 
«ción,  fundado  en  que  los  documentos  acompañados 
«eran  suficientes  para  fundar  mi  derecho  al  tenor  de 
«la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Febrero  vein- 
«tisiete  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres;  y  el  Juzga- 
«do  dictó  el  auto  de  cinco  de  Mayo  del  corriente  año, 
«declarando  con  lugar  este  ncucso  y  admitiendo  la 
«teoría  por  mí  sustentada  de  que  es  el  actor  quien  tie- 
«ne  que  apreciar  la  suficiencia  del  título  acompañado. 
«Pero  á  pesar  de  esta  confesión,  el  Juzgado  dictó  de 
«plano  acto  continuo  el  auto  de  seis  de  Mayo  decla- 
«rando  no  haber  lugar  á  admitir  la  demanda  de  ter- 
«cería  por  el  fundamento  de  no  estimar  como  de  ter- 
«cería  la  tal  demanda.  Contra  este  auto  interpuse  re- 
«posición,  que  fué  declarada  sin  lugar  por  auto  del 
«día  quince  de  Mayo;  interpuse  apelación  y  ha  sido 
«confirmado. — La  cuestión  que  planteo  por  este  fun* 
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^lamento  es  la  siguiente:  ^Tresentada  con  todas  las 
^formalidades  externas  procesales  una  demanda  que 
»el  actor  estima  de  tercería,  con  el  titulo  6  los  docu- 
j»mentos  que  considera  suficientes  para  fundar  su  de- 
»recho,  debe  el  Tribunal  admitirla  conforme  al  artícu- 
»1o  mil  quinientos  treinta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjui- 
Aciamiento  Civil;  porque  este  artículo  solamente  pre- 
Aoeptáa  que  no  8e  le  dará  curso  en  el  único  caso  de  no 
«presentarse  el  título;  de  modo  que  en  concurriendo 
«este  requisito  el  Tribunal  tiene  necesariamente  que 
«admitir  la  demanda.» 

Séptimo.  Resultando  que,  admitido  y  sustanciado 
el  recurso,  se  ha  celebrado  la  vista  pública  ante  este 
Supremo  Tribunal  en  catorce  del  corriente  mes;  sin 
asistencia  de  las  partes. 

Decisión  übl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero.  Considerando  que  el  procedimiento  sobre 
tercería  de  mejor  derecho  ge  ha  instituido  por  la  ley  y 
es  tan  solo  útil  para  el  objeto  de  determinar  á  cual, 
entre  dos  6  más  acreedores  de  un  deudor  común,  co- 
rresponde preferencia  en  el  cobro  de  su  crédito  con  el 
producto  de  los  bienes  embargados  al  último,  sien- 
do indispensable,  á  tenor  del  articulo  mil  quinientos 
treinta  y  cinco  de  la  Lp^^  de  Enjuiciamiento,  para  que 
se  dé  curso  á  una  demanda  de  tercería,  cumplir  el  re- 
quisito procesal  de  acorapafiar  á  la  misma  el  título  en 
que  se  funde;  de  lo  cual  se  sigue  que  es  improcedente 
abrir  tal  juicio  cuando  el  demandante  no  presenta  al 
realizar  su  promoción  el  documento  ó  documentos  de- 
mostrativos de  la  existencia  de  su  crédito  contra  el 
ejecutado,  por  ser  esa  prueba  preconstituída  base  legal 
indispensable  de  esa  clase  de  juicios,  aunque  no  sea 
preciso  que  el  título  presentado  constituya  prueba 
acabada  del  derecho  preferente  que  se  alega  y  que  en 
trámite  oportuno  podrá  justificarse  plenamente:  como, 
asimismo,  se  deduce  de  lo  expuesto  que  no  debe  darse 
curso  á  la  demanda,  ni,  por  tanto,  admitirse  y  sustan- 
ciarse la  tercería  promovida,  cuando  no  invoca  en  rea- 
lidad el  promovente  el  carácter  de  acreedor  del  ejecu- 
tado, sino  de  otra  persona  extraña  al  procedimiento 
ejecutivo,  respecto  de  la  cual  ni  los  derechos  que  tenga 
el  promovente,  ni  tampoco  los  de  ella  sobre  los  bienes 
embargados  á  otro,  se  pueden  discutir,  ni  son  materia 
propia  de  resolución  en  el  juicio  sobre  tercería  de  me- 
jor derecho. 
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Segundo.  Considerando  que  la  resolación  recu- 
rrida, en  cuanto  niega  la  admisión  de  la  demanda 
cuyos  fundamentos  se  han  transcrito,  encuentra  apoyo 
en  la  doctrina  precedente,  lo  cual,  por  el  contrario,  se 
desconoce  en  el  recurso  al  pretender  que  se  ha  infrin- 
gido el  mencionado  articulo  mil  quinientos  treinta  y 
cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  cuya  recta  inteli- 
gencia, según  queda  visto,  no  es,  ni  puede  ser  que 
para  dar  curso  á  una  demanda  de  tercería  basta  que 
con  ella  se  presente  cualquier  documento,  aunque  no 
sea  el  titulo  requerido  por  la  ley,  con  tal  que  el  de- 
mandante lo  considere  suficiente  para  fundar  su  de- 
recho. 

Tercero.  Considerando  que  con  la  doctrina  ex- 
puesta se  concilla  sin  dificultad  alguna  la  invocada 
en  otro  motivo  del  recurso,  no  infringida  tampoco  al 
negarse  la  admisión  de  la  demanda,  pues  no  tiene 
aplicación  al  caso,  y  sí  no  más  á  aquellos  en  que  el 
demandante  afirma,  con  presentación  de  titulo  legal, 
su  derecho  cqmo  acreedor  preferente  del  ejecutado  al 
tiempo  de  entablar  su  reclamación  de  preferencia. 

Cuarto.  Considerando  que,  en  consecuencia  debe 
desestimarse  el  presente  recurso,  y,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  condenarse  al  recurren- 
te en  costas. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  establecido  en  los 
presentes  autos  y  condenamos  en  las  costas  del  mismo 
al  recurrente:  comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  se&tencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Jopé  Várela. — Pedro  Gon- 
zález Llórente.  —Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  G¡- 
berga. — Carlos  Revilla. 


Inf.  ley.— Sent.  53.-6  de  Diciembre  de  1902.  ( Gac,  Ene- 
ro 28.)  Mayor  cuantía. 

DOCTRINA:    El  artfbulo   460  del  Código  Civil  al 
señalar  el  abandono  de  la  cosa  como  uno  de  los   me- 
dios por  los  cuales  puede   el  poseedor  perder  su   pose- 
,  sión,  no  se  refiere  única  y  exclusivamente  al  desampa- 

ro en  que  la  deje  el  dueño  con  voluntad  de  perderla, 
mediante  el  cual  conviértese  en  nullius  y  susceptible 
de  ser  adquirida  por  el  primer  ocupante,  sino  á  la  de- 
jación hecha  por  todo  poseedor,  ya  que  de  la  posesión 
en  ífeneral,  y  no  precisamente  del  dominio,  trata  la 
disposición  citada. 
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No  procede  la  acción  reivindicatoría  cuando  se  diri- 
jc  contra  quien  no  posee  la  cosa  que  se  pretende  reivin- 
dicar, por  haberla  ya  abandonado,  sin  dolo  ni  mali- 
cia, con  anterioridad  al  momento  en  que  se  deduce  la 
acción. 

No  son  de  estimarse  los  motivos  de  casación  que 
descansa  en  supuestos  contrarios  ó  distintos  de  la 
cuestión  resuelta  en  el  fallo,  invocándose  infracciones 
de  leyes,  que  por  consiguiente  no  son  aplicables  á  di- 
cho caso. 

No  puede  estimarse  la  infracción  de  una  doctrina  le- 
gal que  el  recurrente  invoca  refiriéndola  á  un  solo  fallo 
del  Tribunal,  que  no  menciona. 

En  la  ciudad  de  la  Habaoa  á  seis  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal  establecido  para 
ante  este  Tribunal  Supremo  por  Juan  Antonio  Calde- 
rón y  Eodríguez,  propietario,  vecino  de  la  villa  de 
Gibara,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  Santiago  de  Cuba  en  el  juicio  declarativo  de  ma- 
yor cuantía  seguido  por  aquél  contra  la  sociedad  mer- 
cantil Beola  y  Compañía,  de  la  villa  antecitada,  8(»bre 
reivindicación  de  una  parte  del  ingenio  «Yictoriaj», 
restitución  de  frutos  é  indemnización  de  daños. 

Demanda: 

Primero.  «Resultando  que  el  actor  en  su  escrito 
«de  demanda,  de  feóha  siete  de  Abril  de  mil  novecien- 
»t08  expaso  los  signientes  hechos.  Primero:  desde  la 
«muerte  en  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco  del  señor 
«Atanasio  Calderón  y  Villa,  padre  de  mi  representado 
jty  dueño  del  ingenio  « Victoria»,  sus  hijos  Joaquín, 
«Agustín,  Rosa,  Adelaida,  Nicolasa  y  Juan  Antonio 
«poseían  en  coman  y  proindiviso  esa  finca  en  distie- 
ntas proporciones,  ascendiendo  la  parte  de  Juan 
«Antonio  casi  al  trece'  por  ciento  de  su  valor 
«total,  ó  sea  4kl  doce  y  noventa  y  tres  centésimas 
«por  ciento,  como  acredita  el  testimonio  de  su 
«cartilla  hereditaria  que  acompaño,  marcada  con 
«la  letra  I.  Begundo :  los  condueños  Joaquín, 
«Agustín,  Rosa,  Adelaida  y  Nicolasa,  vendieron  y  en- 
«tregaron  sus  respectivas  porciones  á  los  señores  Beo- 
«la  y  Compañía,  en  noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
« venta  y  cinco,  valorando  entre  ellos  la  finca  para  ese 
«contrato,  en  doscientos  mil  pesos,  aunque  su  verda- 
«clero  valor  era  evidentemente  superior  á  esa  cantidad. 
«Tercero:  al  ocupar  los  señores  Beola  y  Compañía 
«esas  porciones,  tomaron  también  posesión  de  la  par- 
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Dte  del  condueño  Juan  Antonio,  &  titulo  de  dueños 
))también,  exactamente  lo  mismo  que  de  las  que  ha- 
»bian  adquirido  de  aquéllos,  como  se  indica  en  la  co- 
»pia  simple  que  acompaño  marcada  con  la  letra  U.  y 
))con  ese  carácter  celebraron  contratos  gravando  toda 
))la  finca,  é  hicieron  y  se  apropiaron  la  zafra  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis.  Cuarto:  el  condueño 
«Juan  Antonio,  á  quien  represento,  ninguna  interven- 
))CÍ6n  tuvo  en  aquella  venta,  ni  ha  prestado  nunca  su 
^consentimiento  á  la  ocupación  de  su  parte  con  aquel 
«carácter,  por  sus  nuevos  condueños  Beola  y  Gompa- 
»ñia.  Quinto:  en  cuanto  éstos  cogieron  el  ingenio, 
»procedieron  á  la  zafra  de  mil  ochocientos  noventa  y 
Mseifl,  cuyos  productos  se  apropiaron  por  completo. 
))Sexto:  por  los  graves  desacuerdos  que  surgieron  en 
»seguida  entre  ellos  y  los  vendedores,  por  su  falta  de 
»pago,  suspendieron  la  molienda,  retiraron  todos  los 
«empleados  de  la  finca,  provocaron  la  retirada  del  des- 
atácame nto  que  la  guarnecía,  con  la  negativa  de  seguir 
«suministrando  gas  para  alumbrarse  de  noche,  se  ne- 
«garon  á  organizar  una  fuerza  á  que  les  invitó  la  auto- 
bridad  para  protegerla,  dejándola  asi  completamente 
«abandonada  é  indefensa,  en  medio  de  la  guerra 
«por  que  entonces  se  atravesaba.  Séptimo:  la  con- 
«secuencia  premeditada  de  ese  abandono,  fué  la 
«total  destrucción  del  ingenio;  quemadas  sus 
«fábricas  y  aparatos  industriales  por  una  mano  cri- 
«minal  desconocida,  saqueado  antes  y  después  del 
«incendio  por  los  merodeadores  de  las  inmediaciones 
«cuanto  en  él  había  de  valor,  y  destruidos  sus  es- 
«pléndidos  campos  de  caña  por  distintos  tra- 
«piches  inmediatos,  y  por  los  ganados  que  en  número 
«considerable  vienen  pastando  en  ellos  desde  entonces, 
«con  su  autorización  expresa.  Octavo:  al  apropiarse 
«los  señores  Beola  y  Compañía  esa  propiedad  de  mi  re- 
«presentado,  y  al  verificarse  la  destrucción  del  ingenio 
«mi  representado  no  pudo  impedir  ni  oponerse  á  nada 
«de  ello,  porque  estaba  emigrado  hacia  años,  y  se  en- 
«contraba  imposibilitado  de  regresar  á  la  Isla  por  el 
«estado  de  guerra  existente  en  ella  y  su  actitud  rebel- 
«de  contra  el  Gobierno  Español.  Noveno:  los  señores 
«Beola  y  Compañía  son  condueños  de  mi  representado 
«en  el  ingenio  Victoria  desde  primero  de  Noviembre 
«de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  y  la  destrucción 
«de  la  finca  comenzó  al  abandonarla  aquéllos  á  media- 
«dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  y  se  consumó 
«con  el  incendio  del  batey  en  los  primeros  días  de 


Digiti 


zedby  Google 


JURISPRUDENCIA  CIVIL. 


«Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete.  Décimo: 
j>el  valor  que  corresponde  al  haber  de  mi  representado 
«en  el  ingenio  Victoria,  con  arreglo  á  la  estimación  de 
«doscientos  mil  pesos,  admitida  para  éste  por  sus  au- 
«tiguos  y  sus  actuales  condueños,  es  de  veinte  y  cinco 
»mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho  pesos,  que  corres- 
»ponde  al  doce  y  noventa  y  tres  centésimas  por  ciento 
«de  aquella  cantidad.  Undécima:  El  valor  real  del 
«ingenio  Victoria  era  superior  á  doscientos  mil  pesos. 
«Duodécimo:  esa  finca  tenia  de  treinta  y  cinco  á  cua- 
«renta  caballerías  de  cafía  en  muy  buen  estado,  á  las 
«que  corresponde  un  producto  mínimo  de  tres  mil  bo- 
«coyes  de  azúcar  de  á  quince  quintales  y  los  aguar- 
«dientes  correspondientes.  Decimotercero:  de  ello 
«corresponde  al  condueño  Juan  Antonio  Calderón  el 
«producto  líquido  anual  de  trescientos  ochenta  y  siete 
«nueve  décimas  bocoyes  con  sus  aguardientes  desde  el 
«año  mil  ochocientos  noventa  y  seis  inclusive,  y  en 
«todo  caso  la  misma  parte  proporcional  de  lo  que 
«se  haya  elaborado,  y  de  lo  que  indebidamente  se 
«haya  dejado  de  elaborar.  Decimocuarto:  el  precio 
«mínimo  á  que  en  mil  ochocientos  noventa  y  seis 
«vendieron  los  azúcares  los  señores  Beola  y  Com- 
«pañia  fué  de  tres  pesos  quintal,  y  la  mayor  parte  de 
«ello  á  precios  mayores  que  ese.  Decimoquinto:  se 
«ha  intentado  inútilmente  el  acto  de  conciliación,  al 
«que  los  señores  Beola  y  Compañía  se  han  negado  te- 
«merariamente  á  concurrir;  como  se  ve  en  las  certifi- 
«caciones  del  Juzgado  Municipal  de  Gibara,  que  acom- 
«paño  señaladas  con  las  letras  M.  y  N. — A  cuyos 
«hechos  agregó  el  demandante  los  fundamentos  de  de- 
«recho  que  creyó  aplicables,  y  terminó  suplicando  que 
«lo  declarasen  dueño  del  doce  y  noventa  y  tres  centé* 
«aimos  por  ciento  del  valor  total  del  ingenio  Victoria, 
«situado  en  el  término  municipal  de  Gibara,  y  conde- 
«nar  en  definitiva  á  los  señores  Beola  y  Compañía  á 
«que  le  restituyan  esa  parte  con  el  valor  de  los  frutos 
«producidos  y  le  paguen  los  frutos  debidos  de  produ- 
«cir  desde  su  detentación  hasta  la  terminación  del  jui- 
«cio  y  los  daños  sufridos  por  la  propipdad  en  ese  mis- 
»mo  tiempo  imponiéndoles  además  las  costas  del  jui- 
»cio,  suplicando,  además,  por  otrosí  que  se  tuviese  por 
«presentada  una  certificación  del  Registrador  de  la 
«Propiedad,  para  acreditar  la  inscripción  de  la  propie- 
«dad  que  reclama.» 

Segundo.  «Resultando  que  con  dicho  escrito  de  de- 
Amanda,  se  acompañaron  los  siguientes  documentos:  el 
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))te8tinionio  del  poder  conferido  por  el  actor  á  don  Agus- 
))tin  Rodríguez  y  Aguilera  para  que  lo  representara  en 
«este  juicio;  unas  diligencias  tramitadas  ante  esoe  Juz- 
»gado  para  la  habilitación  de  dicho  señor  por  no  haber 
j>en  aquel  entonces  Procuradores  públicos  en  esta  cin- 
»dad;  la  hijuela  del  Sr.  Juan  Antonio  Calderón  en  la 
«cuenta  divisoria  de  los  bienes  de  8u  sefíor  padre  don 
»Atanasio  expedida  por  el  Notario  Sr.  Espinosa,  en  la 
>)que,  entie  otros  bienes  se  le  adjudica  una  parte  del 
«ingenio  Victoria,  valorada  en  catorce  mil  setecien- 
«tos  diez  y  seis  pesos,  ocho  centavos;  una  certifica- 
wción  del  sefior  Registrador  de  la  Propiedad,  que 
«acredita  que  la  parte  de  finca  que  acaba  de  decirse 
«está  inscrita  á  nombre  del  citado  don  Juan;  una  co- 
«pia  del  documento  privado  comprensivo  del  contrato 
«de  compra  venta  que  celebraron  los  hermanos  del  de- 
«mandante  con  la  Sociedad  demandada,  cuyo  escrito, 
«.según  aquél,  se  acompaña  para  mejor  inteligencia  de 
«ciertos  hechos,  no  porque  afecte  á  sus  derechos;  y 
«por  último,  la  certiñcación  de  haberse  intentado  sin 
«í»fecto  el  acto  de  conciliación  en  el  Juzgado  Munici- 
>'pal  de  Gibara«. 

Contestación: 

Tercero.  «Resultando  que  por  escrito  de  veinte 
«y  tres  de  Mayo  de  mil  novecientos  se  contestó  á  la 
«demanda,  oponiendo  á  ésta  los  siguientes  hechos. 
«Primero:  niego  todos  los  articulados  en  la  demanda 
«en  cuanto  ellos  se  opongan  ó  contradigan  &  los  que 
«paso  á  contestar.  Segundo:  según  aparece  del  docu- 
«mento  privado  que  acompaño  marcado  con  el  núme- 
«ro  uno,  autorizado  en  primero  de  Noviembre  de 
«mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  en  la  villa  de 
«Gibara,  los  hermanos  don  Joaquín,  don  Agustín, 
«doñea  Rosa,  d(.ña  Adelaida  y  doña  Nicolasa  Calde- 
«rón,  como  condueños  del  it  j^f^nio  «Victoria»,  acor- 
«daron  vender  y  vendieron  á  la  Sociedad  de  Beola 
«y  Compañía  la  parte  que  representaban  en  el  citado 
«ingenio,  por  precio  de  cincuenta  mil  pesos  oro, 
«para  pagarles  esa  cantidad  que  les  estaban  adeu- 
«dando  procedentes  del  crédito  hipotecario  que  & 
«favor  de  los  señores  Beola  y  Compañía  y  pí>r  la 
«expresada  suma  le  habían  reconocido  en  dicho  iu- 
«genio,  por  escritura  pública  de  veinte  y  tres  do 
«Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  otor- 
»gada  por  ante  el   Notario  de  Gibara  don  Carlos  José 
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»áe  Aguilera^  Tercero:  por  la  cláusula  tercera  qued6 
üCODvenido  que  en  la  venta  y  precio  del  iogenio 
j>Re  comprendía  también  lo  que  en  éste  representa- 
»ba  don  Juan  Calderón  que  se  encontraba  ausente, 
))sin  que  por  ello  se  asignara  aumento  de  precio  3'a 
i»por  el  gravamen  á  que  estaba  afecta  en  parte,  ya 
i»por  el  demérito  que  había  tenido  la  propiedad  lúati- 
)>ca  con  motivo  del  estado  de  guerra  en  que  @e  encon- 
Dtraba  la  Isla.  Cuarto:  también  quedó  convenido  que 
»lo8  señores  Beola  y  Compafiia  adquirían  la  finca  con 
«todas  sus  pertenencias  y  anexidades  por  el  precio  de 
ula  venta,  dándose  dichos  señores  por  satisfechos 
»de  todo  cuanto  por  cualquier  concepto  les  adeu- 
«dasen  los  vendedores  hasta  la  fecha  del  contra- 
j»to.  Quinto:  finalmente  quedó  convenido  que  el  con- 
»trato  de  referencia  se  elevaría  á  escritura  pública  tan 
apronto  como  la  Sociedad  compradora  requiriera  á  los 
«vendedores  á  ese  efecto.  Sexto:  días  después  de  fír- 
»mado  el  documento  privado  de  referencia  don  Agus- 
ntín  Calderón  dirigió  ala  Sociedad  que  represento  la 
«carta  que  acompañó  marcada  con  el  número  cinco  fe- 
Dchada  en  Gibara  en  cuatro  de  Noviembre  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  cinco,  adjuntando  con  ella  los 
«proyectos  de  contrato  que  también  acompañó  marca-  • 
«dos  con  los  números  ocho  y  nueve,  referente  á  la 
«venta  del  ingenio  Victoria,  en  cuyos  proyectos  el  ci- 
«tado  don  Agustín  hace  manifestaciones  que  demues- 
«tran  hasta  la  saciedad  la  buena  fe  de  la  Sociedad  al 
«entrar  en  la  posesión  del  citado  ingenio,  así  como 
«que  la  causa  de  la  destrucción  de  la  finca  fué  conse- 
«cuencia  de  la  guerra  de  Cuba,  dirigiendo  algún  tiem- 
»po  después  el  citado  don  Agustín  á  mi  representado, 
«las  cartas  que  acompaño  marcadas  con  los  números 
«seis  y  siete  de  fecha  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis  y  once  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  cuyo  contenido  viene  á 
«demostrar  la  mala  fe  con  que  procedió  don  Agustín 
«Calderón  en  la  venta  que  hizo  á  aquélla  del  expresa- 
«do  ingenio,  y  á  la  buena  fe  de  mí  representada,  en 
«la  creencia  de  que  las  promesas  de  los  hermanos  Cal- 
«derón  serían  cumplidas.  Séptimo:  en  uso  del  dere- 
«cho  que  asistía  á  los  señores  Beola  y  Compañía 
«para  que  los  vendedores  formalizaran  el  coutra- 
»to  de  compra  y  venta  del  ingenio  Vicüoria,  que 
«habían  celebrado  por  el  documento  privado  rela- 
«cionado  en  los  hechos  que  preceden,  procedió  la  so- 
«ciedad  que  represento  por  medio  del   Notario  Carlos 
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))José  Aguilera  á  requerir  á  los  vendedores  para  que 
))le  otorgaran  escritura  pública  de  venta  del  referido 
))¡ngenio,  con  inclusión  de  la  parte  que  en  dicha  finca 
»representaba  como  condueño  don  Juan  A.  Calderón 
»por  haberse  así  convenido  en  aquel  cdntrato  provi- 
»sional;  y  para  que  en  el  caso  de  que  no  estuvieran 
«dispuestos  al  otorgamiento  ya  dicho,  que  manifesta- 
»ran  las  causas  por  las  cuales  se  encontraban  imposi- 
))bilitados  para  dar  cumplimiento  al  contrato  que 
))habian  celebrado  el  primero  de  Noviembre  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  cinco,  protestando  reclamar 
«judicialmente  la  resolución  de  esa  venta  con  el  resar- 
«cimiento  de  daños  y  perjuicios,  con  arreglo  á  lo  dis- 
«puesto  en  el  artículo  mil  ciento  veinte  y  cuatro  del 
«Código  Civil;  cuyo  requerimiento  se  llevó  á  efecto  el 
«día  diez  y  seis  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noven- 
jTta  y  siete,  haciéndose  á  los  neñores  vendedores,  con 
«excepción  de  don  Agustín  Calderón,  porque  según  le 
«manifestaron  aquéllos,  se  encontraba  ausente;  con- 
«testando  los  requeridos  que  estaban  dispuestos  por  su 
«parte  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  compra  ven- 
«ta,  y  á  que  se  les  otorgara  por  los  requirentes  de  la 
«imposición  en  el  ingenio  Victoria,  según  tenían  con- 
'«venido;  dejando  la  resolución  de  estos  asuntos  á  su 
«hermano  don  Agustín  Calderón  que  se  encontraba 
«en  Holguín,  todo  lo  cual  consta  del  documento  que 
«acompaño  marcado  con  el  número  diez.  Octavo:  á 
«consecuencia  de  no  haberse  podido  hacer  á  don 
«Agustín  Calderón  el  requerimiento  á  que  se  refíe- 
«re  el  testimonio  del  acto  relacionado  en  el  hecho 
«anterior,  por  la  causa  en  el  mismo  expresada,  los 
«señores  Beola  y  Compañía  dieron  comisión  al  señor 
«Saturnino  García  y  Zaballade  Holguín  para  que  por 
«medio  del  Notario  de  la  misma  don  Emiliano  Espi- 
«nosa  se  requiriera  á  don  Agustín  Calderón,  uno  de 
«los  vendedores  del  ingenio  Victoria,  al  efecto  expre- 
«sado  en  aquella  acta  y  cuyo  requerimiento  se  verificó 
«en  veinticuatro  de  Febrero  del  mismo  año;  no  mos- 
«trando  don  Agustín  su  conformidad  al  requerimiento 
«que  se  le  hizo,  haciendo  constar  manifestaciones  im- 
«pertinentes  á  aquel  objeto,  según  así  resulta  del  tes- 
«timonio  que  acompaño  con  el  número  once,  que  de- 
«muestra  su  mala  fe.  Noveno:  don  Juan  Calderón 
«por  la  carta  que  acompaño  marcada  con  el  número 
«doce,  fechada  en  primero  de  Marzo  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  siete  se  encargó  de  desmentir  las  afir- 
«maciones  que  hizo  su  hermano  don  Agustín  á  la  so- 
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»cíedad  qae  represento  por  lo  que  respecta  al  poder 
»que  dicho  señor  le  dijo  que  esperaba  recibir  para 
>»otorgar  á  aquélla  la  correspondiente  escritura  de  ven- 
»ta  en  la  forma  convenida,  de  toda  la  maldad  de  don 
«Agustín  á  redundar  en  favor  de  la  buena  fe  con  que 
»la  sociedad  demandada  procedió  con  los  hermanos  de 
»don  Juan  al  celebrar  el  contrato  privado  de  primero 
»de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco, 
«resultando  de  la  propia  carta,  que  el  citado  don  Juan 
«conocía  perfectamente  las  diferencias  que  habian  sur- 
»gido  entre  sus  hermanos  y  los  señores  Beola  y  Gom- 
«pañía  por  consecuencia  de  ese  contrato:  que  don  Juan 
«era  conocedor  de  la  cansa  de  la  destrucción  de  la  fin- 
»ca,  causa  agena  á  la  voluntad  de  esa  sociedad,  y  que 
«él  deseaba  que  se  arreglara  la  cuestión  de  intereses, 
«entre  ésta  y  todos  ellos;  apareciendo  también  de  esa 
«carta  que  don  Juan  no  combatía  ni  mucho  menos  la 
«posesión  dé  los  señores  Beola  y  Compañía.  Déisimo: 
«con  motivo  de  haber  reunido  el  Comandante  Ge- 
«neral  español  don  Emilio  March  el  día  diez  de 
«Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  en 
»Ia  casa  de  don  Juan  Garrí  á  don  Narciso  Taulpr 
«apoderado  de  los  señores  Beola  y  Compañía  y  & 
«don  Joaquín  Calderón,  al  objeto  de  poner  movilizados 
«en  el  ingenio  Victoria,  manifestó  el  señor  Tanler  á 
«ese  General  que  el  ingenio  Victoria  no  era  de  los  se- 
«ñores  Beola  y  Compañía.  Interrogado  el  señor  Joa- 
«quín  Calderón  sobre  el  particular  expuso:  que  el 
«ingenio  Victoria  tampoco  era  de  la  sucesión  dc^  Cal- 
«derón,  y  al  hablar  del  estado  en  que  se  encontraba 
«dicho  ingenio,  manifestó  que  el  único  inconveniente 
xque  había  por  parte  de  ellos,  y  por  el  cual  no  se  babia 
«otorgado  escritura  pública  de  venta  del  ingenio  á  los 
«señores  Beola  y  Compañía  era  que  su  hermano  dou 
«Juan  Calderón  á  quien  habian  pedido  poder  se  nega- 
aba  á  otorgarlo  á  su  hermano  don  Agustín  para  incluir 
«en  la  venta  la  parte  que  le  correspondía  en  la  ñuca. 
«Cuyos  particulares  constan  en  el  informativo  promo- 
«vido  por  mi  representado  ante  el  Juez  Municipal  de 
«Gibara  en  diez  y  siete  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  siete  y  que  acompaño  marcado  con  el  nú- 
«mero  trece.  Onceno:  durante  los  varios  años  que 
«tanto  el  actor  como  su  hermano  don  Agustín  admi- 
«nistraron  el  ingenio  Victoria,  no  hicieron  más  que 
«contraer  compromisos  sin  obtener  ningún  beneñcio 
«en  la  finca,  como  así  lo  demuestran  las  hipotecas  con 
«que  la  gravaron  á  favor  de  distintos  acreedores,  como 
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))a8Í  se  justificará  en  su  oportunidad  con  vista  délo 
»que  resulte  de  los  libros  del  Registro  de  la  Propiedad 
»(le  este  partido:  siendo  una  de  esas  hipotecas  por  va- 
»lor  de  cincuenta  mil  pesos  á  favor  de  la  sociedad  que 
»represento,  constituida  por  la  escritura  del  año  mil 
»ocbocientos  noventa  y  tt  es  citada  en  el  hecho  segun- 
»do  de  este  escrito:  deuda  que  aumentó  en  las  zafras 
«posteriores  á  ese  afío,  que  monta  á  ciento  veinte  y 
«nueve  mil  doscientos  veinte  y  cuatro  pesos  ochenta  y 
»siete  centavos,  según  aparece  del  extracto  de  la  cuen- 
»ta  corriente  del  ingenio  Victoria  con  mi  representado, 
«que  acompaño,  y  cuya  cuenta  aprobó  den  Agustín 
«Caldeión,  según  la  carta  que  también  acompaño 
«marcada  con  el  número  catorce.  Doce:  don  Juan 
«Calderón  poseía  en  condominio  con  sus  hermanos 
«don  Joaquín,  don  Agustín,  doña  Rosa,  doña  Ade- 
«laida  y  doña  Nicolasa  Calderón  el  ingenio  Victoria 
«hasta  el  día  primero  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  cinco,  en  que  dichos  hermanos 
«otorgaron  á  favor  de  mi  representada,  el  contrato  pri- 
«vado  de  compra  venta  de  dicho  ingenio,  citado  en  el 
«hecho  segundo  de  este  escrito.  Trece:  á  consecuen- 
))cia  de  ese  contrato  la  sociedad  que  represento  entró 
«en  la  posesión  de  esa  finca:  continuando  como  condue- 
«ño  don  Juan  A.  Calderón  por  no  haber  mostrado  su 
«conformidad  á  lo  manifestado  por  sus  hermanos  en 
«aquel  contrato  en  lo  referente  á  la  parte  que  el  citado 
«don  Juan  representaba  en  el  ingenio  como  condueño, 
«que  había  sido  incluido  en  aí^uella  venta,  y  cuya  po- 
«sesión  no  fué  combatida  por  el  actor  por  haber  sido 
«de  buena  fe,  como  así  lo  demuestra  la  carta  que  se 
«acompaña  marcada  con  el  número  doce.  Catorce:  el 
«ingenio  Victoria  no  produjo  utilidad  en  los  pocos  me- 
«ses  que  lo  administró  mi  representada,  debido  á  que 
«con  la  guerra  fueron  destruidas  todas  sus  fábricas, 
«campos  de  caña  y  demás  anexidades,  en  el  año  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis,  como  aconteció  con  las 
«demás  propiedades  rústicas  salvo  algunas  excepcio- 
«nes.  Quinto:  la  parte  que  representa  don  Juan  Cal- 
«derón  como  condueño  del  ingenio  Victoria,  está  limi- 
«tada  á  la  octava  parte  próximamente  de  su  valor. 
«Diez  y  seis:  la  finca  ingenio  Victoria  se  encuentra 
«proindivisa,  siendo  de  difícil  ó  imposible  división 
«dado  el  objeto  á  que  asta  destinada.  Diez  y  siete:  don 
«Juan  Calderón  no  ha  contribuido  como  condueño 
«á  los  gastos  que  demandó  la  finca  desde  el  día  pri- 
«mero  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
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»cinco,  por  lo  qne  es  deudor  de  la  parte  proporcional 
»que  le  corresponde  abonar,  como  también  adeuda 
j)á  los  señores  Beola  y  Compañía  la  parte  propor- 
»cional  de  los  gastos  de  refacción  anteriores  á  ese  año, 
»siendo  condueño  con  sus  hermanos  del  ingenio  Vic- 
wtoria.  Diez  y  ocho:  como  consecuencia  de  lo  ex- 
wpuesto,  mi  representada  entró  en  posesión  del  in- 
Dgenio  Victoria  de  buena  fe:  siendo  causa  determi- 
)}uante  de  la  destrucción  de  la  ñuca  la  guerra  de  Cuba, 
»y  no  la  ueglígeircia  de  la  Sociedad  demandada.  A 
^cuyos  hechos  agr^ó  el  demandado  los  fundamentos 
«de  derecho  que  creyó  convenientes  ó  adecuados,  ter- 
»minando  por  oponer  á  la  demanda  la  excepción  de 
«falta  de  acción,  y  suplicando  al  Juzgado  que  declara- 
)>se  sin  lugar  la  reivindicación  y  sus  efectos,  así  como 
«los  daños  y  perjuicios  reclamados,  con  las  costas  á 
»cargo  del  actorw. 

Cuarto.  «Resultando  que  con  el  escrito  de  con- 
j»te6tación  á  la  demanda  se  acompañaron  los  documen- 
»to8  siguientes:  el  testimonio  del  poder  conferido  por 
«esta  parte  al  procurador  señor  Torres,  del  que  obra 
»en  autos  una  certificación  del  actuario;  el  contrato 
«privado  de  venta  del  ingenio  Victoria  que  celebraron 
«los  hermanos  Calderón  con  la  sociedad  de  Beola,  las 
«cartas  dirigidas  por  don  Agustín  Calderón  á  dicha  So- 
«ciedad,  de  cuyas  fechas  se  ha  hecho  mención,  á.  excep- 
«ción  de  la  que  se  dice  marcada  con  el  número  catorce 
«que  no  aparece  en  autos,  aunque  sí  el  extracto  de 
«cuentas  del  ingenio  Victoria  al  que  aparece  aludía  di- 
«cha  carta;  los  proyectos  de  contrato  de  venta  del  in- 
«genio  propuesto  por  don  Aguntin  Calderón  á  los  dé- 
«mandados;  los  requerimientos  notariales  hechos  por  el 
«Notario  que  fué  de  Gibaba  don  Carlos  Aguilera,  y  el 
«que  es  de  esta  ciudad  señor  Espinosa  á  los  hermanos 
«señores  Calderón  á  instancia  de  los  señores  Beola;  la 
«carta  dirigida  á  éstos  por  don  Juan  A.  Calderón  en 
«primero  de  Marzo  de  mil  ochocieiitos  noventa  y  siete; 
«y  el  expediente  de  información  para  perpetua  me- 
«moria  formalizado  ante  el  Juzgado  Municipal  de 
«Gibara  en  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete, 
«á  petición  de  los  señores  Beola  á  ñn  de  acreditar  las 
«palabras  que  mediaron  entre  el  General  español  Emi- 
«lio  March,  un  señor  Tauler  y  don  Joaquín  Calderón, 
nal  tratarla  referida  Autoridad  Militar,  de  los  movili- 
»zado8  que  habían  de  colocarse  en  el  ingenio  Victoria; 
«cuyos  documentos  fueron  aludidos  al  relacionar  los 
.  «hechos  de  la  contestación  á  la  demanda.« 
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Quinto.  ((Resultando  que  en  ese  escrito  (el  de- 
»mandante,  de  fecha  diez  y  ocho  de  Junio  de  mil  no- 
))vecientoB)  después  de  una  larga  relación  sobre  varios 
»particulares  que,  declara  no  son  necesarios  para  la 
»prueba  de  sus  derechos,  y  que  comprende  bajo  los 
«epígrafes.  '^Contestación  á  la  demanda  Ingenio  Vic- 
»toria  y  su  ocupación  por  Beola  y  Compañía,  docu- 
»mento  de  primero  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  cinco,  destrucción  del  ingenio,  replica  el 
«señor  Calderón  bajo  los  siguientes  hechos.  Primero: 
(íá  la  muerte  de  mi  padre  don  Atanasio  Calderón  y 
«Villa  en  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  sus  hijos, 
«Joaquín,  Agustín,  Rosa,  Adelaida,  Nicolasa  y  Juan 
«Antonio,  heredamos  de  él  el  ingenio  Victoria,  en  que 
«se  nos  adjudicaron,  á  Joaquín  quince  mil  diez  y  seis 
«pesos,  ocho  centavos;  á  Agustín  diez  y  seis  mil  ocho- 
«cientos  diez  y  seis  pesos  ocho  centavos;  á  Eosa  veinte 
«y  dos  mil  cuatrocientos  veinte  y  cuatro  treinta  y*sie- 
«te  centavos;  á  Adelaida,  veinte  y  dos  mil  cuatrocien- 
«tos  veinte  y  cuatro  pesos,  treinta  y  siete  centavos;  á 
«Nicolasa  veinte  y  dos  mil  cuatrocientos  veinte  y 
«cuatro  pesos  treinta  y  siete  centavos;  y  á  Juan  An- 
«tonio  catorce  mil  setecientos  diez  y  seis  pesos,  ocho 
«centavos;  que  suman  ciento  trece  mil  ochocientos 
«veinte  y  un  pesos,  treinta  y  cinco  centavos;  corres- 
«pondiéndome  por  consiguiente  en  él  el  doce  con  no- 
«venfca  y  tres  centécimas  por  ciento  de  su  valor,  y  un 
«resto  decimal  qué  no  merece  apreciarse,  como  lo  coni- 
«prueba  mi  cartilla  hereditaria  unida  á  la  demanda. 
«Segundo:  desde  entonces  hasta  el  primero  de  No- 
«viembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  le  po- 
«seímos  y  disfrutamos  en  comunidad  los  mismos  her- 
«manoB.  Tercero:  dos  días  antes  de  esa  fecha, 
«el  treinta  de  Octubre,  éstos  vendieron  sus  con- 
«dominios  en  él  á  la  Sociedad  de  Beola  y  Com- 
(ípañía  de  Gibara,  incluyendo  también  el  mío  en 
«la  venta,  sin  mi  conocimiento  ni  representación, 
«en  el  precio  general  de  doscientos  mil  pesos  para 
«toda  la  finca,  en  la  seguridad  de  que  yo  lo  ratificaría 
«también  por  mi  parte,  si  los  compradores  pagaban  por 
«ella  el  precio  que  la  habían  fijado  dentro  de  aquel 
«precio  general.  Cuarto:  en  esa  inteligencia  los  ven- 
«dedores  entregaron  el  ingenio  á  Beola  y  Compañía  en 
«piimero  de  Noviembre  citado  y  éstos  tomaron  pose- 
«sión  de  todo  él  á  título  de  dueños,  lo  mismo  de  la  parte 
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»niia  que  no  intervine  en  la  venta  ni  en  la  entrega 
«que  la  de  los  otros  condueños  que  llevaron  á  cabo  con 
«ellos  esas  operaciones.  Quinto:  posesionados  asi  los 
Mcorapradores  antes  de  verificar  mi  pago  por  la  excesi- 
»va  buena  fe  de  los  vendedores,  pretendieron  en  segui- 
»da  que  mi  parte  se  la  habían  regalado  éstos,  y  á  éstos 
«mismos  lo  burlaron  ta.mbién  en  lafl  convenciones  es- 
Mpeciales  entre  ellos  para  la  efectividad  del  cobro  de 
»suB  respectivas  porciones,  por  lo  que  yo  me  he  abste- 
;»nido  siempre  de  autorizar  aquellas  operaciones  sobre 
»la  parte  mía.  Sexto:  fué  condición  expresa  entre 
j>ellos  sobre  la  venta,  que  los  compradores  hacían  su- 
»ya  y  extinguirían  una  hipoteca  constituida  hace  años 
«sobre  la  parte  mía,  para  gai^ntizar  una  refacción  de 
»la  finca,  y  tampoco  han  cumplido  esta  obligación. 
«Séptimo:  en  cuanto  Beola  y  Compañía  se  posesio- 
»naron  del  ingenio,  procedieron  á  hacer  la  zafra  del 
»año  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  y  se  apropiaron 
«todL>s  los  frutos,  lo  mismo  que  se  habían  apropiado 
«toda  la  finca.  Octavo:  por  impericia  y  falta  de  per- 
»sonal  idóneo  en  la  finca,  3'  por  la  grave  situación 
>Hiue  su  falta  de  pago  creó  entre  ellos  y  sus  vendedo- 
«res,  dejaron  de  hacer  aquel  año  la  mayor  parte  de 
»la  zafra  que  pudieron  y  debieron  haber  hecho.  No- 
«veno:  por  esos  desacuerdos  entre  ellos,  é  irritados  por 
»no  poder  obtener  la  escritura  de  mi  parte,  abando- 
«naron  por  completo  el  ingenio  y  lo  colocaron  en 
ncondiciones  de  que  fuese  destruido^  no  dejando  en 
»él  empleado  ni  vigilante  ni  persona  que  lo  represen- 
»tara  motivando  la  retirada  de  la  fuerza  que  custodia- 
»ba  el  batey,  y  negándose  á  tomar  las  medidas  de  se- 
«guridad  para  la  finca  que  les  exigían  y  facilitaban  las 
«autoridades  españolas.  Décimo:  en  estas  condiciones 
«fué  quemada  la  casa  de  ingenio  en  los  primeros  días 
»de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  3'  Beola 
«y  Compañía  no  hicieron  nada  para  aminorar  el  desas- 
«tre  durante  los  días  que  duró  el  fuego  ni  después  pa- 
»ra  evitar  otros  males  anólogos.  Onceno:  que  por  efec- 
»to  de  ese  abandono  anterior  y  posterior  al  incendio  el 
«batey  de  la  finca  se  ha  ido  destruyendo  lenta  y  con- 
«tinuamente  por  los  merodeadores  de  Gibara  y  de  las 
«poblaciones  circunvecinas  que  han  ido  arrancando  y 
«llevándose  los  cobres,  bronces,  planchas  de  zinc,  he- 
«rramientas,  piezas  de  maquinaria,  ladrillos,  tejas, 
«puertas,  ventanas,  cercas  y  cuanto  más  han  querido; 
«y  los  campos  de  cañas  han  sido  igualmente  asolados 
«y  arruinados  por  los  mismos  nierodeadores,   por  el 
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"tranco  púl)lic<^  heclio  en  (libara  con  sus  cañas  diiran- 
»te  y  después  de  la  pjuerra  por  los  dueños  de  las  innu- 
«inerables  3'()las  (]ue  de  día  y  de  noche  circidan  por  los 
Miíos  Cubara  y  Cacoyugurín,  por  el  número  considera- 
))ble  de  reses  (jue  durante  estos  anos  han  pastado  y  si- 
»guen  pastando  en  ellos,  y  por  los  trapiches  pública- 
wniente  establecidos  para  ha(»er  raspadura,  dos  en  dis- 
wtintos  puntos  de  la  finca  colindante,  otio  en  el  inme- 
wdiato  poblado  del  Enibarcaderc»,  y  otro  dentro  de  la 
«niisnia  villa  de  Gibara;  siendo  voz  corriente  en  esa 
«población  (pie  con  los  productos  naturales  é  industria- 
Mies  de  ese  ingenio  y  con  los  útiles  y  enseres  sacfidos 
))de  el  se  han  sustentado  todo  este  tiempo  una  gran 
wparte  de  la.  población  y  han  prosjierado  algunas  j)er- 
wsonas;  consumándose  así  por  la  mano  del  hombre  la 
)jm:is  es]>«antosa  ruina  y  desolación  (pie  puede  imagi- 
))narse.  Doce:  no  es  cierto  (|ue  durante  el  tiempo  de  la 
wposesióu  del  irigenio  por  IJeola  y  ( ■*!  y  durante  la  con- 
wsumación  de  esos  sucesos  en  él  le  haya  poseído  yo 
»tand)ién  en  condominio  con  ellos.  Trece:  cuando 
«ellos  tomaron  su  posesión  en  primero  de  Noviembre 
))de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  llevaba  yo  once 
))anos  fuera  de  (libara,  la.  mayor  parte  de  ellos  fuera 
))de  la  Isla,  y  no  regresé  á  ésta  hasta.  Octubre  de  mil 
j)ochocientos  noventa  y  ocho,  casi  tres  aiios  después 
»de  la  toma  de  posesión  del  ingenio  i)or  l>eola  y  Com- 
))pañía.  Catorce:  el  ingenio  Victoria  fué  considera- 
«blemente  fomentado  durante  la  ])osesión  de  mis  her- 
«manos  y  mía  en  él,  y  fué  estimado  por  Eeola  y  Com- 
«panía  al  comprar  á  aquéllos  en  doscientos  mil  pesos. 
«Quince:  el  valor  real  del  ingenio  Victoria  al  ser  des- 
«truído  en  poder  de  Beola  y  Compañía,  y  al  recibirle 
»éstos  de  mis  hermanos  era  muy  superior  al  de  dos- 
Mcientos  mil  pesos  aceptado  por  ellos  de  común  acuer- 
))do  por  razones  especiales  del  momento.  Diez  y  seis: 
))la  ascendencia  de  los  daños  sufridos  j)or  el  ingenio 
))puede  apreciarse  en  la  ejecución  de  la  sentencia  dedu- 
))CÍendo  de  los  doscientos  mil  pesos,  que  yo  acepto 
«también,  aunciue  únicamente  para  esos  efectos,  el  va- 
«lor  actual  estimado  por  peritos  de  lo  que  queda  de  él. 
«Diez  y  siete:  la  ascendencia  de  los  fiiitos  percibidos 
«por  los  demandados,  se  puede  apreciar  también  en  el 
«período  de  ejecución  de  la  sentencia  jíor  la  cantidad 
«y  precio  que  resulten  de  los  libros  mercantiles  de 
«aquéllos,  deduciendo  solo  los  gastos  que  por  dicta- 
«ta-men  pericial  se  (l(»termine  que  c(>rresiK)nden  á  hi 
«Cíintidad  d(»  azúcar  y  aguardiíMites  obtenidos.     Diez 
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»y  ocho:  la  ascendencia  de  loa  frutos  dejados  do  per- 
jjcibir  se  puede  determinar  igualmente  en  la  cjt^cución  . 
«de  la  sentencia  Imjo  las  bases  de  otro  dictfinien  jiei-icial 
«de  la  producción  de  azíicai-es  y  aguardientes  (pie  co- 
»rresi)onde  á  los  campos  de  cañaípu»  se  acreditan  en  la 
aprueba,  de  las  cotizaciones  medias  durn-nte  cada  uno 
»de  los  años  de  ziifra  hechas  6  dejadas  de  hacer,  y  <h»  la. 
»misnia deducción  de  los  gastos  oiílinarios  ipuí  hubiei an 
»correspondido  á  la  elaboración  si  los  frutos  se  h«d)¡e- 
»sen  elaborado.  D¡(»z  y  nueve:  en  el  documenlo  pri- 
«vado  de  primero  d<*  Noviembre  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  cinco  exhil)¡do  por  los  demandados  como 
»una  compni  ventji  faltan  los  precios  de  todas  las 
«ventíis  A  <pu^  hace  r<*fen*ncia,  y  el  obj(»to  de  cm»  do- 
»cumento  fue  una  sinnilación  de  contrato  para  cncu- 
wbrir  el  verdadero  consignado  en  otra  partt»,  (mi  la 
«correspondencia  entre  los  contratantes.  Veinte:  es- 
»t03'  conforme  con  el  hecho  numerado  de  la  contesta- 
»ci6n  á  ladc»nuinda  que  tiene  el  nfim(»ro  doce.  Veinte 
«y  uno:  estoy  címforme  con  la  primeía  parte  d<d  he- 
»cho  número  (b'ez  del  mismo  escrito  referente  al  pro- 
»p6sito  de*!  Oeneral  espji-nol  que  m<»nciona,  ])a.ra.  ([iw 
Mse  protegiera  el  ingenio  «Nictoria»,  pero  no  cloy  mi 
«conformidad  a  lo  que  en  la  última  parte  se  pone  en 
»l)oca  de  mi  hermano  Joaquín,  porque  no  es  eso  lo 
«que  se  ve  en  la  declaración  de  este,  á  (jue  ese  hecho 
«se  refiere.  Veinte  y  dos:  no  estoy  conforme  con  la 
«pertinencia  ni  con  la  verdatl  de  todos  los  demás 
«hechos  numerados  de  la  contestación  ú  la  demanda, 
«los  cuales  niego  en  cuantío  se  oponen  á  los  fornuila- 
«dos  en  la  demanda  y  aípií  en  la  réi)lica,  y  á  los  (»x- 
«plicíulos  en  el  fondo  de  este  escrito.  Veinte  y  tres: 
«se  ha  intentado  inútilmente  el  acto  de  conciliación 
«con  los  demandados,  como  se  comprobó  en  la  d(»- 
« manda  con  la  certificación  del  Juzgado  Municipal 
«de  G¡l>ara.  A  cuyos  hechos  siguen  los  fundanuMitos 
«de  derecho  que  creyó  oportunos,  terminando  la  rc- 
«plií*a  con  la  súplica  en  la  (pie  se  reproduce  lo  (^x- 
«puesto  en  la  de  la  demanda,  pidendo  además  (juese  le 
«reserven  los  derechos  que  i)U(Hhi  asistirle  para  las 
«indemnizaciones  (;uya  cuantía  no  pueda  fijarse  en 
«el  período  de  ejecución  de  la  sentencia,  é  intere- 
«sando  por  otrosí  el  recibimiento  á  prueba,  y  expre- 
«sando  que  acompaña  un  oficio  del  (^mandante  Mi- 
«íitar  de  Ilolguin  á  su  hennano  dcm  Agustín,  del 
«cual  juro  no  haber  tenido  conocimiento  hasta  esa 
jofecha,  cuyo  oficio  versa  sobre  la  necesidad  de   uom- 
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»brar  movilizados  para  la  defensa  del  ingenio,  acom- 
»pañando  además  otros  documentos  privados  á  título 
«de  información  únicamente.» 

DUPLICA : 

Sexto.  «Resultando  que  del  escrito  de  réplica  se 
»di6  traslado  para  duplica  por  providencia  del  vein- 
»tiuno  de  Junio  del  mismo  año,  cuyo  trámite  evacuó 
»el  demandado  después  de  una  j>rórroga,  por  (»scrito 
»de  nueve  de  Julio  siguiente,  en  el  que  se  consignan 
»lofl  siguientes  hechos.  Primero:  Reproduzco  todos 
Jilos  articulados  en  mi  escrito  de  contentación  á  la  de- 
»manda,  haciendo  las  siguientes  modificaciones  j>or  lo 
«íjue  respecta  á  los  hechos  marcados  con  los  números 
«seis  y  catorce.  A. — El  hecho  seis  debe  entenderse 
«modificado  en  el  sentido  de  que  con  la  carta  que 
«acompañó  con  el  escrito  de  demanda,  de  fwha  cuatro 
«de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  }'  cinco 
«sólo  adjuntó  don  Agustín  Calderón  el  pi'03'ecto  de  ba • 
«ses  para  el  contrato  definitivo  de  venta  del  ingenio 
«YictiOria,  marcado  c<m  el  número  who,  y  que  el  mar- 
«cado  con  el  número  nueve  se  lo  envió  á  mi  represen- 
«tada  después  que  ocurrió  la  destrucción  de  la  finca 
«por  causa  de  la  guerra,  y  en  cuyo  segundo  pro3'ecto 
«se  advierte  que  la  destrucción  de  la  finca  fué  debida 
«á  fuerza  mayor  y  después  que  la  sociedad  que  repre- 
«sento  dejó  de  poseer  dicha  finca.  B. — El  hecho  mar- 
«cado  con  el  número  catorce  debe  entenderse  también 
«modificado  en  el  sentido  de  que  el  ingenio  Victoria 
«no  produjo  utilidad  en  los  seis  ú  ocho  meses  que  lo 
«poseyó  la  sociedad  demandada,  debido  á  las  condicio- 
«Mes  en  que  se  encontraban  los  campos  de  caña,  nada 
«satisfactorias,  y  no  á  que  con  la  guerra  fueron  des- 
«truidas  todas  sus  fábricas,  campos  de  caña  y  de- 
«más  anexidades  durante  esos  meses,  porque  la 
«destrucción  ocurrió  no  como  dijimos  en  ese  hecho 
«en  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  sino  á 
«principios  del  año  siguiente.  Segundo:  la  sociedad  Beo- 
«la  y  (Compañía  entró  de  buena  y  no  de  mala  fe  á  po- 
«seer  el  ingenio  Victoria  en  primero  de  Noviembre  del 
«año  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  continuando  en 
«su  posesión  hasta  mediados  del  año  siguiente.  Terce- 
»ro:  Convencida  la  sociedad  demandada  que  don  Agus- 
«tín  Calderón  y  sus  otros  hermanos  que  figuraron  co- 
«mo  vendedores  de  la  citada  finca,  en  el  contrato 
j»privado  de  compra  venta  que  obra  en  estos  autos  no 
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«podían  otorgarle  la  debida  escritura  pública  en  los 
«térmiiirs  acordados,  le  dirigió  á  don  Agustín  con  fe- 
j»cha  trece  de  Abril  de  rail  ochocientos  noventa  y  seis 
«la  carta  que  en  copia  acompaño  marcada  con  el  nú- 
j»mero  cuatm.  y  que  el  original  se  encuentra  agregada  á 
«los  autos  del  juicio  declarativo  que  los  hermanos  de 
«éste  le  siguen  á  aquélla  en  este  Juzgado  en  cobro  de 
«pesos  por  ia  cual  requirió  á  don  Agustín  para  que  vi- 
«niera  (!oii  sus  hermanos  á  formalizar  el  contrato  pri- 
«vado  de  que  se  ha  hecho  mención,  haciéndosele  presen- 
«te  que  en  otro  caso  se  consideraba  desligada  de  aquel 
«contrat-o  y  dispúest-a  á  entregarle  la  finca  en  el  mo- 
«mento  que  se  presentAran.  Cuarto:  Posteriormente 
«mi  represen tivda  hizo  A  los  vendedores  un  requeri- 
«miento  j>or  act^i  notArial  á  virtud  del  cual  les  exigía 
»el  cumplimiento  de  lo  convenido  en  el  contrato  priva- 
«do  origen  de  ese  pleito,  exigiéndoles  que  le  otorgaran 
«la  escritura  del  caso,  protestando  reclamar  judicial- 
«ment.e  la  resolución  de  la  venta  con  el  resarcimiento 
«de  daños  y  perjuicios  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
«artículo  mil  ciento  veinticuatro  del  Código  Civil,  si 
«no  cumplían  con  esa  obligación,  según  consta  del  tes- 
«tim(mio  de  dicha  acta  que  acompañé  con  el  escrito  de 
«¿ontestación  á  la  demanda  y  de  cuyo  atestado  nos 
«ocupamos  en  el  hecho  séptimo  de  ese  escrito.  Quinto: 
«Los  vendedores  no  pudieron  otorgar  á  favor  de  mi  re- 
«presentada  la  escrituí  a  pública  d^  venta  de  la  finca  in- 
«genio  Victoria  á  que  estaban  obligados;  por  lo  que 
«aquélla  quedó  le^suelta  á  reclamar  judicialmente  lare- 
«solución  de  la  venta,  como  así  lo  justifica  la  protesta  fi. 
«que se  refiere  el  hecho  que  antecede.  Sexto:  Lasocie- 
«dad  demandadla  almndonó  la  posesión  de  la  finca  de.s- 
«pués  de  halH*r  requerido  &  los  vendedores  en  el  año  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis,  jyai'a  que  vinieran  &  reci- 
«bir  dicha  finca.  Séptimo:  Por  escritura  de  siete  de 
«Agosto  de  mil  ochocientí)s  ochenta  y  tres  el  actor 
«constituyó  una  hipotecca  por  quince  mil  pesos  á  favor 
«de  don  Fi-ancisco  Portillo,  sobre  la  parte  que  como 
«condueño  le  coi*respondía  en  el  ingenio  Victoria  cíiyo 
«gravamen  aún  está  vigente,  y  que  fué  motivo  por  el 
«cual  al  redactai-se  el  contrato  privado  de  que  se  ha 
«hecho  referencia,  dijeron  los  vendedores  que  en  la 
«venta  y  precio  del  ingenio  se  comprendía  la  parte 
«que  en  él  representaba  don  Juan,  no  sólo  por  encon- 
«trarse  esa  parte  afectada  á  un  gravamen,  sino  por  el 
«demérito  que  tenía  entonces  la  propiedad  rústica 
«debido  al  estado  de  guerra  en  que  se  encontraba  la 
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wlsla.  Octavo:  La  finca  ingenio  Victoria  fué  destruida 
»por  fuerza  ma3^or  en  el  año  mil  ochocientos  novi-ntíi.  y 
»8¡ete,  6  soít  algún  tiempo  después  que  la  dejó  lie 
»poseer  la  soc'iedad  demandad<i,  puesto  (jue  ésta  tan 
MSÓlo  la  poseyó  desde  primero  de  Noviembre  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  cinco  hasta  mediados  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis.  Noveno:  C'omo  conse- 
«cuencia  de  lo  relacionado  en  los  hechos  (ine  pnnM'den, 
«la  sociedad  Beohi  y^Companía  no  es  dueiía  ni  actual 
«poseedora  del  ingenio  Victori*a,  y  en  sn  consecuencia 
«de  la  parte  que  en  ella  representa  el  actor,  sino  que 
«lo  fué  durante  seis  ú  ocho  meses,  habiendo  deja- 
ndo de  poseerla  desde  hace  más  de  cuatro  años  y 
«cuya  posesión  fué  ch»  buena  fe.  El  contrate»  pri- 
«vado  de  venta  de  esa  (inca  lo  con^^ideró  aquélla  sin 
«valor  alguno  desde  mediados  del  año  mil  ochocientos 
«noventa  y  seis.  Décimo:  El  actor  nada  reclamó  á  la 
«sociedad  demandada  ílurante  todo  aquel  tiempo  que 
«ésta  poseyó  la  finca  ni  tampoco  impugnó  la  posesión 
«como  asi  lo  evidencia  la  carta  de  él  que  acompañé 
«con  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  poi-  la 
«que  recomendaba  á  mi  mandante  íjne  en  la  situación 
«en  que  se  encontríiba  la  Isla,  en  el  año  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  siete,  no  debía  suscitarse  cuestión 
«alguna  por  ninguna  de  las  parteas,  por  lo  que  hacia  al 
«contrato  tantas  veces  repetido.  Onceno:  (/omo  dicha 
«sociedad  abandonó  1^  j)osesión  de  la  finca  poco  des- 
«pués  de  la  carta  de  tiece  de  Abril  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  seis,  (|ue  se  ha  citado  más  antes,  mala- 
«mente  ha  podido  como  se  ha  afirmado  de  contrario 
«haber  retrasado  la  entrega  de  la  cosa  que  su|uélla 
«poseyó  y  í|ue  no  le  fué  ])edida..  Doce:  L»a  soeic<ia<l 
«Beola  y  Comj>añía  desde  que  abandonó  la  posesión  <le 
«la  finca  á  mediados  del  año  mil  ochocientos  noventa 
«y  seis  no  ha  ejercitado  un  solo  acto  de  dominio  sobre 
«ella,  por  no  considerarse  dueña  de  la  misma.  Trece: 
«La  zafra  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  á  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis,  única  que  hizo  mi  repre- 
«sentada  en  los  meses  que  ¡poseyó  la  finca  ingenio  Vic- 
«toria,  no  produjo  beneficio  alguno,  debido  al  mal 
«estado  en  que  se  encontiabaii  los  campos  de  caña,  y 
«al  bajo  precio  que  tenían  los  azucaréis  en  a({uella 
«época.  Catorce:  (¿ue  los  cami)os  de  caña  del  ingenio 
«estaban  mal  atendidos  cuando  la  sociedad  demandada 
«entró  en  posesión  de  la  finca,  y  que  los  aparatos  del 
«ingenio  ei-an  antiguos,  defectuosos  y  de  escaso  valor 
¿)lo  justifican  las  cartas  que  acompaño  marcadas  con 
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j»los  números  seis,  siete  y  ocho,  (iuince:  Durante  los 
»seis  ú  ocho  meses  que  mi  representadla  poseyó  el  inge- 
»nio  Victoria,  no  ces<>  un  momento  de  suplicar  á  don 
M Agustín  Calderón  íjue  cumpliera  con  sus  hermanos  el 
»comprom¡so  que  habían  contraído  de  elevar  á  escrítu- 
»ra  pública  el  contrato  piivado  de  compra  venta  por  el 
«todo  (ie  aquella  linca,  lo  deuui entran  las  cartas  que 
i»acom|)año  por  copias  marcadas  con  los  números  del 
»uno  al  cinco  inclusive:  manifestándose  en  la  de  vein- 
«tiseis  de  ^íarzo  de  mil  (K'hocieutos  noventa  y  seis, 
H\\ie  no  ¡x>día  mi  representada  ser  duefía  de  una  pro- 
Mpie<líMl  sin  (¡ue  le  otorgaran  la  debida  escritura.  Esas 
«cartas  se  encuenti-jín  originales  agrc^gathus  á  los  autos 
«del  juicio  declarativo  (jue  los  heinianos  (^alderón  si- 
eguen en  este  Juzgado  contra  mi  mandante,  y  cuyas 
«carta^s  fueron  acHtnqKinadas  \h}v  ellos  con  su  escrito 
)»de  demanda.  Diez  y  seis:  Niego  los  hechos  articu- 
»lados  en  el  escrito  de  réplica  en  cuanto  se  opongan, 
Mílesvirlúen  ó  contradigan  á  los  fijados  en  la  contesta- 
»eión  á  la  denuinda.  y  en  el  presente  escrito.  Diez  y 
»s¡ete:  K\  iu*tor  care<'e  de  acción  jwira  reivindicar  de  la 
»sociedfKl  demandada  una  cosa  raíz  (jue  ésta  no  posee 
»ni  disputa.  A  cuyos  hechos  agregó  el  demandado 
«los  fundamentos  de  derecho  (jue  tuvo  j)or  convenien- 
Mte;  y  uuinteniendo  la  excepción  de  falta  de  iicción  que 
«opuso  á  la  demanda,  terminó  suplicando,  (jue  en  defi- 
«nitiva  se  declarase  con  lugar  dicha  excepción  y  en  su 
«consecuencia  se  les  absolviese  de  la  demanda  con  las 
«costas  á  cargo  del  actor.» 

Resolución  reci-krida: 

Séptimo:  Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prue- 
ba y  sustanciado  por  los  trámites  legales  hasta  senten- 
cia, el  Juez  de  primera  instancia  de  Ilolguín,  que  co- 
nocía del  mismo,  falló  en  veintidós  de  Marzo  del  pre- 
sente año  declarando  sin  lugar  la  demanda,  con  las 
costas  á  cargo  del  actor;  y,  apelada  por  éste  la  senten- 
cia, la  confirmó,  en  nueve  de  Agosto  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba,  con  las  costas  de  la  segunda  instan- 
cia al  apelante,  teniendo  en  cuenta  que  para  que  pro- 
ceda la  acción  reivindicatoría  es  preciso  que  la  cosa 
que  se  reivindica  por  el  dueño  esté  detentada  ó  poseí- 
da por  otra  persona  y  el  demandante  no  ha  justifi- 
cado que  la  sociedad  demandada  detentara  ó  poseye- 
ra, al  ejercitarse  la  acción,  la  parte  del  ingenio  Vic- 
toria  perteneciente  á  aquél:   que,   cuando  la  acción 
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reivindicatoría  se  ejercita,  contra  el  que  lia  dejado  de 
poseer  por  abandono  de  la  cosa,  es  requisito  indispen- 
sable para  su  procedencia  q«e  el  abandono  se  haya 
efectuado  con  dolo  6  con  malicia,  faltando  ese  requisito 
en  el  abandono  que  de  aí^uélla  hizo  la  socie<lad  deman- 
dada, quien  entró  en  posesión  el  primero  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  en  virtud  del 
contrato  privado  que  le  otorgaron  los  hermanos  del 
actor,  vendiéndoles  sus  respectivas  participaciones  y 
también  la  de  este  último,  ausenta  hacía  once  años, 
que  los  vendedores  administraban  como  condueños, 
conñando  en  la  ratificación  del  interesado,  y  a^si  que 
la  sociedad  compradora  se  convenció  de  que  no  se 
verificaba  tal  ratificación,  necesaria  para  «*1  otorga- 
miento de  la  escritura,  abandonó  la  finca,  á  mediados 
de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  con  ánimo  de  no 
poseerla,  habiéndolo  participado  previamente  á  lob 
vendedores  y  dejado  el  ingenio  á  su  disposición,  para 
lo  cual,  no  solo  ejercitaba  el  derecho  de  desposeense 
de  la  copa  cuya  posesión  no  se  convalidaba  por  no 
otorgársela  el  título  ofrecido,  sino  cumplía  un  deber 
devolviéndola  á  la  misma  persona  de  quien  la  había 
recibido,  sin  que  con  la  devolución  de  la  finca  pueda 
estimarse  que  propendiera  á  la  destrucción  de  ella, 
pues,  ya  se  considere  á  Beola  y  Compañía  como  con- 
dueños ó  como  acreedores  del  ingenio*  por  ]a  cantidad 
de  ciento  veintinueve  mil  pesos,  ellos  serían  los  más 
perjudicados  al  desaparecer  su  propiedad  ó  la  garantía 
de  su  crédito:  que,  si  bien  los  hermanos  del  actor,  que 
autorizaron  el  referido  contrato  privado,  pudieron 
negarse  á  dejarlo  sin  efecto  respecto  de  sus  propias 
participaciones,  por  estimar  que  hubieran  sido  legal- 
mente  traspasadas  y  ser  necesaria  para  resolver  esa 
cuestión  una  resolución  judicial— que  no  puede  dictarse 
en  este  juicio,  en  el  cual  no  han  sido  oídos  aquéllos,  á 
cuyo  derecho  afectaría  la  que  se  dictase — en  manera 
alguna  debieron  dejar  de  hacerse  cargo  de  la  parte  del 
demandante,  que  habían  entregado  sin  estar  autoriza- 
dos para  ello,  con  el  fin  de  poder  ejercitar  á  nombre 
del  hermano  ausente  los  derechos  que  á  todo  copropie- 
tario reconoce  el  artículo  trescientos  noventa  y  cinco 
del  Código  Civil  para  la  conservación  de  la  cosa  co- 
mún: que  habiendo  ocurrido  los  daños  en  el  ingenio 
** Victoria'*  daspués  de  la  devolución  ó  abandono  que 
sin  dolo  ni  malicia  hicieron  los  demandados,  es  inpro- 
cedente la  acción  reivindicatoría  y  la  reclamación  de 
frutos  y  daños  de  ella  derivada,  sin  perjuicio  de  la  ae- 


Digiti 


zedby  Google 


JlTRISPRl'DEN'CIA  CIVIL. 


ción  que  asista  al  demandante  para  pedir  la  rendición 
de  cuentas  que  corresponda:  y  que,  siendo  de  estimar- 
se temerario  al  demandante  al  sostener  este  juicio, 
procede  se  1í5  imponga  las  costas  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto pn  la  Ley  Octava,  Título  veintidós,  Partida 
tercera,  artículo  mil  novecientos  dos  del  Código  Civil 
y  Orden  del  (íohierno  Militar  referente  á  ese  particu- 
lar: 

FrxnAMENTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN:* 

Octavo.  Resultando  que  contra  el  referido  fallo 
interpuso  el  demandante  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legtil,  fundado 
en  los  números  primero  y  séptimo  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Flnjuiciamiento  Civil, 
alegando  his  siguientes  infracciones:  «A.  Violación  del 
«artículo  cuatrocientos  sesenta  del  Código  Civil: — La 
«Sala  partiendo  del  hecho  de  que  la  sociedad  demanda- 
»da  Beola  y  Compañía  entró  á  poseer  el  ingenio  **Vic- 
«toria''  por  virtud  del  contrato  privado  de  primero  de 
»Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  en  el 
«cual  los  hermanos  Joaquín,  Agustín,  Kosa,  Adelaida 
»y  Nicolasa  Calderón  le  vendieron  con  sus  porciones 
«proindi visas  en  el  ingenio  la  del  demandante  Juan 
«Antonio  entonces  ausente  y  cuya  representación 
«legal  no  tenían  para  dicho  acto,  estima  que  la  re- 
«ferida  sociedad  de  Beola  y  Compañía  perdió  la  po- 
«sesión  del  ingenio  en  virtud  de  la  dejación  ó  de- 
«volución  que  hizo  del  mismo  á  mediados  del  año 
«mil  ochocientos  noventa  y  seis  y  participó  á  Agus- 
«tín  Calderón  en  las  cartas  del  seis,  trece  y  diez  y 
«seis  de  Abril  de  dicho  año.  Pero  como  tal  devólu- 
«ción  del  ingenio  fundada,  como  se  ve  por  dichas  car- 
atas,  en  la  nulidad  que  de  la  compra  venta  declaraba 
«por  sí  misma  la  sociedad  compradora  á  fin  de  reco- 
«brar  sus  derechos  de  acreedora  contra  las  porciones 
«de  los  condueños  suscriptores  del  contrato,  fué  resis- 
«tida  por  éstos  que  no  aceptaron  la  restitución  de  la 
«finca  que  por  su  propia  autoridad  pretendían  imponer- 
«Ifi  los  compi-adores  sin  estar  el  contrato  debidamente 
«anulado  ni  rescindido  según  lo  reconoce  la  misma  Sala, 
«y  no  es  el  ^'desamparo  voluntario  de  la  cosa  con  in- 
atención de  perderla,  que  dejándola  sin  dneño  ó  po- 
«seedor  la  convierte  en  uní  flus  y  susceptible  de  ser 
«adquirida  por  el  primer  ocupante,  que  caso  de  i)erderla 
«posesión  que  establece  la  I^ey  cincuenta,  título  veinti- 


Digiti 


zedby  Google 


00  BOLRTIN  LEGISLATIVO. 


»oclio  de  la  Partida  tercera  y  con  el  nombre  de  aban- 
»dono  reproduce  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  del 
«Código  Civil  en  su  inciso  primero;  de  aquí  que  al  con- 
»cederse  eñcacia  jurídica  para  perder  la  posesión  del 
)>¡ngenio  en  perjuicio  de  Juan  Antonio  Calderón  (que 
»no  es  deudor  de  la  sociedad  de  Beola  y  Compañía  ni 
jicontrató  con  ésta)  á  la  dejación  ó  devolución  del  in- 
»geqio  hecha  por  dicha  sociedad  con  ánimo  de  imponer 
Msu  restitución  á  los  vendedores,  se  haya  infringido  el 
»citado  artículo  cuatrocientos  sesenta,  en  su  inciso  pri- 
»mero,  puesto  que  se  ha  considerado  como  el  abando- 
«no,  capaz  de  producir  en  derecho  la  pérdida  de  la  po- 
Msesión  á  un  acto  de  Beola  y  Compañía  que  por  su 
«naturaleza  y  fines  no  lo  constituye.» — «B.  Violación 
»del  artículo  trescientos  cuarenta  y  ocho  del  mismo 
«Código. — Dado  que  la  dejación  del  ingenio  hecha 
«por  Beola  y  Compañía  para  imponer  su  restitución 
«á  los  condueños  vendedores  anulando  por  su  pro- 
«pia  autoridad  el  conti*ato  de  compra  venta  en  que 
«también  so  incluyó  la  porción  del  demandante,  no 
«es  el  abandono  jurídicamente  susceptible  de  hacer 
«perder  á  los  demandados  su  carácter  de  poseedores, 
«resulta  indudable  que  para  el  demandante  la  socie- 
«dad  demandada  sigue  teniendo  la  posesión  jurídica 
«que  asumió  al  entregársele  la  finca  en  Noviembre  de 
«mil  ochocientos  noventa  y  cinco  y,  por  consiguiente, 
«al  no  fi-anquearse  la  acción  reivindicatoría  al  mismo 
«demandante,  cuyo  condominio  tiene  reconocido  la 
«Sala,  se  viola  por  su  no  aplicación  el  artículo  trescien- 
«tos  cuarenta  y  ocho  del  Código  que  conoce  de  dicha 
«acción  al  dueño  contra  el  poseedor  ó  tenedor  de  la 
«cosa.» — «C.  Violación  del  articulo  mil  trescientos 
«tres  del  propio  Código  en  relación  con  el  otro  artículo 
«mil  doscientos  cincuenta  y  seis  y  la  doctrina  jurídica 
«reconocida  en  sentencias  de  veinte  y  tres  de  Septiem- 
«bre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos  y  veinte  y  uno 
«de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  de  que 
«la  nulidad  de  los  contratos  no  se  produce  sino  á  vir- 
«tud  de  declaración  judicial  expresa»;  puesto  que  la 
«Sala  reconoce  que  el  contrato  de  compra  venta  del 
«ingenio  de  primero  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  cinco  por  el  cual  entró  á  poseerlo  la  socie- 
«dad  demandada,  no  ha  sido  declarado  nulo  por  los 
«Tribunales  y,  no  obstante,  atribuye  eficacia  jurídica 
«para  perder  la  posesión  á  la  dejación  que  de  la  finca 
«hicienm  los  compradores  imponiendo  su  restitución  á 
«los  condueños  vendedores,  con  lo  que  se  infringe  el 
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«articulo  mil  trescientos  tres  expresivo  de  que  á  la 
»restitueión  de  las  cosas  en  caso  de  nulidad  del  con- 
Intrato  debe  preceder  la  declamción  de  nulidad  Uie- 
i>diante  el  ejercicio  de  la  correspondiente  acción;  y  se 
«infringe  además  el  otro  artículo  mil  doscientos  cin- 
«cuenta  y  seis  y  la  doctrina  indicüda  puesto  que  se 
«concede  eficacia  jundica  al  acto  de  dejación  de 
«Beola  y  Compañía  que  fué  fruto  del  arbitrio  de  una 
«parte  contratante  y  prejuzgó  una  declaración  de 
«nulidad  que  solo  á  los  Tribunales  competía  hacer 
«y  jamás  ha  sido  hecha.» — «D.  Violación  del  artículo 
«trescientos  noventa  y  nueve  del  mismo  Código  al  con- 
«signar  la  Sala  que  si  bien  los  hermanos  del  deman- 
«dante  que  autorizaron  la  venta  del  ingenio  pudieron 
»nogai*se  (i  dejarla  sin  efecto  y  &  darse  por  entregados 
«del  ingenio  en  cuanto  á  las  porciones  del  mismo  que 
«habían  enajenado,  ínterin  no  recayera  resolución  ju- 
«dicial  en  el  asunto,  en  manera  alguna  debieron  dejar 
«de  hacerse  cargo  de  la  porción  del  actor  vendida  y 
«entregada  á  Beola  y  Compañía  sin  autorización  de 
«aquél,  á  fin  de  conservarla,  dichos  hermanos,  confor- 
«me  al  artículo-trescientos  noventa  y  cinco  del  Códi- 
«go.  Siendo  el  ingenio  cosa  indivisible  y  las  porcio- 
«nee  correspondientes  á  los  vendedores  y  al  actor  vo 
»realidades  fmcas  y  materiales  sino  entidades  matemá- 
«ticas  ó  partes  en  el  valor  total  del  ingenio,  de  mane- 
»ra  que  el  derecho  de  cada  partícipe  recaía  proindivi- 
«samente  en  el  todo  y  en  cada  una  de  la«  partes,  si  A 
«los  vendedores  les  fué  lícito  resistir  la  devolución  del 
«ingenio  en  cuanto  á  sus  porciones,  no  pudo  caberles 
«la  obligación  de  recibir  la  del  actor,  inseparable  de 
«aquéllas;  y  la  sentencia  al  sentar  que  los  vendedores 
«venían  obligados  á  recibir  esa  porción  indivisa  del 
«actor  para  conservarla,  infringe  el  artículo  trescien- 
«tos  noventa  y  nueve  á  tenor  de  cuyo  precepto  solo 
«por  la  división  de  la  cosa  al  cesar  la  comunidad  las 
«porciones  de  los  condueños  vienen  á  ser  realidades 
«físicas,  cosas,  separadas,  de  manejo  y  aprovecha- 
«miento  exclusivo». — «E.  Violación  de  los  artículos 
«trescientos  novcL  ta  y  siete  y  trescientos  noventa  y 
«ocho  del  Código  Civil;  puesto  que  la  Sala  admitiendo 
«como  admite  el  condominio  que  en  mil  ochocientos 
«noventa  y  seis  existía  entre  el  actor  y  la  sociedad  de- 
«mandada,  estima  que  ésta  por  su  propia  autoridad 
«pudo  lícitamente  desamparar  el  ingenio  que  po- 
«seía  y  administraba;  y  al  hacerlo  así  infringe  el 
jiarticulo  trescientos   noventa  y  ocho,    dado  que  la 
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«resolución  de  abandonar  el  ingenio,  exponiéndolo 
«á  la  completa  destruccñón  (jiie  no  tardo  en  lea- 
j)lizarse,  excedía  á  todas  luces  de  las  facultades 
»que  tenían  Beola  y  ('ouipnuía  para  la  administración 
»y  mejor  disfrute  de  la  cosa  coníün:  é  infringe  bunbién 
»el  otro  artículo  trescientos  noventa  y  siete  que  jiai'a 
«semejante  determinación,  tendente  á  alterar  el  cj^tado 
)>de  la  cosa  común  y  de  graves-  consecuencias  para  la 
«misma,  exigía  el  consentimiento  del  condueño  actor 
»que  no  fué  <>l)tenido,  ni  siquiera  pedido  por  la  socie- 
»dad  de  Beola  }' Com  pañí  a.»— «F.  Infracción  por  no 
«aplicación  de  la  doctrina  jurídica  consigna<la  en  sen- 
»tencia  de  veinte  y  dos  de  Junio  de  mil  ochcx^ientos 
«noventa  y  dos  de  qu(í  (da  acción  reivindicatoría  es  la 
«adecuada  para  que  el  condueño  reclnme  contra  cual- 
«quiera  detentación  ó  usui*|>íU'ión  df  sus  dereclu»s  lejir 
«lizada  por  otro  conducto  afín  A  pretexto  de  entender 
«que  á  tanto  llegan  sus  facultades  y  que  no  niega  en 
«principio  el  dominio  del  dem.andante.w  K<»conocido 
«por  la  parte  demandada  y  la  sentencia  que  la  socie- 
«dad  de  Beola  y  (.'om  pañí  a- como  condueña  del  ingi*nio 
«lo  |>oseyó  y  administró  desde  primero  de  Noviembre 
«de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  hasta  mediados 
«de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  realizando  la  zafra 
«de  aquel  ano,  sin  contar  para  nada  con  el  condueño 
«Juan  Antonio  ('alderón,  y  además,  que  dicha  socie- 
«dad  por  su  propio  arbitrio  abandonó  el  ingenio  a  me- 
«diados  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  y  pei'sistió 
«en  su  abandono  no  obstante  laí^  gestiones  de  la  auto- 
«ridad  militar  i>ara  proveerlo  de  guarnición,  es  indu- 
«dable  que  con  esos  actos  la  sociedad  de  Beola  y  ('om- 
«pañía  usurpó,  negó,  lesionó,  en  una  palabia,  detentó 
«los  derechos  del  condueño  demandante  puesto  que  al 
«retener  los  frutos  de  la  K^fra  le  negó  la  propiedad  de 
«la  parte  de  los  mismos  correspondientes  á  su  |>orc¡ón 
«que  el  artículo  trescientos  noventa  y  nueve  le  recono- 
»ce;  al  no  rendirle  cnentas  y  no  c(mservar  la  cosa  le- 
«sionó  el  derecho  del  a.<'loi'  á  que  fuese  bien  a^lminis- 
«trado  el  ingenio  p<n'  el  condueño  que  había  asumido 
«su  administración  y  manejo,  y  al  abandoiuir  la  íin- 
»ca,  franqueando  la  destruc(;ión  que  no  tardó  en  reali- 
«zai-se,  negó  tíimbicn  al  actor  el  (lerecho  que  el  ailícu- 
«lo  tre>?cientos  noventa  y  siete  le  concedía  para  in- 
«tervenir  en  cuanto  tendieía  á  la  alteración  de  la  cosa 
«común,  cometiendo  con  ello  Beola  y  Compañía  una 
«verdadera  usuipación  al  resol vei*  por  si  lo  que  nece- 
«sitaba  del  consentimiento  unánime  de  los  condueñoB, 
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(íy  íliwla  osi\,  negación  y  usurpación  de  las  dereclios  del 
»act4n'  <juc  desde  primero  de  Noviembre  de  mil  oehu- 
«cientOH  noventa  y  cinco  hasta  la  fecha  existe  y  se 
«mantiene  por  Beola  y  Compañía,  la  sentencia  al  1%*- 
«chazivr  la  acción  ejercitíwla  infringe  por  su  no  aplica- 
Dción  la  díKítrina  jíirídicii  arril>a.  consignada,  sin  que 
«alcance  á  justificarlo  el  sendo  abandono  de  la  finca 
«por  B(»<)ln;  acto  ilícito  en  el  condueño,  origen  pam  él 
«íle  grave  lesponsjibilidad,  j>ero  que  ya  sabemos  que 
Miio  es  el  abandono  del  incist)  primero  del  ariículo 
«cuatnwientos  sesenia  susceptible  de  híicer  perder  el 
««iiiK'tiM-  de  poseedoi*  de  que  se  dice  despojadi»  a  los 
«domandiidos  á  los  efectos  de  prosperar  contra  ellos 
«la  a-cción  reivindicatoría  acjuí  utilizada.» — «G.  In- 
«fr;u'ción  ]>or  errónea  interpretación  del  artículo  tres- 
«cientos  cuarenta  y  o<lio  del  Código  (^ivil,  al  entender 
«la  Sala  (pie  solo  (íoncede  al  pro]>ietíirio  acción  reiviii- 
«()i<^vtoria  contra  el  tenedor  ó  poseedor  actual  de  la 
«cosíj.,  puesto  que  al  venir  impuesta  por  el  otro  artícu- 
«lo  cuatroci «Mitos  cincueiitíi.  y  siete  la  responsíibilidad 
«al  poseedor  |H)r  la  perdida  de  la  cosa  en  los  varios 
«c>asos  á  (pie  st»  contrae  (íomo  quiera  qiu^  á  na<lie  ns/ls 
«que  al  dueilo  tiene  que  responder  el  poseedor  y  que 
«toda  reclamación  de  af[uél  contra  éste  presupone  el 
«reconocimiento  de  su  dominio  mediante  el  ejercicio 
«de  la  acción  reivindicatoría,  es  indudable  que  la 
«res]>onsabilida(l  del  artículo  cuatrocientos  cincuenta 
«y  siete  puede  exigirse  y  declararse  en  juicio  sobre 
«reivindicación  que  en  t*il  caso  tendería  no  á  la 
«devolución  de  la  cosa,  ya  perdida  sino  á  la  in- 
«demuización  de  su  importe.» — «If.  Jnfiacción  del 
«mismo  artículo  trescientos  euarenta  y  ocho  tam- 
«bién  por  enóiien  interpretííción  al  entender  la  Sívla 
«que  la  acción  reivindieatoria  ha.  de  ir  siempre  diri- 
«gida  contra  el  poseedor  ó  tenedor  de  la  cos^a  á  que  se 
«contme  dicha  jicción;  puesto  que  tendiendo  la  ai'ción 
«reivindicatoría  priniri ¡mímente  á  que  se  declare  el 
«dominio  íM  lei vindícame  y  consiguientemente  á  la 
«entrega  al  mismo  de  los  frutos,  utilidades  y  acccso- 
«rios  de  la  cosa  rtíi vindicada,  es  adecuada  para  el  pri- 
«mer  objeto  sin  nt»cesidad  de  que  conjuntamente  se  per- 
siga el  segundo,  como  lo  demuestran  casos  resueltos  por 
«sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  trein- 
«ta  y^  uno  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  st'is, 
«veinte  de  Miyo  de  mil  ochocientas  noventa  y  nueve  y 
«otras  en  las  ipiese  utilizó  y  prosperó  para  declai'ar  el. 
jídominio  del  a<;tor  sobre  una  cosa  no  poseída  por  el  de- 
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»inandado.»— «I.  Inf  inacción  del  otro  artículo  tresoien- 
»tos  noventa  y  cinco  por  errcnea  ¡nterpretarión  al 
)»efltablecer  la  Sala  que  Ior  hermanos  Calderón  que 
«con  sus  porciones  en  el  ingenio  enajenaron  á  Beola  y 
»Couipafíla  la  del  demandante  Juan  Antonio,  venían 
^obligados  á  recibir  dicha  porción  pai'a  ejercitar  <*on 
«respecto  á  ella  los  derechos  que  el  articulo  trescien- 
wtos  noventa  y  cinco  del  Código,  conce<le  para  la  con- 
j)servación  de  la  cosa  común.  En  efecto;  por  el  con- 
»trato  de  primero  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  cinco  la  Sociedad  de  Beola  y  Compañía 
«compró  las  porciones  en  el  ingenio  de  los  hernmnos 
«Calderón  que  suscribieron  el  contrat^i  y  también  la 
«del  actor  cuya  representación  legal  no  ostentalmn  és- 
«tos,  quedando  perfecto  el  conti'atoen  cuanto  á  la  par- 
«tici pación  en  el  ingenio  de  los  vendeilores  y  <*onsu- 
«mado  por  la  entregsi.  de  la  fínca  (i  la  sociedad  com- 
«pradora  que  entró  ji  administrar  aunque  sin  llegar 
»á  adquirir  la  propiedad  de  la  porción  del  Juan 
«Antonio  enajena<la  sin  su  consentimient'O;  y  en 
«v'irtud  de  ello  entre  Beola  y  Com))añia  y  el  denmn- 
«dante  existió  un  estado  de  comunidad  en  el  irigenio  á 
ucx)nsecuencia  del  cual  la  sociedad  compradora  asumió 
«su  administración  haciendo  la  zafra  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  cinco  &  mil  ochocientos  noventa  y  seis; 
«y  como  la  propiedad  de  Beola  y  Compañía  sobre  las 
«porciones  que  le  fueron  válidamente  enajenadas  no 
«pudo  legalmente  cesar  ínterin  no  se  anulara  el  con- 
«trato  por  los  Tribunales,  claro  está  que  á  dicha  so- 
«ciedad  como  condueña  administradora  le  incumbía  el 
«cuidado  y  conservación  del  ingenio  con  la  facultad  de 
«Awnpeler  al  otro  condueño  ausente,  hoy  demandant<^ 
»á  que  contribuyera  á  los  gastos  so  pena  de  renunciar 
«su  parte;  por  todo  lo  cual  al  estimar  la  Sala  que  el 
«deber  de  conservación  de  la  cosa  en  que  radicaba  la 
«porción  indivisa  del  demandante  correspondía  no  á 
«Beola  y  Compañía  (condueños  administradores  según 
«el  contrato  de  primero  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  cinco  por  ningún  Tribunal  anulado,  ni 
«rescindido)  sino  á  los  hermanos  Calderón  (vendedo- 
«res  en  dicho  contrato  y  (jue  se  negan)n  á  aceptar  la 
«arbitraria  resolución  del  mismo  pretendida  por  Beola 
«y  Compañía  y  á  recibir  el  ingenio  desamparado  por 
«dicha  sociedad)  viola  el  artículo  trescientos  noventa 
«y  cinco  puesto  que  atribuye  á  los  hermanos  Caldei'ón 
«una  obligación  <iue  conforme  á  dicho  precepto  solo 
«tenían  los  señores  Beola  y  Compañía  condueños  del 
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«ingenio  hasta  que  por  los  Tribunales  se  declarara  que 
«no  lo  eran  6  dejaran  de  serlo  por  mutuo  acuerdo  de 
nías  partes  contratantes.» — «Nuevos  motivos  de  casa- 
»ción  fundados  en  el  inciso  séptimo  del  artículo  mil 
^seiscientos  noventa  de  la  Ley  procesal.» — «a.  Al  esti- 
»marae  probado  en  la  sentencia  que  la  sociedad  deman- 
i>dada  abandonó  el  ingenio  ^'Victoria"  á  mediados  de 
»m'\\  ochocientos  noventa  y  seis  con  ánimo  de  no  poseer- 
yflo,  se  comete,  á  juicio  del  recurrente,  error  de  hecho 
))que  resulta  de  documentos  avténtícos  como  lo  son  las 
nadas  notariales  acompañadas  á  la  contestación  á  la  deman- 
»da  y  que  ocupan  los  folios  sesenta  y  siete  al  sesenta 
»y  nueve  y  setenta  al  ochenta  y  uno,  puesto  que  por 
»iiicluiH  aotiW)  en  Febrero  de  mil  otíhocientos  noventa 
)>y  siete  Beola  y  Compañía  re<iu¡ní)  á  los  hermanos 
«Calderón  suscriptóres  del  contrato  de  primeit)  de 
«Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  para 
^|ue  en  cumplimiento  de  dicho  contrato  de  compra 
ííventa  <lel  ingenio  «Victoria»  y  de  acuerdo  con  el 
«del  articulo  mil  doscientos  setenta  y  nueve  precepto  . 
»del  íV)d¡go  Civil  otorgaran  á  dicha  sociedad  escritura 
»pública  de  venta  de  la  totalidad  del  ingenio  con  in- 
Inclusión  de  la  porción  con*cspondiente  á  don  Juan 
»Antonio  Calderón  y  bajo  apercibimiento  de  pedir  Beola 
»y  Compañía  jvdiahnenit  la  resolución  de  a(|uel  contrato 
«privado;  por  todo  lo  cual  se  ve  que  todavía  en  Fe- 
«brero  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  Beola  y 
«Compañía  se  consideraban  dueños  del  ingenio  re- 
«conociendo  la  subsistencia  del  contrato  privado  de 
«primero  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa 
«y  cinco  y  pidiendo  su  elevación  á  escritura  pública, 
«y  que  lejos  de  habw  tenido  en  mil  ochocientos  no- 
«venta  y  seis  y  tener  el  ánimo  de  no  poseer  la  fínca 
«se  consideraban  como  verdaderos  compradores  de  la 
«misma  con  derecho  á  que  se  les  otorgara  su  titulo 
«inscribible;  demostrándose  por  lo  expuesto  la  equivo- 
i>cación  evidente  del  Tribunal  al  atribuir  á  Beola  y 
«Compañía  en  mil  ochocientos  noventa  y  seis  el  ánimo 
«<le  no  poseer  la  fínca  contra  las  manifestaciones  de 
«los  'mismos  consignadas  en  documentos  públicos  y 
«reveladoras  de  que  todavía  al  siguiente  año  se  con- 
«sideraban  dueños  del  ingenio  como  compradores  del 
«mismo  instando  la  formalización  de  su  título  de 
«dominio  y  reconociendo  que  el  mismo  no  había  sido 
«anulado  judicialmente.)) — «b.  —  Error  de  derecho 
«también  al  dar  por  prol)ado  que  la  sociedad  de 
«Beola    y    Compañía    abandonó  el    ingenio   en    mil 
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»ocho<*ientos  noventa  y  8eis  con  ánimo  de  no  |k>- 
wseerlo  para  lo  cual  ha  tenido  la  Sala  que  no 
«conceder  eficacia  alguna  á  his  referidas  actas  notoria^ 
«les  infringiendo  con  ello  el  articulo  mil  do-scieutos 
)»diez  y  ocho  del  Código  Civil  expresivo  de  que  los  do- 
«cuuientos  públicos  hacen  prueba  contra  los  contratan- 
tes del  hecho  que  motiva  su  otorgamiento,  de  su  fecha  y 
»de  las  declaraciones  en  los  mismos  consignadas.» — c. 
«También  error  de  derecho  al  imponer  al  demandante 
»las  costas  de  la  apela<'i6n  por  los  mismos  motivos  en 
«que  se  fundó  el  Juzgado  para  imponerle  las  de  la  pri- 
»mera  instancia,  declarando  temerario  á  Juan  Anlo- 
«nio  Calderón  en  el  Considerando  quince  acejitado  por 
»la  Sala  sentenciadora  y  en  que  se  hizo  la  declaración 
«de  temeridad  del  demandante  y  se  le  impusieron  las 
«costas  con  invocación  de  la  Ley  octava,  título  veinte 
«y  dos,  Partida  tercera,  artículo  mil  novecientos  dos 
«del  Código  Civil  y  Orden  del  (Tobierno  Militar  refe- 
«reiite  á  ese  particular  que  es  la  n limero  tres  de  pri- 
«mero  de  Enero  de  mil  novecientos  uno;  y  cousistien- 
»do  el  error  de  derecho  en  haberse  aplicado  la  mencio- 
«nada  Ley  de  Partida  no  vigente  por  haber  sido  dero- 
«gada  por  el  Código  Civil  y  que  en  todo  caso  no  auto- 
«rizaria  para  considerar  temerario  ó  de  mala  fe  al 
«actor  ya  que  reconociendo  la  misma  sentencia  que 
«éste  tiene  otnis  acciones  contra  los  demandados,  la 
«simple  equivocación  en  el  ejercicio  de  la  que  t»s  objeto 
«de  este  pleito  no  podría,  aun  en  el  supuesto  de  ha- 
«bei'se  incurrido  en  ella,  ser  equiparada  á  la  falta  ob- 
«soluta  de  razón  ó  mala  fe  que  es  lo  que  constitu3'e  la 
«temeridad;  consistiendo  igualmente  el  error  en  ha- 
«berse  querido  justificar  la  temeridad  6  malicia  ó  im- 
»IK)sición  de  costas  por  ese  concepto  (íon  el  artículo 
«mil  novecientos  dos  del  Código  Civil  manifiestamente 
«inaplicable  puesto  que  se  refiere  solo  al  daño  causa- 
«do  por  culpa  ó  negligencia  pero  en  modo  alguno 
«al  causado  por  malicia  ó  dolo  supuesto  necesario 
«de  la  de  temeridad;  y  consistiendo  finalmente  el 
«error  en  haberse  hecho  una  declaración  de  teme-: 
«ridad  conforme  á  la  citada  Orden  Militar  de*  pri- 
«mero  de  Enero  de  mil  novecientos  uno  y  envolviendo 
«por  consiguiente  la  sanción  penal  que  lleva  aparejada, 
«siendo  así  que  es  inaplicable  al  presente  pleito  incoa- 
«do  en  siete  de  Abril  de  mil  novecientos  ó  sea  ocho 
«meses  antes  de  su  publicación  en  la  (íaceta  de  la  Ha- 
«hana». 

Noveno.     Resultando  que,   admitido   el   recureo, 
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se  ha  suBtanciado  en  forma  ante  este  Supremo  Tribu- 
nal, celebrándose  en  veinte  y  uno  de  Noviembre  últi- 
mo la  correspondiente  vista  pública  con  asistencia  de 
los  Letrados  defensores  de  las  partes  litigantes. 

Decisión  del  recübso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga. 

Primero.  Considerando,  en  cuanto  á  los  motivos 
a  y  b  fundados  en  el  inciso  séptimo  del  articulo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
que  la  sentencia  recurrida  no  desconoce  el  hecho  del 
requerimiento  notarial  á  los  hermanos  del  actor,  en 
el  a&o  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  realizado  á 
instancia  de  Beola  y  Compañía,  para  que  en  cumpli- 
miento del  contrato  otorgaran  á  dicha  sociedad  la  es- 
critura pública  de  compra  venta  del  ingenio,  bajo  aper- 
cibimiento de  pedir  la  sociedad  judicialmente  la  reso- 
lución de  aquel  contrato;  siendo  tal  hecho  posterior  al 
abandono  del  ingenio  que  verificaron  Beola  y  Compa- 
ñía por  no  otorgáraeles  la  escritura  pública,  el  único 
que  se  demuestra  por  las  actas  notariales  que  mencio- 
na el  recurrente,  conforme  al  articulo  mil  doscientos 
diez  y  ocho  del  Código  Civil,  sin  que  de  ningún  modo 
justifiquen,  según  ese  precepto,  que  al  tiempo  de  aban- 
donar la  finca  no  lo  hiciesen  Beola  y  Compañía  con 
ánimo  de  no  poseerla,  porque  dichas  actas  no  contie- 
nen semejante  declaración,  y,  por  otra  parte,  la  in- 
tención que  les  atribuye  la  sentencia,  con  referencia 
al  año  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  de  no  seguir 
poseyendo  en  la  forma  que  hasta  entonces  habían 
poseído,  no  tan  solo  no  aparece  desmentida,  sino 
que  viene  á  ser  corroborada  por  el  propósito,  que  el 
requerimiento  posterior  envuelve,  de  adquirir  una  po- 
sesión de  índole  y  valor  jurídicos  que  no  tenía  la  an- 
teriormente abandonada. 

Segundo.  Considerando  acerca  del  motivo  c,  tam- 
bién propuesto  bajo  la  cita  del  número  séptimo  del  ar-         . 
tículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  procesal,  que      / 
los  errores  que  se  imputan  al  Tribunal  sentenciador    ^ 
no  constituyen  ni  pueden  constituir  apreciación  inde- 
bida de  la  prueba  practicada  en  el  juicio,    careciendo 
de  toda  congruencia  con  la  causa  de  casación  en  que 
dicho  motivo  se  ha  fundado. 

Tercero.  Considerando  que  el  motivo  A,  primero 
de  los  que  basa  el  recurrente  en  el  primer  inciso  del 
citado  artículo  mil   seiscientos  noventa,  descansa  en 
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una  inteligencift  equivocada  del  articalo  cuatrocientos 
Besenta  del  Código  Civil,  pues,  al  señalar  el  abandono 
de  la  cosa  como  uno  de  los  medios  por  los  cuales  puede 
el  poseedor  perder  su  posesión,  no  se  refiere  el  supra- 
,      dicho  texto  única  y  exclusivamente  al  desamparo  en 
/        que  la  deja  el  dueño  con   voluntad  de  perderla,  me- 
/  diante  el  cual  conviértese  en   nullius  y  susceptible  de 

ser  adquirida  por  el  primer  ocupante,  sino  á  la  deja- 
ción hecha  por  todo  poseedor,  ya  que  de  la  posesión 
en  general,  y  no  precisamente  del  dominio,  trata  la 
disposición  citada. 

Cuarto.  Considerando  que  el  fallo  recurrido,  fun- 
dado como  está  en  no  ser  la  parte  demandada  posee- 
dora de  la  cosa,  por  abandono  de  ella,  verificado  sin 
dolo  ni  malicia,  no  infringe  el  articulo  trescientos  cua- 
renta y  ocho  del  Código  Civil  en  ninguno  de  los  con- 
ceptos que  expresan  los  motivos  B,  G  y  H:  respecto 
del  primero,  por  apoyarse  en  el  supuesto  rechazado  de 
seguir  aquella  parte  en  la  posesión  perdida:  respecto 
del  segundo,  porque  no  es  el  presente  caso,  á  que 
alude  ese  motivo,  de  pérdida  de  la  cosa  en  poder 
del  poseedor;  ni  en  cuanto  al  deterioro  de  la  co- 
sa, del  que,  justamente  con  su  pérdida,  se  ocupa  el 
artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  siete,  citado  por  el 
recurrente,  es  tampoco  el  caso  actual  el  de  deterioro 
producido  mediante  dolo  del  poseedor  de  buena  fe  ú 
ocasionado  por  fuerza  mayor  mediante  retraso  mali- 
cioso en  la  entrega  de  la  cosa  á  su  poseedor  legítimo: 
/  ni,  por  último,  procede  el  ejercicio  de  la  acción  rei- 
vindicatoría por  el  dueño  para  el  reconocimiento  de 
su  dominio,  cuando,  como  aquí,  no  se  le  niega  ni  dis- 
•  puta:  y,  respecto  del  tercer  motivo,  enunciado  bajo  la 
letra  H,  porque  la  Sala  sentenciadora  no  ha  estimado, 
en  virtud  del  artículo  trescientos  cuarenta  y  ocho,  ni 
en  manera  alguna  declara  que  pea  inadecuada  la  acción 
reivindicatoría  para  reclamar  el  dominio  del  reivindi- 
cante si  á  la  vez  no  se  reclama  la  entrega  de  los  frutos, 
utilidades  y  accesorios   de  la  cosa  que  se  reivindica. 

Quinto.  Considerando  que  no  se  ha  cometido  la 
violación  expresada  en  el  motivo  C,  por  no  contener 
el  fallo  pronunciamiento  alguno  sobre  la  nulidad  del 
contrato  de  compra  venta  del  ingenio  '* Victoria' ^ 
acerca  de  lo  cual,  no  habiendo  sido  propiamente  cues- 
tión de  este  litigio,  expone  el  Tribunal  sentenciador, 
en  uno  de  los  fundamentos  de  la  sentencia  recurrida, 
que  no  cabe  hacer  declaración  sin  haberse  oído  á  los 
que  otorgaron  el  contrato. 
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Sexjx).  Considerando  que  tampoco  se  ha  incurri- 
do en  la  violación  del  artículo  trescientos  noventa  y 
nueve  del  Código  Civil,  á  que  se  refiere  el  motivo  D, 
puesto  que  el  fallo  no  niega  ni  limita  de  ninguna  suer- 
te los  derechos  que  conforme  á  aquel  precepto  perte* 
necen  al  actor  como  condueño  de  la  mencionada  finca, 
ó  sea,  la  plena  propiedad  de  su  parte  y  la  de  los  fru- 
tos y  utilidades  que  le  correspodan,  con  las  consi- 
guientes facultades  de  enajenarla,  cederla  ó  hipotecar- 
L  y  aun  la  de  sustituir  otro  en  su  aprovechamiento, 
en  cuanto  no  se  trate  de  derechos  personales. 

Séptimo.  Considerando  que  no  es  materia  de  es- 
te juicio  la  alteración  de  la  cosa  común  hecha  por  al- 
guno de  sus  condueños,  ni  acto  alguno  de  administra- 
ción y  disfrute  de  la  misma,  careciendo,  en  tal  virtud, 
de  relación  con  el  caso  decidido  en  la  sentencia  los  ar- 
tículos trescientos  noventa  y  siete  y  trescientos  noven- 
ta y  ocho  del  Código  Civil,  que  como  infringidos  se 
mencionan  en  el  motivo  E. 

Octavo.  Considerando,  acerca  del  motivo  F, 
que,  aun  prescindiendo  de  atribuirse  indebidamente 
el  valor  de  doctrina  legal  eficaz  para  producir  la  casa- 
ción á  la  que  invoca  el  recurrente  con  referencia  á  un 
solo  fallo  de  Tribunal  que  no  menciona,  dicho  motivo 
debe  ser  desestimado  por  razones  ya  indicadas  con  an- 
terioridad, como  que  se  funda  en  el  supuesto  erróneo 
de  una  detentación  y  usurpación  de  los  derechos  del 
actor  por  Beola  y  Compañía,  consistentes  en  retener 
éstos  los  frutos  de  una  zafra,  negándole  la  propiedad 
de  la  porción  que  á  su  condominio  corresponde,  en  no 
rendirle  cuentas  y  en  no  conservar  la  cosa,  siendo  así 
que  no  hay  semejante  negación  por  la  parte  demanda- 
da del  derecho  que  el  actor  pueda  tener  por  razón  de 
los  frutos  obtenidos,  respecto  de  los  cuales  y  de  todo 
lo  referente  á  la  administración,  le  queda  reservado 
su  derecho  para  pedir  cuentas,  y  que  la  dejación  de  la 
finca,  verificada  por  la  causa  y  en  las  condiciones  en 
que  tuvo  efecto,  no  puede  confundirse,  como  se  hace 
en  el  recurso,  con  el  acto  de  un  condueño,  ejecutado 
para  alterar  la  cosa  en  su  poder,  sino  que  constituye, 
contra  lo  afirmado  por  el  recurrente,  el  abandono  de 
la  cosa  por  el  poseedor. 

Noveno.  Considerando  que  I  el  artículo  trescien- 
tos noventa  y  cinco  del  Código  Civil  se  contrae  á  esta- 
blecer el  derecho  de  todo  copropietario  para  obligar  á 
los  partícipes  á  contribuir  á  los  gastos  de  conservación 
de  la  cosa  ó  derecho  común  de  cuya  obligación  exime 
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solo  al  que  renuncie  al  condominio,  pero  no  priva  del  de- 
recho de  abandonar  la  cosa/y  no  puede  infringirse  aque- 
lla disposición  crmudo*  él  debate  no  versa  ni  declara 
el  fallo  sobre  la  acción  que  ella  establece,  siendo  una 
mera  apreciación  del  Tribunal,  y  lio  una  decisión  que 
sujete  á  los  vendedores  del  ingenio,  y  mucho  menos 
al  demandaiite,  hoy  recurrente,  la  de  que  ese  artículo 
imponía  á  dichos  vendedores  el  deber  de  aceptar  la 
restitución  respecto  de  la  parte  de  este  último;  con  lo 
cual  es  visto  que  procede  rechazar  el  motivo  I,  enca- 
minado, en  realidad,  contra  uno  de  los  fundamentos 
de  la  resolución  dictada,  y  no  contra  la  resolución 
misma. 

Décimo.  Considerando  que,  por  todo  lo  expuesto 
ha  de  ser  declarado  sin  lugar  este  recurso,  y,  con 
arreglo  al  artículo  XL  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  deben  impo- 
nerse las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  y  conde- 
namos en  las  costas  al  recurrente:  comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Pedro  Gronzález  Llórente. — 
Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Gil>erga. — Carlos  Re- 
villa. — Francisco  !Noval  y  Martí. 


Acumulación.— Se&t  1.— 14  de  Enero  de  1903.  (Oaeeta 

Enero  ^7. )— ConoUTSO. 


BOCTRINA:  Procede  la  acumulación  cuando  «xis> 
'  te  un  juicio  de  concurso  al  cual  ae  halla  sujeto  el  caur 
dal  contra  el  que  se  ha^'a formulado  ó  se  formule  cual- 
quier demanda,  y  por  consig^uiente  debe  acumularse  á 
dicho  juicio  universal  la  redamación  deducida  por  un 
procurador  en  la  forma  prevista  en  el  artículo  8V  de  la 
ley  de  Bnjuiciamiento,  y  dirigida  contra  el  concurso 
para  que  se  le  paguen  derechos  y  suplementos  deven- 
gados en  varios  juicios  seguidos  en  representación  del 
mismo;  sin  que  para  decidir  la  cuestión  de  acumula- 
ción sea  necesario  determinarla  verdadera  naturaleza 
de  dicha  clase  de  reclamación,  ni  si  asiste  A  los  procu- 
radores derecho  para  deducirlas  separadamente  del 
juicio  en  que  devengaron  las  cantidades  que  reclaman, 
sino  que  basta  la  existencia  de  la  reclamación  tal  co- 
mo las  partes  la  hubieran  propuesto  y  que  por  virtud 
de  ella  se  persigan  bienes  del  caudal  que  no  están  espe- 
cialmente hipotecados  en  garantía  de  la  obligación 
cuyo  cumplimiento  se  exige. 

La  circunstancia  de  haberse  requerido   al   adminis- 
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trador  judicial  para  el  pago  de  la  cantidad  reclamada 
no  obsta  á  la  acumulación  cuando  ésta  procede. 

La  sumisión  tácita  de  una  parte  no  impide,  tratán- 
dose de  un  concurso,  que  ^quélla  haga  uto  del  derecho 
que  le  otorga  el  articulo  160  de  la  ley  de  Bnioicia- 
miento  Civil. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  catorce  de  Enero  de 
mil  novecientos  tres.  Visto  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de 
este  Tribunal  Supremo  el  incidente  de  acumulación 
promovido  por  el  Juez  del  Distrito  Oeste  de  la  Haba- 
na, correspondiente  al  territorio  de  la  Audiencia  de 
dicha  Provincia,  que  conoce  de  los  autos  del  concurso 
de  José  Rafael  ligarte,  para  que  á  los  expresados  autos 
se  acumulen  las  diligencias  seguidas  en  el  Juzgado  de 
Sagua  la  Grande,  en  el  territorio  de  la  Audiencia  de 
Santa  Clara,  por  el  Procurador  José  B.  Reguera  con- 
tra la  representación  de  dicho  concurso  en  cobro  de 
pesos  por  derechos  devengados  y  suplementos,  en  va- 
rios juicios  y  diligencias  judiciales. 

Antecedentes: 

Primero.  Resultando  que  en  seis  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  dos  el  procurador  José  R.  Re- 
guera presentó  un  escrito  al  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Sagua  la  Grande  acompañando  una  cuenta  justifi- 
cada de  los  derechos  dev^igados  y  gastos  suplidos  por 
el  mismo  como  Procurador  del  concurso  de  José  Ra&el 
Ugarte  y  Montalvo  en  varios  juicios  y  diligencias,  que 
en  dicha  relación  expresó,  pidiendo  que  de  acuerdo 
con  el  artículo  octavo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  se  requiriera  á  la  representación  del  concurso  pa- 
ra que  en  el  término  de  seis  días  le  abonara  los  cinco 
mil  trescientos  trece  pesos  á  que  ascendía  la  referida 
cuenta,  más  las  costas  que  se  originaran  hasta  realizar 
el  pago,  bajo  apercibimiento  de  apremio,  entendiéndo- 
se el  requerimiento  con  el  administrador  del  concurso 
y  con  otras  personas  que  designó  en  concepto  de  here- 
deros del  concursado. 

Segundo.  Resultando  que  el  Juez  por  providen- 
cia de  ocho  del  expresado  mes  accedió  á  la  anterior 
solicitud,  señalando  el  término  de  ocho  días  para  el 
pago  de  la  cantidad  reclamada  y  las  costas  bajo  aper- 
cibimiento pedido,  cuyo  requerimiento  y  apercibi- 
miento se  llevó  á  efecto  en  veinte  y  dos  de  Abril  de 
mil  ochocientos  noventa  y  tres  con  Eduardo  Daumy 
Martínez,  como  administrador  del  concurso,  y  no  ha- 
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biéndose  pagado  la  cantidad  reclamada,  dentro  del 
término  concedido,  llevando  á  efecto  el  apercibimiento 
se  embargaron  bienes^de  dicho  concurso. 

Tercero.  Resultando  que  después  de  varias  arti- 
culaciones sin  éxito,  que  no  hacen  al  caso,  una  de 
competencia  promovida  por  uno  de  los  herederos  y 
otra  de  oposición  y  de  nulidad  promovida  por  el  ac- 
tual administrador  del  concurso  José  Arrufat  y  Bis- 
bal,  continuó  la  tramitación  del  expediente  hasta  que 
se  recibió  en  el  Juzgado  el  requerimiento  de  acumula- 
ción, deque  se  hablará  más  adelante,  y  que  ha  dado 
origen  á  la  presente  cuestión.   ^ 

Cuestión: 

Cuarto.  Resultando  que  en  catorce  de  Mayo  de 
mil  novecientos  dos  José  S.  Arrufat  administrador  del 
concurso  presentó  escrito  al  Juez  del  Distrito  Oeste 
de  la  Habana,  donde  radicaban  los  autos  de  aquél,  so- 
licitando que  al  mismo  se  acumularan  las  diligencias 
que  se  seguían  en  el  Juzgado  de  Sagua  por  el  Procu- 
rador Reguera,  acompañando  al  efecto  una  certifica- 
ción del  auto  decretando  el  embargo  y  ampliación  dis- 
puesta sobre  los  bienes  de  dicho  concurso  para  el 
cobro  de  la  cantidad  reclamada  por  el  repetido  Procu- 
rador sosteniendo  que  esa  reclamación  por  referirse  á 
varios  juicios  no  estaba  comprendida  en  el  artículo 
octavo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  sino  que  era  de 
la  naturaleza  de  las  previstas  en  el  artículo  cuatro- 
cientos ochenta  de  la  citada  Ley. 

Quinto.  Resultando  que  conferida  instrucción 
á  las  otras  partes  del  concurso  se  mostraron  conforme 
con  la  acumulación  y  el  Juez  en  auto  de  treinta  de 
Mayo  último  accedió  á  la  misma  fundado  en  que  la 
reclamación  del  Procurador  Reguera  no  está  compren- 
dida en  el  artículo  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  sino  que  en  una  reclamación  de  cantidades  por 
arrendamiento  de  servicios  que  según  la  Ley  tiene  su 
tramitación  distinta  de  la  privilegiada  concedida  á  los 
Procuradores  para  reclamar  en  el  mismo  juicio  en  que 
han  sido  devengados  los  derechos  y  suplementos  que 
se  les  adeuden. 

Sexto.  Resultando  que  recibido  el  requerimiento 
en  el  Juzgado  de  Sagua,  con  suspensión  del  procedi- 
miento, se  dio  vista  al  promovente  Reguera,  quien  se 
opuso  á  la  acumulación  por  entender  que  el  procedi- 
miento de  apremio  seguido  por  él  no  está  comprendido 
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en  ningano  de  los  casos  de  acQmalación  señalado  en 
la  seodón  segunda,  látalo  cuarto,  Libro  primero  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento;  y  el  Juez  por  auto  de  once 
de  Junio,  negó  la  acumulación  fundándose  en  que  el 
administrador  judicial  había  consentido  la  provi- 
dencia de  requerimiento  de  pago  que  se  le  hizo 
y  por  tanto  no  podía  impugnar  un  procedimiento 
cuya  validez  había  reconocido;  y  porque  la  recla- 
mación que  pendía  ante  él  no  revestía,  ni  en  su  forma 
ni  en  su  fondo,  ninguno  de  los  caracteres  del  juicio  de- 
clarativo. 

Séptimo.  Resultando  que  comunicada  esta  reso- 
lución al  Juez  del  Oeste,  dicho  Juez  por  auto  de  vein- 
te de  Julio  desistió  de  la  acumulación  por  entender 
que  la  impedia  el  haber  el  administrador  del  concurso 
consentido  la  providencia  del  requerimiento  y  porque 
el  procurador  no  pierde  su  derecho  &  la  vía  privilegia- 
da de  apremio  cuando  no  presenta  separadamente  sus 
cuentas,  sino  unidas  en  una  sola  reclamación,  lo  cual  no 
altera  el  procedimiento  que  ha  de  seguirse,  con  virtien- 
do á  aquélla  en  una  demanda  de  arrendamiento  de 
servicio. 

Octavo.  Resultando  que  apelado  este  auto  por  el  ad- 
ministrador judicial  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
treinta  de  Octubre  último,  lo  revocó  mandando  al  Juez 
que  insistiera  en  la  acumulación  porque  cualquiera  que 
fuera  la  naturaleza  de  la  reclamación  del  Procurador  Re- 
guera es  lo  cierto  que  por  virtud  de  ella  se  hablan  em- 
bargado bienes  pertenecientes  al  concurso,  y  que  este 
juicio  por  su  carácter  de  universal  atrae  el  conoci- 
miento de  las  cuestiones  pendientes  que  afectan  á 
los  bienes  comprendidos  en  él;  y  por  tanto  la  acu- 
mulación procedía  conforme  al  apartado  tercero  áfil 
articulo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil. 

Noveno.  Resultando  que  en  cumplimiento  de 
esta  resolución  superior  el  Juez  del  Oeste  insistió  en 
la  acumulación,  disponiendo  se  elevaran  los  autos  á 
este  Tribunal  Supremo  y  recibido  por  el  de  Sagua  el 
oficio  en  que  tal  resolución  se  le  comunicaba  elevó  á 
su  vez  los  que  cursaban  en  dicho  Juzgado. 

Décimo.  Resultando  que  recibidos  en  este  Su- 
premo Tribunal  los  autos  referidos  se  ha  dado  á  la 
cuestión  la  tramitación  correspondiente,  celebrándose 
vista  pública  el  día  nueve  del  mes  actual  con  asisten- 
cia del  Letrado  del  administrador  del  concurso,  que 
sostuvo  la  procedencia  de  la  acumulación. 
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Decisión  de  la  coEeTiÓN: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betan- 
oourt. 

Primero.  Considerando  que  para  decidir  la  pre- 
sente cuestión  es  impertinente  examinar  si  los  Procu- 
radores pueden  utilizar  el  procedimiento  señalado  en 
el  articulo  octavo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  cuan- 
do reclaman  los  derechos  y  suplementos  que  se  les  de- 
ban, fuera  de  los  juicios  en  que  aquéllos  se  devenga- 
ron; como  asimismo  determinar  cual  sea  la  verdadera 
naturaleza  de  esas  reclamaciones,  en  dicha  forma  de- 
ducida, sino  que  basta  la  existencia  de  ellas  tal  como 
las  partes  las  hubieran  propuesto  y  se  estén  sustan- 
ciando en  el  Juzgado. 

Segundo.  Considerando  que  conforme  al  párrafo 
tercero  del  articulo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  la  acumulación  procede  cuando 
existe  un  juicio  de  concurso  al  cual  se  halla  sujeto  el 
caudal  contra  el  cual  se  haya  formulado  y  se  formule 
cualquier  demanda,  precepto  corroborado  por  el  artícu- 
lo mil  ciento  ochenta  y  cinco  en  relación  con  el  párrafo 
cuarto  del  mil  dos  de  la  citada  Ley. 

Tercero.  Considerando  que  la  reclamación  del 
Procurador  Reguera  se  dirigió  contra  el  concurso  de 
Ugarte  y  en  virtud  de  ella  se  embargaron  bienes  del 
mismo,  por  cuya  razón  es  aplicable  al  caso  los  precep- 
tos legales  antes  citados,  ya  que  los  bienes  embargados 
no  estaban  comprendidos  en  la  excepción  prevista  en 
aquéllos  por  no  estar  especialmente  hipotecados  en  ga- 
rantía de  la  obligación  cuyo  cumplimiento  se  reclama. 

Cuarto.  Considerando  que  el  hecho  de  haberse 
requerido  al  administrador  judicial  para  el  pago  de  la 
cantidad  reclamada,  no  es  causa  bastante  que  impida 
la  acumulación,  cuando  ésta  proceda,  porque  la  ley  no 
establece  esa  excepción,  ni  la  sumisión  tacita  de  la 
parte,  tratándose  de  un  concurso,  impide  que  aquélla 
haga  uso  del  derecho  que  le  otorga  el  articulo  ciento 
sesenta  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Quinto.  Considerando  que  confoi-me  al  párfafo 
tercero  del  artículo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  cuando  en  los  juicios  de  que  se 
trata  de  acumular  existe  un  concurso  la  acumulación 
ha  de  hacerse  á  éste. 

Sexto.  Considerando  que  á  juicio  de  esta  Sala  no 
han  procedido  con  temeridad  la  parte,  ni  el  Juez  que 
se  han  opuesto  á  la  acumulación. 
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Fallamos  que  debemos  mandar  y  mandamos  que 
se  acumulen  al  concurso  de  José  Eafael  ligarte,  radi- 
cado en  el  Juzgado  del  Distrito  Oeste  de  la  Habana,  la 
reclamación  por  derechos  y  suplementos  deducida  con- 
tra dicho  concurso  por  el  Procurador  José  R.  Eeguera 
que  se  sustancia  en  el  Juzgado  de  Sagua  la  Grande,  sin 
especial  condenación  de  costas.  Remítase  al  primero 
de  dichos  Jueces  los  autos  elevados,  con  certificación 
de  esta  sentencia,  la  cual  se  comunicará  también  al 
Juez  de  Sagua  y  se  publicará,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José 
Várela. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga.— 
Garlos  Revilla. 


Acumulaoión.— Sent.  2.— 15  de  Enero  de  1903.  (Oaceia 

Enero  27. )— HjeCUtivOS. 

♦ 

BOCT&XHAt  La  acción  para  el  cobro  de  i>eiiiloiie8 
de  censo  no  es  puramente  personal,  ni  así  la  ha  decla- 
rado el  Tribunal  Supremo  de  Bspafla. 
Procede  la  acumulación   de  dos  juicios  ejecutivos 
I  cuando  en  ambos  se  ^ercita  acdón  mixta  emanada  de 

I  contratos  de  índole  real  y  se  dirige  contra  todos  los 

bienes  del  deudor,  habiéndose  embargado,  en  los  dos 
juicios,  un  mismo  inmueble. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  quince  de  Enero  de 
milnovecientos  tres,  en  los  autos  pendientes  ante  este 
Tribunal  Supremo  entre  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  del  Centro  de  esta  capital  y  el  de 
igual  clase  de  Colón  sobre  acumular  á  los  autos  que 
ante  el  primero  de  dichos  Juzgados  sigue  el  señor  Fe- 
derico Machado  y  Mercení  contra  el  señor  Mariano 
Hernández  Figueroa  los  que  ante  el  segundo  Juzgado 
sigue  el  señor  Ulpiano  Aedo  Basco,  contra  el  señor 
Severino  Hernández  y  Hernández  en  su  carácter  de 
administrador  judicial  del  intestado  de  la  Señora  Ma- 
ría de  Jesús  Perfecta  Hernández  y  Ríos,  y  el  señor 
Mariano  Hernández  Figueroa,  ambos  procedimientos 
en  cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Cuestión: 

Primero.  Resultando  que  Machado  pidió  al  Juez 
del  Centro  se  requiriese  al  de  Colón  para  que  bcparán^ 
dose  del  conocimiento  de  los  autos  que  ante  éste  penden, 
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loB  remitiese  el  Juzgado  del  Centro,  con  emplazamien- 
to de  partes,  para  que  fuesen  acumalados  á  los  que 
en  este  Juzgado  se  siguen;  y  se  fundó  en  que 
según  certificación  librada  por  el  Registrador  de  la 
Propiedad  de  Colón,  el  Ingenio  San  Isidro,  contra  el 
cual  se  dirigen  las  dos  ejecuciones,  está  afecto  con  hi- 
poteca anterior  al  censo  cuyos  réditos  se  cobran  en  el 
juicio  seguido  en  el  Juzgado  de  la  Habana;  en  que  pa- 
ra promover  la  acumulación  él  es  parte  legitima,  re- 
conocida en  ese  juicio;  en  que,  según  el  caso  quinto 
del  artículo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil  la  acumulación  debe  decretarse,  cuando 
de  seguirse  separadamente  loe  pleitos  se  divida  la  con- 
tinencia de  la  causa,  si,  como  sucede  en  este  caso, 
•existe  entre  ambos  juicios  identidad  de  personas,  cosas 
y  acción,  y  en  que,  conforme  al  artículo  ciento  treinta 
y  tres  de  £&  Ley  Hipotecaria,  el  juicio  ejecutivo  en 
que  se  reclame  la  primera  hipoteca,  tiene  fuerza  atrac- 
tiva con  respecto  á  los  otros  que  se  inicien  por  acree- 
dores posteriores;  y  el  Juez  del  Centro,  en  virtud  de 
esas  alegaciones,  luzo  al  de  Colón  el  requerimiento  so- 
licitado. 

Segundo.  Eesultando  que  el  señor  Aedo  y  Basco 
se  opuso  á  la  acumulación,  para  lo  cual  dijo:  que  Ma- 
chado sólo  ejercitaba  una  acción  personal,  puesto  que 
no  resultaba  estar  subrogado  en  el  derecho  á  las  pen- 
siones que  reclamaba;  que  aceptando  hipotéticamente 
que  Machado  tuviera  subrogación  del  señor  del  censo, 
el  cobro  de  las  pensionee  es  personal,  conforme  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  Esi>aña 
en  sentencias  de  diez  y  seis  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  siete,  veinte  y  siete  de  Septiembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  y  otras,  y  que  el  ar- 
ticulo ciento  setenta  del  Reglamento  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria establece  que  será  Juez  competente  el .  del  lu- 
gar en  que  radiquen  todos  los  bienes  hipotecados,  sin 
que  se  admita  sumisión  en  contrario;  y  el  Juez  de  Co- 
lón aceptando  lo  expuesto  por  Aedo  y  Basco,  se  negó 
á  la  acumulación. 

Decisión  de  la  cuestión: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Gton- 
zález  Llórente. 

Primero.  Considerando  que  la  escritura  en  que 
funda  su  derecho  el  señor  Federico  Machado  y  Merce- 
ní  le  trasmitió  el  de  cobrar  la  pensión  vencida  en  prí- 
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mero  de  Julio  de  mil  novecientos  uno,  como  lo  reco- 
noce el  Juez  de  Colón  en  el  primer  considerando  del 
auto  de  diez  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  en 
que  sostiene  su  competencia;  y  que,  según  el  artículo 
ciento  sesenta  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  son 
partes  legítimas  para  pedir  la  acumulación  los  que 
hayan  sido  admitidos  como  partes  litigantes  en  cual- 
quiera de  los  pleitos  cuya  acumulación  se  pretenda. 

Segundo.  Considerando  que  la  acción  para  el  cobro 
de  las  pensiones  de  censo  no  es  puramente  personal, 
s^tin  añrma  el  mencionado  Juez,  ni  así  lo  ha  declara- 
do como  doctrina  general  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia de  España  en  las  expresadas  sentencias,  pues  la 
primera  sólo  se  refiere  á  un  caso  en  que  en  juicio  verbal 
la  acción  deducida  se  concretaba  á  reclamar  de  la  par- 
te demandada  los  réditos  vencidos  de  un  censo  consig- 
nativo,  en  concepto  de  sucesora  de  uno  de  los  censa- 
tarios; y  por  la  segunda  se  declaró  que  tratándose  de 
una  demanda  entablada  por  el  Colector  de  Capellanías 
de  un  Obispado  contra  el  administrador  de  un  concur- 
so, sobre  pago  de  pensiones  reclamadas  por  acción 
personal,  es  Juez  competente  del  lugar  en  que  se  con- 
trajo y  formalizó  en  escritura  pública  la  obligación 
<»nsual  demandada,  con  especial  razón  si  allí  radican 
los  autos  del  concurso  y  existe  la  Colecturía  del  Obis- 
pado. 

Tercero.  Considerando  que,  según  la  causa  quin- 
ta del  artículo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  deberá  decretarse  la  acumulación 
cuando  de  seguirse  separadamente  los  pleitos,  se  divi-' 
da  la  continencia  de  la  causa;  y  que  según  el  caso  sex- 
to del  artículo  ciento  sesenta  y  dos  de  la  propia  ley, 
se  entiende  dividirse  la  continencia  de  la  causa,  cuando 
hay  identidad  de  acciones  y  cosas,  aunque  las  perso- 
nas sean  distintas,  identidad  que  existe  entre  los  dos 
pleitos  ^  que  la  cuestión  actual  se  contrae,  pues  en  am- 
bos se  ejercita  la  acción  mixta,  emanada  de  contratos 
de  índole  real,  y  se  dirige  contra  todos  los  bienes  de 
la  parte  deudora,  habiéndose  en  ambos  juicios  embar- 
gado el  mismo  inmueble. 

Cuarto.  Considerando  que,  con  arreglo  al  artícu- 
lo ciento  setenta  y  uno  de  la  propia  ley,  si  los  pleitos  se 
siguieren  en  Juzgados  diferentes,  corresponderá  el  co- 
nocimiento al  Juez  ó  Tribunal  en  que  radique  el  plei- 
to más  antiguo,  al  que  se  acumularán  los  más  modernos; 
y  en  ^te  caso  el  pleito  pendiente  en  el  Juzgado  del  Centro 
de  esta  ciudad  empezó  en  siete  de  Noviembre  de  mil 
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novecientos  uno,  y  el  que  se  sigue  en  el  Juzgado  de 
Colón  principió  en  treinta  de  Agosto  de  mil  noveci^i- 
tos  dos; 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos 
que  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Colón  deben  acumularse  á  los  que  penden 
ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  Centro  de  esta 
ciudad,  al  que  habrán  de  remitirse  los  dos  juicios  ele- 
vados, con  certificación  de  esta  sentencia  la  cual  se 
comunicará  también  al  Juez  de  Colón,  sin  especial 
condenación  de  costas,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giber- 
ga. — Carlos  Re  villa. 


Inf.  ley.— Sent.  54.— 8  de  Diciembre  de  1902.— ( Gócete 
so  Enero. )— Mayor  cuantía. 

BOCTRIWAs  El  artículo  11  del  Código  Civil  al  es- 
tablecer en  términos  generales  que  las  formas  y  so- 
lemnidades de  los  contratos,  teptamentos  y  demás 
instrumentos  públicos  se  r^an  por  las  leyes  del  país 
en  que  se  otorguen,  no  permite  que  legalmente  pueda 
hacerse  la  distinción,  y  menos  tratándose  de  testa- 
mentos, entre  actos  auténticos  y  privados,  para  ex- 
ceptuar á  estos  últimos  del  precepto  contenido  en 
dicho  artículo. 

Bl  artículo  14  del  Código  Civil  tiene  por  objeto  de- 
terminar las  reglas  aplicables  á  las  personas,  actos  y 
bienes  de  los  españoles  en  territorios  ó  provincias  de 
distinta  legislación  civil;  pero  no  puede  tener  aplica- 
ción cuando  se  trata  de  extrarO^fOS. 

Los  requisitos  extemos  que  el  Código  exige  para  la 
valides  del  testamento  ológrafo,  rigen,  como  precepto 
general,  tanto  para  nacionales  como  para  extran- 
jeros. 

La  doctrina  legal  sobre  testamentos  ológrafos  de 
extrax\jeros  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  de 
Bspafla,  cuando  esa  forma  de  testar  no  estaba  auto- 
rizada y  regularizada  por  las  leyes  de  la  Nación,  no 
tiene  aplicación  á  época  posterior  á  la  promulgación 
del  Código  Civil,  cuyo  Cuerpo  legal  establece  y  regula 
dicha  clase  de  testamentos. 

Bl  requisito  del  papel  sellado,  en  la  época  en  que  és- 
te existía  en  Cuba,  era  esencial  para  la  validez  del  tes- 
tamento ológrafo. 

Las  resoluciones  de  la  Dirección  General  de  los  Re- 
gistros y  del  Notariado  no  contienen  doctrina  legal 
útil  para  fundar  en  su  infracción  un  recurso  de  casa- 
ción. 

Declarada  la  nulidad  de  un  testamento  es  inútil  ha- 
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cer  igual  declaración  rcdpecto  á  las  diligencias  de  pro- 
tocolisación  del  mismo,  las  cuales  pueden  ser  válidas, 
sin  que  esto  altere  aquella  declaración. 

LrO  resuelto  en  unas  diligencias  de  protocolisación 
de  un  testamento  ológrafo  no  puede  producir  excep- 
ción de  cosa  juxgada  en  el  juicio  en  que  se  pretende  la 
nulidad  de  dicho  testamento;  ni  puede  sostenerse  que 
las  partes  en  este  último  juicio  obran  contra  sus  pro- 
pios actos,  cuando  los  actos  contrarios  que  se  le  atri- 
buyen hayan  sido  realizados  en  aquellas  diligencias. 

La  viuda  tiene  personalidad  bastante  para  impug- 
nar, con  su  carácter  de  tal,  el  testamento  del  cónyuge 
difunto,  independientemente  del  que  pudiera  tener  co- 
mo heredera,  y  por  tanto  la  renuncia  que  haga  de  la 
herencia  no  le  priva  de  la  i>ersonalidad  que  como  viu- 
da le  asiste. 

En  la  ciodad  de  la  Habana  á  ocho  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos,  en  los  autos  del  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía,  procedente  del  Juzgado  y 
Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  seguido  por  Balóme 
Anglada,  viuda  de  Serres,  Juan  Serres  Anglada  y  Ma- 
tías <'6nsul,  representante  legal  de  su  esposa  Ana  Se- 
rres Anglada,  propietarios  y  vecinos  de  dicha  ciudad 
de  Santiago  de  Cuba,  contra  Juan  Francisco  Giro  y 
Manzano,  en  su  carácter  de  albacea  de  Pedro  Juan 
Serres,  Carmen  Vega,  representante  legal  de  su  hija 
María  Morando  y  Jacinta  Ladrón  de  Guevara,  que 
lo  es  de  sus  hijos  Pedro  y  Luis  Seires,  en  rebeldía 
el  primero,  dedicadas  la  segunda  y  tercera  á  sus  que- 
haceres domésticos,  el  cual  juicio  tiene  por  objeto  el 
que  se  declare  la  nulidad  como  testamento  ológrafo  de 
Pedro  Juan  Serres,  del  documento  con  ese  carácter  pre- 
sentado al  Juzgado  y  protocolado  en  la  Notaría  de  Eras- 
mo  Begueiferos  y  nulas  las  diligencias  judiciales  practi- 
cadas para  1  legar  á  dicha  protocoladón ;  y  pende  ante  es- 
te Tribunal  Supremo  á  virtud  del  recurHo  de  casación 
por  infracción  de  ley.  Interpuesto  por  las  dichas  Car- 
men Vega  y  Jacinta  Ladrón  de  Guevara  con  la  repre- 
sentación con  que  ha  comparecido  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  expresada  Audiencia  de  Santiago  de 
Cuba  con  fecha  veinte  y  tres  de  Agosto  último. 

Primero.  Resultando  que  dicha  sentencia  de  se- 
gunda instancia  contiene  los  siguientes  Resultandos. 

Demanda: 

Segundo.  «Resultando  que  el  Procurador  Anto- 
nio Buch  acompañando  testimonio  de  poder  que  le  fué 
conferido  por  don  Juan  Serres  y  Anglada  ante  el  No- 
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tario  de  esta  ciudad  don  Pedro  Secundino  Silva  en 
quince  d^  Enero  de  mil  novecientos  uno  en  el  que 
consta  el  auto  sobre  declaratoria  de  herederos  abiutes- 
tato  de  don  Pedro  Juan  Sei  res  dictado  por  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  Distrito  Norte  de  esta  ciudad 
en  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  en  favor  de  sus  hijos  don  Juan  y  doña  Ana  8e- 
rres  y  Anglada;  testimonio  del  poder  que  en  treinta 
de  Mayo  del  propio  año  le  otorgó  dou  Matías  Cónsul 
ante  el  Notario  de  esta  ciudad  don  Donato  Valiente, 
como  representante  legal  de  su  consorte  doña  Ana  8e- 
ríes  y  Anglada  y  testimonio  de  la  sustitución  de  po- 
der otorgada  ante  este  último  Notario  en  diez  y  seis 
de  Mayo  del  año  próximo  pasado  por  Luis  Ros  como 
mandatario  de  doña  Salomé  Anglada  viuda  de  Serres; 
presentó  escrito  fechado  en  tres  de  Junio  de  mil  nove- 
cientos uno,  interponiendo  juicio  declarativo  de  ma- 
yor cuantía  &  nombre  de  los  referidos  doña  Salomé 
Anglada,  don  Juan  Serres  y  don  Matías  Cónsul  como 
representante  de  su  esposa  doña  Ana  Serres,  contra 
don  Juan  Francisco  Giro  como  albacea  y  doña  Car- 
men Vega  representante  de  su  hija  María  Morando  y 
doña  Jacinta  Ladrón  de  Guevara  que  lo  es  de  sus  hi- 
jos don  Pedro  y  don  Luis  S^'rres  para  que  los  Tribu- 
nales declararan  la  nulidad  como  testamento  ológrafo 
de  don  Pedro  Juan  Serres  del  documento  con  ese  ca- 
rácter presentado  al  Juzgado  protocolado  en  la  Nota- 
ría de  don  Erasmo  Begueiferos  y  nulas  las  diligencias 
para  llegar  á  dicha  protocolación  con  las  costas,  caso 
de  haber  oposición  á  cargo  de  los  demandados,  fun- 
dando para  ello  su  demanda  en  los  siguientes  hechos. 
Primero:  Que  en  el  mes  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  hallándose  mis  mandantes  en  España 
donde  residían  hacía  muchos  años,  falleció  en  esta  ciu- 
dad don  Pedro  Juan  Serres  y  Moreau,  esposo  de  la  po- 
derdante doña  Salomé  y  padre  legítimo  de  mis  otros 
representados  don  Juan  y  doña  Ana  Serres,  y  en  diez 
y  nueve  del  propio  mes  don  Pedro  Serres,  hermano 
del  finado  acudió  al  antiguo  Juzgado  Norte  de  esta 
ciudad  presentando  tres  hojas  de  papel  común  raya- 
do que  expresó  haber  encontrado  entre  los  papeles 
sin  importancia  de  su  difunto  hermano  y  en  las  cua- 
les en  la  que  aparece  éste  ordenando  la  que  llamó  su 
testamento  ológrafo,  se  observan  las  particularidades 
siguientes:  No  estar  escrito  en  papel  sellado  del  año 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  que  parece  haber 
sido  el  del  otorgamiento,  sino  en  tres  hojas  de  papel 
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común  rayado,  como  yA  queda  dicho;  aparecer  la  fe- 
cha del  siguiente  modo:  Santiago  de  Caba  á  cuatro 
(este  cuatro  está  testado  y  sobre  su  primera  Rilaba 
ffcuaj»  hay  escrita  la  cifra  veinte)  de  Julio  (este  Julio 
está  fuertemente  tachado  con  una  raya  de  tinta)  de 
mil  ochocientos  noventa  y  tres  (este  guarismo  apare- 
ce también  tachado)  mil  ochocientos  noventa  y  tres; 
dichas  tachaduras  no  están  salvadas,  lo  mismo  que  las 
siguientes  entrelineas  recibidos — de — Espafia  y  las 
tachaduras — adquiri — del  mismo — y  á— Viñas  y  Com- 
pafiia  mil  quinientos  pesos — voluntad — otorgo — te- 
niendo además  varios  bormues  de  tinta. — Que  el  ci- 
tado don  Pedro  Serres  pidió  que  pí>r  aparecer  escritas 
y  firmadas  del  propio  puño  de  su  hermano  don  Pedro 
Juan  Serres  dichas  hojas,  previas  las  diligencias  pre- 
venidas por  los  articules  seiscientos  ochenta  y  nueve 
y  siguientes  del  Código  Civil  se  procediera  á  su  proto- 
colización como  testamento  ológrafo  del  referido  don 
Pedro  Juan  Serres  en  la  Notaria  de  don  Porfirio 
Careases  y  Oarcía  importando  poco  que  no  estuviera 
redactado  en  papel  sellado  del  año  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres  que  es  en  el  que  aparecia 
hecho  dicho  testamento  porque  los  articules  novecien- 
tos sesenta  y  nueve  y  novecientos  noventa  y  nueve 
del  Código  Napoleón  que  era  el  del  testador,  como 
ciudadano  Francés,  no  exigían  este  requisito  y 
autorizaban  á  los  franceses  á  otorgar  testamento  oló- 
grafo en  el  extranjero  conforme  á  su  Ley  Nacional;  y 
acompañándose  á  dicha  solicitud  certificaciones  acre- 
ditativas  de  constar  don  Pedro  Juan  Serres  inscripto 
en  el  Consolado  Francés,  y  de  haber  fallecido  el  siete 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.  Que 
el  Juzgado  en  providencia  del  veinte  y  tres  del  referi- 
do mes  mandó  que  como  diligencia  previa,  se  acredi- 
tara por  el  otro  Juzgado  del  Distrito  Sur  que  el  Ldo. 
Erasmo  Begueiferos,  que  aparecía  expidiendo  la  cer- 
tificación de  defunción,  era  realmente  Juez  Municipal 
de  dicho  Bistrito.  Que  en  doce  de  Octubre  del  propio 
ano  Leonor  Corbín,  viuda  de  Pedro  Serres  (el  que 
había  iniciado  las  diligencias  de  protocolación  del  do- 
cumento dejado  por  su  difunto  hermano  don  Pedro 
Juan)  por  sí  y  como  representante  de  sus  menores 
hijos  y  herederos  abintestato  del  citado  Pedro  Serres, 
Albacea  y  legatario  de  su  expresado  hermano,  instó 
la  práctica  de  las  diligencias  de  protocolación  en  sus- 
penso, cuya  solicitud  fué  desestimada  por  el  Juzgado 
en  auto  de  veinte  de  dicho  mes  considerando  que  él 
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presentado  como  testamento  ológrafo  de  don  Pedro 
Jaan  Serres,  aun  escrito  por  éste  no  tenia  el  carácter 
de  testamento  ológrafo,  ni  era  por  cousignieute  sus- 
ceptible de  protocolación  por  no  reunir  loe  requisitos 
esenciales  para  su  validez  exigidos  por  el  artículo 
seiscientos  ochenta  y  ocho  del  Código  Civil  vigente. 
Segundo:  Que  habiendo  llegado  á  esta  ciudad  mi  po- 
poderdante  don  Juan  Serres  y  Anglada  á  fines  del 
año  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  como  conse- 
cuencia de  la  noticia  que  recibiera  en  España  del  fa- 
llecimiento de  su  padre  don  Pedro  Juan,  en  Noviem- 
bre de  dicho  año,  cuando  ya  por  el  Juzgado  se  había 
declarado  no  haber  lugar  á  la  práctica  de  las  dili- 
gencias conducentes  á  la  protocolación  de  las  tres 
hojas  de  papel  presentadas  como  testamento  oló- 
grafo de  dicho  finado  y  entendiendo  también  mí 
referido  mandante  que  carecían  de  toda  validez 
como  tal  testamento  ológrafo,  por  sí  y  á  nom- 
bre de  su  hermana  doña  Ana  Serres  y  Anglada 
promovió  el  oportuno  expediente  para  ser  declarados 
herederos  abintestato  de  su  difunto  padre  don  Pedro 
Juan  Serres  y  Moreau,  lo  cual  obtuvo  por  el  auto  dic- 
tado en  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  ocho  por  el  antiguo  Juzgado  ó  corte  de  primera 
instancia  del  distrito  Norte  de  essa  ciudad  y  por  ante 
el  Escribano  Francisco  García  que  obra  íntegramente 
testimoniado  en  el  poder  que  acompaño  bajo  el  núme- 
ro dos.  Tercero;  Que  en  catorce  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  Juan  Morando,  en  nombre 
de  BU  hija  María  y  de  otros  que  se  tenían  por  legata- 
rios de  don  Pedro  Juan  Serres  instaron  de  nuevo  que 
se  practicasen  las  diligencias  conducentes  á  la  proto- 
colación que  había  denegado  el  auto  de  veinte  de  Oc- 
tubre, invocando  como  fundamento  de  su  pretensión 
la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  cua- 
tro de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  y  pi- 
diendo el  cotejo  de  la  letra  y  firma  del  citado  don  Pe- 
dro Juan  Serres  por  medio  de  los  peritos  calígrafos  se- 
ñores Juan  Portuoudo  Estrada  y  Luis  María  Buch, 
recayendo  á  este  escrito  providencia  de  veinte  y  dos 
de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nui^ve  en  la 
que  se  declaró  no  haber  lugar  á  lo  instado  por  haberse 
ya  resuelto  definitivamente  el  asunto  de  una  manera 
negativa;  y  que  tras  otras  gestiones  y  diligencias  sin 
importancia,  personado  el  Procurador  señor  Augusto 
Betancourt  y  tenido  por  parte  á  nombre  de  Juan  Mo- 
rando, padre  de  María  Morando  Vega,  interesada  en 


Digiti 


zedby  Google 


JÜBI8PBUDXNCIA  OVIL.  118 


el  expediento,  insietíó  en  ía  modificación  de  la  pro- 
videncia de  veinte  y  dos  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  y  el  Juzgado  por  su  auto  de  diez 
y  seis  de  Diciembre  del  propio  año  declaró  sin  lugar 
esa  reforma  considerando  que  si  bien  la  existencia 
de  palabras  enmendadas,  tachadas  é  interlineadas  no 
produce  la  nulidad  de  todo  ^1  testamento  de  don 
Pedro  Juan  Senes  sí  produce  ese  efecto  la  omi- 
sión del  papel  sellado  del  afio  del  otorgamiento,  re- 
quisito esencial  entre  las  formalidades  del  testamen- 
to ológrafo  y  no  impuesto  de  carácter  Fiscal,  porque 
si  tai  fuera  no  lo  hubiera  exigido  el  Código  Civil,  que 
no  es  Ley  de  tributación  fiscal;  que  aun  suponiendo 
<que  en  la  actualidad  pueda  otorgarse  testamente  oló- 
grafo en  papel  com&n  por  la  falta  del  sellado,  el  testa- 
dor Serres  no  estaba  excusado  de  usarlo  en  la  fecha 
<lel  testamento  porque  enteuces  todavía  se  empleaba 
en  esta  Isla,  donde  no  había  cesado  la  soberanía  espa- 
üola;  y  que  si  bien  las  sucesiones  legítimas  y  testa- 
mentarias se  rigen  por  la  ley  nacional  de  las  pei-sonas 
de  cuya  sucesión  se  trate,  en  cuanto  &  la  capacidad 
del  causante  y  parte  intrínsecas  de  sus  dispoRiciones. 
las  formas  y  solemnidades  de  los  testamentos  están 
sometidos  á  las  reglas  locus  regit  actnm  y  regulado 
por  las  leyes  del  país  en  que  se  oriorgueii,  debiendo  en 
tal  virtud  haber  cumplido  el  testador  Serrt'S  con  la 
formalidad  del  papel  sellado  aunque  no  lo  exigiera  la 
legislación  de  su  patria  de  origen.  Cuarto:  Que  oída 
libremente  al  Procurador  Betaiicourt  la  apelación  que 
estableció  de  dicho  aute  y  personado  en  la  Audiencia, 
en  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  novecientos  uno,  mis 
mandantes  don  Juan  y  dofia  Ana  Serres  por  medio 
del  procurador  que  suscribe  se  personaron  por  vez  pri- 
mera en  dicho  expediente,  que  se  venía  siguiendo  á 
sus  espaldas,  ante  la  Audiencia  y  expusieron  que  co- 
mo herederos  abintestatos  de  su  difunto  padre  don 
Pedro  Juan  Serres  y  Moreau,  declarados  as?  por  auto 
del  antiguo  Juzgado  Norte  de  esta  ciudad  de  siete  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  testi- 
moniado en  el  poder  c(m  que  comparecí,  no  recono- 
cían validez  alguna  á  lo  que  se  venía  llamando  testa- 
mento de  su  padre  á  pesar  de  haberse  negado  su  pro- 
tocolación  en  dos  ocasiones  por  el  Juzgado,  la  primera 
por  el  aute  de  veinte  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  relacionado  en  el  primer  Resultando 
del  otro  auto  de  declaración  de  herederos  inserto  en  el 
poder  acompañado  y  luego  en  la  resolución  apelada  de 
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diez  y  «eis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve;  que  se  oponían  categóricamente  &  que  se  man- 
dara &  protocolar  como  ológrafo  y  que  dado  lo  dispues- 
to en  los  artículos  mil  ochocientos  diez  y  mil  ochocien- 
tos diez  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  era 
indudable  que  esa  oposición  formulada  en  nombre  de 
quienes  tenían  interés  en  el  asunto  debía  bastar  para 
que  la  Sala  ipso  facto  sobreseyera  dicho  expediente 
de  jurisdicción  voluntaria  reservando  &  las  partes  su 
derecho  para  ejercitarlo  en  el  correspondiente  jui- 
cio declarativo;  pero  que  como  pudiera  suceder 
que  la  Sala  entendiera  que  la  apelación  debía  se- 
guir hasta  la  vista  y  consiguiente  decisión  por  el 
Tribunal,  en  esta  hipótesis  instaba  se  señalara  día 
para  dicha  vista.  Y  que  habiendo  la  Sala  en  la 
providencia  de  diez  y  siete  de  Enero  tenido  por  parte 
al  Procurador  que  suscribe  en  la  representación  que 
ostentaba,  oponiéndose  á  la  pretensión  del  apelante, 
y  en  vista  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del 
artículo  seiscientos  noventa  y  tres  del  Có<ligo  Civil 
declarando  no  haber  lugar  al  sobreseimiento  solicita- 
do, celebróse  la  vista  en  la  que  el  Letrado  que  suscri- 
be pidió  la  conñrmación  del  auto  apelado  alegando  la 
inaplicación  de  los  preci'ptos  del  Código  Civil  Fran- 
cés á  una  cuestión  de  forma  como  lo  era  la  de  las  so- 
lemnidades externas  del  testamento  ológrafo,  nometida 
&  la  regla  general  del  artículo  once  de  nuestro  Código 
Civil;  la  nulidad  del  testamento  en  cuestión  por  no 
reunir  los  requisitos  esenciales  exigidos  por  el  artículo 
seiscientos  ochenta  y  nueve  de  nuestro  Código  y  entre 
los  que  figuraba  en  mil  ochocientos  noventa  y  tres, 
época  del  otorgamiento,  el  de  extenderse  en  papel 
sellado  correspondiente  al  año  de  éste;  la  imposi- 
bilidad de  resolver  el  asunto  mediante  principios  de 
reciprocidad,  puesto  que  los  Tribunales  Franceses 
no  reconocen  validez  en  Francia  del  testamento  oló- 
grafo otorgado  en  dicho  país  por  un  extranjero  sin 
cumplir  las  ritualidades  del  Código  Napoleón  y  final- 
mente que  era  absurdo  que  nuestros  Tribunales  pres- 
cindiendo de  los  preceptos  regulares  de  la  materia  en 
nuestras  leyes  vigentes  fuesen  á  resolver  el  caso  so- 
metido á  su  fallo  aplicando  la  Ley  nacional  de  don 
Pedro  Juan  Serres  &  un  asunto  típicamente  sometido 
á  la  ley  del  territorio,  conforme  al  precepto  claro  del 
artículo  once  de  nuestro  Código  Civil.  Quinto:  Que 
esta  Audiencia  por  su  auto  de  veinte  y  dos  de  Febre- 
ro último  resolutorio  de  la  apelación  arriba  relaciona- 
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da,  (rentendiendo  que  la  facultad  coucedida  por  el  Có- 
digo Napoleón  en  hu  articulo  novecieutos  noventa  y 
nueve  en  rplación  con  el  novecientos  8et»enta  y  por  el 
Civil  nuentro  en  el  Ketecientos  treinta  y  doH,  párrafo 
tercero,  á  los  nacionales  en  el  extranjero  para  otorgar 
testamento  ológrafo  sin  otios  requisitos  externos  que 
el  de  escribirlo  por  entero,  firmarlo  y  fechat  lo  el  tes- 
tador, por  ser  personallsima,  dn  tal  modo  que  sigue  al 
testador,  cualquiera  que  sea  su  domicilio,  debe  enten- 
derse que  f>e  rige  por  lan  prescripción eH  del  estatuto 
personal  y  no  del  formal;  que  esa  doctrina  era  de  acep- 
tarse atendiendo  á  que  el  testamento  ológrafo  es  un 
acto  privado  tan  intimo  del  testador  que  no  requiere 
formas  externas  ni  solemnes,  las  cuales  son  Ihh  que 
han  de  seguirse  por  los  principios  del  estatuto  formal, 
Gom<»  lo  demuestra  la  distinción  que  se  hace  entre  loa 
párrafos  primero  y  ti»'rcero  del  articuh»  setecientos 
treinta  y  dos  del  Código  Civil  Español  eu  c<»ncor<lan- 
cia  eon  la  establecida  entre  los  doH  extrt'mos  que  con- 
tiene el  novecientos  noventa  y  nuev«  del  Franc^/S  se- 
gún las  diferentes  clases  de  testamentoh:  que  aun  eu 
el  caso  de  que  la  forma  de  los  testamentos  oló- 
grafoH  hubieía  dt^  regirse  por  el  principio  locns  re- 
gitactum,  habría  que  admitir  que  existe  una  excep- 
ción en  cuanto  á  esa  cl»se  de  testamento,  fundada  en 
el  principio  de  reciprocidad  que  se  establece  en  las  pres- 
cripciones citadas  de  los  repetidos  Códigos,  por  virtud 
del  cual  los  dos  autorizan  á  los  ciudadanos  de  sus  respec- 
tivas naciones  á  que  otorguen  el  mismo  acto  en  el  ex- 
tranjero prescindiendo  de  determinados  requisitos, 
cual  es  el  del  papel  sellado,  é  implcitamente  se  obli- 
gan á  tenerlo  por  válido  y  hacerlo  ejecutar  en  sus  res- 
pectivos territorios;  y  que  en  esa  virtud  el  testamento 
ológrafo  otorgado  por  don  Pedro  Juan  Serres,  de  na- 
cionalidad francesa  en  territorio  español  al  tiempo  de 
su  otorgamiento,  es  aplicable  el  primer  extremo  del 
artículo  novecientos  noventa  y  nueve  del  Código  Fran- 
cés y  debe  estimarse  válido  para  todos  los  efectos  le- 
gales, previa  las  diligencias  necesarias  para  llegar  á 
su  protocolación,"  revocó  la  Sala  el  auto  apelado  de 
diez  y  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve  y  su  concordante  de  veinte  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  declarando  que,  *'el  do- 
cumento presentado  al  Juzgado  por  Pedro  Serres  debía 
estimarse  como  testamento  ológrafo  de  don  Pedro 
Juan  Serres  á  los  efectos  del  artículo  seiscientos  no- 
venta y  uno  y  siguientes  del  Código  Civil."    Que  soli- 
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citado  por  el  Procarador  qae  suscribe  aclaración  de 
ese  auto  en  su  parte  dispositiva  en  el  sentido  de  que 
se  dejase  á  salvo  á  mis  mandantes  el  derecho  que  el 
artículo  seiscientos  noventa  y  tres  del  Código  Civil  les 
reconoce  para  ejercitarlo  en  el  juicio  declarativo  co- 
rrespondiente, la  Sala  no  accedió  á  esa  adición"  con- 
siderando que  era  improcedente  en  el  estado  del  asun- 
to en  aquella  fecha,  puesto  que  solo  podría  hacerse 
esa  reserva  al  dictarse  por  el  Juzgado  cualquiera  de 
las  resoluciones  á  que  se  refiere  el  artículo  seiscientos 
noventa  y  tres  en  su  párrafo  primero,  y  porque  aun- 
que se  omitiese  hacerlo  expresamente,  siempre  ten- 
drían los  interesados  el  derecho  que  les  reconoce 
el  citado  artículo  en  su  párrafo  segundo,  por  na- 
cer directamente  de  la  Ley  y  no  de  resolución 
judicial";  y  que  establecido  por  esta  misma  parte  re- 
curso de  súplica  contra  el  auto  dé  veinte  y  dos  de  Fe- 
brero y  su  complementario  de  veinte  y  siete  del  pro- 
pio mes,  á  ñn  de  que  emendándose  se  reconociese  que 
el  documento  presentado  por  Pedro  Serres  al  Juzgado 
no  debía  estimarse  como  testamento  ológrafo  de  Pedro 
Juan  Serres  á  los  efectos  de  los  artículos  seiscientos 
noventa  y  uno  y  siguientes  del  Código  Civil,  la  Sala 
por  su  providencia  de  seis  de  Marzo  siguiente  declaró 
no  haber  lugar  á  dicho  recurso  de  suplica  por  estar 
comprendida  la  resolución  recurrida  en  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  cuatrocientos  dos  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil;  con  cuya  declaración  quedó  reco- 
nocido por  el  propio  Tribunal  que  su  auto  de  veinte  y 
dos  de  Febrero  no  ponía  término  á  ningún  juicio,  ni 
podía  tener  carácter  definitivo,  siendo  solo  equivalen- 
te á  las  providencias  de  mera  tramitación  que  son 
aquellas  contra  las  cuales  no  se  da  más  recurso  que  el 
de  responsabilidad.  Sexto:  que  mis  mandantes  tie- 
nen noticias  de  que  devuelto  el  expediente  al  Juzgado 
y  previa  la  práctica  de  las  diligencias  del  caso,  todo 
ello  junto  con  el  llamado  testamento  ológrafo  ha  sido 
protocolado  en  la  botaría  del  Ldo.  Erasmo  Reguei- 
feros,  verificándose  sin  intervención  alguna  de  mis 
representados  posterior  á  la  arriba  relacionada.  Sép- 
timo: Que  en  ese  llamado  testamento  ológrafo  de  don 
Pedro  Juan  Serres  aparecen  nombrados  Albaceas  ad- 
ministradores de  su  caudal  su  hermano  don  Pedro  Se- 
rres ya  difunto,  y  el  señor  Juan  Francisco  Giro  y 
Manzano  que  por  aquella  circunstancia  es  el  llamado 
á  defender  en  juicio  dicho  testamento;  y  aparecen 
también   nombrados   legatarios  del    causante    María 
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Morando  representada  hoy  por  bu  madre  Carmen 
Vega,  Pedro  y  Luis  Serres,  representados  por  su  ma- 
dre Jacinta  Guevara.  Octavo:  Que  este  juicio  promo- 
vido á  conscuencia  de  las  diligencias  practicadas  hasta 
llegar  á  la  protocolación  llamado  testamento  ológrafo 
de  don  Pedro  Juan  Serres,  está  exceptuado  de  la  previa 
conciliación,  por  el  inciso  segundo  del  artículo  cuatro- 
cientos cincuenta  y  nueve  de  la  Ley  procesal:  expo- 
niendo los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  oportu- 
nos y  pidiendo  por  medio  de  otrosí  que  el  Juzgado 
examinara  el  testamento  de  referencia  protocolado  en 
la  Notaría  del  señor  Regueiferos  por  no  tenerlo  á  su 
disposición  para  acompañarlo  y  no  bastar  una  copia 
que  no  revelaría  directamente  los  defectos  legales  de 
que  el  documento  adolece. ' ' 

Tercero.     ''Resultando  que  por  providencia  de 
!  cinco  de  Junio  del  pasado  año,  teniéndose  por  parte 

i  al  Procurador  Buch  á  nombre  de  los  actores,  se  conñ- 

l  rió  traslado  de  la  demanda  á  los  demandados  de  quie- 

¡  nes  se  dispuso  el  cumplimiento,  y  que  efectuado  éste 

en  forma,  en  catorce  del  propio  mes  se  personaron  Car- 
men Vega,  en  representación  de  su  hija  María  Moran- 
do y  Jacinta  Ladrón  de  Guevara,  á  nombre  de  sus  me- 
nores hijos  Pedro  y  Luis  Serres,  quienes  por  provi- 
dencia del  siguiente  día  fueron  tenidos  por  partes 
mandándoseles  contestar  la  demanda  en  el  término  or- 
dinario; y  que  acusada  la  rebeldía  al  demandado  Juan 
Francisco  Giro  por  no  haber  comparecido  en  tiempo 
por  providencia  de  diez  y  nueve  de  Junio  que  le  fué 
personalmente  notiñcada  se  le  declaró  rebelde,  y  se  dio 
en  cnanto  á  él  por  contestada  la  demanda.  Y  que  en 
veintiuno  de  Judío  compareció  el  Procurador  Augusto 
Betancourt  con  poderes  para  pleitos  de  Caimen  Vega 
como  representante  de  su  hija  María  Morando  y  de  Ja- 
cinta Ladrón  de  Guevara  representante  de  sus  hijos 
Pedro  y  Luis  Serres,  habiendo  sido  tenido  por '  parte 
por  providencia  de  veintidós  del  tantas  veces  citado 
mes  de  Junio." 

Contesta  (3IÓN: 

Cuarto.  ''Resultando  que  en  veinticinco  de  Julio 
del  mil  novecientos  uno  el  Procurador  Augusto  Betan- 
court, acompañado  copia  simple  de  la  providencia  de 
veintítres  de  Abril  de  mil  novecientos  uno,  citación  de 
doña  Ana  María  Serres  y  doña  Salomé  Anglada  y  cer- 
tíñcación  del  auto  de  esta  Audiencia  de  veinte  y  dos 
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de  Febrero  del  propio  año  que  declaró  que  el  docu- 
mento presentado  al  Juzgado  por  don  Pedro  Serres 
debía  estimarse  como  testamento  ológrafo  de  don  Pe- 
dro Juan  Serres  á  los  efectos  del  artículo  seiscientos 
noventa  y  uno  y  siguientes  del  Código  Civil  y  del  de 
veinte  y  siete  del  referido  mes  aclarando  en  parte  el 
anterior;  evacuó  el  trámite  de  contestación  oponién- 
dose á  la  demanda  y  haciendo  uso  de  las  excepciones 
de  falta  de  personalidad  en  los  actores  y  cosa  juzgada, 
interesó  que  se  absolviese  á  sus  clientes  con  las  costas 
á  cargos  de  los  actores  á  los  que  reconviene  para  que 
se  prestaran  á  la  nulidad  de  todos  los  actos  judicia- 
les 6  extrajudiciales  que  hubiesen  practicado  con  los 
bienes  del  testador  amparados  por  una  declaratoria  de 
herederos  abintestato  nula  de  hecho  y  de  derecho, 
practiquen  la  cuenta  divisoria,  le  entreguen  sus  res- 
pectivos legados  y  rindan  cuenta  del  píxnlucto  de  to- 
dos los  bienes  de  los  que  indebidamente  se  incautaron 
fundándose  para  ello  en  los  siguientes  hechos.  Pri- 
mero: Que  si  bien  es  cierto  el  primer  hecho  de  la  de- 
manda acerca  del  fallecimiento  del  testador,  no  lo  es 
que  en  las  diligencias  sobre  protocolación  y  validez 
del  testamento  interviniese  don  Pedro  Serres  con  el 
<»krácter  que  le  daba  la  Ley,  sin  antee  obtener  como 
obtuvo  el  consentimiento  de  doña  Salomé  Anglada, 
pues  en  ese  sentido  practicó  todo  lo  que  era  de  su  car- 
go hasta  que  habiendo  ocurrido  su  fallecimiento,  su 
viuda  doña  Leonor  Corbín  por  sí  y  como  representan- 
te legal  de  sus  hijos  María,  Francisca,  Florentina  y 
Pedro,  presentó  en  doce  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  escrito  ratiñcando  él  de  diez  y  nueve 
de  Agosto  del  mismo  año,  todo  del  puño  y  letra  de  don 
Luis  Fernández  Marcané  pidiendo  la  protocolación  de 
dicho  testamento  y  se  prosiguiesen  las  diligencias  in- 
coadas pasando  á  comprobar  la  identidad  del  documen- 
to presentado  mediante  examen  de  tres  testigos  y 
lo  demás  que  creyó  oportfuno  conforme  á  los  artículos 
seiscientos  ochenta  y  nueve,  seiscientos  noventa  y  uno 
y  seiscientos  noventa  y  tres  del  Código  Civil,  así  como 
la  ausencia  de  la  viuda  del  testador  y  sus  desendientes 
legítimos  ausentes  en  la  Península,  se  citase  al  Minis- 
terio Fiscal  conforme  las  reglas  del  artículo  seiscien- 
tos noventa  y  dos  del  mismo  Código  á  cuyo  escrito 
recayó  auto  del  Juzgado  de  veinte  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  declarando  sin  lugar  la 
información  ofrecida  por  don  Pedro  Serres  y  reprodu- 
cida por  la  viuda  de  éste  y  sus  hijos  por  no  estimar  el 
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Juzgado  como  testamento  ológrafo  las  hojas  de  qae 
se  hizo  mérito.  Segundo:  Que  en  este  estado  don 
Juan  Morando  en  representación  de  su  legítima  hija 
menor  María  Morando  y  Vega  instó  la  validez  de  di- 
«ho  testamento  reproduciendo  los  escritos  anterior- 
mente presentados  y  personándose  en  las  diligencias 
por  m^o  del  Procurador  que  suscribe,  sin  que  estan- 
do ya  en  esta  localidad  doña  Salomé  Anglada  y  sus 
hijos  practicasen  gestión  alguna  como  tampoco  el  apo- 
derado señor  Luis  Eos,  impugnando  dicho  testamento 
■en  la  oportunidad  en  que  el  (%digo  Civil  les  ordenaba 
que  debían  hacerlo,  sino  antes  al  contrario  demostran- 
do con  su  actitud  pasiva  que  aguardaban  la  resolución 
judicial  que  lo  declarase  válido.  Tercero:  Que  aun 
cuando  posteriormente  se  personaron  en  la  época  que 
expresa  la  certificación  de  esta  Audiencia  que  en  de- 
bida forma  acompaño  ese  personamiento  fué  exclusi- 
vamente por  el  I^ocurador  don  Antonio  Bnch  á  nom- 
bre de  don  Juan  y  Ana  Serres  y  por  consiguiente  al 
no  hacerlo  la  viuda  del  testador  ratificó  una  vez  más 
con  su  silencio  la  tácita  aprobación  que  daba  á  todo 
lo  instado  por  su  difunto  cuñado  y  lo  demás  practi- 
cado hasta  la  sentencia  de  la  Superioridad.  Cuarto. 
Que  devueltas  las  diligencias  al  Juzgado  de  primera 
instancia  de  esta  ciudad  con  certificación  de  la  sentencia 
dictada  por  la  Superioridad  en  dichas  diligencias  y  man- 
dadas á  guardar  y  cumplir  por  el  Juzgado  en  providen- 
cia de  diez  y  ocho  de  Marzo  del  corriente  año  por  es- 
crito de  veinte  y  tres  de  Abril  del  mismo,  el  Procura- 
dor que  suscribe  á  nombre  de  la  menor  María  Moran- 
do, legalmente  representada  por  su  madre,  pidió  que 
se  practicasen  las  diligencias  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos seiscientos  noventa  y  seiscientos  noventa  y  uno 
y  demás  concordantes  del  Código  Civil,  y  una  vez 
acreditada  la  identidad  del  testamento  mediante  el 
examen  de  testigos  se  protocolizase  en  la  Notaría  de 
don  Erasmos  Itegueiferos  y  Boudet  recayendo  á  ese 
escrito  la  providencia  de  veinte  y  siete  de  Abril  de  mil 
novecientos  uno,  señalando  las  tres  de  la  tarde  del  día 
dos  de  Mayo  para  la  comprobación  que  se  solicitaba, 
mandándose  dtaral  cónyuge  superviviente  y  los  des- 
cendientes legítimos  del  testador,  lo  que  se  verificó 
por  el  actuario  señor  Francisco  García  en  diligencia 
de  primero  de  Mayo,  personándose  en  el  domicilio  de 
doña  María  Serres  y  Ajaglada,  quien  firmó  quedando 
enterada  así  como  doña  Salomé  Anglada  por  cédula 
•que  se  entregó  á  don  Matías  Cónsul  que  firmó  también. 
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ofreciendo  dársela  á  la  interesada.  Quinto.  Que  él 
dos  de  Mayo  tuvo  lugar  la  comparecencia  de  los  testi- 
gos Francisco  Agila,  Enrique  Veranes  y  Ernesto  Giro, 
recayendo  auto  en  cuatro  de  dicho  mes  y  año  por  el 
que  habiendo  manifestado  los  testigos  bajo  juramento 
que  no  abrigaban  duda  racional  de  que  la  letra  y  fir- 
ma del  testamento  fueran  escritas  por  el  testador  de 
su  propia  mano  debía  declarar  y  declaraba  testamento 
ológrafo  el  otorgado  por  don  Pedro  Juan  Serres  y  en 
su  consecuencia  mandaba  que  se  protocolase  junto  con 
las  diligencias  en  el  archivo  del  Notario  señor  Erasmo 
Regueiferos.  Sexto.  Que  en  el  hecho  primero  de  la  de- 
manda, los  demandantes  incurren  en  errores  respecto  á 
las  tachaduras  no  salvadas  i)or  el  testador  cuando  dice 
Santiago  de  Cuba  á  cuatro  (este  cuatro  está  tachado)  y 
sobre  su  primera  silaba  «cha»  hay  escrita  la  cifra  veinte 
de  Julio  siendo  así  que  se  lee  claramente  en  el  testamen- 
to Santiago  de  Cuba  á  veinte  de  Agosto  (este  Agosto  de 
puño  y  letra  del  testador  con  lápiz  rojo)  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres  años,  sin  que  las  demás  tacha- 
duras 6  enmendaturas  no  salvadas  afecten  á  la  lectura 
clara  ínt^ra  y  precisa  de  la  voluntad  del  testador  ni 
á  la  interpretación  de  la  misma,  de  tal  manera  que  ha- 
ga imposible  su  comprensión  y  su  redacción,  así  como 
los  borrones  de  tinta  dejan  ver  claramente  los  párra- 
fos, renglones  y  letras,  leyéndose  con  precisión  el  con- 
tenido de  los  mismos  formando  sus  oraciones  comple- 
ÜU9.  Séptimo.  Que  los  demandantes  no  tienen  persona- 
lidad en  este  juicio  ¡^r  cuanto  por  sus  propias  palabras 
confiesan  que  promovieron  la  declaratoria  de  don  Juan 
Serres  Anglada  como  heredero  abintestatos  de  su  pa- 
dre Peilro  Juan  Serres  á  su  favor  y  al  de  su  hermana 
Ana  Serres  y  Anglada,  dictándose  auto  en  siete  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  en  ese 
sentido  declaratorias  por  todos  conceptos  nula  tanto 
porque  en  ellas  reconocieron  los  promoventes  que  exis- 
tía el  testamento  ológrafo  de  su  padre  y/ por  consi- 
guiente estando  snb-judice  la  cuestión  han  debido 
acompañar  la  certificación  acreditativa  del  auto  contra 
el  cual  no  cupiesen  dichas  diligencias  recursos  de  nin- 
guna clase,  por  ser  firme  el  en  que  se  declaró  nulo  di- 
cho testamento;  cuanto  porque  los  mismos  promoven- 
tes pretirieron  en  esa  declaratoria  á  su  legitima  madre 
doña  Ana  Serres  y  Anglada  heredera  testamentaria  de 
su  esposo  Pedro  Juan  Serres  y  caso  de  no  estimarlo  así, 
heredera  usufructuaria  á  falta  de  testamento  en  el  mo- 
do, forma  y  proporción   que  ordena  el  Código  Civil. 
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Octavo.  Que  el  señor  Antonio  Buch  procurador  de  don 
Jaan  Serres  Anglada  carece  de  personalidad  para  repre- 
sentarle en  este  juicio  así  como  á  doña  Ana  Serres  y 
Anglada  por  cuanto  el  poder  que  le  otorgaron  en 
la  ciudad  de  Barcelona  (España)  el  veintitrés  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  aun 
cuando  está  legalizado  por  dos  Notarios,  esa  legaliza- 
ción no  surte  efecto  para  la  validez  del  mandato  pues- 
to que  la  legalización  no  ha  venido  autorizada  por  el 
Cónsul  Francés  á  tenor  de  lo  dispuesto  por  el  Gobier- 
no Interventor,  toda  vez  que  en  aquella  época  España 
había  renunciado  á  su  soberanía  sobre  la  Isla  de  Cuba 
y  se  estipuló  que  los  docnmentos  para  ser  válidos  en 
la  misma  otorgados  en  España,  tenían  que  ser  revisa- 
dos por  esas  Autoridades  Consulares;  exponiendo  lue- 
go los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  del  caso  y 
oponiéndose  por  medio  de  otrosí  á  lo  contenido  en  el 
otrosí  del  escrito  de  demanda." 

Képliga: 

Quinto.  «Resultando  que  la  representación  de 
los  actores  en  el  trámite  de  réplica  alegó  sustancial- 
mente  lo  siguiente:  En  primer  lugar  no  existir  la 
falta  de  personalidad  en  dichos  actores  por  no  acredi- 
tar el  carácter  ó  representación  con  que  reclaman,  y 
fundada  por  los  demandados  en  ser  nulo  el  auto  de 
declaración  de  herederos  de  Pedro  Juan  Serres  á  favor 
de  Juan  y  Ana  Serres  y  Anglada  pues  era  absurdo  ne- 
gar á  éstos  su  carácter  de  hei*edéros  legítimos  del  cau- 
sante que  justifican  con  auto  que  por  los  Tribunales 
no  ha  sido  declarado  ineficaz  y  tiene  por  consiguiente 
todo  su  vigor,  no  siendo  tampoco  cierto  que  al  hacerse 
aquella  declaración  en  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  estuviera  pendiente  la  protocolación 
del  testamento  pues  ya  ésta  estaba  negada  por  auto 
de  veinte  de  Octubre  anterior  cuyos  fundamentos  fue- 
ron sustancialmente  reproducidos  en  el  mismo  auto 
de  declaración  de  herederos  no  existiendo  tampoco 
falta  de  personalidad  en  la  actoradoña  Salomé  Angla- 
da  por  no  litigar  ésta  como  heredera  de  su  esposo,  si- 
no como  simple  viuda  del  mismo.  Que  tampoco  exis- 
te la  falta  de  personalidad  en  el  procurador  pues  de 
la  simple  lectura  de  los  poderes  presentados  se  ve 
que  dicho  procurador  no  obra  eu  virtud  del  poder 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  qu*^  se  consi- 
dera deficiente  en  cuanto  á  Salomé  Anglada  y  Ana 
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Serres,  Bino  que  de  éstas  tiene  poderes  especiales 
otorgados  en  diez  y  seis  y  treinta  de  Mayo  de  mil 
novecientos  uno  ante  el  Xotario  Donato  Valiente. 
Que  tampoco  existe  la  excepción  de  falta  de  acción  en 
los  actores  que  apoyan  los  demandados  diciendo  que 
aquéllos  no  concurrieron  á  las  diligencias  de  protoco- 
lación  á  oponerse  á  que  se  llevaran  á  efecto;  por  la  sen- 
cilla razón  deque  el  artículo  seiscientos  noventa  y  tres 
del  Código  Civil  después  de  la  resolución  que  dicta  el 
Juez  acordando  ó  no  la  protocolación  de  un  testamen- 
to ológrafo  reserva  á  las  partes  su  derecho  para  ejer- 
citarlo en  juicio  declarativo,  teniendo  ese  derecho  lo 
mismo  el  que  concurre  á  la  práctica  de  la  diligencia, 
que  el  que  no  asiste  á  ellas  y  sin  que  esta  no  asisten- 
cia pueda  llevar  consigo  la  pérdida  de  la  acción  reco- 
nocida por  el  artículo  seiscientos  noventa  y  tres  del 
Código  Civil  que  es  la  que  aquí  se  ejercita.  Que  tam- 
poco existe  la  excepción  de  cosa  juzgada,  tanto  por  no 
existir  entre  el  expediente  de  protocolación  y  est« 
pleito,  aquella  perfecta  identidad  de  las  cosas,  las  cau- 
sas, las  personas  de  los  litigantes  y  la  calidad  con  que 
lo  fueron  que  requiere  el  artículo  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  dos  del  Código  Civil,  cuanto  que,  porque  el 
auto  de  esta  Audiencia  de  veinte  y  dos  de  Febrero  de 
mil  novecientos  uno,  que  declaró  que  el  llamado  tes- 
tamento ológrafo  de  Pedro  Juan  Serres  debía  estimar- 
se como  tal  á  los  efectos  del  artículo  seiscientos  no- 
venta y  uno  y  siguientes  del  Código  Civil,  entre  los 
•cuales  está  el  seiscientos  noventa  y  tres,  no  tuvo  ca- 
rácter definitivo,  como  lo  reconoció  la  misma  Sala  al 
negar  en  el  auto  posterior  de  veinte  y  siete  de  Febrero 
la  resen^a  del  derecho  ejercí table  en  juicio  ordina- 
rio expresando  estar  dicho  derecho  concedido  por 
el  citado  artículo  seiscientos  noventa  y  tres,  .y  lo 
ratificó  en  la  providencia  de  seis  de  Marzo  en  que 
de  plano  declaró  no  ser  aquel  auto  susceptible  de 
súplica  por  estar  comprendido  en  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  cuatrocientos  dos  de  la  Ley  ritual, 
con  lo  que  equiparó  en  cuanto  á  su  alcance  á  una  pro- 
videncia de  mera  tramitación.  Y  que  la  misma  repre- 
sentación de  los  actores  reproduciendo  los  hechos  de 
la  demanda  y  negando  la  certeza  de  la  contestación, 
en  lo  que  respecta  á  la  reconvención  hecha  á  dichos 
actores,  lo  rechazó  como  infundada  por  prejuzgar  la 
validez  del  llamado  testamento  ológrafo  de  Pedro  Juan 
Serres  que  se  ventila  en  este  juicio  y  que  suplicando 
se  dictara  sentencia  en  los  términos  deja  demanda  y 
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se  declarai*a  sin  lugar  la  reconvención  pidió  por  otro- 
sí el  recibimiento  del  pleito  á  prueba. » 

Duplica: 

Sexto.  «Resultando  que  la  representación  de  los 
demandados  en  el  trámite  de  duplica  reproduciendo 
los  hechos  de  la  contestación  y  negando  los  de  la  répli- 
ca, citó  como  nuevos  fundamentos  de  sus  pretensio- 
nes, la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  España  de 
seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  tras,  el  ar- 
tículo setecientos  treinta  y  dos  apartado  tei^cero  del 
Código  Civil,  la  otra  sentencia  de  cuatro  de  Abril  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  y  la  alegación  de  que 
no  habiendo  ocurrido  los  actores  en  casación  del  auto 
que  dispuso  la  protocolación,  carecían  de  derecho  pa- 
ra entablar  este  pleito,  y  concluyó  pidiendo  se  fallara 
conforme  á  lo  solicitado  en  la  contestación  y  se  re- 
cibiera el  juicio  á  prueba». 

Prueba : 

Séptimo.  «Resultando  que  por  providencia  de  do- 
ce de  Septiembre  se  recibió  á  prueba  este  juicio  por 
término  de  quince  días  para  proponer  y  veinte  para 
ejecutar,  habiendo  sido  prorrogado  el  primero,  propu- 
so la  parte  actora  las  prueban  de  documentos  públicos 
y  la  del  reconocimiento  judicial  del  documento  pro- 
tocolado en  la  Notaría  del  Ldo.  Erasmos  Regueiferos 
como  testamento  ológrafo  de  Pedro  Juan  Serres  que  le 
fueron  admitidas  por  providencia  de  veintisiete  del  ci- 
tado Septiembre,  y  en  la  ejecución  de  las  misma  duran- 
te el  segundo  período  practicóse  la  de  reconocimiento 
en  nueve  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno,  apa- 
reciendo de  las  diligencias  folio  ciento  diez  y  sesi 
vuelto  al  ciento  diez  y  ocho:  que  constituido  el  Juz- 
gado en  la  Notaría  de  Regueiferos  y  teniendo  á  la 
vista  el  protocolo  del  año  corriente  y  el  cuaderno  co- 
rrespondiente al  mes  de  Mayo  que  es  el  número  cinco 
al  folio  trescientos  sesenta  y  uno  se  halló  el  testamen- 
to ológrafo  de  Pedro  Juan  Serres  apareciendo  de  su 
examen  por  el  Juez  que  está  escrito  en  tres  hojos  de 
papel  común  rayado  de  azul,  con  la  fecha  veinte,  con 
número,  escrita  sobre  la  ])alabra  cuatro  de  Julio;  que 
la  palabra  Julio  está  tachada  y  al  margen  con  lápiz 
rojo  está  escrita  la  palabra  Agosto  al  lado  de  la  Julio; 
que  no  aparece  tachada  la  cifra  mil   ochocientos  no- 
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venta  y  tres;  que  no  aparece  salvado  el  námero  vein- 
te puesto  sobre  la  palabra  cuatro  ni  la  palabi'a 
tachada  Julio  asi  como  tampoco  se  han  salvado  las 
entrelineas  y  testados  que  aparecen  en  otras  part^^s 
del  documento,  pues  antes  de  la  firma  no  consta 
que  se  ha3'a  salvado  particular  alguno.  Y  que  á 
instancia  de  los  mismos  actores  y  previo  el  opor- 
tuno suplicatorio  á  esta  Audiencia  se  trajo  á  los 
autos  copia  literal  de  la  providencia  de  seis  de  Mar- 
zo de  mil  novecientos  uno  por  la  que  de  plano 
declaró  la  Sala  no  ser  susceptible  de  recurso  de  súpli- 
ca como  comprendido  en  el  segundo  párrafo  del  ar- 
tículo cuatrocientos  dos  de  la  Ley  ritual,  el  auto  de 
veinte  y  dos  de  Febrero  que  declaró  protocolable  el 
testamento  ológrafo  de  Pedro  Juan  Serres,  constando 
de  diligencia  de  foja  ciento  veinte  y  siete  no  haber 
podido  expedir  el  Escribano  certificación  del  auto  de 
declaración  de  herederos  de  Pedro  Juan  Serres  y  re- 
pudiación de  herencia  de  doña  Salomé  Anglada  por  no 
tener  en  su  poder  el  expediente  en  que  obraran,  suplién- 
dose dicha  prueba  por  medio  de  testimonio  notarial 
por  exhibición  de  ambos  autos  (Jue  presentaron  los  ac- 
tores y  le  fué  admitido  por  providencia  firme  de  vein- 
te y  uno  de  Diciembre/^ 

Octavo.  «Resultando  que  la'  parte  demandada 
propuso  como  pruebas  las  de  confesión  en  juicio,  la 
documental  consistente  en  comunicación  librada  al 
Cónsul  de  Francia  en  esta  ciudad  acerca  de  si  confor- 
me á  los  tratados  existentes  entre  Francia  y  España  pue- 
de un  francés  en  esta  Nación  otorgar  testamento  oló- 
grafo sin  el  requisito  del  papel  sellado  y  es  válido  ese 
testamento  á  pesar  de  contener  tachaduras  y  enmien- 
das no  salvadas  por  el  testador  siempre  que  de  su  tex- 
to se  entienda  la  voluntad  del  mismo,  la  de  reconoci- 
miento judicial  para  hacer  constar  varios  particulares 
y  la  de  testigos  cuyas  pruebas  fueron  admitidas  y  de- 
claradas pertinentes  por  providencia  de  once  de  Di- 
ciembre; y  que  en  la  ejecución  de  dichas  pruebas 
practicóse  la  de  reconocimiento  en  veinte  y  uno  de 
Diciembre  apareciendo  del  folio  ciento  cuarenta  vuelto, 
al  ciento  cuarenta  y  cuatro  que  teniéndose  á  la  vista 
las  diligencias  de  protocolación  del  testamento  de  Pe- 
dro Juan  Serres,  se  testimonió  la  providencia  de  este 
Juzgado  de  veinte  y  siete  de  Abril  de  mil  novecientos 
uno,  señalando  día  y  hora  para  la  comprobación  de 
dicho  testamento,  la  notificación  de  la  misma  al  Pro- 
curador Betancourt  la  citación  para  dicho  acto  de  Ana 
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María  Ser  res  y  de  doña  Salomé  Anglada,    el  auto  or- 
denando la  protocolación  del  testamento  y  diligencias 
en  la  Notaría  del  Ldo.  Erasmos  Regueiferos,  así  como 
solo  haber  sido  notificado  el  Procarador  Betaucourt 
que  instaba  la  protocolación.     Que  librada  la  oportu- 
na comunicación  al  Cónsul  de  Francia  éste  al  contes- 
tarla por  otra  de  dos  de  Enero  último,  expuso:  que  el 
Consulado  carece  de  competencia  para  emitir  la  con- 
sulta que  se  le  había  hecho  y  que  los  puntos  en  ella  com- 
prendidos sólo  podían  ser  resueltos   por  el  Tribunal 
con  vista  de  las  leyes  aplicables  á  la  materia.    Que  ea 
la  práctica  de  la  prueba  testifical  declararon  Enrique 
Veranes  y  Francisco  Aguilera  ser  cierto  por  el  íntimo  eo 
nocimiento  que  tuvieron  con  Pedro  Juan  Serres  que  el 
testamento  ológrafo  del  mismo  que  reconocieron  en  el 
Juzgado  el  dos  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  fué  es- 
crito y  firmado  de  puño  y  letra  del  testador  sin  abrigar 
duda  racional  de  lo  contrario  y  que  las  enmiendas  y 
adiciones  que  contiene  son  de  la  misma  mano  del  testa- 
dor manifestando  el  primero  de  dichos  testigos  á  repre- 
guntas de  la  representación  actora,  que  carecía  de  ap- 
titud profesional  para  el  reconocimiento  y   cotejo  de 
letras,  y  que  las  manifestaciones  que  había  hecho  en 
el  Juzgado,  lo  fueron  en  .el   expediente  de  protocola- 
ción del  testamento  de  Pedro  Juan  Serres;   y  que  la 
testigo  Leonor  Corbin   declaró  ser  cierto,  que  como 
heredera  de  su  esposo  Pedro  Serres,   y  teniendo  de 
ello, conocimiento  doña  Salomé  Anglada  viuda  de  Pe- 
draiJuan  Serres  ausente  en  Barcelona  para  .pedir  la 
protocolación  del  testamento  de  éste,   nombro  la  de- 
clarante Abogado  al  Sr.  Fernández   Maix^né,   suscri- 
biendo con  ésto  un  escrito  de  doce  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  que  ratificaba  el  de  diez 
y  nueve  de  Agosto  del  mismo  año,  que  también  era 
cierto  que  su  esposo  Pedro  Serres  había  escrito  á  doña 
Salomé  Anglada  participándole  la  muerte  de  Pedro 
Juan,    y    que  al   venir  la  Anglada  á   esta    ciudad 
aprobó  lo  que  había   hecho   el  esposo  de  la  decla- 
rante acerca  de  la  protocolación  del  testamento;   y 
que  á  repreguntas  de  la  representación  actora  expre- 
só ser  cierto  que  si  á  fines  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  instó  la  continuación  del  expediente  de  proto- 
colación antes  promovido  por  su  esposo  Pedro  Serres 
fué  por  el  motivo  de  que  en  el  testamente  se  legaba  al 
esposo  de  h>  declarante  parte  del  tercio  de  los  bienes  y 
de  la  póliza  de  seguros  del  testador;  así  como  también 
era  cierto  que  carecía  de  documento  con  que  justificar 
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que  fuese  como  se  decía  autorizada  por  la  viuda  6  hijos 
de  Pedro  Juan  Serres  para  pedir  la  protocolación  del 
testamento  de  éste,  habiendo  sido  esta  testigo  tachada 
por  tener  interés  directo  en  el  asunto  según  se  vé 
por  su  contestación  á  la  segunda  pregunta  del  iuterro- 
gatono  del  folio  ciento  cincaenta  y  dos». 

Noveno.  irResultando  que  mandadas  unir  las 
pruebas  á  los  autos  y  entregados  éstos  á  las  partes 
para  conclusión,  evacuó  dicho  ti-ámite  la  representa- 
ción actora  del  modo  prevenido  por  la  Ley,  citando 
como  nuevo  fundamento  legal  aplicable  al  caso  la  doc- 
trina consignada  en  sentencia  de  cuatro  de  Abril  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco  acerca  de  la  nulidad 
de  las  enmiendas,  testados,  apostillas  y  adiciones  he- 
chas en  el  cuerpo  de  un  testamento  ológrafo  y  no  sal- 
vadas bajo  la  firma  del  testador;  doctrina  aplicable  al 
pleito  por  estar  enmendada  la  palabra  expresiva  del 
dia  del  otorgamiento  del  testamento;  testada  la  pala- 
bra Julio  expresiva  del  mismo  y  no  estar  ninguno  de 
ellos  ni  tampoco  la  palabra  Agosto  salvadas  bajo  la 
firma  del  testador.  Que  mientras  se  evacuaba  dicho 
trámite  solicitaron  los  demandados  se  trajesen  á,  los  au- 
tos como  documentos  nnevas  copias  de  un  escrito  pre- 
sentado por  el  Procurador  Buch  proponiendo  excep- 
ción de  falta  de  personalidad  de  doña  Salomé  Anglada 
en  pldto  seguido  por  la  sociedad  de  Badell  y  Compa- 
ñía contra  la  sucesión  de  Pedro  Juan  Serres,  por  no 
ser  aquélla  heredera  de  su  esposo,  así  como  del  poder 
otorgiido  por  Juan  Serres  y  Anglada  el  dos  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ante  el  Notario 
don  Manuel  Caminero,  cuyos  documentos  aparecen 
testimoniados  á  folios  doscientos  dos  al  doscientos  cin- 
co. Que  solicitado  por  la  repiesentación  demandada 
confesión  judicial  de  la  actora  doña  Sajorné  Anglada  y 
doña  Ana  María  Serres  y  renunciada  esta  última  eva- 
i  cuó  ?a  primera  en  doce  de  Marzo  último   el   pliego  de 

!  folio  ciento  noventa  y  seis,  contestiindo  negativamente 

á  las  posiciones  primera,  segunda,  sexta  y  octava,  ex- 
I  presando  en  cuanto  á  la  tercera  que  al  llegar  (i  esta  ciu- 

I  dad  conoció  á  Leonor  Corbín  en  cuya  casa  paró  y  que  no 

recuerda  exactamente  lo  que  le  entregaron  ni  su  ascen- 
dencia peix)  sí  que  había  un  libro  de  caja;  á  la  cuarta,  que 
i  los  bienes  dejados  por  su  esposo  no  están  en  poder  de 

i  sus  hijos  sino  de  la  confesante  por  lo  que  so  le  debía;  á 

I  la  quinta  que  no  recuerda  el  primer  extremo  de  la  pre- 

j  gunta,  pero  sí  que  repudió  la  herencia;  á  la   séptinuí 

^  que  es  cierto;  y  á  la  novena  que  á  su   llegada  lo  pre- 
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sentó  la  señora  Richelme  unos  vales  que  pagó  sin  te- 
ner en  cuenta  ej  testamento.  Que  la  mitad  de  **El 
Pozo^'  lo  posee  la  confesante  y  la  **Flor  de  Lis'^  la 
Eichelme,  que  los  animales  no  sabe  quien  los  posee; 
que  no  tiene  ni  ha  entregado  los  bienes  de  la  Richelme 
á  que  se  contrae  la  pregunta  pues  le  fueron  á  esta  en- 
tregados antes  de  que  llegase  la  confesante  ignorando 
por  quien.  Y  que  entregados  los  autos  á  la  represen- 
tación de  los  demandados  para  conclusión  lo  evacuó 
por  su  escrito  de  quince  del  corriente  del  modo  preve- 
nido por  la  Ley,  mandándose  por  providencia  del  diez 
y  nueve  traer  estos  autos  á  la  vista  con  citación  de 
las  partes  para  sentencia. » 

Décimo.  «Resultando  que  para  mejor  proveer  se 
ha  traido  á  este  juicio  testimonio  del  testamento  oló- 
grafo de  Pedro  Juan  Serres  que  se  encuentra  protoco- 
lado en  la  Notaría  del  señor  Erasmo  Regueiferos.» 

RissoLuciÓN  recubrida: 

Décimoprimero.  Resultando  que  la  mencionada 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  de 
veinte  y  tres  de  Agosto  último,  en  su  parte  dispositi- 
va confirma  la  sentencia  apelada,  desestima  las  excep- 
ciones alegadas  por  los  demandados  de  falta  de  pereo- 
nalidad  y  cosa  juzgada,  declara  con  lugar  la  demanda 
interpuesta  por  Salomé  Anglada  y  sus  hijos,  Ana  y 
Juan  Serres  Anglada  esta  ultima  representada  poi* 
BU  esposo  Matías  Cónsul,  contra  Juan  Francisco  Giro 
y  Carmen  Vega-,  en  representación  de  su  hija  María 
Morando,  y  Jacinta  Ladrón  de  Guevara  en  la  de 
sus  hijos  Pedro  y  Luis  Serres;  declara  en  su  conse- 
cuencia nulo  el  testamento  protocolado  en  la  Notaría 
de  Erasmo  Regueiferos,  como  testamento  ológi^afo  de 
Pedro  Juan  Serres  y  sin  lugar  la  reconvención  pro- 
puesta por  las  mismas  demandadas,  no  haciendo  espe- 
cial condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  instan- 
cias. 

Fundamentos  dkl  kkcürso  dk  casación: 

Décimosegundo.  Resultando  que  contra  esta  sen- 
tencia interpusieron  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y  de  doctrina  legal  las  dichas  Carmen  Vega, 
como  representante  legal  de  su  menor  hija  María  Mo- 
rando, y  Jacinta  Ladrón  de  Guevara,  am  el  propio  ca- 
rácter respecto  de  sus  hijos  Pedi*o  y  Luis  Serres,  que 
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les  fué  admitido  por  auto  de  once  de  Septiembre,  que 
apoya  en  los  números  primero  y  quinto  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley   de  Enjuiciamiento 
Civil,   y  que  se  hace  consistir  en  lo  siguiente:— «Pri- 
mero.    La  Eegla  de  Derecho  Internacional  Locvs  Re- 
git  Aelum  y  los  artículos   diez,  once,   nueve,  catorce  y 
setecientos  treinta  y  dos  del  Código  Civil,  por  inter- 
pretación errónea;  por  cuanto  la  sentencia  lecurrida 
al  suponer,  «que  si  bien  laa  sucesiones   legítimas  y  las 
testamentarias,  así  respecto  al  orden  de  suceder  como 
á  la  cuantía  de  los  derechos  sucesorios  y  á  la  validez 
intrínseca  de  sus   disposiciones,  se  regulan  por  la  Ley 
nacional  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  cual- 
quiera que  sea  la  naturaleza  de  los  bienes  y  el  País  en 
que  se  encuentren;  las  formas  y  solemnidades  de  los 
contratos,  testamentos  y  demás  instrumentos  públicos 
se  rigen  por  las  Leyes  del  País  en  que  se  otorguen,  ar- 
tículo diez  y  once  del  Código   Civil,  con  lo  cual,  y  lo 
dispuento  en  los  artículos  nueve,  y  catorce  y  setecien- 
tos treinta  y  dos  no  solo  sanciona   este  Cuerpo  legal 
la  separación  del  Estatuto  personal  y  el  Estatuto  for- 
mal sino  que  consagra  á  su  vez   el  principio  de  De 
recho     Internacional    «Locus    Regit    Actumyi,    Doctri- 
na que  es  sustentada  por  la  sentencia  del    Tribu- 
nal Supremo  de  esta   Isla  de  tres  de   Mayo  de  mil 
novecientos  uno»;  se  interpretan  erróneamente  esas  dis- 
posiciones legales  puesto  que  probado  como  está — que 
don  Pedro  Juan  Serres  era  ciudadano  Francés  cuan- 
do otorgó  su  testamento  ológrafo  en  esta  ciudad,  enton- 
ces territorio  español,  y  no  siendo   el   testamento  oló- 
grafo un  acto  antcntico  del   tostador,    sino  privado j    tan 
íntimo  del  mismo  que  no  requiere  formas  externas  ni 
solemnes,  las  cuales  son  las  que  han  de  regirse  por  los 
principios  del  Estatuto  fornuil,    como  lo  demuestra  la 
distinción  que  se  hace  en  los  p:\rrafos  primero  y  ter- 
cero del  artículo  setecientos  treinta  y  dos  del  Código 
Civil  español  en  concordancia  con  lo  establecido  en  los 
dos  extremos  que  contiene  el  artículo  novecientos  no- 
venta- y  nueve  del  Código  Civil  Francos,  y  párrafo  se- 
gundo del  diez  del  Código  Esjxifíol,  claro  está  que  de- 
be regirse  por  el  principio  del  Estatuto  personal  y  no 
del  formal  por  indebida   aplicación,    principio  consa- 
grado en  esa  misma  sentencia  del   Tribunal   Supremo 
de  tres  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno  en  sus  prime- 
ro y  segundo  Considerando  y  cuya  doctrina  se  ha  vio- 
lado».— «Segundo.     Por  interpretación  errónea  de  los 
artículos  seiscientos  ochenta  y  ocho  y  once  del  Código 
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Civil,  paesto  que  conforme  al  párrafo  segando  del  ar- 
ticulo diez  y  párrafos  primero  y  tercero  del  setecientos 
treinta  y  dos  del  propio  cuerpo  legal,  aun  en  el  caso 
de  que  la  forma  de  los  testamentos  ológrafos  hubiera 
de  regirse  por  el  precepto  del  Derecho  Internacional 
Ijoem  Regit  Actum,  como  se  expresa  en  la  sentencia  re- 
currida, habría  que  admitir  que  existe  una  excepción 
on  cuanto  á  esa  clase  de  testamentos,  fundada  en  el 
principio  de  reciprocidad  que  se  establece  en  las  pres- 
cripciones citadas  de  los  respectivos  Códigos  por  vir- 
tud del  cual  los  dos  autorizan  á  los  ciudadanos  de  sus 
respectivas  naciones  á  que  otorguen  el  mismo  acto  en 
el  extranjero,  prescindiendo  de  determinados  requisi-* 
tos,  cual  lo  es  el  del  papel  sellado,  con  lo  que,  la  sen- 
tencia viola  la  doctrina  consignada  en  la  del  Tribunal 
Supremo  de  España  de  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos 
setenta  y  tres  por  la  que  «el  derecho  de  testar  como 
que  se  refiere  á  la  copctcidad  del  individuo  es  uno  de 
los  que  corresponden  al  estatuto  personal  y  que  en  este 
supuesto  el  francés  residente  en  Ei^pafla  que  no  ha  perdido 
su  nacionalidad  puede  otorgar  válidamente  el  testamen- 
to ológrafo,  puesto  que  se  halla  autorizada  para  ello 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  novecientos 
sesenta  y  nueve,  novecientos  setenta  y  novecientos 
noventa  y  nueve  del  Código  Civil  Francés,  que  no 
exige  el  papel  sellado.  Jurisprudencia  Civil,  Tomo 
veinte  y  ocho.  Página  ciento  cincuenta  y  Q.  M.  Scé- 
vola  Pág.  trescientos  setenta  y  cuatro  á  la  trescientas 
setenta  y  seis.  Tomo  doce  del  Código  Civil  comentado 
y  concordado  extensamente  con  arreglo  á  la  nueva  edi- 
ción Oficial.  Año  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis. 
Tercero.  Por  violación  también  de  la  doctrina  consig- 
nada en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Espa- 
ña de  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete — veinte  y  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  ocho — trece  de  Enero  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco,  doce  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco,  veinte  y  cuatro  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  seis,  veinte  y  seis  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  y  once  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y  Resolu- 
ción de  la  Dirección  General  de  los  Registros  Civil,  de 
la  Propiedad  y  del  Notariado  de  siete  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  al  no  apreciarse 
por  la  Sala  sentenciadora  la  doctrina  aplicable  al  Es- 
tatuto personal  en  ellas  consignada».  Cuarto.  Por 
interpretación  errónea  del  precepto  del  párrafo  terce- 
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ro  del  artículo  seiscientos  ochenta  y  ocho  del  Código 
Civil  y  violación  también  de  la  doctrina  consignada 
en  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  España  de 
cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  y 
artículo  veinte  y  seis  de  la  Ley  del  Notariado;  puesto 
que  si  la  Sala  sentenciadora  reconoce  que  el  testa- 
mento ológrafo  de  don  Pedro  Juan  Serres  lleva  la 
fecha  veinte  con  guansmos  escritos  sobre  la  palabra 
**cuatro  de  Julio";  que  la  palabm  ** Julio'',  expresi- 
va del  mes,  está  tachada,  y  que  al  margen  aparece  La 
palabra  '^Agosto'',  escrita  con  lápiz  rojo  sin  que  hayan 
sido  salvadas  esas  enmiendas;  y  en  la  sentencia  aludi- 
da, el  apellido  **Oter"  de  la  testadora  tiene  enmenda- 
das sus  dos  últimas  letras;  y  el  mes  ^'Agosto'',  apare- 
ce escrito  al  lado  del  sello,  á  la  derecha  del  que  lee  y 
los  renglones  cuarto,  quinto,  sexto  y  séptimo  tienen 
l)orradas,  el  primero  una  palabra,  el  s^undo  dos,  el 
tercero  dos,  el  cuarto  una,  etc.,  sin  que  hayan  sido 
salvadas  palabras,  ni  las  tachaduras  y  enmiendas, 
(*laro  está  que  las  mismas  pueden  afectar  á  su  propia 
validez  y  eficacia,  pero  no  al  testamentx)  mismo,  prefe- 
rible como  de  alto  in tetes  público  á  las  presunciones  su- 
pletorias del  abintestato».  «rQuinto.  Por  interpreta- 
ción errónea  de  los  artículos  seiscientos  noventa  y  uno, 
seiscientos  noventa  y  dos  y  seiscientos  noventa  y  tres 
del  Código  Civil,  puesto  que  si  la  Sala  sentenciadora 
en  su  decimocuarto  Considerando  resuelve  solo  sobre 
la  nulidad  del  testamento  y  no  las  diligencias  de  pro- 
tocolación,  porque  el  apelado  no  se  adhirió  á  la  apela- 
ción; ipsofado  reconócela  validez  de  dicho  testamen- 
to, por  cuanto  éste  para  que  sea  válido  ha  de  llenar 
este  requisito  y  demostrado  de  autos  que  con  ella  se 
ha  cumplido,  no  puede  ser  nulo  per  sea.  (fSexto.  Por 
sor  el  fallo  contrario  á  la  excepHón  de  cosa  juzgada; 
puesto  que  habiéndose  alcfpulo  esta  excepción  en  el 
juicio  conforme  á  lo  disput-sio  en  el  artículo  mil  dos- 
cientos cincuenta  y  dos  del  Código  Civil,  se  viola  éste 
é  interpreta  erróneamente  por  la  Sala  el  articulo  seis- 
cientos noventa  y  tres  del  mismo  Código,  dado  que 
como  afirma  el  comentarista  Scévola,  el  auto  (Pág. 
cuatrocientos  cuatro.  Tomo  doce  del  Código  Civil 
coment^ido)  dictado  poV  esta  Audiencia  en  cuatro  de 
Mayo  de  mil  novecientos  uno  era  apelable  ante  el  Tri- 
iMuial  Supremo,  conforme  á  los  artículos  mil  ochocien- 
tos veinte  y  dos,  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho,  caso 
cuarto,  en  relación  con  el  mil  seiscientos  noventa  y  dos, 
caso  tercero  <lo  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil   tam- 
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biéa  violada,  y  al  no  haber  utilizado  los  actores  ese 
derecho  quedó  firme  el  auto  que  declaró  válido  dicho 
testamento  como  asi  se  desprende  de  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  esta  Isla  de  tres  de  Mayo  de  mil 
novecientos  uno,  también  violada.»  «Séptimo.  Nadie 
puede  ir  contra  sus  propios  actos.  Esta  doctrina  con- 
signada entre  otras  en  las  sentencias  del  Tribunal  Su- 
premo de  España  de  veinte  y  siete  de  Enero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  uno,  veinte  de  Enero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco,  primero  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  once  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho,  veinte  y  seis  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  y  de  la  Isla  de 
Cuba,  de  veinte  y  seis  de  Febrero  de  mil  novecientos, 
quince  de  Marzo  de  mil  novecientos  y  once  de  Octu- 
bre ha  sido  infringida  en  la  sentencia  que  recurro  al 
aceptarse  como  se  acepta  en  dicha  resolución  que  no 
es  procedente  la  tacha  opuesta  por  la  parte  contraria 
á  la  testigo  Leonor  Gurbia  viuda  de  Pedro  Serres,  her- 
mano del  testador  don  Pedro  Juan  Serres,  el  que  con 
consentimiento  de  Salomé  Anglada  viuda  del  testador 
ausente  en  España  y  después  presente  en  esta  ciudad 
con  sus  hijos,  consintió  tácitamente  y  aprobó  las  dili- 
gencias sobre  validez  y  protocolación  de  dicho  testa- 
mento, según  así  consta  de  las  preguntas  de  su  inte- 
rrogatorio justificativas  de  que  el  Procurador  don 
Luis  Fernández  Marcané,  en  nombre  de  ella  y  de  sus 
hijos,  pidió  la  protocolación  y  validez  conforme  á  los 
preceptos  que  hoy  impugnan  Salomé  Anglada  y  sus 
hijos». 

Ampliación  de  los  fundamentos: 

Decimotercero.  Resultando  que  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  se  personó  oportunamente  Jacinta  Ladrón 
de  Guevara,  como  recurrente  con  la  representación 
legal  que  ha  tenido  en  el  juicio,  y  Salomé  Angla- 
da  y  Juan  Serres  Anglada  como  no  recurrente, 
y  tramitado  el  recurso  en  legal  forma  durante  el 
período  de  instrucción  amplió  el  recurrente  los  mo- 
tivos del  mismo  por  su  escrito  de  foja  diez  y  nue- 
ve, fecha  veinto  y  dos  de  Octubre  último,  en  los 
siguientes  términos:  Primero.  Infracción  del  ai- 
tíeulo  seiscientos  ochenta  y  ocho  del  Código  Civil, 
por  aplicación  indebida,  porque  descansando  la  nu- 
lidad de  la  disposición  de  don  Pedro  Juan  Serres  en 
la  falta  del  papel  sellado  aplica  indebidamento  la  Au- 
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diencia  de  Santiago  de  Cuba  &  un  francés,  que  no  había 
perdido  su  nacionalidad,  el  articulo  del  Código  Civil 
español,  siendo  así  que  Serres  otorgó  en  mil  ochocien- 
tos noventa  y  tres  el  testamento  ológiafo  con  arreglo 
al  civil  francés,  el  cual  prescinde  del  requisito  del  pa- 
pel sellado,  y  amparado  con  el  Tratado  entonces  vi- 
gente entre  Francia  y  España,  su  fecha  siete  de  Enero 
de  mil  ochocientos  sesentti  y  dos,  cuya  eficacia  es  tal, 
que  el  Tribunal  Supremo  de  España  en  su  casación  de 
seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  al  con- 
signar que  lejos  de  contener  dicho  Tratado  frase  algu- 
na, que  revele  el  propósito  de  privar  á  los  franceses 
de  la  facultad  de  hacer  testamentos  ológrafos,  le  san- 
ciona, y  agrega:  ^'especialmente  de  las  últimas  frases 
se  desprende  que  los  fi-ancoses  pueden  testar  en  Espa- 
ña de  la  misma  manera  que  en  Francia,  sin  más  limi- 
tación que  la  de  observar,  al  hacerlo,  las  formalidades 
exigidas  por  las  leyes  de  su  país.  Segundo:  Infrac- 
ción del  artículo  cuarto  del  Código  Civil  en  su  segundo 
párrafo,  y  la  doctrina  de  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  España  de  diez  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro  y  veinte  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  que  sancionan  aquel 
artículo  porque  constando  la  renuncia  hecha  por  doña 
Salomé  Anglada  de  sus  derechos  como  heredera  de 
don  Pedro  Juan  Serres,  á  título  de  su  viuda  legítima, 
no  cabe  reconocer  á  doña  Salomé  Anglada  una  per- 
sonalidad de  'interesada  por  su  propio  derecho 
en  los  bienes  y  derechos  de  don  Pedro  Juan  Se- 
rres'',  como  asienta  el  primer  Considerando  de  la 
Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  faltando  testamento; 
representación  tanto  más  insostenible  cuanto  que  ni 
siquiera  puede  ostentar  las  de  sus  dos  hijos  legítimos, 
siendo  éstos  mayores  y  figurando  por  sí;  de  modo  que 
el  Tribunal  sentenciador  concediendo  á  doña  Salomé 
Anglada  el  figurar  en  la  demanda  de  mayor  cuantía, 
origen  de  este  recurso,  le  reconoce  unos  derechos  á  que 
había  expresamente  renunciado  é  infringe  el  artículo 
cuarto  del  Código  Civil,  en  su  segundo  párrafo,  y  la 
doctrina  de  las  sentencias  invocadas»,  y  por  el  de  fo- 
jas veinte  y  dos,  su  fecha  veinte  y  ocho  del  propio 
mes,  en  la  forma  que  sigue:  «Primero.  Infracción 
de  ley,  á  tenor  del  número  primero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil,  por 
infracción  del  artículo  seiscientos  ochenta  y  ocho  del 
Código  Civil  é  interpretación  errónea  de  la  doctrina 
sentada  en  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Es- 
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paña  de  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco;  porqae  consignándose  en  ella  ^'que  las  palabras 
tachadas,  enmendadas  ó  entre  renglones  y  no  salvadas 
bajo  BU  firma  por  el  testador,  son  nulas,  sin  que  este 
defecto  pueda  afectar  á  la  validez  del  testomento,  co- 
mo que  el  Tribunal  Supremo  ha  dicho  con  toda  clari- 
dad ser  inadmisible  la  inteligencia  del  articulo  seiscien- 
tos ochenta  y  ocho,  párrafo  tercero  del  Código  Civil, 
en  el  sentido  de  ser  nulo  el  testamento  ológrafo  que 
contiene  palabras  tachadas,  enmendadas  ó  entre  ren- 
glones y  no  salvadas  poi'  el  testador  bajo  su  ñrma, 
pues  en  realidad  tal  omisión  solo  puede  afectar  á  la 
validez  y  eficacia  de  las  palabras  tachadas,  enmenda- 
das ó  entre  renglones,  y  nunca  á  la  del  testamento,  ya 
por  estar  en  párrafo  aparte  de  aquél  que  determina 
las  condiciones  necesarias  para  la  validez  del  tes- 
tamento ológrafo,  ya  porque  de  admitir  dicha  in- 
teligencia el  articulo  y  párrafo  citados,  se  llegarla 
al  absurdo  de  que  pequeñas  enmiendas  no  salva- 
das, que  en  nada  afectasen  á  la  parte  esencial 
y  preceptiva  del  testamento  vendrían  á  anular  éste;  y 
ya  porque  el  precepto  contenido  en  el  mencionado  pá- 
rrafo ha  de  entenderse  en  perfecta  armonía  y  con- 
gruencia con  el  artículo  veinte  y  seis  de  la  Ley  del 
Notariado;  y  siendo  también  doctrina  de  la  sentencia 
de  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco 
que  no  es  de  estimarse  la  infracción  del  artículo  seis- 
cientos ochenta  y  siete  del  Código  Civil  cuando  para 
invovarla  se  haee  supuesto  de  la  cuestión  establecida  por 
base  de  razonamiento  que  entre  las  formalidadas  para 
la  validez  del  testamento  ológrafo  se  halla  la  de  salvar 
el  testador  bajo  la  firma  las  palabras  que  contuviera 
el  testamento  tachadas,  enmendadas  ó  entre  renglo- 
nes, siendo  así  (repite  el  Tribunal  Supremo)  que  esta 
pueda  afectar  á  la  validez  y  eficacia  de  dichas  pala- 
bras, pero  no  al  testamento;  á  pesar  de  doctrina  tan 
clara  la  interpreta  erróneamente  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba,  consignando  en  el  décimo  Conside- 
rando referirse  el  Tribunal  Supremo  en  la  menciona- 
da sentencia  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco  '^á  palabras  que  no  sean  importantes  para  la 
validez  del  testamento",  haciendo  una  distinción  que 
no  cabe  en  los  términos  absolutos,  con  que  se  expresa 
el  alto  Tribunal  de  Justicia  de  España,  é  incurriendo 
en  el  mismo  defecto  que  éste  censura  en  doña  Elvira 
Oter  recurrente  en  la  casación  de  cuatro  de  Abril  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  de  hacer  supuesto  de 
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la  cuestión,  declara  nulo  el  testamento  ológrofo  de 
don  Pedro  Juan  Serres,  aplicando  la  disposición  del 
artículo  seiscientos  ochenta  y  siete  del  Código  Civil. 
Segundo.  Infracción*  del  mismo  artículo  seiscien- 
tos ochenta  y  ocho  del  Código  Civil  por  violación  de 
la  doctrina  consignada  en  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  dé  España,  su  fecha  diez  y  siete  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  segün  la  cual 
la  condición  requerida  por  la  Ley  de  que  el  pa- 
pel sellado  que  se  utilice  al  efecto  sea  el  corrres- 
pondiente  al  año  del  otorgamiento,  no  tiene  otro  al- 
cance y  objeto  que  el  de  comprobar  por  tal  medio  la 
certeza  del  acto  en  cnanto  al  tiempo  en  que  se  verifica, 
es  evidente  que  dicha  intelige)icía  tío  es  absoluta,  por  no 
haber  el  legislador  preceptuado  por  modo  expreso  que 
se  atienda  única  y  exclusivamente  á  la  fecha  por  el 
testador  escrita  para  la  determinación  de  la  del  otor- 
gamiento, doctrina  violada  en  el  sentido  de  que  por 
no  haber  otorgado  Serres  su  última  voluntad  en  papel 
sellado  (caso  de  que  no  estuviera  exento  de  ello,  apo- 
yado en  el  Tratado  de  Francia  con  España,  s^ún  el 
primer  motivo  de  casación  de  nuestro  escrito  de  veinte 
y  dos  del  corriente)  se  declara  ésta  nula  como  si  no 
pudiera  comprobarae  por  medios  distintos  del  papel 
llegado  el  otorgamiento  del  testamento  ológrafo''  y  se- 
ñalada la  vista  para  el  día  veinte  y  seis  del  pasado 
Noviembre  tuvo  efecto,  informando  los  Letrados  de 
las  partes  y  sosteniendo  é  impugnando  el  recurso  res- 
pectivamente la  representación  de  la  parte  recurrente 
y  la  de  la  no  recurrente. 

Decisión  dbl  bbgurso: — 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Re  villa  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  el  artículo  once  del 
Código  Civil  contiene  virtualmente  la  máxima  de  De- 
recho Internacional  privado:  loctis  regii  aelum;  deñne  y 
explica  la  naturaleza  y  alcance  que  tiene  en  nuestro 
derecho  positivo  el  llamado  estatuto  formal;  y  al  esta- 
blecer textualmente  que  las  formas  y  solemnidades  de 
los  contratos,  testamentos  y  demás  instrumentos  pú- 
blicos se  rigen  por  las  leyes  del  país  en  que  se  otor- 
guen, se  refiere  á  todos  los  requisitos  extrínsecos  do 
dichos  actos,  sin  que  en  vista  de  términos  tan  ge- 
nerales pueda  hacerse  legalmente  la  distinción  que 
el  recurrente  pretende  entre  actos  auténticos  y  píri- 
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vados  par»  exceptuar  á  estos  últimos  del  precepto 
en  cuestión;  tanto  más  cuanto  que,  refíriéndoso 
explícitamente  á  los  testamentos,  como  ya  se  ha 
visto,  y  siendo  el  ológi-afo  una  de  sus  clases;  den- 
tro de  dicho  concepto  general,  propiamente  expresado, 
ha  de  estar  necesariamente  comprendido:  doctrina 
que,  además^  está  de  acuerdo  con  la  sentada  por  este 
Tribunal  en  sentencia  de  tres  de  Mayo  de  mil  nove- 
cientos uno;  de  la  cual  no  se  ha  apartado  la  Audien- 
cia de  Santiago  de  Cuba  al  dictar  la  que  es  objeto  del 
presente  recurso;  así  como  tampoco  ha  infringido  el 
mencionado  artículo  once  del  Código  Civil,  rectamen- 
te aplicado  por  dicho  Tribunal,  ni  los  marcados  con 
los  números  nueve  y  diez  en  dicho  Código,  que  por 
contraerse  al  estatuto  personal  no  han  debido  tener 
aplicación;  y  menos  aun  el  catorce,  que  es  completa- 
mente extraño  al  asunto  de  que  se  trata,  puesto  que 
destinado  á  regir  en  España  reñere  únicamente  el  con- 
tenido de  los  anteriormente  mencionados  á  las  perso- 
nas, actos  y  bienes  de  los  españoles  en  territorios  ó 
provincias  de  diferente  legislación  civil; 

Segundo.  Considerando  que  de  lo  anteriorments 
expuesto  es  lógico  inferir  que  el  artículo  seiscientos 
ochenta  y  ocho  del  Código  Civil,  en  punto  á  requisitos 
extemos  del  testamento  ológrafo,  rige'  como  precepto 
general  para  nacionales  y  extranjeros;  y  como  quiera 
que  el  empleo  del  papel  sellado  para  extender  dicho 
testamento  es  formalidad  que  tiene  ese  carácter,  y  es-  ¿^ 
tá  además  impuesto  en  modo  tal  por  dicho  artículo, 
que  á  ello  precisa  y  claramente  se  subordina  la  vali- 
dez del  expresado  acto;  es  visto  que  cuando  el  testa- 
dor, Pedro  Juan  Serres,  otorgó  su  última  disposición  en 
forma  ológrafo  en  el  año  mil  ochocientos  noventa  y 
tres,  escribiéndolo  en  papel  que  no  tenía  el  sello  ofi- 
cial, cuando  en  dicha  fecha  éste  era  de  curso  legal, 
faltó  á  una  de  las  condiciones  esenciales  para  su  vali- 
dez, y  vició  por  tanto  de  nulidad  dicho  documento, 
por  lo  cual  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  lejos 
de  interpretar  erróneamente,  conforme  el  recurrente 
expresa,  el  artículo  seiscientos  ochenta  y  ocho  men- 
cionado, ha  hecho  aplicación  del  mismo  en  fdrraa  de 
bida;  y  á  ello  no  se  opone,  como  también  sostiene  de 
propio  recurrente,  lo  dispuesto  en  los  párrafos  prime- 
ro y  tercero  del  artículo  setecientos  treinta  y  dos  del 
Código  Civil;  porque  el  primero  al  decretar  que  los 
españoles,  y  hoy  los  cubanos,  pueden  testar  fuera  del 
territorio  nacional,  sujetándose  á  las   formas  estable- 
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cidas  por  las  leyes  del  país  en  que  se  hallen,  confirma 
á  caatrario  sensu  la  doctrina  qae  contiene  el  anterior 
Considerando;  y  el  segando,  cuando  dispensa  al  nacio- 
nal que  otorga  testamento  ológrafo  fuera  del  territorio 
patrio,  del  requisito  del  papel  sellado,  lo  hace  indu- 
dablemente, conforme  en  la  sentencia  recurrida  se 
expresa,  en  previsión  de  que  existan  países  en  los  que 
dicho  papel  no  tenga  curso;  no  pudiendo,  por  tanto, 
extenderse  el  texto  de  dicho  precepto  de  exención,  á 
canos  que  él  no  prevé,  que  descansan  en, razones  dis- 
tintas, y  sin  que  el  principio  de  reciprocidad  in- 
ternacional que  se  invoca  en  el  recurso  tenga  vir- 
tualidad en  la  cuestión  propuesta,  puesto  que,  su 
índole  es  meramente  supletoria  y  dicha  cuestión  es- 
tá resuelta  por  preceptos  de  la  Ley  rectamente  inter- 
pretados. 

Tercero.  Considerando  en  cuanto  á  la  infracción 
que  invoca  el  recurrente  respecto  á  la  doctrina  que 
contiene  la  sentencia  de  seis  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  tres,  que  no  se  trata  ahora  de  la  ca- 
pacidad de  un  ciudadano  francés  para  testar  en  forma 
ológrafa  cuando  la  legislación  española  no  reconocía 
esa  clase  de  testamento,  que  es  el  caso  discutido  y 
resuelto  en  esa  sentencia,  sino  del  modo  como  debe 
otorgarse  por  dicho  extranjero  el  testamento  ológrafo 
después  de  adoptado  por  nuestra  legislación;  que  es 
el  caso  á  que  se  contrae  ]a  sentencia  recurrida. 

Coarto.  Considerando  que  la  doctrina  expuesta 
en  las  varias  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Es- 
paña que  se  mencionan  en  el  tercer  motivo  del  recur- 
so, por  referirse  al  estatuto  personal,  conforme  el  pro- 
pio recurrente  consigna,  no  ha  sido  positivamente  in- 
fringida; porque  en  ese  concepto  no  puede  tener  apli- 
cación al  caso  de  ahora,  y  en  cuanto  á  la  resolución 
de  la  Dirección  General  de  los  Registros  de  la  Propie- 
dad y  el  Notariado,  que  también  en  dicho  motivo  se 
cita,  como  infringida,  semejante  infracción,  aun  su- 
puesta su  existencia,  no  autorizaría  la  casación;  pues 
conforme  tiene  declarado  este  Tribunal,  dichas  reso- 
luciones no  constituyen  doctrina  legal  con  fuerza  bas- 
tante al  dicho  efecto. 

Quinto.  Considerando  que  estimando  como  sufi- 
ciente para  producir  la  nulidad  del  testamento  á  que 
la  sentencia  recurrida  se  refiere,  una  de  las  causales  á 
dicho  efecto  alegadas  que  á  sido  apreciada  por  el  Tri- 
bunal a  quo,  carece  ya  de  objeto  el  examen  de  toda 
otra;  pues  cualquiera  que  fuei*a  la  opinión  que  preva- 
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leciera  reRpecto  á  la  misma,  y  aan  siendo  favorable  al 
recurrente,  carecería  de  eficacia  para  producir  la  ca- 
sación; que  siempre  habría  de  denegarse  por  aquella 
consideración  primera,  en  mérito  á  lo  cual,  conforme 
esta  Sala  tiene  declarado  antes  de  ahora,  es  inútil 
apreciar  esos  segundos  motivos  del  recurso,  que  en  el 
presenta  caso  son  los  marcados  con  los  números  cua- 
tro del  escrito  de  interposición  y  prímei-o  del  escrito 
de  ampliación  de  fecha  veinte  y  ocho  de  Octubre. 

Sexto.  Considemndo  que  el  quinto  motivo  del 
recurso  es  manifiestamente  erróneo,  porque  la  sen- 
tencia que  se  limita  á  declarar  la  nulidad  del  testa- 
mento, no  ha  podido  racionalmente  infringir  les  ar- 
tículos seiscientos  noventa  y  uno,  seiscientos  noventa 
y  dos  y  seiscientos  noventa  y  tres  del  Código  Civil, 
que  regulan  la  manera  de  autenticar  y  protocolar  los 
testamentos  ológrafos,  puesto  que  respecto  á  las  prac- 
ticadas á  dicho  efecto  ninguna  declaración  contiene  el  / 
fallo  recurrido,  porque  dichas  diligencias  podían  care-  / 
cer  además  de  vicios  de  nulidad  en  sí  mismos,  y  por- 
que declarada  la  nulidad  de  un  testamento  es  inútil 
hacer  lo  propio  respecto  á  las  diligencias  para  su  pro- 
tocolización. 

Séptimo.  Considerando  en  cuanto  al  sexto  motivo, 
que  la  alegación  de  cosa  juzgada  es  improcedente,  y 
no  se  ha  infringido  el  artículo  seiscientos  noventa  y 
tres  del  Código  Civil  que  en  el  recurso  se  menciona; 
I>orque  dicho  artículo  expresamente  deja  á  salvo,  á  los 
interesados  su  derecho,  para  ejercitarlo  en  el  juicio  / 
que  corresponda,  y,  á  mayor  abundamiento,  habiendo-  ¥ 
se  iniciado  éste  para  obtener  la  declaración  de  nulidad 
del  testamento,  dicho  particular  no  ha  podido  ser  ob- 
jeto legalmente  de  las  diligencias  de  protocolización, 
por  lo  cual  lo  resuelto  en  éstas  no  puede  en  modo  al- 
guno ser  base  para  la  expresada  excepción. 

Octavo.  Considerando  que  tampoco  se  ha  inflingi- 
do el  artículo  cuarto  del  Código  Civil,  en  su  segundo 
párrafo,  ni  la  doctrina  de  las  sentencias  que  á  dicho 
efecto  se  citan,  por  haberse  reconocido  personalidad  á 
Salomé  Anglada  para  perseguir  la  nulidad  del  testa-  | 
mentó  de  Pedro  Juan  Serres,  en  concepto  de  viuda  de  ; 
este  último,  no  obstante  la  renuncia  de  sus  derechos 
como  heredera  del  mismo,  porque  su  carácter  ya  ex- 
presado de  cónyuge  superviviente  le  concede  derecho 
pira  ejercitar  dicha  acción:  además  de  que  dicho  mo- 
tivo de  casación  carece  de  toda  finalidad,  puesto  que 
dicha  acción  ha  sido  mantenida  conjuntamente  por  los 
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hijos  del  testador,  cuya  candicion  de  herederos  abin- 
testato  del  mismo  está  admitida. 

Noveno.  Considerando  que  el  principio  de  (jue 
nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos  no  ha  podido 
ser  infringido  por  la  sentencia,  como  el  recurrente 
alega,  pues  fundrindoae  para  ello  en  actos  que  atribu- 
ye á  los  demandantes,  realizados  con  motivo  de  las 
diligencias  para  la  protocolización  del  testamento; 
cualquiera  que  pueda  haber  sido  su  actitud  en  dicha 
ocasión,  no  influye  pai-a  nada  en  los  derechos  que  des- 
pués han  alegado,  ni  enerva  las  acciones  á  dicho  pro- 
pósito ejercitadas. 

Décimo.  Considerando  que  el  artículo  cuarenta 
/  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  establece  preceptivamente  que  cuan- 
do se  declare  no  haber  lugar  á  un  recurso  de  casación 
se  impongan  las  costas  del  mismo  al  recurrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos 
no  haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  y  con- 
denamos en  las  costas  á  Jacinta  Ladrón  de  Guevara 
como  representante  de  sus  menores  hijos  Pedro  y  Luis 
Serres.     Publíquese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— José  Várela.— Pedro  González 
Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. 
Carlos  Revilla. 


i 


^¡       Inf.  ley.— Sent.  55.— -10  de  Diciembre  de  1^02,— (Gaceta 
6  Fe6rfro).— Otimplimiento  de  egecutoria. 

DOCTRINA:  Dispuesto  en  una  ejecutoria  que  el  de- 
mandado indemnice  al  demandante,  según  justa  tasa- 
ción pericial,  los  perjuicios  que  á  íste  causa  la  exis- 
tencia de  una  servidumbre  legal,  sin  hacer  exijresa 
referencia  á  la  fcch.'i  (|ue  debe  tenerse  en  cuenta  para 
la  valorización  de  dichos  perjuicios,  la  resolución  dic- 
tada en  cumplimiento  de  dicha  ejecutoria,  por  la  cual 
ac  dispone  que  esos  perjuicios  han  de  tasarse  con  rela- 
ción ¿i  la  ípocn  en  (|ue  la  servidumbre  se  estableció,  no 
es  contraria  A  lo  resuelto  en  aquélla,  pues  en  ese  senti- 
do debe  entenderse  lo  dispuesto  en  la  misma. 

Kl  daño  consistente  en  el  demérito  que  sufre  una 
cosa  por  consecuencia  de  un  hecho  debe  ser  apreciado, 
A  los  efectos  de  su  indemnización,  por  la  disminución 
de  valor  que  dicha  cosa  experimenta  en  el  momento 
en  qne  aquél  se  produce,  y  no  puede  racionalmente  su- 
bordinarse A  las  ñuctuacionea  que  experimenta  dicho 
valor  en  el  transcurso  del  tiempo;  ni  lo  que  es  un  de- 
recho ya  completamente  integrado  puede  mudar  cons- 
tantemente por  virtud  de  extrañas  circnnt anclas. 
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No  contrarfa  la  ejecutoria  el  autu  resolutorio  de  un 
incidente  promovido  durante  el  cuiuiiliniicnto  de 
a(|U^lla,  en  ct  que  se  discute  el  importe  de  lus  perjui- 
cios que  dicha  ejecutoria  manda  &  indemnizar,  por  no 
comprenderse  en  la  aludida  resolución  incidental  el 
pago  de  interese»,  decretado  también  por  la  repetida 
ejecutoria,  porque  esc  particular  no  fué  materia  del 
incidente,  ni  era  dable  liquidar  los  intereses  al  fijar  los 
perjuicios  por  que  aquéllos  han  de  comprender  desde 
la  fecha  de  la  interposición  de  la  demanda  hasta  que 
se  efectúe  el  pago  al  acreedor. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos  en  los  autos  del  juicio  declara- 
tivo de  mayor  cuantía  procedentes  de  la  Audiencia  de 
la  Habana,  interpuesto  por  María  Kegla  Sañudo  de 
Muñoz  Komay,  dedicada  á  los  quehaceres  domésticos  y 
vecina  de  esta  ciudad,  contra  el  Obispado  Católico  de 
la  Diócesis  de  la  Habana  sobre  indemnización  de  per- 
juicios, y  en  las  diligencias  tramitadas  para  el  cum- 
plimiento de  la  ejecutoria  dictada  en  los  mismos;  vis- 
to en  este  Tribunal  Supremo  el  recui-so  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  primera  con- 
tra el  auto  de  fecha  catorce  de  Agosto  último,  dictado 
por  el  referido  Tribunal,  que  revocando  el  de  primera 
instancia  apelado  por  el  demandado,  íija  dichos  per- 
juicios en  la  cantidad  de  veinte  y  nueve  mil  setecien- 
tos cincuenta  y  tres  pesos,  sesenta  y  ocho  centavos. 

Primero.  'Resultando  que  la  expresada  resolución 
aceptó  todos  los  Resultandos  que  contenía  la  dictada 
por  el  extinguido  Juzgado  de  primera  instancia  del 
Distrito  Sur  de  esta  ciudad,  que  conocía  de  los  autos 
de  referencia,  con  fecha  de  diez  y  ocho  de  Mayo  del 
corriente  año,  y  los  cuales  á  continuación  se  transcri- 
ben literalmente. 

Ejecutoria: 

Segundo.  Resultando  que  en  veinte  y  uno  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  se  dictó  sentencia  en 
estos  autos,  cuya  parte  dispositiva  dice  así: — «Fallo: 
que  debo  declarar  y  declaro  con  lugar  la  presente 
demanda,  establecida  por  el  procurador  don  Francisco 
del  Barrio  Casanova,  á  nombre  de  doña  Mada  Regla  Sa- 
ñudo de  Muñoz  Romay,  contra  el  Obispo  Católico  de  la 
Diócesis  de  esta  Capital,  y  como  consecuencia  conde- 
nar como  condeno  á  dicho  Obispado,  á  que  indemnice 
segán  justA  tasación  pericial  á  doña  María  Regla  Sa- 
ñudo de  Muñoz  Romay,  los  perjuicios  que  á  dicha  se- 
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ñora  causa  la  existencia  de  la  servidumbre  legal  im- 
puesta en  concepto  de  zona  higiénica  sobre  parte  de 
los  terrenos  de  la  estancia  «La  Campana»  que  no  se 
incluyeron  en  la  expropiación  realizada  con  los  inte- 
reses legales  del  precio  de  la  indemnización  á  contar 
desde  la  fecha  de  la  interposición  de  esta  demanda  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas;  cuya  sentencia 
fué  confirmada  por  la  Audiencia  y  Tribunal  Supremo 
de  esta  Isla. 

Diligencias  de  cumplimiento: 

Tercero.  Resultando  que  mandada  cumplir  y 
ejecutar  dicha  sentencia,  se  dio  instrucción  á  las  par- 
tes pidiendo  el  actor  por  su  escrito  de  fojas  trescientas 
setenta  y  tres  se  procediese  á  la  tasación  pericial  de 
los  perjuicios  designando  Perito  por  su  parte,  á  loque 
se  ordenó  conforme  al  precepto  del  artículo  novecien- 
tos veinte  y  siete  de  la  Ley  procesal,  que  presentare  la 
relación  de  los  daños  y  perjuicios  así  como  de  su  im- 
porte, lo  que  verificó  por  su  escrito  de  fojas  trescien- 
tas ochenta. 

Cuarto.  Resultando  que  conferido  traslado  á  la 
otra  parte  de  la  relación  presentada,  se. limitó  ésta, 
fojas  trescientas  ochenta  y  tres,  y  trescientas  ochenta 
y  nueve,  á  mostrar  su  inconformidad  con  la  ascenden- 
cia del  importe  de  dicha  relación  y  pedir  que  antes 
del  recibimiento  á  prueba  se  requiriera  al  actor  para 
que  presentara  la  relación  circunstanciada  de  los  da- 
ños y  perjuicios  lo  que  se  declaró  sin  lugar  por  auto 
de  fojas  trescientas  noventa  y  una  vuelta,  mandándo- 
se á  recibir  á  prueba  el  incidente  por  el  término  l^al. 

Quinto.  Resultando  como  prueba  del  actor,  que 
sólo  propuso  por  su  escrito,  fojas  trescientas  noventa 
y  cinco,  la  pericial  concretando  sus  extremos  á  lo  or- 
denado en  la  ejecutoria  con  cuya  prueba  así  como  con 
que  fueran  tres  los  Peritos,  estuvo  conforme  la  otra 
parte,  fojas  cuatrocientas  una,  pero  solicitando  que 
dichos  peritos  comprendiesen  en  su  dictamen  los  ex- 
tremos consignados  en  dicho  escrito,  lo  que  fué  nega- 
do por  auto  de  fojas  cuatrocientas  seis,  y  establecido 
recurso  de  reposición  no  le  fué  admitido  según  lo  dis- 
puesto en  el  auto  de  fojas  cuatrocientas  catorce,  vuel- 
to, del  cual  también  se  pidió  reposición  y  apelación  en 
subsidio  que  le  fué  negsula  por  providencia  de  la  cua- 
trocientas veinte  y  tres. 

Sexto.     Resultando  que  designados  tres  peritos 
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(le  común  acuerdo,  por  las  partes,  los  Peritos  don  José 
de  Vega  y  Flores  y  don  Andrés  Castellá,  presentaron 
su  operación,  visible  á  fojas  cuatrocientas  veinte  y 
cuatro,  de  la  que  aparece,  que  el  valor  de  los  perjui- 
cios que  deben  indemnizarse  á  la  señora  Sañudo,  as- 
ciende á  noventa  y  dos  mil  quinientos  setenta  y  nueve 
pesos,  diez  y  siete  y  medio  centavos;  y  con  arreglo  al 
dictamen  del  otro  perito  don  Andrés  Balaguer  y  Mo- 
líales, el  importe  de  dicho  perjuicio,  sólo  asciende  á 
catorce  mil  seiscientos  quince  pesos  cincuenta  y  cinco 
centavos,  fojas  cuatrocientas  cuarenta. 

Séptimo.  Resultando  que  como  prueba  del  de- 
mandado presentó  é.ste  el  testimonio  de  escritura  otor- 
gada por  doña  Josefa  de  Embil  de  Quesada  de  Kohly, 
á  favor  del  Obispado  de  esta  Diócesis,  de  fojas  cuatro- 
cientas cincuenta  y  ocho  que  fué  cotejada  con  su  ma- 
triz á  fojas  cuatrocientas  setenta  y  una. 

Octavo.  Resultando  como  más  pruebas  del  de- 
mandado, que  se  trajo  á  los  autos  testimonio  de  la 
escritura,  por  la  que  se  expropiaron  para  la  construc- 
ción del  Cementerio,  á  doña  Micaela  Rebollo  de  Sañu- 
do varias  porciones  de  terreno  de  la  estancia  «La  Cam- 
pana», fojas  cuatrocientas  setenta  y  nueve,  vuelto  á 
cuatrocientas  ochenta  y  seis,  vuelto. 

Noveno.  Resultando  también  como  prueba  del 
demandado,  el  informe  del  Jefe  de  la  Oficina  de  Ami- 
llaramiento,  fojas  cuatrocientas  noventa  y  siete,  de  la 
que  aparece  que  la  finca  rústica  «Las  Torres »  tiene 
una  renta  líquida  de  mil  doscientos  cuarenta  y  un  pe- 
sos, cincuenta  y  dos  centavos  oro  americano  al  año, 
sin  que  constara  el  valor  de  la  finca,  no  existiendo 
antecedente  alguno  en  cuanto  il  la  finca  «La  Campana». 

Décimo.  Resultando  que  transcurrido  el  térmi- 
no de  prueba,  se  unieron  á  los  autos  las  practi«ulas  y 
se  señaló  día  para  la  comparecencia,  y  tuvo  lugar  ésta 
sin  asistencia  de  las  partes. 

Décimoprimero.  Resultando  (lue  la  propia  reso- 
lución recurrida,  de  fecha  catorce  de  Agosto,  adicionó 
el  siguiente  resultando:  «(¿ue  recibida  la  actuación  en 
«este  Tribunal,  se  personaron  las  partes  y  se  sustanció 
«con  las  mismas  la  segunda  instancia,  celebrándose 
«vista  pública  el  día  veinte  y  tres  de  Julio  próximo 
«pasado  y  para  mejor  proveer  se  dispuso  que  los  peri- 
»toB  en  vista  de  haber  dictaminado  acerca  del  valor  de 
»los  terrenos  de  la  actora  partiendo  uno  de  la  época  en 
«que  se  verificó  la  expropiación  de  la  estancia  «La 
«Campana»  y  los  otros  fijándose  en  el  momento  actual 
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))se  ampliara  el  dictamen  de  los  mismos  á  fin  de  que  de- 
wterminaran  de  acuerdo,  el  valor  de  los  daños  por  me- 
diros cuadrados  de  terrenos  en  el  año  de  mil  ochocien- 
))t(>s  setenta  y  uno,  y  en  la  fecha  en  que  se  interpuso 
))la  demanda,  y  señalado  el  día  para  el  acto  presenta- 
»rou  sus  informes,  el  Perito  don  José  Vega  y  Flores, 
«exponiendo  que  el  daño  causado  por  la  zona  higiénica 
iícementeral  en  cada  un  metro  cuadrado  de  los  terre- 
»nos  de  que  se  trata  lo  aprecia,  en  el  año  de  mil  ocho- 
»cientos  setenta  y  uno  en  la  cantidad  de  un  peso  oro 
)>español,  y  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y 
»nueve  en  un  peso  cuarenta  y  cuatro  centavos  oro  es- 
))pañol,  y  en  cuanto  al  valor  que  tenía  en  Febrero  de 
weste  año,  ratifica  la  operación  que  en  aquella  fe- 
»rlia  presentó;  el  Perito  don  Andrés  Castellá  aprecia 
«por  metro  cuadrado  en  elaño  mil  ochocientos  setenta 
»y  uno  al  precio  de  cinco  centavos;  y  en  mil  ochocien- 
»t<)s  noventa  y  nueve  el  de  seis  centavos;  y  el  Perito  don 
«Andrés  Balaguer  estima  que  el  precio  de  cada  metro 
«cuadrado  d^  mil  ochocientos  setenta  y  uno  ámil  no- 
«vecientos  uno,  es  de  cincuentíi  centavos  y  en  mil  no- 
«vecientos  dos  de  sesenta  centavos,  cuyo  perito  en  su 
«informe  acompañó  un  atestado  del  Notario  don  To- 
«más  Julio  Fernández  de  Cossío,  referente  á  dos  ven- 
«tas  de  terrenos  del  Carmelo,  á  sesenta  centavos  oro 
«america.no  el  metro;  otro  del  Registro  de  la  Propie- 
«dad  sobre  venta  de  varios  solares  á  menos  de  un  peso 
«el  metro  cuadrado,  y  dos  escrituras  de  terrenos  ven- 
«didos  en  la  Chorrera  á  treinta  centavos  el  metro  cua- 
«drado  y  á  cincuenta'  centavos;  los  cuales  informes 
«fueren  ratificados  por  los  expresados  Peritos.» 

Resolución  recorrida: 

Décimosegundo.  Resultando  que  dicha  resolución 
en  su  parte  despositiva  revoca,  como  ya  se  ha  dicho,  el 
auto  apelado  del  Juzgado  inferior  y  fija  en  veint<5  y  nue- 
ve mil  setecientos  cincuenta  y  tres  pesos  sesenta  y  ocho 
centavos  el  importe  de  los  perjuicios  mandados  á  in- 
demnizar á  doña  María  Regla  Sañudo  de  Muñoz  Romay 
l)or  la  ejecutoria  recaída  en  el  juicio  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  instancias  del 
incidente,  y  mandando  devolver  al  Perito  Balaguer  los 
documentos  que  acompañó  con  su  dictamen. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Decimotercero.  Resultando  que  contra  esta  reso- 
lución interpuso  la  representación  de  dicha  señora  re- 


Digiti 


zedby  Google 


JURISPRUDENCIA  CIV1Í>.  143 


carao  de  casación  invocando  el  articulo  mil  seiscientos 
noventa  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  3' 
alegando  que  la  expresada  resolución  provee  contra  lo 
ejecutoriado,  porque  expresa  terminantemente  que 
los  perjuicios  á  cuya  indemnización  estal)a  condenado 
el  Obispado  Católico  de  la  Habana  no  deben  ser  lija- 
dos ni  se  fijan  con  relación  á  la  fecha  de  la  demanda 
ni  de  la  sentencia,  sino  que  se  determinan  por  los  que 
pudieron  ser  treinta  años  antes,  en  el  de  mil  ochocientos 
setenta  y  uno;  y  que  al  resolver  en  esa  forma  dicho 
auto,  es  contrario  á  la  cosa  juzgada  y  provee  en  con- 
tradición con  lo  ejecutoriado  y  hasta  prescinde  de  los 
intereses,  por  lo  que  resulta  ley  infringida  la  referida 
ejecutoria,  porque  las  ejecutorias  son  leyes  para  las 
partes  que  intervinieren  en  el  pleito  en  que  recayeren. 
Decimocuarto.  Resultando  que  admitido  el  re- 
curso expresado  se  personaron  las  partes  en  este  Tri- 
bunal Supremo,  y  en  el  trámite  oportuno  la  parte  no 
recurrente  impugnó  la  admisión  del  recurso  por  va- 
ríos  motivos,  siendo  declarada  sin  lugar  la  impugnación 
por  auto  de  veinte  y  siete  de  Octubre  último;  y  sefía- 
lada  la  vista  para  el  veinte  y  ocho  de  Noviembre, 
tuvo  ésta  efecto  en  esa  fecha  con  asistencia  de  los  abo- 
gados de  las  partes,  habiendo  apoyado  el  recurso  el 
de  la  parte  recurrente  é  impugnándole  el  de  la  otra 
parte. 

Decisión. DEL  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  la  sentencia  de  vein- 
te y  uno  de  Noviembre  de  mil  novecientos  que  dictó 
el  Juzgado  Sur  de  esta  ciudad  y  confirmó  la  Audien- 
cia respectiva,  y  que  el  Tribunal  Supremo  declaró  sin 
higiiT  su  casación,  condenó  al  Obispado  Católico  de  la 
Habana  á  indemnizar  á  la  señora  María  Regla  Sañudo 
de  Muñoz  Romay,  segCm  justa  tasación  pericial,  los 
perjuicios  que  á  dicha  señora  causa  la  existencia  de  la 
servidumbre  legal  de  zona  higiénica  del  Cementeiio 
de  Colón  sobre  parte  de  los  terrenos  de  la  estancia 
«La  Campana»  que  no  se  incluyeron  en  la  expropia- 
ción realizada;  sin  hacer  expresa  referencia  á  la  fecha 
que  ha  de  tenerse  en  cuenta  para  la  valorización  de 
dichos  perjuicios,  dado  que  la  expropiación  referida 
se  realizó  en  el  año  mil  ochocientos  setenta  y  uno. 

Segundo.     Considerando  que  al  fijar  estos  últimos 
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la  resolución  recurrida,  fundándose  en  que  ellos  están 
representados  por  la  diferencia  entre  el  valor  de  la 
porción  de  los  indicados  terrenos  destinada  á  industria 
ó  labores  propios  de  su  condición  ó  naturaleza  y  el  que 
alcanzaría  dedicada  á  fabricación  de  viviendas;  y  que 
ese  demérito  ó  depreciación  del  terreno,  constituye  el 
daño  causado,  que  debe  fijarse  atendiendo  á  los  diferen- 
tes valores  del  mismo  en  la  fecha  de  la  expropiación ; 
no  ha  proveído  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado, 
como  pretende  el  recurrente,  pues  por  el  contrario,  en 
ese  sentido  debe  entenderse  lo  dispuesto  por  la  ejecu- 
toria y  en  la  forma  decretada  procederse  á  su  cum- 
plimiento. 

Tercero.  Considerando  que  al  empleo  del  verbo 
causar  en  tiempo  presente,  que  la  sentencia  refiere  á 
los  perjuicios  que  debe  indemnizar  el  Obispado  Cató- 
lico de  la  Habana,  no  puede  atribuírsele  virtualidad 
y  sentido  tal,  que,  mediante  el  mismo,  sea  procedente 
el  referir  también  los  indicados  perjuicios  al  valor  de 
los  terrenos  en  la  fecha  en  que  el  fallo  se  dictó,  ó  en 
que  la  demanda  se  interpuso,  porque  entre  una  cosa  y 
otro  no  existe  una  relación  directa  y  necesaria,  pu- 
diendo  el  fallo  afirmar  que  los  perjuicios  se  causan  á 
la  demandante  aun  en  el  momento  preciso  en  que  el 
mismo  se  dictó,  sin  que  esto  implique  el  que  para  in- 
demnizarlos se  haya  de  tener  en  cuenta  el  valor  de  los 
terrenos  en  dicha  fecha,  para  lo  cual  sería  preciso  cir- 
cunscribir á  ese  solo  objetp  el  significado  del  vocablo 
empleado,  prescindiendo  de  su  sentido  jurídico. 

Cuarto.  Considerando  que  el  daño  consistente 
en  el  demérito  que  sufre  una  cosa  por  consecuencia  de 
un  hecho  debe  ser  apreciado  á  los  efectos  de  su  indem- 
nización por  la  disminución  de  valor  que  dicha  cosa 
experimenta  en  el  momento  en  que  aquél  se  produce  y 
no  puede  racionalmente  subordinai-se  á  las  ñuctuacio- 
nes  que  experimenta  dicho  valor  en  el  transcurso  del 
tiempo;  ni  lo  que  es  un  derecho  y»  completamente 
integrado  puede  mudar  constantemente  por  virtud  de 
extrañas  circunstancias;  consideraciones  que  con  ser 
elementales,  no  podrían  prevalecer  contra  el  texto  ex- 
preso de  un  fallo;  pero  que  han  de  ser  tenidas  en  cuen- 
ta para  interpretar  sus  disposiciones  con  respecto  á 
particulares  que  no  se  hayan  concretado. 

Quinto.  Considerando,  además,  que  los  actos  de 
la  demandante  en  el  pleito  revelan  que  no  ha  sido  su 
intención  obtener  lo  que  hoy  supone  que  el  fallo  le  ha 
concedido,   porque  en  el  hecho  octavo  de  la  demanda 
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expresa  que  el  día  tres  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  hizo  su  primer  reclamación  oficial  al 
Obispado  de  la  Habana,  solicitando  se  le  cumpliese  la 
obligación  reclamada  en  el  juicio,  y  después  solicita 
que  desde  esa  fecha  le  sean  abonados  intereses^  lo  cual 
no  se  concilia  ciertamente,  ni  con  la  fijación  del  im- 
porte de  dicha  obligación  con  referencia  á  elementos 
que  entonces  no  existían,  cuales  emn  el  valor  de  los 
terrenos  en  la  época  eu  que  se  estableció  la  demanda  ó 
en  que  se  dictó  la  sentencia,  ni  la  interpelación  judi- 
cial puede  producir  ese  efecto,  ni  menos  deben  liqui- 
darse intereses  con  respecto  á  cantidades  ó  valores  que 
no  existían  en  la  fecha  en  que  ellos  se  devengaban. 

Sexto.  (Considerando  que  la  resolución  recurrida 
tampoco  contraría  la  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento 
se  trata,  porque,  como  afirma  el  recurrente,  haya  pres- 
cindido de  los  intereses  al  resolver  en  la  forma  que  lo 
ha  hecho;  toda  vez  que  respecto  á  ese  particular  no 
debía  hacer  pronunciamiento  alguno,  que  ya  la  ejecu- 
toria había  decretado,  ni  el  incidente  á  que  aquélla 
puso  término  tenía  semejante  objeto  y  sí  tan  sólo  «fi- 
jar el  importe  de  los  perjuicios  según  justa  tasación 
pericial»,  que  fué  lo  ordenado  en  el  primer  extremo  de 
la  parte  dispositiva  de  la  mencionada  ejecutoria;  ni  era 
dable  liquidar  dichos  intereses  al  fijar  el  importa  de  los 
perjuicios,  porque  aquéllos  han  de  comprender  necesa- 
riamente desde  la  fecha  de  la  interposición  de  la  deman- 
da hasta  que  se  efectúe  el  completo  pago  al  acreedor. 

Séptimo.  Considerando  que  cuando  se  declara  no 
haber  lugar  &  un  recurso  de  casación  es  necesario  impo- 
ner las  costas  ai  recurrente,  conforme  al  precepto  del 
artículo  cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  con  las 
costas  á  cai^  de  la  parte  recurrente.  Comuniqúese,  etc. 

Abí  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  (riber- 
ga. — Carlos  Revilla. 


ftueb.  de  forma.— Sent.  19.— 27  de  Noviembre  de  1902.— 
(Gac.  6  i^í^r^o.)— Menor  cuantía. 

•  DOCTRINA:  Para  que  proccdn  Ici  onüación  de  una 
sentencia  por  (lcnesa<-'I<''>n  de  una  diHj,;encia  de  prueb.i, 
es  necesario  que  la  diligencia  dcncKada   sea,  en  primer 

T.  :J.--19(«.— 10. 
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término  admisible  según  lasle^'es,  y  para  aijrcclar  este 
requisito  es  necesario  atender  no  sólo  á  la  proceden- 
cia leKal  del  medio  probatorio,  sino  tambi^^a  á  la  for- 
ma en  que  h»  sido  propuesta  6  se  pretenda  practicar 
la  i)rueba. 

Si  bien  la  le.v  no  se  opone  á  la  práctica  se^nfda  al- 
{íunas  veces,  aunque  no  estrictamente  conforme  á  los 
preceptos  procesales,  de  presentar  conjuntamente  con 
el  escrito  de  promoción  de  prueba,  y  hasta  compren- 
dido en  el  mismo,  la  listn  de  los  testigos  de  que  el  pro- 
movente  intenta  x-alerse,  con  todos  los  requisitos  le- 
goics,  no  pueden  darse  por  cumplidos  los  aludidos 
preceptos  procesales,  cuando  el  mismo  promoTcnte, 
reconociendo  que  no  ha  llenado  los  requisitos  de  la 
ley,  anuncia  su  propósito  de  cumplirlos  presentando 
oportunamente  la  correspondiente  lista,  en  cujo  caso 
si  no  la  presenta  dentro  del  término  Icgnl.  no  procede 
practicar  la  prueba  tcstiñcal  admitida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  dos.  Visto  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  foima  procedente  de 
la  Audiencia  de  la  Habana  é  interpuesto  por  el  de- 
mandante en  el  juicio  declarativo  de  menor  cuantía 
seguido  )>or  Vicente  Carrodeguas  y  López,  capataz  de 
de  entibadores  y  vecino  de  esta  capital  contra  la  socie- 
dad de  Zaldo  y  Compañía,  también  domiciliada  en  esta 
íáudad,  en  cobro  de  pesos,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  dicha  Audiencia  en  doce  de 
Septiembre  íiltimo. 

Demanda,  y  coxtestactón: 

Primero.  Resultando  que  en  diez  de  Marzo  del 
corriente  año  Vicente  Carrodeguas  dedujo  demanda 
en  juicio  declarativo  de  menor  cuantía  contra  la  socie- 
dad de  Zaldo  y  Compañía  en  cobro  de  ochocientos  pe- 
sos como  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  in- 
cumplimiento de  un  contrato,  cuyo  juicio  se  sustanció 
en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  distrito  del 
Este  de  esta  c^ipital,  habiendo  comparecido  la  parte 
demandada,  que  se  opuso  á  la  demanda  pidiendo  se  le 
absolviese  de  ella  y  se  declarara  temerario  al  actor 
alegando  al  efecto  no  haber  existido  el  contrato  en  que 
éste  fundaba  su  acción. 

Prueba: 

Segundo.  Resultando  que  recibido  el  pleito  á 
prueba,  en  el  primer  período  de  dicho  trámite  presentó 
el  demandante  escrito  promoviendo  prueba  testifical  á 
cuyo  efecto  acompañó  loa  interrogatorios  conforme  á 
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los  cuales  debían  ser  examinados  los  testigi>s,  ex- 
presando en  séptimo  otrosí  de  dicho  escrito  lo  si- 
guiente: «Interesa  á  mi  parte  que  se  cite  oportunamen- 
»te  al  Ldo.  Antero  Rivas,  al  Sr.  Federico  Fernández  y 
»á  D.  Pedro  C.  Valdés  sin  cuyo  requisito  temo  no  se 
«presten  &  comparecer  en  el  Juzgado  por  no  desagra- 
i»dar  á  la  poderosa  casa  demandada,  para  que  en  el  día 
»q\xe  se  señale,  comparezcan  á  deponer  acerca  de  las 
)ipreguntas  contenidas  en  el  Interrogatorío,  marcado 
«con  el  número  cuatro;  y  en  tal  concepto,  ocurro,  al 
i»Juzgado  solicitando  se  sirva  habiendo  por  presentado 
«con  su  copia  el  aludido  interrogatorio,  disponer  la  ci- 
»tación  que  insinuó  de  los  testigos  cuyas  generales  con- 
«signaré  en  la  lista  que  á  su  tiempo  habré  de  presentar 
«con  el  nombre  de  todos  los  que  han  de  ser  examina- 
ndos en  parte  de  mi  prueba.»    . 

Tercero.  Resultando  que  por  providencia  de  vein- 
te y  uno  de  Abril  recaída  á  dicho  escrito  se  dispuso, 
en  cuanto  es  pertinente  á  este  recurso,  tener  por  pro- 
puesta la  prueba  testifical  y  por  acompañados  los  inte- 
rrogatorios, cuyas  preguntas  se  declararon  pertinentes, 
ordenándose  que  luego  que  se  presentare  la  lista  de  los 
testigos  de  que  la  parte  intentara  valerse  con  los  re- 
quisitos legales  y  se  señalare  el  término  dentro  del 
cual  había  de  practicarse  la  prueba,  se  proveería  á  lo 
demás  que  correspondiese. 

Causa  del  recurso: 

Cuarto.  Resultando  que  decursado  el  término  de 
diez  días  siguientes  á  la  notificación  de  la  antes  dicha 
providencia,  sin  que  el  actor  presentara  la  lista  de  tes- 
tigos, el  Juzgado,  á  instancia  del  demandado,  por 
providencia  de  cinco  de  Mayo  visto  el  artículo  seis- 
cientos treinta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  declaró  decaído  el  derecho  de  que  el  deman- 
dante no  había  usado  oportunamente,  de  presentar 
la  lista  de  testigos  que  habían  de  ser  examinados, 
cuya  providencia  le  fué  notifi^da  á  dicha  parte 
el  día  seis,  y  el  siete  presentó  un  escrito  pidien- 
do se  señalase  día  y  hora  para  el  examen  de  los  testi- 
gos expresados  en  el  tercer  y  séptimo  otrosíes  de  su 
escrito  de  promoción  de  prueba,  consignando  por  otro- 
sí que  había  podido  enterai'se  de  los  domicilios  de  los 
testigos  que  debían  ser  citados,  los  cuales  expuso  en 
dicho  otrosí,  disponiendo  el  Juez  por  providencia  de 
diez  de  Mayo  que  se  estuviese  á  lo  proveído,   por  no 
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haber  presentado  la  parte  oportanament<e  en  forma  la 
lista  de  t<estigos  cuyo  testimonio  pretendía  ntilizar. 

Solicitud  de  scbsaxación:    • 

Quinto.  Resultando  que  contra  esta  resolución 
se  interpuso  y  sustanció  recurso  de  reposición  que  fué 
declarado  sin  lugar  por  auto  de  veinte  y  tres  del  cita- 
do mes  de  Mayo. 

»Sexto.  Resultando  que  en  veinte  y  cuatro  de  Ju- 
nio siguiente  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia declarando  sin  lugar  la  demanda  y  absolviendo 
de  ella  á  la  sociedad^demandada  con  expresa  condena- 
ción de  costas  al  actor,  pero  sin  especial  declaración 
de  temeridad. 

Reprodccción  de  .svbsaxacióx: 

Séptimo.  Resultando  que  apelada  por  el  actor 
esta  sentencia  3'  abierta  la  segunda  instancia  del  jui- 
cio, en  el  trámite  correspondiente  solicitó  el  apelante 
se  recibiera  el  pleito  á  prueba  para  que  se  practicara 
la  testiñcal  antes  referida  que  no  había  sido  practica- 
da en  la  primera  instancia;  accediendo  la  Audiencia  á 
la  apertura  del  trámite,  pero  solo  para  el  examen  de 
los  testigos  comprendidos  en  el  tercer  otrosí  por  en- 
tender que  en  dicho  otrosí  se  habían  expresado  las 
circunstancias  que  la  ley  exige  y  que  son  necesarias 
para  la  identificación  de  los  testigos,  y  negando  el  de 
los  comprendidos  en  el  séptimo  otrosí,  por  no  expre- 
sarse en  él  las  dichas  circunstancias,  ni  haberse  sub- 
sanado la  omisión  dentro  del  término  l^al. 

Res  -LuriÓN  recurrida: 

Octavo.  Resultando  que  contra  este  último  ex- 
tremo de  dicha  resolución  se  interpuso  y  sustanció 
recurso  de  suplica  que  fué  declarado  sin  lugar,  y  pre- 
vio los  demás  trámites,  la  Audiencia  dictó  sentencia 
en  doce  de  Septiembre  filfcimo,  confirmando  con  las 
costas  y  en  iguales  términos  respecto  á  la  temeridad, 
la  dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Noveno.  Resultando  que  contra  esta  sentencia 
interpuso  el  repetido  demandante  el  presente  recurso 
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de  casación  fandado  en  el  caso  quinto  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  ^  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  aleando  el  siguiente  motivo:  «Haberse  de- 
snegado la  práctica  de  la  prueba  testifical  referente  á 
»los  testigos  Ldo.  Antero  Rivas,  Federico  Fernández 
»y  Pedro  C.  Valdée  propuesta  en  primera  instancia  y 
«contra  cuya  providencia  denegatoria  interpuso  re- 
«curso  de  reposición,  también  denegado,  y  que  repro- 
«ducida  en  esta  Audiencia  se  denegó  también,  por  lo 
«que  estableció  el  oportuno  recurso  de  súplica  que 
«obtuvo  la  misma  suerte  contraria,  asistiendo  en  pro 
«de  mi  derecho  el  pi*ecepto  del  articulo  seiscientos 
«treinta  y  nueve  de  la  Ley  procesal  que  solo  exige  la 
«expresión  de  las  circunstancias  de  los  testigos  que  en 
«el  mismo  se  determinan,  si  le  constase,  al  que  los 
«propone». 

Décimo.  Resultando  que  admitido  el  recurso  y 
sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal  se  celebró  la 
vista  pública  del  mismo  el  día  diez  y  nueve  del  mes 
corriente,  con  asistencia  solo  del  Letrado  de  la  parte 
recurrente,  quien  sostuvo  la  procedencia  de  la  capación 
por  el  motivo  alegado. 

Decisión  dkl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magisti*ado  Ángel  C.  Betancourt. 

Primero.  Considerando  que  para  que  proceda  la 
casación  de  una  sentencia  conforme  al  caso  quinto  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  es  necesario  que  la  diligencia 
de  prueba  denegada  sea,  en  primer  término,  admi- 
sible según  las  leyes;  cuyo  requisito  exige  que  se 
atienda  no  solo  á  la  procedencia  legal  de  los  medios 
probatorios,  sino  también  á  si  se  ajustan  ó  no  á  la  ley 
la  forma  en  que  ha  sido  propuesta  ó  se  pretende  pi<ac- 
ticar  la  prueba. 

Segundo.  Considerando  que  conforme  al  articulo 
seiscientos  treinta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  aplicable  á  este  caso  en  virtud  del  precepto 
contenido  en  el  seiscientos  noventa  y  ocho  de  la  misma 
Ley  dentro  de  los  diez  días  siguientes  al  de  la  noMfíca- 
ción  de  la  providencia  admitiendo  la  prueba  testifical 
la  parte  interesada  debe  presentar  la  lista  de  los  testi- 
gos de  que  intente  valerse  expresando  el  nombre  y  ape- 
llido de  cada  uno  de  ellos,  su  profesión  ú  oficio,  su  vecin- 
dad y  las  señas  de  su  habitación,  si  le  constase. 

Tercero.     Considerando  que  si  bien  el  primer  ar- 
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iículo  citado  DO  se  opone  á  la  práctica  algunas  veces 
seguida,  aunque  no  estrictamente  conforme  á  la  letra 
del  precepto  mencionado,  de  presentar  eonjuujbamente 
con  el  escrito  de  promoción  de  prueba,  y  hasta  com- 
prendido en  el  mismo,  la  lista  de  los  testigos  de  que  la 
parte  intenta  valerse,  con  todos  los  requisitos  legales, 
no  puede  darse  por  cumplido  dicho  articulo,  cuando 
el  mismo  pvomovente;  reconociendo  que  no  ha  llenado 
esos  requisitos  anuncia  su  propósito  de  cumplirlos  pre- 
sentando oportunamente  la  correspondiente  lista;  por- 
que en  este  caso  lo  que  procede  es  esperar  á  que  la  par- 
te cumpla  el  propósito  anunciado  para  proveer  con 
vista  de  lo  que  ésta  solicite,  en  la  oportunidad  legal 
prevista  por  ella  misma,  sin  que  le  sea  licito,  pasada 
dicha  oportunidad  pretender  que  sus  manifestaciones 
anteriores,  hechas  teniendo  en  cuenta  la  ley  procesal, 
tenían  un  alcance  distinto  del  que  claramente  resulta 
de  su  texto,  ni  menos  subsanar  fuera  de  tiempo  las 
omisiones  que  existen  en  su  promoción. 

Cuarto.  Considerando  que  en  el  caso  concreto 
sobre  que  versa  este  recurso,  el  recurrente  por  el 
séptimo  otrosí  de  su  escrito  de  promoción  de  prueba 
se  limitó  á  nombrar  unos  testigos  al  objeto  de  que 
fueran  citados  personalmente  en  el  momento  oportuno, 
consignando  que  expresaría  las  generales  de  dichos 
testigos  en  la  lista  que  á  su  tiempo  había  de  presentar 
con  el  nombre  de  todos  los  que  habían  de  ser  exami- 
nados, y  decursado  el  término  legal  sin  presentar  la 
anunciada  lista,  el  Juez  á  instancia  de  la  parte  con- 
traria declaró  decaído  el  derecho  á  presentar  dicha 
lista  y  en  su  consecuencia  negó  el  examen  de  dichos 
testigos,  cuya  negativa  mantuvo  la  Sala  sentenciadora 
en  el  trámite  oportuno,  por  no  haber  la  parte  dentro 
del  término  legal  cumplido  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo seiscientos  treinta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  negativa  que  se  ajusta  á  la  doctrina 
expuesta  en  el  Considerando  anterior  y  que  además 
tiene  en  su  apoyo  el  precepto  del  artículo  trescientos 
ocho  de  la  citada  ley  procesa). 

Quinto.  Considei*ando  que  siendo  ajustada  á  la 
ley,  la  resolución  de  la  Sala  sentenciadora  que  ha  da- 
do origen  á  este  recui*so,  no  se  ha  cometido  con  ella 
el  quebrantamiento  de  forma  que  se  invoca  con  moti- 
vo de  la  casación  del  fallo,  y  por  tanto  procede  dene- 
gar ésta,  imponiendo  en  cumplimiento  del  artículo  XL 
de  la  Orden  niímero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  las  costas  al  recurrente. 
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Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma  interpuesto  por  Vicente  Carrodeguas  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  doce  de  Septiembre  último 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
con  las  costas  á.  cargo  de  dicho  recurrente. — Devuél- 
vanse, etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giber- 
ga, — Carlos  Revilla. 


ftx&eb.  de  forma  é  inf.  de  ley.— Sent.  20.— 2  de  Diciembre 
de  1902.  (^ac.  ,9  fV6rero.)— Mayor  cuantía. 

DOCTRINA:  Para  que  proceda  el  recibimiento  á 
prueba  en  la  seg^unda  instancia  con  objeto  de  practi- 
car una  diligencia  denegada  en  la  primera,  es  necesa- 
rio que  la  Sala  estime  pertinente  la  obligación  dene- 
gada; y  cuando  por  no  estimarla  así  deniega  el  recibi- 
miento á  prueba,  para  que  proceda  la  casación  en 
preciso  que  la  diligencia  denegada  haya  podido  produ- 
cir indefensión  al  recurrente. 

Cuando  se  trata  del  cobro  de  unas  obras  realizadas 
en  concepto  de  extraor^linnrins  y  no  comprendidas  en 
un  contrato,' si.  el  demandado  no  niega  que  dichas 
obras  se  realizaran  sino  que  alega  como  excepción 
que  estaban  comprendidas  en  el  contrato,  la  diligen- 
cia de  reconocimiento  judicial,  para  demostrar  la 
existencia  de  las  repetidas  obras,  es  impertinente  para 
resolver  la  cuestión  litigiosa,  y  su  falta  no  puede  pro- 
ducir indefensión  al  demandante. 

No  puede  sostenerse  que  ha  sido  denegada  una  prue- 
ba, cuando  se  ha  practicado  en  el  juicio  y  no  obstante 
faltarle  algún  requisito  ha  sido  apreciada  en  el  fallo. 

Para  que  proceda  el  recibimiento  &  pVueba  en  la  se- 
gunda instancia  conforme  á  los  números  3?  y  4V  del 
artículo  861  de  la  lej'  de  Enjuiciamiento  Civil,  es  nece- 
sario que  el  solicitante  precise  el  hecho  ó  hechos  que 
intente  probar  A  fin  de  que  pueda  ser  estimada  por  la 
Sala  su  influencia  en  el  pleito  y  en  vista  de  ello  conce- 
der ó  negar  la  apertura  del  trámite. 

Las  infracciones  legales  que  se  invoquen  como  causa 
de  casación  han  de  referirse  á  la  cuestión  del  pleito,  y 
á  los  hechos  establecidos  como  probados  en  la  sen- 
tencia. 

Para  que  el  contratista  pueda  reclamar,  conforme 
al  artículo  1593  del  Código  Civil,  el  aumento  del  pre- 
cio por  haberse  aumentado  las  obras  de  construcción 
de  un  edificio,  pactadas  sobre  un  plano  y  con  ajuste 
alzado,  es  necesario  que  el  propietario  haya  autoriza- 
do el  cambio  ó  aumento  de  las  obras. 

Los  artículos  1091  y  1591  del  Código  Civil  no  con- 
tienen reglas  para  apreciar  el    valor,   fuerza  ó  eficacfa 
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de  los  medios  de  prueba  y  su  infracción  no  puede  invo 
carse  en  un  motivo  fundado  en  el  número  7?  del  ar 
tículo  1690  de  la  ley  de  Bnjuiciamlento  Civil 

La  copia  simple  de  un  documento  privado  no  mere- 
ce el  concepto  de  documento  auténtico,  al  efecto  de 
demostrar  con  ella  un  error  de  hecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  atribuido  al  Tribunal  sentenciador. 

La  naturaleza  de  un  contrato  de  construcción  en  el 
que  el  contratista  se  obli^^a  á  realisar  las  obras  de 
una  manera  sólida  y  fuerte,  bagase  ó  no  responsable 
de  subsanar  las  faltas,  impone,  por  virtud  del  artículo 
12.'N8  del  Código  Civil,  la  subsanación  de  Ioh  defectos 
que  perjudiquen  á  la  solidez  como  consecuencia  de  la 
buena  fe  que  debe  presidir  y  ciuesc  supone  existente  en 
todo  contrato. 

• 

En  la  ciudad  de  la  Habana  k  dos  de  Diciembre  de 
mil  novecientos  dos,  visto  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley  inter- 
puesta por  el  demandante  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  dicha  Audiencia  en  cinco  de 
Septiembre  último,  en  el  juicio  declarativo  de  mayor 
cuaptia  seguido  por  José  Suárez  Lasarte  contra  Yic- 
teiio  Iglesias,  ambos  del  comercio  y  vecinos  de  esa 
capital,  en  cobro  de  pesos  procedentes  de  arrenda- 
miento de  servicios,  suplementos  y  materiales. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  aceptó  la  relación  de  hechos  de  la  dictada  en 
primera  instancia  por  el  Juez  del  Distrito  Este,  de  es- 
ta capital,  en  veinte  y  tres  de  Diciembre  del  año  pró- 
ximo pasado,  la  cual  se  contiene  en  los  treinta  Resul- 
tandos que  á  continuación  se  transcr]l)en. 

Demanda: 

Segundo.  Resultando  que  Suárez  Lasarte  acredi- 
tando hal>er  intentado  la  conciliación  previa  sin  efec- 
to, entabló  la  presente  demanda  contra  Victorio  Igle- 
sias pidiendo  que  en  defínitiva  se  declare  con  lugar  y 
se  condene  al  demandado  á  que  eu  el  acto  le  pague  el 
importe  de  las  obras  que  le  iuleuda  con  arreglo  á  la 
relación  que  presentaba,  ó  á  los  precios  que  tasaron 
los  peritos  y  aceptare  el  Juzgado  en  todo  aquello  que 
el  precio  no  fué  objeto  de  un  ajuste  previo,  con  las 
costas  á  su  cargo.  Y  esa  pretensión  la  fundó  en  los 
siguientes  hechos,  respecto  de  los  cuales  estableció  las 
consideraciones  de  derecho  que  estimó  aplicables: 
Primero:  que  el  actor  en  concepto  de  contratista,  se 
obligó  á  ejecutar  en  el  café  calle  del  Prado  esquina  á 
Dragones,  bajos  del  Centix>  Gallego,  fiu^ilitando  su  ti*a- 
bajo  y  su  industria,  así  como  los  materiales,  las  obi-as 
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enameradas  en  la  Relación  que  presentaba  y  señalaba 
con  los  números  del  uno  al  once^  ainbos  inclusives, 
cuyas  obras  entregó  terminadas  en  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve.  Segundo:  que  esas  obras 
las  ajusto  en  el  precio  alzado  de  seiscientos  pesos  en 
oro  español  que  se  obligó  á  pagarle  Iglesias,  dueño  del 
café  en  donde  se  efectuaron  por  su  orden  y  encargo  y 
en  su  utilidad  y  beneficio.  Tercero:  que  con  arreglo 
al  convenio  ó  memoria  del  que  acompañaba  una  copia 
por  haberse  hecho  sólo  un  ejemplar  que  se  hallaba  en 
poder  del  demandado,  el  demandante,  también  en  con- 
cepto de  contratista,  se  obligó  á  realizar  poniendo  su 
industria,  su  trabajo  personal  y  los  materiales  necesa- 
rios, las  obras  que  el  citado  convenio  enumeraajusta- 
das  en  el  precio  alzado  de  seis  mil  pesos  oro  español 
que  el  dueño  de  la  fábrica,  Iglesias,  se  obligó  á  pagar 
en  tres  plazos  ya  vencidos.  Cuarto:  que  con  arreglo  á 
su  compromiso  el  actor  ejecutó  las  obras  y  puso  los 
materiales  convenidos  en  la  citada  memoria  y  durante 
la  ejecución  de  la  obra,  y  aun  ya  después  de  termina- 
da ésta  el  propietario  de  la  finca  le  encargó  los  cam- 
bios de  obra,  aumentos  y  obras  nuevas  que  se  precisan 
y  enumeran  en  la  mencionada  relación  y  van  señala- 
dos con  los  números  del  trece  al  veinte  y  cinco  ambos 
inclusives,  que  son :  Trece:  construir  una  habitación 
•de  ladrillo  y  cristalería  que  sirve  de  escritorio,  situa- 
da entrando,  á  la  derecha  y  contigua  á  la  que  sir- 
ve de  dormitorio.  Catorce:  la  habitación  donde  se 
instaló  la  cocina.  Quince:  el  depósito  para,  el  fo- 
rraje. Diez  y  seis:  edificar  diez  metros  de  muro, 
cero  cuarenta  y  dos  de  espesor  situado  en  el  ala 
izquierda  y  al  fondo.  Diez  y  siete:  tres  pilares 
de  ladrillo.  Diez  y  ocho:  tres  divisiones  de  cí- 
taras á  cuarenta  y  ocho  pesos  cada  una.  Diez  y 
nueve:  dos  escaparates  de  ladrillo,  uno  en  la  habita- 
ción de  la  dependencia  y  otro  enja  cocina.  Veinte: 
un  tanque  de  cemento  y  ladrillo.  Veinte  y  uno:  un 
inodoro  y  una  instalación  del  mismo.  Veinte  y  dos:  ins- 
talación del  agua, — la  Eelación  dice  gas. — Veinte  y 
tres:  noventa  metros  de  cimiento  en  todo  lo  que  es 
pared  maestra  en  la  parte  delantera.  Veinte  y  cua- 
tro: trasladar  el  inodoro  al  testero  del  fondo  del  pa- 
tio. Veinte  y  cinco:  jornales  y  materiales  para  tras- 
ladar la  habitación  de  la  dependencia  del  lugar  seña- 
lado y  convenido  en  el  plano,  como  se  hizo,  al  lugar 
escogido  después  por  el  propietarío. — Quinto:  que  á 
cuenta  del  t^tal  importe  de  las   obras,  ascendente  á 
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ocho  mil  cp.atrocientos  cinco  peB06.  Suárez  Lasarte  ha 
recibido  en  (ÜBtintas  partidas  hasta  la  suma  de  seis 
mil  pesos,  de  los  coales  otorgó  recibos  parciales  tam- 
bién quedando  éstos  anulados  por  un  recibo  que  otor- 
gó á  Iglesias  en  Abril  de  mil  novecientos  y  que  poco 
más  ó  menos  dice  así:  «Recibí  de  don  Victoriano  Igle- 
i>sias  la  cantidad  de  seis  mil  pesos  á  cuenta    de  las 
Dobras  que  le  vengo  efectuando,  quedando  nulos  y  de 
uningán  valor  todos  los  recibos  existentes  ó  que  exis- 
;)ten  en  su  poder  de  esta  fecha  atrás. — Habana,   Abril 
»cuatro  de  inil  novecientos.  Firmado:  José  Suárez.»  Y 
de  consiguiente,  el  demandado  le  resta  la  suma  de  dos 
mil  cuatrocientos  cinco  pesos  por  cuya  falta  de  pago  y 
para  olítenerlos  establece  la  demanda. — Sexto:  que 
acompaña  el  plano  de  la  obra  ajustada  en  seis  mil  pe- 
sos á  ñn  de  poder  fí|ar  en  el  mismo  y   en   su   oportu- 
nidad  los  aumentos  de  obra   realizados  y  los  cam- 
bios exigidos  por  el   propietario  fuera  de   lo  pacta- 
do.    Séptimo:  que  el  pormenor  de  cuenta  que  tam- 
bién acompañaba,  es  él  recibo  satisfecho  por  Suárez 
Lasarte  para    pagar    el    importe    de  la  instalación 
de  gas  hecha  en  la  casa  Blanco  veinte  y  nueve  y  trein- 
ta y  uno  en  beneñcio  del  propietario  y  en  concepto  de 
aumento  de  obra  no  ajustada  ni  convenida  en  el  con- 
trato ó  memoria  mencionada.     Octavo:  que  como  se 
ha  dicho  antes,  del  convenio  aludido  se  hizo  un   solo 
ejemplar  que  quedó  en  poder  del  demandado,  habiendo 
sacado  la  copia  acompañada  el  Licenciado  Secundino 
Baños,    teniendo  á  la  vista  el  original  que  le  entregó 
Iglesias.     Noveno:  que  el  actor  por  sí,  y  otras  veces 
por  mediación   del  Licenciado  Baños,    ha   procurado 
reiteradamente  obtener  del  deudor  el  pago  de  su  cré- 
dito.    Y  presentó   con  la  demanda  además  del  poder 
que  a'iredita  la  personería  del  mandatario  y  la  certifi- 
cación del  acto  de  conciliación,  la  memoria  ó  convenio 
citado  en  los  hechos  tercero  y  octavo,  que  señaló  con 
el  número  dos,    y  ocupa  el  folio  cuatro,  el  plano  que 
se  menciona  en  el  hecho  sexto,  que  señaló  con  el  nú- 
mero tres,  y  ocupa  el  folio  cinco,  la  cuenta  á  que  se 
reñere  el  hecho  séptimo  por  valor  de  ciento  seis  pesos 
oi*o,  que  señaló  con  el  número  cuatro  y  ocupa  el  folio 
seis,  y  la  Relación  aludida  en  los  hechos  primero,  se- 
gundo y  cuarto,  que  señaló  con  el  número  sexto  que 
ocupa  el  folio  ocho. 

CoNTi-isT  ación: 

Tercero.     Resultando  que  el  demandado,  á  quien 
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se  conñrió  traslado  con  emplazamiento  en  forma,  com- 
pareció en  los  antos  y  contestó  la  demanda  pidiendo 
que  en  definitiva  se  declare  sin  logar  admitiendo  sus 
excepciones  é  imponiendo  las  costas  al  actor,  al  mismo 
tiempo  formuló  reconvención  pidiendo  que  se  condene 
al  actor  á  pagarle  como  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  la  cantidad  de  setecientos  cincuenta  pesos 
oro  español,  más  la  que  fijasen  los  peritos  oportuna- 
mente. Pala  todo  ello  fijó  en  cuanto  la  contestación 
á  la  demanda,  los  siguientes  hechos:  Primero:  que  en 
cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  se  celebró  un  contrato  entre  Suárez  Lasarte 
é  Iglesias,  pror  el  cual  el  primero  se  comprometió  á 
realizar  por  el  precio  alzado  de  seiscientos  pesos  en 
oro,  las  obras  especificadas  en  el  documento  priva- 
do que  acompañó  con  el  número  uno  y  ocupa  el  folio 
veinte  y  cuatro.  Segundo:  que  Iglesias  con  arreglo 
á  lo  convenido,  pagó  á  Suárez  Lazarte  el  importe  de 
las  obras  ajustadas  según  dicho  documento  y  además 
otras  que  no  se  especificaban,  ascendiendo  lo  pagado 
á  seiscientos  noventa  pesos  diez  centavos  como  lo  com- 
probaba con  la  cuenta  autorizada  por  Suárez  que  pre- 
sentó con  el  número  dos  y  ocupa  el  folio  veinte  y  cin- 
co. Tercero:  que  en  veinte  y  cuatro  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  se  celebró  otro 
contrato  entre  Suárez  é  Iglesias,  por  el  cual  el  prime- 
ro se  comprometió  á  realizar  las  obras  especificadas 
en  el  documento  que  acompañó  con  el  número  tres  y 
ocupa  el  folio  veinte  y  seis,  mediante  el  precio  alzado 
de  seis  mil  pesos  en  oro;  y  al  efecto  y  conforme  al 
plazo  se  realizaron  las  obras  en  la  casa  calle  de  Blanco 
número  veinte  y  nueve  y  treint-a  y  uno,  habiéndose 
dado  principio  á  ellas,  después  de  terminadas  y  liqui- 
dadas las  de  Prado  y  Dragones.  Cuarto:  que  Iglesias 
pagó  al  contratista  Suárez  en  los  plazos  que  señala  el 
documento  las  cantidades  correspondientes  habiéndo- 
le entregado  aún  antes  de  terminadas  las  obras  por 
completo  lo  que  restaba  para  completar .  los  seis  mil  i^' 

pesos  estipulados,  sin  que  se  otorgase  recibo  de  li- 
quidación entre  ambos.  Quinto:  que  las  obras  ajus- 
tadas y  que  el  actor  conceptúa  como  extraordinarias, 
son  consecuencia  necesaria  para  la  solidez  de  lo  cons- 
truido, unas;  otras  conforme  á  lo  convenido,  y  las  de- 
más relativas  á  las  necesidades  de  la  comodidad  y  de 
la  higiene,  según  se  habla  obligado  en  el  documento 
número  tres,  sin  que  Iglesias  baya  ordenado  ni  auto- 
rizado obra  alguna  fuera  de  lo  convenido.    Sexto: 
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que  la  instalación  del  gas  no  ha  sido  ordenada  por 
Iglesias  habiéndolo  ejecutado  Saárez  por  su  espon- 
tánea voluntad,  en  concepto  de  referirse  á  las  ne- 
cesidades de  la  comodidad;  y  tanto  á  esa  instala- 
ción como  á  los  escaparates  de  ladrillo  que  no  es- 
tán expresados  en  el  documento  y  á  las  demás  obras, : 
se  les  ha  fijado  un  precio  exhorbitante  con  el  que 
no  puede  conformarse.  En  cuanto  á  la  reconven- 
ción, fijó  como  hechos:  Primero:  que  Suárez  La- 
sarte, por  el  documento  número  tres,  acompafiado  con 
la  demanda,  se  obligó  á  construir  fuerte  y  sólido  el. 
edificio  de  Blanco  veint-e  y  nueve  y  treinta  y  uno  y  á 
subsanar  cualquiera  cosa  que  dentro  del  plano  ó  ya* 
dentro  del  documento  no  estuviesen. con  relación  á  su 
compromiso  y  obligándose  del  propio  modo  á  realizar 
las  demás  obras  que  no  especificadas  en  el  documento- 
fuesen  relativas  con  las  necesidades  de  la  comodidad 
y  de  la  higiene.  Segundo:  que  terminadas  las  obras 
que  especifica  el  aludido  documento,  fueron  tales  los 
vicios  observados  en  la  parte  principal  del  edificio  por. 
la  excesiva  distancia  entre  los  tii'antes,  que  Iglesias 
no  ha  querido  recibirlas;  y  sólo  á  reiteradas  instancias 
del  contratista  que  se  comprometió  á  repararlas,  mu- 
dó para  la  casa  el  Establo  de  coches  que  tenia  en  la 
calle  de  Consulado,  por  cuyo  traslado  le  apremiaba  la- 
Sección  de  Higiene  correspondiente  y  que  el  mismo 
contratista  le  aseguró  que  las  obras  habían  sido  apro- 
badas por  el  Ayuntamiento.  Tercero:  que  el  Arqui- 
tecto Municipal  informó  al  Ayuntamiento  en  su  visita 
de  inspección  á  las  obras  realizadas,  de  las  deficien- 
cias que  había  observado  y  proponía  lo  que  á  su  juicio 
era  necesario  para  precaver  los  resultados  de  tan  de- 
defectuosas  obras  y  de  conformidad  con  ese  dictamen, 
el  Ayuntamiento  requirió  á  Iglesias  para  colocar  dos» 
columnas  de  hierro  en  la  primera  y  segunda  crujía,  lo 
que  comprobaba  con  la  cédula  de  notificación  que  acom- 
pañaba niarcada  con  el  número  ocho  y  unida  al  folio 
treinta  y  seis.  Cuarto:  que  Suárez  Lasarte,  en  cumpli-» 
miento  de  lo  prometido  y  después  de  instalado  Iglesias 
en  la  casa,  colocó  solamente  la  columna  de  hierro  en  la 
primera  crujía,  teniendo  necesidad  Iglesias  de  buscar, 
otro  maestro  de.  obras  para  que  colocase  la  otra  colum-. 
na  en  la  segunda  crujía  satisfaciendo  por  ese  concep- 
to la  suma  de  trescientos  pesos  oro  español,  según  el 
documento  que  acompañaba  con  el  número  nueve  y 
ocupa  el  folio  treinta  y  cuatro. — Quinto:  que  las  obras 
realizadas  relativas  á  la  higiene  y  comodidad  no  fue- 
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ron  ejecutadas  conforme  á  lo  convenido,  ni  en  ellas  se 
han  observado  los  preceptos  que  las  regalan  y  que  no 
puede  ignorar  un  contratista,  mucho  menos  cuando 
así  se  le  recomendaba  en  la  licencia;  y  que  recibida  por 
Iglesias  la  comunicación  que  en  copia  simple  acompa- 
ñaba marcada  con  el  námero  cuatro  y  que  ocupa  el 
folio  veinte  y  ochó,  tuvo  necesidad  de  buscar  otra  per- 
sona qué  las  realizara,  satisfaciendo  por  ese  concepta 
la  suma  de  doscientos  cincuenta  pesos  oro  espafiol,  se- 
gún el. presupuesto  y  recibos  números  cinco  y  seis  que 
también  acompañaba  y  ocupan  los  folios  treinta  y  trein- 
ta y  uno. — Sexto:  que  al  hacer  uso  de  las  caballerizas 
y  escalera  de  la  azotea,  se  notaron  las  imperfecciones 
de  que  adolecían,  siendo  necesario  atender  á  su  repara- 
ción para  evitar  mayores  perjuicios  á  cuyo  fin  se.  colo- 
có el  techo  de  zinc  correspondiente,  costando  á  Igle- 
sias esas  obras,  la  suma  de  doscientos  pesos  oro  espa- 
ñol, según  el  recibo  número  siete  que  acompañaba  y 
que  ocupa  el  folio  treinta  y  dos. — Séptimo:  que  los 
daños  y  perjuicios  causados  por  los  vicios  de  construc- 
ción consignados,  además  de  lo  que  se  aprecien  por 
peritos  en  su  oportunidad  por  ser  imposible  fijarlos 
desde  ahora. — Octavo:  que  esos  daños  y  perjuicios 
fueron  causados  por  culpa  y  negligencia  del  contratis- 
ta, quien  ha  procedido  con  malicia  al  asegurar  á  Igle- 
sias que  el  Ayuntamiento  había  aprobado  las  obras;  al 
no  subisanar  los  defectos  conforme  se  había  obligado  y 
al  interesar  la  mudada  é  instiilación  en  el  local.  Fijó 
los  puntos  de  derecho  que  estimó  aplicables  á  la  recon- 
vención é  hizo,  la  manifestación  de  que  acompañaba  co^ 
piaaimple  de  la  licencia  concedida  por  el  Ayuntamien- 
to para  la  construcción  de  la  casa  Blanco  veinte  y  nue- 
ve y  táreinta  y  uno  y  del  documento  número  cuatro, 
por  serle  imposible  acompañar  los  originales. 

Réplica  : 

Cuarto.  Eesultando  que  el  autor,  evacuando  el 
trámite  de  réplica,  fijó  definitivamente  los  hechos,  con- 
signando que  reproduce  los  de  la  demanda,  que  acepta 
el  primero  de  la  contestación;  que  no  es  cierto  el  se- 
gundo, pues  Suárez  dio  el  recibo  á  que  el  hecho  se 
refiere  otorgándolo  en  los  términos  en  que  aparece  re-* 
dactado  á  pedimento  de  Iglesias,  que  le  hizo  presente 
lo  necesitaba  en  esos  términos  para  Henar  formalida- 
des dé  su  contabilidad;  pero  es  lo  cierto  que  no  recibió 
en  la  fecha  del  recibo  ni  separadamente,  la  cantidad 
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expresada  en  el  inismo,  sino  cantidades  parciaJes  im- 
portanteft  á  seis  mil  pesos  englobados  y  comprendidas 
en  el  recibo  qne  por  esa  suma  y  anulando  los  docum^i- 
tos  anteriores  otorgó  á  Iglesias  después;  que  en  cuanto 
al  hecho  tercero,  sólo  acepta  como  cierto  que  se  celebró 
el  contrato  de  obra  de  la  casa  Blanco  veinte  y  nueve  y 
treinta  y  uno,  en  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  en  los  términos  que  expresa  la  copia 
presentada  con  la  demanda,  obras  que  comenzaron 
cuando  aúu  no  habían  concluido  las  del  café  y  se  eje- 
cutaron conjuntamente;  que  acepta  el  hecho  caartO) 
sólo  en  cuanto  afírina  que  no  se  otorgó  recibo  de  liqui- 
dación entre  Iglesias  y  Suárez;  por  la  sencilla  razón 
de  que  no  han  liquidado  todavía;  extremo  esencial  y 
causa  de  esta  demanda;  que  niega  los  hechos  quinto  y 
sexto,  y  que  el  demandado,  de  un  modo  expreso  y 
convenido,  aceptó  todas  las  responsabilidades  deriva- 
das do  la  construcción  de  la  casa,  y  al  hacerse  cargo 
de  olla  aceptándola  sin  protesta  ni  reparo  alguno;  y 
la  acept/ó  especialmente  con  todo  defecto  ó  deficiencia 
derivada  de  tiranterla  que  se  puso  á  medida  de  sección 
convenida  de  antemano  y  conociendo  ya  los  reparos 
(jue  hacía  ya  el  Ayuntamiento  en  diez  de  Mayo  último. 
(Contestó  la  reconvención  negando  todos  los  hechos  en 
que  se  funda  y  la  pertinencia  de  los  fundamentos  lega- 
les en  que  se  apoya.  Pidió  que  se  falle  desestimando 
las  excepciones  alegadas  por  el  demandado,  asi  como 
la  reconvención  propuesta  é  impugnó  la  validez  de  los 
documentixs  presentados  con  la  contestación  y  recon- 
vención, aceptando  sólo  el  contrato  señalado  con  el 
número  tres,  ó  sea  el  de  la  obra  de  la  casa  Blanco 
veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno,  en  cuanto  sea  repro- 
ducción literal  de  la  copia  acompañada  con  la  de- 
manda. 

Duplica; 

Quinto.  Resultando  que  el  demandado,  evacuan- 
do el  trámite  de  duplica,  reprodujo  los  hechos  en  qae 
fundó  su  contestación  á  la  demanda  y  los  de  la  recon- 
vención que  estableció;  negó  lo  manifestado  por  el  ac- 
tor con  relación  al  hecho  segundo  de  la  contestación, 
manifestando  que  el  recibo  &  que  hacia  referencia,  fíié 
otorgado  por  Suárez  al  liquidarse  la  cuenta  correspon- 
diente al  café  Prado  y  Dragones  y  no  porque  fuese  so- 
licitado por  Iglesias  para  facilitar  la  contabilidad. 
isegO  la  afirmación  hecha  en  la  réplica  respecto  á  qne 
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los  trabajos  de  Prado  y  Dragones  fueron  ejecutado» 
simultáneamente  con  los  de  Blanco  veinte  y  nueve  y 
treinta  y  uno.  Negó  igualmente  la  afirmación  hecha 
en  la  réplica  de  que  por  no  haberse  liquidado  todavía, 
no  se  habla  otorgado  recibo  de  liquidación,  pues  Juá- 
rez Lazarte  ha  percibido  los  seis  mil  pesos  en  que  fué 
ajustada.  Negó  también  en  absoluto  todo  lo  asevera- 
do por  el  actor  acerca  de  haber  aceptado  Iglesias  las 
responsabilidades  derivadas  de  la  construcción  de  la 
casa  con  los  defectos  ó  deficiencias  de  la  tirantería;  y 
al  contrario  manifiesta  que  jamás  aceptó  las  obras  de 
Blanco  veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno,  sin  exponer 
los  reparos  consiguientes,  siendo  prueba  evidente  de 
ello  el  hecho  de  que  aón  después  de  instalado  en  la 
casa  Iglesias,  había  colocado  el  contratista  una  de  las 
colunina^'á  que  hacia  referencia  la  comunicación  del 
Ayuntamiento;  siendo  incierto  que  Iglesias  hubiese 
convenido  con  dicho  contratista  la  colocación  de  la 
tirantería  á  la  medida  de  la  sección  que  tiene,  cau- 
sando todos  los  perjuicios  sufridos  y  los  que  se 
sufrirán  por  ese  vicio  de  construcción  y  de  que  sólo  es 
responsable  Suárez,  bastando  para  desvirtuar  la  ase- 
veración de  éste,  con  sólo  fijarse  en  que  no  podía  ha- 
cer reparos  el  Ayuntamiento  á  una  cosa  que  aún  no 
existía.  Y  concluyó  pidiendo  que  se  desestime  la  de- 
manda y  se  declaren  sin  lugar  las  excepciones  alega- 
das y  la  reconvención  propuesta. 

Sexto.  Kesultando  que  de  conformidad  ambas 
partes  se  recibió  el  pleito  á  pruel>a,  señalándose  un 
término  para  proponerla  y  otra  para  ejecutarla. 

Prueba: 

Séptimo.  Resultando  de  la  prueba  admitida  3^ 
practi(»rda  á  instancia  del  actor,  que  se  llevaron  á  efec- 
to simtáneluamente  el  reconocimiento  judicial  y  el  pe- 
ricial, éste  por  tres  peritos,  de  la  casa  Blanco  veinte  y 
nueve  y  treinta  y  uno,  y  no  pudiendo  emitir  aquellos 
en  el  acto  su  dictamen,  se  les  concedió  termino  para 
hacerlo,  consignándose  sólo  el  resultado  del  reconoci- 
miento judicial,  que  fué  el  siguiente:  que  á  la  entrada 
y  hacia  la  derecha  se  encuentra  una  habitación,  que 
tiene  al  frente,  hacia  las  ventanas  que  dan  á  la  calle, 
un  hueco  de  puerta  cubierto  de  persianas  de  madera 
y  cristales  y  dos  huecos  de  puertas  hacia  su  costado 
izquierdo,  construido  de  ladrillo,  estando  en  su  inte- 
rior dividido  en  dos  habitaciones  con  un  tabique  y  su 
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puerta;  que  á  la  derecha  se  encuentran  un  pilar  del 
cual  nace  un  tabique  de  ladrillo  y  como  á  diez  metrop 
otro  pilar  también  de  ladrillo  del  cual  nace  otro  tabi- 
que de  ladrillo  como  de  dos  metros  de  alto  y  junto  á, 
la  pared  del  fondo  y  en  la  misma  línea  otro  pilar  de 
ladrillo;  que  al  fondo,  y  adosado  á  la  pared  del  mismo, 
se  encuentra  una  habitación  de  ladrillo  con  dos  puer- 
tas de  madera  que  corresponden  á  la  división  interior 
en  dos  inodoros;  que  á  la  izquierda,  entrando,  se  en- 
cuentra un  tanque  de  ladrillo  y  cemento  y  en  la  mis- 
ma dirección  la  cocina  separada  de  una  habituación  del 
lado  por  un  tabique  y  conteniendo  un  escaparate  de  la- 
drillo ;  que  en  la  habitación  que  se  dice  de  la  dependencia 
existe  también  otro  escaparate  deladri]lo;^ueen  el  pa- 
tio se  encuentra  otro  tanque  de  ladrillo  y  cemento  junto 
á  una  división  de  ladrillo  como  de  dos  metros  la  que 
termina  en  un  pilar  de  ladrillo;  que  al  final  del  mismo 
lado  izquierdo  y  después  de  las  caballerizas,  se  en- 
cuentra otro  pilar  del  cual  nace  una  pared  de  ladrillo 
que  tiene  la  misma  altura  que  aquél  y  que  con  la 
pai^  del  frente  del  patio  y  la  medianera  de  la  colin- 
dante y  otra  pared  de  ladrillo  con  su  hueco  de  puerta 
forman  la  liabitación  en  que  está  depositado  el  forra- 
je;^ que  existe  la  cañería  de  instalación  para  el  gasi;  y 
por  último,  hizo  constar  el  Juez  que  practicó  el  reco- 
nocimiento no  haber  podido  apreciar  por  la  simple 
vista,  la  edificación  de  los  diez  metros  de  muró,  de 
cuarenta  y  dos  centímetros  de  espesor  áque  se  refiere 
el  número  decimosexto  de  la  relación  del  folio  ocho 
de  estos  autos;  que  tampoco  puedo  apreciar  lá  existen- 
cia, por  no  ofrecerse  á  la  simple  vista  de  los  noventa 
metros  de  cimiento  á  que  se  contrae  el  número  décimo- 
tercero  de  la  citada  relación,  y  que  no  pudo  compro- 
bar la  traslación  del  inodoro  y  los  jornales  y  materia- 
les á  que  se  refieren  los  números  vígésimocuarto  y 
vigéaimoquinto  de  la   propia  relación. 

Octavo.  Resultando  de  la  misma  prueba  del  ac- 
tor, que  el  t<?stigo  Cristóbal  Danden  y  Madrazo,  es- 
cultor, y  que  manifestó  no  comprenderle  con  los  liti- 
gantes las  generales  de  la  ley,  declaró  ser  cierto  y 
constarle  que  Suárez  Lasarte  trabajaba  con  sus  opera- 
rios en  los  últimos  meses  del  año  noventa  y  nueve 
en  el  café  de  la  calle  del  Prado  esquina  á  Dragones, 
bajos  del  Centro  Gallego,  en  cuyo  café  ejecutaba 
varias  obras  de  carpintería  y  de  reparación  en  el 
mostrador,  cantina  y  divisiones  del  local;  que  esas 
obras  se  hacían  por  cuenta  de  Iglesias  que  era  el 
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dueño    del  café;    que  al  mismo  tiempo  en  que  esas 
obras  se    ejecutaban  en  el    café,    hacia    otras    Suá- 
rez  Lasarte   con  sus  operarios  en    la    casa  calle  de 
Blanco,  número  veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno,  tam- 
bién por  cuenta  de  Iglesias;  que  muchas  veces  los  ope- 
rarios que  trabajaban  en  el  café  lo  hacían  el  mismo 
día  en  la  casa  Blanco,  veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno; 
que  cuando  se  comenzaron  las  obras  de  esta  casa,  no 
se  habían  terminado  las  que  se  hacían  en   el  café; 
que  en  los  primeros  días  de  Abril  de  mil  novecien- 
tos, Suárez  Lasarte  entregó  á  Iglesias  un  recibo  por 
seis  mil  pesos,  consignando  en  él  que  esa  cantidad  la 
había  recibido  á  cuenta  de  los  trabajos  que  le  había 
hecho  hasta  ese  día,  y  que  quedaban  nulos  y  de  nin- 
gún valor  los  recibos  y  documentos  que  le  hubiera 
otorgado  con  anterioridad,   y  que  Iglesias  tomo  ese 
recibo  y  ofreció  á  Suárez  Lasarte  romper  los  anterio- 
res. Repreguntado  dijo:  que  no  presenció,  intervino  ni 
leyó  los  contratos  celebrados  entre  Suárez  é  Iglesias, 
relativos  á  las  obras  de  albañilería  y  carpintería  que 
habían  de  realizarse  en  Dragones  y  Prado  y  en  Blan- 
co, veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno:  que  los  trabajos 
del  café  se  ejecutaron  en  los  meses  de  Octubre  y  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve;  y  los  de 
la  casa  de  Blanco,  á  principios  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos, estas  fechas,   aproximadamente,  pues  no  po- 
día asegurarlo.     Que  no  tenía  seguridad  respecto  á 
que  Suárez  hubiese  terminado  las  obras  de  Dragones 
y  Prado  antes  que  empezase  á  ejecutar  las  de  la  calle 
Blanco;  que  no  presenció  que  Suárez  extendiera  á  Igle- 
sias recibo  alguno  de  liquidación  de  los  trabajos  que 
le  había  hecho;  que  tampoco  presenció  ninguna  liqui- 
dación entre  Suárez  é  Iglesias  por  razón  de  trabajo  de 
albañilería  y  de  carpintería,  ni  le  consta  que  Iglesias 
haya  pagado  á  Suárez  su  trabajo,  ni  sabe  si  los  recibos 
que  tenga  en  su  poder  Iglesias  se  reñeren  á  los  traba- 
jos de  las  casas  mencionadas;  que  no  trabajó   como 
operario  en  la  casa  de  la  calle  del  Blanco,  ignomndo 
la  fecha  en  que  se  concluyeron;  y  dando  la  razón  de 
ciencia  de  su  dicho,  expuso  que  todo  lo  manifestado 
lo  sabía,  por  haberlo  oído  hablar  en  casa  de  Suárez 
entre  éste  é  Iglesias. 

Noveno.  Resultando  que  el  testigo  Martín  Ga- 
llará y  Cantí,  de  oficio  tallista,  se  expresó  en  iguales 
términos  que  Danden  antes  de  ser  repreguntado,  con 
la  sola  manifestación  de  que  se  enteró  de  la  entrega 
del  recibo  de  seis  mil   pesos,  por  un  altercado  que  tu- 
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vieron  Suárez  é  Iglesias,  presenciando  que  aquél  recla- 
maba á  éste  que  rompiera  los  demás  recibos  pero  no 
vio  entregar  el  de  los  seis  mil  pesos.  Repreguntado 
dijo  que  aunque  no  había  sido  operario  de  Suárez  le 
hizo  trabajos  en  los  últimos  meses  del  año  noventa  y 
nueve  y  en  los  primeros  del  novecientos,  en  Dragones 
esquina  á  Zulueta;  que  no  préssenció  ni  intervino  ni 
leyó  los  contratos  entre  Suárez  é  Iglesias  relativos  á 
las  obras  que  habían  de  realizarse  en  Dragones  y 
Prado  y  en  la  calle  de  Blanco;  que  los  trabajos  de  esta 
casa  se  empezaron  en  el  año  noventa  y  nueve,  antes 
de  terminarse  los  del  café,  sin  recordar  fijamente  la 
fecha;  que  no  presenció  que  Suárez  extendiera  á  Igle- 
sias recibo  de  liquidación  de  los  trabajos;  que  aunque 
tampoco  presenció  la  liquidación  que  mediara  entre 
ellos,  si  se  enteró  del  altercado  que  tuvieron  Suárez  é 
Iglesias  como  antes  había  manifestado;  que  no  trabajó 
como  operario  en  los  últimos  trabajos  de  la  casa  de  la 
calle  de  Blanco,  ignorando  la  fecha  en  que  se  conclu- 
yeron; y  dando  la  razón  de  ciencia  de  su  dicho,  mani- 
festó haber  presenciado  los  hechos  á  que  se  había  re- 
ferido. 

Décimo.  Resultando  que  el  testigo  Enrique 
Recio  y  Aguiar,  escultor,  y  que  manifestó  no  com- 
prenderle con  los  litigantes  las  generales  de  la  ley, 
aunque  fué  operario  de  Suárez,  se  expresó  en  iguales 
términos  que  los  anteriores  Danden  y  Gallard,  sin 
otra  variación  en  cuanto  á  sus  afirmaciones  que  la  de 
que  sabe  lo  de  la  entrega  del  recibo  de  seis  mil  pesos 
hecha  por  Suárez  á  Iglesias  porque  al  entrar  en  su  tra- 
bajo se  enteró  que  el  primero  reclamaba  al  segundo 
unos  recibos  y  éste  manifestaba  que  se  habían  perdi- 
do; que  no  presenció  la  entr^a  del  recibo  de  los  seis 
mil  pesos  pero  sí  era  cierto  que  Iglesias  ofrecía  á  Suá- 
rez romper  los  recibos  que  hubiera  otorgado.  Repre- 
guntado dijo:  que  fué  operaiio  de  Suárez  en  los  últi- 
mos meses  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  en 
los  primeros  meses  de  mil  novecientos,  y  que  trabajó 
en  la  casa  de  Prado  y  Dragones  y  en  la  de  Blanco;  que 
no  presenció,  intervino  ni  leyó  los  contratos  celebra- 
dos entre  Suárez  é  Iglesias  relativos  á  las  obras  que  ha- 
blan de  ejecutarse  en  la-s  mencionadas  casas:  que  en 
la  época  citada  trabajó  en  las  dos  casas;  que  los  tra- 
l)ajos  de  Blanco  se  empezaron  antes  de  terminarse  los 
de  Prado  y  Dragones;  que  no  presenció  que  Suátez 
extendiera  recibo  á  Iglesias  de  liquidación  de  los  tra- 
bajos que  le  había  hecho;  que  aunque  trabajó   como 
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operario  en  la  casa  de  Blanco,  ignora  la  fecha  en  que 
condnyeron  y  qne  todo  lo  declarado  lo  había  presen- 
ciado. 

Décimoprimero.  Resultando  que  el  testigo  Fer- 
mín Urdaneta  y  González,  carpintero,  manifestó  no 
comprenderle  con  los  litigantes  las  generales  de  la  ley 
aunque  fué  operario  de  Suárez;  que  eran  ciertos  los 
hechos  relativos  á  qne  Suárez  trabajaba  con  sus  ope- 
rarios en  los  últimos  meses  del  año  noventa;  y  nueve 
en  el  café  de  Prado  y  Dragones,  al  mismo  tiempo  que 
ejecutaba  otros  trabajos  en  la  casa  de  la  calle  de  Blan- 
co, uno3  y  otros  por  cuenta  de  Iglesias;  que  muchas 
veces  los  operarios  que  trabajaban  en  el  café  los  ha- 
cían el  mismo  día  en  la  casa  de  BIimico;  que  cuando 
comenzaron  las  obras  de  esta  casa,  no  se  habían  termi- 
nado las  del  café,  y  que  sabía  que  Suárez  reclamaba  i} 
Iglesias  unos  recibos  en  cambio  de  otro  recibo  total,  no 
estando  enterado  de  lo  demás  relativo  al  importe  de  ese 
recibo.  Repreguntado  dijo:  que  había  trabajado  en  el 
taller  de  Suárez  para  el  café;  que  no  presenció,  inter- 
vino ni  leyó  los  contratos  entre  Suárez  é  Iglesias,  ni 
tampoco  presenció  que  aquél  extendiera  á  éste  recibo 
alguno  de  liquidación  de  los  trabajos  que  le  habla 
hecho  ni  vio  que  se  practicara  tal  liquidación;  que  no 
trabajó  como  operario  en  los  últimos  trabajos  de  la 
caísa  de  la  calle  Blanco,  ignorando  las  fecha  en  que  se 
hubiesen  concluido  y  que  lo  declarado  lo  sabía  por 
haber  hecho  los  trabajos  á  Suárez  como  operario  de  su 
taller. 

Décimosegundo.  Resultando  que  el  testigo  Mar- 
celino Urdaneta  y  González,  carpintero,  manifestó  no 
comprenderle  con  los  litigantes  las  generales  de  la 
Ley;  afirmó  los  mismos  hechos  que  el  anterior,  antes 
de  ser  preguntado  expresando  en  cuanto  á  la  entrega 
del  recibo  de  los  seis  mil  pesos  ser  cierto  que  vio  á 
Iglesias  que  salió  leyendo  un  papel  del  taller  de  la 
calle  de  la  Muralla,  ignorando  si  era  ó  no  el  recibo. 
Repreguntado  dijo:  que  fué  operario  de  Suárez  en  los 
últimos  meses  del  año  noventa  y  nueve  y  en  los  pri- 
meros del  novecientos,  sin  recordar  fijamente  la  fecha; 
que  no  trabajó  en  el  Café,  pero  sí  para  éste  y  para  la 
casa  de  la  calle  de  Blanco;  que  no  presenció  los  con- 
tratos entre  Suárez  é  Iglesias,  ni  intervino  en  ellos, 
ni  loe  leyó;  que  los  trabajos  en  una  y  otra  casa  se  ha- 
cían al  mismo  tiempo;  que  terminadas  la>s  reformas  en 
el  calé  y  antes  de  empezar  los  trabajos  en  la  calle  de 
Blanco,  Suárez,  por  recomendación  de  Iglesias,  ejecutó 
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obras  de  albañilería  en  el  restauran t  ^*Fomos;''  que 
no  presenció  que  Saarez  extendiera  á  Iglesias  recibo 
de  liquidación  de  los  trabajos,  ni  que  se  hiciera  tal 
liquidación;  que  no  trabajó  como  operario  en  los  últi- 
mos trabajos  de  la  calle  de  Blanco,  pero  sí  en  el  taller, 
ignorando  la  fecha  en  que  terminaron  aquéllos;  y  que 
todo  lo  declarado  lo  sabia  á  ciencia  propia. 

Decimotercero.  Resultando  que  los  peritos  pre- 
sentaron por  separado  sus  dictámenes  expresando 
uno  de  ellos,  don  Eugenio  Dedrot,  que  todas  las 
obras  consignadas  en  el  documento  de  fojas  ocho, 
señaladas  en  los  números  trece  al  veinte  y  cinco, 
ambos  inclusives,  están  comprendidas  en  el  con- 
trato ó  el  plano,  menos  los  dos  escaparates  de  la- 
drillos y  un  tabique  más  en  medio  de  lais  caballerizas 
de  la  izquierda;  que  todas  las  obras  comprendidas 
en  los  números  trece  al  veinticinco  del  documento  de 
fojas  ocho  con  exclusión  sólo  de  la  que  lleva  este  últi- 
mo número,  aparecen  ejecutadas  en  la  Casa  Blanco 
veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno;  que  no  puede  precisar 
si  existe  la  cantidad  de  cimientos  señalada;  que  todas 
esas  obras  merecen  el  concepto  de  obras  nuevas,  es 
decir,  de  reciente  construcción,  que  merecen  el  con- 
cepto de  aumento  de  obras  los  escaparates  y  el  tabi- 
que situado  en  medio  de  las  caballerizas  de  la  izquier- 
da y  que  en  cuanto  al  concepto  de  cambio  de  obras  eje- 
cutadas, no  cree  que  sea  aplicable  á  ninguna  de  las 
obras  contenidas  en  la  relación ;  que  el  valor  de  las 
obras  contenidas  en  dicha  relación,  es  á  su  juicio  de 
mil  ciento  dos  pesos  veinte  y  cinco  centavos,  que  los 
tirantes  tienen  el  mismo  grueso  que  se  les  señala  como 
escuadría  en  la  memoria;  que  todas  las  obras  menos  la 
marcada  con  el  número  diez  y  nueve,  están  señaladas 
con  el  contrato  ó  en  el  plano  con  más  ó  menos  clari- 
dad; que  dichas  obras  son  consecuencia  de  lo  conveni- 
do en  el  contrato  y  para  la  solidez  y  seguridad  del 
ediñcio;  que  la  distancia  entre  los  tirantes,  por  ser 
excesiva,  afecta  su  resistencia;  que  puestos  esos  tiran- 
tes á  la  distancia  conveniente,  hubieran  podido  resis- 
tir el  peso  de  una  azotea,  y  que  ni  en  el  documento 
privado  ni  en  el  plano,  se  expresa  la  distancia  á  que 
habían  de  ponerse  los  tirantes. 

Decimocuarto.  Resultando  que  otro  perito,  don 
Pío  Junco  del  Pandal,  Maestro  de  Obras,  informó  que 
á  excepción  de  la  obra  señalada  en  la  relación  con  el 
número  diez  y  nueve,  y  un  tabique  construido  en  me- 
dio de  las  caballerizas  de  la   izquierda,    todas  las 
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demás  están  comprendidas  en  el  contrato  6  plano, 
que  no  existe  habitación  alguna  contigua  á  la  de 
dormitorio,  sino  que  ésta  ha  sido  dividida  por  un 
tabique  que  no  llega  al  techo,  que  no  puede  precisar  si 
hay  la  cantidad  de  cimiento  estipulada  en  la  relación, 
aunque  es.  de  presumirse  que  no  exista,  atendiendo  á 
los  datos  adquiridos .  sobre  las  cimentaciones  en  ese 
lugar;  que  no  pudo  haber  traslado  del  inodoro  porque 
en  el  lugar  señalado  para  él  en  el  plano  fué  construida 
primeramente  una  habitación,  que  no  hay  gasto  algu- 
no de  jornales  y  materiales  invertidos  en  el  traslado 
de  la  habitación  de  la  dependencia  del  lugar  señalado 
en  el  contrato  al  que  hoy  ocupa,  pues  es  idéntica  la 
construcción  en  ambos  casos;  que  las  demás  obras  de 
la  relación  están  ejecutadas;  que  interpretándolas  fra- 
ses.''obras  nuevas"  por  de  reciente  construcción  me- 
recen todas  las  designadas  en  la  relación  ese  carácter; 
que  tan  solo  merecen  el  concepto  de  aumento  de  obras 
ajusfadas  ó  contratadas  los  dos  escaparates  de  ladrillo 
y  el  tabique  de  las  caballerizas,  y  ninguno  el  de  cam- 
bio de  obras  ajustadas;  que  la  obra  marcada  con  el 
número  trece  valdría  en  caso  de  ser  tasada  aislada- 
mente mil  setenta  y  siete  pesos  cuatro  centavos;  que 
no  existen  las  marcadas  con  los  números  veinte  y  cua- 
tro y  veinte  y  cinco;  que  la  escuadrilla  de  ti- 
rantes es  la  misma  señalada  en  la  memoria;  que  en 
consecuencia  de  lo  expresado  en  el  documento  privado 
y  de  lo  señalado  en  el  plano,  todas  las  obras  ci^n  teni- 
das en  la  relación  presentada  por  Suárez  á  excepción 
de  los  números  diez  y  nueve,  tales  obras  no  son  au- 
mentos, sino  obras  ajustadas  á  lo  convenido  y  necesa- 
rias á  la  solidez  y  seguridad  de  lo  construido;  que  es 
excesiva  la  distancia  entre  los  tirantes;  que  colocados 
éstos  á  menor  distancia,  resistirán  el  peso  de  la  azo- 
tea; que  en  el  documento  privado  no  se  expresa  la 
distancia  á  que  debían  colocarse  los  tirantes,  pero 
tampoco  se  expresa  que  se  haga  una  obra  deñciente,  y 
sí  en  la  memoria  que  la  construcción  sería  sólida  y 
fuerte. 

Decimoquinto.  Eesultando  que  el  tercer  perito, 
don  José  de  la  Vega  y  Flores,  Profesor  de  Arquitec- 
tura, dictaminó  que  las  obras  señaladas  del  número 
trece  al  veinte  y  cinco  de  la  relación  del  folio 
ocho,  no  están  comprendidas  en  el  plano  ni  en  la  me- 
moria, por  más  que  en  éste  se  dice  que  las  obras  se 
ejecutarón  con  las  relativas  á  la  comodidad  que  exi- 
giera ^  conjunto,  pero  eso  era  en  el  caso  que  los  trft- 
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bajos  se  hubieran  llevado  á  cabo  con  arreglo  al  plano 
aprobado,  pero  desde  el  momento  que  se  varió  el  orden 
de  la  construcción,  fué  necesario  ejecutar  otras  obras 
que  no  pueden  entenderse  por  ningún  facultativo,  que 
sean  necesarias  para  llenar  cumplidamente  el  contrato 
celebrado,  sino  que  dichas  obras  fueron  ejecutadas 
para  aumentar  la  comodidad  y  espacio  habitable  del 
edificio  y  con  la  idea  de  aumentar  un  piso  principal  á 
todo  el  edificio,  siendo  por  lo  tanto  dichos  trabajos 
aumentos  del  contrato;  que  todas  las  obras  designadas 
con  los  números  trece  al  veinte  y  cinco  han  sido  eje- 
cutadas en  la  casa  Blanco  veinte  y  nueve  y  treinta  y 
uno  y  tienen  el  concepto  de  obras  nuevas  y  de  aumen- 
to de  las  ajustadas  por  el  referido  contrato;  que  el 
valor  de  las  obras  ejecutadas  está  conforme  con  los 
precios  corríentes,  si  bien  debe  aumentarse  el  de  la 
partida  veinte  y  tres  por  ser  demasiado  bajo,  puesto 
que  su  valor  verdadero  es  el  de  seis  pesos  el  metro 
cuadrado;  que  la  tiran tería  colocada  en  el  edificio,  es 
de  las  dimensiones  y  clase  de  madera  convenida  en  la 
memoria  de  los  trabajos  presentados  en  los  autos,  que 
no  es  cierto  que  en  las  obras  señaladas  con  los  núme- 
ros del  trece  al  veinte  y  cinco  inclusives,  sean  conse- 
cuencia necesaria  de  lo  expresado  en  el  documento 
privado  y  señalado  en  el  plano,  pues  bien  pudieron 
ejecutarse  las  obras  contratadas  con  arreglo  al  plano 
presentado  al  contratista,  sin  necesidad  del  aumento 
de  las  obras  ejecutadas  fuera  de  la  contrata,  puesto 
que  estas  últimas  no  se  hicieron  para  dar  solidez  ni 
seguridad  á  las  conti-atadas,  sino  para  aumentar  y 
extender  la  parte  habitable,  que  la  distancia  entre  la 
tirantería  no  influye  en  nada  en  su  construcción,  que 
si  esa  tirantería  estuviera  colocada  á  menor  distancia, 
su  resistencia  y  solidez  sería  igual  á  la  que  hoy 
tiene;  que  en  el  documento  de  contrato  de  la  obra,  no 
consta  la  distancia  de  las  encantas  y  que  el  valor  de 
las  obras  ejecutadas  fuera  del  contrato,  incluso  los 
jornales  y  materiales  empleados  en  trasladar  la  habi- 
tación de  la  dependencia  del  lugar  señalado  y  conve- 
nido en  el  plano  al  ordenado  por  el  propierario,  es  de 
novecientos  ochenta  y  cinco  pesos  oro  español. 

Decimosexto.  Resultando  que  los  tres  peritos 
ratificaron  sus  informes  bajo  juramento  á  la  presencia 
del  Juzgado  y  habiendo  asistido  al  acto  los  mandata- 
rios de  las  partes  y  el  letrado  defensor  del  demandan- 
te, se  pidieron  á  instancia  de  dicho  defensor  á  los  pe- 
ritos Dediot  y  Junco  algunas  explicaciones  sobre  los 
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puntos  que  abrazabaai  sus  iuformes:  expresando  Junco 
que  se  consideran  comprendidas  dentro  del  contrato  las 
obras  que  se  expresan  en  la  relación  de  fojas  ocho, 
desde  el  número  trece  al  veinte  y  cinco  inclusives,  con 
exclusión  del  diez  y  nueve,  por  estimar  que  se  encuen- 
tran dentro  de  la  frase  ^  ^comodidad,  solidez  é  higie- 
ne";  que  en  el  plano  aparecen  dibujados  en  taparte 
alta  del  colgadizo  dos  pilares  cuyos  materiales  no  pue- 
de precisar,  que  igualmente  se  encuentra  la  pared  me- 
dianera que  figura  en  la  relación,  con  el  número  diez 
y  seis,  así  como  dos  tanques  y  el  inodoro,  no  pudiendo 
apreciar  los  cimientos  por  no  tener  el  plano  '^sección''; 
que  no  sabe  si  existen  los  noventa  y  dos  metros  de  ci* 
miento,  pues  no  los  ha   visto,  ignorando  dónde  estén 
situados;  que  están  ejecutadas  todas  las  obras  referi- 
das en  relación,  excepto  los  cimientos  que  no  ha  podi- 
do comprobar;  que  en  su  informe  ha  expresado  que 
entiende  por  consecuencia  las  obras  mencionadas  en 
la  relación,  son  necesarias  conforme  á  las  reglas  de  la 
higiene,  comodidad  y  solidez;  que  á  mayor  número  de 
tirantes  la  resistencia  es  mayor;  que  no  ha  visto  qi|e 
en  el  contrato  ni  el  plano  se  determinara  la  distancia 
que  debía  mediar  de  uno  á  otro  tirante,  pero  se  sobre- 
entiende que  debieran  estar  colocados  de  manera  que  la 
obra  resultase  sólida  y  fuerte,  á  lo  cual  se  compromete 
el  Director  y  que  por  no  estar  determinada  la  distan- 
cia entre  la  tiranteria  al  Director  correspondía  calcu- 
lar la  resistencia.  Y  el  perito  Dediot  dijo:  que  el  con- 
trato ó  memoria  y  el  plano  se  completan  formando  un 
conjunto;  que  se  encuentran  en  el  plano  las  obras  se- 
ñaladas con   el  número  quince  de  la  relación  y  en  la 
memoria  ó  contrato  los  números  trece,  catorce  diez  y 
seis,  diez  y  siete,  diez  y  ocho,   veinte  y  uno,  veinte  y 
dos  y  veinte  y  tres,   y  en  contrato  la  número  veinte: 
que  todas  las  obras  de  la  relación  exceptuando  la  con- 
signada en  su  informe,   se  encuentran   comprendidas 
dentro  de  las  frases  de  la  memoria  que  dicen:  **Y  de- 
más obras  relativas  con  las  necesidades  de  la  comodi- 
dad y  de  la  higiene'^,    **el  resto  de  la  construcción  se- 
rá sólido  y  fuerte,   haciéndome  responsable  de  subsa- 
nar cualquier  cosa  ya,  dentro  de  este  documento  ó  bien 
dentro  del  plano  no  estuviese  con  relación  á  mi  com- 
promiso'':  que  no  afecta  en  nada  la  resistencia  intrín- 
sica  de  un  tirante  la  distancia  á  que  se  encuentre  de 
otro,  pero  en  un  conjunto  ó  reunión  de  tirantes,  la 
resistencia  de  los  mismos  es  tanto  menor  cuanto  más 
espaciados  se  hallen,  y  que  legalmente  no  hay  nada 
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concreto  sobre  á  quien  compete  determinar  la  distan- 
cia &  que  deben  hallarse  los  tirantes  entre  sí. 

Decimoséptimo.  Resultando  por  último,  de  la 
prueba  del  actor,  que  absolviendo  posiciones  el  deman- 
dado, que  es  mayor  de  edad,  confesó  bajo  juramento 
indecisorio,  ser  cierto  que  en  veinte  y  cuatro  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  formali- 
zó con  el  actor  un  contrato  sobre  construcción  de  las 
casas  Blanco  veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno,  el  cual 
fué  titulado  * 'Memoria  de  los  trabajos^'  y  es  el  mismo 
presentado  en  autos;  que  antes  de  suscribirse  esa  me- 
moria, el  actor  había  celebrado  con  el  demandado  ca- 
si diariamente  conferencias  acerca  de  las  obras  que 
habían  de  realizarse;  materiales  con  que  debían  ser 
ejecutadas  y  otros  detalles;  que  el  actor  intervenía  en 
la  contrucción  de  dichas  obras  en  concepto  de  con- 
tratista, estando  esas  obras  bajo  la  dirección  téc- 
nica del  Arquitecto  señor  Matos,  autor  del  plano, 
y  el  Arquitecto  Municipal;  que  por  encargo  del 
absolvente,  se  ejecutó  la  obra  señalada  con  el  número 
doce  de  la  relación  que  antes  de  habérsele  establecido 
este  pleito,  celebró  conferencias  con  el  Licenciado  Se- 
cundino  Baños  feobre  las  reclamaciones'  que  le  hace  el 
demandante;  que  cuando  se  hacían  las  obras  del  café, 
el  confesante  llevaba  una  contabilidad  separada  para 
las  mismas  y  á  los  efectos  de  formalizarla,  pidió  y  ob- 
tuvo del  demandante  el  recibo  de  seiscientos  noventa 
pesos  diez  centavos  que  presentó  con  su  contestación 
á  la  demanda;  que  autorizó  á  su  abogado  Licenciado 
Fernández  Llano,  para  que  llegara  á  un  arreglo  priva- 
do de  acuerdo  con  lo  que  con  el  del  den^andante  ha- 
bían prospectado  en  conferencias  celebradas  al  efecto; 
pero  bajo  la  base  de  estar  dispuesto  á  satisfacer  las 
demasías,  siempre  que  existiesen  y  que  se  reparasen 
los  defectos  de  la  obras  y  negó  adeudar  á  Suárez  can- 
tidad alguna. 

Déciniooctíivo.  Kesultaiulo  de  la  prueba  admiti- 
da y  practicada  á  instancia  del  demandado,  que  el  de- 
mandante reconoció  como  legítimos,  bajo  juramento, 
los  documentos  privados  de  fojas  veinte  y  cuatro, 
veinte  y  cinco  y  de  la  veinte  y  seis  y  veinte  y  siete, 
menos  en  cuanto  á  la  nota  que  tiene  á  su  pie  el  de  fojas 
veinte  y  seis,  pues  no  puede  asegurar  su  contenido 
aunque  la  letra  se  parece  á  la  suya. 

Decimonoveno.  Resultando  de  la  misma  prueba 
del  demandado,  que  el  testigo  don  José  Matos  Requei- 
jo,  Maestro  de  Obras  y  á  quien  no  comprenden  con  los 
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litigantes  las  generales  de  la  Ley,  declaró  con  vista  del 
plano  de  fojas  cinco,  que  no  es  cierto  lo  hubiese  diri- 
gido: que  ignora  si  ese  plano  fué  el  que  sirvió  para  la 
construcción  de  la  casa  Blanco  veinte  y  nueve  y  trein- 
ta y  uno,  pues  no  dirigió  las  obras  siendo  suya  la  fir- 
ma que  lo  autoriza;  que  el  testigo  había  manifestado 
á  Iglesias  y  Suárez  que  el  techo  necesitaba  un  arqui- 
trabe y  una  columna  de  hierro  por  la  curva  que  ha- 
cían los  tirantes,  quedando  conforme  Suárez  en  po- 
nerlas. Repreguntado,  expuso  que  desconocía  el  con- 
trato para  la  construcción  de  dicha  casa. 

Vigésimo.  Resultando  que  el  testigo  Fernando 
Mosquera  y.Vigo,  carpintero,  declaró  no  comprender- 
le con  los  litigantes  las  generales  de  la  ley; 'reconoció 
como  cierto  el  documento  privado  de  fojas  treinta  y 
dos,  expresando  además  que  se  realizaron  los  trabajos 
á  que  el  mismo  se  refiere  y  que  los  defectos  de  que 
adolecían  ]a>8  construcciones  anteriores  á  las  que  se 
han  realizado,  sólo  pueden  conocerse  por  el  uso  y  por 
el  transcurso  del  tiempo,  siendo  muy  difícil  observar- 
las á  primera  vista  por  persona  que  desconozca  la  ma- 
teria. Repreguntado,  expuso  que  los  trabajos  que 
ejecutó  y  expresa  el  documento  reconocido  de  fojas 
treinta  y  dos  los  hizo  por  cuenta  y  orden  de  Iglesias 
ajustándolos  con  él;  que  Suárez  Lasarte  no  intervino 
en  esas  obras;  que  el  demandante  sabe  de  ciencia  pro- 
pia Que  esas  obras  se  realizaron  por  deficiencia  de  la 
Qonstrucción,  y  que  lo«  efectos  de  que  ésta  adolecía 
los  vio  el  testigo  y  se  pueden  conocer  á  primera 
vista. 

Yigésimoprimero.  Resultando  que  el  testigo  Ja- 
cinto González  y  Btavo,  albañil,  y  á  quien  no  com- 
prenden con  los  litigantes  las  generales  de  la  ley,  re- 
conoció el  recibo  de  fojas  treinta  y  una  y  manifestó 
haber  realizado  los  trabajos  que  en  el  mismo  se  expre- 
san en  la  casa  Blanco,  veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno; 
que  los  traliajos  de  esa  casa  eran  imperfectos  y  el  de- 
clarante los  fué  perfeccionando,  esto  con  referencia  á 
los  que  fueron  objeto  del  expresado  recibo  de  fojas 
treinta  y  una  y  que  los  defectos  de  que  adolecían  las 
construcciones  anteriores  á  las  que  él  realizó  eran  ob- 
servables.á  primera  vista  por  cualquier  persona.  Re- 
preguntado, expresó:  que  los  trabajos  los  hizo  por 
cuenta  y  orden  de  Iglesias  y  en  el  precio  que  indica  el 
documento  reconocido,  sin  que  Suárez  hubiese  encar- 
gatio  esos  trabajos.,  ni  interviniera  en  el  ajuste  de 
ellos  y  que  le  constaba  de  ciencia  propia  lo   declarado 
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respecto  á  que  eran  observables  á  primera  vista  loa  de- 
fectos de  construcción  á  que  se  había  referido. 

Vigésimosegundo.  Resultando  que  el  testigo 
CTabriel  Roselló  y  Lubares,  maestro  de  obras,  y  á 
quien  no  comprenden  con  los  litigantes  las  genei*ales 
de  la  ley,  reconoció  el  documento  de  fojas  treinta  y 
y  cuatro,  manifestando  que  los  trabajos  á  que  el  mis- 
mo se  refiere  fueron  ejecutados  por  el  declarante  en 
virtud  de  las  deficiencias  de  los  que  se  habían  cons- 
truidos anteriormente  en  la  casa  Blanco  veinte  y  nue- 
ve y  treinta  y  uno,  siendo  fácil  observar  los  defectos 
á  primera  vista  por  cualquiera  persona:  Repreguntado 
dijo:  que  .ejecutó  los  trabajos  por  cuenta  y  orden  de 
Iglesias  y  por  el  precio  que  expresa  el  documento  que 
reconoció;  que  tales  obras  no  las  encargó  Buárez,  el 
cual  tampoco  intervino  en  su  ajuste  y  que  sabe  que 
esas  obras  se  realizaron  en  cuanto  á  la  parte  en  que 
intervino  el  declarante  por  deficiencia  de  la  construc- 
ción de  la  casa. 

Vigésimotercero.  Resultando  que  el  testigo  don 
Fernando  Mosquera  y  Vigo,  que  ya  había  prestado 
declaración,  compareció  de  nuevo  y  declarando  á 
tenor  de  otro  interrogatorio  afirmó  que  había  trabaja- 
do en  la  construcción  de  la  casa  Blanco  veinte  y  nue- 
ve y  treinta  y  uno,  constándole  que  cuando  empezó  á 
tmbajar  en  esa  casa  ya  se  habían  terminado  los  traba- 
jos que  Suárez  tenía  ajustados  en  el  café  de  Prado  y 
Dragones:  que  antes  de  empezarse  los  de  la  expresada 
calle  de  Blanco,  Suárez  realizó  otros  trabajos  de  alba- 
ñilería  en  la  fonda  **Forno8,''  en  la  calle  de  San  Mi- 
guel esquina  á  Neptnno;  que  le  consta  que  por  la  dis- 
tancia que  hay  entre  los  tirantes  colocados  en  el  salón 
principal  del  edificio  con  el  peso  de  la  azotea  y  que 
para  evitar  la  ruina  total,  se  colocó  por  Suárez  una 
columna  de  hierro  en  la  segunda  crujía,  lo  cual  se  ve- 
rificó á  los  pocos  días  de  haberse  mudado  Iglesias  pai^a 
la  casa,  que  en  ésta  no  se  han  destruido  habitacio- 
nes ni  otra  clase  de  construcciones,  para  trasladarlas 
á  otro  lugar;  que  sabe  que  cuando  iban  á  cobrar  á 
Suárez,  éste  decía  que  pagaría  cuando  le  pagara  á  él 
Iglesias;  y  que  vio  á  Suárez  después  de  mudado  Igle- 
sias para  Blanco,  colocar  la  columna  de  hierro  en  la 
segunda  crujía  á  que  ya  se  había  referido. 

Vigésimocuarto.  Resultando  que  el  testigo  don 
Pedro  Pereira  y  Ayala,  albañil,  á  quien  no  compren-* 
den  con  los  litigantes  las  generales  de  la  ley,  expuso 
que  trabajó  en  la  construcción  de  la  ca«a  de  la  calle  de 
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Blanco  y  que  cuamlo  empezaron  esos  trabajos  ya  se 
habían  terminado  los  que  Suái*ez  tenia  ajustados  en 
el  café;  que  antes  de  empezarse  los  de  Blanco,  el  mis- 
mo Suárez  realizó  otros  trabajos  de  albañileria  en  la 
fonda  ''Fornos"  que  por  la  distancia  que  hay  entre 
los  tirantes  colocados  en  el  salón  principal  del  edificio, 
cedieron  con  el  peso  de  la  azotea  y  que  para  evitar  la 
ruina  total  se  colocó  por  Suarez  una  columna  de  hie- 
rro en  la  segunda  crujía;  que  Iglesias  se  oponía  á  re- 
cibir la  casa  por  lo  defectaosa  en  la  construcción,  ase- 
gurándole Suárez  que  nada  resultaría  y  que  respondía 
de  lo  que  ocurriese  con  ese  motivo;  que  cuando  se  co- 
locó por  Suárez  la  columna  de  hierro,  hacía  pocos  días 
que  se  había  mudado  Iglesias  para  la  casa;  que  el  de- 
clarante por  mandato  de  Suárez  colocó  los  pilares  de 
ladrillo  construidos  en  las  caballerizas;  que  también 
realizó  por  mandato  de  Suárez  la  instalación  del  ino- 
doro al  fondo  del  edificio,  la  construcción  de  dos  esca- 
parates de  ladrillos  y  el  lugar  donde  se  construyó  la 
habitación  de  la  dependencia;  que  es  cierto  que  no 
existen  habitaciones  sin  sus  correspondi^ites  divisio- 
nes, edificios  sin  cimientos  y  sin  paredes  medianeras 
cuando  hay  otros  contiguos;  que  en  la  casa  de  Blanco 
no  se  han  destruido  habitaciones,  ni  otra  clase  de  cons- 
trucciones para  trasladarlas  á  otro  lugar;  que  Suárez 
le  entregaba  todas  laB  semanas  el  importe  de  los  jor- 
nales de  los  operarios;  que  Iglesias  se  opuso  á  recibir 
las  obras  de  la  expresada  casa  por  no  estar  bien  eje- 
cutadas; que  Suárez  dejó  la  llave  de  esa  casa  en  la 
bodega  de  la  esquina,  visto  que  Iglesias  no  quería 
hacerse  cargo  de  ella;  que  presenció  la  discusión  entre 
Iglesias  y  Suárez  sobre  lo  defectuoso  de  la  obra,  ase- 
gurando el  segundo  al  primero,  que  se  mudara  con  el 
establo  mediante  una  crujía  que  debía  poner  en  la  se- 
gunda linea  ó  segundo  cuerpo  de  la  casa;  que  á  instan- 
cias del  propio  Suárez  de  que  repararía  los  desperfec- 
tos, se  mudó  Iglesias  para  la  casa  y  que  vio  que  ante» 
demudarse  Iglesias  colocó  Suárez  una  columna  de 
hierro  en  la  segunda  crujía  de  los  tirantes.  Repregun- 
tado dijo  que  nunca  trabajó  en  un  mismo  día  en  la 
calle  de  Blanco,  en  el  café  de  Dragones  y  en  la  fonda 
de  Fornos;  que  reconoció  á  Suárez  como  'contratista 
de  la  obra,  en  la  casa  de  Blanco;  que  los  tirantes  ce- 
dieron por  falta  de  escuadría  y  estar  muy  separados; 
que  no  ha  podido  calcular  cuál  es  el  peso  de  la  azotea 
ni  la  resistencia  de  los  tirantes,  porque  ni  es  Ingeniero 
ni  sabe  hacer  esos  cálculos;  que  nunca  fué  comisionado 
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por  Iglesias  ni  por  Suárez  para  intervenir  en  el  recibo 
ó  entrega  de  la  casa  de  la  calle  de  Blanco,  y  que  tam- 
poco le  consta  nada  de  lo  que  sobre  este  asunto  hubie- 
se mediado  entre  ellos;  que  al  testigo  le  consta  que  la 
habitación  de  esa  casa,  situada  entrando,  á  la  dere- 
cha, está  dividida  en  dos  habitaciones  por  medio  de  un 
tabique;  que  el  inodoro  fué  construido  solamente  al 
fondo  de  la  casa  y  no  sabe  que  por  encargo  de  Iglesias 
se  hicieran  otras  variaciones  y  aumentos;  que  no  in- 
tervino en  ninguna  liquidación  que  se  practicara  entre 
Iglesias  y  Suárez  é  ignora  los  términos  y  condiciones 
de  las  que  hubiesen  practicado;  que  le  consta  la  opo- 
sición de  Iglesias,  así  comq  que  el  Arquitecto  Munici- 
pal exigía  se  pusiese  una  crujía,  porque  los  tiran- 
tes amenazaban  ruina,  por  habérselo  dicho  al  testigo 
don  Gregorio  García,  Arquitecto  del  Distrito;  que  no 
acompañó  á  Suárez  á  depositar  la  llave  de  la  casa  en 
bodega  alguna;  que  los  únicos  desperfectos  que  sabe, 
son  los  tirantes;  que  no  vio  á  Suárez  colocar  la  colum- 
na, aunque  hizo  los  cimientos  para  su  colocación;  que 
pi'esenciü  discusiones  entre  Suárez  é  Iglesias,  sobre  no 
merecerle  confianza  á  ést«  la  escuadría  de  los  tirantes. 

Vigésimoquinto.  Resultando  que  el  testigo  Vi- 
cente Areces  y  Cabanas,  propietario,  y  á  quien  no 
comprenden  con  los  litigantes  las  generales  de  la  Ley, 
dijo  que  cuando  empezó  á  trabajar  en  la  calle  de 
Blanco  ya  habían  terminado  los  trabajos  que  Suárez 
tenia  ajustados  en  el  cafe  de  Pi-ado  y  Dragones  y  que 
antes  de  comenzarse  los  de  Blanco  realizó  Suárez  otros 
trabajos  de  albafíileria  en  la  fonda  *  Tornos".  Repre- 
guntado, expresó  que  no  trabajó  en  las  obras  qué  se 
hicieron  en  Blanco,  ni  tampoco  lo  hizo  en  un  mismo 
día  en  esa  casa,  en  el  café  de  Dragones  y  en  la  fonda 
*  Tornos";  que  por  haberle  oido  decir,  sabe  que  Suá- 
rez es  contratista  de  obras  y  como  tal  á  veces  tiene 
contratada  la  ejecución  de  éstas  en  distintos  puntos; 
que  no  fué  comisionado  por  Iglesias  ni  por  Suárez 
para  intervenir  en  el  recibo  ó  entrega  de  la  casa  Blan- 
co y  que  tampoco  le  consta  nada  de  lo  que  sobre  ese 
asunto  hubiei'a  mediado  entre  ellos  y  que  tampoco  in- 
tervino en  ninguna  liquidación  que  se  practicara  entre 
Iglesias  y  Suárez  é  ignora  los  términos  y  condiciones 
de  las  que  hubieran  practicado. 

Vigésimosexto.  Resultando  también  de  la  prue- 
ba del  demandado,  que  absolviendo  posiciones,  el  de- 
mandante confesó  que  los  trabajos  de  albañilería  que 
hizo  á  Iglesias  fueron  empezados  antes  de  obtener  la 
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licencia  del  Ayuntamiento,  la  cual  no  se  dio  hasta 
del  quince  al  veinte  de  Diciembre  del  noventa  y  nue- 
ve, habiendo  comenzado  las  obras  de  fines  de  Octubre 
á  principios  de  Noviembre  que  corrieron  por  cuenta 
del  absolvente,  las  digencias  pai'a  obtener  dicha  licen- 
cia estando  enterado  y  conforme  con  todas  las  prescrip- 
clones  contenidas  en  la  misma;  que  las  casas  requieren 
cimientos,  pero  que  la  de  Blanco  veinte  y  nueve  y 
treinta  y  uno,  se  encontraba  en  condiciones  especiales 
por  ser  de  columnas  de  hierro  y  no  necesitar  éstas  el 
cimiento  más  que  en  las  bases  de  casa  una;  que  des- 
pués de  concluida  la  construcción  de  la  casa  Blanco 
veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno,  colocó  una  columna 
de  hierro  en  la  segunda  crujía  para  cortar  la  flexión  de 
los  tirantes  colocados  en  el  salón  principal,  habitando 
3'a  la  casa  Iglesias  y  después  de  mudado  para  aquel 
lugar  el  establo  de  coches  que  tenía  en  la  calle  de 
Consulado;  que  es  cierto  que  Iglesias  le  llamó  la  aten- 
ción sobre  la  distancia  de  los  tirantes,  pero  no  que  el 
absolvente  contestara  que  respondía  de  lo  que  resulta- 
re, pues  puso  las  maderas  qué  se  estipularon  en  el 
contrato;  que  la  deficiencia  resultante  de  la  mayor  ó 
menor  distancia  de  las  tiranterías  depende  de  la  resis- 
tencia de  las  maderas;  que  Iglesias  le  ordenó  la  cons- 
trucción de  los  escaparates  de  ladrillo,  el  aumento  de 
un  inodoro  y  la  instalación  del  agua;  que  la  colocación 
de  la  columna  de  hierro  en  la  segunda  crujía  fué  pos- 
terior al  parte  que  dio  al  Ayuntamiento  participando 
la  terminación  de  las  obras  de  la  calle  de  Blanco;  que 
colocó  dicha  columna  sin  que  haya  cobrado  k  Iglesias 
el  importe  de  los  jornales  y  materiales  empleados  en 
ese  trabajo;  que  dio  conocimiento  al  Ayunta;niento  de 
haberse  iniciado  las  expresadas  obras  de  la  calle  de 
de  Blanco;  que  en  la  ejecución  de  esas  obras  se  obligó 
á  todo  lo  que  expresa  el  contrato;  y  que  hizo  por  su 
voluntad  la  colocación  de  la  segunda  crujía  referida. 
Vigésimoséptimo.  Resultando  que  también  á 
instancia  del  demandado  se  practicó  prueba  pericial 
por  los  tres  peritos  Pío  Junco  del  Pandal,  Benito  La- 
gueruela  y  José  de  Vega  y  Flores,  apareciendo  del 
dictamen  del  primero  que  según  su  juicio,  la  ruina  de 
la  obra  hecha  en  la  casa  Blanco  veinte  y  nueve  y 
treinta  y  uno  era  inminente;  conforme  la  ejecutó  en 
un  principio  Snárez  Lasarte,  pues  á  ninguna  per- 
sona medianamente  competente  en  el  arte  de  cons- 
truir puede  ocurrírsele  que  á  un  peso  de  cuatrocientos 
kilos  por  metro  cuadrado,  puedan  resistir  maderos  de 
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techo  de  veinticuatro  centímetroB  por  siete  centíme- 
tros de  escuadría  colocados  á  cincuenta  y  cuatro  cen- 
tímetros de  distancia  para  una  luz  de  siete  metros 
ochenta  centímetros,  pues  cuando  se  presentan  casos 
de  esta  naturaleza  que  hay  interés  en  satisfacer  sé 
acude  á  cálculo  y  se  colocan  maderos  de  la  esoCMria  y 
á  la  distancia  conveniente,  se  emplea  el  sistema  de 
azotea,  cuyo  peso  es  de  cincuenta  kil(^ramos  por  me- 
tro cuadrado  y  por  último  se  anm^ita  el  número  de 
cirujía,  como  se  hizo  posteriormente;  con  cuya  medi- 
da se  ha  aminorado  la  amenaza  de  ruina;  que  los  da- 
ños y  perjuicios  son  ya  visibles,  especialmente  entre 
laterceíay  quinta  línea  de  las  crujías  actuales,  en 
el  centro  de  cuya  azotea  se  depositan  las  aguas  que  áe 
seguro  tendi*án  que  agotar  manualmente,  pues  de  lo 
coutrario,  los  charcos  que  se  formen  cuando  llueva, 
resblandecerán  los  materiales  empleados  en  dicha  azo- 
tea y  la«  filtraciones  serán  peligrosas;  que  teniendo  eu 
cuenta  los  dos  arquitrabes  y  las  columnas  que  se  han 
colocado  para  evitar  la  flexión  de  los  tirantes  y  que 
para  dar  nuevos  cimientos  al  tramo  de  la  azotea,  sería 
preciso  deshacerla  y  construirla  de  nuevo  en  su  sola- 
dura y  enrajonado  estima  el  valor  de  esos  trabajos  en 
un  mil  treintíi  y  dos  pesos  oro  español ;  que  los  vicios  y 
defectos  de  que  adolece  el  edificio  no  pueden  ser  pre- 
cnsados  por  una  persona  que  no  sea  perita  en  materia 
de  constrticciones  y  que  siendo  palpable  dichos  vicios 
e  1  la  actualidad,  con  mayor  motivo  y  más  peligrosos 
serán  andando  el  tiempo.  Y  respondiendo  á  una  am- 
pliación de  esa  prueba  propuesta  por  la  contraparte, 
opinó  ser  cierto  que  los  maderos  tienen  la  escuadría 
designada,  en  el  convenio  hecho  por  las  partes  y  que 
del  mismo  aparece  que  la  obra  debía  ser  sólida  y 
fuerte. 

Vigésimooctavo.  Resultando  que  los  otros  dos 
peritos  nombrados  para  dar  el  dictamen  sobre  los  mis- 
mos extremos  que  comprende  el  informe  de  Junco  del 
Pandal,  Señores  Vega  y  Lagueruela,  lo  ministraron 
(le  acuerdo  expresando  que  en  la  tirantería  y  azotea 
no  existen  vicios,  sino  sólo  la  flecha  natural  de  la  ti- 
rantería que  con  arreglo  al  contrato  y  plano  de  la 
obra,  se  vio  obirgado  el  contratista  á  colocar;  puesto 
que  el  Director  no  le  exigió  otras  condiciones;  que  en 
el  estado  en  que  se  encuentra  la  obra  en  la  actualidad 
no  ofrece  peligro  ni  puede  ocasionar  daños  ni  perjui- 
cios á  la  conservación  de  la  obra;  que  una  persona  que 
no  sea  perita  en  una  materia,  no  puede  conocer  ni 
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precisar  los  defectos  ni  vicios  que  aquélla  tiene,  ni 
pueda  tener,  por  cuya  razón  cuando  una  peraona  co- 
mo Suárez  Le^sarte,  que  no  es  facultativo,  contrata 
una  obra,  el  propietario  está  obligado'á  nombrar  un 
Director  facultativo  de  los  trabajos  que  sea  profesio- 
nal, que  en  el  presente  caso  lo  es  José  Matos,  único 
responsable  de  los  defectos  y  vicios  que  pudieran  en- 
contrarse en  la  obi-a;  que  el  profesional  conoce  los  vi- 
cios y  defectos  que  puedan  ocurrir  en  una  obra  antes 
de  que  se  presenten.  Y  respondiendo  también  á  la 
ampliación  de  esa  prueba  propuesta  por  la  contrapar- 
te consignando  que  la  tirantería  que  forman  las  azo- 
teas que  cubren  los  salones  es  de  las  dimensiones  de 
tres  por  doce  pulgadas  y  madera  de  pino,  según  se  pi- 
de en  el  contrato  autorizado  por  el  contratista  y  el 
propietario. 

Vigésimonoveno.  Resultando  que  los  peritos 
Junco  del  Pandal  y  Vega  y  Flores  ratificaron  bajo  ju- 
ramento dentro  del  término  de  prueba  sus  respectivos 
informes,  no  habiéndolo  hecho  Lagueruela  por  no  ha- 
ber comparecido  en  el  día  y  hora  que  se  señaló  y  no 
haber  sido  posible  hacer  nuevo  señalamiento  por  ha- 
ber decnrsado  dicho  término,  cuando  se  solicitó. 

Trigésimo.  Eesultando  de  la  misma  pruel)a  del 
demandado  que  según  certificación  expedida  por  el 
Secretario  de  este  Ayuntamiento  con  fecha  catorce  de 
Mayo  de  mil  novecientos,  se  informó  á  la  Alcaldía 
por  el  Departamento  de  Sanidad,  que  en  la  casa  Blanco 
veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno  se  habían*  llevado  á 
cabo  las  instalaciones  sanitarias  sin  atenerse  á  las  es- 
pecificaciones que  dicho  Departamento  indicó  con  fe- 
cha doce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  recomendando  se  notificase  al  propietario  para 
que  llevase  á  cabo  ciertas  obras  de  saneamiento  que 
se  estimaban  de  pura  necesidad  y  que  en  dicho  docu- 
mento se  relacionan. 

Trigésimoprimero.  Resultando  de  la  propia 
prueba  del  demandado,  que  en  otra  certificación  de  la 
Secretaria  de  este  Ayuntamiento  se  inserta  un  tripli- 
cado de  la  licencia  que  á  instancia  de  Victoriano  Igle- 
sias se  concedió  á  éste  con  fecha  veinte  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  para  edificar  de 
nueva  planta  las  casas  Blanco  veinte  y  nueve  y  trein- 
ta y  uno,  bajo  las  condiciones  que  en  la  misma  licen- 
cia se  determinaron  y  se  insertan  en  el  expresado  do- 
cumento, el  cual  contiene  además  el  informe,  decreto 
y  notificación  que  dicen  textualmente  así:     «Informe 
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Dciel  Arquitecto  Municipal. — Se  han  terminado  los  tra- 
))bajos  de  nueva  planta  que  se  concedieron  al  señor 
»Victoríano  Iglesias  para  la  casa  Blanco  veinte  y  nue* 
»ve  y  treinta  y  uno,  encontrando  deficiencia  en  la 
»tirantería  de  los  techos  de  primera  y  segunda  crujías 
»por  falta  de  seción  en  la  misma  para  la  luz  á  vano  de 
i>aquéllas  lo  que  obliga  á  precaver  los  resultados  de 
»tan  defectuosa  obra  disponiéndose  que  dentro  de  un 
«plazo  de  tres  meses  á.  más  tardar,  se  establezcan  en 
»el  centro  de  las  dos  crujías  referidas  dos  columnas  de 
«hierro  y  sus  correspondientes  arquitrabes  en  cada 
Duna  de  ellas  para  contener  la  flexión  asentada  de  los 
Dtirantess.»  «Informe  del  Negociado  y  Decreto. — ^Se- 
«ñor  Alcalde:  En  vista  del  informe  anterior  del  Ar- 
«quitecto,  procede  confirme  con  el  mismo,  notificando 
)'al  interesado.  Habana,  Mayo  diez  de  mil  novecien- 
»tos. — F.  Mendizábal. — Conforme.— rP.  D.  Iznaga. — 
«Notificación: — Recibí  Ck)pia.— Victorio  Iglesias.-Ha- 
«baña,  veinte  y  dos  de  Diciembre,  digo,  ^íayo  de  mil 
«novecientos.» 

Trigésimosegundo.  Resultando  que  con  estos 
antecedentes  el  Juez  de  Primera  Instancia  dictó  sen- 
tencia declarando  *  ^sin  lugar  la  demanda,  absolviendo 
de  ella  al  demandado,  y  con  lugar  la  reconvención  só- 
lo «n  cuanto  se  refiere  á  indemnizar  á  dicho  demanda- 
do Victorio  Iglesias  el  importe  de  las  obras  que  ha 
tenido  que  hacer  en  la  casa  calle  de  Blanco  números 
veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno,  pai-a  la  seguridad  del 
edificio,  consistentes  en  la  colocación  de  una  columna 
de  hierro  para  contener  la  flexión  de  los  tirantes  del 
techo,  condenando  al  actor  José  Suárez  Lasarte  á  que 
pague  al  demandado  el  importe  de  dichas  obras  á 
juicio  de  peritos,  con  las  costas  de  este  juicio  de  cargo 
del  mismo  actor;  y  declaro  que  no  ha  habido  temeri- 
dad por  su  parte.  ^ ' 

Cai'sa  det.  recurso  por  quebrantamiento: 

Trigésimotercero.  Resultando  que  en  la  s^;unda 
instancia  pretendió  el  actor,  entonces  apelante,  que  se 
recibiera  el  juicio  á  prueba  para  que  se  practicaran  las 
siguientes:  Primera:  la  de  inspección  ocular,  admitida 
y  no  practicada  en  la  primera  instancia,  en  cuanto  á 
la  que  debía  verificarse  asistido  de  peritos  para  que 
se  comprobara  é  hiciera  constar  en  autos  la  realización 
ó  ejecución  de  las  obras  expresadas  en  la  partida  nú- 
mero veinte  y  tres  de   la  relación  acompañada  á   la 
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demanda;  Segunda:  la  ratificación  del  perito  Lagiie- 
ruela  del  dictamen  por  él  ministrado  en  dicha  pri- 
mera instancia,  y  que  en  esta  no  pudo  verificar  por 
causas  atendibles  y  que  no  son  imputables  á  la  parte, 
solicitando  además  dicho  trámite  conforme  á  los  nú- 
meros tercero  v  cuarto  del  artículo  ochocientos  sesenta 
y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  porque  deles 
escritos  de  «fojas  cincuenta  y  nueve  y  ochenta  y  ocho 
»y  las  diligencias  practicadas  como  consecuencia  de 
vellos  con  un  resultado  completamente  negativo  de- 
«muestran  la  existencia  de  un  hecho  de  notoria  in- 
i>ñuencia  en  el  pleito  y  que  no  pudo  ser  justificado  en 
«primera  instancia  por  falta  de  elementos  probatorios.» 
»Con  posterioridad  han  llegado  á  nuestro  conocimiento 
«hechos  y  pruebas  de  los  cuales  juramos  no  haber  te- 
»nido  antes  noticias  que  demostraren  evidentemente 
«la  existencia  del  documento  y  las  demás  circunst<an- 
«cias  y  hechos  relacionados  en   los  dosescritos  cita- 

BdOB.« 


Petición  de  subsanación: 

Trigésimocuarto.  Resultando  que  la  Audiencia 
deú^  el  recibimiento  á  prueba,  y  la  súplica  inter- 
puesta contra  su  denegatoria,  por  entender  en  cuanto 
á  la  prueba  de  inspección  ocular  por  ser  impertinente 
é  improcedente,  ya  qué  su  práctica  implicaría  la  des- 
trucción de  parte  del  edificio  de  cuyo  costo  se  trata  y 
á  ello  jamás  puede  ningún  Tribunal  acceder  sobre 
todo  cuando  tal  medida  no  es  indispensable  á  tal  ex- 
tremo que  sin  ella  no  puede  formarse  juicio  sobre  la 
reclamación  de  autos:  en  cuanto  á  la  ratificación  por- 
que habiéndose  señalado  el  día  correspondiente  para 
dicha  ratificación  dejó  el  Perito  de  concurrir  á  dicha 
diligencia  á  la  que  asistieron  los  otros  dos  peritos  y 
vino  á  solicitarse  por  la  parte  ya  cerrado  el  segundo 
período,  la  práctica  de  esa  diligencia  que  fué  denegada 
por  el  Juzgado  bajo  dicho  legal  fundamento;  y  en 
cuanto  á  la  petición  fundada  en  los  números  teixsero  y 
cuarto  del  artículo  ochocientos  sesenta  y  uno  de  la 
Ley  procesal  por  ser  improcedente  é  impertinente  por 
cuanto  sin  precisarse  desde  luego  de  una  manera  per- 
fectamente clara  cual  es  el  hecho  de  influencia  en  el 
pleito,  no  es  dable  que  pueda  apreciar  la  Sala  si  real- 
mente es  ó  no  de  influencia  notoria  para  la  decisión 
de  la  controversia  judicial. 

T.  3.— 1903.— 12. 
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Resolución  recurrida: 

Trigésimoquinto.  Eesuitando  que  la  Audiencia, 
por  la  sentencia  recurrida,  confirmó  la  de  primera 
Instancia  aceptando  también  8uh  fundamentos  de  de- 
recho que  esencialmente  son  en  cuanto  al  pago  de 
las  obras  realizadas  en  los  bajos  del  Centro  Gallego 
y  los  seis  mil  pesos  de  la«  del  contrato  de  construc- 
ción de  las  casas  de  la  calle  del  Blanco,  que  de  la 
prueba  practicada  resultaba  verificado  el  pago;  segun- 
do, en  cuanto  al  aumento  de  obras  en  la  citada  casa  de 
la  calle  del  Blanco,  á  juicio  del  Juez  y  vista  de  la 
prueba,  resultaba  que  esas  obras  estaban  incluidas  en 
el  contrato,  en  el  que  después  de  enumerar  los  traba- 
jos que  debían  realizarse,  se  agrega  **y  de  obras  rela- 
tivas con  las  necesidades  de  la  comodidad  é  higiene", 
porque  llenando  aquellas  condiciones  las  hizo  espontá- 
neamente el  actor;  y  en  cuanto  á  las  reconvención  por 
haberse  justificado  con  el  informe  del  Arquitecto  Mu- 
nicipal en  el  dictamen  pericial,  con  las  declaraciones 
de  los  testigos  que  presentó  el  demandado  y  con  la 
confesión  del  actor,  que  las  obras  realizadas  en  la  ca- 
sa de  la  calle  de  Blanco  resultaron  defectuosas  princi- 
palmente en  cuanto  k  su  seguridad,  por  la  excesiva 
separación  en  que  se  colocaron  las  vigas  ó  tirantes  de 
los  techos,  faltando,  por  consiguiente,  el  contratista  á 
lo  convenido  en  el  contrato  y  á  las  obligaciones  que 
como  constructor  debía  cumplir;  y  que  esas  deficien- 
cias ó  defectos  en  la  construcción  fueron  reconocidas 
j)or  el  mismo  contratista  en  el  hecho  de  haberee  colo- 
cado en  la  referida  casa,  sin  exigir  retribución  alguna, 
una  columna  de  hierro  para  contener  la  flexión  de  las 
vigas  y  evitar  la  ruina  del  edificio,  lo  cual  no  fué  su- 
ficiente para  obtener  la  seguridad  del  mismo,  siendo 
necesario  que  el  propietario  colocarse  otra  columna  del 
mismo  metal,  conforme  se  lo  había  ordenado  el  Ayun- 
tamiento. 

Trigésimosexto.  Resultando  que  conti*a  la  refe- 
rida sentencia  de  segunda  instancia  interpuso  el  actor 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  é 
infracción  de  ley  alegando  respecto  del  primero  los  si- 
guientes motivos; 

Fundamentos  del  becirso  decípación  pok  quebran- 
tamiento DE  forma: 

Primero:  «que  en  el  escrito  presentado  y  unido  á 
»los  autos  á  fojas  sesenta  y  una,  propusimos  una  parte 
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»de  nuestra  prueba,  bajo  el  epígrafe  Inspección  Ocular, 
»que  el  Juez  del  pleito  asistido  de  peritos,  comprobara 
»i  hiciera  constar  en  autos  la  realización  6  ejecución  de  to- 
adas las  obras  que  fueron  expresadas  en  la  relación  de 
«fojas  ocho,  en  la  cual  estaba  señalada  con  el  número 
«veinte  y  tres  la  ejecución  de  noventa  metros  de  el- 
emento en  todo  lo  que  es  pared  maestra  en  la  parte 
«delantera.»  I^a  prueba  así  propuesta  fue  declarada 
«pertinente  y  mandada  practicar  en  providencia  visi- 
«ble  á  fojas  sesenta  y  dos  vuelta  de  los  autos.  En  la 
«diligencia  practicada  en  los  términos  que  se  expresan 
«á  fojas  ochenta  y  tres  no  se  intentó  siquiera  compro- 
«bar  la  realización  de  los  metros  de  cimiento  objeto 
«del  litigio,  sobre  si  se  habían  hecho  ó  no;  quedando 
^improbado  ese  extremo  de  nuesti'a  demanda  por  la 
«falta  de  auxilio,  preciso  que  el  Juez  debió  prestarnos 
«y  él  estimó  necesario  al  declarar  pertinente  el  medio 
»de  prueba  propuesta  para  comprobarlo».  Como  se 
«ve,  el  Juez  de  Primera  Instancia  ha  denegado  la 
«práctica  de  una  diligencia  de  prueba  que  el  mismo 
«declaró  admisible,  que  lo  es  según  las  leyes,  y  (jue 
«en  este  caso  era  de  necesidad  insuperable,  porque  ha 
«producido  indefensión,  privándonos  del  único  medio 
«que  tenemos  para  comprobar  la  existencia  de  la  obra 
«negada  por  el  demandado. « 

Segundo:  «por  nuestro  escrito  número  dos  mil 
«trescientos  doce,  fechado  en  doce  de  Abril  de  mil  no- 
«vecientos  dos,  acudimos  á  la  Sala  de  lo  Civil  que  co- 
«nocía  de  estos  autos  en  grado  de  apelación  y  solieita- 
«mos  de  ella  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda 
«instancia,  alegando  que  concurrían  las  circunstancias 
«determinadas  en  los  párrafos  primero,  segundo,  ter- 
«cero  3'  cuarto  del  artículo  ochocientos  sesenta  y  uno 
«de  la  ley  procesal,  á  saber:  Porque  se  había  negado 
«la  práctica  de  la  diligencia  de  prueba  referida  ya  en 
«el  párrafo  antecedente  como  primer  motivo  de  que- 
«brantamiento.  Porque  según  constaba  en  los  autos 
«á  fojas  doscientos  veinte  y  una  y  doscientos  veinte 
«y  dos,  vuelta,  el  Perito  Lagueruela  no  pudo  con- 
«currir  el  día  y  hora  que  le  fué  scílalado  á  rati- 
«ficar  ante  el  Juez  su  dictamen  pericial.  La  causa  de 
«su  falta  era  de  aquellas  racionalmente  atendi- 
«bles  y  en  todo  caso,  en  modo  alguno  imputable 
«á  esta  parte  á  quien  perjudicaba  lo  omisión  del 
«Perito.  Porque  los  escritos  de  fojas  cincuenta  y 
«nueve  y  ochenta  y  ocho  y  las  diligencias  prac- 
«ticadas    como    consecuencia  de  ellos,    demuestran 
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»la  existencia  de  un  hecho  de  notoria  influencia  en  el 
«pleito,  que  no  pudo  ser  justificado  en  la  primera  ins- 
»tancia  por  falta  de  medios  probatorios  los  cuales  pos- 
»teriormente  habían  llegado  á  conocimiento  de  esta 
»parte.  La  Sala  por  su  auto  de  treinta  de  Mayo  de 
»mil  novecientos  dos,  nos  negó  el  recibimiento  á  prue- 
)>ba  en  la  segunda  instancia.)) 

Fundamentos  del  recurso  por  infracción  de  ley: 

Trigésimosépti  mo.  Resultando  que  el  recurso  por 
infracción  de  ley  se  fundó  en  los  siguientes  motivos: 

Primero:  «Se  ha  infringido  la  ley  del  modo  ex- 
«presado  en  el  párrafo  primero  del  artículo  mil  seis- 
))CÍentos  noventa  de  la  ley  procesal,  ó  sea  aplicando 
«errónea  é  indebidamente  á  esta  cuestión  el  artículo 
)>mil  quinientos  noventa  y  seis  del  Código  Civil,  por 
))Cuanto  la  sentencia  supone  que  los  vicios  de  construc- 
«ción  son  debidos  á  defectos  ó  deficiencias  imputables 
))al  Arquitecto  ó  director  técnico  de  la  obra,  y  hace 
))sin  embargo  responsables  de  ellos  al  contratista.  De 
))consiguiente  hay  aplicación  errónea  é  indebida  del 
))artículo  mil  quinientos  noventa  y  seis  del  Código  Ci- 
))vil,  el  cual  se  refiere  á  aquellas  personas  que  el  con- 
«tratista  ocupare  en  la  obra  en  concepto  de  operarios, 
))de  obreros,  de  menestrales  bajo  sus  órdenes,  y  no  al 
«Arquitecto,  el  cual  no  ejecuta  sino  dirige  la  obra.» 

Segundo:  «También  se  ha  violado  el  precepto 
«contenido  en  el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  tres 
«del  Código  Civil,  infringiéndose  la  ley  del  modo  ó 
)>concepto  expresado  en  el  párrafo  primero  del  artículo 
«mil  seiscientos  noventa  de  la  ley  procesal.  La  sen- 
«tencia  reconoce  en  uno  de  sus  considerandos,  que  en 
«el  contrato  celebrado  entre  mi  cliente  y  el  demanda- 
«do  Iglesias,  no  se  fijó  de  modo  expreso  la  construc- 
«ción  de  los  escaparates  y  tabiques  cuyo  pago  se  recla- 
»ma  en  este  pleito.  Pero  añade  que  es  evidente  que 
«ambas  obras  están  comprendidas  en  dicho  contrato, 
«en  la  parte  del  mismo  que  dice:  y  demás  obras  relati- 
«vas  con  las  necesidades  de  la  comodidad  y  la  higiene. 
«Apiolándose  al  interpretarlo  así  el  artículo  ya  citado 
«mil  doscientos  ochenta  y  tres  del  Código  Civil,  segün 
«el  cual,  cualquiera  que  sea  la  generalidad  de  los  tér- 
«minos  de  un  contrato  no  deberán  entenderse  com- 
«prendidos  en  el  cosas  distintas  y  casos  diferentes  de 
«aquéllos  sobre  los  que  los  interesados  se  propusieron 
«contratar. « 
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Trígésimooctavo.  Resultando  que  admitido  el 
recurso,  el  recurrente  en  el  término  oportuno  amplió 
el  de  infracción  de  ley  con  los  siguientiee  motivos: 
Tercero:  «Infracción  de  los  artículos  mil  ochenta  y 
))Ocho,  mil  ochenta  y  nueve  y  mil  noventa  y  uno  del 
«Código  Civil  del. modo  expresado  en  el  párrafo  pri- 
»mero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  ley 
«procesal  civil;  porque  la  sentencia  al  eximir  al  de- 
»mandado  Iglesias  absolviéndolo  de  la  demanda  del 
^cumplimiento  de  las  obligaciones  que  había  contraído 
»en  el  contrato  base  del  pleito  y  unido  á  fojas  cuatro 
»y  veinte  y  seis  y  especialmente  en  la  de  pagar  el  pre- 
Acio  convenido,  y  el  importe  de  las  obras  ejecutadas 
»f üera  del  convenio,  ha  infringido  y  violado  los  citados 
»artículos  del  Código  en  cuanto  establecen  que.  toda 
«obligación  consiste  en  dar  ó  hacer,  naciendo  esas  obli- 
«gaciones  de  la  ley  de  los  contratos  y  cuasi  contratos 
»y  que  cuando  como  sucede  en  este  caso  las  obligacio- 
«nes  nacen  de  un  contrato,  tienen  fuerza  de  ley  entre 
«las  partes  contratantes  y  deben  cumplirse  á  tenor  de 
«los  mismos.  La  sentencia  de  cosiguiente  debió  im- 
«poner  al  demandado  la  obligación  de  pagar  el  precio 
«convenido  y  el  precio  de  las  obras  ejecutadas  como 
«aumento  de  lo  pactado  para  hacer  cumplir  la  ley  del 
«contrato.» 

Cuarto:  «Del  mismo  modo  previsto  en  el  párrafo 
«primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
«procesal,  ha  sido  violado  en  la  sentencia  el  artículo 
«mil  doscientos  cincuenta  y  ocho  del  Código  Civil  en 
«cuanto  establece  que  perfeccionado  el  contrato  por  el 
«mero  consentimiento,  obligó  desde  entonces  no  sólo 
«al  cumplimiento  de  todo  aquello  expresamente  pacta- 
ndo, sino  también  á  todas  las  consecuencias  que  según 
«su  naturaleza  sean  conformes  á  la  buena  fe,  al  uso  y 
»á  la  Ley.  Precepto  violado  al  declarar  con  lugar  la 
«reconvención  fundada  en  que  la  obra  tenía  vicios  de 
«construcción;  porque  demostrado  que  esos  vicios  eran 
«debidos  á  la  dirección  técnica  de  la  obra,  la  cual  no 
«estaba  ni  podía  estar  á  cargo  del  actor  rex^urrente,  el 
«cual  sabía  el  demandado  que  no  era  perito  ni  maestro 
«en  el  asunto;  de  consiguiente,  habiendo  aceptado  el 
«demandado  Iglesias  la  ejecución  de  una  obra  con  ma- 
«teriales  precisados  y  determinados  en  el  convenio  por 
«persona  que  uo  tenía  título  ni  maestría  reconocida, 
«claro  es  que  aceptó  la  obra  con  todas  las  consecuen- 
«cias  que  la  ejecución  trajera  aparejada,  siempre  que 
«no  fueran  debidas  á  la  mala  fe  del  contratista»   Como 


Digiti 


zedby  Google 


182  boletín  leoiblativo. 


«esa  mala  fe  no  se  declara  en  la  sentencia,  la  cual  por 
«el  contrarío  reconoce  la  bue^ia  fe  del  contratista,  cía- 
))ro  es  que  todo  defecto  6  vicio  en  la  ejecución  era  una 
Mconsecuencia  derivada  del  contrato  tal  como  quedo 
«perfeccionado.» 

Quinto:  ((También  del  mismo  modo  establecido 
))en  el  párrafo  primero  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
»venta  de  la  iey  procesal,  6  sea  por  violación,  se  ha 
winfringido  el  artículo  mil  quinientos  noventa  y  tres 
))del  Código  Civil.  La  sentencia  reconoce  que  ha  habi- 
wdo  plano  convenido  y  cambio  del  mismo,  produciendo 
«aumento  en  la  obra  y  á  pesar  de  eso  niega  al  contra- 
))tista  el  derecho  que  la  ley  le  reconoce  para  pedir  y 
«exigir  aumento  en  el  precio  alzado  en  que  la  obra  se 
«ajustó.  M 

Sexto:  ((Del  mismo  modo  tantas  veces  citado,  pre- 
»visto  en  el  párrafo  primero  del  artículo  mil  seiscieñ- 
«tos  noventa  de  la  ley  procesal,  queda  violado  en  el 
«fallo  el  precepto  contenido  en  el  artículo  mil  quinientos 
«noventa  y  nueve  del  Código  Civil,  por  cuanto  no  im- 
«pone  al  propietario  la  obligación  allí  definida  de  pagar 
«el  precio  de  la  obra  al  haberse  realizado  su  entrega. » 

Séptimo.  ((En  el  octavo  considerando  de  la  sen- 
«tencia  de  primera  instancia,  aceptada  por  la  Sala  de 
«la  Audiencia,  se  consigna  que  las  obras  realizadas  en 
«la  casa  calle  de  Blanco  resultaron  defectuosas  princi- 
npalmenie  en  cnanto  á  su  seguridad,  por  la  excesiva  separa- 
))ción  en  que  se  colocaron  las  vigas  ó  tirantes  de  los 
«techos,  faltaiido,  por  consiguiente,  el  contratista  á  lo  con- 
avenido  en  el  contrato  y  á  las  condiciones  qiis  como  constíiie- 
Hor  debía  cumplir.  La  sentencia  al  hacer  esa  añrma- 
«ción,  infringe  la  ley  del  modo  expresado  en  el  párra- 
«fo  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
«ley  procesal,  cometiendo  error  de  derecho  y  de  hecho, 
«apareciendo  esto  último  comprobado  en  los  documen- 
«tos  unidos  é  los  autos  el  error  evidente  del  Juzgador; 
«tales  como  el  plano  por  el  cual  se  justifica  que  mi 
«cliente  no  era  el  constructor,  ó  sea  el  director  de  la 
«obra,  sino  que  lo  era  y  que  tenía  que  serlo  un  Maes- 
«iro  de  Obra*  ó  Arquitecto.  El  documento  de  fojas 
«cuatro  ó  sea  el  contrato  por  el  cual  se  ve  que  no  fué 
«convenida  la  distancia  á  que  debían  ser  colocadas  las 
ovigas;  de  ox)nsiguiente,  la  sentencia  hace  aplicación 
«errónea  de  los  preceptos  contenidos  en  el  Código  Ci- 
«vil  en  sus  artículos  mil  noventa  y  uno  y  mil  quinien- 
«tos  noventa  y  uno  que  difiera  la  responsabilidad  en 
j>este  caio  al  Arquitecto. «  .  ^  -  -  • 
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Trigésimonoveno.  Resultando  que  el  día  veinte 
de  Noviembre  próximo  pasado  se  celebró  lá  vista  pú- 
blica del  recurso  con  asistencia  só)o  del  letrado  de  la 
parte  recurrente,  el  cual  sostuvo  la  procedencia  de  los 
recursos  por  el  orden  establecido.  • 

Decisión  de  ambos  beí'ursos: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betan- 
court. 

Primero.  Considerando  én  cuanto  al  recurso  xle 
casación  por  quebrantamiento  de  fómá,  que  para  que 
proceda  el  recibimiento  á  prueba  en^lá  segunda  ins- 
tancia con  objeto  de  practicar  alguna  diligencia 
probatoria  denegada  en  la  primera,  es  necesario,  con- 
forme al  número  primero  del  artículo  ochocientos 
sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civi},  que 
la  Sala  sentenciadora  estime  pertinente  la  diligencia 
desestimada  y  en  el  presente  caso  la  Sala  no  estimó 
pertinente  la  inspección  ocular  de  los  noventa  metros 
de  cimiento  en  todo  lo  que  es  pared  maestra  en  la  ^ 
parte  delantera  del  edificio,  mediante  esta  apreciación 
el  quebrantamiento  de  forma  que  se  aí<íga  en  el  primer 
motivo,  sólo  se  hubiera  cometido  en  el  caso  dé  que  la 
prueba  denegada  hubiera  podido  producir  indefensión 
k  la  parte,  según  se  expresa  en  el  número  quinto  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  dé  la  citada  ley 
procesal. 

Segundo.  Considerando  que  aparte  de  las  raíto- 
nee  que  la  Audiencia  tuvo  para  estimar  impertinente 
la  prueba  antes  dicha,  su  impertinencia  resulta  mani- 
fiesta y  su  falt?^  no  ha  podido  producir  .indefensión  al 
recurrente,  porque  el  demandado  no  negó  la  existen- 
cia de  los  referidos  metros  de  cimiento,  sino  que  sos- 
tuvo en  el  hecho  quinto  de  su  contestación. que  las  )  ^^ 
obras  ejecutadas,  y  que  el  actor  conceptuaba  cxtraor-  ^ 
diñarías,  estaban  comprendidas  en  él  contrato,  como 
necesarias  á  la  seguridad  del  edificio,  lo  cual  estimó 
probado  la  Sala  sentenciadora  fundando  su  fallo  en 
esa  razón;  y  no  en  la  de  no  haberse  justificado  la  rea- 
lización de  dichas  obras,  por  lo  que,  la  prueba  no 
practicada  no  pudo  influir,  ni  su  falta  influyó,'  en  la 
resolución  definitiva  reclamada. 

Tercero,  Considerando  que  tampoco  ha  influido 
en  el^ffkUo  la  negativa  de  la  Sala  &  la  petición  del  re- 
cqrfeñlíe  para  que  se  citase  al  perito  tíaguen'iela,  con 
objeto/  dé    que  ratifícase  el  informe  que    habla  mi- 
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nistrado  y  presentado  al  Juzgado;  porque  si  bien  es 
cierto  que  ese  informe  no  fué  ratificado,  no  por  esta 
circunstancia  dejó  el  Juez  de  consignar  su  contenido 
en  la  sentencia  y  de  apreciarlo  al  fundar  su  fallo, 
para  lo  cual,  en  el  extremo  que  á  dicho  informe  se 
refiere,  tuvo  en  cuenta,  además  de  otras  pruebas, 
el  informe  pericial,  al  cual  se  refiere  en  general  y  sin 
excepción  alguna;  deduciéndose  de  lo  expuesto  quiB  no 
sólo  no  produjo  indefensión  tal  negativa,  sino  que  en 
realidad  no  fué  negada  la  prueba;  puesto  que,  prueba 
que  se  practica  y  se  aprecia,  no  obstante  la  falta  de 
algún  requisito,  no  puede  sostenerse  que  se  ha  dene- 
gado; no  habiéndose  cometido  por  consiguiente  el  que- 
brantamiento alegado  en  el  segundo  motivo  del  re- 
curao. 

Cuarto.  Considerando  que  tampoco  se  ha  come- 
tido el  quebrantamiento  alegado  en  el  tercero  y  últi- 
mo motivo  del  recurso  de  esta  clase,  porque  para  que 
pueda  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segun- 
j  y  da  instancia  conforme  &  los  números  tercero  y  cuarto 
del  articulo  ochocientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  es  preciso  que  el  solicitante  pre- 
cise el  hecho  ó  hechos  que  intente  probar  á  fin  de  que 
pueda  ser  estimada  por  la  Sala  su  influencia  en  el 
pleito  y  en  vista  de  ella  conceder  ó  denegar  la  apertu- 
ra del  trámite;  y  no  habiendo  el  recurrente  llenado 
ese  requisito,  por  cuya  razón  la  A  udiencía  ajustándo- 
se á  la  ley  le  denegó  su  solicitud,  el  r«  curso  de  casa- 
ción no  procede,  porque  sólo  ha  lugar  á  éste,  según  el 
número  tercero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y 
uno  por  falta  de  recibimiento  á  prueba  con  arreglo  á 
derecho  y  por  lo  expuesto  se  ve  que  en  el  presente  ca- 
so no  era  procedente. 

Quinto.  Considerando  respecto  al  recurso  por 
infracción  de  le}',  en  cuanto  por  éste  se  reclama  con- 
tra el  fallo  por  no  haberse  condenado  al  demandado 
al  pago  de  las  obras  realizadas  en  los  bajos  del  edificio 
del  '  'Centro  Gallego''  y  de  los  seis  mil  pesos  en  que  fue- 
ron convenidas  las  ejecutadas  en  la  casa  Blanco  nú- 
mero veinte  y  nueve  y  treinta  y  uno,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora ha  estimado  en  vista  de  la«  pruebas  prac- 
ticadas que  ambas  obligaciones  fueron  satisfechas  por 
el  dicho  demandado,  sin  que  se  haya  destruido  por  me- 
dio del  recurso  esa  afirmación  de  hecho  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, mediante  la  cual  no  ha  podido  infringir  y  no 
ha  infringido,  los  artículos  mil  ochenta  y  ocho,  mil 
ochenta  y  nueve,  mil  noventa  y  uno  y  mil  quinientos 
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noventa  y  nueve  del  Código  Civil,  en  el  concepto  ex- 
presado en  los  motivos  tercero  y  sexto  del  recurso, 
porque  lejos  de  desconocerse  lo  dispuesto  en  esos  ar- 
tículos se  ha  tenido  en  cuenta  al  absolver  al  demanda- 
do por  haber  cumplido  con  la  obligación  de  pagar  pro- 
veniente de  los  contratos  celebrados  con  el  actor,  con 
lo  cual  se  ajustó  el  dicho  Tribunal  sentenciador  al 
precepto  del  articulo  mil  ciento  cincuenta  y  seis  de 
dicho  Código,  segün  el  cual  las  obligaciones  se  extin- 
guen por  el  pago. 

Sexto.  Considerando  en  cuanto  el  recurso  se 
refiere  á  la  parte  del  fallo  que  declaró  sin  lugar 
el  pago  de  las  obras  realizadas  en  la  citada  casa 
de  la  calle  de  Blanco,  que  el  actor  reclama  en  con- 
cepto de  extraordinarias  y  no  comprendidas  en  el 
contrato,  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  la 
prueba  y  el  contenido  de  dicho  contrato  ha  estima- 
do, y  en  ésto  funda  su  resolución,  que  esas  obras  están 
comprendidas  en  aquél  mediante  la  obligación  contraí- 
da por  el  constructor  de  que  la  construcción  fuera  só- 
lida y  fuerte  y  de  realizar  las  demás  obras  relativas 
á  las  necesidades  de  la  comodidad  é  higiene,  sin  que 
con  dicha  apreciación  haya  infringido  el  artículo  mil 
doscientos  ochenta  y  tres  del  Código  Civil,  en  el  con- 
cepto expresado  en  el  segundo  motivo  del  recurso, 
por  estimar  como  comprendidos  en  dicha  obligación 
los  escaparates  y  tabiques  á  que  dicho  motivo  se 
refiere,  porque  en  realidad  esas  obras,  que  indu- 
dablemente son  de  comodidad  y  pueden  ser  de  hi- 
giene, sin  que  lo  contrario  se  haya  demostrado  por 
el  recurrente,  no  alteran  la  construcción  del  edificio 
de  modo  tal  que  puede  decirse  que  en  el  contrato  para  L^ 

su  edificación  no  estuviesen  implícitamente  compren- 
didas, al  extremo  que  al  entenderlo  así  se  amplíen 
sus  términos  á  cosas  diferentes  de  las  pactadas,  aparte 
de  que,  aun  suponiendo  que  la  Sala  sentenciadora  hu- 
biera incurrido  en  el  error  que  se  le  atribuye,  ese  error 
no  sería  eficaz  para  producir  la  casación  del  fallo, 
porque  para  que  el  propietario  venga  obligado  á  pagar 
el  aumento  de  obras  no  basta  que  aquéllas  se  hayan 
realizado  sino  que  es  necesario  que  lo  hubieran  sido 
con  BU  autorización,  lo  que  no  ha  sucedido  en  el  pre* 
senté  caso,  según  se  explicará  en  el  siguiente  conside- 
rando. 

Séptimo.  Considei^ndo  que  conforme  al  artículo 
mil  quinientos  noventa  y  tres  del  Código  Civil,  para 
que  el  contratista  pueda  reclamar  aumento  de  precio 
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por  haberse  aumentado  las  obras  de  construcción  de 
un  edificio,  pactados  sobre  un  plano  y  con  ajuste  al- 
zado, es  necesario  que  el  propietario  haya  autorizado 
el  cambio  6  aumento  de  las  obras,  y  en  el  presente  ca- 
so, sin  duda,  entendiéndolo  así  el  actor  expuso  en  el 
hecho  cuarto  de  su  demanda  que  esas  obras  se  habían 
realizado  por  encargo  del  demandado,  cuyo  hecho  ne- 
gó éste  en  el  quinto  de  su  contestación,  manifestando 
que  nada  había  autorizado  ni  ordenado  fuera  de  lo 
convenido,  y  que  esas  obras  las  realizó  el  contratista 
por  creerse  á  ellas  obligado  por  el  contrato,  particular 
de  hecho  que  mantenido  en  la  réplica  y  d&plica  com- 
petía probar  su  certeza  al  actor,  y  no  resultando  de  la 
sentencia  que  se  hubiei^a  probado,  sino  por  el  contra- 
rio afirmándose  en  un  considerando" que  aquéllas  fue^ 
ron  realizadas  espontáneamente  por  el  contratista,  la 
Sala  no  ha  infringido  el  artículo  mil  quinientos  no- 
venta y  tres  del  Código  en  el  concepto  invocado  en  el 
quinto  motivo  del  recurso,  puesto  que  la  aplicación 
de  aquél  exigía  como  antecedente  necesario  la  justifi- 
cación del  hecho  á  que  antes  se  ha  aludido. 

Octavo..  Considerando  en  cuanto  á  los  motivos 
que  se  refieren  al  pronunciamiento  que  declaró  con  lu- 
gar parte  de  la  reconvención  establecida  por  el  deman- 
dado, que  no  se  demuestra  como  se  ha  pretendido  en  el 
séptimo  de  los  del  recurso,  fundado  en  el  número  sépti- 
mo del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento, que  la  Sala  sentenciadora  haya  incuiTido 
en  error  de  hecho  ni  de  derecho  al  apreciar  la  prueba; 
respecto  del  segundo  porque  los  artículos  mil  noventa 
y  uno  y  mil  quinientos  noventa  y  uno  del  Código  Civil 
no  contienen  reglas  para  apreciar  el  valor,  fuerza  y 
eficacia  de  los  medios  probatorios  y  por  consiguiente 
no  pueden  ser  infringidos  al  apreciar  la  prueba,  y, 
en  cuanto  al  primero,  poi-qne  de  los  documentos  que 
se  citan  para  demostrar  el  error  que  se  atribuye  al 
Tribunal  Sentenciador,  error  que  en  la  forma  que 
se  expone  más  parece  de  concepto  que  de  hecho,  no 
resulta  demostrado  de  modo  evidente;  porque  el  do- 
cumento de  fojas  cuatro  aparte  de  que  por  ser  una 
copia  simple  de  un  documento  privado  no  merece 
el  concepto  de  auténtico,  aparece  claramente  que  el 
recurrent/C  fué  el  constructor  de  la  obra  y  que  si  bien 
en  el  plano  no  se  señaló  la  distancia  que  debían 
guardar  entre  sí  las  vigas,  en  el  dicho  contrato  se 
comprometió  el  exprasado  confetructor  á  que  la  cons- 
trucción fuera  sólida  y  fuerte  haciéndose  responsable 
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de  subsanar  cualquier  cosa  ya  dentro  del  contrato,  ya 
dentro  del  plano  que  no  estuviere  con  relación  á  su 
compromiso,  siendo  de  tenerse  en  cuenta  que  el  plano, 
segiin  el  contrato,  corrió  de  cuenta  del  mismo  con- 
tratista. 

Noveno.  Considerando  que  el  Tribunal  Senten- 
ciador ha  declarado  con  lugar  la  reconvención  fundán- 
dose pricipalmente  en  que  por  el  contrato  el  recurrente 
debia  realizar  las  obras  de  una  manera  sólida  y  fuerte 
quedando  responsable  de  la  deficiencias  de  las  mismas 
y  por  tanto  obligado  á  repararlas  y  por  consiguiente 
al  hacer  aquella  declaración,  mediante  este  funda- 
mente, no  ha  infringido  los  artículos  mil  quinientos 
noventa  y  seis  y  un  mil  doscientos  cincuenta  y  ocho 
del  Código  Civil,-  citados  en  los  motivos  primero  y 
cuarto  del  recurso;  en  cuanto  al  primero  porque 
descansa  en  un  supuesto  de  hecho  no  reconoci- 
do en  la  sentencia  ó  sea  que  en  ésta  se  supone 
que  los  vicios  de  construcción  son  debidos  á  de- 
ficiencias imputables  al  Arquitecto  ó  director  de 
las  obras;  y  en  cuanto  al  segundo,  porque  resulta  ajus- 
tado á  sus  preceptos  la  decisión  ya  que  ellos  obligan  '  y 
al  cumplimiento  de  lo  expresamente  pactado  en  los 
contratos  y  &  sus  consecuencias  seg^n  la  naturaleza 
de  los  mismos  y  conforme  á  la  buena  fe;  y  es  evidente 
de  la  naturaleza  de  un  contrato  de  construcción  en  el 
que  el  contratista  se  obliga  á  realizar  la  obra  de  una 
manera  sólida  y  fuerte,  hágase,  como  este  caso  se  hizo, 
responsable,  de  subsanar  las  faltas,  ó  no  exprese  este 
compromiso,  impone,  por  virtud  del  artículo  citado, 
la  subsanación  de  los  defectos  que  perjudiquen  á 
la  solidez  como  consecuencia  de  la  buena  fe  que 
debe  presidir  y  que  se  supone  existente  en  todo  con- 
trato. 

Décimo.  Considerando  que  no  habiéndose  come- 
tido los  quebrantamientos  de  forma  ni  las  infracciones 
de  la  ley  alegadas  como  motivos  de  la  capación  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  recurso  y  en  cumplimiento 
del  artículo  XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  condenar  en  las  cos- 
tas al  recurrente. 

Fallamos;  que  debemos  declarar  y  declaramo's  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  foima  ni  al  de  infracción  de  ley  interpuesto  por 
José  Suárez  Lasarte  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  cin- 
co de  Septiembre  último  en  el  juicio  á  principio  refe- 
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rido,  con  las  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente.    De- 
vuélvanse, etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Qiber- 
ga.— Carlos  Revilla. 


dneb.  forma  é  inf.  ley.— Sent.  21.— 4  de  Diciembre  de 
)  ^  1902.  {Oae.  Feftrcroi^.)— Mayor  cuantía. 

.  BOCTRINA:   Los  documentos  Justificativos  de  los 

/  hechos  cu  que  se  basa  la  acción  ejercitada  y  que  el  de- 

mandante tuviera  en  su  poder  al  deducir  la  demanda 
han  de  acompañarse  precisamente  á  ésta,  sin  que  pue- 
dan ser  admitidos  en  trámites  ulteriores  del  pleito. 

La  Sala  sentenciadora  que  nle^^a  el  recibimiento  á 
prueba  en  la  segunda  instancia  solicitado  con  el  obje- 
to de  presentar  documentos  rechazados  en  el  término 
probatorio  de  la  primera,  por  ser  de  aquéllos  que  por 
su  naturaleza  deben  presentarse  con  la  demanda,  no 
comete  el  quebrantamiento  previsto  en  el  caso  3P  del 
artfculo  1691  de  la  ley  d«  Enjuiciamiento  CÍ\^il. 

Estimando  la  Sala  sentenciadora  en  vista  de  las 
pruebas  presentadas  que  una  obligación  ha  sido  no- 
vada, para  que  prosperen  en  casación  las  alegaciones 
que  se  hagan  de  infracciones  de  leyes,  por  no  haber 
dispuesto  el  cumplimiento  de  la  obligación  primitiva 
es  preciso  que  el  recurrente  combata  en  forma  legal  la 
apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  respecto  al  par- 
ticular de  la  novación  y  de  los  hechos  que  á  dicho  jui- 
cio sirven  de  fundamento. 

Para  estimar  novado  un  contrato  no  es  indispensa- 
ble que  en  la  sentencia  se  declare  la  incompatibilidad 
de  la  obligación  nueva  con  la  primitiva,  bastando  á 
aquel  efecto  que  la  dicha  incompatibilidad  se  derive 
lógicamente  de  los  antecedentes,  razonamientos  y 
consideraciones  que  el  fallo  contenga,  en  relación  con 
lo  que  en  el  mismo  se  disponga. 

No  procede  la  casación  de.una  sentencia,  cuando  és- 
ta descansa  en  'fundamentos  que  en  modo  alguno  han 
sido  impugnados  en  el  recurso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  dos,  visto  ante  este  Tribunal 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  é  infracción  de  ley  procedente  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  interpuesto  por  el  demandante  en 
los  autos  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  se- 
guido por  Matías  M.  Averhoff,  hacendado,  vecino  de 
esta  ciudad  contra  la  Empresa  de  Ferrocarriles  Uni- 
dos de  la  Habana  y  Almacenes  de  Regla,  Limitada, 
en  cobro  de  catorce  mil  seiBcientos  noventa  y  des  pe< 
808  dos  centavos  en  oro. 
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Primero.  Resaltando  que  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  expresada  Aadiencia  en  su  sentencia  de  veinte  y 
dos  de  Agosto  último,  qoe  es  la  recurrida,  acepté  los 
Resultandos  de  la  dictada  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  Distrito  del  Este  de  esta  ciudad  en  veinte  y 
seis  de  Agosto  de  mil  novecientos  uno,  que  á  conti- 
nuación se  transcriben. 

Demanda: 

Segando.  «Resultando  que  el  procurador  Francisco 
Barrio  por  lo  principal  de  su  escrito  de  fojas  nueve  esta- 
bleció la  presente  demanda  contra  losFerrocarrilesUni- 
dos  de  la  Habana  y  Almacenes  de  Regla,  Limitada,  fun- 
dándola en  los  siguientes  hechos:  Primero:  que  como 
se  ve,  del  documento  acompañado  el  Ferrocarril  de 
Yillanneva  se  obligó  con  mi  representado  á  rebajar 
del  precio  de  la  tarifa  el  cincuenta  por  ciento  pfir 
la  conducción  de  los  efectos  que  detalla  la  cláusula 
trece. —Segundo:  que  es  falso  afirmar  que  n\  rebajo 
se  baria  de  la  tarifa  máxima  sino  de  la  que  apli- 
que el  Ferrocarril.  —  Tercero:  que  en  cuanto  á  don 
Matías  M.  Averhoff  y  Carrasco,  no  ha  cumplido  el 
Ferrocarril  su  obligación  aunque  si  con  el  otro  suk- 
críbiente  señor  Morales,  en  parte,  y  en  totalidad  con 
el  señor  Pelayo  á  quien  el  primero  vendió  ku  finca. 
— Cuarto:  que  en  los  conocimientos  se  lija  la  can- 
tidad de  la  que  se  rebaja  el  cincuenta  por  ciento. 
— Quinto:  que  con  instancia  particular  á  la  Directiva 
del  Ferrocarril,  se  acompañaron  dos  documentos, 
que  dicha  Directiva  no  ha  devuelto. — Sexto:  que  el 
Ferrocarril,  de  palabra,  se  ha  negado  á  pagar  lo  que 
adeuda  al  señor  Averhoff,  sin  justificar  su  negativa, 
ni  proveer  la  instancia  que  le  fué  presentada,  de 
acuerdo  con  el  Presidente  señor  Luciano  Ruiz. — Sép- 
timo: que  citado  en  conciliación  el  último  para  que 
onlenara  el  pago,  ó  si  duda  le  ocurriere,  someter  el 
caso  á  juicio  arbitral,  no  ha  comparecido:  y  después 
de  consignar  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó 
pertinentes  concluyó  solicitando  se  admitiera  la  de- 
manda se  diera  de  ella  traslado  á  la  Compañía  deman- 
dada y  en  definitiva  se  condene  á  ésta  á  que  inme- 
diatamente le  pague  á  Averhoff  la  suma  que  es  en 
deberle  por  el  cincuenta  por  ciento  de  bonificación 
convenido,  seg&n  el  tenor  del  contrato  en  su  cláusula 
trece,  ascendente  &  la  suma  de  catorce  mil  seiscientos 
noventa  y  dos  pesos  dos  centavos  en  oro  y  además  los 
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intereses  de  esa  suma  desde  la  feclia  de  la  demanda 
con  las  coí^tas  todas  &  cargo  de  la  Empresa  por  su  te- 
meraria oposición  designando  á  los  efectos  del  empla- 
zamiento á  don  Luciano  Ruiz^  como  Presidente  de  la 
Duvctiva  de  la  Empresa,  y  por  lo  tanto  su  represen- 
tante.» 

Tercero.  ((Resultando  que  el  mencionado  Pro- 
curador d  )n  Francisco  del  Barrio  á  más  del  testi- 
monio de  poder  que  le  otorgó  don  Matías  Averhoff 
el  día  veinte  y  cinco  de  Enero  de  dicho  año,  ante  el 
Notario  don  Alfredo  Villageliá,  presentó  un  contrato 
celebrado  entre  L^  Compañía  demandada  y  su  poder- 
dante, en  el  que  se  convino  rebajar  del  precio  de  la 
tarifa  el  cincuenta  por  ciento  por  la  conducción  de  los 
efectos  que  detalla  la  cláusula  trece;  una  carta  en  que 
por  la  empresa  se  manifíesta  estarse  buscando  dos  co- 
nocimientos que  á  ella  fueron  remitidos  y  una  certifi- 
cación del  acto  de  conciliación  intentado.^ 

Cuarto,  <f  Resultando  que  por  providencia  de  vein- 
te y  tres  de  Febrero,  se  tuvo  por  parte  al  Procurador 
don  Francisco  del  Barrio  á  nombre  de  don  Matías 
Aveihoíí,  y  admitida  la  demanda  se  confirió  traslado 
con  emplazamiento  á  la  Empresa  demandada,  por  me- 
dio de  su  Presidente  don  Luciano  Rniz,  para  que  en 
el  improrrogable  término  de  nueve  días  se  personara 
en  los  autos  )> 

Quinto.  «Resultando  que  por  virtud  del  emplaza- 
miento que  llevó  á  efecto  el  actuario  á  fojas  diez  y 
nueve  vuelta  compareció  en  los  autos  el  Procurador 
don  Alfredo  Llaguno  y  acompañando  testimonio  del 
poder  que  al  efecto  le  tenía  conferido  la  Empresa,  se 
personó  á  nombre  de  ésta  pidiendo  que  con  él  se  en- 
tendieran los  trámites  del  juicio.» 

Contestación: 

Sexto.  ((Resultando  que  tenido  por  parte  el  Pro- 
curador Llaguno,  en  providencia  de  ocho  de  Marzo  se 
le  concedió  el  término  de  veinte  días,  que  se  le  prorro- 
gó á  diez  más,  para  contestar  la  demanda,  y  evacuán- 
dola alegó  los  hechos  siguientes.  Primero:  que  el  señor 
Matías  Averhoff  reclama  de  la  sociedad  que  representa 
el  pago  de  la  suma  de  catorce  mil  seiscientos  noventa 
y  dos  pesos  dos  centavos  en  oro,  por  el  cincuenta  por 
ciento  de  bonificación  á  que  se  considera  con  derecho 
sobre  el  importe  de  conocimientos  ó  carta  de  porte,  por 
fletes  de  caña  transportada  á  su  ingenio  Central  Ave- 
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rhoff,  f  andando  sn  reclamación  en  la  cláusula  trece  del 
contrato  celebrado  el  veinte  y  cuatro  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  entre  la  Compañía 
de  Caminos  de  Hierro  de  la  Habana  de  uua  parte  y 
de  la  otra  el  demandante  y  don  Pedro  Morales  y  San- 
ta Cruz.  Segundo:  que  el  actor  no  acompafia  á  su 
demanda  los  conocimienfcos  ó  caí-tas  de  porte  sobre  los 
cuales  pretende  que  se  les  linga  la  bonificación  quo 
reclama,  y  si  bien  dos  de  esos  conocimientos  se  Iihii 
extraviado  en  la  Administración  de  la  Compañía,  ello 
no  le  excusaba  de  presentar  los  demás  que  obraran  en 
su  poder,  sin  perjuicio  de  que  en  el  período  de  prueba 
se  justificara  el  concepto  y  el  importe  de  aquellos  co- 
nocimientos, ó  antes  si  se  encontraran.  Tercero:  que 
á  partir  de  la  zafra  de  mil  ochocientos  noventa  á  no- 
venta y  uno,  el  señor  Averhoff  vino  consecutivamen- 
te, de  ano  en  año,  contratando  expresamente  con  la 
Compañía  el  transporte  de  caña  según  demuestran 
los  cuatro  contratos  privados  que  acompaño  suscritos 
por  el  actor  y  la  circular  que  de  igual  manera  acom- 
paño, en  los  cuales  no  se  hizo  reserva  de  clase  alguna, 
fijando  de  común  acuerdo  el  señor  Averhoff  y  la  Com- 
pañía, el  precio  de  la  conduccióo  de  la  caña.  Cuarto: 
que  aunque  ésto  por  sí  solo  es  bastante  pnra  que  se 
entienda  extinguida  la  obligación  á  que  se  contrajo  la 
cláusula  trece  del  contrato  de  veinte  y  cuatro  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  que  invo- 
ca el  demandante  señor  Averhoff,  en  ningún  caso  po- 
dría darse  á  la  mencionada  cláusula  la  interpretación 
que  en  la  demanda  se  le  dá  por  el  actor  pretendiendo 
que  el  treinta  y  cinco  y  cincuenta  por  ciento  de  boni- 
ficación á  que  se  refiere  había  de  rebajarse,  no  [de  la 
tarifa  general,  aprobada  por  el  Gobierno,  de  que  en 
dicha  cláusula  se  habla,  sino  de  cualenquiera  tarifas 
qne  en  lo  futuro  se  establecieran  por  la  Compañía. 
Quinto:  Qne  en  dicha  cláusula  se  dijo  lo  si- 
guiente:—  Por  las  demás  cargas  que  no  fueran 
azúcar  ni  miel,  se  obliga  la  Compañia  de  Caminos 
de  Hierro  de  la  Habana,  á  cobrar  á  los  señores 
Morales  y  Averhoff,  los  mismos  precios  que  se 
apliquen  á  la  estación  de  Aguacate  ó  Xenes  de  la 
Compañía,  y  á  no  cobrarles  en  ninguna  époc^a  por  los 
transportes  á  la  Habana  ó  Matanzas,  mayores  precios 
que  los  de  la  tarifa  general  con  el  rebajo  del  treinta  y 
cinco  por  ciento.  Asimismo  no  cobrará  á  los  señores 
Morales  y  Averhoff  por  el  transporte  de  leña,  caña, 
maquinaria  y  carbón  para  sus  fincas,  mayores  precios 
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que  los  de  la  tarifa  con  an  cincuenta  por  ciento  de 
rebajo.  Palabras  en  las  cuales  se  refieren  los  contra- 
tantes, no  á  cualquier  tarifa  sino  á  la  tarifa  general 
aprobada  por  el  Gobierno.  Sexto:  que  niego  Jos  he- 
chos de  la  demanda  que  no  convengan  con  los  expues- 
tos; y  dc'p'.iés  de  consignar  los  fundamentos  de  dere- 
cho, c jncluyó  solicitando  se  le  tuviera  por  contestnda 
la  demanda  y  por  opuestas  las  excepciones  de  nova- 
ción y  falta  de  acción,  en  definitiva  se  declare  sin  lu- 
gar la  demanda  con  las  costas  á  cargo  del  actor.» 

Séptimo.  «Resultando  que  el  demandado  con  el 
escrito  de  contestación  acompañó  cuatro  contratos  ce- 
lebrados por  don  Matías  Averhoff  y  la  Empresa  de- 
mandada, sobre  conducción  y  fletes  de  caña,  corres- 
pondientes á  las  zafras  de  mil  ochocientos  noventa  á 
noventa  y  uno,  de  ésta  á  noventa  y  dos,  de  éste  á  no- 
venta y  tres  y  de  éste  á  noventa  y  cuatro  y  una  circu- 
lar sobre  el  mismo  objeto  para  las  zafras  posteriores.» 

Replica: 

Octavo.  ((Resultando  que  tenido  por  evacuado 
el  trámite  de  contestación,  se  dio  traslado  para  répli- 
ca al  demandante,  el  cual  en  el  escrito  de  fojas  cin- 
cuenta y  cuatro,  alega  como  hechos  definitivos  los  si- 
guientes. Primero:  que  reproduzco  todos  los  hechos 
del  escr'to  de  demanda,  ninguno  de  los  cuales  ha  si- 
do desvirtuado  por  la  Empresa  en  su  contestación. 
Segundo:  que  la  Empresa  reconoce  haberse  extravia- 
do en  su  poder  los  coiioeiuiientos  nol)lemente  acom- 
pañados por  Averhoff  eu  l¿i  instancia  dirigida  &  la  Ad* 
ministrHcióu.  Tercero:  que  los  contratos  acompañados 
por  la  Empresa  demandadn  en  su  contestación,  son  con- 
tratos generales,  que  la  Empresa  celebraba  con  todos  los 
hacendados  y  de  los  cuales  precisamente  tenía  que  ha- 
cerse la  bonificación  que  determina  el  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  ocho  que  es  especial. — Cuarto:  que  niego 
el  hecho  tercero  de  la  contestación  á  la  demanda,  en 
cuanto  afirma  la  existencia  de  la  novación,  puesto  que 
es  un  hecho  indiscutible  qii^  la  Empresa  con  actos 
propios  y  posteriores  á  \a  fecha  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho  reconoció  la  vigencia  del  mencionado 
contrato. — Quinto:  que  niego  también  el  cuarto  hecho 
de  la  contestación  por  no  tenerlo  en  él  consignado,  tal 
caiácter  d<»ntro  del  tecnicismo  jurídico  pudiendo  ser 
todo  lo  más  un  fundamento  de  derecho.  — Sexto:  que 
niego  igualmente  el  hecho  quinto  de  la  citada  contf  a- 
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tación  en  caanto  se  refiere  á  la  interpretación  que  pre- 
tende ciarle  la  representación  de  )a  Empresa  &  la  cláu- 
sula trece  del  contrato. — Séptimo:  que  nifgo  los 
restantes  hechos  de  la  contestación  en  cuanto  no  con- 
vengan con  los  del  escrito  de  demanda  y  con  los  fija- 
dos en  el  presente. » 

Noveno,  (r Resultando  que  conferido  traslado  en 
dáplica  al  demandado  en  providencia  de  siete  de  Mayo 
por  término  de  diez  días  que  fué  prorrogado  á  cinco 
más,  quedó  en  suRpenso  el  curso  de  la  demanda  prin- 
cipal, porque  eJ  actor  en  el  escrito  de  fojas  sesenta  y 
cinco  promovió  incidente  de  previo  y  especial  pronun- 
ciamiento sobre  nulidad  de  actuaciones,  porque  al 
demandar  á  los  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana, 
se  personó  en  los  autos  la  representación  de  esa  Em- 
presa ó  sea  su  Presidente  el  Marqués  de  Arguelles  por 
medio  del  Procurador  don  Alfredo  Llaguno,  lo  cual 
sucedía  el  nueve  de  Marzo  de  mil  novecientos  y  que 
el  veinte  y  dos  del  mismo  mes  y  afío  falleció  en  Nieva, 
Provincia  do  Oviedo,  el  sefior  Ramón  Arguelles,  de  lo 
cual  tuvo  conocimiento  la  Empresa  estándose  por  tan- 
to en  el  caso  séptimo  del  artículo  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  pues  habiendo  muerto  el  poder- 
dante, se  habían  practicado  actuacioDes  que  erau 
nulas.» 

Décimo.  «Resnltando  que  sustanciado  por  todos 
sus  trámites  dicho  incidente,  por  sentencia  de  veinti- 
cinco de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  se  declaró 
sin  lugar,  bajo  el  fundamento  de  que  el  poderdante 
del  Procurador  Llaguno  no  era  don  Ramón  Arguelles 
y  sí  la  Gompafiia  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana, 
entidad  demandada  y  porque  las  actuaciones  de  que 
se  trata  siempre  serian  válidas  aun  cuando  el  falleci- 
do hubiese  sido  el  poderdante  del  Procurador,  mien- 
tras no  se  le  declare  terminado  por  el  Juzgado.» 

Duplica: 

Décimoprimero.  ((Resultando  que  puesto  en 
curso  los  autos,  el  demandado  evacuando  el  trámite 
de  duplica  alega  los  hechos  siguientes.  Primero:  que 
reproduce  los  cinco  hechos  de  su  contestación  y  la 
negación  que  contiene  el  sexto.  Segundo:  que  niega 
los  hechos  consignados  en  el  escrito  de  réplica,  así 
como  los  fundamentos  de  derecho  del  mismo  por  no 
ser  aplicables  al  caso  de  autos:  que  la  Compañía  de 
Caminos  de  Hierro  de  la  Habana  se  obligó  á  rebajar 
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un  cincaenta  por  ciento  de  la  tarifa  en  los  transportes 
de  caña,  refiriéndose  esas  palabras  la  tarifa  á  la  tarifa 
general  aprobada  por  el  Gobierno  en  la  fecha  del  con- 
trato única  á  que  podía  referirse  y  que  sin  ese  articu- 
lo del  contrato  ni  otro  alguno  prohiba  á  la  Compañía 
hacer  extensiva  &  otro  hacendado  ó  &  todos  la  misma 
bonificación,  ni  otorgue  derecho  al  señor  Averhoff 
para  exigir  en  este  caso  una  nueva  bonificación  espe- 
cial. Tercero:  que  la  Compañía  de  Caminos  de  Hierro 
de  la  Habana,  al  otorgar  el  contrato  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  ocho  con  Averhoff,  solo  pudo  referirse 
á  transportes  efectuados  en  sus  líneas  y  no  en  las 
líneas  de  Regla  á  Jovellanos  que  vinieron  á  fun- 
dirse con  las  primeras  de  Julio  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  formando  la  Compañía  <r Banco 
del  Comercio,  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana  y 
Almacenes  de  Regla.»  Cuarto:  que  la  obligación  con- 
traída con  Averhoff  de  rebajar  el  cincuenta  por  ciento 
de  la  tarifa  general  aprobada  por  el  Gobierno,  ha  sido 
cumplida  con  exceso  por  la  Compañía,  porque  seg&Q 
resulta  de  los  libros  y  estados  de  ésta,  lo  cobrado  im- 
porta menos  de  dicha  mitad  ó  cincuenta  por  ciento. 
Quinto:  que  en  ninguna  época  la  Compañía  ha  hecho 
devolución  de  fletes  ni  al  demandante  Averhoff  ni  á 
Morales  ni  á  Pelayo:  que  la  rebaja  que  se  hizo  duran- 
te la  zafra  de  mil  ochocientos  noventa  al  noventa  y 
uno  al  señor  Morales  fué  debido  á  un  acuerdo  de  la 
Comisión  Ejecutiva  de  la  Compañía,  fecha  veinte  y 
dos  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  auto- 
rizando una  rebaja  al  final  de  la  zafra  á  los  hacenda- 
dos, que  habiendo  satisfecho  sus  cuentas  con  puntua- 
lidad, no  hubieran  podido  utilizar  bien  sus  carros  á 
causa  de  demoras  y  entorpecimientos  en  el  transcurso 
de  la  zafra.  Sexto:  que  todos  los  transportes  de  caña 
durante  esa  zafra  se  hicieron  mediante  contratos  es- 
peciales y  los  señores  Morales  y  Averhoff  suscribieron 
dichos  contratos  en  los  mismos  términos  que  los  de- 
más hacendados:  que  tanto  lo  ha  entendido  así  el  se- 
ñor Averhoff,  que  en  la  carta  de  veinte  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco  que  acompaño  á  este 
escrito,  fija  una  cantidad  pagada  por  fletes  de  caña,  y 
pide  solamente  una  devolución  del  quince  por  ciento 
que  se  le  hizo  y  cobró  sin  ninguna  dificultad,  protesta 
ni  reserva.  Séptimo:  que  la  tarifa  general  á  la  cual  se 
refiere  el  contrato  de  Averhoff',  es  la  aprobada  por  el 
Gobierno,  que  tiene  en  su  portada  impresa  estas  pala- 
bras «Tarifa  General  de  la  Compañía  de  Caminos  de 
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Hierro  de  la  Habana;  y  Tarifa  de  combinacióo  de  loa 
Ferrocarriles  de  Matanzas  y  Cárdenas  y  Jácaro  con  la 
Compañía  de  Caminos  de  Hierro  de  la  Habana,  para 
pasajes,  equipajes,  cargas  y  animales.» 

Décimosegundo.  «Resultando  que  recibido  el 
juicio  á  pruelm  se  sefialó  el  término  de  treinta  días 
para  practicar  la  propuesta  por  las  partes,  término 
que  se  suspendió  por  mutuo  acuerdo  de  las  mismas, 
por  catorce  días,  los  que  habiendo  vencido,  volvió  de 
nuevo  á  cursar  el  término  de  los  treinta  días  conce- 
didos para  practicar  dicha  prueba.» 

Prurba  dbl  demandante: 

Decimotercero.  ResnUando  como  piueba  del 
demandante  la  declaración  del  testigo  don  Ramón  Pe- 
la3'o,  el  cual  al  ser  examinado  por  el  Juez  de  Jaruco, 
en  viitud  de  exhorto  que  se  le  dirigió  por  este  Juzga- 
do acompañándole  certificación  del  interrogatorio,  de- 
claró no  comprenderle  las  generales  de  la  Ley;  que  es 
cierto  que  compró  el  ingenio  que  posee:  que  los  seño- 
res Morales  al  venderle  le  trasmitieron  el  derecho  al 
contrato  de  veinticuatro  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  celebrado  con  la  Compañía 
Caminos  de  Hierro  de  la  Habana  y  que  la  Compañía 
referida  le  abonó  á  él  el  cincuenta  por  ciento  de  boni- 
ficación que  con  arreglo  á  la  cláusula  trece  del  men- 
cionado contrato  estaba  obligado  á  rebajar  la  Compa- 
ñía: que  repreguntado  el  testigo  por  el  pliego  presen- 
tado por  la  otra  parte,  dijo:  que  es  cierto  que  durante 
el  tiempo  que  duró  el  contrato  entre  la  Compañía  Fe- 
rrocarriles Unidos  y  desde  que  fué  dueño  del  ingenio, 
recibió  á  fin  de  zafra  la  devolución,  por  la  misma  del 
cincuenta  por  ciento  por  fiete  de  caña  y  artículos 
comprendidos  en  esa  misma  bonificación  en  el  contra- 
to de  veinticuatro  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho:  que  lo  que  cobró  de  la  Empresa  no 
fué  el  veinte  sino  el  cincuenta  por  ciento;  que  es  cier- 
to que  ese  cincuenta  por  ciento  es  con  relación  á  la 
tarifa  General  aprobada  por  el  Gobierno  y  vigente  en 
la  época  en  que  se  firmó  dicho  contrato;  y  que  es  cier- 
to que  siempre  se  ha  atenido  para  la  interpretación  á 
la  letra  del  contrato.» 

Pbujiba  dbl  demandado: 

Decimocuarto.    «Resultando  como  prueba  practi- 
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cada  &  instancia  del  demandado:  que  con  su  escrito  de 
promoción  de  laa  mismas  acompañó  un  ejemplar  de  la 
Tarifa  General  de  la  Compañfa  Geuerai  de  Caminos 
de  Hierro  de  la  Habana  como  &  la  que  se  refiere  el 
contrato  hecho  con  el  demandante  D.  Matias  Averhoff 
y  cuyo  cumplimiento  reclama,  y  una  certificación  ex- 
pedida por  el  Secretario  de  la  Empresa  demandada, 
expresiva  de  las  bases  de  los  contratos  de  transportes 
de  caña  que  se  utíliz-iron  en  la  zafra  de  mil  ochocien- 
tos noventa  á  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  fueron 
aprobadas  en  sesiones  celebradas  por  la  Comisión  Eje- 
cutiva y  la  Directiva  de  la  antigua  Compañía  Banco 
de  Comercio  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana  y  Al- 
macenes de  Regla,  según  aparece  de  los  respectivos 
libros.» 

Decimoquinto.  «Resultando  como  más  prueba  de 
la  Emprega  demandada  que  porta  Secretaría  de  Obras 
Páblicas,  contestando  &  oficio  del  Juzgado  manifiesta 
en  la  comunicación  de  fojas  doscientas  veinte  y  tres, 
primero:  que  no  consta  que  k  la  antigua  Compañía  de 
Caminos  de  Hierro  de  la  Habana,  se  la  apnibara  nin- 
guna tarifa  máxima,  á  excepción  de  la  que  se  refiere 
al  tramo  de  la  Habana  4  Güines;  segundo:  que  por  el 
Real  Decreto  de  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
cincuenta  y  ocho  se  aplica,  actualmente  &  los  Ferro- 
carriles concedidos  con  sujeción  al  mismo,  pero  no  k 
las  lineas  de  la  antigua  Compañía  de  Caminos  de  Hie- 
rro de  la  Habana,  á  excepción  de  los  ramales  de  Güi- 
nes  á  Matanzas  y  Madruga;  tercero:  que  el  Reglamento 
ó  la  Ley  de  Policía  de  Ferrocarriles  de  España  vigen- 
te en  esta  Isla  desde  mil  ochocientos  ochenta  y  tres, 
se  aplican  sus  preceptos  á  todos  los  Ferrocarriles, 
siempre  que  no  se  oponga  á  la  especialidad  de  las  con- 
cesiones otorgadas  en  distintan  fechas  anteriores  ca- 
si todas  á  la  Ley  de  Ferrocarriles  y  de  Policía  de  Fe- 
rrocarriles vigentes. » 

Decimosexto.  «Resultando  como  más  prueba 
de  la  Empresa  demandada:  que  el  día  y  hora  se- 
ñalados, el  actuario  se  conbtituyó  en  las  oficinas  de 
^ta,  y  puéstole  de  manifiesto  el  expediente  serie 
cincí),  sección  una,  número  catorce,  sobre  seivi- 
cio  y  explotación  del  ramal  al  Ingenio  Rosario  en 
Aguacate,  procedió  á  copiar,  certificando  su  fidelidad, 
las  relaciones  de  los  conocimientos  despachados  para 
el  ingenio  referido  sus  fechas  doce  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos,  á  fojas  veinte  y  ocho 
de  veinte  y  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
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venta  y  doa,  obrante  á  fojas  treinta  y  tres  y  treinta 
y  cíncoy  y  de  veinte  y  siete  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos  de  fojas  treinta  siete  y  de  los 
informes  y  cartas  que  obran  &  las  fojas  veinte  y  nue- 
ve, treinta  y  dos,  cuarenta  y  uno,  cincuenta  y  nueve 
y  setenta  y  cinco.» 

Decimoséptimo.  «Resultando  como  más  prueba 
de  la  Empresa  de  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana, 
que  f  1  Administrador  de  la  misma,  contestando  co- 
municaciones de  este  Juzgado,  manifiesta  que  en  el 
año  eu  que  se  hizo  el  contrato,  la  linea  de  Babia  per- 
tencia  &  otra  Empresa  y  que  la  totalidad  en  una  zafra 
y  casi  la  totalidad  en  otras,  de  la  cafia  transportada 
al  ingenio  Averhoff  en  las  de  mil  ochocientos  noventa 
á  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  era  procedente  de 
la  estación  de  la  linea  de  Bahia,  agena  á  la  Empresa 
de  la  Habana,  que  fué  la  que  celebró  el  contrato:  que 
la  l)onifícac¡óu  tuvo  por  objeto  compensar  &  los  seño- 
reH  Morales  y  Averhoff  de  los  perjuicios  que  sufrieron 
pjigando  el  alquiler  de  carros  que  tenían  en  su  poder 
sin  aprovecharlos  con  regularidad  por  los  naturales 
incidentes  de  los  Ferrocarriles  y  por  último  que  remi- 
tía el  cuadro  de  fojas  doscientos  veinte  y  cinco,  don- 
de se  especifican  detalladamente  los  precios  cobrados 
á  los  señores  Morales  y  Averhoff  en  un  tramo  de  diez 
kilómetros  por  cada  cien  arrobas  de  caña,  con  sepa- 
ración de  la  tarifa  general  y  la  rebaja  hecha.» 

Décimooctavo.  «Resultando  como  m&s  prueba 
del  demandado.  La  certificación  remitida  por  el  Se- 
cretario de  la  Compañía  Ferrocarriles  Unidos  de  la 
Habana,  en  la  que  se  inserta  el  acuerdo  tomado  por 
la  antigua  Compañía,  autorizando  una  rebaja  al  final 
de  la  zafra  á  los  hacendados,  que  habiendo  pagado  sus 
cuentas  con  puntualidad  no  hubiesen  podido  utilizar 
bien  sus  carros  á  causa  de  demora  y  entorpecimiento 
de  los  mismos. » 

Decimonoveno.  «Resultaudo  que  vencido  el  tér- 
mino de  prueba  se  mandaron  unir  á  loa  autos  las 
practicadas,  haciéndole  saber  á  las  partes,  &  los  que 
no  habiendo  solicitado  celebración  de  vista,  lee  fueron 
entregados  por  su  orden  los  autos  para  conclusión, 
trámite  que  respectivamente  evacuaron  por  sus  escri- 
tos que  anteceden.» 

Hkcho  en  qubsr  hace  conbistik  el  quebrantamiento: 

Vigésimo.     Resultando  que  la   mencionada  sen- 
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tencia  de  la  Bala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  consignó,  ademárS,  el  siguiente:  ^Resultando 
que  recibida  la  actuación  en  este  Tribunal,  se  perso- 
naron las  partes,  quienes  evacuaron  el  trámite  de 
instrucción  y  al  hacerlo  el  apelante  solicitó  el  recibi- 
miento á  prueba  con  el  fin  de  que  practicara  la  de  co- 
nocimiento ó  cartas  de  porte,  que  propuesta  en  la  pri- 
mera instancia,  denegó  el  Juez  por  estimar  que  dichos 
documentos  son  de  los  que  el  actor  debió  acompañar 
con  su  demanda  como  fundamentales  del  derecho  que 
en  la  misma  se  ejercitaba;  y  opuesto  á  esa  pretensión 
de  prueba  el  demandado,  se  dictó  auto  por  esta  Sala 
en  cinco  de  Diciembre  del  afío  último  declarando  sin 
lugar  la  admisión  de  la  prueba,  fundado  en  no  encon- 
trarse la  misma  en  ninguno  de  los  casos  taxativamen- 
te señalados  por  el  articulo  ochocientos  sesenta  y  uno 
de  la  Ley  procesal,  y  establecido  recurso  de  súplica 
contra  ese  auto,  se  declaró  no  haber  lugar  á  suplirlo, 
ni  enmendarlo;  y  dispuesta  después  la  citación  para 
vista,  tuvo  ésta  efecto  el  día  cinco  del  corriente  meí^.» 

Resolución  recurrida: 

Vigésimoprimero.  Resultando  que  en  su  parte 
dispositiva  la  repetida  sentencia  de  la  Bala  délo  Civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  confirmó  la  apelada  del 
Juez  de  primera  instancia,  que  declaró  con  lugar  las 
excepciones  de  novación  y  falta  de  acción,  alegadas 
por  la  Empresa  demandada,  y  en  su  consecuencia  sin 
lugar  la  demanda  establecida  por  don  Matías  M. 
Averhoff,  á  quién  condenó  al  pago  d*^  todas  las  costas. 

FUNDAMBIÍTOS  DEL  RECURSO: 

Vigésimosegundo.  Resultando  que  contra  esa 
sentencia  la  representación  del  demandante  interpuso 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  é 
infracción  de  ley,  comprendiendo  el  primero  dentro 
de  lo  que  establece  el  número  tercero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  además  de  invocar  el  primero  dfl  mil  seis- 
cientos ochenta  y  siete  y  el  segundo  del  mil  seiscien- 
tos ochenta  y  nueve;  y  apoyando  el  de  infraccióu  de 
ley  en  el  número  primero  del  mil  seiscientos  noventa, 
relacionándolo  también  con  el  primero  del  mil  seis- 
cientos ochenta  y  siete,  y  el  del  mismo  número  del 
mil  seiscientos  ochenta  y  nueve. 
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QUBBBAMTAMJBNTO  DK  FOBMA: 

Yigésimotercero.  Sesultando  que  el  quebran- 
tamieato  de  forma  se  ha  hecho  consistir  en  haber  de- 
negado la  Sala  el  recibimiento  á  prueba  del  pleito  en 
segunda  instan  oía,  para  admitir  ciertos  documentos  6 
cartas  de  porte^  que  al  demandante  le  habían  sido 
rechazados  en  la  primera  instancia,  y  que  considera 
como  elementos  de  comprobación  del  incumplimiento 
de  la  Empresa  demandada,  del  contrato  de  veinte  y 
cuatro  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
ocho;  documento  este  último  en  que  se  fundaba  la 
demanda,  según  el  propio  demandante,  hoy  recu- 
rrente. 

Infracción  de  lby: 

YigéHimocuarto.  Resultando  que  el  motivo  de 
casación  por  infracción  de  ley  se  hace  consistir  en  la 
violación  de  los  artículos  mil  ciento  cincuenta  y  seis, 
mil  doscientos  tres  y  mil  doscientos  cuatro  del 
Código  Civil:  los  dos  primeros  porque  la  sentencia 
supone  al  aplicarles  que  hay  novación  del  primitivo 
contrato,  ó  sea  de  veinte  y  cuatro  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho  por  los  posteriores  genera- 
les celebrados  con  todos  los  hacendados,  y  que  como 
consecuencia  de  esa  novación  la  obligación  de  la 
Empresa  cuyo  cumplimiento  era  objeto  de  la  deman- 
da quedó  extinguida;  y  los  mismos  artículos,  además 
del  tercero,  porque  para  declarar  extinguida  una  obli- 
gación por  otra  que  la  sustituya  es.  preciso  que  así  se 
haga  constar  ó  que  la  antigua  y  la  nueva  sean  de  to- 
do punto  incompatibles,  y  en  la  sentencia  no  se  de- 
clara lo  uno  ni  lo  otro. 

Yigéaimoquinto.  Resultando  que  admitido  y 
áustanciado  el  recurso  se  ha  celebrado  la  yista  publica 
ante  este  Supremo  Tribunal  el  día  veinte  y  cinco  de 
Noviembre  con  asistencia  del  Letrado  de  la  parte  no 
recurrente  que  sostuvo  ia  improcedencia  del  recurso 
pidiendo  se  declarase  sin  lugar. 

Dboisión  dbl  rbcubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  en  cuanto  al  quebran- 
tamiento de  forma;  que  solicitándose   concretamente 
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en  la  demanda  qae  se  condene  á  la  Empresa  deman- 
dada, como  resaltado  del  juicio,  á  qne  pagae  al  de- 
mandante la  suma  de  catorce  mil  seiscientos  noventa 
y  dos  pesos,  dos  centavos  en  oro;  importe  del  cincaeu- 
ta  por  ciento  de  ciertos  pagos  efectuados  por  éste  á 
aquélla,  en  conceptos  de  transportes^  y  como  conce- 
sión establecida  á  favor  del  primero  por  el  contrato 
de  veinte  y  cuatro  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho;  constando  los  indicados  pagos  en  co- 
nocimientos 6  cartas  de  porte  qne  el  actor  ha  debido 
tener  en  su  poder  al  establecer  la  demanda,  y  siendo 
/  dichos  documentos  por  razón  de  su  naturaleza,  justi- 

ficativos de  las  bases  que  sin  duda  se  han  tenido  en 
^  cuenta  para  liquidar  la  cantidad  reclamada,    es  visto 

que  constituye  el  fundamento  del  derecho  alefe<'tiv 
ejercitado  por  lo  cual,  procedía  el  acompañarlos  con  la 
demanda,  conforme  dispone  el  artículo  quinientos  tres 
déla  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  con  respecto  al  do- 
cumento ó  documentos  que  tengan  ese  cai^cter. 

Segando.     Considerando  que  dichos  documentos 
fueron  debidamente  rechazados  porelJuzgado  duran- 
te el  periodo  de  prueba,   porque,  conforme  se  ha  ex- 
presado en  el  párrafo  anterior,  no  era  esa  la  oportnni- 
/  y  dad  legal  para  su  admisión;  y  por  tanto,  el  Tribunal 

^  a  q}ijo  al  denegar  después  el  recibimiento  &  prueba  en 

la  segunda  instancia,  pedido  al  efecto  de  presentarlos 
en  el  juicio,  no  incurrió  en  el  quebrantamiento  que 
define  el  número  tercero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
viL 

Tercero.  Considerando  que  no  se  han  infringido 
en  la  sentencia  recurrida  loe  artículos  mil  ciento  cin- 
cuenta y  seis  y  mil  doscientos  tres  del  Código  Civil, 
así  como  tampoco  el  mil  doscientos  cuatro,  del  propio 
cuerpo  legal,  porque  dicha  sentencia  partiendo  del 
hecho,  cuya  apreciaicón  no  se  ha  combatido  por  el  re- 
currente, de  que  en  la  demanda  no  se  consigna  cuan- 
do empezó  á  regir  el  contrato  de  veinticuatro  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  ni  cuando 
se  empezaron  á  hacer  embarques  de  acuerdo  con  su 
cláusula  décimat^^rcera;  pero  que  los  actos  del  deman- 
dante dentro  del  pleito  demuestran  que  hasta  la  zafra 
de  mil  ochocientos  noventa  á  mil  ochocientos  noven- 
ta y  uno  no  hizo  transportes  por  las  lineas  de  la  (Com- 
pañía demandada,  ó  por  lo  menos,  que  á  partir  desde 
esa  fecha  cobra  el  descuento  pactado;  estima  que  para 
esa  zafra,  así  como  para  las  sucesivas  hasta  la  de 
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mil  ochocientos  noventa  y  tres  á  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro,  inclusive,  el  actor  celebró  con 
dicha  Compañía  contratos  especiales  de  transporte, 
comprometiéndose  á  abonar  un  peso  veinticinco  cen- 
tavos por  cada  carro,  y  diez  y  veinte  centavos 
oro  por  cada  kilómetro;  y  en  realidad  no  pue- 
de racionalmente  entenderse  que  esos  acuerdos  explí- 
citos que  constan  de  documentos  y  que  se  se  refieren 
á  un  precio  especial  y  determinado,  puedan  confun- 
dirse con  el  general  establecido  por  la  Empresa  para 
transportes,  destinado  á  servir  de  base  &  la  reducción  L 
pactada  á  favor  del  recurrente  en  el  contrato  ya  men- 
cionado de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho;  antes  debe 
considerárseles,  conforme  ha  hecho  la  Sala  sentencia- 
dora, como  nuevas  estipulaciones,  no  subordinadas  & 
la  anterior,  incompatibles  con  ésta  en  cuanto  al  dicho 
particular  del  precio  de  transporte,  y  que  producen 
novación  en  este  extremo  del  repetido  contrato:  sin 
que  por  otra  parte,  sea  indispensable  declarar  expre- 
samente la  incompatibilidad  de  esas  obligaciones  con 
la  primera,  para  hacer  recta  aplicación  del  artículo 
mil  doscientos  cuatro  del  Código  Civil;  bastando  con 
que  esa  inrompatibiiidad  se  derive  lógicamente  de  los 
antecedentes,  razonamientos  y  consideraciones  que  el 
fallo  contenga,  en  relación  con  lo  que  el  mismo  dis- 
p'onga. 

Cuarto.  Considerando  que  para  la  zafra  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  á  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco,  que  es  la  última  de  aquéllas 
&  que  la  sentencia  refiere  la  demanda,  se  admite 
que  la  circular  de  la  Compañía  demandada  de  veinte 
y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  regía  para  todos  los  cargadores,  y  expresa  que, 
aun  reconocieodo  en  principio  el  derecho  que  el  de- 
mandante pudiera  tener  al  descuento,  es  necesario 
negarlo  por  otros  fundamentos  que  en  modo  alguno 
han  sido  objeto  del  presente  recurso. 

Quinto.  Considerando  que  declarado  sin  lugar 
un  recurso  de  casación,  deben  imponerse  las  costas  al 
recurrente,  segün  preceptúa  el  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  número  noveíata  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  é  infración  de  ley  interpuesto  por  Matías  N. 
Averhoff  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  fecha  veinte 
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y  dos  de  Agosto  último,  eu  los  autos  del  jaido  men- 
cioDado  al  principio,  con  las  costas  á  cargo  del  dicho 
recurrente.    Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Ángel  C.  Betancourt.— Octavio  Giber- 


ga. — Garlos  Revilla. 


(iTxqa.— Auto  66.— 11  de  Octubre  de  1902.  (Oao.  4  de 

Marzo. ) 

BOCT&IHA:  Bstá  bien  denegado  nn  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  cuando  en^  el  escrito  en 
que  8c  interponga  no  se  exprese  el  caso  ó  casos  del  ar- 
tículo 1.090  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  au- 
torice el  recurso,  y  cuando  no  se  exprese  con  preci- 
sión y  claridad  la  lej*  que  á  Juicio  del  recurrente  te . 
hubiere  infringido. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  autos  seguidos  por  el  Licen- 
ciado Miguel  Vázquez  Constantln  contra  la  señora 
Paula  Rodrigo  y  Salazar  sobre  desahucio,  el  Juez  de 
Primera  Instancia  dictó  sentencia  en  cuatro  de  Sep-, 
tiembre  último,  contra  la  que  la  señora  Rodrigo  y  Sa- 
lazar  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  que  textualmente  dijo  establecía  ^'conforme  al 
articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  toda  vez  que  se  habían  infrin- 
gido por  parte  del  Juzgado  las  formas  procesales,"  y 
más  adelante  que  ''se  veía  precisada  á  determinar  la 
infraccióu  de  la  Ley,  por  cuanto  del  procedimiento  no 
aparece  la  debida  justificación  de  la  acción  promovi- 
da, y  el  Tribunal  no  ha  podido  infringir  el  artículo 
trescientos  cuarenta,  porque  esa  facultad  le  ei9tá  con- 
cedida &  los  Tribunales  cuando  de  los  hechos  alegados 
y  probados  resultase  aigán  punto  obscuro  para  resol- 
ver en  definitiva,  porque  otra  cosa  sería  que  los  Tri- 
bunales suplieran  las  deficiencias  6  voluntad  de  las 
partes,  y  ello  no  procede  en  materia  civil." 

Motivo  de  la  (¿rEJA: 

Resultando  que  el  Juez  de  Primera  Instancia  por 
considerar  que  en  el  escrito  de  interposición  no  se  lle- 
naban los  requisitos  exigidos  por  los  números  tercero 
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dol  artíoalo  qainto  y  tercero  y  cuarto  del  artículo  séptí- 
mo  de  la  orden  número  noventa  y  dos  del  Gobierno  Mi- 
litar, serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  pues  ni 
se  fundaba  texativamente  en  uca  délas  causas  señala- 
das por  los  artiouloe  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la 
Ley  de  EhEtjukiamiento  Oivil,  ni  se  citaban  con  preci- 
sión y  claridad  las  leyes  6  doctrinas  legales  que  se  su- 
pusieran infringidas,  como  lo  previenen  las  disposicio- 
^nes  citadas  de  dicha  Orden,  dictó  el  referido  doce  de 
Septiembre  auto  en  que  declaró  no  haber  lugar  &  ad- 
mitir el  recurso  de  casación. 

Resultando  que  la  sefiora  Rodrigo  y  Salazar  es- 
tableció recurso  ae  queja,  que  se  ha  sustanciado  de- 
bidamente en  este  Tribunal,  en  el  que  se  celebró  la 
vista  el  siete  del  corriente,  sin  que  asistieran  las 
partee. 

Decisión  de  la  queja: 

Considerando  que  en  el  escrito  de  interposición 
no  se  llenaron  los  requisitos  expresados  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia,  que  son  do  inevitable  observan- 
cia, según  las  referidas  disposiciones  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos,  y  que,  por  tanto,  el  Juez  debió 
denegar  el  recurso,  como  lo  previene  el  articulo  XI 
de  la  propia  Orden. 

Considerando  que,  según  el  artículo  XXV  de  la 
misma,  al  desestimarse  el  recurso  de  queja  se  ha  de 
condenar  siempre  en  costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  la  sefiora  Paula  Rodrigo  y  Salazar,  á  la  que  se 
condena  en  las  costas;  comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  sefiores 
Magistrados  del  margen,  ante  mí.  Certifico: — José 
Várela. — Pedro  González  Llórente. — Ángel  C.  Betan- 
court. — Octavio  Giberga. — Carlos  Re  villa.  ~E1  Secre- 
tario.— Armando  Riva. 


ftuqa.— Auto  67.— 11  de  Octubre  de  1902.  (Gac,  4.  de 

Marzo. ) 

DOCTRINA:  La  ley  otorga  determinados  recur- 
sos contra  laa  resoluciones  judiciales  y  á  las  partes 
corresponde  establecer  el  que  proceda  conforme  á  la 
ley,  limitándose  los  tribunales  á  resolver  acerca  de 
sus  peticiones  concretas,  conforme  á  derecho,  en  cuj'o 
sentido  no  está  autorizado  estrictamente  la  interpo- 
sición de  recursos  alternativos. 
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Cuando  una  parte  irregularmente  establece  contra 
una  misma  resolución  dos  recursos  en  forma  alterna- 
tiva y  le  ha  sido  admitido  uno  de  ellos,  está  obligada 
á  aceptar  lo  resuelto  por  el  Tribunal  á  cu\*a  elección 
dejó  la  admisión  del  recurso  que  éste  creyera  proce- 
dente, sin  que  pueda  establecer  queja  por  el  que  no  le 
fué  admitido;  porque  es  contrario  al  orden  procesal, 
que  al  propio  tiempo  que  se  sostenga  un  recurso  ad- 
mitido se  pretenda  que  no  es  el  procedente,  viniendo 
de  ese  modo,  á  sustentar  dos  recursos  distintos  con- 
tra una  misma  resolución. 

BI  recurso  de  queja  procede  sólo  contra  las  resolu- 
ciones denegatorias  de  los  recursos,  pero  no  pueden 
prosperar  cuando  el  tribunal  sentenciador  admite  un 
recurso  que  la  parte  ha  interpuesto  contra  una  deci- 
sión judicial. 

Antecedentes: 

Resultando  que  por  »»1  escrito  que  precede,  pre- 
sentado el  seis  del  actual,  el  representante  del  Ayun- 
tamiento de  Matanzas  establece  recurso  de  queja  con- 
tra el  auto  de  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  de  fecha  nueve  de  Septiembre  ultimo  en 
cuanto  le  negó  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  contra  la  sentencia  dictada  por  la  misma  en  el 
pleito  contencioso  establecido  por  el  dicho  Ayunta- 
miento de  Matanzas  contra  resolución  de  la  Secreta- 
ria de  Obras  Públicas  sobre  el  derecho  de  los  conce- 
sionarios del  acueducto  de  aquella  ciudad. 

Motivo  de  la  queja: 

Resultando  que  examinado  los  antecedentes  del 
caso  aparece  que  la  representación  del  dicho  Ayunta- 
miento, por  escrito  de  cinco  de  Septiembre  último  es- 
tableció por  lo  principal,  recurso  de  casación  contra 
la  sentencia  antes  aludida  y  por  otrosí  interpuso  el 
de  apelación  por  si  se  estimase  que  el  primero  de  los 
recursos  interpuestos  no  era  procedente,  y  sí  el  se- 
gundo. 

Resultando  que  proveyendo  al  escrito  referido,  y 
resolviendo  acerca  de  la  admisión  de  los  recursos  al- 
ternativamente interpuestos,  la  Sala  sentenciadora 
denegó  el  de  casación  y  admitió  el  de  apelación,  en 
virtud  de  cuya  admisión  la  parte  apelante  se  ha  per- 
sonado en  este  Supremo  Tribunal  y  se  ha  abierto  la 
sustanciación  de  la  instancia. 

Decisión  de  la  queja: 

Considerando  que  el  presente  recurso  de  queja 
tiene  por  objeto  impugnar  la  decisión  de  la  Sala  sen- 
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tencíadora  en  cuanto  denegó  la  admisión  de  un  recur- 
so de  casación  interpuesto  alternativamento  con  uno 
de  apelación,  que  fué  admitido  por  la  Sala. 

Considerando  que,  8Pg6n  los  casos,  la  Ley  otorga 
determinados  recursos  contra  las  resoluciones  judicia- 
les y  á  las  partes  corresponde  interponer  el  que  proce- 
da conforme  &  Ley  limitándose  los  Tribunales  á  re- 
solver acerca  de  sus  peticiones  concretas,  conforme  á 
derecho,  en  cuyo  sentido  la  Ley  estrictamente  no  au- 
toriza la  interposición  de  recursos  alternativos;  pero 
aceptado  por  el  Tribunal  sentenciador  el  hecho,  el 
más  amplio  efecto  á  favor  de  la  parte  que  puede  surtir 
un  recurso  interpuesto  en  forma  tan  irrej^ular  es  la 
aceptación  por  aquélla  de  lo  resuelto  por  el  Tribunal 
sentenciador  á  cuya  elección  se  ha  dejado  la  admisión 
del  recurso  que  dicho  Tribunal  cree  procedente. 

Considerando  que  subvierte  por  completo  los 
principios  que  informan  las  leyes  procesales  y  es  con- 
trario á  toda  /egla  de  procedimiento,  que  una  parte 
al  propio  tiempo  que  sostiene  un  recurso  que  interpu- 
so y  le  ftté  admitido,  pretenda  que  ese  recurso  no  es 
procedente,  sino  otro  distinto  pretendiendo  de  ese 
modo  sustentar  dos  recursos  distintos  contra  una 
misma  resolución. 

Considerando  que  los  recursos  de  queja  se  dan 
contra  los  autos  por  los  cuales  los  Tribunales  senten- 
ciadores niegan  los  recursos  que  contra  sus  resolucio- 
nes se  establezcan  y  eü  el  presente  caso  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  no  ha  denegado, 
en  el  auto  recurrido,  sino  que  ha  admitido,  de  acuer- 
do con  la  forma  en  que  la  parte  lo  interpuso,  el  recur- 
so que  creyó  procedente,  contra  su  resolución  interpe- 
lada; y  por  tanto  es  notoríamente  improcedente  la 
queja  que  se  interpone  contra  parte  de  su  auto  de 
nueve  de  Septiembre  último,  que  por  la  resolución 
que  contiene  en  relación  con  el  pedimento  á  que  re- 
cayó, es  indivisible,  no  pndiendo  ser  en  parte  acepta- 
do y  en  parte  impugnado,  como  hace  el  recurrente. 

No  ha  lugar  &  admitir  el  recurso  de  queja  que  la 
representación  del  Ayuntamiento  de  Matanzas,  pre- 
tende interponer  por  medio  del  escrito  al  principio 
referido.     Comuniqúese,  ete. 
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Queja.— Auto  68.— 13  do  Octubre  de  1902.  (Gac  i  de 

MarzQ. ) 

DOCTRINA:  Cuando  la  parte  recurrente  ha  es- 
tablecido oportunamente  las  reclamaciones  adecua- 
das para  obtener  la  subaanaclón  de  una  falta  proce- 
sal que  InTOca  como  motivo  de  un  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  y  en  el  escrito  de 
interposición  ha  expresado  cuáles  han  sido  esas  re- 
clamaciones, no  paede  denegársele  dicho  recurso  por 
el  fundamento  de  no  haber  pedido  la  subsanados  de 
la  falta. 

Queda  debidaqiente  preparado  un  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  fundado ^en  ha- 
berse denegado  una  diligencia  probatoria  en  primera 
instancia,  cuando  el  recurrente,  pide  en  dicha  ins- 
t alacia  reposicióü  del  auto  denegatorio  j  luego  en 
la  segunda  solicita  el  recibimiento  á  prueba  para 
que  se  la  admita  y  practique  la  diligencia  denegada, 
suplicando  además  del  auto  en  que  dicha  pretensión 
le  fué  denegada. 

Fara  los  efectos  de  admitir  un  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  no  puede  ser  obs- 
táculo el  hecho  de  haber  el  recurrente  consentido  la 
denegatoria  de  una  diligencia  de  prueba,  cuando  el 
recurso  lo  funda  en  la  denegación  de  otra  contra  la 
cual  estableció  las  reclamaciones  oportunas. 

El  número  7?  del  artículo  1.690  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento Civil  autorisa  el  recurso  de  casación 
cuando  se  pretende  que  ha  habido  error  de  derecho  ó 
de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  pero  en  modo 
alguno  exige  que  se  consigne  expresamente  una  1i 
otra  circunstancia  cuidado  claramente  aparece  del 
escrito  ta  clase  de  error  atribuido  á  la  Sala  senten- 
ciadora. 

Antecedentes  : 

Keaultando  que  aute  el  extinguido  Jusgado  del 
Cerro  de  es1&  ciudad  ae  ioioió  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  por  Plácido  Cambas  y  González  contra 
Faustino  Bermádes,  que  continuó  tramitáAdose  en  el 
del  Oeste,  habiendo  tenido  por  objeta  exigir  del  de* 
mandado  la  entr€^  al  actor  de  la  mitad  de  laa  utilida- 
des obtenidas  en  la  sociedad  que  ambos  contrajeron 
para  la  venlA  de  carbón  vegetal,  con  mes  loe  intereses 
correspondientes,  debiendo  liquidarse  dichas  utilida- 
des dentro  del  juicio  y  deducirse  las  cantidades  reci- 
bidas á  buena  cuenta. 

Kesultando  que  se  dictó  sentencia  por  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  con  fecha  catorce  de  Agosto  del  co- 
rriente año,  que  conñrma  la  de  primera  instancia  que 
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declaró  que  el  contrató  solo  tenía  por  objeto  la  venta 
del  carbón  qae  remitía  don  Julián  Qutidreny  eA  áe* 
mandado,  y  sin  lugar  la  excepción  de  pago  alegada,  y 
en  su  consecaencía,  se  condenó  á  don  Faustino  Ber* 
mudez  &  qae  practicase  dentro  de  quinto  día  )a  liquida-^ 
ción  de  la  cuenta  correspondiente  á  la  sociedad  qne 
tenía  con  el  actor  relativa  al  carbón  remitido  por  el 
citado  Julián  Quadreny,  mientras  duró  la  referida  so^- 
ciedad  y  á  que  pague  al  actor  la  mitad  de  las  utilida- 
des obtenidas  deduciendo  las  cantidad^  tomadas  á 
cuenta  de  dicho  negocio  exclusivamente. 

Resultando  que  contra  dicha  senfencia  de  segnn- 
da  InstMicia  la  representación  de  Plácido  Cambas  in- 
terpuso recurso  de  casación  jyor  quebrantamiento  de  ^ 
forma  é  infracción  de  ley  en  escrito  de  fecha  treinta  ^ 
de  Agosto  del  corriente  año. 

HésultMido  que  en  cuanto  al  quebrantamiento  de 
forma  se  invocaron  condo  preceptos  autorizantes  los 
nüm^XM  tres  y  cinco  del  aiiíículo  mil  seiscientos  no-^ 
venta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ovil;  ex- 
plicándose el  motivo  de  casación  en  la  siguiente  for- 
ma: «Cuarto:  Consiste  el  quebrantamiento  de  forma 
»en  lo  siguiente:  En  nuestra  demanda  de  fojas  treinta 
»de  los  autos  solicitiMnós  que  de  acuerdo  con  la  cláu'- 
))sula  cuarta  del  contrato  de  sociedad,  que  llevó  mi  re- 
«preeentado  con  Faustino  Bermúdee  y  que  ahora  ocu-» 
»pa  el  folio  doscientos  quince,  se  condenara  á  é»te  á 
)>que  entregara  á  mi  representado,  la  mitad  de  las  utí- 
»)idades  obtenidas  en  dicha  sociedad  que  se  liquida^ 
»rían  en  este  juicio,  por  haberse  negado  aquél  á  mos- 
Atrar  los  libros  y  comprobantes  de  las  cuentas,  pre- 
}>tendiendo  que  mi  representado  pasara  por  unas  no« 
j»tas,  qne  sin  fecha,  ni  firma,  le  había  facilitado.  El 
«demandado  contestó  la  reclamación  limitando  los 
»efectoB  del  contrato  de  sociedad  al  carbón  recibido  de 
üun  solo  remitente,  oponiendo  además  la  exoq)ción 
jide  pago,  y  agregando  que  el  actor  podía  en  otro  jui- 
»cio  y  otra  forma  demandarle  otros  servicios  que  pen- 
»sara  habwle  prestado.  Al  replicar  y  solo  como  de- 
^mostración  de  un  hecho  de  que  nadan  prestlncioTVP», 
«aoompaflamos  las  notas  ó  apuntes  r^eridos^  en  la« 
j»que  se  iücluian  caprichosamente  todas  las  operacio- 
»nes  de  la  sociedad  y  no  las  de  un  solo  remitente  de 
>»carbón,  rechazando  el  Juzgado  esas  notas  por  no  ser 
jidocumentos  de  los  comprendidos  en  el  artículo  quinien- 
BtoB  cinco  de  la  Ley  procesal.  Como  esas  notas  habían 
vsido  escrita»  por  el  tenedor  de   libros,  el  demandado, 
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«en  el  período  de  prueba,  con  nuestro  escrito  de  fojas 
frochenta  y  cinco  y  como  parte  del  interrogatorio  de  ese 
^)dependiente,  presentamos  las  notas  para  que  declara- 
»ra  haberlas  escrito,  por  orden  de  Bermúdez  y  que  no 
»eraD  el  resultado  de  las  cuentas  fijadas  en  los  libros 
«sociales  y  el  Juzgado,  al  declarar  en  auto  de  fojas 
»noventa  y  dos,  impertinentes  las  preguntas  de  aquel 
«interrogatorio,  rechazó  de  nuevo  las  notas,  mediante 
«oposición  del  demandado,  que  la  formuló  en  escrito 
)yáe  fojas  ciento  setenta  y  cuatro.  Estando  aún  agre- 
»gadas  á  los  autos  esas  notas,  formulamos  posiciones 
«al  demandado,  "^en  cuyas  preguntas  octava,  novena  y 
«décima  le  pedimos  confesara  ser  cierto  que  las  notas 
«las  había  remitido  el  demandante  sin  practicar  balan- 
cees, que  mi  representado  tenía  participación  en  todas 
«las  operaciones  que  contenía  la  nota  y  comprendía 
«no  sólo  el  carbón  de  Quadreny,  sino  el  de  los  demás 
«remitentes;  y  el  Juzgado  declaró  impertinentes  esas 
«preguntas  al  ser  evacuadas  las  posiciones  á  fojas  cien- 
«to  quince.  Por  otrosí  de  nuestro  escrito  de  fojas 
«ciento  treinta  pedimos  reposición  de  esa  resolución,  y 
«el  Juzgado  en  proveído  de  fojas  ciento  treinta  y  cua- 
«tro  declaró  sin  lugar  la  reposición,  fundado  en  que 
«antes  había  dispuesto  la  devolución  de  esas  notas  y 
«y  que  no  cabla  recurso  contra  la  declaratoria  de  per- 
Atinencia  ó  impertinencia  de  los  interrogatorios  y  como 
«la  sentencia  del  Supremo  Tribunal  de  España  de 
«veinte  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos 
«declaró  que  el  no  examinarse  á  un  testigo  sobre  el 
«particular  determinado,  de  un  interrogatorio,  equiva- 
«lía  á  denegación  de  una  diligencia  de  prueba,  y  cuya 
«omisión  podía  producir  ind^ensión  fundado  en  el  ar- 
«tículo  quinientos  sesenta  y  seis  de  la  Ley  procesal  y  en 
«los  demás  preceptos  que  consignamos  en  escrito  de 
«primero  de  Marzo  de  este  año  y  especialmente  en  los 
«que  contiene  el  artículo  ochocientos  cincuenta  y  ocho 
«de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  promovido  ante  la  Sala 
«de  lo  Civil  de  esta  Audiencia,  incidente  previo,  repro- 
«duciendo  nuestra  petición,  de  que  fuera  admitida  la 
«prueba  de  confesión  en  la  parte  desestimada,  para  lo 
«cual  acompañamos  nuevamente  las  notas,  pidiendo  se 
«recibiera  á  prueba  el  juicio,  de  acuerdo  con  el  artícu- 
«lo  ochocientos  sesenta  y  uno  de  aquella  ley.  Conferi- 
«da  instrucción  al  apelado  la  evacuó  en  escrito  de 
«treinta  y  uno  de  Marzo,  oponiéndose  á  nuestra  prue- 
«ba  y  esta  Sala  en  auto  de  nueve  de  Abril  de  este  año 
«de  mil  novecientos  dos,  negó  el  recibimiento  á  prueba 
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)>que  solicitamos  fundada  en  que  no  habíamos  recia- 
ornado  contra  la  admisión  de  esas  notas  como  documen- 
»to,  que  no  habiéndose  hecho  la  reclamación  no  podía 
^enmendarse  la  falta^  si  existía,  y  que  si  uo  es  adini- 
Msible  el  documento,  tampoco  lo  era  la  confesión  que 
«tenia  por  objeto  revestirlo  de  autenticidad,  no  pu- 
»diendo  conceptuarse  esas  notas,  como  las  que  puede 
líconsultar  el  confesante  segfm  el  artículo  quinientos 
«ochenta  y -cuatro  de  la  Ley.  De  acuerdo  con  los  ar- 
ji  tí  en  los  cuatrocientos  uno  y  ochocientos  sesenta  y  seis 
»de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  establecimos  recurso 
j»de  suplica  contra  el  auto  de  nueve  de  Abril  mencio- 
«nado  que  fundamos  en  que  según  el  artículo  mil  dos- 
«cientOB  veinte  y  seis  del  Código  Civil,  sólo  era  docu- 
nmento  privado,  el  escrito  que  con  tenia  una  obligación 
j»y  que  según  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
«España  de  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta 
«y  uno,  los  simples  papeles  sin  firma  no  pueden  ca- 
«lifícarse  de  documentos,  habiéndose  dictado  esa  re- 
«solución  en  un  caso  en  que  se  había  presentado 
«unas  notas  ó  cuentas  parecidas  á  las  que  hemos 
«presentado;  que  por  la  Ley  procesal  las  presun- 
«ciones,  que  son  pruebas  admisibles,  no  tienen  for- 
«ma  especial  de  promoción  y  cuantas  diligencias  se 
•«soliciten  para  la  demostración  que  exigen  los  ar- 
«tículos  mil  doscientos  cuarenta  y  nueve  y  mil  dos- 
«cientos  cincuenta  y  tres  del  Código  Civil,  debían 
«admitirse,  no  tratándose  con  esas  notas  más  que  de 
«acreditar  Ja  presunción,  de  que  si  el  denuinda<io  en- 
«teraba  por  ellas  y  á  su  capricho,  al  demandante,  de 
«todas  las  operaciones  realizadas,  era  porque  el  con- 
«ti*ato  de  sociedad  se  extendía  á  todos  los  negocíios  y 
«no  á  uno  especial ;  que  si  el  Juzgado  estimando  que 
«esas  notas  fueran  de  documento  privado,  las  rechazó 
«como  elemento  de  una  presunción,  tenían  que  admi- 
«tirse  y  producir  sus  efectos,  añadiendo  entre  otra^s  ra- 
«zones,  que  habíamos  negado  carácter  de  documento  á 
«esas  notas  y  argüido  su  inexactitud,  por  lo  cual  no 
«podía  estimarse  para  los  efectos  de  nuestra  reclama- 
«ción  y  de  nuestra  prueba  más  que  como  demostración 
«del  hecho  de  donde  se  deducía  la  presunción  alegada 
«en  apoyo  de  nuestro  derecho  y  para  conti-adecir  las 
«excepciones  alegadas  por  el  demandado.  Sustanciado 
«el  recurso  de  súplica  y  mediante  oposición  que  for- 
«muló  el  Procurador  del  demandado,  esta  Sala  declaró 
)»sin  lugar  la  súplica  porque  cualquiera  que  fuera  la 
«denominación  que  diera  al   elemento  de  prueba  que 
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»8e  pretendía  utilizar,  ya  habla  sido  rechazado  en  pri- 
»mera  instancia  y  que  contra  esa  negativa  no  se  esta- 
í)bleci6  recurso,  faltando  por  tanto  la  condición  para 
»que  pueda  reproducirse  ese  elemento.  Como  contra 
»este  auto  resolutorio  de  la  s(i plica  no  concede  el  ar- 
«tlculo  ochocientos  sesenta  y  seis  más  que  el  recurso 
í)de  casación  en  su  caso  y  &te  es  el  presente,  lo  pone- 
»mo8  en  forma». 

Resultando  que  en  cuanto  á  infracción  de  ley  se 
invocáronlos  números  primero,  segundo,  tercero  y 
séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  se  con- 
signaron los  higuientes  motivos:  (tPrimer  motivo.  El 
«fallo  pronunciado  contiene  violación,  interpretación 
»errónea  y  aplicación  indebida  de  las  leyes  y  doctrinas 
«aplicables  al  caso  del  pleito.  Existe  violación,  por- 
)>q\\e  D.  Faustino  Bermúdez  al  evacuar  posiciones  con- 
fieso que  no  había  tenido  con  D.  Plácido  Cambas  mi  re- 
«presentado,  más  que  un  solo  contrato,  que  la  cláusula 
»del  mismo  que  fijó  su  retribución,  no  había  sido  alte- 
)>rada  y  que  Cambas  había  prestado  los  mismos  servi- 
Mcios  con  todo  el  carbón  que  había  venido  de  Batabanó 
»y  siendo  esos  hechos  confesados,  diferentes  de  los 
))demás  comprendidos  en  el  pliego  de  posiciones,  ha 
«debido  la  sentencia  con  arreglo  al  artículo  mil  dos- 
«cientos  treinta  y  tres  del  Código  Civil,  apreciar,  con 
«separación,  esta  confesión,  al  efecto  de  declarar  con 
«lugar  la  demanda  dado  que  el  artículo  mencionado 
«autoriza  dividir  la  confesión  contra  el  que  la  hace 
«cuando  se  refiere  á  hechos  diferentes.  Asimismo  han 
«sido  violadas  las  sentencias  del  Supremo  Tribunal  de 
«España  de  dos  de  Octubre  del  setenta  y  seis  y  veinte 
«y  cinco  de  Junio  del  sesenta  y  uno,  veinte  y  uno  de 
«Septiembre  del  cincuenta  y  nueve  y  así  como  la  doc- 
«trina  consignada  en  la  sentencia  de  cinco  de  Marzo 
«del  sesenta  y  uno,  diez  y  seis  de  Octubre  del  sesen- 
«ta  y  tres,  veinte  y  dos  de  Noviembre  del  sesenta 
«y  cuatro,  once  de  Febrero  del  sesenta  y  siete  y 
«doce  de  Febrero  del  ochenta  y  uno  en  cuanto  por 
«ellas  se  declara  que  la  apreciación  de  la  confesión 
«no  es  una  cuestión  de  hecho  que  competa  exclu- 
«sivamente  á  la  Sala  sentenciadora,  sino  de  dere- 
«cho,  sujeta  á  las  prescripciones  de  la  Ley  sustanti- 
«va,  que  la  confesión  hecha  en  juicio  constituye  prue- 
»ba  plena,  que  la  sentencia  que  absuelve  de  la  deman- 
«da  en  puntos  que  el  demandado  reconoció  su  respon- 
«sabilidad  ó  hace  otras  declaraciones  distintas  de  la 
«obligación  confesada,    es   nula  é   infringe  las  leyes 
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»que  dan  valor  á  la  confesión. — Interpreta  mal  la 
ttsentencia  los  artículos  mil  doscientos  ochenta  y  uno 
»y  mil  doscientos  ochenta  y  dos  del  Código  Civil, 
Den  cuanto  determina  en  el  fallo,  que  el  contrato 
»áe  sociedad  está  limitado  al  carbón  de  Quadre- 
»ny,  fundándose  en  el  preámbulo  de  dicho  contra- 
uto  y  en  las  palabras  sueltas,  que  aisla  de  las  cláusu- 
i>las,  en  que  se  encuentran,  cuando  el  artículo  doscien- 
»toe  ochenta  y  uno  previene  que  cuando  los  términos 
»áe  un  contrato  sean  claros  y  no  dejen  dudas  sobre  la 
«intención  de  los  contratantes,  se  esté  M  sentido  lite- 
»ral  de  sus  cláusulas,  mientras  que  el  artículo  mil  dos- 
«cientos  ochenta  y  dos  se  ha  dictado  para  cuando  no 
j>sea  manifiesta  la  intención  de  los  contratantes,  resul- 
jttando  por  consiguiente  que  la  sentencia  interpreta 
«mal  esas  dos  disposiciones,  considerándolas  comple- 
«mentarias  entre  sí,  H^uando  comprenden  casos  di- 
«versos.  Y  al  fallar  el  Tribunal  sentenciador  en  la 
«forma  en  que  lo  hace,  interpreta  mal  ó  errónea- 
«mente  el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  dos  citado, 
«por  cuanto  éste  dispone,  que  para  juzgar  de  la  inten- 
«ción  de  los  contratantes,  deberá  atenderse  principal- 
«mente  á  los  actos  de  estos  coetáneos  y  posteriores  al 
«contrato,  y  como  don  Faustino  Bermúdez  ha  confe- 
«sado  que  el  recurrente  prestó  los  mismos  servicios  en 
«todo  el  carbón  que  venía  de  Batabanó,  como  ba  ase- 
«gurado  que  no  tuvo  más  que  un  contrato  con  mi  re- 
«presentado  y  ha  reconocido  el  de  sociedad  al  estimar 
»\a  Sala  sentenciadora,  que  el  contrato  de  sociedad 
«fué  para  el  carbón  de  un  solo  remitente,  además  de 
«violar  las  leyes  y  doctrinas  que  dan  valor  á  la  con- 
«fesión,  aplica  erróneamente  el  articulo  mil  doscientos 
«ochenta  y  dos,  puesto  que  desatiende,  para  valorizar 
«la  intención  de  los  contratantes,  los  actos  coetáneos 
«y  posteriores  de  los  mismos.  Hay  aplicación  inde- 
«bida  de  ley  por  fundar  el  fallo  en  el  artículo  mil 
«seiscientos  setenta  y  ocho  del  Código  Civil  exclusiva- 
«mente,  que  se  refiere  á  la  sociedad  particular  que 
«tiene  por  objeto  cosas  determinadas,  en  uso,  ó  sus 
«frutos,  ó  una  empresa  señalada  ó  el  ejercicio  de 
«una  profesión  ó .  arte,  sin  tener  en  cuenta  que  ese 
«articulo  está  subordinado  al  precepto  del  artículo 
«mil  seiscientos  setenta  del  mismo  Código,  que  declara 
«que  las  sociedades  civiles,  puedan  revestir  todas  las 
«formas  conocidas  por  el  Código  de  Comercio  y  le  serían 
«aplicables  sus  disposiciones  en  cuanto  no  se  opongan  á 
«Im  del  Código  Civil,  cuyo  precepto  guarda  congruen- 
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»cia  con  el  artículo  secundo  del  Código  de  Comercio, 
«que  comprende  perfectamente  los  actoR  que  debía 
)>realizar  la  sociedad,  cjue  se  explica  en  el  documento 
wí|ue  ho3-  (K'upa  al  folio  doscientos  quince. — Segundo 
)Miiot¡vo.  Incongruencia  de  la  sent^^ncia.  El  fallo  defi- 
«nitivo  no  absuelve  de  la  demanda  al  demandado,  y 
M|K)r  tanto  no  es  presumible  siquiera  que  haya  dejado 
Dresueltas  todas  las  cuestiones  debatidas  en  el  pleito. 
«Exige  el  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la 
wLey  de  Enjuiciamiento  Civil  y  las  sentencias  del  Su- 
«premo  Tribunal  de  España,  de  trece  de  Febrero  del 
«sesenta  y  cinco,  diez  y  siete  de  Mayo  del  cincuenta  y 
»ocho,  veinte  y  tres  de  Febrero  del  sesent^i  y  siete, 
wtrece  de  Julio  del  sesenta  y  nueve,  quince  de  Octubre 
«del  setentfi  y  dos,  catorce  y  veinte  y  dos  de  Enero 
»del  ochenta  y  cuatro  que  los  fallos  resuelvan  todas 
»las  cuestiones  debatidas  en  el -pleito  y  habiéndose  re- 
)'('lama(lo  los  int^ieses  de  las  cantidades  adeudadas, 
Mcomo  resultado  de  la  sociedad,  la  sentencia  ha  dejado 
))de  resolver  vse  puntiO,  dando  con  ello  lugar  también 
«al  tercer  motivo  de  casación,  por  no  haber  declara- 
wíMÓn  expresa  sobre  una  pretensión  deducida  oportu- 
«naTuente. — Cuarto  motivo.  — Error  en  la  apreciación 
»(le  la  prueba. — Los  fundamentos  explicados  en  el 
jprinier  motivo  justifican  el  presente,  por  lo  cual  los 
«reproduzco  íntegramente  en  este  lugar  agregando  que 
Mji  fojas  ciento  quince  y  ciento  diez  y  seis  está  la  con- 
«fesión  del  señor  Bermúdez  que  contradice  la  aprecia- 
«lión  que  el  Juzgado  hace,  y  la  Audiencia  acepta,  so- 
«bre  el  docimiento  que  contiene  el  contrato  de  sociedad 
«por  estimailo  circunscripto  al  negocio  de  Quadreny, 
«cuando  el  demandado  confiesa  en  la  diez  y  siete  pre- 
«gunta-,  que  desde  que  contrajo  la  sociedad  con  Camba 
«hasta  que  lo  separó,  éste  hizo  los  mismos  trabajos 
«con  todo  el  carbón  que  venía  de  Batabanó,  cualquiera 
«({ue  fuese  el  remitente;  que  entre  ambos  no  había 
«mediado  más  contrato  que  el  de  sociedad  que  expre- 
«saba  el  documento,  diez  y  ocho  pregunta  y  que  las 
«cláusulas  tercera  y  cuarta  del  contrato  de  socieda<l 
«(|ue  establece  la  remuneración  que  debía  obtener  Cam- 
«bas  por  su  industria,  no  habían  sido  alteradas  en 
«modo  alguno,  cuya  manifestación  consignó  al  contes- 
«tar  la  veintiuna  pregunta.» 

Motivo  de  i. a  (^riciA: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  auto  fecha  seis  de  Septiembre  de 
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este  año,  declaro  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  i)or  quebrantamiento  de  forma  y  al 
de  infracción  de  ley,  y  respecto  á  los  motivos  primero 
y  cuarto  por  los  fundamentos  siguientes.  En  cuanto 
al  de  quebrantamiento  de  forma  porque  negada  la  ad- 
misión de  la  prueba  á  que  el  recurrente  se  refiere,  pa- 
ra que  en  ella  pudiera  fundarse  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  era  necesario  que  opor- 
tunamente se  hubiese  reclamado  contra  la  falta  por 
medio  del  correspondiente  recurso  de  reposición,  lo 
cual,  según  la  Sala  expresa,  no  efectúo  aquél;  en  cuan- 
to al  primer  motivo  por  infracción  de  ley  porque  aun 
cuando  el  recurrente  lo  establece  por  estimar  que  exis- 
ta violación,  interpretación  errónea  y  aplicación  inde- 
bida de  los  ai'tícnlos  mil  doscientos  treinta  y  tres,  mil 
doscientos  ochenta  y  uno,  mil  doscientos  ochenta  y 
dos,  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  y  mil  seiscientos 
setenta  del  Código  Civil  y  de  las  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  de  España  de  dos  de  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  veinte  y  cin- 
co de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  veinte 
y  uno  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  cincuenta 
y  nueve,  cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  uno,  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  tres,  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  cuatro,  once  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  siete  y  doce  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  uno,  al  explicar  el  concepto  de 
la  infracción  claramente  demuestra  que  á  su  juicio  és- 
ta consiste  en  error  en  la  apreciación  de  la  prueba  y 
como  no  formula  el  referido  motivo  en  ninguna  de 
las  formas  que  establece  el  inciso  séptimo  del  articulo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicimiento 
Civil,  ó  sea  expresando  si  el  error  es  de  hecho  ó  de 
derecho,  es  incuestionable  que  no  procede  su  admisión; 
y  en  cuanto  al  cuarto  motivo  también  por  infrac- 
ción de  ley  porque  en  él  no  se  expresa  si  el  error 
en  la  apreciación  de  la  prueba  es  de  hecho  ó  de  dere- 
cho, ni  se  indica  caso  de  serlo  de  hecho,  el  documento 
ó  auto  auténticos  que  demuestren  la  equivocación  evi- 
dente de  la  Sala,  ni  se  cita,  caso  de  serlo  de  derecho, 
el  precepto  legal  que  se  estima  infringido,  sin  cuyos 
reriuisitos  no  procede  la  admisión. 

Resultando  que  contra  el  expresado  auto  de  seis 
de  Septiembre  ha  acudido  en  queja  ante  este  Tribunal 
Supremo  don  Plácido  Cambas,  la  cual  se  ha  sustan- 
ciadO;  celebrándose  la  vista  el  día  siete  de  los  corrien- 
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tes  con  la  concurrencia  de  la  parte  recurrente  que  pi- 
dió se  declarase  con  lugar  el  expresado  recurso  de 
queja,  1^  parte  recurrida  que  lo  impugnó,  el  Ministe- 
rio ñscal  que  apoyó  la  petición  del  recurrente,  y  dic- 
tándose para  mejor  proveer  una  providencia  por  la 
Sala,  con  fecha  siete,  mandando  se  trajesen  á  la  vista 
los  autos  originales  que  se  encontraban  en  la  Secreta- 
ría de  Sala,  por  virtud  del  recurso  de  casación  que  al 
recurrente  le  fué  admitido  por  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana en  cuanto  á  los  motivos  segundo  y  tercero  de  los 
por  él  alegados  como  de  infracción  de  Ley. 

Decisión  de  la  queja: 

Considerando  que  el  fundamento  que  ha  servi- 
do á  la  Sala  sentenciadora  para  no  admitir  el  mo- 
tivo de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  da- 
dos los  términos  absolutos  en  que  está  redactado  el  pri- 
mer considerando  del  auto  de  dicho  Tribunal,  fecha 
seis  de  Septiembre,  ya  mencionado,  que  contiene  dicho 
fundamento,  contradice  de  plano  y  sin  explicación 
alguna  las  manifestaciones  del  escrito  interponiendo 
el  recurso,  en  el  que,  con  referencia  á  dicho  quebran- 
tamiento, y  cumpliendo  lo  que  dispuso  el  apartado 
quinto,  articulo  quinto  de  la  Orden  número  noventa 
y  doa  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  se  expresa, 
además  de  lo  que  es  materia  del  quebrantamiento  in- 
dicado, las  reclamaciones  que  se  han  practicado  para 
obtener  la  subsanación  de  la  falta  cometida;  y  exami- 
nados los  autos  originales;  conforme  ha  hecho  este 
Tribunal  aparece  de  ellos  que,  en  efecto,  tales  recla- 
maciones han  sido  deducidas,  y,  por  otra  parte,  resul- 
tan ellats  las  que  legalmente  han  podido  hacerse  por 
la  parte  recurrente  en  orden  á  preparar  debidamente 
el  recurso  que  después  interpuso. 

Considerando  que  si  para  buscar  racional  explica- 
ción á  lo  afirmado  en  el  expresado  auto  de  fecha  seis 
de  Septiembre  que  es  objeto  de  la  presente  queja  y  que 
contradice  determinadas  resultancias  procesales,  hu- 
biera de  entenderse,  interpretando  los  conceptos  conte- 
nidos en  el  ya  mencionado  primer  considerando  de  dicho 
auto,  que  la  Sala  sentenciadora  estima  que  por  haber 
consentido  la  parte  recurrente  un  pronunciamiento  dic- 
tado durante  el  periodo  de  prueba  que  le  negara  la  ad- 
misión en  autos  de  ciertos  papeles,  en  relación  con 
los  cuales  ha  intentado  utilizar  la  prueba  de  confesión 
judicial  que  negada  en  esa  parte  constituye  la  materia 
del  quebrantamiento  de  forma  alegado,  no  reaulta  de- 
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bidamente  reclamada  la  subsanación  de  la  falta,  como 
medio  para  preparar  dicho  recurso;  semejante  razona- 
miento es  inadecuado  para  derivar  de  él  la  no  admisi- 
bilidad de  éste,  porque  cualquiera  que  sea  el  concepto 
que  se  forme  de  la  relación  existente  entre  ambos  par- 
ticulares, es  lo  cierto  que  para  los  efectos  de  la  admi- 
sión no  puede  estorbar  el  hecho  de  haberse  consentido 
la  denegatoria  de  una  diligencia  de  prueba  para  que  se 
recurra  en  casación  con  motivo  de  otra  que  también 
denegada  fué  objeto  de  reclamaciones  oportunas. 

Considerando  que  si  bien  es  cierto,  conforme  ex- 
presa la  Sala  sentenciadora,  que  el  concepto  en  que  el 
recurrente  dice  han  sido  infringidos  los  artículos  mil 
doscientos  treinta  y  tres,  mil  doscientos  ochenta  y  uno 
y  mil  doscientos  ochenta  y  dos  del  Código  Civil  y  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  dos  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  veinte  y 
cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  vein- 
tiuno de  Septiembre  de  mil  ochocientos  cincuenta 
y  nueve,  cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
uno,  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres,  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro,  once  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  siete  y  doce  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  uno,  claramente  demuestra  que  ha  queñdo 
referirse  á  error  en  la  apreciación  de  la  prueba;  esta 
considéi-ación  resulta  injustificada  cuando  se  generali- 
za como  también  hace  dicha  Sala,  á  todas  las  infrac- 
ciones que  en  el  primer  motivo  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  se  señalan,  como  son  las  de  los  artículos 
mil  seiscientos  setenta  y  mil, seiscientos  setenta  y  ocho 
del  Código  Civil,  mencionados  por  el  recurrente  en 
último  lugar,  respecto  á  los  cuales,  á  tenor  también 
del  concepto  de  la  infracción  que  el  propio  recurrente 
invoca,  es  procedente  el  discutir  si  la  sentencia  con- 
tiene violación,  interpretación  errónea  ó  aplicación  in- 
debida de  los  mismos,  y  por  tanto,  adecuada  en  cuan- 
to á  estos  últimos  la  cita  del  número  primero  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  que  no  es  congruente  respecto  á  los 
mencionados  en  primer  término,  y  cuyo  defecto  impe- 
diría el  que  la  infracción  alegada  en  cuanto  á  los  mis- 
mos fuese  discutida  en  casación,  si  no  se  hubieran  re- 
producido en  el  cuarto  motivo  del  escrito  interponiendo 
el  recurso,  que  está  amparado  por  el  número  fcéptimo 
del  precitado  articulo  mil  seiscientos  noventa,  y  que  es 
sin  duda  el  que  debidamente  lo  autoriza. 
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Considerando:  que  el  ya  repetido  número  séptimo 
del  artlcalo  mil  seiscientos  noventa,  autoriza  el  recur- 
so de  casación  cuando  se  pretende  que  ha  habido  error 
de  derecho  6  de  heclio  en  )a  apreciiición  de  la  prueba; 
pero  en  modo  alguno  exige  que  se  consigne  exprosa- 
mente  en  el  escrito  interponiéndolo  una  ü  otra  cir- 
cunstancia, que  en  todo  caso  los  Tribunales  pueden 
apreciar  según  la  naturaleza  de  las  alegaciones  ([ue  se 
contengan  en  dicho  escrito;  y  evidenciándose  en  el 
presente  caso,  á  tenor  de  lo  que  se  expresa  en  el  cuar- 
to motivo  de  los  alegados  por  el  recurrente  y  de  la  re- 
producción que  en  el  mismo  se  hace  con  respecto  á  las 
infracciones  que  se  indican  en  el  primero,  que  se  trata 
de  un  error  de  derecho  que  el  mie-mo  entiende  se  ha 
cometido  en  la  sentencia,  e.s  visto  que  se  citan  con 
precisión  y  claridad  las  le}  es  que  se  reputan  infringi- 
das, cumpliéndose  por  tanto  en  cuanto  á  ese  extremo 
los  ref[uisitos  exigibles  para  considerar  como  legal- 
mente  admisible  el  recurso. 

Se  declara  con  lugar  la  queja  interpuesta  por  Plá- 
cido Cambas  y  Gonzíilez,  sin  hacer  especial  condena- 
ción de  costas,  comuniqúese,  ete. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  fií-man  los  Magistra- 
dos del  margen,  ante  raí:  certifico. — José  Várela. — 
Pedro  González  Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Oc- 
tavio Giberga. — Carlos  Revilla. — El  Secretario,  Ar- 
mando de  J.  Riva. 


Amigables  componedores.  —  Sent.  1.  -   9  de  Octubre  de 

1902.   (  Oac.  o  de  Marzo. ) 

DOCTRINA:  Cuando  se  concede  á  los  amigables 
componedores  un  jilaxo  determinado  ¡>ara  dictar  su 
laudo  facultándoles  para  prorro^jario  por  otro  ma- 
yor, si  dentro  del  primero  la?»  partc<  no  le  hubieran 
entregado  los  documentos  ((tic  Aquéllos  crean  nccc^a- 
rioH  para  resolver,  si  hi  rc>oIución  la  dictan  dentro 
del  término  concedido,  sin  utilizar  l.i  prórroga,  por 
estimar  despuís  de  oir  las  objeciones  de  las  partes 
íiuc  tenían  á  su  disposición  los  datos  necesarios  para 
el  laudo,  no  puede  sostenerse  que  han  pronunciado 
éste  fuera  del  plazo  que  les  fué  concedido. 

No  procede  el  recurso  de  casación  contra  lo  re- 
suelto por  amigables  componedores  cuando  el  laudo 
de  éstos  recae  sobre  los  particulares  concretos  que  le 
fueron  sometidos,  sin  extenderse  á  otros  distintos; 
no  siendo  lícito  al  recurrente  impugnar  los  medios  ó 
elementos  de  convicción  que  dichos  amiK^bles  com- 
ponedores tuvieron  en  cuenta  para  resolver,  sino  ^i  lo 
resuelto  estA  ó  no  conforme  con  las  facultades  otor- 
gadas en  la  escritura  de  compromiso. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana  á  nueve  de  Octubre 
de  mil  novecientos  dos,  visto  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Ricardo  Sánchez  y  Junco,  propietario 
y  vecino  que  fué  de  esta  capital,  hoy  difunto,  y  con- 
tinuado por  el  Administrador  de  su  abintestato  contra 
el  laudo  dictado  en  juicio  de  amigables  componedores, 
al  que  se  había  sometido  el  expresado  ^nchez  en 
unión  de  Alberto,  Federico  y  María  del  Pilar  de  sus 
apellidos  y  Dolores  Aballí  de  Sánchez  todos  propieta- 
rios, el  primero  vecino  de  New  York,  Estados  Unidos 
de  América,  el  segundo  y  la  última  de  G-ibara  y  la 
tercera  de  Madrid,  España,  sobre  separación  de  un 
condominio. 

Escritura  db  compromiso: 

Primero.  Resultando  que  por  escritura  pública 
otorgada  en  la  Habana  á  nueve  de  Febrero  de  mil  no- 
vecientos, ante  el  Notario  José  Ramírez  de  Arellano, 
Ricardo,  Federico,  Alberto,  María  del  Pilar  Sánchez  y  • 
Junco  y  Dolores  Aballí  de  Sánchez,  manifestaron  que 
por  escritura  p&blica  otorgada  en  la  ciudad  de  Matan- 
zas, en  veinte  y  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  cuatro,  ante  el  Notario  de  los  de  aquel  Colegio 
don  Nicolás  Yinageras,  los  herederos  dofía  MaHa  de  la 
Encamación  del  Junco,  á  saber:  los  comparecientes 
don  Ricardo  y  don  Federico  y  sus  hermanos  don  Al- 
berto, doña  Pilar,  doña  Dolores,  doña  Julia  Sánchez  y 
Junco,  se  adjudicaron  proindi  viso  y  en  la  proporción 
que,  de  dicha  escritura  resulta  los  bienes  que  quedaron 
á  su  fallecimiento  los  cuales  enumeran  en  seis  párrafos, 
añadiendo  en  nueve  apartados  más,  otros  bienes  que 
dice  posee  la  comunidad,  consignando  las  siguientes 
cláusulas.  «Tercero:  Que,  con  fecha  cuatro  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  ante  el 
Notario  de  la  ciudad  de  Matanzas  don  Nicolás  Yina- 
geras, constituyeron  los  comparecientes,  excepción 
hecha  de  doña  Dolores  Aballí,  en  unión  de  'sus  her- 
manos don  Alberto,  doña  Pilar,  doña  Dolores  y  dofia 
Julia,  una  sociedad  de  carácter  civil,  para  explotar  y  fo- 
mentar las  ñucas  que  (Constituían  los  bienes  ó  el  caudal 
común,  en  los  términos  y  bajo  las  condiciones  que  en 
la  misma  constan.  Cuarto:  Que,  esa  sociedad  termi- 
nó en  primero  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  dos,  continuando  la  comunidad  sin  pacto  alguno 
que  los  obligara  á  la  indivisión,  habiendo  vendido 
doña  Julia,  en  el  intervalo  su  parte  á  la  comunidad  y 
doña  Dolores  la  suya  á  Dolores  Aballí  de  Sánchez. 
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Quinto:  Que,  habiendo  resuelto  separarse  de  la  comu- 
nidad don  Kieardo  Sánchez,  vendiendo  á  ésta  su  parte 
se  han  suscitado  dificultades  respecto  del  modo  y  for- 
ma de  liquidar  y  pagar  su  haber,  y  han  convenido  en 
someter  esas  diferencias,  al  fallo  de  amigables  compo- 
nedores, quienes,  una  vez  resuelta  las  cuestiones  que 
se  han  suscitado  para  determinar  el  alcance  de  don 
Kieardo,  conocido  que  sea  ésta,  establecerán  el  modo 
y  forma  en  que  ha  de  pagársele.  Sexto:  Que  á  ese 
efecto,  se  tendrá  por  acordado  y  convenido  lo  siguien- 
t-e.  Séptimo:  Que  doña  Dolores  Aballí  de  Sánchez, 
doña  Pilar,  don  Federico  y  don  Alberto  Sánchez  y 
Junco,  se  obligan  á  comprar  las  participaciones  de  don 
Ricardo,  en  el  condominio,  en  la  forma  y  términos  que 
establezcan  los  amigables  componedores  que  después 
se  nombrarán.  Octavo.  Que,  esa  participación  6  parte 
alícuota  de  don  Ricardo  en  el  valor  de  los  bienes  co- 
munes, se  fija  desde  luego  en  el  veinte  y  cuarenta  y  dos 
•  céntimos  por  ciento,  pues,  aun  cuando  aquel  solo  re- 
presentaba en  éstos,  según  la  escritura  de  adjudica- 
ción antes  citada  el  diez  y  siete  y  dos  milésimas  por 
ciento,  se  ha  aumentado  su  representación  proporcio- 
nalmetite  con  lo  que  tenia  doña  Julia  y  adquirió  la 
comunidad.  Noveno:  Que  se  tenga  por  baja  del  valor 
total  que  se  dé  á  los  bienes  á  los  efectos  de  la  liquida- 
ción del  haber  de  don  Ricardo,  los  ciento  ochenta  mil 
pesos,  que,  privadamente  se  acordó  dd,r  en  una  ú  otra 
forma  á  doña  Juana  Campos  y  sus  hijos  doña  Luz, 
doña  Georgia,  don  Carlos  Octavio,  doña  Guillermina 
y  los  hijos  de  doña  Juana  Mercedes  Sánchez  y  Cam- 
pos, quedando  á  cargo  de  los  compradores,  la  forma  y 
modo  en  que  han  de  satisfacer  esa  suma  y  relevado 
don  Ricardo,  de  toda  responsabilidad  por  razón  de 
cualquier  reclamación  que  en  ese  sentido  se  suscitare, 
la  que  bajo  ningún  concepto  podrá  perjudicarle.  Dé- 
cimo: Que  sea  baja  común  también,  lo  que  se  adeuda 
á  Dolores  Sánchez  y  Junco,  por  resto  del  precio  de  su 
participación  adquirida  por  Dolores  Aballí,  en  la  que 
figurara  esta  interesada  desde  la  fecha  de  su  adquisi- 
ción y  al  solo  efecto  de  la  liquidación  con  don  Ricar- 
do. Undécimo:  Que,  de  los  créditos  de  don  Rafael 
Sánchez  y  doña  Dolores  Aballí  contra  la  comunidad, 
sean  de  la  naturaleza  que  fueren,  excepción  hecha  de 
lo  que  por  sueldos  pudiera  adeudársele  al  primero,  no 
sean  baja  á  los  efectos  de  la  liquidación  de  don  Ricar- 
do. Duodécimo:  Que,  con  las  cantidades  tomadas  por 
doña  Dolores  Sánchez,  por  doña  Dolores  Aballí  de  San- 
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chez,  después  de  haber  adquirido  la  representación  de 
aquélla  y  por  don  Bafael  Sánchez,  desde  la  misma  fe- 
cha, se  forme  una  sola  cuenta  de  la  que  se  rebajarán  los 
sueldos  de  éste,  en  la  misma  forma  que  se  expresa  des-» 
pues.  Decimotercero:  que  no  se  incluyan  en  la  tasación 
6  que  se  rebajen  de  ella,  los  dos  mil  setecientos  ocho  pe- 
sos cuarenta  y  cinco  centavos  de  posesión  que  fueron  ad- 
judicados á  los  hijos  de  doña  Dolores  Sánchez  y  Junco, 
en  la  divisoria  de  bienes  practicada  al  fallecimiento 
de  su  marido  don  José  Coll,  de  los  que  aquélla  repre- 
sentaba en  la  Hacienda  Bariay  en  la  comunidad  con 
sus  hermanos.  Decimocuarto:  Que,  para  la  liquida- 
ción de  las  deudas  de  los  partícij!)e8  de  la  comunidad 
con  esta  misma,  á  fin  de  determinar  el  alcance  que, 
por  ese  concepto  y  á  favor  de  éste  pudiera  tener  don 
Ricardo,  se  ha  de  proceder  por  los  arbitros  en  la  for- 
ma siguiente.  A.  Se  formará  una  cuenta  anual  á  ca- 
da socio  en  la  que  figurarán  las  sumas  que  hayan  per- 
cibido después  del  cuatro  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro  fecha  en  que  dá  comienzo  la 
contabilidad  de  la  Sociedad  de  * 'Sánchez  Hermanos,'^ 
incluyendo  en  la  del  primer  año,  los  créditos  de  cada 
uno,  á  favor  de  la  sucesión  de  don  Rafael  L.  Sánchez, 
anteriores  á  su  fecha  con  que  se  abrieron  sus  cuentas 
particulares  en  los  libros  de  la  sociedad  de  '^Sánchez 
Hermanos",  rebajando  en  cada  año  en  las  de  don  Ra- 
fael don  Federico  y  don  Alberto,  las  que,  por  con- 
cepto» de  sueldos  hayan  devengado,  cargándose  á  Ioh 
saldos  deudores  de  cada  anualidad,  el  interés  del  seis 
por  ciento  no  capitalizable,  hasta  el  quince  de  Febre- 
ro del  corriente  año.  B:  Sumados  los  saldos  de  las 
cuentas  de  cada  año,  para  conocer  el  importe  total 
de  lo  que  cada  uno  adeuda,  se  rebajará  á  cada  saldo 
total,  una  cantidad  igual  á  la  del  saldo  menor,  de 
modo  que  el  socio,  que,  menos  adeude,  quedará  libre 
de  esa  responsabilidad,  cual  sí  la  hubiere  satisfecho 
en  su  totalidad,  y  los  otros  rebajados  sus  respectivos 
adeudos,  en  la  misma  cantidad,  cual  si  la  hubiesen 
también  satisfecho.  C:  El  importe  de  las  deudas 
asi  liquidadas  definitivamente  figurarán,  en  el  haber 
de  la  Sociedad  y  se  dividirá  entre  los  socios  en  pro- 
porción á  sus  respectivas  representaciones  en  ia  co- 
munidad, reintegrando  don  Ricardo  á  ésta  la  di- 
ferencia entre  su  saldo  deudor  definitivamente  liqui- 
dado y  lo  que  le  corresponda  en  el  importe  total  de  la 
cuenta  de  deudas.  Decimoquinto:  Que,  lo  acordado 
en  el  párrafo  anterior,  es  sin  perjuicio   de  lo  que  re- 
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saelvan  los  amigables  componedores,  respecto  del  pri- 
mer punto  que  se  somete  á  su  fallo;  bien  entendido, 
que  si  decidieran  aquéllos  que  era  don  Ricardo,  deu- 
dor en  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  de  la  canti- 
dad total  de  noventa  y  tres  mil  doscientos  noventa  y 
tres  pesos  treinta  y  seis  centavos  que  se  reclaman,  co- 
mo en  dicha  cantidad  están  incluidos  intereses,  se 
tendrán  éstos  en  cuenta,  para  que  no  se  carguen  inte^ 
reses  de  intereses  en  su  cuenta  de  deuda,  y  lo  mismo 
se  hará  con  los  demás  socios  que  estuvieren  en  su  ca- 
so. Decimosexto:  Que  el  saldo  deudor  de  la  cuenta 
abierta  á  don  Ricardo  Sánchez  en  los  libros  de  la  So- 
ciedad con  el  título  de  cuenta  de  colonia,  queda  com- 
pensado con  sn  participación  en  los  saldos  deudores 
de  los  colonos  de  la  fínca,  á  los  cuales  renuncia  don 
Ricardo,  de  modo  que,  para  la  liquidación  total  de  su 
haber,  ño  se  habrán  de  tener  en  cuenta  ni  unos  ni 
otros.  Decimoséptimo:  Que,  la  separación  de  don 
Ricardo,  de  la  comunidad,  comenzará  á  surtir  sus 
efectos,  desde  el  quince  de  Febrero  próximo,  en  que 
ya  las  operaciones  todas,  así  como  los  provechos  y 
pérdi^fts  que  experimente  la  comunidad  serán  de  cuen- 
ta y  cargo  de  los  que  en  ella  han  de  continuar.  Déci- 
mooctavo:  Que,  los  amigables  componedores,  para 
resolver  las  cuestiones  que,  á  su  fallo  se  someten  y 
determinar  en  su  consecuencia,  el  haber  líquido  de 
don  Ricardo,  á  ñn  de  dejarle  separado  de  la  Sociedad 
ó  proindi  visión,  no  estarán  obligados  á  respetar  los 
acuerdos  que  pudieran  haber  tenido  los  condueños, 
respecto  de  los  mismos,  ni  ajustarse  á  lo  que  resulte 
de  los  libros  de  contabilidad  de  la  Sociedad,  sino  en 
cuanto  les  fuere  necesario.  i)ara  conocer  el  importe 
de  las*  cantidades  percibidas  por  los  socios  ó  las 
que  se  adeudaren  á  terceros  previo  examen,  si  tam- 
bién lo  considerasen  necesario  de  antecedentes  y 
cuentas,  pues,  en  todo  han  de  proceder  libremente  con. 
arreglo  á  su  conciencia,  procurando  en  el  fallo,  armo- 
nizar los  intereses  y  derechos  de  uno  y  otro,  de  la  ma- 
nera más  equitativa  posible.  Decimonoveno:  Que 
para  conocer  el  valor  actual  de  los  bienes  de  la  comu- 
nidad que  van  explicados  y  de  cualquiera  otros  que  pue- 
dan aparecer  pertenecientes  á  la  misma,  nombrarán 
los  amigables  componedores,  dos  tasadores,  sin  que 
sea  requisito  indispensable  que  tengan  título  oficial, 
pues,  pueden  serlo  personas  de  su  confíanza  que  sean 
entendidas;  y  en  caso  de  que  discordaren  en  sus  pare- 
ceres un  tercero,  pues  los  otorgantes  se  obligan  desde 
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luego  é,  estar  y  pasar  por  el  resultado  de  esa  operación 
en  uno  6  otro  caso.  Vigésimo:  Los  amigables  compo- 
nedores, partiendo  de.  estos  supuestos,  resolverán. 
Primero:  8i  reconociendo  como  reconocen  los  compa- 
recientes, que  las  cantidades  que  en  el  9iño  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro  aparecían  adeudar  cada 
uno,  á  la  sucesión  de  don  BafaeL  L.  Sánchez,  corres^ 
ponden  boy  al  activo  de  la  comunidad,  don  Bioardo^ 
debe  abonar  íntegramente,  los  noventa  y  tres  fhil  dos- 
cientos noventa  y  tres  pesos  treinta  y  seis  centavos 
oro  de  que  por  capital  é  intereses  resulta  deudor,  se- 
gún su  cuenta  en  aquella  fecha,  ó  si  esa  cantidad  debe 
sufrir  algún  descuento  y  cual  haya  de  ser  éste  por  ra- 
zones que  alega,  bien  entendido,  que  hallándose  en  el 
mismo  caso  otros  socios,  el  criterio  de  los  amigables 
componedores  al  resolver  este  punto,  será  aplicable  á 
todos.  Segundo:  Si  habiendo  convenido  ios  interesatlos 
en  pagar  aunque  á  ello  no  estén  obligados  como  han  ve- 
nido haciéndolo  los  créditos  pendientes  de  pago,  en  itiil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro,  contra  la  sucesión  de  don 
Rafael  K  Sánchez  y  que  se  presentará  relación,  ha  de 
ser  baja  común  para  liquidar  el  haber  de  don  Ricardo,  el 
importe  total  de  esos  créditos  ó  ha  de  hacerse  en  ellos 
algún  descuento,  por  razón  del  que  pudieran  obtener 
de  los  acreedores  los  socios  que,  á  su  pago  quedan 
obligados  que,  son  los  que,  continúan  en  Sociedad  y 
en  caso  afirmativo,  cual  sea  éste.  Tercero:  Si  el  sal- 
do que  arroja  la  cuenta  con  .Masle  Bros,  en  quince  de 
Febrero  próximo,  es  de  deducirse  en  su  totalidad  del 
caudal  común,  para  liquidar  el  haber  de  don  Ricardo, 
ó  si  no  han  de  ser  de  cargo  de  éste,  las  cantidades  que 
de  ellos  se  hubieren  percibido  á  fin  de  preparar  la  fin- 
ca para  la  próxima  zafra,  ó  que  hayan  sido  destinados 
á  ese  objeto,  según  los  libros  de  la  finca,  si  de  la  mis- 
ma cuenta  no  resulta,  determinado  en  este  caso,  el 
importe  total  de  éstas*  Cuarto:  Si  existe  algún  otro 
crédito  por  refacción  pendiente  de  pago  respecto  del 
cual  pudiera  haber  la  misma  duda.  Vigésimoprimero: 
Y  para  que  lo  convenido  tenga  efecto,  por  la  presente 
otorgan,  que,  nombran  por  amigables  componedores 
á  don  José  Cabarrocas  y  Migenes  y  don  José  Bruzón 
y  don  Leopoldo  de  Sola,  Abogados,  vecinos  el  primei  o 
de  la  ciudad  de  Matanzas,  calle  de  Manzano  número 
noventa  y  seis,  y  los  otros  dos  últimos,  de  la  Habana, 
calle  de  la  Habana  número  treinta  y  ocho  y  calle  de 
Amargura  número  veinte  y  uno,  respectivamente,  pa- 
ra que  decidan  y  fallen  con  arreglo  á  su  leal  saber  y 
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entender,  las  ciiestiones  ó  particulares  enumerados  en 
esta  escritara,  y  una  vez  resueltas,  determinen  con 
arreglo  á  los  supuestos  consignados  también  en  ella, 
el  precio  que  don  Ricardo  Sánchez  debe  recibir  en. pa- 
go de  la  porción  indivisa  que  ha  de  trasmitir  y  la  for- 
ma, modo  y  condiciones  de  pago  de  lo  que  alcanzase. 
A:  Los  amigables  componedores  nombrarán  libre- 
mente los  tasadores  que  hayan  de  avaluar  los  bienes 
de  la  c&munidad  y  tendrán  derecho  para  pedir  á 
las  partes  cuantos  documentos  y  antecedentes  es- 
timen necesarios  para  el  cumplimiento  de  su  encar- 
go. B:  Los  amigables  componedores,  tendrán  un 
}>lazo  de  cuatro  meses^  á  constar  desde  la  acepta- 
ción del  último,  para  laudar:  pero  si  dentro  de  ese  plazo 
no  se  hubieren  entregado  los  documentos  y  anteceden- 
tes que  hubiesen  pedido  ó  no  se  hubiera  concluido  la 
tasación  de  los  bienes,  se  entenderá  prorrogado  el 
plazo  por  otros  tres  meses.  C:  Si  transcurridos  éstos, 
no  hubiesen  los  peritos  tasadores  dado  cumplimiento 
á  su  encargo  ó  no  tuvieren  en  su  poder  los  amigables 
componedores  todos  los  documentos  y  antecedentes 
que  hubiesen  pedido,  se  entenderá,  que  ha  cesado  en 
sus  efectos,  el  compromiso  contraído  por  los  que  ha- 
blan y  en  libertad  las  partes  para  hacer  uso  de  su  de- 
recho en  la  vía  y  forma  que  vieren  convenirles,  sin 
perjuicio  de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  á 
que  quedará  obligado  el  que  hubiere  sido  causa  de 
ello.  D:  Los  honorarios  de  los  peritos  tasadores  y  de 
los  amigables  componedores  se  pagarán  por  mitad, 
de  la  que  una  corresponderá  á  don  Ricardo  y  la  otra 
á  los  demás  interesados". 

Segundo.  Resultando  que  la  designación  de  los 
amigables  componedores  fué  notificada,  por  el  mismo 
Notario  autorizante  en  diez  y  nueve  del  referido  mes 
de  Febrero  al  Dr.  José  CaUinocas  y  el  día  veintiuno 
del  mismo  mes  á  los  Ld(»í>.  Ji>Ké  Bruzón  y  Leopoldo 
de  Sola,  habiendo  los  tres  aceptado  el  nombramiento 
en  el  mismo  acto /le  la  notificación. 

Laudo:  '  » 

Tercero.  Resultando  que  por  atite  el  propio 
Notario  y  en  veintiuno  de  Mayo  de  mil  novecientas 
los  referidos  amigables  componedores  dictaron  su  lan- 
do que  consta  en  escritura  pública  de  esa  misma  fecha 
en  la  que  hicieron  constar:  ^'Que  por  la  escritura  de 
compromiso  otoi^ada  ante  mí,  y  en  mi  protocolo  con 
fecha  nueve  de  Febrero  del  año  que  cursa,  don  Ricar- 
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do  Sánchez  y  Junco  por  una  parte,  y  don  Federico 
Sánchez  y  Junco,  por  otra,  obrando  el  primero  por 
8Í;  y  el  segundo  por  sí,  y  en  representación  como 
apoderado  de  sus  hermanos  don  Alberto  Sánchez  y 
Junco,  de  don  Bafael  Sánchez  y  Sánchez  y  de  la  con- 
sorte de  éste,  Sra.  Doña  Dolores  Aballi  de  los  Eios  y 
de  doña  María  del  Pilar  Sánchez  y  Junco,  nombraron 
á  los  comparecientes,  amigables  componedores,  para 
decidir  y  fallar  dentro  del  término  de  cuatro  meses, 
prorrogable-á  otros  tres  en  caso  de  falta  de  los  docu- 
mentos y  antecedentes  necesarios,  y  con  arreglo  á  su 
leal  saber  y  entender,  y  á  los  supuestos  que  se  expre- 
saron, las  cuestiones  6  particulares  consignados  en  la 
escritura  de  compromiso  antes  mencionada,  habiendo 
aceptado  su  encargo  el  último  de  los  amigables  compo- 
nedores notificado,  que  fué  don  Leopoldo  de  Sola  é 
Iradí,  con  fecha  veintiuno  de  Febrero  último.  Que 
impuestos  del  asunto  y  de  todas  sus  circunstancias 
tal  y  como  se  contienen  en  la  referida  escritura  de 
compromiso,  oidas  las  partes  interesadas,  examinados 
todos  los  documentos  que  los  comparecientes  creyeron 
necesarios  y  convenientes  pedir  para  la  más  acabada 
formación  de  su  criterio  y  también  los  documentos  que 
los  interesados  han  juzgado  oportuno  agregar  y  des- 
pués de  conocido  el  avalúo  pericial  de  los  bienes  forma- 
do por  don  Emilio  Del  Monte  y  don  Octavio  £.  Davis 
á  quienes  en  uso  de  las  facultades  otorgadas  nombra- 
ron los  comparecientes,  con  dicho  objeto  si  bien  pro- 
cediendo en  ello  de  completo  acuerdo  con  las  partes 
interesadas,  han  procedido  los  comparecientes  dentro 
de  las  bases  consignadas  en  la  escritura  de  compromi- 
so, en  la  forma  que  sigue:  Primero:  Han  aceptado 
como  valor  en  bruto  de  los  bienes,  el  señalado  por  los 
peritos  Sres.  Del  Monte  y  Davis  que  asciende  á  un 
millón  doscientos  treinta  mil  quinientos  dos  pesos 
veinte  centavos  en  oro  español,  respecto  de  los  bie- 
nes comprendidos  en  los  párrafos  primero,  segundo, 
tercero  y  cuarto  del  artículo  primero;  y  en  los  pá- 
rrafos quinto,  sexto  y  séptimo  del  articulo  segun- 
do de  la  escritura  de  compromiso,  con  sus  anexi- 
dades y  pertenencias,  y  á  diez  v  seis  mil  seiscientos 
veinte  y  cinco  pesos  en  oro,  respecto  de  los  bienes  in- 
muebles de  Matanzas  y  valores  restantes  que  se  deter- 
minan en  los  artículos  primero  y  segundo  citados.  A  lo 
cual  se  han  agregado  las  sumas  de  dos  mil  cuatrocien- 
tos sesenta  y  ocho  pesos  cincuenta  y  cuatro  centavos 
por  el  efectivo  existente  en  Caja  en  quince  de  Febrero 
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de  mil  novecientos,  y  de  catorce  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  siete  pesos  ochenta  y  dos  centavos  en  oro, 
por  valor  efectivo  calculado  de  los  créditos  activos  de 
la  sucesión  de  don  Rafael  L.  Sánchez  y  se  ha  agregado 
también  la  cantidad  de  doscientos  noventa  y  tres  mil 
cuatrocientos  veinte  peso»  cincuenta  y  siete  c^itavos 
en  oro,  como  crédito  de  la  comunidad,  contra  los  so- 
cios ó  comuneros  que  quedan  adeudando  á  la  misma, 
habiéndose  llegado  á  la  fijación  ^e  dicha  suma  en  la 
forma  que  más  adelante  se  expresará.  Ck>n  todas  las 
partidas  mencionadas,  se  ha  formado  el  activo  de  la 
comunidad  de  Sánchez  Hermanos  ó  de  los  Hermanos 
Sánchez,  cuyo  activo  ascendió  á  la  cantidad  de  un  mi- 
llón quinientos,  cincuenta  y  siete  mil  ochocientos  se- 
tenta y  cuatro  pesos  trece  centavos,  sin  incluirse  en  el 
mismo  el  valor  de  los  dos  mil  setecientos  ocho  pesos 
cuarenta  y  cinco  centavos  de  posesión  que  fueron  ad- 
judicados á  los  hijos  de  doña  Dolores  Sánchez  y  Junco 
en  la  divisoria  de  bienes  practicada  al  fallecimiento 
de  su  marido  don  José  Coll,  de  que  aquélla  represen- 
taba en  la  Hacienda'  Bariay,  en  la  comunidad  con  sus 
hermanos,  pues  estos  pesos  de  posesión  debían  ser 
excluidos  de  la  tasación  de  los  bienes  según  lo  conveni- 
do en  el  artíífülo  decimotercero  déla  escritura  de  com- 
promiso. Segundo:  Para  la  liquidación  de  las  deudas 
de  los  partícipes  de  la  comunidad  con  esta  misma,  han 
procedido  los  comparecientes  en  la  forma  marcada  por 
los  interesados  en  los  incisos  A,  B  y  O  del  artículo  ca- 
torce de  la  escritura  de  compromiso.  Como  consecuen- 
cia, han  formado  una  cuenta  anual  á  cada  socio  de  las 
sumas  por  el  mismo  percibidas,  después  de  la  fecha  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  en  que  dio  comienzo 
la  contabilidad  de  la  Sociedad  de  Sánchez  Hernández  y 
con  las  rebajas  de  sueldos  que  se  determinan  en  el  in- 
ciso A.  respecto  de  don  Eafael,  don  Federico  y  don 
Alberto;  á  los  saldos  deudores  de  cada  anualidad,  se 
han  cargados  los  intereses  del  seis  por  ciento  anual 
no  capitalizables  ó  sea  corridos  hasta  el  quince  dé  Fe- 
brero de  este  año,  y  en  la  cuenta  del  primer  año  se 
han  incluido  los  créditos  de  cada  uno  á  favor  de  la 
sucesión  de  don  Rafael  L.  Sánchez,  anteriores  á  la 
fecha  con  que  se  abrieron  sus  cuentas  particulares  en 
los  Libros  de  la  Sociedad  de  Sánchez  Hermanos,  si 
bien,  los  amigables  componedores  en  uso  de  las  facul- 
tades que  les  otorga  la  escritura  de  compromiso,  han 
reducido  esos  créditos  anteriores  respecto  de  todos  los 
socios,  á  la  suma  del  cincuenta  por  ciento  del   capital 
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adeudado  por  cada  uno,  eliminando  también  todos  los 
intereses  cargados  por  razón  de  ellos,  hasta  la  feeha 
en  que  dio  comienzo  la  contabilidad  de  la  Sociedad  de 
Sánchez  Hermanos,  en  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro.  Han  sumado  los  saldos  de  las  cuentas  de  ca- 
da año  y  de  cada  interesado  para  conocer  el  importe 
total  de  lo  que  cada  uno  adeuda  y  han  rebajado  á  ca- 
da saldo  total  una  cantidad  igual  á  la  del  saldo  menor 
quedando  el  socio  que  menos  adeuda  que  es  la  parte 
representada  por  doña  Dolores  Sánchez,  doña  Dolores 
Aballi  y  don  Kafael  Sánchez,  á  quienes  se  ha  formado 
una  sola  cuenta  de  acuerdo  con  lo  prevenido-  en  el  ar- 
tículo duodécimo  de  la  escritura  de  compromiso,  libre 
de  esa  responsabilidad,  cual  si  la  hubiere  satisfecho,  y 
i-abajados  los  adeudos  de  los  otros  socios  en  una  can- 
tidad igual  que  es  la  de  veinte  y  tres  mil  seis- 
cientos treinta  pesos,  setenta  centavos^  respecto  de 
cada  uno,  cual  si  la  hubiesen  también  satisfecho. 
Como  ese  procedimiento,  enteramente  ajustado  á 
las  bases  de  la  escritura  de  compromiso,  resul- 
tan los  socios  don  Ricardo,  don  Alberto,  don  Fe* 
derico  y  doña  Pilar  Sánchez  deudores  á  la  comuni- 
dad por  la  suma  de  doscientos  noventa  y  tres  mil 
cuatrocientos  veinte  pesos  cincuenta  y  siete  centavos 
en  oru,  en  la  proporción  que  sigue:  don  Ricardo  Sán- 
chez, ciento  cincuenta  y  cuatro  mil  quinientos  cuaren- 
ta y  cinco  pesos  cuarenta  centavos,  doi^  Alberto  Sán- 
chez, sesenta  y  dos  mil  cuatrocientos  veinte  y  cinco 
pesos  noventa  y  un  centavos,  don  Federico  Sánchez 
trece  mil  novecientos  setenta  y  cuatro  pesos  veinte  y 
ocho  centavos,  doña  Pilar  Sánchez,  sesenta  y  dos  mil 
cuatrocientos  setenta  y  cuatro  pesos  noventa  y  ocho 
centavos.  Total:  doscientos  noventa  y  tres  mil  cua- 
trocientos veinte  pesos  cincuenta  y  siete  centavos. 
Tercero:  Como  bajas  del  Activo,  han  cargado  los  ami- 
gables componedores,  las  que  siguen:  Los  ciento 
ochenta  mil  pesos  que  privadamente  se  acordó  dar  en 
una  ú  otra  forma  á  doña  Juana  Campos  y  á  sus  hijos 
doña  Luz,  doña  Georgia,  don  Carlos  Octavio,  doña 
Guillermina  y  los  hijos  de  doña  Juana  Mercedes  Sán- 
chez y  Campos;  articulo  noveno  de  la  escritura.  Los 
setenta  y  nueve  mil  cuatrocientos  pesos  adeudados  á 
doña  Dolores  Sánchez  y  Junco,  por  resto  del  precio 
de  su  participación  adquirida  por  doña  Dolores  Aba- 
lli, cuya  escritura  pública  otorgada  en  esta  ciudad  en 
veinte  y  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  por  ante  el  Notario  don  Francisco  Diego  y 


T.  8.— 1908.— 15 


Digiti 


zedby  Google 


22ñ  BOLVriN  LRGISLATIVO. 


Alberto:  Aríículo  décimo  de  la  escritura.  La  suma 
de  ochenta  y  cinco  mil  pesos  como  cincuenta  por  cien- 
to próximamente,  que  los  amigables  componedores, 
en  uso  de  sus  atribuciones,  han  señalado  de  valor  real 
á  las  deudas  pendientes  de  la  sucesión  de  don  Eafael 
L.  Sánchez.  La  cantidad  de  trescientos  sesenta  y  ocho 
mil  trescientos  treinta  y  un  pesos  cincuenta  y  cinco 
centairos  en  oro  español  importe  de  los  débitos 
pendientes  hasta  quince  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos, de  los  señores  Sánchez  Hermanos  á  favor 
de  los  siguientes  acreedores:  Mosle  Hermanos,  Nue- 
va York:  Beola  y  Compañía  de  Gibara:  Silveira  y 
Compañía  de  la  Habana:  Jesús  Fernández  y  Comi)a- 
ñía,  de  Gibara:  doña  Juana  Campos,  por  cuenta  de 
préstamos:  don  Federico  Sánchez  por  idem:  Sobrinos 
de  Herrera;  Monedas  de  Níquel:  don  Mariano  C.  Ar- 
tiz;  López  y  Torralbas,  y  Tijeros  y  Compañía;  advir- 
tiendo los  amigables  componedores  que  á  la  suma 
expresada,  han  llegado,  después  de  deducir  en  uso  de 
sus  facultades  veintiséis  mil  ochocientos  veintidós  pe- 
sos setenta  y  un  centavos  en  oro  español,  por  el  veinti- 
cinco por  ciento,  importe  de  la  última  cuenta  de 
refacción  de  Mosle  Hermanos,  y  tres  mil  seiscientos 
setenta  y  un  pesos  cinco  centavos  por  igual,  veinti- 
cinco por  ciento  de  deducción  respecto  de  la  cuenta 
de  Beola  y  Compañía:  en  junto  treinta  mil  cuatrocien- 
tos noventa  y  4jres  pesos  setenta  y  seis  centavos,  cuyas 
bajas  todas  ascienden  á  la  suma  de  setecientos  doce 
mil  setecientos  treinta  y  un  pesos  cincuenta  y  cinco 
centavos  quedando  así  el  Activo  reducido  al  haber  6 
suma  líquida  de  ochocientos  cuarenta  y  cinco  mil 
ciento  cuarenta  y  un  pesos  cincuenta  y  ocho  centavos 
en  oro  español.  Sobre  esta  suma  corresponde  á  la  par- 
te de  don  Ricardo  Sánchez  el  veinte  y  cuarenta  y  dos 
céntimos  por  ciento  debiendo  deducirse  de  lo  que  así 
le  corresponda,  los  ciento  cincuenta  y  cuatro  mil  qui- 
nientos cuarenta  cinco  pesos  cuarenta  centavos  que 
adeuda  á  la  comunidad  y  así  lo  han  efectuado,  ios 
amigables  componedores  para  determinar  el  alcance 
líquido  de  dicho  Sr.  Cuarto:  Han  prescindido  por 
completo  los  amigables  componedores  de  los  créditos 
que  contra  la  comunidad  pudieran  poseer  don  Rafael 
Sánchez  y  doña  Dolores  Aballí,  en  la  forma  que  expre- 
sa el  artículo  undécimo  de  la  escritura  de  compromiso 
y  han  prescindido  también  de  la  cuenta  de  la  Colonia 
de  don  Ricardo  Sánchez,  según  lo  prevenido  en  el  artícu- 
lo décimo  sexto  de  dicha  escritura.   Quinto:  Habida 
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cuenta  de  todos  loa  antecedentes  expuestos  y  operaciones 
practicadas,  y  procediendo  de  acuerdo  con  su  concien- 
cia y  procurando  armonizar,  hasta  donde  les  ha  per- 
mitido su  leal  saber  y  entender,  los  intereses  y  dere- 
chos de  las  partes,  los  amigables  componedores  nom- 
brados Ldo.  don  José  Bruzón  y  García  y  Ldo.  don 
Leopoldo  de  Sola  é  Iradi  y  Dr.  don  José  Cabarrocas 
y  Migenes.  Fallan:  Que  deben  decidir  y  deciden  las 
cuestiones  ó  particulares  sometidos  á  su  resolución,  y 
que  se  enumeran  en  los  artículos  vigésimo  y  vigésimo- 
primero,  de  la  escritura  de  compromiso  en  la  forma 
que  sigue:  Primero:  don  Ricardo  Sánchez  no  debe 
abonar  integramente  los  noventa  y  tres  mil  doscientos 
noventa  y  tres  pesos,  treinta  y  seis  centavos,  de  que 
por  capital  é  intereses  resulta  deudor  á  la  sucesión  de 
don  Bafael  L.  Sánchez,  seg&n  su  cuenta  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro.  De  la  referida  suma  solo 
debe  abonar  la  de  treinta  y  seis  mil  seiscientos  ochen- 
ta pesos  ochenta  y  nueve  centavos,  importe  del  cin- 
cuenta por  ciento  del  capital  adeudado,  quedando  así 
eliminado  el  otro  cincuenta  por  ciento  del  capital  y 
todgs  los  intereses  cargados  sobre  la  totalidad  del  ca- 
pital, hasta  dicho  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro.  Este  criterio  aplicado  al  crédito  aludido  de 
don  Sic^rdo  Sánchez  se  ha  aplicado  por  los  amigables 
componedores  á  todos  los  socios  en  los  cálculos  reali- 
zados para  cleterminar  los  débitos  á  que  se  refiere 
el  artículo  décimo  cuarto  de  la  escritura  de  compro- 
miso. Segundo:  Loa  créditos  pendientes  de  pago  en 
mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  contra  la  sucesión 
de  áojí  Bafael  L.  Sánchez  de  los  que  se  han  presenta- 
do relación  no  han  de  ser  baja  común  en  el  importe 
total  de  los  mismos  para  los  efectos  de  liquidar  el  ha- 
ber de  don  Ricardo  Sánchez,  sino  que,  deben  reducirse 
y  los  han  reducido  los  amigables  componedores  para 
dicho  efecto,  á  la  suma  de  ochenta  y  cinco  mil  pesos 
que  es  próximamente  el  cincuenta  por  ciento  de 
su  importe  total.  Tercero:  El  saldo  que  arrojan  las 
cuentas  totales  de  Mosle  Hermanos,  contra  la  comu- 
nidad cuyo  saldo  es  de  trescientos  cincuenta  y  seis  mil 
dos  pesos,  siete  centavos  en  oro  español,  después  de 
realizada  la  oportuna  conversión  del  currency ,  no  debe 
deducirse  en  su  totalidad  del  caudal  común  para  li- 
quidar el  haber  de  don  Ricardo  Sánchez,  sino  que  de 
esa  totalidad  debe  rebajarse  y  han  rebajado  los  ami- 
gables componedores,  la  suma  de  veinte  y  seis  mil 
óchocieutog  veinte  y  dos  pesos  sesenta  y  un  centavpeí 
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oro  español,  con  el  referido  objeto,  cuya  suma  forma 
próximamente  el  veinte  y  cinco  por  ciento  del  impor- 
te de  la  última  cuenta  de  refacción  de  aquellos  señores 
incluida  en  aquel  total  por  entender  los  amigables 
componedores  que  esa  parte  de  la  cuenta  aludida,  no 
debe  ser  de  cargo  de  don  Eicardo  al  convenir  en  que 
quedaría  separado  de  la  comunidad  ó  Sociedad  desde 
quince  de  Febrero  último.  Cuarto:  En  el  mismo  ca- 
so que  precede  se  halla  la  cuenta  de  los  señores  Beola 
y  Compañía  de  cuyo  importe,  ascendente  á  catorce 
mil  seiscientos  ochenta  y  cuatro  pesos  veinte  centavos 
en  oro  español,  deben  rebajarse  y  han  rebajado  los 
amigables  componedores  para  la  liquidación  del  alcan- 
ce de  don  Ricardo  Sánchez,  la  suma  de  tres  mil  seis- 
cientos setenta  y  un  pesos  cinco  centavos  que  forma 
el  veinte  y  cinco  por  ciento  de  aquel  importe.  Quin- 
to: El  precio  que  don  Ricardo  Sánchez  debe  recibir 
en  pago  de  la  porción  indicada  en  los  bienes  que  ha 
de  trasmitir  á  doña  Dolores  Aballí  de  Sánchez  y  á 
doña  Pilar,  don  Federico  y  don  Alberto  Sánchez  y 
Junco,  y  cuya  porción  es  la  del  veinte  y  cuarenta  y 
dos  céntimos  por  ciento,  fijado  en  el  artículo  octavo 
de  la  escritura  de. compromiso,  es  el  de  diez  y  ocho 
mil  treinta  y  dos  pesos  cincuenta  y  un  centavos  en 
oro  español  cuya  cantidad  deberá  serle  pagada  de 
contado  ó  sea  en  el  propio  acto  en  que  se  otorgue  la 
escritura  de  traspaso  de  su  participación  en  los 
bienes. — Y  añaden  los  amigables  componedores  que 
entre  los  documentos  á  los  mismos  presentados  últi- 
mamente, por  don  Ricardo  Sánchez  se  encuentran  un 
escrito  con  el  cual  dicha  parte  para  el  efecto  de  sus- 
pensión de  la  sentencia  en  el  actual  juicio  manifiesta 
haber  promovido  ante  el  Juez  de  primera  instancia  y 
de  instrucción  •  correspondiente,  causa  criminal  por 
estimar  fraudulenta  ó  falsa  la  tasación  de  los  bienes 
que  han  realizado  los  peritos  nombrados  don  Emilio 
del  Monte  y  don  Octavio  E.  Bavis  y  una  certificación 
expedida  por  el  Escribano  del  Juzgado  de  la  Catedral 
don  Nicanor  del  Campo,  relativa  al  auto  dictado  por 
dicho  Juzgado  en  diez  y  ocho  del  mes  actual  admi- 
tiendo una  querella  por  falsedad,  sin  expresión  de  la 
materia  de  la  misma,  deducida  por  don  Ricardo  Sán- 
chez. liOS  amigables  componedores  entienden  que  en 
su  carácter  expuesto  y  por  lo  mismo  que  solo  forman 
un  Tribunal  de  equidad,  limitado  á  la  apreciación  de 
hechos  y  sin  otras  facultades  que  las  que  les  han  otor- 
gado las  partes  á  cuya  voluntad  deben  su  existencia, 
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carecen  de  atribaciones  para  todo  lo  qae  sea  resolver 
las  cnestiones  que  se  les  ban  sometido  en  la  escritora 
de  compromiso,  dentro  del  término  en  ella  sefialado. 
Y  como  consecuencia,  no  poseen  la  de  aplicar  precep- 
tos legales  ajenos  &  su  car&cter  y  á  su  esfera  de  acción 
y  suspender  por  virtad  de  tales  preceptos,  la  senten** 
cía  6  laudo  que  se  hallan  obligados  á  dictar.» 

Fundamentos  del  becubso  de  casación: 

Cuarto.  Resultando  que  notificado  el  laudo  á 
Ricardo  Sánchez  el  veinte  y  dos  y  &  los  otros  intere- 
sados el  veinte  y  cinco  de  Mayo  del  citado  afio,  el 
primero  presentó  en  dos  de  Junio  siguiente,  ante  este 
Tribunal  un  escrito  fechado  en  treinta  y  uno  de  Mayo 
anterior,  por  el  cual  interponía  recurso  de  casación 
contra  dicho  laudo  autorizado  por  el  námero  tercero 
del  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  alegando  las  dos  causas  en  di- 
cho número  expresadas  6  sean  que  el  laudo  se  había 
dictado  fuera  del  plazo  especialmente  determinado  y 
haberse  decidido  puntos  no  sometidos  á  la  decisión  de 
los  amigables  componedores,  cuyas  infracciones  expo- 
ne en  los  siguientes  términos: — Primero:  La  escritura 
de  compromiso,  en  su  cláusula  vigésima  primera  letra 
B.  estatuye  imperativamente  que  el  plazo  de  cuatro  me- 
ses para  laudar,  se  entenderá  prorrogado  á  tres  meses 
más,  si  no  se  hubiera  concluido  la  tasación  de  los  bienes, 
base  indispensable  para  fijar  el  precio  de  una  venta 
que  es  el  acuerdo  sustancial  de  esa  escritura.  La  ta- 
sación no  se  ha  concluido.  Está  á  medias,  está  in- 
completa. Aun  m&s.  La  tasación  hecha  resulta  con- 
tentiva de  un  delito  de  falsedad,  porque  se  fingió  tasar 
y  no  se  tasó.  Está  sujeta  por  eso,  á  una  querella  ad- 
mitida. Así  se  hace  constar  por  los  amigables  compo- 
nedores en  la  misma  sentencia  cuyo  testimonio  acom- 
pafio.  Esa  falsedad,  no  solo  resulta  de  que  se  ha  casti- 
gado en  más  de  ochocientos  mil  pesos  el  valor  de  los 
bienes,  con  tendencias  á  defraudarse,  sino  también  de 
que  se  ha  omitido  mucho  que  tasar.  La  tasación 
hecha  sobre  ser  falsa,  no  está  concluida  y  por  esa  doble 
razón  está  sub-judice,  en  vía  criminal.  No  obstante 
estar  avisados  los  amigables  componedores  que  son 
jurisperitos  de  la  falsedad  de  la  tasación  y  de  la  ad- 
misión de  la  querella,  han  fallado,  inspirando  su  sen- 
tencia en  la  tasación  falsa,  ó  sea,  poniendo  precio  á 
mi  participación,  sobre  esa  tasación  que  tiende  á  un 
fraude,  mediante  una  falsedad;  y  con  la  excusa  de 
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que  necesitaban  apreciar  hechos  dentro  de  un  plazo, 
i^precian  el  hecho  falso  (caub-judice»  que  la  tasación 
contiene  y  aun  más,  han  fallado  extemporáneamente, 
sin  entrar  en  la  prórroga  que  de  modo  imperativo  es- 
tatuye la  cláusula  veinte  y  una  letra  £.  para  el  caso 
de  no  estar  la  tasación  concluida.  Ko  estando  la  tasa- 
ción concluida,  puesto  que  faltan  muchos  bienes  por 
tasar  y  sobretodo,  estando  sub-judice  por  la  quere- 
lla admitida,  ya  no  había  tasación  buena  ni  mala. 
Era,  pues,  indispensable  para  los  amigables  compone- 
dores, era  imperativo  para  ellos,  entrar  en  la  prórroga 
y  tenían  ya  que  fallar  dentro  de  eUa.  Pero  no  han  en- 
trado en  la  prórroga  y  han  fallado  fuera  de  eüa.  Y  esa 
prórroga  de  tres  meses  era  el  plazo  expreso  que  le  seña- 
laba la  escritura  de  compromÍFO  para  fallar  ai  no  te- 
nían la  tasación  coucluida.  Lue^ro,  no  han  fallado 
dentro  del  plazo  especialmente  st^ñalado  en  la  escritu- 
ra de  compromiso,  para  el  c-aso — que  ha  ocurrido — de 
que  no  estuviera  coucluida  la  tasación  de  los  bienes. 
Ksa  escritura  de  donde  derivan  su  existencia  los  ami- 
gables componedores,  es  su  ley  primera;  la  han  infrin- 
gido y  por  infracción  de  esa  ley,  interpongo  este  re- 
curso, según  el  caso  tercero,  articulo  mil  seiscientos 
ochenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
en  relación  al  artículo  primero,  Orden  numero  noven- 
ta y  dos  ya  citada,  del  Gobierno  Militar;  pues  los  ami- 
gables componedores  han  dictado  so  sentencia  fuera 
del  plazo  especiabnente  determinado  para  el  caso  de  que 
no  estuviera  concluida — como  no  lo  ha  estado — la  ta- 
sación base  fundamental  de  su  sentencia." 

Segundo:  Esa  escritura  de  compromiso  tiene  un 
objeto:  separar  el  condominio  que  tengo  con  cuatro 
personas  más,  en  determinados  bienes  que  valen  sobre 
dos  millones  de  pesos.  Y  para  realizar  ese  objeto,  di- 
cha escritura  señala  un  procedimiento  inexcusable, 
obligatorio,  ineludible  que  es  éste:  vender  yo  mi  par- 
ticipación á  los  otros  comuneros,  por  el  precio  que  se- 
ñalasen los  amigables  componedores,  sobre  la  base  de 
una  tasación  que  les  permitiera  conocer  el  valor  ,  actual 
de  los  bieries.  Cláusula  diez  y  nueve.  Los  amigables 
com ponedores  tenían,  pues,  sometido  á  su  reso- 
lución este  punto  fundamental:  fijarle  precio  f^n 
v^nta  á  mi  pai  ticipacióc,  sobre  la  base  inexcusable 
de  la  taHación  que  les  permitiera  conocer  el  valor  actual 
de  los  bienes  déla  comunidad.  "No  estaba  sometido  á  la 
resolución  de  esos  amigables  componedores,  fijarle  p*e- 
.jcio.ámi  participación   si7i  la  base  indispensable   de  UPIV 
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tasación  fehaciente  que  les  permitiera  conocer  el  valor 
actual  de  los  bienes  de  la  comunidad.  En  una  palabra.  El 
jaicio  de  los  amigables  componedores  debía  atenerse, 
en  eso,  al  juicio  de  los  tasadores.  Sin  éste,  no  podía 
emitirse  aquél,  asi  es  la  letra  y  espíritu  del  compro- 
miso. Ellos  no  estaban  autorizados  &  fijar  ese  precio, 
sino  después  de  obtenida  esa  tasación.  La  escritura 
de  compromiso  no  les  autoriza  afijar  bajo  su  arbitrio  de 
amigables  componedores  el  precio  en  ve^vta  de  mi  participa- 
ción, sino  ateniéndose  al  previo  juicio  de  los  tasadores 
do  los  bienes  y  á  lo  que  arrojase  una  tasación  que  les 
permitiese  conocer  el  valor  actual  de  éstos.  Cláusula  diez 
y  nueve.  Los  amigables  componedoras  designados, 
ni  son  peritos  á  ese  efecto,  ni  siquiera  conocían  remo- 
tamente esos  bienes  que  se  encuentran  en  el  extremo 
oriental  de  esta  Isla  y  por  eso  hubiera  sido  absurdo 
dejarles  apreciar,  por  sí,  el  valor  de  esos  bienes;  y  por 
eso  la  escritura  de  compromiso  fijó  que  esa  apreciación 
la  hiciesen,  no  ellos,  sino  tasadores  que  al  efecto  se 
designaran  y  á  cuyo  fin  se  les  autorizó  á  nombrarlos. 
¿Han  podido  conocer  los  amigables  componedores  el 
valor  actual  de  los  bienes,  con  la  tasación  que  ha  ins* 
pirado  su  lando?  No.  Primero:  Porque  esa  tasación 
no  tasa  todos  los  bienes;  es  incompleta,  omite  mucho 
de  valor,  es  fraudulenta  en  ese  aspecto;  y  después  por- 
que no  se  ha  hecho  tal  tasación,  se  fingió  tasar  y  no 
se  ha  tasado,  es  falsa.  Se  ha  hecho  criminalmente  un 
amaño  para  castigar  en  más  de  ochocientos  mil  pesos 
el  valor  de  los  bienes  y  estafarme,  comprándome  á 
bajo  precio  mi  participación,  ó  sea,  perjudicándo- 
me en  cerca  de  ciento  ochenta  mil  pesos,  puesto 
que  tengo  más  de  una  quinta  parte  en  esos  bienes, 
según  me  lo  reconoce  la  escritura  de  compromiso. 
Cláusula  octava.  Apenas  conocí  la  tasación  de- 
nuncié  esos  delitos  ante  los  mismos  amigables  compo- 
nedores, les  anuncié  que  deducía  querella  ante  el  Juz- 
gado'ordinario  y  admitida  ésta,  les  presenté  un  certi- 
ficado de  su  admisión,  pidiéndole  que  se  abstuviesen 
de  dar  sentencia;  que  se  atuviesen  al  artículo  quinien- 
tos trece  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  á  to- 
da clase  de  Jueces  y  en  toda  clase  de  juicios,  ordena 
la  suspensión  del  asunto  civil,  sea  cual -fuere  el  estado 
en  que  se  encuentre,  una  vez  que  se  admite  querella 
sobre  la  falsedad  de  documento  que  sea  de  influencia 
notoria  al  asunto  y  les  manifesté  que,  de  otro  nlodo, 
se  exponían  á  sancionar,  con  su  sentencia,  el  fraude — 
delito  fin — á  que  se  tendía  con  la  falsedad  de  la  tasa- 
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ci6u — delilo  medio — á  más  de  viciar  de  evidente  nuli* 
dad  an  fallo  que,  dado  contra  la  suspensión  &  qae  les 
obligaba  ese  artículo  quinientos  trece,  sería  nulo, 
cuanto  resultase  falsa,  al  resolverse  la  querella,  la  ta- 
sación que  sustanciaimente  le  sirvió  de  base.  No 
obstante  eso,  los  amigables  componedores  en  vez  de 
entrar  en  la  prórroga  &  que  antes  aludo,  fallaron, 
apreciando  hechos  sobre  la  tasación  fraudulenta  y 
«sub-judica  J» — De  modo  que  le  han  fijado  á  mi  parti- 
cipación precio  en -venta  dn  una  tasación  que  los  permi- 
tiese conocer  el  valor  actual  de  los  bienes.-Sub-judice 
como  fraudulenta  y  falsa  esa  tasación,  claro  está  que 
sobre  ella  no  han  podido  conocer  el  valar  aeituil  ni  aán 
el  verdadero  de  los  bienes. — Y  los  amigables  compone- 
dores tenían  sometido  á  su  decisión  este  punto:  fijar 
precio  á  mi  participación  sobre  una  tasación  que  les 
permitiera  conocer  d  valor  actual  de  los  bienes. — No 
tenían  sometido  este  otro  punto:  fijar  el  precio  de  mi 
participación  á  su  arbitrio  de  amigables  componedo- 
res.— Ni  tenían  sometido  este  otro  punto:  fijar  ese  pre- 
cio sobre  una  tasación  criminalmente  amafiada,  falsa 
y,  como  tal,  sub-judice. — Ellos  le  han  fijado  pre- 
cio á  mi  participación,  sin  tener  la  indispensable 
tasación  concluida  en  que  pudieran  licitamente  haber 
conocido  el  verdadero  valor  actual  de  todos  los  bienes. 
Y  eso  no  era  el  punto  sometido  al  criterio  de  los  ami- 
gables componedores  que  se  han  extralimitado,  evi- 
dentemente, de  lo  previsto  en  la  escritura  de  compro- 
miso, fijando  un  precio  á  su  arbitrio,  ó  lo  que  es  peor, 
derivándolo  de  una  tasación  sub-judice  que,  como  tal, 
no  podía  ser  base  á  ningún  criterio,  porque  esa  tasa- 
ción no  existe,  sino  tan  solo  dentro  de  la  querella  en 
que  se  la  persigue  y  al  solo  efecto  de  que  se  declare,  6 
nc,  su  falsedad  criminal.» 

Quinto.  Resultando  qne  a<lmítido  el  recurso  y 
mandado  á  sustanciar  présenlo  el  recurrente  escrito 
acompañando  copia  certificada  de  un  auto  dictado  en 
diez  y  ocho  de  Mayo  de  mil  novecientos  por  el  Juez 
de  Instrucción  del  distrito  de  la  Catedral  de  esta  ca- 
pital admitiendo  la  querella  presentada  por  Ricardo 
Sánchez  contra  Emilio  Del  Monte  y  Octavio  E.  Davis, 
de  la  cual  también  se  acompafia  copia,  apareciendo  de 
ella  que  el  querellante  estableció  su  acusación  atribu- 
yendo á  los  dichos  individuos  falsedad  en  la  tasación 
practicada  á  los  efectos  del  laudo  antes  referido,  cuya 
falsedad  hace  consistir  en  haber  omitido  en  la  tasa- 
ción algunos  bienes,   y  haber  dado  valor  inferior  al 


N 


Digiti 


zedby  Google 


JURISPRUDENCIA  ClVlL.  233 


qne  en  realidad  tienen  los  bienes  tafiados;  en  vista  de 
cnyos  docnmentos  y  á  solicitud  de  la  parte  se  suspen- 
dió la  tramitación  del  recurso  hasta  que  recayera  eje- 
cutoria en  la  causa  criminal. 

Sexto.  Besultnndo  que  &  solicitud  de  la  parte  no 
recurrente  y  por  haberse  dictado  auto  de  sobresei- 
miento libre  en  la  cansa  se  mandó  en  nueve  de  Sep- 
tiembre último  á  continuar  la  sustanciación  del  recur- 
so, señalándose  para  la  vista  del  mismo  el  dia  tres  del 
mes  actual. 

Séptimo.  Resultando  que  el  día  señalado  y  pre- 
via comparecencia  en  autos  del  administrador  del  in- 
testado del  recurrente,  qne  fué  tenido  por  parte,  por 
haber  fallecido  éste  el  diez  y  seis  de  Septiembre  próxi- 
mo pasado  se  celebró  la  vista  con  asistencia  del  Letra- 
do de  las  partes  no  recurrentes,  el  cual  impngnó  el 
recurso  pidiendo  que  se  declarara  sin  Ingar. 

Dbcisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betan- 
court. 

Primero.  Ck)nsiderando  que  señalado  &  los  ami- 
gables componedores  un  plazo  de  cnatro  meses  para 
dictar  su  laudo,  cuyo  plazo  se  prorrogarla  en  caso  de 
no  quedar  terminado  dentro  de  él  la  tasación  de  los 
bienes  que  debían  practicar  los  peritos  nombrados,  ó 
no  se  les  hubiere  entregado  los  documentos  que  ellos 
creyeron  necesarios  tener  &  la  vista  para  resolver,  y 
declarado  por  los  amigables  componedores  que  tenían 
en  su  poder  todos  los  documentos  qne  creyeron  con- 
venientes pedir  y  la  tasacióü  practicada  por  los  peri- 
tos, cuyos  hechos  no  niega  el  recurrente,  sino  que 
pretende  que  la  tasación,  por  falsedades  intrínsecas 
que  le  imputa,  debía  considerarse  como  no  realizada; 
al  dictar  aquéllos  su  laudo,  como  lo  hicieron  dentro 
de  loe  cuatro  meses  &  ese  efecto  concedido,  resolvie- 
ron evidentemente  dentro  del  plazo  señalado,  sin  haber 
incurrido  en  la  falta  que  en  el  primer  motivo  de  casa- 
ción se  les  atribuye. 

Segundo.  Considerando  que  el  laudo  de  los  ami- 
gables componedores  recayó  sobre  los  particulares 
concretos  que  le  fueron  sometidos,  sin  extenderse  á 
otros  distintos,  lo  que  tampoco  añrma  el  recurrente 
qne  hubieran  hecho  quien  al  razonar  la  infracción  que 
en  el  s^nndo  motivo  alega,  no  se  reñere  á  los  parti- 
culares resueltos,  sino  que  impugna  los  medios  ó  ele- 
mentos, de  que  los  amigables  componedores  se  valie- 
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ron  para  resolver,  impugnación  de  esos  elementos  he- 
cha previamente  según  afirma  ante  los  propios  amiga- 
bles componedores  y  por  estos  no  estimada,  de  coya 
circunstancia  deduce  que  resolvieron  arbitraria- 
mente, sin  tener  en  cuenta  la  tasación;  siendo  así 
que  los  expresados  amigables  componedores  afirman, 
y  es  evidente,  que  se  fandaron  en  la  tasación  que 
los  peritos  nombrados  le  presentaron,  y  que  ade- 
más tuvieron  á  la  vista  las  impugnaciones  he- 
chas &  esta  tasación  por  el  recurrente,  los  cuales,  en 
uso  de  la  facultad  concedida  en  la  escritura  de  com- 
promiso de  decidir  conforme  á  su  leal  saber  y  enten- 
der, no  les  parecieron  bastante  á  determinar  una 
reforma  de  dicha  tasación,  por  incompleta,  única  cosa 
que  pudieron  haber  dispuesto,  estimando  aquellas,  ya 
que  tenían  amplias  facultades  para  decidir  las  cues- 
tiones á  su  fallo  sometidas. 

Tercero.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas no  se  ha  cometido  la  segunda  infracción  ale- 
gada, procediendo  por  tanto  declarar  sin  lugar  el 
recurso  y  en  cumplimiento  del  artículo  LXII  de  la 
Orden  noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ri- 
cardo Sánchez  Junco  contra  el  lando  dictodo  por  los 
amigables  componedores  Dr.  Jo^é  Cabarrocas  y  Mige- 
nes  y  Ldos.  José  Bruzón  y  García  y  Leopoldo  de  Sola 
é  Iradi,  por  ante  el  Notario  de  esta  capital  Ldo.  José 
Bamírez  de  Arellanos  y  Pedroso  en  escritura  número 
trescientos  treinta  y  uno  de  ventiuno  de  Mayo  de  mil 
novecientos  con  las  costas  á  cargo  de  dichos  recu- 
rrentes. 

Publíquese  esta  sentencia  en  la  Oaoeta  Oficial 
DE  LA  Kepúblioa  é  iusértcse  en  la  Colección  &  cargo 
de  la  Secretaría  de  Justicia  librándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Bafael  Cruz  Pérez. — Pedro 
González  Llórente. — Ángel  C.  Betaucourt. — Luis  Gas- 
tón.— Carlos  Revilla. 
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Clxiqa.— Auto  69.— 14  de  Octubre  de  1902.  (Gac.  Mar- 
zo 12.) 

BOCT&INA:  BI  Tribunal  Sentenciador  para  ad- 
*  mitir  6  denegar  un  recurso  debe  limitarse  á  examinar 
si  en  el  escrito  de  interposición  se  cumple  con  los  re- 
quisitos exigidos  en  el  artículo  quinto  de  la  Orden  92 
de  1K99,  sin  que  le  sea  lícito  examinar  bajo  otros  as- 
pectos la  resolución  recurrida,  para  deducir  la  impro- 
cedencia del  recurso,  lo  cual  sólo  compete  al  Tribunal 
Supremo. 

Procede  denegar  un  recurso  de  casación  por  Infruc- 
ción  de  Icj-,  cuando  al  interponerlo  no  se  expresa  con 
claridad  y  precisión  las  infracciones  cometidas, 

Cuando  para  autorizar  un  recurso  se  citan  cuatro 
preceptos  y  sólo  tres  motivos,  sin  expresar  claramen- 
te la  relación  que  existe  entre  los  preceptos  autoriza- 
dorcs  y  las  infracciones  legales  que  se  invoquen,  pro- 
cede denegar  el  recurso. 

Antecedentes  : 

Primero.  Resultando  que  Miguel  Montes  Pinaud 
estableció  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
de  doctrina  legal  contra  la  sentencia  dictada  por  dicha 
Sala  en  trece  de  Agosto  último  en  el  juicio  seguido  por 
el  expresado  Montes  Pinaud,  contra  Antonio  Vila  y 
Juaneda,  sobre  reivindicación  de  terrenos  y  devolu- 
ción de  frutos,  cuyo  recurso  fundó  en  los  números  pri- 
mero, segundo,  tercero  y  séptimo  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
consignando  loe  siguientes  motivos : 

«Primero:  La  ley  diez  y  seis,  título  veintidós, 
«Partida  tercera,  artículo  trescientos  cincuenta  y  nue- 
«ve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  doctrina  legal 
«de  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de 
«siete  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  y 
«veintidós  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa,  y 
«dos,  que  estatuye  que  existe  incongruencia  en  la  sen- 
«tencia,  cuando  ésta  contiene  declaraciones  sobre  pun- 
«tos  que  no  fueron  motivos  del  litigio,  ni  objeto  del 
«debate,  lo  cual  se  ha  cometido  en  el  fallo  que  recurro, 
«por  cuanto  que  no  habiendo  alegado  el  demandado  la 
«excepción  de  prescripción  ordinaria  del  dominio  y  sí 
«la  de  ñne  aclione  agis,  de  un  modo  expreso  y  definiti- 
«vo,  ésta  fué  la  que  debió  ser  objeto  de  resolución  de 
«la  sentencia,  y  no  la  primera  que  no  fué  solicitada, 
«ni  deducida,  incurriendo  en  error  de  derecho,» 

«Segundo:  que  la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido 
«en  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  que 
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»ref>alta  de  docamentos  y  actos  antónticos,  que  de- 
«mueBtran  evidente  equivocación  al  e^^timar  tiiulos  de 
vdominio  de  la  cosa  objeto  de  la  acción  reivindicatoría 
)f cuando  del  contenido  de  aquéllos,  no  consta  compren- 
»der  dicha  cosa,  ni  indirectamente,  sino  otras  muy 
«diferentes  y  los  cuales  sólo  pueden  contraerse,  se  in- 
)>fringen  por  ello  la  ley  nueve,  título  veinte  y  nueve, 
«partida  tercera  y  artículo  mil  novecientos  cuarenta 
j>del  Código  Civil  por  su  indebida  aplicación  al  caso 
»del  pleito.  En  efecto,  por  la  escritura  de  veinte  y  uno 
»de  Mayo  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho  ante 
»don  Francisco  de  Castro,  don  Eafael  de  Toca  adquie- 
»re  por  compila  de  don  Saturnino  de  Lastra,  los  lotes 
»número  ciento  cuarenta  y  uno,  ciento  cuarenta  y  dos, 
Mciento  cuarenta  y  tres  y  ciento  cuarenta  y  cuatro  de 
»la  segunda  manzana  de  la  Estancia  «Carmona»  en  el 
«barrio  de  Pueblo  Nuevo,  cuyas  áreas  y  linderos  son 
«determinados,  y  se  encuenti-a  ediñcada  en  uno  de  di- 
»chos  lotes  la  casa  Pocito  número  uno,  que  por  escri- 
«tui-a  de  veinte  y  cinco  de  Agosto  de  mil  ochoci^iitos 
«cincuenta  y  siete  ante  Eugenio  Pontón,  Lastra,  el 
«vendedor  la  adquiere  del  pardo  Felipe  Carrasco,  ocu- 
«pando  el  lote  número  ciento  cuarenta  y  cuatro  y  lin- 
«dando  con  la  casa  Pocito  número  tres  de  don  José 
«María  Delgado,  que  se  hallaba  en  el  lote  número 
«ciento  cuarenta  y  cinco,  la  que  don  José  Vila  adquíe- 
«re  en  mil  ochocientos  sesenta  y  tres.  De  la  escritura 
«de  tres  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres 
«ante  don  Rafael  del  Pino, '  aparece  que  Toca  vende 
«los  referidos  lotes  y  casa  Pocito  número  uno,  que  es- 
«taba  contenida  en  los  mismos,  como  también  las 
«casas  de  dicha  calle  marcadas  con  los  números  cinco 
«y  nueve  y  terrenos  del  Sur  ó  sea  de  Paseo  de 
«Tacón  ocupando  estas  dos  últimas  los  lotes  cien* 
»to  cuarenta  y  seis  y  ciento  cuarenta  y  ocho  á  don 
«José  Vila,  por  la  escritura  de  diez  y  nueve  de  Marzo 
«de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  ante  don  Salustia- 
«no  de  la  Barrera,  el  citado  don  José  vende  á  su  her«» 
«mano  don  Antonio  Vila  y  Juaneda  las  expresadas 
'X^asas  Pocito  números  cinco  y  nueve  y  terrenos  de  Pa- 
«seo  de  Tacón  con  las  especificaciones  de  medidas  y 
«linderos  constantes  en  la  escritura  de  tres  de  Febrei'o 
«de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  por  que  adquirió  de 
«don  Eafael  de  Toca  y  además  la  número  tres  que  fué 
«de  don  Bernardo  del  Busto,  como  mayor  abunda- 
«miento  lo  corrobora  el  plano  y  derrotero  levantado 
«por  el  Agrimensor  don  Mariano  Caries  al  objeto  de 
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•determinar  los  terrenos  de  Toca,  que  son  los  com* 
»pireiididos  en  la  ñltima  escritura  citada,  cuyo  pliuio 
sobra  en  autos  en  el  concepto  de  docujaento  fehacieb* 
»te,  son  por  su  mérito,  sufícientes  para  evitar  la  oee- 
«fusión  de  esos  terrenos  can  otros  y  para  identificar  el 
vreclasnado  que  se  encuentra  enclavado  en  el  lote  nü^ 
»mero  ciento  cuarenta  y  siete  ó  sea  entre  las  cwnM  Po- 
Dcito  cinco  y  nueve  que  les  corresponden  los  lotes  mar- 
«eados  con  los  números  ciento  cuarenta  y  seis  y  ciento 
«cuai*enta  y  ocho,  y  por  consiguiente  no  fué  vendido 
j»dicho  lote  ciento  cuarenta  y  siete;  ni  por  Laetra,  To* 
»ca  ni  Vila,  toda  vez  que  considerarlo  en  el  sentidoque 
»lo  estima  la  Sala,  infringe  los  preceptos  legales  ei* 
vtados,  en  el  concepto  de  su  aplicación  indebida  al 
«caso  del  pleito,  al  conceptuar  los  documentos  reía- 
ecionados  como  justos  títulos  para  la  prescripción  del 
ndominio  del  solar  adquirido  en  virtud  de  la  esoritu^ 
i>ra  de  primero  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta 
»y  nueve  ante  don  Ursulo  Dobal  en  que  ee  apoja 
vía  acción  reivindicatoría,  cuando  si  bien  está  encía- 
j»vado  ejitre  los  terrenos  ó  parcelas  á  que  aluden, 
»no  fué  objeto  de  trasmisión  por  los  causantes  de  Vi- 
»]a,  que  éste  en  manera  alguna  se  ha  demostrado  que 
»lo  adquirió  válidamente  y  sí  que  lo  posee  sin  razón 
«derecha  desde  mil  ochocientos  setenta  y  tres:  en  sin* 
vtesis,  que  ha  realizado  la  posesión  sin  justo  título  y 
«buena  fe,  y  en  ese  concepto  es  improcedente  la  a^ li*^ 
ffción  de  la  renombrada  ley  nueve,  título  veinte  y  nue- 
«ve.  Partida  tercera  y  artículo  mil  novecientos  cua- 
«renta  del  Código  Civil».  «Tercero:  que  ha  sido  in- 
»fringida  la  doctrina  legal  del  Tribunal  Supremo  de 
«España  sustentada  entre  otras  sentencias  en  la  de 
«veinte  y  dos  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ocben«> 
»ta  y  seis,  que  dedara  que  no  existe  en  la  apreciación 
«de  la  prueba  error  de  derecho,  justificado  por  docu- 
«mentos  ó  actos  auténticos,  cuando  está  cumplidamen- 
«te  demostrado  que  la  finca  litigiosa  tiene  más  del  do- 
«bledo  extensión  que  la  que  consta  de  títulos  presen- 
«tados,  la  Sala  sentenciadora  sin  prescindir  de  prueba 
«determinada,  sin  atenerse  exclusivamenta  á  ninguna 
«otra,  analiza  cada  una  de  las  practicadas  por  las  par- 
«tes  y  para  mejor  proveer,  estima  comparativamente 
«el  resultado  de  todas  y  por  las  razones  que  consigna 
«forma  su  convencimiento,  el  cual  no  puede  sustituirse 
«por  ningún  litigante,  toda  vez  que  la  Sala  no  se  ha 
«ajustado  á  este  temperamento  y  apreciar  en  conjunto 
«la  prueba,  en  consecuencia  del  análims  de  todo  I0  pro^ 
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spnesto  para  aquilatar  el  valor  respectivo  de  ella  para 
vía  aplicación  del  precepto  legal  procedente;  sino  por 
i>el  contrario,  que  dispuesta  la  práctica  de  la  prueba 
«pericial  al  propósito  de  identificar  el  terreno  recia- 
limado  bajo  las  condiciones  establecidas  en  el  auto  de 
«trece  de  Octubre  de  mil  novecientos,  uno  de  los 
Peritos  lo  cumple  y  los  demás  no  lo  verifican,  y 
»no  obstante  se  aprecia  el  dictamen  de  estos  últi- 
irmos,  que  fundan  su  dictamen  en  la  carencia  de  an- 
«tecedentes  que  fijaba  el  auto  referido  para  que  se 
«efectuara  la  medida  de  los  terrenos,  tampoco  uti- 
nliza  la  facultad  de  mejor  proveer  recomendada  en  es- 
«ta  instancia  para  que  obraran  en  autos  los  documen- 
»tos  necesarios  para  demostrar  una  vez  más  la  exist<en- 
«cia  del  solar  reclamado  en  el  lugar  y  con  la  extensión 
«que  se  niega,  y  al  propio  tiempo  que  el  demandado 
«nunca  lo  ha  poseído  en  virtud  de  título  alguno  ate- 
«niéndose  á  apreciar  exclusiva  y  señaladamente  á  me- 
«ras  diferencias  de  nombre  de  los  ocupantes  de  los  te- 
«rrenos  colindantes  que  figuran  en  los  planos  y  los  que 
«aparecen  de  las  escrituras,  á  pesar  de  comprobarse 
«que  el  sobrante  que  resulta  entre  lo  adquirido  en  vir- 
«tud  de  los  títulos  y  el  que  arrojan  las  medidas  al  te- 
«nor  de  los  mismos,  corresponde  exactamente  en  su 
«medida  al  solar  reclamado,  con  la  numeración  de  la 
«casa  que  lo  ocupaba  y  el  del  lote  del  plano  del  reparto 
«á  que  aluden  los  títulos. » 

Causa  de  l^  queja: 

Se^ndo.  Resultando  que  la  Sala  sentenciadora 
por  auto  de  vMilte  y  nueve  del  mismo  mes  de  Agosto 
negó  la  admisión  del  recurso,  consignando  á  ese  efec- 
to, como  antecedentes  de  hechos  que  si  bien  el  Juez  de 
Primera  Instancia  había  declarado  sin  lugar  la  de- 
manda porque  el  actor  no  había  identificado  el  terreno 
que  trataba  de  reivindicar,  y,  aún  cuando  se  estimara 
identificado,  el  demandado  había  adquirido  su  domi- 
nio por  prescripción,  la  Sala  al  confirmar  la  sentencia 
sólo  aceptó  los  fundamentos  del  inferior  referentes  á 
la  falta  de  identificación  del  terreno;  rechazando  aqué- 
llas cu  que  estimaba  la  prescripción  y  fundando  la 
denegación  en  his  siguientes  consideraciones:  primero: 
que  no  habiéndose  estimado  en  la  sentencia  recurrida 
la  excepción  de  prescripción,  el  primer  motivo  es  inad- 
misible, porque  descansa  en  un  supuesto  inexacto;  que 
también  lo  es  el  segundo  por  no  consignar  con  clari- 
dad el  error  de  hecho  que  se  atribuye  á  la  Sala,  ni  ci- 
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tar  con  claridad  el  documento  ó  acto  auténtico  que  de- 
muestre el  error  y  además,  porque  en  su  última  parte 
refiere  dicho  error  á  la  circunstancia  de  haberse  esti- 
mado la  prescripción  que  no  se  estimó;  y  tercero:  por 
que  el  ultimo  motivo  carece  de  la  claridad  y  precisión 
que  la  ley  exige  para  que  sea  admisible. 

Fundamentos  del  recurso: 

Tercero.  Resultando  que  contra  este  aivto  esta- 
bleció el  recurrente  el  presente  recurso  de  queja,  ale- 
gando entre  otras  razones,  como  cuestión  de  hecho,  en 
contra  de  lo  afirmado  por  la  Sala,  que  en  la  sentencia 
recurrida  se  habla  estimado  la  excepción  de  pres- 
cripción. 

Cuarto.  Resultando  que  el  veinte  y  seis  del  cita- 
do mes  de  Septiembre  se  celebró  H  vista  pública  de 
este  recurso  con  asistencia  de  los  letrados  de  las  par- 
tes recurrente  y  no  recurrente  y  del  representante  del 
Ministerio  Fiscal  sosteniendo  el  primero  é  impugnan- 
do los  dos  últimos  la  procedencia  de  la  queja. 

Quinto.  Resultando  que  para  mejor  proveer,  pe 
mandaron  traer  los  autos  originales,  con  los  cuales  fc 
ha  dado  cuenta  en  el  día  de  ayer,  y  del  examen  de  los 
mismos  aparece  que  en  la  sentencia  recurrida  se  acep- 
taron los  considerandos  de  la  primera  instancia,  me- 
nos los  segundo  tercero,  cuarto,  quinto,  séptimo,  octa- 
vo, décimo  octavo  y  décimo  noveno  que  se  refieren  á  la 
prescripción  que  el  Juez  estima,  como  causa  suficiente 
para  declarar  sin  lugar  la  demanda,  además  de  la  razón 
fundamental  consignada  á  ese  efecto  en  los  otros  con- 
siderandos de  su  sentencia,  ó  sea  que  el  actor  no  ha- 
bía probado  la  identidad  del  terreno  reclamado  con  el 
poseído  por  el  demandado. 

Decisión  dbl  recurso: 

Primero.  Considerando  en  cuanto  á  la  razón  da- 
da por  la  Sala  sentenciadora  para  denegar  el  primer 
motivo  del  recurso,  que  el  Tribunal  sentenciador  ha 
de  limitarse,  á  ese  efecto  á  examinar  cuando  se  trate 
de  infracción  de  ley,  si  en  el  escrito  de  interposición 
se  cumple  con  los  requisitos  exigidos  en  el  artículo  Y 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  y  si  la  resolución  recurrida  es  susceptible  de 
recurso,  pero  no  le  es  lícit'o  examinar  bajo  otro  as- 
pecto,  el  contenido  de  dicha  resolución,  para  deducir 
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de  su  examen  la  improcedencia  del  recurso,  pues  es- 
te compete  en  definitiva  al  Tribunal  Supremo^  cuando 
decide  aquél. 

Segundo.  Considerando  que  en  cuanto  á  los  mo- 
tivoe  segundo  y  tercero  del  recurso  que  en  realidad 
carecen  de  la  precisión  y  claridad  con  que  la  ley  exijo 
que  se  ei^presen  las  infracciones  cometidas  y  por  tanto 
la  Sala  sentenciadora  ha  procedido  acertadamente  al 
denegar  su  admisión. 

Tercero.  Considerando  que  no  obstante  lo  ex- 
puesto en  el  primer  considerando  del  recurso,  no  es 
admisible  en  su  totalidad,  y  por  tanto  la  queja  no 
puede  prosperar,  porque  alegados  solos  tres  motivos 
pai-a  la  casación,  se  citan  cuatro  preceptos  autorizan- 
tes, sin  que  por  la  confusión  con  que  se  expresan  dos 
de  esos  motivos  y  la  inexactitud  de  hecho  en  que  des- 
cansa el  primero  pueda. comprenderse  claramente,  la 
coiTelacién  que  guarden  esos  preceptos  autorizadores 
con  las  cuestiones  que  se  pretenden  plantear. 

Cuarto.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas pit)cede  desestimarla  queja  y  en  cumplimiento 
del  articulo  XXV  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  condenar  en  cos- 
tas al  recurrente. 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  interpuesto  por 
Miguel  Montes  Pinaud  contra  el  auto  dictado  por  la 
Sala  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  veinte  y  nueve 
de  Agosto  último,  negándole  el  recurso  de  casación  al 
principio  referido,  y  con  las  costas.  Devuélvanse  á  la 
Audiencia  loe  «utos  elevados  y  comuniqúese  el  presente 
por  medio  de  certificación  para  lo  que  proceda,  y  pu- 
bliquese  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  República  é  insér- 
tese en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaria  de  Justi- 
cia, libi*ándose  al  efecto  las  copias  necesarias. 

Lo  acordaron,  mandan  y  fieman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen,  ame  mi.  Certifico. — José 
Várela.— Pedro  González  Llórente.  —Ángel  C.  Be- 
tancourt.  Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — El  Se- 
cretario, Armando  de  J.  Riva. 


Queja.— Auto  70.— 18  de  Octubre  de  1902.— Incidente. 

(  Gac.  Marzo  13. ) 

DOCT&IKAí  Contra  las  Aentcncins  qne  drclaran 
ffin  lugar  un  incidente  de  nulidad  de  actuaciones  no 
procede  el  recurso  de  casación,  seü^ún  tiene  declarado 
repetidamente  el  Tribunal  Supremo. 

No   procede  el    recurso  de  casación  contra  el  auto 


Digiti 


zedby  Google 


jüAiat^RbDRKclA  civil.  ^41 


recftído  en  tm  incidente,  cualquiera  que  éste  sea,  pro- 
movido con  moÜTO  de  la  rendición  de  ctfentas  par- 
dales de  una  testamentaría,  porque  conforme  al  ar- 
tículo 1.014  de  la  ley  de  Bx^uiciamlento  Civil  en  los 
incidentes  de  esta  clase  sólo  procede  el  recurso  cuando 
se  trata  de  la  totalidad  de  las  cuentas. 

Antecedentes: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  dictó  auto  en  veinte  y  dos  de  Sep- 
tiembre último  denegando  un  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Procurador  Joa- 
quín González  Sarrain  á  nombre  del  representante 
común  de  la  testamentaría  de  doña  Rosario  Sotolongo 
en  el  incidente  de  nulidad  que  tiene  promovido  al  cua- 
derno de  cuenta,  según  expresa  en  el  escrito  de  inter- 
posición del  recurso,  en  el  cual  consigna  como  uno  de 
los  motivos  de  la  casación  la  infracción  del  artículo 
trescientos  ochenta  y  seis  de  la  ley  procesal  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  cinco,  en  el  concepto  de  que 
»la  sentencia  infringe  este  artículo,  al  dar  validez,  al 
j>no  declarar  nulas  las  resoluciones  judiciales  que  apro- 
«baron  las  cuentas  parciales  de  don  Pedro  Murías  de 
»un  modo  definitivo  reconociendo  el  saldo  que  á  favor 
j>de  éste  arrojaban,  y  las  que  han  autorizado  el  procedi- 
>»miento  de  apremio  en  cobro  de  ese  saldo,  contra  los 
«herederos  de  doña  María  del  Rosario  Sotolongo.» 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  fundó  su  auto 
denegatorio  ^i  que  la  resolución  recurrida  no  tenía  el 
carácter  de  sentencia  definitiva,  por  haber  sido  dicta- 
da declarando  sin  lugar  dos  incidentes  de  nulidad 
acumulados,  interpuestos  por  Clotilde  y  Federico 
Gronzález  Ferregut. 

Fundamentos  del  recurso: 

Resultando  que  contra  el  expresado  auto  denega- 
torio, anunció  é  interpuso  oportunamente  el  recurren- 
te, recurao  de  queja  fundándolo  en  que  la  Sala  ha 
cometido  un  error  al  afirmar  que  se  trata  de  dos  inci- 
dentes de  nulidad,  porque  si  bien  tenía  este  carácter 
el  promovido  por  el  dicho  recurrente,  no  lo  tenía  el 
otro  acumulado,  ó  sea  el  que  promovió  Clotilde  Gon- 
zález Ferregut,  cuyo  incidente  tenía  por  objeto  «la  de- 
•claración  en  definitiva,  que  los  autos  de  diez  y  ocho 
»de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  diez  y 

T.  3.— 1903.— 16. 
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«nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
Dque  aprobaron  las  cuentas  parciales  producidas  por 
»Murias  no  causan  estado,  ni  son  exigibles  los  saldos 
»de  esas  cuentas,  porque  esa  condición  solo  la  tiene  el 
»8aldo  de  la  cuenta  definitiva.» 

Resultando  que  admitido  y  sustanciado  el  expre- 
sado recurso  de  queja  se  celebró  la  vista  pública  del 
mismo  el  día  de  ayer  con  asistencia  solo  del  represen- 
tante del  Ministerio  Fiscal,  quien  impugnó  la  queja 
solicitando  se  declarara  sin  lugar. 

Decisión  del  recurso: 

Considerando  que  fundada  la  negativa  de  la  Sala 
sentenciadora  en  que  la  resolución  recurrida  puso  tér- 
mino á  dos  incidentes  de  nulidad,  acumulados,  añrma- 
ííión  de  hecho  no  destruida  por  la  parte  recurrente 
porque  la  razón  que  da  para  sostener  lo  contrario,  es 
antijurídica,  ya  que  aceptando  que  se  trataba  de  dos 
incidentes  acumulados  y  sosteniendo  que  uno  de  ellos 
ei-a  de  nulidad,  no  es  legalmente  posible  que  el  otro 
no  tuviera  la  misma  naturaleza,  aparte  de  que  como 
tal  incidente  de  nulidad  lo  denomina  el  mismo  recu- 
rrente en  la  introducción  de  su  escrito,  y  por  consi- 
guiente subsiste  la  razón  fundamental  del  auto  dene- 
gatorio. 

Considerando  que  contra  la  sentencia  que  decla- 
ra sin  lugar  un  incidente  de  nulidad  de  actuaciones 
no  se  da  el  recurso  de  casación  porque  no  tiene  el  ca- 
i-ácter  de  sentencia  definitiva,  ya  que  no  produce  el 
efecto  de  poner  término  al  pleito  principal,  como  rei- 
terada y  razonadamente  ha  declarado  este  Tribu- 
nal Supremo,  ni  es  susceptible  ^el  recurso  el  auto 
recaído  en  un  incidente,  cualquiei-a  que  este  sea  pix>- 
movido  con  motivo  de  la  rendición  de  cuentas  parcia- 
les de  una  testamentaría,  porque  el  recurso  de  casa- 
ción sólo  procede  en  incidentes  de  esta  última  clase 
contra  la  resolución  que  recaiga  sobre  la  totalidad  de 
las  cuentas,  conforme  al  artículo  mil  catorce  de  la  Le}' 
de  Enjuiciamiento  Civil. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  al  denegar 
el  recurso  de  «isación  contra  una  sentencia  de  esa  cla- 
se cumplió  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  XI  en  rela- 
ción con  el  número  primero  del  VII  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, y  por  consiguiente  debe  desestimarse  la  queja, 
condenando  en  las  costas  al  recurrente,  de  conformi- 
dad con  el  artículo  XXV  de  la  citíida  Orden. 
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No  ha  lugar  á  la  queja  interpuesta  por  Federico 
González  Ferregut,  contra  el  auto  de  la  ^la  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana^  al  principio  referido, 
con  las  costas  á  cargo  del  recurrente,  comuniqúese 
este  auto  á  dicha  Audiencia  para  lo  que  proceda,  pu- 
bliqnese  en  la  Gacbtá  Oficial  de  la  República  é  in- 
sértese en  la  Colección  á  cai^o  de  la  Secretaría  de  Justi- 
cia, librándose  al  efecto  las  copias  necesarias. 

Lo  acordaron,  mandan  y  firman  los  seflores  Ma- 
gistrados del  margen,  ante  mí:  Certifico. — José  Vá- 
rela.— Pedro  González  Llórente. — Ángel  C.  Betan- 
court. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — El  Secre- 
tario, Armando  de  J.  Riva. 


Impugnación.— Auto  72.-27  de  Octubre  de  1902.— Cum- 
plimiento de  ^ecutoria.  (Giac.  Marzo  13.) 

I>OCX&INAt  BI  principio  general  establecido  en 
materia  de  casación  por  el  artículo  1693  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  tiene  dos  excepciones  en  el  mis- 
mo artículo  consignadas,  cuyo  objeto  es  evitar  que 
por  laa  Audiencias  se  Infriiúa  lo  ordenado  en  las  eje- 
cutorias ó  se  resuelvan  en  último  término  errónea- 
mente puntos  que  la  sentencia  no  contiene.  En  este 
concepto  y  en  armonía  con  las  expuestas  excepciones 
ha  de  entenderse  el  precepto  contenido  en  el  párrafo 
segundo  del  artículo  943  de  la  citada  ley,  el  cual  no 
se  opone  á  que  contra  las  resoluciones  á  que  el  mismo 
se  refiere  se  dé  el  recurso  de  casación  cuando  la  causa 
en  que  éste  se  funde  esté  comprendida  en  algunas  de 
las  excepciones  antes  mencionadas. 

No  se  dirige  contra  los  fundamentos  de  la  resolu- 
ción, sino  contra  su  par^e  dispositiva,  el  recurso  en  el 
cual  se  sostiene  que  lo  dispuesto  en  un  auto  para  el 
cumplimiento  de  una  sentencia  contradice  lo  orde- 
nado en  ésta,  respecto  á  determinado  particular. 

Cuando  se  trata  del  cumplimiento  de  ejecutorias, 
no  es  de  tenerse  en  cuenta  el  precepto  del  número  pri- 
mero del  artículo  1688  de  la  ley  procesal  civil,  en 
cuanto  á  la  naturaleza  de  la  resolución  recurrida, 
pues  la  procedencia  del  recurso  en  ese  caso  lo  fijan  las 
excepciones  que  contiene  el  1693. 

No  es  requisito  indispensable  para  la  admisión  de 
un  recurso  de  casación  que  el  recurrente  exprese  la 
naturaleza  de  la  resolución  recurrida;  siendo  sólo  de- 
ber del  tribunal  sentenciador  examinar  dicha  natura- 
leza al  efecto  de  admitir  ó  no  el  recurso. 

Cuando  el  recurso  se  funda  en  que  la  resolución  re- 
currida es  contraria  á  la  ejecutoria  basta  invocar,  pa- 
ra autorizar  el  recurso,  el  artículo  1693,  sin  que  sea 
necesario  á  ese  efecto  citar  ninguna  otra  disposición 
de  la  ley. 

Bn  los  recursos  fundados  en  la  causa  expuesta  en  el 
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párrafo  anterior,  no  es  necesario  citar  ley  alguna  in- 
fringida, bastando  para  la  admisión  que  con  relación 
á  lo  resuelto  en  la  ejecutoria  y  en  la  resolución  recu- 
rrida se  exprese  clara  y  precisamente  en  qué  consiste 
la  contradicción. 

No  sucede  lo  mismo  cuando  el  fundamento  iuTocado 
es  que  se  resuelven  puncos  no  controvertidos  en  el 
pleito  ni  decididos  en  la  ejecutoria,  puea  en  este  caso 
es  necesario  aseverar  que  esos  nuevos  particulares 
han  sido  resueltos  con  error  de  derecho,  citando  al 
efecto  las  leyes  que  se  consideren  infringidas  y  el  con- 
cepto de  la  infracción. 

Antecedente»: 

Resultando  f^ue  en  aut-oB  seguidos  por  María  Re- 
gla Sañudo  de  Muñoz  Romay  contra  el  Obisparlo  Ca- 
tólico de  la  Habana,  en  el  Juzgado  de  Primera  Instan- 
cia del  Centro  de  esta  ciudad  sobre  indemnización  de 
perjuicios,  se  declaró  con  lugar  la  demanda,  y  se  con- 
denó al  demandado  á  indemnizar,  según  justa  tasación 
pericial,  á  la  dicha  señora  María  Regla  Sañudo  de  Mu- 
ñoz Romay  los  perjuicios  que  le  causa  la  existencia  de 
la  servidumbre  legal  impuesta  en  concepto  de  zona  hi- 
giénica sobre  parte  de  los  terrenos  de  la  estancia  **La 
Campana'',  que  no  se  incluyeron  en  la  expropiación 
realizada  en  cuanto  á  otra  parte  de  los  mismos,  con 
los  intereses  legales  del  precio  de  la  indemnización  á 
contar  desde  la  fecha  de  la  interposición  de  la  de- 
manda: 

Resultando  que  en  trámite  de  cumplimiento  de  la 
mencionada  ejecutoria  se  dispuso  por  el  Juzgado,  con- 
forme al  artículo  novecientos  veintisiete  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  que  el  actor  presentase  la  rela- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  y  de  su  importe;  y  una 
vez  hecho  esto,  fué  impugnada  por  el  condenado  al 
pago,  y  recibido  á  prueba  el  incidente  se  resolvió  por 
el  Juzgado  con  fecha  diez  y  ocho  de  Marzo  de  este 
año,  ñjando  la  indemnización  en  la  suma  de  noventa 
y  dos  mil  quinientos  setenta  y  nueve  pesos  diez  y  sie- 
te y  medio  centavos  en  oro.  conformándose  con  la  ma- 
yoría de  los  peritos  que  partieron  para  valorar  los 
terrenos  de  la  demandante,  que  comprenden  la  expre- 
sada zona  higiénica,  de  su  precio  en  la  fecha  en  que  se 
practicara  la  tasación. 

Resultando  que  apelado  dicho  auto  por  el  Obispa- 
do Católico  de  la  Habana,  y  oída  y  sustanciada  dicha 
apelación,  la  Audiencia  de  esta  ciudad,  por  auto  para 
mejor  proveer,  dispuso  que  habiéndose  emitido  dicta- 
men por  los  peritos  acerca  del  valor  de  los  terrenos  de 
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la  actora  partiendo  uno  de  la  época  en  que  se  verificó 
la  expropiación  de  la  estancia  ^^La  Campana"  y  los 
otros  fijándose  en  el  momento  actual,  se  ampliara  el 
dictamen  de  los  mismos  á  fin  de  que  apreciasen  de 
acuerdo,  el  valor  de  los  daños  por  metros  cuadrado  de 
terreno  en  el  año  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  y 
en  la  lecha  en  que  se  interpuso  la  demanda,  y  practi- 
cada ésta  fijó  en  definitiva  la  indemnización  en  veinte 
y  nueve  mil  setecientos  cincuenta  y  tres  pesos  sesenta 
y  ocho  centavos,  en  auto  de  catorce  de  Agosto  ultimo: 

Kecurso  de  casación  admitido: 

Resultando  que  el  actor  interpuso  recurso  de  ca- 
sación invocando  el  artículo  mil  seiscientos  noventa  y 
tres,  además  de  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho,  expre- 
sando que  fundaba  el  recurso  precisamente  en  que  la  re- 
solución recurrida  provee  contra  lo  ejecutoriado,  ade- 
más de  hacer  constar  la  fecha  de  la  última  notificación 
y  la  de  la  presentación  del  escrito;  y  mencionando 
también  el  caso  quinto  del  articulo  mil  seiscientos  no- 
venta que  expresa  ser  concordante  de  mil  seiscientos 
noventa  y  tres;  explicando  el  motivo  del  recurso  en 
lo6  siguientes  términos:  ^^En  el  auto  recurrido  se  dice 
expresamente  que  esos  perjuicios  no  deben  ser  fijados 
ni  se  fijan  con  relación  á  la  fecha  de  la  demanda,  ni  de 
la  sentencia,  sino  que  se  determinan  por  los  que  pu- 
dieron ser  treinta  años  antes,  en  el  mil  ochocientos 
setenta  y  uno,  al  resolver  en  esa  forma  el  auto  de  vein- 
te y  tres  de  Agosto  (quiso  decir  catorce)  es  contrario 
á  la  cosa  juzgada  y  provee  en  contradicción  con  lo  eje- 
cutoriado, y  hasta  presdnde  de  los  intereses,  por  lo 
que  resulta  ley  infringida  la  referida  ejecutoria  recaída 
en  el  pleito,  porque  las  ejecutorias  son  leyes  para  las 
partes  que  intervinieron  en  el  pleito  en  que  recayeron  :^  * 

Fúndame] íTos  de  la  impugnación: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personadas 
las  partes  en  esto  Tribunal  Supremo,  se  abrió  el  tér- 
mino de  instrucción  en  veinte  y  cinco  de  Septiembre  y 
dentro  del  mismo  la  parte  no  recurrente  ha  impugnado 
dicha  admisión,  acomodándose  á  lo  que  dispone  el  pá- 
rrafo segundo  del  artículo  veinte  y  ocho  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  fundándose  para  dicha  impugnación  en  los  mo- 
tivos siguientes: 

Primero:  En  que  la  naturaleza  de  la  resolu<^ión 
recurrida  excluye  la  posibilidad  le^ál  del  recurso,  .  á 


Digiti 


zedby  Google 


246  BOLETÍN  LEGISLATIVO. 

tenor  de  lo  que  preceptúa  el  artículo  novecientos 
cuarenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que 
integi*a  una  excepción  del  mil  seiscientos  noventa  y 
tres  de  la  propia  ley. 

Segundo:  En  que  al  establecer  el  recurso  la  re- 
presentación de  la  parte  recurrente,  consignó  que  la 
Sala  sentenciadora  habla  afirmado  que  el  punto  que 
resuelve  el  auto  contra  el  cual  se  interpuso  el  recurso 
no  fué  discutido  en  el  pleito  ni  resuelto  en  la  ejecuto- 
ria; y  sobre  ser  ésta  inexacta,  resuelve,  por  otra  par- 
te, dicho  auto  tan  solo  el  importe  de  los  perjuicios,  no 
procediendo  el  recurso  ni  conforme  al  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  tres,  ni  el  novecientos  cuarenta 
y  tres,  porque  no  se  da  jamás  contra  los  fundamentos 
legales  de  las  resoluciones,  sino  contra  la  parte  dispo- 
sitiva de  las  mismas. 

Tercero:  En  que  no  resulta  aplicable  al  caso  el 
precepto  del  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho, 
que  cita  la  representación  recurrente,  toda  vez  que, 
por  tratarse  del  cumplimiento  de  una  ejecutoria, 
la  resolución  recurrida  ni  interrumpe,  ni  deja  de 
interrumpir  el  pleito  principal,  porque  éste  tuvo 
su  término  con  la  dicha  ejecutoria;  y  que  ha  co- 
metido asimismo  error  la  parte  recurrente  cuan- 
do asegura  *^que  la  resolución  recurrida  pone  tér- 
mino á  la  cuestión  de  la  cuantía  de  los  perjuicios  ó 
impide  continuar  discutiendo,  lo  que  afirma  para  rela- 
cionar este  concepto  en  dicho  artículo  mil  seiscientos 
ochenta  y  ocho;  porque  este  precepto  no  se  refiere 
al  incidente  al  mismo,  sino  al  pleito  principal  de  que 
dicho  incidente  depende. 

Cuarto:  En  que  no  se  ha  citado  con  eficacia  el 
precepto  que  autoriza  el  recureo,  pues  se  ha  invocado 
el  caso  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y 
el  mil  seiscientos  noventa  y  tres,  afirmando  que  viene 
á  ser  su  concordante,  y  expresando,  además,  que  en 
éstos  se  funda  el  recurso,  siendo  así  que  tan  sólo  pue- 
den ser  preceptos  autorizadores  del  mismo;  por  otra 
parte,  incongruentes   á  este  último  efecto;  y 

Quinto:  Que  no  se  cita  ley  infringida  por  la  reso- 
lución recurrida,  pues  si  bien  se  menciona  la  ejecuto- 
ria recaída  en  el  pleito  de  que  se  trata,  sosteniendo 
que  las  ejecutorias  son  leyes  para  las  partes  en  los 
pleitos  en  que  recayeren,  tal  concepto  sólo  puede  sos- 
tenerse á  los  efectos  de  las  obligaciones  que  ellas  im- 
pongan á  las  partes  contendoras,  repecto  á  lo  resuelto 
en  la  misma,  más  no  á  los  efectos  del  recurso  de  casa- 
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ción,  que  no  se  da  ciertamente  para  fijar  la  interpre- 
tación de  las  ejecutorias,  sino  de  las  leyes,  en  la  ver- 
dadera y  estricta  significación  del  vocablo. 

Resultando  que  señalado  día  para  la  vista  tuvo 
efecto  el  veinte  y  tres  del  actual,  informando  primero 
la  representación  de  la  parte  impugnante,  que  apoyó 
la  impugnación,  y  la  contraria,  que  se  opuso. 

Resolución  de  la  impugnación: 

Considerando  que  el  artículo  rail  seiscientos  no- 
venta y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  esta- 
blece, como  principio  general  en  materia  de  casación, 
que  no  habrá  lugar  al  recurso  de  esta  clase  contra  los 
autos  que  dicten  las  Audiencias  en  los  procedimientos 
para  la  ejecución  de  sentencias,  precisando  á  continua- 
ción dos  excepciones;  que  son:  cuando  dichos  autos  re- 
suelvan puntos  esenciales  no  contra  vertidos  en  el  pleito, 
ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se  provea  en  ellos  en 
contradicción  con  lo  ejecutoriado;  habiéndose procui-a- 
do  con  esas  excepciones,  sin  duda,  evitar  que  por  las 
Audiencias  se  infrinja  lo  ordenado  en  la  ejecutoria,  ó 
se  resuelvan  en  último  término  erróneamente  puntos 
que  la  sentencia  no  contiene. 

Considerando  que  en  tal  concepto  lo  preceptuado 
en  el  segundo  párrafo  del  artículo  novecientos  cuaren- 
ta y  tres  de  la  Ley  citada,  referente  á  que  no  se  da 
recurso  alguno  contra  las  resoluciones  á  que  el  mismo 
se  contrae,  debe  entenderse  en  armonía  con  lo  que  dis- 
pone el  mil  seiscientos  noventa  y  tres,  en  cuanto  en  su 
segundo  extremo  establece  las  dos  excepciones  al  prin- 
cipio general  que  el  mismo  formula  de  que  no  se  da 
recurso  de  casación  contra  las  resoluciones  que  dicten 
las  Audiencias  en  los  procedimientos  para  la  ejecu- 
ción de  sentencias,  las  cuales  excepciones  ya  haij  sido 
anteriormente  mencionadas,  y  en  una  de  ellas,  ó 
sea  en  haberse  proveído  contra  lo  ejecutoriado,  des- 
cansa el  motivo  de  casación  alegado  por  el  recurrente. 

Considerando  que  el  dicho  recurrente  establece  su 
recurso  contra  la  parte  dispositiva  del  auto  de  catorce 
de  Agosto,  en  cuanto  se  dice  en  aquél  que  los  perjui- 
cios no  deben  ser  fijados,  ni  se  fijan  con  relación  á  la 
fecha  de  la  demandía,  ni  de  la  sentencia,  sino  que  se 
determinan  por  lo  que  pudieran  ser  treinta  años  antes, 
y  que  al  proveer  en  esa  forma  el  expresado  auto  es 
contrario  á  la  cosa  juzgada  y  provee  en  contradicción 
con  lo  ejecutoriado,  el  cual  motivo  de  casación,  así 
explicado,  evidencia  que  no  se  incurre  por  parte  del 
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nec^rfertte  en  el  error  de  interponer  el  recurso  contra 
los  considerandos  6  fundamentos  legales  de  la  sentencia 
recurrida,  desentendiéndose  de  su  parte  dispositiva. 

Considerando  que,  dado  el  texto  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa,  y  tres,  es  inútil  el  discurrir  acerca 
de  si  la  resolución  recurrida  pone  término  al  pleito 
haciendo  su  continuación  imposible,  al  efecto  de  tener 
en  cuenta  lo  que  dispone  el  artículo  mil  seÍBcientos 
ochenta  y  ocho,  en  su  primer  inciso,  hayase  ó  no  in- 
vocado este  último  en  el  escrito  interponiendo  el  re- 
curso; porque  la  naturaleza  de  dicha  resolución  en 
punto  á  si  es  ó  no  suBceptible  del  recurso  de  casación 
la  fija  y  determina  el  primero  de  los  mencionados  ar- 
tículos, que,  por  otra  parte,  también  lo  invoca  el  re- 
currente; sin  que  esto  último  sea  tampoco  necesario, 
pues  la  expresión  de  la  naturaleza  de  la  resolución 
contra  la  cual  se  recurre  no  forma  parte  de  las  forma- 
lidades extrínsecas  del  escrito  por  el  cual  el  recui-só  se 
interpone,  siendo  tan  sólo  deber  del  Tribunal  senten- 
ciador examinar  dicha  naturaleza  á  los  efectos  de  su 
admisión. 

Considerando  que  citado  en  este  caso  el  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  como  precepto  autorizador  del  recurso, 
nada  importa  que  el  recurrente  cite  ó  deje  de  citar  en 
relación  con  aquél  otras  disposiciones  de  dicha  l/ey, 
puesto  que  la  citada  en  realidad  autoriza  el  recurso. 

Considerando  que  cuando  el  recurso  se  concre- 
ta al  caso  previsto  en  el  último  extremo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  tres  ya  citado,  el  problema 
de  casación  queda  subordinado  á  la  determinación  de 
si  en  realidad  se  ha  proveído  en  la  resolución  recurri- 
da en  contradicción  con  lo  ejecutoriado;  y  semejante 
cuestión  de  hecho  excluye  la  necesidad  de  citar  ley 
alguna  infringida,  puesto  que  debiendo  consistir  la 
contradicción,  que  es  materia  del  recurso,  en  la  oposi- 
ción que  puede  existir  entre  lo  mandado  por  la  ejecu- 
toria de  cuyo  cumplimiento  se  trata  y  lo  proveído  en 
la  resolución  recurrida,  es  lógicamente  innecesaria  la 
concurrencia  de  terceros  elementos,  como  serian  las 
lej'^es  que  se  citasen  como  infringidas;  con  refe- 
i-encia  á  los  cuales,  en  rigor,  ningún  pronunciamien- 
to pudiera  hacerse  en  definitiva,  dado  el  fin  que 
el  recurso  persigue;  y  lo  cual  no  ocurre  ciertamente 
cuando  &  tenor  del  otro  caso  de  casación,  también  pre- 
visto en  dicho  ai-tículo,  se  pretende  que  la  resolución 
dictada  en   trámites   de  cumplimiento  de  sentencia 
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comprende  particulares  snatandaleB  que  no  han  sido 
oon^vertidoB  en  el  pleito,  ni  decididos  en  la  senten- 
cia, toda  vez  que  al  recurrir  en  este  último  supuesto 
debe  también  aseverarse  que  esos  nuevos  particulares 
resueltos  lo  han  sido  con  error  de  derecho,  lo  cual 
siempre  es  necesario  explicar  señalando  la  ley  infrin-* 
gida  y  el  concepto  en  que  se  ha  realizado  la  infracción. 

Considerando  que  el  último  extremo  del  articulo 
treinta  y  tres  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  dispone  que  en  el  ca- 
so de  impugnación  del  auto  que  admitió  el  recurso  se 
impondrán  las  costas  á  aquél  cuyas  pretensiones  se 
desestimasen. 

Se  declara  sin  lugar  la  impugnación  formulada  por 
la  representación  del  Obispado  Oatólico  de  la  Habana 
contra  el  auto  de  fecha  tres  de  Septiembre  de  este  afio 
que  admitió  el  recurso  de  casación  á  María  Regla  Sa- 
ñudo de  Muñoz  Romay,  interpuesto  contra  el  auto  de 
fecha  catorce  de  Agosto  dictado  por  la  Audiekicia  de 
la  Habana  condenando  al  pago  de  las  costas  de  este  in- 
cidente de  impugnacióh  al  dicho  Obispado;  remítase 
copia  &  la  Gaceta  Oficial  db  la  Eepublica  y  á  la 
Secretaría  de  Justicia,  y  hecho  dése  cuenta. 

Lo  acordaron,  mandan  y  ñrman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen  ante  mí.  Certiñco. — ^José  Yare- 
la. — ^Pedro  González  Llórente. — ^Angel  O.  Betancourt. 
— Octavio  Giberga. — Carlos  Bevilla. — El  Secretario, 
Armando  de  J.  Kva. 


Cltiqa.— Auto  74.-29  de  Octubre  de  1902.— Inf.  ley  y 

Queb.  form.  (6ac.  Marzo  13.) 

BOCT&INAt  Está  bien  denegado  nn  recurso  por 
infracción  de  ley  cuando  en  el  escrito  por  el  cual  se 
interpone  no  se  expresa  el  concepto  de  la  infracción,  ó 
sea  porque  ajuicio  del  recurrente  ha  sido  infringida  la 
ley  que  cita  en  el  recurso. 

Procede  denegar  un  recurso  por  quebrantamiento 
de  forma  cuando  no  se  expresan  las  reclamacione» 
hechas  en  ambas  instancias  para  obtener  la  subsana* 
don  de  la  falta  que  se  alega  como  causa  del  recurso. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  el  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  sonido  por  Eleuterio  Rodríguez  Muñíz  contra 
Sebastián  Ibiricu  y  Sola,  sobre  reivindicación  de  una 
faja  de  terreno  é  indemnización  de  dafios  y  perjuicios, 
dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  sentencia 
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definitiva  con  fecha  doce  de  Septiembre  último,  el  de- 
mandante estableció  contra  ella  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  y  quebrantamiento  de  forma,  median- 
te escrito  que,  además  de  otros  particulares  que  no  son 
del  caso,  comprende  los  que  se  transcriben  á  contínua- 
.ción:  «Se  ha  infringido:  primero:  El  articulo  tres- 
))CÍentos  cuarenta  y  ocho  del  Código  Civil  y  el  trescien- 
»tos  cuarenta  y  nueve  que  disponen  que  el  propietario 
«tiene  acción  contra  el  tenedor  y  el  poseedor  de  la  cosa 
«para  reivindicarla:  Segundo.  Y  el  trescientos  cua- 
urenta  y  nueve  que  nadie  puede  ser  privado  de  su  pro- 
«piedad  sino  por  Autoridad  competente,  etcétera,  y  que 
»lo8  jueces  ampararán  y  en  su  caso  reintegrarán  en  su 
«posesión  al  expropiado.  Tercero.  El  artículo  mil 
«ciento  uno,  mil  ciento  dos  y  mil  ciento  seis  del  Códi- 
»go  Civil  que  obligan  á  la  indemnización  de  daños  y 
«perjuicios  á  los  que  infringieren  sus  obligaciones  i)or 
«dolo  etcétera  ó  de  cualquier  modo,  y  comprende  no 
«sólo  el  valor  de  la  pérdida  sufrida  sino  también  el  de 
«la  ganancia  dejada  de  obtenerse.  Se  ha  quebrantado 
«la  forma:  primero  del  procedimiento;  al  negarse  la 
«práctica  de  la  prueba  que  autoriza  el  articulo  quinien- 
»to8  treinta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
«que  se  pidió  conforme  al  quinientos  sesenta  y  cuatro 
«y  fué  negada  y  pedida  reposición  conforme  al  quinien- 
»tos  sesenta  y  seis.  Segundo:  el  artículo  ochocientos 
«cincuenta  y  nueve  y  ochocientos  sesenta  y  uno  que 
«disponen  que  se  pida,  el  recibimiento  á  prueba  y  que 
«debe  otorgarse  en  el  caso  del  artículo  quinientos  sesen- 
»ta  y  seis.  Tercero:  El  inciso  primero  y  segundo  del 
«artículo  ochocientos  sesenta  y  uno  que  previene  que 
«si  lo  estimare  la  Sala  pertinente  la  diligencia  de  prue- 
»ba  desestimada  en  p;*imera  instancia.  Y  el  segundo 
«inciso  cuando  por  cualquier  causa  no  imputable  al  que 
«solicitare  la  prueba  no  hubiere  podido  hacerse  en  la 
«primera  instancia:» 

Causa  de  i. a  queja: 

Kesultando  gue  la  referida  Audiencia  por  auto  de 
veintiséis  de  Septiembre  mencionado,  denegó  la  admi- 
sión del  recurso,  fundándose,  respecto  del  de  infrac- 
ción de  ley,  en  que  el  recurrente  no  expresa  con  preci- 
sión y  claridad  el  concepto  en  que  se  hayan  infringido 
las  leyes  que  menciona,  y  tocante  al  de  quebranta- 
miento de  forma,  en  que  no  expresa  el  recurrente  la 
reclamación  que  practicai-a  para  obtener  la  subsana- 
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ción  de  la  ñilta  que  supone  cometida  6  la  impoBÍbili- 
dad  de  reclamar  y  motivos  que  tuvo  para  no  hacerlo: 
Eesultando  que  el  recurrente  ha  ocurrido  ante  es- 
te Supremo  Tribunal  en  queja  contra  el  expresado  au- 
to denegatorio,  substanciándose  la  queja  debidamente, 
con  celebración  en  este  día  de  la  vista  pública,  á  que 
asistieron  el  Letrado  defensor  de  aquél,  que  sostuvo 
la  queja,  y  el  representante  del  Ministerio  Fiscal,  que 
la  impugnó: 

DSCISIÓN  DEL  RBCUBSO: 

Ctonsinerando  acerca  del  recurso  interpuesto  por 
infracción  de  ley,  que  si  bien  se  expresan  en  el  mismo 
los  preceptos  legales  que  se  consideran  infringidos,  no 
tan  sólo  por  medio  de  su  cita  numérica,  sino  también  con 
referencia  al  contenido  de  ellos,  falta  absolutamente  en 
el  escrito  por  el  que  dicho  recurso  se  interpone  la 
expresión  del  concepto  en  que  se  infringen  tales  dispo- 
sición^ por  el  fallo,  á  consecuencia  de  lo  cual  no  que- 
da en  realidad  planteada  cuestión  alguna  de  derecho 
que  pueda  debatirse  y  resolverse  en  casación,  pues  no 
basta,  conforme  á  lo  prescrito  por  el  número  cuarto 
del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  sobre  esta  materia, 
la  simple  afirmación  de  que  se  ha  infringido  alguna 
ley,  sin  exponer  por  qué,  á  juicio  del  recurrente,  est& 
infringida. 

Considerando,  con  relación  al  recurso  deducido 
por  quebrantamiento  de  forma  que  en  el  escrito  de 
interposición  no  se  consigna  de  ningún  modo  cual  es 
la  diligencia  de  prueba  que  dejó  de  practicarse  en  el 
juicio  y  por  cuya  inejecución  qued£^e  indefenso  el 
recurrente,  omitiéndose  asimismo  el  consignar  en  tér- 
minos claros  y  bastantes  las  redamaciones  practicadas 
para  que  se  subsanase  dicha  falta,  pues  en  este  punto 
se  hace  mención  únicamente  de  un  recurso  de  reposi- 
ción, que  sólo  pudo  ejercitarse  en  la  primera  instan- 
cia, sin  decirse  nada  tocante  á  reclamación  hecha  en 
la  segunda:  y  sentado  lo  expuesto,  es  evidente  que  el 
recurso,  tal  como  viene  establecido,  no  ofrece  materia 
para  ventilar  y  decidir  en  casación  si  procede  anular 
el  fallo  recaído  y  reponer  el  procedimiento  á  trámi- 
te de  prueba,  por  haberse  indebidamente  denegado  á 
la  parte,  á  pesar  de  todos  sus  esfuerzos,  alguna  dili- 
gencia prol¿.toria  admisible  según  ley  y  esencial  á  su 
defensa  en  ej  juicio,  que  es  la  cuestión  concreta  que 
ha  debido  proponerse  al   recurrir,   con  sujeción  á  lo 
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mandado  en  el  número  quinto  del  precitado  artículo 
V.  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve. 

Considerando,  en  tal  virtud,  que,  dada  la  termi- 
nante prevención  contenida  en  el  artículo  XI,  en 
relación  con  los  números  cuarto  y  quinto  del  Vil  de 
la  misma  Orden,  la  Audiencia  ha  debido  rechazar, 
como  rechazó,  el  recurso  de  casación  establecido,  y, 
consiguientemente,  hay  que  desestimar  éste  de  queja, 
con  imposición  de  costas,  en  observancia  del  ar- 
tículo XXV. 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  interpuesto  por 
Eleuterio  Eodríguez  Mufíiz  en  los  expresados  autos  y 
se  condena  en  las  costas  del  mismo  al  recurrente:  co- 
muniqúese esta  resolución,  para  lo  que  proceda,  á  la 
Audiencia  de  Pinar  del  Río  y  publíquese  en  la  Graceta 
Oficial  de  la  República  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la 
Secretaría  de  Justicia,  librándose  para  lo  dispuesto 
las  correspondientes  certificaciones. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  Magistrados 
del  margen,  ante  mí:  certifico. — Rafael  Cruz  Pérez. — 
José  Várela. — Pedro  Gk>nzález  Llórente. — Ángel  C. 
Betancourt. — Octavio  Giberga. —  El  Secretario,  fir- 
mando de  J.  Riva, 


Queja.— Auto  76.— 31  de  Octubre  de  1902.— Qneb.  form. 

(  Oac.  Marzo  13, ) 

DOCTRINAS  Bn  el  trámite  de  admisión  no  debe 
la  Sala  sentenciadora  examinar,  si  el  hecho  que  el 
recurrente  invoca  como  causa  del  recurso,  y  que  es 
cierto,  constituye  ó  no  el  quebrantamiento  de  forma 
que  el  mismo  alega,  porque  la  decinión  sobre  este 
punto  entrafia  la  del  recurso  en  sí  mismo,  para  lo  cua 
carece  de  competencia  dicho  Tribunal. 

Una  simple  protesta  no  es  bastante  para  preparar 
un  recurso  por  quebrantamiento  de  forma. 

No  procede  admitir  un  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  cuando  no  se  ha  pedido,  sien- 
do posible,  la  substanciación  de  la  falta  contra  la 
que  se  reclama. 

Cuando  la  cuestión  que  se  plantea  en  el  recurso  no 
se  refiere  á  denegación  de  una  diligencia  de  prueba,  no 
está  autorizada  por  el  número  5?  del  artículo  1691  de 
la  ley  de  Bnjuici amiento  Civil. 

Antecedentes: 

Reeultaudo  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  dictó  sentencia  con  fecha  trece  de  Sep- 
tiembre último,  en  los  autos  del  juicio  ejecutivo  que 
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«igaen  Adelaida  é  Isabel  Bchmidt  y  Jiménez  contra 
Manuel  L.  Forcade. 

Resaltando  que  el  Procurador  Juan  Mayorga,  en 
representación  de  Manuel  L.  Forcade,  interpuso  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  con- 
tra dicha  sentencia,  con  fecha  veinte  y  cinco  del  ex- 
presado mes,  consignando  en  el  escrito  de  interposi- 
ción la  fecha  del  mismo,  así  como  la  de  la  última 
notificación,  citando  varios  artículos  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  y  entre  éstos,  los  casos  cuarto, 
quinto  y  octavo  del  mil  seiscientos  noventa  y  uno,  con 
los  cuales  luego  relaciona  los  tres  motivos  de  casación 
<^ue  alega. 

Resultando  que  el  recurrente  hizo  consistir  estos 
tres  motivos;  primero:  en  la  falta  de  citación  para 
sentencia  en  segunda  instancia,  toda  vez  que  trayendo 
aparejada  dicl^  citación  la  celebración  de  la  vista  y 
no  habiéndose  accedido  &  la  suspensión  de  la  misma 
interesada  por  la  parte  apelada  virtualmente  ha  dejado 
^e  practicarse  la  citación  para  sentencia  de  esa  parte; 
segunde .  en  que  habiéndose  denegado  la  suspensión 
-de  la  vista  no  puede  darne  mayor  indefensión  para  la 
parte  recurrente;  y  tercero:  en  que  habiendo  sido  dic- 
tada la  sentencia  contra  la  cual  se  recurre  por  tres  Ma- 
gistrados y  prescribiéndose  en  el  artículo  trescientos 
diez  y  siete  de  la  Ley  procesal,  que  las  SalaH  se  cons- 
tituirán para  el  despacho  ordinario  y  resolución  de 
incidentes  con  tres  Magistrados  por  lo  menos  sin  que 
puedan  exceder  de  cinco,  en  el  presente  caso  resultaba 
infringido  dicho  precepto,  atendida  la  constitución  de 
la  Sala  compuesta  tan  sólo  por  tres  Magistrados,  y, 
asimismo  manifestó  que  en  cuanto  á  los  dos  primeros 
motivos  de  casación,  el  recurso  aparecía  preparado  por 
^me  dio  de  la  oportuna  protesta  hecha  el  día  siguiente 
de. aquel  en  el  que  se  celebró  la  vista  y  que  el  último 
fu  cometido  cuando  ya  era  imposible  reclamar  contra 
la  falta. 

-Causa,  de  la  qubja: 

Resultando  que  la  Sala  expresada  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  por  auto  de  veinte  y  siete  de  Sep- 
tiembre de  este  año,  declaró  no  haber  lugar  á  admitir 
dicho  recurso  de  casación,  fundándose  en  cuanto  al 
primer  motivo,  en  que  constando  á  fojas  cincuenta  y 
dos  del  rolo,  la  providencia  dictada  por  la  Sala  con 
fecha  once  de  agosto  último  ordenando  se  trajesen  los 
autos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes  para  dictar 
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sentencia,  y  existiendo  á  continuación  de  ella  la  dili- 
gencia autorizada  por  el  Secretario  expresiva  de  haber 
quedado  citado  con  entrega  de  la  correspondiente  cé- 
dula el  procurador  Juan  Mayorga,  representante  de 
Manuel  L.  Forcade,  ese  sólo  hecho  es  suficiente  á  de- 
mostrar la  inexistencia  del  motivo  alegado,  inexisten- 
cia que  la  Sala  se  encontraba  en  la  necesidad  de  apre- 
ciar no  sólo  por  basarse  en  un  supuesto  inexacto,  sino 
principalmente  porque  fundándose  el  recurso  en  una 
causa  distinta  de  las  enumeradas  en  el  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno,  se  encontraba  el  Tribunal 
en  la  obligación  de  dejar  sentada  la  inexistencia  del 
motivo  á  que  se  refiere  el  caso  cuarto  de  dicho  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  uno:  en  cuanto  al  segundo 
motivo  de  los  alegados  porque  no  citándose  por  el  re- 
currente cual  es  la  diligencia  de  prueba  que  le  ha  sido 
negada,  y  haciéndose  consistir  dicho  motivo  en  el  he- 
cho de  no  habers^  accedido  por  la  Sala  á  la  suspensión 
de  la  vista,  interesada  por  el  recurrente,  esa  sola  afir- 
mación es  por  si  sola  suficiente  á  demostrar  que  el 
referido  motivo  no  es  de  los  que  la  ley  tiene  aceptados 
como  únicas  causas  de  casación  por  )a  forn^a  en  el  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  y  uno;  y  por  lo  que  se 
refiere  al  tercer  motivo,  en  que  no  habiéndose  estable- 
cido por  Manuel  L.  Forcade  reclamación  de  ninguna 
clase  en  todo  el  periodo  comprendido  desde  el  vein- 
tiuno de  Agosto,  fecha  en  que  le  fué  notificada  la  pro- 
videncia acordando  el  señalamiento  de  día  para  la 
vista  hasta  el  día  ocho  de  Septiembre  en  que  se  cele- 
bró, y  siendo  de  pública  notoriedad  que  desde  veinte 
de  Agosto  último  la  Sala  de  lo  Civil  de  esta  Audiencia, 
al  objeto  de  alcanzar  la  mayor  rapidez  posible  en  la 
tramitación  de  loe  asuntos  civiles  pendientes  de  deci- 
sión, se  ha  dividido  en  dos  secciones,  compuesta  cada 
una  de  ellas  en  tres  Magistrados,  ese  solo  hecho  basta 
para  demostrar  la  inadmisibilidad  del  recurso  fundado 
en  una  supuesta  falta  cuya  infracción,  habiendo  podido 
reclamarse,  ni  siquiera  se  ha  intentado. 

Fundamentos  del  recurso: 

Resultando  que  contra  el  expresado  auto  de  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  se  ha 
interpuesto  recurso  de  queja  ante  este  Tribunal  Su- 
premo reproduciendo  las  lazones  alegadas  en  el  escrito 
de  casación,  y  tramitada  la  queja  se  celebró  la  vista  el 
día  veintiocho  de  los  corrientes  sin  asistencia  de  las 
partes. 
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Besolugión  de  lá  queja: 

Ck>iisiderando  que  en  trámite  de  admisión  del  re- 
cnrso  no  se  lia  debido  tratar  de  la  inexistencia  del 
primer  motivo  alegado,  fundándose  para  ello,  confor- 
me ha  hecho  la  Sala  de  la  Audiencia  que  acordó  en 
dicho  trámite,  en  que  consta  de  autos  que  la  provi- 
dencia ordenando  se  trajeran  los  autos  á  la  visia  con 
citación  de  las  partes  para  dictar  sentencia  se  cumplió, 
citando  al  Procurador  Juan  Mayorga,  representante 
del  recurrente;  porque  afirmando  éste  tan  sólo  que 
dicha  citación,  que  no  niega  le  fuese  hecha  en  la  for- 
ma que  dicha  Sala  expresa,  trae  aparejada  la  celebra- ' 
ción  de  la  vista  pública  y  que  á  la  omisión  de  dicha 
citación  equivale  el  celebrarse  el  acto  sin  la  concu- 
rrencia de  la  defensa  de  una  de  las  partea  que  la  soli- 
citó expresamente;  es  visto  que  al  negarse  la  admi- 
sión por  la  primera  razón  expresada,  entraña  el  resol- 
ver acerca  del  fondo  del  recurso  para  lo  cual  carece  el 
Tribunal  sentenciador  de  competencia. 

Considerando  que,  no  obstante  lo  anteriormente 
expresado,  el  primer  motivo  del  recurso  es  inadmisi- 
ble por  no  haber  sido  debidamente  preparado,  confor- 
me ordena  el  articulo  mil  seiscientos  noventa  y  cua- 
tro de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  sin  que  la  pro- 
testa qae  la  parte  recurrente  expresa  haber  conaigaa- 
do  constituya  un  medio  adecuado  ial  efecto. 

Considerando  que  el  segunda»  motivo  de  caeaoite 
por  no  referirse  á  denegatoria  alguna  de  diligencia  de 
prueba,  no  está  comprendido  en  el  caso  quinto  dial 
articolo  mil  seiscientos  nov^ata  y  ano,  que  por  el  re- 
currente se  invoca,  conforme  ha  declarado  el  Tribu- 
nal sentenciador  ai  ocuparse  de  dicho  motivo  en  el 
auto  que  es  objeto  del  presente  recurso  de  queja. 

Considerando  en  cuanto  al  tercer  motivo  ^e  casa- 
ción que  también  es  inadmisible  porque  dados  los  he- 
chos en  que  se  hace  consistir,  y  sosteniendo  el  recu- 
rrente que  al  acto  de  la  vista  concurrieron  sólo  los 
tres  Magistrados  que  autorizan  la  sentencia,  es  inda- 
dable  que  ha  podido  intentarse  la  subsanación  de  la 
fiftlta  que  se  alega,  antes  de  dictarse  la  sentencia,  sin 
que  por  parte  del  recurrente  se  haya  practicado  ges- 
tión alguna  encaminada  á  dicho  efecto,  y  sin  que  por 
k>  expuesto  sea  procedente  la  manifeste^ción  que  se 
oontiene  en  el  escrito  interponiendo  el  recurso  al  res- 
pecto de  que  la  oportunidad  en  que  .se  cometió  la  fal- 
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ta  impidió  toda  reclamación  que  no  f  aera  el  propio 
recurso  de  casación  á  qae  dicho  escrito  se  refiere. 

Se  declara  sin  logar  la  queja,  con  las  costas  á 
cargo  del  recorrente.  Comuniqúese  á  la  Audiencia  de 
la  Habana  por  medio  de  certificación  publíquese  en 
la  Oaceta  Oficial  de  la  República  é  insértese  en  la 
Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia^  librán- 
dose al  efecto  1m  copias  necesarias. 

Lo  acordaron,  mandan  y  firman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen,  ante  mí:  Certifico. — José  Vá- 
rela.— Pedro  González  Llórente. — Ángel  C.  Betan- 
court.— Octavio  Giberga. — Carlos  BevUIa. — El  Secre- 
tario, Armando  de  J.  Riva. 


ftuega.— Auto  77.-3  de  Noviembre  de  1902.— In£  107. 

(  Oae.  Marzo  13, ) 

DOCTRINA:  Procede  denegar  un  recorso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  si  en  el  escrito  en  que  se  in- 
terpone  no  se  expresa  el  coacepto  de  la  infracción  legal 
que  se  encoque  como  ftindamento  del  mismo. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  autos  seguidos  por  el  señor 
Francisco  Jústiz  y  Palacios  contra  el  señor  Bafáel  Díaz 
Arrastia  sobre  cumplimiento  de  contrato  la  Sallk  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia  el 
quince  de  Septiembre  del  corriente  año: 

Resultando  que  el  señor  Díaz  Arrastia  interpuso 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  alegó  los 
motivos  que  textualmente  se  copian  á  continuación: 

j»Se  han  infringido:  Primero:  El  articulo  mil  no- 
j» venta  que  determina  ''que  las  obligaciones  deri va- 
lidas de  la  ley,  no  se  presumen,"  lógico  es,  donde  se 
jtpreceptüe  no  hay  más  que  cumplir."  Sólo  son  exigi- 
jibles  las  expresamente  determinadas  y  en  el  contrato 
j»de  arrendamiento  el  pago  es  determinado  expresa^ 
«menté,  en  la  ley  del  contrato  de  su  naturaleza.  Se- 
.j»gundo:  el  articulo  mil  noventa  y  uno  del  Código 
j»Civil  que  armoniza  con  el  mil  noventa.  Las  obliga- 
j»ciones  que  nacen  de  los  contratos  tienen  fuerza  de  ley 
»entre  las  partes  contratantes  y  deben  cumplirse  al  te- 
»nor  de  los  mismos.»  El  pagó  es  del  contrato,  y  no  ha- 
jibiendo  otra  causa  no  procede  el  arbitraje,  que  nopue- 
ide  presumirse,  que  necesita  causa  determinante  que  no 
«la  hay.  Tercero:. El  artículo  mil  ciento  sesenta  y  dos 
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Bj  mil  ciento  setenta  y  dos  del  Código  Oivil  que  el  pago 
»debe  hacerse  á  persona  determinada  y  debará  el  dea- 
Bdor  expresar  &  cual  debe  aplicarse  al  tiempo  de  hacer  el 
vpago,  lo  cual  faé  aquí  especificado.  Cuarto:  «El  articu- 
j»lo  mil  doscientos  catorce  del  Código  Civil.  ^'Incnm- 
Bbe  la  prueba  de  las  obligaciones  al  que  reclama  su 
«cumplimiento.  Jústiz  no  ha  justifi(¿ido  los  motivos 
«que  reclama,  para  que  sea  necesario  el  arbitraje,  por 
»el  contrato,  articulo  mil  noventa  y  uno,  y  no  por 
^deducción  y  prohibe  el  articulo  mil  noventa  que  son 
Bcon  éstos  inñdngido.  Quinto:  El  articulo  mil  ciento 
«cincuenta  y  seis  que  las  obligaciones  se  extinguen  por 
sel  pago.  Jástiz  no  pagó.  Sexto:  El  articulo  mil 
«doscientos  treinta  y  dos  del  Código  Civil  que  deter- 
«mina  que  la  confesión  hace  prueba  contra  su  autor. 
«Jústiz  tiene  hecha  confesión  de  los  extremos  que  mor 
«tivan  su  demanda  en  lo  que  se  vé  y  palpa  tangible- 
«mente  que  no  hay  motivo  para  arbitraje.  Séptimo: 
«El  articulo  mil  doscientos  ochenta  y  dos  del  Código 
«Civil,  que  dispone:  «Para  juzgar  de  la  intención  de 
«los  contratantes  deberá  atenderse  principalmente  de 
«los  actos  de  éstos,  coetáneos,  y  posteriores  al  con- 
«trato, «  y  se  vé  que  no  habia  intención  coetánea  nipos- 
«terior  al  contrato  de  arbitraje,  porque  la  falta  de 
«pago  estaba  prevista  en  el  contrato  y  ese  no  era  según 
«el  mismo,  motivo  de  arbitros.  Octavo:  El  articulo 
«mil,  quinientos  cuarenta  y  cinco  del  Código  Civil  que 
«dispone:  ^'Los  bienes  fungibles  que  se  consumen  por 
«el  uso  no  pueden  ser  objeto  de  este  contrato.  ^'De 
«modo  que  esto  no  es  motivo  de  arbitraje  por  presorip- 
«don  de  la  Ley.  Noveno:  El  articulo  mil  quinientos 
«cincuenta  y  cuatro,  cumplidas  las  obligaciones  del 
«arrendador,  nada  puede  exigirsele:  Décimo:  El  mil 
«quinientos  cincuenta  y  cinco  del  Código  Civil  que  el 
«arrendatario  está  obligado  á  pagar  el  precio  de  la  cosa 
•arrendada;  Jústiz  debia  pagar  según  el  contrato  y  no 
«pagó ;  luego  no  hay  motivo  para  arbitraje.  Bécimopri- 
«mero:  El  articulo  mil  quinientos  sesenta,  que  el  arren- 
«dador  no  está  obligado  á  responder  de  la  perturbación 
«de  mero  hecho,  y  la  de  Jústiz  resulta  de  mero  hecho. 
«Décimosegundo:  El  artículo  mil  quinientos  setenta 
«y  cinco  del  Código  Civil,  el  arrendatario  no  tendrá 
«derecho  á  la  rebaja  de  rentas  para  caso  fortuito  á  no 
«ser  extraordinario,  nada  de  ésto  ocurrió,  y  Jústiz  no 
«los  ha  justificado.  Decimotercero:  el  articulo  qui- 
«nientos  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Civil  que  el  demandado  puede  reconvenir  y  resolverse 
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•con  la  demanda  juzgando  en  definitiva  y  la  sentencia 
j»no  resuelve  la  reconvención.  Decimocuarto:  «lar- 
»tículo  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Civil  que  dispone  la  competencia  para  loe  desahucios, 
)»y  la  sentencia  que  determina  otra  cosa  infringe  la 
sLey.  Decimoquinto:  El  artículo  setecientos  veinte  y 
j»nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  los  ár- 
>bitrios  son  para  decidir  las  cuestiones  litigiosas  y  aquí 
Buo  las  hay,  ni  las  ha  habido,  conjuntamente  con  lo 
j»dispuesto  por  el  artículo  setecientos  ochenta  y  nueve 
iKle  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Decimosexto:  Los 
■artículos  cincuenta  y  uno,  cincuenta  y  dos  y  cincuen- 
uta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  dis- 
•ponen  que  la  competencia  nace  de  la  Ley  y  á  los  que 
«les  esté  atribuida  la  competencia  para  juzgar  de  c^ 
j«son  los  únicos  competentes  y  la  competencia  para  el 
«desahucio  por  falta  de  pago  es  atribuida  por  la  Ley  & 
»los  Jueces  ordinarios:^» 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  la  Sala  por  auto  pronunciado  el 
primero  de  Octubre  también  de  este  año,  fundado  en 
que  el  recurrente  no  determinaba  si  las  infracciones 
por  él  alegadas  consistían  en  violación,  ó  interpreta- 
ción errónea  ó  aplicación  indebida  de  los  preceptos  le- 
gales que  citaba,  ni  en  modo  alguno  expuso  las  razo- 
nes por  que  suponía  se  hubieran  cometido  las  infrac- 
ciones, ni  al  decir  que  se  había  cometido  error  en  la 
apreciación  de  las  pruebas,  precisaba  si  el  error  era  de 
derecho  ó  de  hecho  y  en  este  último  caso  no  te  indi- 
caban los  documentos  ó  actos  auténticos  que  demos- 
traran la  equivocación  evidente  del  juzgador;  declaró 
no  había  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación. 

Resultando  que  el  sefior  Díaz  Arrastia  interpuso 
el  de  queja,  que  debidamente  se  ha  sustanciado  en  es- 
te Tribunal  Supremo  aute  cuya  Sala  de  lo  Civil  se  ce- 
lebró la  vista  el  treinta  y  uno  de  Octubre  próximo  pa- 
sado, en  la  que  informaron  los  defensores  de  las  partes. 

Resolución  de  la  queja: 

Considerando  que  según  lo  evidencia  el  escrito  de 
interposición,  arriba  transcripto  en  su  parte  necesaria 
respecto  á  ninguna  de  las  infracciones  alegadas  se  ha 
expresado  con  precisión  y  claridad  el  concepto  en  que 
se  hubiera  cometido,  lo  cual  es  requisito  indispensable 
para  que  se  pueda  admitir  el  recurso,  según  lo  dispues- 
to en  el  artículo  quinto,  número  cuatro  de  la  orden 
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número  noventa  y  dos  del  Gk>biemo  Militar,  serie  del 
«fio  mil  ochocientoe  noventa  y  nueve. 

(Considerando  que,  se^n  el  articulo  XXY  de  la 
misma  Orden,  al  desestimarse  el  recurso  de  queja  se 
ha  de  condenar  siempre  en  costas  al  que  lo  hubiere  in- 
terpuesto. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  estableci- 
do por  el  señor  Eafael  Díaz  Arrastía,  á  quien  se  con- 
dena en  las  costas;  comuniqúese  á  la  Audiencia  res- 
pectiva para  los  efectos  legales  y  publlquese  en  la  Ga- 
ceta Oficial  de  la  República  é  insértese  en  la  Colección 
&  cargo  de  la  Secretaria  de  Justicia,  librándose  al  efec- 
to las  copias  necesarias. 

Lo  acordaron,  mandan  y  firman  los  señoree  Ma- 
gistrados del  margen,  ante  mí.  CertiOco. — José  Váre- 
la.— Pedro  González  Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. 
Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — El  Secretario,  Ar- 
mando de  J.  Riva. 


ftoqa.— Auto  78.-5  de  Noviembre  de  1902.  (Goc.  Mar- 
zo w.) 

DOCTRINA:  Es  requisito  indispensable  para  ad- 
mitir nn  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  que  se  haya  pedido  la  su bsan ación  de  la  flklta 
en  la  instancia  en  qae  aquélla  se  hubiere •  cometido, 
excepto  en  el  caso  en  que  dicha  falta  se  cometiese  en 
la  secunda,  cuando  ya  no  sea  posible  reclamar  contra 
éUa. 

Practicadas  al  recurrente  notificaciones  posteriores 
de  providencias  que  tienen  íntima  relación  con  el  trá- 
mite en  que  afirma  se  ha  cometido  el  quebrantamiento, 
ha  tenido  oportunidad  de  reclamar  contra  y  debe  ha- 
cerlo para  que  no  se  entienda  tácitamente  cometida  la 
falta. 

I^a  doctrina  del  Tribunal  Supremo  respecto  á  qae 
cuando  se  invoque  como  causa  de  casación  que  la  sen- 
tencia no  resuelve  todos  los  puntos  controvertidos, 
no  es  necesario  citar  ley  infringida,  se  flinda  en  que 
por  tratarse  de  una  cuestión  de  mero  hecho  es  sufi? 
dente  que  se  consigne  expresamente  el  particular  omi- 
tido y  el  trámite  en  que  dicho  particulair  se  alegó; 
pero  esta  doctrina  no  autoriza  á  las  partes  á  faltar  á 
la  exactitud  debida  afirmando  inciertamente  la  exis- 
tencia de  hechos  ó  silenciando  otros  que  modifiquen  el 
'alegado,  pues  el  recurso,  cuando  se  trata  de  hechos, 
ha  de  descansar  precisamente  en  los  que  resulten  de 
procedimiento. 

No  es  un  mero  particular  de  hecho  que  la  Sala  sen- 
tenciadora deje  de  resolver  cuestiones  debatidas  en  la 
primera  instancia,  si  la  apelación  que  determinó  la  se- 
gMida,  fué  limitada  á  un  solo  particular  de  los  com- 
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prendidos  en  el  fallo,  puesto  qne,  esta  cuestión  consis- 
tente en  si  la  Sala  de  la  Audiencia,  no  obstante  la  fot^ 
ma  de  la  apelación  debió  ó  no  resolver  sobre  los  par 
ticulares  á  que  aquélla  no  se  extendía,  es  una  cuestión 
de  derecho,  qne  exije  para  ser  planteada  j  resuelta,  la 
cita  de  la  ley  infringida. 

Bl  artículo  1690  de  la  ley  de  Bi\|uiciamiento  Ciril, 

contiene  los  casos  en  que  procede  la  casación  y    por 

tanto  su  cita  es  útil  para  autorisar  un  recurso,  pero 

'    no  puede  hacerse  en  concepto   de  ley  infringida  en  el 

fallo. 

Anteo  BDEKTBs: 

ResultAndo  qne  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Aadieneia 
4e  la  Habana  áictb  sentencia  en  veintiocho  de  Sep- 
tiembre último,  en  el  jnicio  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía seguido  por  Jaime  Valls  y  Martorell  contra  Lnis 
Artiaga  y  Ajitón,  sobre  liquidación  de  sociedad,  contra 
-cuya  sentencia  estableció  el  expresado  Valí  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  6  infracción 
de  ley,  fundado  el  primero  en  el  caso  cuarto  del  articu- 
lo mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  alegando  no  haber  sido  citado  para 
sentencia  con  las  formalidades  que  determinan  las 
leyes,  porque  si  bien  se  le  citó  por  medio  de  cédula  en 
la  tablilla  del  Tribunal,  de  acuerdo  con  la  Orden  ciento 
sesenta  y  seis  de  mil  novecientos,  faltó  el  requisito  de 
agregar  la  cédula  á  los  autos,  con  expresión  de  la  hora 
y  día  en  que  fué  quitada  de  la  tablilla;  afirmando  que 
no  pudo  reclamar  de  esa  falta  por  haberse  enterado  de 
«lia  después  del  fallo,  cuando  su  abogado  director 
examinó  los  autos  para  interponer  el  recurso.  El  re- 
curso de  infracción  de  ley  lo  hace  consistir,  citando 
como  infringido  el  caso  tercero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  ley  procesal,  en  que  el  fallo 
tetado  por  el  Juez  y  confirmado  por  la  Audiencia  no 
contiene  declaración  sobre  la  reclamación  hecha  por 
él  en  su  escrito  de  réplica  referente  á  que  si  no  hubiese 
lugar  á  la  liquidación  de  la  sociedad,  se  condenase  al 
demandado  á  pagarle  lo  que  aparecía  deberle  según 
documento  privado  de  cuatro  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  dos. 

Causa  de  la  qubja: 

Resultando  que  por  auto  de  dos  de  Octubre  próxi- 
mo pasado  la  Sala  sentenciadora  denegó  la  admisión 
^e  ambos  recursos,  fundándose  en  cuanto  al  quebran- 
tamiento de  forma  en  que  de  loe  antecedentes  de  autos 
aparece  que  la  citación  se  hizo  en  forma  legal,   y  ade- 
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más  en  que  habiéndose  hecho  dos  notificaciones  de 
señalamientos  de  vista  al  recurrente,  con  posteriori- 
dad á  la  citación  para  sentencia,  no  reclamó  teniendo 
como  tuvo,  oportunidad  para  hacerlo,  contra  la  falta 
que  supone  cometida  en  esta  diligencia;  y  en  cuanto 
al  de  infracción  de  ley  porque  no  es  Kcito  á  las  partee 
ir  contra  sus  propios  actos  para  fundar  un  recurso  de 
casación,  y  constando  que  el  recurrente  aceptó  el 
fallo  de  la  primera  instancia,  con  la  reserva  eu  él  con- 
tenida, no  puede  reclaii^ar  contra  ésta  en  el  supuesta 
de  haberse  dejado  de  resolver  el  particular  á  que  dicha 
reserva  se  refiere;  cuyo  fundamento  deriva  la  Sala  del 
hecho  de  que  el  recurrente  al  evacuar  la  instrucción 
manifestó  que  estando  conforme  con  el  fallo  apelados 
y  reserva  que  en  él  se  le  hacia  de  poder  utilizar  en 
otro  pleito  su  derecho  á  cobrar  á  don  Luis  Artiaga  la 
que  según  documentos  que  corren  unidos  á  los  auto, 
debía  dicho  señor,  limitaba  la  apelación  al  particular 
de  costas;  habiendo  proveído  la  Sala  teniendo  por  hel 
cha  la  manifestación. 

Resultando  que  contra  este  auto  denegatorio  anun- 
ció é  interpuso  oportunamente  el  recurrente  recursa 
de  queja  el  cual  ha  sido  sustanciado  en  este  Suprema 
Tribunal  celebrándose  la  vista  el  día  de  ayer,  con 
asistencia  solo  del  Letrado  de  la  parte  no  recurrente  y 
del  representante  del  Ministerio  Fiscal,  quienes  sos,. 
tuvieron  la  procedencia  del  auto  denegatorio. 

Dbcisión  del  rbcubso: 

Considerando  que  conforme  al  artículo  mil  seis* 
cientos  noventa  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  es  requisito  indispensable  para  admitir  un  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que 
se  haya  pedido  la  subsanación  de  la  falta  en  la  instan- 
cia en  que  aquélla  se  hubiere  cometido,  excepto  en  el 
caso  en  que  la  dicha  falta  se  cometiere  en  la  s^unda- 
cuando  ya  no  8ea  posible  reclamar  contra  ella. 

Considerando  que  en  el  presente  caso,  aún  en  e- 
supuesto  de  que  el  íiecho  que  el  recurrente  pretende 
que  constituye  el  quebrantamiento  de  forma  que  alega, 
pudiera  constituirlo,  es  lo  cierto  que  le  fué  posible 
reclamar  su  subsanación,  puesto  que,  con  posteriori- 
dad al  mismo  se  le  notificaron  dos  providencias  sobre 
señalamiento  de  vista,  notificación  que  por  referirse 
á  un  tr&mite  íntimamente  enlazado  con  la  diligencia 
que  dice  indebidamente  practicada,  era  suficiente  por 
Á  misma,  sin  necesidad  de  examinar  los  autos  para 


Digiti 


zedby  Google 


262  boletín  LBOI8LATIVO. 


que  el  dicho  recurrente  se  enterara  del  estado  del 
juicio  y  pudiera,  en  el  caso  que  la  falta  se  hubiere  en 
realidad  cometido,  reclamar  su  subsanación,  para  que 
no  se  entendiera,  como  legalmente  debía  entenderse, 
consentida,  por  su  tácita  aquiescencia. 

Considerando  que  si  bien  este  Tribunal  Supremo 
ha  declarado  que  la  falta  de  cita  de  la  ley  infringida 
no  es  obstáculo  para  admitir  un  recurso  fundado  en 
que  la  sentencia  no  resuelve  todos  los  puntos  contro- 
vertidos en  el  juicio,  esa  declaración  se  funda,  seg&n 
en  la  misma  se  consignó,  en  que  por  tratarse  de  una 
cuestión  de  mero  hecho  era  suficiente  para  que  el 
recurso  pudiera  ser  resuelto,  que  se  consignara  expre- 
samente el  particular  omitido  con  expresión  del  trá- 
mite en  que  dicho  particular  se  consignó,  pero  esto  no 
autoriza  á  la  parte  recurrente  para  establecer  un 
recurso  en  el  cual  falte  á  la  exactitud  debida,  afir- 
mando inciertamente  la  existencia  de  un  hecho,  ó  si- 
lenciando otros  importantes  que  modifiquen  el  alega- 
do, pues  el  recurso  cuando  se  trata  de  hechos,  ha  de 
descansar  precisamente  en  los  que  resulten  del  pro- 
cedimiento. 

Considerando  que  es  un  hecho  afirmado  por  la  Sa- 
la sentenciadora  y  aceptado  por  la  parte,  que  en  la 
segunda  instancia  presentó  escrito  limitando  la  ape- 
lación al  particular  de  costas,  por  lo  cual  dejaba 
fuera  de  la  controversia  judicial  en  eí>a  instancia  todos 
los  otros  particulares  debatidos  en  la  primera  eutre  los 
que  se  encontraba  el  referente  al  punto  que  dice  omi- 
tido en  la  sentencia  recurrida,  y,  por  consiguiente, 
no  se  trata  en  el  recurso  de  una  simple  cuestión  de 
hecho  para  cuya  resolución  *bastst  el  examen  *  compara- 
tivo de  los  antecedentes,  sino  que  se  plantea  una  ver- 
dadera cuestión  de  derecho,  ó  sea  la  de,  sino  obstante 
el  desistimiento  de  la  apelación,  en  parte,  la  Sala  sen- 
tenciadora debió  decidir  todos  los  particulares  plan- 
teados en  el  juicio,  en  cuyo  sentido  si  es  de  absoluta 
necesidad  citar  la  ley  ó  dofctrina  legal  que  la  Sala  hu- 
biera infringido  en  su  fallo,  cuya  cita  omite  el  recu- 
rrente porque  como  tal  no  puede  aceptarse  la  que  hace 
del  número  tercero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  contiene  un 
precepto  autorizador  del  recurso,  pero  no  susceptible 
de  ser  infringido  en  el  fallo. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  la  Sala 
sentenciadora  al  denegar  los  recursos  interpuestos  por 
Jaime  Valls  ha  cumplido  con  el  artículo  XI  en  relación 
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con  los  números  quinto  y  cuarto  precepto  del  VII  de 
la  Orden  noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  y  por  tanto  debe  desestimarse  la  pre- 
sente queja,  condenando  en  las  costas  al  recurrente, 
en  cumplimiento  del  artículo  XXV  de  la  citada  Orden. 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  queja  interpuesta 
por  Jaime  Valls  contra  el  auto  dictado  por^  la  ^la  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  dos  de  Octu^ 
bre  último  denegaudo  los  recursos  de  casación  inter- 
puestos en  el  juicio  antes  referido,  con  las  costas  de 
cargo  del  recurrente, — Comuniqúese  ese  auto  por 
medio  de  certificación  á  la  mencionada  Audiencia  para 
lo  que  proceda,  y  publlquQse  en  la  Gaceta  Oficial 
DB  LA  República  é  insértese  en  la  Colección  á  cargo 
de  la  Secretaria  de  Justicia,  librándose  al  efecto  las 
copias  necesarias. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  ñrman  los  Magistrados 
del  margen,  ante  mí:  certifico. — José  Várela. — Pedro 
González  Llórente.-^ Ángel  C.  Betancourt.=Octavio 
Giberga. — Carlos  Revilla. —Armando  de  J.  Riva. 


Qnega.— Auto   79. —13  de  Noviembre  de  1902.  (Oat. 

Afargo  20, ) 

DOCTRINA:  La  resolución  que  rechaza  un  inci- 
dente de  nulidad  no  tiene  el  concepto  de  sentencia  de- 
finitiva. 

Antbcbdentes: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  dictó  en  dos  de  Octubre  próximo  pasado 
un  auto  declarando  no  haber  lugar  á  suplir  ni  ennit^n- 
dar  la  providencia  d^  diez  y  siet^^  de  Beptiembrt^  ante- 
rior, por  la  cual  no  admitió  un  incidente  d«  previo  y 
especial  pronunciamiento  promovido  por  Manuel  A. 
del  Junco,  con  objeto  de  obtener  la  declaratoria  de 
nulidad  de  la  vista  celebrada  en  el  incidente  de  exclu- 
sión de  costas  promovido  por  dicho  Junco  en  primera 
instancia  en  el  cuaderno  de  administración  del  juicio 
ejecutivo  que  sigue  contra  Francisco  J.  Mestre. 

Causa  dbl  rbcübso: 

Resultando  que  contra  dicho  auto  de  dos  de  Octu- 
bre interpuso  el  suplicante  Junco,  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  el 
cual  fué  denegado  por  la  Sala  sentenciadora*  por  auto 
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de  catorce  de  dicho  mes,  porque  la  resolución  recurri- 
da no  tenia  el  concepto  de  sentencia  definitiva. 

Resultando  que  anunciado  é  interpuesto  oportuna- 
mente contra  esa  denegatoria  el  presente  recurso  de 
queja,  se  ha  sustancia<io  en  este  Tribunal,  celebrán- 
dose la  vista  pública,  siu  asistencia  de  las  partes  el 
dia  once  de  los  corrientes. 

Decisión  del  bbcukso: 

Considerando  que  la  resolución  por  la  cual  se  rechaza 
un  incidente  de  nulidad  no  pone  término  al  pleito 
principal  en  que  dicho  incidente  se  promueve,  y  por 
consiguicDte,  según  repetidamente  ha  declarado  este 
Tribunal,  no  tiene,  á  los  efectos  de^la  casación,  el  carác- 
ter de  sentencia  definitiva  que,  en  el  caso  coutrario, 
reconoce  á  las  resoluciones  dictadas  en  incidentes  el 
número  primei  o  del  articulo  mil  seiscientos  ochenta 
y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Considerando  que  la  razón  expuesta  es  suficiente 
para  denegar  el  recurso  interpuesto  por  Manuel  A. 
Junco,  y  al  hacerlo  asi  la  Bala  sentenciadora,  ha  cum- 
plido con  lo  dispuesto  en  el  artículo  XI,  en  relación 
con  el  número  primero  del  VII  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos,  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y, 
por  tanto,  debe  desestimarse  la  presente  queja,  conde- 
nando al  recurrente  en  las  costar,  conforme  dispone  el 
artículo  XXV  de  la  citada  Orden  Civil. 

No  ha  lugar  &  la  queja  establecida  por  Manuel  A. 
del  Junco  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  catorce  de  Octu- 
bre último,  negándole  el  recun^o  de  casación  inter- 
puesto en  el  incidente  antes  referido,  con  las  costas  á 
cargo  del  recurrente.  Comuniqúese  á  dicha  Audiencia, 
para  lo  que  proceda,  este  auto,  el  cual  se  publicará  en 
la  Gaceta  Oficial  de  la  República  é  insertará  en  la 
Colección  á  cargo  de  la  Secretaria  de  Justicia,  librán- 
dose con  ese  fin  las  correspendientes  certificaciones. 

Lo  acordaron,  mandan  y  firman  los  Señores  Magis- 
trados del  margen,  ante  mi;  certifico. ~  José  Várela. 
— Pedro  González  Llórente. — ^Angel  C.  Betanoourt.— 
Octavio  Giberga.— Carlos  Revilla.— El  Secretario,  Ar- 
mando de  J.  Riva. 
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ftuqa.  —  Anto  80. —14  de  NoTÍembre  de  1902.  (&ae. 

Marzo  20.) 

DOCTRINA:  Bn  el  auto  denes^ativo  de  un  recurso 
de  casación  deben  consignarse  todos  los  datos  de  he- 
chos que  haya  servido  de  antecedente  ó  base  al  Tri- 
bunal sentenciador  para  acordar  la  denegatoria. 

No  puede  prosperar  una  queja  cuando  el  recurso  de- 
negado es  improcedente,  aunque  lo  sea  por  raxón  dis- 
tinta á  la  que  tuviera  en  cuenta  la  Sala  sentenciadora 
para  denegarla. 

Procede  denegar  un  motivo  de  casación  referente  á 
denegación  de  prueba  cuando  no  se  expresa  claramen- 
te cuál  es  la  prueba  denegada,  ni  las  gestiones  hechas 
para  obtener  la  subsanación  de  la  falta. 

Un  solo  motivo  no  puede  estar  autorizado  simultá- 
neamente por  los  números  3?,  49  7  6?  del  artículo 
1691  de  la  ley  de  Bi^juiciamlento  Civil,  que  son  incom- 
patibles entre  sí. 

Bn  ninguno  de  los  incisos  antes  citados  del  artículo 
1691  de  la  ley  de  Bnjuid amiento  está  comprendido  el 
pretendido  quebrantamiento  que  consiste  en  no  ha^ 
berse  sustanciado  una  apelación  admitida  y  no  obs- 
tante haberse  fallado  el  pleito. 

Antecrdenteb  : 

Resultando  que  dictada  sentencia  definitiva  por 
la  Audiencia  de  Pinar  del  Rio  en  el  juicio  declarativo 
de  menor  cuantía  que  siguió  Pedro  Pila  y  Ruiz  contra 
Manuel  Betancourt,  Sebastián  Ibiricu  y  Saturnino 
Barbero  La  Calle,  en  cobro  de  pesos  é  intereses  de  una 
hipoteca,  el  referido  demandante  estableció  contra 
aquélla  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  ^^que  autoriza",  seg&n  el  escrito  de  interposi- 
ción, el  artículo  cuatrocientos  uno  y  cuatrocientos  dos 
y  los  incisos  t^cero,  cuarto  y  quinto  desarticulo  mil 
seificientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  alegando  que,  irse  ha  quebrantado  la  forma: 
«primero:  En  el  artículo  quinientos  setenta  y  ocho  y 
JK^ninientos  ochenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
>to  Civil  que  dispone  que  desde  que  se  reciban 
j»los  autos  á  prueba  hasta  la  citación  para  la  sen- 
jtpncia,  .todo  litigante  está  obligado  á  declarar 
•cuando  lo  exija  el  contrario.  Y  que  si  no  comparece 
j«erá  citado  segunda  vez,  etc.  Esto  de  acuerdo 
nal  artículo  seiscientos  noventa  y  ocho  que  dice  que: 
«las  pruebas  se  practicarán  en  la  forma  prevenida  para 
«el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantían.  «Negada  la 
•s^^nda  citación  en  primera  instancia,  suplicado  y 
•apelado  el  auto  ó  providencia  se  oyó  en  ambos  efectos 
•para  deñnitíva,  reproducida  la  apelación  en  definiti- 
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«ya  se  oyó  en  ambos  efectos:  Es  paes  denegatoria  de 
«prueba,  forma  quebrantada.  Segundo:  El  artículo 
«setecientos  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
j»que  dispone:  <csi  durante  la  sustanciación  de  estos  jui- 
«cios  se  interpusiere  alguna  apelación  el  Juez  la  tendrá 
«por  interpuesta  para  su  tiempo.»  «En  este  caso  de- 
»berá  reproducirse  dicha  apelación  al  apelar  de  la  sen- 
«tencia  deñnitiva,  y  con  la  de  ésta  será  admitida  en 
«ambos  efectos.  Esta  apelación  no  se  ha  tramitado  con 
«arreglo  á  derecho,  ni  sin  él,  se  pidió  y  se  suplicó  y  se 
«protestó  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
«de  forma  y  se  tuvo  por  hecha  la  manifestación,  se  ro- 
«suelve  en  la  sentencia  sin  haber  sido  oido  y  vencido 
«en  ella,  se  quebranta  la  forma  esencial  del  procedi- 
«miento  como,  pide  el  artículo  ochocientos  cincuenta 
»y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  se  hiere 
«quebrantándolo  el  setecientos  dos  de  lamdsma.«  «Ter- 
«cero:  El  articulo  ochocientos  noventa  y  dos  de  la 
«Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  dispone  ((también 
«deberán  formularse  en  dichos  escritos  las  pretensiones 
«á  que  se  refieren  los  artículos  ochocientos  cincnenla 
«y  ocho  y  siguientes,  cuando  sean  procedentes  y  en  su 
«caso  se  practicará  lo  que  ordena  el  ochocientos  sesen- 
«ta.  Esta  es  la  forma  dispuesta  para  sustanciar  las 
«apelaciones  oídas  para  definitiva  en  los  juicios  de 
«menor  cuantía  y  que  remite  el  artículo  ochocientos 
«cincuenta  y  ocho.  Esto  se  ha  negado,  y  protestado  el 
«recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  se 
«ha  tenido  por  hecha  la  manifestación,  se  ha  quebranta- 
«do  la  forma  porque  sin  substanciar  esta  apelación  oida 
«en  ambos  efectos,  se  ha  resuelto  en  h^  sentencia  y  se 
«ha  dictado^ ésta.  Cuarto:  El  artículo  ochocientos 
«cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
«que  dispone  que  crcuando  en  la  primera  instancia  se 
«hubiere  quebantado  alguna  de  las  fórmulas  esenciales 
«del  juicio  de  las  que  dan  lugar  al  recurso  de  casación 
«y  reclamado  en  ella  no  hubiese  sido  estimada  la  parte 
»á  quien  interesa,  podrá  repetir  su  pretensión  por  me- 
«dio  de  otrosíes  en  el  escrito  á  que  se  refiere  el  ocho- 
«cientos  cincuenta  y  seis  para  que  subsane  la  falta. 
írHecho  y  pedido  todo  esto,  se  ha  negado  y  protesiado 
«este  recurso,  se  ha  tenido  por  hecha  la  protesta;  se 
«ha  quebrantado  el  procedimiento  porque  no  se  ha  tra- 
«mitado  como  está  dispuesto  por  este  artículo  que  es  la 
«Ley  y  al  que  remite  el  ochocientos  noventa  y  dos.  !N"o 
«ha  podido  la  Sala  resolver  la  apelación  oida  en  ambos 
«efectos  sin  este  procedimiento»,  y  afiadiendo  el  recu- 


Digiti 


zedby  Google 


JÜRUPBODKNCIA  CITIL.  387 


«Trente  entre  otras  manifestaciones  que  (ces  procedente 
»el  recurso,  primero:  por  ser  de  sentencia  definitiva  y 
»de  providencia  oida  en  ambos  efectos  que  se  resuelve 
j»BÍn  tramitación,  no  obstante  lo  que  disponen  los  ar- 
«ticulos  ochocientos  noventa  y  dos  y  ochocientos  cin- 
»cuenta  y  ocho  citados.  Segundo:  por  tratarse  de 
»fai\Í38i  de  recibimiento  á  prueba  admitida  y  negada  en 
»8U  ejecución  en  primera  instancia  y  negada  en  se- 
«gunda  sin  trámite  de  juicio  procedentes.  Tercero: 
j»por  falta  de  citación  para  la  confesión  en  juicio  con- 
•forme  al  articulo  quinientos  setenta  y  ocho  y  quinien- 
«tos  ochenta  y  dos  que  autoriza  el  inciso  cuarto  del 
«articulo  mil  seiscientos  noventa  y  uno,  que  fué  su- 
xplicado  apelado,  reproducido  y  vuelto  á  insistir  en 
«segunda  instancia  protestada  la  casación  y  aceptada 
vía  protesta.  Cuarto:  por  la  denegatoria  de  la  confe- 
jisión  judicial  admisible  segiin  el  articulo  quinientos 
«setenta  y  ocho  y  que  autoriza  el  inciso  quinto  del 
«articulo  mil  seiscientos  noventa  y  uno.  Quinto:  por 
«quebrantamiento  del  principio  de  derecho  en  materia 
«de  forma  de  que  «r  Nadie  puede  ser  condenado  sin  ser 
«antes  oido  y  vencido  en  juicio.»  Y  la  sentencia  conde- 
«na  sin  haber  oido  y  vencido  una  apelación  oida  en 
«ambos  efectos.  Sexto:  por  interponerse  dentro  de 
«los  cinco  días  que  señala  la  Ley.  Séptimo:  por  fun- 
«darse  en  las  causales  que  texativamente  señalan  los 
«incisos  tercero  y  cuarto  y  quinto  del  artículo  mil  seis- 
«cientos  noventa  y  uno.» 

Causa  db  la  queja: 

Kesultando  que  denegada  por  la  Sala  senten- 
ciadora, en  nueve  de  Octubre  último,  la  admisión  del 
recurso  establecido,  en  virtud  de  no  haber  la  parte 
utilizado  el  medio  legal  procedente  á  juicio  de  la  Sala 
para  obtener  la  subsanación  durante  el  pleito,  sin  que 
en  los  fundamentos  de  hecho  que  contiene  el  auto  de- 
negatorio se  consignen  con  referencia  &  las  actuaciones 
los  antecedentes  procesales  del  caso,  el  recurrente  ha 
ocurrido  en  queja  ante  este  Supremo  Tribunal  contra  el 
expresado  auto  de  nueve  de  Octubre;  sustanciándose  de- 
bidamente la  queja,  con  celebración  de  vista  pública  en 
siete  de  Noviembre  actual  á  la  que  asistió  el  Letrado  de- 
fensor del  recurrente,  que  sostuvo  la  queja  presentada. 

Dboisión  del  bbcubso: 

Considerando  que  la  falta  de  datos  fehacientes,  y 
que  debieron  expresarse  entre  los  fundamentos  de 
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hecho  de  la  resolución  denegatoria  impugnada  en  la 
presente  queja,  relativos  4  las  reclamaciones  hechaa 
por  la  parte  para  obtener  en  el  litigio  la  subsanación 
que  se  procura  en  el  recurso,  impide  4  este  Supremo 
Tribunal  apreciar  el  motivo  en  que  descansa  dicha  re- 
solución denegatoria;  lo  cual,  sin  enbargo,  no  es  obs- 
táculo para  decidir  sobre  la  admisibilidad  del  recurso 
de  casación  por  las  razones  que  seguidamente  se  con- 
signan: 

Considerando,  acerca  del  propuesto  como  primer 
motivo  del  recurso,  único  referente  4  denegación  de 
prueba,  que,  no  sólo  no  se  expresa  clara  y  determinada- 
mente cual  es  la  diligencia  de  esta  índole  4  que  se  hace 
alusión  y  en  iguales  indeterminaciones  y  obscuridad  se 
incurre  al  referirse  4  las  reclamaciones  practicada» 
durante  el  juicio,  con  lo  que  se  falta  4  la  dispuesto  en 
el  número  quinto  del  artículo  V,  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos,  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
dej4ndose  de  plantear  en  los  debidos  términps  la 
cuestión  concreta  que  en  el  recurso  de  casación  habría 
de  discutirse  y  resolverse,  sino  que,  adem4s,  se  deja 
también  incumplido  lo  ordenado  en  el  número  tercero 
del  predicho  artículo,  pues,  contrayéndose  el  recurso 
sobre  prueba  4  un  sólo  motivo  de  tal  clase,  según 
queda  expuesto,  se  dice  autorizado  por  los  incisos  ter- 
cero, cuarto  y  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta y  una  de  la  L^y  de  Enjuiciamiento  Civil,  re- 
lativo al  tercero  al  caso  de  no  recibirse  4  prueba  el 
juicio,  y  los  otros  dos  al  caso  contrario,  de  donde  re- 
sulta la  imposibilidad  de  que  concurran  todos  4  la  vez 
I)ara  autorizar  el  motivo  presentado,  sin  que  pueda 
siquiera  comprenderse  cómo  la  parte  que  reclama  por 
no  haberse  practicado  prueba  lo  verifique  al  propio 
tiempo,  y  por  no  habérsela  citado  para  la  diligencia 
probatoria  que  no  se  practicó: 

Considerando  en  cuanto  4  los  motivo  enunciados 
en  los  párrafos  del  escrito  de  interposición  numerados 
segundo,  tercero  y  cuarto,  todos  ellos  sustancialmente 
contraidos  al  quebrantamiento  de  forma  consistente, 
según  la  parte,  en  no  haberse  sustanciado  una  ape- 
lación interpuesta  y  admitida,  fall4ndose  no  obstante 
el  pleito,  con  infracción  de  los  preceptos  procesales, 
que  en  ninguno  de  los  indicados  p4rrafos  del  escrito 
de  interposición  del  recurso  se  propone  cuestión  que 
se  halle  comprendida  en  los  incisos  tercero,  cuarto  y 
quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento,   que  se  mencionan  como 
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satorizadoreB  del  recurso,  y,  consiguientemente,  falta 
4  éste  para  su  admisibilidad  el  ya  expresado  requisito 
del  número  tercero  del  artículo  quinto  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve: 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  el 
recurso  es  inadmisible,  con  arreglo  4  lo  prescrito  en  el 
Articulo  XI  en  relación  con  el  YII  de  la  misma  Orden, 
j  debe  declararse  sin  lugar  la  presente  queja  con  im- 
posición de  las  costas  al  recurrente,  en  observancia  del 
Artículo  XXy  de  la  repetida  Orden  número  noventa 
y  dos: 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  interpuesto  en 
los  mencionados  autos  y  se  condena  al  recurrente  en 
las  costas  del  mismo;  comuniqúese,  para  lo  que  pro- 
ceda, á  la  Audiencia  de  Pinar  del  Bío,  á  la  cual  se 
recomienda  que  cuide  en  lo  futuro  de  exponer  en  lugar 
oportuno  de  las  resoluciones  que  dictare  los  ante- 
•cedentes  de  hecho  en  que  se  funden:  y  publíquese  en 
la  Oackta  Oficial  de  la  Bepüblioa  é  insdrtése  en  la 
Oolección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia  librán- 
dose para  todo  las  necesarias  copias. 

Lo  proveyeron  mandaron  y  firman  los  sefiores 
Magistrados  del  margen,  ante  mí:  certifico — José  Vá- 
rela.— Pedro  Gronzález  Llórente, — ^Angel  C.  Betan- 
<conrt. — Octavio  Giberga. — Francisco  Noval  y  Martí. 
— El  Secretario,  Armando  de  J.  Eiva. 


ftuqfiu— Auto  81.— 15  de  NoTiembre de  1902.  (Gae.  Mar- 
lú  so,) 

DOCTRINA:  L*  •entciiciarque  resaelre  sobre  ex- 
clusión de  una  partida  en  nna  tasación  de  costas  no 
tiene  el  concepto  de  definitÍTa  á  los  efectos  de  la  casa- 
eión. 

Antecedentes: 

Resaltando  que  en  el  cuaderno  de  administración  del 
juicio  ejecutivo  seguido  por  Manuel  A.  del  Junco  con- 
tra Francisco  J.  Mestre,  el  piimero  promovió  inci- 
dente con  objeto  de  que  se  declarasen  indebidos  los 
honorarios  que  por  dos  escritos  producidos  á  conse- 
cuencia de  un  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el 
promovente,  se  asignaron  los  letrados  Señores  Sola  y 
Alias,  el  cual  incidente  fué  resuelto  por  la  Sala  de  lo 
•Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  sentencia  fecha 
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TeintidoB  de  Beptiembro  ñltímo,  contra  la  que  estable- 
ció el  expresado  Manuel  A.,  del  Junco  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  y  quebrantamiento  de  for- 
ma, que  apoya  en  los  números  uno  y  siete  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  primero  del  mil  seiscientos 
noventa  y  uno  respectivamente. 

Resultando  que  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción se  ha  explicado  en  los  siguientes  términos: 

**I. — ^El  artículo  cuatrocientos  veintiuno  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  determina  que  ''la  tasa- 
ción de  costas  se  practicará  en  los  'Juzgados  y  Tribu- 
nales por  el  Escribano  de  Cámara  ó  actuario  que  haya 
intervenido  en  el  pleito,  incluyendo  en  ellas  todas  las 
que  comprenda  la  condena  y  resulte  qué  han  sido  de- 
vengadas hasta  la  fecha  de  la  tasación";  precepto  éste 
que  lejos  de  modificar  ha  venido  á  ratificar  precisamen- 
te la  Orden  número  ciento  sesenta  y  seis  serie  de  mil 
novecientos  del  Gk>biemo  Militar  de  esta  Isla  en  su 
artículo  décimo  tercero. — Determina  también  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  en  su  artículo  trescientos  se- 
tenta y  ocho,  después  de  determinar  en  el  trescientos 
setenta  y  siete  la  forma  en  que  debe  sustanciarse  el 
recurso  de  reposición  que  se  establece  contra  las  reso- 
luciones de  los  Jueces  de  Primera  lustancia  á  que  se 
refieren  los  artículos  trescientos  setenta  y  cinco  y  tres- 
cientos setenta  y  seis  de  la  misma  ley  procesal,  que 
* 'transcurrido  el  término  antedicho,  hayanse  presenta- 
do ó  no  escritos  de  impugnación,  sin  más  ti^mites  el 
Juez  resolverá  dentro  de  tercero  día  lo  que  estime  jus- 
to". Y  como  quiera  que  el  artículo  cuatrocientos  vein- 
titrés de  la  Ley  de  Enjuiciamento  Civil  determina  que 
"no  se  comprenderán  en  las  tasaciones  los  derechos 
correspondientes  á  escritos,  dih'gencias  y  demás  actua- 
ciones que  sean  inútiles,  superfinos  ó  no  autorizados 
por  la  Ley" ;  y  el  cuatrocientos  veintidós,  en  su  segun- 
do párrafo  que  "los  honorarios  de  los  Letrados,  peri- 
tos y  demás  funcionarios,  que  no  estén  sujetos  á  Aran- 
cel, se  regularán  por  los  mismos  interesados  en  minu- 
ta detallada  y  firmada  que  presentarán  en  la  Escriba- 
nía por  sí  mismos,  sin  necesidad  de  escrito  ó  por  me- 
dio del  procurador  de  la  parte  á  quién  hayan  defendi- 
do luego  que  sea  firme  la  sentencia  ó  auto  en  que  se 
hubiese  impuesto  la  condena.  El  actuario  incluirá  en 
la  tasación  la  cantidad  que  resulte  de  la  minuta";  re- 
sulta' evidente:  que  la  senteocia  de  la  Sala,  contra  la 
cual  establezco  este  recurso  de  casación,  al  confirmar 
la  del  inferior,  por  la  que  se  declara  sin  lugar  el  inoi- 


Digiti 


zedby  Google 


JÜ1LUPBUDK27CIA  CIYIL.  271 


dente  de  exclusión  de  los  honorarios  de  los  Letrados 
don  Arturo  Arias  y  don  Leopoldo  Sola,  comprendidos 
en  la  tasación  de  costas  4  que  el  mismo  se  refiere,  inci- 
dente que  promoví  usando  del  derecho  que  para  ello 
me  otorgaba  el  artículos  cuatrodentos  veintiocho  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  contiene  violación,  inter- 
pretación errónea  y  aplicación  indebida  de  las  leyes  á 
que  antes  he  hecho  r^erencia,  desde  el  momento  en 
que  á  pesar  de  tan  terminantes  preceptos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  declara  sin  lugar  el  incidente 
de  ezdusión  á  que  se  refiere  por  las  razones  expuestas 
en  sus  Considerandos  así  como  de  doctrina  legal  con- 
tenida en  el  artículo  primero  del  Código  Civil  seg&n 
él  cual:  *'Las  Leyes  obligar&n  4  los  vf'inte  días  de  su 
promulgación,  si  en  ellas  no  se  dispusiere  otra  cosa", 
y  en  la  disposición  transitoria  séptima  de  la  Constitu- 
ción de  ja  República,  segón  la  cual:  ''todas  las  leyes, 
decretos,  órdenes,  reglamentos  y  demás  disposiciones 
que  estuvieren  en  vigor  en  el  momento  de  quedar  pro- 
mulgada esta  constitución,  continuarán  observándose 
en  cuanto  no  se  opongan  á  ella,  hasta  que  fueren  de- 
rogadas". 

''II.- -La  sentencia  de  la  Sala  que  motiva  este 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctri- 
na legal  contiene  violación,  interpretación  errónea  y 
aplicación  indebida  de  las  doctrinas  legales  antes  ex- 
presadas y  del  artículo  setecientos  cuarenta  y  tres  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  determina  que, 
"los  incidentes  que  por  exigir  un  pronunciamiento 
'  precio  sirven  de  obstáculo  á  la  continuación  del  juicio, 
se  sustanciarán  en  la  misma  pieza  de  autos  quedando 
mientras  tanto  en  suspenso  el  curso  de  la  demanda 
principal."  Y  esto  resulta  de  ese  modo  porque  no  obs- 
tante encontrarse  aún  pendiente  de  resolver,  por  la 
Sala  el  recurso  de  súplica  que  establecí  contra  la  pro- 
videncia por  la  cual  me  fué  rechazado  de  plano,  con- 
tra lo  dispuesto  en  el  articulo  setecientos  cuarenta  y 
dos  en  combinación  con  el  número  primero  del  artículo 
setecientos  cuarenta  y  cuatro  de  la  misma  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  el  incidente  que  como  de  previo  y 
especial  pronunciamiento  establecí  solicitando  la  nuli- 
óbA  de  la  vista  celebrada  en  .este  pleito  el  día  doce  de 
Septiembre  próximo  pasado  por  los  fundamentos  en 
dicho  incidente  alegados;  la  Sala  ha  dictado  esa  sen- 
tencia que  motiva  este  recurso  en  veintidós  del  mismo 
mee  de  Septiembre,  habiendo  caso  omiso  de  semejante 
circunstuicia." 
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'<in. — En  la  sentencia  de  la  Sala  que  motiva  es- 
te recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doc- 
trina legal,  en  la  apreciación  de  las  pruebas  ha  habi- 
do error  de  hecho  y  de  derecho,  resultando  este  último 
de  documentos  y  autos  auténticos  que  demuestran  la 
equivocación  evidente  del  juzgador.  En  efecto,  la  Sa- 
la para  dictar  tal  sentencia,  después  de  plantear  en  el 
primero  de  los  Considerandos  como  deber  del  Tribu- 
nal, ^ 'el  examinar  con  separación  las  dos  cuestiones 
que  sirven  de  fundamento  al  incidente  de  exclusión 
por  mi  promovido,  para  hacer  los  pronunciamientos 
necesarios  para  la  decisión  de  ambos  extremos",  esta- 
blece como  doctrina  en  el  segundo  de  los  Consideran- 
dos que  ''en  tanto  es  necesaria  la  presentación  de  las 
minutas  á  que  se  refiere  el  articulo  cuatrocientos  vein- 
tidós de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  cuanto  no 
existan  en  los  autos  los  datos  ó  antecedentes  nece- 
sarios para  que  el  Escribano  4  quien  corresponden 
hoy  las  funciones  de  tasador  de  costas,  pueda  al  prac- 
ticar esa  operación  determinar  la  cuantía  de  los  ho- 
norarios reclamados  por  los  Letrados  por  los  distintos 
escritos  presentados:  para  afirmar  después  en  el  tercer 
Considerando  que  "existiendo  al  margen  del  escrito 
producido  por  el  Licenciado  Arias  una  nota  marginal 
expresiva  die  los  honorarios  que  por  ese  escrito  se  asig- 
nó dicho  Letrado  es  evidente  que  la  minuta,  lejos  de 
ser  necesaria  en  el  presente  caso  para  poder  asignarse 
valor  al  trabajo  profesional  de  dicho  Letrado  hubiera 
sido  redundante  y  superfina".  Con  ello  se  evidencia 
el  error  de  hecho  á  que  antes  me  he  referido  habido 
en  la  apreciación  de  las  pruebas  por  esta  Sala,  error 
de  hecho  que  resulta  evidente  no  sólo  por  la  misma 
nota  marginal  del  escrito  del  Licenciado  Arias,  pues- 
ta con  distinta  letra  de  la  que  sirviera  para  la  redac- 
ción del  escrito  en  cuestión,  sino  también  de  la  del 
Letrado  que  lo  suscribía  y  que  viene  4  com- 
probar el  escrito  que  dicho  Letrado  presentara  al 
Juez  4  ese  respecto  y  que  obra  4  fojas  diez  y  nue- 
ve de  los  autos  del  inferior  en  el  que  expresa: 
"quiero  hacer  constar  de  una  manera  expresa  y 
clara  que  la  nota  marginal  del  referido  escrito  de 
fojas  treinta  y  ocho  redactada  y  autorizada  por  el  Le- 
trado que  suscribe  el  presente  en  la  que  se  fijan  los 
honorarios  desvengados  por  ese  mismo  escrito  fué  re- 
dactada por  mí  y  puesta  por  orden  y  mandato  expre- 
so mío  por  estimar  en  esa  cantidad  el  valor  de  esos 
mismos  honorarios  y  con  arreglo  4  mis  instrucciones" 
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y  también  la  oertificaci6n  paeeta  por  el  actuario  á  fo- 
jas diez  y  siete  Tuelta  de  loe  aatoe  del  inferior,  en  la 
que  Be  lee:  ^'Certifico:  que  al  final  del  escrito  de  fojas 
treinta  y  ocho  se  encuentra  la  nota  que  dice  asi:  '^Ho- 
norarios, ciento  seis  pesos  en  oro."  Asimismo  certifi- 
co: que  á  fojas  treinta  y  ocho  de  estos  autos  se  en- 
cuentra un  escrito  firmado  por  el  Procurador  Miguel 
A.  Matamoros,  impugnando  á  nombre  de  Don  Manuel 
Yillamovo  el  recurso  de  reposición  que  estableció  el 
Procurador  TJrquijo  contra  la  procidencia  de  cuatro 
de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  cuyo  es- 
crito tiene  al  m&rgen  de  su  pié  la  nota  que  dice:  ''Ho- 
norarios ciento  seis  pesos  en  oro."  De  manera  que  si 
la  Sala  en  los  Considerandos  de  la  sentencia  que  re- 
curro acepta  que  la  presentación  de  la  minuta  es  ne- 
cesaria cuando  no  existen  en  los  autos  los  datos  ó  an- 
tecedentes necesarios  i)ara  que  el  Escribano  á  quien 
corresponden  hoy  las  funciones  de  tasador  pueda  prac- 
ticar esa  operación  determinando  la  cuantía  de  los 
honorarios  reclamados  por  los  Letrados  por  los  dis- 
tintos escritos  presentados,  es  evidente  que  al  apre- 
ciar la  nota  puesta  al  margen  del  escrito  de  fojas 
treinta  y  ocho  de  los  autos  princif^les  del  Licenciado 
Arias  como  suficiente  para  eximirle  de  la  presentación 
de  la  minuta  y  para  aceptar  bien  incluido  por  el  ac- 
tuario la  partida  de  ciento  seis  pesos  en  oro  que  ella 
comprende  en  la  tasación  de  costas  que  impugné  come- 
te error  de  hecho  y  de  derecho  en  tal  apreciación; 
porque  el  escrito  del  propio  Letrado  Arias  de  fojas 
diez  y  nueve  de  los  autos  del  inferior  y  la  certifica- 
dón  puesta  por  el  actuario  á  que  antes  me  he  referi- 
do, evidencian  en  primer  lugar  que  la  nota  en  cues- 
tión no  está  puesta  con  la  letra  del  Letrado  Arias  ni 
con  la  que  sirvió  para  redactar  el  escrito  que  la  mo- 
tivó, ni  tampoco  está  suscrita  por  dicho  Letrado;  y  en 
segundo  lugar  que  en  tal  caso,  ni  la  minuta  hubiera  si- 
do superfina  y  si  necesaria,  ni  el  Escribano  podía  tener 
en  ella  los  datos  y  antecedentes  necesarios  para  deter- 
minar la  cuantía  de  los  honorarios  reclamados  por  los 
Letrados  por  los  distintos  escritos  presentados.  Y  tal 
error  de  hecho  no  puede  negarse  que  consta  de  docu- 
mentos auténticos,  como  son  el  escrito  y  certificación  á 
que  me  he  referido,  y  como  consecuencia  de  ello  el  error 
de  derecho  al  estimar  que  semejante  nota,  que  carecía 
de  autenticidad,  pudiera  jamás  estimarse  como  la  mi- 
nuta exigida  por  el  artículo  cuatrocientos  veintidós, 
segundo  párrafo,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil." 

T.  a.— 1903.— 18. 
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'*IY. — Lo  que  digo  de  ía  notfr  marginal  del  eBcñ- 
to  del  Licenciado  Aiiae  en  el  apartado  qne  antecede, 
determinante  de  que  en  la  apreciación  de  las  pmebaB 
haya  habido  error  de  hecho  y  de  derecho,  reBnlta]|do 
aqni  de  docnmentofi  auténticos  qne  demuestran  la  ^ui- 
Yocadón  evidente  del  juzgador,  digo  también  respecto 
del  escrito  del  Licenciado  don  Leopoldo  Sola  áqne  se 
contraen  los  Considerandos  cuarto  y  quinto  de  la  sen- 
tencia recurrida.  En  efecto  la  Bala  no  ha  tenido  en 
cuenta  que  lo  certiñcado  por  el  actuario  en  el  inferior 
en  este  incidente  de  exclusión,  en  primer  lugar  que  el 
recurso  de  reposición  que  yo  establecí  contra  la  provi- 
dencia de  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa 
y  seis  fué  impugnada  por  el  Procurador  Matamoros  en 
diez  y  ocho  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis 
en  escrito  del  Licenciado  Arias  de  fojas  treinta  y  ocho 
de  los  autos  principales  dentro  del  término  para  ello 
concedido;  en  s^undo  lugar  que  aun  cuando  el  Juez 
dictara  por  dos  veces  y  antes  de  resolver  esa  reposi- 
ción autos  para  mejor  proveer  en  nueve  de  Julio  y 
treinta  de  Septiembre  de  mil  ochocientos,  noventa  y 
seis,  el  primero  de  los  cuales  lo  cumplí  desde  luego  y 
el  segundo  que  también  cumplí  por  ser  de  mero  trámir 
te  en  escrito  de  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete,  no  obstante  haber  establecido  contra  él 
recurso  de  reposición  que  fué  declarado  con  lugar  en 
auto  de  ocho  de  Febrero  de  mil  ochodentoe  noventa  y 
siete  en  el  que  se  mandó  dar  cuenta  con  los  autos  pa- 
ra resolver  sobre  la  reposición  pendiente  por  mí  esta- 
blecida contra  la  providencia  de  cuatro  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  seis,  y  por  último  que  el 
escrito  en  que  figuran  en  la  tasación  los  doscientos 
cincuenta  pesos  del  Licenciado  Sola  fué  presentado  en 
veintidós  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete, 
ó  sea  más  de  dos  meses  después  de  estar  en  poder  del 
Juez  los  autos  para  la  resolución  de  aquella  reposición 
y  que  el  Juez  en  su  auto  de  diez  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  al  resolver  la  reposición  pen- 
diente comienza  diciendo:  ^ Tor  presentado  el  anterior 
escrito  con  la  certificación  á  que  se  refiere,  en  vista  de 
la  copia  del  poder,  se  tiene  por  parte  al  Procurador 
don  Antonio  Arjona,  á  nombre  de  don  Manuel  Villar 
novo  y  Gk>nzález,  al  solo  objeto  á  que  ha  comparecido 
en  estos  autos,"  y  Resultando;  que  por  el  escrito  que 
antecede  á  nombre  de  Yillanovo  etc.,  solicita  se 
resuelva  el  recurso  de  reposición  pendiente  interpues- 
to por  Junco,"   y  concluye:  ^^No  ha  lugar  á  la  rqposi- 
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ci6n'8olicit&da  del  proveído  de  cuatro  de  Mayo  del  afío 
pasado,  con  las  costas  4  cargo  de  Mannel  A.  de  Janeo 
como  administrador  del  intestado  de  doña  Mercedes 
Amador."  Con  esto  se  evidencia:  no  solo  qne  el  Jaez 
entendió  que  el  escrito  del  Licenciado  Sola  resultaba 
apremiándole  para  la  resolución  de  la  reposición  pen- 
diente sino  también  que  en  la  condena  de  costas  que 
impuso  en  ese  auto  de  ;diez  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  siete  no  podía  entenderse  por  nadie 
comprendido  ese  er^ñto  del  mismo  modo  que  tampo- 
co aquel  á  que  recayera  la  providencia  interpelada  de 
oaatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis. — 
Y  tan  esto  es  asi  que  cuando  el  Escribano  actuario  en 
el  inferior  al  formar  este  iucidente  puso  en  él  la  certi- 
ñcación  de  lugares  necesarios,  certificó  á  fojas  diez  y 
ocho  lo  siguiente:  También  certifico:  que  según  consta 
de  fojas  ciento  cuatro  de  estos  autos  se  personó  en 
ellos  el  Procurador  Arjona  á  nombre  de  don  Manuel 
Tillamovoi  en  cuyo  escrito  apremiaba  al  Juzgado  pa- 
ra que  resolviera  la  reposición  pendiente  establecida 
por  el  Procurador  TJrquijo  contra  la  providencia  de 
cuatro  de  mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis.''  Y 
este  error  de  hecho  resulta  también  de  documentos  au- 
ténticos como  son  los  que  acabo  de  citar,  que  demues- 
tran la  equivocación  de  la  Sala  y  el  error  de  derecho 
en  que  incurre  al  no  estimar  como  superfluo,  innece- 
sario el  escrito  del  Licenciado  Sola  y  condenarme  4  su 
pago,  en  que  no  se  me  condena  por  cierto  en  el  auto  de 
diez  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  que 
motivó  la  tasación  que  impugné.'' 

Resultando  que  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  se  hace  consistir  en  que  en 
primera  instancia  no  se  emplazó  al  Procurador  don 
Juan  Martí  que  lo  es  del  ejecutante  Francisco  J.  Mes- 
tre  que  era  parte  en  los  autos,  de  donde  prpcedía  el 
incidente  de  tasación  de  costas  que  resolvía  la  men- 
cionada sentencia  de  veinte  y  dos  de  Septiembre. 

Causa  db  la  queja: 

Resultando  que  habiendo  la  Sala  de  la  Audiencia 


denegado  la  admisión  del  recurso  por  auto  de  siete  de 

Octubre  próximo  pasado,  f  undáodose  en  que  la  sen  ten-  i 

cia  recurrida  no  es  recurrible  en  casación,  en   que  el  \ 

recurso  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  legal  no  cabe  f 

en  el  juicio  ejecutivo  y  en  que  la  falta  en  que  sé  fun-  S 

da  el  de  quebrantamiento  no  se  refiere  al  recurrente  i 
con  quien  aparecen  cumplidas  todas  las  formalidades 
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legales,  este  último  ha  acadído  en  qaeja  ante  el  Tri- 
bunal Supremo,  la  cual  se  ha  sustanciado  en  l^al 
forma,  celebrándose  la  vista  el  día  doce  del  corrien- 
te mes  sin  asistencia  del  recurrente,  ni  de  ninguna 
otra  parte. 

Decisión  del  becubso: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  en  cuan- 
to resuelve  sobre  la  pretendida  exclusión  de  ciertos 
honorarios  comprendidos  en  una  tasación  de  costas, 
no  tiene  el  concepto  de  definitiva,  á  loe  efectos  de  la 
casación,  conforme  &  lo  que  establece  el  articulo  mil 
seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  porque  no  pone  término  al  pleito,  ó  sea  al 
juicio  principal,  cuya  decisión  en  nada  se  afecta  por 
mérito  de  lo  que  dicha  sentencia  resuelve  en  el  parti- 
cular indicado;  la  cual,  por  otra  parte,  tampoco  per- 
tenece al  número  de  las  que,  además,  menciona  taxa-^ 
tivamente  en  concepto  de  recurribles  en  casación  el 
citado  articulo. 

Considerando  que  conforme  el  articulo  Vil  de  la 
orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  es  deber  del  Tribunal  sentenciador  examinar 
en  primer  término  si  el  recurso  de  casación  ante  el 
mismo  interpuesto  se  ha  deducido  contra  resolución  que 
sea  recurrible  por  razón  de  su  naturaleza,  y,  conforme 
á  lo  que  va  expresado,  ea  evidente  que  la  recurrida  en 
el  presente  caso  no  tiene  tal  carácter,  por  lo  cual  no 
es  admisible  el  recurso,  tanto  en  cuanto  se  refiere  á  in 
fracciones  de  Ley  como  á  quebrantamiento  de  forma. 

Considerando  que  cuando  se  desestima  un  recurso 
de  queja  deben  imponerse  las  costas  al  recurrente,  con- 
forme el  artículo  XXV  de  la  Orden  número  noventa 
y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  Manuel  A.  del  Junco  contra  el  auto  de  siete  de 
Octubre  dictado  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  que  va  mencionado,  con  las  costas 
á  su  cargo:  comuniqúese  esta  resolución  á  dicha  Au- 
diencia y  remítanse  copias  de  la  misma  á  la  Secretaría 
de  Justicia  y  Gaceta  Oficial  de  la  República  para 
su  publicación. 

Lo  acordaron,  mandan  y  firman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen,  ante  mí:  certifico.  José  Várela. 
Pedro  González  Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Oc- 
tavio Giberga. — Carlos  Revilla. — ^El  Secretario,  Ar- 
mando de  J.  Riva. 
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Auto  85.— 5  de  Diciembre  de  1902.  (Oae.  Mar- 
90  »o.) 

IK>CTRINA:  Cuando  en  el  escrito  en  qne  se  Ínter- 
pone  tin  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  no  se 
expresan  las  gestiones  hechas  para  obtener  la  subsa- 
nadón  de  la  falta,  debe  negarse  el  recurso  conforme  al 
número  79  del  artículo  VII  de  la  orden  92  de  1899, 
por  haberse  faltado  al  requisito  S?  del  artículo  V  de 
dieha  orden;  pero  cuando  se  expresa  haber  hecho  al- 
guna reclamación,  si  esto  no  fuese  cierto,  ó  la  recla- 
mación realizada  no  fuere  adecuada  para  obtener  la 
subsanación  de  la  falta,  cuyo  particular  compete  exa- 
minar á  la  Sala  sentenciadora,  entonces  la  denega- 
ción procede  en  Tirtud  de  lo  dispuesto  en  el  número  Q? 
del  citado  artículo  VII. 

Bl  quebrantamiento  de  forma  que  consiste  en  in- 
competencia de  jurisdicción  no  se  reclama  en  la  opor- 
tunidad 7  por  los  medios  establecidos  en  el  artículo 
,  868  de  la  ley  de  Bi^niciamlento  CítíI,  sino  promo- 

Tiendo  en  forma  la  correspondiente  cuestión  de  com- 
petencia. 

Cuando  se  trata  de  negar  nn  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  la  Sala  sentenciadora 
ha  de  examinar,  antes  de  si  se  ha  perdido  la  subsana- 
ción de  la  falta,  si  se  ha  citado  debidamente  el  precep- 
to autorixador  del  recurso. 

Bl  número  69  del  artículo  1690  de  la  ley  de  BzOni- 
ciamiento  Civil  autoriza  el  recurso  por  incompetencia 
de  jurisdicción  del  juex  ó  Tribunal  que  haya  conocido 
del  juicio  contra  cuya  sentencia  se  interponga  el  re- 
curso, y  no  por  esa  falta  con  referencia  á  un  juicio  dis- 
tinto, cualquiera  que  sea  la  conexión  que  éste  tenga 
con  aquél. 

Aunque  las  razones  que  dé  la  Sala  sentenciadora  para 
denegar  un  recurso  no  sean  bastantes  á  ese  fin,  debe 
declararse  sin  lugar  la  queja  si  el  recurso  es  improce- 
dente. 

Antscbdbntes: 

Eesaltando  que  en  diez  y  seis  de  Octubre  último  . 
dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Pinar  del  Rio  en  el 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  por  Ángel 
Orimal  y  Pino,  como  tutor  dativo  de  loe  menores  Luis 
María  Beltrán  y  Osear  María  Moreira  y  Espinosa, 
contra  Pedro  Pablo  Qarmendía  y  compartes  sobre 
nulidad  de  un  juicio  verbal  seguido  por  éstos  en  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  contra  Venancio 
Moreira,  que  había  fallecido,  sobre  devolución  de 
tierras  é  indemnización  d<^  daños  y  perjuicios. 

Eesultando  que  contra  esta  sentencia  interpusie- 
ron el  referido  Garmendía  y  compartes  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  é  infracción 
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de  Ley,  fundado  el  primero  en  el  numero  sexto  del 
articulo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  por  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, cuya  causa  expresó  en  los  siguientes  términos: 
«El  motivo  existe  porque  con  el  conocimiento  del  Juez 
de  Primera  Instancia  en  este  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía,  se  quebranta  la  disposición  de  los  ar- 
tículos setenta  y  dos  y  setenta  y  cinco  del  Enjuicia- 
miento Civil,  en  el  concepto  que  paso  &  explicar,  con 
la  mayor  claridad  para  mí  posible.  Aceptándose  por 
el  Juez  de  Primera  Instancia  y  por  el  Tribunal  de  la 
segunda,  al  reproducir  y  confirmar  en  un  todo  la  sen- 
tencia del  primero,  el  hecho  de  que  don  Ángel  Grimal 
actor  en  este  juicio,  á  nombre  de  sus  pupilos,  presentó 
al  Juzgado  Municipal  que  conocía  del  juicio  verbal  de 
que  se  trata  y  antee  de  celebrarse  el  mismo,  instancia 
alegando  la  incompetencia  por  la  cuantía  de  la  cosa 
litigiosa  sin  que  aparezca,  no  obstante,  que  se  insis- 
tiera, en  forma  legal  ni  en  ninguna  otra,  en  la  recla- 
mación de  incompetencia,  el  Juez  y  el  Tríbunul  que 
precisamente  en  aquel  hecho  y  en  el  desconocimiento 
del  segundo  funda  su  competencia  para  conocer  en  el 
asunto,  quebranta  la  forma  procesal  civil  en  los 
artículos  setenta  y  cinco  y  setenta  y  dos  de  Enjuicia- 
miento. En  efecto,  aceptíiindose  por  los  juzgadores 
como  hecho  cierto  el  relatado,  surge  de  él  que  el  actor 
en  este  juicio  propuso  y  abandonó  en  el  Juzgado  Mu- 
nicipal la  declinatoria  de  competencia  (artículo  seten- 
ta y  dos)  y  que  con  ese  abandono  mostró  su  t&cita  su- 
misión á  aquel  Juzgado,  no  pudiendo.  por  tanto, 
establecer  siquiera  la  forma  de  inhibitoria  (artículo 
setenta  y  cinco)  mucho  menos  aán  en  el  caso  de  no 
haber  utilizado  una  ú  otra  forma,  promoverla  ni  pro- 
ponerla, una  vez  terminado  el  asunto  por  auto  ó  sen- 
tencia firme.  Al  reclamar  por  este  motivo  consigno 
que  el  actor  en  su  demanda  calló  ese  hecho,  descono- 
cido para  nosotros,  por  lo  que  no  hemos  podido  hacer- 
nos cargo  de  él  en  la  contestación  &  la  demanda;  pero 
que,  establecido  luego  por  él  con  el  número  veinte 
entre  los  hechos  ampliados  de  la  réplica,  lo  negamos 
en  la  duplica,  como  contrario  á  los  hechos  de  la  con- 
testación. Pero  el  Juez,  en  el  cuarto  y  quinto  consi- 
derandos de  su  sentencia,  estimó  como  aceptado  por 
nosotros,  en  mérito  á  no  haberlo  n^ado  de  manera 
rotunda,  el  hecho  referido  para  fundar  en  ello — con 
error — una  causal  más  de  la  nulidad  reclamada.  Pe- 
dimos, por  tal  motivo,  aclaración  de  la  sentencia  mos- 
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trando  el  error  judicial  y  la  naeva  caestión  que  hacía 
surgir.  Aclarada  la  sentencia,  presentamos  escrito 
estableciendo  apelación,  en  cuyo  escrito  nos  cuidamos 
de  fijar  ese  nuevo  punto  de  debate,  como  uno  de  los 
motivos  de  ia  apelación,  diciendo  que  establecíamos 
el  recurso  por  la  siguiente  razón,  que  á  la  letra  se 
copia:  «Séptimo:  porque  aceptando  la  hipótesis  de  no 
haberse  incurrido  en  orror  al  apreciar  que  no  fueron 
negados  por  los  demandados  los  hechos  veinte  y  vein- 
tiuno del  escrito  de  réplica  por  los  cuales  se  establece 
que  antes  de  celebrarse  el  juicio  verbal  el  actor  en 
éste,  presentó  en  aquél  instancia  documentada  dando 
á  oonoc«^r  el  fallecimiento  del  demandado  en  aquel 
juicio,  y  alegando  la  incompetencia  del  Juzgado  por 
la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa,  siguióse^  &  su  pesar,  el 
procedimiento  en  el  juicio  hasta  llegar  á  sentencia  y 
ejecutoriarse  ésta,  sin  que  utilizara  esa  parte  los  re- 
cursos de  la  Ley,  incluso  el  de  queja,  es  visto  que  en 
el  caso  de  poder  atribuir  á  este  JuzgiMlo  competencia 
para  declarar  la  nulidad  del  juicio  fuera  del  grado  de 
apelación,  esa  competencia — que  de  oficio  los  jueces  no 
pueden  sostener — no  podría  ser  reproducida  hoy  por 
la  parte  que  su  recurso  abandonó.»  Resulta,  pues,  que 
1a  cuestión  surgió  en  la  sentencia  del  inferior  por  la 
apreciación  de  una  t&cita  confesión  y  que  al  surgir 
reclamamos  contra  ella,  consignándoia  expresamente 
como  motivo  parala  apelación,  cuyo  motivo  hemos 
sostenido  ante  esta  Superioridad,  con  lo  que  hemos 
cumplido  los  requisitos  del  artículo  mil  seiscientos  no* 
venét  y  cuatro  de  Enjuiciamiento  Civil.» 

Causa  de  la  qubja: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  por  auto 
de  tres  de  Noviembre  filtimo,  admitió  el  recurso  por 
infracción  de  ley  denegando  el  interpuesto  por  que- 
brantamiento de  forma,  fundándose  á  ese  efecto  en 
que  «en  el  fundamento  del  mismo  no  expresa  el  recu- 
rrente la  reclamación  que  practicó  para  obtener  la 
subsanación  de  la  falta  que  supone  cometida,  ni  la 
imposibilidad  y  motivos  que  tuvo  para  no  hacerla, 
toda  vez  que  para  que  se  estime  cumplido  el  inciso 
quinto  del  artículo  cinco  de  la  Orden  número  noventa 
y  dos,  serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  la  re- 
clamación para  subsanar  esa  falta,  caso  de  existir, 
tuvo  que  hacerle  el  recurrente  por  el  procedimiento 
del  artículo  ochocientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  y  no  por  el  que  alega.» 
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Beealtando  que  contra  esta  denegatoria  el  recu- 
rrente anunció  é  interpuso  oportunamente  el  presente 
recurso  de  queja,  cuya  vista  pública  se  ha  celebrado 
el  día  de  ayer,  con  asistencia  sólo  del  letrado  del  re- 
currente, el  cual  sostuvo  la  procedencia  de  la  queja. 

Decisión  del  becubso: 

Considerando  que  son  insostenibles  los  funda- 
mentos del  auto  denegatorio  dictado  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, porque  una  cosa  es  no  expresar  las  gestio- 
nes hechas  para  obtener  la  subsanación  de  las  faltas, 
y  otra  distinta  la  de  que,  por  no.  ser  adecuadas  esas 
gestiones,  resulte  que  en  realidad  no  se  haya  intentado 
la  subsanación;  lo  primero  se  cumple  expresando  las 
reclamaciones  que  la  parte  haya  hecho  y  que  4  su 
juicio  tiendan  á  subsanar  el  defecto  de  forma  que  ale- 
gue, y  lo  segundo  compete  examinarlo  y  apreciarlo  al 
Tribunal,  en  vista  del  dato  que  le  suministra  la  parte; 
y,  por  consiguiente,  procede  denegie^r  el  recurso,  con- 
forme al  número  séptimo  del  articulo  YII  en  relación 
con  el  quinto  del  Y.  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos,  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cuando  se 
omite  toda  referencia  á  las  reclamaciones,  hállanse  6 
no  hecho;  pero  cuando  se  afirma  haber  realizado  algu- 
nas, si  esto  no  fuese  cierto,  ó  si,  siéndolo,  resultan 
dichas  reclamaciones  legalmente  inadecuadas  al  fin 
propuesto,  la  denegatoria  procede  en  virtud  de  lo  dis* 
puesto  en  el  número  quinto  del  articulo  VII  de  la 
citada  Orden,  y  en  este  caso  la  parte  ha  expresado  cla- 
ramente la  reclamación  por  ella  realizada  y  que  juzgó 
procedente  para  subsanar  la  falta. 

CoDsiderando  que  es  evidente  que  esa  reclamación, 
no  era  adecuada  para  subsanar  esa  clase  de  quebran- 
tamientos, pero  la  Sala  incurre  en  error  al  estimar  que 
lo  procedente  hubiera  sido  reclamar  en  la  oportunidad 
y  en  la  forma  establecida  en  el  artículo  ochocientos 
cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
porque  ese  artículo  no  es  de  aplicación  al  caso  en  que 
el  quebrantamiento  que  se  reclama  consista  en  incom- 
petencia de  jurisdicción,  pues  en  este  caso  el  remedio 
legal  de  esa  falta  es  la  promoción  en  forma  de  la  co- 
rrespondieute  cuestión  de  competencia. 

Considerando  que  aunque  es  exacto  que  en  este  ca- 
so no  se  ha  pedido  en  forma  legal  la  subsanación  de  la 
falta  que  el  recurrente  supone  haberse  cometido,  la 
Sala  no  debió  denegar  por  solo  este  motivo  el  recurso 
porque  el  examen  de  ese  particular,  no  debe  hacerse 
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nunca  en  primer  término,  según  resulta  del  precepto 
clait)  del  número  quinto  del  artículo  VII  ya  citado, 
que  al  referirse  al  mismo  emplea  la  palabiu  también, 
c^n  lo  cual  claramente  significa  que  han  de  examinai'se 
y  tenei*se  en  cuenta  no  sólo  esa,  sino,  además,  las 
otras  circunstancias  de  admisibilidad  del  recurso,  en- 
tre los  cuales  en  el  orden  lógico  en  que  se  expresan  en 
dicho  articulo,  le  precede  el  requisito  de  que  aquel 
esté  debidamente  autorizado  por  un  precepto  legal,  á 
cuya  cii^cunstancia  debió  atender,  y  no  at.endió,  la  Sala 
sentenciadora,  para  fundar  en  la  falta  de  la  misma  la 
denegación  del  recurso. 

Considerando  que  el  número  sexto  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  uno,  en  que  se  funda  el  pre- 
sente recurso,  autoriza  á  reclamar  en  (tasación  el  que- 
bi-antamiento  de  forma,  que  consiste  en  haber  conocido 
del  juicio  resuelto  por  la  sentencia  recurri<la,  un  juez 
ó  tribunal  incompetente,  pero  no,  como  en  este  recur- 
so se  pretende,  pai'a  discutir  la  competencia  de  un 
juez  que,  haya  conocido  de  otro  pleito  distinto,  cual- 
quiera que  sea  la  conexión  que  pueda  existir  entre 
uno  y  otro,  puesto  que  si  la  sentencia  recurrida  con- 
tiene alguna  infracción  respecto  á  la  apreciación  de 
este  particular,  la  ley  otorga  para  reclamar  contra 
ella  otro  recurso,  que  no  es  el  fundado  en  la  causis 
antes  dicha,  limitada  á  la  incompetencia  del  Tri- 
bunal que  haya  conocido  del  litigio,  y,  por  tanto,  el 
recurso,  denegado  por  la  Audiencia  de  Rnar  del  Rio, 
no  estal)a  autorizado  por  el  precepto  legal  que  á  ese 
efecto  citó  el  recurrente. 
I  Considerando  que,  por  esta  última   razón,    el   re- 

curso era  inadmisible  conforme  al  número  tercero  del 
artículo  VII  en  relación  con  a(|uel  número  del    V  de 

I  la  repetida  Orden  número  noventa  y  dos,  de  mil  ocho- 

cientos noventa  y  nueve,  y  por  tanto,  la  resolución 
denegatoria  era  procedente,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  XI  de  dicha  Orden,  y  en  su  consecuencia,  no 
procede  la  queja  que  contra  aquélla  se  ha  establecido, 
la  cual  debe  ser  desestimada,  imponiendo  las  costas  al 
recurrente,  cumpliendo  lo  ordenado  en  el  artícu- 
!  io  XXV. 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  interpuesto  por 
'  Pedrp  Pablo  Garmendía,  contra    el   auto  denegatorio 

f  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  d^  forma 

!  dictado  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  en  tres  de 

i  Noviembre  último,  en  el  juicio  antes  referido.     Comu- 

niqúese este  auto  á  dicha  Audiencia  para  lo  que  pro- 
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ceda  y  publiquese  en  la  Ga^^eta  Oficial  de  la  Repítblífa 
y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia, 
librándose  con  ese  objeto  las  correspondientes  certifi- 
cación es;  haciéndose  constar  haberse  dictado  esta  re- 
solución en  el  expediente  que  trata  del  re<*urso  por  in- 
fracción de  lej'  interpuesto  «•ontra  la  misma  sentencia. 
Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magistrados 
del  margen,  de  que  certifico. — Josc  Várela. — Pedro 
(ionzálcz  Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — 0<itavio 
Giberga. — Carlos  Reviila. — El  Secivtívrio,  Armando 
de  J.  Riva. 


Inf.  ley.-  Sont.  56.— 11  de  riciembrc  do  1902. -^Des- 

ahucio.    ((lOC.   Abrif  rJS,) 

DOCTRINA:  Conforme  ni  nrt.  ir»»5  de  In  l.ry  di* 
Knjuiciamiento  Civil,  rerorinado  pnr  la  orden  militar 
número  17o  de  1902.  y  al  1092  de  laeitada  Ley.  no 
procede  el  recurso  de  casación  por  infr:icción  de  ley  en 
los  jidcios  de  desahucio  cuando  la  renta  anual  déla 
ñncíi  no  exceda  de  cinco  mil  pesetas  y  por  tanto  dehe 
declararse  sin  lugar  un  recurso  admitido  en  un  juicio 
en  el  que  no  se  ha  demostrado,  ni  expresado  siquiera, 
que  la  renta  excediera  de  dicha  suma. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos,  en  el  juicio  de  desahucio  se- 
guido ante  el  Juzgado  Municipal  del  Cobre  y  el  de 
Primera  Instancia  de  Santiago  de  Cuba,  por  el  señor 
Manuel  Rodríguez  Pol,  propietario,  contra  el  señor 
Juan  Baño,  labrador,  vecinos  ambos  del  término  mu- 
nicipal del  Cobre;  eii  cuyo  juicio  el  primero  interpuso 
recurso  de  casación  por  inf iacx*i6n  de  ley  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  y  en 
la  que  la  relación  de  hechos  es  la  que  &  la  letra  se 
transcribe  en  los  primeros  dos  Resultandos  siguientes: 

Sl'STANCI ACIÓN  DEL  JUICIO: 

Primero.  (^Resultando  que  el  señor  Manuel  Ro- 
»driguez  ante  el  Juez  Municipal  del  Cobre  en  diez  y  seis 
»do  Junio  último  promovió  demanda  de  desahucio 
»contra  Juan  Baño,  por  haber  expirado  el  término  del 
«contrato,  señalándose  para  el  juicio  verbal  el  veinte  y 
»uno  de  dicho  mes,  compareciendo  el  actor^  quien  ma- 
«nifestó  que  ha  vencido  el  término  del  contrato  y  que 
))ii  pesar  de  ser  citado  el  demandado  para  este  acto»  le 
>»acu8Ó  la  rebeldía  por  no  haber  comparecido  y  presen- 
»tó  los  t(\st1g()s  Carlos  Pila,  María  (Jonzálcz  y  Evaristo 
^Escalona,  manifestando  el   primero  que  el  actor  inti*- 
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»m6  al  demandado  para  qae  dejara  la  finca  en  vista  de 
«haber  vencido  el  tiempo  que  le  concedió  disfrutándola 
«como  colono  y  la  qne  no  le  había  dado  nanea,  dejan- 
»do  perder  las  plantaciones^  en  lo  qae  guardó  confor- 
«midad  el  Bafio;  el  segnndo,  González  expuso  que  el 
«actor  manifestó  al  demandado  que  el  contrato  de  co- 
«lono  había  terminado^  agregándole  que  las  plazas  las 
«tenía  abandonadas  á  lo  qne  guardó  conformidad  el 
«Bailo;  y  el  testlgQ  Escalona  expuso  que  Bafio  vive  en 
«la  oolonia  de  Bodríguez  hace  más  de  cuatro  afios,  an- 
«tes  de  la  guentb,  y  no  le  consta  que  le  haya  dado  par- 
«te  al  Rodríguez  como  colono,  hasta  el  afio  pasado  que 
«oyó  decir  que  le  entregó  algunos  frutos,  y  que  por  el 
«tiempo  ti'anscurrido  cree  haber  terminado  el  contrato 
«y  qne  las  plantiaciones  están  en  mal  estado.» 

Segundo.  «rResultando  que  dictada  sentencia  por 
«el  Juez  Municipal  en  veinte  y  tres  de  Junio  último, 
«condenó  á  Juan  Baño  á  que  desaloje  la  colonia  que 
«ocupa  dejándola  á  disposición  de  su  duefio  Manuel 
«Bodríguez  en  el  término  de  ocho  días  que  la  ley  ini- 
«pone  y  á  las  costas,  fundándose  en  el  vencimiento  del 
«contrato  y  consta  de  la  prueba  practicada  y  orden 
«ciento  setenta  del  Cuartel  (lenei-al,  esttmdo  el  deman- 
«dado  en  todo  su  derecho. » 

Kesolucxón  recurrida; 

Tercero.  ((Resultando  quo  el  demandado  apeló,  y 
el  Juez  de  Primei'^k  Instancia  dictó  sentencia  en  veinte 
y  tres  de  Julio  del  presente  año,  por  la  que  revocó  la 
del  Juez  Municipal,    con  las  costas  á  cargo  del  actor. 

Fundamentos  del  kkcfrso  de  casación; 

Cuarto.  Resultando  que  ^ste  interpuso  recurso 
de  ^^sación  por  infracción  de  ley  contra  la  sentencia 
dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia,  y  fundó  el 
remirso  en  los  t-érminos  que  van  á  copiarse:  Infríngese 
la  ley  por  las  razones  siguientes: 

Primero*.  «Poniue  en  la  indicada  sentencia  se 
«aplican  indebidamente  los  artículos  mil  doscientos 
«catorce  del  Código  Civil,  seiscientos  cincuenta  y  ocho, 
«mil  quinientos  noventa  y  nueve  y  mil  quinientos  se- 
«senta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  pues- 
«to  quo  aceptándose  por  el  Juzgado  en  los  resultandos 
«de  la  sentencia  apelada  que  el  demandado  fué  conde- 
«nado  en  i^ebeldía,  se  infringe  el  articulo  mil  quinien- 
»tos  setenta  y  cinco  de  la  Orden  del  Cuartel  General 
«nfimero  ciento  setenta  por  su  no  aplicación,  que  dice: 


Digiti 


zedby  Google 


BOLBTIM    LBeiSLATIVO. 


«Si  el  demandado  que  estuviere  en  el  lugar  del  jiiido 
ano  compareciere  á  la  hora  señalada,  se  le  tendió  por 
«conforme  con  el  desahucio  y  se  procederá  sin  más  ci- 
»tarlo  ni  oirlo  á  desalojarlo  de  la  finca»;  siendo  inapli« 
«cable  el  presente  caso  el  articulo  mil  doscientos  ca- 
xtorce  que  invoca  el  Juzgado  sobre  la  apreciación  de 
))la  prueba;» 

Segundo:  «Por  su  no  aplicación  también  el  ar- 
»ticulo  mil  quinientos  sesenta  déla  propia  Orden,  cau* 
»sa  primera,  puesto  que  de  los  resultandos  de  la  misma 
«sentencia  consta  el  cumplimiento  del  término  estipu- 
»lado  en  el  contrato  y  á  mayor  abundamiento  confor- 
))me  á  la  regla  segunda  del  mismo  artículo  por  haber 
»expimdo  el  plazo  del  aviso  que  para  la  conclusión  del 
Mcontrato  debió  darse  con  arreglo  á  la  ley,  manifesta- 
nciones  á  las  que  no  opuso  nada  el  demandado,  quien 
»por  ese  hecho  se  encontraba  de  lleno  en  las  prescrip- 
»ciones  del  citado  artículo  mil  quinientos  setenta  y 
»cinco  y  por  consiguiente  conforme  con  el  desahucio». 

Tercei'o:  «Por  su  no  aplicación  igualmente  el  ar- 
»ticulo  mil  quinientos  setenta  y  seis,  modificado,  pues- 
»to  que  no  compareciendo  el  demandado  en  la  primera 
»in8tancia,  no  procedía  variar  los  términos  de  la  sen* 
»tencia;  sino  confirmarla  en  todas  sus  partes,  confor- 
»me  á  lo  preceptuado  en  el  artículo  mil  quinientos  no- 
»venta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  no 
nmodificada». 

Quinto:  Resultando  que  el  recurso  se  sustanció 
en  este  Tribunal  Supremo,  y  en  la  vista,  celebrada  el 
día  dos  del  corriente,  informó  el  defensor  de  la  parte 
que  ha  recurrido. 

Decisión  del  recurso: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Gon- 
zález Llórente. 

Primero:  Considerando  que  según  el  artículo  mil 
quinientos  ochenta  y  cinco  y  mil  seiscientos  noventa  y 
dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  reformado  e 
primero  por  la  Orden  número  ciento  setenta,  serie  del 
año  actual,  del  Gobierno  Militar  de  la  Isla,  no  se  da 
el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doc- 
trina legal  en  los  juicios  de  desahucio  cuando  la  renta 
anual  de  la  linca  no  excede  de  cinco  mil  pesetas: 

Segundo:  Considerando  que  en  el  presente  juicio 
no  se  ha  demostrado,  ni  se  ha  dicho  siquiera,  que  la 
renta  anual  excediera  de  la  expresada  cantidad: 

Tercero:    Considerando  ser  doctrina  de  este  Tri- 
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bunal  Supremo,  consignada  en  vai'iás  sentencias,  qne 
debe  en  definitiva  declararse  sin  lugar  un  reentro  de 
casación  improcedente,  aunque  haya  sido  admitido 
por  error  del  Tribunal  sentenciador,  6  por  omisión  de 
parte  y  se  haya  sustanciado,  porque  ni  la  admisión  ni 
la  sustanciación  indebidas  pueden  dar  entrada  eficaz  & 
un  recurso,  cuando  se  la  niega  la  ley: 

Cuarto:  Considerando  que,  según  el  articulo  cua^ 
renta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año  mi] 
ochocientos  noventa  y  nueve,  del  mencionado  Gobierno 
Militar,  siempre  que  se  declare  sin  lugar  un  recurre 
de  casación  debe  imponerae  las  costas  del  mismo  á  la 
parte  6  partee  recurrentes; 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  señor  Manuel  Rodríguez  Pol,  á  quien  condena-- 
mos  en  costas;  y  devuélvanse  los  autos  al  Juez  de  Fri* 
mera  Instancia  con  la   correspondiente  certificación. 

Así  por  ésta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará, 
etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José 
Várela. — Pedro  González  Llórente. — Ángel  C.  Betan* 
court. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. 


Inf.  ley.— Sent.  57.— 12  de  Diciembre  de  1902.    Desahu- 
cio. (  Crac.  3fayo  2, ) 

DOCTRINA:  Para  que  proceda  el  desahucio  con« 
forme  a!  caso  29  del  artículo  1,569  del  CódÍ£:o  Civil» 
es  necesario  que  el  arrendatario  haya  faltado  al  paKo 
del  precio  convenido,  y,  por  consiguiente,  cuando  se 
ha  convenido 'que  el  arrendador  perciba  el  alquiler  ó 
renta  en  determinado  lugar,  si  no  no  se  presenta  á  re- 
cibirla, no  puede  alegar  como  fundamento  de  la  de-< 
manda  que  el  arrendatario  faltó  al  pago,  porque  la 
obligación  de  vcrificnr  ístc  ha  de  entenderse  en  el  lu- 
íjar  y  forma  convenidos. 

Cuando  la  sentencia  deba  subsistir  por  el  funda- 
mento capital  en  que  descansa,  es  innecesario  exami- 
nar, d  los  fines  de  la  casación,  los  motivos  del  recurso 
i|ue  se  refieran  A  infraccumcs  que  no  afecten  A  dicho 
fundamento. 

En  la  dudad  de  la  Habana,  á  doce  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos.  Visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de.  ley  y  doctrina  legal  interpuesto  por  el 
demandante  contra  la  sentencia  dictada  en  veinticinco 
de  Septiembre  próximo  pasado  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara,  en  el  juicio  de  desahucio  seguido  por  Do- 
mingo Alvarez  y  Cabrera,  propietario  y  vecino  de 
Cienfu^i;os,  conti-a  Guillermo  y  Emilio  Apezteguía, 
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hacendados  y  vecinos  de  Abreus,  y  la  sucesión  de  Ju- 
lio del  mismo  apellido,  sobre  desalojo  de  una  finca 
rústica  por  falta  de  pago  del  precio  del  atre'ndamiento. 
Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  aceptaron  loe  Resultandos  de  la  dictada  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Cienf  uegos  en  veinticinco 
de  Junio  último,  entre  los  cuales  se  encuentran  los 
ocho  que  á  continuación  se  transcriben. 

Demanda: 

Begundo.  Resultando  que  Domingo  Alvarez  y 
Cabrera,  por  su  escrito  del  folio  dos  expuso  que  en 
uso  del  derecho  que  le  conceden  los  artículos  mil  qui- 
nientos ochenta  y  siete,  mil  quinientos  sesenta  y  uno, 
inciso  primero  y  mil  quinientos  sesenta,  inciso  tercero 
de  la  Ley  de  p]njuiciamiento  Civil,  demandaba  en 
juicio  de  desahucio  á  los  Hres.  Guillernio  y  Emilio 
Apezteguía  y  á  la  herencia  yaciente  de  Julio  de  los 
propios  apellidos  6  quienes  fueran  sus  sucesores,  por 
medio  de  su  representación  legítima  para  que  desalo- 
jen la  finca  arrendada  por  haber  faltado  al  pago  del 
precio  convenido,  fundándola  en  los  siguientes  hechos: 
que  don  Julio  Apezteguía  y  Tarafa  en  representación 
y  con  poder  bastante  de  los  Sres.  don  Guillermo  y 
don  Emilio  Apezteguía  y  Tarafa,  pactó  con  él  el 
arrendamiento  de  la  finca  rústica  nombmda  **San  Ni- 
colás" en  la  Hacienda  San  Nicolás  de  Palermo,  fincA 
descripta  en  la  cláusula  primera  de  la  escritura  de 
arrendamiento  otorgada  ante  el  Notario  Demetrio  Ló- 
pez Aldazábal,  en  Cienf  uegos  á  treinta  y  uno  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  de  cuya  escritura 
acompañó  testimonio  de  primera  saca:  que  el  precio  ó 
renta  de  este  arrendamiento  se  fijó  en  la  cantidad 
anual  de  mil  trescientos  pesos  en  oro  y  dicha  renta  la 
pagarían  par  mensualidades  adelan tildas  los  señores 
arrendatarios,  de  ciento  ocho  pesos  treihta  y  tres  cen- 
tavos en  oro  cada  una,  el  día  primero  de  c¿ula  mes,  á 
contar  desde  el  día  primero  de  Febrero  del  año  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  fecha  en  que  empezó  á. 
suiiiir  sus  efectos  el  conti-ato:  todo  lo  cual  resulta  de 
la  condición  segunda  de  la  cláusula  tercera  de  la  escri- 
tura mencionada:  que  para  poder  traspasar  el  contrato 
los  arrendatarios  quedaban  obligados  á  dar  conoci- 
miento de  ello  al  arrendador;  condición  sexta  de  la 
cláusula  tercera  de  la  misma  escritura :  que  desde  el 
mes  de  Junio  del  año  próximo  pasado  de  mil  novecien- 
tos uno,  los  arrendatarios  han  dejado  de  satisfacer  ]m 
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inenRiialidades  adelantadas  y  vencidas.  Y  despuéR  de 
citar  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  pertinen- 
tes á  su  solicitud,  terminó  suplicando  se  tuviera  por 
establecida  la  demanda  y  por  pi^esentndos  los  docu* 
mentes  á  ella  acompañados  y  sus  copias,  tenerlo  por 
|Kirte  en  su  representación;  por  establecido  el  juicio  de 
«lesahucio  por  falta  de  pago  coutm  los  arrendativrios 
(le  la  finca  de  su  propiedad  **8an  Nicolás/'  don  Gui- 
llermo y  don  Emilio  Apeztegula  y  Tamfa,  y  la  heren- 
cia yacente  de  don  Julio  de  los  propios  apellidos  6  sus 
sucesores,  representado»  por  su  tutor,  tramitarla  en 
forma,  abriéndolo  k  prueba  y  en  definitiva  dictar  sen- 
tencia declarando  hal>er  lugar  al  desahucio  y  aperci- 
biendo á  los  demandados  de  lanzamiento  si  no  desalo- 
jan la  finca  dentro  del  término  aplicable  establecido 
en  el  ai*tículo  mil  quinientos  noventa  y  cinco  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  todo  con  expresa  declarntorik 
de  temeridad  y  condena  de  costas  {%  los  demandados. 
Por  otrosí,  expríísó  cjue  el  demandado  don  Emilio 
Apeztegula  tenia  su  domicilio  en  el  ingenio  ^K)entral 
Constancia"  en  el  término  municipal  dé  Abi^eus:  que 
don  Guillermo,  asi  como  la  representación  de  la  he- 
rencia yacente  de  don  Julio  Apezteguía  6  el  tutor  de 
los  sucesores  de  éste  legal  de  la  sucesión  no  teniendo 
su  domicilio  en  el  lugar  del  juicio,  que  es  el  designado 
en  la  escritura  para  todas  las  citaciones  procedía,  de 
acuerdo  con  lo  establecido  en  el  articulo  mil  quinien- 
tos setenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
se  entendiera  la  citación  con  don  Emilio  Apeztegula, 
tanto  en  cnanto  á  su  hermano  don  Guillermo  como  á 
la  herencia,  representación  legitima  de  la  misma,  ó  de 
los  sucesores,  por  ser  dicho  don  Emilio  Apezt«^nla, 
el  encargado  del  cuidado  de  la  finca,  librándose  para 
dicha  citación  la  oportuna  carta  orden  al  Juez  Muni- 
cipal de  Cruces;  y  que  la  sucesión  de  don  Julio  Apez- 
tegula la  constituyen  sus  hijos  todos  menores  de  edad 
don  Julio,  doña  Elena,  doña  Emilia  y  ftoña  Huida 
Apeztegula  y  Vicent. 

Tercero.  Resultando  que  con  dicha  demanda 
acompañó  don  Domingo  Alvarez  la  certificación  de 
foja  primera  expedida  por  el  Escribano  de  este  Juzga- 
do Jjáo.  Alberto  Ortiz  y  C'offigny  con  vista  del  abin- 
testato  de  don  Gaspar  Mora  y  Rodríguez  en  la  que 
inserta  la  carta  orden  librada  en  siete  de  Abril  del 
año  actual«  el  Juez  Municipal  de  Abreus,  para  notifi- 
car á  don  Emilio  Apezt-eguía  residente  en  el  ingenio 
^-^Central  Constancia"  y  apoderado  general  de  sus  her- 
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manos  don  Julio  y  don  Guillermo,  que  por  auto  de 
veintisiete  de  Abril  de  mil  novecientos  uno,  confir- 
mado por  la  Audiencia  de  Santa  CMara  en  diez  y  nueve 
de  Febrero  del  corriente,  había  quedado  sin  efecto  la 
ocupación  de  bienes  dispuesta  en  providencia  de  once 
de  Diciembre  de  mil  novecientos,  y  siete  de  Enero  de 
mil  novecientos  uno,  y  por  lo  tanto,  que  don  Domingo 
Alvarez  ha  quedado  en  la  libre  disposición  de  los  bie- 
nes y  frutos  de  que  es  propietario,  pudieudo  percibir 
las  i-entas  por  el  arrendamiento  del  potrero  **San  Ni- 
colás de  Palermo' '  y  cuyas  rentas  se  le  hizo  saber  en 
cuatix)  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  quedaban  su- 
jetas &  las  resultas  de  dicho  juicio  y  que  debia  exhi- 
birlas á  sus  respectivos  vencimientos  en  la  mesa  del 
Juzgado;  y  la  notificación  hecha  al  Sr.  Emilio  Apez- 
teguía  con  los  caracteres  expresados  en  diez  de  Abril 
ultimo. 

C'uai*to.  Resultando  que  asimismo  acompañó  el 
a<;tor  con  su  demanda,  testimonio  de  la  escritura  otoi- 
gada  en  esta  ciudad  en  treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil 
novecientos  uno,  ante  el  Notario  Ldo.  Demetrio  López 
Aldazábal  por  el  propio  actor  y  don  Julio  Apezteguia 
y  Tarafa  por  si  y  en  representación  de  sus  hermanos 
don  Guillermo  y  don  Emilio  Apezteguia  y.  Tarafa, 
sobre  arrendamiento  de  la  finca  rustica  *^San  Nico- 
lás,'* dada  por  el  primero  á  éstos,  á  contar  desde  pri- 
mero de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
fecha  á  la  cual  retrotrayeron  los  efectos  de  dicha  escri- 
tura, en  la  que  se  consigna  que  el  término  del  arren- 
damiento es  por  nueve  años  que  empezaría  á  correr  y 
contarse  desde  el  citado  día  primero  de  Febrero  de 
aiU  ochocientos  noventa  y  ocho  y  vencerán  en  treinta 
y  uno  de  Enero  de  mil  novecientos  siete,  siendo  dicho 
término  prorrogable  á  voluntad  de  los  señores  arren- 
datarios Apezteguia  por  otros  nneve  años  más:  que  el 
precio  ó  renta  del  arrendamiento  es  la  cantidad  anual 
de  mil  tresAentos  pesos  en  oit),  de  donde  resalta  la 
suma  de  once  mil  setecientos  pesos  por  todo  el  tiempo 
del  contrato  y  dicha  renta  la  pi^anin  los  arren- 
datarios por  mensualidades  adelantadas  de  ciento 
ocho  pesos  treinta  y  ti-es  centavos  oro  cada  una  el  día 
primero  de  cada  mes;  siendo  las  contribuciones  é  im- 
puestos de  cargo  del  arrendador,  pudiendo  los  arren- 
datarios explotar  la  finca  arrendada  en  la  forma  qne 
les  plazca  durante  el  término  del  arrendamiento  y  de 
i*u  ]>ix>rroga  en  su  «\so.  no  estando  obligados  á  hacer 
mejoras  ni  bieuheehuri;is  en  hi  misma,  (m^i-o  todas  las 
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que  existan  en  «iembras  de  coalquier  género  6  de  otra 
clase  &  la  termiiviición  del  contrato  ó  de  sa  prórroga 
quedarían  á  favor  del  dueño  de  la  fínca:  que  los  arren- 
datarios podrla,n  traspasar  el  contrato  á  otra  persona, 
dando  conocimiento  al  arrendador:  que  para  garantía 
délos  arrendatarios  «se  inscribiría  el  contmto  en  el 
Registro:  que  los  gastos .  de  escritura  é  inscripción 
serían  de  cuenta  de  los  ^rendatarios,  y  quedó  desig- 
nada esta  cindad  como  íugikr  para  la  práctica  de  todas 
las  diligencias  judiciales  óe^^^mjudiciales  que  se  deri- 
vasen! del  contrato. 

Comparencia: 

Quinto.  Resultando  que  convocadas  las  partes 
al  juicio  verbal  que  dispone  la  Ley,  para  que  fué  cita- 
do el  demandado  Emilio  Apezteguía,  por  sí,  y  como 
apoderado  de  su  hermano  don  Guillermo,  y  como 
encargado  de  la  linca  en  nombre  de  los  menores  don 
Julio,  doña  Elena,  doña  Emilia  y  doña  Huida  Apez- 
teguía y  Vicent  que  constituyen  la  sucesión  de  don 
Julio  Apezteguía,  comparecieron  el  día  señalado  el 
a(;tor  y  el  Procurador  Antonio  Groso,  en  nombre  de 
lo»  demandados  don  Guillermo  y  don  Emilio  Apezte- 
guía, no  liabiéndolo  veriíica<lo  la  sucesión  de  don 
Julio,  aunque  dicho  Procurador  manifestó  que  compa- 
recía también  por  don  Emilio  Apezteguía  como  encar- 
gado del  cuidado  de  la  ñnca,  y  dado  principio  al  acto, 
el  actor  expuso:  que  en  cuanto  á  la  sucesión  de  dim 
Julio  Apezteguía  que  ha  sido  citada  en  forma,  y  no 
ha  comparecido  á  pesar  del  apercibimiento  que  se  le 
hizo,  pide  que  llevando  á  efecto  éste,  se  le  tenga  por 
conforme  con  los  hechos  de  la  demanda;  y  en  cuanto 
á  los  otros  dos  demandados  que  han  comparecido  por 
medio  del  Procurador  Groso,  ratifíca  su  demanda 
adicionándola  con  los  siguienttís  hechos:  que  según 
aparece  de  la  certiñcación  de  fojas  primeras  por  con- 
secuencia de  juicio  de  abintestato  de  Gaspar  Ildefonso 
Mora,  fué  ocupada  la  ñnca  **San  Nicolás  de  Palermo,'^ 
haciéndose  saber  á  los  Sres.  Apezteguía  que  (¡uedaba 
retenida  la  renta  de  la  misma  que  debían  consignar 
en  la.  mesa  del  Juzgado;  y  que  habiéndolo  gestionado 
don  Domingo  Alvarez,  el  Juzgado  dejó  sin  efecto  esa 
ocupación  por  auto  de  fecha  veintisiete  de  Julio  de 
mil  novecientos  uno,  que  fué  confirmado  por  la  Au- 
diencia de  Santa  Clara  en  diez  y  nueve  de  Febrero 
del  corriente  año,  por  lo  que  en  diez  de  Abril  último 

se  notificó  á  don  Emilio  Apezteguí#  como  apoderado 

T.  3.--iao3.— ly. 
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de  sns  hermanos  don  Julio  y  don    Guillermo,   (lue 
hablar  quedado  sin  efecto  la  ocupación  referida,  y  que 
por  lo  tanto  don  Domingo  Alvarez  había  quedado  en 
la  libre  disposición  de  los  bienes  y  frutos   de  que  es 
propietario,  pudiendo  percibir  las  rentas  por  el  arren- 
damiento del  potrero  **San  Nicolás  de  Palermo;''  que 
los  Sres.  Apezteguia  no  habían  consignado  esas  lientas 
en  la  mesa  del  Juzgado  como  se  les  previno  en  cuatro 
d^  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  ni   después  de  la 
notificación  que  se  les  hizo  en  diez  de  Abril  las  habían 
pagado  á  don  Domingo  Alvarez,  por  lo  que  se  estable- 
ció este  juicio  de  desahucio,  pidiendo  se  declarase  éste 
con  lugar  condenando  á  los  demandados  á  que  desalo- 
jen la  finca  en  el  término  que  establece  el  artículo  mil 
quinientes  noventa  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  apercibidos  de  lanzamiento,  con  expresa 
'condenación   de  costas  por    su   temeridiad;  y  la  re- 
presentación  de  los   demandados  contestó:    que  en 
cuanto  á  que  se  declare.á  la  sucesión  de  don  Julio  del 
mismo  apellido,  conforme  con  los  hechos  de  la  deman- 
da por  no  haber  comparecido,  entiende  que 'no  es  pro- 
cedente,  por  cuanto  que  habiéndose  citado  para  este 
acto  á  su  poderdante  don  Emilio  Apeztegida  como 
encargado  del  cuidado  de  la  finca,   y  compareciendo 
éste  además  con  ese  carácter,  no  procedía  tal  declara- 
toria; y  además,  que  siendo  demandada  dicha  sucesión 
juntamente  con  sus  otros  dos  poderdant^es,  la  sentencia 
que  se  dicte  en  cuanto  á  éstos,  había  de  alcanzar  á 
aquélla;  que  en  cuanto  á  los  otros  hechos  de  la  deman- 
da y  los  ahora  adicionados,  no  estaba  conforme,  puesto 
que  los  Sres.  Apezteguia  no  habían  faltado  al  pago  de 
las  rentas,  puesto  que  el  Juzgado  al  decretar  el  embar- 
go de  las  mismas  debió  nombrar  la  persona  que  debía 
encargarse  de  la  recaudación  de  ellas,  puesto  que  ese 
hecho,  no  varial>a  las  condiciones  estipuladas  entre  el 
arrendador  y   los  arrendatarios    en    el   contrato    de 
arrendamiento,  que  en  éste,  según  se  vé  por  su  lectura, 
no  se  fija  lugar  para  efectuar  el  pago  de  las  rentas, 
por  lo  que  procedía  conforme  al  artículo  mil  ciento 
setenta  y  uno  del  Código  Civil  hacerse  el  pago  en  el 
domicilo  del  deudor,  al  que  debía  concurrir  el  acree- 
dor como  lo  venía  haciendo  el  actor,  pues  el  contrato 
de  arrendamiento  de  la  finca,  fué  contraído  por  docu- 
mento privado  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  cinco, 
elevándose  después   á  escritura    pública,  para  lo  cual 
hulx)  necesidad  de  establecer  demanda  contra  el  actor, 
y  anotar  dicha  demanda  en  el  Registro,  pue«  el  de- 
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mandado,  que  arrendó  bu  finca  en  cireunstaucia» 
difíciles,  percibiendo  una  renta  que  entonces  le  pare- 
cía buena,  hoy  la  encuentra  escasa,  al  ver  que  los 
esfuerzos  de  los  arrendatarios  han  puesto  aquélla  en 
estado  próspero,  estando  con  grandes  siembras  de 
caña,  por  lo  que  busca  pretextos  para  estíiblecer  este 
desahucio.  Pei*o  que  aún  cuando  no  existiera  esa 
disposición  del  articulo  mil  ciento  setenta  y  uno  del 
Código  Civil  ya  citado,  tampoco  existiría  falta  de 
l>ago  por  parte  de  los  Sres.  Apezteguía,  porque  según 
documento  privado,  una  carta  escrita  por  el  actor, 
i'ste  se  obligó  con  los  demandados  á.  pasar  á  la  casa 
de  don  Nicolás  Castaño,  vecino  de  esta  ciudad,  (x 
cobi-ar  el  importe  de  las  renta»  de  la  finca,  y  por  tanto, 
al  no  cumplir  dicho  actor  con  la  obligación  que  el 
mismo  se  impuso,  no  puede  imputarla  á  los  demanda- 
dos para  alegar  después  esa  falta  en  su  favor  como 
fundamento  de  esta  demanda:  que  sus  representados 
al  ver  que  el  actor  Alvarez  no  concurría  según  estaba 
obligado  á  la  casa  ya  expresada  á  cobrar  las  rentas  de 
la  finca  arrendada,  las  consignaron  en  este  Juzga- 
do, lo  mismo  que  la  del  mes  corriente,  y  so  había 
negado  á  recibirlas;  y  como  no  es  posible  seguir  con- 
signando las  rentas  de  todos  los  meses  que  fueran  ven- 
ciendo había  solicitado  se  hiciera  saber  á  don  Domingo 
Alvarez  dada  la  obligación  que  le  impone  el  último 
párrafo  del  artículo  mil  ciento  setenta  y  uno  del  Códi- 
go Civil,  que  no  le  abonaría,  sino  se  presentaba  en  el 
domicilio  de  sus  poderdantes;  que  por  las  razones 
expuestas,  y  por  la  consignación  efectuada,  habían 
quedado  los  demandados  libres  de  toda  responsabili- 
dad, procediendo  por  tanto  declarar  sin  lugar  el  desa- 
hucio con  las  costas  de  cargo  del  actor.  Y  la  repre- 
sentación de  éste  expuso:  que  la  citación  hecha  á  la 
sucesión  de  don  Julio  Apezteguía,  por  medio  del 
encargado  del  cuidado  de  la  finca  de  que  ee  trata,  no 
significa  que  éste  sea  el  que  deba  comparecer  en  el 
juicio:  que  la  Ley  ordena  la  prá(;tica  de  la  citación  en 
esa  forma  en  esta  clase  de  actuación  para  que  ese 
encargado  haga  llegar  la  citación  á  su  principal  á 
quien  se  dirige  y  sea  éste  el  que  comparezca:  que  como 
la  sucesión  demandada  fué  citada  en  la  forma  expre- 
samente ordenada,  y  no  ha  comparecido,  procede, 
según  la  referida  Ley  de  Enjuiciamiento  previene, 
declararla  conforme  con  los  hechos  de  la  demanda. 
(iue  en  cuanto  á  las  alegaciones  de  la  representación 
de  los  otros  demandados,  no  eran  estimables:  que  el 
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contrato  de  arrendamiento  de  la  finca  ea3'0  desahncio 
se  solicitaba  se  celebró  por  escritura  priblic^i  en  inil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  segfin  constaba  del  t^- 
tinionio  que  está' un  ido  á  los  autos,  en  cuya  fecha  no' 
existía  la  situación  difícil  áque  aquella  se  refiere:  que 
segfm  la  cláusula  novena  de  la  misma,  los  con  t  ratean  tes 
haí)ían  designado  cstíi  ciudad  pam  todas  las  diligenciíis 
extrajudiciales  a.  que  diera  lugar,  y  por  t>anto  el  pago 
de  las  rentas  debía  efectuai-se  en  la  misma,  por  lo  que 
no  t<inía  aplicación  en  este  caso  el  artículo  mil  ciento 
setent-a  y  uno  del  Código  Civil:  que  los  demandíwlos 
siempre  luibían  dado  lugar  á  este  juicio  por  no  pagar 
la  renta  con  puntualidad  como  lo  demostraría  con 
cartas  del  demandado  don  Julio  Apezteguía,  y  se  jns- 
tificívría  más,  si  los  demandados  presentaran  los  reci- 
bos de  las  que  han  satisfecho,  en  las  que  constA  antes 
de  la  firma  del  a(;tor,  las  quejas  de  6sté  y  sus  requeri- 
mientos por  esa  falta,  y  solo  por  pura  condescendencia 
no  se  ha  interpuesto  hasta  ahora,  el  desahucio:  que  la 
consignación  efectuada  por  los  demandados,  no  es 
admisible  por  ser  tíirdía,  porque  establecida  W  deman- 
da el  día  dos,  no  se  efectuó  aquélla  hasta  el  cinco,  y 
no  del  importe  de  las  rentas  en  su  totalidad,  pues  i>ac- 
tado  en  la  escritura  que  el  pago  es  en  oro,  se  entregan 
centenes  á  cinco  pesos  treinta  centavos  en  vez  del 
valor  fijado  á  esa  moneda  por  el  Gobierno  Militar;  y 
que  además,  tal  consignación  está  mal  hecha  porque 
no  ha  habido  ofrecimiento  de  pago,  por  lo  cual  no  pue- 
de ser  eñcaz  para  impedir  el  desahucio;  y  así  lo  resuel- 
ven las  sentencias  de  veintiséis  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  seis  del  Tribunal  Supremo  de 
España,  y  veinte  de  Marzo  de  mil  novecientos  del 
Tribunal  Supremo  Cubano;  por  lo  cual  repi-oduce  su 
petición  de  que  se  declare  con  lugar  su  demanda;  y 
solicita  que  la  misma  se  reciba  á  prueba.  Y  la  repre- 
sentación de  los  demandados  don  Emilio  y  don  Gui- 
llenno  Apezteguía  contestó:  que  reproduce  sus  mani- 
festaciones anteriores:  que  la  cláusula  tercera  de  la 
escritura  de  arrei,idamiento  en  que'se  fija  el  precio  de 
éste,  no  se  señala  lugar  para  el  pago  del  mismo,  por 
lo  que  es  aplicable  el  artículo  del  Código  antes  citado: 
que  si  no  se  entiende  por  domicilio  del  deudor  la  mo- 
rada de  éste,  sino  la  ciudad,  debía  ser  la  casa  Ayun- 
tamiento á  la  que  tampoco  había  concurrido  el  acree- 
dor á  cobrar  la  renta:  que  la  consignación  estaba  bien 
hecha  puesto  que  el  actor  se  había  negado  á  recibir  la 
cantidad  importe  de  la  renta,   y  que  siendo  la  fecha 
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del  contrato  el  afio  mil  ochocieiitoB  noventa  y  cinco, 
se  habla  elevado  á  escritura  en  rail  ochocientOB  noven- 
ta y  nueve:  qiro  la  cláusula  novena,  no  tenia  aplicación 
sv  este  caso,  porque  lo  en  ella  consignado,  es  una  fór- 
nuila  que  se  usa  en  esa  clase  de  documentos  y  no 
señala  lugjir  para  el  pago,  por  lo  que  insiste  eñ  que 
declare  sin  lugar  esta  demanda  con  las  costas  de  caí'go 
del  demandante  y  solicita  también  el  recibimiento  á 
prueba. 

Prieba  dkl  actor: 

Sexto.  Resultando  que  recibido  el  juicio  (i  prue- 
Iki,  el  actor  se  presentí)  para  el  (cotejo  de  la  firma  del 
Marqués  de  Apezt^guía  (jue  autoriza  la  carta  de  fojas 
cincuenta  y  una,  fechada  en  Constancia  en  tres  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  dirigida 
por  dicho  Marqués  al  actor  Domingo  Alvarez,  mani- 
festándole que  desde  que  se  formalizó  el  contrato  de 
arrendamiento  de  ''San  Nicolás  de  Palermo,'^  habla 
tenido  cuidado  y  empeño  en  que  recibiera  sus  mensua.- 
lidades  sin  retras*;  y  creía  que  casi  se  había  conseguido 
esto,  cuando  era  la  piimera  vez  que  se  quejaba,  que 
además  el  actor  acostumbraba  ir  á  a^juella  finca  á  hacer- 
las efectivas,  que  más  tarde  había  escrito  solicitándo- 
las, y  como  el  referido  contrato  no  estipula  donde  fc 
había  de  hacer  el  pago,  de  aquí  el  que  alguna  que  otra 
vez  no  hubiese  recibido  el  mismo  día  primero  la  libran- 
za, falta  que  no  merecía  protesta  toda  vez  que  tenía 
interés  en  que  el  actor  fuese  pagado  oportunamente: 
que  había  tomado  nota  de  que  don  Nicolás  Cafitaño 
quería  efectuar  el  pago  en  oro  con  centenes  á  cinco 
pesos  treinta  centavos  contraviniendo  la  orden  de 
McKiley  de  recibirlos  á  cuatro  ochenta  y  dos,  que 
desconocía  tal  orden,  pero  estaba  dispuesto  á  acatarla 
y  el  actor  estaría  satisfecho  y  en  el  entrante  los  ciento 
ocho  pesos  ti'einta  y  tres  centavos  estaban  en  el  Juz- 
gado; y  practicado  el  cotejo  de  la  firma  de  esa  carta 
con  otrafi  indubitadas  del  Marqués  de  Apezteguía  con 
una  indubitada  de  éste,  por  el  perito  elegido  por  am- 
bas partes,  resultaron  ser  de  la  misma  mano,  lo  que  se 
confirmó  que  la  comprobación  que  de  ellas  se  hizo  por 
el  Juzgado. 

Séptimo.  Resultando  que  como  más  prueba  del 
actor  las  cédulas  de  fojas  cincuenta  y  tres  y  cincuenta 
y  cuatro  expedidas  por  el  actuario  y  el  Escribano  Ci- 
cero con  vista  de  las  diligencias  promovidas  por  el 
Lodo.  Antonio  Porrúa  como  apoderado  de  don  Emilio 
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Apezteguia,  consignando  las  sumas  de  mil  trescientos 
pesos  oro  del  cuño  español  importe  de  las  rentas  de  la 
íiiKja  **San  Nicolás  de  Palermo*'  correspondientes  á 
doce  meseS;  y  ciento  ocho  treinta  y  tres  importe  de  la 
del  mes  de  Junio  corriente,  conteniendo  las  providen- 
cias recaídas  haciendo  Faber  dicha  .consignación  al 
actor  don  Domingo  Alvarez;  cuyas  cédulas  han  sido 
reconocidas  por  los  referidos  Inscríbanos. 

Pri'eba  de  los  demandados: 

Octavo.  Resultando  como  prueba  de  los  deman- 
dados la  carta  de  fojas  cincuenta  y  ocho  dirigida  por 
el  actor  al  Marqués  de  Apezteguía  en  veinticinco  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  en  la 
que  expresa  haber  recibido  la  del  veintitrés  que  le  fnc 
entregada  i)or  el  señor  (jrroso  y  haber  recibido  un  gii'o 
que  le  fué  pagado  en  doce,  poniéndole  como  le  corres- 
j>ondta  su  recibo  al  respaldo,  y  que  respecto  á  su  deter- 
minación de  que  se  le  al)onase  los  días  primero,  en 
casa  del  señor  Castaño  le  parecía  bien,  pues  con  el 
recilK)  correspondiente  sería  suficiente;  y  el  documen- 
to privado  de  fojas  cincuenta  y  nueve  relativo  al  con- 
trato de  arrendamiento  celebrado  por  Domingo  (i. 
Alvarez  y  don  Emilio  Apezteguía  y  Tarafa  por  sí  y  á 
nombre  de  sus  hermanos  don  Julio  y  don  Guillermo, 
del  potrero  ^'San  Nicolás  de  Palermo,"  en  las  mismas 
condiciones  formuladas  en  la  escritura  acompañada 
con  la  demanda;  cuyas  firmas  reconoció  don  Domingo 
Alvarez;  y  contestando  á  las  demás  posiciones  del 
pliego  de  fojas  sesenta  y  dos  declaró:  que  es  cierto 
que  hasta  la  fecha  que  se  embargai*on  las  rentas 
de  la  finca  *^San  Nicolás,''  y  desde  la  fecha  de  la. 
carta,  la  cual  había  reconocido,  se  presentó  siempre 
á  cobrar  dichas  rentas  en  la  casa  del  señor  don  Nicolás 
Castaño;  que  es  cierto  que  después  que  se  levantó  el 
embargo  no  se  presentó  en  casa  del  señor  Castaño  á 
cobrar  lo  que  se  le  adeudaba,  pero  que  no  se  había 
presentado  porque  no  le  han  notificado  más  que  debie- 
ra hacerlo;  que  es  cierto  que  fué  demandado  por  los 
señores  Apezteguía  para  que  otorgase  la  escritura 
pública  de  arrendamiento  de  la  finca  **San  Nicolás," 
de  cuyo  juicio  desistieron  los  demandantes  porque  el 
confesante  se  avino  á  otorgar  la  escritura,  y  que  si  se 
negó  al  principio  al  otorgamiento  de  la  escritura  á  que 
se  refiere,  fué  por  la  falta  de  cumplimiento  por  parte 
de  los  Apezteguía  á  las  palabras  dadas  por  ellos. 

Noveno.     Kesultando     que    practicada   toda  la 
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prueba  propuesta  se  dispuso  la  continuación  del  juicio 
verbal,  en  cuyo  acto  el  actor  manifestó:  que  la  prueba 
en  este  juicio  ha  venido  á  demostrar  la  razón  con  que 
se  estableció  esta  demanda:  que  uno  de  los  tres  deman- 
dados, no  ha  comparecido,  por  lo  que  procede  tenerlos 
por  conformes  con  los  hechos  de  aquélla;  y  que  respec- 
to á  los  otros  dos  demandados  que  están  personados, 
teniendo  en  cuenta  que  esta  demanda  se  funda  en  la 
falta  del  pago  del  precio  estipulado,  y  que  según  el 
artículo  mil  quinientos  setenta  y  siete  de  la  fiey  de 
Enjuiciamiento  Civil,  en  esta  clase  de  juicios  no  es 
admisible  otra  prueba  que  la  presentación  del  recibo 
del  pago  de  las  rentas,  ó  la  confesión  judicial,  resulta 
que  con  la  prueba. promovida  no  se  hap  justificado 
ninguno  de  esos  dos  extremos,  porque  no  se  ha  pre- 
sentado el  documento  que  acredita  el  pago,  ni  en  el 
pliego  de  posiciones  se  consigna  ninguna  pregunta 
para  justificar  que  hubiese  sido  hecho;  que  la  carta 
presentada  por  los  demandados  demuestra  que  el  actor 
exigía  que  el  pago  de  las  rentas  se  efectuase  el  día 
primero  de  cada  mes  y  no  se  ha  hecho  así,  por  lo  que 
procede  el  desahucio,  y  que  el  documento  privado  que 
también  se  acompañó,  nada  tiene  que  ver  con  est^i 
juicio:  por  lo  cual  solicita  se  declare  con  lugar  el 
desahucio,  en  los  términos  solicitados  en  su  escrito  de 
demanda.  Y  la  representación  de  los  demandados 
Emilio  y  Guillermo  Apezteguía  dijo:  que  la  prueba 
practicada  en  este  juicio  demuestra  que  el  pago  ha 
sido  hecho:  que  los  señores  Apezteguía  y  el  señor  Al- 
varez  celebraron  un  contrato  privado  de  arrendamien- 
to, que  después  se  elevó  á  escritura  pública,  y  en  aquel 
se  fijó  la*  clase  de  moneda  en  que  había  de  efectuarse 
el  pago,  que  ese  contrato  como  todos,  tiene  fuerza 
entre  los  contratantes,  y  como  el  señor  Alvarez,  por 
la  carta  que  ha  reconocido  consta  que  se  obligó  á 
cobrar  en  casa  de  don  Nicolás  Castaño,  al  depositar 
en  ésta  los  señores  Apezteguía  el  importe  de  las  rentas, 
ya  cumplían  su  obligación  y  efectuaban  el  pago,  sin 
que  el  hecho  de  que  el  actor  dejara,  de  ir  á  percibirlos 
desvirtúa  el  pago  hecho;  que  para  esto  hubiera  sido 
necesario  que  constituyéndose  el  señor  Alvarez  en  la 
casa  del  señor  Castaño,  éste  se  hubiera  negado  á  hacer 
el  pago,  lo  que  no  ha  sucedido,  pues  según  confiesa  el 
propio  señor  Alvarez  no  ha  acudido  á  ctisa  de  Castaño, 
á  cobrar  como  lo  hacía  antes,  después  de  haberse  alza- 
do el  embargo  que  sobre  esas  rentas  se  decretó,  embar- 
go que  no  podía  nunca  variar  la^  estipulaciones  que 
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existían  entre  el  arrendador  y  arrendatarios:  que  con 
la  entrega  del  dinero  en  la  casa  á.  donde  estaba  el 
arrendador  obligado  á  recogerlo,  pudieron  haber  que- 
dado satisfechos  los  señores  Apezteguia,  pero  llevando 
á  la  exageración  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  cuan- 
do pudo  creerse  que  el  señor  Alvarez  no  se  presentaría 
en  ca«a  del  señor  Castaño,  hicieron  la  consignación  en 
este  Juzgado,  consignación  que  por  tanto,  no  solo  se 
hizo  á  su  debido  tiempo,  sino  que  se  hizo  adelantado, 
por  cuanto  el  día  del  pagQ  no  había  llegado:  que  se  lia 
dicho  que  el  señor  Alvarez  no  podía  aceptar  la  consig- 
nación porque  el  pago  debía  liacerse  en  moneda  ame- 
ricana y  no  en  moneda  española;  que  el  contrato  de 
arrendamiento  se  celebró  cuando  .se  otorgó  el  docu- 
mento privawio,  no  siendo  la  escritura  pública  más  que 
el  cumplimiento  de  una  de  las  estipulaciones  de  aquel 
contrato,  por  lo  que,  siendo  en  aquella  fecha  la  mone- 
da oñcial,  la  moneda  española,  en  ésta  debe  efectuarse 
el  pago,  como  se  ha  venido  liaciendo  hasta  ahora.  Y 
que  tratándose  del  disfrute  de  un  derecho  como  tal 
indivisible  y  que  tienen  en  común  todos  los  demanda- 
dos, la  sentencia  que  favorezca  á  uno,  tiene  que  favo- 
recer á  todos  ellos;  y  que  como  fundamentos  de  dere- 
cho establecía  los  artículos  mil  doscientos  cincuenta  y 
cuatro,  mil  doscientos  cincuenta  y  seis,  párrafo  prime- 
ro del  artículo  mil  ciento  setenta  y  uno,  mil  doscientos 
treinta  y  dos,  mil  doscientos  veinticinco  y  siguientes, 
mil  ciento  setenta  y  seis  y  siguientes  del  Código  Civil; 
y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  veintiséis  de 
Febrero,  siete  y  quince  de  Mayo  y  veintitrés  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos,  pide  al  Juzgado  se  sirva  decla- 
rar sin  lugar  el  desahucio,  imponiendo  las- costas  al 
actor.  Con  lo  que  terminó  la  diligencia  quedando 
citadas  las  partes  para  sentencia. 

Resolución  recurrida: 

Décima.  Resultando  que  la  Audiencia  aceptan- 
do los  fundamentos  legales  de  la  sentencia  de  primera 
instancia,  confirmó  ésta,  por  la  cual  se  había  decla- 
rado sin  lugar  la  demanda  de  desahucio,  absolviendo 
de  ella  á  los  demandados,  con  costas  á  cargo  del  actor, 
fundándose  al  efecto  en  que  de  la  prueba  practicada 
en  el  juicio  resultó  justiftcado  que  por  el  actor  y  los 
.demandados  se  convino  en  que  aquel  efectuaría  el  co- 
bro de  la  rentas  en  la  casa  de  don  Nicolás  Castaño, 
en  la  ciudad  de  Cienfuegos,  donde  los  arrendatarios 
pondrían  el  importe  de  las  mismas  á  su  disposición,  y 
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asi  vino  el  arrendador  verificando  el  cobro  hasta  que 
el  Juzgado  decretó  la  acupación  de  esas  rentas,  no  ha- 
biéndose presentado  en  dicha  casa  á  reclamarlas  des- 
pués que  se  dispuso  el  alzamiento  de  la  ocupación,  por 
lo  cual  no  constaba  que  dichas  rentas  hubieran  dejado 
de  estar  &  su  disposición  en  el  lugar,  indicado,  no 
siendo  posible,  que  mediante  aquel  hecho,  que  es  una 
infracción  del  <x)ntrato,  cometido  por  el  actor,  pueda 
darse  por  justificada  la  falta  de  pago  del  precio  conve- 
nido; lo  que  tampoco  lo  constituye  el  no  haber  los 
arrendatarios  exhibido  en  el  Juzgado,  como  éste  dis- 
puso, las  rentas  retenidas,  porque  esa  disposición  no 
podía  variar  los  términos  del  contrato;  y  además  de 
estas  consideraciones  existía,  como  justificación  de  no 
haberse  faltado  al  pago,  la  consignación  de  las  rentas, 
hecha  por  los  demandados  y  la  negativa  del  actor  á 
recibirlas,  alegando  que  no  se  hacía  del  importe  total 
de  las  mismas,  porque  los  centenes  se  entregaban  por 
valor  de  cinco  pesos  treinta  centavos  oro  cada  uno,  y 
no  por  el  señalado  por  el  Gobierno  Militar  á  esa  clase 
de  monedas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Undécimo.  Resultando  que  contra  la  referida 
sentencia  de  segunda  instancia  se  interpuso  el  pre- 
sente recurso,  fundado  en  el  número  primero  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  alegando  como  motivos  la  infracción  de 
las  leyes  y  doctrinas  legales  que  á  continuación  se 
•expresan: 

'*A. — El  articulo  mil  quinientos  sesenta  y  nueve 
del  Código  Civil,  causa  segunda,  por  no  haber  aplica- 
do sus  preceptos  al  caso  debatido,  toda  vez  que  cons- 
tando de  autos  que  los  arrendatarios  no  han  satisfecho, 
en  los  plazos  convenidos,  las  rentas  reclamadas  en  la 
demanda  de  desahncio  interpuesta,  lo  cual  demuestra 
el  no  cumplimiento  por  su  parte  del  contrato  celebra- 
do; no  ha  podido  confirmarse  la  sentencia  del  Juzgado 
que  declaró  sin  lugar  el  desahucio,  sino  con  evidente 
infracción  del  mencionado  artículo,  en  relación  con  el 
mil  quinientos  cincuenta  y  cinco  del  propio  Código, 
que  de  modo  claro  y  terminante  expresa  que  el  arren- 
datario está  obligado  á  pagar  el  precio  del  arrenda- 
miento en  los  términos  convenidos,  robustecida  esta 
teoría  por  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Es- 
paña, entre  otras  la  de  veintiséis  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  seis  y  la  del  Tribunal  Su- 
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premo  Cubano  de  veinte  de  Marzo  de  mil  novecientos, 
ya  que  no  puede  admitirse  como  justificación  de  la 
improcedencia  del  desahucio  por  falta  de  pago,  más 
que  la  confesión  judicial  ó  el  documento  ó  recibo  en 
que  conste  haberse  verificado  dicho  pago  y  ninguno  de 
Ambos  elementos  se  ha  traido  á  los  autos,  en  cambio 
se  ha  tratado  de  consignar  parte  de  la  cantidad  adeu- 
dada, lo  cual  demuestra  por  si  solo,  que  no  se  han 
abonado  las  rentas  y  que  procede  el  desahucio." 

''B. — El  articulo  mil  ciento  setenta'  y  siete  del 
Código  Civil,  por  aplicación  indebida,  en  atención  á 
que  se  acepta  el  hecho  de  la  consignación  de  las  ren- 
tas por  los  demandados,  para  librarles  de  la  obliga- 
ción del  pago  de  las  rentas,  cuando  según  el  mencio- 
nado articulo,  para  que  la  consignación  de  la  cosa 
debida  libere  al  obligado,  deberá  ser  previamente 
anunciada  á  las  personas  interesadas  en  el  cumpli- 
miento de  la  obligación,  y  como  quiera  que  no  se  llenó 
el  requisito  previo  del  ofrecimiento  de  pago  al  acree- 
dor, es  visto,  que  semejante  consignación,  aparte  de 
la  significación  que  tiene  para  demostrar  que  se  adeu- 
da la  renta,  no  tiene  valor  legal  para  liberar  á  los 
demandados  y  al  aceptarla  el  Tribunal,  infringe  el 
precepto  legal  invocado." 

Duodécimo.  Resultando  que  admitido  el  recur- 
so y  sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró 
la  vista  pública  del  mismo  el  dia  dos  del  mes  actual 
con  asistencia  de  los  letrados  defensores  de  las  partes, 
quienes  sostuvieron,  respectivamente,  el  del  actor  la 
procedencia  de  la  casación,  y  el  de  los  demandados  la 
de  la  sentencia. 

Deoisiók  del  rbcubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betan- 
cuort. 

Primero.  Considerando  que  para  que  el  arren- 
dador pueda  desahuciar  judicialmente  al  arrendatario, 
conforme  al  caso  segundo  del  artículo  mil  quinientos 
sesenta  y  nueve  del  Código  Civil,  es  necesario  que 
aquél  haya  faltado  al  pago  del  precio  convenido,  siendo 
preciso  pasa  fijar  este  concepto,  como  acertadamente 
lo  hace  el  recurrente  en  el  primer  motivo  del  recurso, 
referirlo  y  harmonizarlo  con  el  del  articulo  mil  qui- 
nientos cincuenta  y  cinco  del  propio  Código,  por  cuyo 
número  primero  está  el  arrendatario  obHgado  á  pagar 
el  precio  del  arrendamiento  en  la  forma  convenida,  y, 
por  consiguiente,  para  estimar  si  esa  falta  ha  existido 
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hay  que  atender  á  las  condiciones  en  que  debía  veri- 
ficarse el  pago. 

Segundo.  Considerando  que  la  Sala  sentencia- 
dora, estima.ndo  el  resultado  de  la  prueba,  declara  que 
en  el  presente  caso,  el  arrendador  estaba  obligado, 
por  convenio  con  el  arrendatario,  á  percibir  el  precio 
en  la  casa  de  don  Nicolás  Castaño  en  la  ciudad  de 
Cienfuegos,  donde  debía  presentarse  aquél  á  cobrarlos, 
lo  cual  no  verificó  respecto  de  las  rentas  cuya  falta  de 
pago  alega  como  causa  de  este  desahucio,  y,  por  tanto, 
la  sentencia,  que,  mediante  esta  afirmación  de  hecho 
respecto  &  lo  convenido  por  las  partes,  declara  sin  lu- 
gar la  demanda,  no  infringe  los  artículos  del  Código 
Civil  citados  en  el  primer  motivo  del  recurso,  porque, 
nu  habiéndose  justificado  que  el  arrendatario  haya 
faltado  al  pago  en  la  forma  convenida,  carece  de  causa 
el  desahucio  pretendido  por  el  actor;  como  tampoco 
ha  infringido  la  doctrina  legal  invocada  en  el  mismo 
motivo,  porque  las  sentencias  en  que  dicha  doctrina 
se  aplicó  resolvían  casos  distintos  al  presente,  siendo 
una  de  sus  diferencias  la  esencial  de  que  en  aquéllos 
no  se  había  declarado,  como  en  éste,  la  obligación 
contraída  por  el  arrendador  de  cobrar  el  precio  en  un 
lugar  precisamente  determinado. 

Tercero.  Considerado  que  siendo  el  fundamento 
capital  del  fallo  el  expresado  en  el  párrafo  anterior, 
es  inútil,  para  el  éxito  del  recurso,  la  cuestión  plan- 
teada en  el  segundo  motivo,  referente  á  la  infracción 
del  artículo  mil  ciento  setenta  y  siete  del  Código  Civil, 
en  cuanto  á  la  supuesta  ineficacia  de  la  consignación 
para  extinguir  la  obligación  de  pagar;  porque  el  des- 
ahucio no  se  ha  declarado  sin  lugar  por  estimarse 
pagada  la  renta,  sino  principalmente  por  no  haberse 
justificado  que  el  arrendatario  faltase  al  pago  en  la 
forma  convenida,  fundamento  que  basta  á  sostener  el 
fallo,  siendo  consideraciones  de  orden  secundario, 
como  claramente  resulta  de  la  sentencia,  las  que  se 
refieren  al  particular  de  la  consignación;  y,  por  tanto, 
el  motivo  que  aquellas  impugnan,  más  se  dirige  & 
combatir  un  Considerando  que  el  fallo,  el  cual,  como 
se  ha  dicho,  no  infringe  la  Ley. 

Cuarto.     Considerando  que  siendo  improcedentes 
para  la  casación  de  la  sentencia  los  dos  motivos  alega- 
dos en  el  recurso,  procede  declarar  éste  sin  lugarj  y,  i 
en   cumplimiento  del  artículo  cuarenta  de  la   Orden  ! 
noventa  y  dos,  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  j 
condenar  en  las  costas  al  recurrente.  ¡ 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Domingo  Alvarez  Cabrera,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  veinticinco  de 
Septiembre  último,  en  el  juicio  al  principio  referido,  y 
condenamos  en  las  costas  del  recurso  á  dicho  recu- 
rrente. Devuélvanse,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giber- 
ga.  —Carlos  Revilla. 


Inf.  ley.—Sent.  58.— 15  de  Diciembre  de  1902.  — Mayoí 

onantía.  {Oac.  Mayo  6,) 

DOCTRINA:  La  sentencia  que  mediante  la  nega- 
tiva del  demandado  6.  los  hechos  alegados  por  el  ac- 
tor y  que  estimando  las  alegaciones  de  las  partes  y 
las  pruebas  producidas  declara  que  dicho  actor  no  ha 
justificado  las  afirmaciones  fundamentales  de  su  de- 
manda y  en  su  consecuencia  absuelve  á  los  demanda- 
dos, no  es  incongruente  con  las  pretensiones  oportu- 
namente deducidas  por  las  partes. 

Para  que  pueda  prosperar  un  recurso  de  casación 
por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  es 
necesario  que  se  exprese  en  términos  claros  y  categó- 
ricos cuál  es  el  hecho  probado,  que  la  Sala  entiende, 
con  evidente  equivocación,  que  no  lo"  está,  ó  el  que,  sin 
estarlo,  estima  la  Sala  equivocadamente  que  se  ha 
probado. 

Cuando  el  demandado  no  alega  la  extinción  de  la 
obligación,  sino  la  existencia  de  la  misma,  la  Sala 
sentenciadora  no  puede  infringir  en  su  sentencia,  por 
falta  de  aplicación,  el  artículo  1214  del  Código  Civil. 

Los  documentos  públicos  hacen  prueba  del  hecho 
que  motiva  su  otorgamiento  y  de  la  falta  de  éste  y 
cuando  aquél  no  es  el  que  el  actor  invoca  como  base 
de  su  demanda,  al  estimar  la  Sala  sentenciadora,  que 
por  dicho  medio  no  resulta  probada  la  acción,  no  in- 
fringe el  artículo  1218  del  Código  Civil. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  qaince  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  dos,  visto  ante  este  Supremo 
Tribunal  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Juan  Moreno  Artiles,  empleado  y 
vecino  del  Limonar,  contra  la  sentencia  definitiva  dic- 
tada por  la  Audiencia  de  Matanzas  en  el  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía  que  promovió  éste  contra  las 
sucesiones  de  José  y  Pedro  Hernández  de  la  Cruz, 
compuesta  la  primera  por  Genara  Hernández  de  la 
Cruz,  casada  con  Manuel  Castañedo,  y  los  menores 
Estanislao,    Fidencia  y   María  Esperanza  Filomena 
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Hernández  de  la  Cruz,  representados  por  su  madre 
Josefa,  de  iguales  apellidos,  y  la  segunda  constituida 
por  Claudio  Hernández  de  la  Cruz,  representado  por 
su  tutor  Eugenio  Bobias,  reclamando  el  pago  de  cier- 
tas cantidades  en  oro  y  en  billetes  del  Banco  Español. 
Primero.  «Resultando:  que  estos  autos  comenza- 
»ron  con  una  demanda  incidental  de  pobreza  presen- 
j>tada  en  primero  de  Octubre  de  mil  nevecientos  por 
j»don  Juan  Moreno  Artiles  que  fué  fallada  en  diez  y 
Dsiete  de  Noviembre  siguiente,  declarando  pobre  á 
«aquel  para  litigar  en  juicio  declarativo  de  mayor 
«cuantía  en  cobro  de  pesos  contra  los  herederos  de  don 
«José  y  don  Pedro  Hernández  de  la  Cruz,  teniéndose 
«por  presentada  la  demanda  principal  que  lleva  fecha 
»de  veinticuatro  de  Diciembre,  el  tres  de  Enero  de  mil 
«novecientos  uno  en  providencia,  dictada  por  el  Juez.» 

Demanda: 

Segundo.  Resultando:  que  el  Procurador  Luis 
Dulzaides  «estableció  á  nombre  del  citado  Moreno, 
«demanda  declarativa  que  fnndó  en  los  siguientes 
«hechos.  Primero.  Don  José  y  don  Pedro  Hernán- 
«dez  de  la  Cruz,  poseían  de  por  mitad  el  ingenio  «San- 
»ta  Catalina"  y  los  demás  bienes  que  en  esta  Isla 
«aparecían  ser  exclusivamente  de  don  José,  el  que 
«administraba  dichos  bienes.  Segundo.  Habiendo 
«fallecido  los  expresados  condueños,  son  hoy  sus  suce- 
«sores,  sus  hijos  naturales  ya  expresados.  Tercero. 
«Durante  la  administración  de  don  José  Hernández 
«de  la  Cruz  y  desde  Noviembre  de  mil  ochocientos 
«ochenta  hasta  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
«cuatro,  y  por  orden  de  don  José,  mi  cliente  don  Juan 
«Moreno  Artiles  hizo  desembolsos  para  atenciones  de 
«la  comunidad  de  bienes;  quedándosele  adeudando  á 
«la  muerte  de  don  José  Hernández  de  la  Cruz,  las 
«snmas  expresadas  de  mil  ochocientos  pesos  cuarenta 
«centavos  oro  español  y  mil  seiscientos  setent^a  y  cuatro 
«pesos,  sesenta  centavos  en  billetes  del  Banco  Español 
«que  no  le  han  sido  satisfechos.  Cuarto.  Adeudán- 
«dole  en  su  particular  á  Moreno  el  expresado  don  José 
«otras  cantidades,  estableció  contra  la  sucesión  del 
«mismo  un  juicio  ordinario  en  cobro  de  la  cuenta  par- 
«ticular,  y  de  la  Sociedad  ó  comunidad  de  los  herma- 
«nos  don  José  y  don  Pedro,  dictándose  sentencia,  ya 
nfírme,  que  declaró  sin  lugar  dicha  reclamnción  por  el 
«hecho  de  haberse  demandado  á  la  sucesión  de  don 
«José  por  las  cuentas  que  correspondían  á  la  comuni- 
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»dad  de  bienes  de  los  hermanoB  don  José  y  don  Pedro 
»nernández  de  la  Cruz.  Quinto.  Interpuesto  el 
»recurso  de  casación  contra  la  sentencia  de  que  se 
«habla  en  el  hecho  anterior,  se  declaró  sin  lugar  dicho 
«recurso,  consignándose  en  el  segundo  Considerando 
»de  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo,  que  podía  Mo- 
«reno  Artiles  reclamar  los  créditos  que  tuviese  contra 
))la  comunidad  de  bienes,  de  todos  los  interesados  en 
«ella.  Sexto.  A  pesar  de  haber  reclamado  mi  cliente 
«extrajudicialmente  el  pago  de  lo  que  se  le  adeuda, 
«sólo  ha  logrado  que  el  Procurador  de  don  Claudio  Her- 
«nández  de  la  Cruz,  don  Eugenio  Bobías,  ofreciera  el 
«pago  por  entender  justa  la  reclajnación;  pero  no  lo 
»ha  verificado.  Y  haciendo  las  alegaciones  de  derecho 
«que  estimó  convenientes,  y  ejercitando  la  acción  per- 
«sonal,  concluyó  pidiendo  que  se  declarase  con  lugar 
«la  demanda  y  que  se  condenase  á  las  sucesiones  de 
«don  José  y  don  Pedro  Hernández  de  la  Cruz  á  que  le 
«pagasen  mil  ochocientos  pesos,  cuarenta  centavos  oro 
«español,  y  mil  seiscientos  setenta  y  cuatro  pesos 
«setenta  centavos  en  billetes  del  Banco  Español  al  tipo 
«que  se  canjearon  en  oro,  los  intereses  legales  de  la 
«demora  y  las  costas.» 

Tercero.  icBesultando:  que  con  la  demanda  pre- 
«sentó  el  Procurador  Dulzaides  una  relación  de  los 
«suplementos  hechos  por  Moreno  Artiles  para  atender 
«asuntos  particulares  á  la  sociedad  de  José  Hernández 
«de  la  Cruz  y  hermano,  según  comprobantes,  la  cual 
«está  suscrita  por  Moreno  Artiles  y  comienza  en  diez  y 
«siete  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta,  y 
«termina  en  diez  y  siete  dé  Diciembre  de  mil  ochocien- 
«tos  ochenta  y  siete,  por  un  saldo  de  mil  novecientos 
«cuarenta  y  nueve  pesos  setenta  y  cinco  centavos  oro, 
«y  mil  seiscientos  setenta  y  cuatro  pesos  sesenta  cen- 
«tavos  en  billetes  del  Banco  Español,  de  lo  que  dice 
«haber  recibido  ciento  cuarenta  y  nueve  pesos  treinta 
«y  cinco  centavos  oro,  por  lo  que  se  le  resta  lo  que 
«reclama  en  su  demanda;  documentos  que  obran  desde 
«fojas  veintisiete  á  la  setenta  y  cinco  inclusive  para 
«acreditar  pagos;  copia  de  la  certificación  del  falleci- 
«miento  de  don  Pedro  Hernández  de  la  Cruz;  del  tes- 
«tamento  de  don  José  Hernández  de  la  Cruz:  del  de 
«don  Pedro  de  estos  apellidos;  de  la  defunción  de  don 
«José  Hernández  de  la  Cruz  y  de  la  sentencia  del 
«Tribunal  Supremo  de  España  de  doce  de  Mayo  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis.» 
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Contestación: 

Cuarto.  «Resultando:  que  el  Procurador  don 
«Juan  Pollo,  á  nombre  de  don  Eugenio  Bobias  y  No- 
j»riega,  en  concepto  de  tutor  de  don  Claudio  Hernán- 
»dez,  ¿nico  y  actual  heredero  de  don  Pedro  Hernández 
»de  la  Cruz,  presentó  escrito  de  contestación  en  el  que 
«consigna  los  siguientes  hechos.  Primero.  Don  José 
DHernández  de  la  Cruz,  pagó  con  su  caudal  propio  el 
»mayor  número  de  las  cuentas  presentadas  documen- 
i»talniente  por  Morene  Artiles  (Léase  la  relación  de 
«comprobantes).  Segundo.  Algunos  de  los  créditos 
«líquidos  que  se  atribuye  Moreno  Artiles  haber  pagado, 
«como  cargas  de  la  comunidad,  ni  fueron  satisfechos 
»por  el  actor  con  su  caudal,  .ni  en  este  último  caso 
«afirmativo  probado  serían  de  cuenta  de  la  sucesión  de 
«Pedro  Hernández  de  la  Cruz,  por  no  ser  deudas 
«correspondientes  á  los  bienes  comunes.  Tercero. 
«Don  Eugenio  Bobias,  tutor  de  don  Claudio,  sucesor 
«de  don  Pedro,  no  ha  reconocido  ni  la  procedencia  ni 
«la  totalidad  del  crédito  líquido  reclamado,  antes  bien, 
«ha  discutido  ambos  conceptos.  Cuarto.  Don  Juan 
«Moreno  Artiles  mueve  pleito  temeraria  y  maliciosa- 
«mente.  Y  concluyó  solicitando  que  en  definitiva  se 
«condenara  á  don  Juan  Moreno  Artiles  á  perpetuo 
«silencio  en  lo  que  se  refiere  á  don  Pedro  Hernández 
«de  la  Cruz,  imponiéndole  todas  las  costas  del  juicio  y 
«absolviendo  á  la  sucesión  de  la  reclamación  inter- 
«puesta.« 

Quinto.  Resultando:  que  el  Procurador  don 
«Wenceslao  Morejón  á  nombre  de  la  sucesión  de  don 
«José  Hernández  de  la  Cruz,  contestó  la  demanda 
«estableciendo  los  siguientes  hechos.  Primero.  Que 
«don  José  Hernández  de  la  Cruz,  en  su  carácter  de 
«Administrador  de  la  comunidad  de  bienes  que  poseía 
«con  su  hermano  don  Pedro  de  estos  apellidos,  era  el 
«que  se  entendía  en  la  refacción  de  los  bienes,  el  que 
«compraba  y  vendía  y  el  que  realizaba  por  consiguiente 
«todas  las  gestiones  relativas  á  dicha  comunidad,  con- 
«sistente  principalmerite  en  bienes  inmuebles.  Segun- 
»do.  Que  según  consta  de  la  mayor  parte  de  los 
«documentos  presentados,  fueron  estos  abonados  por 
«el  propio  don  José  Hernández  de  la  Cruz,  con  dinero 
«de  la  comunidad.  Tercero.  Que  las  órdenes  de 
«pago  que  aparecen  dadas  á  Moreno  por  Hernández 
»de  la  Cruz,  se  hicieron  efectivas  con  recursos  propios 
«de  la  comunidad,  á  cuyo  fin  habilitaba  á  Moreno  con 
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«fondos,  recibiendo  este  en  libranzas  y  giros  cantida- 
»de6  considerables.  Coarto.  Que  don  Juan  Moreno 
j>Artiles  ha  sido  siempre  y  es  en  la  actualidad  insol- 
^yente,  pues  nunca  ha  tenido  conocidamente  bienes 
»de  ninguna  clase,  industria  ni  comercio,  reduciéndose 
»su  entrada  á  cien  pesos  mensuales  que  recibía  como 
«Secretario  del  Ayuntamiento  de  Guamacaro,  desde 
«veinte  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  hasta 
«mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  en  que  falleció  don 
«José  Hernández  de  la  Cruz.  Quinto.  Hernández 
»de  la  Cruz  daba  cantidades  á  Moreno  para  que  con 
«ellas  pagase  obligaciones  suyas  y  de  la  comunidad, 
«por  no  serle  posible  tenerlas  en  la  finca,  por  temores  á 
»á  ser  asaltado  y  robado.  Sexto.  Que  Hernández  de 
«la  Cruz  tenia  depósito  considerable  á  su  disposición 
«en  la  casa  de  don  Antonio  Gralindez  y  Aldama  á  don- 
))de  ocurrieron  á  cobrar  precisamente  algunos  de  los 
«créditos  que  Moreno  reclama.  Séptimo.  Que  en 
«consecuencia  de  lo  expuesto,  no  es  cierto  que  Moreno 
«abonase  cantidad  alguna  por  la  comunidad  de  bienes 
«referida.  Octavo.  Estoy  conforme  con  los  hechos 
«primero  y  segundo  de  la  demanda.  'No  lo  estoy  con 
«el  tercero  por  no  ser  cierto  que  Moreno  hiciese  desem- 
«bolso  de  ninguna  clase  para  atenciones  de  la  comuni- 
«dad  de  bienes,  ni  tampoco  que  se  le  adeude  mil  ocho- 
Mcientos  pesos  cuarenta  centavos  en  oro  español,  y  mil 
«seiscientos  setenta  y  cuatro  pesos  sesenta  centavos 
«en  billetes  del  Banco  Español.  jNTo  estoy  conforme 
«con  el  hecho  cuarto  en  cuanto  establece  que  don  José 
«adeudase  en  su  particular  cantidades  á  Moreno,  si 
«bien  Lo  estoy,  á  cuanto  que  consigna,  que  estableció 
«pleito  que  fué  resuelto  por  sentencia  firme  en  el  Su- 
«premo  Tribunal  de  España,  á  que  se  contrae  el  hecho 
«quinto.  Mego  el  hecho  sexto.  Noveno:  La  sucesión 
«de  don  José  Hernández  de  la  Cruz,  ni  por  el  concepto 
«que  establece  esta  demanda,  ni  por  ningún  oti*o  tiene 
«contraída  obligación  de  pago  con  el  demandante  Mo- 
«reno.  Y  concluyó  solicitando  que  se  declare  sin 
«lugar  la  demanda  interpuesta,  absolviendo  de  ella  á 
«la  sucesión  de  don  José  Hernández  de  la  Cruz,  y  se 
«condenara  á  Moreno  á  perpetuo  silencio  y  al  pago  de 
«las  costas.  M 

Réplica: 

Sexto.  «Resultando  que  conferido  traslado  en 
«réplica,  lo  evacuó  el  demandante  consignando  los 
«siguientes  hechos.     Primero  al  sexto.     Reproduzco 
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»lo8  de  estos  números  de  mi  escrito  de  demanda. 
j*Séptimo:  don  Joan  Moreno  Artiles^  tenia  numerario 
JKSon  que  satisfacer  las  cantidades  qae  pagó  por  los 
«Hernández  de  la  Cruz,  como  tuvo  después  de  la  muér- 
ete de  éstos  para  pagar  á  muchos  de  los  acreedores  del 
«Ayuntamiento  de  Guamacaro.  Octavo.  Don  José 
«Hernández  de  la  Cruz  aparecía  como  único  dueño  del 
«ingenio  ''Santa  Catalina"  y  demás  inmuebles  y  solo 
«en  su  testamento  declaró  que  todos  ellos  pertenecían 
«de  por  mitad  á  él  y  su  hermano  don  Pedro.  Noveno: 
«El  precio  de  los  efectos  vendidos  por  don  Juan  Ke- 
«ningo  para  el  ingenio  ''Santa  Catalina"  y  á  que  se 
«contrae  el  recibo  presentado  por  la  repre8enta<;íón  de 
«don  José  Hernández  de  la  Cruz,  fué  el  de  cuatro- 
«cientos  ocho  pesos,  mitad  de  cuya  suma  abonó  dicho 
«don  José,  por  la  que  tenía  el  recibo  en  su  poder,  y  la 
«otra  mitfíd  don  Juan  Moreno  Artiles  que  recogió  el 
«recibo  que  tiene  presentado.  Décimo.  Al  morir  don 
«José  Hernández  de  la  Cruz,  dejó  crecidas  deudas  en 
«que  apareció  él  como  único  responsable  de  las  mismas, 
«habiendo  sido  satisfechas,  las  que  se  han  pagado,  por 
«las  sucesiones  de  don  José  y  don  Pedro  Hernández 
«de  la  Cruz,  ó  por  la  de  aquél  y  don  Pedro;  por  lo  que 
«resulta  que  el  repetido  don  Pedro  ó  su  sucesión,  acep- 
«tó  los  créditos  que  por  la  comunidad  había  contraído 
«don  José.  Onceno.  'Niegq  los  hechos  consignados 
«por  los  demandados  en  sus  escritos  de  contestación, 
«excepto  el  primero  de  los  que  alega  el  Procurador 
«Morejón,  en  cuanto  afirma  que  don  José  Hernández 
«de  la  Cruz  era  el  Administrador  de  los  bienes  que 
«poseía  en  comunidad  con  su  hermano»  don  Pedro. « 

Duplica: 

Séptimo,  irltesultando:  que  conferido  traslado  en 
«duplica,  lo  evacuó  el  Procursidor  Pollo  estableciendo 
«los  hechos  siguientes.  Primero.  Don  José  Hernán- 
«dez  de  la  Cruz  pagó  con  su  caudal  propio,  el  mayor 
«número  de  las  cuentas  presentadas  documentalmente 
«por  Moreno  Artiles  (Léase  la  relación  de  comproban- 
«tes)  Segundo.  Algunos  de  los  créditos  líquidos  que 
«se  atribuye  Moreno  Artiles  haber  pagado,  como  car- 
«gos  de  la  comunidad,  ni  fueron  satisfechos  por  el 
«actor  con  su  caudal,  ni  en  este  último  caso  afirmativo 
«probado  serían  de  cuenta  de  la  sucesión  de  don  Pedro 
^«Hernández  de  la  Cruz,  por  no  ser  deudas  correspon- 
'  «dientes  á  los  bienes  comunes.  Tercero.  Don  Euge- 
«nio  Bobías,  tutor  de  don  Claudio,  sucesor  de  don  Pe- 

T.  8.— 1903.— 20. 


Digiti 


zedby  Google 


906  BOI^BTIM  LBOnLATIVO 


»dro,  no  ha  reoonocido  la  procedencia  ni  la  totalidad 
»del  crédito  líquido  reclamado;  antee  bien,  ha  discnti- 
»do  ambos  conceptos.  Cuarto.  Don  Juan  Moreno 
DArtiles  mueve  pleito  temeraria  y  malicioeamente.» 

Octovo.  «Resultando:  que  el  Procurador  Morejón 
«duplicó  y  consignó  los  hechos  siguientes.  Primero. 
i»loB  de  la  contestación  á  la  demanda  que  reproduzco. 
j>Segundo.  Niego  los  hechos  del  Séptimo  al  décimo  de 
»la  réplica  en  cuanto  dejo  expresado.» 

Sentencia  de  primera  instancia: 

Noveno.  Resultando  que,  abierto  el  juicio  á 
prueba  y  sustanciado  por  los  debidos  trámites,  dictó 
sentencia  en  dos  de  Noviembre  de  mil  noirecientos 
uno  el  Juez  de  primera  instancia  de  Matanzas,  que 
conoció  de  aquel,  declarando  sin  lugar  la  demanda, 
de  la  cual  se  absuelve  á  las  sucesiones  demandadas, 
fundándose  en  que  el  actor  no  ha  justificado  los  suple- 
mentos en  dinero  que  pretende  efectuó  por  don  Pedro 
y  don  José  Hernández  de  la  Cruz,  por  cuanto,  negada 
por  la  sucesión  del  último  la  autenticidad  de  los 
documentos  privados  que  como  comprobantes  de  la 
deuda  presentó  Moreno  con  la  demanda,  no  ha  inten- 
tado probar  ni  ha  probado  que  sean  legítimos  y  por 
consiguiente  carecen  de  eficacia  en  el  pleito  y  no  pue- 
den tomarse  en  consideración  como  base  de  la  senten- 
cia á  fin  de  condenar  á  su  pago:  en  que  la  mayor 
parte  de  los  comprobantes  aludidos  aparecen  haber 
sido  abonados  por  José  Hernández  de  la  Cruz,  sin 
que  conste  que  el  demandante  haya  intervenido 
en  los  mismos  por  ningún  concepto,  por  lo  que  no  ha 
demostrado  el  derecho  á  reintegrarse  de  pagos  que 
resultan  verificados  por  el  mismo  Hernández  de 'la 
la  Cruz,  según  los  documentos  privados  referidos,  los 
cuales,  al  ser  presentados  por  el  demandante,  tiene 
este  que  admitir  en  lo  que  le  perjudiquen:  y  en  que 
Hernández  de  la  Cruz  proveía  de  fondos  á  Moreno 
para  el  pago  de  obligaciones,  como  resulta  probado 
con  las  órdenes,  giros  y  mandatos  que  hizo  efectivos 
en  la  casa  de  comercio  de  Antonio  Galindez  y  Alda- 
ma,  sin  que  conste  que  Moreno  haya  rendido  la  cuen- 
ta de  lo  que  pagó  con  esos  fondos  y  dada  la  situación 
próspera  de  los  Hernández  de  la  Cruz  y  la  humilde 
de  Moreno,  no  es  de  presumirse  que  este  les  hiciese 
suplementos  en  dinero: 
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Be80luoi6k  recurrida: 

Décimo.  Resultando  que,  apelada  por  el  deman- 
dante la  sentencia  del  Juzgado,  y  practicada  prueba 
ante  la  Audiencia  de  l^atanzas  á  solicitud  del  apelante 
dicha  Audiencia,  en  veinte  y  nueve  de  Septiembre  úl- 
timo, confirmó  el  fallo  del  Juez,  en  cuanto  desestima 
la  demanda,  aceptando  los  expresados  fundamentos 
del  fallo  confirmado  y  teniendo,  además,  en  cuenta  la 
prueba  recibida  en  segunda  instancia  en  nada  demues- 
tra, como  ha  demostrado,  apreciada  en  conjunto,  la 
recibida  en  primera  instancia  que  el  actor  fuere  acree- 
dor de  la  comunidad  de  bienes  de  los  Hernández  de  la 
Cruz  por  las  cantidades  reclamadas,  sin  que  la  senten- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  España  que  en  su  apoyo 
cita  en  el  escrito  de  demanda  sirva  para  demostrar  otra 
cosa  sino  que  dicho  Tribunal  entendió  que  Moreno  no 
podía  cobrar  á  las  sucesiones  de  ambos  las  cuentas  per- 
sonalisimas  snyas  con  José  Hernández  de  la  Cruz,  no 
obstante  su  derecho  para  reclamar  de  todos  los  intere- 
sados sus  créditos  contra  la  comunidad  de  bienes,  pero 
no  implica  esta  declaración  el  reconocimiento  de  la 
existencia  de  tales  créditos  que  en  estos  autos  se  recla- 
man, como  ya  en  otros  ha  reclamado  sin  éxito  el  actor 
contra  la  sucesión  de  José  Hernández  de  la  Cruz  los 
que  afirmaba  constituían  su  cuenta  particular  con  éste: 

Fundamentos  del  recurso  de  casaoión: 

Décimoprimero.  Resultando  que  contra  el  fallo 
de  la  Audiencia  interpuso  el  demandante  el  presente 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina 
legal,  fundado  en  los  términos  que  á  continuación  se 
copiau:  ((I.  En  el  artículo  primero  de  la  Orden  no- 
«venta  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  an- 
jitecitada  y  en  el  número  segundo  del  articulo  mil  seis- 
«cientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil; 
Japorque  la  sentencia  no  es  congruente  con  las  preten- 
j»aiones  oportunamente  deducidas  por  los  litigantes,  é 
«infringe  por  tanto,  por  no  aplicación  el  artículo  tres- 
«cientOB  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
•Civil.  Demostración.  Don  Juan  Moreno  Artiles  es- 
j»tableció  demanda  contra  las  sucesiones  de  don  José  y 
•don  Pedro  Hernández  de  la  Cruz,  á  fin  de  que  se  le 
jiabonara  por  dichas  sucesiones  las  cantidades  que  ha- 
«bía  pagado  por  la  comunidad  de  bienes  de  los  referi- 
»do6  don  José  y  don  Pedro,  presentando  con  dicha  de- 
j>manda  documentos  de  pagos,  unos  extendidos  á  favot 
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»de  don  José  Hernández  y  otros  que  expresaban  haber 
Dsido  satisfechos  por  Moreno  por  cuenta  de  Hernández. 
j»de  la  Cruz,  pero  que  todos  obraban  en  poder  del  de- 
»mandante  Moreno.  Los  demandados  no  rechazaron 
«esos  documentos  como  ilegítimos,  sino  por  el  contra- 
»TÍo,  afirmaron  que  esos  pagos  los  había  llevado  á  cabo 
«don  José  Hernández  de  la  Cruz,  como  lo  dice  la  re« 
»presentaci6n  de  don  Claudio  Hernández,  heredero  de 
j»don  Pe<lro,  en  el  hecho  segundo  de  su  contestación,  y 
«también  la  representación  de  don  José  en  el  misma 
»número,  de  los  hechos  de  su  contestación.  (Véanse 
»los  Resultando  de  la  sentencia. )  Reconocida  la  le- 
Dgitimidad  de  los  créditos  que  reclamaba  el  señor  Mo- 
«reno  Artiles  y  negado  por  los  demandados  que  el  actor 
«los  hubiera  satisfecho  con  su  peculio;  debió  la  sen- 
«tencia  decidir  sobre  si  las  cantidades  constantes  de 
«esos  legítimos  documentos  fueron  satisfechos  con  cau- 
«dal  del  señor  Moreno  ó  con  fondos  ó  dinero  de  don 
«José  Hernández  de  la  Cruz  ó  x>or  éste  directamente,^ 
«pues  el  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley 
«de  Enjuiciar  le  impone  al  Juzgado  la  obligación  de- 
«decidir  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  ob- 
«jeto  del  debate,  y  no  limitarse,  como  lo  hace  la  sen- 
«tencia  á  declarar  sin  lugar  la  demanda,  por  no  haber 
«probado  Moreno  su  acción,  cuando  por  el  hecho  de- 
«haberse  reconocido  como  legítimos  por  los  deman- 
«dados,  ya  todos,  ya  parte  de  ellos,  los  créditos  pre- 
«sentados  x>or  el  demandante,  había  de  decidir  sobre  las 
«excepciones  ó  pretensiones  de  los  dichos  demandados, 
«es  decir,  sobre  si  los  pagos  comprobados  con  los  do- 
«cumentos  aceptados  como  legítimos  habían  sido  hechor 
«por  Mereno  ó  por  José  Hernández  de  la  Cruz;  por  la 
«que  resulta  la  no  congruencia  con  las  pretensiones 
«oportunamente  deducidas  por  los  litigantes  y  la  in- 
«fracción  del  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de 
«la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  el  concepto  antes 
«indicado,  y  que  sea  procedente  el  recurso  que  establez- 
«co  y  deba  ser  casada  la  sentencia.  «11.  En  el  ar- 
«tículo  primero  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  nueve  antecitada  y  en  el  número 
«séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
«de  Enjuiciamiento  Civil,  porque  ha  habido  errror 
«de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  resultan- 
«te  de  documentos  y  actos  auténticos  que  demues- 
«tran  la  equivocación  evidente  del  Juzgador. — De- 
«mostración. — Hay  error  de  hecho  en  la  apreciación  de 
«la  prueba;  porque  existiendo  en  autos  de  fojas  cna- 
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«trocientoB  tree  á  la  cuatrocientos  nueve  documento 
j)aut6ntico  comprensivo  del  testamento  de  D.  José  Her- 
«n&ndez  de  la  Cruz  en  el  que  se  consigna  entre  sos 
^disposiciones  generales  lo  siguiente:  ^'Por  último  sien- 
«do  D.  Antonio  Galindoz  y  Aldama,  del  comercio  de 
«Matanzas  nuestro  ax>oderado  general  que  ha  llevado 
Jilas  cuentas  generales  de  esta  &ica,  tiene  en  su  poder 
«las  escrituras,  registros,  recibos  de  pago  y  todos  los 
«documentos  que  á  ella  pertenecen,  cuya  declaración 
«hago  para  que  mi  hermano  Don  Pedro  de  acuerdo  con 
«dicho  señor  continúe,  si  le  conviene,  en  la  misma 
jiforma  ó  se  separe  si  lo  estima  en  armonía  con  sus 
^intereses' ' .  Y  constando  además  á  fojas  ciento  sesenta 
«y  una  el  acto  6  documento  auténtico  de  que  las  can- 
«tidades  giradas  contra  el  señor  Gkklindez  señalaban 
«su  aplicación  y  en  la  cláusula  sexta  del  testamento 
«expresado,  que  Don  José  Hernández  de  la  Cruz  tenia 
«negocios  de  pagos  con  Moreno  hasta  el  punto  de  man- 
«dar  respetar  sus  cuentas  que  aceptaba  y  mandaba 
«aceptar  como  las  presentara,  por  cuyos  documentos  y  . 
«actos  auténticos  se  reconocía  el  hecho  de  no  ser  Mo- 
«reno  administrador  de  la  finca,  de  que  á  pesar  de  ello 
«tenía  cuentas  con  el  testador,  de  que  al  girárseles 
«cantidades  contra  Galindez  se  expre¡<aba  su  aplica- 
«ción,  unido  al  hecho  de  no  rechazarse  los  documentos 
«sobre  pagos  presentados  con  la  demanda  como  ilegí- 
j»timos,  sino  por  el  contrarío  reconocer  su  legitimidad 
«los  demandados  y  convenir  en  que  hizo  pagos  Moreno 
«por  la  comunidad,  resulta  que  ha  habido  error  de  hecho 
«en  la  apreciación  de  esa  prueba  constantes  de  docu- 
«mentos  y  actos  auténticos  al  no  ser  apreciada  en  la 
«sentencia  con  evidente  equivocación  del  Juzgador  y 
«como  consecuencia  que  procede  el  recurso  y  debe  ser 
«casafla  la  sentencia. — III.  En  el  artículo  de  la  Orden 
«noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
«antecitadBb  y  en  el  número  séptimo  del  artículo  mil 
«seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
«porque  ha  habido  error  de  derecho  en  la  apreciación 
«de  la  prueba  con  infracción  de  los  artículos  mil  dos- 
«cientos  catorce  y  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Có- 
«digo  Civil  por  no  aplicación  al  caso  de  autos. — De- 
«mostración. — Como  queda  dicho  entre  los  documentos 
«que  obran  en  autos  se  encuentra  el  testamento  de 
«Don  José  Hernández  de  la  Cruz,  que  en  sus  disposi- 
«ciones  generales  declara  que  la  finca  que  entre  otros 
«bienes  poseía  en  comunidad  con  su  hermano  Don  Pe- 
«dro,  la  administraba  don  Antonio  Galindez,  teniendo 
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j)éBte  en  su  poder  escrituras,  recibos,  etc.  Ese  mismo 
«testamento  en  su  cláusula  sexta  aprueba  las  cuentas 
»que  presente  Moreno  y  manda  respetarlas  y  aprobar- 
»las  como  las  presente  á  sus  herederos  por  la  gran  con- 
j)fíanza  que  tenia  en  Moreno.  A  fojas  ciento  sesenta  y 
»una  consta  una  certificación  que  demuestra  que  Isus 
ncantidades  que  se  giraban  contra  el  señor  Galindez  k 
«favor  de  Moreno  determinaban  su  aplicación,  y  cote- 
«jando  esas  cantidades  con  las  de  las  cuentas  presen- 
«tadas  con  la  demanda  se  vé  que  éstas  son  de  pagos 
«distintos  á  aquellos. — Todos  esos  (Jocumentos  son  au- 
«tén ticos,  son  documentos  públicos  y  sin  embargo  en 
«la  sentencia  no  se  les  ha  dado  el  valor  y  eficacia  que 
«determina  el  artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho  del 
«Código  Civil  vigente. — Esos  documentos  prueban  que 
«Moreno  no  era  el  Administrador  de  la  finca  sino  que 
«el  señor  Galindez  desempeñaba  ese  cargo  y  tenía  la 
«caja  de  caudales  por  lo  tanto:  que  sin  embargo  de  no 
«ser  Moreno  el  Administrador  de  los  bienes  que  po- 
«seían  en  comunidad  Don  José  y  Don  Pedro  Hernán- 
«dez  de  la  Cruz  ni  tenía  la  caja  de  caudales  de  la  co- 
«munidad,  hacía  pagos  por  orden  de  Don  José:  que 
«entre  los  pagos  que  verificó  con  las  cantidades  girar 
«das  contra  el  señor  Galindez  no  se  encuentran  las  que 
«constan  de  los  documentos  presentados  con  la  deman- 
«da,  que  no  se  han  tachado  de  ilegítimos,  luego  prue- 
«ban  que  ellos  se  efectuaron,  por  más  que  se  afirme  por 
«los  demandados  que  se  hacían  con  dinero  de  Don  Jo- 
«sé  Hernández  de  la  Cruz,  ó  sea  la  extinción  de  la 
«obligación  excepción  que  han  debido  justificar  los 
«demandados  conforme  el  artículo  mil  doscientos  ca- 
«torce  del  Código  Civil. — Resulta.,  pues,  que  en  la 
«apreciación  de  esa  prueba  que  consiste  en  documen- 
«tos  públicos  no  se  le  ha  dado  á  estos  el  valor  yiefica- 
«cia  que  determina  el  artículo  mil  doscientos  diez  y 
«ocho  del  Código  Civil,  por  lo  que  ha  habido  error  de 
«derecho  é  infracción  de  los  citados  artículos  mil  dos- 
«cientos  catorce  y  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Códi- 
»go  Civil,  por  su  lio  aplicación  al  caso  de  autos;  por  lo 
«que  es  procedente  éste  recurso  y  debe  ser  casada  la 
«sentencia». 

Décimo  segundo:  Resultando  que  el  recurso  no 
se  ha  tramitado  con  arreglo  á  ley,  sin  que  ante  este 
Tribunal  se  personasen  las  sucesiones  demandadas,  ce- 
lebrándose en  cinco  del  corriente  mes  la  vista  pública, 
á  la  que  no  concarrió  ninguna  de  las  partes: 
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Decisión  del  becurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga. 

Primero:  Cíonsiderando  que  por  la  demanda  «3ta- 
blecida,  reclama  el  actor  en  este  jnicio  ciertas  cantida- 
des que  pretende  haber  pagado  de  su  propio  peculio 
por  cuenta  de  la  comunidad  causante  de  los  demanda- 
dos, segñn  los  documentos  que  presentó  con  la  deman- 
da; y  contradicho  este  hecho  por  los  demandados,  nin- 
guno de  los  cuales  acepta  expresamente  y  alguno  pone 
en  duda  la  legitimidad  de  dichos  documentos,  soste- 
niendo además  ambas  sucesiones  (^ue  la  mayor  parte 
de  las  cuentas  aparecen  satisfechas  por  José  Hernán- 
dez de  la  Cruz  y  que  este  proveía  al  demandante  de 
fondos  para  atender  á  obligaciones  del  proveedor  y  de 
la  comunidad  que  el  mismo  administraba,  la  sentencia 
que  con  tales  fundamentos  desestima  la  reclamación 
propuesta,  negando  eficacia  á  los  documentos  aludidos 
para  el  efecto,  de  condenar  al  pago,  por  no  haber  de- 
mo^rado  ni  intentado  demostrar  su  producente  que 
sean  legítimos;  reconociendo  que  el  mayor  námero  de 
loe  comprobantes  aparece  abonado  por  el  referido  Her- 
nández de  la  Cruz,  sin  que  conste  que  el  actor  haya 
intervenido  en  los  mismos  por  ningún  concepto;  reco- 
nociendo de  igual  modo,  mediante  las  diligencias  pro- 
batorias practicadas,  que  el  actor  era  habilitado  de 
fondos  para  el  pago  de  obligaciones,  sin  haber  rendido 
cuenta;  y,  finalmente,  estableciendo  la  presunción  con- 
traría al  demandante  en  cuanto  á  la  posibilidad  de  que 
este  hiciera  suplementos  á  los  partícipes  de  la  comu- 
nidad, es  del  todo  congruente  con  las  pretensiones  de 
los  litigantes  y  deja  por  completo  decidida  la  contro- 
versia judicial;  por  loque  no  existe  el  primer  motivo 
de  casación  que  contra  ella*se  ha  alegado  en  el  recurso. 

Segundo:  Considerando  que  de  los  documentos 
mencionados  en  el  segundo  motivo,  no  resulta  que  en 
todos  los  giros  realizados  por  Hernández  de  la  Cruz  á 
cai^o  del  comerciante  Galindez  y  cobrados  por  More- 
no se  consignase  concretamente  su  aplicación,  pues  en 
la  certificación  de  fojas  ciento  sesenta  y  uno  á  fojas 
ciento  sesenta  y  ocho  vuelta,  aludida  por  el  recurren- 
te, figura  alguno,  como  se  vé  á  fojas  ciento  sesenta  y 
cinco,  por  importe  de  quinientos  diez  pesos  «por  un  ne- 
gocio para  esta  finca»,  sin  más  precisa  determinación; 
ni  es  cierto  que  se  haya  reconocido  por  los  demanda- 
dos la  legitimidad  de  Id^  documentos  que  con  su  de- 
manda presentó  el  actor  ó  convenido  en  que  éste  hizo 
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defiembolsoB  por  la  comunidad;  pero,  aun  preBcindien- 
do  de  los  sapuestos  inexactoB  que  alega  el  recurrente 
para  afirmar  que  se  ha  cometido  error  de  hecho  al 
apreciar  )a  prueba,  no  puede  concederse  ningán  valor 
al  segundo  motivo,  porque  no  expresa  siquiera  en  tér- 
minos claros  j  categóricos,  cual  es  el  hecho  probado 
en  el  juicio  y  que  la  Sala  entiende  con  evidente  equi- 
vocación, que  uo  lo  está,  ó  el  que,  sin  estarlo,  estima 
la  Sala  equivocadamente  que  se  ha  probado  en  el  juicio. 
Tercero:  Considerando  que  es  inexacta  la  afirma- 
ción hecha  por  el  recurrente  de  haber  José  Hernández 
de  la  Cruz,  declarado  en  su  testamento  que  Gralindez 
administraba  la  finca,  que  entre  otros  bienes,  poseía 
aquél  en  comunidad  con  su  hermano  Pedro,  porque, 
no  solo  no  contiene  esa  manifestación  la  última  cL&u- 
sula  testamentaria,  única  eu  que  se  hace  mención  de 
dicho  comerciante  como  apoderado  general,  llevador 
de  cuentas  y  tenedor  de  escrituras  y  papeles,  sino  que 
en  la  cláusula  sexta  se  expone  claramente  que  el  mismo 
testador  ha  sido  quien  administraba  los  indicados  bie- 
nes comunes  declarados  en  la  cuarta  cláusula,  entre 
los  cuales  está  relacionada  aquella  finca;  como  es  tam- 
bién inexacto,  según  se  ha  dicho  anteriormente,  que  la 
certificación  de  fojas  ciento  sesenta  y  uno,  acredita 
que  los  giros  realizisMlos  contra  Galindez  á  favor  de 
Moreno,  determinaran  en  todo  caso  la  aplicación  de 
las  cantidades  respectiyas;  como  lo  es,  igualmente, 
que  los  demandados  se  excepcionasen  en  el  juicio  ale- 
gando la  extinción  de  la  obligación  de  pago  que  les 
exige  el  demandante  para  reembolso  de  los  que  supone 
ha^r  verificado,  puesto  que  han  negado  la  existencia 
de  la  obligación  misma,  por  no  ser  cierto  el  hecho  de 
que  el  actor  supliese  á  la  comunidad  las  cantidades 
que  reclama;  y  toda  vez  que  este  hecho  fundamental 
de  la  demanda,  no  se  acredita  de  manera  alguna  por 
los  aludidos  documentos,  cuya  eficacia  probatoria  no 
desconoce  el  fallo,  respecto  de  las  declaraciones  hechas 
por  el  testador  y  de  los  giros  satisfechos  á  Moreno, 
que  son  los  puntos  que  mediante  aquellos  se  demues- 
tran, con  arreglo  al  articulo  mil  doscientos  diez  y  ocho 
del  Código  Civil,  y  toda  vez  por  otra  parte,  que  el  ar- 
tículo mil  doscientos  catorce,  impone  el  deber  de  pro- 
bar la  obligación  al  que  reclama  su  cumplimiento,  y  el 
de  probar  su  extinción  solamente  á  quien  la  opone, 
claro  es  que  no  se  ha  cometido  por  la  Sala,  la  infrac- 
ción que  se  le  imputa  en  el  tercer  motivo  del  recurso 
con  relación  á  las  citadas  leyes  de  la  prueba. 


Digiti 


zedby  Google 


rUSnPSUDBNClA  CITIL  818 


Cuarto:  Ck>n8Íderando,  qae,  en  consecuencia,  pro- 
cede desefitimar  el  presente  recurso  y,  conforme  al  ar- 
ticule Xli  de  la  Orden  numere  noventa  y  dos  de  la  se- 
rie de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  imponer  las 
costas  al  recurrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  en  los 
autos  mencionados,  y  bondenamos  en  las  costas  al  re- 
currente: comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gtonzár 
lez  Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Qiber- 
ga. — Garlos  Revil¿. 


Inf.  ley.— Sent.  59.-22  de  Didembre  de  1902.— Mayor 

cuantía.  (Ga«.  Mayo  6.) 

BOCTB.INA:  Carecen  de  eficadapara  que  median- 
te ellos  se  declare  con  lugar  una  demanda  los  docu- 
mentos traídos  al  período  probatorio  con  el  objeto  de 
justificar  la  posesión  del  derecho  que  se  ejercita  y  la 
ascendencia  y  origen  del  mismo,  porque  esos  docu- 
mentos conforme  á  los  artículos  502  y  003  de  la  ley 
de  B^juiciamiento  Civil  deben  acompáñame  á  la  de- 
manda, no  siendo  lícito  admitirlos  después  de  ese  trá- 
mite, según  lo  dispuesto  en  el  505  de  dicha  ley. 

La  escritura  de  cesión  de  un  crédito  y  su  notifica- 
ción al  que  se  dice  deudor,  no  son  bastantes  á  justifi- 
car, por  sf  solas,  la  existencia  y  Wgencia  de  dicho  cré- 
dito. 

No  conteniéndose  en  la  sentencia  pronunciamiento 
alguno  sobre  el  pago  de  la  obligación  reclamada,  ni 
habiendo  alegado  las  partes  nada  respecto  á  ese  par- 
ticular, no  puede  haberse  infringido  en  aquélla  el  ar- 
tículo 1157  del  Código  Civil. 

No  puede  prosperar  un  motivo  que  se  funda  en  he- 
chos que  la  £$ala  Sentenciadora  no  estime  probados. 

Bs  ineficaz  un  motivo  en  el  que  se  alega  la  infrac- 
ción de  un  precepto  legal  que  no  tiene  relación  alguna 
con  las  cuestiones  debatidas  en  el  pleito  y  resueltas  en 
la  sentencia. 

La  facultad  que  á  los  Tribunales  concede  el  artículo 
548  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  es  discrecional  y 
el  uso  que  hagan  aquéllos  de  dicha  facultad  no  puede 
dar  lugar  á  la  casación. 

Bl  artículo  1527  del  Código  sólo  puede  violarse 
cuando  se  desconoce  la  exención  de  la  obligación  de 
pagar  que  nace  á  favor  del  deudor,  cuando  sin  cono- 
cimiento de  la  subrogación  del  acreedor,  paga  al  sub- 
rogante. 

La  apreciación  que  haga  la  Sala  sententdadora  res- 
pecto á  la  temeridad  de  los  litigantes,  á  los  efectos  de 
la  orden  ná mero  3  de  1901,  no  puede  ser  materia  de 
casación. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  dos  de 
Diciembre  de  mil  novecientos  dos,  .en  los  autos  del 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  por  Juan 
Roca  Berta,  del  comercio  y  vecino  de  Cárdenas,  como 
cesionario  del  Hospital  «Santa  Isabel»,  de  la  propia 
Ciudad,  contra  el  Ayuntamiento  déla  misma,  en  cobro 
de  once  mil  seiscientos  sesenta  pesos  treint»  y  tres 
centavos;  visto  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el 
mencionado  Juan  Roca  Berta,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas  en  siete  de  Oc- 
tubre del  corriente,  que  confirmó,  con  las  costas  de  la 
apelación,  la  del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Cár- 
denas, de  veinticuatro  de  Marzo  del  propio  año. 

Primero:  Resultando  que  en  la  expresada  senten- 
cia de  la  Audiencia  de  Matanzas  se  han  aceptado  los 
fundamentos  de  hecho  de  la  sentencia  apelada,  que  & 
continuación  se  transcriben: 

Demanda: 

Segundo.  Resultando  que  en  treinta  de  Agosto 
del  pasado  año  de  mil  novecientos  uno,  presentó  es- 
crito de  demanda  el  Licenciado  señor  Alejandro  Esco- 
to y  Logan,  á  nombre  con  poder  del  señor  Juan  Roca 
y  Berta,  solicitando  se  condene  al  Ayuntamiento  de 
esta  ciudad  á  que  abone  al  señor  Roca  la  cantidad  de 
oncH!  mil  seiscientos  sesenta  pesos  treinta  y  tres  cen- 
tavos en  oro,  intereses  de  demora  y  las  costas,  fijando 
como  hechos  del  debate  los  siguientes:  Primero:  que 
el  Hospital  de  (rSanta  Isabel»  de  esta  ciudad  estaba 
adeudando  en  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco,  á  su  contratista  don  José  Caramés  y  Barreiro, 
por  efectos  para  la  alimentación  de  enfermos,  lavado 
de  ropas,  alumbrado,  la  cantidad  de  catorce  mil  cin- 
cuenta y  un  pesos  cuarenta  y  siete  centavos  en  oro 
español.  Segundo:  que  don  José  Caramés  Barreiro, 
&  quien  don  Juan  Roca  Berta,  habla  facilitado  canti- 
dades para  hacer  dicho  suministro  al  Hospital  ((Santa 
Isabel»,  encontrándose  en  mal  estado  de  negocios, 
hizo  cesión  á  éste  de  la  referida  suma  de  catorce  mil 
cincuenta  y  un  pesos  cuarenta  y  siete  centavos  que 
le  adeudalxi  el  mencionado  Hospital  «Santa  Isabel», 
por  escritura  páblica  de  diez  y  ocho  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco,  otorgada  ante  el  Notario 
que  fué  de  esta  ciudad  don  Indalecio  Ramos  y  Garda 
y  que  en  primera  copia  acompañó.  Tercero:  Que  don 
Juan  Roca  Berta  gestionó  con  insistencia  de  la  Junta 
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de  Patronos  del  aludido  Hospital  «Santa  Isabel»,  el 
cobro  de  la  expresada  suma  de  catorce  mil  cincuenta 
y  un  pesos  cuarenta  y  siete  centavos  en  oro,  sin  que 
pudiera  conseguirlo  por  que  los  Ayuntamientos  del 
partido  no  satisfacían  á  aquel  estaolecimiento  de  be- 
neficencia las  cuotas  para  su  sostenimiento  á  que  las 
leyes  les  obligaban.  Cuarto:  Que  en  tal  estado  las 
cosas,  la  menciont^da  Junta  de  Patronos  transfirió  & 
favor  de  don  Juan  Roca  Berta  once  mil  seiscientos 
sesenta  pesos  treinta  y  tres  centavos  oro  español,  que 
le  adeudaba  el  Ayuntamiento  de  esta  ciudad,  cuya 
transferencia,  previa  las  formalidades  administrativas 
del  caso,  fué  aprobada  por  el  señor  Goberandor  de  la 
Región  Central  y  Provincia  de  Matanzas,  y  comunica^ 
do  al  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  en  seis  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  acordando 
dicho  Ayuntamiento  quedar  enterado  de  la  cesión  de 
crédito  realizada  con  fecha  diez  del  expresado  mes  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  según 
consta  de  la  certificación  que  acompaño.  Quinto: 
que  en  virtud  de  esa  transferencia  ó  cesión  de  crédito, 
don  Juan  Roca  Berta  viene  siendo  acreedor  del  Ayun- 
tamiento de  esta  ciudad  desde  el  seis  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete,  por  la  suma  de  once 
mil  seiscientos  sesenta  pesos  treinta  y  tres  centavos 
'en  oro  español.  Sexto:  que  no  obstante  las  diversas 
gestiones  privadas  que  el  Sr.  Roca  Berta  ha  practicado 
para  obtener  de  la  citada  Corporación  Municipal  el 
pago  de  lo  que  le  adeudaba,  dicha  Corpoi*ación  se 
resiste  al  pago,  aduciendo  fútiles  pretextos  para  eludir 
el  cumplimiento  de  obligación  tan  sagrada  y  poniendo 
por  lo  tanto  al  señor  Roca  Berta  en  el  duro  y  penoso 
caso  de  acudir  á  los  Tribunales  en  defensa  de  su  legí- 
timo derecho;  alegando  los  fundamentos  legales  de 
derecho  que  estimó  convenientes». 

Tercero.  (cResultando  que  por  providencia  de 
treinta  y  uno  de  Agosto  del  pasado  año,  fojas  veinte  y 
cuatro,  se  tuvo  por  establecida  la  demanda,  la  que  se 
mandó  sustanciar  por  los  trámites  establecidos  para 
el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía;  y  que  se  con- 
firiese traslado  de  la  misma  al  señor  Alcalde  Munici- 
pal Presidente  de  la  Corporación  á  quien  debía  empla- 
zarse para  que  dentro  de  nueve  días  improrrogables, 
compareciera  en  los  autos  personándose  en  forma; 
cuyo  emplazamiento  tuvo  efecto  en  tres  de  Septiembre 
del  mismo  año,  según  consta  de  la  diligencia  de  fojas 
veinie  y  cuatro,  vuelta,  y  veinte  y  cinco». 
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Cuarto.  ffBeAultando  que  don  Pablo  Pérez  Zamo- 
ra, Abogado,  por  su  eecrito  de  doce  del  mismo  mes  y 
año,  fojas  treinta  y  ano  se  personó  en  estos  aatos  á 
nombre  del  señor  Arturo  de  Vargas  y  Montoro,  en  su 
carácter  de  Sindico  representante  de  la  Corporación 
Municipal  de  esta  ciudad;  y  por  providencia  de  trece 
de  los  mismos,  fojas  treinta  y  uno,  vuelta,  se  le  man- 
dó contestar  la  demanda  dentro  de  veinte  días,  ha- 
biéndosele notiñcado  en  catorce,  fojas  treinta  y  dos». 

Contestación: 

Quinto.  Resultando  que  el  demandado,  por  su 
escrito  de  fojas  treinta  y  cuatro  á  la  cuarenta  y  ocho, 
de  fecha  nueve  de  Octubre  del  pasado  año,  contestó 
la  demanda,  solicitando  se  le  tuviera  por  opuesto  & 
ella  y  por  alegada  la  ezbepción  de  falta  de  reclamación 
previa  en  la  vía  gubernativa;  que  se  declarase  sin 
lugar  dicha  demanda,  absolviendo  de  ella  al  Ayunta- 
miento de  esta  ciudad,  y  que  se  condenase  al  deman- 
dante D.  Juan  Boca  Berta  al  pago  de  las  costas;  y  con- 
signando por  su  parte,  los  siguientes  hechos:  Primero: 
n^  el  de  igual  número  de  la  demanda,  porque  ni  le 
constaba  ni  se  le  habla  probado.  Segundo:  aceptó 
también  el  de  igual  nómero  de  dicha  demanda,  porque 
se  había  probado  por  medio  de  un  testimonio  de  escri- 
tura pública,  pero  que  no  podía  perjudicar  en  nada  ai 
Ayuntamiento  de  esta  ciudad.  Tercero:  negó  también 
el  de  igual  número  de  la  referida  demanda  porque 
dice  que  tampoco  le  consta.  Cuarto:  que  negaba  asi- 
mismo los  hechos  ^e  ese  número  de  la  demanda  men- 
cionada; que  aceptaba  tan  solo  en  la  parte  referente 
á  la  comunicación  del  Gobernador  de  Matanzas  en 
que  se  había  dado  cuenta  en  la  sesión  del  Ayunta- 
miento en  diez  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete;  y  que  no  podía  perjudicar  los  derechos 
del  demandado.  Que  negaba  también  el  hecho  de  ese 
número  por  ser  una  consecuencia  del  anterior.  Sexto: 
que  negaba  del  mismo  modo  el  hecho  coxisignado  en 
-el  escrito  de  demanda  con  el  número  sexto  porque 
tampoco  era  cierto.  Séptimo:  que  el  actor  no  había 
probado  su  demanda,  puesto  que  los  documentos  que 
había  acompañado  no  probaban  ni  remontamente  que 
el  Ayuntamiento  de  Cárdenas  adeudase  á  don  Juan 
Roca  Berta  la  suma  de  once  mil  seiscientos  sesenta 
pesos  treinta  y  tres  centavos  oro.  Octavo:  que  el 
hecho  de  que  el  Ayuntamiento  de  Cárdenas  hubiese 
Acordado  quedar  enterado  de  la  comunicación  del 
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Gobernador  Regional  de  Matanzas^  en  que  comunicaba 
haber  aprobado  la  cesión  de  un  crédito  hecha  por  la 
Junta  de  Patronos  del  Hospital  Civil  «Santa  Isabel», 
á  favor  de  Juan  Roca  Berta  contra  él  no  podía  perju- 
dicarle en  nada  absolutamente,  puesto  que  la  frase 
«quedar  enterado»  es  una  fórmula  oficial  que  á  nada 
conduce;  y  porque  aunque  así  no  fuera  no  consta  el 
consentimiento  del  Ayuntamiento  en  esa  cesión;  y 
Noveno:  que  el  demandante  no  había  establecido  re* 
damación  alguna  en  la  vía  gubernativa  antes  de  inter- 
poner la  demanda,  alegando  asimismo  los  fundamen- 
tos de  derecho  que  estimó  del  caso». 

R¿plioa: 

Sexto.  «Resultando  que  al  evacuar  el  demandante 
el  traslado  en  réplica  por  su  escrito  de  fojas  cincuenta 
&  la  sesenta  y  una,  reprodujo  los  hechos  todos  de  la 
demanda  agregando  que  el  Ayuntamiento  de  Cárdenas 
no  fué  ajeno  á  la  transferencia  de  crédito  hecha  por 
el  Hospital  «Santa  Isabel»  á  favor  del  demandante,  de 
cuya  transferencia  6  cesión  tuvo  conocimiento  antes 
de  que  en  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  siete  le  impartiese  su  aprobación  y  se  la  comunicase 
al  Ayuntamiento  el  seflor  Gobernador  Civil  de  la  Pro- 
vincia; que  don  Juan  Roca  Berta,  en  unión  de  otros 
acreedores,  aeudió  al  Ayuntamiento  en  instancia  fe- 
chada en  Abril  último  en  solicitud  de  que  aquella 
Corporación  hiciese  el  reconocimiento  de  sus  créditos 
y  consignase  las  sumas  necesarias  para  satisfacerlos  en 
el  presupuesto  ordinario — entonces  en  formación— que 
de  esa  instancia  no  se  había  comunicado  á  Juan  Roca 
resolución  alguna:  que  el  Regidor  Síndico  del  Ayun- 
tamiento censuró  el  presupuesto  municipal,  ahora  en 
ejercicio,  por  no  consignarse  en  el  mismo  cantidad 
alguna  para  el  pago  de  deudas  anteriores  á  primero 
de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve.  Tanto 
la  Junta.  Municipal  como  la  Comisión  de  Hacienda  y 
el  Ayuntamiento  difirieron  hacer  dicha  consignación 
con  f&tiles  pretextos  hostiles  al  derecho  de  los  acree- 
dores; sostuvo  además,  todos  los  fundamentos  de  dere- 
cho que  consignó  en  el  escrito  de  demanda;  y  alegó 
otros,  pidiendo  se  abriese  el  juicio  á  prueba». 

DÚPLioA: 

Séptimo.  «Resultando  que  el  demandado  en  su 
escrito  de  duplica  de  fojas  setenta  y  cinco  &  la  ochenta 
y  cinco,  fijó  como  hechos:     Primero:  los  de  la  contes- 
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tación  á  la  demanda  que  reprodajo;  Segando:  que 
negaba  el  consignado  con  el  mismo  número  en  el  es- 
crito de  réplica  del  demandante;  Tercero:  que  nega- 
ba asimismo  el  hecho  cuarto  del  escrito  de  réplica  en 
cuanto  asegura  que  la  Junta  Municipal,  la  Comisión 
de  Hacienda  y  el  Ayuntamiento  se  había  negado  á  in- 
cluir en  el  presupuesto  cantidad  alguna  para  el  pago 
de  la  deuda  municipal  con  fútiles  pretextos  hostiles  al 
derecho  de  los  acreedores.  Que  se  negaron  á  ello 
porque  la  deuda  no  está  liquidada  y  la  prevención  del 
artículo  ciento  treinta  de  la  Ley  Municipal  vigente  se 
refiere  á  deudas  reconocidas  y  liquidadas;  y  Cuarto: 
que  hacía  constar  que  confesado  por  el  demandante  en 
su  escrito  de  réplica  que  el  testimonio  de  escritura  pú- 
blica que  acompañó  con  su  demanda  lo  fué  solamente 
para  acreditar  el  carácter  con  que  se  presentaba  en  es- 
te juicio  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  el  ar- 
tículo quinientos  dos  de  la  Ley  de  Enjuicimiento  Ci- 
vil ;  y  que  el  otro  documento  no  tenía  más  valor  que 
para  los  efectos  del  artículo  mil  quinientos  veinte  y 
siete  del  Código  Civil  queda  probado  por  confesión 
propia  que  no  acompañó  á  su  demanda  documento  al- 
guno en  que  fundar  su  derecho.  Reprodujo  todos  los 
fundamentos  de  derecho  que  consignó  en  el  escrito  de 
contestación,  menos  el  segundo  y  quinto,  que  modificó 
por  el  tercero  de  escrito  de  réplica  y  consignando  por 
otrosí  que  no  necesitaba  que  se  abriese  t^l  juicio  á  prue- 
ba, pero  ni  se  oponía  á  ello«  reservándose  el  derecho 
de  pedir  que  se  rechazasen  los  documentos  que  segu* 
ramente  trataría  de  presentar  el  demandante  durante 
ese  término  y  que  serian  los  que  debió  acompañar  con 
la  demanda,  como  dispone  la  Ley. » 

Prueba: 

Octavo,  cr Resultando  que,  abierto  el  j  uicio  á  prue- 
ba por  el  término  de  veinte  días  para  que  las  partes 
propusieran  lasque  le  conviniesen  el  demandante,  pro- 
puso la  de  documento  público,  por  su  escrito  de  fojas 
noventa  y  una  á  la  noventa  y  tres,  y  por  providencia 
de  nueve  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno,  fojas 
noventa  y  tres,  se  declaró  no  haber  lugar  á  admitir  la 
prueba  propuesta  por  no  expresarse  por  la  parte  la  re- 
lación que  tenían  los  documentos  á  que  se  hacía  refe- 
rencia con  el  asunto  que  se  debate  en  este  pleito,  á  fin 
de  venir  en  conocimiento  de  que  esos  documentos  eran 
á  Iqs  que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del  artículo  qui- 
nientos cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  de- 
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clarándose  también  sin  lugar  á  admitir  la  prueba  inte- 
resada respecto  á  informes  que  debía  expedir  la  Al- 
caldía Municipal,  por  no  ser  esos  informes  documentos 
de  los  que  determina  el  artículo  quinientos  noventa  y 
cinco  de  la  Ley  citada;  todo  ello  sin  perjuicio  de  que 
dicha  parte,  ó  sea  el  demandante,  pudiera  reproducir 
en  prueba  dentro  del  término  y  en  la  forma  correspon- 
diente, por  lo  que  por  su  escrito  de  fojas  noventa*  y 
cinco  á  la  noventa  y  siete  reprodujo  dicha  prueba  pro- 
poniendo ya  la  expresada  de  documentos  públicos,  ó 
sea  copia  certiñcada  que  con  vista  de  los  libros  de  ac^ 
tas  de  la  Junta  de  Patronos  del  Hospital  Santa  Isabel 
debía  expedir  el  Secretario  de  dicha  Junta  del  acuerdo 
de  doce  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco,  del  treinta  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noven- 
ta siete,  del  veinte  y  seis  de  Mayo  del  propio  año  y 
del  treinta  de  Agosto  de  igual  año,  cuyos  acuerdos  ha-* 
cen  referencia  á  la  aceptación  por  parte  del  Hospital 
Santa  Isabel  del  traspaso  que  don  José  Caramés  hizo 
al  demandante  del  crédito  que  tenía  contra  aquel  Hos- 
pital, y  á  la  cesión  ó  transferencia  que  el  referido  Hos- 
pital hizo  en  pago  á  don  Juan  Boca  de  cantidades  que 
el  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  le  adeudaba.  Copia 
certificada  del  oficio  que  el  señor  Alcalde  Municipal  de 
esta  ciudad  dirigió  al  Sr.  Presidente  de  aquella  Junta 
en  Abril  6  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y 
al  cual  se  hace  referencia  en  el  acuerdo  de  veinte  y 
seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  por 
cuyo  oficio  «1  Alcalde  Presidente  de  la  Corporación 
Municipal  muestra  su  conformidad  á  la  cesión  que  la 
Junta  de  Patronos  hacía  á  don  Juan  Roca  de  cantida- 
des que  el  Ayuntamiento  le  adeudaba,  si  bien  rectifi- 
cando la  ascendencia  de  aquélla.  Otra  certificación 
del  Alcalde  Presidente  de  la  Corporación  damandada 
con  vista  de  los  datos  existentes  en  las  Oficinas  Muni- 
cipales para  hacer  constar  que  el  Ayuntamiento  debía 
al  Hospital  Santa  Isabel  dos  mil  quinientos  cuarenta 
y  un  pesos  ochenta  y  nveve  centavos  de  la  cuota  con- 
signada para  sostenimiento  de  aquel  Asilo  en  el  pre- 
supuesto de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  á  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres,  tres  mil  trescientos  diez  y  ocho 
pesos  catorce  centavos  de  la  que  figuraba  en  el  pi:esu- 
pnesto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  á  noventa  y 
cuatro;  y  cinco  mil  ochocientos  pesos  de  la  consignada 
en  el  de  mil  ochocientos  noventa  y  cincx>  á  noventa  y 
seis;  cuyas  cantidades  quedaron  cedidas  por  el  Hospi- 
tal Santa  Isabel  á  favor  de  don  Juan  Roca;  otra  certi- 
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fícadón  del  propio  señor  Alcalde  relativa  á  haberse 
presentado  por  varios  acreedores,  entre  ellos  el  de- 
mandante, ana  solicitud  al  Ayuntamiento  en  Abril  del 
pasado  año  para  que  en  el  presupuesto  ordinario  del 
ejercicio  corriente  se  consignase  la  cantidad  necesaria 
para 'pagar  aquéllos:  que  dicha  solicitud  no  había  re- 
caído acuerdo,  ó  al  menos,  no  se  le  había  comunicado 
al  demaudante;  y  á  pesar  de  haberlo  pedido  el  Regidor 
Bíndico  en  su  censura  al  proyecto  de  dichos  presupues- 
tos, ninguna  cantidad  se  había  consignado  para  aten- 
der &  dichas  obligaciones;  y  que  á  los  efectos  del  ar- 
tículo quinientos  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  juraba  no  haber  tenido  conocimiento  de  dichos 
documentos  antes  de  presentar  su  demanda.» 

Noveno.  «Resultando  que  la  certificación  expe- 
dida por  la  Secretaria  del  Ayuntamiento  de  esta  du- 
dad, aparece  que  dicho  Ayuntamiento  adeuda  al  Hos- 
pital Santa  Isabel  dos  mil  quinientos  cuarenta  y  un 
pesos  ochenta  y  nueve  centavos  como  resto  de  la  can- 
tidad consignada  para  el  sostenimiento  de  aquel  esta- 
bledmiento  en  el  presupuesto  de  mil  ochodentos  no- 
venta y  dos  á  mil  ochodentos  noventa  y  tres;  tres  mil 
trescientos  diez  y  ocho  pesos,  catorce  centavos  por 
igual  concepto,  del  presupuesto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  á  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro;  y 
dnco  mil  ochodentos  pesos  por  el  mismo  concepto  en 
el  presupuesto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  4 
mil  ochocientos  noventa  y  seis:  que  no  aparece  que 
dichas  cantidades  hayan  sido  cedidas  legalmente  á  don 
Juan  Roca  Berta,  lo  que  queda  confirmado  con  el  he- 
cho de  que  en  tres  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno  y 
á  virtud  de  convocatoria  de  la  Comisión  de  deudas  del 
Ayuntamiento  llamando  á  los  acreedores  del  mismo 
presentó  el  Hospital  Civil  Santa  Isabel  una  relación 
detallada  de  las  cantidades  que  le  adeuda  el  Ayunta- 
miento y  figuran  las  siguientes:  por  el  ejercido  de  mil 
ochocientos  noventa  y  dos  á  mil  ochodentos  noventa  y 
tres,  dos  mil  quinientos  cuarenjia  y  un  pesos  ochenta  y 
nueve  centavos;  por  el  ejerdcio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres  &  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  tres 
mil  trescientos  diez  y  ocho  pesos  catorce  centavos;  y 
por  el  ejercicio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dnco  á. 
mil  ochocientos  noventa  y  seis,  seis  mil  ochodentos 
cincuenta  y  seis  pesos  cincuenta  y  dos  centavos,  lo 
que  probaba  que  el  Hospital  no  había  cedido  esas  can- 
tidades y  que  las  considera  como  créditos  suyos:  que 
no  era  cierto  que  don  Juan  Roca  Berta  entre  otros 
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acreedores  hubiese  presentado  al  Ayuntamiento  vüúb, 
instancia  en  el  mes  de  Abril  último,  pidiendo  que  el 
presupuesto  ordinario  del  corriente  ejercicio  se  con- 
signase la  cantidad  necesaria  para  el  pago  de  sus  cré- 
ditos, puesto  que  la  única  solicitud  presentada  al 
Ayuntamiento  en  el  mes  de  Abril  citado  sobre  el  par- 
ticular, que  lo  fué  el  día  ocho  autorizada  por  el  señor 
Roca  Berta  y  otros  que  se  dicen  acreedores,  se  limita 
á  manifestar  que  se  hallaban  dispuestos  á  facilitar  el 
medio  de  que  el  Municipio  solventara  sus  créditos  en 
una  sucesión  de  varios  presupuestos,  y  otras  formali- 
dades; y  que  si  bien  era  cierto  que  el  señor  Síndico  de 
la  Corporación  en  su  censura  en  el  presupuesto  co- 
rriente indicó  que  debía  consignarse  en  él  algunas  su- 
mas para  ir  haciendo  frente  á  las  deudas  que  fueran 
declaradas  legítimas  y  cuyo  pago  se  acordase  por  la 
Corporación,  la  Junta  Municipal  primero  y  después  el 
Ayuntamiento,  acordaron  que  no  debía  consignarse 
cantidad  alguna,  en  el  presupuesto  con  dicho  objeto^ 
puesto  que  no  estaba  liquidada  ni  se  sabía  la  ascen- 
dencia de  lo  adeudado  ni  siquiera  se  sabía  si  pagarían 
ó  no  los  Ayuntamientos,  existiendo  indicios  para  creer 
que  la  pagaría  el  Estado,  por  cuyas  razones  no  podía 
aplicarse  el  precepto  del  artículo  ciento  treinta  de  la 
Ley  Municipal  en  su  inciso  segundo.» 

Décimo.  «Resultando  que  de  la  certiñcación  ex- 
pedida por  el  Secretario  de  la  Junta  de  Patronos  del 
Hospital  Santa  Isabel  de  esta  Ciudad  aparece  que  en 
libro  de  actas  del  referido  Hospital  y  en  la  Junta  de 
doce  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cin- 
co aparece  un  acuerdo  dando  cuenta  con  un  oficio  de 
don  Juan  Roca  Berta  con  un  testimonio  de  escritura 
pública  por  la  que  don  José  Caramés  cedió  varios  cré- 
ditos que  tenía  contra  el  Hospital  correspondiente  á  los 
presupuestos  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  á  mil 
ochocientos  noventa  y  dos,  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  dos  á  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  de  mil  ocho 
cientos  noventa  y  tres  á  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro,  y  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  á  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco;  apareciendo  en  forma  di- 
cho documento  ajustadas  las  sumss  cedidas  á  las  de 
los  libros  del  Hospital  por  lo  que  se  acordó  aceptar  á 
don  Juan  Roca  como  cesionario  de  don  José  Saramés; 
y  que  se  tuviese  presente  por  Tesorería,  al  acordarse 
los  pagos  de  cualquiera  de  las  sumas  cedidas.  Que  en 
el  acta  de  treinta  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  siete  se  acordó  que  eu  virtud  de  que  el  Sr.  Juan 
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Eoca  pretendía  qne  se  le  abonasen  las  sumas  que  se  le 
adeudadan  á  lo  que  tenía  pei-fectísimo  derecho,  pero 
qne  en  la  imposibilidad  de  efectuarlo  por  carecer'  la 
Junta  hasta  de  lo  necesario  para  hacer  frente  á  las 
más  apremiantes  necesidades  Ael  Hospital,  había  pro- 
puesto el  mencionado  señor  Eoca  que  aceptara  en  pa- 
go igual  suma  de  la  que  por  ejercicios  anteriores  al 
presente  tenía  el  Hospital  contra  el  Ayuntamiento  de 
esta  Ciudad,  que  en  junto  importaba  doce  mil  ocho- 
cientos veinte  pesos  sesenta  y  seis  centavos:  y  que 
aceptado  en  principio  por  el  acreedor  se  sometía  &  la 
consideración  de  los  señores  que  componían  la  Junta, 
cuyos  señores  d^pués  de  examinar  los  antecedentes 
del  caso  y  convencidos  de  la  gran  utilidad  que  esa  for- 
ma de  arreglo  entrañaba  para  la  Junta,  acordaron 
aceptar  lo  propuesto  por  el  señor  Presidente  y  se  su- 
putó al  señor  Eoca  acudiera  con  aquel  objeto  á  dicho 
acto;  y  verificándolo  prestó  su  conformidad  y  convi- 
nieron los  señores  vocales  en  ceder  al  referido  señor 
Eoca  en  pago  de  su  crédito  como  cesionario  de  don  Jo- 
sé Caramés  la  suma  de  once  mil  setecientos  ochenta  y 
tres  pesos,  treinta  y  cuatro  centavos  igual  suma  de  su 
crédito  contra  el  Ayuntamiento  de  esta  ciudad,  por 
ejercicios  anterriores  al  corriente,  que  en  junto  impor- 
taban doce  mil  ochocientos  veinte  pesos  sesenta  y  seis 
centavos,  subrogando  al  señor  Eoca  en  todos  sus  dere- 
chos para  que  cobrase  y  percibiese  del  repetido  Ayun- 
tamiento la  suma  cedida  "en  la  forma  que  con  el  mis- 
mo conviniese,  acordándose  se  diese  cuenta  al  Ayun- 
tamiento de  esta  ciudad  y  se  expidiese  copia  del  acta 
para  el  señor  Eoca.  También  aparece  del  iacta  de  vein- 
te y  seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete 
haberse  dado  cuenta  con  un  oficio  del  señor  Alcalde 
Municipal  de  esta  ciudad  contestando  la  comunicación 
que  se  le  dirigió  á  propósito  de  la  cesión  del  crédito 
del  Hospital  contra  este  Municipio  á  don  Juan  Eoca  y 
en  cuyo  oficio  manifiesta  el  Ayuntamiento  que  según 
sus  liquidaciones  resultaba  adeudar  al  Hospital  la  su- 
ma de  once  mil  seiscientos  sesenta  pesos  tres  centavos 
que  por  dicha  suma  se  consideraba  deudora  la  Corpo- 
ración Municipal  y  no  tenia  inconveniente  en  recono- 
cer como  acreedor  á  don  Juan  Eoca  Berta  según  lo  ha- 
bía S(/Iicitado  la  Junta  de  Patronos;  que  existiendo  una 
diferencia  sobre  el  resultado  de  la  liquidación  de  la 
deuda  del  Ayuntamiento  para  con  el  Hospital  se  había 
oficiado  al  señor  Alcalde  Municipal  para  que  acepta- 
se las  sumas  según  los  datos  del  referido  Hospital  y 
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aceptase  también  el  acuerdo  6  convenio  celebrado  con 
don  Joan  Roca  en  la  forma  que  aparecía  de  la  comuni- 
cación que  se  le  había  dirigido.  Que  en  el  acta  de 
treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete  estando  aún  pendiente  de  resolver  las  dificulta- 
des surgidas  con  motivo  de  la  cesión  del  crédito  con-r 
tra  el  Ayuntamiento  &  favor  de  Roca  en  pago  de  igual 
suma  que  éste  acredita  contra  el  Hospital  Santa  Isa- 
bel ascendentes  á  once  mil  setecientos  ochenta  y  tres 
pesos  treinta  y  cuatrq  pentavos,  por  entender  dicho 
Ayuntamiento  que  su  adeudo  ^:a  tan  solo  de  once  mil 
seiscientos  sesenta  pesos  tres  centavos  hasta  el  treinta 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  se  había 
celebrado  varias  entrevistas  con  el  señor  Alcalde  Mu- 
nicipal y  el  acreedor  señor  Roca,  acordándose  previa 
la  aprobación  de  la  Junta  de  Patronos  admitir  el 
acuerdo  del  Municipio  de  aceptar  como  su  acreedor  su- 
brogado en  los  derechos  del  Hospital  á  don  Juan' Roca 
Berta  por  los  once  mil  seiscientos  sesenta  pesos,  tres 
centavos  a^te8  referidos  sin  perjuicio  de  rectificar  la 
suma  adeudada  por  aquella  Corporación  abonando  di- 
rectamente la  Junta  al  referido  señor  Roca  los  ciento 
veinte  y  tres  pesos  treinta  y  un  centavos  hasta  el  to- 
tal de  su  crédito.  Y  que  la  copia  del  oficio  que  el  Al- 
calde Municipal  de  esta  ciudad  había  dirigido  al  señor 
Presidente  de  la  Junta  de  Patronos  en  Abril  ó  Mayo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  no  se  .encontraba 
en  poder  de  la  referida  Junta,  suponiendo  que  hubiese 
sido  remitido  junto  con  el  expediente  formado  con  mo- 
tivo de  esa  cesión  al  señor  Grobemador  de  la  Región 
Oentral  para  que  á  su  vez  lo  elevase  al  señor  Gober- 
nador General.  D 

Décimoprimero.  «Resultando  que  practicada  to- 
da la  prueba  propuesta  sé  mandó  á  unir  á  los  autos;  y 
que  se  hiciese  saber  á  las  partes,  lo  que  se  verificó.» 

•  Décimosegundo.  «Resultando  que  transcurrido 
el  término  concedido  por  la  Ley  sin  que  ninguna  de 
las  partes  hubiese  solicitado  la  celebración  de  vista 
pública,  se  mandaron  entregar  los  autos  originales  á 
aquéllas  por  su  orden,  para  que  concluyeran  ó  hicie- 
ran por  escrito  el  resumen  de  las  pruebas.  j> 

Decimotercero.  «Resultando  que  ambas  partes 
litigantes  presentaron  sus  respectivos  escritos  de  con* 
clusión  é  insistieron  en  sus  pretensiones  pidiendo  la 
representación  del  demandado  que  las  certificaciones 
de  fojas  ciento  una.vuelta  á  la  ciento  tres,  expedidas 
por  la  Secretaría  del  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  y 
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la  de  ciento  seis  á  la  ciento  nueve  por  el  de  la  Jonta 
de  Patronos  del  Hospital  Santa  Isabel,  no  se  tengan 
en  cuenta  al  dictar  sentencia  en  este  jaicio  porque  á 
ello  se  opone  la  Ley,  toda  vez  que  el  demandante  co- 
nocía la  existencia  de  esos  documentos,  y  de  los  hechos 
&  que  los  mismos  se  refieren;  y  se  mandaron  traer  los 
.  autos  á  la  vista  para  sentencia. » 

Sesolugkón  becubbida: 

Decimocuarto,  «Resultando  que,  conforme  ya  se 
ha  dicho,  la  sentencia  recurrida  de  la  Audiencia  de 
Matanzas,  en  su  parte  dispositiva,  confirma,  con  espe» 
cial  condenación  de  costas  en  la  segunda  instancia  la 
que  en  su  oportunidad  dictó  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia,  la  cual  declaró  sin  lugar  la  excepción  de 
falta  de  reclamación  previa  en  la  vía  gubernativa 
cuando  la  demanda  se  dirige  contra  la  Hacienda  pú- 
blica, alegada  en  el  escrito  de  contestación  por  la  par- 
te demandada,  asimismo  inadmisibles  los  documentos 
venidos  al  pleito  durante  el  término  de  prueba  á  ins- 
tancia del  a5tor,  y  sin  lugar  la  demanda  establecida 
por  Juan  Boca  Berta  contra  el  Ayuntamiento  de  Cár- 
denas al  cual  absuelve  en  todas  sus  partes  sin  que  en 
dicha  primera  instancia  se  hiciera  especial  condena- 
ción de  costas. 

FUNDi^KENTOS  DEL  BBOÜBSO  DE  CASACIÓN: 

Decimoquinto.  Resultando  que  contra  dicha 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Matanzas  ha  interpuesto 
el  demandante  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  autorizado  por  los  números  uno,  dos  y  siete  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Ovil,  y  cuyos  motivos  los  expone  en  la  for- 
ma siguiente:  '^A.  Infracción  de  los  artículos  mil 
doscientos  catorce  en  relación  con  el  mil  doscientos 
quince  y  mil  doscientos  diez  y  ocho  de  la  Ley  de  Eh- 
juidamiento  Civil,  digo,  del  Código  Civil.  El  artículo 
mil  doscientos  catorce  del  Código  Civil  establece  que 
incumbe  la  prueba  de  las  obligaciones  al  que  reclama 
su  cumplimiento  y  la  de  su  extinción  al  que  la  opone. 
El  artículo  mil  doscientos  quince  del  Código  Civil 
dice:  **Las  pruebas  han  de  hacerse;  por  instrumento 
público,  &."  Esta  disposición  establece  de  una  ma- 
nera terminante  que  las  pruebas  de  las  obligaciones 
con  instrumentos  públicos  y  de  acuerdo  con  el  precep- 
to del  artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código 
Civil  hacen  prueba  completa  de  las  mismas,  mucho 
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más  cuando  la  legitimidad  de  esos  instrumentos  públi- 
cos no  fué  impugnada  de  la  manera  y  forma  que 
establecen  los  artículos  quinientos  noventa  y  seis  y 
siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  La 
sentencia  que  en  tales  condiciones  no  estime  como 
prueba  de  una  obligación  la  escritura  pública  de  fojas 
primera  y  la  certificación  de  fojas  cinco  infringe  los 
artículos  mil  doscientos  catorce,  mil  doscientos  quince 
y  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código  Civil  violando 
6  interpretando  erróneamente  dichos  preceptos  de  ley. 
Y  para  que  aparezca  más  clara  y  evidente  y  manifies- 
ta esa  infracción,  para  que  se  vea  de  una  manera  más 
amplia  la  violación  é  interpretación  errónea  de  los 
principios  jurídicos  antes  citados,  hemos  de  fijarnos 
también  en  otros  detalles  que  aparecen  de  la  resultan- 
cia de  autos  y  que  no  han  debido  pasar  desapercibidos 
ni  al  Juzgado  que  dictó  la  primera  sentencia  ni  á  la 
Sala  que  dictó  la  sentencia  que  recurro.  En  la  conten- 
tación de  la  demanda  hecha  por  la  representación  del 
Ayuntamiento  de  Cárdenas,  se  niega,  sin  aducir  otra 
razón  que  la  sola  negativa,  la  existencia  de  la  deuda 
reclamada  y  se  deja  vigente  en  todas  sus  partes  la 
legitimidad  de  la  escritura  y  certificación  acompañada. 
Necesariamente  y  por  si  no  bastaba  la  prueba  de 
documento  público  traída  y  al  hacerse  tal  negativa 
había  que  llevar  en  el  período  de  prueba  la  verdad 
traída  con  la  escritura  y  certificación  mencionada — 
de  ahí  se  encuentran  er  los  autos  las  certificaciones  y 
documentos  públicos  también — de  fojas  ciento  uno  y 
ciento  seis,  la  primera  de  la  Secretaría  del  mismo 
Ayuntamiento  demandado  y  que  no  venía  á  presentar 
el  documento  en  que  se  funcfaba  un  derecho,  sino  la 
garantía  de  un  documento  presentado  ya;  y  al  no 
estimarse,  dentro  de  los  más  rudimentarios  principios 
de  lógica  jurídica,  como  prueba  bastante  por  el  señor 
Boca  Berta  los  documentos  presentados;  al  dictarse 
por  el  Juzgado  de  ^Primera  Instancia  de  Cárdenas  y 
aceptarlo  la  Sala  el  quinto  y  sexto  considerando  de  la 
sentencia  que  se  recurre  y  en  los  que  se  dice:  **que 
Boca  Berta  estaba  en  el  deber  ineludible  de  justificar 
la  obligación  que  se  atribuye  al  Ayuntamiento  de  Cár- 
denas, con  tanto  mayor  motivo,  cuanto  que  éste  la 
niega  y  desconoce  su  legitimidad"  y  que  la  prueba 
ministrada  en  este  pleito  por  Juan  Boca  Berta  para 
justificar  la  acción  que  ha  ejercitado  contra  el  Ayunta- 
miento de  Cárdenas,  carece  de  eficacia  legal,"  refirién- 
dose en  este  Considerando  á  la  prueba  traída  y  no  á 
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los  documentos  acompañados  con  el  escrito  de  deman- 
da, que  prueban  de  una  manera  cierta  la  existencia  de 
la  obligación,  como  se  dice  muy  acertadamente  en  el 
primero  y  tercero  considerando  del  voto  particular  de 
la  sentencia  recurrida  que  copiados  dicen:  ' 'Conside- 
rando que  con  la  escritura  de  fojas  primeía  y  la  cer- 
tiñcación  de  la  cinco  ha  justificado  don  Juan  Roca 
BQrta  que  el  Hospital  **Santa  IsabeP'  le  cedió  un  cré- 
dito de  once  mil  seiscientos  sesenta  pesos  treinta  y 
tres  centavos  que  tenía  contra  el  Ayuntamiento  de 
Cárdenas,  que  el  Gobernador  Civil  de  la  Provincia  de 
Matanzas  aprobó  tal  cesión,  que  de  ello  quedó  entera- 
do el  Ayuntamiento,  y  que  el  crédito  de  Boca  Berta 
contra  el  Hospital,  provenía  de  habérselo  cedido  don 
José  Caramés,  proveedor  de  dicho  establecimiento,"  y 
* 'Considerando  que  aún  cuando  el  documento  de  fojas 
cinco  no  probara  directamente  todo  lo  que  se  deja 
consignado,  entre  los  medios  de  probar  las  obligacio- 
nes se  encuentran  las  presunciones,  según  lo  establece 
el  articulo  mil  doscientos  quince  del  Código  Civil  y 
probando  como  prueba  que  el  Gobernador  Civil  apro- 
bó la  cesión  hecha  por  el  Hospital  á  favor  de  Boca 
Berta  y  que  el  Ayuntamiento  se  díó  por  enterado  de 
ella  sin  tomar  ningún  otro  acuerdo  se  deduce  que 
la  cesión  existió,  porque  no  se  puede  aprobar  lo  que 
no  existe,  y  que  el  Ayuntamiento  reconoció  la  legiti- 
midad del  crédito  cuando  se  dio  por  notificado  de  la 
cesión,  pues  entre  los  hechos  probados  y  los  deducidos 
hay  un  enlace  parecido  y  directo  según  las  reglas  del 
criterio  humano,  que  es  lo  que  exige  el  artículo  mil 
doscientos  cincuenta  y  tres  del  Código  citado, 
para  que  las  presunciones  no  establecidas  por  la  Ley 
se^in  aplicables  como  medio  de  prueba,"  y  el  Conside- 
rando siguiente  que  dice  ''que  la  notificación  al  Ayun- 
tamiento de  la  cesión  del  crédito  de  que  se  trata,  no 
pudo  tener  otro  objeto  que  el  que  determina  el  artículo 
mil  quinientos  veintisiete  del  Código  Civil,  porque  no 
era  preciso  su  consentimiento  para  la  validez  del  con- 
trato celebrado,"  se  infringe  como  antes  llevo  mani- 
festado el  articulo  mil  doscientos  catorce  en  relación 
con  el  mil  doscientos  quince  y  mil  doscientos  diez  y 
ocho  del  Código  Civil,  no  sólo  por  violación  é  interT 
pretación  errónea  de  principios  de  ley  sino  también 
por  error  de  derecho  cometido  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  que  ha  venido  á  autos,  ya  con  el  escrito  de 
demanda,  ya  con  el  período  probatorio.  B. — Infrac- 
ción del  artículo  mil  doscientos  cuarenta  y  nueve  del 
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C&digo  CiviL  Porque  probado  con  los  docnmeñtos 
que  se  acompañaron  á  la  demanda,  que  el  Gobernador 
Civil  de  la  Provincia  aprobó  la  cesión  hecha  por  el 
Hospital  "Santa  Isabel"  á  favor  de  Roca  y  Berta, 
y*  que  él  Ayuntamiento  se  dio  por  enterado  de  ello, 
sin  tomar  ningún  otro  acuerdo,  se  deduce  que  tal 
cesión  quedó  consumada,  qué  existia  por  lo  tanto 
la  cosa  ó  el  derecho  cedido  y  que  el  Ayuntamiento 
reconoció  la  legitimidad  de  éste,  y  por  lo  tanto  la 
verdad  de  su  obligación  cuando  se  dio  por  notifica- 
do, sin  íprotesta  alguna  de  la  expresada  cesión;  siendo 
de  tener  en  cuenta  que  entre  los  hechos  probados 
y  los  deducidos,  hay  un  enlace  preciso  y  directo, 
conforme  á  las  r^las  del  humano  criterio,  y  que 
existe  la  presunción  á  que  se  refiere  el  articulo  ci- 
tado como  prueba  de  una  obligación  existente  por  par- 
te del  Ayuntamiento,  elemento  éste  de  prueba  no  apre- 
ciado en  la  sentencia  que  se  recurre  y  que  viola  una 
doctrina  legal  apreciable  al  pleito  y  contenida  en  el 
articulo  mil  doscientos  cuarenta  y  nueve  que  por  tal 
concepto  se  encuentra  infringido. — C. -^Infracción  del 
articulo  mil  doscientos  cincuenta  y  tres  del  Código 
Civil.  Porque  á  más  de  las  razones  consignadas  en  el 
apartado  B  expuesto  anteriormente,  y  do  justificán- 
dose con  prueba  alguna  la  extinción  ó  nó  existencia 
de  obligación  que  opone  el  Ayuntamiento  de  Cárde- 
nas, aunque  no  tuvieran  fuerza  probatoria  los  docu- 
mentos públicos  de  fojas  ciento  uno  y  ciento  seis  hay 
exacta  relación  entre  los  docum^nitos  de  fojas  primera 
y  cinco  y  siempre  que  por  el  Tribunal  sentenciador  no 
se  tenga  en  cuenta  la  relación  qué  existe  entre  estos 
últimos  documentos  y  las  manifestaciones  del  deman- 
dado en  todo  juicio,  como  medio  de  praebas  de  pre- 
sunciones no  establecidas  por  la  Ley  expresamente, 
pero  que  demuestran  que  entre  el  hecho  demostrado  y 
aquel  que  se  trata  de  deducir,  hay  un  enlace  preciso  y 
directo,  se  viola  é  infringe  al  articulo  mil  doscientos 
cincuenta  y  tres  citado. — D. — Infracción  del  articulo 
mil  ciento  cincuenta  y  siete  del  Código  Civil.  Porque 
el  Ayuntamiento  de  Cárdenas  ha  confesado  en  su  es- 
crito de  duplica  y  lo  ha  ratificado  en  su  escrito  de  con- 
clusión y  además  así  aparece  de  la  certificación  de  fo- 
jas ciento  uno  que  adeuda  al  Hospital  Santa  Isabel,  la 
cantidad  de  once  mil  seiscientos  sesenta  pesos  en  oro, 
que  aparece  cedida  en  los  documentos  públicos  de  fo- 
jos primero  y  cinco,  y  toda  sentencia  en  la  cual  se 
afirme  que  el  Ayuntamiento  de  Cárdenas,  no  debe  na- 


Digiti 


zedby  Google 


-928  BOLnXR  LIOX8LA.TIYO. 


da  al  Hospital  Santa  Xsabel,  y  por  tanto,  á  sa  cesiona- 
rio don  Joan  Boca  Berta,  infringe  el  artículo  mil  cien- 
to cincuenta  y  eiete  del  Código  Civil  toda  vez  que  con 
el  pago  no  ha  extinguido  una  obligación  que  tenia 
consignada  en  presupuesto. — E. — Infracción  del  ar- 
ticulo mil  ciento  cincuenta  y  ocho  del  Código  Civil. 
Porque  es  un  hecho  probado  en  autos,  la  cesión  del 
crédito  que  tenia  el  Hospital  Civil  Santa  Isabel,  con- 
tra el  Ayuntamiento, .  contra,  digo,  á  favor  de  José 
Caramés  y  de  éste  á  favor  de  Juan  Boca  Berta  y  como 
todo  el  que  pagare  por  cuenta  de  otro  podrá  redamar 
del  deudor  lo  que  hubiese  pagado,  á  no  ser  contra  su 
expresa  voluntad,  y  esta  inconformidad  no  se  ha  de- 
mostrado según  consta  del  documento  de  fojas  cinco, 
toda  sentencia  en  que  con  tales  antecedentes  declare 
sin  lugar  la  presente  demanda  viola  é  infringe  el  ar- 
tículo mil  ciento  cincuenta  y  ocho  del  Código  Civil.— 
F. — Infracción  del  artículo  trescientos  cuarenta  y  ocho 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Porque  el  Ayun- 
tamiento de  Cárdenasy^  en  sus  escritos  de  contestación 
y  duplica  y  conclusión,  no  negó  que  adeudara  al  Hos- 
pital Santa  Isabel,  de  quien  trae  causa  el  demandante 
don  Juan  Boca  Berta,  la  cantidad  reclamada  en  este 
pleito;  y  por  ello  existe  manifiesta  falta  de  congruencia 
entredicho  fallo  y  las  preten piones  deducidas  por  las 
partes,  desde  el  momento  que  no  negándose  el  Ayun- 
tamiento de  Cárdenas,  la  existencia  de  la  deuda  con- 
signada en  presupuestos  anteriores,  según  consta 
(le  la  certificación  de  fojas  ciento  uno,  y  probada 
como  se  encuentra  en  autos  la  cesión  al  demandan- 
te, toda  sentencia  en  que  no  se  condene  al  pago, 
viola  é  infringe  el  articulo  trescientos  cuarenta  y  ocho. 
— G.  —  Infracción  del  articulo  quinientos  cuaren- 
ta y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Por 
que  el  silencio  de  la  Corporación  demandada  acerca 
de  la  existencia  de  su  vinculo  obligatorio  para  con  el 
Hospital  Santa  Isabel,  debió  ser  estimado  en  la  sen- 
tencia como  una  confesión  de  ese  hecho  á  tenor  de  lo 
que  dispone  el  articulo  quinientos  cuarenta  y  ocho  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Evidencia  esa'infrac- 
ción  hecha  la  propia  manifestación  hecha  por  la  parte 
demandada  en  su  escrito  de  conclusión  durante  la  pri- 
mera instancia,  al  consignar  que  la  única  excepción 
por  dicha  parte  propuesta  fué  la  falta  de  reclamación 
previa  en  la  vía  administrativa;  y  provado  por  tanto 
en  autos,  la  existencia  de  la  cesión  del  Hospital  Santa 
Isabel,  á  favor  de  Juan  Boca  Berta,  toda  sentencia  en 
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qne  por  el  silencio  de  la  parte  demandada,  no  condene 
á  ésta  al  pago  de  la  cantidad  reclamada,  viola  é  in- 
fringe el  articulo  quinientos  cuarenta  y  ocho  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil.—  H. — Infracción  del  artículo 
quinientos  dos  párrafo  ssgundo,  quinientos  tres,  pá- 
rrafo primero  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en 
reladón  con  el  quinientos  dnco,  quinientos  doce  y  re- 
gla segunda  del  quinientos  noventa  y  seis  de  la  misma 
Ley.  Porque  el  demandante  ha  cumplido  plenamente 
el  producir  su  escrito  de  demanda  los  dos  primerso 
artículos,  presentando  los  documentos  públicos  de  fo- 
jas uno  y  cinco,  sexto  fundamento  de  derecho  de  la 
sentencia  pronunciada  en  la  primera  instancia  y  acep- 
tada por  la  Sala,  establece  que  la  prueba  suministrada 
por  el  actor  para  justificar  su  acción,  carece  de  eficacia 
legal  y  no  puede  ser  tenida  en  cuenta,  en  razón  á  que 
dichos  documentos  vinieron  durante  el  término  pro- 
batorio. Aún  suponiendo  que  dicha  consideración  l^gal 
hubiera  sido  expuesta  por  el  demandado,  debe  tenerse 
en  cuenta  que  los  documentos  que  se  aluden  no  han 
sido  traídos  á  los  autos  para  afianzar  ó  consignar  algún 
derecho,  sino  para  cumplementar  los  documentos  pú- 
blicos de  fojas  uno  y  cinco  presentado  por  la  demanda, 
documentos  éstos  que  obran  á  fojas  ciento  uno  y  cien- 
to  seis,  traídos  asimismo  en  el  término  probatorio 
porque  la  parte  demandada  á  pesar  de  tener  conoci- 
miento de  la  deuda  negó  ésta,  á  pesar  de,  los  docu- 
mentos públicos  con  que  fué  comprobada;  documentos 
que  en  este  caso  pudieran  haberse  traído  á  los  autos 
sin  necesidad  del  juramento  á  que  se  refiere  el  artículo 
quinientos  cinco  de  la  Ley  Procesal  Civil,  mucho  más 
si  se  tiene  en  cuenta  el  precepto  contenido  en  el  ar- 
tículo trescientos  cuarenta  de  la  Ley  de  Enjuicimiento 
Civil,  á  virtud  del  cual,  por  sana,  lógica,  por  equidad 
jurídica  y  hasta  por  moral,  antes  de  pronunciar  el  fa- 
llo y  para  mejor  proveer  podían  pedirse  los  documen- 
tos de  que  se  trata  por  el  Tribunal  sentenciador  que 
eran  útiles  en  todo  caso  para  esclarecer  el  derecho  de 
los  litigantes.  Si  lo  anteriormente  expuesto  no  bas- 
tara, si  no  fueran  bastantes  las  razones  aducidas  en 
este  apartado  al  objeto  que  debía,  veamt>s  qué  dice  el 
segundo  Considerando  del  voto  particular  que  contiene 
la  sentencia  que  se  recurre:  <(Ck)nsiderando  que  acom- 
pañados esos  documentos  con  la  demanda,  dejó  cum- 
plido el  actor — documentos  de  fojas  uno  y  cinco — lo 
que  dispone  el  número  segundo  del  artículo  quinientos 
(los  y  el  párrafo  primero  del  quinientos  tres,  ambos  de 
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la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  eompelido  por  la 
actitud  del  demandado  que  en  el  hecho  octavo  de  su 
contestación  negó  haber  prestado  su  consentimiento  á 
la  cesión  hecha  por  el  Hospital  á  Roca  Berta,  y  en  el 
noveno  que  éste  hiciera  reclamación 'alguna  adminis- 
trativa antes  de  interponer  la  demanda,  trajo  &  los 
autos  en  el  término  de  prueba  las  certificaciones  de 
fojas  ciento  uno  y  ciento  seis,  en  la  que  constan  esos 
particulares,  no  puede  decirse  que  se  faltara  al  pre- 
cepto contenido  en  el  artículo  quinientos  cinco  de  la 
Ley  citada,  pues  solo  complementan  esos  documentos 
los  presentados  con  la  demanda,  y  prueban  hechos  que 
no  podrían  presumirse  que  fueran  negados,  siendo  por 
tanto  conducentes  al  objeto  del  litigio  al  que  pudieron 
traerse  sin  necesidad  del  juramento  que  innecesaria  é 
indebidamente  prestó  la  representación  del  actor.  «Y 
si  esta  apreciación  no  bastara  para  demostrar  el  in- 
cumplimiento de  preceptos  legales  que  aduzco,  dice  el 
quinto  Considerando  del  tantas  veces  citado  voto  par- 
ticular: «que  el  precepto  del  artículo  quinientos  cinco 
déla  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  no  tiene  otro  ob- 
jeto que  impedir  que  las  partes  se  sorprendan,  presen- 
tando documentos  en  oportunidad  en  que  á  la  contra- 
ria le  resulte  imposible  ó  difícil  contrarrestar  sus 
fuerzas  probatorias,  lo  que  no  sucede  en  este  caso, 
pues  por  los  documentos  presentados  con  la  demanda 
tuvo  el  demandado  perfecto  conocimiento  del  asunto 
de  que  se  trataba,  y  pudo  alegar  y  probar,  todo  loque 
á  su  derecíio  hubiera  convenido,  y  que  los  documentos 
traídos  después  prueban  que  se  le  habían  hecho  pro- 
posiciones para  facilitarle  el  pago  y  que  había  consen- 
tido la  cesión».  Si  todo  esto  no  bastara,  si  no  exis- 
tiera el  precepto  expreso  contenido  en  el  artículo 
quinientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  si 
no  existiera  la  disposición  legal  contenida  en  el  ar- 
tículo quinientos  sesenta  y  seis  y  quinientos  setenta  y 
siete  y  siguientes  de  la  misma  Ley;  si  no  existiera  para 
el  demandado  el  precepto  contenido  en  la  regla  se- 
gunda del  artículo  quinientos  noventa  y  seis,  todos  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  si  no  existiera,  en  fin, 
el  lecurso  ext^aordinario  de  nulidad  de  prueba  presen- 
tada, mediante  la  correspondiente  demanda  al  efec- 
to, al  ñu  de  las  impugnaciones  de  documentos  en  el  pe- 
1  iodo  de  prueba,  ¿en  qué  fundamento  legal  ha  demanda- 
do el  Juez  de  primera  instancia  de  Cárdenas  para  re- 
peler en  la  sentencia  los  documentos  de  fojas  ciento  uno 
y  ciento  seis,  cuando  esa  impugnación  no  ha  sido  hecha 
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en  forma  por  el  demandado  y  los  Jaeces  ó  Tribunales 
sentenciadores  no  pneden  hacer  otra  cosa  qae  dictar  la 
sentencia  congruente  con  las  peticiones  de  los  litigantes 
conforme  al  articalo  trescientos  cincuenta  y  ocho,  ci- 
tado como  infringido  en  el  apartado  F.  del  presente 
escrito  de  casación?  Lo  expuesto  demuestra  de  una 
manera  clara  y  evidente,  que  en  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Matanzas  se 
infringe  y  violan  los  preceptos  contenidos  en  los  ar- 
ticolos  quinientos  dos  y  tres  en  relación  con  el  qui- 
nientos cinco,  quinieutos  doce  y  regla  segunda  del 
quinientos  noventa  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  apoyados  todos  por  el  artículo  trescientos  cua- 
renta de  la  misma  ley;  motivo  por  si  solo  suficiente 
para  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  tal 
y  como  lo  autorizan  los  números  primero,  segundo  y 
séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
citada.  I.  Infracción  del  artículo  mil  quinientos 
veintisiete  del  Código  Civil.  Dice  dicha  disposición 
legal:  «El  deudor  que  antes  de  tener  conocimiento  de 
la  cesión  satisfaga  al  acreedor  quedará  libre  de  la  obli- 
gación». Es  un  hecho  cierto,  justificado  por  el  Ayun- 
tamiento de  Cárdenas  en  sus  escritos  de  contestación 
duplica  y  conclusión,  en  el  certificado  de  fojas  ciento 
uno  y  en  las  alegaciones  hechas  por  la  representación 
del  misma  ante  la  Bala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de 
Matanzas  que  debía  al  Hospital  Santa  Isabel  por  los  pre- 
supuestos de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  á  mil  oeho- 
ciestos  noventa  y  tres;  mil  ochocientos  noventa  y  tres  á 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro;  mil  ochocientos  no- 
venta y  dnco  á  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  la  can- 
tidad de  once  mil  seiscientos  sesenta  pesos  treinta  y  tres 
centavos  en  oro  español,  es  un  hecho  cierto  y  probado 
también  que  el  Hospital  Santa  Isabel — y  ello  está  pro- 
bado en  todo  el  juicio — había  cedido  dicha  cantidad  á 
Juan  Boca  Berta;  de  todo  lo  cual  se  deduce  que  dicho 
Roca  Berta  se  había  subrogado  en  condiciones  de  acree- 
dor, en  las  condiciones  á  que  se  refiere  el  número  ter- 
cero del  articulo  mil  doscientos  tres  del  Código  Civil 
sin  que  tuviera  por  su  parte  otra  obligación  que  notifi- 
car al  deudor,más  los  efectos  ya  ya  citados  en  el  artícu- 
lo mil  quinientos  veinte  y  siete,  que  se  refiere  á  la  tras- 
misión de  créditos,á  fin  de  evitar  que  el  Hospital  cobra- 
se un  crédito  cedido  ya.  Con  estos  precedentes,  senta- 
do que  el  Ayuntamiento  confiesa  que  debía  al  Hos- 
pital la  cantidad  citada,  y  cumplido  por  Koca  Berta 
el  precepto  mencionado  en  el  artículo  mil  quinientos 
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veinte  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  CiviL  ¿En 
qné  fundamento  legal  podía  descanzar  el  Ayuntamien- 
to su  negativa  de  pago,  teniendo  en  cuenta  ademán 
que  se  le  había  notificado  que  ya  esa  deuda  no  la  te- 
nia con  el  Hospital,  sino  con  Juan  Boca  Berta?  ¿Pre- 
cede que  los  Tribunales  de  justicia,  aprobada  como 
está  la  existencia  de  una  deuda,  por  cierta  la  persona- 
lidad del  acreedor  y  por  hecha  la  notificación  á  que  se  • 
refiere  el  articulo  mil  quinientos  veinte  y  siete  citado 
declare  sin  lugar  la  acción  que  ejercita  ese  mismo 
acreedor?  ello  infringe  de  una  manera  exprosa  el  pre- 
cepto contenido  en  el  articulo  mil  quinientos  veinte  y 
siete  respecto  á  los  deberes  del  acreedor.  J«  Infrac- 
ción del  número  primero  de  la  Orden  número  tres  de 
primero  de  Enero  de  mil  novecientos  uno.  Siempre 
que  los  Jueces  ó  Tribunales,  dice  la  citada  disposición 
resuelvan  alguna  controversia  entre  partes  harán  de- 
claración expresa  sobre  si  ha  habido  ó  no  temeridad  ó 
mala  fe  en  alguno  de  los  litigantes.  El  Ayuntamiento 
de  Cárdenas  que  se  defiende  ante  los  Tribunales  de 
Justicia  de  una  deuda  que  tiene  consignada  en  distin- 
tos presupuestos,  y  de  un  pago  que  tiene  que  hacer  á 
determinado  acreedor,  lo  cual  está  justificstdo  por  los 
escritos  que  ha  presentado,  por  el  documento  público 
de  fojas  cinco  y  por  la  certificación  de  fojas  ciento  uno 
un  litigante  que  debiendo  una  cantidad  que  no  puede 
negar  y  que  á  pesar  dé  todo  se  escuda  con  la  negativa 
sin  pruebas  y  que  acude  ante  un  Juez  de  primera  ins- 
tancia primero,  y  ante  una  Audiencia  después  á  negar 
loe  hechos  que  el  mismo  confiesa  y  certifica,  es  ó  no  li- 
tigante temerario  y  de  mala  fe.  Un  litigante  que,  co- 
mo el  Ayuntamiento  de  Cárdenas  en  todo  un  juicio  no 
hace  más  que  defenderse  con  los  errores  judiciales  que 
comete,  y  que  dentro  de  la  tramitación  de  autos,  de- 
muestra hasta  la  evidencia  y  que  debe  y  no  i>aga  por- 
que no  quiere  ¿es  ó  no  litigante  temerario  y  de  mala 
fe?  Si  bien  es  cierto  que  queda  al  prudente  arbitrio  de 
los  tribunales  la  calificación  de  temeridad  y  mala  fe  á 
que  se  refiere  la  Orden  consignada  en  este  apartado, 
no  es  menos  cierto  que  hay  un  principio'de  moralidad 
y  de  justicia,  y  hablo  con  el  debido  respeto  y  en  tér- 
minos de  defensa,  que  los  mismos  Tribunales  tienen 
la  precisa  obligación  de  ver  en  todo  litigante  esa  mis- 
ma temeridad  y  mala  fe  á  los  efectos  de  la  imposición 
de  costas;  y  toda  sentencia  que  como  en  este  caso  no 
sea  revocada  con  imposición  de  costas  al  demandado, 
infringe,  viola  é  interpreta  erróneamente  el  númeropri- 
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mero  de  la  Orden  número  tres,  de  primero  de  Enero 
de  mil  novecientos  nno. » 

Decimosexto.  Result&ndo  que  admitido  el  recur- 
so, por  auto  que  dictó  la  mencionada  Audiencia  con 
fecha  diez  y  ocho  de  Octubre  y  emplazadas  las  partes 
se  personaron  ante  este  Tribunal  Supremo,  sustan- 
ciándose el  expresado  recurso  en  debida  forma;  y  cele^ 
brandóse  la  vista  el  día  diez  del  corriente  con  asisten- 
cia de  los  Letrados  de  las  partes,  apoyando  el  recurso 
el  de  la  parte  recurrente  é  impugnándolo  al  de  la  no 
recurrente» 

Decisión  dbl  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Garlos  Bevilla  y 
Ferrari 

Primero.  Considerando  que  la  resolución  recurri- 
da se  funda  para  declarar  sin  lugar  la  demanda  en  la 
falta  de  prueba  del  derecho  alegado  por  el  actor,  en 
virtud  de  ufarle  eficacia  á  los  documentos. traídos  du- 
rante el  término  aprobatorio,  por  no  ser  esa  la  oportu- 
nidad legal  para  su  presentación  y  no  atribuírsela  por 
sí  mismos  tampoco  al  efecto  indicsulo  á  los  que  f uei-on 
acompañados  con  la  demanda;  por  lo  cual  al  preten- 
der el  recurrente,  en  el  motivo  que  en  su  recurso  se 
señala  con  la  letra  H,  que  dicha  sentencia  ha  infringi- 
do los  artículos  quinientos  dos,  párrafo  segundo;  qui- 
nientos tres,  Párrafo  primero  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  en  relación  con  el  quinientos  cinco,  qui- 
nientos doce  y  quinientos  noventa  y  seis,  regla  segun^ 
da  del  propio  cuerpo  legal,  procurando  obtener,  me- 
diante la  casación  interesada,  que  á  los  expresados 
documentos  venidos  al  juicio  en  el  trámite  de  prueba 
se  les  conceda  el  valor  legal  que  la  Sala  sentenciadora, 
les  ha  negado,  es  evidente  que  plantea  la  cuestión  fun- 
damental en  el  estado  del  juicio,  cuya  resolución  exi- 
ge prioridad  respecto  á  todas  las  otras  contenidas  en 
los  diversos  *moti vos  del  recurso. 

Segundo.  Considerando  á  dicho  respecto,  que  ha- 
biéndoles atribuido  el  propio  rrecurrente  á  los  indica- 
dos documentos  que  se  han  traído  al  juicio  durante  el 
término  de  prueba  al  objeto  de  justificar;  primero:  la 
aceptación  por  parte  del  Hospital  Santa  Isabel  del  tras- 
pasó que  José  Caramés  hizo  al  recurrente  de  un  crédi- 
to contra  el  Hospital  mencionado,  que  afirma  ser  e^l 
reclamado;  segundo:  la  cesión  ó  transferencia  que  la 
misma  institución  hizo  al  propio  recurrente  de  canti- 
dades que  el  Ayuntamiento  demandado  le  adeudaba; 
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tercero:. la  conformidad  de  eeta  Corporación  con  la  ex- 
presada transferencia  de  derechos;  coarto:  que  el 
Ayuntamienfo  debía  al  repetido  Hospital  la  suma  re- 
clamada, importe  de  varias  partidas  qae  figuraban  en 
presupuestos  anteriores  y  quinto:  la  existencia  de  nna 
solicitud  presentada  al  Ayuntamiento  demandado  por 
varios  acreedores  para  que  se  consignase  en  el  presu- 
puesto corriente  la  cantidad  necesaria  para  el  pago  de 
sus  respectivas  acreencias;  no  cabe  dudar  que  la  tra^ 
misión  del  crédito  que  se  dice  tenia  el  Hospital  contra 
el  Ayuntamiento,  y  la  afirmación  de  la  cantidad  á  que 
al  mismo  se  refiere,  formada  por  el  arrastre  de  presu- 
puestos anteriores  da  á  ese  documentos  naturaleza  tal, 
que  es  indispensable  comprenderlos  por  el  primer  con- 
cepto entre  lo  que  indica  el  párrafo  segundo,  articulo 
quinientos  dos  de  la  Ley  de  trámites  civiles  y  por  el 
segundo  entre  aquellos  á  que  se  contrae  el  párrafo  pri- 
mero del  articulo  quinientos  tres  de  la  propia  Ley. 

Tercero,  Considerando  que  el  texto  de  ambos  pre- 
ceptos no  deja  lugar  á  dudas  respecto  á  su  sentido  y 
alcance,  por  lo  que  no  puede  ser  licito  sustraer  á*su 
apKcación  cualesquiera  documentos  que  tengan  la  na- 
turaleza de  los  que  ellos  definen,  con  el  fundamento 
de  que  el  artículo  quinientos  cinco  de  la  propia  ley, 
que  concuerda  con  los  mencionados,  tiene  por  objeto 
«el  impedir  que  las  partes  se  sorprendan  presentando 
documentos  en  oportunidad  en  que  á  la  contraria  la 
resulta  imposible  ó  difícil  contrarrestar  sus  fuerzas 
probatorias»;  y  que  pueden  existir  casos  en  los  que  se- 
mejante consecuencia  resulte  imposible,  ó  al  menos  fá- 
cil de  evitar;  porque  frente  al  sentido  general  de  los 
preceptos  mencionados  no  es  permitido  á  la  interpre- 
tación establecer  distinciones,  ni  es  dable  tampoco  el 
deseutenderse  de  la  natural  y  propia  significación  de 
sus  términos  con  el  propósito  de  hacer  prevalecer  su 
espíritu. 

Cuarto,  Considerando  en  cuanto  al  motivo  marcado 
con  la  letra  A.,  que  al  atribuir  la  sentencia  recurrida 
al  actor  la  obligación  de  probar  el  derecho  reclamado, 
se  ha  limitado  á  cumplir  lo  que  dispone  el  artículo 
mil  doscientos  catorce  del  Código  Civil  en  su  primer 
extremo,  que  es  el  único  de  posible  aplicación  al  caso, 
con  lo  cual  ciertamente  no  lo  ha  infringido;  asi  como 
tampoco  el  propio  articulo  y  los  que  en  el  expresado 
cuerpo  legal,  llevan  los  números  mil  doscientos  quin- 
ce y  mil  doscientos  diez  y  ocho,  al  estimar  que  los  do- 
cumentos acompasados  con  la  demanda  no  son  Bufi« 
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dentes  &  demostrar  que  el  Ayuntamiento  de  Cárdenas 
contrajera  la  obligación  cuyo  cumplimiento  le  Ixa  exi* 
gido  el  demandante;  y  mucho  menos  que  resulte 
deudor  de  éste  por  la  suma  que  le  reclama,  porque 
es  evidente  que  la  escritura  de  cesión  de  José  Cara- 
mes,  que  aparece  en  primer  término  entre  los  mismos, 
tan  solo  es  demostrativa  de  este  último  contrato;  y  la 
certificación  que  ocupa  el  segundo,  justifica  la  apro- 
bación por  parte  del  extinguido  Gobierno  de  la  Región 
Central  y  de  la  Provincia  de  Matanzas,  de  la  cesión 
de  crédito  que  hizo  la  Junta  de  Patronos  del  Hospital 
Civil  &  favor  del  actor,  y  que  el  primero  tenia  contra 
el  Ayuntamiento  de  Cárdenad,  lo  cual  fué  comuni- 
cado á  este  último,  que  acordó  darse  por  enterado  de 
la  comunicación  en  que  se  le  hacía  saber,  en  cesión  de 
diez  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete; 
pero  ni  uno  ni  otro  demuestran  la  existencia  del  cré- 
dito cedido,  ni  la  subrogación  del  Ayuntamiento  como 
deudor  en  el  lugar  del  Hospital,  datos  fundamentales 
para  el  ejercicio  de  la  acción  deducida  que  la  Sala 
tampoco  ha  estimado  justificados  por  otros  medios. 

Quinto.  Considerando  que  &  la  fórmula  empleada 
por  la  Corporación  Municipal  al  «darse  por  enterada» 
de  lo  resuelto  por  el  Gobernador  de  la  Región  Central 
y  de  la  Provincia  de  Matanzas,  no  puede  concedérsele 
el  valor  y  la  eficacia  que  el  recurrente  pretende,  en  el 
concepto  de  que  mediante  ella,  la  cesión  quedó  consa- 
mada, reconociendo  el  Ayuntamiento  la  existencia  y 
legitimad  del  crédito  cedido,  y  por  tanto,  la  verdad  de 
su  obligación;  pues,  dada  la  vaguedad  de  dicha  fór- 
mula, no  es  posible  racionalmente  estimarla  como 
constitutiva  por  si  misma  de  todas  Ids  demostraciones' 
indicadas;  y  significando,  más  bien,  el  recoiiocimiento 
de  una  notificación,  no  existen  términos  hábiles  para 
deducir  de  ella  las  conclusiones  pretendidas,  por  lo 
cual  no  se  infringe  al  negarle  tal  virtualidad  el  articu- 
lo mil  doscientos  cuarenta  y  nueve  del  Código  Civil, 
así  como  tampoco  el  mil  doscientos  cuarenta  y  tres  del 
propio  Código,  toda  vez  que  entre  una  cosa  y  otrd  no 
existe  el  enlace  preciso  y  directo  que  exige  el  segundo 
de  los  citados  preceptos  para  que  pueda  tener  legal 
existencia  la  prueba  de  presunciones. 

Sexto.  Considerando  que  el  motivo  marcado  con 
la  letra  D.  es  manifiestamente  erróneo,  poi-que  no  con- 
teniendo la  sentencia  recurrida  pronunciamiento  al- 
guno respecto  al  pago,  que  tampoco  las  partes  han 
alegado,  en  el  pleito,  no  puede  haberse  infringido  el 
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artículo  mircicoitó  ciscaenta  y  siete  del  Código  dvil, 
que  explica  cuándo  deberá  entenderse  pagadlb  una 
denda. 

Séptimo.  Considerando  qne  para  que  resultase  in* 
fringido  el  articulo  mil  ciento  cincuenta  y  ocho  del 
Código  Civil,  como  pretende  el  recurrente  en  el  moti- 
vo E  de  su  recurso,  seria  indispensable  que  todos  los 
elementos  de  hecho  que  forman  la  base  de  su  razona- 
miento se  hubieran  estimado  probados  en  la  sentencia, 
siendo  asi  que  ésta  ha  tenido  en  cuenta  para  absolver 
al  demandado  que  los  documentos  de  fojas  uno  y  cin- 
co, que  fueron  acompañados  con  la  demanda  «no  son 
bastantes  para  demostrar  que  el  Ayuntamiento  de 
Cárdenas  contrajera  la  obligación  cuyo  cumplimiento 
le  exije  el  demandante  Boca  Berta.)» 

Octavo.  Considerando  que  el  articulo  trescientos 
cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil^ 
que  se  invoca  como  infringido  en  el  motivo  F.  del  re- 
curso, no  tiene  relación  alguna  con  los  varios  proble- 
mas planteados  en  el  pleito,  y  menos  a&n,  si  cabe,  con 
el  concepto  de  su  infraoción  que  el  recurrente  ha  con- 
signado, por  lo  cual,  dadi^  la  incongruencia  de  seme- 
jante cita,  es  imposible  reconocerle  eficacia  en  casa- 
ción. 

Noveno.  Considerando  que  a&n  en  el  supuesto  de 
que  la  parte  demandada  hubiera  faltado  á  lo  prescrip- 
U)  en  el  articulo  quinientos  cuarenta  y  ocho  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  dejando  de  confesar  ó  negar 
llanamente  los  hechos,  empleando  el  silencio  ó  res- 
puestas evasivas;  siendo  discreccional  en  el  Tribunal 
sentenciador  el  estimar  ó  no  dicha  circunstancias  -co- 
mo  confesión  de  los  hechos  á  los  cuales  uno  d  otras  so 
refieran,  el  una  que  haga  de  dicha  facultad  no  da  lu- 
gar á  la  casación,  conforme  tiene  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo. 

Décimo.  Considerando  que  es  también  manifies- 
tamente erróneo  el  motivo  que  se  señala  con  la  letra  I 
en  el  recurso,  pues  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha 
aplicado  el  artículo  mil  quinientos  veintisiete  del  Có- 
digo Civil,  ni  ha  podido  aplicarlo  racionalmente,  pues- 
to que  la  absolución  que  )a  sentencia  cpntiene  con  res- 
pecto al  demandado  no  se  funda  en  que  éste  haya  abo- 
nado, ni  al  actor,  ni  á  otro  alguno  el  importe  del  cré- 
dito reclamado,  y  dicho  precepto  tan  sólo  puede  vio- 
larse desconociendo  la  exención  de  la  obligación  de  pa- 
gar que  nace  á  favor  del  deudor  cuando,  sin  conoci- 
miento déla  subrogación  de  acareedor,  abona  al  sulnx>- 


Digiti 


zedby  Google 


JUBISPBUDENGIA  CIVIL.  387 


gante,  problema  cnya  incongraencia  con  el  presente 
caso  es  evidente. 

Décimoprimero.  Considerando  que  el  motivo 
marcado  con  la  letra  J  es  improcedente  porque  la  te- 
meridad á  los  efectos  de  la  Orden  número  tres  de  mil 
novecientos  uno,  no  puede  ser  materia  de  casación. 

Décimosegundo.  Considerando  que  cuando  se 
declara  sin  lugar  un  recurso,  deben  imponerse  las  cos- 
tas al  recurrente,  conforme  al  artículo  XL  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Boca  Berta  contra  la  sentencia  de  la  Audiencia 
de  Matanzas  que  ya  se  ha  mencionado,  condenándole  & 
abonar  las  costas  de  dicho  recurso.  Comuniqúese,  et<?. 

Así  por  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  González 
Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. — 
Carlos  Revilla. 


Inf.  ley.— Sent.  60-  23  de  Diciembre  de  1902.— Mayor 

cadUtia.  (Gac.  Mago  12,) 

DOCTRINA:  Cuando  no  se  trata  del  reconoci- 
miento de  bijo  natural  hecho  aisladamente  por  uno  de 
los  padres,  sino  que  un  hijo  ya  reconocido  por  uno  de 
ellos,  pretende  que  se  declare  que  es  también  hijo 
natural  de  determinada  persona,  no  es  posible,  para 
que  tal  declaración  se  haga,  prescindir  ^e  la  justifica- 
ción de  que  ambos  padres  tenían  capacidad  legal  pnra 
contraer  Matrimonio,  en  el  momento  de  la  concep- 
ción, no  bastando  al  efecto  que  ese  cstrenio  se  justiñ-' 
que  sólo  respecto  del  demandado. 

No  es  exacto  que  el  alcance  del  articulo  1 0  del  Códi- 
go Civil  esté  restringido  al  sólo  caso  de  la  legitima- 
ción, i)ucsto  que  la  definición  en  él  contenida  se  aplica 
á  todos  aquellos  casos  en  que  sea  preciso  alegar  ó  jus- 
tificar el  carácter  de  hijo  natural,  cuando  el  nombre 
de  los  dos  padres  sea  conocido. 

L.a  presunción  legal  establecida  en  el  artículo  130 
del  Código  Civil,  sólo  tiene  aplicación  al  caso  del  re- 
conocimiento de  un  hijo  natural  por  uno  sólo  de  lus 
padres. 

Los  asientos  de  los  libros  parroquiales  después  de 
establecido  en  esta  Isla  el  Registro  Civil,  no  son  efica- 
ces para  probar  el  estado  Civil  de  las  personas. 
•  Las  informaciones  nd  perpetuara  no  producen  prue- 

ba contra  terceros  que  en  ellas  no  han  intervenido  y 
que  las  impugnan. 

El  allanamiento  de  unos  délos  demandados  no  cons- 
tituye demostración  en  pro  de  la  demanda,  ni  debilita 

T.  8.— 1908.— 22. 
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el  derecho  de  los   otros  á  oponerse  á  ella,  puesto  que 
el  fallo  ha  de  fundarse,   en  este  caso,  en  el  resultado 
que  produzcan  las  pruebas. 
*  La  inconj^ruencia  de  una  sentencia  no  ha  de  bnscnr- 

se  entre  un   Considerando  y  las  pretensiones  deduci- 
das, sino  entre  la  demanda  y  el  fallo. 

En  la  ciuda'd  de  la  Habana  á  veinte  y  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  dos,  en  los  autos  seguidos 
ante  el  Juzgado  de  primera  Instancia  del  Oeste  de  di- 
cha ciudad  y  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
misma  capital  por  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez 
y  González,  ocupada  en  los  quehaceres  domésticos  y 
de  esta  vecindad,  como  madre  de  los  menores  Ramona 
y  Quintín  Anselmo  González  y  Rodríguez,  contra  los 
señores  José  y  Petrona  Menéndez  y  Ilernández,  José 
Lage  y  González,  como  padre  legítimo  del  menor  José 
Lage  y  Menéndez,  y  María  Lage  y  Menéndez,  todo^ 
de  esta  vecindad:  el  priinf»ro,  la  segunda,  el  tercero  y 
la  cuarta  propietarios  sobre  reconocimiento  de  hijo  na- 
tural y  petición  de  herencia. 

Demanda: 

Primero.  Resultando  que  el  Procurador  don  «José 
Urquijo  y  Muñoz  á  nombre  de  la  señora  María  del  Pi- 
no Rodríguez  y  González,  como  madre  natural  con 
patria  potestad  de  sus  menores  hijos  Ramona  y  Quin- 
tín Anselmo  Rodríguez  por  el  escrito  de  fojas  veinte 
y  nueve,  estableció  juicio  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía contra  Ips  señores  José  Menéndez  y  Hernández, 
Petrona  Hernández  y  Hernández  esposa  de  José  Lage 
y  González:  José  Lage  y  González  cbmo  padre  legítimo 
con  patria  potestad  de  bu  menor  hijo  José  Lage  y  Me- 
néndez; y  María  Lage  y  Menéndez  casada  con  el  señor 
Anselmo  Mamerto  Navarro  y  García, para  que  como  hi- 
jos legítimos  y  herederos  por  testamento  otorgado  por  el 
señor  Menéndez  y  Menéndez;  reconozcan  que  son  hijos 
naturales  de  dicho  señor  Menéndez  y  Menéndez,  los  tam- 
bién hijos  naturales  de  su  poderdante  señora  María  del 
Pino  y  González  llamados  Ramona  y  Quintín  Ansel- 
mo Rodríguez  y  González;  y  que  con  ese  reconoci- 
miento les  entreguen  la  parte  de  herencia  que  co- 
mo legítima  de  los  hijos  naturales  corresponde  en 
la  herencia  de  su  padre  natural,  á  dichos  mejo- 
res, descansando  en  los  hechos  siguientes:  que  el 
señor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  estuvo  casado 
legítimamente  con  la  señora  Antonia  Hernández  y 
Cabrera  la  que  falleció  en  trece  de  Diciembre  de  mil 
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ochocientos  ochenta  y  cinco,  según  la  certificación 
acompañada  marcada  con  el  ntimero  primero,  habien- 
do tenido  de  ese  matrimonio,  los  hijos  llamaidos  Dolo- 
res que  falleció  hace  años;  José  y  Petrona  Hernández 
y  Henández  qne  viven  en  la  actaalidad.  lia  hija 
Dolores  al  fallecer  estaba  casada  con  el  señor  José 
Lage  y  González  y  dejó  dos  hijos  llamados  María  que 
vive  y  está  casada  con  el  señor  Mamerto  Navarro  y 
García,  y  José  Lage  Menéndez  qne  también  vive  bajo 
la  patria  potestad  de  su  padre  el  señor  José  Lage  y 
González:  Que  el  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menén- 
dez  después  de  quedar  viudo  se  unió  ilegítimamente 
haciendo  vida  marital  con  su  poderdante  señora  Ma- 
ría del  Pino  llodríguez  y  González  que  era  viuda  del 
señor  Antonio  Eodríguez  y  Medina  según  la  certifica- 
ción acompañada  marcada  con  el  número  segundo  des- 
de diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cim- 
tro,  procreando  de  esa  unión  además  de  dos  niños  y 
una  uinaque  murieron  á  los  llamados  Eamoua  y  Quin- 
tín Anselmo  que  viven  y  fueron  inscriptos  en  el  Regis- 
tro Civil  como  naturales,  solo  de  la  señora  Rodríguez 
nacidos  en  el  domicilio  do  esa  señora  y  del  señor  An- 
selmo Menéndez  y  Menéndez  en  tres  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  y  treinta  y  uno  de  Octu- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  según  la^ 
certificaciones  acompañadas  marcadas  con  los  núme- 
ros tres  y  cuatro,  expedidas  por  los  señores  Jueces 
Municipales  del  Pilar  y  del  Cerro,  extinguidos,  hoy 
del  Oeste.  Que  el  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menén- 
dez, falleció  en  la  Habana  el  veinte  y  seis  de  Abril  de 
mil  novecientos  según  la  certificación  acompañada 
marcada  con  el  número  cinco,  de  estado  viudo  de  la 
señora  Antonia  Hernández  y  Cabrera  sin  haber  reco- 
nocido legalmente  á  sus  hijos  naturales  Hamona  y 
Quintín  Anselmo,  hijos  también  naturales  de  la  seño- 
ra María  del  Pino  Rodríguez  y  González:  Que  el  señor 
Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  conservó  siempre  á  su 
lado  desde  que  nacieron  junto  con  su  madre  la  señora 
Rodríguez  y  González  á  sus  hijos  naturales  Ramotia  y 
Quintín  Anselmo,,  dándole  privada  y  públicamente  la 
consideración,  trato  y  concepto  de  hijos,  al  punto  de 
que  cuantos  lo  trataban,  los  tenían  como  legítimos,  y 
les  daba  educación  y  asistía  como  tales,  á  la  par  á  los 
anteriormente  nacidos  del  matrimonio  legítimo;  Que 
el  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  por  razón  de 
enfermedad  hizo  un  viaje  á  su  provincia  natal  en  vein- 
te de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,   en- 
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treganclo  á  la  señora  Rodríguez  en-el  acto  de  despedirse 
de  ella  un  papel  escrito  todo  él  y  firmado  de  sn  mano, 
cuyo  documento  presentado  y  marcado  con  el  número 
seis,  cppiado  dice  asi:  Maríatu  sabes  lo  urgente  que 
es  mi  viaje  sino  me  casarla  contigo,  cuando  vuelva  lo 
haré  y  legitimaré  á  nuestros  hijos  Ramona  y  Quintín 
Anselmo,  yo  declaro  que  son  mis  hijos  siempre.  Ádios. 
-Anselmo  Menéndez.-Hay  una  rúbrica:  Que  el  Sr.  An- 
selmo Menéndez  y  Meuéndez,  mientras  estuvo  ausente 
en  Aviles,  su  pueblo  natal,  escribió  frecuentemente  á 
la  señora  Rodríguez  y  á  los  hijos  de  ambos,  pero  del 
sinnúmero  de  cartas  recibidas  solo  interesan  las  acom- 
pañadas marcadas  con  los  números  siete,  ocho  y  nue- 
ve, de  diez  y  seis  de  Octubre,  once  de  Noviembre  y 
ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
vp,  por  estar  firmado  de  su  mano  por  el  propio  señor 
Menéndez,  mientras  que  las  otras  son  firmadas  á  su  . 
ruego  por*  el  amanuense  por  estar  enfermo  de  la  vista 
dicho  señor;  en  dichas  tres  cartas  acompañadas  núme- 
ros siete,  ocho  y  nueve,  el  señor  Menénd^  trata  á  la 
señora  Rodríguez  de  "mi  querida  y  estimada  esposft", 
envía  en  la  del  número  siete  besos  y  abrazos  á  mis 
hijos  Ramona  y  Anselmito  y  agrega:  tu  ya  sabes  que 
te  aprecia  éste  tu  esposo  que  desea  verte;  en  la  núme- 
ro ocho  encarga  al  final  á  mis  hijos  Ramona  y  Ansel- 
mito un  abrazo  y  un  beso  y  dice  tu  querída  esposa 
dispon  como  gustes  de  éste  tu  afectísimo  que  te  quiere 
y  ver  desea;  en  la  número  nueve,  en  el  antepenúltimo 
párrafo  habla  de  nuestros  hijos  Ramona  y  A  nselmito, 
y  finaliza  enviando  besos  á  mis  hijos  Ramona  y  Ansel- 
mito y  tú  manda  á  éste  tu  esposo;  el  documento  núme- 
ro siete  contiene  una  segunda  carta  dirijida  á  querída 
hija  Ramonita  en  la  que  aparecen  las  palabras,  el 
aprecio  de  tu  padre,  á  tu  hermanito  Anselmito  tu  pa- 
dre que  desea  estrecharte  entre  sus  brazos:  Que  le 
señor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez,  hizo  testamento 
ante  el  Notario  señor  Francisco  de  Castro  en  veinte  y 
cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
según  el  testimonio  marcado  con  el  número  diez,  el 
que  declaró  ser  natural  de  la  Provincia  de  Oviedo, 
vecino  de  la  calle  Cerrada  número  ocho;  por  la  cláu- 
sula segunda  manifiesta  que  era  de  estado  viudo  de 
doña  Antonia  Hernández  y  Cabrera,  de  cuyo  matri- 
monio le  quedaron  tres  hijos  nombrados  Dolores,  José 
y  Petrona,  de  los  cuales  había  fallecido  Dolores,  casa- 
sada  con  José  Lage  y  González,  dejando  dos  hijos 
nombrados  María  y  José    Lage  y   Menéndez;   por  la 
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clánsula  coarta  lega  el  tercio  de  eaa  bienes  de  libre 
disposición,  en  usafracto  por  toda  su  vida  á  los  me- 
nores doña  Ramona  y  don  Anselmo  Rodríguez  y  Gon- 
zález, la  primera  de  once  años  y  el  segnndo  de  cuatro 
afios,  hijos  de  doña  María  Rodríguez  y  González,  dis- 
poniendo que  si  alguno  de  estos  nifíos  fallecieren  pa- 
sará su  parte  al  que  sobreviva,  y  si  éstos  fallecieren 
antes  que  su  madre,  pasará  el  legiido  á  esta  señora, 
también  en  usufructo,  y  al  fallecimiento  de  ella  y  sus 
hijos  ya  nombrados,  pasam  en  propiedad  á  los  hijos 
del  t€»tador  sus  herederos  legítimos;  por  la  clánsula 
séptima  manda,  que  las  ropas  y  enseres  de  su  propie- 
á¿d  que  existen  en  las  habitaciones,  en  la  calle  de  Ce- 
rrada número  ocho,  donde  habitó  al  tiempo  de  su 
fallecimiento,  se  le  entreguen  á  doña  María  Rodríguez 
y  González,  á  quien  se  las  deja  para  que  disponga  dr 
ellas  como  mejor  le  convenpt,  en  pago  de  los  buenos 
servicios  que  le  tiene  prestados;  por  la  cláusula  nove- 
na declara  por  sus  bienes  las  casas  números  seis,  ocho, 
once  y  veinte  y  cuatro  de  la  calle  de  Cerrada  y  la  nú- 
mero cincuenta  y  nueve  de  la  calle  de  Romay  esquina 
á  Vigía;  por  la  cláusula  undécima  nombró  tutora  da 
los  menores  legatarios  Ramona  y  Anselmo  Rodríguez. 
y  González  á  la  madre  de  éstos  doña  María  Rodríguez 
y  González;  por  la  cláusula  duodécima  nombró  alba- 
cea  testamentario  á  su  amigo  don  Francisco  Cao  y 
Fernández,  con  relevación  de  fianza  y  prórroga  del 
término  del  albaceazgo:  Que  el  testador  señor  Ansel- 
mo Menéndez  y  Menéndez  no  hizo  institución  de 
herederos  en  su  testamento,  pues  se  limitó  á  reconocer 
como  hijos  legítimos  suyos  á  los  demandados,  los  que 
menciona  en  la  cláusula  Segunda  de  dicho  testamento; 
y  que  la  señora  María  del  Pino  y  González,  propuso 
conciliación  á  los  demandados  á  los  fines  de  esta  de- 
manda en  el  Juzgado  Municipal  del  Distrito  del 
Oeste,  que  se  tuvo  por  intentada  sin  efecto  en  vein- 
te y  tres  del  pasado  Ynes  de  Octubre  porque  no 
concurrieron  al  acto  dichos  señores  según  la  certi- 
ficación marcada  con  el  número  once,  solicitando 
dicho  Procurador  Urquijo  se  le  tuviese  por  personado 
y  por  parte  á  nombre  de  la  señora  María  del  Pino  Ro- 
dríguez y  González,  como  madre  natural  con  patria 
potestad  de  los  menores  Ramona  y  Quintín  Anselmo 
Rodríguez  y  González  en  virtud  del  poder  que  le  tiene 
conferido,  acompañado  con  los  documentos  adjuntos 
y  copias  respectivas  para  los  demandados;  y  por  esta- 
blecido el  presente  juicio  declarativo  de    mayor  cuan- 
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tía  sobre  filiación  y  petición  de  herencia  que  estable- 
ció contra  el  señor  José  Menéndez  y  Hernández,  seño- 
ra Petrona  Menéndez  y  Hernández,  señora  María  La- 
ge  y  Menéndez  y  señor  José  Lage  y  Menéndez,  siendo 
casada  la  Petrona  Menéndez  ccm  el  señor  José  Lage  y 
(ionzález,  la  señora  María  Lage  ca^^uda  con  el  «efíor 
Mamerto  Navarro  y  García  y  el  señor  José  Lage  y 
Menéndez,  sujeto  á  la  patria  potestsid  de  su  padre  don 
José  Lage  y  Gonz:ilez,  para  que  se  allanen  á  recono- 
cer y  en  su  caso  declare  el  Juzgado,  que  los  menciona- 
dos menores  Bamona  y  Quintín  «Anselmo  Rodríguez  y 
González,  son  hijos  naturales  del  señor  Anselmo  Me- 
néndez y  Menéndez  de  quien  son  los  demandados  hijos 
y  nietos  legítimos  y  presuntos  herederos,  y  que  como 
consecuencia  le  corresponde  el  derecho  contenido  en 
las  números  dos  y  tres  del  artículo  ciento  treinta  y  cua- 
tro del  Código  Civil;  ordenándose  la  anotación  maiv 
ginal  prevenida  en  el  artículo  veinte  y  uno  de  la  Ley 
del  Registro  Civil  con  imposición  de  costas,  debiendo 
prevenirse  á  los  demandados  al  dársele  traslado  de  la 
demanda  que  deben  litigar  unidos  bajo  una  aola  direc- 
ción si  han  de  hacer  uso  de  unas  mismas  excepciones; 
solicitando  asimismo  por  un  otrosí  la  anotación  pre- 
ventiva de  esta  demanda  en  el  Registro  de  la 
l*rí>piedad  del  Mediodía,  según  dispone  el  artículo 
viiute  y  uno  del  Reglamento  de  la  Ley  Hipotecaria.» 

Segundo.  vResultando  que  con  el  escrito  de  de- 
manda se  acompañaron  los  documentos  á  que  el  mis- 
mo se  refiere,  guardando  conformidad  con  la  relación 
(|U0  de  ellos  se  hace.» 

Tercero,  «Resultando  que  turnada  y  correspondi- 
do en  turno  la  presente  demanda:  por  providencia  de 
fojas  cuarenta  y  una,  se  tuvo  por  parte  al  Procurador 
don  José  Urquijo  á  nombre  de  la  señora  María  del  Pi- 
no Rodríguez  y  González  en  su  carácter  de  madre  na- 
tural con  patria  potestad  de  sus  menores  hijos  Ramo- 
na y  Quintín  Anselmo  Rodríguez  y  González  admi- 
tiéndose dicha  demanda,  Ja  que  se  sustanció  por  los 
trámites  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  co.n- 
firiéndose  traslado  de  ella  con  citación  y  emplazamien- 
to á  los  demandados  Sr.  José  Menéndez  y  Hernández, 
señora  Petrona  Menéndez  y  Hernández,  señor  José 
Lage  y  González  en  su  carácter  de  padre  legítimo  de 
su  menor  hijo  José  Lage  y  Menéndez  y  á  María  Lage 
y  Menéndez  por  medio  de  su  representación  legal  |»a- 
i-a  que  en  el  término  de  nueve  días  se  personaran  á 
contestarla:  accediéndose  á  la  anotación   preventiva 
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de  la  demanda  en  el  Registro  de  la  Propiedad  segán 
se  interesó  por  el  primer  otrosí;  librándose  para  ello  el 
correspondiente  mandamiento  por  duplicado  con  in- 
serción del  escrito  de  demanda  y  de  los  documentos 
acompañados.» 

Cuarto  irBesultando  que  según  consta  de  las  dili- 
gencias practicadas  de  fojas  cuarenta  y  tres  vuelta  á 
la  cuarenta  y  cinco  también  vuelta,  fueron  emplazados 
los  demandados  entregándoseles  en  el  acto  del  empla- 
zamiento las  copias  y  cédulas  respectivas.» 

Quinto  «Resultando  que  el  Procurador  don  To- 
mis  J.  Granados,  por  el  escrito  de  fojas  cincuenta  y 
una  se  personó  en  este  juicio,  acompañando  el  testi- 
monio de  poder  respectivo,  solicitando  se  le  tuviera 
por  parte  á  nombre  de  los  señores  José  Menéndez,  Ma- 
ría Lage  y  José  Lage  y  González  y  como  padre  de  An- 
selmo Lago  conocido  por  José;  y  por  providencia  de 
fojas  cincuenta  y  cuatro  vuelta,  se  tuvo  por  parte  al 
Procurador  don  Tomás  J.  Granados  á  nombre  de4as 
personas  por  quienes  comparecía  entendiéndose  con  el 
mismo  las  notificaciones  y  demás  diligencias  que  ocu- 
rrieron, y  que  en  cuanto  á  la  otra  demandada  doña  Pe- 
trona  Meiiéiidez  y  Hernández  que  no  había  compare- 
cido á  personarse  á  pesar  de  que  habían  transcurrido 
ventajosamente  los  nueve  días  con  que  se  le  emplazó 
para  que  lo  hiciera  se  tuviera  respecto  de  ella  por  con- 
te-jtada  la  demanda,  declarándola  en  rebeldía  y  por 
bastante  los  Estrados  del  Juzgado  donde  se  le  harían 
las  n«»tificaciones  y  se  entenderían  los  trámites  y  dili- 
gencias que  á  ella  conciernan,  previniéndosele  al  Pro- 
'  curador  Granados  que  dentro  del  término  de  veinte 
días  contestara  á  la  demanda  á  nombre  de  sus  repre- 
sentados.» 

Sexto.  «Resultando  que  según  aparece  de  la  dili- 
gencia practicada  á  foja  cincuenta  y  siete  y  su  vuelta 
fué  anotada  la  presente  demanda  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  del  Mediodía.» 

Contestación: 

Séptimo.  «Resultando  que  el  Procurador  don  To- 
más J.  Granados,  por  escrito  de  fojas  sesenta  y  seis  á 
nombre  de  don  José  Menéndez,  doña  María  Lage  y 
José  Lage  y  González  como  padre  de  Anselmo  Lage 
conocido  por  José  contestó  la  demanda  negándola, 
fundado  en  los  hechos  siguientes:  Hechos.  Primero: 
que  es  cierto  el  primer  hecho  de  la  demanda  en  cuan- 
to afirma  que  don  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  es- 
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tuvo  casado  legítimamente  con  doña  Antonia  Hernán- 
dez y  Cabrera,  quien  falleció  en  la  Habana  el  trece  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  habien- 
do tenido  en  su  matrimonio  los  hijos  llamados  Dolo- 
res, José  y  Petrona  Menéndez  y  Hernández;  qaela  hi- 
ja Dolores  al  fallecer  estaba  casada  con  José  Lage  y 
González  y  dejó  dos  hijos  llamados  María  y  José.  Se- 
í^undo:  que  niega  en  todas  sus  partes  el  hecho  segando 
de  la  demanda  porque  no  es  cierto  que  don  Anselmo 
Menéndez  y  Menéndez,  después  de  quedar  viudo,  se 
uniera  ilegítimamente  haciendo  vida  marital  con  la 
señora  Dolores  María  del  Pino  Rodríguez  y  González, 
negando  igualmente  que  esta  señora  sea  viuda  como 
se  añrma  en  el  hecho  sep:iiiido  de  la  demanda  de  don 
Antonio  Rodríguez  y  Medina,  negando  también  que 
sean  hijos  de  don  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  los 
hijos  de  dicha  señora  llamados  Ramona  y  Quintín  An- 
selmo. Tercero:  que  es  cierto  el  hecho  tercero  de  la 
demanda  en  cuanto  afirma  que  don  Anselmo  Menén- 
dez y  Menéndez  falleció  en  la  Habana  en  veinte  y  seis 
de  Abril  de  mil  novecientos,  de  estado  viudo  de  doña 
Antonia  Hernández  y  Cabrera  sin  haber  reconocido 
legalmente  á  ningün  natural  porque  nunca  los  tuvo  j 

de  esa  clase  por  cuya  razón  no  pudo  ni   polía  recono-  ' 

cer  á  los  llamados  Ramona  y  Quintín   Anselmo,   que  , 

se  dicen  son  hijos  de  doña  María  del  Pino  Rodríguez, 
hecho  este  que  le  es  indiferente,  pero  que  niega  en 
cuanto  afirma  que  esos  menores  son  hijos  de  la  citada 
señora  y  don  Anselmo  Menéndez  por  no  ser  cierto. 
Cuarto:  que  niega  en  todas  sus  partes  el  hecho  cuarto 
de  la  demanda  por  no  ser  cierto  que  don  Anselmo  Me-  *. 
néndez  y  Menéndez  conservara  siempre  á  su  lado  des- 
de que  nacieron  á  los  menores  Ramona  y  Quintín  An- 
selmo, haciendo  de  nuevo  constar  que  no  es  cierto  que 
éstos  sean  hijos  naturales  de  don  Anselmo  Menéndez 
y  que  éste  les  dicnx  á  los  mismos  públicamente  la  con- 
sideración, trato  y  concepto  de  hijos,  porque  no  es 
cierto  tampoco  que  lo  sean,  mereciéndolo  únicamente 
cierto  afecto  que  le  permitió  dejarles  un  legado  en  su 
tesfcimento.  Quinto:  Que  es  cierto  que  don  Anselmo 
Menéndez  y  ^lenéndez  hizo  un  viaje  á  España  en  el 
año  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  pero  niega 
de  una  manera  absoluta  que  dejara  á  la  señora  Rodrí- 
guez un  papel  escrito  todo  él  y  firmado  de  su  mano 
en  donde  le  dice  lo  que  se  consigna  en  el  hecho  quinto 
de  la  demanda  impugnada  por  no  sor  auténtico  el  pa- 
pel á  que  se  refiere  ese  hecho  de  la  demanda  y  se  acom- 
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Afl^  pafia  con  el  número  seis.  Sexto:  Qae  niega  igualmente 

s^tt'  el  hecho  sexto  de  la  demanda,   en  cuanto  afirma  la 

^já'  existencia  de  unas  cartas  dirijidas  por  don  Anselmo 

Um.  Menéndez  &  doña  María  del  Pino  Sodrignez,  Uamá^- 

'\dñ  dola  esposa  y  designando  con  el  nombre  de  hijos  á  ios 

3  J> '  hijos  de  ésta  por  no  ser  cierto  que  el  citado  Menéndez 

új  escribiera  esas  cartas  y  que  fueran  escritas  por  su  or- 

h^'  den.  Séptimo:  que  respecto  á  la  afirmación  que  se  con- 

(joB  tiene  en  los  hechos  de  la  demanda,  que  el  señor  Anto-. 

Iir  z  nio  Rodríguez  y  Medina  esposo  de  doña  María  del  Pi- 

iar2  no  y  Rodríguez,  falleció  el  día  diez  de  Febrero  de  mil 

ochocientos  ochenta  y  cuatro,  segán  la  certificación 
expedida  por  el  Cura  Párroco  de  Bejucal  lo  niega  en 
todas  sus  partes,  porque  á  sus  representados  les  consta 
de  una  manera  auténtica  que  el  citado  Rodríguez  y 
Medina  ingresó  eno  el  Cuerpde  Voluntarios  de  esta 
Isla,  Coarta  Compañía  del  tercer  Batallón  de  Cazado- 
^  res  de  la  Habana  el  día  primero  de  Febrero  de  mil 

ochocientos  ochenta  y  cinco,  es  decir  un  año  después 
del  que  se  le  supone  muerto,  y  causó  baja  en  dicho 
cuerpo  á  fines  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
siete,  es  decir,  tres  años  y  meses  después  deja  que  se 
le  supone  también  muerto.  Octavo:  que  en  diez  y  siete 
de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa,  es  decir  seis 
años  después  de  aquel  en  que  se  supone  muerto  al  se- 
ñor Rodríguez  Medina  se  bautizó  una  hija  de  don  Jo- 
sé Lage  y  González  y  de  doña  Angela  Menéndez  de  la 
que  fué  madrina  la  señora  María  Rodríguez  de  la  que 
se  hizo  constar  que  era  de  estado  casada.  Noveno:  que 
el  día  once  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno 
es  decir,  siete  años  después  del  que  sé  supone  muerto  • 
al  señor  Rodríguez  Medina  su  esposa  doña  María  Ro- 
dríguez concurrió  como  madrina  de  matrimonio  que 
celebraron  don  José  Lage  y  doña  Petrona  Angela  Me- 
néndez, haciéndose  constar  en  la  partida  que  la  seño- 
ra Rodríguez  era  casada.  Décimo:  que  los  hechos  sép- 
timo y  octavo  de  la  demanda  los  admitía  como  ciertos 
en  tanto  no  discrepen  del  todo  del  documento  al  cual 
se  refieren:  negando  los  demás  hechos  de  la  demanda 
que  se  opongan  ó  afirmen  cosa  contraria  á  los  que  ha- 
bía afinnado  en  esta  contestación.  Undécimo:  que  con- 
cretando las  negaciones  hacía  constar; 'que  don  Ansel- 
mo Menéndez  y  Menéndez  no  hizo  vida  marital  con 
doña  María  del  Pino  Rodríguez;  que  no  es  cierto  que 
tuviera  con  ésta  en  los  años  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  siete  y  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  dos  hi- 
jos naturales  llamado^  Simona  y  Quintil^  Anselmo; 
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que  no  es  cierto  que  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez 
fuera  viuda  desde  el  diez  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  cuatro  de  don  Antonio  Rodríguez  Medi- 
na, porque  consta  que  éste  vivía  á  fines  de  Junio  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  siete  y  su  mujer,  se  decía 
casada  hasta  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno 
sin  que  se  sepa  que  haya  muerto  hasta  hoy;  que  don 
Anselmo  Menéndez  no  reconoció  ninguna  sucesión  ile- 
gítima, y  mucho  menos  pueden  hoy  sus  herederos  ad- 
mitir como  hijos  naturales  de  él  á  los  nacidos  de  una 
mujer  casada,  que  no  puede  tener  la  consideración  de 
hijos  naturales;  que  don  Anselmo  Menéndez  tenía 
afecto  á  los  menores  Ramona  y  Quintín  Anselmo  has- 
ta el  punto  de  dejarles  un  legado  en  su  testamento  pe- 
ro eso  no  debe  ser  pretexto  para  hacerlos  pasar  por 
hijos  suyos;  que  no  reconoce  la  autenticidad  de  varias 
cartas  y  documentos  acompañados  con  la  demanda  que 
tratan  de  justificar  esa  filiación.  Solicitando  se  tuvie- 
se por  contestada  la  demanda  alegando  las  excepciones 
siüe  actione  agis  y  las  demás  que  resulten  de  los  he- 
chos expuestos,  que  se  eí§timaren  con  lugar;  declarán- 
dose sin  lugar  la  demanda  con  las  costas  á  cargo  de 
la  actora  y  por  un  otrosí,  acompaña  los  documentos  á 
que  hace  referencia  en  los  hechos  octavo  y  noveno. 

Réplica: 

Octavo.  «Resultando  que  pop  providencia  de  diez 
de  Enero  último  fojas  sesenta  y  ocho  vuelta,  se  tuvo 
por  contestada  la  demanda  confiriéndose  tmslado  en 
réplica  al  actor  por  término  de  diez  días,  quien  lo  eva- 
cuó por  el  escrito  de  fojas  setenta  y  tres  acompañando 
las  partidas  de  Francisca  de  los  Dolores  Menéndez  y 
Hernández  que  nació  en  diez  y  siete  de  Septiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  bautizada  en  veinti- 
nueve de  Octubre  del  mismo  año,  la  de  nacimiento  de 
José  Federico  Menéndez  y  Hernández  en  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientostsesenta  y  dos;  la  de  ma- 
trimonio de  Anselmo  Menéndez  con  Antonia  Cabrera 
en  veintisiete  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cuatro  adicionando  los  hechos  de  la  demanda  expre- 
sando, que  el  matrimonio  canónico  que  celebró  el  se- 
ñor Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  con  la  señora  An- 
tonia Cabrera  y  Hernández  ó  Hernández  y  Cabrera,  tu- 
vo lugar  en  veintisiete  de  Junio  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro,  el  nacimiento  de  los  hijos  de  esos 
señores  llamados  Francisca  de  los  Dolores  y  José  Fe- 
derico  ocurrió  respectiv^im^pt^  ^1  y^intinuey^  ije  Oe- 
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tabre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ano,  y  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  es  decir,  que 
al  nacer  los  demandados  tenían  la  condición  de  hijos 
naturales  de  sus  padres  según  Isk  certificación  que  se 
acompañaron,  que  fueron  padrino  y  madrina  del  ma- 
trimonio del  señor  José  Lage  González  y  señora  Pe- 
trona  Angela  Menéndez  y  del  bautismo  de  la  niña 
María  Manuela  hija  de  éstos,  el  señor  Anselmo  Me- 
néndez y  Menéndez  y  la  señora  María  del  Pino  Ro- 
dríguez y  González  según  las  certificaciones  presenta- 
das por  los  demandados  con  su  escrito  de  contestación; 
que  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  González 
tenía  forzosamente  que  expresar  en  los  asientos  parro- 
quiales del  matrimonio  y  bautismo  de  que  trata  el  he- 
cho anterior,  que  era  casada,  porque  en  aquellas  fe- 
chas, quince  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  y  diez  y  siete  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
noventa,  no  poseía  la  prueba  legal  de  su  viudez,  por 
más  que  tenía  noticias  del  fallecimiento  de  su  marido, 
y  en  último  caso,  quien  dio  la  nota  al  Párroco  para 
que  efectuara  dichos  asientos  fué  el  señor  José  Lage 
y  González,  que  ahora  trata  de  utilizar  á  su  favor  el 
error  6  malicia  en  que  incurrió.» 

Duplica: 

Noveno.  «Resultando  que  por  providencia  de  diez 
y  siete  de  Enero  último  fojas  ochenta  vuelta  se  tuvo 
por  evacuado  el  trámite  de  réplica  confiriéndose  tras- 
lado en  duplica  por  el  término  de  diez  días  á  los  de- 
mandados quienes  lo  evacaaron  por  el  escrito  de  fojas 
ochenta  y  tres  bajo  los  hechos  siguientes;  reproduc- 
ción en  todas  sus  partes  de  los  once  hechos  de  su  es- 
crito de  contestación  por  ser  cierto  lo  que  en  ellos  se 
dice  y  lo  ratifican;  que  es  cierto  que  el  matrimonio 
canónico  que  celebró  el  señor  Anselmo  Menéndez  con 
la  señora  Antonia  Cabrera  y  Hernández  tuvo  lugar  el 
veintisiete  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cua- 
tro, siendo  completamente  ajeno  á  este  pleito,  y  no 
guarda  absolutamente  relación  alguna  con  el  mis- 
mo, lo  que  se  dice  y  afirma  respecto  al  nacimiento  de 
los  hijos  de  esos  señores  Francisca  de  los  Dolores  y 
José  Federico,  por  cuyo  motivo  es  completamente  in- 
diferente la  afirmación  que  respecto  de  estos  nacimien- 
tos contiene  el  hecho  décimo  de  la  réplica;  que  en  el 
hecho  once  de  la  misma  se  afirma  que  fueron  padrino 
y  madrina  del  matrimonio  del  señor  José  Lage  y  Gon- 
zález y  señora  Petrona  Angela  Menéndez,  y  del  bau  • 
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tismo  de  la  niña  María  Manuela  hija  de  ébtos,  el  se- 
flor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  y  la  señora  Ma- 
ría del  Pino  Rodríguez  y  Oonzález,  afirmación  que  se 
acredita  con  certificaciones  acompa&adas  con  el  escri- 
to de  contestación,  y  en  absoluto  tiene  que  ver  con  la 
cuestión  discutida  en  el  pleito;  acreditando  por  otra 
parte  dichas  certificaciones  que  la  señora  !N^ría  del 
Pino  Rodríguez  era  de  estado  casada  y  no  viuda  como 
se  afirma  en  la  demanda  y  réplica,  cuando  realizó  esos 
hechos  prueba  evidente  que  no  podía  legalmente  tener 
hijos  naturales;  que  para  evitar  consecuencias  natura- 
les que  se  derivan  de  la  afirmación  hecha  por  la  seño- 
ra Pino  Rodríguez  de  ser  viuda  cuando  era  casada,  se 
dice  en  el  hecho  doce  de  la  réplica  que  dicha  señora 
tenía  forzosamente  que  expresar  en  los  asientos  parro- 
quiales del  matrimonio  y  bautismo  de  que  se  trata, 
que  era  casada  porque  en  aquellib  fecha  quince  de 
Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  y  diez  y  sie- 
te de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa,  no  poseía 
la  prueba  legal  de  su  viudez  por  más  que  tenía  noti- 
cias del  fallecimiento  de  su  marido;  que  s^ún  se  dijo 
en  la  contestación  y  se  repite,  D.  Antonio  Rodríguez 
y  Medina  ingresó  en  el  Cuerpo  de  Voluntarios  de  la 
Isla,  Cuarta  Compañía  del  Tercer  Batallón  de  Cazado- 
res de  la  Habana  el  día  primero  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco  y  fué  baja  en  el  mismo  á 
fines  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  es 
decir  tres  años  y  meses  después  del  que  se  le  suponía 
muerto  solicitando  se  tuviese  por  contestado  el  trámi- 
te de  duplica  dictándose  éh  su  oportunidad  la  senten- 
cia correspondiente  y  por  un  otrosí  que  se  abriese  á 
prueba  el  presente  juicia.» 

Ampliación: 

Décimo.  (cResultando  que  la  representación  de- 
mandada por  el  escrito  de  fojas  noventa  acompañó  las 
certificaciones  de  fojas  ochenta  y  siete  y  noventa,  ex- 
pedidas por  el  señor  Juez  Municipal  suplente  del 
Dintrito  Oeste,  la  primera,  fallecimiento  de  don  Leo- 
nardo Rodríguez  y  la  segunda  nacimiento  de  don 
Manuel  Rodriguen,  jurando  de  no  haber  tenido  antes 
conocimiento  del  contenido  de  las  dos  certificaciones; 
y  por  providencia  de  veinte  y  ocího  de  Marzo  último 
se  mandaron  entregar  las  copias  é  la  contra  parte  para 
que  dentro  del  término  de  tres  días  confesase  ó  negare 
llanamente  el  hecho  alegado.» 

Décimoprimero.  «Resultando  que  el   Procurador 
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don  José  Urqnijo  por  el  escrito  de  fojas  noventa  y 
cuatro  evacaando  la  instrucción  conferida  acompañó 
la  partida  bautismal  de  Leonardo  Rodríguez  que  nació 
en  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  expedida  por  el  Giirn  Párroco  de  la  Iglesia  del 
Pilar  impugnando* como  de  falsas  civilmente  las  cer- 
tificaciones acompañadas  y  por  opuesto  &  la  admisión 
de  esos  documentos;  y  por  providencia  de  primero  de 
Abril  último  fojas  noventa  y  seis  vuelta  se  tuvo  por 
evacuado  el  tramite,  y  por  negado  el  hecho  á  que  se 
contraen  los  demandados,  teniéndose  por  acoro  panada 
la  partida  presentada  por  la  representaición  del  deman> 
dante». 

P&UBDA  DEL  AcrroB:  ^ 

Décimosegundo.  «Resultando  que  r«cibido  el 
pleito  &  prueba  la  representtMción  del  demandante  por 
su  parte  y  por  el  escrito  (h;  fojas  ciento  doce  propuso 
las  siguientes:  la  pericial  de  cotejo  de  letra,  firma  y 
rúbrica  del  documento  presentado  con  el  escrito  de 
demanda  marcado  con  el  número  seis,  escrito  y  firmado 
por  el  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez,  y  las  fir- 
mas y  rúbricas  del  mismo  que  se  hallan  en  la  carta  nú- 
mero siete,  ocho  y  nueve  presentadas  con  dicho  escrito 
de  demanda;  cuya  prueba  de  cotejo  se  practicará  por  tres 
peritos,  designando  como  documentos  públicos  indu- 
bitados la  escritura  de  compra  venta  del  inmueble, 
otorgada  por  el  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez 
en  veinte  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro ante  el  Notario  don  Francisco  de  Castro  y  Flaquer 
que  se  halla  en  su  protocolo  y  el  testamento  abierto 
otorgado  por  el  propio  señor  Anselmo  Menéndez  y 
Menéndez  ante  el  mismo  Notario  señor  Castro  y  Fla- 
quer en  veinte  x  cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  cuyas  firmas  en  las  expresadas  es- 
crituras eran  auténticas:  que  se  dirigiera  exhorto  al 
señor  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Beju- 
cal para  reclamar  del  Cura  Párroco  de  la  Iglesia  de 
San  Felipe  y  Santiago  en  el  mismo  pueblo,  certifica- 
ción del  asiento  de  defunción  del  señor  Antonio  Ro- 
dríguez y  Medina,  ocurrida  en  diez  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro:  que  se  dirigiera  exhorto 
al  señor  Juez  del  Distrito  Oeste  para  que  librara  carta 
orden  al  Juez  Municipal  del  Distrito  para  que  expidie- 
ra y  remitiera  certificación  del  apsiento  hecho  en  veinte 
y  dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete 
de  la  inscripción  del  nacimiento  de  Ramona  Rodríguez 
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en  loe  libros  del  extinguido  Juzgado  Manicipal  del 
Pilar,  y  otra  certificación  del  asiento  hecho  en  veinte 
y  siete  de  N^oviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro,  de  la  inscripción  del  nacimiento  de  Quintín 
Anselmo  Rodríguez  en  los  libros  del  extinguido  Juz- 
gado Municipal  del  Cerro,  hijos  ntvtui-ales  ambos  de 
la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  González;  y 
oficio  al  señor  Cura  Párroco  de  la  Iglesia  del  Pilar 
para  que  expidiera  certificación  de  la  insci:ipción  hecha 
en  quince  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve  del  niño  Leonardo  Rodríguez,  hijo  también 
natural  de  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  Gron- 
zález:  la  de  confesión  judicial  de  los  demandados  José 
Menéndez  y  señora  Petrona  Angela  Menéndez,  cuyos 
Riegos  se  reservaba  presentar:  Como  más  prueba  del 
actor  la  testifical  de  don  Francisco  Cao  y  Fernández, 
Jaau  Pérez  Quintana  y  Andrés  Pardo  y  Quiñones, 
Berafin  Sánchez  y  Casas,  doctor  Eduardo  Salazar  y 
Zaldivar,  Teresa  Viera  y  Cabrera,  Joaquín  González 
y  González  y  Francisco  Viñas  y  Menéndez-,  los  que 
serán  examinados  á  tenor  de  los  inteiTogatorios  acom- 
pañados». 

Decimotercero.  «Resultando  que  por  providencia 
*de  veinte  y  tres  de  Febrero  último,  fojas  ciento  cator- 
ce vuelta,  se  mandó  entregar  copia  á  la  otra  parte 
sobre  la  prueba  del  cotejo  de  letras  solicitado  y  es- 
tando conforme  la  represcAtación  contraria  con  la 
prueba  propuesta  por  su  escrito  de  fojas  ciento  diez  y 
heis  se  dictó  en  primero  de  Marzo  del  corrieute  año,  fo- 
j  is  ciento  diez  y  seis  vuelta,  auto  admitiéndose  la  prue- 
ba pericial  de  cotejo  y  que  se  pusieran  de  acuerdo  las 
partes  para  la  designación  de  peritos,  designando  éstos 
en  la  diligencia  de  fojas  ciento  diez  y  nueve  y  escrito 
de  la  foja  ciento  veinte  los  peritos  calígrafos  don  An- 
diés  Calveiro,  don  Francisco  Casado  y  don  Luis  Bios- 
ca,  los  que  hécholes  saber  el  noiubiamiento  aceptaron 
el  cargo.» 

Pbceba  del  demandado: 

Decimocuarto.  «Resultando  que  la  representación 
de  los  demandados  por  su  escrito  de  fojas  ciento  se- 
senta y  siete,  propuso  por  su  parte  la  prueba  siguiente: 
reproduce  el  mérito  favorable  de  autos;  la  de  confesión 
judicial  de  la  demandantt^  doña  María  del  Pino  Ro- 
dríguez á  tenor  del  pliego  de  preguntas  que  en  dicho 
acto  presentará:  la  documental  que  se  librara  comu- 
•nicación  al  señor  Antonio  Clarens  y    Pujol,  Teniente 
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Ck)ronel  que  f  aé  del  Batallón  Tercero  de  Cazadores  de 
Yolantaríos  de  la  Habana,  para  que  remitiera  la  bio- 
grafía del  señor  Antonio  Rodríguez  Medina  con  vista 
de  los  libros  de  dicho  Cuerpo  en  los  que  aparece  que  en 
primero  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco 
causó  alta  dicho  señor  en  el  Cuerpo  y  fué  baja  á  fines 
de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  como 
más  prueba  la  testifical,  á  cuyo  efecto  acompañó  el  plie- 
go de  interrogatorio  y  lista  de  testigos  nombrados  don 
Rafael  Hernández  y  Bello,  don  Francisco  Martínez 
y  Fernández,  don  Guillermo  Guerra  y  Batista,  do» 
Píiblo  Guerra  y  Batista,  don  Francisco  Martell  López, 
don  Domingo  Denis  y  Quevedo,  don  Tomás  Borredó 
y  de  la  Ballina,  don  Francisco.  Cao  Fernández  y  don 
Juan  Pérez;  como  más  prueba,  que  se  dirigiera  exhor- 
to al  señor  Juez  del  Distrito  Oeste,  para  que  librara 
carta  orden  al  Juez  Municipal  del  mismo,  antes  del 
Pilar,  á  fin  de  que  remitiera  copia  certificada  de  todo 
el  expedienta  promovido  por  doña  María  del  Pino 
Rodríguez  sobre  rectificación  del  asiento  hecho  del 
nacimiento  de  doña  Ramona  Rodríguez.  Comunica- 
ción al  señor  Obispo  de  esta  Diócesis  para  que  remitie- 
ra copia  literal  del  expediente  instruido  para  inscribir 
ia  defunción  en  la  Parroquia  de  Bejucal  de  Antonio 
Rodríguez  Medina:  que  se  reclamara  por  conducto 
del  Obispado  del  Cura  Párroco  de  Bejucal  copia  certi- 
ficada del  expediente  ó  antecedentes  que  tuvo  á  la 
vista  para  la  ingcripción  del  fallecimiento  de  don  An- 
tonio Rodríguez  y  Medina  en  veinte  y  siete  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos:  exhorto  al  señor  Juez  de 
Primera  Instancia  de  BejucM,  para  que  por  el  Escri- 
bano que  en  turno  le  hubiera  correspondido  y  tuviera 
en  su  poder,  remitiera  certificación  literal  del  expe- 
diente promovido  en  ese  Juzgado  para  acreditar  el- 
fallecimiento  de  don  Antonio  Rodríguez  y  Medina,  y 
el  estado  de  viudez  de  doña  María  del  Pino  y  'Rodrí- 
guez y  en  el  mismo  exhorto  como  más  prueba,  que  por 
el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Bejucal  se  reclamara 
del  Municipal  como  encargado  del  Registro  Civil  la  par- 
tida de  defunción  de  don  Antonio  Rodríguez  Medina, 
que  se  decía  ocurrió  en  el  año  mil  ochocientos  ochenta 
y  cuatro  ó  por  el  contrario,  la  declaración  que  con  vista 
de  los  libros  del  Registro,  no  existe  inscripta  dicha  de- 
función desde  ese  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cua- 
tro hasta  el  día;  admitiéndose  y  declarándose  la  prue- 
ba propuesta  pertinente,  practicándose  aquélla  con  ci- 

WÁfyí^  aoptrariít  cqp  formftQíO»  del  oportuno  cunrdemo.» 
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Decimoquinto.  «BeBultando  que  tranBcnrrido  el 
primer  periodo  por  el  qae  se  recibió  á  praeba  el  pre- 
sente juicio  Begún  informe  del  ICscribano,  se  abrió  el 
segundo  periodo  por  término  de  veinte  días  comunes 
para  practicar  todaa  las  que  habían  sido  admitidas  for- 
mándose los  cuadernos  respectivos. 

Rebultado  de  la  prueba: 

Decimosexto.  «Resultando  que  evacuando  la  prue- 
ba testifical  propuesta  por  la  represen^ión  del  de- 
mandante, compareció  el  testigo  don  Francisco  Cao  y 
Fernández,  el  que  examinado  á  tenor  de  los  particu- 
lares  que  le  conciemen  en  el  interrogatorio  de  fojas 
ciento  cuatro:  declaró  á  fojas  ciento  veinte  y  seis  que 
no  le  comprenden  las  generales  de  la  Ley  de  que  fué 
instruido;  que  conoció  y  trató  íntimamente  hasta  su 
fallecimiento  al  señor  Ansi^lmo  !Menéndez  y  Menéndez 
habiendo  merecido  de  ^e  tívñov  conferirle  en  su  testa- 
mento el  cargo  de  único  albacea  suyo;  que  conoce  á 
doña  María  Rodríguez  pero  que  nunca  conoció  á  su  es- 
poso ni  sabe  si  este  e.^tá  vivo  ó  muerto:  que  solo  sabe 
que  vivía  en  Cerrada  número  ocho  ignorando  si  hacía 
vida  marital:  que  es  cierto  que  para  el  público  el'  se- 
ñor Anselmo  Menéndez  y  la  señora  Rodríguez  goza- 
ban el  concepto  de  esposos;  que  es  cierto  que  el  decla- 
rante fué  padrino  de  bautismo  del  niño  Quintín  An- 
selmo que  nadó  como  Ramona  y  demás  hijos  natura- 
les de  la  señora  Rodríguez  en  el  domicilio  común  de 
esta  señora  y  del  señor  Menéndez;  que  ignora  que  don 
Antonio  Rodríguez  y  Medina  hubiese  fallecido  en  mil 
ochocientos  ochenta  y  cmvtro  ni  que  su  vivda  hubiese 
tenido  la  constancia  legal  hasta  pasado  el  año  de  mil 
novecientos,  y  que  es  cierto,  que  la  causa  del  último 
•  viaje  hecho  por  el  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menén- 
dez á  España  fué  la  enfermedad  de  la  vista  que  le  im- 
pedía ver  con  clarídad,  regresando  mejorado  de  dicha 
enfermedad.  Repreguntado  el  testigo  al  tenor  del  plia- 
go  presentado;  declaró  que  es  cierto  es  padrino  del  me- 
nor Quintín  Anselmo  hijo  de  doña  María  del  Pino  Ro- 
dríguez; que  ignora,  ignorando  también  ónopudiendo 
formarse  juicio,  si  los  menores  Ramona  y  Quintín 
Anselmo  son  ó  no  hijos  del  señor  Anselmo  Menén- 
dez: que  ignora  si  por  los  años  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete  y  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
vivía  don  Antonio  Rodríguez  y  Medina  y  no  sabe  si  es 
vivo  ó  muerto.» 

]>écimoBéptimo.   aResultando  que  el  tesjágodou 
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Andrés  Pardo  y  Piñón  evacuando  las  preguntas  que  le* 
conciernen  en  el  interrogatorio  antes  dicho  declara:  á 
foja  ciento  veinte  y  siete  vuelta  que  no  le  comprenden 
las  generales  de  la  ley  de  que  fué  instruido:  que  es 
cierto  conoció  desde  hace  veinte  años  y  trató  intima- 
mente hasta  su  fallecimiento  al  señor  Anselmo  Me- 
néndezy  Menéndez;  que  es  cierto  hace  catorce  años 
conoce  &  la  señora  ]^íarla  del  Pino  Rodríguez  y  Gonzá- 
lez esposa  que  fué  del  señor  Antonio  Rodríguez  y  Me- 
dina cuyo  señor  según  es  público  falleció  en  Bejucal  en 
mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro:  que  es  cierto  y  le 
consta  por  la  amistad  que  le  unía  al  señor  Menéndez 
y  Menéndez  que  este  señor  hizo  vida  marital  hasta  su 
fallecimiento  con  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez 
y  González  desde  que  esta  señora  se  consideró  viuda: 
que  es  cierto  que  para  el  público,  el  señor  Anselmo 
Menéndez  y  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  go- 
zaban del  concepto  de  esposos:  que  es  cierto  que  de  la 
unión  del  señor  Anselmo  Menéndez  y  la  señora  Rodrí- 
guez nacieron  varios  hijos  de  los  que  solo  han  sobrevi- 
vido al  padre,  los  llamados  Ramona  y  Quiutíñ  Ansel- 
mo: que  es  cierto  que  fué  padrino  de  bautismo  de  la 
niña  Amalia  Hortensia  que  falleció,  la  que  nació  como 
Ramona,  Quintín  Anselmo  y  demás  hijos  naturales 
fallecidos  de  la  señora  Rodríguez  y  del  señor  Menén- 
dez en  el  domicilio  común  de  ambos  señores:  que  es 
cierto  pues  nunca  ha  oído  decir  y  que  nadie  lo  haya 
.puesto  en  duda  que  los  menores  Ramona  y  Quintín 
Anselmo  hijos  de  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez 
fuesen  también  hijos  del  señor  Anselmo  Menéndez  y 
Menéndez:  que  ignora  que  don  Antonio  Rodríguez  y 
Medina  hubiese  fallecido  en  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro  y  que  su  viuda  hubiese  podido  tener  la  cons- 
tancia legal  de  ese  bÉcho  hasta  pasado  el  año  de  mil 
novecientos  ignorando  que  hubiese  tenido  otro  marido 
que  don  Anselmo  Menéndez:  que  es  cierto  que  don 
Anselmo  Menéndez  antes  de  emprender  su  último  via- 
je á  España  confió  al  declarante  su  propósito  de  con- 
traer matrimonio  con  la  señora  María  del  Pino  Rodrí- 
guez al  regresar  del  viaje  para  regularizar  la  situación 
de  ambos  y  la  de  sus  hijos:  que  es  cierto  que  la  causa 
del  último  viaje  hecho  por  el  señor  Anselmo  Menén- 
dez á  la  Península  fué  la  enfermedad  de  la  vista,  que 
le  impedía  ver  con  claridad,  regresando  mejorado  de 
dicha  enfermedad.  Repreguntado  el  testigo  á  tenor  de 
las  preguntas  que  le  conciernen  en  el  pliego  presenta- 
do declaró:  que  ignora  si  por  los  años  de  mil  ochocien- 
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.  tos  ochenta  y  siete  y  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro 
vivía  don  Antonio  Rodríguez  y  Medina,  pues  no  co- 
noció á  dicho  señor:  que  no  es  cierto,  pues  cree  que 
sean  hijos  los  menores  Quintín  Anselmo  y  Ramona  de 
don  Anselmo  Menéndez  y  que  don  Anselmo  Menén- 
dez  y  doña  María  del  Pino  hacían  vida  marital.» 

Décimooctavo.  «Resultando  que  el  testigo  don 
Serafín  Sánchez  y  Casas,  evacuando  los  particulares 
que  le  comprenden  en  el  interrogatorio  presentado  de- 
claró á  f*)jas  ciento  veintinueve;  que  no  le  compren- 
den las  generales  de  la  Ley  de  que  fué  instruido:  que 
es  cierto  conoció  hace  seis  años  y  trató  íntimamente 
hasta  su  fallecimiento  al  señor  Anselmo  Menéndez  y 
Menéndez;  que  es  cierto  hace  seis  años  conoce  á  la  se- 
ñora María  del  Pino  Rodríguez  y  González  esposa  que 
fué  del  señor  Antonio  Rodríguez  y  Medina  cuyo  señor 
según  es  público  falleció  en  Bejucal  en  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro:  que  es  cierto  y  le  consta  por  la  amis- 
tad que  le  unía  al  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menén- 
dez que  este  señor  hizo  vida  marital  hasta  su  falleci- 
miento con  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  Gon- 
zález desde  que  esta  señora  sh  consideró  viuda;  que  es 
cierto  que  para  el  público  el  señor  Anselmo  Menéndez 
y  la  señora  María  del  Pino  gozaban  del  concepto  de 
esposos;  que  es  cierto  que  de  la  unión  del  señor  Ansel- 
mo Menéndez  y  la  señora  Rodríguez  nacieron  varios 
hijos  de  los  que  solo  han  sobrevivido  al  padre  los  nom- 
brados Ramona  y  Quintín  Anselmo;  que  es  cierto  que 
de  Noviembre  de  mit  ochocientos  noventa  y  seis,  has- 
ta que  falleció  el  señor  Anselmo  Menéndez  dio  clase 
de  piano  á  la  niña  Ramona  hija  de  la  señora  Rodrí- 
guez y  del  señor  Anselmo  Menéndez  el  cual  fué  quien 
lo  llamó  para  dar  dicha  clase  y  quien  le  pagaba,  sa- 
biendo por  este  señor  que  Ramona  y  el  niño  Quintín 
Anselmo,  eran  hijos  suyos:  que  nunca  ha  oido  ni  se 
ha  puesto  en  duda  que  los  menores  Ramona  y  Quin- 
tín Anselmo  hijos  de  la  señora  María  del  Pino  Rodrí- 
guez, fuesen  también  hijos  del  señor  Anselmo  Menén- 
dez y  Menéndez:  que  es  cierto  aunque  se  tenía  noti- 
cias de  que  el  señor  Antonio  Rodríguez  y  Medina  ha- 
bía fallecido  en  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  no 
había  podido  su  viuda  obtener  la  constancia  legal  de 
ese  hecho  hasta  el  año  pasado  de  mil  novecientos:  que 
es  cierto  que  el  señor  Anselmo  Menéndez  antes  de  em- 
prender su  último  viaje  á  España  confió  al  declarante 
su  propósito  de  contraer  matrimonio  con  la  señora 
María  del  Pino  y  Rodríguez  al  regresar  del  viaje  para 
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regularizar  la  situación  de  ambos  y  de  sus  hijos  y  se 
lo  repitió  al  segundo  día  de  su  regreso  quien  lo  invitó 
á  almorzar  en  su  compañía:  que  lo  sabe  por  haber  es- 
tado presente  en  los  últimos  momentos  del  señor  An- 
selmo Menéndez  oyéndole  que  pedia  que  trajeran  al 
Cura  para  casarse  con  la  señora  María  del  Pino  Bodrí- 
guez  y  reconocer  sus  hijos  Bamona  y  Quintín  Ansel- 
mo oponiéndose  á  ello  el  señor  José  Lage:  y  que  es 
cierto  que  la  causa  del  último  viaje  hecho  por  el  señor 
Anselmo  Menéndez  y  Mtfuéndez  á  España  fué  la  en- 
fermedad de  la  vista  que  le  impedía  ver  con  claridad 
regresando  mejorado  de  dicha  enfermedad.  Repregun- 
tado el  testigo  á  tenor  del  pliego  presentado  declaró: 
que  no  le  consta  que  por  los  años  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete  y  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  vi- 
vía don  Antonio  Rodríguez  y  Medina,  pues  dicho  se- 
ñor cuando  el  declarante  conoció  á  doña  María  Rodrí- 
guez y  don  Anselmo  Menéndez  había  desaparecido  y 
hacía  años  que  la  Rodríguez  y  Menéndez  vivía  en 
consorcio:  que  ignora  que  los  menores  Quintín  Ansel- 
mo y  Ramona  sean  hijos  de  Anselmo  Menéndez:  y 
que  don  Anselmo  Menéndez  y  doña  María  del  Pino 
vivían  maritalmente. » 

Decimonoveno.  Resultando  que  la  testigo  señora 
Teresa  Viera  y  Cabrera  evacuando  las  preguntas  que 
Xe  concierne n  en  el  interrogatorio  presentado,  declaró 
no  comprenderle  las  generales  de  la  Ley  de  que  fué 
instruida:  que  es  cierto  hace  catorce  años  conoció  á  los 
señores  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  y  María  del 
Pino  Rodríguez  y  Gronzález  habiendo  tratado  al  prime- 
ro hasta  su  fallecimiento:  que  es  cierto,  lospues  en 
brazos  dn  dicho  señor  Menéndez  nacieron  algunos  de 
los  niños  y  él  era  el  que  la  llamaba  diciéndole  que  te- 
nía á  María  de  parto:  que  es  cierto  que  para  el  públi- 
co el  señor  Anselmo  Menéndez  y  la  señora  Rodríguez, 
gozaban  del  concepto  de  esposos  porque  se  les  veía  vi- 
vir juntos  y  no  decir  lo  contrario  dicho  señor:  que  es 
cierto  que  de  los  varios  hijos  que  nacieron  de  esa  unión 
del  señor  Anselmo  Menéndez  y  la  señora  Rodríguez 
solo  hau  sobrevivido  al  padre  los  llamados  Ramona  y 
Quintín  Anselmo:  que  es  cierto  que  nunca  por  nadie 
se  ha  puesto  en  duda  que  los  menores  Ramona  y  Quin- 
tín Anselmo  hijos  de  la  señora  María  del  Pino  Rodrí- 
guez fueran  también  hijos  de  Anselmo  Menéudez:  que 
es  cierto  que  aunque  se  tenía  noticias  de  que  el.  señor 
Antonio  Rodríguez  y  Medina  había  fallecido  en  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro,  no  había  su  viuda  podi- 


Digiti 


zedby  Google 


S56  BOLETIlf  LEGI8LATITO. 


do  obtener  la  constancia  legal  de  ese  hecho  hasta  el 
pasado  año  de  mil  novecientos  y  que  es  cierto  que  la 
causa  del  último  viaje  hecho  por  el  señor  Anselmo  Me- 
néndez  y  Menéndez  á  la  Península  fué  la  enfermedad 
de  la  vista  que  le  impedía  ver  con  claridad,  regresan- 
do mejorado  de  dicha  enfermedad;  preguntada  la  tes- 
tigo á  tenor  del  pliego  presentado  declaró:  que  era 
cierto  que  por  razón  de  la  profesión  que  ejercía  no 
acostumbraba  á  enterarse  de  loa  asuntos  particulares 
de  la  familia  de  sus  clientes:  que  el  señor  Anselmo  Me- 
néndez fué  el  que  la  llamó  para  asistir  en  los  partos  á 
la  señora  María  del  Pino  y  le  dijo  que  la  tenía  de  par- 
to: que  para  el  público  dichos  fnenores  eran  hijos  del 
referido  D.  Anselmo,  no  pudiendo  concretar  persona 
determinada  á  quien  se  lo  oyera  afirmar;  que  es  cierto 
que  no  le  consta*  que  D.  Antonio  Rodríguez  esposo  de 
Bf^  María  del  Pino  haya  fallecido  pues  solo  lo  sabe  de 
oídas;  y  que  no  es  cierto  que  esté  enemistada  con  el 
señor  Lage. 

Vigésimo.  Resultando  que  el  testigo  señor  Joar 
quín  González  y  González  evacuando  las  preguntas  que 
le  conciernen  en  el  interrogatorio  presentado  declara 
á  fojas  ciento  treinta  y  seis  que  no  le  comprenden  las 
generales  de  la  Ley  de  que  fué  instruido  debiendo  ad- 
vertir que  fué  compadre  de  D.  Anselmo  Menéndez: 
que  es  cierto  conoció  hace  treinta  y  cuatro  años  y  tra- 
tó íntimamente  hasta  su  fallecimiento  al  señor  Ansel- 
mo Menéndez  y  Menéndez:  que  conoció  á  la  señora  Ma- 
ría del  Pino  Rodríguez  y  González  hace  diez  años  ig- 
norando que  fuese  esposa  del  señor  Antonio  Rodríguez 
y  Medina  y  que  hubiese  fallecido  en  Bejucal  en  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro:  que  D.  Anselmo  Menén- 
dez y  Menéndez  y  D^  María  del  Pino  Rodríguez  vivían 
juntos  y  como  tales  esposos  se  les  consideraba  igno- 
rando si  eran  casados  ó  solteros:  que  ignoraba  si  para 
el  público  el  señor  Anselmo  Menéndez  y  la  señora  Ro- 
dríguez gozaban  del  concepto  de  esposos,  pero  que  pa- 
ra el  que  declara  lo  eran  por  lo  que  veía:  que  los  me- 
nores Ramona  y  Quintín  Anselmo,  nacieron  viviendo 
el  señor  Anselmo  Menéndez  y  la  señora  Rodríguez  en 
unión  pero  que  no  puede  dar  la  seguridad  de  que  fue- 
ran hijos  de  él  por  ser  un  problema  difícil  de  resolver 
hasta  en  matrimonios  legítimos:  que  es  cierto  fué  pa- 
drino de  bautismo  del  niño  Manuel  que  falleció  el  que 
nació  como  Ramona.  Quintín  Anselmo  y  demás  hijos 
naturales  fallecidos  de  la  señora  María  del  Pino  y  Ro- 
dríguez y  del  señor  Anselmo  Menéndez  en  el  domicilio 
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común  de  estos  señores:  que  es  cierto  que  nunca  se  ha 
puesto  en  duda  por  nadie  que  los  menores  Bamona  y 
Quintín  Anselmo  hijos  de  la  señora  María  del  Pino 
fuesen  también  hijos  de  Anselmo  Menéndez:  que  igno- 
ra que  el  señor  Antonio  Rodríguez  y  Medina  hubiese 
fallecido  en  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  y  que 
su  viuda  hubiese  obtenida»  la  constancia  legal  de  ese 
hecho  hasta  pasado  el  .año  mil  novecientos:  que  es  cier- 
to que  el  señor  Anselmo  Menéndez  le  confió  al  decla- 
rante su  propósito  de  contraer  matrimonio  con  la  se- 
ñora María  del  Pino  Rodríguez,  pero  que  esa  manifes- 
tación se  la  hizo  al  regresar  de  España,  pues  tenía  el 
propósito  de  realizar  sus  bienes  y  legali¿ar  la  situación 
de  sus  hijos  y  regresar  á  España  y  que  D.  Anselmo 
Menéndez  y  Menéndez  estaba  malo  de  la  vista  y  ese 
fué  uno  de  los  motivos  que  le  obligaron  á  ir  á  España 
regresando  casi  lo  mismo  de  la  vista:  examinado  el 
testigo  á  tenor  de  las  repreguntas  del  pliego  presenta- 
do, declaró  que  es  cierto  que  no  se  puede  afirmar  que 
D.  Antonio  Rodríguez  haya  fallecido  y  menos  asegu- 
rar lo  fuera  en  Bejucal,  pues  nunca  tuvo  ocasión  de 
enterarse  de  ese  particular. 

Vigésimopriniero.  «Resultando  que  el  testigo  se- 
ñor Eduardo  Salas  y  Zaldívar  evacuando  las  preguntas 
que  le  con  ciernen  en  el  interrogatorio  presentado  de- 
claró á  fojas  ciento  treinta  y  ocho;  que  no  le  compren- 
den las  generales  de  la  Ley  de  que  fué  instruido;  que 
era  cierto  conoció  hace  cinco  años  y  trató  íntimamen- 
te hasta  su  fallecimiento  al  señor  Anselmo  Menéndez 
y  Menéndez;  que  es  cierto  hace  cinco  años  conoció  á 
la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  González,  pero 
que  ignora  fuera  esposa  del  señor  Antonio  Rodríguez 
y  Medina;  que  es  cierto  y  le  consta,  por  la  amistad 
que  le  unía  al  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez 
que  este  señor  hacía  vida  marital  hasta  su  falleci- 
miento con  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  Gon- 
zález desde  que  esta  señora  se  consideró  viuda;  que  es 
cierto  que  para  el  público  el  señor  Anselmo  Menéndez 
y  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez,  gozaban  del 
concepto  de  esposos;  que  es  cierto  que  de  esa  unión  del 
señor  Anselmo  Menéndez  y  la  señora  Rodríguez  na- 
cieron varios  hijos,  de  los  que  sólo  han  sobrevivido  al 
padre  los  llamados  Ramona  y  Quintín  Anselmo;  que 
es  cierto  que  era  médico  del  señor  Anselmo  Menéndez 
y  Menéndez  y  de  su  familia  desde  la  fecha  del  conoci- 
miento con  este  señor:  que  entiende  que  nadie  ha  pues- 
•to  en  duda  que  los  menores   Ramona  y  Quintín  An- 
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selmo,  hijos  de  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez, 
fuesen  también  hijos  del  señor  Anselmo  Menéndez  y 
Menéndez:  y  que  es  cierto  que  el  principal  motivo  del 
último  viaje  del  señor  Anselmo  Menéndez  fué  su  en- 
fermedad de  la  vista  que  le  impedía  ver  con  claridad 
habiéndole  recomendado  el  declarante  el  viaje  á  Es- 
paña para  procurar  8u-cura<3Í6n:  repreguntado  el  tes- 
tigo á  tenor  de  las  que  contiene  el  pliego  presentado 
declaró:  que  el  asunto  profesional  no  impedia  que  un 
individuo  fuera  á  buscar  al  médico  diciéndole  fuera  á 
ver  á  su  señora  que  está  enferma  pudiendo  afirmar 
por  ese  hecho  que  hacían  vida  marital  la  señora  María 
del  Pino  Rodríguez  y  el  señor  Anselmo  Menéndez: 
que  no  ei*a  cierto  pues  todos  los  del  barrio  saben  que 
dichos  menores  Ramona  y  Quintín  Anselmo,  eran  hi- 
jos de  la  señolea  Rodríguez  y  del  señor  Menéndez  y 
que  es  cierto  no  puede  asegurar  si  el  marido  de  doña 
María  del  Pino  ha  muerto  y  menos  á  asegurar  que  fa- 
lleció en  Bejucal.» 

Vigésimosegundo.  ^Resultando  que  el  testigo 
Francisco  Viña  y  Menéndez  evacuando  las  preguntas 
que  le  conciernen  en  el  interrogatorio  presentado  de- 
claró á  fojas  ciento  cuarenta  y  dos  vuelta  que  no  le 
comprenden  las  generales  de  la  Ley  de  que  fué  ins- 
truido: que  conoció  hace  cuarenta  y  dos  años  y  trató 
íntimamente  hasta  su  fallecimiento  al  señor  Anselmo 
Menéndez  y  Menéndez;  que  era  cierto  hace  catorce 
años  conoce  á  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y 
González  ignorando  fuese  esposa  de  don  Antonio  Ro- 
dríguez y  Medina  y  que  falleciera  en  Bejucal  en  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro:  que  era  cierto  y  le  cons- 
taba por  la  amistad  que  1^^  unía  al  señor  Anselmo  Me- 
néndez y  Menéndez  que  éste  hacía  vida  marital,  hasta 
su  fallecimiento,  con  la  señora  María  del  Pino  Rodrí- 
guez y  González  desde  que  esta  señora.se  consideró 
viuda:  que  es  cierto  que  para  el  público  el  señor  An- 
selmo Menéndez  y  la  señora  Rodríguez  gozaban  del 
concepto  de  esposos:  que  de  la  unión  del  señor  Ansel- 
mo Menéndez  con  la  señora  Rodríguez  nacieron  varios 
hijos  de  los  que  sólo  han  sobrevivido  al  padre  los  lia- 
dos Ramona  y  Quintín  Anselmo:  que  es  cierto  que  por 
nadie  se  ha  puesto  en  duda  que  los  menores  Ramona 
y  Quintín  Anselmo,  hijos  de  la  señora  María  del  Pino 
Rodríguez  fuesen  también  hijos  del  señor  Anselmo 
Menéndez:  que  ignoraba  que  el  señor  Antonio  Rodrí- 
guez y  Medina  hubiera  fallecido  en  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro  y  que  su  viuda  tuviera  la  constancia 
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legal  de  ese  hecho:  que  era  cierto  que  el  señor  Ansel- 
mo Menéndez  antes  de  emprender  su  último  viaje  á 
España  le  confió  su  propósito  de  contraer  matrimonio 
con  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  al  regresar 
del  viaje,  para  regularizar  la  situación  de  ambos  y  la 
de  sus  hijos:  que  era  cierto  que  el  declarante  se  encon- 
traba presente  en  los  últimos  momentos  del  señor  An- 
selmo Menéndez:  que  éste  pedía  trajeran  al  Cura  para 
casarse  con  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  re- 
conocer sus  hijos  Ramona  y  Quintín  Anselmo  opo- 
niéndose á  ello  el  señor  José  Lage;  y  que  era  cierto 
que  la  causa  del  último  viaje  hecho  por  el  señor  An- 
selmo Menéndez  á  España,  fué  la  enfermedad  de  la 
vista,  regresando  mejorado  de  dicha  enfermedad:  re- 
preguntado el  testigo  por  los  particulares  contenidos 
en  el  pliego  presentado,  expuso  que  ignoraba  que  doña 
María  del  Pino  Rodríguez  fuera  casada  con  don  Anto- 
nio Rodríguez  Medina,  si  éste  vive  ó  haya  fallecido  y 
menos  asegurar  fuera  en  Bejucal.» 

Vigésimotercero.  «Resultando  que  por  el  escrito 
de  fojas  ciento  cincuenta  y  ocho  se  acompañaron  las 
resultas  de  los  despachos  dirigidos  al  Cura  Párroco  de 
la  Iglesia  del  Pilar;  al  señor  Juez  de  primera  instancia 
del  Distrito  del  Oeste  y  al  de  igual  clase  del  Distrito 
de  Bejucal  mandándose  unir  al  cuaderno  de  la  prueba 
respectiva. » 

Viííésimocuarto.  «Resultando  que  de  la  prueba 
pericial  practicada  por  los  peritos  elegidos  por  las  par- 
tes fojas  de  ciento  sesenta  y  tres  á  la  ciento  sesenta  y 
seis  después  de  aceptar  el  cargo,  y  constituido  en  la 
Notaría  de  don  Francisco  de  Castro  y  del  examen  de 
las  firmas  de  las  escrituras  otorgadas  por  don  Anselmo 
Menéndez  en  veinte  de  Junio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  y  la  del  testamento  otorgado  por  el  re- 
ferido Menéndez  en  veinte  y  cinco  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  y  de  las  cartas  fojas  quin- 
ce á  la  veinte  de  estos  autos,  después  de  un  minucioso 
examen  expuso  el  perito  Luis  Biosca  que  las  firmas 
indubitadas  que  se  le  han  puesto  de  manifiesto,  notaba 
en  ellas  la  formación  de  caracteres,  así  como  irregula- 
ridades en  sus  caídos  é  inclinaciones,  así  como  las  ma- 
yúsculas unos  trazos  de  arranque  limpios  y  mal  formados 
y  la  distancia  correspondiente  en  sus  palabras,  que  ha 
hecho  el  cotejo  de  estas  firmas,  con  las  que  obran  en  las 
cartas  antes  referidas,  observa  en  ellas  un  carácter 
cursivo  y  mucho  mejor  formado  que  el  de  las  indubi- 
tadas, sucediendo  lo  mismo  con  la  igualdad  y  parale- 
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lismo  con  la  letra  y  que  siendo  unas  y  otras  contempo- 
ráneas es  muy  de  notar  esta  circunstancia,  que  por  las 
razones  aducidas,  opina  según  su  leal  saber  y  entender 
que  la  mano  que  puso  las  firmas  indubitadas  que  se  le 
han  puesto  de  manifiesto,  no  fué  la  misma  que  puso  las 
que  obran  en  las  cartas  referidas;  los  peritos  C^iisado  y 
Cobreiro  opinaron  todo  lo  contrario  á  lo  expuesto  por 
su  compañero  Biosca  puesto  que  á  la  vista,  la  fisono- 
mía y  aspecto  general  de  todas  las  letras,  ponen  de 
manifiesto  la  unidad  del  origen  de  las  mismas;  que  las 
firmas  que  aparecen  de  las  cartas  á  los  folios  del  seis 
al  nueve  y  que  dicen  Anselmo  Menéndez,  la  que  dice 
solamente  Anselmo,  todas  éstas  guardan  entre  si  tal 
grado  de  intentidad  que  no  pueden  dudarse  son  las  fir- 
mas habituales  de  un  individuo:  que  comparadas  todas 
las  letras  de  ellas  "con  las  que  dicen  Anselmo  Menéndez 
que  se  le  han  puesto  presentes  como  indubitadas,  y 
las  marginales  que  en  dichos  documentos  públicos  di- 
cen solo  Menéndez  tienen  tales  analogías  que  les  per- 
miten sostener  su  creencia:  el  arranque  de  todas  las 
letras,  mayúsculas  el  trazado  de  todas  ellas  y  las  mi- 
núsculas, los  ligados,  el  espacio  ocupado,  todos  les 
parecen  los  mismos  á  pesar  de  la  irregularidad  de  los 
caracteres,  caso  en  que  más  se  dificulta  la  imitación: 
que  donde  únicamente  se  encuentran  diferencia  es, 
entre  las  indubitadas  entre  sí  en  dos  casos  el  apellido 
Menéndez  del  testamento  del  año  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  en  un  caso  carece  de  una  e,  y  en  otro 
de  una  n,  cuando  en  el  otro  está  perfectamente  com- 
pleto lo  que  demuestra  el  estado  de  emoción  del  indi- 
viduo al  acto  de  firmar  tratándose  de  un  testamento  y 
que  las  cartas  están  firmadas  en  condiciones  diferentes 
y  por  lo  tanto  opinan  según  su  leal  saber  y  entender, 
que  las  manos  que  trazó  las  firmas  que  autorizan  las 
cartas  á  las  fojas  mencionadas,  fué  la  misma  que  trazó 
las  que  autorizan  la  escritura  y  testamento  que  les  han 
sido  puesta  de  manifiesto  con  el  carácter  de  indubi- 
tadas.» 

Vigésimoquinto.  ((Eesultando  que  como  más 
prueba  del  actor,  evacuaron  los  demandados  los  plie- 
gos de  posiciones  presentados  obrantes  á  fojas  ciento 
ochenta  y  nueve  y  ciento  noventa  y  uno  declarando  don 
José  Menéndez  y  Hernández  á  tenor  de  las  preguntas 
en  él  contenidas  á  fojas  ciento  ochenta  y  nueve  vuelta 
que  era  cierto  que  doña  María  del  Pino  Rodríguez  y 
González  vivió  en  el  domicilio  del  padre  del  absolvente 
sin  recordar  desde  que  fecha  en  unión  de  su   marido 
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don  Antonio  Rodríguez  Medina;  que  no  es  cierto  que 
los  hijos  de  la  Sra.  María  del  Pino  Rodríguez  llamados 
Ramona  y  Quintín  Anselmo  los  considerase  como  her- 
manos suyos,  como  hijos  de  su  padre  don  Anselmo 
Menéndez  y  Menéndez:  que  no  era  cierto  que  el  absol- 
vente  jamás  ha  puesto  en  duda  que  los  menores  Ramo- 
na y  Quintín  Anselmo  hijos  de  la  señora  doña  María 
del  Pino  y  Rodríguez  fuesen  también  hijos  del  señor 
Anselmo  Menéndez  y  Menéndez;  que  no  era  cierto  que 
su  padre  al  regresar  de  su  último  viaje  á  España  pro- 
pusiera su  unión  á  la  señora  Rodríguez  y  legalizar  el 
nacimiento  de  Ramona  y  Quintín  Anselmo  hermanos 
naturales  del  absolvente:  que  no  era  cierto  que  el  oye- 
se de  su  padre  ni  á  los  amigos,  que  el  que  fué  marido 
legítimo  de  la  señora  Rodríguez,  señor  Antonio  Ro- 
diiguez  y  Medina  había  fallecido  en  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro  y  que  se  diñcultaba  conseguir  la 
compiobación  legal  de  ese  fallecimiento:  y  que  era 
cierto  que  la  causa  del  último  viaje  hecho  por  su  pa- 
dre á  España,  fué  la  enfermedad  de  la  vista  que  le  im- 
pedía ver  con  claridad,  regresando  mejorado  de  dicha 
enfermedad.» 

Vigésimosexto.  «Resultando  que  evacuando  posi- 
ciones la  otra  demandada  señora  Petrona  Menéndez  y 
Hernández  declaró  que  era  cierto  que  hasta  el  momen- 
to de  contraer  su  matrimonio  yivió  en  el  domicilio  de 
su  padre  señor  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez;  que 
era  cierto  que  desde  el  año  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  cinco  vivió  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez  y 
González  en  el  domicilio  de  la  absolvente  y  de  su  pa- 
dre, haciendo  esa  señora  vida  conyugal  con  el  expre- 
sado su  padre;  que  era  cierto  que  de  la  unión  de  su 
padre  con  la  señora  María  del  Pino  Rodríguez,  nacie- 
ron varios  hijos  de  los  que  viven  los  llamados  Ramo- 
na y  Quintín  Anselmo;  que  era  cierto  que  á  esos  ni- 
ños los  ha  considerado  como  hermanos  suyos,  no  ha- 
ciendo su  padre  distinción  entre  esos  hijos  y  los 
anteríores  del  matrimonio  de  su  señor  padre  con  la 
madre  de  la  absolvente;  que  es  cierto  que  á  la  absol- 
vente ni  á  sus  legítimos  hermanos  nunca  les  ha  ocu- 
rrido dudar  que  los  menores  Ramona  y  Quintín  An- 
selmo pudieran  ser  hijos  naturales  del  señor  Anselmo 
Menéndez  y  Menéndez;  que  era  cierto  que  su  señor 
padr^  había  manifestado  que  se  proponía  al  regresar 
de  sn  último  viaje  á  España,  legalizar  su  unión  con  la 
señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  el  nacimiento  de 
sus  hijos  Ramona  y  Quintín  Anselmo  casándose  con  di- 
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cha  señora  Rodríguez;  que  era  cierto  que  su  padre  en 
sus  últimos  momentos  pedía  que  viniera  el  Gura  para 
casarse  con  la  señora  Rodríguez  y  legitimar  á  sus  hijos 
Ramona  y  Quintín  Anselmo  oponiéndose  á  ello  el  se- 
ñor José  Lage  y  por  cuya  razón  no  se  complació  al 
moribundo;  que  reconoce  los  documentos  marcados  con 
los  números  seis,  siete,  ocho  y  nueve  como  de  su  se- 
ñor padre  D,  A^nselmo  Menéndez  y  las  firmas  que  los 
autorizan,  son  de  dicho  señor;  que  es  cierto  que  siem- 
pre oyó  á  su  padre,  á  la  señora  Rodríguez  y  á  los 
amigos  de  éstos  que  el  que  fué  marido  Intimo  de  la 
señora  Rodríguez  señor  Antonio  Rodríguez  y  Medina 
había  fallecido  en  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  y 
que  se  dificultaba  conseguir  la  comprobación  legal  de 
este  fallecimiento  y  que  era  cierto  que  el  último  viaje 
que  hiciera  á  España  su  padre  fué  á  causa  de  la  en- 
fermedad de  la  vista-  que  le  impedia  ver  con  claridad 
regresando  mejorado  de  dicha  enfermedad.» 

Vigesimoséptimo.  «Resultando  que  evacuando  la 
prueba  de  los  demandados  compareció  el  testigo  D. 
Rafael  Hernández  Bello,  el  que  fué  examinado  á  te- 
nor de  las  preguntas  que  le  conciernen  en  el  interro- 
gatorio presentado  declarando  á  fojas  ciento  noventa 
y  cinco,  que  no  le  comprendían  las  generales  de  la  Ley 
de  que  fué  instruido;  que  es  cierto  que  conoció  perso- 
nalmente á  D.  Antonio  Rodríguez  y  Medina;  que 
también  era  cierto  y  le  constaba  que  dicho  Rodríguez 
y  Medina  vivía  con  posterioridad  al  día  diez  de  Febre- 
ro de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  pues  en  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  almorzó  con  él  en  Cru- 
ces y  que  era  cierto  que  el  citado  Rodríguez  y  Medina 
vivía  en  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro:  repre- 
guntado el  testigo  á  tenor  del  pliego  obrante  á  fojas 
doscientas  cinco  declaró:  que  conoció  á  D.  Antonio 
Rodríguez  y  Medina  desde  niño  como  de  ocho  «ños  de 
edad  que  no  le  constaba  fuese  casado,  pero  que  así  se 
decía  y  que  era  natural  de  Morías  en  Cananas;  que  el 
citado  D.  Antonio  Rodríguez  y  Medina  era  Cantero; 
que  en  esta  capital  lo  conoció  en  la  loma  «Quinta  del 
Rey»  creyendo  fuese  el  número  ocho  sin  recordar  la 
calle,  que  la  esposa  se  llamaba  María  cree  Rodríguez 
y  que  le  ha  conocido  dos  hijos;  que  no  recuerda  que 
dicho  señor  Medina  perteneciera  al  Cuerpo  de  Volun- 
tarios, pero  cree  que  sí,  no  recordando  á  que  Bata- 
llón, que  cree  que  fué  el  tercero;  que  el  Coronel  lo  era 
D.  José  Selles  siendo  por  el  ochenta  y  cinco  ú  ochenta 
y  seis;  que  le  constaba  que  el  segundo  apellido  de  Ro- 
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dríguez  era  Medina  y  que  no  era  cierto  que  lo  que  ha 
declarado  lo  sabe  por  el  señor  José  Lage  y  por  D.  Jo- 
sé Menéndez.» 

Vigésimoséptimo.  «Eesultando  que  el  testigo  D. 
Francisco  Martínez  y  Fernández  en  su  declaración  de 
fojas  noventa  y  siete,  manifestó  no  comprenderle  las 
generales  de  la  Ley;  que  es  cierto  conoció  á  D.  Anto- 
nio Rodríguez  y  Medina  por  Antonio  Moya;  que  ig- 
nora que  dicho  Rodríguez  y  Medina  viviera  con  pos- 
terioridad al  día  diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro  y  que  ignora  que  el  citado  Rodríguez 
Medina  vivía  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro.» 

Vigésimooctavo.  ((Resultando  que  el  testigo  Gui- 
llermo Guerra  Bautista  en  su  declaración  de  fojas 
ciento  noventa  y  ocho  maniñesta  no  comprenderle  las 
generales  de  la  Ley:  que  era  cierto  cotfoció  á  D.  An- 
tonio Rodríguez  y  Medina  hacía  más  de  veintisiete 
años  aprendiendo  el  oficio  con  el  declarante:  que  ig- 
nora si  dicho  señor  Rodríguez  y  Medina  vivía  con  pos- 
terioridad al  día  diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro  y  que  ignoraba  si  el  citado  Rodrí- 
guez Medina  vivía  en  el  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro». 

Vigésimonoveno.  «Resultando  que  el  testigo  don 
Pablo  Guerra  Batista  en  su  declaración  de  fojas  cien- 
to noventa  y  nueve,  manifiesta  no  comprenderle  las 
generales  de  la  Ley ;  que  no  ha  conocido  á  ningún  An- 
tonio Rodríguez  y  Medina  y  sí  á  un  Antonio  Moya: 
que  ignora  si  dicho  señor  Rodríguez  y  Medina  viviese 
con  posterioridad  al  día  diez  de  Febreio  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro  y  que  ignoraba  si  el  citado 
Rodríguez  y  Medina  vivía  en  el  año  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro». 

Trigésimo.  Resultando  que  el  testigo  don  Fran- 
cisco Martell  y  López  en  su  declaración  de  fojas  dos- 
cientas manifiesta:  que  era  cierto  conoció  personal- 
mente á  don  Antonio  Rodríguez  Medina:  que  también 
era  cierto  y  le  constaba  que  dicho  señor  Rodríguez 
Medina  vivía  con  posterioridad  al  diez  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  por  haber  sido  com- 
pañero de  trabajo  del  año  ochenta  y  seis  al  ochenta  y 
i-iete,  y  que  ignoraba  que  el  citado  Rodríguez  Medina 
viviese  en  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro. 
Repreguntado  el  testigo  á  tenor  del  pliego  presentado 
declaró  que  conoció  al  señor  Antonio  Rodríguez  y 
Medina  desde  el  año  ochenta  y  dos  que  llegó  dicho 
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€eñor  á  este  país  con  su  familia:  que  era  natural  de 
Morías  en  Canarias;  que  aunque  le  conocía  desde  pe- 
queño cuando  llegó  á  este  país  tendría  próximamente 
veintidós  años  j  que  cree  era  casado:  que  era  Cante- 
ro; que  vivía  en  Cerrada  número  seis  según  cree  en 
una  habitación,  que  su  esposa  cree  se  llamaba  María 
Rodríguez  y  que  tenía  dos  hijos:  que  don  Antonio  Ro- 
dríguez y  Medina  perteneció  al  Instituto  de  Volunta- 
rios, Tercer  Batallón  en  el  año  ochenta  y  cinco  y 
ochenta  y  seis:  que  era  cierto  y  le  constaba  que  el  An- 
tonio Eodríguez  tenía  como  segundo  apellido  el  de 
Medina:  y  que  no  era  cierto  que  cuantío  ha  declarado 
lo  supiese  por  el  señor  José  I^ge  y  José  Menéndezj». 

Trigésimoprimero.  «Besultando  que  el  testigo  don 
Domingo  Denis  y  Quevedo  en  su  declaración  de  fojas 
doscientas  una  vuelta  manifestó,  no  comprenderle  las 
generales  de  la  Ley:  que  es  cierto  conoció  personal- 
mente á  don  Antonio  Rodríguez  y  Medina:  que  tam- 
bién era  cierto  que  dicho  señor  Rodríguez  y  Medina 
vivía  con  posterioridad  al  día  diez  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro  y  que  las  razones  que 
tiene  para  añrmarlo  es  que  trabajó  con  dicho  señor 
desde  el  ochenta  y  seis  hasta  el  odienta  y  ocho  y  que 
ignora  que  dicho  Rodríguez  Medina  viviera  el  año  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro.  Repreguntado  el 
testigo  á  tenor  de  las  preguntas  contenidas  en  el  plie- 
go presentado  declaró  que  conoció  á  don  Antonio  Ro- 
dríguez y  Medina  hace  treinta  y  cinco  años,  que  era 
natural  de  Canarias,  que  tendría  de  diez  á  doce  años, 
que  era  soltero,  que  vivía  en  la  Pila  Seca  entre  Vijía 
y  San  Ramón  ignorando  el  número  sin  saber  que  fuese 
casado:  que  Rodríguez  Medina  era  Voluntario  del 
Tercer  Batallón  hasta  el  ochenta  y  siete:  que  no  era 
cierto  que  su  segundo  apellido  era  Medina  y  que  lo 
que  ha  declarado  lo  sabe  porque  conoció  á  dicho  señor». 

Trigésimosegundo.  Resultando  que  el  testigo  don 
Tomás  Borredá  y  de  la  Ballina,  evacuando  las  pre-  • 
guntas  que  le  conciernen  en  el  interrogatorio  presen- 
tado declaró  á  fojas  doscientas  tres:  que  no  le  com- 
prenden las  generales  de  la  Ley :  que  era  cierto  cono- 
ció personalmente  á  don  Antonio  Rodríguez  Medina; 
que  era  cierto  que  dicho  señor  vivía  con  posterioridad 
al  día  diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro  y  lo  sabe  porque  en  el  ochenta  y  seis  trabajó 
con  el  declarante  y  hasta  se  hizo  una  recolecta  para 
que  se  embarcara:  ignorando  que  el  citado  Rodríguez 
Medina  viviera  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y 
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cuatro.  Repreguntado  el  testigo  á  tenor  del  pliego  pre- 
sentado declaró  que  conoció  á  don  Antonio  Rodríguez 
Medina  del  año  ochenta  y  seis  al  ochenta  y  siete;  que 
no  sabe  de  donde  era  natural  y  que  le  llamaban  Isle- 
ño ignorando  que  edad  tei^ía  cuando  lo  conoció  y  si 
era  casado,  soltero  ó  viudo:  que  dicho  individuo  era 
de  oficio  cantero  ignorando  donde  vivía  como  asimis- 
mo si  era  casado:  que  dicho  Rodríguez  Medina  cree 
perteneció  á  la  Cuarta  Compañía  Tercer  Batallón  de 
Voluntarios  refiriéndose  al  ochenta  y  seis  aproxima- 
damente pues  no  sabe  si  fué  en  ese  año  ó  en  el  ochen- 
ta  y  siete:  que  era  cierto  que  no  le  constaba  que  el 
Antonio  Rodríguez  al  que  se  ha  referido,  su  segundo 
apellido  fuera  Medina;  y  que  no  era  cierto  que  lo  que 
ha  expuesto  lo  sabía  por  el  nefior  José  Lage  y  el  señor 
José  Menéndez  sino  porque  trabajó  con  el  declarante». 
Trigésimotercero.  Resultando  que  el  testigo  don 
Juan  Pérez  Quesa  evacuando  las  preguntas  contenidas 
y  que  le  conciemen  en  el  interrogatorio  acompañado, 
declaró  á  fojas  doscientos  siete:  que  no  le  comprendían 
las  generales  de  la  Ley,  pero  que  hacía  consrar,  ha- 
bía bautizado  una  niña  de  doña  María  del  Pino  Ro- 
dríguez: que  es  padrino  del  menor  Quintín  Anselmo, 
hijo  de  doña  María  del  Pino  Rodríguez:  que  ignora 
que  el  señor  Anselmo  Menéndez  sea  padre  de  los  me- 
nores Ramona  y  Quintín  Anselmo,  hijos  los  dos  de 
doña  María  del  Pino  Rodríguez:  que  el  señor  Anselmo 
Menéndez  no  es  compadre  suyo  y  sí  la  Sra.  doña  Ma- 
ría del  Pino  Rodríguez:  y  que  asimismo  ignora  que 
por  los  años  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  y  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro,  viviera  don  Antonio 
Rodiíguez  Medina;  preguntado  al  testigo  á  tenor  del 
pliego  presentado,  declaró:  que  conoció  desde  hace 
veinticinco  años  al  señor  Anselmo  Menéndez  y  Me- 
néndez tratándolo  hasta  su  muerte:  que  era  cierto 
que  hacía  quince  años  conoce  á  la  señora  María  del 
Pino  Rodríguez,  habiéndola  visto  siempre  desde  esa 
fecha  en  el  domicilio  del  señor  Anselmo  Menéndez  y 
Menéndez:  que  era  cierto  que  los  menores  Ramona  y 
Quintín  Anselmo,  nacieron  en  el  domicilio  del  señor 
Menéndez  y  la  señora  Rodiíguez:  que  era  cierto  que 
aunque  bautizados  esos  niños  como  naturales  solamen- 
te de  la  señora  Rodríguez,  siempre  los  consideró  el  se- 
ñor Menéndez  y  el  público,  como  hijos  de  aquél:  que 
era  cierto  que  no  conoció  personalmente  y  nunca  vio 
al  señor  Antonio  Rodríguez  Medina,  esposo  legítimo 
que  fué  de  la  señora  María  Rodríguez  y  González:  y 
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que  no  le  consta  que  el  señor  Antonio  Kodriguez  Me- 
dina viviera  en  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  des- 
de cuya  fecha  conoce  á  la  señora  Eodríguez.» 

Trigésimocuarto.  «Resultando  que  evacuando  la 
demandante  las  preguntas  contenidas  en  el  pliego 
de  posiciones  presentado  obrante  á  fojas  doscientas 
diez:  declaró  á  las  doscientas  once:  que  no  era  cierto 
que  su  marido  don  Antonio  Rodríguez  de  Medina  vi- 
viese aún ;  que  tiene  la  seguridad  que  su  esposo  murió 
desde  el  ochenta  y  cuatro:  que  no  era  cierto  que  su 
esposo  viviese  en  el  año  mil  ochocientos  ochenta 
y  siete  y  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro:  que 
no  era  cierto  no  interviniese  la  absolvente  en  el 
expediente  que  se  formó  para  inscribir  la  muerte  de 
su  marido  pues  tuvo  que  presentarse  en  Bejucal  y  en 
tonces  fué  que  promovió  el  expediente  para  acreditar 
su  viudez:  y  que  era  cierto  que  estaba  separada  de  su 
esposo  desde  el  ochenta  y  dos.» 

Trigésimoquinto.  «Resultando  que  de  fojas  dos- 
cientas quince  á  la  doscientas  cuarenta  y  cuatro,  se 
hallan  agregadas  las  resultas  de  los  exhortos  y  comu- 
nicaciones libradas  á  los  señores  Jueces  de  Primera 
Instancia  de  los  Distritos  Oeste  y  Bejucal;  y  en  su 
consecuencia  las  certificaciones  expedidas  por  el  Se- 
cretario del  Juzgado  Municipal  del  Distrito  Oeste  con 
vista  del  expediente  promovido  por  doña  María  del 
Pino  Rodríguez;  para  subsanar  errores  en  el  acta  de 
nacimiento  de  la  niña  Ramona  Rodríguez:  y  la  expe- 
dida por  el  Escribano  de  actuaciones  del  Juzgado  de 
Primera  Instancia  é  Instrucción  de  Bejucal,  con  vista 
del  expediente  promovido  para  acreditar  el  falleci- 
miento de  Antonio  Rodríguez  y  Medina  y  el  estado  de 
viudez  de  doña  María  del  Pino  Rodríguez. » 

Trigésimosexto.  «Resultando  que  transcurrido  el 
segundo  período  de  prueba,  por  providencia  de  treinta 
de  Mayo  último,  fojas  ciento  tres  vuelta,  se  dispuso 
se  agregasen  éstas  á  los  autos  y  que  se  instruyese  á 
las  partes,  lo  que  así  se  verificó.)» 

Trigésimoséptimo.  «Resultando  que  en  este  trá- 
mite se  personó  en  el  juicio  la  demandada  doña  Pe- 
trona  Angela  Menéndez,  acompañando  la  certificación 
de  fojas  doscientas  cuarenta  y  seis,  expedida  por  el 
Escribano  don  Ricardo  D.  del  Campo,  con  vista  del 
juicio  prqmovido  por  dicha  señora  contra  su  esposo 
don  José  Lage  y  González,  sobre  habilitación  para 
comparecer  en  juicio;  y  por  el  escrito  de  fojas  dos- 
cientas cuarenta  y  nueve,    solicitó  se  le  tuviese  por 
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parte  y  por  allanada  á  la  demanda  interpuesta  por 
doña  María  del  Pino  Rodríguez  sobre  reconocimiento 
de  hijos  naturales  y  petición  de  herencia,  y  por  provi- 
dencia de  cinco  de  Junio  del  corriente  año,  se  tuvo 
por  parte  á  la  indicada  señora  doña  Petrona  Angela 
Menéndez,  por  su  propio  derecho  y  por  allanada 
á  la  demanda,  teniéndose  por  presentada  la  certifica- 
ción antes  dicha.» 

Trigésimooctavo.  «Resultando  que  por  providen- 
cia de  seis  de  Junio  de  fojas  doscientas  cincuenta  y 
dos,  se  dispuso  se  entregasen  los  autos  por  su  orden  á 
las  partes  para  conclusión  por  el  término  de  veinte 
días  á  cada  una,  lo  que  se  verificó  y  efectuaron  por 
sus  escritos  de  fojas  doscientas  cincuenta  y  tres,  dos- 
cientas ochenta  y  una  y  doscientas  ochenta  y  cinco,  w 

Trigésimonoveno.  ((Resultando  que  por  provi- 
dencia de  fecha  diez  de  Septiembre,  se  dispuso  que  pa- 
ra mejor  proveer,  se  trajese  á  los  autos  certificación 
del  a8»ento  referente  á  la  exhumación  del  cadáver  de 
don  Antonio  Rodríguez  Medina,  y  librado  el  corres- 
pondiente exhorto,  por  el  cura  de  la  Iglesia  de  Beju- 
cal se  informa  que  en  aquel  archivo  no  existen  nada 
más  que  partida  de  defunción  y  no  de  inhumación, 
por  lo  que  se  mandó  agregar  el  exhorto  á  sus  autos 
y  que  se  diera  cuenta.» 

Sentencia  de  primeua  instancia: 

Cuadragésimo.  Resultando  qne  3l  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  en  sentencia  dictada  á  doce  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  y  cuyos  Resultíindos  aca- 
ban de  copiarse,  ((declaró  sin  lugar  la  demanda  estable- 
cida por  doña  María  del  Pino  Rodríguez  y  González 
en  su  carácter  de  madre  de  los  menores  Ramona  y 
Quintín  Anselmo  Rodríguez  y  González  absolviendo  de 
ella  á  los  demandados  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas.  Y  apareciendo  de  autos  que  los  hechos  sobre 
los  que  han  declarado  los  testigos  pueden  ser  consti- 
tutivos del  delito  de  perjurio,  firme  que  sea  esta  sen- 
tencia dedúzcase  testimonio  de  ella  de  los  interrogato- 
rios presentados  para  D.  Rafael  Hernández  Bello,  don 
Francisco  Martell,  D.  Domingo  Denis  Quevedo  y  don 
Tomás  Borreda;  de  sus  declaraciones  de  los  pliegos  de 
repreguntas  y  del  informativo  que  se  tramitó  en  Be- 
jucal, para  inscribir  el  fallecimiento  de  D.  Antonio 
Rodríguez  y  Medina  y  remítase  al  señor  Juez  de  Ins- 
trucción respectivo  para  lo  que  proceda.» 
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Sentencia  recurrida: 

Guadragésimoprimero.  Resultando  que  apelada 
por  la  señora  María  del  Pino  esa  sentencia,  la  Sección 
segunda  de  la  Sala  de  lo  Civil  de  ]a  Audiencia  de  esta 
ciudad  en  sentencia  dictada  el  primero  de  Octubre  del 
corriente  año  confirmó  la  de  primera  instancia  con  las 
costar  de  la  segunda  á  cargo  de  la  apelante,  aceptando 
la  relación  de  hechos  de  la  sentencia  apelada  y  aña- 
diendo el  siguiente  Kesultando. 

Cuadra^ésimosegundo.  Eesultando  «que  eleva- 
dos los  autos  á  este  Tribunal  comparecieron  sucesiva- 
mente los  Procuradores  Sarraln  y  Mayorga  á  nombre 
respectivamente  de  los  señores  José  Menéndez,  María 
Ijage  y  José  Lage  y  González,  este  último  en  su  carác- 
ter de  padre  legítimo  y  representante  legal  de  su  me- 
nor hijo  D.  Anselmo  Lage  y  Menéndez,  partes  apela- 
das y  de  doña  María  del  Pino  Rodríguez  y  González, 
parte  apelante,  sin  que  lo  hiciera  D*  Petrona  de  los 
Angeles  Menéndez  y  Hernández  sustanciándose  la 
segunda  instancia  hasta  practicarse  la  citación  para 
sentencia  y  hacerse  el  señalamiento  de  día  para  la 
vista,  en  cuyo  estado  se  presentó  por  el  Procurador 
Mayorga  un  escrito  al  que  se  acompañó  testimonio  de 
la  escritura  de  declaración  otorgada  por  D.  José  Me- 
néndez y  Hernández  en  la  cual  dicho  señor  consignaba 
que  convencido  de  la  justicia  de  la  demanda  formula- 
da por  D^  María  del  Pino  se  separaba  de  la  oposición 
que  á  dicha  demanda  había  formulado  en  el  presente 
pleito  y  manifestaba  que  la  actora  era  realmente  viuda 
cuando  concibió  con  su  padre  D.  Anselmo  Menéndez 
y  Menéndez  los  menores  Ramona  y  Quintín  Anselmo 
á  cuyo  escrito  se  proveyó  con  fecha  veintiocho  de 
Agosto  último  no  haber  lugar  á  tener  por  cesada  la 
representación  del  Procurador  Sarraín  y  no  haber  lu- 
gar asimismo  á  disponer  la  agregación  interesada  del 
documento  presentado,  á  los  autos  por  los  fundamen- 
tos de  no  presentarse  dicho  documento  por  D.  José 
Menéndez  y  estar  citadas  las  partes  para  sentencia; 
después  de  lo  cual  se  presentó  por  D.  José  Menéndez 
un  escrito  acompañando  nuevamente  el  referido  testi- 
monio separándose  de  la  oposición  formulada  en  este 
pleito,  cuyo  escrito  después  de  ratificado  fué  proveído 
con  fecha  cuatro  de  Septiembre  teniendo  por  separado 
al  José  Menéndez  de  la  oposición  formulada  en  este 
pleito  y  por  cesado  al  Procurador  Sarraín  en  su  repre- 
sentación; después  de   lo  cual  se  celebró  la   vista  que 
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estaba  señalada  para  el  día  trece  del  próximo  pasado 
mes.» 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Cuadragésimotercero.  Resultando  que  la  señora 
María  del  Pino  interpuso  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  y  de  doctrina  por  los  motivos  que  pa- 
san á  copiarse: 

A. — Resultan  violados  el  artículo  ciento  veinte 
y  nueve  y  ciento  treinta  del  Código  Civil,  por  cuan- 
to ellos  determinan  que  el  hijo  natural  puede  s^r 
reconocido  por  un  solo  de  sus  progenitores,  y  en  tal 
caso  de  su  condición  natural  se  ha  de  presumir  si 
el  que  lo  reconoce  tenía  capacidad  legal  para  contraer 
matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción,,  y  la  sentencia 
recurrida  deniega  la  declaratoria  de  hijos  naturales  de 
Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  á  favor  de  los  meno- 
res Ramona  y  Quiutin  Anselmo,  por  el  fundamento 
de  no  haberse  probado  que  la  madre,  mi  representada, 
señora  María  del  Pino  Rodríguez,  estaba  en  condicio- 
nes de  contraer  matrimonio  al  ser  concebidos  aquellos 
menores. — Probado  como  lo  está  en  autos  que  el  refe- 
rido Anselmo  Menéndez,  si  viviera,  vendría  obligado 
&  reconocer  á  sus  hijos  naturales  conforme  el  artículo 
ciento  treinta  y  cinco  del  citado  Código,  es  evidente 
que  para  la  eficacia  de  tal  reconocimiento,  á  los  efec- 
tos del  Capítulo  IV,  Título  V  del  Libro  primero  del 
Código,  es  suficiente  la  comprobación  de  la  capacidad 
legal  del  expresado  Menéndez  para  contraer  matrimo- 
nio en  la  oportunidad  que  indica  el  artículo  ciento 
treinta,  y  huelga  por  completo  toda  investigación  re- 
lativa á  la  misma  capacidad  en  cuanto  á  la  señora  Ma- 
ría del  Pino  Rodríguez  como  madre  de  los  menores, 
pues  que  no  habiendo  necesidad  legal  ni  aun  de  men- 
cionarJa,  y  ni  aun  de  conocer  su  nombre  y  existencia, 
la  circunstancia  de  concurrir  en  ella,  ó  nó,  esa  capa- 
cidad, que  si  habría  de  influir  en  la  condición  de  los 
hijos  respecto  á  ella,  ninguna  influencia  puede  ejercer 
en  tanto  se  trate  del  reconocimiento  por  el  padre. 

cíB. — Por  las  mismas  consideraciones  que  proceden 
es  de  estimarse  infringida  la  doctrina  legal  establecida 
en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de 
nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y 
de  veintiocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco,  por  cuanto  la  primera  declara  que  es  bastante 
para  la  presunción  del  hijo  natural  el  reconocimiento 
hecho  por  uno  sólo  de  los  padres  «prescindiendo  de  las 
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circunstancias  que  concurran  en  el  otro  padre»;  y  la 
segunda:  que  «la  posesión  del  estado  de  hijo  natural 
no .  requiere  má»  que  la  continuación  de  hechos  que 
presenten  á  una  persona  en  relación  no  interrumpida 
de  hijo  natural  de  otra  determinada  sin  que  sea  necesa- 
rio el  conocimiento  ni  la  revelación  del  padre  con  quien 
no  se  haya  establecido  dicha  relación  de  hechos,  por- 
que no  lo  exige  el  artículo  ciento  treinta  y  cinco  y 
excluye  tal  necesidad  la  misma  razón  que  en  los  artícu- 
los ciento  treinta  y  ciento  treinta  y  dos,  abona  el  reco- 
nocimiento expreso  hecho  por  uno  solo  de  los  padres.» 

«C.  Se  ha  infringido  el  articulo  mil  doscientos 
cincuenta  del  Código  Civil  por  cuanto  establecida  la 
presunción  del  carácter  ó  condición  de  hijus  naturales 
de  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  por  el  articulo 
ciento  treinta,  por  virtud  del  reconocimiento  que  de 
ellos  hizo  éste,  y  del  estado  de  que  gozaron  de  tales 
hijos  naturales,  el  precepto  que  señalo  como  infringi- 
do, dispensa  á  la  representación  de  los  menores  de  to- 
da prueba;  y  no  obstante  su  categórico  contexto,  la 
Sala  sentenciadora  asienta  en  el  primer  Considerando 
como  punto  esencial,  y  aún  único,  para  la  resolución 
del  litigio,  la  determinación  de  asi  la  seQora  María  del 
Pino  Rodríguez  ha  justificado  su  capacidad  para  con- 
traer matrimonio  con  D.  Anselmo  Menéndez,  en  la  épo- 
ca en  que  nació  la  menor  Eamona,  y  en  la  fecha  en  que 
pudo  ser  concebido  el  menor  Quintín  Anselmo.»  De 
suerte  que  la  sentencia  se  basa  en  la  falta  de  una 
prueba,  de  la  cual  dispensa  el  artículo  mil  doscientos 
cincuenta  del  Código  Civil,  y  es  innegable  que  tal  sen- 
tencia viola  el  aludido  precepto  legal.» 

«D. — También  se  violan  los  artículos  mil  doscien- 
tos quince  y  mil  doscientos  cincuenta  y  uno  del  propio 
Código  en  cuanto  el  primero  establece  como  una  de  las 
pruebas  de  las  obligaciones  la  de  presunción,  y  el  se- 
gundo admite  la  destrucción  de  dicha  prueba  median- 
te prueba  en  contrario,  pues  ni  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  dá  valor  legal  á  la  presunción  que  el  articulo 
ciento  treinta  determina,  ni  para  dejarle  de  darle  va- 
lor, ó  estimarlo  destruido,  se  aprecian  pruebas  en 
contrario,  sino  solamente  falta  de  pruebas  en  favor 
que  como  ya  he  explicado  no  son  legalmente  exigibles.» 

(íE. — La  sentencia  infringe  la  Ley  cuando  al  caí^o 
de  autos  aplica  el  artículo  ciento  diez  y  nueve  del  Có- 
digo, como  de  riguroso  cumplimiento  para  alcanzar  los 
beneficios  del  ciento  treinta  y  cuatro,  resultando  dicha 
aplicación   indebida,    pues   si  bien  el   hijo  natural  es 
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según  el  articulo  ciento  diez  y  nueve  el  que  fué  con- 
cebido, fuera  de  matrimonio,  cuando  los  padres  podían 
contraerlo  sin  dispensa,  no  ea  menos  cierto,  que  ese 
mismo  precepto  exige  la  comprobación  de  la  libertad 
de  ambos  padres,  sólo  para  llegar  á  la  legitimacióp;  y 
los  beneficios  del  articulo  ciento  treinta  y  cuatro,  no 
son  los  que  se  dan  al  hijo  natural  legitimado  sino  al  hi- 
jo natural  reconocido  para  cuyo  acto  al  ser  aplicado  el 
ciento  diez  y  nueve  resulta  modificado  por  el  ciento 
treinta  y  ha  sido  indebidamente  aplicado  el  ciento 
diez  y  nueve,  sin  tomarse  en  consideración  el  ciento 
treinta.» 

«F. — La  sentencia  infringe  asimismo  el  artículo 
treinta  y  cinco  de  la  Ley  de  Rigistro  Civil  de  diez  y 
siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta,  declarada 
vigente  por  el  artículo  trescientos  treinta  y  dos  del 
Código  Civil,  toda  vez  que  establece  como  fundamento 
para  el  fallo,  que  los  actos  concernientes  al  estado  ci- 
vil, deben  probarse  hoy  por  medio  de  certificaciones 
del  Registro  Civil,  y  antes  de  los  asientos  que  extien- 
den los  Párrocos  en  sus  libros,  cuando  la  doctrina  es- 
tablecida por  el  artículo  treinta  y  cinco  mencionado* 
es  que  los  actos  que  tengan  lugar  desde  que  empiece  & 
regir  dicha  Ley  se  probarán  con  las  partidas  del  Re- 
gistro, y  los  que  hubieren  tenido  lugar  en  fecha  ante- 
rior por  los  medios  establecidos  en  la  legislación  vi- 
gente hasta  entonces.  Es  así  que  se  ha  querido  com- 
probar la  maerte  de  Antonio  Rodríguez  Medina  como 
acaecida  ante  del  establecimiento  del  Registro  Civil 
en  esta  Isla,  luego,  no  es  legal  que  se  exija  constancia 
procedente  de  los  libros  de  ese  Registro,  sino  de  los 
Parroquiales;  y  fundándose  precisamente  en  la  circuns- 
tancia de  la  fecha  del  fallecimiento  la  Autoridad  Ju- 
dicial, encargada  del  Registro  Civil,  no  se  consideró 
llamado  á  hacerlo  constar  en  sus  libros.» 

«6. — Infringe  la  sentencia  el  artículo  tercero  del 
Código  Civil,  porque  pretende  aplicar  la  legislación 
del  Registro  del  estado  civil  de  las  personas  á  actos 
ocurridos  ante  de  su  establecimiento;  y  teniendo  como 
todavía  tienen  carácter  legal  los  libros  parroquiales 
para  comprobar  los  nacimientos,  defunciones  y  matri- 
monios anteriores  a  la  promulgación  en  Cuba  de  dicha 
Ley  del  Registro  Civil,  intenta  desconocer  la  eficacia 
de  un  asiento  realizado  por  el  encargado  de  esos  libros 
por  orden  de  quien  por  la  anterior  legislación  podía 
disponerlo,  y  reU^tívo  ^  fecha  en  que  t^^les  libros  er^n 
eficaces.)» 
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«H. — También  aplica  indebidamente  la  sentencia 
recurrida  doctrina  que  dice  existir,  y  no  precisa  y  de- 
termina acerca  de  loa  únicos  casos  en  que  es  dable 
suplir  la  falta  de  un  asiento  de  defunción.  Niego  la 
existencia  de  tal  doctrina  y  por  eso  la  considero  inde- 
bidamente aplicada.» 

(d. — Igualmente  infringe  la  sentencia  los  artículos 
mil  ochocientos  diez,  dos  mil  uno  y  dos  mil  seis  de  la 
Ley  Enjuiciamiento  Civil,  porque  niega  toda  eficacia 
á  la  información  practicada  en  jurisdicción  voluntaria 
para  justificar  el  fallecimiento  de  don  Antonio  Rodrí- 
guez y  Medina,  no  obstante  no  haber  hecho  uso  parte 
interesada  del  derecho  que  los  artículos  mil  ochocien- 
tos diez  y  seis  y  dos  mil  ocho  de  la  propia  Ley  conce- 
den, califica  de  «perfectamente  inútil»  un  procedimien- 
to legal,  y  aprobado  por  un  Juez  competente.» 

«J. — Y  por  último,  ha  violado  la  sentencia  el  ar- 
ticulo ciento  treinta  y  cinco  del  Código  Civil,  porque 
éste  obliga  al  reconocimiento  del  hijo  natural,  cuando 
existe  un  escrito  indubitado  en  que  expresamente  se 
reconozca  la  paternidad  y  cuando  el  hijo  posea  conti- 
nuadamente el  estado  de  hijo  natural;  y  no  estar  pro- 
bado ambos  extremos  ha  dejado  de  aplicarse  ese  pre- 
cepto legal,  así  como  la  doctrina  legal,  también  infrin- 
gida, contenida  en  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  España  de  diez  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro  y  veinte  y  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos 
uoventa  y  cinco.» 

«Quinto.  Fundo  este  recureo  de  casación  en  el 
caso  segundo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  por- 
que la  incongruencia  de  la  sentencia  con  las  pretensio- 
nes oportunamente  deducidas  por  mi  representada  es 
trascendental  y  manifiesta.  La  Sala  de  lo  Civil  acep- 
tó tan  solo  el  primer  Considerando  de  la  sentencia 
dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia  que  dice: 
«Considerando  que  en  el  presente  juicio  se  trata  de  de- 
clarar si  los  menores  Quintín  Anselmo  y  Bamona  Ro- 
dríguez son  ó  nó  hijos  Tiaturales  de  doña  María  del  Pino 
Rodríguez  y  de  don  Anselmo  Menéndez  y  Menéndez;  esto  es 
si  aquéllos  fueron  concebidos  por  éstos  en  momento  en 
que  pudieran  casarse  sin  dispensas  6  con  ellas. — Con- 
secuente á  tal  afirmación  agrega  la  Sala  en  el  primero 
de  sus  Considerandos  «que  siendo  el  objeto  de  la  pre- 
sente demanda  alcanzar  que  por  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia se  declare  que  los  menores  Ramona  y  Quintín 
Anselmo,  hijos  de  María  del  Pino  Rodríguez,  sean  de- 
clarados hijos  de  María  del  Pino  Rodríguez, 'sean  de- 
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clarados  hijos  naturales  de  dicha  señora  y  de  don  An- 
selmo Menéndez  y  Menéndez.»  Partiendo  de  esas 
premisas  la  Sala  al  declarar  sin  lugar  la  demanda  lo 
hace  en  concepto  de  no  haber  lugar  al  reconocimiento 
de  los  menores  Eamona  y  Quintín  Anselmo,  como  hi- 
jos naturales  de  María  del  Pino  Rodríguez  y  de  An- 
selmo Menéndez  y  como  no  es  exacto  que  ese  haya  sido 
el  objeto  de  la  demanda  y  el  fin  que  se  perseguía  por 
la  demandante  en  el  presente  litigio,  resulta  patente 
la  incongruencia  del  fallo  con  las  pretensiones  de  esta 
parte.  En  la  demanda  se  expresa  con  toda  claridad 
el  objeto  de  la  misma,  que  comprende  dos  extremos, 
consecuente  el  uno  del  otro.  Se  pretende  la  declara- 
toria de  hijos  naturales  de  Anselmo  Menéndez  á  favor 
de  los  referidos  menores,  y  el  reconocimiento  de  su 
derecho  &  la  herencia  del  mismo  como  tales  hijos  natu- 
rales; pero  no  se  ha  pretendido  obtener  al  propio  tiem- 
po la  declaratoria  de  igual  filiación  en  cuanto  á  María 
del  Pino  Rodríguez  y  es^  diferencia  es  tan  importante 
que  todo  lo  que  en  la  sentencia  se  expresa,  perfecta- 
mente aplicable  si  se  tratara  del  reconocimiento  de 
hijos  naturales  de  la  señora  Rodríguez,  es  perfecta- 
mente inadecuado  al  caso,  único  planteado  en  la  de- 
manda, de  solicitarse  aquel  reconocimiento  con  refe- 
rencia al  señor  Anselmo  Menéndez.  Para  confinnar 
lo  que  aseguro  respecto  á  esa  incongruencia,  es  sufi- 
ciente fijarse  en  el  escrito  de  demanda  donde  se  esta- 
blece el  propósito  de  la  promoción  con  estas  palabras 
frpara  que  reconozcan  (los  demandados)  que  son  hijos 
naturales  de  dicho  señor  Menéndez  y  Menéndez,  los 
también  hijos  naturales  de  mi  poderdante  y  con  ese 
reconocimiento  les  entreguen  la  parte  de  herencia  que 
como  legítima  de  los  hijos  naturales  corresponde  en  la 
herencia  de  su  padre  &.»  Y  en  la  súplica  se  dice,  «para 
que  se  allanen  (los  demandados)  á  reconocer  y  en  su 
caso  lo  declare  el  Juzgado,  que  los  mencionados  me- 
nores Ramona  y  Quintín  Anselmo  son  hijos  naturales 
del  señor  Anselmo  Menéndez y  que  como  conse- 
cuencia les  corresponde  el  derecho  contenido  en  los 
números  primero,  segundo  y  tercero  del  artículo  cien- 
to treinta,  y  cuatro  deL Código  Civil.» 

«Sexto.  Entiendo  que*  ha  habido  error  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba,  cuando  no  se  ha 
dado  á  la  de  presunción  establecida  por  el  artículo 
ciento  treinta  del  Código  Civil,  la  fuerza  que  le  corres- 
ponde, considerándola  destruídaj  no  por  la  prueba 
eDntrM*ia,  úiiicá  •  áceptfcda  por  él  artículo  mil  dosoien- 
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tos  cincuenta  y  uno,  sino  por  no  haber  practicado  mi 
poderdante  ninguna,  siendo  asi  que  estíi  dispensada 
por  el  mismo  precepto  legal  de  haicerlo.  Tampoco  se 
ha  dado  á  la  certificación  del  asiento  de  los  libros  pa- 
rroquiales la  apreciación  legal  que  por  las  disposicio- 
nes anteriores  á  la  Ley  del  Registro  Civil,  y  por  el  ar- 
ticulo treinta  y  cinco  de  esta  Ley  debe  concedérsele. 
Y  tampoco  se  hí^  apreciado  conforme  á  las  leyes  y  á 
las  reglas  de  la  sana  critica  la  prueba  abundantísima 
traída  á  estos  autos  y  consistente  en  el  expediente  de 
información  ad  perpetuam,  y  otras  diligencias,  y  muy 
en  especial  al  allanamiento  expreso  de  los  dos  únicos 
hijos  legítimos  de  Anselmo  Menéndez,  ó  sean  José  y 
Petrona  Menéndez,  que  además  reconocen  el  carácter 
de  viuda  de  María  del  Pino  Rodríguez  en  la  oportuni- 
dad de  la  concepción  de  los  menores.» 

Cuadragésimocuarto.  «Resultando  que  en  este 
Tribunal  Supremo,  se  sustanció  el  recurso  por  los  de- 
bidos trámites,  y  el  día  once  del  corriente  se  celebró 
la  vista,  en  la  que  informaron  los  defensores  de  las 
partes. 

Decisión  del  recukso: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Gon- 
zález Llórente. 

Primero.  Considerando  que  en  este  pleito  no  se 
trata  del  reconocimiento  por  uno  solo  de  los  padres, 
caso  á  que  se  refiere  el  artículo  ciento  treinta  del  Có- 
digo Civil;  sino  que  la  señora  María  del  Pino  Rodrí- 
guez y  González,  con  el  carácter  de  madre  de  los  me- 
nores Ramona  y  Quintín  Anselmo  Rodríguez  y  Gon- 
zález, pide  se  declare  que  éstos  son  hijos  del  señor  An- 
selmo Menéndez  y  Menéndez,  en  cuyo  caso  no  es 
posible  examinar  la  cuestión,  teniendo  solo  en  cuenta 
la  libertad  de  uno  de  los  padres,  si  no  la  de  ambos, 
para  contraer  matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción 
de  los  hijos;  cuestión  que  ha  sido  la  fundamental,  de- 
batida en  el  pleito;  que  si  se  tratara  de  reconocimiento 
hecho  solo  y  sepai^damente  por  el  padre,  tendría  que 
ser,  en  el  orden  legal,  desconocido  el  nombre  de  la 
madre,  pues  el  padre  no  habría  podido  revelarlo,  por- 
que se  lo  prohibía  el  artículo  ciento  treinta  y  dos  del 
citado  Código  y  en  semejante  situación  no  sería  dable 
investigar  la  libertad  si  no  respecto  al  que  hacía  el  re- 
conocimiento; pero  cuando  laque  se  dice  madre  se  re- 
vela ella  misma  y  atribuye  á  persona  determinada  la 
paternidad,  no  cabe  prescindir  del  examen  respecto  á 
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los  dos,  pues  no  se  concibe  como  podrían  los  Tribuna- 
les autorizar  la  declaración  de  que  uno  era  hijo  natu- 
r.il  de  padres,  cuya  indicada  libertad  matrimonial  es- 
tato  demostrada  en  el  uno  y  desconocida  en  el  otro; 
con  lo  cual  se  patentiza  que  no  se  han  cometido  Jas 
alegadas  infracciones  de  los  artículos  ciento  veintinue- 
ve, ciento  treinta,  ciento  treinta  y  dos  y  ciento  treinta 
y  cinco  del  Código,  mencionados  en  los  primeros  cua- 
tro motivos  del  recurso. 

Segundo.  Considerando  que  no  se  ha  hecho  en  la 
sentencia  aplicación  indebida  del  artículo  ciento  diez 
y  nueve  que  en  su  párrafo  segundo  declara  «rson  hijos 
naturales  los  nacidos,  fuera  de  matrimonio,  de  padres 
que  al  tiempo  de  la  concepción  de  aquéllos  pudieron 
casarse  sin  dispensa  ó  con  ella»;  pues  aunque,  según 
el  recurrunte,  dicho  artículo  exige  la  comprobación  de 
la  liberlad  en  ambos  padros,  solo  para  llegar  á  la  le- 
gitimación, no  hay  en  ol  artículo  ni  una  palabm  que 
autorice  &  restringir  así  la  definición,  ni  jamás  se  ha 
dicho  en  derecho  que  puedan  calificarse  de  hijos  na- 
turales los  habidos  de  padres  que  no  tenían  capacidad 
legal  para  contraer  matrimonio  al  tiempo  de  la  con- 
cepción de  aquellos,  ni  el  Código  dispensa  nunca  de  la 
expresada  aptitud,  si  no  que  si  uno  solo  de  los  padres 
es  el  que  hace  el  reconocimiento,  solo  en  aquel  la  exi- 
ge, por  que  el  otro  es  desconocido  y  respecto  á  éste 
no  se  puede  hacer  investigación;  caso  diferente  del 
que  se  ventila  en  el  presente  litigio,  Sf'gún  se  ha  de- 
mostrado en  el  Considerando  anterior. 

Tercero.  Considerando  respecto  al  error  de  dere- 
cho que  la  recurrente  dice  haberse  cometido  por  no 
darse  á  la  presunción  declarada  en  el  artículo  ciento 
treinta  del  Código  Civil  ni  á  la  certificación  del  asien- 
to de  los  libros  parroquiales  la  fuerza  que  les  corres- 
ponde, y  por  no  haberse  apreciado  conforme  á  las  le- 
yes y  la  sana  crítica  la  prueba  traída  á  los  aut  »s  y 
consistente  en  la  información  ad  perpetuam,  en  otras 
diligencias  y,  muy  en  especial,  al  allanamiento  de  dos 
de  los  demandados;  que  el  artículo  ciento  treinta  no 
es  aplicable,  por  que  no  se  ha  demostrado  que  el  señor 
Anselmo  Menéndez  y  Menéndez  hiciera  aisladamente 
el  reconocimiento,  ni  la  capacidad  legal  para  contraer 
matrimonio,  puede  calificarse  aisladamente,  sino  con 
relación  á  la  de  la  señora  María  del  Pino,  se^in  que- 
da expuesto  en  el  primer  Considerando  de  esta  senten- 
cia, y  así,  no  hay  términos  hábiles  para  dar  por  exis- 
tente en  este  caso  la  expresada  presunción ;   que  los 


Digiti 


zedby  Google 


d76  Boletín  LaaisLATtvo. 


asientos  de  los  libros  parroquiales  después  de  estable- 
cido en  esta  Isla  el  Registro  Civil,  nopueden  producir' 
los  efectos  que  la  señora  del  Pino  pretende,  lo  cual  se 
demuestra  en  la  sentencia  recurrida  con  razonamien- 
tos que  no  se  han  desvirtuado;  que  las  informaciones 
ad  perpetuam,  no  producen  prueba  contra  los  terceros 
que  en  ella  no  intervinieron  y  que  después  las  impug- 
nan; que  el  allanamiento  de  dos  de  los  demandados, 
no  constituye  demostración  en  pro  de  la  demanda,  ni 
debilita  el  derecho  de  las  demás  partes  interesadas  y 
que  el  fallo  debe  fundarse  en  el  resultado  que  produz- 
can todas  las  pruebas. 

Cuarto.  Considerando  que  la  sentencia  no  es  incon- 
gruente con  lo  pedido,  porque  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia haya  dicho  y  lo  haya  aceptado  la  Audiencia 
«que  en  el  presente  juicio  se  trata  de  declarar  si  los 
menores  Quintín  Anselmo  y  Ramona  son  6  no  hijos 
naturales  de  doña  María  del  Pino  Rodríguez  y  de  don 
Anselmo  Menéndez  y  Menéndez,  esto  es,  si  aquéllos 
fueron  concebidos  en  momentos  en  que  éstos  pudieron 
casarse  sin  dispensa  6  con  ella»,  y  en  la  demanda  se 
pidió  (da  declaratoria  de  hijos  naturales  de  Anselmo 
Menéndez  á  favor  de  los  referidos  menores,  sin  pre- 
tenderse igual  declaratoria  en  cuanto  á  María  del  Pino; 
paei  dé  toda  evidencia  en  este  pleito  la  cuestión  capi- 
til  que  se  ha  debatido  es  la  de  saber  si  Menéndez  y 
1 1.  del  Pino  se  hallaban  en  aptitud  legal  para  contraer 
matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción  délos  menores; 
se  halla  también  maniñesto  por  la  demanda  en  que  la 
señora  del  Pino  pide  el  reconocimiento  de  los  menores 
que  Menéndez  reconoció  como  hijos  naturales  suyos; 
que  todos  los  esfuerzos  de  la  demandante  han  tendido 
á  demostrar  la  indicada  capacidad  legal  en  ella,  pro- 
bando su  viudez  en  dicho  tiempo;  que  la  incongruen- 
cia no  ha  de  buscarse  en  la  comparación  entre  un 
Considerando  y  las  pretensiones  deducidas;  sino  entre 
el  fallo  y  la  demanda;  que  la  sentencia  recurrida  con- 
ñrma  la  de  primera  instancia,  la  cual  declara  sin  lu- 
gar la  demanda,  y,  por  tanto,  es  congruente  lo  mismo 
en  la  parte  fundamental  que  en  la  dispositiva;  y 

Quinto.  Considerando  que  según  el  artículo  XL  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos,  serie  del  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  del  Gobierno  Militar  de  esta 
Isla,  siempre  que  se  declare  sin  lugar  un  recurso  de 
casación,  deben  imponerse  las  costas  á  la  parte  ó  par- 
tes que  lo  hubieren  establecido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y    declaramos  no 
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haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
señora  María  del  Pino  Rodríguez  y  González,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á 
la  Audiencia  con  la  respectiva  certifíca<;ión. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publica- 
1*4,  etc.  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
José  Várela. — Pedro  González  Llórente. — Ángel  C. 
Betancourt. — Octavio  Giberga. — Carlos  Eevilla. 


Fin  del  Tomo  IIL 
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M  Ley.— Bent  99.-6  de  Octubre  oe  1902.-— Cohecho. 

(  Gac,  Marzo  2^, ) 

DOCTRINA:  El  hecho  de  decir  á  agente  de  policía 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  que  el  asunto  porque  es- 
taba procediendo    se  arreglaría  con  dinero,  haciendo 

ademán  de  sacarlo  del  bolsillo,  constituye  el  delito  de 

cohecho  en  grado  de  tentativa. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  seis  de  Octubre  de 
mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  por  José  Aneiros  Hernán- 
dez, carretonero  y  vecino  del  Cerro,  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  causa 
seguida  contra  aquél  por  ^tentativa  de  cohecho. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  dictada  en 
veinte  de  Junio  último  se  expresan  los  hechos  en  el 
siguiente  «Resultando  probado  que  teniendo  noticias 
»el  Teniente  de  Policía  Modesto  Alcalá  de  que  en  la 
«calle  de  Santa  Ana  número  dos,  barrio  del  Cerro,  se 
j»había  sacrificado  un  cercjo  clandestinamente,  dio  las 
«órdenes  oportunas,  siendo  detenido  el  procesado  y 
«conducido  á  su  presencia  el  dueño  del  cerdo,  que  lo 
«era  el  procesado  Aneiros  y  como  aquél  iba  á  condu- 
«cirlo  con  el  cerdo  al  Administrador  del  Rastro  el 
«procesado  le  manifestó  que  si  no  hacía  la  remisión  del 
«cerdo  y  de  él  se  arreglaría  con  dinero  haciendo 
«ademán  de  sacarlo  del  bolsillo.» 

Resolución  kegubrida: 

Resultando  que  estos  hechos  se  estimaron  en  la 
sentencia  constitutivos  de  tentativa  de  un  delito    de 
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cohecho,  de  que  es  autor  el  procesado,  sin  circunstan- 
cias apreciables,-  y  se  le  condenó  á  la  pena  de  multa 
de  trescientas  veinte  y  cinco  pesetas  y  en  su  defecto- 
un  día  de  prisión  por  cada  doce  y  media  pesetas  y 
las  costas  con  abono  de  la  prisión  preventiva. 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  procesado  Aneiros  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  expresando  estar  autorizado  por  el 
numero  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  en  relación  con  el  párrafo  primero  del  ochocien- 
tos cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, y  que  se  han  infringido  los  artículos  trescientos 
noventa  y  cuatro  y  trescientos  noventa  y  ocho  del 
Código  Penal  y  la  Orden  cuatrocientos  doce,  serie  de 
mil  novecientos,  porque  de  los  hechos  que  se  declaran 
probados  en  la  sentencia,  y  que  transcribe,  no  se  de- 
duce que  haya  cometido  el  delito  calificado  por  la  Sala 
sentenciadora,  ((pues  la  intención  única  del  procesado 
al  pronunciar  las  frases  que  se  le  imputan  en  la  suso- 
dicha sentencia  era  la  de  satisfacer  el  importe  de  la 
multa  por  la  matanza  clandestina  y  jamás  la  de  sobor- 
nar á  un  funcionario  de  Policía»  cuya  honradez  reco- 
noce, y  agrega  que  <csólo  lo  que  quiso  expresar,  el 
matador  del  cerdo,  era  que  si  se  podía  satisfacer  la 
multa  (aunque  no  lo  dijo)  en  aquel  lugar. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  .por  la  Au- 
diencia y  resuelta  la  cuestión  previa,  promovida  por 
el  Ministerio  Fiscal,  cuando  se  personó  el  recurrente 
en  este  Tribunal,  declarándose  sin  lugar  la  impugnación 
formulada,  se  celebró  la  vista  pública  del  recurso  con 
asistencia  solo  de  dicho  Ministerio  que  lo  impugnó. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando  que  al  decir  el  procesado  Aneiros  al 
Oficial  de  Policía,  que  le  detuvo  por  haber  sacrificado 
un  cerdo  clandestinamente,  que  si  no  lo  conducía  á  él  y 
al  cerdo  ocupado  ante  el  Administrador  del  Rastro  se 
arreglaría  con  dinero  haciendo  ademán  de  sacarlo  del 
bolsillo,  según  se  expresa  en  la  sentencia,  se  propuso 
indudablemente  corromper  á  dicho  funcionario  indu- 
ciéndole por  medio  de  una  dádiva  á  que  se  abstuviera 
de  practicar  un  acto  propio  de  su  cargo,  pues  esa  in- 
tención y  no  otra,  como  alega  el  recurrente,  revelan 
dichas  palabras,  si  se  tiene  en  cuenta  la  ocasión  y  cir- 
cunstancias en  que  las  profirió,   y  especialmente  que 
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tendían  á  evitar  que  la  carne,  producto  de  la  matanza 
clandestina,  fuera  decomisada,  como  está  dispuesto 
para  esos  casos  en  el  Reglamento  de  Mataderos;  sien- 
do por  tanto  el  hecho,  constitutivo  de  tentativa  del 
delito  de  cohecho  previsto  en  el  artículo  trescientos 
noventa  y  ocho  del  Código  Penal,  modificado  por  la 
Orden  número  ciento  doce  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  el  cual  con  sus  concordantes  del  mismo  Có- 
digo fué  acertadamente  aplicado  por  la  Sala  senten- 
<siadora,  y  no  con  el  error  que  se  supone  en  el  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  José  Aneiros  Hernández,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
la  causa  de  referencia,  con  las  costas  á  cargo  del  re- 
currente.— Comuniqúese  á  la  Audiencia  esta  resolu- 
ción y  publíquese  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secre- 
taría de  Justicia  y  Gaceta  de  la  República  á  los  efec- 
tos legales  correspondientes,  á  cuyo  fin  se  librararán 
las  oportunas  certificaciones. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo, — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


M  Ley.— Sent.  100.— 13  de  Octubre  de  1902.— Circtins- 
tandas  modificativas.  {Gac,  Marzo  2^,) 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  estimarse  la  circuns- 
tancia atenuante  8*  del  artículo  99  del  C6difiro  Penal 
es  necesario  que  el  hecho  punible  lo  haya  realizado  el 
agente  no  en  virtud  de  un  estímulo  cualquiera,  sino  de 
uno  que  naturalmente  produzca  arrebato  y  obsecación 
y  ha  de  constar  en  la  sentencia,  como  probado,  el  he- 
cho, ó  hechos,  determinantes  de  dicho  estímulo. 

La  circunstancia  de  haber  obrado  á  impulsos  de  estí- 
mulos poderosos  no  implica  que  el  agente  no  tuviera 
intención  de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad  como 
el  que  haya  producido;  porque  esta  circunstancia  pre- 
vista en  otro  número,  el  39  del  artículo  9?  del  Código 
Penal,  exige  que  de  los  hechos  probados  conste  que  el 
propósito  del  culpable  fué  causar  un  mal  menor  ó 
que  de  ellos  resulte  una  notoria  desproporción  %ntre 
los  medios  empleados  y  el  daño  producido. 

La  circunstancia  de  ser  mt^cr  la  persona  ofendida 
no  constituye  por  sí  solo  lo  previsto,  como  agravan- 
te en  el  número  21  del  artículo  10  del  Código  Penal; 
porque  al  estimar  ésto  es  necesario  atender  á  los  ac- 
-cidcntes  y  móviles  del  delito. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana  á  trece  de  Octabre  de 
mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  á  nombre  de  Faustino  Márquez  (a)  Chicho, 
hijo  de  Marina,  de  veinte  y  seis  afíos,  natural  y  veci- 
no de  Guantánamo,  con  instrucción  y  sin  antecedentes 
penales,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  uno 
de  Julio  último  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba 
en  la  causa  piocedente  del  Juzgado  de  instrucción  de 
Guantánamo,  por  homicidio  y  lesiones. 

Eesultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa  dictó  sentencia  el  mencionado  Tribunal  en 
la  fecha  expresada,  consignando  en  aquélla  el  siguien- 
te resultando: 

Hechor  probados: 

«Primero:  Resultando  probado  que  en  la  tarde  del 
»día  diez  y  seis  de  Mayo  último  el  procesado  Faustino 
«Márquez  (a)  **Chicho''  encoutrándose  en  la  casadon- 
»de  habitaba  su  concubina  Bixta  Sarón  con  quien  tenía 
))á  menudo  disgustos,  hubo  entre  ellos  uno  nuevo,  en 
»el  que  el  procesado  dio  celos  á  la  Sarón  y  ésta  le  ra- 
«tificó  su  resolución  de  separarse  de  él,  tomando  en- 
))tonces  el  procesado  un  machete  que  se  hallaba  en  el 
«mismo  cuarto  y  como  la  Sixta  Sarón  se  dirigía  huyen- 
))do  en  dirección  á  la  puerta  del  solar  la  persiguió  al- 
«canzándola  y  dándola  varios  machetazos  causándole 
«una  herida  en  la  región  parietal  derecha  en  forma  de 
«media  luna  de  doce  centímetros  de  longitud;  otra  en 
«la  cara  del  lado  izquierdo:  otia  en  el  brazo  derecho 
«con  fractura  del  mismo  habiendo  quedado  la  extre- 
«midad  unida  al  resto  del  brazo  solo  por  un  pequeño 
«colgajo;  otra  herida  en  1^  región  hipotenar  de  la  ma- 
«no  izquierda  de  veinte  centímetros  de  longitud  y  otra 
«en  la  región  occipital  entre  la  base  del  cráneo  y  del 
«cuello  separando  el  atlas  de  la  base  y  que  le  produjo 
«la  muerte  instantáneamente. El  procesado  causó  en 
«estos  momentos  y  con  el  mismo  machete  una  herida 
«á  Juana  Baque  en  la  pierna  derecha  que  tardó  en  sa- 
«nar  diez  y  ocho  días  con  asistencia  médica  y  otra  en 
«el  dedo  pulgar  de  la  mano  izquierda  á  Adelina  Baque 
«qu^  curó  á  los  siete  días  con  igual  asistencia. 

Estas  personas  se  encontraban  en  el  lugar  del  he- 
cho y  cerca  de  Sixta  Sarón,  de  quienes  eran  sobrinas  y 
hermana  respectivamente.» 
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Besultando  que  dicho  Tribunal  calificó  los  hechos 
expuestos  como  oonstátutiyos  de  un  delito  de  homici- 
dio con  una  circunstancia  agravante,  6  sea  la  veinte  y 
una  del  artículo  diez  del  Código  Penal;  otro  de  lesio- 
nes menos  graves  y  una  falta  de  lesiones  leves,  y  con- 
denó al  acusado,  en  concepto  de  autor  por  el  primer 
delito,  á  diez  y  ocho  años  de  reclusión  temporal:  por 
el  segundo  á  cuatro  meses  de  encarcelamiento;  y  á 
treinta  días  de  igual  pena  por  la  falta  incidental  de 
lesiona;  y  adem^  en  las  accesorias  inherentes  á  cada 
una  de  dichas  penas. 

Fundamento  dbl  bbgubso  de  oasaoión: 

Eesultando  que  contra  esta  sentencia  fué  inter- 
puesto á  nombre  de  Fanstino  Márquez  recurso  de  ca- 
sación por  infrac'cíón  de  ley  apoyado  eu  el  número 
quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  como  infracciones 
de  ley  las  consignadas  en  los  siguientes  motivos:  Pri- 
mero; infracción  de  los  números  ocho  y  diez  del  ar- 
tículo nueve  del  Código  Penal,  pues  habiendo  Faustino 
Márquez  dado  celos  á  su  concubina,  la  interfecta,  y 
ratificándole  ésta  su  propósito  de  separarse  de  él,  obró 
con  arrebato  y  obcecación,  y  por  ello  no  tuvo  además 
intención  de  cometer  un  delito  de  tanta  gi'avedad:  Se- 
gundo; indebida  aplicación  de  la  circunstancia  agra- 
vante comprendida  ó  designada  en  el  número  veinte  y 
uno  del  artículo  diez  del  propio  Código  por  no  existir 
la  ofensa  ó  menosprecio  del  sexo  de  la  interfecta  en  el 
homicidio  de  Sixta  Sarón,  que  aprecia  la  Sala  senten- 
ciadora: Tercero;  infracción  por  su  no  aplicación  de  la 
regla  quinta  del  ochenta  del  citado  Código,  pues  sien- 
do dos  las  atenuantes  y  no  existiendo  agravante  algu- 
na, ha  debido  imponerse  la  pena  inmediatamente 
inferior  en  el  grado  correspondiente. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribunal  Supremo  tuvo  lugar  la  vista  pública 
el  día  siete  del  actual,  en  cuyo  acto  la  defensa  del  re- 
currente sostuvo  el  recurso  y  el  Ministerio  Fiscal  se 
adhirió  á  éste  en  el  extremo  relativo  á  la  circunstancia 
agravante  mencionada,  por  estimar  que  esta  ha  sido  in- 
debidamente apreciada  en  la  sentencia  recurrida,  é 
impugnó  los  demás  motivos  de  casación  alegados  á 
nombre  del  frecurrente. 
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Decisión  del  recubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Koval  y 
Martí. 

Considerando  qne  para  qae  deba  apreciarse  la 
existencia  de  la  circunstancia  atenuante  comprendida 
en  el  número  ocho  del  articulo  nueve  del  Código  Pe- 
nal, no  basta  que  el  culpable  haya  ejecutado  el  hecho 
por  que  se  le  pena  á  impulsos  de  cualquier  estimulo, 
si  no  que  es  preciso  que  éste  sea  tan  poderoso  que 
naturalmente  produzca  el  arrebato  y  obcecación,  y 
ademáiS  se  hallen  probados  los  hechos  que  determinen 
ese  movimiento  pasional;  circunstancias  estas  que  no 
concurren  en  el  presente  ca-so,  puesto  que  la  sentencia 
recurrida  se  concreta  á  consignar,  como  antecedentes 
del  delito  que  entre  el  recurrente  y  la  Sarón  existieron 
disgustos,  pero  sin  expresar  cuales  fueron  ó  en  que 
consistieron,  con  lo  cual  no  es  posible  apreciar  su  im- 
portancia y  gravedad  para  deducir  si  debe  cousiderár- 
seles  estimulo  bastante  para  producir  arrebato  y  obce- 
cación ;  la  frase  de  que  el  primero  dio  celos  á  la  segunda 
no  expresa  por  sí  sola  y  sin  más  antecedentes  que  el 
culpable  haya  obrado  á  impulsos  de  esa  pasión;  y  por 
último  el  mero  hecho  de  manifestar  la  interfecta  que 
quería  separarse  del  recurrente  con  quien  vivía  en 
concubinato,  no  es  motivo  que  amerite  la  estimación 
de  los  precitados  estímulos,  cuando,  como  sucede,  se 
desconocen  otros  datos  relativos  á  tal  extremo. 

Considerando  que  á  todas  luces  carece  de  funda- 
mento legal  la  alegación  que  el  recurrente  hace  al  afir- 
mar que  por  el  arrebato  y  obcecación  con  que  según 
dice  obró,  se  desprende  que  no  tuvo  intención  de  cau- 
sar un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que  produjo 
determinando  esto  una  circunstancia  atenuante  com- 
prendida en  el  número  diez  del  artículo  nueve  del  Có- 
digo Penal;  pues  aparte  deque  tal  circunstancia  está 
expresamente  consignada  en  el  número  tercero  de  di- 
cho artículo,  para  que  pueda  ésta  ser  apreciada,  es 
preciso  que  conste  que,  en  realidad,  el  verdadero  pro- 
pósito del  culpable  era  causar  un  mal  menor,  ó  que, 
dados  los  hechos  probados,  de  ellos  resulta  una  noto- 
ria desproporción  entre  los  medios  empleados  y  los 
resultados  producidos,  y  en  el  presente  caso  no  solo 
no  se  declara  que  el  propósito  de  que  se  hallaba  ani- 
mado el  recurrente  á  acometer  á  la  Sarón  fuera  el  de 
causar  un  mal  de  menor  gravedad,  sino  que  por  razón 
del  poder  vulnerante  del  arma  empleada,  la  insistente 
acometida  de  aquél,  el  número  de  heridas  causadas  y 
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la  gravedad  de  ellas,  una  de  las  cuales,  segán  se  afir- 
ma en  la  sentencia,  privó  instantáneamente  de  la  vida 
á  la  interfecta,  se  impone  la  conclusión  de  lo  que  en 
realidad  se  propuso  Faustino  Márquez  fué  dar  muerte 
á  la  mencionada  8ixta  Barón. 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  la  Sala  sentencia- 
dora no  ha  cometido  las  infracciones  alegadas  en  el 
primer  motivo  del  recurso,  ni  consiguientemente  la 
mencionada  en  el  tercero,  toda  vez  que,  la  4  que  éste 
se  refiere,  descansa  en  la  afirmación  que  hace  el  recu- 
rrente de  existir  las  dos  circunstancias  atenuantes  an- 
tes mencionadas,  las  cuales,  por  lo  que  queda  expuesto 
no  son  de  apreciarse,  y  sin  su  apreciación  no  puede 
incurrirse  en  la  infracción  de  ley  alegada  en  dicho  ter- 
cer motivo. 

Considerando  que  la  mera  circunstancia  de  ser 
mujer  la  ofendida  .y  hombre  su  ofensor  no  constituye 
por  sí  sola  la  agravante  designada  en  el  número  vein- 
te y  uno  del  artículo  diez  del  Código  Penal  de  haber 
sido  ejecutado  el  delito  con  ofensa  ó  desprecio  que  por 
razón  del  sexo  mereciere  la  primera;  y  no  relacionán- 
dose ni  desprendiéndose  de  las  circunstancias  en  que 
se  realizaron  los  hechos  que  se  declaran  probados  idea 
alguna  por  parte  del  recurrente  de  ofensa  y  menospre- 
cio á  la  cualidad  expresada,  la  del  sexo,  con  relación 
á  la  victima  ha  sido  indebidamente  estimada  por  la  Sala 
sentenciadora  la  agravante  mencionada,  é  incurrido 
por  tanto  en  la  infracción  alegada  en -el  segundo  mo- 
tivo del  recurso  interpuesto. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  si 
bien  no  procede  declarar  con  lugar  el  presente  recurso 
de  casación  en  lo  referente  al  primero  y  tercero  de  sus 
motivos,  procede  declararlo  con  lugar  en  cuanto  al  se- 
gundo. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  por  su  segundo  motivo  al  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Fausti- 
no Márquez  (a)  **Chicho"  contraía  sentencia  que  dic- 
tó la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  veinte  y  uno 
de  Julio  de  este  año  en  la  expresada  causa;  y,  en  con- 
secuencia, casamos  y  anulamos  dicha  sentencia;  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas.  Así  por  esta 
nuestra  sentencia — que  con  la  que  á  continuación  se 
dicta,  habrá  de  comunicarse  á  la  referida  Audiencia  y 
4  la  Secretaria  de  Justicia  y  Gaceta  Oficial  para  los 
correspondientes  fines  legales — lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
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G}a8t6n. — José  Gabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— Francisco  Noval  y  Marti. 

Sognnda  sentencia :  ^  ¿a  misma  fecka  se  dictó  la  M- 
guiente: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

Resultando  que  por  sentencia  de  esta  fecha  ha 
sido  casada  y  anulada  la  dictada  por  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba  en  causa  con  fecha  veinte  y  uno  de 
Julio  último. 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  los  considerandos  de  la  misma 
menos  el  tercero. 

Considerando  que  en  la  ejecución  de  los  delitos  y 
falta  ejecutados  no  concu»Ten  circunstancias  atenuan- 
tes ni  agravantes. 

Visto  lo  diapuesto  en  el  artículo  treinta  y  ocho  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  y  la  Orden  veinte  y  seis  de  mil  nove- 
cientos, en  los  artículos  cuatrocientos  diez  y  seis,  cua- 
trocientos treinta  y  dos,  seiscientos  diez  y  demás  de 
oportuna  aplicación  del  Código  Penal;  y  reproducien- 
do, en  lo  compatible  con  el  expresado  recurso  la  parte 
dispositiva  de  la  misma  sentencia  casada: 

Fallamos  quáí  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Faustino  Márquez  (a)  ^ ^Chicho''  pomo  autor  de  un 
delito  de  homicidio  sin  circunstancias  apreciables  á 
catorce  años,  ocho  meses  y  un  día  de  reclusión  tem- 
poral, accesorias  de  inhabilitación  absoluta  temporal 
en  toda  su  extensión  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
Autoridad  durante  el  tiempo  de  la  condena  y  otro  tan- 
to más  que  empezará  á  contarse  desde  el  cumplimiento 
de  aquella,  y  á  indemnizar  en  mil  pesos  á  los  herede- 
ros de  Sixta  Saron :  como  autor  de  un  delito  de  lesiones 
menos  graves,  á  cuatro  meses  de  encarcelamiento  y  á 
indemnizar  en  diez  y  ocho  pe.sos  á  Juana  Pérez  ó  Ba- 
que debiendo  sufrir  caso  de  insolvencia  un  día  más  de 
encarcelamiento  por  cada  peso  que  dejare  de  satisfacer; 
y  por  la  falta  incidental  de  lesiones  leves  á  treinta 
días  de  encarcelamiento  y  á  indemnizar  en  siete  pesos 
á  Adelina  Baque,  con  igual  apremio  personal  caso  de 
insolvencia.  Se  declara  de  abono  para  el  cumplimiento 
de  la  pena  de  reclusión  la  mitad  del  tiempo  de  prisión 
preventiva  sufrida,  y  el  decomiso  del  machete  ocupa- 
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do.  Así  por  «esta  naestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gftstón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


In£  ley.— Sent.  101.— 13  de  Octubre  de  1902.— Bespon- 

Sabilidadjudicial.  (Oac.  Marzo  24.) 

BOCTRINAt  1,08  preceptos  del  artículo  497  de  la 
Ley  de  Bnjaicl amiento  Criminal  no  tienen  aplicación 
al  caso  en  que  los  Jueces  Correccionales  decreten  la  pri- 
sión de  los  acusados  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  úl- 
tima parte  del  artículo  2S  de  la  orden  213  de  1900  en 
relación  con  la  387  del  mismo   año. 

Las  órdenes  del  Gobierno  Militar  continúan  en  fuer- 
za y  vigor  mientras  no  sean  derogadas  ó  modificadas 
legalmente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  trece  de  Octubre  de 
mil  novecientos  dos;  en  el  recui-so  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  por  Gabriel  Morales  y  Mo- 
rales, del  comercio  y  vecino  de  esta  ciudad,  contra  el 
auto  dictado  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  las  diligen- 
cias del  ante  juicio  promovido  por  a-quél  para  exigir 
responsabilidad  criminal  al  Juez  Correccional  señor 
Salvador  Acosta  y  Baró. 

Hbchos  probados: 

Resultando:  que  dicho  auto  dictado  en  veinte  y 
cuatro  de  Julio  último  contiene  como  fundamentos  de 
hecho  los  siguientes:  Primero:  «Resultando  que  Ga- 
j>briel  Morales  y  Morales  promovió  ante  juicio,  el  que 
«fué  admitido,  contra  el  Juez  Correccional  del  segundo 
«Distrito,  señor  Salvador  Acosta  y  Baró,  fundándolo 
«en  haberse  cometido  un  delito  comprendido  en  el  ca- 
Mflo  primero  del  articulo  doscientos  dos  del  Código  Pe- 
rnal y  manifestaba  en  su  escrito  el  promovente  que 
»ese  Juez  Correccional  conocía  del  procedimiento  por 
«estafa  á  Lucía  Nogueras,  que  se  le  detuvo  por  ese  he- 
»cho  por  la  Policía  Secreta  y  le  pusieron  á  disposición 
«del  Juez  en  treinta  y  uno  de  Mayo  último,  quién  lo 
«envió  al  vivac,  permaneciendo  en  esa  situación  hasta 
«el  cinco  de  Junio  en  que  á  consecuencia  de  recurso  de 
«Habeas  Corpus  establecido  por  el  promovente  fué 
«puesto  en  libertad  por  el  Juez  de  Instrucción  del  Cen- 
«tro  por  no  haber  decretado  el  Correccional  dentro  de 
«las  setenta  y  dos  horas  que  habían  vencido  con  exce- 
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»8o  el  auto  de  prisión,  faltando  asi  á  los  preceptos  de 
j)la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  que  rige  como  de- 
brecho  supletorio  de  la  Orden  número  doscientos  trece 
»de  mil  novecientos  comprensiva  del  procedimiento 
wque  deben  observar  los  Juzgados  Correccionales  y 
«además  el  precepto  terminante  del  articulo  diez  y  sie- 
nte de  la  Constitución  de  la  Eepública  y  que  todo  ello 
«integraba  el  delito  ya  indicado  que  determina  el  caso 
«primero  del  articulo  doscientos  dos  del  Código  Penal 
«inserta  lo  dispuesto  en  el  articuló  ochenta  y  ocho  de 
»la  Constitución  y  solicitando  se  pidan  las  compulsas 
«que  creyó  oportunas  para  justificar  su  pretensión  con- 
«cluyó  pidiendo  que  en  definitiva  se  admitiera  la  que- 
«rella  que  estableció  contra  el  indicado  Juez  Correc- 
«cional:  Resultando  que  admitido  el  ante  juicio,  se  tra- 
«jeron  las  certificaciones  que  se  solicitaron  por  el  pro- 
«movente  y  de  ellas  aparece  ser  cierto  que  éste  fué  de- 
«tenido  por  denuncia  de  estafa  y  puesto  á  disposición 
«del  Juez  Correccional  del  Segundo  Distrito,  señor  Sal- 
«vador  Acosta  Baró,  el  día  treinta  y  uno  de  Mayo  de 
«este  año,  que  dicho  Juez,  con  esta  misma  fecha  de 
«treinta  y  uno  de  Mayo  hizo  saber  al  detenido  que  po- 
«día  quedar  en  libertad  si  prestaba  fianza  por  valor  de 
«cien  pesos  moneda  americana,  que  el  repetido  día  se 
«celebró  la  primera  sesión  del  juicio  que  se  seguía  y  á 
«la  terminación  de  ella  se  dispuso  continuar  el  acto 
«verbal  en  seis  de  Junio,  que  se  buscasen  para  ese  ac- 
))to  á  otros  individuos  que  aparecían  ser  responsables 
«del  hecho  que  se  perseguía,  y  que  se  remitiese  al  acu- 
»sado  Gabriel  Morales  ai  \^ivac;  que  dicho  Morales  es- 
«tableció,  por  medio  de  su  padre,  recurs  o  de  Habeas 
)íCorpu8  ante  el  Juzgado  de  Instrucción  del  Centro, 
«fundándolo  entre  otros  motivos  porque  no  se  había 
«decretado  la  prisión  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas 
«y  el  Juez  de  Instrucción,  con  fecha  cinco  de  Junio, 
«declaró  con  lugar  el  recurso  de  Habeas  Corpus  esta- 
«blecido  y  ordenó  la  inmediata  libertad  de  Morales: 
«Resultando  que  celebrada  la  vista  de  este  ante  juicio, 
«solo  asistió  á  ella  el  Ministerio  Fiscal,  quien  solicitó 
«se  declarase  sin  lugar  el  seguir  adelante  este  procedi- 
»miento.« 

Resolución  recurrida: 

Resultando:  que  la  Audiencia  estimando  que  el 
Juez  Acosta  Baró  se  ajustó  en  su  procedimiento  contra 
Morales,  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  cuarto  y  quin- 
iio  de  la  Orden  doscientos  trece,  y  á    la  número   tres- 
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cientos  ochenta  y  siete,  serie  de  mil  novecientos,  qne 
están  vigentes  conforme  á  la  Orden  número  ciento 
cuarenta  y  ocho  del  año  actual,  y  4  la  séptima  dispo- 
sición transitoria  de  la  Constitución,  y  por  tanto  que 
no  ha  cometido  el  delito  que  se  le  imputa,  declaró  no 
haber  lugar  á  la  admisión  de  la  querella  establecida 
por  Morales,  declarando  de  oficio  las' costas. 

Fundamentos  del  "recurso  de  casación: 

Resultando:  que  el  presente  recurso  lo  interpuso 
dicho  querellante,  autorizado  por  el  numeró  quinto  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  el  artículo 
ochocientos  cincuenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  citando  como  infringidos  el  inciso 
primero  del  artículo  doscientos  dos  del  Código  Penal, 
los  artículos  cuarto  y  quinto  de  la  Orden  doscientos 
trece  de  mil  novecientos,  el  artículo  diez  y  siete,  el 
ochenta  y  ocho  y  la  séptima  Disposición  transitoria  de 
la  Constitución  de  la  República;  y  por  falta  de  aplica- 
ción el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  referida  Orden  nú- 
mero doscientos  trece  y  el  artículo  segundo  de  sus  dis- 
posiciones finales,  al  declarar  la  Sala  sentenciadora 
que  los  hechos  que  acepta  como  ciertos  no  constituyen 
el  delito  comprendido  en  el  inciso  primero  del  artículo 
doscientos  dos  del  Código  Penal  ó  no  presentan,  al  me- 
nos, los  caracteres  de  dicho  delito;  sin  que  exculpe  al 
Juez  Correccional  los  fundamentas  en  que  descansa  el 
auto  de  la  Audiencia  porque  los  artículos  cuarto  y 
quinto  de  la  Orden  número  doscientos  trece  no  hacen 
referencia  al  caso  de  que  se  trata,  según  lo  aclaró  una 
orden  posterior;  porque  el  número  segundo  de  las  dis- 
posiciones finales  de  la  Orden  doscientos  trece  deter- 
mina como  complementaria  de  la  misma,  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  cuyo  artículo  cuatrocientos 
noventa  y  siete,  impone  al  Juez  un  deber  que  la  refe- 
rida Orden  no  le  excusa  de  cumplir,  sino  al  contrario, 
s^ún  aparece  de  la  última  parte  de  su  artículo  veinte 
y  cinco;  y  porque  se  trata  de  hechos  que  han  tenido 
lugar  rigiendo  ya  la  Constitución  de  la  República,  y 
contra  lo  establecido  en  el  artículo  diez  y  siete  de  la 
misma  no  puede  subsistir  ninguna  otra  disposición 
contraria,  según  la  séptima  de  sus  Disposiciones  tran- 
sitorias. 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  por  la  Au- 
diencia y  personado  el  recurrente  en  este  Tribunal,  se 
sustanció  aquel    debidamente,   celebrándose  la.  vista 
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pública,  en  la  que  el  Ministerio  Fiscal  lo  impngn6  sin 
que  asistiera  el  defensor  del  recurrente. 

Decisión  del.  regubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gktetón  y  Gas- 
tón. 

Considerando:  que  si  bien  Jos  artículos  cuarto  y 
quinto  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de  mil 
novecientos  no  son  aplicables  en  el*presente  caso,  pues 
solo  se  refieren  á  otros  especiales— según  la  aclaración 
hecha  por  la  Orden  numero  trescientos  once  del  mismo 
año — es  lo  cierto  que  aquella  orden  doscientos  trece, 
que  organizó  los  Juzgados  correccionales,  en  la  última 
parte  de  su  artículo  veinte  y  cinco  en  relación  con  la 
orden  trescientos  ochenta  y  siete  de  mil  novecientos 
dispone  que  los  Jueces  Correccionales  podrán  admitir 
4  los  acusados  ante  los  mismos,  que  sean  detenidos,  la 
fianza  de  cien  pesos  para  asegurar  su  comparecencia  á 
juicio,  y  en  su  defecto  decretarán  su  prisión. 

Considerando:  que  ningún  precepto  de  dicha  Or- 
den doscientos  trece  exije  que  ese  decreto,  ó  sea  deci- 
sión ó  mandato  de  prisión  en  caso  de  no  prestar  fianza 
el  detenido,  haya  de  hacerse  en  forma  de  auto  funda- 
do, ni  que  éste  se  dicte  en  el  término  de  setenta  y  dos 
horas,  según  se  prescribe  en  el  artículo  cuatrocientos 
noventa  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
pues  á  esos  trámites  y  formalidades  no  puede  referirse 
lo  expresado  en  la  segunda  de  las  disposicioneB  finales 
de  la  misma  Orden,  por  no  ser  aplicables,  dada  la  ín- 
dole especial  del  procedimiento  instituido  para  los 
Juzgados  Correccionales  y  lo  sumario  y  rápido  que 
han  de  ser  sus  juicios  y  resoluciones. 

Considerando:  que  las  órdenes  citadas — lo  mismo 
que  todas  las  dictadas  por  el  Gobierno  Militar  de  Cu- 
ba durante  el  período  de  intervención — debe  enten- 
derse que  continúan  en  fuerza  y  vigor  mientras  no 
sean  legalmente  derogadas  ó  modificadas,  conforme 
prescribe  la  séptima  de  las  Disposiciones  transitorias 
de  la  Constitución,  según  se  dispone  en  la  Orden  de 
dicho  Gobierno  Militar  número  ciento  cuarenta  y  ocho 
de  mil  novecientos  dos,  y  por  consiguiente  que  no  ha- 
biendo sido  derogadas  ó  modificadas  legalmente  las 
referidas  órdenes  su  observancia  por  parte  de  los  Jue- 
ces Correccionales  no  implica  en  casos  como  el  presente 
la  infracción  de  los  preceptos  constitucionales  citados 
por  el  recurrente. 

Considerando:  que  apareciendo   de  lo  consignado 
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en  el  aatorecarrído  que  el  Jaez  Salvador  Acosta  y 
Baró  al  disponer  la  prisión  del  querellante  Morales  se 
ajustó  á  las  órdenes  y  procedimientos  especiales  que, 
según  lo  expuesto,  están  vigentes,  es  evidente  que  tal 
hecho  no  reviste  los  caracteres  de  delito,  y  por  tanto, 
que  al  denegar  la  admisión  de  la  querella  la  Sala  sen- 
tenciadora, no  ha  cometido  las  infracciones  legales  ni 
el  error  de  derecho  que  se  le  atribuyen  en  el  recurso, 
el  cual,  en  su  consecuencia  debe  ser  desestimado,  im- 
poniéndose las  costas  al  recurrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Gabriel  Morales  y  Morales,  contra 
el  auto  dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  á  que 
se  ha  hecho  referencia,  con  las  costas  á  cargo  del  re- 
currente. Comuniqúese  esta  resolución  á  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  publicándose  en  la  Colección  á  car- 
go de  la  Secretaría  de  Justicia  y  Gaceta  dk  la  Rkpu- 
BLiCA,  á  cuyo  fin  se  librarán  las  oportunas  certificiones. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales.  ~  Francisco  Noval  y  Marti. 


M.  Loy.— Sent.  102.— 14  de  Octtibre  de  1902.— Precepto 

antorizador.   {,Oac.   Marzo  2^.) 

DOCTRINA?  Cuando  el  recurso  se  establece  al  am- 
paro del  número  19  del  artículo  849  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  sosteniéndose  que  el  hecho  pro- 
bado no  constituye  delito,  no  procede  la  casación  de 
la  sentencia,  si  el  aludido  hecho  merece  ese  calificativo 
aunque  en  la  Sala  sentenciadora  haya  cometido  error 
al  estimar  la  clase  de  delito  cometido. 

En  la  Ciudad  de  la  Habana,  á  catorce  de  Octubre 
de  mil  novecientos  dos  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  que  pende  en  este  Tribunal  Supremo 
contra  la  sentencia  dictada  en  ocho  de  Julio  último 
por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  causa  procedente 
del  Juzgado  de  Instrucción  de  la  capital  de  la  pro- 
vincia y  seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio 
Fiscal,  y  de  la  otra,  como  procesados  por  hnrto  de  giros 
postales,  Juan  Ballester  y  Cruz,  jornalero,  domiciliado 
en  el  Campamento  número  seis  de  la  Empresa  del  Fe- 
rrocarril *'The  Cuban  Company",  y  Santiago  Sánchez 
Martínez  [a]  el  Curro,  vendedor  ambulante,  y  vecino 
de  la  misma  capital. 
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Hechos  pbobados: 

Resultando  que  la  citada  sentencia  descansa  en  el 
siguiente  fundamento  de  hecho:  (rResultando  probado 
i^que  en  uno  de  los  seis  días  primeros  del  mes  de  Marzo 
^último  se  recibió  en  la  Administración  de  Correos  de 
»esta  ciudad  una  carta  puesta  al  cuidado  de  la  Em- 
«presa  de  Ferrocarril  *'The  Cuban  Company"  y  diri- 
Mgida  á  J.  M.  López  Guillen,  que  contenia  dos  giros 
«postales  á  favor  del  último,  uno  por  noventa  y  nueve 
cuarenta  centavos  y  otro  por  cien  pesos  moneda  ame- 
»ricana  ó  su  equivalente  en  otra  moneda.  Dicha  carta 
«fué  sacada  de  la  Administración  de  Correos  por  el  en- 
«cargado  de  recoger  la  correspondencia  de  la  men- 
«cionada  empresa  del  apartado  de  la  misma,  donde  ha- 
))bía  sido  puesta,  y  sustraida  por  el  procesado  Juan 
«Ballester  y  Cruz,  el  encargado  por  la  referida  em- 
»presa  de  repartir  la  correspondencia  recibida.  Dicho 
«procesado  que  estaba  empleado  en  un  campamento 
«de  dicha  empresa  situado  en  el  campo,  encargó  al 
«otro  procesado  Santiago  Sánchez  Martínez,  que  tenía 
«facilidad  para  venir  á  la  ciudad,  que  hiciera  efectivos 
«los  giros,  constando  que  el  último  estuvo  averiguando 
«si  podía  hacer  el  cobro  pero  no  que  supiera  que  los 
«giros  no  eran  del  otro  procesado,  como  no  consta 
«tampoco  quien  puso  la  firma  J.  M.  López  G.  en  el  re- 
«cibo  del  pago  de  los  giros  postales.  Habiendo  estado 
«López  Guillen  en  la  Administración  de  Correos  ave- 
«riguando  si  se  habían  recibido  los  giros  postales,  los 
«cuales  esperaba,  se  descubrió  la  desaparición  de  los 
«mismos,  habiendo  al  fin  hecho  efectivo  su  importe  la 
«persona  á  cuyo  favor  se  habían  girado». 

Rbsolucion  bbourbiba: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  se  calificó 
este  hecho  como  constitutivo  de  un  delito  de  hurto 
de  materia  postal  y  su  contenido,  conforme  &  la  sec- 
ción veinte  y  cinco  del  Código  Postal;  y,  estimándose 
autor  del  delito,  sin  circunstancias  modificativas  de 
responsabilidad  criminal,  al  procesado  Ballester  y 
Cruz,  se  le  condenó  en  la  pena  de  un  año  de  prisión  con 
abono  de  la  provisional  que  hubiere  sufrido,  y  al  pago 
de  la  mitad  de  las  costas;  absolviéndose  al  otro  pro- 
oesado,  Sánchez  Martínez,  con  la  restante  parte  de 
costas  de  oficio. 
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Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este-  fallo  interpuso  Ba- 
llester  y  Cruz  el  presente  recurso,  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  funda  en  el  número  primero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal;  alegando  que  la  sentencia 
infringe  la  sección  veinte  y  cinco  del  Código  Postal, 
porque  de  los  hechos  que  declara  probados  se  deduce 
que  la  carta  y  giro  postales,  de  referencia,  no  se  sus- 
trajeron estando  al  cuidado  de  los  funcionarios  encar- 
gados del  servicio  postal,  y,  esto  sentado,  no  puede 
aplicarse  al  caso  la  mencionada  sección  que  castiga  la 
sustracción  de  cartas  ó  material  postal,  solo  cuando  se 
realice  hallándose  éstos  en  alguna  Administración  de 
Correos,  ó  su  sucursal,  ó  bajo  la  custodia  de  cualquier 
cartero  ó  conductor  de  correos,  antes  de  ser  entregados 
al  destinatario  ó  agente  debidamenie  autorizado;  no 
constituyendo  por  otra  parte  delito  los  expresados 
hechos  porque  no  apareciendo  de  ellos  que  por  el  por- 
tador de  los  giros  se  ejercieran  actos  indispensables 
pam  la  consumación  del  lucro  que  suponía  la  apro- 
piación de  los  mismos,  es  indudable — agrega  el  re- 
currente— que  le  falta  potencialidad  al  diíito,  no  ha- 
biendo, por  tanto,  materia  penable. 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma,  se  celebró  la  correspondiente  vista,  en  la 
cual  el  abogado  de  oficio  en  turno  como  representante 
y  defensor  del  recurrente  sostuvo  la  procedencia  de 
aquél,  impugnándola  el  Ministerio  Fiscal. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  el  hecho  que  se  declara  probado 
en  la  sentencia  recurrida,  y  que  consiste  sustan- 
cialmente  en  haber  sustraído  el  procesado  y  recurrente 
Joan  Ballester  Cruz,  del  poder  de  una  persona  que 
no  desempeñaba  en  el  acto  funciones  de  empleado  en 
ningún  ramo  de  la  Administración  de  Correos,  una  carta 
á  la  que  iban  adjuntos  unos  giros  postales  por  valor  de 
ciento  noventa  y  nueve  pesps  cuarenta  centavos,  diri- 
gidos y  pertenecientes  á  J  M.  López  Guillen,  veri- 
fío^ndo  la  sustracción  con  la  intención  manifiesta  de 
defraudar  pues  que  entregó  dichos  giros  al  otro  pro- 
cesado, Santiago  Sánchez  Martínez,  para  que  los  hiciese 
efectivos,  bajo  recibo  en  apariencia  suscrito   por    **  J. 


T.   3.— 1903.— 2. 
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M.  López  G.'',  es  un  hecho  evidentemente  constitutivo 
de  delito,  que,  de  no  hallarse  comprendido  entre  los 
de  hurto  de  materia!  postal  que  define  y  pena  la  sección 
veinte  y  cinco  del  Código  Postal  y  que  en  la  sentencia 
se  aprecia  cometido  por  el  recurrente,  siempre  inte- 
graría, cuando  menos,  uno  de  estafa,  siquiem  fuese  no 
mas  que  en  grado  de  tentativa,  de  los  que  castiga  el 
articulo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal, 
toda  vez  que  mediante  la  referida  sustracción,  y  la 
entrega  que  hizo  de  los  giros  aludidos,  para  cobrarlos, 
proponiéndose  de  esta  suerte  defraudar  al  Estado,  dio 
principio  el  culpable  á  la  ejecución  de  este  delito,  di- 
rectamente, por  hechos  exteriores;  no  practicando 
todos  los  actos  necesarios  á  producirlo  por  una  causa 
que  no  fué  su  propio  y  voluntario  desistimiento;  y,  por 
tanto,  habiéndose  establecido  el  recurso  de  que  se  trata 
al  amparo  del  número  primero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, por  el  concepto  fundamental  de  no  ser  delito  el 
hecho  enarrado,  es  indudable  que  siéndolo,  como  queda 
demostrado,  se  hace  improcedente  la  casación  preten- 
dida, con  arreglo  á  lo  que  dispone  este  precepto  legal; 

Considerando  que,  en  mérito  de  lo  expuesto  pro- 
cede declarai*8in  lugar  este  recurso,  y,  según  el  ar- 
ticulo cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  condenar  en  costas  al  re- 
currente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
Ley  interpuesto  por  Juan  Ballester  y  Cruz,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  con 
fecha  ocho  de  Julio  último  en  la  expresada  causa;  con 
las  costas  de  cargo  del  recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia — que  por  copia 
autorizada  se  comunicará  á  dicha  Audiencia,  la  Secre- 
taria de  Justicia  y  Gaceta  Oficial  para  los  corres- 
pondientes fines  legales — lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales.— 
Francisco  Noval  y  Marti. 


Inf.  ley.  -Sent.  103.— 18  de  Octubre  de  1902.— Circuns- 
tancias atenuantes.  ~(  Oac.  Marzo  27, ) 

DOCTRINA:  La  negativa  apagar  una  deuda  no 
puede  constituir  una  provocación  ni  una  amcnasa 
adecuada  capax  de  determinar  un  delito  y  por  conai- 
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guíente  no  puede  tomarse  en  consideración  como  si  es- 
tuviera comprendida  en  la  circunstancia  atenuante 
4»  del  artículo  99  del  Código  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, contra  la  sentencia  dictada  en  treinta  de  Julio 
último  i>or  la  Audiencia  de  Pinar  del  Rio,  en  causa 
procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  de  la  capital 
de  la  provincia,  y  seguida  de  oficio,  entre  partes,  en 
de  la  una  el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la  otra  Miguel  Pa- 
drón, vecino  de  la  misma  ciudad  y  de  oficio  plancha- 
dor: procesado  por  flagrante  delito  de  lesiones  causadas 
á  Andrés  Sánchei  Agramonte. 

Besultando  que  dicha  sentencia  descansa  en  el  si- 
guiente fundamento  de  hecho. 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado  que  á  consecuencia  de  una 
^disputa  habida  al  medio  dia  del  diez  y  nueve  de  Mar- 
»zo  último  en  el  café  Central  de  eeta  ciudad  entre  An- 
«drés  Sánchez  Agramonte  y  el  procesado  Miguel  Padrón 
»por  virtud  de  negarse  aquél  á  pagar  el  importe  de  la 
«apuesta  que  habían  interesado  eh  una  partida  de  do- 
»minó,  haciendo  uso  el  Miguel  Padrón  del  cuchillo  que 
«portaba  á  la  cintura,  infirió-  al  Sánchez  Agramonte, 
•una  herida  de  quince  centímetros  de  extensión  en  la 
wparte  anterior  é  interna  del  brazo  derecho  que  interesó 
Jila  piel,  la  aponeurosis  y  el  músculo  braquial  en  todo 
j>8u  espesor,  cuya  herida,  si  bien  cicatrizó  á  los  veinte 
»y  cuatro  días,  los  mismos  que  necesitó  de  asistencia 
«médica,  le  produjo  incapacidad  para  dedicarse  á  sus 
«trabajos  habituales  por  más  de  noventa  días.  El 
«ofendido  en  el  acto  del  juicio  oral  renunció  la  indem- 
«nización  que  pudiera  corresponderle. » 

RisoLnciÓN  recurrida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  fué  califi- 
43Bkáo  este  hecho  como  contitutivo  de  un  delito  de  le- 
siones graves  comprendido  en  el  caso  tercero  del  ar- 
ticulo cuatrocientos  veinte  y  nueve  del  Código  Penal; 
condenándose,  en  concepto  de  autor  del  mismo,  sin 
circunstancias  modificativas  de  responsabilidad  crimi- 
nal, al  citado  Padrón  en  la  pena  de  un  año,  ocho  meses 
veinte  y  un  días  de  prisión  correccional,  las  corres- 
pondientes accesorias  y  al   pago  de  costas,    sirviéndo- 
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le  de  abono  todo  el  tiempo  de   la  prisión   provisional' 
qae  hubiere  sufrido. 

Fundamento  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación del  procesado  el  presente  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  exponiendo  que  lo  autori- 
za el  número  quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  que 
se  ha  infringido  en  la  sentencia,  por  falta  de  aplica- 
ción, la  circunstancia  cuarta  del  artículo  noveno  del 
Código  Penal,  puesto  que  declarándose  probado  que  á 
consecuencia  de  una  disputa  habida  entre  Andrés  Sán- 
chez Agrámente  y  Miguel  Padrón,  por  virtud  de  ha- 
berse negado  aquél  á  pagar  el  importe  de  una  apuesta 
que  habían  interesado  en  una  partida  de  dominó,  Pa- 
drón hirió  á  Agramonte,  tal  afirmación  determina  en 
derecho  la  circunstancia  atenuante  de  haber  precedi- 
do inmediatamente  provocación  de  parte  del  ofendido, 
ya  que  esta  provocación  fué  inmediata  al  hecho  proce- 
sal y  que  la  herida  que  el  procesado  infirió  al  Sánchez 
fué  motivada  por  la  injusta  negativa  de  éste  á  pagarle 
la  apuesta  de  referencia; 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  sustancia- 
do en  forma,  se  celebró  la  correspondiente  vista  públi- 
ca en  diez  y  siete  del  actual,  en  la  que  el  abogado  de 
oficio  en  turno  como  representante  y  defensor  del  re- 
currente, sostuvo  la  procedencia  de  aquél,  impugnán- 
dola el  Ministerio  Fiscal: 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  la  circunstancia  cuarta  del  ar- 
tículo noveno  del  Código  Penal  solo  es  de  apreciarse 
cuando  de  los  hechos  que  se  declaren  probados  en  la 
sentencia  aparezca  que  al  delito  precedió  inmediata- 
mente provocación  ó  amenaza  adecuada  de  parte  del  o- 
fendido; 

Considerando  que,  en  el  caso  procesal,  ninguno 
de  estos  dos  elementos  determinantes  de  dicha  circuns- 
tancia de  atenuación,  concurre,  para  poder  apreciar- 
la; no  bastando  para  el  efecto  la  simple  negativa  de 
pago,  á  que  se  contrae  la  sentencia  recurrida,  pues 
que  por  sí  sola  en  ningún  caso  una  negativa  de  esta 
clase  contiene  por  su  naturaleza  una  verdadera  provo- 
cación, y  menos  una  amenaza,  adecuada  al  hecho  pu- 
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nible  calificado  en  la  propia  sentencia;  y,  por  tanto, 
al  no  apreciarse  en  ésta  la  referida  circunstancia  no 
incurrió  el  Tribunal  á  (¡m  en  el  error  de  derecho  que 
se  le  atribuye  en  el  recurso; 

Considerando  que,  en  tal  virtud,  es  de  estimarse 
éste  sin  lugar,  procediendo  con  arreglo  al  artículo  cua- 
renta de  la  Orden  noventíi  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa,  y  nueve,  imponer  his  costas  al  rcíturrente: 

Fallamos  que  debtMiios  (l<*chirar  y  dííclaramos  no 
haber  lu^ar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Miguel  Padrón  contra  la  referida 
sentencia;  con  las  costas  de  cargo  del  recurrente.  Así 
por  esta  nuestra  sentencia— que  por  copia  autorizada 
se  comunicará  á  diclia  Audiencia,  la  Secreüuía  de  Jus- 
ticia y  O  \cbt  a  Oficiat.,  para  los  correspondientes  fi- 
nes legah'S-  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. 
— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Caba- 
rrocas  llorta. — Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  No- 
val y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent,  104.— 18  de  Octubre  de  1902,— Matrimo- 
nio ilegal.   (  ^ac-  Marzo  31.) 

DOCTRINA:  Kl  número  3?  del  artículo  VII  de  la 
orden  1  tü  de  1  Ü(;l,  comprende  en  su  síinciónlo  misrno 
al  particular  que  íil  funcionario  no  autorizado  para 
celebrar  ceremonias  matrimoniales. 

Constituye  el  delito  de  falsedad  en  documento  pu- 
blico el  suponer  en  un  acta  de  matrimonio  lainterven- 
ción  de  un  funcionario  que  no  ha  intervenido;  el  alte- 
rar la  fecha  en  (lue  la  ceremonia  se  verificó  y  el  hacer 
constar  falsamente  que  los  padn  •-  los  contrayentes 
prestaron  su  consentimiento. 

Constituye  el  delito  de  estafa  el  hecho  de  atribuirse 
el  carácter  de  funcionario  autorizado  para  celebrar 
matiimonio  y  mediante  la  entreoía  de  determinada 
cantidad  fingir  la  autorización  de  uno. 

Cuando  se  trata  de  hechos  previstos  en  el  número  39 
del  artículo  Vil  de  la  orden  li-O  de  11)01,  carece  de 
aplicación  el  artículo  33S  del  Código  Penal. 

No  procede  casar  una  sentencia  estimando  infrac- 
ciones legales  fiue,  ademí'is  de  no  haber  sido  alegadas 
en  el  recurso,  su  estimación  produciría  un  fallo  más 
grave  para  el  recurrente, 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  ('íisación 
por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal 
Supremo,  contra  la  sentencia  dictada  en  cinco  de  Ju- 
nio último  por  la  Audiencia  de  Santa  Clai^    en   causa 
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instruida  por  usurpaFción  de  funciones,  procedente  del 
Juzgado  de  instrucción  de  Remedios  y  seguida  entre 
partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la  otra  co- 
mo procesados,  Carlos  Jiménez  y  Jiménez  y  Joaquín 
Bartolomé  Jiménez,  empleados,  y  Manuel  Ferrer  y 
Quintanilla,  del  comercio;  el  primero  y  el  último  ve- 
cinos de  Buena  Vista  y  el  segundo  de  Remedios. 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan 
los  dos  siguientes  resultandos  numerados: 

Hechos  probados: 

«Primero:  Resultando  probado:  que  dos  6  tres 
»días  antes  del  veinte  y  cuatro  de  Junio  de  mil  nove- 
«cientos  uno,  Agustín  García,  vecino  del  lugar  conoci- 
»do  por  las  ^*Casimbas'\  próximo  al  caserío  de  Buena 
» Vista,  se  presentó  en  el  local  que  había  ocupado  el 
«Juzgado  Municipal  de  este  Pueblo,  6  sea  en  la  mora- 
»da  del  procesado  Carlos  Jiménez  y  Jiménez,  donde 
«había  estado  dicho  Juzgado  hasta  el  siete  del  referido 
»mes  y  donde  se  hallaba  en  aquellos  momentos  el  otro 
«procesado  Bartolomé  Jiménez,  é  ignorando  García  la 
«circunstancia  del  cambio  del  Juzgado,  así  como  la  de 
«que  Carlos  Jiménez  había  dejado  de  ser  Secretario  del 
«mismo  desde  el  día  ocho  de  dicho  mes,  concertó  con 
«éste  la  celebración  de  su  matrimonio  con  Dolores  Be- 
«nítez  y  la  del  de  Domingo  Hernández  con  la  de  En- 
«riqueta  Rubal,  los  cuales  habían  de  tener  lugar  en 
«las  '^Casimbas**  el  día  veinte  y  cuatro  citado  por 
«precio  ambos  de  cinco  centenes,  pagaderos  de  por  mi- 
«tad  cada  uno;  que  el  citado  día  veinte  y  cuatro  de 
«Julio,  Carlos  Jiménez  se  presentó  con  libros  y  papeles 
«en  las  ^^Casimbas'',  y,  sin  que  se  conozcan  los  detalles 
«de  la  ceremonia  por  él  empleada  para  aparentar  que 
«verificaba  los  matrimonios,  dio  por  casados  á  la  re- 
«ferida  pareja  en  dos  actos  y  casa  distinta;  reco- 
Mgiendo  en  cada  cual  la  firma  con  que  los  contrayentes 
«y  testigos,  menos  el  llamado  Narciso  Lorenzo,  debían 
«autorizar,  respectivamente,  las  solicitudes  del  matri- 
«monio,  las  ratificaciones  de  las  mismas,  las  declara- 
«ciones  de  los  testigos  que  supieron  las  faltas  de  las 
«partidas  sacramentales  que  debieron  llevarse  á  loa 
«expedientes  y  las  actas  matrimoniales,  cuyas  diligen- 
«cias  llevaba  extendidas  de  antemano  con  fechas  di- 
«versas,  algunas  bieu  atrasadas,  todas  anteriores  al 
«veinte  y  cuatro  de  Julio;  actuaciones  que,  por  la  co- 
«fianza  que  les  merecía  Carlos  Jiménez,  ninguno  de  los 
«firmantes  lej^ó,  limitándose  á  suscribir  á  donde  aquel 
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j>les  indicaba,  y  en  las  cuales  se  hacia  constar  además 
»áe  que  los. actos  tenían  lugar  en  el  Juzgado,  la  pre- 
vsencia  del  Juez  y  Secretario  y  el  consentimiento,  no 
«prestado,  de  los  padres  de  los  contrayentes,  de  los 
licúales  se  supuso  presente  á  José  Ruball,  si  bien  ex- 
nplicado  la  falta  de  su  firma  en  el  acto  del  casamien- 
jito  de  su  hija  por  haber  expresado  que  no  sabía  ha- 
«cerlo,  cuyo  último  extremo  resulta  también  inexacto; 
«terminado  lo  cual  pagó  Agustín  García  á  Carlos  Ji- 
«ménez,  por  sí  y  por  Domingo  Hernández,  los  cinco 
«centenes  convenidos,  por  estar  satisfechos  ambos  de 
«haber  contraído  sus  respectivos  matrimonios,  que  pos- 
«teriormente,  sin  que  se  haya  podido  fijar  la  fecha, 
«Carlos  Jiménez  se  presentó  en  la  tienda  del  procesa- 
«do  Manuel  Ferrer,  y,  bajo  pretexto  de  que  esos  ex- 
«pedientes  tramitados  en  su  tiempo  se  habían  quedado 
«sin  firmar  y  tenía  que  entregarlos,  le  recogió  las  fir- 
«mas,  haciendo  lo  mismo  en  el  propio  lugar  con  su 
«hermano  político  Ricardo  Torre,  que  había  sido  tes- 
«tigo  en  varios  matrimonios,  á  quienes  hizo  creer  que 
«se  trataba  de  uno  de  ellos,  logrando  así  por  la  con- 
«fianza  que  le  inspiraba  que  suscribiera  una  de  las  ac- 
atas como  si  éste  hubiera  sido  testigo  en  ella,  enmen- 
«dando  luego  de  manera  ostensible  los  nombres  **Nar- 
aciso  Lorenzo' '  y  **La  Esperanza' '  naturalidad  de  és- 
«te,  para  decir  en  su  lugar  «Ricardo  Torre»  y  «La  Ha- 
«bana»,  que  también  obtuvo  del  procesado  Bartolomé 
«Jiménez  que  había  sido  Secretario  suplente,  que  fir- 
«mara  las  actas  matrimoniales,  aunque  extendidas  en 
«once  y  doce  de  Julio,  cuando  éste  había  cesado  en  su 
«cargo  desde  siete  de  dicho  mes,  sin  que  aparezca  que 
«cuando  Bartolomé  suscribió  dichas  actas  tuviera  cono- 
«cimiento  de  los  hechos  realizados  por  Carlos  en  vein- 
«te  y  cuatro,  ni  de  las  fechas  que  tenían  las  actas,  no 
«obstante  resultar  que  estuvo  presente  y  dio  opinión 
«sobre  precio  de  un  matrimonio  en  el  campo,  cuando 
«Agustín  García  hablaba  con  Carlos  en  casa  de  éste  y 
«también  cuando  Carlos  afirmaba  á  Ricardo  Torres 
«que  debía  suscribir  una  de  las  actas  por  haber  sido 
«testigo.  Esas  actas  no  fueron  trascritas  •al  libro  co- 
»rrespondiente  del  Registro  Civil». 

Acusación: 

«Segundo:  Resultando  que  el  Ministerio  Fiscal  en 
Mflus  conclusiones  provisionales  consignó  los  hechos 
«siguientes  que  sostuvo  en  las  definitivas:  El  pro- 
«cesado  Jiménez  y  Jiménez   escribiente   hasta  el   día 
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ntrece  de  Julio  del  año  mil  novecientos  uno  del  Juzgado 
«Municipal  de  Gueivas  ó  sea  Buena-Vista,  celebró  dis- 
«tintas  entrevistas  con  los  interesados — que  lo  creían 
»ejercieudo  aún  tal  car|<o — pocos  días  antes  del  veinte 
wy  cuatro  del  mismo  mos  y  año,  á  fin  de  que  se  efec- 
wtuara  el  matrimonio  (dvil  de  Domiiigo  Hernández  y 
j>I>iaz  con  aviaría  Enrique  Rabal  y  el  de  Agustín  (jar- 
»cía  con  Dolores  Benítez  trasladándose  al  punto  co- 
»nocido  por  las  "Casimbas"  en  veinte  y  cuatro  de  Ju- 
)>lio  ya  citado,  y  sin  tener  título  ó  causa  legítima  par» 
«ello,  aparentando  tener  auroi-idad  para  realizar  los 
«actos  que  se  proponía,  ejerció  los  privativos  al  Juez 
«Municipal,  atribuyéndose  el  carácter  oficial  necesario 
«verificando  los  citados  matrimonios  ante  varios  tes- 
«tigos  y  rodeándolos  de  las  formalidades  exigidas 
«para  que  fuesen  legítimos,  proponiéndose  defraudar, 
«como  en  efecto  lo  hizo,  obteniendo  de  Hernández, 
«por  medio  de  (íarcía.  la  cantidad  de  cinco  centenes, 
«ó  sean  ciento  treinta  y  dos  pesetas  y  diez  céntimos  de 
»peso.  En  el  mismo  lugar  y  á  petición  de  Jiménez, 
«los  interesados  y  testigos  respectivos  firmaron  los  ex- 
«pedientes  matrimoniales  que  se  les  pusieron  de  ma- 
«nifiesto,  en  que  constaban  las  actas  de  haberse  ce- 
«lebrado  esas  uniones — los  que  llevó  á  los  procesados 
«Ferrer  y  Jiménev  Díaz  que  habían  ejercido  al  prin- 
«cipio  de  ese  mes;  pero  entonces  no,  las  funciones  de 
«Juez  Municipal  y  Secretario  respectivamente  del  Juz- 
«gado  ya  dicho,  los  que  firmaron  los  pertinentes  con 
«fecha  once  y  doce  del  citado  mes,  hechos  que  realizaron 
«los  tres  procesados  con  el  propósito  de  que  fiu^sen  ins- 
«criptos  tales  matrin^mios  en  el  libro  correspondí  en  t-e 
«del  Juzgado,  lo  que  lO  se  llevó  á  efecto,  por  haberse 
«negado  a  ello  Pedro  Ruíz  á  la  sazón  Juez  Municipal. 
«Que  dicho  Ministerio  calificó  los  anteriores  hechos 
«como  constitutivos  de  un  delito  de  usurpación  de  fun- 
«ciones  definido  y  castigado  en  el  artículo  trescientos 
«treinta  y  nueve  del  Código  Penal  como  medio  de 
«ejecutar  el  de  estafa  previsto  en  el  número  primero 
«del  quinientos  cincuenta  y  ocho  del  propio  Código,  y 
«castigado  en  el  niimero  primero  del  quinientos  cin- 
«cuenta  y  ocho,  modificado  por  la  Orden  doscientos 
«cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  y  dos  de  falsedad 
«en  documento  oficial  cometida  por  particulares  de- 
«finidos  en  los  artí(;ulos  trescientos  diez  número  cuarto 
«y  trescientos  once  y  castigados  en  el  mismo,  teniendo 
«por  responsable  del  delito  de  usurpación  de  funciones 
«como  medio  de  ejecutar  la  estíifaal  procesado  Jiménez 
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»y  Jiménez  y  de  los  dos  delitos  de  falsedad  en  docu- 
»mento  oñcial  á  los  tres  procesados,  todos  en  concepto 
»de  autores;  entendiendo  (jue  por  no  ser  de  apreciarse 
«circunstancias  modificativas,  el  procesado  Jiménez  y 
í) Jiménez,  en  los  delitos  relacionados  de  que  solo  él  es 
«autor,  ha  incurrido  en  la  pena  de  tres  años,  cuatro 
>»meses  y  ocho  días  de  prisión  correccional  ací^e^orias 
«corri'spondientes  y  pago  de  tres  novenas  partes  de  las 
>íCOstas,  indemnizando  á  JhM'nández  de  la  cantidad 
«estafada;  y  (jue  han  incurrido  los  tres  procc-.adi)S  (mi 
«la  í)ena  de  ocho  años  un  día  de  presidio  may(>i-,  luultíi 
»de  cinco  mil  pesetas,  accesorias  del  articulo  cin  uenta 
«y  seis  y  pago  de  una  novena  parte  de  costas  por  cada 
«uno  de  los  delitos  de  falsedad«. 

Resolución  iiKcrRRiDA : 

ResulUiudo  que  por  la  misma  sentencia  fueron  ca- 
lificados los  hechos  que  declaró  probados  en  el  primero 
de  los  resultandos  que  de  ella  .se  dejan  transcritos, 
como  constitutivo  de  «dos  delitos  definidos  y  penados 
«en  el  número  tres  del  artículo  séptimo  de  la  Orden 
«ciento  cuarenta  de  mil  novecientos  uno  y  otros  dos  de 
«estafa  en  cantidad  menor  de  doscientas  cincuenta 
«pesetas  cada  uuo,  siendo  los  primeros  medios  ncce- 
«sarios  para  cometer  los  segundos,  sin  que  pueda  actp- 
«tarse  que  constituyan  también  falsedad  en  ningún 
«grado  por  cuanto  esos  documentos,  como  formalizados 
«coa  posterioridad  álos  pretensos  matrimonios  ni  ei-an 
«ya  esenciales  al  caso  cojuo  se  exige  en  el  artículo  sép- 
«timo,  inciso  dos,  de  diclui  Orden  número  ciento  cua- 
«renta  de  mil  novecientos  uno,  puesto  que  las  simula- 
aciones  de  aquellas  est>aban  realizadas  ni  tenían  fuerza 
«probatoria,  dado  que  vinieron  á  resumirse  en  unas 
«actas  matrimoniales  que  por  no  haber  sido  extendidas 
«en  el  Registro  Civil,  de  acuerdo  con  los  artículos 
«veinte  y  tres  de  la  Ley  de  Registro  Civil  y  cincuenta  y 
«ocho  del  Reglamento  para  su  ejecución  carecían  de  efi- 
«cacia  para  probar  la  existencia  de  los  matrimonios, 
«razones  por  las  cuales,  no  existiendo  delito  de  falsedad, 
«tampoco  cabe  apreciar  la  imprudencia,  porque  ést^» 
«supone  la  existencia  de  un  hecho  que  constituya 
«delito,  como  tampoco  puede  estimarse  que  se  haya  co- 
«metido  el  delito  de  usurpación  de  funciones  acusadas 
«como  absorvido  en  el  citado  número  tres  del  artículo 
«séptimo  de  dicha  orden  número  ciento  cuarent¿i;  pero 
«que  aunque  se  han  cometido  dos  estafas,  en  cantidad 
«de  sesenta  y  seis  pesetas  veinte  y  cinco  céntimos  cada 
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j)una,  como  el  Ministerio  Fiscal  no  ha  acosado  mas  qne 
)>una  en  cantidad  de  ciento  treinta  y  dos  pesetas  cin- 
»cuenta  céntimos,  una  sola  puede  apreciarse  en  la 
«sentencia  para  los  efectos  de  la  penalidad,  de  confor- 
))midad  con  el  artículo  catorce  de  la  Orden  número 
«ciento  nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve;  por 
»lo  que,  prescindiendo  de  ia  otra,  debe  castigarse  uno 
Dsolo  de  los  dos  delitos  comprendidos  en  el  número  tres 
«del  artículo  séptimo  de  la  citada  Orden  número  ciento 
«cuarenta  de  mil  novecientos  uno  en  el  grado  máximo, 
«conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ochenta  y  ocho 
«del  Código  Penal,  y  el  otro  en  el  grado  medio»;  y 
estimándose  y  único  responsable  de  estos  delitos  al 
procesado  Carlos  Jiménez  y  Jiménez,  sin  la  concurren- 
cia de  circunstancias  modificativas  de  penalidad,  se  le 
condenó  en  concepto  de  autor  de  un  delito  comprendido 
en  el  número  tres  del  artículo  séptimo  de  la  Orden 
ciento  cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  como  medio 
de  cometer  una  estafa  por  valor  inferior  á  doscientas 
cincuenta  peseijas,  en  la  pena  de  cuatro  años,  siefee 
meses  y  diez  días  de  prisión  correccional,  y,  por  igual 
concepto  de  autor  de  otro  delito  comprendido  en  el 
referido  número  tres  del  artículo  séptimo  de  la  Orden 
citada,  en  la  pena  de  tres  años  y  ocho  meses  de  la 
misma  prisión;  y  al  pago  de  una  tercera  parte  de  las 
costas;  abonándosele  todo  el  tiempo  de  prisión  provi- 
sional que  hubiere  sufrido;  debiendo  satisfacer,  por 
vía  de  indemnización,  á  Domingo  Hernández,  las  se- 
senta y  seis  pesetas  y  veinte  y  cinco  céntimos  en  que 
fué  perjudicado,  procedentes  de  la  única  estafa  acusada 
por  el  Fiscal;  y  nó  á  Agustín  García,  por  haber  re- 
nunciado éste  á  la  indemnización  respectiva;  con 
apremio  personal  de  un  día  de  detención  por  cada  doce 
y  media  pesetas  que  dejare  de  abonar;  y  se  absolvió  á 
los  otros  procesados,  declarándose  las  dos  terceras 
partes  restantes  de  costas,  de  oficio; 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación de  Carlos  Jiménez  y  Jiménez  el  presente 
recurso  por  infracción  de  ley,  citando  como  preceptos 
autorizantes  del  mismo  los  números  primero  y  tercero 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
de  P'njuiciamiento  Criminal  y  alegando  tres  motivos 
de  casación,  que,  impugnados,  en  cuanto  á  su  admi- 
sión, oportunamente,  por  el  Ministerio  fiscal,  queda- 
ron reducidos,  según  la  respectiva  resolución,    á  los 
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dos  siguientes:  Primero:  que  se  ha  infringido  en  la 
sentencia  el  número  tres  de  la  Orden  cieuto  cuarenta, 
que  sirve  de  base  á  la  condena;  porque  no  declarán- 
dose probada  la  intervención  del  procesado  en  los  he- 
chos que  se  estiman  probados,  como  funcionario  que 
no  estuviese  encargado  de  celebrar  ceremonias  matri- 
moniales, dichos  hechos  no  son  justiciable^;  y  Segun- 
do: que  se  han  infringido  los  artículos  trescientos 
treinta  y  ocho  y  quinientos  cincuenta  y  nueve  en  re- 
lación con  el  quinientos  sesenta  y  uno,  del  Código 
Penal;  porque  aún  suponiendo  la  existencia  de  delito, 
éste  sería  única  y  exclusivamente  el  de  una  estafa, 
toda  vez  que  se  acepta  como  medio  de  realizar  la  de- 
fraudación el  engaño. 

Resultando  que  previos  los  demás  trámites  del 
caso,  se  celebró  la  correspondiente  vista  pública,  con 
asistencia  exclusiva  del  Ministerio  Fiscal,  que  impug- 
nó la  procedencia  del  recurso: 

Decisión  del  recubso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando,  en  lo  tocante  al  primer  motivo  del 
recurso,  que  el  núm  tres  del  artículo  séptimo  de  la  Or- 
den ciento  cuarenta  de  mil  novecientos  uno  comprende 
en  su  sanción  lo  mismo  al  particular  que  al  funcionario 
no  autorizado  para  celebrar  ceremonias  matrimoniales, 
toda  vez  que  no  distingue  entre  uno  y  otro  al  expre- 
sar que  el  que  autorizare,  ó  celebrare  ó  intentare  cele- 
brar dichas  ceremonias,  no  siendo  sacerdote,  clérigo  ó 
ministro  debidamente  ordenado  y  facultado  conforme 
á  esa  orden,  ó  la  correspondiente  Autoridad  civil,  será 
considerado  como  culpable  de  un  delito  castigado  con 
la  pena  de  uno  á  cinco  años  de  prisión  correccional;  y, 
por  consiguiente,  la  sola  circunstancia  alegada  por  el 
recurrente  de  que  la  sentencia  recurrida  no  declara 
probada  su  intervención  en  los  hechos  procesales  como 
funcionario  no  encargado  de  celebrar  ceremonias  ma- 
trimoniales, no  puede  despojar  á  éstos  del  carácter  de 
delictivos  que  tienen  con  arreglo  al  citado  precepto  y 
según  se  demuestra  en  la  siguiente  consideración  legal. 

Considerando  que  los  hechos  aludidos  consisten 
Bubstancialmente,  en  que  sin  estar  el  procesado  y  recu- 
rrente Jiménez  y  Jiménez  autorizado  para  ello,  concer- 
tó con  Agustín  García,  que  le  creía  Secretario  del  Juz- 
gado Municipal  de  Buenavista,  perteneciendo  éste  al 
partido  judicial   de  Remedios,   la  celebración  de  dos 
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matrimonios,  uno  del  mismo  Oarcia  con  Dolores  Be- 
nítez,  y,  el  otro,  de  Domingo  Hernández  con  Enriqueta 
Rabal,  por  precio  de  cin(;o  centenes;  y  compareciendo 
con  tal  motivo,  días  después,  en  el  lugar  señala<lo  al 
efecto,  llevando  consigo  libros  y  papeles  y  extendidas 
actas  matrimoniales  para  (jue  las  suscribieran,  como  lo 
hií»ieií)n.  Ids  interesados,  dio  por  casados  á  éstos,  en  dos 
actos  y  en  casa  distinta  previa  ceremonia  empleada  pa- 
ra aparentar  que  verificaba  los  dos  matrimonios  concer- 
tados, j  percibió  de  (iarcía,  por  sí,  la  mitad,  y  por 
Hernández  la  otra  mitad  del  precio  convenido;  supo- 
niendo en  esos  actos,  de  celebración  de  matrimonio, 
la  intei'vención  de  personas  qne  no  la  han  tenido, 
entre  otras,  Manuel  Ferrer  y  Bartolomé  Jiménez  como 
Juez  y  Secretario  del  Juzgado  antes  dicho,  de  quiene^s 
luego  logró,  por  la  confianza  (jue  les  inspiraba,  que 
autorizaran  con  sus  firmas  las  correspondientes  ac- 
tuaciones, como  si  hubieran  cursado  en  época  en  que 
desempeñaron  respectivamente  ambos  cargos;  faltando 
á  la  verdad  en  la  nari'ación  de  los  hechos,  al  hacer 
como  hizo  constar  en  ellas,  entre  otros  particulares, 
que  los  padres  de  los  contrayentes  habían  prestado  á 
estos  su  consentimiento  para  dicha  celebración;  y  al- 
terando las  fechas  verdaderas  de  las  expresadas  actua- 
ciones matrimoniales,  (jue  figuran  autorizadas  la  una 
en  ouííey  la  otra  en  doce  de  Julio  de  mil  novecientos 
uno,  habiendo  tenido  lugar  los  actos  que  en  las  mismas 
se  consignan  en  veinte  y  cuatro  del  propio  mes;  y  es 
evidente  que  tales  hechos  constituyen,  cuando  menos, 
dos  delitos  de  los  que  castiga  especialmente  el  p recitar 
do  número  tres- del  artículo  séptimo  de  la  Orden  ciento 
cuarentfi  de  mil  novecientos  uno;  dog  de  falsedad  come- 
tidos por  particulares  en  documentos  públicos,  que 
prevéen  el  artículo  tresídentos  once  y  los  números  se- 
gundo, cuarto  y  quinto  del  trescientos  diez,  del  Código 
Penal,  en  harmonía  con  el  número  segundo  de  dicho 
artículo  séptimo;  y  dos  de  estafa  comprendidos  en  el 
número  primero  de  los  artículos  quinientos  cincnient'a  y 
ocho  \'  quinientos  cincuenta  y  nueve  del  mismo  Código: 
los  dos  primeros  delitos,  por  lo  quede  los  hechos  pro- 
cesíile^s  se  contrae  á  las  ceremonias  dematrimu'iio  ce- 
lebradas ]>or  el  recuri-ente,  en  los  dos  expedientes  in- 
dicados; los  de  falsedad,  por  virtud  de  las  referidas 
mutaciones  de  la  verdad  que  llevó  á  cabo  en  los  mis- 
mos expedientes,  todas  ellas  esenciales  al  caso,  en  ac- 
tuaciones matrimoniales;  y  los  de  estafa,  por  el  engaño 
y  defraudación  de  que  hizo  víctimas  á  García  y  á  11  er- 
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nández,  al  fingir  que  estaba  autorizado  para  la  prác- 
tica de  las  mencionadas  ceremonias,  y  al  percibir  por 
esto  la  suma  de  que  se  habla;  por  todo  lo  cual  al  ca- 
lificar el  Tribunal  sentenciador  los  enarrados  hechos, 
de  la  manera  que  lo  hizo  y  consta  en  lugar  adecuado 
de  esta  sentencia,  si  bien  infringió  por  falta  de  apli- 
cación las  prescripciones  contenidas  en  el  artículo 
trescientos  once  y  los  númei^os  segundos,  cuarto  y 
quinto  del  trescientos  diez  del  Código  Penal,  pues  que 
pudo  y  debió  aplicarlos  conforme  á  la  calificación  del 
Ministerio  Fiscal  en  el  acto  del  juicio,  ciertamente  no 
incurrió  en  las  infracciones  de  los  artículos  trescientos 
treinta  y  ocho,  quinientos  cincuenta  y  nueve  y  qui- 
nientos sesenta  y  uno  del  propio  Código,  señaladas  en 
el  segundo  motivo  del  recurso;  porque  el  primero  de 
estos  artículos  carece  de  aplicación  á  los  casos  de  au- 
tos, ya  que  como  se  ha  visto,  los  pena  específicamente 
el  número  tres  del  artículo  séptimo  de  la  Orden  ciento 
cuarenta,  tantas  veces  citada,  según  lo  entendió  con 
acierto  la  Sala  sentenciadora;  el  quinientos  cincuenta 
y  nueve,  ha  sido  aplicado  debidamente,  como  queda 
demostrado  en  los  razonamientos  hechos  respecto  á  los 
delitos  de  estafa  que  se  f»stiman  cometidos;  y  el  qui- 
nientos sesenta  y  uno,  no  es  atinente  en  modo  alguno  á 
las   cuestiones  planteadas  en  el  recurso. 

Considerando  que,  no  obstante  las  infracciones  de 
los  artículos  trescientos  diez  y  trescientos  once  del 
Código  Penal,  que  se  dejan  apreciadas,  como  no  han 
sido  objeto  del  recurao,  no  puede  casarse  la  sentencia 
reclamada,  porque  en  la  nueva  que  se  dictara  en  sus- 
titución de  la  misma,  habría  de  hacerse  una  caljfica- 
ción  más  grave  qne  la  ac!ep<ada  por  el  l>ibunal  á  quo, 
lo  que  sería  contrario  á  la  naturaleza  del  recurso  de 
casación,  que  no  permita  que  ésta  ceda  en  perjuicio 
del  propio  recurrente., 

Considerando  finalmente,  que  en  atención  á  lo 
expuejíto  procede  declarar  sin  lugar  el  recurso  de  que 
se  trata,  y,  de  acuerdo  con  lo  prevenido  en  el  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve,  imponer  las  costas  al  recurrente: 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Carlos  Jiménez  y  Jiménez  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en 
la  expresada  causa;  y  las  costas  de  cargo  del  recurren- 
te. Así  por  esta,  nuestra  sentencia  que  se  comunicáis 
por  copia  autorizada  á  dicha  Audiencia,  la  Secretaría 
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de  Justicia  y  Gaceta  Oficial  á  los  fines  legales  co- 
rrespondientes— lo  pronunciamos)  mandamos  y  firma- 
mos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón, — José 
Oabarrocas  Horta.  —  Ambrosio  R.  Morales. — El  Ma- 
gistrado Francisco  Noval  y  Marti  votó  én  Sala. — ^José 
Antonio  Pichardo. 


Inf.  ley.— Sent.  105.— 25  do  Oottibre  de  1902.— Oircxins- 
tandas  modificativas.  ( Gac  Marzo  si. ) 

DOCTRINA:  Un  mismo  hecho  no  puede  estimarse 
como^ determinante  de  dos  circunstancias  distintas  de 
atenuación  de  la  responsabilidad  criminal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  &  veinte  y  cinco  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio  Fis- 
cal contra  1^  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  en  la  causa  seguida  por  lesiones  contra 
Vicente  Yadó  Monteagudo,  labrador  y  vecino  de 
Santi-Spiritus. 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  dictada  en 
treinta  y  uno  de  Julio  último,  se  expresan  los  hechos 
en  el  siguiente: 

Hechos  probados: 

'^Resultando  probado  que  hallándose  el  procesado 
«Vicente  Yadó  en  la  finca  * 'Independiente^ '  de  traba- 
))jador  y  en  momentos  en  que  hablaba  con  su  capatax 
»de  un  asunto  concerniente  á  un  compañero  suyo  y 
«enojado,  según  dijo,  por  exceso  de  trabajo,  se  le  acer- 
»có  otro  de  sus  compañeros  llamado  Mariano  Peraza, 
JD  con  el  que  siempre  había  jugado  de  manos  y  le  dio  un 
J!> empujón,  lo  que  sacó  de  si  á  Yadó  que  empuñando  el 
«cuchillo  de  labor  que  Ueveba  al  cinto  se  lo  clavó  en  el 
«brazo  derecho  atravesándole  é  hiriéndole  levemente 
«con  el  mismo  golpe  la  región  del  tórax,  de  la  cual  he- 
«rida  quedó  Peraza  impedido  por  completo  de  dicho 
«brazo  para  dedicarse  á  sus  tareas  habituales". 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  la  Audiencia,  estimando  esos  he- 
chos constitutivos  de  un  delito  de  lesiones  graves,  del 
que  es  autor  el  procesado,  con  las  circunstancias  ate- 
nuantes tercera  y  octava  del  artículo  noveno  del  Códi- 
go Penal  le  condenó  á  la  pena  de  seis  meses  de  arresto 
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mayor,  acceBorias  y  costas,  asi  como  á  indemnizar  al 
perjudicado  en  la  cantidad  de  quinientas  pesetaa,  con 
el  apremio  personal  correspondiente  en  su  caso. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  Ministerio  Fiscal  el  presente  recurso  autoriza- 
do por  el  número  quinto  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
y  citando  como  infringidos  el  articulo  noveno  circuns- 
tancia octava,  y  el  articulo  ochenta  r^la  quinta  del 
Código  Penal  por  su  indebida  aplicación  y  el  artículo 
cuatrocientos  veinte  y  nueve  número  segundo  del  mis- 
mo Código  por  no  haberse  aplicado  en  cuanto  &  la  pe- 
na que  en  él  se  establece,  puesto  que  de  los  hechos  que 
se  declaran  probados  no  resulta  que  el  procesado  obra- 
ra por  estímulos  suficientemente  poderosos  para  deter- 
minar el  arrebato  y  obcecación  de  que  se  le  supone  po- 
seído, tanto  menos,  cuantoque  en  la  sentencia  se  aprecie 
como  concurrente  la  otra  atenuante  de  no  haber  tenido 
el  delincuente  intención  de  causar  un  mal  tan  grave 
como  el  que  produjo,  para  estimar  lo  cual  hubo  de 
fundarse  la  Sala  en  el  estado  de  ánimo  del  culpable  al 
ejecutar  el  hecho  por  los  antecedentes  y  circunstancias 
que  concurrieron  en  el  mismo. 

Resultando  que  sostenido  el  recurso  por  el  Minis- 
terio Fiscal  en  este  Tribunal,  se  ha  sustanciado  debi- 
damente, celebrándose  la  vista  pública  con  asistencia 
solo  de  dicho  recurrente  que  informó  en  apoyo  de  su 
pretensión. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando  que  al  apreciar,  como  lo  ha  hecho 
la  Sala  sentenciadora,  la  circunstancia  atenuante  de 
no  haber  tenido  el  procesado  Yadó  intención  de  cau- 
sar un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que  produjo,  se 
fundó,  sin  duda,  en  los  antecedentes  del  hecho  y  en  el 
estado  de  ánimo  de  aquél  al  ejecutarlo,  estimando  que 
dada  la  amistad  y  confianza  que  existía  entre  dicho 
procesado  y  el  ofendido,  el  herir  á  éste  en  un  brazo 
con  el  cuchillo  que  tenía  á  mano,  por  haberle  el  últi-i 
mo  un  empujón  en  momentos  en  que,  molesto  Yadó, 
por  otras  causas,  hablaba  con  un  tercero,  demuestra 
que  no  fué  su  ánimo  causarle  la  lesión  que  ha  tenido 
las  graves  consecuencias  que  constan  de  la  sentencia; 
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y  en  este  concepto  no  puede  estimarse  al  mismo  tiem- 
po la  concurrencia  de  la  circunstancia  atenuante  de 
haber  obi-ado  el  agente  por  estímulos  tan  poderoses 
que  naturalmente  le  produjeron  arrebato  y  obcecación, 
pues  sobre  no  aparecer  suficientmentee  caracterizados 
como  tales  estímulos  los  actos  y  accidentes  referidos, 
únicos  que  le  impulsaron  á  cometer  el  delito,  nunca 
podrían  derivai^e  de  unos  motivos  hechos  dos  motivos 
distintos  de  atenuación. 

Considerando  que,  por  tanto,  al  apreciar  la  Sala 
sentenciadora  la  concurrencia  en  este  caso,  de  las  dos 
expresadas  circunstancias  atenuantes  estimándolas 
como  muy  calificadas  y  aplicar  la  regla  quinta  del  ar- 
tículo ochenta  del  Código  Penal,  aunque  sin  expre- 
sarlo ni  citarla  en  la  sentencia,  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  que  se  le  atribuye,  é  infringdo  las 
disposiciones  legales  que  se  citan  en  el  recurso,  ha- 
ciendo así  procedente  la  casación  de  dicha    sentencia» 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  la 
causa  seguida  por  lesiones  contra  Vicente  Yadó  Mon- 
teagudo,  y  en  consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha 
sentencia  con  las  costas  de  oficio.  Comuniqúese  esta 
resolución  y  la  que  á  continuación  se  dicte — por  me- 
dio de  las  oportunas  certificaciones— á  dicha  Audien- 
cia, Secretaria  de  Justicia  y  Gaceta  dk  la  Rspu- 
Bi.iCA,  á  los  correspondientes  efectos  legales.  Así  por 
ésta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez,  José  Antonio  Pichar- 
do,  Luis  Gastón,  José  Cabarrocas  Horta,  Ambrosio 
R.  Morales. 

SdgUIlda  Sontencia:  ^^^    ^«   mmna  fecha  se    dictó   la   si- 
giiiente: 

Siendo  Ponente  el  Megistrado  Luis  Gustón  y 
Gastón. 

Resultando  que  por  la  sentencia  que  procede  de 
este  Tribunal  se  ha  casado  la  que  dictó  dicha  Audien- 
cia en  treinta  y  uno  de  Julio  último. 

Reproduciendo  los  Resultandos  de  la  sentencia 
casada;  y 

Considerando  que  los  hechos  que  se  han  declarado 
probados  constituyen  un  delito  de  lesiones  graves  com- 
prendido en  el  número  segundo  del  artículo  cuatrocien- 
tos veinte  y  nueve  del  Código   Penal,    puesto  que   de 
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resultas  de  la  lesión  cansada  por  el  agente,  el  ofendido 
ha  quedado  impedido  por  completo  del  brazo  derecho 
que  es  un  miembro  principal. 

Considerando  que  el  procesado  Vicente  Yadó  Mon- 
teagudo  es  criminalmente  responsable  como  autor  de 
dicho  delito  por  haberlo  ejecutado  personalmente. 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  hecho,  solo 
es  de  apreciarse  la  circunstancia  atenuante  de  no  ha- 
ber tenido  el  procesado  intención  de  causar  un  mal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produjo,  pues  así  lo  de- 
muestran los  antecedentes  de  amistad  y  confianza  que 
existían  entre  el  hechor  y  el  ofendido,  y  los  accidentes 
todos  del  suceso,  sin  que  haya  méritos  para  estimar  la 
concurrencia  de  ninguna  otra  circunstancia  atenuante 
ni  agravante  de  la  responsabilidad  criminal,  ni  menos 
aun  la  eximente  alegada  por  la  defensa. 

Considerando  que  todo  el  que  es  criminalmente 
responsable  de  un  delito  lo  es  también  civilmente,  y 
debe  imponérsele  las  costas. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á. 
Vicente  Yadó  Slonteagudo,  como  autor  de  un  delito 
de  lesiones  graves  con  una  circunstancia  atenuante,  & 
la  pena  de  dos  años,  cuatro  me^es  y  un  día  de  prisión 
correccional,  accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  y 
del  derecho  de  sufragio  durante  el  mismo  tiempo  y  al 
pago  de  las  costas,  así  como  á  indemnizar  al  perjudi- 
cado en  la  cantidad  de  quinientas  pesetas,  sufriendo 
en  defecto  de  pago  por  insolvencia  un  día  más  de  de- 
tención por  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejara  de 
satisfacer;  se  le  abona  la  prisión  preventiva  que  hu- 
biere sufrido,  y  se  le  tiene  por  insolvente  para  los 
efectos  de  esta  causa.  Así  por  esta  nuestra  sentencia, 
definitivamente  juzgando,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  Antonio  Pi- 
chardo. — Luis  Gastón.^ José  Cabarrocas  Horta. — 
Ambrosio  R.   Morales. 


In£  ley.— Sent.  106.-27  de  Ootnbre  de  1902.— Eobo. 

{Oac.  Marzo  31,) 

DOCTRINA:  Constituye  el  delito  de  robo,  y  no  el 
de  hurto,  el  acto  de  penetrar  en  una  habitación  des- 
clavando parte  de  la  puerta  que  la  cierra  y  apoderán- 
dose de  varios  objetos  que  había  en  el  interior,  algu- 
nos de  ellos  dentro  de  un  baúl,  para  cuyo  apodera- 
miento  fué  preciso  descerrajar  éste. 


T.  3.— 1908." 
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En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  siete  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  dos;  visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  procesado 
Leónides  Pineda  y  Montalvo,  vecino  de  esta  ciudad, 
jornalero,  ^  contra  la  sentencia  dictada  el  veinte  y  uno 
de  Julio  ¿Lltimo,  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  causa 
que  se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Oeste  de  esta  capital, 
por  el  delito  de  robo. 

Hechos  probados: 

Eesultando,  que  en  la  sentencia  que  es  objeto  del 
expresado  recurso,  se  consignan  los  hechos  de  la  causa 
en  la  forma  que  consta  en  el  Resultando  que  á  conti- 
nuación literalmente  se  transcribe:  «Primero:  Resul- 
»tando  probado  que  en  la  tarde  del  diez  y  ocho  de  Ma- 
nyo del  año  actual  el  procesado  Leónides  Pineda, 
«desclavando  una  de  las  partes  salientes  de  la  puerta 
»de  la  habitación  que  en  el  hospital  Aldecoa  vivía  Cán- 
))dido  García,  penetró  en  el  mismo  apoderándose  con 
«ánimo  de  lucro  de  varios  efectos  del  García  y  Mr.  Yde; 
»algunos  de  los  cuales  estaban  en  un  baúl  que  fué  des- 
»cerrajado,  causando  un  daño  tasado  en  cinco  pesetas 
»y  siéndolo  lo  sustraído  en  la  suma  de  cincuenta  y 
))nueve  pesos  y  veinte  centavos  ó  sean  doscientas  no- 
Dventa  y  seis  pesetas,  ocupándose  un  pañuelo  que  á 
«García  pertenecía  valorado  en  una  peseta.» 

Resolución  recurrida: 

Resultando,  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  los 
referidos  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de 
robo,  realizado  en  casa  habitada,  sin  armas,  por  can- 
tidad inferior  á  mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  com- 
prendidos en  los  números  segundo  y  cuarto  del  artícu- 
lo quinientos  veinte  y  seis  del  CJódigo  Penal,  y  consi- 
derando autor  de  este  delito  al  procesado,  sin  que  en 
su  ejecución  concurrieran  circunstancias  modificativas 
de  la  responsabilidad  criminal,  lo  condenó  á  la  pena 
de  dos  años,  once  meses  y  once  días  de  presidio  correc- 
cional con  las  accesoriia,s  del  artículo  cincuenta  y  siete 
del  Código  Penal;  á  indemnizar  á  los  perjudicados  la 
cantidad  de  trescientas  cinco  pesetas  y  en  defecto  de 
pago  á  sufrir  prisión  subsidiaria  á  razón  de  un  díax)or 
cada  doce  pesetas  y  media  que  dejare  de  satisfacer, 
sirviéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de  la  con- 
dena todo  el  tiempo  de  la  prisión  preventiva  que  hu- 
biere sufrido. 
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FtJNDAMENTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 

Kesultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  en- 
causado recurso  de  casación  por  infra<xíión  de  ley, 
autorizado  por  el  caso  tercero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, citando  como  ley  infringida,  por  indebida  aplica- 
ción, el  artículo  quinientos  veinte  y  seis  del  Código 
Penal  en  sus  números  segundo  y  cuarto,  y,  por  falta 
de  aplicación  el  artículo  quinientos  treinta  y  cinco, 
párrafo  primero  en  relación  con  el  quinientos  treinta 
y  seis,  párrafo  cuarto,  en  el  concepto  de  que  ''el  hecho 
de  quitar  un  clavo  de  una  puerta  y  decirse  que  se  des- 
clavó un  baúl"  no  es  constitutivo  del  delito  de  robo  y 
sí  de  un  hurto. 

Eesultando,  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente  ante  este  Tribunal  Supremo,  previa  la 
instrucción  á  las  partes,  se  señaló  día  para  la  vista,  la 
cual  tuvo  efecto  el  quince  del  actual,  con  la  sola  asis- 
tencia del  Ministerio  Público,  el  cual  impugnó  el  mo- 
tivo alegado  por  el  recurrente,  pidiendo  en  definitiva 
que  se  declarara  sin  lugar  el  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  artículo  quinientos 
veinte  del  Código  Penal  son  reos  del  delito  de  robo  los 
que,  con  ánimo  de  lucrarse  se  apoder^rU  de  las  cosas 
muebles  agenas,  con  violencia  é  intimidación  en  las 
personas,  ó  empleando  fuerza  en  las  cosas,  entendién- 
dose según  los  párrafos  segundo  y  cuarto  del  artículo 
quinientos  veinte  y  seis  del  Código  Penal  que  se  ha 
efectuado  con  fuerza  el  apoderamiento  cuando  se  frac- 
turan puertas,  armarios,  arcas  ú  otra  clase  de  muebles 
ú  objetos  cerrados  ó  sellados. 

Considerando,  que  los  hechos  declarados  probados 
en  la  sentencia  recurrida,  consistentes  en  haber  des- 
clavado el  procesado,  una  de  las  partes  salientes  de  la 
puerta  de  la  habitación  que  en  el  hospital  de  Aldecoa 
ocupaba  Cándido  García,  penetrando  así  en  el  mismo, 
donde  descerrajó  un  baúl,  apoderándose  entre  Dtros 
objetos  algunos  que  este  mueble  contenía;  merecen  sin 
duda  alguna,  la  calificación  de  un  delito  de  robo,  y  no 
de  uno  de  hurto,  como  pretende  el  recurrente  pues  los 
^u^tos  ejecutados  por  éste  determinan  claramente  el 
empleo  de  fuerza  en  las  cosas,  que  es  lo  que  caracteriza 
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el  primero  de  dichos  delitos  y  excluye  el  otro;  y  por 
tanto,  al  aplicar  como  aplicó  el  Tribunal  á  que  los  nú- 
meros dos  y  cuatro  del  artículo  quinientos  veinte  y 
seis  del  Código  Penal  no  incurrió  en  el  error  de  dere- 
cho que  por  el  recurrente  se  le  atribuye. 

Considerando,  que  por  lo  expuesto,  procede  de- 
clarar sin  lugar  el  recurso  establecido  y  en  consecuen- 
cia de  esta,  declaración  imponer  las  costas  al  recurren- 
te, de  conformidad  á  lo  que  disponed  artículo  cuaren- 
ta de  la  Orden  sobre  casación. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que,  por  infracción 
de  ley,  interpuso  el  procesado  Leónides  Pineda  y  Mon- 
talvo,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  se- 
gunda de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  el  veinte  y  uno  de  Julio  último;  con  las  cos- 
tas á  cargo  del  recurrente.  Comuniqúese  á  la  Audiencia 
de  la  Habana,  á  la  Secretaría  de  Justicia  y  Gaceta 
Oficial — por  medio  de  las  oportunas  certificaciones — 
á  los  efectos  legales  correspondientes.  Así  por  esta 
nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Jo- 
sé Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — El  Ma- 
gistrado 8r.  Francisco  Noval  y  Martí  votó  en  Sala. — 
José  Antonio  Pichardo. 


Inf.  ley  —  Sent.  107.— 28  de  Octubre  de  1902.— Bobo. 

( Gac,  Marzo  SI.) 

DOCTRINA:  El  hecho  de  penetrar  en  una  casa  va- 
liéndose de  una  llave  que  no  pertenece  al  dueño  de  la 
misma  constituye  el  empleo  de  llave  falsa  y  por  consi- 
guiente coopera  á  integrar  el  delito  de  robo. 

El  apoderamiento  de  cosa  agena  realizado  por  me- 
dio de  fractura  de  objetos  cerrados  constituye  el  delito 
de  robo. 

Queda  consumado  el  delito  de  robo  si  el  culpable, 
empleando  los  medios  previstos  en  el  Código  Penal, 
se  apodera  de  cosas  agenas  y  sale  del  edificio  donde  ha 
realizado  el  hecho,  por  haber  sido  sorprendido  en  el 
acto  del  apoderamiento,  llevándose  parte  de  las  cosas 
sustraídas;  sin  que  obste  á  la  calificación,  que  pocos 
momento»  después  se  le  encontrara  en  una  casa  conti- 
•  gua  é  independiente  á  la  del  suceso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  ocho  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  dos. — Visto  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  proce- 
sado Manuel  Fernández  Soto,  vecino  de  la  casa  sita  en 
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esta  ciudad,  calle  de  Luz  número  tres,  de  oficio  ebanista, 
contra  la  sentencia  dictada  el  veinte  y  seis  de  Julio  úl- 
timOy  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  causa  que  se  ins- 
truyó en  el  Juzgado  del  Distrito  Este  de  esta  capital 
por  el  delito  de  robo. 

Hechos  probados: 

Resultando:  que  en  la  sentencia  que  es  objeto  del 
recurso  se  consignan  como    hechos   probados    los    si- 
guientes:— «Primero:  Resultando  probado  que  el    pro- 
^>ce9ado  Manuel  Fernández  Soto,  conocido  también  por 
«Julio  Zimerman  y  Bria  (a)    «Valenciano»,    en   unión 
»de  otro  individuo  que  no  se  ha    podido   determinar 
»quien  sea,  de  tres  á  cuatro  de  la  madrugada  del  trein- 
i>ta  de  Mayo  del  corriente  año,  y  en  momentos  en  que 
j>los  habitantes  de  ella  estaban   durmiendo,    con    una 
«llave  que  se  proporcionaron  y  que  no  pertenecía  al 
wdueño  de  la  casa  situada  en  Obispo  número    cuarenta 
«y  nueve,  y  penetrando  en  la  parte  destinada    á   esta- 
«blecimiento  de  víveres  de  los  señores  Negra  y  Alva- 
»rez,  hicieron  saltíir  las  cerraduras   de   dos    carpetas, 
«causando  en  las  mismas  un  daño,  por  valor  de  dos  pe- 
nses en  oro;  y  con  la  llave,  le^tima,    que   encontraron 
«en  el  escritorio  del  establecimiento,  abrieron  una  caja 
«pequeña  de  hierro,  y  sustrajeron  de  dicha  caja  y  car- 
«petas  cantidades  hasta  por  valor  de  veinte  y  seis   mil 
«setecientas  ochenta  y  siete  pei^eüís  doce  céntimos   en 
«diferentes  monedas,  pertenecientes    á   los    indicados 
))Xegra  y  Alvarez;  y  á  más  tomaron  un   reloj   con   su 
«leontina,  que  o€?taba  en  el  bolsillo  de  un  chaleco    col- 
»gado  á  una  baianda del   escritorio   pertenecientes   al 
»depend¡ente  Silveiro  Rixavh  y  los  cuales  reloj  y  leon- 
«tina,  valían  ciento  setenta  pesetas;    todas   las   cuales 
«cantidades  y  reloj  y  leontina,  sustrajeron    los  hecho- 
»res  para  hacerlos  suyos  valiéndose  de    no    haber    en 
«aquel  local  personal  alguno  en  aquellos  momentos,    y 
«teniéndolos  ya  á  todas  en  unos  cajones  y  en  líos,  para 
«llevárselos,  sintieron  que  se  movían  las  hojas  de  una 
«de  las  puertas  de  la  calle  acercándose  á    ésta,   vieron 
«allí  al  vigilante  nocturno  de  aquella  manzana  Joaquín 
«Raboso,  el  que  habiendo  notado  que  esa  puerta   esta- 
«ba  abierta  se  había  acercado  á  ella  y  la  había  empu- 
«jado;  esta  puerta  fué  por  la  que  entraron  allí   los   he- 
«chores.  Preguntado  por  este    vigilante  al    procesado 
«Manuel  Fernández  Soto  «Quién  es  usted,    le  contestó 
«que  era  un  dependiente  nuevo  de  la  casa,  pero  no  cre- 
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Dyéndolo  así  ese  agente  de  la  Autoridad,  cerró  la  puer- 
»ta  y  dio  la  señal  de  alarma  y  auxilio  con  el  pito  que 
»él  llevaba,  acudiendo  entonces  varios  funcionarios  do 
«Policía  y  algunos  particulares  los  que  reunidos  pene- 
»traron  en  la  casa  dicha,  no  hallando  ya  en  ella  á  los 
i)hechores  y  encontrando  en  los  cajones  y  paquetes  que 
Dse  han  indicado  la  cantidad  de  dinero  extraída  de  la 
))caja  de  hierro  y  carpetas  de  referencia,  excepción  he- 
»cha  de  las  sumas  que  luego  se  dirán.  Uno  de  los  he- 
«chores  ha  desaparecido  y  el  otro,  ó  séase  el  procesado 
«Manuel  Fernández  Soto,  al  advertir  las  llamadas  de 
«auxilio  del  Vigilante  nocturno  Joaquín  Raboso,  se 
«llevó  consigo  el  reloj,  la  leontina  dichos  y  el  dinero 
«que  faltaba  del  que  se  indica  antee;  y  se  encaminó  al 
«fondo  de  la  casa,  donde  subiendo  por  una  escalera  in- 
«terior  alcanzó  una  claraboya  que  había  cerca  de  la 
«azotea  cerrada  con  cristales,  y  rompiendo  los  de  és- 
«tos,  los  que  valían  setenta  centavos  de  peso  se  intro- 
«dujo  por  el  hueco  que  quedó  y  pasó  por  el  de  á  casa 
«calle  de  Cuba  número  setenta  y  cuatro  la  que  no  tenía 
«comunicación  alguna  con  la  del  suceso  y  estaba  habi- 
«tada  por  personas  agenas  á  la  de  ésta.  De  la  clarabo- 
»ya  de  referencia,  descendió  el  procesado  por  la  escale- 
«ra  que,  perteneciendo  á  la  casa  Cuba  número  setenta 
«y  cuatro,  sirve  para  subir  á  la  azotea  y  llegó  á  la 
«planta  baja  de  esta  última  casa  y  se  introdujo  en  la 
«sala  de  ella,  y  se  ocultó  en  un  rincón  tapándose  con 
«una  chaqueta  que  allí  halló.  Mientras  hacía  esto  el 
«procesado,  los  individuos  que  acudieron  entraron .  en 
«la  casa  de  Obispo  número  cuarenta  y  nueve,  lugar  del 
«suceso  perseguido  y  los  dueños  y  demás  que  allí  vi- 
«vían,  que  ya  se  habían  despertado,  buscaban  á  loa 
«hechores,  á  los  que  no  habían  visto,  y  se  enteraron 
«por  un  inquilino  de  la  casa  Cuba  número  setenta  y 
«cuatro,  que  había  visto  bajar  á  un  desconocido  para 
«él,  por  la  escalera  de  la  azotea  de  esta  casa,  por  lo 
«que  entrándose  en  ella  por  la  puerta  principal  fué 
«descubierto  el  procesado  en  el  lugar  dicho,  el  que  al 
«verse  descubierto,  arrojó  un  paquete  que  tenía  consi- 
«go  y  el  que  contenía  ciento  veinte  y  dos  pesos  en  bi- 
«Uetes  americanos,  treinta  y  ocho  monedas  españolas 
«de  á  cinco  pesos  treinta  centavos,  una  de  cuatro  pe- 
«sos  veinte  j  cinco  centavos,  una  de  dos  pesos  doce  y 
«medio  centavos,  y  dos  de  á  medio  peso,  todo  lo  que  as- 
«cendíaá  mil  seiscientas  cincuenta  y  tres  pesetas 
«ochenta  y  siete  y  medio  céntimos,  y  se  le  ocupó  enci- 
»ma  el  reloj  y  leontina,  tantas  veces  citado,    siendo  el 
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«dinero  éste,  el  que  el  procefiado  se  llevó  consigo,  con- 
iforme se  dice  antes,  pertenecientes  á  las  cantidades 
«que  él  y  el  que  le  acompañaba  extrajeron  de  la  caja  y 
«carpetas  del  establecimiento  de  Kegra  y  Alvarez.  Di- 
«cho  establecimiento  está  como  se  ha  hecho  constar,  en 
«la  casa  Obispo  número  cuarenta  y  nueve,  en  la  que  vi- 
«ven,  en  habitaciones  que  se  comunican  directamente 
«con  él,  los  dependientes  y  alguno  de  los  dueños  del 
«mismo.  Los  hechores  llevaron  consigo  para  realizar 
«los  actos  que  se  persiguen  varios  instrumentos  de  car- 
«pinteria  los  que  abandonaron  al  fugarse,  en  el  estable- 
«cimiento  dicho.  Resultando  probado  que  Manuel  Fer- 
«nández  Soto,  procesado  por  esta  causa  ha  sido  condena- 
«do  por  sentencias  firmes  de  veinte  de  Agosto  de  mil 
«novecientos  y  cuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos 
«uno,  por  tentativa  de  hurto  y  tentativa  de  robo  res- 
«pectivamente,  á  cincuenta  pesos  de  multa  y  cuatro 
«meses  veinte  días  de  arresto  mayor. 

Besolución  recubrida: 

Resultando:  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  los 
expresados  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de 
robo  en  casa  habitada,  no  llevando  armas  el  culpable, 
por  valor  que  excede  de  mil  doscientas  cincuenta  pese- 
tas, y  estimando  autor  del  mismo  al  mencionado  Fer- 
nández Soto,  con  la  concurrencia  en  su  ejecución,  de 
las  circunstancias  agravantes  números  diez  y  seis  y 
diez  y  nueve  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  lo  con- 
denó á  la  pena  de  seis  años,  seis  meses  de  presidio  ma- 
yor con  las  accesorias  del  artículo  cincuenta  y  seis  del 
dicho  Código:  á  indemnizar  á  los  perjudicados  Negra 
y  Alvarez  la  cantidad  de  dos  pesos  setenta  centavos, 
haciéndose  en  la  sentencia  los  demás  pronunciamien- 
tos que  estimó  dicha  Sala  procedentes. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando:  que  contra  eete  fallo  interpuso  el  en- 
causado recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  au- 
torizado por  el  caso  tercero  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, alegando  las  infracciones  legales  siguientes:  A. — 
El  artículo  quinientos  veinte  del  Código  Penal  en  re- 
lación con  el  número  tercero  del  quinientos  veinte  y 
seis  del  mismo  Código,  por  aplicación  indebida,  porque 
i  en  el  primero  Resultando  de  la  Sentencia,   no  se  dice 

í  ni  se  declara  probado  que  Fernández  Soto,    penetrara 

¡  en  el  establecimiento  empleando  ninguno  de  los  medios 
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á  que  se  refiere  el  caso  tercero  del  artículo  antes  cita- 
do, requisito  que  considera  indispensable  para  que  se 
estime  como  delito  de  robo  penado  en  ese  articulo  el 
hecho  que  se  declara  probado:  B: — El  mismo  artículo 
quinientos  veinte  en  relación  con  el  caso  primerp  del 
quinientos  veinte  y  seis,  porque  no  se  declara  probado 
que  el  procesado,  penetrara  en  el  lugar  del  hecho  esca- 
lando, sino  que  se  afirma  penetró  abriendo  una  de  las 
puertas  de  la  calle.  C: — El  propio  artículo  quinientos 
veinte  en  relación  con  los  artículos  quinientos  veinte 
y  seis,  caso  segundo:  quinientos  veinte  y  ocho  y  qui- 
nientos treinta  y  cuatro,  caso  segundo:  por  aplicación 
indebida,  al  estimar  que  los  hechos  declarados  proba- 
dos son  constitutivos  de  un  delito  de  robo  en  grado  de 
consumado,  siendo  así,  que  solo  debe  calificarse  de  ro- 
bo frustrado,  infringiéndose  consiguientemente,  el  ar- 
tículo tercero  del  repetido  cuerpo  legal,  por  falta  de 
aplicación,  exponiendo  á  este  respecto,  que  el  procesa- 
do y  su  acompañante  fueron  sorprendidos  antes  de  que 
hubieran  realizado  todos  los  actos  necesarios  para  la 
realización  del  delito  y  antes  de  que  tuvieran  la  libre 
disposición  de  los  objetos  sustraídos.  D:— Que  asimis- 
mo ha  sido  infringido  el  artículo  tercero,  párrafo  se- 
gundo en  relación  con  el  quinientos  veinte,  quinientos 
veinte  y  seis,  número  segundo:  quinientos  veinte  y 
ocho  y  quinientos  treinta  y  cuatro,  caso  segundo,  to- 
dos del  Código  Penal,  por  falta  de  aplicación,  estiman- 
do que  los  hechos  han  debido  calificarse  constitutivos 
de  un  delito  de  robo  en  grado  de  tentativa,  por  no  ha- 
ber realizado  el  culpable  todos  los  actos  de  ejecución 
que  debieran  producir  el  delito. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente  ante  este  Supremo  Tribunal,  previa  ins- 
trucción á  las  partes,  se  señaló  día  para  la  vista,  la  cual 
tuvo  efecto  el  día  diez  y  seis  del  actual,  cou  asisten- 
cia del  abogado  defensor  del  procesado  que  sostuvo  el 
recurso  y  del  Ministerio  fiscal  que  lo  impugnó,  pidien- 
do en  definitiva  que  se  declarara  sin  lugar. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  en  cuanto  á  los  motivos  del  recurso 
señalados  con  las  letras  A  y  B  y  por  los  cuales  se  re- 
clama la  infracción  del  artículo  quinientos  veinte  del 
Código  Penal  en  relación  con  los  números  primero  y 
tercero  del  quinientos  veinte  y  seis   de  dicho  Código, 
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que  refiriéndose  por  modo'  claro  en  la  sentencia,  qae  el 
culpable  penetró  en  el  establecimiento  de  Negra  y  Al- 
varez,  por  una  de  las  puertas  del  mismo,  utilizando 
una  llave  que  no  pertenecía  al  dueño  de  la  casa,  y 
por  tanto  falsa,  según  el  número  tercero  del  artículo 
quinientos  treinta  y  cuatro  del  citado  cuerpo  legal,  no 
puede  negarse,  como  lo  hace  el  recurrente,  que  esté 
eomprendido  el  caso  dentro  del  húmero  tercero  del 
quinientos  veinte  y  seis  antes  citado,  porque  éste  de- 
termina claramente  el  de  introducirse  el  malheclior 
en  la  casa  6  edificio  donde  el  robo  tuviere  lugar,,  ha- 
ciendo uso  de  llaves  falsas,  y  que  por  otra  parte,  su- 
puesto lo  contrario,  siempre  resultaría  comprendido  en 
el  número  cuarto  del  propio  artículo,  puesto  que  la 
sustracción  se  verificó  con  fractura  de  muebles,  cual 
fué  la  realizada  en  dos  carpetas  de  las  que  sustrajeron 
también  el  dinero  que  contenían. 

Considerando  en  lo  que  respecta  á  los  motivos  se- 
ñalados con  las  letras  C  y  D  que,  dados  los  hechos  que 
en  la  sentencia  se  declaran  probados,  no  puede  menos 
de  estimarae  consumado  el  delito  de  robo  cometido 
por  el  procesado  Fernández  Soto,  pues  si  bien  éste  fué 
sorprendido  en  los  momentos  en  que  lo  ejecutaba,  al 
fugarse,  como  se  fugó,  lleváuílose  algún  dinero  y  otros 
objetos  con  los  cuales  logró  salir  de  la  casa  en  que  rea- 
lizaba el  delito,  poniéndose  fuera  de  la  vista  é  inme- 
diato alcance  de  los  que  pudieran  aprehenderle  ó  per- 
seguirle, es  indudable  que  completó  todos  los  actos 
propios  de  su  total  ejecución  que  dieron  por  resaltado 
el  delito;  no  obstante,  .por  tanto,  á  su  calificación  co- 
mo consumado,  el  que  pocos  momentos  después  del 
hecho  se  le  encontrara  oculto  en  una  de  las  casas  con- 
tiguas é  independientes  á  la  del  suceso,  porque  en  esta 
situación,  por  más  ó  menos  tiempo,  pudo,  á  su  volun- 
tad, disponer  de  los  objetos  que  sustrajo. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  anterior- 
mente consignados,  no  existen  los  errores  de  derecho 
é  infracciones  legales  que  por  el  recurso  se  atribuye  al 
Tribunal  sentenciador,  y  por  tanto,  procede  declararlo 
sin  lugar  con  imposición  de  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  procesado  Manuel  Fernández 
Soto,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  prime- 
ra de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, el  veinte  y  seis  de  Julio  último;  con  las  costas 
Á  cargo  del  recurrente. 
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Comuniqúese  por  medio  de  las  oportunas  certifi- 
caciones á  la  Audiencia  de  la  Habana^  Secretaría  de 
Justicia  y  Gaceta  Oficial  á  los  correspondientes  fines 
legales. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — El  Magistrado  Sr.  Francisco  Noval  y  Marti 
votó  en  Sala. — ^José  Antonio  Pichardo. 


Inf.  ley.— Sent.  108.— 28  de  Octubre  de  1902.— Disparo. 

(  Oac.  Marzo  31. ) 

DOCTRINAr  Hl  acto  de  disparar  contra  determi- 
nada persona,  cualesquiera  que  sean  las  circunstan- 
cias en  que  se  realice,  está  comprendido  en  el  artículo 
421  del  Cóálgo  Penal,  á  menos  que  con  el  disparo  no 
se  cometa  un  delito  al  que  esté  señalada  pena  sapc- 
rior  A  la  que  conforme  al  citado  artículo  deba  impo- 
nerse. 

En  la  Ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  ocho  de 
Octubre  de  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  Ley,  que  pende  ante  éste  Tri- 
bunal Supremo,  interpuesto  á  nombre  de  Agustín 
Hernández  Castillo,  hijo  de  José  y  de  Joaquina,  de 
treinta  y  tres  años,  natural  y  vecino  de  San  Antonio  de 
los  Baños,  del  comercio  y  sin  instrucción,  contra  la 
sentencia  dictada  en  veinte  y  cinco  de  Julio  último  por 
la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  en  la  causa  procedente  del  Juz- 
gado de  Instrucción  de  la  citada  villa  de  San  Antonio 
de  los  Baños,  por  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego 
contra  determinada  persona. 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público 
dicha  causa,  dictó  sentencia  el  mencionado  Tribunal 
en  la  fecha  expresada,  consignando  en  aquélla  el  si- 
guiente Resultando: 

Hechos  probados: 

»Resultando  probado:  que  el  día  siete  de  Abril 
j>del  corriente  año,  el  procesado  Hernández  encontró 
»á  Indalecio  Cueto  en  el  camino  que  conduce  á  la  finca 
j»**Piedra  Hita''  donde  tuvieron  una  discusión  con  mo- 
tivo de  otra  que  habían  tenido  esa  misma  mañana  y 
*que  dio  por  resultado  que  ambos  riñeran,  haciendo  el 
«procesado  Hernández  con  el  revólver  que  portaba  tres 
«disparos  contra  Cueto,  sin  que  le  causara  daño  y  aco- 
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jimetiendo  Caeto  al  procesado,  con  un  cuchillo  é  in- 
»firiéndole  á  éste  una  lesión  leve.  Indalecio  Cueto, 
urecibió  también  otra  herida  en  la  mano  derecha  sin 
sque  se  haya  justificado  se  la  infiriese  el  procesado  6  si 
j«e  la  causara  él  mismo  con  el  cuchillo  que  portaba». 

Resolución  rbcubbida: 

Resultando  que  dicho  Tribunal  calificó  los  hechos 
expuestos  como  constitutivos  de  un  delito  de  disparo 
de  arma  de  fuego  contra  determinada  persona,  pre- 
visto y  penado  en  el  articulo  cuatrocientos  veinte  y 
uno  del  Código  Penal,  y  como  autor  del  mismo,  sin 
circunstancias  modificativas,  condenó  al  acusado  á  las 
penas  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de 
prisión  correccional  y  accesorias  inherentes  á  dicha 
pena  principal,  y  le  absolvió  en  cuanto  al  delito  de 
lesiones. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  fué  inter- 
puesto &  nombre  de  Agustín  Hernández  Castillo,  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  apoyándolo 
en  el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  é  igual 
número  del  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  dicha 
ley  procesal,  y  como  infracción  legal  la  consignada  en 
el  siguiente  motivo:  «Dicha  sentencia  infringe  el  ar- 
))tículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal, 
«porque  según  éste  existe  el  delito  de  disparo  de  arma 
»de  fuego,  cuando  no  se  trata  de  riña  ó  reyerta,  sino 
«cuando  sin  esta  circunstancia  una  persona  dispara 
«contra  otra.» 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribunal  Supremo,  tuvo  lugar  la  vista  el  día 
diez  y  seis  del  actual  con  la  sola  asistencia  del  repre- 
sentante del  Ministerio  Fiscal,  quien  inpugnó  el  re- 
curso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Marti. 

Considerando  que  ni  el  artículo  cuatrocientos 
veinte  y  uno  del  Código  Penal,  ni  otro  alguno,  re- 
quieren que  para  que  se  deba  estimar  cometido  el  de- 
lito especialmente  previsto  y  penado  el  citado 
artículo,  sea  preciso  que  el  disparo  de  arma  de  fuego 
contra  determinada  persona  no  se  ejecute  en  riña;  antes 
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por  el  contrario,  segün  su  texto  se  comete  siempre  qae 
se  dispara  contra  alguna  persona  y  debe  penarse  segdn 
el  mismo  articulo,  á  menos  que  con  dicho  disparo  no 
fie  cometa  un  delito  á  que  esté  señalada  pena  superior. 

Considerando  en  tal  concepto  carece  en  al^oluto 
de  fundamento  el  alegado  por  el  recurrente  para  sos- 
tener la  infracción  del  tantas  veces  citado  artículo 
cuatrocientos  veinte  y  uno,  y  por  ello  debe  ser  declarado 
sin  lugar  el  presente  recurso  de  casación. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  á  nombre  de  Agustín  Hernández  Cas- 
tillo, contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  cinco  de 
Julio  último  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  las  costas 
de  cargo  de  dicho  recurrente.  Comuniqúese  por  me- 
dio de  copias  autorizadas  á  la  Audiencia  de  la  Habana, 
la  Secretaría  de  Justicia  y  Gaceta  Oficial  á  los  efectos 
legales  correspondientes. — Así  por  esta  nuestra  sen- 
tencia lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  — José 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — El  Magistrado,  Sr. 
Francisco  Noval  y  Martí  votó  en  Sala. — José  Antonio 
Pichardo. 


Inf.  ley.-Sent.  109.— 30  de  Octubre  de  1902.— Eespon- 

Sabilidad  judicial.   ( (^ac.  Marzo  31. ) 

DOCTRINA:  Para  que  un  hecho  revist.i  los  carac- 
teres de  prevaricación  que  castiga  el  artículo  357  del 
Código  Penal  es  indispensable  que  ofrezca  elementos 
bastantes  para  poder  presumir  que  el  Juez,  á  sabien- 
das, ha  dictado  sentencia  injusta  contra  el  reo  en  cau- 
sa criminal. 

Cuando  la  pena  impuesta  al  reo  está  autorizada  por 
el  Código  Penal  ó  por  \tty  especial  que  prevé  3-  castiga 
el  delito  á  que  se  ha  apIicadQ,no  puede  ccnieterel  Juex 
el  delito  previssto  en  el  artículo  119  del  Código. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  treinta  de  Octubre  de 
mil  novecientos  dos;  en  el  recui-so  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo 
contra  el  acto  de  cinco  de  Agosto  último,  dictado  por 
la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  en  el  autejuicio  promovido  por 
Gabriel  Morales  y  Morales  contra  el  Juez  Correccional 
suplente  del  segundo  Distrito  de  esta  ciudad,  Federi- 
co Justiniani,  por  el  delito  comprendido  en  el  articulo 
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trescientos  cincuenta  y  siete  6  en  el  ciento  noventa 
cinco  del  Código  Penal: 


y 


Hbchos: 


Resultando  que  en  dicho  auto  se  consignan  los  tres 
siguientes  resultados:  «Resultando  que  en  veinte  y 
«cinco  de  Junio  último  Gabriel  Morales  y  Morales  pro- 
wmovió  antejuicio  en  esta  Sala  contra  el  Juez  Corree- 
«cional  del  segundo  Distrito  Federico  Justiniani  por 
«delito  comprendido  en  el  artículo  trescientos  cincuen- 
»ta  y  siete  del  Código  Penal  ó  en  el  ciento  noventa  y 
»cincodel  mismo  cuerpo  legal ^  fundándose  para  que  se 
«admitiera  la  querella  que  con  los  actos  procesales  que 
«luego  se  dirá  no  debió  habérsele  condenado  como  se 
«le  condenó  como  autor  del  delito  y  que  caso  de  con- 
«denársele,  se  le  aplicó  injustamente  una  pena  que  no 
«le  correspondía.  Resultando  que  la  sentencia  que 
«dio  motivo  al  antejuicio  fué  dictado  en  causa  número 
«novecientos  tres  del  corriente  año,  seguida  contra  el 
«el  promovente  por  estafa  á  Lucía  Nogueras;  la  que 
«tiene  fecha  once  do  Junio  y  dice  lo  siguiente:  El  se- 
«ñor  Juez  Correccional  Suplente  del  segundo  Distrito 
«Ledo.  Federico  Justiniani  dijo:  que  en  vista  de  que 
«por  el  acusado  blanco  Gabriel  Morales  y  Morales  se 
«ha  justificado  la  comisión  del  delito  de  estafa,  pre- 
Dvisto  y  penado  en  el  artículo  quinientos  sesenta  y  cinco 
«del  Código  Penal  en  relación  con  el  caso  treinta  y 
«ocho  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  del  Go- 
«biemo  Militar  de  veinte  y  cinco  de  Mayo  mil  nove- 
«cientos,  imponía  á  dicho  acusado  la  pena  de  cuarenta 
«y  cinco  días  de  arresto,  más  lo  que  le  corresponda  en 
«defectade  pago  de  veinte  pesos  americanos  deindem- 
«nización,  abonándosele  la  prisión  preventiva,  decomi- 
«sándose  la  sortija  ocupada  y  piedra  blanca  que  se 
«acompaña.  Así  por  ésta  mi  sentencia,  lo  pronunció, 
«mandó  y  firmó  Federico  Justiniani.  En  dicho  juicio 
«denunció  la  testigo  Lucía  Nogueras  que  se  había  pre- 
«sentado  en  su  casa  el  Gabriel  Morales,  vendiendo  una 
«sortija  y  un  reloj  en  siete  centenes  que  ella  ofreció 
«veinte  pesos  por  la  sortija  que  no  aceptó  el  Morales  y 
«se  retiró;  que  esa  sortija  tenía  un  brillante  que  como 
!  »á  la  hora  de  esto  se  presentó  otro  individuo,  quien  le 

I  «dijo  iba  de  parte  de  Morales  que  tomase  la  sortija  y 

¡  «como  no  le  ofreciera  más  que  los  veinte  pesos  en  mo- 

!  «neda  americana  se  fué  ese  individuo,  según  decía  á 

!  «consultar  con  Morales  y  volviendo  poco  después  le 

«entregó  la  sortija  y  ella  le  dio  el  dinero,  que  al  ente- 
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«rarse  que  la  sortija  era  falsa  denunció  el  hecho:  La 
«cual  denunciante^  en  el  acto  verbal  reconoció  á  Mo- 
rrales como  al  que  le  había  llevado  la  sortija  la  primera 
))vez,  y  que  había  presenciado  los  hechos  Melitón  Rei- 
»noso  y  que  ella  no  acusaba  al  Morales:  El  testigo  Me- 
))lit6n  Reinoso  dijo:  que  se  encontraba  en  casa  de  la  Lu- 
))cía  Nogueras  y  que  llegó  un  individuo  desconocido,  di- 
))CÍéndole  iba  de  parte  de  Morales  llevando  la  sortija  á 
«vender,  que  la  sortija  que  llevaba  la  vio  el  declarante 
»y  era  buena  y  que  al  volver  sería  cuando  trajo  la  que 
«era  falsa.  El  promovente  Morales  en  ese  acto  verbal 
«dijo:  que  estando  con  Miguel  Casas  en  la  calle  se  le 
«acercaron  dos  desconocidos  proponiéndoles  un  reloj  y 
«una  sortija  por  lo  que  él  se  ofreció  para  venderla,  He- 
«vandola  á  casa  de  la  perjudicada  y  como  ésta  no 
«aceptase  devolvió  las  prendas  á  dichos  individuos  y 
«no  se  volvió  á  ocupar  más  del  asunto,  que  él  se  dedica 
«á  vender  prendas,  y  que  vio  entrar  al  desconocido  en 
«cuestión  en  casa  de  la  Lucía.  Y  el  testigo  Miguel  Ca- 
«sas  dijo  que  estando  con  Morales  en  la  calle  pasó  lo 
«dicho  con  Morales  y  que  después  se  fueron  los  dos 
«juntos  á  un  café  marchándose  luego  él  solo  y  que  no 
«oyó  ofertas  entre  el  desconocido  y  Morales:  Resul- 
«tando  que  admitido  el  antejuicio  y  sustanciado  solo 
«compareció  á  la  vista  el  Ministerio  Fiscal,  quien  pi- 
»áió  que  no  se  admitiese  la  querella.» 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  por  el  mismo  auto,  de  cinco  de 
Agosto  último,  estimando  dicha  Sala,  en  cuanto  al 
primer  fundamento  del  antejuicio,  ó  sea  el  que  se  re- 
fiere al  delito  comprendido  en  el  artículo  trescientos 
cincuenta  y  siete  del  Código  Penal,  que  no  puede  «en- 
«tenderse  que  el  Juez  Correccional  querellado  dictó 
«sentencia  injusta  al  condenar  al  promovente  como 
«autor  del  delito  porque  se  formó  el  procedimiento, 
«toda  vez  que  ese  Juez,  segün  se  vé  por  el  texto  de  la 
«sentencia  dictada  apreciando  las  pruebas  practicadas 
«en  el  juicio,  entendió  que  dicho  promovente  ei-a  el 
«responsable  del  delito  que  se  perseguía,  como  autor, 
«y  ajustó  su  sentencia  al  convencimiento  que  se  formó;» 
y  estimando — la  propia  Sala — en  cuanto  al  segundo  de 
los  fundamentos  del  antejuicio,  ó  sea  el  que  se  contrae 
al  delito  comprendido  en  el  artículo  ciento  noventa  y 
cinco  del  mismo  Código,  que:  «Habiéndose  procedido 
«por  un  acto  delictivo  de  los  que  la  Ley  ordena  tengan 
«competencia  para  conocer  los  Jueces  Correccionales, 
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«el  querellado  estaba  facultado  para  imponer  entre 
«otras  penas  las  de  arresto  ó  detención  por  un  espacio 
»de  tiempo  no  mayor  de  seis  meses,  y  que,  por  lo  tan- 
j»to,  al  imponer  el  Juez  al  promovente  por  el  delito 
«perseguido  una  pena  de  cuarenta  y  cinco  días  de 
jtarresto,  se  ajustó  á  las  disposiciones  legales  que  regu- 
»lan  el  procedimiento  criminal  vigente;»  vistos  los  ar- 
tículos trescientos  cincuenta  y  siete,  ciento  noventa  y 
cinco  y  quinientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Penal, 
cuarenta  y  uno  y  cuarenta  y  ocho  de  la  Orden  doscien- 
tos trece  de  mil  novecientos  y  setecientos  setenta  y  cua- 
tro y  setecientos  setenta  y  seis  déla  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  declaró — la  expresada  Sala — que  no 
ha  lugar  á  admitirse  la  querella  establecida  por  Gabriel 
Morales  y  Morales  contra  el  Juez  Correcional  del  se- 
gundo Distrito  Federico  Justiniani,  por  los  delitos 
compendidos  en  los  artículos  trescii^ntos  cincuenta  y 
siete  y  ciento  noventa  y  cinco  del  Código  Penal;  con 
las  costas  de  oficio. 

Fundamentos  dkl  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  ese  auto  interpuso  Ga- 
briel Morales  y  Morales  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  citando  como  preceptos  que 
lo  autorizan  los  artículos  ochocientos  cuarenta  y  ocho, 
número  quinto  y  ochocientos  cincuenta  y  dos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  alegando  que  el 
auto  recurrido  infringe  los  artículos  ciento  noventa  y 
cinco,  trescientos  cincuenta  y  siete  y  quinientos  sesen- 
ta y  cinco  del  Código  Penal,  cuarenta  y  uno  y  cuaren- 
ta y  ocho  de  la  Orden  doscientos  trece  de  mil  novecien- 
tos, por  errónea  interpretación;  y  por  falta  de  aplica— 
ción  el  artículo  veinte  del  referido  Código  Penal  y  el 
diez  y  nueve  de  la  Constitución  de  la  República;  al  de- 
clarar la  Sala  que  los  hechos  en  que  se  funda  la  que- 
rella no  constituyen  delito  (guando  en  realidad  presen- 
tan los  caracteres  de  los  comprendidos  en  los  artícu- 
los ciento  noventa  y  cinco  y  trescientos  cincuenta  y 
siete  del  Código  Penal,  sin  que  circunstancias  posterio- 
res á  su  consumación  impidan  penarlos;  que,  por  ui^ 
parte,  apareciendo  del  auto  recurrido  que  la  perjudica- 
da no  le  acusó,  ni  los  testigos  oidos  en  el  juicio  declara- 
ron en  su  contra,  en  tanto  que  esos  testigos  y  la  perjudi- 
cada señalan  como  autor  del  hecho  estimado  por  el 
Juez  Correccional  como  constitutivo  de  estafa,  al  indi- 
viduo desconocido  que  invocando  su   nombre  dio  una 
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sortija  mala  por  otra  buena  engañando  á  Lucía  Nogue- 
ras, es  visto  que  la  sentencia  condenatoria  indicada  pre- 
senta los  caracteres  del  delito  que  comprende  el  artícu- 
lo trescientes  cincuenta  y  siete  del  Código  Penal,  pues 
si  bien  es  amplia  la  facultad  que  tiene  el  Juez  Correc- 
cional para  apreciar  las  pruebas,  esta  facultad  jamás 
se  extiende  á  estimar  responsable  á  quien  no  se  acusa 
y  contra  el  cual  las  mismas  pruebas  no  arrojan  cargo 
de  ningún  género;  que,  por  otra  parte,  aunque  así  no 
fuera,  y  atendiendo  á  los  otros  términos  de  la  quere- 
lla, la  disposición  del  artículo  cuarenta  y  ocho  de  la 
Orden  doscientos  trece  es  meramente  adjetiva  y  no 
puede  entenderse  que  autorice  á  los  Jueces  Correccio- 
nales para  variar  la  naturaleza  de  la  pena  que  á  cada 
delito  señala  el  Código  Penal  como  ley  sustantiva;  por 
lo  cual,  si  se  estimaba  en  su  contra  que  había  cometi- 
do un  delito  de  estafa  comprendido  en  el  artículo  qui- 
nientos sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  debió  impo- 
nérsele únicamente  la  pena  de  multa  del  tanto  al  du- 
plo del  perjuicio  irrogado,  que  para  el  caso  señala  este 
artículo  y  no  la  pena  superior  de  arresto  mayor  que  se 
le  impuso,  infringiéndose  el  artículo  veinte  de  dicho 
Código  y  el  diez  y  nueve  de  la  Constitución  de  la  Re- 
pública. 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  sustancia- 
do en  forma,  se  celebró  la  vista  pública  correspondien- 
te con  asistencia  exclusiva  del  Ministerio  Fiscal,  que 
sostuvo  en  el  acto  la  improcedencia  de  aquél: 

Decisión  del  rbgubso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  para  que  un  hecho  revista  los 
caracteres  del  delito  de  prevaricación  que  castiga  el 
artículo  trescientos  cincuenta  y  siete  del  Código  Penal, 
es  indispensable  que  ofrezca  elementos  bastantes  para 
poder  presumir  que  el  Juez  á  sabiendas,  ha  dictado 
sentencia  injusta  contra  el  reo,  en  causa  criminal  por 
delito;  lo  que  no  sucede  en  el  presente  caso,  en  que  el 
Juez  Correccional  á  que  el  antejuicio  se  contrae,  apre- 
ciando, en  uso  de  su  propia  competencia,  según  la  Or- 
den doscientos  trece  de  veinte  y  cinco  de  Mayo  de  mil 
novecientos,  determinadas  pruebas  que  por  su  índole 
pudieron  producirle  la  convicción  de  que  el  encausado, 
ó  sea  el  recurrente  Gabriel  Morales  y  Morales,  era  cul- 
pable de  estafa  conforme  á  los  artículos  quinientos  se- 
senta y  cinco   del  Código   Penal  y    cuarenta  y  uno — 
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número  treinta  y  ocho —  de  la  expresada  Orden,  dict6 
sentencia  en  el  oportuno  juicio,  por  la  cual  le  condenó 
como  reo  de  este  delito,  imponiéndole  una  pena  que, 
— sin  que  conste,  ni  siquiera  se  alegue  por  el  recu- 
rrente que  el  delito  al  cual  se  ha  aplicado  se  hubiere 
cometido  con  anterioridad  á  la  publicación  de  dicha 
Orden,  es  de  estimarse  ajustada  á  lo  que  previene  el 
articulo  cuarenta  y  ocho,  en  consonancia  con  el  cua- 
renta y  dos  y  cuarenta  y  cuatro,    de  la  misma  Orden; 

Considerando  que  tampoco  presenta  el  hecho  que 
es  materia  del  antejuicio,  caracteres  del  delito  com- 
prendido en  el  artículo  ciento  noventa  y  cinco  del  Có- 
digo tenal;  por  cuanto  entre  los  datos  que  sirven  de 
fundamento  al  recurso  no  ap&rece  ninguno  que  permi- 
ta afirmar  que  el  Juez  querellado  ha  establecido  6 
aplicado  al  recurrente  penalidad  alguna  distinta  de  la 
prescrita  por  la  Ley  para  cualquier  género  de  delitos; 
resultando,  por  el  contrario,  que  la  pena  de  arresto 
que  le  impuso  en  la  sentencia  respectiva  estaba  auto- 
rizada en  la  fecha  de  ésta,  asi  por  el  Código  Penal 
como  por  la  referida  Orden  para  aplicarse  á  diversos 
delitos; 

Considerando  que,  por  tanto,  al  no  estimar  justo 
el  Tribunal  á  quoy  en  su  auto  de  cinco  de  Agosto  próxi- 
mo pasado,  admitir  la  querella  de  que  se  trata,  no  in- 
fringió precepto  alguno  del  Enjuiciamiento  Criminal, 
ni  ninguna  de  las  disposiciones  legales  sustantivas 
citadas  en  el  recurso;  procediendo  en  consecuencia 
declarar  éste  sin  lugar  y,  con  arreglo  al  articulo  cua- 
renta de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  condenar  en  costas  al  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Gabriel  Morales  y  Morales  contra 
el  auto  de  cinco  de  Agosto  último,  denegatorio  de  ad- 
misión de  querella,  dictado  por  la  Sección  primera  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  el  antejuicio  promovido  por  el  mismo  Morales  con- 
tra el  Juez  Correccional  suplente  del  segundo  Distrito 
de  esta  capital,  Federico  Justiniani;  con  las  costas  de 
este  recurso  á  cargo  del  recurrente.  Asi  por  esta  nues- 
tra sentencia — la  Secretaria  de  Justicia  y  Gaceta  Ofi- 
cial para  los  correspondientes  fines  legales — lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.  — Eafael  Cruz  Pé- 
rez.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. 

T.   3.— 1908.— I. 
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Ins.  ley.— Sent;  110—4  de  Noviembre  de  1902.— Asociar 
don  ilícita.— (  Ga/i.  AbrUe.) 

DOCTRINA:  La  asodaxdón  conocida  con  el  nom- 
bre de  "Juego  de  Ñañigos"  es  ilícita,  porque  las  prác- 
ticas conocidas  que  observa  tienden  á  corromper  las 
buenas  costumbres  y  á  quebrantar  los  prlnciploa  dt  la 
moral  pública. 

La  pena  correspondiente  á  los  fundadores  de  una 
sociedad  ilícita  es  la  misma  que  debe  imponerse  á.  los 
Directores  6  sea  la  sefialada  en  el  número  If  del  artícu- 
lo 187,  y  no  en  el  mismo  número  del  188,  del  Código. 
Bs  evidente  que  tienen  el  carácter  de  fundadores  aque- 
llos respecto  de  los  cuales  la  Sala  sentenciadora,  afir- 
ma que  constituyeron  la  asociación. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientOB  dos; — Visto  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  los  pro- 
cesados Pascual  García  Almirante,  conocido  también 
por  los  apellidos  de  Crespo,  Miranda  García  y  García 
Miranda  (a)  ''Bemba",  y  Juan  Llanes Basallo,  ambos 
jornaleros  y  vecinos  de  esta  ciudad,  contra  la  senten- 
cia dictada  en  veinte  y  uno  de  Julio  último,  por  la 
Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  esta  capital,  en  causa  que  se  instruyó  en  el 
Juzgado  del  Centro  por  el  delito  de  asociación  ilícita: 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  que  es  objeto  del 
recurso,  se  refieren  como  hechos  probados  los  siguien- 
tes: «Primero:  Resultando  probado,  que  los  procesa- 
idos  moreno  Pascual  García  Almirante  y  pardo  Juan 
«Llanes  Basallo,  se  reunieron  el  día  veinte  y  tres  de 
»Mayo  último,  en  la  casa  calle  Peflalver  número  vein- 
»te  y  uno  de  que  era  inquilino  principal  Juan  Llanes, 
))en  la  que  habitaba  Pascual  García,  en  unión  de  otros 
«individuos  ignorados,  y  constituyeron  una  asociación 
»de  la  conocida  con  el  nombre  de  «Juego  de  Ñañigos» 
«celebrando  el  juramento  que  es  de  ritual  para  la  consti- 
«tución  de  la  misma,  sin  haber  puesto  en  conocimiento 
«de  la  Autoridad  local,  el  objeto  y  estatutos  de  la  aso- 
«ciación  ni  el  lugar  en  que  habían  de  celebrarse  sus 
«reuniones.  Las  asociaciones  de  fíánigos,  aún  cuando 
«se  desconocen  en  detalle  sus  reglas  y  estatutos,  son 
«perseguidas  y  lo  han  sido  en  todo  tiempo  en  esta  Isla, 
«como  contrarias  á  lo  moral  pública,  por  la  forma  en 
«que  se  celebra  el  juramento  de  sus  asociados,  á  quie- 
«nes  se  viste  de  manera  ridicula  con  el  traje  denomi- 
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j»nado  <rDiablitoj>  salpicándolos  oon  sangre  de  gallo,  y 
•obligándose  todos  á  defenderse  mutuamente  aún  & 
«costa  de  la  muerte  de  otros.  Los  procesados  fueron 
«sorprendidos  por  la  policía  ea  ék  momento  en  que 
«acababa  de  oelefafauBe  el  juramento  de  los  iniciados 
«dedarándose  dueño  Pascual  Qarcía  Almirante  del 
«traje  de  «Diabüto»  <rPalo  Mecongo«  y  demás  atributos 
«ocupados. — Segundo:  Resultando  probado,  que  el 
«procesado  Pascual  Grarcia  Almirante,  que  es  conoci- 
«do  también  con  los  apellidos  de  Crespo,  Mi- 
«randa  Garda  y  García  Miranda,  ha  sufrido  por  sen- 
«teucia  firme  de  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil 
irochocientoe  noventa  y  uno,  por  hurto,  condena  de 
«dos  meses  y  un  día  de  arresto  mayor,  por  otra  tam- 
«bién  firme  de  veinte  y  seis  de  Enero  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  seis,  por  hurto,  á  tres  meses  y  un  día 
«de arresto  mayor.» 

Besolución  sbcubrida: 

Resultando  que  los  hechos  anteriormente  expues- 
tos, los  cali6c6  la  Sala  sentenciadora,  como  constitu- 
tivos de  un  delito  de  asociación  ilícita,  definido  y 
castigado  por  los  artículos  ciento  ochenta  y  seis  y  cien- 
to ochenta  y  siete,  casos  primero  y  el  segundo  de  este 
último  artículo,  del  cual  delito  estimó  autores  á  los 
procesados  en  concepto  de  fundadores  y  directores  de 
la  expresada  asociación,  y  apareciendo  solo  en  cuanto 
á  García  Almirante,  la  concurrencia  de  la  circunstan- 
cia agravante  diez  y  ocho  del  artículo  diez  del  Código 
^enal,-  condenó  á  éste  á  la  pena  de  cuatro  afios  de 
prisión  correccional  con  las  accesorias  de  suspensión 
de  todo  cargo  y  del  derecho  del  sufragio  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  á  la  multa  en  cantidad  de  mil 
pesetas,  sufriendo,  en  su  caso,  por  insolvencia  el  apre- 
mio personal  de  ley,  á  razón  de  un  día  más  de  deten- 
ción por  cada  doce  pesetas  y  inedia  que  dejare  de  sa- 
tisfacer; y  al  otro  procesado  ó  sea  Juan  Llanes  Basa- 
lio  á  la  de  dos  años,  seis  meses  de  prisión  correccional 
con  las  accesorias  ya  indicadas  y  multa  de  mil  pesetas 
con  el  apremio  personal  ya  expresado,  debiendo  am- 
bos por  mitad  abonar  las  costas  del  proceso. 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Resultando :  que  contra  este  fallo  interpusieron 
loe  encausados  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  autorizado  por  los  casos  primeros  y  sexto  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
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juiciamiento  Críminal,  alegando  los  siguientes  moti- 
vos: «A: — La  sentencia  infringe  los  artículos  ciento- 
^ochenta  y  seis,  caso  primero  y  ciento  ochenta  y  siete^ 
Dcaso  primero  y  segundo  del  Código  Penal  por  indebida 
«aplicación,  en  efecto,  según  los  artículos  que  la  sen- 
))tencia  cita,  es  necesario  que  la  asociación  se  estime 
j>como  ilícita  y  tenga  un  fin  inmoral  y  en  el  resultando 
«probado  de  la  Sala  se  declara  que  se  desconocen  lo«- 
nestatutos  de  la  asociación  que  se  considera  ilícita  y 
«que  de  todos  es  conocido  que  uno  de  sus  ritos  es  el  ju- 
«ramento,  hechos  que  tal  como  lo  presenta  la  Sala  en 
«su  resultando  no  caen  dentro  del  precepto  del  Código 
«Penal,  por  lo  que  no  pueden  estimarse  como  punibles; 
«pues  mal  se  puede  considerar  una  asoeiación  ilícita  si 
«se  desconoce  su  reglamento  y  fines  que  persigue.  En, 
«tal  concepto  la  Sala  ha  incurrido  en  error  de  califica- 
«ción. — B: — Aceptando  que  los  hechos  que  se  declaran, 
«probados  constituyan  el  delito  de  asociación  ilícita  el 
«artículo  aplicado  en  lo  que  se  refiere  á  la  penalidad 
«es  ciento  ochenta  y  ocho  en  su  número  primero  y  no 
«el  ciento  ochenta  y  siete  número  primero  que  aplica^ 
«la  Sala  conceptuando  á  los  procesados,  fundadores  6 
«directores.  Los  procesados  deben  ser  estimados  me- 
«ros  asociados  por  la  razón  de  que  la  Sala  no  ha  decla- 
«rado  en  el  tantas  veces  repetido  resultando  que  ellos 
«sean  Jefes  ó  Directores  de  la  Asociación,  en  este  sen- 
«tido  la  Sala  ha  incurrido  en  otro  error,  ó  sea  el  de 
«aplicar  un  artículo  por  otro,  el  ciento  ochenta  y  siete 
«por  aplicación  indebida  y  el  ciento  ochenta  y  ocho 
«por  inaplicación. 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  y  personada 
el  recurrente,  se  celebró  la  vista  pública  con  asistencia 
del  abogado  defensor  del  procesado  García  Almirante, 
que  sostuvo  solamente  el  segundo  de  los  motivos  ale- 
gados, y  del  Ministerio  Fiscal  que  impugnó  los  alega* 
dos  en  el  escrito  por  el  cual  se  recurrió  de  la  sentencia^ 
ya  expresada. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo^ 
rales. 

Considerando:  que  según  determina  el  artículo 
ciento  ochenta  y  seis  del  Código  Penal,  en  su  número 
primero,  se  reputan  asociaciones  ilícitas  las  que  por 
su  objeto  y  circunstancias  sean  contrarios  á  la  moral 
pública. 

Considerando:  que  entre  las  asociaciones  de  esta. 
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clase,  se  hallan  comprendidas  las  denominadas  «Jue- 
gos de  Ñañigos^)  que,  por  las  prácticas  conocidas  que 
observan,  tienden  á  corromper  las  buenas  costumbres 
y  quebrantar  los  principios  de  moral  pública;  y  siendo 
de  tal  naturaleza  la  que  constituyeron  los  procesados, 
dados  los  procedimientos  que  refiere  la  sentencia  que 
observaban  éstos  y  las  demás  personas  que  allí  se  ha- 
llaban al  tiempo  de  ser  sorprendidos,  cae  de  lleno  den- 
tro de  la  prescripción  del  artículo  ciento  ochenta  y 
-seis  del  Código  Ponal;  y  por  tanto  al  aplicarlo  el  Tri- 
bunal sentenciador  no  lo  ha  infringido. 

Considerando:  que  asi  mismo  no  ha  sido  infringi- 
do el  artículo  ciento  ochenta  y  siete  del  propio  cuerpo 
legal  en  sus  números  primero  y  segundo  en  el  concep- 
to que  expresael  recurrente,  pues  declarado  probado 
que  los  procesados  constituyeron  la  mencionada  aso- 
ciación no  pueden  negar  el  carácter  de  fundadores  de 
la  misma,  á  los  cuales,  asi  como  también  á  los  direc- 
tores y  presidentes,  la  penalidad  imponible  no  es  otra, 
•que  la  que  determina  el  artículo  ciento  ochenta  y  siete 
Aplicado  en  la  sentencia. 

Considerando:  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
<3ede  declarar  sin  lugar  el  recurso  y  en  consecuencia  de 
esta  declaración  imponer  las  costas  á  los  recurrentes 
úe  conformidad  á  lo  que  estatuye  el  artículo  cuarenta 
de  la  Orden  sobre  casación. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
4ey,  interpuesto  por  los  procesados  Juan  Llanes  Basa- 
lio  y  Pascual  García  Almirante,  conocido  por  los  ape- 
llidos de  Crespo,  Miranda  García  y  García  Miranda 
(a)  ffBembaD,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sec- 
-ción  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  Lei  Audiencia 
de  la  Habana,  el  veinte  y  uno  de  Julio  último;  con 
las  costas  á  cargo  de  los  recurrentes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos.  — ^José  Antonio  Pichardo. 
—  Luis  Gktótón. — José  Cabarrocas  Horta. — ^Ambrosio 
B.  Morales.  — Francisco  Noval  y  Martí. 


Int  ley.— Sent.  111.— 4  de  Noinembre  de  1902.— False- 
dad. (Oac.  Abril 6.) 

DOCT&IKA:  Constituye  el  delito  de  falsedad  en 
documento  privado  la  alteración  de  la  fecha  de  un 
contrato  de  arrendamiento  hecho  en  esa  forma,  en  el 
cual  se  altera  la  fecha  verdadera  del  mismo  para  ha- 
cerlo valer  en  un  interdicto  posesorio,  en  el  que  se  dis- 


Digiti 


zedby  Google 


64  BOL.BTOI  LBOISULTIYO 


ctitía  precisamente  la  fecha  de  la  poBesión,  con  el  áni- 
mo doloso  de  perjudicar  á  un  tercero  oponiendo  dicho 
documento  al  derecho  ^ercitado  por  éste,  sin  que  ob- 
te  á  la  calificación  del  delito  los  preceptos  que,  res:u- 
lando  relaciones  de  distinto  orden,  estableced  CÓdigro 
Civil,  respecto  de  la  eficacia  ó  ineficacia  contra  terce- 
ros de  la  fecha  de  los  documentos  privados. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Noviembre 
de  mil  novecientjos  dos;  visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  los  procesados 
María  de  la  Presentación  Cotilla  y  Bemal,  vecina  de 
esta  ciudad,  y  Abelardo  Felipe  Delgado,  vecino  de  Me- 
lena del  Sur,  jornalero,  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  en  causa  que  á  instanciaa  de 
Ángel  Eadillo,  como  acusador  particular,  se  les  siguió 
en  el  Juzgado  del  Oeste  de  esta  Capital  por  el  delito 
de  falsedad  en  documento  privado. 

Hbchos  pbobados: 

Resultando:  que  en  la  sentencia  qne  es  objeto 
del  recurso  se  consignan  los  hechos  probados  que  & 
continuación  literalmente  se  transcriben:  <r Primero: 
))Resultando  quh  Don  Ángel  Radillo  ¡adquirió  de  Don 
«Femando  Arrate  y  Grave  de  Peralta  por  escrituras 
«otorgadas  en  cinco  de  Octubre  y  diez  y  siete  de  No- 
•viembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  ante  el 
«Notario  de  esta  ciudad  Don  Francisco  de  Castro,  cua- 
«tro  caballerías  de  tierra  y  cincuenta  y  ocho  cordeles 
«situados  en  el  corral  '*Buey  Sabana''  término  munici- 
«pal  de  Melena,  las  que  lindan  por  el  Norte  oon  el  ca- 
«mino  de  Fletes  á  Lechuga  y  Melena,  por  el  Este  con 
«el  mismo  camino,  por  el  Sur  con  el  potrero  '  'Guaje- 
»nes"  de  los  herederos  de  Don  Luis  de  Cárdenas  y  por 
«el  Oeste  con  terrenos  del  corral  Lechuga,  de  cuya  fin- 
vea  tomó  posesión  Badillo  poco  después  de  otorgarse 
«dichas  escrituras  después  de  pagarse  los  correspon- 
«dientes  derechos  ala  Haciendlft,  inscribiéndose  las 
«escrituras  en  el  Registro  de  Güines,  presentando  re- 
«lación  jurada  de  dichas  fincas  en  la  Junta  de  Amilla- 
«ramiento  de  Güines:  Hechos  probados. — Segundo: 
«Resultando  que  sabedor  Radillo  de  que  Don  Abelardo 
«Felipe  se  había  introducido  en  sus  terrenos,  otorgó 
«poder  á  su  hermano  Don  Tomás  y  éste  entabló  en  el 
«Juzgado  Municipal  de  Melena  del  Sur  en  veinte  de 
«Septiembre  del  año  próximo  pasado,  interdicto  de  re- 
«cobrar  la  posesión,  pues  sabia  que  Felipe  había  cons- 
«truído  una  casa  en  sus  terrenos  y  sembrado  plátanos 
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»j  caña,  y  citado  Felipe,  expuso  que  él  era  poseedor 
»de  la  finca  que  ocupaba,  en  virtud  de  haber  arrenda- 
ndo dicha  finca  á  Doña  María  de  la  Presentación  CJoti- 
»lla,  conocida  por  Flora  Cotilla,  en  primero  de  Abril 
»de  mil  novecientos,  presentando  un  documento  que 
«es  el  que  obra  á  fojas  nueve  y  diez  de  este  proceso, 
•del  cual  aparece  que  la  Cotilla  en  primero  de  Abril 
j»de  mil  novecientos  y  en  esta  ciudad,  arrendó  á  Abe- 
vlardo  Felipe  la  finca  de  San  Bafael  situada  en  Melena 
»del  Sur  compuesta  de  dos  y  media  caballerías  de  tie- 
j>rra  con  los  Hnderos  que  el  documento  expresa  por  el 
«término  de  siete  años  y  nueve  meses  empezando  á  co- 
«rrer  el  precio  de  arrendamiento  desde  primero  de  Ene- 
bro de  mil  novecientos  uno,  siendo  éste  de  ciento  se- 
«tenta  pesos  el  primero  y  segundo  año  y  los  demás  el 
sde  doscientos  cincuenta  y  cinco  pesos  oro  español, 
«cuyo  documento  firman  como  testigos  Don  Agustín 
«Echevarría  y  el  pardo  Javier  Sotolongo:  Hechos  pro- 
«bados: — ^Tercero:  Resultando  que  teniendo  sospechas 
«Don  Ángel  Badillo,  por  las  observaciones  que  le  ha- 
«bia  hecho  su  hermano  Don  Tomás,  que  el  documento 
«presentado  en  el  interdicto  por  Don  Abelardo  Felipe, 
«no  hubiese  sido  otorgado  en  la  fecha  que  expresaba 
«sestableció  denuncia  ante  el  Juzgado  Oeste  de  esta 
«ciudad,  y  examinado  el  documento  por  peritos  quí- 
«micos  y  por  peritos  estenógrafos,  se  comprueba  que 
«el  documento  no  ha  podido  extenderse  en  la  fecha  que 
«indica  de  primero  de  Abril  de  mil  novecientos,  de- 
«biendo  haberse  extendido  en  los  meses  de  Mayo  ó  Ju- 
«ñio  de  mil  novecientos  uno:  Hechos  probados. — Cuar- 
«to:  Resultando  que  al  autorizar  los  procesados  Eche- 
«varría  y  Sotolongo  como  testigos  el  documento  de 
«que  se  trata,  ignoraban  el  objeto  que  se  proponían  la 
«Cotilla  y  Abelardo  Felipe  al  otorgar  el  documento  con 
«la  fecha  atrasada  de  primero  de  Abril  de  mil  nove- 
«cientos,  así  como  que  se  discutiese  la  propiedad  ni  la 
«posesión  de  la  finca:  Hechos  probados. « 

Resolución  bbourkida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  los 
expresados  hechos,  como  constitutivos  de  un  delito  de 
falsedad  en  documento  privado,  comprendido  en  el 
artículo  trescientos  catorce  del  Código  Penal  en  rela- 
ción con  el  caso  quinto  *del  trescientos  diez  del  propio 
Código,  y,  considerando  autores  del  mismo  á  los  men- 
cionados procesados  sin  que  en  la  ejecución  del  delito 
hubieran  concurrido  circunstancias  modificativas  de  la 
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responsabilidad  criminal,  los  condenó:  á  la  Cotilla,  á 
la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de 
prisión  correccional  y  malta  de  seiscientas  veinte  y 
cinco  pesetas,  y  al  otro  procesado,  á  igual  tiempo  de 
presidio  correccional  y  á  la  misma  multa,  imponiendo 
á  ambos  las  penas  accesorias  que  estimó  procedente. 

Kesultando  que  pedida  ¡la  aclaración  de  la  sen- 
tencia sobre  diversos  extremos  de  lo  misma,  la  Sala, 
solo  accedió  á  hacerla,  sobre  el  particular  que  se  con- 
gsina  en  el  Tercero  Resultando,  referente  á  que  el  do- 
cumento que  motivó  la  causa  fué  reconocido  por  peri- 
tos químicos  y  por  peritos  estenógrafos,  rectificando 
estos  conceptos  que  han  de  entenderse  redactados  en 
el  sentido  de  que  el  referido  documento  fué  reconocido 
por  peritos  calígrafos,  químicos  y  un  experto  en  má- 
quinas de  escribir  y  no  por  peritos  estenógrafos  como 
se  consigna  en  dicho  Resultando. 

Fundamentos  del  bbcurso  db  casaoión: 

Resultando  que  contra  el  expresado  fallo  inter- 
pusieron los  acusados  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  autorizado  por  el  caso  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  expresando:  «que  cito  como  infringi- 
»dos;  en  primer  lugar  el  artículo  trescientos  catorce  en 
»su  relación  con  el  trescientos  diez,  inciso  quinto  del 
«Código  Penal,  por  aplicación  indebida.  En  efecto: 
»declarado  en  el  tercero  resultando  de  la  sentencia  co- 
»mo  probado  única  y  exclusivamente  el  hecho  de  ha- 
»berse  otorgado  el  documento  privado  de  autos  en 
»fecha  posterior  á  la  que  expresa,  resulta,  en  conse- 
)>cuencia,  haber  quedado  sentada  la  certeza  del  contrato 
j>de  arrendamiento  á  que  el  documento  se  contrae;  y 
»en  tal  concepto,  siendo  una  verdad  implícitamente 
«admitida  en  la  sentencia  la  de  la  existencia  de  dicho 
«arrendamiento,  no  es  constitutivo  de  delito  el  heóho 
«que  se  da  por  probado,  de  haberse  otorgado  ó  firmado 
«el  documento  en  fecha  posterior  á  la  que  expresa;  sin 
«que  para  llegar  á  esta  conclusión  haya  que  tener  para 
«nada  en  cuenta  si  hubo  ó  no  perjuicios,  ni  si  hubo  6  no 
«intención,  propósito  ó  ánimo  de  causarlos;  en  razón 
«á  que  en  el  Código  Penal  no  se  establecen  distinciones 
«en  el  delito  de  falsedad  en  documento  privado  que 
«que  aparece  previsto  y  definido  sin  variantes  ni  gra- 
«daciones  internas  que  sean  consecuencias  de  la  verdad 
«ó  mentira  de  lo  que  es  sustancial  en  cada  caso,  esto 
«es,  de  la  existencia  cierta  ó  incierta  del  contrato  que 
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»en  el  documento  privado  se  haga  constar,  de  su  rea- 
nudad 6  ficción.  Por  otra  parte,  aún  siendo  incierto 
»el  contrato  objeto  del  documento,  y  posterior  éste  & 
»su  fecha,  tampoco  en  el  presente  caso  resuha  el  he- 
»cho  constitutivo  de  delito;  primero,  porque  no  hubo 
«perjuicios,  toda  vez  que  no  se  declaran  probados  en 
nía  sentencia;  y  segundo  porque,  aunque  hubiese  me- 
Adiado  la  intención  de  causarlos,  como  parece  que  se 
«admite  en  la  sentencia  por  más  que  no  se  declara 
«probado  expresamente  en  sus  resultandos  esa  iuten- 
Dción  no  es  de  tenerse  cu  cuenta  para  la  calificación 
«legal  del  hecho,  ni  puede  en  el  presente  caso  deter- 
«minar  el  castigo  del  mismo  como  delito:  lo  primero, 
«por  no  estar  aún  fallado  el  interdicto  donde  se  pré- 
nsente el  documento,  y  no  poderse  admitir,  por  tanto, 
«la  consumación  de  los  perjuicios  por  este  lado;  y  por- 
«que,  aunque  se  fallara  declarándolo  sin  lugar,  siempre 
nseria  por  haberse  demostrado  en  el  mismo  la  ocupa- 
«ción  de  las  tierras  de  Badillo,  por  parte  de  Felipe, 
«aún  á  titulo  de  intruso,  por  más  tiempo  del  año  que 
«marca  la  ley;  no  siendo  legalmente  posible  admitir 
«tampoco  por  este  lado  la  consumación  de  los  perjui- 
«cios;  y  lo  segundo,  porque,  para  que  la  intención  de 
«causar  los  perjuicios,  puedtv  tenerse  en  cuenta  en  el 
«delito  de  falsedad  en  documento  privado,  á  los  efec- 
•tos  de  la  calificación  y  del  castigo,  es  de  todo  punto 
«precisa  la  legitimidad  de  los  derechos  é  intereses  de 
«cualquier  clase  á  que  se  contraiga  la  intención  de 
«perjudicar,  pues  que  no  existiendo  legalmente  tales 
«derechos  ó  intereses,  ó  más  bien,  no  siendo  evidente 
«la  certeza  legal  de  los  mismos,  que  á  eso  equivale  su 
«legitimidad,  es  imposible  tomar  en  consideración  la 
«referida  intención  de  perjudicarlos;  en  razón  de  que 
«las  intenciones  como  todo  movimiento  del  ánimo, 
«como  todo  acto  humano,  implican  la  consiguiente  ne- 
«cesaria  relación  entre  el  sujeto  y  el  objeto,  entre  el 
«principio  ó  móvil  y  el  fin  propuesto;  de  donde  se  si- 
ngue, que  faltando  uno  de  ambos  términos  de  dicha 
«relarción,  no  es  dable  el  otro  en  modo  alguno;  y  por 
«tanto,  que  si  la  intención  no  llega  ó  no  puede  llegar 
«al  fin  propuesto  ni  alcánzalo,  por  la  imposibilidad  del 
«mismo,  la  intención  queda  á  medias,  sin  integrarse, 
«y  de  ahí,  que  en  el  presente  caso,  faltando  uno  de  los 
«términos  de  la  relación  referida,  el  de  la  existencia 
«cierta  por  su  legitimidad  de  los  derechos  é  intereses  á 
«que  forzosamente  tiene  que  contraerse  la  intención 
«de  perjudicar,  no  sea  dable  el  otro  término,  ó  sea  la 
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«intención  misma,  en  ninguno  de  sob  momentos,  ni 
Dpaeda  tomarse  en  consideración  como  elemento  inte- 
vgrante  del  delito  y  determinante  del  castigo.  Ade- 
»márS,  tratándose,  como  se  trata,  de  un  docomento  pri- 
»vado,  que  como  tal,  no  surte  ni  puede  legalmente 
»surtir  efectos  con  relación  á  tercero,  sino  desde  el 
i^momento  de  su  presentación  en  juicio,  de  la  muerte 
»de  cualquiera  de  los  que  le  firmaron,  de  su  inscrip- 
^  Dción  en  el  Begistro  público,  ó  de  su  incorporación  al 
*  «oficio  de  algún  funcionario  público,  la  alteración  de 
«su  fecha,  con  ó  sin  intención  de  causar  perjuicios  & 
«ese  tercero,  no  es  constitutivo  de  delito,  por  cuanto 
«nunca  resultan  bastantes  dicha  intención  ni  los  me- 
«dios  que  se  empleeu  para  alcanzar  el  fin  del  perjuicio: 
«y  además,  por  cuanto  en  ningún  caso,  resulta  el  do- 
«cumento  privado,  tal  documento  respecto  de  tercero, 
«mientras  no  adquiera  las  condiciones  necesarias,  me- 
«diante  alguno  de  los  requisitos  ante^  relacionados; 
«siendo  asi  como  si  no  existiera  mientras  tanto.  De 
«modo,  que  por  lo  expuesto,  se  vé  que  la  mera  altera- 
«ción  de  la  fecha,  en  el  sentido  de  su  retraso  como  se 
«da  por  probado  en  la  sentencia,  respecto  del  doca- 
«mento  de  autos,  nunca  en  el  presente  caso  constitui- 
«ria  el  delito  de  falsedad  en  documento  privado;  y  en 
«tal  concepto,  es  evidente,  que  no  constituyendo  el 
«hecho  que  se  declara  probado  en  el  tercer  Resultando 
«de  la  sentencia  que  recurro,  el  delito  de  falsedad 
«á  que  se  contraen  los  dos  artículos  del  Código  Penal 
«que  quedan  citados,  han  sido  éstos  aplicados  con  ma- 
«nifiesto  error  jurídico,  y,  por  consiguiente,  infringi- 
«dos.  En  segundo  lugar,  cito,  del  propio  modo  como 
«infringido,  también  por  indebida  aplicación,  al  ar- 
«tículo  primero  del  mismo  Código  Penal,  toda  vez  que 
«se  castiga  como  delito  en  la  sentencia  recurrida,  un 
«hecho  que,  como  dejo  demostrado  al  consignar  el  mo- 
«tivo  antes  explicado,  no  está,  tal  como  ha  ocurrido  y 
«se  da  por  probado  definido  ni  penado  por  la  ley,  como 
«tal  delito.» 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente,  previa  instrucción  de  las  partes,  se  celebró 
la  correspondiente  vista  pública  á  la  que  asistieron  el 
defensor  de  los  procesados,  el  del  acusador  privado  y  el 
Ministerio  público,  los  cuales  informaron,  sosteniendo 
el  primero  el  recurso,  é  impugnándolo  los  dos  últimos. 
Resultando  que  por  providencia  del  diez  y  siete 
del  mes  próximo  pasado  se  acordó  para  mejor  proveer 
á  la  vista  la  causa  y  rollo,  lo  cual  se  verificó: 
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Dboibión  dbl  bboubbo: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mora- 
les. 

Considerando  que  el  artículo  trescientos  catorce 
del  Código  Penal  castiga  al  que  con  perjuicio  de  ter- 
cero y  con  ánimo  de  causárselo  comete  en  documento 
privado  algunas  de  las  falsedades  designadas  en  el  tres- 
cientos diez,  entre  los  cuales  se  encuentra  la  de  la  al- 
terar las  fechas  verdaderas. 

Considerando  que  declarado  por  la  Sala  sentencia- 
dora, como  hechos  probados  que  en  Mayo  6  Junio  de 
mil  novecientos  uno,  6  sea  unos  cuatro  meses  antes  de 
que  se  interpusiera  interdicto  posesorio,  se  extendió  el 
documento  de  arrendamiento  suponiéndole  la  fecha  de 
Abril  primero  de  mil  novecientos,  ó  sea  de  más  de  un 
afio  de  anterioridad  á  la  en  que  realmente  se  extendió, 
sin  que  en  la  sentencia  se  afirme  la  realidad  de  tal 
arrendamiento  en  aquella  fecha  supuesta,  y  sin  que 
tampoco  se  dé  explicación  alguna  respecto  de  la  su- 
plantación déla  misma;  y  presentado  ese  documento 
con  tal  fecha  supuesta,  sin  reserva  respecto  de  ella  en 
un  interdicto  posesorio  en  que  se  discutía  la  fecha  de 
la  posesión,  es  forzoso  reconocer  que  esa  falsedad  se 
cometió,  según  resulta  corroborado  por  el  uso  que  del 
documento  se  hizo  en  los  autos  de  interdicto,  con  el 
ánimo  doloso  de  perjudicar  á  un  tercero  oponiéndolo 
al  derecho  que  éste  ejercitara  confórmelo  ha  estimado 
al  Tribunal  á  quo;  por  lo  que  concurriendo  en  los  he- 
chos de  autos  los  elementos  integrantes  del  delito  de 
falsedad  previsto  en  el  citado  articulo  trescientos  ca- 
torce del  Código  Penal,  sin  que  puedan  despojar  á  ta- 
les hechos  de  su  carácter  criminal  los  preceptos  que 
regulando  relaciones  de  muy  distinto  orden  jurídico 
establece  el  Código  Civil  respecto  de  la  eficacia  ó  ine- 
ficacia contra  terceros  de  lag  fechas  de  los  documentos 
privados,  es  visto  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  in- 
fringido dicho  artículo  al  aplicarlo  en  relación  con  el 
trescientos  diez. 

Considerando  que  por  la  razones  expuestas  proce- 
de declarar  sin  lugar  el  recurso  establecido  y  en  con  • 
secuencia  de  esta  declaración,  imponer  las  costas  á  los 
recurrentes,  de  conformidad  á  lo  estatuido  en  el  ar- 
ticulo cuarenta  de  la  Orden  sobre  casación. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  interpusieron  María  de  la  Presentación  Cotilla 
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y  Abelardo  Felipe  Delgado,  contra  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  el  siete  de  Julio  último; 
<5on  las  costas  á  cargo  de  los  recurrentes.  Comuníque- 
«eetc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. -T José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— Francisco  Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  112.— 14  de  Noviembre  de  1902.— Cir- 
cunstancias eximentes.— ( Gac.  Abril  6. ) 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  estimarse  el  requisi- 
to segundo  de  la  circunstancia  ezimentes4'?  del  artícu- 
lo 89  del  Código  Penal  es  necesario  que  resulten  pro- 
porcionados los  medios  empleados  para  impedir  ó  re- 
peler la  agresión  á  los  utilizados  por  el  agresor  para 
el  ataque.  Es  racionalmente  innecesario  para  repeler 
una  agresión  que  consiste  en  una  bofetada,  disparar 
un  arma  de  fuego  contra  el  agresor. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  catorce  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  dos:  visto  el  recurso  de  casa- 
•ción  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  procesado 
Gil  Serrano  Velazquez,  vecino  de  Santa  Clara,  del  co- 
mercio, contra  la  sentenoia  dictada  por  la  Audiencia 
^e  la  localidad  antes  mencionada,  en  la  causa  que  se 
instruyó  en  el  Juzgado  de  la  misma  población,  por  el 
delito  de  disparo  de  ai  ma  de  fuego. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  objeto  del  recurso 
se  consignan  los  hechos  probados  que  á  continuación 
literalmente  se  transcriben :-« Primero:  Resultando  pro- 
))bado  que  en  la  mañana  del  veinte  y  siete  de  Abril  ú.1- 
»timo  el  procesado  Gil  Serrano,  que  había  sido  depen- 
*>diente  de  Isidro  Miró,  dueño  de  la  fábrica  de  aguas 
«minerales  titulada  «Cuba  Industrial»,  y  que  lo  era  en- 
»tónces  de  su  tío  Rafael  Antón,  dueño  de  la  otra  de 
«productos  similares  denominada  (fEl  Bélico»,  se  en- 
«contró  con  éste,  que  llegó  á  la  tienda  de  víveres  de 
«los  señores  Zapatero,  estando  él  en  ella,  en  circuns- 
«tancias  en  que  uno  y  otro,  con  sus  respectivos  carros, 
»hacian  el  reparto  de  su  mercancía  y  la  recogida  de 
vías  botellas  vacías  que  de  la  misma  quedaban  en  las 
«tiendas;  y  como  Miró  viera  que  Serrano  salía  con  una 
i»botella  en  la  mano,  la  cual  era  de  las  de  «El  Bélico», 
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Dcreyéndola  de  las  suyas,  le  increpó  fuertemente  por- 
«que  le  reco^^a  sus  envases,  j  como  el  Serrano  al  ne- 
sgar el  hecho  le  contestara  ofendido,  se  digeron  de 
«parte  á  parte  algunas  palabras  mortificantes,  que  na 
j»se  han  determinado  en  el  juicio,  por  lo  que  Miró  se 
j»fué  sobre  Serrano  dándole  una  bofetada  á  la  que  con- 
«testó  Miró  disparando  contra  él  el  revólver  que  por- 
«taba,  aunque  sin  hacerle  daño,  y  perseverando  Miró 
«en  su  acometimiento  lo  derribó  y  golpeó  haciendo  ro- 
«dar  por  el  suelo  el  revólver  de  Serrano  el  que  fué  re- 
«cogido  por  Miguel  Cruz  Águila  y  entregado  á  la  Poli- 
«cía  por  el  mismo,  quien  por  haber  tenido  que  dar 
«un  rodeo  para  salir  detrás  del  mostrador  de  la  tienda, 
«llegó  tarde  para  evitar  la  cuestión  que  se  desarrolló- 
en  un  instante.» 

Resolución  becübrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  es- 
tos hechos  como  constitutivos  del  delito  de  disparo  de 
arma  de  fuego  castigado  por  el  artículo  cuatrocientos 
veinte  y  uno  del  Código  Penal,  y  estimando  autor  de 
este  delito  al  procesado  Serrano  Velazquez,  y  que  en 
la  ejecución  del  hecho  punible  concurrieron  las  cir- 
cunstancias primera  y  tercera  de  la  eximente  cuarta 
del  articulo  octavo  del  mencionado  Código,  lo  conde* 
nó  á  la  pena  de  trescientas  veinte  y  cinco  pesetas  de 
multa  y  al  pago  de  las  costas;  quedando  sujeto  en  ca- 
so de  insolvencia,  á  la  responsabilidad  personal  subsi- 
diaria en  razón  de  un  día  por  cada  doce  pesetas  y  me- 
dia que  dejare  de  satisfacer. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  el  expresado  fallo  inter- 
puso el  encausado  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  autorizado  por  el  caso  primero  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  citando  como  ley  infringida  el  ar- 
ticulo octavo  del  Código  Penal  en  su  regla  cuarta,  en 
el  concepto  de  que  los  hechos  que  se  declaran  proba- 
dos llevan  al  conocimiento  la  superíoridad  de  Miró 
sobre  Serrano  y  debió  aplicarse  integramente  la  refe- 
rida regla  cuarta,  dado  que  fué  racional  el  medio  em- 
pleado por  este  último,  para  repeler  la  agresión. 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  personado  el 
recurrente  é  instruidas  las  partes,  S3  celebró  la  corres- 
pondiente vista  pública  con  asistencia  del  Letrado  de- 
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fensor  del  procesado  que  sostuvo  el  recurso  y  del  Mi- 
nisterio Fiscal  que  le  impugnó. 

Decisión  del  bboubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  para  que  pueda  apreciarse  la 
circunstancia  segunda  del  número  cuarto  del  articulo 
octavo  del  Código  Penal,  es  necesario  que  resulten 
proporcionados  los  medios  empleados  para  impedir  6 
repeler  la  agresión  y  los  utilizados  por  el  agresor  para 
el  ataque;  y  apareciendo  de  los  hechos  probados  qiie  el 
procesado  contestó  á  la  bofetada  que  le  dien  su  agre- 
sor disparándole  un  tiro  con  el  revólver  que  portaba, 
indudablemente  que  al  contrarrestar  el  ataque  de  ese 
modo,  empleó  un  medio  racionalmente  innecesario,  ya 
que  de  otra  suerte,  atendidas  las  circunstancias  y  ca- 
rócter  de  la  agresión,  pudo  rechazarla  oponiendo  & 
ella  la  fuerza  personal;  sin  que  haga  presumir  siquie- 
ra la  necesidad  de  hacer  uso  de  aquel  medio,  que  só- 
lidamente al  tiro,  continuando  Miró  en  la  agresión, 
derribara  y  golpeara  al  procesado,  para  inferir,  como 
pretende  el  recurrente,  una  superioridad  de  fuerza 
que  aconsejara  prevenirse  de  eUa  de  ese  modo,  pues 
aparte  de  no  expresarse  en  la  sentencia  tal  situación 
diferencial  de  fuerzas,  no  consta  tampoco  de  la  mis- 
ma que  tales  actos  produjeran  daño  alguno,  por  todo 
lo  cual,  no  existe  fundamento  para  esa  apreciación,  y 
en  consecuencia  de  lo  expuesto,. al  no  aplicar  el  Tri- 
bunal sentenciador  la  disposición  antes  citada  •  no  in- 
currió en  el  error  de  derecho  é  infra-cción  de  ley  que 
por  el  recurso  se  le  atribuye. 

Considerando  que  por  las  razones  consignadas 
procede  declarar  sin  lugar  el  recurso  establecido,  y 
en  atención  á  lo  que  estatuye  el  artículo  cuarenta  de 
la  Orden  sobre  casación  imponer  las  costas  al  recu- 
rrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  interpuso  el  procesado  Gil  Serrano  Velazquez, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Sieknta 
Clara  el  veinte  y  ocho  de  Julio  último,  con  las  costas 
á  cargo  del  recurrente.     Comuniqúese  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. —  Rafael  Cruz  Pérez. — José 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. 
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Inf.  ley.— fient.  113.— 15  de  Noviembre  de  1902.— Bo- 
bo. itíae.Ábrü6.) 

t  DOCTRINA:    Incurre  en  la  penalidad  señalada  en 

el  artícnlo  533  del  Código  el  que  tuviese  en  bu  poder 
instrumentos  destinados  especialmente  para  Secutar 
el  delito  de  robo,  aunque  dichos  instrumentos  se  usen 
también  en  al^rün  arte  ú  oficios  si  el  portador  no  da 
descargo  suficiente  sobre  su  adquisición  ó  conserra* 
don. 

En  la  dadad  de  la  Habana  á  quince  de  No- 
yiembre  de  mil  novecientos  dos;  en  el  recureo  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Antonio 
Morales,  cocinero,  sin  que  conste  su  vecindad,  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la 
causa  seguida  á  aquél  por  robo: 

Hechos  probados: 

Kes'ultando  que  dicha  sentencia  dictada  en  quince 
de  Agosto  último,  contiene  los  Resultandos  pertinentes 
queá  continuación  se  transcriben:— «Primero — Resul- 
j»tando  probado:  que  el  día  treinta  de  Junio  del  co- 
srriente  año,  al  transitar  por  el  parque  central  de  esta 
«ciudad  en  compañía  de  José  Pedroso,  el  procesado 
«asiático  Antonio  Morales(a)'*Figurín"  y  al  pasar 
«ambos  cerca  del  vigilante  de  Policía  Antonio  Grijalva 
»y  Valladares,  uno  de  ellos  dijo  al  otro  ''Mira  un  Po- 
iolicia"por  lo  cual,  el  citado  vigilante  los  siguió,  y  vien- 
«do  que  trataban  de  esconderse  detrás  de  un  mingitorío 
«llamó  al  José  Pedroso  para  detenerlo  y  registrarlo, 
«viendo  en  ese  momento  que  el  procesado  Antonio  Mo- 
«rales  arrojaba  al  suelo  un  objeto  que  i*ecogido  en  se- 
«guida  por  el  citado  vigilante,  auxiliado  de  otros  á 
«quienes  llamó  dando  golpes  en  el  suelo  con  el  club, 
«resultó  ser  un  instrumento  de  hierro  de  cerca  de 
«media  vara  de  largo  terminando  en  punta,  por  uno  de 
«sus  extremos  y  teniendo  el  otro  doblado  en  forma  de 
«ciucel  ó  corta  frío,  conocido  con  el  nombre  de  **Pata 
«de  Cabra''  que  se  emplea  en  cerrajería  y  carpintería 
«para  abrir  cajas  que  igualmente  puede  servir  para 
«forzar  puertas  ó  muebles  cerrados  y  que  es  además 
«de  los  que  los  malhechores  suelen  destinar  especial- 
«mente  para  ejecutar  el  delito  de  robo: 

«Segundo. — Resultando  probado:  que  el  procesado 
«Antonio  Morales  negó  á  los  vigilantes  de  Policía  que 
«lo  detuvieron  que  el  instrumento  de  que  se  habla  en 
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j»el  Resaltando  anterior  f aera  sayo  ni  él  lo  habiera 
))arrojado  al  saelo  en  el  momento  de  ser  detenido: — 
«Tercero  —  Resultando  probado:  que  por  sentencia 
>>firme  de  once  de  Noviembre  de  mil  novecientos  uno 
»fué  condenado  el  procesado  Antonio  Morales,  co- 
))nocido  también  por  Santiago  Ariso,  José  Campo  6 
«Policarpo  de  la  Rosa  y  el  Figurín  á  la  pena  de  un 
«año  y  un  día  de  presidio  correccional  en  causa  nú- 
»mero  noventa  y  tres  del  Juzgado  del  Centro,  seguida 
»por  tentativa  de  robo: — Cuarto — Resultando:  que  al 
«ser  registrado  Antonio  Morales  por  los  Policías  que 
»lo  detuvieron  se  le  ocuparon  también  un  lia  vi  n  y  va- 
arios  tabacos.» 

Resolución  recubrida: 

Resultando  que  los  hechos  declarados  probados 
fueron  calificados  en  la  sentencia  como  un  delito  com- 
prendido en  el  artículo  quinientos  treinta  y  tres  del 
Código  Penal,  del  que  es  autor  el  procesado  con  la 
circunstancia  agravante  de  reincidencia,  por  lo  que  se 
le  condenó  á  la  pena  de  un  afio,  ocho  meses  y  un  día 
de  presidio  correccional,  sus  accesorias  y  costas,  man- 
dándose inutilizar  el  instrumento  ocupado  y  devolverse 
al  procesado  el  llavin  y  los  tabacos  que  también  se  le 
ocuparon; 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  dicho  procesado  interpuso  el  pre- 
sente recurso  autorizado  por  el  caso  primero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  el  número  pri- 
mero del  .artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  déla 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  in- 
fringido el  artículo  quinientos  treinta  y  trea  del  Có- 
digo Penal,  porque  el  instrumento  que  se  ocupó  no  es 
de  los  que  se  destinan  única  y  especialmente  acometer 
el  delito  de  robo,  como  exige  dicho  artículo  para  que 
el  hecho  sea  penable  con  arreglo  al  mismo; 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  trami- 
tado debidamente  celebrándose  la  vista  pública  con 
asistencia  del  defensor  del  recurrente  y  del  Ministerio 
Fiscal  que  impugnó  el  recurso: 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando  que  incurre  en  la  penalidad  señalada 
en  el  artículo  quinientos  treinta  y  tres  del  Código  Pe- 
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nal,  el  que  tnviere  en  su  poder  ganzúas  ú  otros  ins- 
türnmetitos  destinados  especialmente  para  ejecutar  el 
delito  de  robo  y  no  diere  el  descargo  suficiente  sobre 
su  adquisición  6  conservación; 

Considerando  que  según  se  declara  probado  en  la 
sentencia,  el  instrumento  que  el  procesado  portaba  y 
arrojó  al  suelo  al  ser  detenido  en  la  calle  por  un  vi- 
gilante de  Policía,  es  de  los  que  suelen  destinar  espe- 
cialmf^nte  los  malhechores  á  ejecutar  delitos  de  robo, 
y  por  consiguiente,  de  los  comprendidos  en  el  citade 
articulo,  aún  cuando  también  tuvieran  aplicación  en 
algún  arte  ú  oficio,  puesto  que  aquélla  disposición  no 
exige  que  los  instrumentos  á  que  se  refieren  hayan  do 
servir  única  y  exclusivamente  para  el  fin  criminal  que 
expresa;  y  si  por  otra  pprte,  dicho  procesado  no  dio 
explicación  alguna  acer^a  de  la  tenencia  del  referido 
instrumento  sino  que  negó  que  le  perteneciera,  es  indu- 
dable que,  dados  estos  hechos  y  teniendo  además  los 
antecedentes  penales  del  recurrente,  la  Sala  sentencia- 
dora, al  aplicarle  la  sanción  penal  del  artículo  treinta 
y  tres,  no  cometió  la  infracción  legal  ni  el  error  de  de- 
recho que  se  le  atribuye,  y  por  tanto  que  el  recurso  de- 
be sor  desestimado  imponiéndose  las  costas  á  dicho  re- 
currente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Antonio  Morales,  contra  la  sen- 
tencia de  referencia,  imponiendo  las  costas  al  recu- 
rrente.    Comuniqúese  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón-  José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Marti. 


In£  ley.— Sent.  114.— 15  de  Noviembre  de  1902.— Rap- 
to. (Oae.Áhrü6.) 

I>OCTRIN'A:  Conforme  á  repetidas  resolucione» 
del  Tribunal  Supremo,  el  delito  de  rapto  previsto  en 
el  artículo  46S  párrafo  I9  del  Códiffo  Penal  se  comete 
sustrayendo  á  la  doncella  raptada  con  su  anuencia  j 
con  miras  deshonestas,  cualquiera  que  sea  el  tiempo 
que  aquélla  permanezca  fuera  del  hojear  paterno  y 
cualquiera  que  sea  el  propósito  del  raptor  respecto  de 
la  duración  de  esa  ausencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  quince  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Su- 

T.  8.— 1908.— 6. 
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premO)  contra  la  sentencia  pronunciada  en  caatro  de 
Agosto  último  por  la  Audiencia  de  en  ...  cau- 
sa procedente  del  Juzgado  de  instrucción  de  la  capital 
de  la  provincia,  y  seguida  entre  partes,  de  la  una  el 
Ministerio  Fiscal  y  de  la  otra,  como  procesado  por 
rapto conocido  por vecino  de y  labrador: 

Hechos  probados: 

'^Kesultando  probado:  que  durante  la  noche  del 

i» veinte  de  Abril  último,  el  procesado sustrajo  de  la 

»casa  paterna,  situada  en  e)  Término  Municipal  de..., 

»á  la  doncella  menor ,de  diez  y  ocho  años  de  edad, 

))Con  la  que  llevaba  relaciones  amorosas  y  seducida  por 
»él  la  condujo  á  un  lugar  cercano  de  dicha  casa  reali- 
Mzando  allí  actos  carnales  perdiendo  ella  su  virginidad 
»y  restituyéndola  después,  la  misma  noche,  al  hogar 
«paterno' \ 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  califica  el 
hecho  relacionado  de  un  delito  consumado  de  rapto, 
castigado  en  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco 
del  Código  Penal;  y,  estimándose  autor  de  él,  sin  la 
concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de  respon- 
sabilidad criminal,  al   procesado ,  se  le  condenó 

en  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días 
de  prisión  correccional,  las  correspondientes  accesorias 
y  al  pago  de  costas  debiendo  dotar  á  la  ofendida  con 
la  cantidad  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas;  sufrir, 
en  su  caso,  prisión  subsidiaria  según  el  artículo  cua- 
renta y  nueve  del  propio  Código;  y  reconocer  y  man- 
tener la  prole;  sirviendo  al  procesado  de  abono  la  to- 
talidad de  la  prisión  preventiva  que  hubiere  sufrido. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  su  re- 
presentante y  defensor  el  presente  recurso,  citando, 
como  precepto  que  lo  autoriza,  el  número  tercero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  y  como  las  leyes  infringidas: 
el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco,  párrafo  pri- 
mero, del  Código  Penal,  modificado  por  la  Orden  dos- 
cientos cincuenta  y  siete  de  mil  novecientos  uno,  por- 
que falta — dice— á  los  hechos  que  se  declaran  probados 
en  la  senteccia,  para  que  integren  el  delito  de  rapto,  el 
intento  del  culpable  de  alejar  á  la  menor  de  la  natu- 
ral vigilancia  y  custodia  de  sus  legítimos  guardadores. 
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como  lo  afirma  la  circunstancia  de  haber  sido  restitui- 
da la  misma  noche  del  suceso,  al  hogar  paterno,  y  fal- 
ta también  el  elemento  esencial  de  la  anuencia  de  la 
menor  para  abandonar  la  casa  del  padre,  pues  solo  ce- 
dió á  la  seducción  de  su  amante  para  tener  con  él  acce- 
so carnal  y  no  para  este  abandono,  que  resultó  impen- 
sado é  improvisto  por  ellos;  y  el  articulo  cuatrocien- 
tos cincuenta  y  nueve,  párrafo  tercero,  del  mismo  Có- 
digo, por  no  haberse  aplicado  al  caso  de  autos,  en 
consecuencia  de  lo  expuesto. 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma,  se  celebró  la  correspondiente  vista  en  trein- 
ta y  uno  de  Octubre,  sosteniendo  en  ella  el  Abogado 
de  Oficio  en  turno,  como  representante  y  defensor  del 
recurrente,  la  procedencia  de  aquél,  é  impugnándolo 
el  Ministerio  f^cal: 

Decisión  del  recubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que,  conforme  á  repetidas  resolucio- 
nes de  este  Tribunal,  para  que  se  cometa  el  delito  de 
rapto  que  castiga  el  articulo  cuatrocientos  sesenta  y 
cinco,  párrafo  primero,  del  Código  Penal,  modificado 
por  la  Orden  doscientos  cincuenta  y  siete  de  mil  nove- 
cientos uno.  basta  que  la  sustracción  de  la  doncella 
menor  de  veinte  años  y  mayor  de  doce,  se  realice  con 
su  anuencia  y  con  miras  deshonestas. 

Considerando  que  todos  estos  requisitos  concu- 
rren en  el  caso  de  autos;  no  siendo  parte  á  desvirtuar 
esta  afirmación  las  alegaciones  consignadas  en  el  úni- 
co motivo  del  recurso,  toda  vez  que  la  sustracción  de 
la  doncella  menor  de  diez  y  ocho  años  de  que  se  trata, 
de  la  casa  paterna,  la  seducción  de  que  para  ello  fué 
objeto  y  los  actos  carnales  realizados  en  consecuencia, 
según  resulta  de  los  hechos  que  declara  probados  la 
sentencia  recurrida,  son  circunstancias  que  por  si  so- 
las revelan  de  modo  manifiesto  no  ya  únicamente  el 
intento  del  culpable,  sino  el  acto  por  él  ejecutado  de 
alejar  á  la  menor  de  la  vigilancia  y  custodia  de  sus 
guardadores,  asi  como  la  anuencia  de  ella  para  el  efec- 
to y  las  miras  deshonestas  con  que  se  verificó  la  sus- 
tracción; sin  que  deba  tenerse  en  cuenta  para  la  co- 
rrespondiente calificación,  el  tiempo  que  permaneció 
la  menor  fuera  del  hogar  paterno,  al  objeto  de  apre- 
ciarse que  el  agente  no  tenia  el  propósito  de  alejarla 
indefinidamente  de  dichas   vigilancia   y  custodia,  ni 
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ella  el  de  abandonar  de  igual  modo  el  referido  hogar^ 
pues  que  consumada  la  sustracción  con  los  requisitos 
al  principio  indicados,  cualquiera  que  sea  el  tiempo 
que  tal  abandono  haya  de  durar  y  el  propósito  que  so- 
bre este  particular  tengan  en  el  in-tante  de  la  sustrac- 
ción el  raptor  y  la  raptada,  queda  constituida  la  esen- 
cia del  delito  de  rapto  que  el  citado  articulo  castiga; 
y,  por  tanto,  es  indudable  que,  al  estimar  la  Sala  sen- 
tenciadora como  integrantes  de  este  delito  los  hechos 
que  declaró  probados,  no  incidió  en  los  errores  de  de- 
recho que  se  la  atribuyen  en  el  recurso. 

Considerando  que  procede,  pue>8,  declarar  éste  sin 
lugar,  y,  con  arreglo  al  artículo  cuarenta  de  la  Orden 
noventa  y  dos  que  regula  la  casación,  condenar  en 
costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por conocido  por contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de ,  fecha  cuatro  de 

Agosto  último,  en  la  referida  causa;  con  las  costas  de 
cargo  del  recurrente.  Así  por  esta  nuestra  sent^-ncia — 
que  se  comunicará,  etc.  Lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez.— ^losé  Antonio  Pichar- 
do. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambro- 
sio R.  Morales. 


Inf.  ley.— Sent.  115.— 15  de  Noviembre  de  1902.— Viola- 
ción,   ((^ac.  Abril  13.) 

DOCTRINA:  Declarado  probado  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, sólo,  que  el  procesado  completamente  des- 
nudo, se  subió  á  la  cama  de  una  mujer  j  amenazándo- 
la de  muerte  se  colocó  sobre  la  misma  en  condiciones  de 
realizar  su  propósito  de  yacer  con  ella,  de  cuyo  propó- 
sito tuvo  que  desistir  por  los  g:rltos  que  dio  la  ofendi- 
da, ese  hecho  no  puede  calificarse  de  violación  frustra- 
da sino  de  tentativa,  porque  de  la  descripción  del 
mismo  no  resulta  que  el  culpable  realizara  todos  los 
actos  que  debieran  producir  el  delito,  sino  solamente 
aparece  que  dio  principio  á  su  ejecución,  desistiendo 
de  ella  por  causas  ajenas  á  su  voluntad. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  quince  ele  Noviembre 
de  mil  novecientos  dos. — Visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio  Pú- 
blico, contra  la  sentemia  dictada  por  la  Audiencia  de 

el  veinte    de  Agosto  último,  en  causa 

que  se  siguió  en  el  Juzgado  de  la  misma  localidad  á 

vecino  de ,  labrador,  por  el  delito  de  violación 

en  grado  de  frustrado. 
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Resultando  qae  en  la  sentencia  objeto  del  recurso 
se  consignan  los  hechos  probados  que  á  continuación 
literalmente  se  transcriben : 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado:  que  en  la  madrugada  del 
veinte  y  cinco  de  Mayo  del  corriente  año  el  procesado 

« ,  que  vivía  en  concubinato  con  la  morena , 

«se  levantó  de  la  cama  donde  se  encontraba  acostado 
»con  ésta  y  se  dirigió  desnudo  completamente  á  la  ha- 

»bitaci6n  inmediata  donde  dormían  dos  hijas  de  la 

»y  .  ...,  doncella  de  doce  á  trece  años  de  edad  y  su- 
»biéndo8e  k  la  cama  de  ésta,  con  amenaza  de  matarla 
j»si  gritaba,  se  colocó  sobre  aquélla  tratando  de  yacer 
Mcon  la  misma,  colocándose  al  efecto  en  condiciones  de 
j>realizar  por  completo  su  propósito  lo  que  no  pudo  con- 
«seguir.  porque  habiendo  gritado  la  menor  ....  ,  se  des- 
«pertaron  los  demás  que  en  la  casa  dormían  sorpren- 

vdiendo  á en  los  momentos  en  que  regresaba  al 

«cuarto  de  su  concubina,  en  el  que  pretendió  entrar  á 
«gatas,  levantando  el  tabique  de  tela  que  separaba  la 
«habitación  dicha,  de  la  en  que  se  encontraba  la  citada 
«menor. » 

RKSOurnóx  k  kcurrida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadom  calificó  estos 
hechos  como  constitutivos  del  delito  de  violación  que 
define  el  artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres  del 
Código  Penal,  en  grado  de  frustrado,  y  estimando  autor 
del  mismo  al  mencionado sin  que  concurrieran  cir- 
cunstancias modificativas  de  la  responsabilidad  crimi- 
nal, lo  condenó  á  ocho  años  y  un  día  de  prisión  mayor 
con  las  acce^oriaH  de  suspensión  de  todo  cargo  y  del 
derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena; 

Fundamentos  dbl  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  dicho 
Ministerio  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 
autorizado  por  el  caso  tercero  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nuev«^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, citando  como  leyes  infringidas  el  párrafo  segundo 
del  artículo  t^^rcero  del  Código  Penal,  por  indebida 
aplicación  y  por  falta  de  aplicación,  el  párrafo  tercero 
,  del  mismo  artículo  en  relación    uno  y  otro  con  el  ar- 

\  tículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres  del  expresado  Có- 

I  digo,  en  el  concepto  de  que  de  los  hechos  declarados 

!  probados  en  la  sentencia,  no  se  deduce  que  se  haya 
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cometido  un  delito  de  violación  en  grado  de  frustrado, 
sino  meramente  el  de  tentativa,  exponiendo  á  este 
respecto  que:  «en  la  situación  que  en  los  hechos  proba- 
irdos  se  describe,  en  que  la  ofendida,  por  el  delito  seha- 
»llaba  entre  personas  que,  aunque  dormidas,  podían 
»despertar  si  gritaba,  como  asi  sucedió  impidiendo  con 
»su  presencia  que  el  delincuente  continuara  en  la  eje- 
«cución  del  designio  que  tenía;  cuando  el  culpable, 
»aunque  amenazó  á  aquélla  con  matarla  si  gritaba,  no 
»consta  que  llevara  un  arma  que  pudiera  facilitar  la 
^realización  inmediata  de  sus  amenazas,  haciendo  asi 
«más  eficaces  sus  intimaciones,  máxime  pudiendo  ser 
«inmediatamente  auxiliada  la  persona  objeto  del  deli- 
«to,  y  no  siendo  los  demás  actos  de  ejecución  realizados 
»por  el  culpable,  tales  como  constan  de  la  descripción 
«que  de  ellos  se  hace,  sufícient*"  para  producir  como  re- 
«sultado  el  delito,  puesto  que  al  tiempo  de  ser  sorpren- 
«dido,  lejos  de  haber  vencido  la  resistencia  que  su  víc- 
«tima  le  opuso,  había  tenido  que  desistir  de  su  propósito 
«por  la  defensa  que  aquélla  hizo  gritando,  no  puede  es- 
«tablecerse  como  h»  sucedido  que  los  hechos  probados 
«demuestran  que  el  delito  ejecutado  lo  ha^a  sido  en  el 
«grado  de  frustración,  sino  en  el  de  tentativa, por  lo  que 
«la  pena  correspondiente  á  su  autor  no  es  la  inmedia- 
«tamente  inferior  en  grado  á  la  señalada  por  la  Ley 
«para  el  delito  consumado  que  se  le  ha  impuesto,  sino 
«la  inferior  en  dos  grados  que  debe  imponerse  á  los 
«autores  de  tentativa  de  delito.» 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  personado  el 
recurrente  y  transcurrido  el  término  <?e  instrucción 
conferido  á  las  partes,  se  celebró  la  vista  pública,  con 
la  sola  asistencia  del  Ministerio  Público  que  sostuvo 
el  motivo  que  sirvió  de  fundamento  al  recurso: 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales; 

Considerando  que '  según  el  párrafo  tercero  del 
artículo  tercero  del  Código  Penal,  hay  tentativa  cuando 
el  culpable  dá  principio  á  la  ejecución  del  delito  direc- 
tamente por  hechos  exteriores,  y  no  practica  todos  los 
actos  de  ejecución  que  debieran  producir  el  delito,  por 
causa  ó  accidente  que  no  sean  su  propio  y  voluntario 
desistimiento. 

Considerando  que  estableciéndose  solamente  en  la 
sentencia  recurrida,  que  el  procesado  completamente 
desnudo  se  subió  á  la  cama  de  la  menor y  amena- 
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zándola  de  muerte  se  colocó  sobre  la  misma  en  condi- 
ciones de  realizar  por  completo  su  propósito  de  yacer 
con  ella,  son  frases  éstas  que  no  expresan  lo  bastante 
á  precisar  que  los  actos  ejecutados  por  aquél  llegaran  á 
un  límite  ^n  la  acción  capaz  de  producir  el  delito  to- 
talmente en  los  momentos  en  que  por  el  grito  de  la 
ofendida  tuvo  que  def»istir  el  culpable  de  su  intento 
criminal;  pues  no  afirmándose  de  algún  modo  que  éste 

tuviera  con  la  mencionada ,  un  contacto  camal 

tan  inmediato  que  pudiera  haber  producido  el  dafio 
real  intentado,  indudablemente  que  no  puede  estimar- 
se que  el  agente  practicara  todos  los  actos  de  ejecución 
que  debieran  producir  por  consecuencia  el  hecho  pu- 
nible; y  en  tal  virtud,  al  estimar  la  Sala  sentenciadora 
los  hechos  que  refiere  como  constitutivos  de  un  delito 
frustrado  de  violación  y  no  de  mera  tentativa  incurrió 
en  el  error  de  derecho  de  infracción  de  ley  que  le  atri- 
buye el  recurrente. 

Considerando:  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
cede declarar  con  lugar  el  recurso  establecido  sin  es- 
pecial condenación  de  costas. 

Fallamos — que  debemos  declarar  y  declaramos 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  interpuso  el  Ministerio  Fiscal,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de ,  el  veinte  de 

Agosto  último,  la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos, 
sin  especial  condenación  de  costas.   Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón.  — José  Cabarrocas  Horta.  — Ambrosio  R.  Mora- 
les.— Francisco  Noval  y  Martí. 

Segnnda  sentencia. — En  ¡a  migma fecha  se  dictó  la  si- 
guiente: 

Aceptando  los  Resultandos  de  la  sentencia  casada: 
Considerando  que  los  hechos  qu-e  se  declaran  pro- 
bados, son  constitutivos  de  un  delito  de  violación  en 
grado  de  tentativa,  porque,  si  bien  el  procesado  se  su- 
bió á  la  cama  de   la  menor y  amenazándola  de 

muerte  se  colocó  sobre  la  misma  en  condiciones  de  rea- 
lizar por  completo  su  propósito  de  yacer  con  ella,  no 
ha  podido  demostrarse  que  el  culpable  llegara  á  tener 
con  la  ofendida  un  contacto  carnal  tan  inmediato  que 
pudiera  producir  el  delito  en  los  momentos  en  que  por 
haber  gritado  ésta  tuvo  que  retirarse  aquel ;  y  por  tan- 
to, no  constando  que  se  hubieran  practicado  todos  los 
actos  de  ejecución  que  deberían  producir  delito,  quedó 
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circunscripto  éste  ^  los  limites  que  comprende  el 
párrafo  tercero  del  artículo  tercero  del  Código  Pe- 
nal. 

Considerando  que  del  expresado  delito  es  autor  el 
procesado  por  participación  directa. 

Considerando  que  no  habiendo  concurrido  cir- 
cunstancias modificativas  de  la  responsabilidad  cri- 
minal, procede  imponer  al  procesado  la  pena  inmedia- 
mente  inferior  en  dos  grados  á  la  de  reclusión  temporal 
que  es  la  señalada  al  delito  consumado,  ó  sea  la  de 
prisión  correccional  aplicándola  en  su  grado  medio. 

Considerando  que  en  el  presente  caso  por  no  haber 
responsabilidad  civil  exigible,  solo  cabe  imponer  al 
procesado  las  costas  procesales. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y   condenamos 

á ,  cuyq  segundo  apellido  no  consta,   en  concepto 

de  autor  de  un  delito  de  violación  en  grado  de  tentati- 
va, sin  circunstancias  modificativas  de  la  responnabi* 
lidad  criminal,  á  la  pena  dedos  años,  cuatro  meses  y 
un  día  de  prisión  correccional,  con  las  accesorias  de 
suspensión  de  todo  cargo  durante  el  tiempo  de  la 
•condena;  sirviéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de 
ésta  todo  el  tiempo  de  la  prisión  preventiva  que  haya 
sufrido,  siendo  de  su  cargo  las  costas  procesales. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos, — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  116.— 17  de  Noviembre  de  1902.— Estafa. 

(Gac.  Abrü  IS.) 

DOCTRINA:  Bl  qae  con  conocimiento  de  que  una 
deuda  que  devengaba  interés,  estaba  extinfruida,  pre- 
valiéndose de  la  ausencia  del  deudor  y  de  laigmorancia 
respecto  de  aquel  particular  del  apoderado  de  éste  re- 
clama y  obtiene  de  dicho  apoderado  el  pago  de  intere- 
ses, comete  el  delito  de  estafa,  por  cuanto  aparentando 
una  cualidad  de  acreedor  que  no  tiene  defrauda  al  su- 
puesto deudor. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tri- 
bunal Supremo,  interpuesto  á  nombre  de  Ignacio  y 
Onofre  González  Muñoz,  naturales  y  vecinos  de  esta 
ciudad,  mayores  de  edad,  contra  la  sentencia  dictada 
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en  diez  y  ocho  de  Julio  último  por  la  Sección  primera 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, en  causa  procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  del 
Distrito  del  Este  de  esta  ciudad,  por  delito  de  estafa: 
Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa,  dictó  sentencia  el  mencionado  Tribunal  en 
la  fecha  expresada,  consignando  en  aquélla  los  siguien- 
tes resultandos: 

Hechos  probados: 

«Primero. — Resultando  probados  A — que  en  vein- 
í)te  y  uno  de  Julio  de  mil  och'>cientoR  noventa  y  cuatro 
»los  procesados  en  esta  causa,  mayores  de  edad,  Ono- 
»fre  González  Muñoz  é  Ignacio  de  los  mismos  apelli- 
»dos,  cedieron  por  contrato  de  compra  venta,  en  Es- 
i>critura  Pública,  á  Marcelino  González  García,  la  parte 
»que  á  cada  uno  de  ellos  pertenecía  de  la  casa  de  esta 
»ciudad  número  veinte  de  la  calle  de  la  Reina,  acor- 
«dándoae,  lo  que  sh  realizó  que  el  ^Marcelino  González 
»Garcia  reservai-a  en  sn  poder  mil  pesos  que  repre- 
Dsentaba  la  parte  de  esa  finca,  cedida  á  él  por  el  pro- 
Dcesado  Onofre  González  Muñoz,  y  otros  mil  pesos 
Dvalor  de  la  que  á  au  vez,  le  cedió  el  procesado  Ignacio 
»González  Muñoz,  hasta  que  por  dichos  dos  vendedo- 
»res,  se  subs  masen  pequeños  defectos  de  forma  en  la 
^adjudicación  que  se  hicieran  de  esas  porciones  en  la 
»casa  dicha;  y  que  impedía  la  inscripción  en  el  Regis- 
j)tro  de  la  Propiedad;  quedando  obligado  el  comprador 
^González  García,  á  satisfacer  mientras  llegaba  ese 
»día.  intereses  de  esas  sumas,  á  cada  uno  de  los 
^procesados;  en  la  forma  siguiente:  un  siete  por  ciento 
»anual,  que  había  de  comprender  desde  el  treinta  y 
•uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  al 
«mismo  día  y  mes  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco; 
»y  de  esta  última  fecha  en  lo  adelante,  un  cinco  por 
«ciento  anual:  debiendo  abonarse  todos  esos  intereses 
«por  semestres  vencidos:  B — que  en  diez  y  siete  de  No- 
«viembre  del  indicado  año  de  mil  ochocientos  noventa 
»y  cuatro  ó  séase  cuatro  meses  menos  cuatro  días  de 
«la  cesión  hecha  por  los  procesados  á  Marcelino  Gon- 
«zález  García;  el  llamado  Onofre  González,  por  escri- 
«tura  pública  cedió  en  venta  á  José  Francisco  Ramírez 
«de  Estenoz,  los  mil  pesos  precio  de  la  venta,  de  la 
«parte  de  casa  deque  se  ha  hablado  anteriormente; 
«trasmitiéndole  la  facultad  de  cobrar  y  percibir  dicho 
«precio  del  González  García. — C — que  en  el  extinguido 
«Juzgado  del  Cerro  de  esta  ciudad,  siguió  el  procesado 
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»Onofre  González  Muñoz  un  juicio  ejecutivo  con- 
»tra  el  otro  procesado,  hermano  suyo  Ignacio  González 
»Muñcz  en  cobro  de  pesos;  y  dictada  sentencia  de  re- 
níñate, se  llevó  éste  á  efecto  rematándose  el  crédito  de 
»los  mil  pesos  de  que  ya  se  ha  hecho  referencia;  que 
«pertenecía  á  Ignacio  Gk)nzález  Muñoz;  y  tenía  en  su 
»poder  el  Marcelino  González  García;  el  cual  crédito 
i»se  adjudicó  en  el  acto  del  remate;  que  tuvo  lugar  en 
jKsinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco 
«Manuel  B.  Miyeres  y  Fernández,  y  habiéndose  segui- 
»do  ese  juicio  de'  rebeldía,  con  fecha  veinte  y  tres  de 
vAbril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  el  Juez  de 
»Pi«nera  Instancia,  cumpliendo  lo  prescrito  por  la  Ley 
DOtorgó  la  escritura  pública,  á  favor  del  indicado  Mi- 
Dyeres  y  por  el  crédito  de  referencia: — D — Que  me- 
i>diante  recibos  otorgados  ante  el  Notario  en  diez  de 
»Abril  y  diez  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
«cinco;  respectivamente,  satisñzo  el  deudor  Marcelino 
«González  García  á  los  indicados  José  Francisco  Ba- 
«mírez  Estenoz  y  Manuel  B.odríguez  Miyeres  y  Femán- 
j»dez,  como  dueños  ya  de  ellos,  los  créditos  de  mil  pe- 
nses que  habían  pertenecido  á  los  procesados  Onofre 
«Gk)nzález  Muñoz  é  Ignacio  Gk)nzález  Muñoz;  y  que  con- 
«servaba  él  en  su  poder,  según  se  ha  dicho  anterior- 
«mente;  los  cuales  pagos  hizo  el  González  Gurcía.  por 
«haberse  subsanado  los  defectos  de  adjudicación  deque 
»se  ha  hablado  al  principio  de  este  Eesultando. — Se- 
«gundo. — Resultando  probado:  que  sabedores  los  pío- 
«cesados  Onofre  é  Ignacio  €k)nzález  Muñoz  de  lo  reía- 
«tado  en  el  anterior  Resultando,  aprovechándose  de 
«estar  en  España  el  Marcelino  González  García,  y  ha- 
«ciendo  creer  al  apoderado  de  éste  en  la  Isla,  Emilio 
«de  la  Costa  Zimbrelo  que  aún  les  pertenecían  reapec- 
«tivamente  los  créditos  de  mil  pesos  de  que  se  habla 
«en  el  anterior  Resultando,  y  que  se  les  debían  los  ré- 
«ditos  de  los  mismos,  obtuvieron  que  el  dicho  Costa  les 
«abonase  setecientos  noventa  pesos  en  oro  enpafíol, 
«como  pago  de  esos  réditos,  otorgándole  dichos  proce- 
«sados  al  Costa  recibo  ante  Notario,  en  que  se  hacía 
^)ron8tar  que  se  les  debía  por  el  González  García,  cien- 
wto  cuarenta  pesos  de  los  intereses  á  razón  de  siete  por 
«ciento  anual  correspondiente  al  año  último  de  Julio 
«de  mil  ohocientos  noventa  y  cuatro  á  último  de  Jalio 
wde  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  seiscientos  pesos 
«de  los  intereses  al  cinco  por  ciento  anual,  desde  esa 
«última  fecha  á  igual  día  de  mil  novecientos  uno, 
«y  cincuenta  pesos  por  los   intereses,  también  al  cinco 
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«por  ciento  desde  ese  último  diá  hasta  treinta  y  uno 
»de  Enero  del  corriente  año;  cantidades  qae  suman  los 
«setecientos  noventa  pesos  indicados,  de  la  cual  canti- 
»dad  dispusieron  como  si  fuese  suya  los  procesados.» 

Resultando  que  en  veinte  y  ocho  del  mismo  mes 
de  Julio  dictó  auto  aclaratorio  de  dicha  sentencia  el 
Tribunal  que  la  dictó,  consignándose  en  él  que  ante  el 
Notario  José  Miguel  Ñuño  Steengers  se  otorgaron  la 
escritura  de  fecha  veinte  y  uno  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro  que  se  menciona  en  el  apar- 
tado letra  «A»  del  primer  Resultando  y  los  recibos  de 
fecha  diez  de  Abril  y  diez  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco;  y  que  el  recibo  público  á  que  se  hace 
referencia  en  el  segundo  Resultando  es  de  fecha  veinte 
y  siete  de  Febrero  de  mil  novecientos  dos,  y  fué  otor- 
gado ante  el  Notario  Adolfo  Ñuño  Steengers. 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  dicho  Tribunal  caliñcó  los  hechos 
expuestos  como  constitutivos  de  un  delito  de  estafa  en 
cantidad  mayor  de  doscientas  cincuenta  pesetas  sin 
exceder  de  seis  mil  doscientas  cincuenta,  comprendido 
en  el  número  primero  del  articulo  quinientos  cincuen- 
ta y  nueve  del  Código  Penal;  y  condenó  á  los  acusa- 
dos, en  concepto  de  autor.es  de  dicho  delito,  á  las  pe- 
nas de  cuatro  meses  y  un  día  de  arresto  mayor,  acce- 
sorias correspondientes  y  á  satisfacer  á  Marcelino 
Gronzález  Gkkrcia  la  suma  de  setecientos  veinte  y  siete 
pesos  treinta  centavos  con  el  apremio  personal,  caso 
de  insolvencia,  á  razón  de  un  día  de  detención  por  ca- 
da doce  y  media  pesetas  que  dejaren  de  satisfacer,  sin 
que  tal  detención  pueda  exceder  de  la  tercera  parte  del 
tiempo  de  la  pena  principal. 

Fundamentos  del  recukso  de  casación: 

• 

Resultando  que  contra  la  mencionada  sentencia 
interpusieron  Onofre  é  Ignacio  González  Muñoz  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  invocando  como 
preceptos  autorizantes  los  números  primero  de  los  ar- 
tículos ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal; 
y  como  infracción  de  ley  la  consignada  en  el  siguiente 
motivo,  «La  sentencia  infringe  el  artículo  quinientos 
«cincuenta  y  nueve,  número  primero  del  Código  Penal, 
»por  aplicación  indebida:  Y  par»  justificar  la  infrac- 
»ción  de  ley  en  que  la  Sala  ha  incurrido  por  aplicación 
^errónea  de  los  artículos  citados  y  para  demostrar  que 
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»\os  hechos  declarados  probados  no  constituyen  delito, 
«basta  la  siguiente  argumentación :  Para  que  exista  el 
«delito  de  estafa,  es  indispensable  la  concurrencia  de 
»dos  elementos  el  i)erjuicio  y  el  engaño.— Sin  ellos  ne 
«cabe  calificar  como  estafa  hechos  que  podrán  ser  de- 
«lictuosos,  pero  que  no  tienen  esos  dos  elementos.  Y 
«en  el  hecho  probado  de  haber  nosotros  recibido  por 
»escritui-a  pública  otorgada  ante  Adolfo  Ñuño  y  Steen- 
«gers  en  siete  de  Febrero  del  comente  año,  los  intere- 
«ses  de  la  suma  de  dos  mil  pesos  que  quedaron  en  po- 
«der  de  Marcelino  González,  según  escritura  ante  José 
«Miguel  Ñuño  y  Steengers  de  veinte  y  uno  de  Julio  de 
«mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  aún  aceptando  que 
«supiéramos  el  contt-nido  de  las  escrituras  de  diez  de 
«Abril  y  diez  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
«cinco  ante  José  Miguel  Ñuño  y  Steengers  por  las  que 
«ese  capital  había  sido  satisfecho;  no  es,  no  puede  ser 
«un  delito  de  estafa,  porque  Marcelino  González  no 
«puede  decirse  engañado,  toda  vez  que  él  habla  paga- 
«do  y  que  él  mismo  por  conducto  de  su  apoderado  con- 
«vino  en  pagar  los  intereses  de  un  capital  que  ya  es- 
«taba  satisfecho:  Habrá  un  error,  una  equivoca- 
«ción,  una  negligencia  por  parte  del  apoderado,  pero 
«nunca  puede  decirse  engañado  cuando  él  tenia  que 
«saber  la  existencia  de  las  otilas  escrituras  que  como 
«documentos  públicos  á  to'dos  obligan  y  contra  todos 
«hacen  fe,  sin  apreciar  como  en  este  caso  puede  hacerse 
«el  hecho  de  haberse  otorgado  todos  esos  documentos 
«ante  los  mismos  Notarios:  Nosotros  teníamos  derecho 
»á  percibir  parte  de  esos  intereses  según  lo  declara  la 
«misma  sentencia  en  su  segundo  Considerando,  nos 
«equivocamos  y  se  equivocó  ó  fué  negligente  Marcelino 
«González  por  medio  de  sus  apoderados,  esas  equivoca- 
«ciones  ó  esa  negligencia  no  puede  ser,  no  es,  el  enga- 
«ño  que  se  exige,  como  requisito  indispensable  para 
«calificar  un  hecho  dé  estafa. « 

Resultando  que  por  providencia  de  veinte  y  ocho 
de  Octubre  próximo  pasado,  se  acordó  pai*a  mejor  pro- 
veer, traer  á  la  vista  la  causa  y  rollo  de  Audiencia,  lo 
cual  se  verificó: 

Decihión  delrkcurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

Considerando  que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve,  número  prime- 
ro del  Código  Penal,    comete  delito  de  estafa  el  qae 
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defraudare  á  otro  usando  de  nombre  fingido,  atribu- 
yéndose poder,  influencia  6  cualidades  supuestas,  apa- 
rentando bienes,  crédito,  comisión,  empresa  6  negocia- 
ciones imaginarias,  6  valiéndose  de  otro  engaño  «eme- 
jante  que  no  sea  de  los  expresados  en  los  casos 
mencionados  en  los  números  siguientes. 

Considerando  que  declarado  como  probado  entre 
otros  hechos  por  la  Sala  sentenciadora  que  los  recu- 
rrentes no  obstante  saber  que  Marcelino  González 
García  había  satisfecho  en  diez  de  Abril  y  diez  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  al  cesionario 
y  rematador  de  los  capitales  de  mil  pesos  que  á  favor 
de  aquéllos  les  fué  reconocido  por  la  escritura  de  veinte 
y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
se  prevalieron  dichos  recurrentes  de  la  ausencia  del 
Gronzález  García  para  hacer  creer  al  apoderado  de  éste 
que  les  eran  debidos  los  réditos  de  dichos  capitales  y 
mediante  tal  engaño  cobraron  los  intereses  pactados  en 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  hasta  siete  años  des- 
pués de  haber  sido  pagados  los  mencionados  capitales 
ó  sea  en  Febrero  del  año  actual,  para  lo  cual  evidente- 
mente no  tenían  derecho,  pues  desde  que  se  satisfizo 
la  obligación  principal  cesó  la  de  satisfacer  intereses, 
es  indudable  que  ejecutaron  el  delito  expresado,  de- 
terminado éste  por  la  defraudación  al  González  García 
y  el  medio  engañoso  empleado  para  realizarla,  ó  sea 
aparentando  una  cualidad  de  acreedores  que  no  tenían. 

Considerando  que  el  hecho  referido  y  consignado 
"como  probado  en  la  sentencia  recurrida  del  conoci- 
miento que  tenían  los  recurrentes  de  haber  sido  paga- 
do los  capitales  de  referencia  siete  años  antes  á  la  fecha 
en  que  engañosamente  reclamaron  y  percibieron  los 
intereses  de  los  mismos,  excluye  todo  concepto  de  me- 
ro error,  y  cae,  por  tanto,  por  su  base  el  fundamento 
alegado  en  el  recurso  de  casación  interpuesto  para 
pretender  la  casación  de  la  sentencia  recubrida. 

Considerando  que,  en  su  consecuencia,  es  de  de- 
clararse no  haber  lugar  al  mencionado  recurso  de  ca- 
sación, é  imponerse  las  costas  del  mismo  á  los  recu- 
rrentes, de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  d« 
ley,  interpuesto  por  Ignacio  y  Onofre  González  Muñoz 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de 
la  Bala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la   Habana 
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en  diez  y  ocho  de  Julio  último,  con  las  costas  á  cargo 
de  los  recurrentes.  Comuniqúese,  etc.  Asi  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos. —José  Antonio  Pichardo.— Luis  Gastón.— José 
Cabar rocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Francisco 
Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  117.— 17  de  Noviembre  de  1902.— Atenta- 
do. (  OaC'  Abrü  18. ) 

BOCTS.IKA;  Bl  acto  de  acpmeter  á  un  Tigilantedc 
policía,  que  se  encuentra  de  uniforme  y  en  servicio, 
abrazándose  á  él  3'  tratando  de  arrebatarle  el  mache- 
te que  portaba  con  el  propósito  de  agredir  con  dicha 
arma  6.  otra  persona,  constitujreel  delito  de  atentado 
con  imposición  de  manos,  7  no  el  menos  greLT^  de 
atentado  simple. 

Bn  materia  penal  no  existe  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  doctrina  legal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  Ley  que  pende  ante  este  Tribu- 
nal Supremo,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sec- 
ción segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  esta  provincia,  con  fecha  ocho  de  Julio  último, 
en  causa  procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  de 
San  Antonio  de  los  Baños,  instruida  por  los  delitos  de 
disparo  de  arma  de  fuego  y  lesiones,  y  seguida  entre 
partes,  de  la  una  el  Ministerio  fiscal  y  de  -  la  otra,  co- 
mo procesados  Ernesto  Bobaina  y  Sánchez,  Isidro  Acea 
y  Gil,  Rosendo  Campos  Marquetti,  Ángel  de  la  Osa  y 
de  la  Osa,  Manuel  Balmaseda  y  José  Rodríguez  y  Ro- 
mero, conocido  por  Cheo,  todos  vecinos  de  Alquízar, 
el  primero  y  cuarto  labrsídores,  el  tercero  y  sexto  ta- 
baqueros, el  quinto  jornalero  y  el  segundo  natural  de 
Cien  fuegos,  sin  que  conste  su  profesión  ú  oficio: 

Resultando  que  dicha  sentencia  descanza  en  los 
fundamentos  de  hecho  que  se  expresan  en  los  dos  si- 
guientes resultandos: 

Hechos  probados: 

«Primero:  Resultando  probado  que  con  motivo 
«del  nombramiento  del  Juez  Municipal  de  Alquízar  á 
Nfavor  de  Antonio  R.  Quintana  los  partidarios  ó  sim- 
Dpatizadores  del  Juez  saliente  Rodolfo  del  Castillo  en- 
»tre  los  cuales  se  contaba  Manuel  Vega  Villavicencio 
»y  Pedro  Trujillo  Miranda  acordaron  excitar  al  pueblo 
«mediante  la  publicación  de  una  hoja  impresa  en  que 
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»8e  invitaba  á  las  personas  que  estuvieran  conformes 
Dcon  la  idea  á  llevar  &  cabo  una  manifestación  pública 
»de  protesta  y  desagrado  por  el  nombramiento  de  Quin- 
»tana  y  á  venir  á  la  Habana  en  un  tren  de  excursión 
íícon  A  mismo  objeto  y  llevando  á  la  práctica  este  pro- 
opósito  y  después  de  obtener  de  la  Alcaldía  Municipal 
Mf ste  permiso,  digo,  el  necesario  permiso  se  organizó, 
«la  manifestación  en  la  que  figuraban  entre  otros  mu- 
«chos  Ramón  Arrocha,  Alfredo  Fernández .  y  los  pro- 
wcesados  Ángel  de  la  Osa  y  Ernesto  Bobaina  llegando 
»sin  que  el  orden  público  fuera  alterado  hasta  la  es- 
i»quina  de  las  calles  de  Pedro  Díaz  y  Maceo,  lugar  en 
i»el  cual  fueron  acometidos  los  manifestantes  por  otro 
wgrupo  que  venía  en  dirección  contraria  capitaneados 
i>por  los  precesados  Isidro  Acea  y  Rosendo  Campos 
«partidarios  del  nuevo  Juez  Municipal  Antonio  R. 
«Quintana  surgiendo  de  este  encuentro  un  estado  de 
«riña  durante  el  cual  se  hicieron  de  ^rupo  á  grupo  va- 
«rios  disparos  de  revólver  sin  haberse  podido  precisar 
«quienes  fueron  las  personas  que  dispararon  y  resultó 
«gravemente  lesionado  en  1 1  cabeza  por  instrumento 
«contundente  R^món  Arocha  causándosele  una  lesión 
wjue  le  fracturó  la  bóveda  del  cráneo  y  que  hizo  pre- 
«cisa  la  operación  del  trépano  con  cincuenta  y  cinco 
«días  de  asistencia  médica  é  impedimento  para  el  tra- 
«bajo,  no  habiendo  quedado  deforme  ni  impedido  sin 
«que  haya  averiguado  quien  fué  el  autor  de  las  lesio- 
«nes  que  sufrió  Arocha  ni  quienes  de  los  que  se  encon- 
«traban  en  el  lugar  de  la  rifl»i  ejercieron  en  sus  perso- 
«nas  actos  de  violencia. « 

«Segundo:  Resultando  probado:  que  durante  el 
«tumulto  y  estado  de  riña  que  explica  el  resultando 
«que  precede,  el  procesado  Isidro  Acea,  desoyendo  las 
«reflexiones  de  las  Autoridades  y  sus  agentes  que  lle- 
«garon  al  lugar  de  los  sucesos  para  restablecer  el  cr- 
iden, acometió  al  vigilante  de  la  Policía  Municipal 
«Martin  Capetillo  que  estaba  de  servicio  y  con  el  uni- 
«forme  de  su  cuerpo,  y  abrazándose  con  él,  trató  de 
«arrancarle  el  machete  que  llevaba  puesto-al  cinto  pa- 
«ra  agredir  con  esta  arma  al  otro  vigilante  Abelardo 
«García  que  se  ocupaba  en  dispersar  los  grupos  que 
«aun  quedaban:  hecho  que  no  pudo  realizar  porque 
«Capetillo  hizo  resistencia  é  impidió  que  lo  desarmara. » 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  se  califi- 
caron estos  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de 
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atentado  á  un  Agente  de  la  Autoridad  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  y  con  imposición  de  manos,  previsto 
en  el  número  segundo  del  artículo  doscientos  cincuen- 
ta y  ocho  y  castigado  en  el  doscientos  sesenta  en  re- 
lación con  el  párrafo  inicial  y  la  circunstancia  tercera 
del  doscientos  cincuenta  y  nueve,  del  Código  Pen*l, 
modifíciido  por  la  Orden  doscientos  veinte  y  cinco  de 
mil  novecientos  uno;  y,  además,  der  un  delito  de  dis- 
paro de  arma  de  fuego  y  otro  de  lesiones  graves;  y  es- 
timándose responsable  del  primero,  en  concepto  de 
autor,  sin  circunstancias  modificativas  de  penalidad, 
al  procesado  Isidro  Acea  y  Gil,  se  le  condenó  en  la  pe- 
na de  un  año  y  un  día  de  prisión  correccional,  las  co- 
rrespondientes accesorias  y  al  pago  de  una  novena 
parte  de  las  costas  procesales,  sirviéndole  de  abono  la 
totalidad  de  la  prisión  preventiva  que  hubiere  sufrido; 
y  se  le  absolvió,  lo  mismo  que  á  los  demás  procesados 
en  cuanto  á  los  otros  delitos,  por  falta  de  pruebas,  con 
las  restantes  partes  de  costas,  de  oficio. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  Acea  y 
Gil  el  presente  recurso  de  capación  por  infracción  de 
ley,  fundado  en  los  números  primero  y  tercero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  alegando  alternativamente  los 
dos  siguientes  motivos:  Primero:  que  se  han  infringi- 
do los  artículos  primero,  doscientos  cincuenta  y  ocho, 
número  segundo,  doscientos  cincuenta  y  nueve  y  dos- 
cientos sesenta  del  Código  Penal,  modificado  por  la 
Orden  doscientos  veint-e  y  cinco  de  mil  novecientos  uno; 
porque  declarándose  en  uno  de  los  Eesultando  de  la 
sentencia — dice — que  el  que  expone  se  abrazó  al  vigi- 
lante de  Policía  Martín  Capetillo,  sin  otr<»  objeto  que 
el  de  arrancarle  el  machete  que  llevaba  puesto  al  cin- 
to, para  agredir  á  otro  vigilante  llamado  Abelardo 
Grarcía,  se  pena  el  hecho  como  atentado  á  un  Agente 
de  la  Autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  y  con 
imposición  de  manos,  cuando  no  es  constitutivo  de 
delito;  que  la  propia  sentencia  no  ha  podido  determi- 
nar en  qué  ha  consistido  el  acometimiento;  que  del 
mismo  hpcho  probado  se  vé  que  la  intención  dolosa 
del  exponente,  si  alguna  hubiera  habido,  se  dirigía 
contra  el  guardia  García  y  no  contra  Capetillo,  por  lo 
cual  el  acto  realizado  respecto  á  este  último,  que  ee  el 
que  se  pena,  no  constituye  delito;  y  que  la  imposición 
de  manos  á  que  se  refiere  el  número   tercero  del  ar-  ' 
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tícnlo  doscientos  cincaenta  y  nueve  del  Gódigo  Penal, 
supone  una  violencia  de  índole  distínta  á  la  fuerza 
empleada  con  el  solo  objeto  de  sujetar  á  una  Autoridad 
6  á  un  Agente  de  la  misma ;  infringiéndose — agre- 
ga—esta doctrina  legal  sentada  respecto  del  número 
tercero  del  articulo  doscientos  cincuenta  y  nueve,  por 
el  Tribunal  Supremo  de  España  en  sentencia  de  treoa 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres;  y  se- 
gundo: que  si  no  fuera  estimado  con  lugar  el  recurso 
por  el  motivo  que  antecede  ha  de  serlo  indiscutible- 
mente— dice — por  haberse  infringido  en  la  sentencia 
cuando  menos  el  articulo  tercero  en  relación  con  el  dos- 
cientos cincuenta  y  nueve,  número  primero,  y  el  dos- 
cientos sesenta  del  mismo  Código,  modificado  este 
último  artículo  por  la  Orden  doscientos  veinte  y  cinco 
de  mil  novecientos  uno  ya  citada;  porque  se  consigna 
en  la  sentencia  que  el  exponente  acometió  á  un  guar* 
día  y  se  abrazó  con  él  al  objeto  de  quitarle  el  machete 
para  agredir  á  otro  guardia;  y,  como  en  el  delito  de 
atentado  pOr  que  se  le  pena  la  intención  ó  dolo  del 
agente  consiste  en  impedir  que  el  funcionario  ejerza 
sus  funciones,  habiendo  intentado— el  recurrente — 
quitarle  el  machete  á  un  guardia  para  agredir  á  otro 
sin  que  lloara  á  verificarlo  por  que  el  acometido  lo 
evitó  con  sus  esfuerzos,  surge  de  aquí — añade — confi- 
gurada con  toda  claridfúi  la  tentativa  del  delito  de  aten- 
tado á  un  agente  de  la  Autoridad,  á  mano  armada, 
pues  la  intención,  nó  el  hecho  por  sí  solo,  es  lo  que 
determina  el  delito,  y  esta  resulta  declarada  por  la 
Bala  sentenciadora. 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  y  abierta  la 
sustandación  del  mismo  ante  éste  Tribunal  Supremo, 
fué  impugnada  su  admisión  por  el  Ministerio  Fiscal; 
y,  habiéndose  declarado  sin  lugar  la  impugnación,  se 
señaló  para  la  vista  pública  respectiva,  el  día  cinco 
del  actual,  en  la  que  tuvo  ésta  efecto,  con  asistencia 
del  representante  y  defensor  del  recurrente  que  sos- 
tuvo enel  acto  la  procedencia  del  recurso;  y  con  asis- 
tencia también  del  Ministerio  Fiscal,  que  manifestó 
adherirseá  él  en  cuanto  á  su  segundo  motivo  por  es- 
timar que  el  delito  de  que  se  trata  es  de  simple  aten- 
tado: 

Decisión  del  becurso: 

Siendo    ponente    el  Magistrado  José  Cabarrocas 

Horta.  « 

Considerando  que  cometen  atentado,  según  pre- 

T.  8.-1908.— «. 
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viene  el  artículo  doscientos  cincuenta  y  ocho,  numero 
segundo  del  Código  Penal,  los  que  acometieren  á  la 
Autoridad  ó  á  sus  agentes,  ó  emplearen  fuerza  contra 
ellos,  ya  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  6  con  ocasión 
de  estas. 

Ck)nsiderando  que  conforme  el  articulo  doscientos 
sesenta,  en  relación  con  la  tercera  de  las  circunstancias 
del  doscientos  cincuenta  y  nueve,  del  mismo  Código, 
modificados  por  la  Orden  doscientos  veinte  y  cinco  de 
mil  novecientos  uno,  los  atentados  que  se  cometieren 
contra  agentes  de  la  Autoridad,  si  los  delincuentes  pu- 
sieron manos  en  éstos,  serán  castigados  con  la  pena  de 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión  correc- 
cional en  el  mínimo. 

•  Considerando  que  en  este  caso  se  encuentran  com- 
prendidos los  hechos  descrito  en  el  segundo  Resultan- 
do de  la  sentencia  recurrida;  por  cuanto  expresándose, 
al  describirlos,  que  desoyendo  las  reflexiones  de  las 
Autoridades  y  sus  agentes  que,  para  restablecer  el  or- 
den, hablan  acudido  al  lugar  de  los  sucesos  relatados 
en  el  primer  Resultando  de  la  misma  sentencia,  el  pro- 
cesado Acea  y  Gil  acometió  al  vigilante  Martín  Capo- 
tillo, á  la  sazón  de  servicio  y  con  el -uniforme  de  su 
cuerpo,  y  agregándose  que  se  abrazó  á  él  tratando  de 
arrancarle  el  machete  que  llevaba,  para  agredir  con 
esta  arma  á  otro  vigilante  allí  presente,  nombrado 
Abelardo  Garda,  lo  que  no  pudo  obtener  por  la  resis- 
tencia que  aquél  le  opuso,  demuéstrase  evidentemente 
que  Acea,  por  propio  acometimiento  inicial  puso  ma- 
nos en  un  agente  de  la  Autoridad  que  se  hallaba  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones;  empleando  para  ello  fuerza, 
tenaz  y  directamente  encaminada  á  despojarle  de  un 
arma  que  había  de  servirle  en  caso  necesario— de  ma* 
nifíesta  posibilidad  en  el  momento— para  llenar  cum- 
plidamente los  deberes  de  su  cargo:  circunstancias 
todas  que  en  conjunto,  comunican  al  acto,  por  la  in- 
tención, el  modo,  la  ocasión  y  publicidad  con  que  se 
ejecutó,  la  gravedad  y  trascendencia  suficientes  á  in- 
tegrar el  referido  delito;  sin  que  el  propósito  ulterior 
del  culpable,  de  agredir  á  mano  armada  al  vigilante 
García,  desvirtúe  en  nada  esta  calificación,  porque  le- 
jos de  disculpar  en  alguna  manera  dicho  acometimien- 
to, ya  de  por  sí  intencionado  y  punible  como  es  visto, 
tendía  á  la  ejecución  de  otro  delito  de  igual  ó  más  gra- 
ve naturaleza  é  importancia,  que,  por  haber  quedado 
.en  la  esfera  de  un  mero  propósito  de  cometerse,  no 
puede  ser  apreciado  siquiera  en  grado  de  tentativa. 
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Considerando  que  en  tal  virtud,  alcaliñcar  la  Sala 
sentenciadora  los  hechos  de  referencia,  del  modo  que 
lo  hizo,  y  no  de  simple  atentado  que  prevé  el  número 
segundo  de  la  expresada  Orden,  ni  con  arreglo  al  ar- 
ticulo tercero  del  Código  Penal  en  relación  con  los  otros 
artículos  antes  citados  del  mismo  cuerpo  legal,  no  in- 
fringió ninguno  de  estos  preceptos  de  la  ley;  y  que, 
por  tanto,  y  no  siendo  de  apreciarse  en  ningún  caso  en 
materia  criminal,  infracciones  de  doctrina  legal,  por 
Ip  que  pudo  no  ser  admitido  el  recurso  en  cuanto  &  su 
primer  motivo,  á  no  haberse  invocado  en  éste^  á  la  vez, 
como  se  invocaron  para  fundamentarlo,  otms  infrac- 
ciones, relativas  á  la  Ley  Penal,  procede  declarar  sin 
lugar  el  presente  recurso,  con  sus  costas,  según  al  ar- 
tículo cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  de  cargo  del  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Isidro  Acea  y  Gil,  contra  la  sen- 
tencia  dictada  en  ocho  de  Julio  último  por  la  Sección 
segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  la  referida  causa;  y  condenamos  en  cos- 
tas al  recurrente.  Así  por  esta  nuestra  sentencía- 
lo pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  Anto- 
nio Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. 
— Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


ln£  ley.— Sent.  118.— 20  de  Noviembre  del902.— Oalxiin- 

nia.   {Qac.  Abril  13), 

DOCTRINA:  No  existe  el  delito  de  calumnia  cuan- 
do la  falsa  imputación  de  un  delito  público  hecha  á 
una  persona,  por  la  forma,  el  modo  j  la  ocasión  en 
que  dicha  imputación  se  hace,  revelan  en  el  autor  el 
propósito  de  que  por  los  Tribunales  se  castig^ue  como 
culpable  de  un  delito  á  quien  no  lo  hubiere  cometido; 
en  cuyo  caso  las  manifestaciones  calumniosas  que  se 
hicieren,  encaminadas  directamente  á  ese  solo  fin,  no 
son  más  que  el  modo  que  se  emplea  para  cometer  el 
delito  de  acusación  ó  denuncia  falsa. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  dos.  Visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Adolfo  Díaz 
7  Hernández  en  representación  del  Ledo.  Estanislao 
Cartañá  y  Borrell,  contra  el  auto  dictado  por  la  Sec- 
ción primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,    el  cuatro  de  Septiembre  último. 
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confirmando  los  de  primero  y  euatro  de  Agosto  ante- 
rior del  Jnzgado  de  Instrucción  del  Centro  que  dene- 
garon la  admisión  de  la  querella  que  estableció  el  re- 
currente, contra  la  Sra.  Mercedes  de  la  Cruz  Martínez, 
por  el  delito  de  calumnia. 

Hechos: 

Resultando  que  en  el  expresndo  auto  de  cuatro 
de  Septiembre,  se  consignan  los  siguientes:  «Resul- 
»tando:  que  D.  Adolfo  Díaz  y  Hernández,  á  nombre 
»y  con  poder  del  Ledo.  Estanislao  Cartañá  y  Borrell, 
)>promovió  en  primero  de  Agosto  de  este  año  ante  el 
))  Juez  de  Instrucción  del  Centro  de  esta  Capital,  que- 
Drella  criminal  contra  Merced  de  la  Cruz  Martínez 
»por  el  delito  de  calumnia,  que  hizo  consistir  en  los 
Dhechos  siguientes:  que  en  los  días  del  primero  al  siete 
»de  Agosto  del  pasado  año  de  mil  novecientos  uno 
j»doña  Mercedes  de  la  Cruz  Martínez,  viuda  de  Gai  cía, 
Dmanifestó  al  Ledo  Juan  A.  Lliteras  en  conferencia 
«celebrada  con  éste  en  su  estudio  sito  en  Amistad  y 
))Beina,  que  mi  representado  le  había  exigido  treinta 
»j  siete  centenes,  como  derechos  devengados  como 
«Fiscal  Municipal  por  el  dictamen  emitido  en  el  expe- 
ndiente de  utilidad  y  necesidad  que  inició  como  1^- 
«tima  madre  de  su  menor  hijo  Luis  García  de  la  Cruz 
«para  la  venta  de  una  sexta  parte  de  la  casa  Águila 
«ciento  cuarenta  y  dos,  y  cuya  exigencia  afirmó  se  ha- 
«bía  tenido  con  ella  con  amenazas  de  no  despachar  un 
«segundo  expediente  en  que  debía  dictaminar  mi  repre- 
«sentado: — Las  anteriores  manifestaciones  son  calum- 
«niosas  al  extremo  de  que  hechas  ante  el  Juez  de  Ins- 
«trucción  del  Distrito  Sur  formalizando  denuncia  la 
«querellada  motivaron  la  formación  del  sumario  opor- 
«tuno  y  la  celebración  del  juicio  oral  en  el  que  se  jus- 
«tificó  plenamente  la  falsedad  de  la  denuncia  al  extre-  . 
«mo  de  que  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
«nal  dictó  sentencia  absolutoria  para  mi  representado 
«y  dispuso  que  con  testimonio  de  lo  pertinente  se  ini- 
«ciara  causa  criminal  contra  la  Mercedes  de  la  Cruz, 
«por  el  delito  de  falsa  denuncia,  causa  que  no  se  inició 
«por  que  una  Orden  militar  de  fecha  siete  de  Mayo  úl- 
«timo  declaró  extinguida  la  acción  penal  que  la  moti- 
«vara. — Resultando:  que  el  Juez  del  Centro,  por  auto 
«de  esa  misma  fecha,  declaró  no  haber  lugar  á  la  ad- 
»mi8ión  de  la  querella  por  no  revestir  el  hecho  en  que 
«se  fundaba  los  caracteres  de  delito  de  calumnia  defi- 
«nido  en  el  artículo  cuatrocientos  setenta  y  uno  del 
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)»C6digo  Penal,  sino  del  delito  de  falsa  denuncia  y  por- 
»que  si  bien  la  Sala  que  había  conocido  del  delito  de- 
j»nnnciado  por  la  Sra.  Cruz  Martínez,  había  ordenado 
«en  su  sentencia  que  se  procediera  de  oficio  contradicha 
wSi'a.  por  el  indicado  delito,  el  Gobierno  Militar  de  Cu- 
j»ba,  por  su  Orden  de  siete  de  Mayo,  de  este  año,  había 
i»decÍarado  extinguida  la  acción  penal  en  la  causa  que 
»se  mandó  formar. — Besultando:  que  contra  el  men- 
«cionado  auto  interpuso  la  representación  del  quere- 
i»llante  recurso  de  reforma  fundado  en  qufe  el  hecho 
»base  de  la  querella  era  distinto  del  de  denuncia  hecha 
i>ante  el  funcionario  público  por  la  Sra.  Cruz  Martínez, 
«pues  se  referirá  á  una  conferencia  habida  entre  ésta 
»y  el  Ledo.  Juan  Lliteras,  á  cuyo  recurso  recayó  el 
»auto  del  Juez  de  cuatro  de  Septiembre,  digo,  del  re- 
«petido  mes  de  Agosto,  declarándolo  sin  lugar  por  los 
«mismos  fundamentos  de  su  auto  anterior  y  porque  el 
«mismo  hecho  relatado  por  el  querellante  había  sido 
«objeto  de  la  causa  en  que  se  mandó  proceder  por  falsa 
«denuncia,  oyéndose  por  el  Juez  en  ambos  efectos  la 
«apelación  subsidiariamente  interpuesta.» 

Bbsoluoiók  kbcurrida: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  confirmó  el 
auto  apelado  que  declaró  no  haber  lugar  á  admitir  la 
querella  deducida  por  calumnia  contra  Mercedes  de  la 
Cruz  Martínez. 

Fundamentos  bel  recubso  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  resolución  de  la  Au- 
diencia interpuso  el  Ledo.  Cartafíá,  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  autorizado  por  el  artículo 
ochocientos  cincuenta  y  uno  y  ochocientos  cincuenta  y 
dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  el  cual 
funda  en  haberse  cometido  las  siguientes  violaciones 
de  ley:  «Primero:  «El inciso  segundo  déla  Orden  cien- 
ato  treinta  y  cinco  de  la  serie  del  corriente  año;  toda 
«vez  que  la  Sala,  estimando  que  los  hechos  que  moti- 
«van  la  querella,  son  los  mismos  que  más  tarde  cons- 
«tituyeron  el  delito  de  falsa  denuncia,  declara  com- 
«prendidos  esos  hechos  en  el  indulto  concedido  por 
«dicha  disposición  á  doña  Mercedes  de  la  Cruz,  cuando 
«los  hechos  que  motivan  la  querella  no  son  los  mismos 
«que  dieron  lugar  á  la  acción  penal  declarada  extin- 
«guida  por  la  Orden  citada.  Porque  aún  en  el  su- 
«puesto  de  que  los  hechos  que  motivan  la  querella 
«sean  los  mismos  de  los  que  nace  la  acción  de  calum- 
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»nia  que  ejercito,  la  Orden  número  ciento  treinta  y 
«cinco  antes  citada  no  declara  extinguida  m&s  que  la 
«acción  penal  que  nacía  á  virtiid  de  la  orden  contení- 
i)da  en  la  aentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de 
»la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
»que  dispuso  se  instruyera  causa  contra  Mercedes  de 
»la  Cruz  Martínez  por  suponer  falsa  la  denuncia  que  dio 
«origen  á  la  causa  seguida  á  mi  representado,  pero  no 
«declaró  extinguida  la  accióíi  que  éste  tiene  y  puede 
«ejercitar  contra  Mercedes  de  la  Cruz.  Segundo:  Los  ar- 
«tículos  trescientos  treinta  y  seis  y  cuatrocientos  seten- 
»ta  y  uno  del  Código  Pi^nal  y  el  artículo  cien  de  la  Ley 
«de  Enjuiciamiento  Criminal,toda  vez  que  la  Sala  para 
«desestimar  la  admisión  de  la  querella  declara  que  los 
«hechos  en  que  la  funda  y  que  no  son  otros  que  la  fal- 
«sa  imputación  de  un  delito  hecha  por  Mercedes  de  la 
«Cruz  á  mi  representado  en  conferencia  celebrada  con 
«el  Ledo.  Lliteras  es  el  mismo  delito  de  falsa  denun- 
«cia  porque  mandó  á  proceder  y  del  que  nacía  la  ac- 
«ción  extinguida  por  la  Orden  número  ciento  treinta  y 
«cinco  de  la  serie  de  mil  novecientos  dos  cuando  am- 
«bos  hechos  constituyen  dos  delitos  distintos  de  loe 
«que  nacen  dos  acciones  diversas  y  Tercero:  El  articulo 
«cuatrocientos  setenta  y  uno  del  Código  Penal  vigente 
«en  tanto  la  Sala  declara  que  la  imputación  falsa  de  un 
«delito  hecha  á  mi  representado  por  Mercedes  de  la 
«Cruz  en  conversación  sostenida  con  su  abogado  el 
«Ledo.  Lliteras  no  constituye  el  delito  de  calumnia  • 
«porque  sus  frases  fueron  dirigidas  al  solo  objeto  de 
«obtener  consejo.» 

Besultando  que  admitido  el  recurso,  personado  el 
recurrente  é  instruidas  las  partes,  se  celebró  la  vista 
pública  con  asistencia  del  Letrado  Manuel  Warren, 
defensor  del  recurrente,  que  sostuvo  los  motivos  del 
recurso,  y  del  Ministerio  Fiscal  que  lo  impugnó. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando,  que  no  existe  el  delito  de  calumnia 
que  define  el  artículo  cuatrocientos  setenta  y  uno  del 
Código  Penal,  cuando  la  falsa  imputación  de  un  delito 
público  hecha  á  una  persona,  por  la  forma,  el  modo  y 
ocasión  en  que  se  hace  semejante  imputación,  revelw 
en  el  autor,  el  propósito  de  que  por  los  Tribunales  se 
castigue  como  culpable  de  un  delito  &  quien  no  lo  hu- 
biere cometido;  en  cuyo  caso  las  manifestacioneB  ca- 
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lumniosas  qae  se  hicieren,  encaminadas  directamente 
á  ese  solo  fin,  no  son  más  qae  el  modo  que  se  emplea 
para  cometer  otro  delito  más  grave,  cual  es  el  de  acu- 
sación 6  denuncia  falsa. 

Considerando  que  al  conferenciar  la  8ra.  Cruz, 
con  un  Letrado  en  el  estudio  de  éste,  y  referirle  hechos 
contitutivos  de  un  delito  perseguible  de  oficio,  que 
imputó  al  recurrente,  contra  quien  prosiguió  dicha 
Sra.  á  formalizar  querella  fundándola  en  los  mismos 
hechos,  los  que  resultaron  después  falsos;  se  advierte, 
entre  todos  estos  actos  tan  estrecha  relación,  que  no 
pueden  separarse  para  figurar  otro  delito  distinto  á 
aquel  que  se  quería  cometer,  pues  no  apareciendo  que 
las  manifestaciones  que  se  hicieran  lo  fueran  al  intento 
de  difamar  con  tal  acto,  atendiendo  al  carácter  de  la 
persona  á  quien  se  hacían,  al  lugar  en  que  se  celebraba 
la  entrevista  y  á  que  realmente  la  querella  se  inter* 
puso;  no  puede  estimarse  de  otro  modo  la  referida  con- 
ferencia, que  como  acto  preparatorio  del  delito  de 
denuncia  falsa  que  la  mencionada  Sra.  cometió;  por 
tanto,  no  revistiendo  los  hechos  denunciados  los  carac- 
teres de  un  delito  de  calumnia,  y  sí  del  de  acusación  ó 
denuncia  falsa,  respecto  del  «cual  se  declaró  extinguida, 
por  la  Orden  número  ciento  treinta  y  cinco  de  este  año, 
la  acción  penal  que  había  de  ejercitarse,  al  confirmar 
la  Audiencia  de  la  Habana,  el  auto  del  Juzgado  que 
denegó  la  admisión  de  la  querella  que  por  la  calumnia 
se  estableció,  no  incurrió  en  los  errores  de  derecho  é 
infracciones  legales  que  por  el  recurso  se  le  atribuyen. 

Considerando,  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  recurso  establecido  é  im- 
poner las  costas  al  recurrente,  de  conformidad  á  lo 
estatuido  en  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  sebre  ca- 
sación. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que,  'por  infracción 
de  ley  interpuso  el  Ldo.  Estanislao  Cartafíá  y  Borrell, 
contra  el  auto  dictado  por  la  Sección  primera  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  el 
cuatro  de  Septiembre  último;  con  las  costas  á  su  cargo. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gktstón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio 
R.  Morales. — ^Francisco  Noval  y  Martí. 
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Ini  ley.— Sont.  119.— 22  do  Noviembre  de  1902.— Pal- 
sifloadón.  {Oac,  17  Ahrü.) 

DOCTRINA:  No  incurre  en  la  penalidad  señalada 
en  la  orden  212  de  1900,  el  que  habiendo  adquirido  le- 
gítimamente envases  de  un  producto  industrial,  con 
marca  registrada,  los  utiliza  para  expender  efectos 
distintos  de  fabricación  propia,  sin  pretender  hacerlo 
pasar  como  efectos  de  la  misma  clase  de  aquellos  para 
los  cuales  los  envases  fueron  re^^istrados. 

En  la  dudad  de  la  Habana  &  veinte  y  doB  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fiscal,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección 
segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
la  Habana,  en  la  causa  seguida  contra  Domingo  Mora 
y  Oonzález,  comerciante,  vecino  de  San  Antonio,  por 
falsificación  de  marcas. 

Hechos  probados: 

Eesultando  que  en  dicha  sentencia  dictada  en 
treinta  de  Julio  último  se  expresan  los  hechos  en  los 
siguientes  Resultandos: — Primero:  «Besultando  pro- 
»bado:  que  el  procesado  Domingo  Mora  y  Oonzález, 
»que  en  la  Villa  de  San  Antonio  de  los  Baños,  es  en- 
Mcargado  de  un  café  titulado  **E1  Polaco"  en  el  que 
»con  la  licencia  del  Ayuntamiento  y  cumpliendo  los 
^requisitos  que  los  regíamentos  y  ordenanzas  exigen 
«tiene  instalada  una  fábrica  de  aguas  minerales,  cuyas 
naguas  destinadas  á  consumo,  las  pone  á  la  venta  en 
Del  referido  café  expendiéndolas  asimismo  á  los  due- 
»ñ08  de  esos  establecimientos  en  la  citada  villa  en  el 
»mes  de  Mayo  del  próximo  pasado  año  de  mil  nove- 
»cientos  uno,  utilizó  para  el  envase  de  las  aguas  ga- 
Dseosas  que  se  elaboran  en  el  mencionado  café,  unas 
«botellas  destinadaR  á  envasar  la  sidra  achampañada 
»que  tenían  la  marca  indeleble  de  **Sidras  Achampa- 
»ñadas  Cruz  Blanca' '  que  en  el  año  de  mil  ochocientos 
Dnoventa  y  seis  habla  adquirido  de  los  Sres.  Crusellas 
)>y  Compañía,  en  cuya  fecha  los  compradores  de  dichas 
«botellas  no  estaban  obligados  á  devolverlas,  pero  sin 
«que  al  realizar  la  venta  de  esas  aguas  en  esa  forma 
«envasadas  tratara  de  hacer  creer  á  los  compradores 
«que  el  producto  que  compraban  había  sido  elaborado 
«por  los  Sres.  Crusellas  Bodríguez  y  Compañía  ni 
«tampoco  que  el  líquido  contenido  en  esos  envases  fue- 
«se  el  refresco  conocido  con  el  nombre  de  Sidra  Acham- 
«pafiada,  habiéndose  realizado  por  el  contrarío  la  venta 
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•constándole  á  los  compradores  el  lagar  de  bu  elabo- 
»ración  que  era  la  fábrica  del  procesado  Moray  el  con- 
jitenido  de  esos  envases  que  eran  simplemente  aguas 
«gaseosas. — Segundo:  Éesultando  probado:  que  unos 
«meses  antes  del  inicio  de  la  presente  causa  el  proce- 
«sado  Domingo  Mora  devolvió  á  la  Sociedad  de  Cru- 
«sellas  Rodríguez  y  Compañía,  por  conducto  de  su  re- 
»presentante  D.  Justo  Iturriagagoitia,  varias  botellas 
»y  sifones  vacíos  que  gravados  con  la  marca  de  fábrica 
«que  dicha  Sociedad  tiene  inscrita  á  su  nombre  en  el 
«Registro  Especial  que  á  ese  objeto  existe  en  la  Secre- 
«taría  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  quedán- 
«dose  en  esa  fecha  con  las  botellas  de  sidra  acbampa- 
«nada  que  adquirió  el  año  de  mil  ochocientos  noventa 
«y  seis  según  antes  se  ha  expreBado«. 

Resolución  reoubbida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
los  hechos  probados  no  son  constitutivos  del  delito  acu- 
sado, porque  los  productos  que  el  procesado  Mora  colo- 
caba en  los  envases  de  la  fábrica  de  Crusellas,  no  son 
iguales  ni  semejantes  al  que  por  la  última  se  destinan 
<Uchos  envases,  pues  aunque  sean  efervescentes  la  sidra 
achampañada  y  el  agua  gaseos-^  y  tengan  ambas  al- 
gunos componentes  químicos  iguales,  no  tíenen  seme- 
janza bastante  á  determinar  la  confusión  del  consu- 
midor, la  cual  además,  no  ha  tenido  intención  de 
producir  el  procesado,  sino  que  por  el  conirario  ex- 
pendía dichas  aguas  como  productos  de  su  fábrica  y 
distintos,  ^r  lo  cual  absolvió  al  procesado  con  las 
costas  de  oñcio,  mandando  entregar  al  mismo  las  bo- 
tellas ocupadas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  qué  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  Fiscal,  el  presente  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  autorizado  por  los  artículos  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve,  número  segundo  y  sus  con- 
cordantes de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ci- 
tando como  infringidos  el  artículo  doscientos  ochenta 
y  siete  del  Código  Penal,  con  la  adición  del  artículo 
dos  de  la  Orden  quinientos  doce  serie  de  mil  nove- 
cientos, en  el  concepto  que  expuso  en  los  siguientes 
términoa:  aLa  sentencia  declara  probado  entre  otros 
«hechos,  que  el  procesado  Domingo  Mora  y  González, 
«utilizó  en  el  mes  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  para 
«envasar  aguas  gaseosas  que  elaboraba  en  el  café  ''El 
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«Polaco' '  de  que  era  encargado  unas  botellas  que  tenían 
j»estampada8  de  manera  permanente  ' 'Sidras  Acham- 
«panadas  Oraz  Blanca",  y  marca  de  fábrica  registrada 
»por  los  Sres.  Crasellas  Rodrigaez  y  Compañía.  Que 
«dicho  procesado  llenó  esas  botellas  con  el  referido 
«liquido  por  él  fabricado  y  las  puso  á  la  venta,  pero 
«sin  que  al  realizar  tal  venta,  tratara  el  procesado  de 
«hacer  creer  á  los  compradores  que  el  producto  que 
«compraban  hubiera  sido  elaborado  por  los  Sres.  Cru- 
«sellas  Rodríguez  y  Compañía,  ni  que  el  líquido  con- 
«tenido  en  tales  envases  fuese  el  refresco  conocido  con 
«el  nombre  de  Sidra  Achampañada,  realizándose  la 
«venta  por  el  contrario,  ^constan dolé  á  los  compradores 
«que  el  lugar  de  elaboración  era  la  fábrica  del  pro- 
«cesado  Mora  y  el  contenido  de  los  envases  aguas  ga- 
«seosas.  Mas  adelante  en  uno  de  sus  considerandos 
«reconoce  la  sentencia  que  las  aguas,  los  líquidos  en- 
«vasados  en  las  botellas  por  los  Sres.  Crusellas  Rodrí- 
«guez  y  Compañía  y  los  envasados  por  el  procesado  son 
«ambos  efervescentes  y  que  ambos  tienen  algunos  oom- 
«ponentes  químicos  iguales,  no  obstante  lo  cual,  con- 
«cluye  declarando  que  esas  circunstacias  no  suponen 
«semejanza  bastante  para  determinar  confusión  en  el 
«consumidor  que  es  el  único  alcance  que  puede  darse 
»á  la  Orden  quinientos  doce  de  mil  novecientos,  y  que 
«no  habiéndose  realizado  la  venta  con  intención  de 
«producir  confusión  en  el  consumidor,  sino  que  se  rea- 
«lizó  como  producto  de  la  fábrica  del  procesado  y  dis- 
«tintos,  procede- la  absolución  del  procesado.  No  es  el 
«espirita  de  la  Orden  quinientos  doce  serie  de  mil 
«novecientos  garantizar  el  uso  de  productos  especiales 
«de  determinada  industria,  asegurar  la  legitimidad  de 
«la  mercancía  el  ánimo  del  legislador  fué,  sin  duda,  ga- 
«ran tizar  á  los  fabricantes  el  uso  de  sus  envases,  evitar 
«los  abusos  que  á  diario  se  cometían  vendiéndose  enva- 
«ses  de  fábricas  registradas  por  personas  que  no  tenían 
«derecho,  y  usándose  por  fábricas  clandestinas  ó  poco 
«conocidas,  que  al  usar  los  envases  explotan  indebida- 
«mente  el  crédito  de  los  dueños  de  los  envases. La  confu- 
«sión  en  el  consumidor  no  ha  de  buscarse  en  que  la  mer- 
«cancía  envasada  de  una  fábrica  registrada,  por  quien 
«no  tiene  derecho  á  ello,  sea  exactamente  igual  á  la  mer- 
«cancía  á  que  se  destinaban  esos  envases  por  la  fábrica 
«dueña  de  la  marca  estampada  en  los  envases,  basta 
«según  el  texto  claro  de  la  Orden  quinientos  doce  de  mil 
«novecientos  que  se  usen  los  envases  por  quien  no 
«tiene  derecho  á  ello  y  que  en  ellos  se  coloque  mer^ 


Digitjzed  by  VjOOQ iC 


JUBISPRUBBNCIA  PENAL  91 

i^cancia  semejante  á  aqaélla  y  esto  es  precisamente 
»lo  ocurrido  en  el  presente  caso,  puesto  que  el  pro- 
«cesado,  según  la  Sala  sentenciadora,  usó  los  envases 
j»para  llenadlos  de  agua  gaseosa  que  es  efervescente 
Dcomo  la  sidra  achampañada  y  que  tiene  algunos  com- 
«ponentes  quimicos  iguales.  No  dice  tampoco  la  Orden 
)jquinientos  doce,  mil  novecientos,  no  exige  dicha 
«Orden  que  después  de  llenados  los  envases  por  quien 
»no  tiene  derecho  á  ello,  diga  al  ponerlos  á  la  venta 
»que  el  líquido^  que  contiene  fué  elaborado  por  la  fá- 
«brica  á  que  pertenecen;  basta  que  el  hecho  se  realice, 
ijque  los  envases  tengan  estampados  de  manera  per- 
«manente  el  nombre  de  la  fábrica  á  que  pertenecen, 
))que  hayan  sido  llenados  con  mercancías  semejdrutes 
»á  la  que  se  envasaba  en  ellos  por  la  fábrica  á  que  per- 
»tenecen,  y  que  en  esas  condiciones  se  pusiera  á  la 
«venta,  y  como  todos  esos  hechos  se  realizaron  por  el 
«procesado,  claro  está  que  por  la  Sala  sentenciadora  se 
«ha  cometido  error  de  derecho  al  declarar  probado  esos 
«hechos  y  no  considerar  al  procesado  comprendido 
«dentro  de  los  preceptos  de  la  Orden  quinientos  doce, 
«mil  novecientos  y  no  aplicar  la  pena  que  dicha  Orden 
«señala». 

Besultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Au- 
diencia, y  resnelto  en  sentido  negativo  la  impugnación 
á  su  admisión  que  formuló  en  este  Tribuual  la  repre- 
sentación del  procesado,  se  celebró  la  correspondiente 
vista  pública,  sosteniendo  el  Ministerio  Fiscal  la  pro- 
cedencia del  recurso,  é  impugnándola  el  Letrado  de- 
fensor del  procesado.  * 

Decisión  del  becusso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Iíuíb  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  la  Orden  ^^  j  ^ 
número  doscientos  doce  serie  de  mil  novecientos,  in-  ^  /  ¿ 
currirá  en  las  mismas  penas  que  el  artículo  doscien- 
tos ochenta  y  siete  del  Código  Penal  señala  al  delito 
de  falsificación  de  marcas  y  sellos  industriales,  los  que 
compren  ó  vendan  envases  con  marcas  estampadas 
permanentemente  y  registradas  á  favor  de  otra  perso- 
na;— si  no  se  haceá  estas  mismas  ó  á  sus  representan- 
tes,—ó  los  utilicen  colocando  en  ellos  para  su  venta 
mercancía  igual  ó  semejante  á  aquella  á  que  por  el 
dueño  de  la  marca  se  destinan  dichos  envases. 

Considerando  que  declarado  probado  en  la  sen- 
tencia que  el  procesado  Mora  adquirió  las  botellas  con 
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la  marca  de  Crusellas  y  Compañía  de  estos  mismos, 
sin  obligación  de  devolvérselas,  y  que  las  utilizó  para 
expender  en  ellas,  no  el  refresco  de  «sidra  achampa- 
nada» á  que  las  tenía  destinadas  dicho  Crusellas  y 
Compañía,  como  lo  indica  el  nombre  de  ese  refresco 
estampado  también  en  la  botella  sino  las  aguas  gaseo- 
sas que  Mora  elaboraba  en  su  fábrica  sin  intención  al- 
guna de  hacerlas  pasar  por  aquel  refresco,  con  el  cual, 
á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  no  tenía  semejanza 
beuBtante  para  inducir  al  consumidor  á  confundir  una 
bebida  con  otra,  no  es  posible  estimar  lógica  ni  legal- 
mente  que  dicho  procesado  haya  incurrido  en  la  pena- 
lidad establecida  en  los  preceptos  citados,  ni  por  la 
posesión  de  dichas  botellas,  que  consta  era  legítima,  ni 
por  utilizarlas  del  modo  que  lo  hizo,  ya  que  no  puede 
apreciai-se  que  exista  el  elemento  esencial  de  esa  for- 
ma del  delito,  que  consiste  en  la  semejanza  de  la  mer- 
cancía colocada  en  los  envases  por  el  que  los  utiliza 
con  aquélla  á  que  las  tiene  destinadas  su  dueño,  si  esa 
semejanza,  como  aparece  del  juicio  formado  por  el  Tri- 
bunal sentenciador — no  contradicho  por  ningún  otro 
dato  de  la  sentencia — no  es  ^e  entidad  suñciente  á 
producir  confusión  en  los  consumidores  respecto  á  la 
clase  y  naturaleza  de  la  mercancía  única  consecuencia 
que  evidentemente  trata  de  evitar  la  orden  citada  en 
su ,  segunda  par* te,  para  garantizar  los  derechos  á  que 
se  reñere  de  la  propiedad  industrial:  deduciéndose  de 
todo  lo  expuesto,  que  falta  á  los  actos  que  aparecen 
ejecutados  por  el  procesado,  el  elemento  primordial  de 
todo  delitot  cual  es,  la  intención  maliciosa  del  agente, 
pues  así  es  de  estimarse  no  solo  por  la  circunstancia 
de  no  ocultar  aquél  que  la  mercancía  que  expendía  eran 
productos  de  su  fábrica,  sino  por  no  haber  intentado 
expender  en  los  envases  de  marca  agena  el  mismo  li- 
quido á  que  su  dueño  las  destinaba  y  cuyo  nombre  os- 
tentaban las  botellas,  sino  otro  distinto  que  no  consta 
que  pudiera  confundirse  con  aquél. 

Considerando  que  por  las  razones  expresadas  es 
evidente  que  el  Tribunal  a  quo  no  ha  cometido  en  bu 
sentencia  las  infracciones  y  errores  que  le  atribuye  el 
Ministerio  ñscal  recurrente,  y  por  tanto  que  el  recur- 
so debe  ser  desestimado. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  por  infracción  de  ley  interpues- 
to por  el  Ministerio  ñscal,  con  las  costas  de  oficio. 
Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos. 
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mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Grastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Marti. 


Inf.  ley.— Sent.  120.— 24  de  NoTiembre  de  1902.— Eobo 
y  Disparo.  {Oae,  17  Abril,) 

DOCTRIKA:  Cuancfo  la  Intimidación  y  la  vio- 
lencia en  la  persona  para  cometer  el  delito  de  robo,  se 
Tcrifica  por  medio  de  un  disparo  de  arma  de  fuego,  la 
pena  al  robo  correspondiente,  es  inferior  á  la  señalada 
al  disparo,  debe  estimarse  la  existencia  de  ambos  deli" 
tos  é  imponerse  la  peifa  señalada  al  más  grave,  que  es 
este  último,  en  grado  máximo,  conforme  al  articulo  88 
del  Código  Penal,  porque  dicho  delito  fué  medio  para 
cometer  el  otro. 

Cuando  el  procesado  es  el  recurrente,  no  puede  ca- 
sarse la  sentencia  por  motivos  no  alegados  ó  que  pue- 
dan determinar  una  sentencia  que  agravara  la  situa- 
ción de  aquél. 

£n  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  cuatro  dé 
Noviembre  de  mil  novecientos  dos; — Visto  el  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal,  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  de  Santa  Clara,  el  quince  de  Agosto  último, 
en  causa  que  se  instruyó  en  el  Juzgado  de  Trinidad, 
al  procesado  Felipe  de  Jesús  Benítez  (a)  **E1  Curro", 
vecino  de  Güinía  de  Miranda,  dedicado  á  los  labores 
del  campo,  por  los  delitos  de  tentativa  de  robo,  dis- 
paro de  arma  de  fuego  y  amenazas  condicionales. 

Besultando,  que  en  la  sentencia  que  es  objeto  del 
recurso  se  consignan  como  hechos  probados  los  siguien- 
tes: 

Hechos  probados: 

«Primero: — Resultando  probado  que  como  á  las 
«siete  de  la  tarde  del  treinta  de  Agosto  del  año  próxi- 
»mo  pasado,  Felipe  de  Jesús  Benítez  en  unión  de  un 
«desconocido  le  salió  al  camino  con  el  propósito  de  ro- 
«barle  á  Antonio  González,  el  que  fué  mandado  dete- 
ner á  la  voz  de  alto,  y  no  habiéndose  detenido,  ex 
j»Benítez  le  disparó  un  tiro,  con  el  que  no  le  causó  da- 
año,  con  posterioridad  le  mandó  á  González  el  Benítez 
j>dos  cartas  exigiéndole  quince  centenes  y  amenazán- 
»dole  de  matarle  en  un  descuido  si  no  le  dejaba  la 
«indicada  cantidad  en  el  lugar  por  él  designado,  sin 
Dque  hubiere  conseguido  su  propósito». 
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Resolución  recubrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  es- 
tos hechos,  como  constitutivos  de  un  delito  de  robo  con 
intimidación  en  las  personas,  en  grado  de  tentativa 
previsto  en  el  artículo  quinientos  veinte  y  uno  del 
Código  Penal  en  su  caso  quinto,  en  relación  con  el  ar- 
ticulo tercero  en  su  inciso  último;  otro  de  disparo  de 
arma  de  fuego  oontra  persona  determinada,  previsto 
en  el  cuatrocientos  veinte  y  uno;  y  otro  de  amenazas 
condicionales  previsto  en  el  artículo  quinientos  doce, 
en  relación  con  el  cuatrocientos  diez  y  seis,  todos  del 
Código  Penal,  de  los  cuales  delitos  estimó  responsable 
en  concepto  de  autor  al  mencionado  Benítez,  sin  cir- 
cunstancias modificativas  apreciables,  y  lo  condenó 
por  el  primer  delito,  á  la  pena  de  tres  mil  doscientas 
cincuenta  pesetas  de  multa  y  en  defecto  de  pago  á 
sufrir  la  responsabilidad  personal  subsidiaria  á  razón 
de  un  día  por  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejare 
de  satisfacer,  sin  que  esta  detención  pueda  exceder  de 
seis  meses;  por  el  segundo  á  pena  de  un  año,  ocho  me- 
ses y  veinte  y  un  días  de  prisión  correccional  con  las 
accesorias  correspondientes  y  por  el  tercero  de  los  ex- 
presados delitos,  á  la  pena  de  cuatro  afíos,  nueve  meses, 
once  días  de  prisión  correccional  y  las  accesorias  co- 
rrespondientes á  la  misma;  sirviéndole  de  abono  para 
el  cumplimiento  de  la  condena  la  prisión  preventiva 
que  hubiere  sufrido,  imputándosele  sucesivamente  y 
por  el  orden  de  la  respectiva  gravedad. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo,  el  Ministerio 
Fiscal,  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  autorizado  por  el  caso  tercero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  citando  como  leyes  infringidas  los 
artículos  quinientos  veinte  y  quinientos  veinte  y  uno, 
número  quinto,  éste  en  relación  con  el  párrafo  tercero 
del  artículo  tercero,  todos  del  Código  Penal,  por  su 
mala  aplicación  y  el  artículo  cuatrocientos  veinte  y 
uno  del  propio  Código  por  indebida  aplicación,  en  el 
concepto  «de  que  habiéndose  declarado  probado  en  la 
)»sent€ncia  que  el  procesado  Benitez,  en  unión  de  un 
«desconocido,  «le  salió  al  camino  con  el  propósito  de 
«robarle  á  Antonio  Gronzález,  el  que  fué  mandado  de- 
))tener  á  la  voz  de  alto,  y  no  habiéndose  detenido,  el 
«Benítez  le  disparó  un  tiro,  con  el  que  no  le  causó 
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»dañoj),  de  la  complejidad  del  hecho  descrito  no  se 
«deduce  la  existencia  de  dos  delitos,  uno  de  robo  con 
«intimidación  en  las  personas  en  grado  de  tentativa  y 
«otro  de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  persona  de- 
«terminada,  como  se  afirma  en  la  sentencia,  sino  que, 
«habiéndose  dado  por  probado  el  propósito  de  robar  á 
«González,  para  cuya  realización  se  le  dio  la  orden  de 
«detención  á  la  voz  de  alto  y  no  habiéndose  detenido 
«se  le  disparó  un  tiro  que  no  le  causó  daño,  el  dis- 
«paro  hecho  es  un  elemento  integrante  de  la  vio- 
«lencia  é  intimidación  ejercidas  y  de  que  fué  objeto  la 
«persona  ofendida  y  está  comprendido  entre  los  males 
«resultantes  del  delito  de  robo  á  que  se  refiere  el  ar- 
«ticulo  quinientos  veinte  y  uno,  número  quinto  del 
«Código  Penal  con  las  palabras  «en  los  demás  casos». 
Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente,  previa  la  sustanciación  de  ley,  se  celebró 
la  vista  pública  con  la  sola  asistencia  del  Ministerio 
Público,  quien  lo  sostuvo  en  el  sentido  de  que  debía 
penarse  solo  el  delito  más  grave,  ó  sea  el  de  disparo 
de  arma  de  fuego. 

Deoibióx  del  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B..  Mo- 
rales. • 

Considerando,  que  siendo  principal  elemento  que 
caracteriza  el  robo  contra  las  personas,  la  violencia  ó 
intimidación  en  las  mismas,  la  cual  puede  ejercerse  de 
distintos  modos,  entre  otros,  por  medio  del  disparo 
de  arma  de  fuego  dirigido  al  que  es  victima  de  aquel 
hecho;  cuando  se  hace  uso  de  este  medio,  constitu- 
tivo en  si  de  un  delito,  pierde  ó  conserva  éste  su 
naturaleza  jurídica  propia,  según  que,  por  las  circuns- 
tancias que  concurran  en  el  hecho,  existan  ó  nó  méri- 
tos para  apreciar  la  comisión  de  otro  delito,  que,  en 
el  grado  en  que  se  realice,  lleve  consigo  pena  superior 
á  la  que  al  de  disparo  corresponde,  pues  siendo  infe- 
rior la  pena  á  la  que  el  mismo  tiene  señalada,  con- 
serva ésta  su  existencia,  subordinada  como  está  á  una 
condición,  cuál  es:  que  en  el  hecho  no  concurran  to- 
das las  circunstancias  necesarias  para  constituir  delito 
frustrado  ó  tentativa  de  parricidio,  asesinato,  homi- 
cidio ó  cualquier  otro  delito  á  que  esté  señalada  una  pena 
superior  por  alguno  de  los  artículos  del  Código  Penal. 

Considerando— que  castigándose  el  delito  de  dis- 
paro de  arma  de  fuego  con  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y  medio,  y  la  tentiva  del 
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delito  de  robo  que  comprende  el  número  quinto  del 
articulo  quinientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal  con 
la  pena  de  multa,  que  es  la  última  en  la  escala  gra- 
dual respectiva  á  las  penas  correccionales,  es  evidente 
que  esta  última  pena  es  inferior  á  la  prisión  correccio- 
nal antes  mencionada;  por  lo  cual,  y  por  concurrir  en 
los  hechos  que  como  probados  se  consignan  en  la  senten- 
cia recurrida  los  elementos  constituyentes  de  los  delitos 
referidos,  al  aplicar  el  Tribunal  sentenciador  el  núme- 
ro quinto  del  artículo  quinientos  veinte  y  uno  del  Có- 
digo Penal  y  el  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  propio 
cuerpo  legal,  no  los  ha  infringido  en  el  sentido  que 
alega  el  recurrente;  si  bien  ha  debido  con  aplicación 
del  artículo  ochenta  y  ocho  del  Código-Penal,  castigar 
únicamente  con  la  más  grave  de  tales  penas  en  grado 
máximo,  las  responsabilidades  derivadas  de  ambos  he- 
chos; no  pudiéndose  subsanar  este  defecto  por  no  ha- 
ber sido  motivo  del  recurso,  y  porque  casándose  la  sen- 
tencia se  agravaría  la  situación  del  procesado  en  la 
segunda  que  habría  de  dictarse. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  recurso  con  las  costas  de 
oficio,  por  ser  la  parte  recurrente  el  IVIinisterío  Fiscal. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesta  por  el  Ministerio  Fiscal,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  el 
quince  de  Agosto  último;  con  las  costas  de  oficio.  Co- 
muniqúese, etc. 

Así  por  ésta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — ^José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón.  —José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  121.— 29  de  Noviembre  de  1902.— Delitos 
en  Correos.  (Oae,  17  Abril.) 

DOCTRINA:  B1  artículo  88  del  Código  Penal,  no 
ea  de  aplicación  á  los  delitos  previstos  y  penados  en  el 
Código  Postal. 

No  puede  casarse  una  sentencia  por  un  motivo  que 
de  ser  apreciado,  redundaría  en  perjuicio  del  recurrente. 

Bn  un  recurso  por  infracción  de  Icj,  no  puede  recla- 
marse la  casación  de  una  sentencia  por  el  motivo  de 
existir  contradicciones  entre  los  hechos,  que  en  la  mis- 
ma se  declaran  probados. 
Consignándose  en  la  sentencia  con  expresión  suficien- 
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te  para  determinar  clara  y  distintamente  los  hechos 
pnnibles  que  se  castigan  en  la  misma,  no  se  falta  á  las 
secciones  65  y  36  del  Código  Postal,  aunque  se  omita 
el  día  preciso. en  que  dichos  hechos  se  cometieron. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  nueve  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este 
Tribunal  Supremo  interpuesto  á  nombre  de  Luis  Bue- 
naventura Éuiz  y  Lambert,  natural  de  Santiago  de 
Cuba,  de  cuarenta  y  seis  años,  de  estado  casado,  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  cinco  de  Julio  último  por 
la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Santiago  de 
Cuba  en  causa  procedente  del  Juzgado  de  Instrucción 
de  Bayamo  por  los  delitos  de  malversación  y  fal- 
sedad. • 

Eesultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  dicha 
causa,  dictó  sentencia  el  mencionado  Tribunal  en  la 
fecha  expresada,  consignando  en  aquélla  el  siguiente 
Eesultando: 

Hechos  probados: 

^Eesultando  probado:  A: — que  en  diez  y  seis  de 
«Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  tomó  pose- 
»sión  del  cargo  de  Administrador  de  Correos  de  Bayamo 
nel  procesado  Luis  Buenaventura  Euiz,  recibiendo  de 
»su  antecesor  cuenta  de  fondos  de  giros  postales  por 
«ciento  veinte  pesos,  siete  centavos.  La  reserva  para 
j>las  transacciones  de  giros  postales  en  la  Oficina  de  Ba- 
«yamo  en  aquella  época  era  de  cincuenta  pesos  y  todo  lo 
jjque  excediera  de  esa  cantidad  según  instrucciones  para 
j>el  ramo  de  giros  postales  debía  ser  considerado  como 
«sobrante  y  ser  enviado  certificado  á  la  Administración 
»de  Correos  de  la  Habana,  debiéndose  consignar  en  la 
«carta  de  remisión,  la  cantidad  adeudada  al  Departa- 
Amento  en  la  fecha  de  la  remisión,  según  corte  de  caja 
«la  cantidad  por  concepto  de  anteriores  remisiones  en 
«tránsito,  y  de  las  cuales  aún  no  se  hubiere  obtenido 
«recibo  y  la  cantidad  concedida  á  la  Oficina  como  re- 
«serva,  de  suerte  que  restada  la  suma  de  estas  dos  par- 
«tidas  del  saldo  existente  en  Caja,  la  diferencia  fuese 
«la  cantidad  que  se  remite.  En  treinta  de  Junio  del 
«propio  año,  teniendo  en  caja  quinientos  seis  pesos 
«cuarenta  y  un  centavos  de  fondos  de  giros  postal^, 
«remitió  ciento  seis  pesos,  reteniendo  en  su  poder  la  . 
«diferencia  ó  sea  cuatrocientos  pesos,  cuarenta  y  un 
«centavos  de  cuya  cantidad  se  apropió  el  procesado, 
«fingiendo  para  ocultarlo  una  remesa  en  veinte  y  seis 
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»de  Julio  de  cuatrocientos  pesos  que  incluyó  á  los  es- 
»tados  semestrales  de  giros  postales  que  se  rinden  en 
»la  Dirección  Gteneral  de  Correos  como  cantidad  en 
DtránsitO;  á  fin  de  compensar  la  extracción  de  Caja  de 
»esa  cantidad.  Durante  el  segundo  semestre  del  año 
»mil  ochocientos  noventa  y  nueve  independientemente 
))de  los  cuatrocientos  pesos,  cuarenta  y  un  centavos 
«aplicados  á  usos  propios  retuvo  en  su  poder  con  una  so- 
»la  excepción  en  calidad  de  reserva,  mucho  mayor  can- 
utidad  que  la  autorizada,  sin  necesidad  para  el  ser- 
«vicio;  y  en  treinta  y  uno  de  Diciembre  tenia  un  efec- 
»tivo  en  caja  por  cuenta  de  las  operaciones  de  giros 
«postales  de  mil  doscientos  setenta  y  dos  pesos,  noven- 
»ta  y  seis  centavos  de  los  que  deduciendo  novecientos 
«cuarenta  y  cinco  pesos  que  remitió  á  la  Administra- 
«ción  de  Correos  de  la  Habana  en  dicho  día  treinta  y 
«uno  quedan  trescientos  veinte  y  siete  pesos,  noventa 
«y  seis  centavos,  que  también  fueron  apropiados  por 
«el  Administrador  de  Correos  de  Bayamo;  y  agregados 
«á  los  cuatrocientos  pesos,  cuarenta  y  un  centavos  des- 
«falcados  al  finalizar  el  mes  de  Junio  constituyen  una 
«malversación  de  setecientos  veinte  y  ocho  pesos, 
«treinta  y  siete  centavos,  que  fué  disimulada  por  Buiz, 
«haciendo  figurar  en  su  estado  de  emisiones  y  pagos  de 
«giros  postales  de  treinta  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  nueve,  la  cantidad  de  seiscientos  seten- 
»ta  y  ocho  pesos  en  tránsito  que  restaba  dé  la  malver- 
«sada  de  una  diferencia  de  cincuenta  pesos,  treinta  y  ^ 
«siete  centavos  que  es  la  cantidad,  excluyendo  los  cen- 
«tavos,  autorizada  como  reserva.  Con  el  mismo  pro- 
«pósito  de  ocultar  el  déficit  antefechó  sus  remesas  pos- 
«teriores  como  sucedió  con  las  de  novecientos  cuarenta 
«y  cuatro  pesos  que  aparece  con  fecha  veinte  y  tres  de 
«Enero  de  mil  novecientos,  cuando  realmente  lo  hizo 
«en  siete  de  Febrero,  recibiéndose  en  la  Habana  el  on- 
»ce.  El  recibo  se  da  con  fecha  doce  por  ser  domingo 
«el  once  con  cuya  operación  silenciaba  el  procesado  el 
«dinero  recaudado  entre  los  días  veinte  y  tres  de  Enero 
«y  siete  de  Febrero  que  utilizaba  para  la  cuentadar  el 
«desfalco.  C: — Que  en  veinte  y  cuatro  de  Febrero  de 
«mil  novecientos  tenía  en  Caja  la  Administración  de 
«Correos  de  Bayamo  mil  seiscientos  noventa  y  cuatro 
«pesos,  setenta  y  cuatro  centavos,  que  unidos  á  los 
«setecientos  veinte  y  ocho  pesos,  treinta  y  siete  centa- 
«vos  desfalcados  en  el  año  anterior  formaban  un  débito 
«al  Departamento  por  las  operaciones  de  giros  postales 
«de  dos  mil  cuatrocientos  yeinte  y  tres  pesos,  once  cen- 
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«tavos  y  ese  mismo  día  veinte  y  cuatro  de  Febrero  es- 
«tando  accidentalmente  al  frente  de  la  Administración 
»de  Correos  de  Bayamo  el  auxiliar  de  la  misma  José 
>»Lallanilla  se  remitió  á  la  Administración  de  la  Habana 
«dos  mil  trescientos  setenta  y  tres  pesos  que  era  preci- 
osamente el  excedente  que  debía  existir,  sin  contar  los 
«centavos  en  Caja  si  no  hubiera  sido  ésta  desfalcada, 
»no  incluyendo  los  cincuenta  pesos  de  reserva  autori- 
«zada  que  quedaron  en  poder  del  Administrador  de 
«Bayamo  como  lo  demuestra  su  carta  remisión  de  folios 
«cuatrocientos  setenta  y  uno  y  su  estado  de  emisión  y 
«pago  de  giros  á  folios  quinientos  sesenta  y  cinco;  con 
«lo  dicho  se  pstá  que  con  la  remisión  de  dos  mil  tres- 
«cientos  setenta  y  tres  pesos  en  veinte  y  cuatro  de  Fe- 
«brero  de  mil  novecientos  se  reintegró  al  Departamento 
«las  cantidades  que  hasta  entonces  había  traspasado 
«Ruiz  á  su  propio  uso.  D: — Que  en  siete  de  Abril  de 
«mil  novecientos  lo  reserva  autorizada  de  la  Adminis- 
«tración  de  Bayamo  fué  elevada  á  doscientos  pesos:  co- 
«mo  se  excediera  el  procesado  de  esta  cantidad,  para 
«balancear  su  haber,  en  veinte  y  ocho  de  Agosto  simu- 
«16  una  remisión  de  ciento  veinte  y  siete  pesos  que  se 
«hizo  figurar  como  cantidad  en  tránsito  en  los  estados 
«de  emisiones  y  pagos  del  mes  de  Septiembre  siguiente 
«en  que  desempeñó  accidentalmente  la  Administración 
«el  auxiliar  señor  Lallanilla,  el  cual  al  finalizar  el  mes 
«hizo  figurar  dicha  cantidad  como  efectivo  en  Caja;  pero 
«el  dos  de  Octubre  volvió  Eiiiz  á  simular  otra  remesa 
«de  cuatrocientos  ochenta  y  ocho  pesos  que  asimismo 
«llevó  á  los  estados  como  cantidades  en  tránsito  con  el 
«fin  de  disimular  las  irregularidades  de  sus  verdaderas 
«remisiones;  que  en  el  segundo  semestre  del  año  mil 
«novecientos  siempre  fueron  inferiores  al  sobrante  que 
«debía  enviar  á  la  Administración  de  Correos  de  la  Ha- 
«bana  valiéndose  para  ello  de  la  ficción  de  suponer 
«cantidades  en  tránsito  que  no  habían  sido  despacha- 
«das.  E: — Que  en  la  remisión  fecha  veinte  y  ocho  de 
«Diciembre  de  trescientos  trece  pesos,  de  los  cuales  le 
devolvieron  doscientos  siete  que  eran  checks  para  llenar 
«formalidades,  dándole  recibo  por  los  ciento  seis  pesos 
«restantes,  hizo  figurar  en  tránsito  novecientos  veinte 
«y  dos  pesos  más  de  los  que  efectivamente  había  re- 
«mitido  y  aún  no  se  le  había  concedido  crédito  ó  dado 
«recibo;  cuyos  novecientos  veinte  y  dos  pesos  se  apro- 
»pió  y  para  cubrir  el  desfalco  en  su  estado  del  veinte 
«del  mismo  mes  aparecen  las  partidas  de  quinientos 
«veinte  y  dos  y  cuatrocientos  pesos,  total  novecientos 
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«veinte  y  dos,  que  no  habían  sido  remitidas,  operación 
»que  va  repitiendo  en  el  primer  semestre  del  afio  mil 
«novecientos  uno  en  el  cual  tienen  sus  cartas  de  envío 
«fechas  atrasadas,  á  fin  de  aprovechar  dinero  del  que 
»en  ese  acto  no  se  supone  aún  recaudado  para  cubrir 
.»el  déficit  6  cantidades  sustraídas.  F: — Que  en  tres 
»de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  se  apropió  el 
«procesado  quinientos  noventa  y  ocho  pesos,  cuarenta 
«y  dos  centavos,  figurando  en  tránsito  en  la  carta  de 
«remisión  de  cuatrocientos  cincuenta  pesos  de  ese  mis- 
»mo  día  tres  mil  trescientos  ochenta  y  ocho  pesos  cuan- 
»do  solo  tenía  dos  mil  doscientos  ochenta  pesos,  cuya 
«diferencia  unida  á  los  trescientos  que  simuló  cottio 
«reserva  en  la  misma  carta  de  envió  forma  aproxima- 
«damente  los  mil  cuatrocientos  veinte  pesos  sustraídos 
«hasta  aquella  fecha  inclusive.  G: — Que  desde  cuatro 
«de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno  al  treinta  y  uno 
«de  Diciembre  del  mismo  año  deducidos  los  pagos  he- 
«chos  recaudó  el  procesado  por  cuenta  de  giros  posta- 
«les  vendidos  la  cantidad  de  doce  mu  trescientos  quin- 
»ce  pesos,  setenta  y  tres  centavos,  y  remitió  á  la  Ha- 
«bana.  Oficina  de  la  Administración  de  Correos  nueve 
«mil  doscientos  ochenta  pesos,  un  centavo,  sustrayen- 
«do  la  diferencia,  ó  sean  tres  mil  treinta  y  cinco  pesos, 
«setenta  y  dos  centavos  que  se  apropió,  y  sumada  á  la 
«partida  de  quinientos  noventa  y  ocho  pesos,  cuarenta 
«y  dos  centavos  de  que  se  había  apoderado  en  tres  de 
«Septiembre  de  ese  mismo  afio  hacen  un  total  de  tres 
«mil  seiscientos  treinta  y  cuatro  pesosi,  catorce  centa- 
«vos  malversados  en  todo  el  año  mil  novecientos  uno. 
«En  el  estado  de  emisiones  y  pagos  de  giros  postales 
«que  con  fecha  treinta  y  uno  de  Diciembre  remitió  al 
«procesado  á  la  Dirección  Greneral  de  Correos  hizo  fi- 
«gurar  en  tránsito  cuatro  mil  ciento  setenta  y  cuatro 
«pesos  más  de  lo  que  efectivamente  habían  sido  envía- 
«dos  y  de  que  no  tenía  recibo  con  cuya  cantidad  y  las 
«que  consignó  para  avisos  de  giros  de  presentada  al 
«cobro  y  como  reserva  autorizada  trata  de  compensar 
«su  desfalco  de  cuatro  mil  quinientos  cincuenta  y  seis 
«pesos,  catorce  centavos  en  los  años  mil  novecientos  y 
«mil  novecientos  uno,  los  cuales  no  estaban  en  Caja  el 
«veinte  y  tres  de  Diciembre  en  que  fué  inspeccionada 
«la  Oficina  de  la  Administración  de  Correos  de  Bayamo 
«por  el  agente  especial  Sr.  Chas  Benjamín,  al  cual  para 
«ocultar  el  desfalco  exhibió  cinco  cartas  de  remisión, 
«dos  de  las  cuales  figuran  á  folio  treinta  y  seis  y  trein- 
«ta  y  siete  que  manifestó  Kuiz  eran  copia  exacta  de  las 
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«originales  enviadas,  antes  de  la  inspección  en  la  Ad- 
«ministración  de  Correos  de  la  Habana  cubriendo  el 
«dinero  que  expresaban  esto  es  cinco  mil  cuatrocientos 
«noventa  y  nueve  pesos  por  las  cinco  que  con  doscien- 
«tos  sesenta  y  tres  pesos,  noventa  y  tres  centavos  en 
«Caja  ese  día  y  un  giro  reembolsado  de  tres  pesos,  no- 
«venta  y  tres  centavos,  digo,  hacían  la  suma  de  cinco 
«mil  setecientos  sesenta  y  tres  pesos,  noventa  y  tres 
«centavos  como  haber  del  Administrador  el  día  veinte 
«y  tres  de  Diciembre,  cantidad  que  era  la  misma  del 
«debe  de  ese  dia;  pero  las  cinco  cartas  de  remisión  eran 
•imaginarias  y  presentadas  al  Inspector  al  solo  intento 
«de  ocultar  la  malversación,,  así  como  las  que  figuran 
«&  folios  treinta  y  ocho  y  treinta  y  nueve  que  el  propio 
«Ruiz  exhibió  al  Inspector  Cochran  en  primeros  días 
«de  Enero  del  presente  año.  H: — Al  traspasar  el  pro- 
«cesado  Luis  Buenaventura  Euiz  la  Administración  de 
«Correos  ó  su  sucesor  8r.  José  Lallanilla  en  catorce  de 
«Enero  de  mil  novecientos  dos  le  transfirió  doscientos 
«pesos,  ochent<a  y  tres  centavos  que  agregados  á  cin- 
«cuenta  pesos  que  en  esos  días  había  entregado  al  Ins- 
«pectorSr.  Cochran  suman  doscientos  cincuenta  pesos, 
jKKihenta  y  tres  centavos  que  deducidos  de  los  mil  dos- 
«cientos  diez  pesos,  ochenta  y  cinco  centavos  de  saldo  en 
«Caja  por  Ins  operaciones  de  giros  postales  en  los  cator- 
«ce  días  primeros  de  Enero  restan  novecientos  sesenta 
«pesos,  dos  centavos  que  asimismo  se  apropió  el  pro- 
«cesado,  por  consiguiente,  un  total  de  lo  malversado  de 
«la  cuenta  de  giros  postales  de  que  no  se  ha  verificado 
«reintegro  asciende  á  cinco  mil  quinientos  diez  y  seis 
«pesos,  diez  y  seÍH  centavos.  Y: — ^Y  que  al  cesar  el 
«procesado  Luis  Buenaventura  en  el  cargo  de  Admi- 
«nistrador  de  Correos  de  Bayamo,  adeudaba  al  Depar- 
«tamento  de  Correos  doscientos  veinte  y  cuatro  pesos, 
«sesenta  y  siete  centavos  por  sellos  que  tenía  en  su 
«poder,  transfiriendo  á  su  sucesor  veinte  pesos  en  eíe- 
«tivo  y  ciento  setenta  y  nueve  pesos,  setenta  y  siete 
«centavos  en  sellos,  es  decir,  veinte  y  cinco  pesos  me- 
«noB  de  lo  que  debía  entregar,  cuya  cantidad  sustrajo 
«el  procesado  de  la  cuenta  de  sellos  y  timbre  ásu  cargo. « 

Besolución  recubrida: 

Besultando  que  dicho  Tribunal  calificó  los  hechos 
expuestos  como  constitutivos  de  siete  delitos  de  mal- 
versación, uno  de  falta  de  remisión  de  caudales  y  seis 
de  folsedad  comprendidos  en  el  Código  Postal  y  con- 
*den6  á  Luis  Buenaventura  Buiz  y  Lambert,  en  con- 
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cepto  de  autor,  á  las  penas  de  seis  meses  de  prísión 
por  cada  uno  de  los  dos  delitos  de  malversación  de  los 
apartados  A,  B  y  C,  y  á  dos  meses  de  prisión  por  cada 
uno  de  los  dos  delitos  de  falsedad  de  los  mismos  apar- 
tados; á  seis  meses  de  prisión  por  el  delito  de  falta  de 
remisión  de  fondos  y  á  dos  meses  de  prisión  por  el  de 
falsedad  del  párrafo  D,  á  un  año  de  prisión  por  el  de- 
lito de  malversación  y  á  tres  meses  de  prisión  por  el 
de  falsedad  del  párrafo  E;  á  siete  meses  de  prisión  por 
el  delito  de  malversación  y  á  dos  meses  de  prisión  por 
el  de  falsedad  del  apartado  F;  tres  años  de  prisión  por 
el  delito  de  malversación  y  á  seis  meses  de  prisión  por 
el  de  falsedad  del  párrafo  G;  á  un  año  de  prisión  por 
el  delito  de  malversación  del  párrafo  H;  y  á  seis  me- 
ses de  prisión  por  el  de  malversación  del  párrafo  Y, 
que  hacen  un  total  de  nueve  años  de  prisión:  á  reinte- 
grar al  Tesoro  de  Cuba  cinco  mil  quinientos  cuarenta 
y  un  pesos,  diez  y  seis  centavos,  importe  total  de  las 
cantidades  defraudadas  y  al  pago  de  las  costas. 

Fundamentos  dbl  bbcürso  db  casación: 

Eesultando  que  contra  la  mencionada  sentencia 
fué  deducido  á  nombre  de  Luis  Buenaventura  Kniz  y 
Lambert,  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
invocándose  como  preceptos  autorizantes  los  números 
primero,  tercero  y  sexto  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal; 
y  como  infracciones  de  Ley  las  consignadas  en  los  si- 
guientes motivos:  * 'Primero.  Que  al  declararse  proba- 
»do  en  el  Resultando  primero,  apartado  A  que  el  pro- 
Mcesado  se  apropió  en  treinta  de  Junio  de  1899  la  suma 
»de  cuatrocientos  pesos  cuarenta  y  un  centavos  é  im- 
«ponerle  por  este  hecho,  que  la  Sala  sentenciadora  ca- 
«lifica  de  malversación  con  arreglo  á  la  Sección  55  del 
»Código  Postal,  se  ha  infringido  el  artículo  veinte  del 
«Código  Penal  vigente  en  relación  con  el  caso  primero 
»del  artículo  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
»nal,por  cuanto  que  nadie  será  penado  por  algún  deli- 
)>to  ó  falta  que  no  se  halle  establecida  por  la  Ley  ante- 
wrior  á  su  perpetración,  y  por  tanto  la  Sala  sentencia- 
»dora  no  ha  podido  calificar  ni  penar  dicho  hecho  en 
»sus  dos  extremos  á  que  se  refiere  dicho  apartado  A 
))Con  arreglo  al  Código  Postal,  pues  en  la  época  en  que 
))se  fija  su  perpetración  30  de  Junio  de  1809,  no  se  ha- 
»bía  promulgado  el  Código  Postal  que  no  lo  fué  hasta 
)>el  quince  de  Agosto  de  1899,  fecha  de  su  publicación 
»en   la   Gaceta  Oficial  de  la  Isla  siendo  la  fecha 
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»de  dicho  Código  de  21  de  Julio  de  1899,  y  por 
»taiitO;  no  se  había  establecido  por  dicha  Ley  tales  de- 
»litos  ni  sus  penas  y  al  calificarlo  así  y  penarlo  la  Sala 
«sentenciadora  ha  infringido  el  artículo  20  del  Código 
«Penal  antes  citado  calificando  y  penando  delitos  que 
»no  lo  son.  Segundo:  Que  al  aceptarse  en  el  Resultan- 
j>do  primero  y  en  los  apartados  A  al  Y  que  el  objeto 
i>que  el  procesado  se  proponía  al  hacer  figurar  en  sus 
«estados  cantidades  en  tránsito  era  el  ocultar  las  can- 
«tidades  que  malversaba  y  se  apropiaba,  es  evidente 
«que  aquellos  hechos,  que  la  Hala  sentenciadora  califí- 
»ca  de  falsedad,  eran  y  constituían  el  medio  necesario 
«para  cometer  el  otro,  puesto  que  de  otro  modo  se  hu- 
«biera  descubierto  enseguida  cualquier  desfalco,  y  sin 
«ese  requisito  no  se  hubieran  ocultado  éstos,  y  por 
«tanto,  al  calificarlo  así  la  Sala  y  penar  separadamen- 
»te  los  delitos  de  malversación  y  falsedad,  infringe  el 
«el  artículo  88  del  Código  Penal,  por  cuanto  como  en 
«el  caso  presente  y  cuando  uno  de  los  delitos  sea  me- 
«dio  necesario  para  cometer  el  otro  sólo  se  impondrá 
«la  pena  correspondiente  al  delito  más  grave  en  su 
«grado  máximo,  y  al  no  haberlo  hecho  así  la  Sala  ha 
«infringido  el  artículo  citado  en  relación  con  el  caso 
«sexto  del  artículo  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Criminal;  y  aplicables  dichas  disposiciones  generales 
«del  Código  Penal  á  los  delitos  calificados  y  penados 
«por  la  Legislación  Especial  Postal,  en  consideración 
»á  que  atribuyéndosele  competencia  á  los  Tribunales 
«ordinarios  con  arreglo  á  la  Sección  63  para  juzgar  y 
«aplicar  los  delitos  y  faltas  especificadas  en  dicho  Códi- 
«go  Postal,  y  no  determinándose  en  el  mismo  las  re- 
«glas  para  la  aplica<;ión  y  graduación  de  las  penas  en 
«el  mismo  contenido  es  evidente  que  para  ello  es  apli- 
«cable  lo  dispuesto  en  el  Código  Penal,  de  igual  modo 
>»que  para  la  tramitación  é  investigación  de  dichos  de- 
«litos  son  aplicables  los  preceptos  de  la  Ley  de  Enjui- 
«ciamiento  Criminal.  Tercero:  Que  al  declararse  en  la 
«sentencia  párrafo  C,  que  en  24  de  Febrero  de  1900  el 
«Administrador  accidental  D.  José  Lallanilla  remitió 
»á  la  Habana  la  suma  de  2,373  pesos  que  era  el  total 
«no  solo  de  lo  recaudado  hasta  esa  fecha  sino  también 
«de  las  cantidades  que  la  sentencia  supone  en  los  pá- 
«rrafos  A  y  B  que  fueron  apropiados  por  el  Sr.  Euiz, 
«se  evidencia  que  no  existía  con  anterioridad  desfalco 
«alguno,  y  ese  párrafo  C  es  contradictorio  con  lo  que 
«se  declara  probado  en  los  párrafos  A  y  B  por  cuanto 
«de  no  existir  esas  sumas  en  la  Caja  del  Correo  por  ha- 
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)»bérselas  apropiado  el  Sr.  Ruiz  es  evidente  que  el  se- 
»fior  Lallanilla  que  lo  sustituyó,  no  hubiera  podido  re- 
nmitirlas  por  no  haberlas  encontrado,  y  que  si  asi  lo 
Dverifícó  es  porque  Ruiz  no  habia  dispuesto  de  ellas, 
»quedando  asi  comprobada  además  de  lo  consignado  en 
»el  motivo  primero  que  la  Sala  ha  infringido  el  artícu- 
»lo  I  del  Código  Penal  y  en  relación  con  el  caso  I  del 
«articulo  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  al 
»califícar  y  penar  como  delitos,  hechos  que  no  lo  cons- 
«tituyen."  y  ''Cuarto  Que  de  los  hechos  á  que  se  re- 
Dfíeren  los  párrafos  D  al  marcado  con  la  letra  H  no  se 
ndeterminan  las  fechas  exactas  en  que  se  ocasiona  6 
«comete  el  desfalco  por  lo  que  totalizando  lo  que  supo- 
»ne  malversado  tomando  como  base  la  cuenta  general 
»de  la  Caja  de  la  Administración  del  Correo  de  Baya- 
»mo  hasta  el  momento  en  que  cesó  el  Sr.  Ruiz  en  su 
«cargo,  ó  séase  el  catorce  de  Enero  de  1902  hace  ascen- 
«der  la  sentencia  la  suma  apropiada  á  5641-16  centa- 
))VOs  y  que  por  la  misma  sentencia  se  demuestra  hasta 
«tanto  no  se  pasó  la  visita  por  los  Inspectores  Charles 
«Benjamín  y  Mr.  Cochran  no  se  requirió  á  Ruiz  para 
«la  entrega  ni  se  determinó  el  estado  de  la  Adminis- 
«tración,  es  evidente  que  al  calificar  la  Sala  dichos  he- 
«chos  constitutivos  de  cinco  delitos  de  falsedad,  digo, 
«de  malversación,  cinco  de  falsedad  y  uno  de  falta  ie  " 
«remisión  de  fondos  se  infringe  la  Sección  55  y  36  del 
'  «Código  Postal,  en  relación  con  el  párrafo  3  del  artícu- 
«lo  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  se  oo- 
«mete  error  de  derecho  en  su  calificación,  por  cuanto 
«sólo  constituiría  dichos  hechos,  aceptando  los  hechos 
«probados  de  la  sentencia,  un  solo  delito  de  malversa- 
«ción  con  arreglo  á  la  Sección  55  del  Código  Postal, 
«que  determina  que  el  delito  no  existe  hasta  que  reque- 
«rido  para  ello  no  se  presentaren  los  fondos  ó  caudales 
«que  se  exigiesen  y  que  deben  ser  entregados,  y  Ruiz 
«no  fué  requerido  hasta  tanto  no  se  le  ordenó  que  en- 
«tregase  la  Oficina  el  14  de  Enero  de  1902  y  hasta  en- 
«tonces,  sus  cuentas  habían  sido  aprobadas  por  la  Au- 
ditoría General,  que  supondría  en  esta  Oficina  absolu- 
«ta  negligencia  é  incompetencia  que  durante  dos  años 
«y  medio  se  le  hubiesen  presentado  cuentas  que  habia 
«aprobado  no  estando  correctas,  asi  como  la  absoluta 
«ignorancia  de  los  Inspectores  que  por  cinco  veces  du- 
«rante  ese  periodo  visitaron  la  Oficina  sin  haber  repa- 
»ro  alguno,  todo  lo  cual  viene  á  comprobar  el  error  de 
«derecho  de  la  Sala  al  calificar  como  delitos,  no  sién- 
dolo y  no  correspondiéndoles  esa  calificación". 
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Resultando  que  admitido  el  recurso  fué  oportuna- 
mente impugnada  su  admisión  por  el  Ministerio  fiscal 
en  lo  relativo  al  particular  ó  motivo  señalado  con  el 
número  uno,  y  declarado  mal  admitido,  en  cuanto  á 
este  extremo,  por  auto  de  esta  Sala  fecha  veinte  y  cin- 
co de  Septiembre  último:  habiéndose  celebrado  la  vis- 
ta pública  de  este  recurso  de  casación  el  día  día  diez  y 
ocho  del  actual,  informando  en  este  acto  el  letrado  de 
la  part-e  recurrente  y  el  representante  del  Ministerio 
ñscal  en  el  sentido,  el  primero,  de  ser  procedente  la 
casación  de  la  sentencia  recurrida  é  impugnando  el 
segundo  esta  pretensión. 

Decisión  dbl  bboubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

Considerando  en  cuanto  á  la  infracción  alegada 
del  artículo  ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  que  no 
son  aplicables  las  disposiciones  del  mismo  á  los  hechos 
penados  en  la  anterior  sentencia  recurrida,  por  ser  és- 
tos objeto  de  calificación  y  penalidad  de  una  ley  espe- 
cial cual  es  el  Código  Postal  y  prevenir  el  primero  de 
dicho  Códigos  en  su  artículo  siete  que  no  quedan  suje- 
tos á  sus  disposiciones  los  delitos  que  se  hallen  pena- 
dos por  leyes  especiales;  á  más  de  que  resultaría  alta- 
mente gravoso  en  contra  del  recurrente  que  se  aplica- 
ran las  disposiciones  de  dicho  Código  Penal  común  en 
el  artículo  citado,  ó  sea  el  ochenta  y  ocho,  pues  ha- 
biéndose en  ese  caso  de  imponer  al  culpable  la  pena 
señalada  al  delito  más  grave  y  en  el  grado  máximo  la 
pena  excedería  en  mucho  á  la  impuesta  ó  la  que  en  su 
límite  máximo  pudiera  imponerse  con  arreglo  al  Códi- 
go Postal,  que  es  el  aplicado. 

Considerando  que  tampoco  ha  incurrido  la  Sala 
sentenciadora  en  la  infracción  alegada  en  el  párrafo 
marcado  con  el  número  tres,  porque  aún  el  caso  de 
existir  la  contradicción  en  él  mencionada  esta  contra- 
dicción en  los  hechos  solo  podría  ser  reclamada  en  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  no 
por  infracción  de  ley,  que  es  el  interpuesto;  y  además 
el  recurrente  la  funda  en  lo  que  en  realidad  no  es  otra 
cosa  que  una  conjetura  ó  deducción  que  hace  para 
comt>atir  la  apreciación  que  la  Sala  hace,  respecto  á 
la  existencia  de  delitos  cuya  existencia  no  es  incom- 
patible con  los  hechos  que  para  sostener  la  infracción 
alega  el  recurrente  y  para  lo  cual  además  prescinde  de 
otros  que  conjuntamente  con  ellos  establece  como  pro- 
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bados  la  Sala  Sentenciadora  para  estimar  y  penar  aque- 
llos de  la  manera  que  lo  ha  efectuado. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  consigna 
con  expresión  suficiente  para  determinar  claramente 
los  distintos  hechos  delictuosos  que  castiga  en  la  sen- 
tencia recurrida  las  épocas  en  que  ocurrieron;  sin  que 
al  no  consignar  el  día  preciso  en  que  tuvieron  lugar 
cada  uno  de  aquéllos,  bien  porque  la  investigación  no 
haya  podido  comprobarlo  de  tal  manera,  bien  porque 
haya  estimado  que  á  esto,  aún  conociendo  las  dichas 
fechas,  no  estaba  obligada  á  especificarlas,  no  infrin- 
gió por  ello  las  Secciones  cincuenta  y  cinco  y  treinta 
y  seis  del  Código  Postal,  en  las  cuales  se  concreta  éste 
á  consignar  qué  hechos  son  los  justificables  ó  .penables 
según  ellas  y  la  pena  en  que  por  cada  una  de  sus  in- 
fracciones incurre  quien  las  comete. 

Considerando  que  por  tanto  debe  declararse  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  é  imponer- 
se al  recurrente  las  costas  del  mismo  á  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesso  por  in- 
fracción de  ley,  por  Luis  Buenaventura  Ruiz  y  Lam- 
bert  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  Justicia 
de  la  AudicDcia  de  Santiago  de  Cuba  en  cinco  de  Julio 
último,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Comuni- 
qúese, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — ^Francisco  Noval  y  Marti. 


Inf.  ley.— Sent.  122—1^  de  Diciembre  de  1902 —Aten- 
tado.    (.Oae,  17  Ábrü.) 

DOCTRINA:  Aunque  no  resulte  claramente  de  la 
sentencia  que  la  autoridad  añedida  se  encuentra  den- 
tro del  territorio  donde  ejerce  sus  funciones  ó  en  el  ejer- 
cicio de  ésta,  si  la  ag^resión  es  consecuencia  de  un  acto 
anterior  realisado  por  dicha  autoridad  en  el  ejercicio 
de  sus  dichas  funciones,  el  hecho  constituye  el  delito  de 
atentado. 

En  la  cindad  de  la  Habana  á  primero  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal 
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Supremo  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección 
segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
esta  provincia  con  fecha  veinte  y  dos  de  Agosto  pró- 
ximo pasado,  en  causa  procedente  del  Juzgado  de  ins- 
trucción de  Bejucal,  seguida  entre  partes,  de  la  una 
el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la  otra,  como  procesado  por 
el  delito  de  atentado,  Antonio  Salazar  y  Cossío,  (a) 
«Mr.  Picher»,  de  oficio  (iocinero  y  vecino  de  Santiago 
de  las  Vegas: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consigna  el 
siguiente  fundamento  de  hecho: 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado:  que  el  día  siete  de  Junio 
«último  el  procesado  Antonio  Salazar  que  se  encontra- 
)»ba  en  estado  de  embriaguez,  que  en  él  no  es  habitual, 
»con  motivo  de  hallarse  resentido  con  José  César,  Te- 
vniente  Alcalde  de  Santiago  de  las  Vegas,  porque  éste 
j»en  su  carácter  de  autoridad  lo  había  requerido  la  vis- 
»pera  en  el  café  «La  Dominica»,  por  estar  profiriendo 
«palabras  indecorosas  al  encontrarlo  en  horas  del  me- 
vdiodia  en  un  establecimiento  de  tabaquería  se  le  acercó 
»y  lo  invitó  á  pelear  y  como  César  se  negara  se  le  ava- 
j>lanzó  diciéndole  que  él  ''no  estaba  creyendo  en  auto- 
«ridad"  y  le  pegó  una  bofetada.»  , 

Resolución  begurrida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  se  califica 
este  hecho  como  constitutivo  del  delito  de  atentado  á 
la  Autoridad,  comprendido  en  el  número  segundo  del 
articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho  y  caso  tercero 
del  doscientos  cincuenta  y  nueve,  del  Código  Penal, 
modificado  este  último  por  la  Orden  doscientos  veinte 
y  cinco  de  mil  novecientos  uno;  y,  estimándose  res- 
ponsable en  concepto  de  autor  el  procesado  Antonio 
Salazar  y  Cossío,  con  la  atenuante  séptima  del  artículo 
noveno  del  mismo  Código,  se  le  condenó  en  la  pena 
de  dos  años,  cuatro  meses  y  un  día  de  prisión  corree  • 
cional,  las  correspondientes  accesorias  y  al  pago  de 
costas. 

Fundamentos  del  reourso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  su  re- 
presentante y  defensor  el  presente  recurso,  alegando 
como  precepto  que  lo  autoriza  el  número  tercero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento   Criminal,  y   como  infringidos  por  in- 
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debida  aplicación  los  artículos  doscientos  cincuenta  y 
ocho,  número  segundo  y  doscientos  cintuentay  nueve, 
número  tercero,  del  citado  Código,  en  el  concepto  de 
que  no  consta  de  la  sentencia  recurrida  que  la  agre- 
sión de  Salazar  á  César,  haya  sido  en  el  ejercicio  de  las 
funciones  de  éste,  ni  con  ocasión  de  ellas;  porque  agre- 
ga: los  Tenientes  de  Alcalde  np  son,  dada  la  naturaleza 
de  las  funciones  que  desempeñan  y  con  arreglo  á  lo 
que  preceptúa  la  Ley  Municipal,  autoridades  sino  en 
su  respectivo  disttíto,  pues  el  cargo  que  ejercen  no 
imprime  carácter;  que  lo  mismos  Alcaldes  fuera  de  sus 
término  municipal  son  simples  particulares;  y  como 
en  la  sentencia  no  se  declara  probado  que  el  hecho  de 
que  fué  victima  el  Teniente  Alcalde  de  Santiago  de  las 
Vegas  tuviera  lugar  dentro  de  su  distrito,  resulta  in- 
negable que  al  calificarlo  la  Sala  sentenciadora  como 
un  delito  de  atentado  á  la  Autoridad  según  los  ex- 
presados artículos,  ha  padecido  error  de  derecho,  por 
ser  solo  constitutivo  de  una  falta; 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma,  celebróse  la  correspondiente  vista  pública  el 
diez  y  nueve  último;  sosteniendo  en  ella  el  abogado  de 
oficio  en  turno,  como  representante  y  defensor  del  re- 
currente, la  procedencia  de  aquél,  é  impugnándolo  el 
Ministerio  Fiscal: 

Decisión  dbl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  incurren  en  el  delito  de  aten- 
tado, según  los  artículos  doscientos  cincuenta  y  ocho, 
número  segundo,  y  doscientos  cincuenta  y  nueve,  del 
Código  Penal,  en  relación  con  la  Orden  doscientos 
veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  los  que  aco- 
meten á  la  Autoridad;  ya  estando  ésta  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  ó  cuando  lo  hicieren  con  ocasión  de 
ellas; 

Considerando  que,  esto  sentado,  no  puede  menos 
de  desestimarse  el  único  motivo  alegado  en  el  presente 
recurso;  porque,  aún  cuando  no  aparezca  de  la  sen- 
tencia recurrida,  clara  y  terminantemente  expresado, 
si  el  hecho  procesal  ocurrió  ó  no  en  el  distrito  en  que 
ejercía  sus  funciones  de  Teniente  Alcalde  el  agredido 
José  César,  y  por  consiguiente,  si  podía  éste  por  razón 
del  lugar  hallarse  ó  no  en  el  acto  de  la  agresión  en  el 
ejercicio  de  las  mismas,  resulta  de  la  propia  sentencia 
que  el  acometimiento  de  que  fué  objeto,  de  parte  del 
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procesado,  tuvo  por  motivo  haber  el  primero  en  su  ca- 
rácter de  Autoridad  requerido  la  vlapera  del  hecho, 
al  segundo,  á  causa  de  estar  profiriendo  palabras  in- 
decorosas en  un  establecimiento  público,  y  esto  de- 
muestra evidentemente  que,  con  ocasión  de  las  fun- 
ciones que  aquél  desempeñaba,  se  realizó  dicho  aco- 
metimiento; 

Considerando  que.  por  tanto,  al  calificar  la  Sala 
sentenciadora  el  referido  hecho  como  constitutivo  del 
delito  mencionado,  no  violó  ninguno  de  los  preceptos 
legales  que  como  infringidos  se  citan  en  el  recurso,  y 
procede,  en  consecuecia,  declarar  éste  sin  lugar  con 
las  costas  de  cargo  del  recurrente,  á  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  establecido  por  Antonio  Salazar  y  Cossío, 
contra  la  sentencia  dictada  jfor  la  Audiencia  de  la 
Habana,  el  veinte  y  dos  do  Agosto  próximo  pasado 
en  la  expresada  causa;  y  condenamos  en  costas  al  re- 
currente. Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  co- 
municará, etc. ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales.  ~  Francisco 
Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  123.-1?  do  Diciembre  de  1902.— Impru- 
dencia temeraria.     (Goc.  17  Abril,) 

DOCTRINAS  Bl  acto  de  dejar  un  arma  carsrada, 
qnepor  su  mecanismo  6  estado  se  dispara  con  facilidad 
en  una  habitación  donde  hay  varías  personas,  entre 
ellas  niños,  constituye  una  verdadera  imprudencia  te- 
meraria, y  el  autor  de  ese  hecho  es  responsable  en  tal 
concepto  del  homicidio  que  se  produzca  por  haberse 
disparado  el  arma  al  ser  tocada  por  uno  de  los  niftos 
referidos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  primero  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Su- 
premo interpuesto  á  nombre  de  Ramón  Alvarez  y 
González,  natural  de  Asturias,  vecino  de  Seiba  Mocha, 
soltero,  del  comercio  y  de  cincuenta  y  ocho  años  de 
edad,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  dos  de 
Agosto  último  por  la  Audiencia  de  Matanzas,  en  causa 
procedente  del  Juzgado  de  instrucción  de  dicha  ciudad, 
por  delito  de  homicidio  por  imprudencia  temeraria. 
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Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa,  dictó  sentencia  el  Tribunal  mencionado  en 
la  expresada  fecha,  consignando  en  aquélla  los  siguien- 
tes resultandos: 

Hechos  probados: 

«Primero — Resultando  probado:  que  como  á  las 
«cuatro  de  la  tarde  del  día  veinte  de  Abril  último,  Ra- 
j>m6n  Alvarez  González  que  con  su  familia  habitaba  en 
Días  cercanías  de  Seiba  Mocha  una  casa  de  tabla  y  te- 
»ja8,  tomó  de  donde  acostumbraba  tenerla  colgada  en 
j>la  habitación  destinada  un  lado  á  comedor  y  el  otro 
)>á  un  pequeño  establecimiento  de  víveres,  una  escope- 
KtsL  de  sistema  americano  de  martillo  interior  cargados 
Dsus  dos  cañones  con  bala  de  plomo  de  grueso  calibre, 
«cuyo  seguro  se  movía  con  facilidad  y  una  vez  quitado 
Dse  disparaba  el  arma  con  la  más  ligera  presión  del 
Dgatillo,  la  que  tenia  para  tirar  á  los  perros  jíbaros 
»que  le  hHcíán  daño  á  las  crias  de  animales  domésticos, 
«proponiéndose  en  esos  momentos  limpiarla,  mas  cuan- 
»do  fué  á  comenzar,  se  presentó  en  la  tienda  un  mu- 
«chacho  de  la  vecindad  en  busca  de  efectos,  dirigién- 
»dose  Alvarez  á  despacharlo,  poniendo  la  escopeta 
«aún  sin  descargar  acostada  sobre  la  mesa  de  comer 
«en  dirección  á  las  habitaciones  interiores  de  aquel 
«lado  que  eran  un  cuarto  y  la  cocina,  divididos  por  ta- 
«biques  de  tabla,  próximo  á  cuya  mesa,  senteulas  de 
«aspalda  á  la  misma  se  hallaban  conversando  su  con- 
«cubina  Juana  Sablón  y  una  vecina  amiga,  encentran- 
«dose  también  andando  cerca  de  la  propia  mesa  los 
«niños  Manuel  y  Celia  de  cinco  y  siete  años  de  edad, 
«respectivamente,  y  en  la  sala  el  de  nueve  años  Ramón 
«y  en  la  cocina  el  de  diez  y  ocho  años  Antonio  Sablón, 
«hijos  los  tres  primeros  del  procesado  y  su  concubina 
«y  el  último  de  ésta. — Segundo — Resultando  probado: 
«que  pocos  momentos  después  de  haber  dejado  el  pro- 
«cesado  en  las  condiciones  y  circunstancias  que  lo  hizo, 
«la  escopeta  sobre  la  mesa  de  comer  y  al  estar  detrás 
«del  mostrador  despachando  al  referido  muchacho,  so- 
«nó  un  disparo  que  partió  de  la  enunciada  arma,  sin 
«que  haya  sido  posible  determinar  cual  de  los  dos  ni- 
«ños  Manuel  y  Celia  que  eran  los  que  estaban  más  pró- 
«ximos  á  la  escopeta  la  tocó,  atravesando  el  proyectil 
«ó  bala  de  plomo  los  dos  tabiques  de  madera  del  cuar- 
«to  contijruo  y  un  armario  y  canasto  de  caña  que  en  él 
«habla,  alcanzando  en  la  cocina,  donde  se  encontraba 
«Antonio  Sablón  que  recibió  una  herida  penetrante  en 
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»la  ca\adad  toráxica,  estando  el  orificio  de  entrada  de 
»un  centímetro  y  medio  sobre  la  tetilla  derecha,  frac- 
»turando  el  proyectil  la  tercera  costilla,  seccionando  el 
«cayado  de  la  horta  y  la  arteria  pulmonar,  producién- 
Ddose  la  hemorragia  consiguiente  que  le  ocasionó  la 
«muerte  a  ios  pocos  instantes  de  recibir  le  herida. — 
«Tercero — Eesultando  probado:  por  informe  de  los  pe- 
«ritos,  que  puesta  dicha  escopeta  montada  sobre  una 
«mesa,  puede  dispararla  fácilmente  no  tan  sólo  un  ni- 
«ño  de  siete  y  nueve  años,  sino   uno  de  menos  edad.« 

Rbsolución  rbcurbida: 

Resultando  que  dicho  Tribunal  calificó  los  hechos 
expuestos^  como  constitutivos  de  un  delito  de  homici- 
dio por  imprudencia  temeraria  y  condenó  á  Eamón  Al- 
varez  González,  como  autor,  á  cuatro  meses  y  un  día 
de  arresto  mayor,  y  accesorias  inherentes  á  esta  pena. 

Fundamentos  del  bbcubso  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  mencionada  sentencia 
fué  interpuesto  á  nombre  de  Eamón  Alvarez  González 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  invocándose 
como  preceptos  autorizantes  del  recurso  el  número  pri- 
mero del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  otros 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  pues  los  hachos 
que  la  Sala  declara  probados  no  son  constitutivos,  á 
juicio  del  recurrente,  del  delito  penado  no  siendo  por 
tantK)  de  aplicación  el  caso  primero  del  artículo  qui- 
nientos noventa  y  dos  del  Código  Penal,  pues  Alvarez 
González  no  fué  el  agente  inmediato  del  disparo  que 
ocasionó  la  muerte  de  Antonio  Sablón,  y  ser  por  tanto 
un  hecho  casual. 

Resultando  que  admitido  y  sustanciado  el  recurso 
de  casación  interpuesto,  tuvo  lugar  la  vista  el  día  diez 
y  nueve  del  actual,  en  cuyo  acto  informó  el  Letrado 
defensor  del  recurrente  sosteniendo  el  recurso,  y  el 
representante  del  Ministerio  Fiscal  adhiriéndose  á  lo 
solicitado  por  dicho  recurrente. 

Decisión  dkl  recurso*: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

Considerando  que  descartando  todo  concepto  ó 
elemento  de  malicia  por  parte  del  recurrente  respecto 
á  la  muerte  de  Antonio  Sablón,  para  estimar  si  la  Sala 
sentenciadora  ha  incurrido  ó  no  en  el  error  de  derecho 
que  se  le  atribuye  al  calificar  y  penar   el   mencionado 
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hecho  como  comprendido  en  el  pftrafo  primero  del 
artículo  quinientos  noventa  y  dos  del  Código  Penal, 
hay  que  atender  á  si  al  ejecutar  el  recurrente  el  acto 
determinante  de  1»  muerte  mencionada  obró  ó  no  con 
temeraria  imprudencia,  pues  los  elementos  constitu- 
yentes del  delito  á  que  dichos  articulo  y  numeróse  re- 
fieren se  hallan  caracterizados  por  la  falta  de  malicia 
del  agente  y  su  conducta  temeraria,  productora  ésta 
de  un  mal  que  si  hubiera  sido  causado  intencionalmen- 
te  constituiría  un  delito  grave  ó  menos  grave. 

Considerando  que  el  empleo  ó  manejo  de  toda  ar- 
ma de  fuego  exige  un  diligente  cuidado  por  parte  del 
que  de  ella  hace  uso,  por  la  facilidad,  caso  íle  no  ha- 
cerse así,  de  causar  un  daño;  cuidado  qu^  en  el  pre- 
sente caso  se  hacia  tanto  más  indispensable  cuanto  se 
trataba,  según  se  consigna  en  la  sentencia  recurrida, 
de  un  arma  de  dicha  clase  que  se  disparaba  con  gran 
facilidad  al  menor  esfuerzo;  por  lo  cual  al  dejarla  sin 
hacer  advertencia  alguna  el  recurrente,  en  el  lugar  en 
que  la  dejó,  en  el  que  se  hallaban  cuatro  personas,  dos 
de  ellas  niños  de  corta  edad,  sin  tomar  la  precaución 
siquiera  de  afianzarla  en  el  seguro  para  evitar  su  dis- 
paro fácilmente,  es  indudable  que  obró  ya  con  falta 
ú  omisión  más  ó  menos  disculpable  de  las  debidas  pre- 
cauciones sino  con  impiudencia  tal  que  debe  ser  cali- 
ficada, como  con  acierto  la  calificó  la  Sala  sentencia- 
dora, de  temeraria;  temeridad  que  á  más  de  lo  expuesto 
la  hacen  resaltar  lo  innecesario  de  tener  cargada  dicha 
arma  puesto  que  por  razón  de  su  sistema  de  carga  era 
fácil  y  rápido  su  empleo  al  objeto  que  en  la  sentencia 
se  expresa,  el  haberla  dejado  colocada  en  dirección  á 
las  habitaciones  interiores  de  la  casa,  lo  grueso  del  ca- 
libre del  proyectil  con  que  dicha  arma  tenía  cargados 
sus  dos  cañones,  y  el  alcance  de  la  misma  mediante 
el  cual  no  sólo  dentro  de  la  misma  casa  si  no  aún  á 
larga  distancia  podía  causar  un  daño. 

Considerando  que  por  lo  tanto  al  calificar  y  penar 
la  Sala  sentenciadora,  de  la  manera  que  lo  ha  efectua- 
do, los  hechos  que  estimó  y  declara  probados  en  la 
sentencia  recurrida,  no  ha  cometido  la  infracción  legal 
que  le  atribuye  el  recurrente,  y  por  lo  tanto  el  recurso 
por  éste  deducido  debe  ser  declarado  sin  lugar. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Ramón  Alvarez  González  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas  en 
veinte  y  dos  de  Agosto  último,  con  las  costas   á  cargo 


Digiti 


zedby  Google 


JUU8PKUDBKCIA   PBICAL  118 

del  recurrente.  Comnniqnese,  etc.  Asi  por  CBta  nuestra 
sentencia  lo  pronanciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarro- 
cas  Horta.'-— Ambrosio  B.  Morales. — Francisco  Noval 
y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  124.— 2  de  Didembre  de  1902.— Circtins- 
taadas  modificativas.    (Gac  17  Abril.) 

DOCTRINA:  No  incurre  en  error  la  Sala  sentencia- 
dora qne  estima  como  circunstancia  afirravante  la 
agresión  de  un  hombre  A  unamtger,  cuando  no  consta 
que  ésta  provocara  ni  diera  ocasión  en  manera  al^^una 
al  suceso. 

Para  que  pueda  apreciársela  circunstancia  atenuan- 
te de  haber  obrado  por  estímulos  tan  poderosos  que 
naturalmente  hayan  producido  arrebato  ú  obcecación 
es  preciso  que  de  los  hechos  que  se  declaren  probados 
se  CTldencien  actos  suficientes  á  producir  esos  estímu- 
los. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  dos  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos.  Visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  procesado 
Emilio  Suárez  Rodríguez,  vecino  de  Sigual,  dedicado 
á  las  faenas  del  campo,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  el  veinte  y  seis 
de  Agosto  último,  en  causa  que  se  instruyó  en  el  Juz- 
gado de  Guantánamo,  por  el  delito  de  lesiones. 

Eesultando  que  en  la  sentencia  que  es  objeto  del 
recurso  se  consignan  como  hechos  probados  los  que  á 
•  continuación  literalmente  se  transcriben: 

Hechos  probados: 

DKesultando  probado:  que  en  la  casa  de  Ana  Cap- 
vdevila  en  el  Sigual,  se  celebró  un  baile  la  noche  del  do- 
»ce  de  At)ril  último.  El  procesado  Emilio  Suárez 
^Rodríguez,  que  habla  concurrido  desde  el  principio, 
»á  eso  de  las  doce  invitó  á  bailar  á  María  Dolores  Abad 
Dy  como  se  negase,  le  intimó  que  no  bailara  con  nadie. 
i»Ella  dijo  á  su  concubino,  Julián  Suárez.  sobrino 
»de  Emilio,  lo  que  había  ocurrido  y  éstos  riñeron,  ha- 
»biendo  pegado  unos  planazos  el  primero  al  segundo  y 
^causándole  una  leve  lesión  falta  de  que  conoce  el 
)>  Juez  competente.  La  riña  concluyó  por  la  mediación 
j»de  algunos  amigos,  pero  á  los  pocos  minutos  des^an- 
j>do  Emilio  vengarse  hirió  en  la  cara  con  su  machete 
j»(que  se  ocupó)  á  la  María  Dolores  Abad,  quien  tardó 
xen  sanar  catorce  días,  con  necesidad  de  asistencia  fa- 

T.  8.— 1S08  ^8. 
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«oultatiya  é  impedimento  para  el  trabajo  darante  lo6 
»mÍ8mo6  y  habiendo  quedado  deforme.» 

Resolución  bbcubriba: 

Resultado  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  estos 
hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  lesiones 
graves,  previsto  y  penado  por  el  artículo  cuatrocien- 
tos veinte  y  nueve,  número  tercero  del  Código  Penal, 
y  estimando  autor  de  este  delito  al  procesado,  con  la 
concurrencia  en  su  ejecución  de  la  circunstancia  agra- 
vante veinte  y  uno  del  articulo  diez,  de  dicho  Código, 
le  condenó  á  la  pena  de  dos  años,  once  meses  y  once 
días  de  prisión  correccional,  con  las  penas  accesorias 
correspondientes  y  á  indemnizar  cien  pesos  á  María 
Dolores  Abad,  con  la  responsabilidad  personal  subsi- 
diaria, en  su  caso,  á  razón  de  un  día  por  cada  doce  pe- 
setas y  media  que  dejare  de  satisfacer,  y  al  pago  de  las 
costas. 

Fundamentos  del  begubso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  pro- 
cesado recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  auto- 
rizado por  el  caso  quinto  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
citando  como  leyes  infringidas  las  siguientes:  Prime- 
ro. —El  artículo  diez,  caso  veinte  y  uno  del  Código  Pe- 
nal por  indebida  aplicación;  toda  vez  que  para  apreciar 
la  circunstancia  agravante  que  el  mismo  determina, 
solo  se  ha'  tenido  en  cuenta  que  es  hombre  el  agresor 
y  del  sexo  femenino  la  ofendida,  sin  expresar  otra  cir- 
cunstancia. Segundo. — El  artículo  noveno,  caso  sép- 
timo, del  propio  Código,  porque  habiendo  transcurrido 
tan  corto  tiempo  entre  el  momento  que  fué  separado  de 
su  agresor  y  en  el  que  causó  la  lesión  á  la  Abad,  no 
tuvo  tiempo  suficiente  para  concebir  la  idea  de  vengan- 
za, y  en  tal  concepto  ha  debido  ser  apreciada  la  cir- 
cunstancia de  haber  obrado  por  estímulos  poderosos 
que  naturalmente  produjeran  arrebato  y  obcecación. 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  personado  el 
recurrente,  é  instruidas  las  partes,  se  celebró  la  vista 
pública  con  asistencia  del  abogado  defensor  del  proce- 
sado que  sostuvo  los  motivos  del  recurso  y  del  Minis- 
terio Fiscal  que  los  impugnó. 

Decisión  dkl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 
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Considerando  que  no  constando  en  la  sentencia 
recurrida  acto  alguno  de  agresión  6  provocación,  por 
parte  de  la  Abad  al  procesado,  es  indudable  que  al  he- 
rirla inmotivadamente  en  la  calti,  con  el  machete  que 
portaba,  causándole  una  deformidad,  procedió,  de  una 
manera  abusiva,  faltando  de  ese  modo  á  todas  las 
consideraciones  y  respetos  que  por  razón  del  sexo  ha- 
bía de  merecerle  la  ofendida,  y  por  lo  expuesto  al 
apreciar  el  Tribunal  sentenciador  la  concurrencia  de 
la  circunstancia  veinte  y  una  del  artículo  diez  del  Có- 
digo Penal,  no  incurrió  en  el  error  de  derecho  é  infrac- 
ción de  ley  que  le  atribuye  el  recurrente  en  el  primer 
motivo  del  recurso. 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  re- 
curso, que  para  que  pueda  apreciarse  la  circunstancia 
octava,  hoy  séptima,  del  artículo  noveno  del  expresa- 
do Código,  ó  sea  la  de  obrar  el  agente  del  delito  por  es- 
tímulos tan  poderosos  que  naturalmente  hayan  pro- 
ducido arrebato  y  obcecación,  es  preciso  que  de  los 
hechos  que  se  declaren  probados,  se  evidencien  actos 
sufígientes  á  producir  esos  estímulos,  ninguno  de  l,os 
que  aparece  existir  en  el  presente  caso;  pues  ni  la 
negativa  de  la  agi'edida  á  bailar  con  su  agresor,  aun- 
que tal  acto  pudiera  haberlo  contrariado,  es  suficiente 
á  producir  naturalmente  el  estado  excepcional  de  áni- 
mo que  determina  el  arrebato  y  obcecación;  ni  pueda 
deducirse,  como  aparece  pretenderlo  el  recurrente,  de 
la  riña  que  sostuviera  con  el  concubinario  de  aquel 
con  motivo  de  la  injusta  intimación  que  á  ella  hiciera, 
porque  para  que  pudiera  derivarse  de  ese  acto,  caso  de 
que  fuera  productor  de  los  estímulos  á  que  se  refiere  la 
expresada  circunstancia  atenuante,  era  menester  que 
lo  hubiera  realizado  la  ofendida;  por  cuyas  razones,  al 
no  apreciar  la  Sala  de  la  Audiencia  la  mencionada  cir- 
cunstancia, no  incurrió  en  la  infracción  de  ley  que 
alega  el  recurrente. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  anterior- 
mente consignados  procede  declarar  sin  lugar  al  recur- 
so interpuesto,  é  imponer  las  costas  al  recurrente  de 
conformidad  á  lo  establecido  en  el  artículo  cuarenta 
de  la  Orden  sobre  casación. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  interpuso  el  procesado  Emilio  Suárez  Rodríguez, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  San- 
tiago de  Cuba,  el  veinte  y  seis  de  Agosto  último;  con 
las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Comuniqúese,  etc. 
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Así  por  ésta  naestra  sentencia  lo  prononciamos^ 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Grastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio 
R.  Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


In£  ley.— Set.  125.— 8  de  Didembre  de  1902.— Defectos 
deforma.    (Oae.  Abrü ir.) 

DOCTRINA:  No  se  expresa  el  concepto  en  que  la 
ley  «e  ha  inürln^do  cuando  el  recurrente  se  limita  á 
afirmar  que  la  Sala  no  ha  aplicado  al  procesado  de- 
terminado artículo  del  Códig^o,  á  pesar  de  ser  éste  au- 
tor de  hechos  que  constituyen  determinado  delito. 

Lros  recursos  mal  interpuestos  carecen  de  eficacia  y 
procede,  en  definitiya,  declararlos  sin  lugar. 

En  la  ciadad  de  la  Habana  á  ocho  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos,    en  el  recurso  de  casación  por 

infracción  de  ley  interpuesto  por  vecina 

de  esta  ciudad,  acusadora  particular  en  la  causa  se- 
guida ante  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  rapto,  contra 
mecánico  de  la  misma  vecindad; 

Resultando  que  en  la  sentencia,  dictada  en  la  cau- 
sa en  veinte  y  siete  de  Agosto  último,  se  expresan  los 
hechos  procesales  en  los  siguient<*s  Resultandos: 

Hechos  pbobaixs: 

«Primero:  Resultando  probado:  que  en  la  noche 
»del   veinte  y  cinco  al  veinte  y  seis  de  Mayo  último 

» de    diez  y  seis  años  de  edad,  sa- 

»li6  de  su  casa,  con  permiso  de  su  madre 

«acompañada  de   las    menores y de  ca- 

«torce  y  once  años  de  edad,  respectivamente,  vecinas 
nde  la  misma  casa  que  aquélla  con  objeto  de  dar  una 
«vuelta  por  el  Parque  Centi-ai;  y  una  vez  allí  se  reu- 

»nió  aellas  el   procesado quien  hacía 

«tres  años  llevaba  relaciones  amorosas  de  carácter  lí- 

»cito   con y   consentimiento  de   la 

»madre  de  ésta,  y  ambos  convinieron  dejar  á  las  me- 
j»nores  en  el  Malecón,  á  donde  se  habían  ido  desde  el 
«Parque  Central  y  dirigirse  al  Vedado,  de  paseo  en  un 
«carro  regresando  después  en  un  coche  como  lo  efec- 
«tuaron.     Segundo:  Resultando  probado:  que  al  pasar 

«nuevamente  por  el  Malecón,  el  procesado 

«no  encontraron  en  el  Malecón  á  las  menores  que  se 
nhabían  marchado  solas  para  la  casa,  en  vista  d^  lo 
«cual acompañó  á hasta 
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j»RU  casa,   retirándose   sin   entrar  en  ella.     Tercero: 

j>Besultando  probado:  que  la  madre  de 

j>alarmada  por  lo  ocurrido,  se  esforzó  por  inquirir  de 
j»su  hija  lo  que  hubiese  pasado  entre  ella  y  su  novio, 
^obteniendo  de  aquélla  la  revelación  de  que,  si  bien 
»la  noche  del  veinte  y  cinco  al  veinte  y  seis  de  Mayo 
»no  habían  realizado  actos  camales,  algunos  dias 
»atrás  su  novio  había  disfrutado  de  su  virginidad,  con 
«promesa  de  matrimonio,  sin  que  se  haya  exclarecido 
«cuándo  y  cómo  tuvo  lugar.» 

Bbsolución  recubrida: 

Resultando  que  en  la  referida  sentencia  se  esti- 
ma que  los  hechos  declarados  probados  no  son  consti- 
tutivos del  delito  de  rapto,  y  que  aunque  revisten  los 
caracteres  de  uno  de  estupro,  no  siendo  éste  perse- 
gnible  de  oficio,  no  puede  resolverse  acerca  del  mismo 
por  haber  acusisido  las  partes  solo  el  delito  de  rapto, 
y  en  su  consecuencia  absolvió  al  procesado  con  las 
costas  de  oficio,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  pue- 
dan asistir  á como  madre  de  la  menor 

ofendida. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso 

dicha el  presente  recurso  de 

casación  por  infracción  de  ley,  que  dice  estar  autori- 
zado por  el  número  tercero  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal citando  como  infringido  el  artículo  cuatrocientos 
sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  en  el  concepto  que 
expresa  en  los  siguientes  términos:  «porque  la  sen- 
«tencia  no  ha  aplicarlo  ese  artículo  á  los  hechos  reali- 

»zados  por  el  procesado ^cuyos  hechos 

«constituyen  el  delito  de  rapto,  previsto  y  penado  por 
«el  referido  artículo,  y  asimismo  se  ha  infringido  el 
«mencionado  artículo  no  imponiendo  la  pena  que  el 
«mismo  determina  al  procesado  como  autor  de  los 
«hechos  constitutivos  del  delito  de  rapto,  de  acuerdo 
«con  el  párrafo  primero  del  artículo  doce  del  Código 
«Penal» 

Resultando  que  la  Audiencia  admitió  dicho  re- 
curso, denegando  á  la  vez  el  que  también  interpuso  la 
misma  parte  acusadora,  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, y  sustanciado  debidamente  el  recurso  admitido, 
se  celebró  la  vista  pública  en  la  que  el  Letrado  de  la 
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recurrente  sostuvo  la  procedencia  de  aquél,  y  el  Mi- 
nisterio Fiscal  la  impugnó. 

Decisión  del  rrcubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  el  presente  recurso  carece  de 
las  condiciones  necesarias  para  poder  ser  discutido, 
por  no  haberse  observado  al  interponerlo  todos  los 
requisitos  que  para  que  procediera  su  admisión  exige 
el  articulo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  toda  vez  que  no 
se  ha  expresado  con  claridad  y  precisión  el  concepto 
en  que  se  estima  ha  sido  infringido  el  artículo  del  Có- 
digo Penal  que  se  cita  como  tal  en  el  escrito,  afir- 
mándose solo  que  dicho  artículo  ó  sea  el  cuatrocien- 
tos sesenta  y  cinco  no  se  ha  aplicado  al  procesado,  á 
pesar  de  s^r  éste  autor  de  hechos  constitutivos  del  de- 
lito de  rapto  que  en  el  mismo  se  pena,  sin  exponer 
razones  ni  fundamento  alguno  en  que  descanse  tal 
afirmación,  como  era  indispensable  para  dar  á  cono- 
cer los  términos  del  problema  jurídico  que  se  plantea; 
y  en  tal  virtud  el  recurso  no  debió  ser  admitido  con 
arreglo  á  la  ley,  por  lo  que  aún  cuando  su  admisión 
no  fuera  impugnada  en  su  oportunidad,  carece  de  to- 
da eficacia  y  debe  ser  declarado  sin  lugar  imponién- 
dose las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 

ley  interpuesto  por contra  la  sentencia 

dictada  por  la  Audiencia  de en   la  causa 

de  referencia,  imponiendo  las  costas  á  dicha  recu- 
rrente. Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón.' — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


In£  ley.— Sent.  [126.-9  de  Didembre  de  1902.— Bobo. 
{Gat.  Abrüir.) 

DOCTRINA:  T  Para  calificar  el  delito  de  robo  con 
armas  en  casa  habitada  no  es  necesario  que  todos  los 
malhechores  porten  aquéllas,  bastando  que  las  Uere 
uno  sólo,  puesto  que  para  apreciar  ese  elemento  ca- 
racterístico del  delito,  es  suficiente  que  aquéllos  pue- 
dan disponer  de  al^^na  arma,  con  riesg^o  para  las  per^ 
son  as. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana  á  nneve  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Manuel 
Fernández  Fernández,  Andrés  López  Alvarez  y  Alfre- 
do Rodríguez,  conocidos  también  con  otros  nombres  y 
apodos,  jornaleros  todos  y  vecinos  de  esta  ciudad,  en 
la  causa  seguida  ante  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  por  el  de- 
lito de  robo. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  cau- 
sa en  trece  de  Agosto  último  contiene,  en  lo  pertinen- 
te el  siguiente:  ^'Resultando  probado:  que  como  á  las 
»doce  de  la  noche  del  cinco  de  Mayo  último  los  proce- 
irsados  Manuel  Fernández  y  Fernández  ó  Francisco 
•Vázquez  Galindo  (a)  Curro  Paco,  José  González  Alfon- 
]>60  ó  Benigno  Alfonso  Zamora  ó  José  Alonso  González 
»6  Benigiio  González  Zamora;  Andrés  López  Alvarez  6 
«Joaquín  Andrade,  6  José  ó  Joaquín  Andrade  Alvarez 
»y  Alfredo  Rodríguez  y  Rodríguez  (a)  El  Barbero, 
«aprovechándose  de  la  noche  laque  eligieron  de  ezpro- 
nfeso  para  lograr  sus  propósitos  se  introdujeron  en  la 
«casa  número  doce  de  la  calle  Real  de  la  Playa  de  Ma- 
«rianao,  habitada  por  Basilio  Llanno  y  su  familia,  y 
«fracturando  una  carpeta' con  un  corta-hierro  y  un  pu- 
«ñal  que  llevaba  uno  de  aquéllos,  se  apoderaron  con 
«ánimo  de  lucrarse  de  ocho  centenes,  un  luis,  veinte  y 
«cinco  pesoB  plata  española  y  veinte  y  seis  pesos  en 
«moneda  americana  que  se  hallaban  en  la  carpeta, 
«abandonando  inmediatamente  la  casa''. 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimando  que  los 
hechos  que  declaró  probados  constituyen  un  delito  de 
robo  en  casa  habitada  con  fractura  de  muebles,  con  ar- 
mas y  por  valor  que  no  excede  de  mil  doscientas  cin- 
cuenta pesetas,  del  que  son  autores  los  cuatro  procesa- 
dos, con  las  circunstancias  agravantes  de  nocturnidad 
y  de  reincidencia  respecto  á  tres  de  aquéllos,  condenó 
á  Fernández  González  y  López  á  la  pena  de  ocho  años, 
y  á  Rodríguez  á  la  de  seis  años  y  un  día  de  presidio 
mayor,  accesorias  correspondientes  y  al  pago  de  las 
costas  por  partes  iguales,  así  como  á  indemnizar  al  per- 
judicado por  cuartas  partes  la  suma  de  noventa  y  sie- 
te pesos,  sesenta  y  cuatro  centavos,  siendo  responsa- 
bles subsidiariamente  entre  sí,  por  sus  respectivas  cuo- 


Digiti 


zedby  Google 


120  BOLBTm  LBGULATrVO 


taS)   decomisándose  el    corta-hierro    y  botella  ocu- 
pados. 

Fundamentos  del  becukso  de  casación: 

Resultando,  qae  contra  esta  sentencia  se  interpa- 
so el  presente  recurso  expresándose  estar  autorizado 
por  .el  número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuaren- 
ta y  nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  y  citándose  como  infrin^do  el  párra- 
fo tercero  del  artículo  quinientos  veinte  y  seis  del  Có- 
digo Penal  por  indebida  aplicación,  puesto  que  los  he- 
chos probados  no  constituyen  el  delito  que  pena  dicho 
párrafo,  sino  el  comprendido  en  el  último  del  mismo 
artículo  quinientos  veinte  y  seis,  por  no  constar  que 
todos  los  malhechores  llevaran  armas  como  se  requie- 
re según  el  texto  del  primero  de  dichos  preceptos  para 
que  sea  aplicable,  sino  que  aparece  que  solo  uno  lleva- 
ba un  puñal. 

Kesulando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma  en  este  Tribunal,  celebrándose 
la  vista  pública  en  la  que  el  defensor  de  los  recurren- 
tes sostuvo  la  procedencia  de  aquél  y  el  Ministerio 
Fiscal  la  impugnó. 

Decisión  del  recübso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando,  que  al  calificarse  en  la  sentencia 
recurrida,  el  hecho  de  autos,  como  un  delito  de  robo 
con  armas  en  casa  habitada  no  se  ha  infringido  el  pá- 
rrafo tercero  del  artículo  quinientos  veinte  y  seis  del 
Código  Penal,  aún  cuando  solo  uno  de  los  autores  del 
robo  llevara  armas,  como  se  declara  probado,  puesto 
que  dicho  precepto  no  requiere  para  que  sea  aplicable 
que  todos  los  malhechores  lleven  armas,  sino  que  bas- 
ta para  apreciar  ese  elemento  característico  del  delito, 
que  aquéllos  puedan  disponer  de  alguna  arma  con 
riesgo  para  las  personas,  que  es  el  fundamento  de  la 
citada  disposición  legal. 

Considerando,  que  en  tal  concepto,  la  «Sala  sen- 
tenciadora no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  que 
se  le  atribuye  en  el  recurso,  el  cual,  por  tanto,  debe 
ser  declarado  sin  lugar,  imponiéndose  las  costas  á  los 
recurrentes. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,   interpuesto  por  Manuel  Fernández  Fernández, 
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Andrés  López  Alvarez  y  Alfredo  Eodríguez  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana,  en 
la  cansa  de  referencia  imponiéndose  las  costas  á  los 
recurrentes. 

Comuniqúese,  etc.  Así  por  esta  nuestra  sentencia 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  Armamos.  José  Antonio 
Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas  Horta. — 
Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  Noval  y  Marti. 


In£  ley.— Sent.  127—10  de  Diciembre  de  1902.— Asoda- 
dón  ilídta.  ( Gac.  20  Abril, ) 

DOCTRIKA:  No  procede  admitir  un  recurso  de  cflu 
•adón  interpuesto  por  quien  no  tiene  la  representa- 
ción del  recurrente. 

La  asociación  denominada  de  "Ñáfii^^os",  es  ilícita. 

No  constando  de  los  hechos  probados  de  la  senten- 
cia que  los  procesados  eran  ftin dadores  ó  directores  de 
una  asociación  ilícita,  no  puede  penárseles  conforme 
al  número  primero,  sino  al  se^^undo  de  los  artículos 
187  y  188  del  Código  Penal. 

Casada  una  sentencia  en  causa  criminal,  los  efectos 
de  la  nueva  que  se  dicten  aprovechan,  en  cuanto  les 
beneficien  á  todos  los  condenados  en  ella,  aunque  no 
hayan  sido  recurrentes. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  de  Diciembre  de 
mil  novecientos  dos,  en  los  recursos  de  casación  por 
infracción  de  ley  que  penden  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, contra  la  sentencia  dictada  con  fecha  treinta  de 
Julio  último,  por  la  Sección  segunda  de  ía  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  provincia,  en  causa 
procente  4el  Juzgado  de  Instrucción  del  Oeste,  segui- 
da entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la 
otra  como  procesados  por  asociación  ilícita,  Antonio 
Claque  Olafieta,  tonelero,  vecino  de  Regla,  Francisco 
Roca  Ibarra,  de  igual  oficio  y  Vecindad,  Epifanio  Her- 
nández,^  tabaquero,  vecino  de  Concordia  numero  ciento 
tres,  José  Pichardo  Payars,  cocinero,  vecino  de  Salud 
ciento  noventa  y  nueve,  Remigio  Fernández,  taba- 
quero, vecino  de  Peregrino  número  veinte,  Lucas  Her- 
nández Peña,  estibador,  vecino  de  Infanta  número  no- 
venta y  ocho,  Vicente  Sosa  Sánchez,  marinero,  vecino 
de  Curazao  número  diez  y  ocho,  Manuel  Olivero  y  Rie- 
ra ú  Oliver  y  Sierra,  jornalero,  vecino  de  Santa  Rosa 
número  cinco,  Francisco  Pérez  Abreü,  jornalero,  ve- 
cino de  Jesús  Peregrino  número  sesenta  y  dos,  An- 
tonio Rodríquez  Toret  6  Turé,  estibador  y  vecino  de 
la  caUe  de  Luz  número  treinta  y  tres,  José  de  los  Reyes 
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Valdés,  cochero,  vecino  de  Jesús  Peregrino  número 
sesenta,  Luis  Esponda  Granados,  pintor,  vecino  de 
Colón  número  veinte  y  nueve,  Bernardino  Terry  Gi- 
rando, albañil,  vecino  de  Chávez  número  uno,  José 
Cabrera  Toret  ó  Font,  albañil,  vecino  de  Marqués  Gon- 
zález número  siete,  Marcelino  Castafier  y  Portillo,  car- 
pintero, vecino  de  Chávez  número  veinte  y  cinco,  An- 
tonio Moya  Cueto,  sastre,  vecino  de  Espada  número 
doce,  Francisco  Cordovés  Quiñones,  tabaquero,  vecino 
de  Soledad  número  treinta  y  seis,  Hilario  García  Val- 
dés, panadero,  vecino  de  San  Rafael  número  ciento 
trece,  Joaquín  Plaza  Valdés,  tabaquero,  vecino  de  Ru- 
balcaba  número  siete,  Francisco  Duarte  Hernández, 
estibador,  vecino  de  Jesús  Peregrino  número  cincuenta, 
Marcelino  Aspeitia,  tabaquero,  vecino  de  Jesús  Pere- 
grino número  cincuenta,  Lorenzo  Larrazabal  y  Larra- 
zaba],  tabaquero,  vecino  de  Virtudes  y  Oquendo,  Gre- 
gorio Lombillo  y  González,  enfardeUbdor^  vecino  de 
Oquendo  número  veinte  y  cuatro,  Vicente  Grarda 
Grant,  estibador,  vecino  de  Marqués  González  número 
veinte  y  dos,  Francisco  Tejada  6  Tajada  y  Santa  María, 
tonelero,  vecino  de  Escobar  entre  Concordia  y  Virtu- 
des, Secundino  Gruyal  6  Grijal  y  Guzmán,  tabaquero, 
vecino  de  Concordia  número  ochenta  y  cinco',  José  Mi- 
randa y  González,  pintor,  vecino  de  Hameí  número 
cuatro,  Pablo  Campos  y  Cubila,  jornalero,  vecino  de 
Escobar  y  San  Lázaro,  Pablo  Garro  Sierra,  carpintero, 
vecino  de  Estrella  número  sesenta  y  uno,  Defin  Her- 
nández y  Hernández,  estibador,  vecino  de  Concordia 
número  ciento  tres,  Pablo  Navarrete  y  Díaz,  jornalero, 
vecino  de  Cruz  del  Padre  número  siete,  Alberto  Torres 
y  Casanova,  jornalero,  vecino  de  Jesús  Peregrino  nú- 
mero sesenta  y  cinco,  Antonio  Rodríguez  Jauregui, 
zapatero,  vecino  de  Salud  número  ciento  noventa  y 
cinco,  José  Timoteo  Mattres  6  Maltret  Menocal,  co- 
cinero, vecino  de  Zanja  y  San  José,  Pedro  Ugarte  y  Fi- 
gueras,  tabaquero,  vecino  de  San  Rafael  número  cien- 
to treinta  y  nueve,  Ramón  Calvo  y  O'Farrill,  albañil, 
vecino  del  Vedado,  Juan  Valdés  Calderón,  tabaquero, 
vecino  de  Marqués  González  número  veinte  y  dos,  Cres- 
cendo Aguirre  y  González,  jornalero,  vetíno  de  Salud 
número  ciento  setenta  y  dnco,  Lázaro  Lan  Zequeira, 
cocinero,  vecino  de  Salud  ochenta  y  cuatro,  Guadalupe 
Guara  ó  Guarra  y  Reyes,  tonelero,  vecino  de  Jesús  Pe- 
regrino número  nueve,  José  Aguado  Gavilán  Francés, 
albañil,  vecino  de  Jesús  Pereguiuo  sesenta,  Sebastian 
A  rango,  estibador,  vecino  de  Jesús  Peregrino  número 
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treinta  y  dnoo,  Arturo  Gutiérrez  Montoto,  albañil,  ve- 
cino de  Belascoain  número  ochenta  y  seis,  Serafín  Qon- 
zalez  Morejón,  tabaquero,  vecino  de  Jesús  del  Monte 
número  ciento  noventa  y  cinco,  Santiago  Martell  y  Gar- 
cía, tonelero,  vecino  de  Belascoain  número  cuarenta  y 
dos,  Marcos  Herrera  y  Herrera,  jornalero,  vecino  de 
Zanja  número  noventa  y  tres,  Fi'ancisco  Javier  Muñoz 
Montana,  albafíil,  vecino  de  Corrales  nújnero  noventa 
y  cuatro,  Tomás  Entiné,  sastre,  vecino  de  Marqués 
González  número  catorce,  José  Marcos  Eomagosa,  ta- 
baquero, vecino  del  Carmelo,  Tomás  Alonso  García, 
tabaquero,  Luyanó  sesenta  y  uno,  Antonio  María  Te- 
Uo  y  Tello,  tabaquero,  vecino  de  Zau  ja  número  ciento 
seis,  Pedro  Simón  Alfonso,  carpintero,  vecino  de  Lu- 
cena  número  ocho,  Luis  Barrios  y  Morales  ó  Turales, 
cocinero,  vecino  de  Soledad  número  treinta  y  seis,  Jo- 
sé de  los  Reyes  Pérez  Izquierdo,  jornalero,  vecino  de 
Zanja  número  cien,  Toribio  Díaz  Montalvo,  cocinero, 
vecino  de  San  Lázaro  y  Belascoain,  Eduardo  O'Farrill 
y  González,  carpintero,  vecino  de  Jesús  Peregrino  nú- 
mero sesenta,  José  Vidal  Torres,  cochero,  vecino  de 
Salud  número  ciento  cuarenta  y  ocho,  Catalino  Piedra 
6  Pierra  Espinóla,  sastre,  vecino  de  Salud  entre  Mar- 
ques Gtonzález  y  Oquendo  y  Secundino  Elman  Duarte, 
albañil,  vecino  de  Zanja  número  ciento  seis; 

Kesultando:  que  la  referida  sentencia  contiene  los 
siguientes  resultandos  numerados: 

Heohos  probados: 

«Primero:  «Resultando  probado  que  el  veinte  y 
;>uno  de  Mayo  último  como  de  tres  á  cuatro  de  la  tar- 
»de  con  noticias  el  Capitán  de  la  séptima  Estación  de 
«Policía  de  esta  ciudad  que  le  fué  comunicada  por  te- 
jiléfono  de  que  en  la  casa  número  cincuenta  de  la  ca- 
vile de  Jesús  Peregrino  se  encontraban  reunidos  un 
Bgran  número  de  individuos  pertenecientes  á  una  aso- 
jKñación  de  ñañigos  y  juramentándose,  se  trasladó  á 
j»eBe  lugar  con  algunos  guardias  á  sus  ordenes  y  empu- 
«jando  violentamente  la  puerta  de  la  calle  que  estaba 
«entrejunta,  y  fué  cerrada  por  alguien  que  se  encon- 
utraba  detrás  de  la  misma  á  la  llegada  de  los  Agentes 
«de  la  Autoridad  penetró  en  la  casa  seguido  de  los  vi- 
«gilantes  que  le  acompañaban  y  sorprendieron  allí  á 
«setenta  ú  ochenta  personas  algunas  de  las  cuales  hu- 
«yeron  y  pudieron  escapar;  que  estaban  practicando  , 
«las  ceremonias  propias  de  las  iniciaciones  de  esa  aso- 
«ciación  con  cantos  y  bailes  al  son  de  tambores  y  con    • 


Digiti 


zedby  Google 


124  boletín  LBOI8LATIYO 

»los  trajes  característicos,  que  vestían  tres  indivídaos 
»que  alU  se  encontraban  congregados,  de  los  cuales 
«trajes  se  despojaron  precipitadamente  tan  pronto  ad- 
» virtieron  la  presencia  de  la  Policía.» 

«Segundo:  «Eesultando  probado  que  realizada  la 
«sorpresa  y  practicado  un  registro  en  la  mencionada 
jicasa  no  solo  se  ocuparon  tres  trajes  completos  de  ña- 
Dfíigos,  los  pftlos  conocidos  entre  los  añilados  con  el 
«nombre  de  aMecongo»  y  juegos  de  cencerros,  tambo- 
»res  de  distintos  tamaños,  los  plumeros  denominados 
«((Senseribe»,  escobillas,  marugas,  un  bastón  con  cas- 
«quillos  plateados  en  los  extremos  que  designan  vara 
«de  justicia,  un  crucifijo,  un  pomo  de  licor  con  yerbas, 
un  cuero  de  chivo  sin  curtir,  un  pedazo  de  ñame,  plá- 
«taños,  maíz,  pezcado  frito,  seco,  caña  de  azúcar,  ca- 
«yajabos,  pi^-dras  pequeñas,  un  galio  y  otros  objetos; 
«atributos  todos  indispensables  para  la  ceremonia  del 
«juramento  sino  que  pudo  observarse  que  uno  de  los 
«cuartos  dé  la  casa  estaba  completamente  desprovisto 
«de  muebles  con  solo  en  el  centro  de  la  habitación  una 
«mesa  pequeña  con  una  urna  que  encerraba  una  ima- 
«gen  religiosa  y  algunos  objetos  de  los  ya  designados 
«esparcidos  sobre  el  mismo  cuarto  que  se  titula  de  los 
«sacrificios  é  iniciaciones  y  que  es  de  ritual  para  las  ce- 
«remonias  en  esa  asociación.» 

((Tercero:  ((Resultando  probado  que  en  la  mencio- 
«nada  casa  Jesús  Peregrino  número  cincuenta  de  la 
«que  es  principal  inquilino  el  procesado  Francisco 
«Duarte  Hernández,  fueron  apresados  por  la  Policía 
«además  de  éste,  cincuenta  y  siete  individuos  que  tam- 
«bien  han  sido  procesados,  todos  los  cuales  formaban 
«parte  de  la  asociación  de  ñañigos  allí  congregada,  pa- 
«ra  la  celebración  de  una  de  sus  fiestas  las  cuales  aso- 
«ciaciones  están  tildadas  en  el  concepto  público  y  pro- 
«hibidas  como  contrarias  á  la  moral  y  concertadas  pa- 
«ra  el  crimen,  dado  que  los  afiliados  se  obligan  en  pri- 
«mer  término  bajo  juramento  á  defenderse  y  ayudarse 
«mutuamente  vengando  agravios  que  se  infieren  á  un 
«asociado,  por  la  muerte  alevosa  del  ofensor  ó  decual- 
«quier  persona  que  esté  en  relación  de  afecto  c  »n  éste, 
«habiendo  sido  objeto  de  constante  preocupación  de 
«los  distintos  gobiernos  de  esta  Isla  hasta  el  extremo 
«de  que  en  más  de  una  ocasión  y  como  medida  preven- 
«tiva  se  ha  llegado  á  deportar  gubernativamente  á  sos 
«afiliados: 

((Cuarto:  Resultando  probado  que  el  procesado 
«Remigio  Fernández,  se  encontraba  en  el  momento  de 
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»la  sorpresa  y  fué  detenido  en  la  casa  número  ciiaren- 
•ta  y  ocho  de  la  calle  de  Jesús  Peregrino  que  es  conti- 
»gua  á  la  número  cincuenta,  habiéndose  acreditado 
«que  el  Fernández  había  ido  á.  aquella  casa  de  \a8ita  y 
j»fué  al  patio  por  mera  curiosidad  á  mirar  por  los  hue- 
rcos de  la  puerta  de  madera  que  la  separa  lo  que  en  le 
«número  cincuenta  ocurría  sin  que  se  ha\a  demostra- 
ndo que  perteneciera  ó  n6  á  la  mencionada  asociación: 
(íQuinto:  Resultando  probado  que  de  los  procena- 
jidos  en  esta  causa  según  los  datos  que  obran  en  el  pro-  * 
«ceso,  han  sido  ejecutoriamente  condenados  Serafín 
«González  Morejón,  por  delito  de  robo  en  sentencia  de 
«veinte  y  dos  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
«y  cuatro  á  la  pena  de  seis  años,  diez  meses  y  un  día  de 
«presidio  mayor  en  causa  procedente  del  Juzgado  de 
«Monserrate:  Marcos  Herrera  y  Herrera  por  homicidio 
«en  sentencia  de  veinte  y  dos  de  Diciembre  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  cuatro,  á  la  pena  de  catorce 
«años,  ocho  meses  y  i;n  día  de  reclusión  temporal  en 
«causa  procedente  del  Juzgado  del  Pilar  y  por  hurto 
«en  sentencia  de  veinte  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
«ochenta  y  ocho  á  la  pena  de  cuatro  meses  de  arresto 
«mayor  en  causa  procedente  del  Juzgado  de  Guadalu- 
«pe:  José  Miranda  por  estafa,  hurto  y  tentativa  de 
«hurto,  á  la  pena  de  un  mes  y  un  día  de  arresto  ma- 
«yor,  ochenta  días  de  arresto  mayor  y  treinta  y  un  día 
«de  la  misma  pena  por  sentencia  de  veinte  y  cinco  de 
«Marzo  y  s^-is  de  Julio  de  mil  novecientos  uno  del  Juz- 
«gado  Correccional  del  segundo  Distrito:  José  Timoteo 
«Maltres  por  rifa  no  autorizada  en  sentencia  de  prime- 
«ro  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  á  la  pe- 
«na  de  trescientos  veinte  y  cinco  pesetas  de  multa  en 
«causa  procedente  del  Juzgado  del  Pilar:  Pablo  Garro 
«y  Sierra  por  atentado  en  sentencia  de  veinte  y  nueve 
«de  Octubre  «le  mil  ochocientos  noventa,  á  la  pena  de 
«dos  meses  y  un  día  de  arresto  mayor  y  multa  de  tres- 
«cientas  cincuenta  pesetas  en  causa  procedente  del 
«Juzgado  del  Oeste;» 

Bbbolución  bbcürriba: 

Resultando  qus  por  la  misma  sentencia  fueron 
condenados  en  concepto  de  autores  de  dicho  delito,  de 
asociación  ilícita,  definido  y  castigado  por  los  artículos 
ciento  och'^nta  y  seis,  número  primero  y  ciento  ochen- 
ta, y  siete  números  primero  y  segundo  del  Código  Pe- 
nal, todos  los  procesados,  excepción  hecha  de  Remigio 
Fernández,  á  quien  se  absolvió;  imponiéndose  á  Sera- 
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fin  Gronzález  Morejón,  Marcos  Herrera  y  Herrera  y 
José  Miranda  por  estimárseles  la  agravante  diez  y 
ocho  del  articulo  diez  del  citado  Código,  las  penas— á 
cada  uno—  de  cuatro  año^,  dos  meses  de  prisión  correc- 
cional, multa  de  mil  pesetas,  las  correspondientes  ac- 
cesorias y  el  pago  de  unas  cincuenta  y  nueve  avas 
partes  de  costas;  f  á  cada  uno  de  los  demás,  por  no 
apreciárseles  circunstancias  modificativas  de  respon- 
sabilidad criminal,  las  penas  de  dos  años,  once  meses 
y  once  días  de  esa  clase  de  prisión,  la  misma  multa, 
idénticas  accesorias  y  el  pago  de  otra  cincuenta  y  nue- 
ve avas  partes  de  gastos;  declarándose  la  porción  res- 
tante de  éstos,  de  oficio;  debiendo  sufrir  todos  los  pe- 
nados prisión  subsidiaria  á  razón  de  un  día  por  cada 
doce  y  media  pesetas  que  de  la  multa  dejaren  de  satis- 
facer, y  abonándoseles  á  todos  ellos  la  preventiva  que 
hubieren  sufrido; 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  3ste  fallo,  interpuso  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  el  Licenciado  Án- 
gel Fernández  Larrinaga  como  letrado  defensor  de 
Vicente  Sosa  Sánchez,  Manuel  Olivera  y  Riera,  Fran- 
cisco Abren,  Antonio  Rodríguez  Toret,  José  de  loe 
Reyes  Yaldés,  Luis  Esponda  Granados,  Bernardino 
Terry  y  Girande,  José  Cabrera  Toret,  Marcelino  Cas- 
tañer  y  Portillo,  iLutonio  Maya  y  Cueto,  Francisco 
Cordovés  y  Quiñones,  Hilario  García  Valdés,  Francis- 
co Duarte  Hernández,  Marcelino  Aspeitia,  Lorenzo 
Larrazabal  y  Larrazabal,  Gregorio  Lombillo  González, 
Vicente  Cárdenas,  Francisco  Tejada  y  Santa  María, 
Secundino  Gruyal  y  Guzmán,  José  Miranda  González, 
Pablo  Campos  Cubilla,  Pablo  Garro  y  Sierra,  Delfín 
Hernández,  Pablo  Navarrete  y  Díaz,  Alberto  Torres 
Casanova,  Antonio  Rodríguez  Jauregui,  José  Timoteo 
Maltres  ó  Maltret,  Pablo  Ugarte  Figueras,  Ramón 
Calvo  y  O^Farrill,  Juan  Valdés  Calderón,  Crescencio 
Aguirre  y  González,  Lázaro  Lan  Zequeira,  Guadalupe 
Guara  Reyes,  José  Aguedo  Gavilán  Francés,  Sebastián 
Arango,  Arturo  Gutiérrez  Montoto,  Serafin  González 
Morejón,  Santiago  Martell  García,  Tomás  Rutiné,  José 
Marcos  Romagosa,  Tomás  Alonso  García,  Antonio 
María  Tello  y  Tello,  Pedro  Simón  Alfonso,  Luis  Ba- 
rrios Morales,  José  de  los  Reyes  Pérez,  T'»ribio  Díaz 
Mental vo,  Eduardo  O'Farrill  González.  José  Vidal 
Torres,  Catalino  Piedra  Espinóla  y  Secundino  Elman 
Duarte,  fundándolo  en  el  número  primero  y,  subsidia- 


Digiti 


zedby  Google 


JURIBPKUOBKCIA  PBNAL  127 

ñámente,  en  el  tercero,  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
y  alegando  que  se  han  infringido:  Primero:  el  artículo 
ciento  ochenta  y  seis  del  Código  Penal,  que  define  las 
asociaciones  ilícitas  en  atención  á  su  naturaleza  y  cir- 
cunstancias; por  cuanto  la  sentencia  declara  probada 
la  asociación  á  que  se  dice  en  la  misma  sentencia  per- 
tenecen sus  defendidos  sin  que  haya  constancia  de  su 
objeto  y  circunstancias,  no  existiendo  indicios  de  que 
los  individuos  congregados  en  la  casa  número  cincuen- 
ta de  la  calle  Jesús  Peregrino  estuvieran  allí  con  el 
propósito  de  ofender  la  moral  pública  ó  de  cometer 
algún  delito;  segundo:  los  artículos  ciento  ochenta  y 
siete  y  ciento  ochenta  y  ocho  del  mismo  Código,  por- 
que en  el  supuesto  de  estar  demostrada  la  existencia 
de  la  asociación  ilícita  á  que  se  alude,  se  les  pena  co- 
mo si  fundadores  de  ella  n  prueba  alguna  de  serlo, 
correspondiéndoles  solamente,  conforme  al  artículo 
ciento  ochenta  y  ocho,  como  meros  individuos  de  la 
asociación,  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  me- 
dio á  aquellos  en  que  no  concurren  circunstancias  agra- 
vantes apreciables; 

Eesultando  que  centra  el  propio  fallo  interpuso 
también  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  el 
Letrado  Fernando  Barruecos  á  nombre  de  los  proce- 
sados Epifanio  Hernández  y  José  Pichardo;  citando  co- 
mo preceptos  autorizantes  del  recurso  los  mismos  in- 
cisos primero  y  tercero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
y,  como  infringidos,  los  artículos  primero,  once  (nú- 
mero primero),  doce  (número  primero),  ciento  ochen- 
ta y  seis,  caso  primero,  y  ciento  ochenta  y  siete,  casos 
segundo  y  tercero  del  Código  Penal;  porque  la  mera 
reunión  de  varios  individuos  en  determinado  local  ce- 
lebrando, con  cantos  y  bailes,  ceremonias  más  ó  menos 
ridiculas,  no  es  un  hecho  punible;  que  en  la  sientencia 
se  confunden  los  derechos  de  reunión  y  asociación  al 
decirse  que  se  encontraban  reunidos  un  gran  número 
de  individuos  pertenecientes  á  una  asociación  de  ña- 
ñigos; que  para  la  asociación  se  necesita  una  organi- 
zación adecuada  y  permanente,  una  ley  que  regule  su 
vida  y  acepten  los  que  la  constituyen,  y  la  Sala  sen- 
tenciadora no  expresa  los  motivos  ó  datos  que  la  in- 
ducen á  sentar  la  premisa  de  que  en  Jesús  Peregrino 
número  cincuenta  había  en  veinte  y  uno  de  Mayo  una 
asociación  de  ñañigos;  porque  el  encontrar  trajes,  cen- 
cerros y  otros  utensilios  propios  de  ésta  no  es  bastante 
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para  creer  estuviera  constituida,  y  vestirse  con  trajes 
de  diablitos,  tocar  tambores  y  ejecutar  bailes  que  re- 
cuerdan costumbres  de  las  antiguas  negradas  del  Áfri- 
ca, será  todo  lo  inculto  que  se  quiera,  pero  no  puede 
considererse  delito;  que  el  Código  Penal  no  habla  de 
reuniones  ilícitas  sino  de  reuniones  6  manifestaciones 
pacíficas,  cayendo  la  Sala,  con  el  mal  uso  de  dos  pala^ 
bras  de  distinto  sentido  jurídico,  en  el  error  6  aprecia- 
ción de  que  los  individuos  reunidos  en  dicha  casa  eran 
una  verdadera  asociación  ilícita,  que  no  se  les  ocupó 
ningún  reglamento,  programa  ó  ritual  que  demuestre 
su  organización  social  y,  siendo  así,  no  se  puede  apli- 
car al  caso  el  artículo  ciento  ochenta  y  seis,  cuyo  re- 
quisito cardinal  es  que  exista  una  asociación  que  por 
su  objeto  ó  circunstancias  sea  contraria  á  la  moral  ó 
se  proponga  cometer  algún  delito.  Pero  aún  aceptando 
— ^agrega — determinada  responsabilidad  criminal  en  los 
procesados  por  la  asociación  ilícita  susodicha,  no  será 
si  no  la  de  meros  asociados,  porque  los  hechos  proba- 
dos no  son  suficientes  á  demostrar  el  caiácter  de  fun- 
dadores y  directores  que  les  atribuye  la  sentencia  en  . 
su  segundo  Considerando,  pues  si  todos  lo  fuesen  no 
se  sabría  cuáles  eran  los  neófitos  de  que  habla  la  mis- 
ma sentencia;  evidenciándose  así  que  se  ha  cometido 
por  la  Sala  error  de  derecho  en  la  aplicación  de  la  pe- 
na, con  infracción  de  los  artículos  ciento  ochenta  y 
seis  y  ciento  ochenta  y  siete  en  su  relación  con  el  pri- 
mero y  tercero,  once  y  demás,  del  Código  Penal: 

Resultando  que  igualmente  estableció  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  contra  la  expresada  sen- 
tencia, la  representación  del  procesado  Antonio  Claque 
Olafíeta,  fundándose  en  los  mismos  números  primero 
y  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  hueve  an- 
tes citado  y  en  que  se  han  infringido:  A:  los  artículos 
ciento  ochenta  y  seis,  caso  primero  y  ciento  ochenta  y 
siete,  casos  primero  y  segundo  del  Código  Penal,  por 
aplicación  indebida,toda  vez-dice-que  los  hechos  decla- 
rados probados,  de  haber  sido  sorprendida  en  una  casa 
una  reunión  de  individuos  congregados  para  efectuar  un 
juramento  de  ñañigos,  encontrándose  en  el  momento 
de  llegar  la  Policía  cantando  y  bailando  con  trajes  y 
atributos  propios  para  el  acto,  todos  los  que  formaban 
parte  de  una  asociación  de  ñañigos,  no  constituyen  el 
delito  previsto  en  esos  artículos,  ni  en  otro  alguno; 
que  en  esos  hechos  no  se  dice  cuál  es  el  objeto  de  la 
asociación,  cuál  su  reglamenta»  ó  estatuto,  quienes  eran 
fundadores  y  directores  y  cuáles  simples  asociados,  y 
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á  quiénes  se  iba  á  iniciar  con  el  juramento,  asi  como 
la  asociación  estaba  ya  constituida  y  desde  qué  fecha  y 
si  se  iba  á  constituir,  no  siendo  bastante  la  manifes- 
tación consignada  en  el  tercer  resultando  de  estar  esa 
asociación  tildada  en  el  concepto  público  como  contra- 
ria á  la  moral  y  concertada  para  el  crimen,  porque  esta 
es  una  apreciación  y  no  un  hQcho  que  no  pueda  discu- 
tirse: de  todo  lo  que  se  deduce  que  la  sentencia  califica 
como  delitos  hechos  que  no  lo  son:  B:  el  artículo 
ciento  ochenta  y  ocho,  número  primero  del  mismo  Có- 
digo, por  falta  de  aplicación,  pues  que  si  se  acepta  la 
existencia  de  la  asociación  como  constituida  ya  con  un 
fin  contrario  á  la  moral,  no  se  dice  en  los  hechos  pro- 
bados que  Claque  Olañeta  fuera  uno  de  los  fundadores 
6  directores  de  ella,  circunstancias  éstas  indispensa- 
bles para  imponerle  la  pena  solicitada  por  el  Ministe- 
rio Fiscal,  y  en  ese  caso  la  calificación  del  hecho  está 
comprendida  en  el  precepto  últimamente  invocado. 

Resultando  que  admitidos  por  el  Tribunal  senten- 
ciador los  recursos  anteriormente  relacionados,  así 
como  los  de  igual  clase  establecidos  por  los  procesados 
•Tomás  Alonso  García,  Lucas  Hernández  Peña  y  Fran- 
cisco Soca  Ibarra,  fué  impugnada  en  el  oportuno  trá- 
mite por  el  Ministerio  Fiscal  la  admisión  de  los  tres 
últimos,  declarándose  mal  admitidos  por  auto  de  este 
Tribunal  Supremo  de  veinte  y  uno  de  Octubre  último; 
y  celebrándose  en  trece  de  Noviembre  la  vista  pública 
relativa  á  aquéllos,  sosteniendo  en  el'  acto  las  repre- 
sentaciones y  defensa  de  los  recurrentes  la  proceden- 
cia de  su  respectivo  recurso,  y  adhiriéndose  dicho  Mi- 
nisterio solo  al  segundo  motivo  de  éstos. 
•  Resultando  que  en  el  término  legal  para  dictar 
•sentencia  se  acordó  que,  para  mejor  proveer,  se  traje- 
ran á  la  vista  los  autos  originales,  dándose  cuenta  con 
ellos  en  primero  del  actual;  y  aparece  de  los  mismos 
que  en  once  de  Agosto  el  Letrado  Ángel  Fernández 
Larrinaga  interpuso  y  le  fué  admitido  por  el  Tribunal 
á  quo  el  recurso  de  casación  que  en  primer  téruiino  se 
deja  relacionado,  como  defensor,  entre  otros  de  Tomás 
Alonso  García,  sin  tener  para  ello  la  representación  de 
est^  procesado,  que  por  sí  había  ya  interpuesto,  en 
nueve  del  mismo  mes  de  Agosto  próximo  pasado,  el 
que  le  ha  sido  declarado  mal  admitido  según  queda 
expuesto  en  el  resultando  que  antecede; 

Decisión  del  recurso: 

Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas  Horta: 

T.  8.— 1903.— 9. 
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Considerando,  respecto  al  recurso  establecido  por 
del  Licencido  Ángel  Fernández  Larrinaga  como  defen- 
sor del  procesado  Tomás  Alonso  Qarcia,  sin  ser  repre- 
sentante de  éste,  que,  conforme  al  artículo  once,  en 
relación  con  el  séptimo — número  seis — de  la  Orden  no- 
nenta  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  el 
ochocientos  cincuenta  y  tiuatro  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  ha  debido  no  admitírsele  por  la  Sala 
sentenciadora;  y  en  este  concepto,  y  por  no  haber  sido 
impugnada  oportunamente  su  admit-ión,  es  de  decla- 
rarse no  haber  lugar  á  él,  sin  ninguna  otra  considera- 
ción legal; 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  de  los 
demás  recursos  relacionados,  que  aún  cuando  no  estu- 
viesen ya,  durante  la;  soberanía  de  España  en  Cuba, 
por  decreto  del  Gobierno  General,  de  veinte  uno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  declaradas 
prohibidas  las  reuniones  de  ñañigos,  siempre  seria  de 
estimarse  ilícita  la  asociación  que  componen,  porque 
conocido,  como  lo  es,  el  objeto  de  su  antigua  y  perma- 
nente organización  secreta,  el  cual  consiste,  según  lo 
declara  probado  la  sentencia  recurrida,  en  prestarse' 
sus  miembros  mutua  ayuda  en  la  vindicación  de  las 
ofensas  que  se  les  hicieren,  aun  apelando  para  el  efecto 
á  dar  muerte  alevosa  al  ofensor,  se  encuentra  de  lleno 
comprendida  en  los  preceptos  del  artículo  ciento  ochen- 
ta y  seis  del  Código  Penal,  que,  en  términos  generales, 
como  tal  asociación  ilícita  la  definen,  y  de  los  artículos 
ciento  ochenta  y  siete  al  ciento  ochenta  y  nueve  del 
propio  Código,  que  la  castigan,  según  el  cargo  ó  cuali- 
dad que  cada  uno  de  los  que  la  forman  tenga  en  ella, 
ya  como  presidente,  director  ó  fundador,  ya  como  me- 
ro individuo  de  la  misma; 

Considerando  que,  esto  sentado,  y  demostrándose 
por  la  sola  circunstancia  de  estar  los  cincuenta  y  ocho 
individuos  que  han  sido  penados  en  la  sentencia  reu- 
nidos para  celebrar  ceremonias  propia  de  la  expresada 
asociación,  que  en  el  momento  se  hallaba  ésta  consti- 
tuida en  uno  de  sus  núcleos,  es  evidente  que  al  califi- 
car la  Sala  sentenciadora  el  hecho  procesal  como  inte- 
grante del  mencionado  delito  de  asociación  ilícita,  con 
arreglo  á  los  artículos  primero  y  ciento  ochenta  y  seis 
del  Código  Penal,  no  incidió  en  el  error  de  derecho 
alegado  en  dicho  primer  motivo  al  amparo  del  número 
primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal; 

Considerando  que  no  sucede  lo  propio  en  lo  tocan- 
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te  al  error  invocado  en  el  segundo  motivo  de  Iob  recur- 
sos que  se  vienen  examinando,  por  lo  que  se  refiere 
éste  á  las  infracciones  de  los  artículos  ciento  ochenta 
y  siete  (números  primero  y  segundo)  y  ciento  ochenta 
y  ocho  del  citado  Código;  toda  vez  que,  apreciado  en  la 
sentencia  el  hecho  de  autos  con  la  circunstancia  cuali- 
fícativa  de  ser  los  delincuentes  directores  y  fundadores 
de  la  asociación  que  se  persigne,  sin  declarar  aquella 
como  probado  este  extremo  ni  poder  deducirse  de  los 
que  como  tales  consigna,  únicamente  cabe  afirmar  en 
atención  &  éstos,  que  todos  los  procesados,  excepto  el 
absuelto,  son  meros  individuos  de  dicha  aKOciación,  y, 
por  consiguiente,  es  de  estimarse  cometido  por  el  Tri- 
bunal del  juicio  el  aludido  error  de  derecho,  puesto  que 
al  aplicar  al  caso  el  primero  de  esos  artículos  en  vez 
del  segundo,  infringió  aquél  por  indebida  aplicación  y 
éste  por  falta  de  ella; 

Considerando  que,  en  consecuencia,  y  sin  que  haya 
dé  tomarse  en  cuenta,  para  la  resolución  del  respectivo 
recarsa,  las  citas  que  haoe  la  representación  de  Epifa- 
nio  Hernández  y  José  Pichardo,  de  los  artículos  tres, 
oncef  doce,  y  número  tercero  del  ciento  ochenta  y  siete 
del  Código  Penal,  por  su  notoria  incongruencia  con  las 
cuestiones  que  plantea,  procede  declarar  con  lugar  los 
recursos  de  que  se  trata,  solo  por  su  segundo  motivo  y 
en  mérito  de  las  infracciones  últimamente  apreciadas; 
debiendo  aprovechar .  lo  mismo  esta  sentencia  que  la 
que  á  continuación  ha  de  dictarse,  á  todos  los  procesa- 
dos sean  ó  no  recurrentes,  penados  en  la  sentencia  re- 
currida: conforme  á  lo  prescripto  en  el  artículo  cua- 
renta y  dos  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve; 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  el  letrado  Ángel  Fernández  Larri- 
naga  como  defensor  del  procesado  Tomás  Alonso  Gar- 
cía, contra  la  referida  sentencia  de  treinta  de  Julio 
próximo  pasado;  y  por  el  contrario  haber  lugar, 
solo  por  su  segundo  motivo  y  las  infracciones  de  que 
se  acaba  de  hacer  mención,  á  los  demás  recursos  de 
igual  clase  incluso  el  del  mismo  letrado  á  favor  de  los 
otros  procesados  que  designa  en  el  correspondijBnte  es- 
crito de  interposición — establecidos  contra  la  propia 
sentencia,  la  cual,  en  su  virtud,  casamos  y  anulamos, 
sin  especial  condenación  de  costas.  Así  por  ésta  nues- 
tra sentencia  que,  de  igual  modo  que  la  que  á  conti- 
nuación se  dicta,  deberá  comunicarse,  etc.,  lo  pronun- 
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ciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichar- 
do. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas  Horta. — Ambro- 
sio R.  Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 

Sognnda  sentencia. — ^n  la  misma,  fecha  dictó  el  Tri- 
bunal la  sigui-ente  sentencia: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Reproduciendo  los  Resultandos  de  la  misma  sen- 
tencia capada;  y 

Primero:  Considerando  que  aunque  no  estuviesen 
ya  durante  la  soberanía  de  España  en  esta  Isla,  por 
decreto  del  Gobierno  General,  de  veinte  y  uno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  declaradas 
prohibidas  las  reuniones  de  ñañigos,  siempre  sería  de 
estimarse  ilícita  la  asociación  que  componen ,  porque  co- 
nocido como  lo  es,  el  objeto  de  su  antigua  y  permanen- 
te organización  secreta,  el  cual  consiste  en  prestarse 
sus  miembros  mutua  ayuda  en  la  vindicación  de  las 
ofensas  que  se  les  hicieren,  aún  apelando  para  el  efec- 
to á  dar  muerte  alevoea  al  ofensor,  se  encuentra  de 
lleno  comprendida  en  los  preceptos  del  artículo  ciento 
ochenta  y  seis  del  Código  Penal  que,  como  tal  asocia- 
ción ilícita,  la  definen,  y  de  los  artículos  ciento  ochen- 
ta y  siete  al  ciento  ochenta  y  nueve  del  mismo  Código, 
que  la  castigan,  según  el  cargo  ó  cualidad  que  cada 
uno  de  los  que  la  forman,  tenga  en  ella,  como  presiden- 
te, director  ó  fundador,  6  como  mero  individuo,  de  la 
misma; 

Segundo:  Considerando  que  esto  sentado,  y  ha- 
biéndose demostrado  por  la  sola  circunstancia  de  estar 
las  setenta  ú  ochenta  personas  que  sorprendió  la  poli- 
cía el  veinte  y  uno  de  Mayo  último  en  la  casa  número 
cincuenta  de  la  calle  de  Jesús  Peregrino  de  esta  ciu- 
dad, reunidas  para  celebrar  ceremonias  propias  de  di- 
cha asociación  de  ñañigos,  que  allí  se  hallaba  ésta 
constituida  en  uno  de  sus  núcleos,  es  evidente  que  el 
hecho  procesal  integra  el  referido  delito  de  asociación 
ilícita; 

Tercero:  Conniderando,  que  son  responsables  (Jel 
mismo  en  concepto  de  autores  por  participación  direc- 
ta, todos  los  procesados  excepción  hecha  de  Remigio 
Fernández;  conforme  al  artículo  doce  del  expresado 
Código; 

Cuarto:  Considerando  que  no  concurre  en  el  caso 
ninguna  circunstancia  modificativa  de  responsabilidad 
criminal,  sino  respecto  de  los  procesados  Serafín  Gon- 
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zález  Morejóii,  Marcos  Herrera  y  Herrera  y  José  Mi- 
randa y  Goozález,  en  quienes  e»  de  apreciarse  la  agra- 
vante décima  octava  «leí  artículo  diez  del  propio  Có- 
digo; 

Quinto:  Cousiderando  que,  no  habiéndose  acre- 
ditado que  los  que  han  sido  estímalos  responsables 
del  delito,  tengan  el  carácter  de  fundadores  6  directo- 
res, ó  presidentes  de  la  asociación  referida,  debe  de- 
clarárseles incurrí >s,  sólo  como  meros  individuos  de 
■ella,  en  la  sanción  penal  que  señala  el  primer  párrafo 
del  número  primero  del  articulo  ciento  ochenta  y  ocho 
del  citado  Código;  sin  que  les  sea  imputable  responsa- 
bilidad civil  alguna,  pero  si  la  de  las  costas  procesa- 
les, á  razón  de  una  cincuenta  y  nueve  avas  partes  á 
<3ada  uno  de  ellos; 

Reproduciendo  el  sexto  de  los  considerandos  de 
la  sentencia  casada,  relativo  al  procesado  Remigio  Fer- 
nandez: 

Y  vistos,  etc. 

Fallamos:  que  debemos  condenar  y  condenamos, 
por  el  delito  de  asociación  ilícita,  con  la  agravante  de 
reiteración,  á  los  procesados  Serafín  González  Morejón, 
Marcos  Herrera  Herrera  y  José  Miranda  y  González, 
«n  la  pena  á  cada  uno,  de  cuatro  meses  y  un  día  de 
arresto  mayor,  las  accesoria^  de  suspensión  de  todo 
■cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de 
la  condena  y  al  pago  de  una  cincuenta  y  nueve  avas 
X>artes  de  costas;  y,  por  el  mismo  delito,  sin  circuns- 
tancias modificativas  de  responsabilidad  criminal,  á 
los  demás  procesados,  excepción  hecha  de  Remigio 
Fernández,  en  la  pena,  á  cada  uno,  de  dos  meses  y  un 
día  del  mismo  arresto,  las  referidas  accesorias  y  al  pa- 
go de  igual  parte  proporcional  de  costas;  con  abono  á 
todos  de  la  prisión  preventiva  que  hubieren  sufrido. 
No  ha  lugar  á  exigírseles  responsabilidad  civil.  Y  de- 
bemos absolver  y  absolvemos  á  Remigio  Fernández, 
<x)n  la  restante  parte  de  costas  de  oficio.  Líbrese  inme- 
diatamente carta-orden  á  la  Audiencia  de  la  Habana, 
-comunicándosele  esta  parte  dispositiva  del  .fallo  para 
que,  si  con  el  abono  de  la  preventiva  dispuesto  hubie- 
ren los  penados  extinguido  la  condena  que  se  les  im- 
pone, proceda  aponerlos  en  libertad  por  esta  causa. — 
Por  lo  que  resulta  de  la  sentencia  casada,  se  declara 
insolventes  á  los  procesados  á  los  efectos  de  esta  mis- 
ma causa.  Se  decomisan  los  objetos  ocupados  como 
piezas  de  convicción,  destruyase  el  cuero  de  chivo  sin 
<5artir,  ñame,  plátanos,  maíz  y  demás  efectos  de  difí- 
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cil  conservación  como  contrarios  á  la  higiene  y  remí- 
tanse los  demás  objetos  al  8r.  Bector  de  la  Universi- 
dad con  destino  al  Moseo  Antropológico  de  dicho 
centro. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón.— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.  -  Sent.  128.— 10  de  Diciembre  de  1902. —Viola- 
ción. (Gac.  20  AhHl) 

DOCTRINA:  Si  el  procesado  ea  sorprendido  en  el 
momento  de  ir  desembarosadamente  á  yacer  con  una 
demente  y  por  esa  sorpresa  desiste  de  su  propósito, 
comete  el  delito  de  Tiolación  en  girado  de  tentativa,  y 
no  dicho  delito  frustrado. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  Ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de... 

con  fecha  de  primero  de  Septiembre  último,  en 

causa  procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  de 

seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal, 
y  de  la  otra  como  procesado  por  el  delito  de  violación, 
,  labrador,  vecino  de 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consigna  el 
siguiente  resultando: 

Hechos  probados: 

-    «Resultando  probado;  que  como  á  las  doce  de  la 

j»noche  del  cuatro  de  Junio  último,  el  procesado á... 

«que  vivía  en  la  casado penetró  desnudo  en  la 

«habitación  de  la  misma  casa  en  que  dormía  la  madre 

i>de  la que  se  hallaba  demente  y  atada  á  su  ca- 

»ma  por  sus  familiares  como  tenían  de  costumbre,  pa- 
«ra  prevenir  cualquier  accidente  que  pudiera  ocurrir 
Bpor  su  estado  mientras  los  de  la  casa  se  entregaban  al 
i>reposo,  y  echándosele  encima  en  la  disposición  descri- 
j»ta,  trató  de  yacer  con  ella,  no  consumando  sus  pro- 
npósitos  por  haber  acudido,  en   los   momentos  críticos 

» ,  que  se  enteró  de  lo  que  ocurría  por  los  lamen- 

)»tos  que  daba  aquélla». 

Resolución  kkcurrida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  fueron  ca- 
lificados estos  hechos  como  constitutivos  de  un  delito 
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frustrado  de  violación,  según  los  artícnlos  tercero  y 
sesenta  y  cuatro  y  caso  segundo  del  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  tres  del  Código  Penal;  y  estimándose  respon- 
sable del  mismo,  sin  circunstancias  apreciables,  al  pro- 
cesado, se  le  condenó  en  la  pena  de  ocho  años  y  un  día 
de  prisión  mayor,  las  a<;cesorias  de  suspensión  de  to- 
do cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  al  tiempo 
de  la  condena  y  al  pago  de  las  costas;  declai*ándose  no 
haber  lugar  á  exigir  responsabilidad  civil; 

Resultando  que  de  la  propia  sentencia  pidió  acia- 
ración  el  Ministerio  Fiscal,  acerca  del  concepto  en  que 
se  dice  que  el  procesado,  echándose  encima  de  la,  ofein- 
dida,  que  estaba  demente  y  atada  á  sd  cama,  trató  de 
yacer  con  ella,  no  consumando  sus  propósitos  por  ha- 
ber acudido  en  los  momentos  críticos que  se  en- 
teró de  lo  que  ocurría  por  los  lamentos  que  daba  aqué- 
lla; pues  que  dicho  concepto  no  expresa  terminapte* 
mente  que  en  esos  momentos  críticos  no  se  comprende 
ninguno  en  que  hubiera  habido,  ni  aún  remotamente, 
conjunción  entre  los  órganos  genitales  del  varón  y  de 
la  mujer;  siendo  necesario  fijar  con  precisión  qué  ac- 
tos se  realizaron  en  esos  momentos  críticos,  para  lle- 
gar á  conocer  en  qué  extensión  se  cometió  el  delito. 

Aclaración  de  los  hechos  y    kundamentos  del  re- 
curso DE  casación: 

Resultando  que  denegada  esa  solicitud  por  la 
Sala  sentenciadora,  bien  que  expresándose  en  el  único 
considerando  del  auto  respectivo  de  fecha  quince  de 
Septiembre,  que  la  frase  **en  los  momentos  críticos'' 
no  puede  referirse  á  otros  que  á  los  en  que  el  procesa- 
do no  encontrando  dificultad  alguna  para  la  consuma- 
ción del  delito  dado  el  estado  mental  y  situación  de  la 
ofendida  iba  á  proceder  desembarazadamente  á  efec- 
tuar el  coito,  estableció  dicho  Ministerio  contra  la  ci- 
tada sentencia  el  presente  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  alegando  que  el  precepto  que  auto- 
riza su  interposición  es  el  del  número  tercero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nujeve  de  Ja  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal  y  que  se  han  infringido  el 
artículo  tercero,  párrafo  segundo,  en  relación  con  el 
artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres,  párrafo  pri- 
mero y  caso  segundo,  del  Código  Penal,  por  su  indebi- 
da aplicación,  y  en  relación  con  el  mismo  artículo, 
párrafos  y  caso  últimamente  citados  y  con  el  caso  pri- 
mero de  dicho  párrafo  segundo,  el  tercer  párrafo  del 
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mencionado  artículo  tercero,  por  no  haberse  aplicado, 
así  como  en  relación  también  con  el  expresado  artículo 
cuatrocientos  cincuenta  y  tres  párrafo  primero  y  ca- 
sos primero  y  segundo,  los  artículos  sesenta  y  cuatro 
y  sesenta  y  cinco  de  dicho  Código,  el  primero  por  su 
indebida  aplicación  al  caso  segundo,  y  el  segundo  por 
no  haber  sido  aplicado  á  ambos  casos;  toda  vez  que  de 
los  hechos  que  se  declaran  probados  no  se  deduce  la 
comisión  de  un  delito  de  violación  en  grado  de  frus- 
tración si  no  en  el  de  tentativa;  que  por  más — agre- 
ga-—que  en  la  situación  descrita  en  los  hechos  proba- 
dos, en  que  el  procesado,  echándose  encima,  desnudo, 
de  la  ofendida  demente  y  atada  á  su  cama,  trató  de  ya- 
cer con  ella,  no  consumando  sus  propósitos,  por  haber 

acudido  en  los  momentos  críticos ,  que  se  enteró 

de  lo  que  ocurría;  por  los  lamentos  de  aquélla,  la  si- 
tuación de  la  misma  fuera  bien  apremiante,  porque, 
aparte  del  estado  dé  indefensión  producido  por  su  de- 
mencia, no  reaccionaba  contra  'la  acción  del  culpable 
sino  por  medio  de  los  lamentos  que  daba,  los  cuales 
sirvieron  sin  embargo  pa.ra  proporcionarle  oportuno 
auxilio,  no  habiendo  habido  conjunción  carnal,  puesto 
que,  según  la  sentencia,  el  ofensor  solo  trató  de  yacer 
con  la  ofendida,  no  consumando  sus  propósitos  por 
haber  acudido  en  los  momentos  críticos ,  con- 
cepto que  se  repite  en  el  primer  considerando  diciendo 
que  el  procesado  trató  de  yacer  con  una  mujer  que  se 
hallaba  privada  de  razón,  pero  que  no  consumó  el  de- 
lito por  una  causa  independiente  de  su  voluntad,  rei- 
terándose en  el  auto  aclaratorio  que  la  frase  (dos  mo- 
mentos críticos»  se  refiere  al  momento  crítico  en  que 
el  procesado  iba  á  proceder  desembarazadamente  á 
efectuar  el  coito  con  la  mujer,  el  hecho  realizado  que- 
da reducido  á  los  límites  de  una  mera  tentativa,  ya 
que  consistiendo  en  un  intento  de  yacer  no  consuma- 
do, no  habiéndose  dado  por  probado  que  ni  afm  en  el 
grado  más  remoto  hubiera  habido  introducción  de  los 
órganos  genitales  del  varón  en  los  de  la  mujer,  no 
puede  decirse  que  se  trate  de  un  delito  de  violación  ni 
consumado  ni  frustrado, 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  sustancia- 
do en  forma,  tuvo  efecto  la  vista  pública  relativa  en 
veinte  y  ocho  del  pasado  con  asistencia  exclusivamen- 
te del  referido  Ministerio,  que  sostuvo  en  el  acto  la 
procedencia  de  aquél. 
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Decisión  del  begubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Hort». 

Considerando  qae  según  el  articulo  tercero  del 
Código  Penal,  hay  tentativa  cuando  el  culpable  dá 
principio  á  la  ejecución  del  delito  directamente  por 
hechos  exteriores  y  no  practica  todos  los  actos  de  eje- 
cución que  debieran  producirlo,  por  causa  ó  accidente 
que  no  sean  su  propio  y  voluntario  desistimiento;  á 
diferencia  del  delito  frustrado,  en  que,  conforme  al 
mismo  artículo,  practica  todos  esos  actos,  impidiendo 
la  consumación  del  delito  una  causa  también  indepen- 
diente de  su  voluntad. 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos  el  culpable, 
fii  bien  dá  principio  á  la  ejecución  del  delito  que  se 
persigue,  por  medio  de  hechos  externos  directamente 
encamiuHdos  á  producirlo,  no  aparece  realizando  el 
contacto  camal  con  la  ofendida,  indispensable  para  in- 
tegrar los  actos  de  ejecución  correspondientes  al  pro- 
pio delito,  pues  que  no  otra  cosa  se  deduce  de  las  fra- 
ses que  al  describir  el  hecho  probado  emplea  la  sen- 
tencia recurrida,  cuando  dice:  «no  consumando»  el 
procesado  «sus  propósitos  por  haber  acudido   en    los 

momentos  críticos aclaradas   por  el  auto  de 

quince  de  Septiembre  en  que  se  dice  que  estos  momen- 
tos son  aquellos  en  que  «no  encontrando  dificultad  al- 
guna para  la  consumación  del  delito»,  dados  el  estado 
mental  y  situación  de  la  ofendida,  «iba  á  proceder 
desembarazadamente  á  efectuar  el  coito  con  ella»;  ya 
que  tales  frases  revelan,  sin  ningún  género  de  duda, 
que,  no  obsta.nte  la  posibilidad  manifiesta  en  que  se 
hallaba  el  procesado  para  comenzar  este  acto,  no  lo 
comenzó,  sino  que  tan  sólo  se  disponía  á  ejecutarlo, 
cuando  hubo  de  impedírselo  una  causa  extraña  á  su 
propio  y  voluntario  desistimiento,  cual  fué  la  de  ha- 
ber acudido  al  lugar  otra  persona,  por  los  lamentos  de 
la  misma  ofendida;  y,  por  tanto,  es  evidente  que  la 
Sala  sentenciadora,  al  calificar  como  lo  hizo  el  hecho 
procesal  como  constitutivo  de  un  delito  de  violación  en 
grado  de  frustrado,  y  nó  en  el  de  mera  tentativa,  incu- 
rrió'en  el  error  de  derecho  reclamado  por  el  recurrente. 

Considerando  que,  en  su  consecuencia,  procede 
declarar  con  lugar  al  recurso;  y  según  el  artículo  trein- 
ta y  ocho  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  dictar  á  continuación  de  esta  sen- 
tencia, la  que  debió  dictar  el  Tribunal  recurrido: 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoB  ha- 
ber lugar  al  recargo  de  casación  por  infracción  de  Ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  senten- 
cia dictada  en  la  referida  causa  con  fecha  de  primero 

de  Septiembre  último  por  la  Audiencia  de 

la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos,  con  las  cos- 
tas de  oficio.  Asi  por  esta  nuestra  sentencia — que, 
del  mismo  modo  que  la  que  seguidamente  ha  de  dic- 
tarse, se  comunicará,  etc.,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos.— -José  Antonio  Pichardo. — Luis  GJas- 
tón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. 
— Fmncisco  Noval  y  Marti. 

Sognnda  SOntoncia.— ^   la   mUma  fecha  se   dictó  la  ai- 
guíente: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Reproduciendo  los  resultandos  de  la  misma  senten- 
cia casada;  asi  como  sus  considerandos  segunde,  !>ercero 
y  cuarto;  y 

Primero.  —Considerando  que  el  hecho  que  s^  de- 
clara probado  constituye  un  delito  de  violación  en 
grado  de  tentativa,  que  tiene  su  sanción  en  el  primer 
párrafo  y  número  segundo  del  artículo  cuatrocientos 
cincuenta  y  tres,  en  relación  con  el  tercer  párrafo  del 
artículo  tercero,  y  el  artículo  sesenta  y  cinco,  todos 
del  Código  Penal;  porque  habiendo  el  culpable  dado 
principio  á  la  ejecución  del  delito  directamente,  por 
hechos  exteriores,  no  practicó  todos  los  actos  que  de- 
bían producirlo,  por  una  causa  que  no  fué  su  propio  y 
voluntario  desistimiento;  toda  vez  que  no  realizó  con 
la  ofendida  el  contacto  carnal  indispensable  para  in- 
tegrar estos  actos,  á  causa  de  haber  acudido  al  lugar 
del  suceso,  otra  persona  en  el  Ynomento  en  que  se  dis- 
ponía á  realizar  dicho  contacto. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos, 
por  el  delito  de  violación  en  grado  de   tentativa,   sin 

circunstancias  apreciables,  al  procesado ala 

pena  de  dos  años,  cuatro  meses  y  un  día  de  prisión 
correccional,  las  accesprias  de  suspensión  de  todo  car- 
go y  del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la 
condena,  y  al  pago  de  las  costas;  abonándosele  en  el 
cumplimiento  de  ésta  todo  el  tiempo  de  prisión  provi- 
sional que  hubiere  sufrido.  No  ha  lugar  á  exigir  res- 
ponsabilidad civil. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
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mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales.  — Francisco  Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  129.— 13  de  Diciembre  de  1902.— Precepto 
autorizador.  ( Gac.  w  Abril. ) 

DOCTRINA:  Cuando  el  recurrente  reconoce  que 
los  hecboa  declarados  probados  constituyen  delito  y 
no  plantea  en  casación  cuestión  alg^una  relativa  á  la 
exención  de  responsabilidad  penal,  no  puede  fundar  el 
recurso  en  el  número  1?  del  artículo  849  de  la  Lrcy  de 
Bnjuiciamiento  Criminal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  trece  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos. — Visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  Ley,  interpuesto  por  el  procesado 
Agustín  Rodríguez  Borges,  vecino  de  Regla,  jornalero, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
el  nueve  de  Septiembre  último  en  causa  que  se  instru- 
yó en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  Capital,  por  el  delito 
de  disparo  de  arma  de  fuego. 

Resultando  que  en  la  mencionada  sentencia  se 
consignan  como  hechos  probados  los  que  á  continuación 
literalmente  se  transcriben: 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado:  que  la  madre  del  procesado 
«Agustín  Rodríguez  Borgee,  era  guarda  barrera  de  los 
«Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana  en  la  estación  Pi- 
j>no,  situada  en  el  término  municipal  de  Regla;  y  Ga- 
•briel  Pérez  Cabrera  tenía  atadas  en  sn  finca  **La  Go- 
«bemadora'' el  día  cinco  de  Julio  último  nnas  reses 
«cerca  de  la  vía  férrea,  por  lo  que  el  procesado  ya  di- 
»cho  Agustín  Rodríguez  Borges  le  requirió  y  como  el 
«Pérez  no  le  hiciera  caso,  dicho  procesado  se  dirigió  á 
«la  casita  en  que  trabajaba,  volviendo  con  un  revolver 
«cargado  que  no  se  ha  podido  ocupar  y  dirigiéndose  al 
«Pérez  Cabrera  le  dijo  que  si  no  quitaba  los  animales 
«le  dispararía  el  revólver;  y  como  se  trabaron  de  pala- 
«bra,  dicho  procesado  disparó  en  efecto  el  revólver 
«contra  el  Pérez  quien  afortunadamente  tuvo  tiempo 
«de  desviar  el  arma,  por  lo  que,  no  fué  herido  por  ella 
«yéndose  ambos  individuos  á  la«  manos  disparó  el  pro- 
»cesado  un  tiro  al  aire;  y  causándole  al  Gabriel  Pérez 
«con  los  dientes  y  la  culata  del  revólver,  con  el  que  le 
«pegaba,  catorce  heridas  y  contusiones,  la  que  prodn- 
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«jeron  al  Pérez,  doce  días  de  enfermedad,  Decesitando 
Dtodo  ese  tiempo  de  asistencia  médica  produciéndole 
«impedimento  para  el  trabajo  también  todo  ese  tiempo. 
«B-^El  indicado  Gabriel  Pérez  Cabrera  produjo  al  pro- 
j»cesado  una  lesión  durante  la  riña  por  la  que  se  ha 
«formado  juicio  de  falta. — Acudió  á  separar  á  ambos 
«individuos  el  vecino  de  los  mismos  Anastasio  Rodrí- 
«guez,  quien  hizo  manifestaciones  en  el  acto  del  juicio 
«oral  que  se  ordenó  se  hicieran  constar  en  acta.« 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  sentenciador  estimó 
que  el  haber  disparado  Rodríguez  Borges  su  revólver 
contra  Pérez  Cabrera,  constituye  el  delito  de  disparo 
de  arma  de  fuego  que  castiga  el  artículo  cuatrocientos 
veinte  y  uno  del  Código  Penal  y  considerando  autor 
del  mismo,  sin  que  en  su  ejecución  concurrieran  cir- 
cunstancias modificativas  de  la  responsabilidad  crimi- 
nal, lo  condenó  á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses,  vein- 
te y  un  días  de  prisión  correccional  con  las  accesorias 
de  suspensión  de  todo  cargo  y  del  derecho  de  sufragio 
durante  el  tiempo  de  la  condena;  y  al  pago  de  las  cos- 
tas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo,  interpuso  Ro- 
dríguez Boiges,  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  dice  autorizarlo  el  número  primero  del  artícu- 
lo ochociehtos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  y  cita  como  ley  infringida  los  nú- 
meros primero  y  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Có<U- 
^o  Penal  por  indebida  aplicación,  expresando  lo  si- 
guiente: «Que  con  error  de  derecho  se  califica  de  deli- 
«to  de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  determinada 
«persona  el  hecho  que  declara  probado  el  resultando 
«primero  de  la  sentencia  recurrida;  á  pesar  de  que  en 
«el  predicho  resultando  se  dice  que  disparé  un  tiro  al 
«aire.  Y  si  bien  es  cierto  que  también  se  dice  que  dis- 
«paré  contra  Gabriel  Pérez  Cabrera,  esta  doble  afir- 
«mación  podría  dar  lugar  á  deducir  que  fueron  dos 
«los  disparos  que  realicé.  — Pero  al  no  declararse  pro- 
«bada  esta  dualidad  de  hechos;  y  al  decirse  en  la 
«parte  dispositiva  de  la  sentencia  que  se  me  condena 
«como  autor  de  un  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego; 
«el  número  singular  en  que  se  usa  la  palabra  disparo 
«indica  que  éste  no  fué  más  que  lino.  Es  cierto  que  es- 
«te  uno  puede  ser  igualmente  el  que  se  dice  que  dispa- 
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»ré  contra  el  Pérez  Cabrera  6  el  que  se  dice  (fbe  dispa- 
j)ré  al  aire;  y  que  de  ser  el  primero  la  sentencia  no  se- 
«ría  recurrible  toda  vez  que  el  hecho  seria  el  punible 
«que  prevee  y  pena  el  artículo  cuatrocientos  veinte  y 
«uno  del  Código.  Pero  ¿qué  motivo  existe  para  deducir 
«de  la  poca  clara  expresión  de  la  sentencia  que  fué  el 
«disparo  contra  el  Pérez  Cabrera  el  único  que  ejecuté? 
«El  único  motivo  que  podría  ser  el  de  en  caso  de  duda 
«imponérseme  una  pena,  ni  cabe  dentro  de  los  princi- 
«píos  porque  se  rige  la  hermenéutica  jurídico-penal,  ni 
«mucho  menos  cabe  dentro  de  los  de  justicia  y  equidad 
«en  que  los  Tribunales  deben  siempre  inspirar  sus  fa- 
«llos. — En  cambio  si  se  deduce  que  el  disparo  único 
«que  yo  realicé  fué  al  aire,  se  aplicará  el  principio  de 
«equidad  «In  dubio  pro  reo«  y  se  huirá  del  error  á  que 
«induciría  el  olvido  del  que  dice  «summun  jus  summan 
«injuria.» 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente,  previa  instrucción  de  las  partes,  se  cele- 
bró la  vista  pública  con  la  sola  asistencia  del  Ministe- 
rio Fiscal,  que  impugnó  los  fundamentos  del  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  E.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  siendo  el  disparo  que  con  el  re- 
vólver hizo  Rodríguez  Borges,  contra  Pérez  Cabrera, 
el  único  hecho  punible  apreciado  en  el  primer  Consi- 
derando de  la  sentencia,  y  consiguientemente  el  que 
ha  servido  de  fundamento  al  Tribunal  del  juicio  para 
dictar  su  fallo,  condenándole  como  autor  del  delito  de 
disparo  de  arma  de  fuego  contra  determinada  persona 
que  castiga  el  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del 
Código  Penal,  cuyo  hecho  el  propio  recurrente  estima 
constitutivo  del  delito  referido;  es  de  todo  punto  im- 
pertinente alegar,  como  lo  hace  el  procesado,  que  no 
se  sabe  si  es  aquél  disparo  ó  el  que  después  hiciera  al 
aire  el  que  castiga  la  sentencia,  no  guardando  con- 
gruencia con  la  misma  tal  alegación;  así  como  también 
lo  es,  citar  en  apoyo  del  recureo  el  número  primero 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal  reconociendo  el  carácter  de- 
lictivo de  los  hechos  de  la  causa,  porque  este  número 
no  autoriza  á  discutir  otros  problemas,  que  aquellos  que 
se  funden  en  haberse  penado  como  delito  ó  falta  hechos 
que  no  lo  son,  ó  cuando  se  ponen  á  pesar  de  existir  una 
circunstan'cia  eximente  de  responsabilidad  crimii  al  ó 
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á  pesar  de  que  las  circunstancias  posteriores  á  la  comi- 
sión del  delito  impidan  penarlos;  ninguno  de  los  cuales 
realmente  se  plantea  en  las  alegaciones  del  recurso. 

Considerando,  que  atendida,  á  la  incongruencia 
que  existe  entre  el  motivo  alegado  y  el  precepto  auto- 
rizante citado,  la  Sala  de  la  Audiencia,  por  incumpli- 
miento del  requisito  tercero  de  los  artículos  quinto  y 
séptimo,  de  la  Orden  sobre  casación,  debió  denegar  el 
recurso  interpuesto;  pero  dada  la  improcedencia  del 
mismo,  su  indebida  admisión  y  el  que  no  haya  sido  im- 
pugnado, no  obsta  á  que  por  el  Tribunal  se  declare  sin 
lugar,  B^gán  lo  tiene  establecido. 

Considerando  que  al  declararae  sin  lugar  el  recur- 
so procede  conforme  al  artículo  cuarenta  de  la  expre- 
sada Orden  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  interpuso  el  procesado  Agustín  Rodríguez  Borges, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
el  nueve  de  Septiembre  último;  con  las  costas  á  su  car- 
go.    Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Marti. 


Inf.  ley.— Sent,  130.-15  de  Didembre  de  1902.— rujurias. 

{Gac.  Abraco.) 

BOCTRXNA:  Una  palabra  obcena  dirigida  á  aa 
Jues  Municipal  en  el  ejercicio  de  sus  ftinciones  por  no 
haber  accedido  á  las  pretensiones  de  un  acusado,  el  cual 
añadid  que  "ese  relcOo  se  iba  á  terminar  porque  él  iba 
á  acabar  con  la  cría"  constituye  el  delito  de  ii^urlae 
grares  á  dicha  Autoridad,  castigado  en  el  número  22 
del  artículo  XLI  en  relación  con  el  XLrVIJl  de  la  orden 
213  de  1900. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  quince  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  qu«  pende  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo, interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  veinte  de  Septiembre  último  por  la 
Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  causa  procedente  del  Juzga- 
do de  Instrucción  de  Guanabacoa  y  seguida  contra 
Bernabé  Armenteros  por  desacato. 
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Resnltando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa,  el  mencionado  Tribunal  dictó  sentencia  en 
la  fecha  expresada,  consignando  en  ella  el  siguiente 
resultando: 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado:  que  el  día  diez  y  nueve  de 
«Julio  último  el  procesado  Bernabé  Armenteros  Ruíz 
)»que  había  sido  conducido  al  Juzgado  Municipal  de 
jiSanta  María  del  Rosario  acusado  de  ser  autor  de  unas 
«lesiones  inferidas  á  Luis  Flores,  pretendió  que  lo  re- 
«mitieran  al  Juzgado  de  Instrucción  de  Ouanabacoa 
«para  que  lo  juzgaran  allí  y  como  el  Juez  Municipal 
ase  negara  á  tal  pretensión  por  ser  el  hecho  de  su  com- 
«petencia,  el  procesado  se  molestó  y  dijo  *'que  se  fue- 

jira  el  Juez  al  c y  que  ese  relajo  se  iba  á  acabar, 

•digo,  á  terminar  pronto  porque  iba  á.acabar  con  la 
«cria" ;  hechos  que  fueron  denunciados  por  el  Juez 
«Municipal  al  de  Instrucción  ratificando  la  denuncia 
«oportunamente. « 

Bksolución  recurrida: 

Resultando  que  dicho  Tribunal  calificó  los  hechos 
expuestos  como  constitutivos  de  la  falta  prevista  en  el 
caso  quinto  del  artículo  quinientos  noventa  y  siete  del 
Código  Penal,  y  absolvió  á  Bernabé  Armenteros  del 
delito  de  injurias  á  un  funcionario  público  de  que  fué 
acusado  por  el  Ministerio  Fiscal. 

Fu^DAMBNTOS   DEL   RB0UR80   DE   CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso 
el  Fiscal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  citando  como  preceptos 
autorizantes  el  número  segundo  del  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  y  otros  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal:  y  como  infringidos,  por  falta  de  apli- 
cación, el  número  veinte  y  dos  del  artículo  cuarenta 
y  uno  en  relación  con  el  cuarenta  y  ocho  de  la  Orden 
número  doscientos  trece,  serie  de  mil  novecientos,  acla- 
rada por  circular  de  la  Secretaría  de  Justicia  de  diez 
y  ocho  de  Junio  del  año  actual,  pues,  según  alega  el 
recurrente,  la  falta  de  cultura  y  acaloramiento  del  pro- 
cesado son  elementos  que,  lejos  de  demostrar  que  no 
tuviese  ánimo  de  injuriar  al  Juez  Municipal  de  Santa 
María  del  Rosario,  evidencian  que  su  propósito  fué  el 
de  ofenderlo  empleando  al  efecto  las  palabras  que  en 
la  sentencia  se  consignan. 
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Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribunal  Supremo  tuvo  lugar  la  vista  el  día 
tres  del  actual  con  la  sola  asistencia  del  representante 
del  Ministerio  Fiscal  quien  sostuvo  en  ese  acto  la  pro- 
cedencia del  recurso  interpuesto. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

(Considerando  que  las  frases  que  entre  los  hechos 
probados  se  consignan  en  la  sentencia  recurrida  como 
dirigidas  por  el  acusado  al  Juez  Municipal  de  Santa 
María  del  Rosario  constituyen  una  injuria  según 
la  definición  que  de  ella  hace  el  artículo  cuatrocientos 
setenta  y  cinco  del  Código  Penal,  según  el  cual  aquélla 
la  constituye  toda  palabra  proferida  ó  acción  ejecuta- 
da en  deshonra,  descrédito  ó  menosprecio  de  otra  per- 
sona pues  dichas  frases  envuelven  y  con  ese  ñn  fueron 
sin  duda  proferidas,  marcado  menosprecio  para  la  per- 
sona á  quien  se  dirigieron. 

Considerando  que  dentro  del  carácter  injurioso 
de  las  inismas  debe  estimarse  como  grave  la  injuria 
con  ellas  causada,  teniendo  en  cuenta  la  ocasión  en 
que  el  procesado  dirigió  las  citadas  frases  al  menciona- 
do Juez,  las  circunstancias  del  ofensor  y  el  ofendido, 
el  segundo  de  los  cuales  se  hallaba  desempeñando  un 
cargo  que  le  confería  el  carácter  de  Autoridad,  que  con 
motivo  de  sus  funciones  y  hallándose  ejerciéndolas  le 
dirigió  el  primero,  el  procesado,  las  precitadas  frases 
y  que  el  propósito  de  éste  no  fué  otro,  indudablemente 
que  el  de  menospreciar  y  ofender  al  Juez  mencionado; 
por  lo  cual  la  injuria  con  dichas  frases  causal da«  es 
constitutiva  de  un  delito  de  este  nombre,  como  así  fué 
calificado  por  el  Ministerio  Fiscal  en  sus  conclusiones 
y  sostiene  en  el  recurso  de  casación  que  ha  deducido. 

Considerando  que,  por  lo  expuesto  procede  decla- 
rar haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  Ministerio  Fiscal,  toda  vez  que  en  la  sentencia  re- 
currida han  sido  inf rígidas  las  disposiciones  legales 
invocadas  por  la  parte  del  recurrente. 

Fallamos:  que  debíamos  declarar  y  declaramos 
haber  lugar  al  recurao  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sen- 
tencia que  en  veinte  de  Septiembre  último  dictó  la 
Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  la  mencionada  causa;  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  sentencia,  sin 


Digiti 


zedby  Google 


JUSI8PKUDBKCIA   PENAL  146 

hacer  especial  condenación  de  costas.  Asi  por  ésta 
nuestra  sentencia,  que  con  la  que  á  continuación  se 
dicta  habrá  de  comunicarse,  etc.,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
MoralcH. — Francisco  Noval  y  Martí. 

Segunda  sentencia. — En  la  müma  fecha  8e  dictó    ¡41  9ir 
guíente: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Marti. 

Dando  por  reproducidos  los  resultados  déla  sen- 
tencia casada. 

Considerando  que  según  ya  tiene  declarado  este 
Tribunal  Supremo,  con  arreglo  4  la  interpretación  au- 
téntica que  constituye  la  Circular  de  la  Secretaria  de 
Justicia  de  fecha  primero  de  Julio  de  mil  novecientos 
dos,  la  palabra  persona  usada  en  el  párrafo  veinte  y 
dos  del  articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número 
doscientos  trece  de  mil  novecientos,  debe  entenderle 
que  se  refiere  á  todas  las  personas,  ya  sean  Oficiales, 
Jqeces  ú  otras  y  que  dicha  Orden  se  aplica  á  todas  las 
personas  tanto  colectiva  como  individualmente,  por  lo 
cual  es  de  entenderse  que  las  in  jurias  dirigidas  á  los 
Jueces  se  encuentran  comprendidas  en  sus  preceptos, 
y  no  en  los  artículos  doscientos  sesenta  y  dos  y  dos- 
cientos sesenta  y  tres  del  Código  Penal. 

Considerando  que  dado  el  carácter  menosprecia- 
tivo de  las  frases  dirigidas  al  Juez  Municipal  de  Santa 
María  del  Kosario  por  Bernabé  Armen  teros,  por  cuanto 
tienden  á  injuriar  é  injurian  gravemente  al  Juez  ex- 
presado constituyen  el  delito  que  castiga  y  pena  el  nú- 
mero veinte  y  dos  del  artículo  cuarenta  y  uno  en  rela- 
ción con  el  cuarenta  y  ocho  déla  citada  Orden  número 
doscientos  trece. 

ConsiSerando  quede  dicho  delito  es  autor  y  en  tal 
concepto  responsable  el  acusado  Bernabé  Armenteros 
Buiz. 

Considerando  que  á  más  de  no  existir,  con  arreglo 
al  Código  Penal,  circunstancias  modificativas  de  la  res- 
ponsabilidad criminal  contraída  por  el  procesado  en  la 
ejecución  de  dicho  delito,  no  son  de  estimarse  por  tra- 
tai-se  de  un  delito  correccional,  dada  la  facultad  dis- 
crecional que  para  castigarlos  concede  la  tantas  vepes 
mencionada  Orden  número  doscientos  trece. 

Vistos,  etc. 

Fallamos,  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 

T.  8.— 1903.— 10. 
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Bernabé  Armenteros  Raíz  en  concepto  de  autor  de  un 
delito  de  injurias  al  Juez  Municipal  de  Santa  María 
del  Rosario  á  la  pena  de  cinco  meses  de  encarcelamien- 
to y  al  pago  de  las  costas;  sirviéndole  de  abono  para  el 
cumplimiento  de  la  pena  el  tiempo  de  prisión  preven- 
tiva que  hubiere  sufrido.  Asi  por  ésta  nuestra  sen- 
tencia lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  íí^oval  y 
Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  131.— 17  de  Diciembre  de  1902.— CürcDiiSp 
tandas  eximentes.    ( Oaxí,  Abrü  20. ) 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  apreciarse  el  requisito 
scflTundo  del  número  cuarto  del  artfcnlo  octaTO  del  Ce- 
dido Penal  es  necesario  que  el  medio  que  se  emplea  pa- 
ra impedir  ó  repeler  la  agresión  sea  proporcionado  á 
la  intensidad  verdadera  de  la  misma;  esto  es,  que  los 
medios  que  se  utilicen  para  contrarrestar  el  ataque 
no  excedan  á  I9S  utilizados  por  el  agrenor  fuera  del 
limite  natural  que  requiera  la  realidad  ó  posibilidad 
racional  del  peligro  que  se  trata  de  evitar,  sin  que  en 
modo  alguno  justifique  el  exceso  de  la  retorsión,  una 
simple  presunción  de  un  riexgo  mayor  que  el  que  real- 
mente se  corra  ó  pudiera  fundadamente  temerse. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  siete  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  dos; — Visto  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  Ley  inteipuesto  por  el  pro- 
cesado Luis  Miguel  Valls,  vecino  del  pueblo  de  San 
Luis,  Sargento  de  la  Guardia  Rural,  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  e) 
veinte  y  dos  de  Agosto  último,  en  causa  que  se  ins- 
truyó en  el  Juzgado  de  la  misma  localidad  por  los  de- 
litos de  disparo  de  arma  de  fuego  y  lesiones  menos 
graves. 

Resultando  que  en  la  sentencia  que  motiva  este 
recurso  se  consignan  como  hechos  probados  los  si- 
guientes: 

Hechoh  probados: 

))Rei=iultando  probado:  que  en  la  noche  del  diez  y 
)»nueve  de  Abril  último,  se  celebraba  un  baile  en  una 
«de  las  casas  de  meretrices  del  poblado  de  San  Luis,  al 
j'que  asistía  el  guardia  rural  Eamón  Ortiz,  baile  que 
«por  orden  superior  fué  suspendido  por  el  procesado  y 
«otros  funcionarios  de  Policía,  por  los  desórdenes  que 
»en  el  mismo  se  produjeron;  no  obstante  lo  cual,  el  re- 
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«ferido  Ortiz,  instado  para  que  el  baile  continuara  y 
«desobedeciendo  las  órdenes  dadas,  seguía  bailando  y 
«tomando  copas  por  lo  que  fué  requerido  en  distintas 
«ocasiones  por  el  procesado  Sargento  de  la  guardia 
«rural, que  se  encontraba  de  servicio,  y  lejos  de  obe- 
«decerle,  como  era  su  deber,  lo  insultó  diciéndole,  que 
«como  sargento  lo  respetaba,   pero  como  hombre  se  lo 

«pasaba  por  los  c ,  y  llevándolo  fuera  del  local  se 

«le  fué  encima,  y  al  observar  el  procesado  que  eu  ac- 
«titud  era  como  de  sacar  una  arma,  para  con  ella  agre- 
«dirle,  hizo  uso  del  revólver  que  ocupaba,  digo  que 
«portaba,  disparándole  un  tiro  con  el  que  le  hirió,  pe- 
«netrándole  el  proyectil  por  el  axila  izquierda  y  sá- 
«liendo  por  el  mismo  lado  de  la  espalda,  cuya  herida 
«tardó  en  sanar  ocho  días,  los  que  estuvo  enfermo,  ne- 
«cesitando  los  mismos  de  asistencia  médica;  y  sin  que  le 
«quedaran  defectos  físico  ni  deformidad». 

Resolución  uecurrida: 

Resultando,  que  la  Sala  sentenciadora  calificó 
estos  hechos  como  constitutivos  del  delito  de  disparo 
de  arma  de  fuego  que  castiga  el  artículo  cuatrocientos 
veinte  y  uno  del  Código  Penal,  y  otro  de  lesiones  me- 
nos graves  previsto  y  penado  en  el  artículo  cuatro- 
cientos veinte  y  dos  del  propio  Código,  realizados 
ambos  en  un  solo  acto,  y  considerando  autor  de  estos 
delitos  al  procesado,  con  la  concurrencia  en  su  eje- 
cución de  los  requisitos  primero  y  tercero  del  número 
cuarto  del  artículo  octavo  del  referido  Código,  lo  con- 
denó á  la  pena  de  un  mes  y  un  día  de  arresto  mayor, 
con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  y  del 
derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena  y 
pago  de  las  costas  procesales.       ,  ' 

FüNDAMBNTOS  DEL  BECÜRhO  DE  CASACIÓN: 

Resultando,  que  contra  este  fallo  interpuso  el 
mencionado  Valls,  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  fundándolo  en  el  siguiente  motivo: — wQue  es- 
«timo  infringido  el  caso  cuarto  del  artículo  ocho  del 
«Código  Penal,  en  relación  con  el  caso  cinco  del  ar- 
«tículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
«juiciamiento  Criminal,  por  cuanto  se  ha  cometido 
«error  de  derecho  al  no  apreciarse  por  la  Sala  en  su  to- 
«talidad  la  eximente  de  responsabilidad  antes  citada, 
«que  estimo  infringida  por  cuanto  al  declararse  pro- 
«bado  por  la  Sala  que  el  procesado  ha  obrado  movido 
«por  agresión   ilegítima  y  sin  provocar  el  suceso  ni  á 
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»\oB  que  le  ocasionaron,  y  consignar  asimismo  que  al 
«irle  encima  al  procesado  el  agresor  Ortiz,  observó 
«aquél  la  actitud  en  este  último  de  sacar  una  arma,  es 
«evidente  que  fué  racional  el  disparo  hecho  por  el  pro- 
ncesado  para  impedir  todo  acometimiento  y  en  legí- 
»tima  defensa,  con  tanto  más  motivo,  cuanto  que  su 
«calidad  de  Agente  de  la  Autoridad,  le  imponía  el  deber 
«de  hacerse  respetar  rechazando  con  el  uso  de  su  arma, 
«después  de  ver  que  fueron  desatendidas  sus  intimi- 
«daciones«. 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  personado  el 
recurrente  y  previa  instrucción  de  las  partes,  se  ce- 
lebró la  vista  pública  con  asistencia  del  Letrado  de- 
fensor del  procesado,  que  sostuvo  el  recurso  y  del  Mi- 
nisterio Fiscal  que  lo  impugnó. 

Decisión  dkl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R. 
Morales. 

(Considerando,  que  para  que  pueda  apreciarse  el 
requisito  segundo  del  número  cuarto  del  articulo  oc- 
tavo del  Código  Penal,  es  necesario  que  el  medio  que 
se  emplea  para  impedir  ó  repeler  la  agresión,  sea  pro- 
porcionado á  la  intensidad  verdadera  de  la  misma;  es- 
to es,  que  los  medios  que  se  utilicen  para  contrarrestar 
el  ataque,  no  excedan  á  los  utilizados  por  el  agresor 
fuera  del  limite  natural  que  requiera  la  realidad  ó  po- 
sibilidad racional  del  peligro  que  se  trata  de  evitar, 
sin  que  en  modo  alguno  justifique  el  exceso  de  la  retor- 
sión, una  simple  presunción  de  un  riesgo  mayor  que 
el  que  realmente  se  corra  ó  pudiera  fundadamente  te- 
merse para  que  se  derive  la  existencia  del  expresado 
requisito. 

Considerando,  que  la  sola  declaración  que  se  hace 
entre  los  hechos  probados  del  fallo  recurrido,  de  que 
Ortiz  se  fué  encima  del  procesado  y  observar  éste  que 
su  actitud  era  como  de  sacar  un  arma  para  con  ella 
agredirle,  no  es  bastante  á  justificar  la  necesidad  que 
tuviera  Yalls.  de  impedir  ó  repeler  la  agresión  dispa- 
rándole con  el  revólver  que  portaba;  pues  no  cons- 
tando que  llevara  armas  su  agresor,  ni  expresarse  en 
la  sentencia  ningún  otro  antecedente  que  permitiera 
suponer  un  peligro  realmente  grave  para  el  agredido, 
no  hay  méritos  para  deducir  del  simple  ademán  que 
hiciera  Ortiz,  que  el  recurrente  obrara  dentro  de  los 
límites  lícitos,  al  contrarrestar  la  agreción  en  la  forma 
en  que  lo  hizo;  y  en  tal  virtud  al  no  estimar  el  Tribunal 
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n  quo  la  eximente  completa  del  número  cuarto  del  ar- 
tícalo  octayo  del  citado  Código,  no  incurrió  en  el  error 
de  derecho  é  infracción  de  ley  que  por  el  recurso  se  le 
atribuye. 

Considerando,  que  por  las  razones  expuestas,  pro- 
<^e  declarar  sin  lugar  el  recurso  y  en  consecuencia  de 
esta  delaración  imponer  las  costas  al  recurrente  de  con- 
formidad á  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  sobre  casación. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  procesado  Luis  Miguel  Valls, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  San- 
tiago de  Cuba,  el  veinte  y  dos  de  Agosto  último;  con 
las  costas  á  su  cargo.     Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


Int  l07.-Sent.  132.— 17  de  Diciembre  de  1902.— Impru- 
dencia temeraria.  ( Oae.  Abril  20, ) 

DOCTRINA:  La  imprudencia  temeraria  y  la  sim- 
ple imprudencia  6  negligencia  se  diferencian  esencial- 
mente en  que  el  segundo  de  los  delitos  enunciados  pre- 
supone siempre  además  de  la  infracción  no  indispensa- 
ble en  el  primero,  de  algún  reglamento,  con  ocasión  de 
la  cual  se  produzca  el  hecho  que,  á  mediar  malicia  en 
su  ejecución,  constituiria  por*  sí  solo  un  delito,  menor 
grado  de  imprevisión  y  descuido  que  los  que,  según  su 
propio  nombre  lo  indica,  entrafta  la  imprudencia  te- 
meraria. 

Como  consecuencia  de  la  anterior  doctrina  constitu- 
ye el  delito  de  homicidio  por  imprudencia  temeraria  el 
acto  de  entregar  á  una  persona  un  revólver  cargado, 
sin  advertirle  que  lo  estaba  y  con  el  cañón  dirigido  á 
dicha  persona,  lo  que  produjo  que  al  tomarlo  se  dis- 
parase el  arma  y  le  produjese  una  herida  que  le  oca- 
sionó la  muerte. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  siete  de  Di- 
-ciembre  de  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  casa- 
ron por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  contra  la  sentencia  dictada  en  treinta  de 
Agosto  último  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  cau- 
sa procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  de.Sagua  la 
Grande,  seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio 
Fiscal,  y  de  la  otra  como  procesado  por  imprudencia  te- 
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meraria,  Avelino  Rubio  Paruas,  del  comercio  y  vecino 
de  Qaemado  de  Güines. 

Hbohob  probados: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consigna  el 
siguiente'  fundamento  de  hecho:  «Resultando  probado 
»que  en  veinte  y  ocho  de  Junio  último  como  á  las  cua- 
•tro  de  la  tarde  llegó  Nicolás  Pérez  al  establecimiento 
Dde  Ramón  Noriega,  sito  en  el  poblado  de  Santo  Do- 
j»mingo,  á  comprar  unas  galletas  y  entablando  conver- 
)»8ación  con  el  dependiente  que  se  las  despachaba,  que 
»lo  era  Avelino  Rubio,  hubo  de  enterarse  que  éste  te- 
»nía  un  revólver  y  habiendo  mostrado  deseos  de  verlo 
»Rubio  lo  sacó  de  un  cajón  del  mostrador,  en  que  lo 
aguardaba  cargado;  y  fué  á  entregárselo  sin  malicia, 
»coji  el  cañón  dirigido  hacia  el  citado  Pérez  y  en  los 
«momentos  en  que  éste  lo  cogía,  ignorando  que  estu- 
«viera  cargado  se  disparó  y  lo  hirió  entre  la  séptima  y 
«octava  costilla  del  lado  derecho,  alojándose  el  pro- 
«yestil  en  la  parte  posterior  é  inferior  de  la  región  to- 
«ráxica  del  mismo  lado,  lesionándole  en  su  tránsito  la 
«vena  porta  y  la  arteria  hepática  propiamente  dicha, 
«produciéndole  la  muerte  por  necesidad.  Los  herede- 
«ros  del  Pérez  renunciaron  á  toda  indemnización  Civil 
«que  por  el  hecho  pudiera  corresponderles.  El  culpable 
«es  mayor  de  diez  y  seis  y  menor  de  diez  y  ocho  años.» 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia,  estimán- 
dose este  hecho  como  constitutivo  de  imprudencia  te- 
meraria, previsto  en  la  primei  a  parte  del  artículo  qui- 
nientos noventa  y  dos  del  Código  Penal,  con  relación 
al  delito  de  homicidio,  y  autor,  por  participación  di- 
recta al  procesado,  con  la  circunstancia  específica  de 
ser  éste  mayor  de  diez  y  ocho  años,  se  le  condenó  en 
la  pena  de  dos  meses  y  un  día  de  arresto  mayor,  las 
correspondientes  accesorias,  y  al  pago  de  las  costas, 
sin  haber  lugar  á  exigirle  responsabilidad  civil;  abo- 
nándosele en  el  cumplimiento  de  la  pena,  la  prisión 
provisional  que  hubiese  sufrido. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación del  procesado  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  invocando,  como  precepto 
legal  que  autoriza  á  interponerlo,  el  del  número  terce- 
ro del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
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de  Enjaiciamiento  Críminal,  y  como  ihfringido,  por 
indebida  aplicación,  el  párrafo  primero  del  artículo 
quinientos  noventa  y  dos  del  Código  Penal,  y,  por  fal- 
ta de  ésta,  el  segundo  párrafo  del  propio  artículo,  en 
razón  de  que  en  el  hecho  que  se  declara  probado — di- 
ce— no  se  consigna  ningún  acto  externo  realizado  por 
Avelino  Rubio  del  que  nazca  la  temeridad,  caracterís- 
tica para  aplicar  aquel  párrafo;  que  el  concepto  jurídi- 
co de  la  imprudencia  punible  exige  tres  elementos 
esenciales:  acción  ¿omisión  voluntaria  no  maliciosa, 
un  mal  efectivo  y  concreto,  y  relación  de  causa  á  efec- 
to que  ligue  ambos  extremos:  que  siempre  que  haya 
un  acto  que  contenga  esos  tres  elementos  por  la  emi- 
sión del  agente  habrá  imprudencia  temeraria,  pero 
cuando  concurran  por  consecuencia  de  una  omisión, 
solo  existe  una  simple  imprudencia  ó  negligencia:  que 
al  entregar  Rubio  el  arma  al  interfecto,  fué  negligen- 
te, omitió  por  su  poca  edad,  las  debidas  precauciones, 
que  otro  con  más  experiencia  hubiera  adoptado;  luego 
no  incurrió  en  imprudencia  temeraria,  sino  en  la  omi- 
sión de  que  habla  el  párrafo  segundo  del  mencionado 
artículo. 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  sustancia- 
do en  forma,  tuvo  efecto  la  vista  pública  del  caso  c<m 
asistencia  del  Abogado  de  Oficio  en  tumo  como  repre- 
sentante y  defensor  del  recurrente,  sosteniendo  en  el 
acto  la  procedencia  de  aquél,  y  con  asistencia  igual- 
mente del  Ministerio  Fiscal,  que  lo  impugnó. 

DkOISIÓN  I»RL  BEOURSO: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  la  imprudencia  temeraria  y  la 
simple  imprudencia  ó  negligencia,  á  que  se  refieren 
respectivamente  los  párrafos  primero  y  segundo  del  ar- 
tículo quinientos  noventa  y  dos  del  Código  Penal,  se 
diferencian  esencialmente  en  que  el  segundo  de  los  de- 
litos enunciados  presupone  siempre,  además  de  la  in- 
fracción no  indispensable  en  el  primero,  de  algún  re- 
glamento, con  ocasión  de  la  cual  se  produzca  el  hecho 
que,  á  mediar  malicia  en  su  ejecución,  constituiría  por 
si  solo  un  delito,  menor  grado  de  imprevisión  y  des- 
cuido que  los  que,  según  su  propio  nombre  lo  indica, 
entraña  la  imprudencia  temeraria. 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos  resalta  ma- 
nifiestamente esta  cíase  de  imprudencia  en  las  circuns- 
tancias de  haber  entregado  Avelino  Rubio  á   Nicolás 
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Pérez  el  revólver  cayo  disparo  causó  á  éste  la  maerte, 
cargado,  sin  advertirle  que  lo  estaba  y  con  el  cañón 
hacia  él,  en  tal  disposición  de  descargarse  fácilmente 
que  solo  al  cojerlo  se  disparó,  hiriéndole  directamente 
el  proyectil,  según  resulta  de  los  hechos  declarados 
probados  en  la  sentencia  recurrida;  y,  en  su  virtud, 
al  calificarlos  la  Sala  sentenciadora  como  lo  hizo,  de 
imprudencia  temeraria,  conforme  á  1h  primera  parte 
del  citado  artículo  quinientos  noventa  y  dos  y  tenien- 
do en  cuenta  la  edad  del  procesado  únicamente  á  los 
efectos  del  articulo  ochenta  y  cuatro,  párrafo  segundo 
del  referido  Código,  es  evidente  que  no  incidió  en  el 
error  de  derecho  qu3  le  atribuye  el  recurrente. 

Considerando  que,  por  tanto,  procede  declarar  sin 
lugar  el  recurso,  y,  con  arreglo  al  articulo  cuarenta 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  condenar  á  esta  parte  en  las  costas  del 
mismo. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  la  representación  de  Avelino  Rubio 
Paruas,  contra  dicha  sentencia — con  las  costas  á  cargo 
de  éste.  Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  comuni- 
cai'á,  etc.  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — ^José  Cabarro- 
cas  Horta. — ^Ambrosio  K.  Morales. — Francisco  Noval 
y  Marti. 


Inf.  ley.— Sent.  133—20  de  Diciembre  de  1902.— Disparo. 

fGoc.  17Ahrü.) 

DOCTRINA:  Paera  de  lo»  casos  de  excepción  qne 
menciona  el  artículo  421  del  Código  Penal,  el  mero 
hecho  de  disparar  un  ax  ma  de  fuego  contra  determi- 
nada persona  constituye  el  delito  penado  en  dicho  ar- 
tículo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  Luis  Valdés 
Sánchez,  natural  y  vecino  de  Bejucal,  casado  y  de  diez 
y  ocho  años  de  edad,  contra  la  sentencia  dictada  en 
veinte  y  seis  de  Agosto  último  por  la  Sección  segunda 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  de  Bejucal, 
por  disparo  de  arma  de  fuego  contra  determinada  per- 
sona. 
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Hechos  probados: 

Resultando  que  vista  dicha  causa  en  juicio  oral  y 
publico,  dictó  sentencia  el  mencionado  Tribunal  en  la 
fecha  expresada,  consignando  en  aquélla  el  siguiente 
resultando:  (rEesultAudo  probado:  que  en  la  mañana 
«del  diez  y  nueve  de  Junio  último  el  procesado  Luis 
«f  Valdéa  Sánchez  ya  en  esa  fecha  mayor  de  diez  y  ocho 
«años  tuvo  unas  palabras  con  Esteban  Martínez  Deve- 
«sa  y  haciendo  uso  del  revólveí  que  portaba  le  disparó 
«tres  veces  consecutivas  contra  el  referido  Martínez 
«Devesa  sin  causarle  lesión  alguna  no  estando  justifí- 
«cado  que  el  Martínez  Devesa  hubiese  acometido  á  su 
«agresor.»  • 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  calificó  los  hechos  ex- 
puestos como  constitutivos  de  un  delito  de  disparo  de 
arma  de  fuego  contra  determinada  persona,  y  como 
autor  del  mismo  condenó  á  Luis  Valdés  Sánchez  á  un 
año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  día  de  prisión  correc- 
cional y  accesorias  inherentes  á  esta  pena. 

Fundamentos  del  rkcurso  de  oabaoión: 

Resultando  que  contra  la  mencionada  sentencia 
fué  interpuesto  á  nombre  de  Luis  Valdés  Sánchez 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  citándose  co- 
mo preceptos  autorizantes  el  número  tercero  del  ar- 
ticulo ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  otros  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal;  y  como  leyes  infringidas, 
el  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código  Pe- 
nal y  el  quinientos  noventa  y  cinco  del  mismo:  el  pri- 
mero por  aplicación  indebida,  por  no  deber,  según 
alega  el  recurrente,  haber  sido  aplicado  toda  vez  que 
los  disparos  no  causaron  lesión,  y  el  segundo  por  su  no 
aplicación,  puesto  que  dichos  disparos  constituyen  la 
falta  prevista  y  penada  en  el  artículo  quinientos  no- 
venta y  cinco  de  dicho  Código. 

Resultando  que  admitido  y  sustanciado  el  recurso 
de  casación  interpuesto,  tuvo  lugar  la  vista  el  día  nue- 
ve del  actual,  á  cuyo  acto  asistió  tan  solo  el  represen- 
tante del  Ministerio  Fiscal,  quien  pidió  que  se  declara- 
ra sin  lugar  el  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Marti. 


Digiti 


zedby  Google 


IM  BOLBTDI   LBOMLATITO 

Considerando  que  fnera  de  loe  casoB  de  excepción 
que  el  articulo  coatrodentoB  veinte  y  nno  del  Código 
Penal  menciona,  el  mero  hecho,  ñegtn  el  mismo,  de 
disparar  un  arma  de  fuego  contra  determinada  perso- 
na constituye  el  delito  especialmente  castigado  en  dicho 
artículo;  por  lo  cual  y  por  no  constituir  el  presente  caso 
ninguna  de  las  excepciones  á  que  dicho  artículo  se  re- 
fiere aunque  los  disparos  hechos  por  el  recurrente  con- 
tra EstehEin  Martínez  no  lesionaron  á  éste,  la  Sala 
sentenciadora,  lejos  de  infringirlo  ha  aplicado  acer- 
tadamente el  precitado  articulo  cuatrocientos  veinte 
y  uno. 

Considerando  que  por  tal  motivo  y  referirse  el  ar- 
tículo quinientos  noventa  y  cinco  del  mencionado  cuer- 
po legal  al  hecho  de  disparar  armas  de  fuego,  cohetes, 
petardos  ú  otro  proyectil  dentro  de  población,  6  en  si- 
tio público  ó  frecuentado,  no  sol»»,  como  queda  dicho, 
ha  aplicado  debidamente  el  precepto  del  artículo  cua- 
trocientos veinte  y  uno,  sino  que  no  ha  debido  hacer 
aplicación  del  citado  artículo  quinientos  noventa  y  cin- 
co toda  vez  que  éste  se  refiere  á  casos  distintos  de  loe 
que  aquél  prevé  y  pena. 

Considerando  que  no  habiendo  incurrido  la  Sala 
sent<^nciadora  en  las  infracciones  de  ley  que  el  recu- 
rrente le  atribuye,  debe  este  recurso  de  casación  ser 
declarado  sin  lugar,  é  imponerse  las  costas  al  que  lo 
interpuso,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta 
de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Luis  Valdés  Sánchez  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  veinte  y 
seis  de  Agosto  último,  con  las  costas  á  cargo  del  recu- 
rrente.    Comuniqúese,  etc. 

Así  por  ésta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


Inf.  ley.— Sent.  134.— 23  de  Diciembre  de  1902.— Estafe. 

{Gac.  20  Abril) 

DOCTRINA:  El  hecho  de  reclamar  y  aprovecharse 
como  suyo  un  objeto  recibido  en  confianza  constituye 
el  delito  de  estafa. 
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Cuando  los  hechos  declarados  probados  constituyen 
delito,  aunque  sea  distinto  al  penado  en  la  sentencia, 
no  puede  prosperar  un  recurso  de  casación  fundado  en 
el  número  I9  del  artículo  849  de  la  Ley  de  Bnjuicia- 
miento  Criminal 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  dos:  en  el  recurso  de  ca- 
sación que,  por  infracción  de  ley,  pende  ante  este  Tri- 
bunal Supremo,  interpuesto  á  nombre  de  Ramón 
Oliveros  Frió,  vecino  de  Colón  y  comercÍ9>nte,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audien- 
cia de  Matanzas,  en  la  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  de  Colón  y  seguida  contra  aquél  por 
estafa. 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa,  enquince.de  Septiembre  último,  dictó  sen- 
tencia el  mencionado  Tribunal  consignando,  en  otros, 
los  siguientes  r^ultandos: 

Hechos  probados: 

«Primero. — Resultando  probado:  que  D.  Mónico 
«Bernal  y  Cabrera,  vecino  de  la  villa  de  Colón,  era 
«dueño  de  un  carretón  y  de  un  caballo  dorado  el  que 
«para  evitar  durante  la  guerra  que  se  lo  requisaran  las 
«Autoridades  Militares  Españolas,  tenía  inscripto  en 
«el  Registro  Pecuario  á  nombre  del  comerciante  español 
«D.  Ramón  Oliveros  y  Frió,  que  figura  como  procesado 
«en  esta  causa  y  para  cuyo  establecimiento  trabajaba 
«el  expresado  Bernal,  haciéndole  todo*  los  trasportes 
«que  fuesen  necesarios  dentro  de  la  población. — Se- 
«gundo. -Resultando  probado:  que  al  terminar  la  guerra 
«Mónico  Bernal  permutó  con  Javier  Sánchez  su  caballo 
«dorado  por  uno  de  éste  moro,  dándole  á  más  quince 
«ó  veinte  pesos,  no  efectuándose  los  trapasos  del  caso 
«en  el  Rastro  Pecuario;  pero  conviniéndose  en  que 
«Oliveros  haría  el  del  caballo  dorado  á  favor  de 
«Sánchez,  falleciendo  antes  de  que  esto  tuviera  lugar 
«Mónico  Bernal,  el  día  diez  y  nueve  de  Octubre  de  mil 
«novecientos,  habiendo  poco  antes  de  morir  entregado 
«el  carretón  y  el  caballo  moro  á  D.  Romualdo  Montero 
«para  que  con  ellos  trabajara  y  utilizara  sus  productos 
«en  manter  á  su  madre  D^  Asunción  María  de  los  An- 
«geles  Cabrera  y  á  dos  hijos  naturales  reconocidos  de 
«corta  edad  que  tenía,  haciéndolo  así  Montero  durante 
«varios  meses  hasta  que  al  pretender  que  Sánchez,  hi- 
«ciera  el  tiaspaso  del  caballo  en  el  Registro  Pecuario 
«á  favor  de  uno  de  los  hijos  de  Bernal,  Oliveros  se  ne- 
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j»g6  á  ello  pidiendo  se  le  hiciera  á  él,  manifestando  qne 
«quería  el  caballo  para  el  hijo  de  Bernal,  y  negándose 
j>á  hacer  á  bu  vez  el*  traspaso  del  caballo  dorado  á 
)>Sánchez,  mientras  no  le  pagasen  veinte  y  dos  pesos 
Dque  le  debía  Bernal  al  morir,  haciéndolo  no  obstante 
«cuando  Sánchez  le  exigió  cumpliera  lo  convenido  con 
«Bernal,  traspasándole  entonces  aquél  á  su  vez  el  ca- 
»ba]lo  moro  en  la  inteligencia  de  que  á  su  vez  lo  tras- 
«pasaría  al  hijo  de  dicho  Bernal,  en  cuatro  de  Di- 
«ciembre  de  mil  novecientos  uno,  según  consta  de 
»la  certificación  expedida  por  el  Registro  Pecuario 
»de  Colón,  estando  acreditado  que  Montero  tenía  sa- 
»tisfecho  á  Oliveros  cinco  pesos  de  deuda  de  Bernal 
»con  éste.-Tercero.-Re^ultaudo  probado:  que  después 
j)de  haber  pretendido  el  procesado  que  Montero  le  en- 
»tregara  por  ser  suyos  exclusivamente  el  carretón  y  el 
«caballo,  sin  lograrlo  y  tras  diversas  contiendas  entre 
«los  dos  sobre  el  particular,  el  día  siete  de  Febrero  del 
«corriente  demandó  el  primero  al  segundo  en  juicio 
«verbal  ante  el  Juez  Municipal  de  Colón,  para  que  le 
«entregara  el  caballo  y  el  carretón  que  manifestó  eran 
«de  su  propiedad  y  tenía  el  otro  indebidamente,  y  se- 
«guido  el  juicio  por  todos  sus  trámites  presentando  el 
«demandante  la  certificación  del  Registro  Pecuario 
«pai-a  probar  que  le  peirtenecía  el  caballo,  se  dictó  sen- 
«tencia  declarando  su  pretensión  sin  lugar,  condenán- 
«dole  como  litigante  temerario,  apelando  de  la  senten- 
«oía  por  ante  el  Juez  de  primera  instancia  que  á  sü  vez 
!  «dictó  sentenóia  el  día  ocho  de  Marzo,  confirmando  la 

¡  «resolución  apelada  en  cuanto  al  carretón  y   revocán- 

I  «dola  en  cuanto  al  caballo  moro  por  estimar  que  Oliveros 

«había   acreditado  cumplidamente  su  derecho  de  pro- 
«piedad  sobre  el  mismo,  revocándola  también  en  cuanto 
»á  la  condena  de  costas  fundada  en  la  temeridad  de 
j  «Oliveros   declarándolo   sin    especial   condenación   y 

«mandando  que  dentro  de  tercero  día   Montero  diera  y 
I  «entregara  el  caballo   objeto   del   juicio  á  Oliveros. — 

I  «Cuarto.-Resultando  probado:  que  el  carretón  que  el 

«procesado  Oliveros  ha  venido  reclamando  como  suyo 
«era  de  la  exclusiva  propiedad  de  Mónico  Bernal,  refi- 
«riéudose  el  recibo  que  ha  presentado  á  otro  carretón 
«que  dicho  procCvsado  adquirió  en  mil  ochocientos  no- 
«venta  y  siete  de  D.  Gregorio  Feliciano,  estando  ta- 
«sado  el  primer  carretón  en  cuarenta  y  dos  pesos  oro 
«español  y  el  caballo  moro  en  setenta  pesos  oro  ame- 
«ricano,  constando  debidamente  acreditado  que  Doña 
«Asunción  María  de  los  Angeles  Cabrera,  fué  declarada 
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j»en  diez  y  ocho  de  Febrero  del  corriente  año  por  el 
«Juez  de  primera  instancia  de  Colón,  única  heredera 
»de  su  hijo  D.  Mónico  Bernal». 

Resolución  recurrida: 

Eesultando  que  la  Sala  citada  calificó  los  hechos 
expuestos  como  constitutivos  de  un  delito  de  estafa 
comprendido  en  el  número  quinto  del  artículo  qui- 
nientos cincuenta  y  nueve  y  castigado  en  el  número 
segundo  del  quinientos  cincuenta  y  ocho,  ambos  del 
Código  Penal,  y  como  autor  del  mismo,  sin  circuns- 
tancias modificativas  condenó  al  recurrente  &  cuatro 
meses  y  un  día  de  arresto  mayor  y  accesorias  inhe- 
rentes á  esta  pena. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  la  re- 
presentación de  Ramón  Oliveros  Frió  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  invocando  como  precepto 
autorizante  el  número  primero  del  artículo  .  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  y  como  infringidos  los  artículos  quinientos 
cincuenta  y  ocho  número  segundo,  y  quinientos  cin- 
cuenta y  nueve,  número  quinto,  alegando  al  efecto 
que  Ramón  Oliveros  según  se  declara  en  el  tercer  re- 
sultando probado,  «el  día  siete  de  Febrero  del  corrien- 
»te  año  demandó  &  Montero  en  juicio  verbal  ante  el 
«Juez  Municipal  de  Colón  para  que  le  entregara  el 
«caballo  y  el  carr»*tón  que  manifiesta  eran  de  su  pro- 
«piedad  y  tenía  indebidamente,  y  seguido  el  juicio  por 
«todo  su  trámite,  presentando  el  demandante,  la  certi- 
«ficabión  del  Registro  Pecuario,  para  probar  le  perte- 
«necía  el  caballo,  se  dictó  sentencia  declarando  su 
«pretensión  sin  lugar,  condenándole  como  litigante  te- 
«merario,  apelando  de  la  sentencia  para  ante  el  Juez 
«de  primera  instancia  y  á  su  vez  dictar  sentencia  el 
«día  ocho  de  Marzo,  confirmando  la  resolución  apelada 
«en  cuanto  al  carretón  y  revocándola  en  cuanto  al  ca- 
«ballo  moro  por  estimar  que  Oliveros  había  acreditado 
«cumplidamente  su  propiedad  sobre  el  mismo,  revo- 
«cándola  también  en  cuanto  á  la  condena  de  costas 
«fundada  en  la  temeridad  de  Oliveros,  declarándolas 
«sin  especial  condenación  y  mandando  que  dentro  de 
«tercero  día  Montero  diera  y  entregara  el  caballo  ob- 
«jeto  del  juicio  á  Oliveros. — De  modo  que  la  sentencia 
«del  Juzgúelo  de  primera  instancia  quedó  firme,  puesto 
«que  contra  la  misma  no  se  da  recurso  alguno,    como 
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)>dispone  el  articulo*  setecientos  treinta  y  cinco  de  la 
»Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  —  La  ejecutoria  á  que 
»me  refiero  no  puede  legalmente  ser  revisada,  anulada 
»y  dejada  sin  efecto  si  no  en  el  orden  y  en  la  forma 
«que  establece  la  ley  procesal  civil  vigente  y  nunca 
«por  medio  de  otro  fallo  dictado  en  causa  criminal. — 
i)La  sentencia  ejecutoriada  de  ocho  de  Marzo  de  mil 
«novecientos  dos,  declara  que  Oliveros  es  el  dueño  del 
«caballo  en  cuesMón  y  en  cuyo  concepto  se  le  mandó 
«entregar:  La  sentencia  recurrida  declara  lo  contrario 
«y  manda  &  darlo  á  la  madre  de  Mónico  Bemal,  de  lo 
«cual  resulta  una  dualidad  inexplicable  por  lo  que  se 
«revisa,  anula  y  deja  sin  efecto  la  ejecutoria  del  Juez 
«de  primera  instancia  de  ocho  de  Marzo  de  este  año. 
» — Don  Ramón  Oliveros,  deduciendo  acciones  ante 
«los  Tribunales  en  reclamación  del  caballo  moro,  al 
«que  se  hace  referencia  no  ha  cometido  delito  de  nin- 
«guna  clase,  pues  es  el  medio  que  tienen  los  ciudadanos 
«para  esclarecer  sus  derechos:  y  si  un  Tribunal  de 
«Justicia  hace  declaratorias  favorables  &  sus  preten- 
«siones,  es  de  todo  punto  indiscutible  que  no  se  ha 
«cometido  el  delito  de  estafa.  — El  título  de  propie- 
«dad  que  tiene  Oliveros  del  caballo,  lo  constituye  hoy 
«una  ejecutoria  que  la  Sala  de  lo  Criminal  no  tiene, 
»con  arreglo  á  Ley,  jurisdicción  ni  competencia  para 
«anularla  y  dejarla  sin  efecto^  declarando  que  *  el  caba- 
«llo  corresponde  á  otra  persona  distinta  por  cuanto  su 
«potestad  no  alcanza  á  revisar  sentencias  civiles  de- 
«claratorias  de  derechos. — ^En  ese  concepto  la  senten- 
«cia  recurrida  infringe,  por  indebida  aplicación,  elnü- 
«mero  quinto  del  artículo  quinientos  cincuenta  y  nue- 
«ve  del  Código  Penal  y  el  número  segundo  del  qui- 
¡  «nientos  cincuenta  y  ocho  del   propio   Código,   que 

I  «aplica  la  Sala,  en   cuya  virtud  condena  á    Oliveros 

I  »á  cuatro    meses    y    un   día    de    arresto  mayor,  ac- 

«cesorias  correspondientes  y  pago  de  las  costas. — 
«Oliveros  no  es  responsable  del  delito  de  estafa  que  le 
«atribuye  la  sentencia  recurrida,  porque  un  Juez  com- 
«petente  ha  declarado  que  el  caballo  que  reclamó  á 
«Montero  es  de  su  propiedad  y  esa  ejecutoria  subsiste 
«íntegramente  porque  la  Sala  de  lo  Criminal  ni  nadi# 
«ha  revisado  y  anulado  esa  ejecutoria,  y  por  consi- 
«guiente  no  es  dable  que  habiendo  adquirido  legítima- 
«mente  y  siendo  suya  la  cosa  cuestionada,  según  esa 
«ejecutoria,  se  aprecie  la  existencia  del  delito  de  es- 
«tafa  de  lo  mismo  que  está  declarado  *  que  es  de  su 
«propiedad. — Los  elementos  esenciales   del-  delito  de 
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vestafa  son  el -engaño  y  la  defraudación,  empleándose 
•el  primero  como  medio  de  conseguir  la  segunda,  cuan- 
»do  faltan  algunos  de  estos  elementos  que  integran  el 
«delito,  éste  no  existe  ni  es  por  consiguiente  penable 
»el  acto  realizado. — Oliveros  no  ha  engañado,  puesto 
«que  reclamó  judicialmente,  donde  se  discutió  su  de- 
wrecho  y  se  resolvió  conforme  á  derecho;  y  no  ha  de- 
«fraudado  por  cuanto  que  tiene  á  su  favor  una  senten- 
»cia  firme  declarando' su  derecho  de  propiedad.» 

Eesultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribunal  Supremo,  tuvo  lugar  la  vista  el  día 
15  de  Noviembre  último,  en  cuyo  acto  informaron  el 
defensor  del  recurrente  y  el  representante  del  Ministe- 
rio Fiscal,  pidiendo  ambos  que  se  declarara  con  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  á  nopabre  del  pri- 
mero. 

Resultando  que  dispuéstose,  para  mejor  proveer, 
que  fueron  remitidos  á  est.e  Tribunal  Supremo  las  ac- 
tuaciones civiles,  ó  sea  el  juicio  verbal  civil  promovido 
por  Karoón  Oliveros  contra  Romualdo  Montero,  y  el  su- 
mario á  consecuencia  del  cual  reca.yó  la  sentencia  recu- 
rrida, aparece  del  primero  que  dicho  juicio  fué  promo- 
vido por  Oliveros  contra  Montero,  para  que  ést«,  así 
se  dice  en  la  demanda,  «entregue  un  caballo  moro  y 
«un  carretón  que  tiene  (Montero)  en  su  poder  indebi- 
»damente  y  es  de  mi  propiedad  (la  de  Oliveros)  según 
«probaré  con  documentos  bastantes  en  su  día»;  y  del 
segundo  que  dicho  sumario  comenzó  por  denuncia  que 
al  señor  Fiscal  de  la  Audiencia  de  Matanzas  hizo  el 
mencionado  Romualdo  Montero  en  once  de  Marzo  úl- 
timo y  en  el  cual  se  mostró  parte  la  heredera  de  Móni- 
co  Bernal. 

Decisión  dkl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

Considerando  que  en  los  hechos  que  como  proba- 
dos y  ejecutados  por  el  recurrente  se  consignan  en  la 
sentencia  recurrida,  se  encuentran  los  elementos  que 
caracterizan  el  delito  penado  por  la  Sala  sentenciado- 
ra, ó  sean,  el  medio  doloso  ó  engañoso  empleado  para 
defraudar  á  una  persona  y  la  defraudación  &  la  mis- 
ma, puesto  que  al  procesado  le  constaba  que  el  caballo 
no  era  suyo,  no  obstante  lo  cual  reclamó  y  obtuvo, 
mediante  documentos  por  los  que  en  realidad  no  le 
habla  sido  trasmitido  el  dominio  de  dicho  animal,  que 
éste  le  fuera  entregado,    y   con   cuya  entrega   privó. 
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causando  con  ello  los  perjuicios  y  defraudación  con- 
siguientes, á  la  heredera  de  Mónico  Bernal  de  la  In- 
tima posesión  y  utilización  del  caballo  mencionado. 

Considerando  que  no  es  obstáculo  legal  para  cali- 
ficar los  hechos  de  la  manera  expresada  el  que  en  el 
juicio  civil  seguido  por  el  recurrente  contra  Romualdo 
Montero  hubiera  el  primero  obtenido  la  declaración 
de  que  el  caballo  de  referencia  era  de  6u  propiedad, 
toda  vez  que  tal  declaratoria,  ni  en  la  vía  civil,  podría 
tener  la  eficacia  de  la  cosa  juzgada  con  relación  á 
Asunción  María  de  los  Angeles  Cabrera,  legítima  due- 
ña del  caballo,  pues  con  arreglo  al  Código  Civil,  si  bien 
según  el  párrafo  segundo  del  artículo  mil  doscientos 
cincuenta  y  uno  contra  la  presunción  de  que  la  cosa 
juzgada  es  verdad,  solo  será  eficaz  la  sentencia  ganada 
en  juicio  de  revisión,  no  es  menos  cierto  que  esto  no 
es  obstáculo  puesto  que  para  que  tenga  la  eficacia 
mencionada  en  otro  juicio  es  preciso,  según  exije  el 
mil  doscientos  cincuenta  y  dos,  que  entre  el  caso  re- 
suelto por  la  sentencia  y  aquel  en  que  ésta  sea  invoca- 
da, concurra  la  más  perfecta  identidad  entre  las  cosas, 
las  causas,  la«  personas  de  los  litigantes  y  la  calidad 
con  que  lo  fueron;  y  en  el  caso  presente  quien  litigó 
con  el  procesado  fué  Romualdo  Montero,  mero  tenedor 
del  caballo  y  que  no  representaba  á  la  dueña  legítima 
en  concepto  alguno  por  consecuencia  del  cual  afectara 
á  ésta  legalmente  lo  que  aquel  hiciera. 

Considerando  que  el  problema  que  se  plantea  por 
el  recurrente  al  amparo  del  número  primero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  es  el  de  una  absoluta  irrespon- 
sabilidad, por  lo  cual,  aun  que  el  delito  ejecutado  no 
estuviera  comprendido  en  el  número  quinto  del  ar- 
tículo quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal, 
y  sí  en  el  primero  de  dicho  artículo,  ó  en  el  artículo 
quinientos  sesenta  y  cinco,  siempre  resultaría  la  exis- 
tencia de  un  delito,  y  su  existencia  impide  que  pueda 
prosperar  el  recurso  bajo  la  base  expresada,  ó  sea  la 
de  no  ser  justiciables  los  hechos  declarados  proba- 
dos. 

Considerando  que  por  lo  expuesto  procede  declarar 
sin  lugar  el  recurso  interpuesto,  y  en  consonancia  con 
lo  que  previene  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve imponer  las  costas  al  recurrente, 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación,  por  infracción   de 
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Ley,  interpuesto  por  Banión  Oliveros  Frió  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Matanza  en  15 
de  Septiembre  último,  con  las  costas  á  cargo  del  re- 
currente.   CJomuníquese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Marti. 


Cluqa.— Auto  158.— 16  de  Octubre  de  1902.— Precepto  au- 

torizador.  (Gac  Mayo  Ij^,) 

DOCTRINA:  El  error  de  derecho  cometido  en  la 
sentencia  respecto  á  la  calificación  del  hecho  justicia- 
ble se  reclama  en  casación  al  amparo  del  número  3?  y 
no  del  6?  del  artículo  849  de  la  Ley  de  Bi^uiciamiento 
Criminal. 

No  se  expresa  con  claridad  el  concepto  de  la  infrac- 
ción cuando  el  recurrente  se  limita  á  hacer  afirmacio- 
nes respecto  de  la  sentencia  recurrida  sin  referirlas  {il 
contenido  de  la  misma. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  en  la  causa  seguida  por  homici- 
dio contra  Longino  Guzmán  y  Manuel  Alonso  Alva- 
rez,  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia  condenatoria, 
y  contra  ella  interpusieron  dichos  procesados  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  autorizados,  según 
digeron,  por  los  incisos  cuarto  y  eexto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  y  citando  como  infringidos: — Prime- 
ro: el  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código 
Penal  en  su  segundo  párrafo,  por  indebida  aplicación, 
y  por  no  aplicarse  el  primer  inciso  del  artículo  cuatro- 
cientos diez  y  ocho  del  mismo  cuerpo  legal,  expresan- 
do el  concepto  de  la  infracción  en  los  siguientes  tér- 
minos: «La  Sala  sentenciadora  al  dar  por  probados 
irlos  hechos  que  resultan  de  la  sentencia  recurrida  es- 
fftima  que  en  las  primeras  horas  de  la  noche  del  día 
«cuatro  de  Abril  del  corriente  año  (mil  novecientos 
ffdos).  poniéndose  de  acuerdo  los  procesados  Longino 
«Guzmán  y  Manuel  Alonso,  dieron  muerte  á  Francisco 
«Feliú  (a)  El  Noy. — La  Sala  sentenciadora  caliñca  el 
«hecho  como  homicidio  é  impone  á  nuestros  defendi- 
«dos  la  pena  de  reclusión  temporal  que  establece  el 
«último  y  único  extremo  del  artículo  cuatrocientos 
«diez  y  seis  del  Código  Penal,  siendo  así  que  dados  los 
«hechos  que  se  dan  probados,  los  que  resultan  del  se- 

T.  8.— 1903.— 11. 
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«gando  Resultando  donde  aparece  que  el  interfecto 
«Francisco  Feliú  (a)  El  Noy  asaba  una  navaja  sevi- 
«llana  y  dado  también  las  lesiones  que  se  describen  en 
«el  tercer  Resultando,  demuestra  &  todas  luces  que 
«existió  riña  y  que  nuestros  defendidos  y  don  Fran- 
«cisco  Feliú  se  acometieron  tumultuosamente  de  la 
«que  resultó  muerto  el  Feliú,  sin  que  se  pueda  deter- 
«minar  concretamente  quién  fuese  el  autor  de  dicha 
«muerte,  por  lo  que  la  Sala  sentenciadora  ha  cometido 
«error  de  derecho  al  imponer  á  nuestro  defendido  la 
«pena  de  reclusión  temporal  que  determina  el  último 
«y  único  inciso  del  articulo  cuatrocientos  diez  y  seis 
«del  Código  Penal,  siendo  asi  que  la  que  debió  impo- 
«nerles  era  la  de  prisión  mayor  en  su  grado  medio,  en 
«atención  á  que  en  el  hecho  no  concurrieron  circuns- 
«tancias  atenuantes  ni  agravantes  de  responsabilidad 
«criminal,  según  lo  reconoce  la  Sala  sentenciadora. — 
«Segundo:  Los  incisos  primeros  de  los  artículos  once 
«y  doce  del  Código  Penal  en  concepto,  dice,  de  que 
«la  sentencia  recurrida  no  da  por  probado  que  núes- 
«tros  defendidos  á  la  vez  dieron  muerte  á  don  Fran- 
«cisco  Feliú,  ni  esto  se  deduce  de  las  heridas  de  que 
«éste  adolecía  ni  se  desprende  de  ninguno  de  los  he- 
«chos  que  en  la  sentencia  se  dan  por  probados,  no  de- 
«terminándose  si  el  uno  indujo  al  otro  á  que  le  diese 
«muerte  á  Feliú,  ni  desprendiéndose  de  los  hechos  de 
«la  sentencia,  si  el  uno  fué  cómplice  y  el  otro  autor,  es 
«indiscutible  que  la  Sala  sentenciadora  comete  error 
«de  derecho  al  no  determinar  la  participación  que  con- 
«cretamente  ha  tenido  cada  uno  de  los  procesados  en 
«los  hechos  que  se  declaran  probados  en  la  sentencia 
«recurrida.» 

Causa  de  la  qukja: 

Resultando  que  la  Audiencia  por  auto  de  veinte 
y  ocho  de  Agosto  último  denegó  la  admisión  de  dicho 
recurso,  por  estimar  que  no  se  cumple,  al  interponer- 
lo, lo  dispuesto  en  el  último  párrafo  del  caso  cuarto 
del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  por  no  relacio- 
narse los  preceptos  citados  como  autorizantes  con  las 
infracciones  que  se  suponen  cometidas,  lo  cual  produ- 
ce confusión  en  la  exposición  de  los  errores  atribuidos 
á  la  sentencia*. 

Resultando  que  contra  dicha  resolución,  los  pro- 
cesados anunciaron  é  interpusieron  en  tiempo  y  forma 
recurso  de  queja,   celebrándose  la  vista  pública  del 
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mismo,  en  la  caal  el  Ministerio  Fiscal  lo  impugnó,  sin 
que  asistiera  el  defensor  de  los  recurrentes. 

Dkcisión: 

Considerando  que  el  primero  de  los  motivos  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  procesados  se 
funda  realmente  en  que  la  Sala  sentenciadora  ha  co- 
metido error  de  derecho  en  la  calificación  del  hecho 
justificable  perseguido,  puesto  que  se  sostiene  que  és- 
te ha  debido  apreciarse  y  castigarse  con  arreglo  al 
articulo  cuatrocientos  diez  y  ocho  del  Código  Penal  y 
no  al  cuatrocientos  diez  y  seis,  aplicado  en  la  senten- 
cia; y  siendo  ese  error  el  comprendido  en  el  numero 
tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  no  en  el  sexto 
invocado,  al  parecer,  por  los  recurrentes  como  precep- 
to autorizante  del  motivo,  es  evidente  su  incongruen- 
cia, y  por  tanto  que  no  se  ha  cumplido  en  la  forma 
debida  el  requisito  que  para  la  interposición  de  los 
recursos  de  casación  exige  el  número  tercero  del  ar- 
ticulo quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Considerando  que  en  el  segundo  motivo  del  recur- 
so no  se  expresa  con  )a  claridad  y  precisión  que  re- 
quiere el  número  cuarto  del  citado  artículo  quinto  de 
la  Orden  sobre  casación,  el  concepto  de  las  infraccio- 
nes que  se  alegan,  pues  sólo  se  afirma  que  en  la  sen- 
tencia no  se  det-ermina  la  verdadera  participación  que 
los  recurrentes  tuvieron  en  el  delito  penado,  ni  esto 
se  deduce  de  los  hechos  que  se  declaran  probados,  sin 
señalar  los  términos  de  dicha  sentencia  que  inducen  á 
hacer  tal  afirmación,  ni  •  dar,  por  tanto,  á  conocer  de 
la  manera  clara  y  concreta,  que  es  necesario  en  casa- 
ción; el  error  de  derecho  que  se  snpone  cometido. 

Considerando  que  por  las  razones  expresadas,  y 
aun  cuando  no  existiera  la  que  la  Audiencia  tuvo  en 
cuenta  para  negar  él  recurso,  éste  es  indudablemente 
inadmisible  en  todas  sus  partes,  y  por  tanto,  la  queja 
interpuesta  debe  ser  desestimada  imponiéndose  las 
costas  &  los  recurrentes. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  establecida  por  Lon- 
gino  Guzmán  y  Manuel  Alonso  Alvarez,  contra  el 
auto  que  le  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación 
á  que  se  ha  hecho  referencia,  con  las  costas  á  cargo  de 
dichos  recurrentes.     Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
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gen. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Jo- 
sé Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Car- 
los Revilla. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Impugnación. —Anto  163.— 21  de  Octubre  de  1902.— Pre- 
cepto antorizador.    ( Gac,  Mayo  n, ) 

DOCTRINA:  El  número  4?  del  artículo  84^9  de  la 
ley  de  Bnjtiici amiento  Civil  no  autoriza  á  discutir  en 
casación  cuestiones  referentes  á  la  apreciación  de  cir- 
cunstancias  cualifícativas  del  delito. 

Las  infracciones  legales  referentes  al  ^rado  de  la  pe- 
na han  de  razonarse  aceptando  la  calificación  déla 
Sala  sentenciadora. 

No  está  debidamente  autorizado  un  recurso  de  ca- 
sación, cuando  se  invocan  á  ese  efecto  varios  precep- 
tos le£:ales  y  se  alegan  di  versas  infracciones,  sin  referir- 
las á  aquéllos  y  sin  que  por  la  forma  en  que  se  expresan 
pueda  comprenderse  á  cual  de  los  preceptos  autori- 
zad ores  corresponde  cada  una  de  las  cuestiones  pro- 
puestas. Las  cuestiones  relativas  á  la  inexistencia  del 
delito,  sólo  pueden  discutirse  al  amparo  del  número  1^ 
del  artículo  84-9  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

No  se  expresa  el  concepto  de  la  infracción  cuando  el 
recurrente  omite  la  razón  jurídica  en  virtud  de  la  cual 
entiende  que  una  ley  ha  sido  indebidamente  apli- 
cada ó  que  ha  debido  aplicarse. 

El  recurso  de  casación  no  procede  para  discutir  la 
extensión  de  la  pena,  cuando  ésta  ha  sido  aplicada 
dentro  del  girado  que  el  Código  seña-la. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  del  Oeste  en  esta  ciudad,  y  seguida  á 
cincuenta  y  nueve  individuos  como  procesados  por  aso- 
ciación ilícita,  la  Sección  Segunda  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  senten- 
cia en  treinta  de  Julio  último  por  la  cual  absolvió  á 
uno  de  ellos  y  condenó  á  los  cincuenta  y  ocho  restan- 
tes como  autores  del  indicado  delito,  con  aplicación 
de  los  artículos  ciento  ochenta  y  seis,  numero  prime- 
ro, y  ciento  ochenta  y  siete,  números  primero  y  se- 
gundo, del  Código  Penal,  por  estimar  que  estos  cin- 
cuenta y  ocho  eran  fundadores  y  directores  de  la  aso- 
ciación de  ñañigos  á  que  la  causa  se  contrae;  impo- 
niendo, entre  otros,  á  Francisco  Roca  Ibarra,  Tomás 
Alonso  García  y  Lucas  Hernández  Peña,  la  pena  de 
dos  años,  once  meses  y  once  días  de  prisión  correccio- 
nol,  las  correspondientes  accesorias  y  el  pago  de  una 
parte  proporcional  de  las  costas  procesales; 
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Ebcur80  admitido: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpusieron  las 
representaciones  de  estos  dos  procesados  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  citando  la  de  Roca  Iba- 
rra  como  preceptos  en  su  sentir  autorizantes  del  re- 
curso, los  de  los  números  cuarto  y  sexto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  y  como  infringidas:  A:  el  articulo 
ciento  ochenta  y  siete  del  Código  Penal,  porque  en  los 
Resultandos  probados  de  la  sentencia  recurrida  no 
aparece  que  su  defendido  y  demás  procesados  sean  di- 
rectores ó  fundadores  de  la  asociación  de  ñañigos  á 
que  ella  se  refiere:  B:  el  artículo  ciento  ochenta  y 
ocho  del  mismo  Código,  por  falta  de  aplicación,  pues 
no  habiéndose  comprobado  que  fueran  directores  6 
fundadores,  por  lo  cual  sólo  puede  estimárseles  como 
meros  individuos  de  asociaciones  ilícitas,  debe  penár- 
seles aplicándoles  el  expresado  artículo  ciento  ochenta 
y  ocho  en  su  párrafo  primero  y  número  primero,  con 
dos  meses  y  un  día  de  arresto  mayor  á  los  no  reinci- 
dentes y  tres  meses  y  un  día  de  igual  pena  á  los  rein- 
cidentes: la  de  Alonso  García,  los  mismos  preceptos 
cuarto  }■  sexto  de  la  Le}-  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
como  autorizantes  del  recurso  y  los  mismos  artículos 
ciento  ochenta  y  siete  y  ciento  ochenta  y  ocho,  núme- 
ro primero  del  Código  Penal,  como  infringidos  por  el 
Tribunal  sentenciador;  el  primero  de  estos  dos  artícu- 
los, por  cuanto  impone  la  pena  de  prisión  correccional 
y  multa  á  los  directores,  presidentes  ó  fundadores  de 
la  asociación  ilícita,  y  la  sentencia  lo  aplica  á  todos 
los  procesados,  incluso  el  recurrente,  sin  que  esté 
declarado  probado  que  fueran  directores,  pre'sidentes  ó 
fundadores  de  la  asociación  y  sin  que  quepa  que  todos 
tuvieran  estos  caracteres:  y  el  artículo  ciento  ochenta 
y  ocho,  número  primero,  porque  impone  la  pena  de 
arresto  mayor  á  los  meros  individuos  de  las  asociacio- 
nes ilícitas  y  debió  aplicarse  esta  pena  á  los  procesa- 
dos, puesto  que  no  habiendo  podido  demostrarse  quie- 
nes eran  los  presidentes,  directores  ó  fundadores  de 
la  asociación  perseguida,  no  podía  considerarse  á  los 
procesados  sino  como  meros  individuos  de  la  misma; 
fundando  su  recurso  la  representación  de  Hernández 
Pena  en  los  números  tercero,  cuarto  y  sexto  del  citado 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  y  alegando  en 
la  siguiente  forma  las  infracciones  que  dice  cometidas 
-en   la   sentencia:    «Primero:    La  Sala  sentenciadora 
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j)infringe  el  primer  inciso  del  artículo  cient»  ochenta 
»y  seis  del  Código  Penal  en  relación  con  el  extremo 
«inicial  de  dicho  artículo  en  el  concepto  siguiente: 
»dados  por  probados  los  hechos  que  resultan  de  la  sen- 
»tencia  recurrida,  no  aparecen  de  ellos  de  una  manera 
»clara  y  concreta  cuales  eran  los  actos  contrarios  á  la 
amoral  publica  que  ejecutaban  los  individuos  que  se 
«encontraban  reunidos  y  fueron  sorprendidos  el  día 
«veinte  y  uno  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos  en  la 
»casa  número  cincuenta  de  la  calle  de  Jesús  Peregrino, 
«pues  la  Sala  al  dictar  sentencia  condenatoria  se  apo- 
«ya  tan  sólo  según  aparece  del  tercer  Eesultando,  en 
«que  esas  reuniones  en  el  concepto  público  están  tilda- 
«das  como  contrarias  á  la  moral,  de  donde  se  deduce 
«que  la  Sala  no  juzga  por  lo  probado,  siuo  por  lo  que 
«se  dice  de  rumor  público.  Por  otra  parte  la  Sala  no 
«da  por  probado  que  en  la  reunión  sorprendida  en  el 
«número  cincuenta  de  la  calle  de  Jesús  Peregrino  se 
«hubiese  ocupado  un  Reglamento,  Constitución  ó  Es- 
«tatutos  porque  se  rigiesen  los  allí  sorprendidos,  y  si 
«ésto  no  aparece  de  la  sentencia,  la  Sala  sentenciadora 
«comete  error  de  derecho  al  calificar  la  de  asociación, 
«pues  en  castellano  las  palabras  tienen  genuinas  signi- 
«ficacionés:  aquella  era  una  reunión  lícita  ó  ilícita,  pero 
«nunca  una  asociación  como  lo  califica  la  sentencia 
«que  recurro.  Segundo:  La  Sala  sentenciadora  infrin- 
«ge  el  primer  inciso  del  artículo  ciento  ochenta  y  siete 
«del  Código  Penal,  en  el  concepto  siguiente:  El  expre- 
«sado  inciso  en  su  primer  extremo,  impone  la  pena 
«que  establece  la  parte  inicial  del  artículo  ciento  ochenta 
«y  siete  del  Código  Penal,  á  los  fundadores  directores  ó 
«Presidentes  de  una  asociación  ilícita.  La  sentencia  que 
«recurro  solo  da  por  probado  que  en  el  número  cin- 
«cuenta  de  la  calle  de  Jesús  Peregrino  solo  fueron 
«sorprendidos  tres  individuos  vestidos  con  el  traje 
«de  ñañigos,  quienes  se  despojaron  precipitadamente 
«de  dichos  trajes,  tan  pronto  como  vieron  á  la  po- 
«licía,  dando  también  por  probado  la  sentencia  en  su 
«tercer  Resultando  que  los  restantes  formaban  par- 
«te  de  la  asociación  de  ñañigos.  Si  la  Sala  da  por 
«probados  los  referidos  hechos  en  la  sentencia  que 
«recurre  es  indiscutible  que  infringe  el  primer  extre- 
«mo  del  inciso  primero  del  artículo  ciento  ochenta  y 
«siete  del  Código  Penal  en  relación  con  el  extremo  ini- 
«cial  de  dicho  artículo  y  comete  error  de  derecho  al 
«imponer  á  todos  los  procesados  la  misma  pena  y  al 
«determinar  la  participación  de  aquélla  en  los  hechos 
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»que  se  declaran  probados  en  la  sentencia.  Tercero: 
»Infringe  la  Sala  sentenciadora  el  segundo  inciso  del 
«artículo  ciento  ochenta  y  siete  del  Código  Penal  por 
»que  penando  este  inciso  á  los  fundadores,  directores 
»y  presidentes  de  asociaciones  que  no  pusiesen  en  co- 
«nocimiento  de  la  Autoridad  local,  su  objeto  y  estatu- 
»tOH  con  ocho  días  de  anticipación  ó  con  veinte  y  cua- 
»tro  horas  el  lugar  en  que  hayan  de  celebrarse  dichas 
«asociacionen,  la  Sala  no  tuvo  en  cuenta  que  el  día  an- 
«terior  &  la  sorpresa  de  aquella  reunión  en  la  calle  de 
«Jesús  Peregrino,  se  había  constituido  la  República 
«de  Cuba,  cuyo  Código  fundamental  en  su  artículo 
«veinte  y  ocho  permite  la  libre  reunión  y  ningún  ha- 
«bitante  de  la  República  está  obligado  á  cumplir  el  se- 
«gundo  inciso  del  artículo  ciento  ochenta  y  siete  del 
«Código  Penal  en  razón  á  que  ha  quedado  virtualmen- 
«te  derogado  por  lo  que  preceptúan  los  artículos  vein- 
«te  y  ocho  y  treinta  y  siete  del  Código  "fundamental  de 
«la  República  de  Cuba.  Cuarto:  Infringe  la  Sala  sen- 
«tenciadora  las  reglas  primera  y  séptima  del  artículo 
«ochenta  del  Código  Penal,  en  relación  con  el  extremo 
«inicial  de  dicho  artículo  en  el  concepto  siguiente: — 
«El  expresado  artículo  regula  la  forma  en  que  deben 
»aplica>rse  las  penas,  cuando  éstas  contengan  tres  gra- 
«dos  como  sucede  en  la  de  prisión  correccional  en  sus 
«grados  mínimo  y  medio,  que  es  la  que  ha  sido  aplica- 
»da  por  la  Sala  en  el  caso  recurrido.  Establece  la  pri- 
«mera  regla  del  expresado  artículo  ochenta,  que  cuan- 
»do  en  el  hecho  no  concurran  circunstancias  atenuan- 
«tes  ni  agravantes  se  aplicará  la  pena  en  su  grado  me- 
«dio:  preceptuando  la  regla  séptima  del  expresado  ar- 
«tículo  ochenta,  que  dentro  del  límite  de  cada  grado 
«los  Tribunales  determinarán  la  cuantía  de  la  pena  en 
«consideración  al  número  y  entidad  de  las  circunstan- 
«cias  agravantes  y  atenuantes  y  á  la  mayor  ó  menor 
«extensión  del  mal  producido.  Me  defendido  recurren - 
«te  Lucas  Hernández  y  Pefia,  no  tiene  antecedentes 
«penales  de  ninguna  clase  que  le  perjudiquen:  en  el 
«hecho  que  pena  la  sentencia  no  se  estima  ninguna  de 
«las  agravantes  del  artículo  diez  del  Código  Penal  res- 
«pecto  á  mi  defendido  recurrente:  el  hecho  de  autos 
»no  produjo  mal  de  consideración  de  ninguna  clase:  en 
«la  calle  de  Jesús  Peregrino  número  cincuenta  no  fue- 
«ron  ocupadas  armas  que  produjesen  perturbación  pú- 
«blica;  la  reunión  fué  sorprendida  en  uno  de  los  días 
«de  regocijo  por  las  fiestas  de  la  inauguración  de  la  Re- 
«pública  de  Cuba  y  á  pesar  de  esas  circunstancias   el 
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«Tribunal  sentenciador  ha  aplicado  á  mi  defendido  re- 
«currente  la  pena  aunque  en  su  grado  medio  elevándo- 
j»la  al  grado  máximo,  sin  que  para  ello  haya  existido 
«ninguna  de  las  circunstancias  que  enumera  el  inciso 
«séptimo  del  expresado  "artículo  ochenta  del  Código 
«Penal.  Quinto:  La  Sala  en  la  sentencia  que  recurro, 
«ha  infringido  por  no  aplicarlo  á  mi  defendido  recu- 
«rrente,  el  artículo  ciento  ochenta  y  ocho  del  Código 
«Penal  en  relación  con  el  primer  extremo  del  inciso 
«primero  del  expresado  artículo  ciento  ochenta  y  ocho. 
«El  concepto  de  que  lo  infringe  es  el  siguiente: — La 
«sentencia  recurrida  da  por  probado,  que  en  la  reunión 
«sorprendida  en  la  calle  de  Jesús  Peregrino  número 
«cincuenta  solo  se  encontró  á  tres  individuos  vestidos 
«con  el  traje  de  fíáfíigos,  dándose  por  probado  que  los 
«cincuenta  y  ocho  individuos  allí  sorprendidos  foi  ma- 
»ban  parte  de  la^ asociación  de  ñañigos  allí  congrega- 
«dos  por  lo  que  en  estricta  justicia  y  dados  los  hechos 
«probados  debe  solo  aplicáisele  ex)mo  nieros  asociados 
«al  ñafiiguismo  á  dichos  cincuenta  y  ocho  individuos 
«la  penalidad  que  establece  el  referido  artículo  ciento 
«ochenta  y  ocho,  pues  la  sentencia-  no  da  por  probado 
í)que  los  cincuenta  y  nueve  individuos  sorprendidos 
«fueran  todos  fundadores,  directores  y  presidentes  de 
«ñañigos. 

Fundamentos  i>e  la  impugnación: 

Resultando  que  admitidos  estos  recursos  y  abier- 
ta la  sustanciación  de  los  mismos  fué  impugnada  su 
admisión  por  el  Ministerio  Fiscal,  expresando  que  los 
interpuestos  por  Roca  Ibarra  y  Alonso  están  destitui- 
dos del  tercero  de  los  requisitos  que  exige  el  artículo 
quinto  de  la  Ley  de  Casación,  por  incongruencia  de  la 
cita  de  los  precepto»  autorizantes  alegados;  y  que  por 
el  propio  motivo  impugna  el  recurso  establecido  por 
Hernández  Peña,  en  cnanto  á  los  preceptos  que  cita  de 
los  números  cuarto  y  sexto  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  L^*y  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, y,  además,  porque  no  puede  considerarse  objeto 
de  casación  la  supuesta  infracción  de  la  regla  séptima 
del  artículo  ochenta  del  Código  Penal  que  alega  el  re- 
currente, ya  que  no  cabe  decir  que  exista  error  en  el 
grado  de  la  pena  cuando  aplicada  ésta  en  el  que  pre- 
viene el  Código  se  hiciere  consistir  el  agravio  sufrido 
en  la  cuantía  en  que  se  hubiese  impuesto  dentro  de  los 
límites  de  dicho  grado; 

Resultando  que  en  diez  y  siete  del   coiriente   se 


Digiti 


zedby  Google 


JUBI8PRUDEMCIA  PENAL.  189 

celebró  la  vista  pública  relativa  á  esta  cuestión  previa, 
con  asistencia  exclusivamente  del  Ministerio  Fiscal  y 
de  las  representaciones  de  los  recurentes  Roca  Ibarra 
y  Alonso  García,  sosteniendo  dicho  Ministerio  su  iin- 
pugnación,  y  oponiéndose  á  ella  las  mencionadas  re- 
presentaciones. 

Decisión: 

Considerando  en  cuanto  á  los  recursos  estableci- 
dos por  Roca  Ibarra  y  Alonso  García,  que  las  cuestio- 
nes que  permite  discutir  el  número  cuarto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  son  aquellas  que  se  refieren  al  error 
de  derecho  que  se  estime  cometido  por  el  Tribunal 
sentenciador  al  determinar  la  participación  del  acusa- 
do, en  los  hechos  que  se  declaren  probados  en  la  sen- 
tencia, ya  en  concepto  de  autor,  cómplice  ó  encubri- 
dor del  delito,  y  no  al  considerarle  incurso  en  algún 
precepto  de  la  ley  penal,. por  razón  del  cargo  que  ejer- 
ciere ó  de  alguna  cualidad  que  tuviere,  al  ejecutarse 
el  hecho  imputado;  toda  vez  que  esto  no  implica  la  de- 
terminación de  un  modo  de  participar  en  el  delito,  si 
no  la  apreciación  de  una  circunstancia  cualificativa  de 
éste,  que  por  sí  sola,  independientemente  del  grado  de 
participación  que  corresponda  apreciar  en  el  culpable, 
ha  merecido  y  tiene  marcada  en  la  Ley  una  sanción 
penal  especial;  y,  por  ello,  al  invocar  los  recurrentes 
el  número  cuarto  y  no  el  tercero  del  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  proponiéndose  debatir  al  amparo  del  prime- 
ro de  ambos  números  la  cuestión  de  que  por  no  apare- 
cer probado  en  la  sentencia  recurrida  el  carácter  que 
ésta  las  da  de  directores  y  fundadores  de  la  asociación 
perseguida,  no  han  podido  incurrir  en  la  responsabili- 
dad que  señala  el  artículo  ciento  ochenta  y  siete  del 
Código  Penal,  es  evidente  que  invocan  como  autori- 
zante de  su  respectivo  recurso  un  precepto  que  no 
guarda  la  debina  congruencia  con  la  cuestión  que  plan- 
tean, lo  que  equivale  á  dejar  incumplido  el  número 
tercero  del  artículo  quinto  de  la  Orden  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  reguladora  de  la 
interposición  de  esta  clase  de  recursos; 

Considerando  que  de  igual  defecto  adolecen  los 
dns  recursos  que  se  vienen  examinando  en  lo  que  hace 
á  la  cita  del  número  sexto  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal; 
ya  que  el  precepto  contenido  en  el  citado  número  sex- 
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to,  solo  autoriza  á  discutir  en  casación  el  grado  de  la 
pena  impuesta  cuando  no  corresponda  á  la  calificación 
aceptada  en  la  sentencia  respecto  del  hecho  justicia- 
ble, y  en  dichos  dos  recursos  se  parte  del  supuesto  de 
que  los  recurrentes  no  son  directores  ni  fundadores 
de  la  asociación  á  que  se  alude,  contrario  en  uc  todo 
al  que  precisamente  sirve  de  base  fundamental  á  la  ca- 
lificación hecha  por  el  Tribunal  a  quo  y  á  la  penalidad 
que  impone  en  la  sentencia  recurrida; 

Considerando  en  lo  tocante  al  recurso  establecí- 
do  por  Hernández  Peña,  que  el  propio  defecto  de  que 
se  ha  hecho  mérito  vicia  su  admisión  porque  alegán- 
dose en  él  cinco  motivos  de  casación  al  amparo  de  los 
números  tercero,  cuarto  y  sexo  dt-l  mismo  articalo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve,  sin  expresarse  ni  poder 
deducii-se  á  ciencia  cierta,  dados  el  número  y  la  índole 
de  axiuéllos  y  de  éstos  y  el  orden  en  que  están  expues- 
tos unos  y  otros,  cual  de  los  números  citados  corres- 
ponde á  cada  uno  de  los  motivos  alegados,  es  forzoso 
concluir  que  en  el  recurso  no  ise  cita  el  precepto  que  lo 
autoriza,  puesto  que  á  tanto  equivale  no  poder  deci- 
dirse con  seguridad  de  acierto  cuál  de  los  dos  conteni- 
dos en  dichos  números  tercero,  cuarto  y  sexto  debe 
estimarse  como  precepto  autorizante  respecto  de  cada 
motivo  en  sentir  del  recurrente; 

Considerando  que,  aunque  así  no  fuese,  siempre 
resultaría  inadmisible  este  recurso  examinados  sepa- 
radamente sus  motivos;  en  razón  de  que  el  primero  y 
el  tercero  tienden  á  demostrar  la  inexistencia  del  deli- 
to, cuestión  debatible  en  casación  únicamente  á  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  número  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  incurriendo  de  tal  suerte  en  el  sobre 
dicho  defecto;  el  segundo  motivo,  se  halla  destituido 
de  uno  de  los  requisitos  que  previene  el  número  cuar- 
to de  la  misma  Orden  noventa  y  dos,  por  falta  de 
expresión  clara  y  precisa  del  concepto  de.la  correspon- 
diente infracción;  pues  que  no  se  expone  en  este  mo- 
tivo la  razón  jurídica  por  la  cual  incide  la  Sala  sen- 
tenciadora, á  juicio  del  recurrente,  en  error  de  derecho 
al  imponer  á  todos  los  procesados  la  misma  pena  y  al 
determinar  la  participación  de  la  asociación  que  se 
persigue,  en  los  hechos  que  se  declaran  probados  en 
la  sentencia;  el  cuarto  motivo;  se  contrae  á  un  pro- 
blema de  penalidad  que  no  se  encuentra  comprendido 
en  ningún  número  de  los  citados  como  preceptos  au- 
torizantes del  recurso,  toda  vez  que  el  único    de  ellos 
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que  86  reñere  á  la  penalidad  imponible,  ó  sea  el  sexto, 
solo  permite  dilucidar  el  error  de  derecho  que  hubiere 
podido  cometerse  en  el  grado  de  la  pena  impuesta  y 
n6  en  la  cuantía  de  ésta  dentro  del  grado  en  que  se 
considere  aplicable  como  lo  pretende  el  recurrente, 
con  lo  que  dicho  se  está  que  se  falta  una  vez  más  á 
lo  dispuesto  en  el  número  tercero  del  articulo  quinto 
de  la  Orden  noventa  y  dos  tantas  veces  mencionada; 
sucediendo  lo  propio  en  cuanto  al  quinto  y  último  mo- 
tivo, por  las  mismas  razones  expuestas  al  tratar  del 
segundo  de  los  alegados  por  Eoca  Ibarra  y  Alonso 
G^arcía. 

Considerando  que,  por  tanto,  es  de  estimarse  con 
lugar  la  impugnación  hecha  por  el  Ministerio  Fiscal, 
y,  en  consecuencia,  declarar  mal  admitidos  los  recur- 
sos de  que  se  trata  á  tenor  de  lo  que  prescribe  el  ar- 
tículo treinta  y  cuatro  de  la  expresada  Orden. 

Se  declaran  mal  admitidos  los  recursos  de  casación 
por  infracción  de  le}'  interpue>stos  por  Francisco  Roca 
Ibarra,  Tomás  Alonso  García  y  Lucas  Hernández 
Peña  contra  la  sentencia  dictada  en  la  referida  causa; 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  ñrman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta.—  Ambrosio  K.  Morales. — El  Magis- 
trado Francisco  Noval  y  Martí  votó  en  Sala. — José 
Antonio  Pichardo.  —  Silverio  Castro,  Secretario. 


Clxiqa.— Anto  164.-21  de  Octubre,  de  1902.— Precepto 
antorizador.  {Qac.MayoU.) 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  admitirse  un  recur- 
so de  casación  en  el  que  se  discutan  cuestiones  relati- 
vas á  la  pena  impuesta,  es  necesario  aceptar  la  califi- 
cación de  los  hechos  contenida  en  la  sentencia. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  instrucción  del  Centro  de  «^sta  capital  seguida  á 
Candelario  Herrera,  por  homicidio,  la  Sección  primera 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na dictó  sentencia  en  catorce  de  Agosto  último,  por  la 
cual  condenó  á  Herrera,  como  autor  de  dicho  delito, 
en  la  pena  de  catorce  años,  ocho  meses  veinte  y  un 
días  de  reclusión  temporal; 
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Recurso  denkgado: 

Besultando  que  contra  este  fallo  interpupo  la  re- 
presentación del  procesado  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  Invocando  como  preceptos  legales  au- 
torizantes de  su  interposición  los  contenidos  en  los  pá- 
rrafos quinto  y  sexto  del  artículo  ochocientos  cuaren- 
ta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  «da- 
do que»  dice  literalmente. — (cLa  Sala  sentenciadora 
>}á  pesar  de  los  hechos  declarados  probados,  dejó  de 
«aplicar  las  circunstancias  atenuantes  quinta  y  octava 
Ddel  articulo  nueve  del  Código  Penal,  pues  á  pesar  de 
«reconocer  en  los  mencionados  hechos  probados  que 
»mi  representado  llevaba  relaciones  amorosas  que,  en 
«el  sumario  se  dice  por  la  Policía,  eran  de  concubina- 
»to,  con  la  Patrocinia  Hernández,  la  sorprendió  aca- 
»bando  de  cohabitar  con  el  interfecto  Andrés  Altaloi- 
»tia,  estando  ésfce  aún  en  ropas  menores,  no  aplica  las 
«citadas  circunstancias  atenuantes,  ya  que  dado  esehe- 
«cho  había  de  ejecutar  el  hecho  en  vindicación  de  la 
«grave  ofensa  que  recibía  mi  defendido  con  el  acto  que 
«verificaba  el  Andrés  Altaloitia  con  la  Patrocinia  Her- 
«nández,  ofensa  que  produjo  tal  arrebato  y  obcecación 
«por  los  celos  que  trastornado  lo  hizo  que  verificase  el 
«acto  de  que  se  le  acusa.  Al  condenar  la  Sala  á  mi  re- 
«presentado  con  la  pena  de  catorce  años,  ocho  meses  y 
«veinte  y  un  días  de  reclusión  temporal  en  su  grado 
«medio  de  C'»nformidad  con  el  artículo  cuatrocientos 
«veinte  y  uno  del  Código  Penal*  ha  infringido  la  Ley, 
«pues  de  conformidad  con  el  párrafo  quinto  delartícu- 
«lo  ochenta  del  mencionado  Código  y  dadas  las  cir- 
«cunstancias  atenuantes  enunciadas  por  esta  defensa 
«y  que  debía  estimar  el  Tribunal,  la  pena  aplicable  al 
«caso,  es  la  inmediatamente  inferior. 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  en  auto  de  dos  de  Septiembre  la 
Sala  sentenciadora  denegó  la  admisión  del  recurso  por 
estimar  que  en  el  escrito  por  el  cual  se  interpuso  no  se 
citan  con  precisión  las  leyes  infringidas,  en  razón  de 
que  se  menciona  el  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno 
del  Código  Penal,  que  trata  del  delito  de  dispai*o  de 
arma  de  fuego  contra  cualquiei^a  peraona,  sin  que  se 
hubiese  aplicado  este  artículo  en  la  sentencia;  y  por 
estimar,  además,  que  en  el  referido  escrito  no  se  ex- 
presa con  claridad  el  concepto  en  que  se  considera  in- 
fringido el  párrafo  quinto  del  artículo  ochenta  del  mis- 
mo Código. 
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Resultando  que  contra  dicho  auto  recurrió  en 
queja  Candelario  Herrei-a  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo, previas  las  formalidades  exigidas  para  el  caso  en 
el  artículo  diez  y  seis  de  la  Orden  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve;  celebrándose  la  vis- 
ta pública  respectiva  con  asistencia  solo  del  Ministe- 
rio Fiscal,  que  sostuvo  en  el  acto  la  procedencia  de  la 
queja  interpuesta; 

Decisión: 

Considerando  que  en  el  escrito  de  interposición 
del  recurso  de  casación  á  que  se  refiere  el  presente  de 
queja,  no  se  incurre  en  el  primero  de  los  dos  defectos 
de  forma  señalados  en  el  auto  denegatorio  de  la  admi- 
sión  de  aquél;  porque,  si  bien  es  verdad  que  en  el  últi- 
mo de  los  tres  motivos  de  casación  alegados  se  invoca 
la  infracción  del  artículo  cuatrocientos  veinte  y  una 
del  Código  Penal,  como  aplicado  en  la  sentencia,  sin 
haberlo  sido  realmente,  y  que  esto,  caso  de  haberse 
hecho  por  modo  exclusivo  tal  cita  en  di<ho  motivo  úl- 
timo, constituiría  el  aludido  defecto,  no  es  menos  cier- 
to que,  habiéndose  invocado  además  en  el  propio  mo- 
tivo, según  lo  reconoce  el  Tribunal  a  qué,  la  infrac- 
ción del  párrafo  quinto  del  artículo  ochenta  del  mismo 
Código,  se  ha  llenado  por  el  recurrente  la  exigencia 
del  número  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  en 
lo  que  respecta  al  requisito  de  citarse  con  precisión  y 
claridad  la  ley  que  se  estima  infringida: 

Considerando  que  tampoco  en  el  mencionado  escri- 
to se  ha  incurrido  en  el  segundo  de  los  defectos  de  for- 
ma que  se  aprecian  en  el  auto  reclamado;  porque  el  con- 
cepto que  expone  el  recurrente,  en  el  mismo  motivo  de 
casación  antes  citado,  de  que,  dadas  las  circunstancias 
atenuantes  que  alega  previamente,  la  pena  aplicable 
al  caso,  de  conformidad  con  el  párrafo  quinto  del  ar- 
tículo ochenta  del  Código  Penal,  es  la  inmediatamente 
inferior;  resulta  un  concepto  claro  y  preciso  de  la  in- 
fracción de  este  artículo;  y,  por  consiguiente,  así  la 
primera  como  la  segunta  de  las  causas  que  fundamen- 
tan el  auto  expresado,  son  ineficaces  al  objeto  de  de- 
negar la  admisión  del  recurso  de  casación  á  que  con- 
traen; siendo  tanto  más  de  estimarse  de  esta  suerte,  la 
una  y  la  otra,  cuanto  que,  sin  embargo  de  no  referirse 
sino  á  uno  sólo,  el  último,  de  los  motivos  propuestos 
en  el  recurso,  han  servido  para  fundar  la  inadmisión 
de  éste  en  su  totalidad; 
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Considerando  que,  ello  no  obstante,  es  improce- 
dente declarar  con  lugar  la  queja,  en  cuanto  á  ese  mis- 
mo último  motivo;  pues  que  en  esta  parte  adolece  el  \ 
recurso  de  un  defecto  que  lo  hace  inadmisible,  cual  | 
es  no  guardar  la  debida  congruencia  con  la  cita  del  l 
número  sexto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  á  cuyo  amparo 
se  establece  por  dicho  motivo;  toda  vez  que,  conforme 
á  este  número  sexto,  para  que  pueda  establecerse,  fun- 
dando en  él,  un  recurso  de  casación,  es  indispensable 
que  el  recurrente  acepte  integramente  la  calificación 
hecha  en  la  sentencia  respecto,  entre  otros  extremos, 
de  las  circunstancias  modificativas  de  la  responsabili- 
dad criminal;  lo  que  no  sucede  en  el  presente  caso,  en 
que  para  plantear  el  correspondiente  problema  de  pe- 
nalidad, se  parte  del  supuesto  de  concurrir  en  el  hecho 
justiciable  dos  atenuantes  que  la  sentencia  no  ha 
apreciado,  según  se  desprende  de  los  términos  del  mis- 
mo recurso;  faltándose,  de  tal  modo,  por  el  recurrente 
al  requisito  del  número  tercero  del  articulo  quinto  de 
la  Orden  noventa  y  dos  antes  mencionada,  ya  que  á 
tanto  equivale  citar  un  precepto  como  autorizante  de 
un  recurso,  á  pesar  de  no  comprender  taxativamente 
la  cuestión  que  se  intenta  debatir; 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto  pro- 
cede, pues  declarar  con  lugar  la  queja  de  que  se  trata, 
en  cuanto  al  auto  recurrido  de  dos  de  Septiembre  últi- 
mo denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación  á  que 
se  aluíle,  por  sus  dos  primeros  motivos;  y  declarar  sin 
lugar  dicha  queja,  en  cuanto  se  relaciona  con  el  último 
de  éstos;  con  las  costas  de  oficio; 

Se  declara  haber  lugar  el  recurso  de  queja  inter- 
puesto por  Candelario  Herrera  contra  el  auto  dictado  en 
la  expresada  causa,  denegatorio  de  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  establecido  en  la  misma  por  el  propio 
Herrera;  en  cuanto  dicho  auto  afecta  á  los  dos  primeros 
motivos  alegados  en  este  último  recurso;  y  en  conse- 
cuencia sin  lugar  la  referida  queja,  en  lo  que  se  relacio- 
na con  el  tercero  y  último  de  estos  motivos;  declarándo- 
se las  costas  de  oficios.  Cúmplase  por  la  Audiencia  de  la 
Habana  lo  dispuesto  pertinentemente  al  caso  por  el  art. 
veintitrés  de  la  citada  Orden.  Y  comuníquesele,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— ^José  Ajitonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — ^José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — El  Magis- 
trado Francisco  Noval  y  Martí  votó  en  la  Sala. — ^José 
Antonio  Pichardo. — Silverio  Castro,  Secretario. 
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ftnqa,— Auto  165.— 27  de  Octubre  de  1902.— Concepto. 

(Gac.  Mayo  H.) 

DOCTRINA:  No  se  expresa  con  claridad  el  concep- 
to de  la  infracción  cuando  el  recurrente  se  limita  á 
aúrmar  que  en  la  sentencia  se  han  dejado  de  consi^ 
nar  determinadas  declaraciones  que  aquél  estima  ne- 
cesarias para  la  calificación  del  delito  ó  para  apreciar 
la  participación  de  los  reos. 

No  puede  discutirse  en  casación  la  apreciación  de  la 
Sala  sentenciadora  respecto  de  los  hechos  probados. 

Recurso  denkgado: 

Eesultando  que  dictada  sentencia  por  la  Audien- 
cia de  Matanzas,  en  causa  que  se  instruyó  en  el  Juz- 
gado de  Alacranes  por  el  delito  de  hurto,  los  procesa- 
dos Bemardino  Trujillo,  Isidro  Villalobos  y  Atana- 
sio  Larrieu,  interpusieron  contra  dicho  fallo,  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  y  los  dos  últimos 
también  por  quebrantamiento  de  forma,  consignando 
que  en  los  escritos  que  al  efecto  presentaron  por  lo 
que  hace  á  los  de  infracción  de  ley  que  motivan  esta 
queja;  el  primero,  ó  sea  Trujillo,  que  autoriza  el  re- 
curso los  números  primero,  cuarto  y  quinto  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
jaiciamiento  Criminal,  y  como  preceptos  infringidos 
por  indebida  aplicación.  crA. — El  articulo  quinientos 
«treinta  y  cinco  número  primero  del  Código  Penal.  El 
varticnlo  quinientos  treinta  y  seis  número  primero  del 
•Código  Penal. — B.—  El  artículo  diez,  circunstancia 
^décimasexta  del  Código  Penal. — A. —  Con  toda  la 
«brevedad  que  nos  ha  sido  posible,  debemos  consignar 
j*que  en  nuestro  humilde  concepto  se  han  infringido 
»lo8  preceptos  legales  citados,  por  cuanto  entendemos 
sque  no  es  posible  apreciar  la  existencia  de  un  delito 
)»de  hurto,  sin  determinar  expresamente  en  la  senten- 
«cia  la  naturaleza  de  las  cosas  hurtadas;  tales  cuales 
4Bon,  pues  la  cuantía  apreciable  de  ellas,  varia  según 
»sus  diversas  clases  y  al  decirse  en  la  sentencia  reses, 
»debió  expresaise  la  clase  de  éstas,  para  no  infringir 
»la  Ley,  á  los  fines  de  determinar  la  responsabilidad 
Dcriminal  de  los  procesados.— B. — No  es  posible  tam- 
»poco  determinar  la  sustracción  de  una  cosa,  sin  ex- 
jtpresarse  como  no  se  expresa  en  la  sentencia,  el  mo- 
»mento  de  su  realización  y  mucho  menos  apreciar  (sin 
j»poder  determinar  éste)  la  circunstancia  agravante 
•diez  y  seis  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  en  per- 
» juicio  de  los  repetidos   procesados;»  y   los  otros  dos 
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procesados  expusieron  en  su  mismo  escrito,  lo  que  4 
continuación  literalmente  se  transcribe:  crAutoriza  la 
^interposición  por  infracción  de  ley,  los  artículos  ocho- 
Mcientos  cuarenta  y  siete  y  numero  primero,  cuarto  y 
«quinto  ochocientos  cuarenta  y  nueva  de  la  Ley  de 
«Enjuiciamiento  Criminal;  y  por  quebrantamiento  de 
«forma  los  novecientos  diez  y  número  primero  del  no- 
«vecientos  once  de  la  propia  Ley,  ambos  en  relación 
«con  el  articulo  segundo  de  la  Orden  noventa  y  dos  de 
«mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  sobre  casación.  Li- 
«fracción  de  Ley. — En  la  sentencia  dictada  se  ha  in- 
«fringido  el  artículo  quinientos  treinta  y  cinco,  núme- 
«ro  primero  del  Cóaigo  Penal  en  relación  con  el  tres- 
«cientos  sesenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Criminal,  por  cuanto  que  para  que  exista  el  delito  de 
«hurto,  es  necesario  que  el  reo  haya  tomado  las  cosas 
«muebles  agenas,  sin  la  voluntad  de  su  dueño;  por  lo 
«que  ha  de  estar  justificado  la  preexistencia  é  identi- 
«dad  de  la  cosa  hurtada;  y  no  estándolo,  porque  no 
«puede  estimarse  como  tal,  un  certificado  traído  á  la 
«causa,  de  un  Eegistro  Pecuario  en  el  que  consta  ins- 
«cripto  á  nombre  de  Mazorra,  trescientas  diez  y  ocho 
«reses  sin  siquiera  determinar  fueran  bueyes,  toros  ó 
«novillos.  Y  á  mayor  abundamiento  cuando  de  la  cla- 
«se  de  éstos,  depende  su  valor,  para  exigir  la  respon- 
«sabilidad  penal  conforme  al  artículo  quinientos  trein- 
«ta  y  seis  de  dicho  Código  Penal,  no  siendo  posible 
«calificar  y  penar  por  hechos  que  se  declaran  pro'ba- 
«dos  en  términos  tan  absolutos  y  complejos. — Segim- 
«do: — Igualmente  se  ha  infringido  el  artículo  doce  del 
«Código  Penal,  atribuyéndole  á  los  procesados  Larrieu 
«y  Villalobos,  la  participación  directa  en  unos  hechos 
«que  se  desconoce  el  día  en  que  se  realizaron  y  que  la 
«sentencia  no  ha  podido  determinar  con  precisión 
«siendo  una  circunstancia  inherente  á  un  delito  el  mo- 
«mentó  que  éste  s<-  verificó,  pues  para  declarar  proba- 
«do  un  hecho  es  elemento  necesario,  fijar  persona,  co- 
«sas  (en  los  delitos  contra  la  propiedad)  y  tiempo;  y 
«faltando  alguno  de  ellos  no  es  posible  conocer  la  ver- 
«dad  y  menos  la  participación  que,  entre  varios  indi- 
«viduos,  puede  haber  tenido  cada  uno.— Tercero: — Se 
«h»  cometido  error  de  derecho  en  la  sentencia  dictada 
«estimando  la  circunstancia  agravante  de  noQtumidada 
«é  infringiéndose  por  lo  tanto  el  número  diez  y  seis  del 
«artículo  diez  del  Código  Penal,  por  indebida  aplica- 
«ción,  por  cuanto  que,  y  como  consecuencia  de  lo  an- 
«teriormente  expuesto  debió  expresarse  la  hora  en  que 
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»se  estimen  realizados  los  hechos,  pues  de  ella  nace 
'  »el  concepto  de  la  noche  para  aplicarla  como  circnns- 

^'  »tancia  agravante,  la  qne  como  tal  debe  precisarse;  y 

'^  »al  no  hacerse  no  es  posible  comprenderla  en  la  sen- 

«tencia  aumentando  la  responsabilidad  penal,  pues  si 
t  j»no  conoce  ese  momento  determinante    del  grado  de 

«penalidad  no  puede  aplicarae  la    circunstancia  agrá- 

«vante.» 

^  Causa  de  la  qubja: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  denegó  la 
admisión  de  los  expresados  recursos  por  infracción  de 
ley,  fundándose  en  que  no  se  expresa  en  ninguno  de 
ellos  con  precisión  y  claridad  del  concepto  de  la  infrac- 
ción qae  se  supone  cometida  y  no  aceptarse  en  el  in- 
terpuesto por  los  procesados  Larrieu  y  Villalobos,  los 
hechos  consignados  en  la  sentencia. 

Resultando  que  personados  los  recurrentes  é  in- 
tei-puesto  el  recurso  de  queja,  se  señaló  día  para  la 
vista,  la  cual  tuvo  efecto  el  veinte  y  tres  del  actual, 
con  asistencia  del  abogado  defensor  de  los  procesados 
qne  sostuvo  la  procedencia  de  la  queja  y  del  Ministe- 
rio Fiscal  que  se  adhirió  en  cuanto  al  tercero  de  los 
motivos  alegados  por  Larrieu  y  Villalobos,  impugnan- 
do los  demás. 

'¡  Decisión: 

i  .  Considerando    en   cnanto  al  recurso  interpues- 

to por  el  procesado  Trujillo,  que  no  expresa  con 
precisión  y  claridad  el  concepto  de  las  infracciones 
que  se  suponen  cometidas,  pues  no  basta  afirmar  que 
en  la  sentencia  hayan  dejado  de  consignarse  determi- 
nadas declaraciones  que  á  juicio  del  recurrente  son 
necesarias  para  calificar  el  delito  de  hurto  ó  apreciar 
la  circunstancia  agravante  que  estimó  la  Sala  senten- 
ciadora, para  que  se  tenga  por  expresado  en  forma  el 
concepto  de  la  infracción ;  porque  así  planteada  la 
cuestión  sin  referirse  á  los  hechos  probados  de  los 
cuales  derivó  el  Tribunal  a  quó  la  calificación  que  hizo, 
no  resulta  aquélla  propuesta  en  términos  que  permitan 
la  inteligencia  del  problema  que  se  somete  á  discusión 
y  por  tanto,  no  concurre  en  el  recurso  la  cuarta  de 
las  circunstancias  que  exijen  los  artículos  quinto  y 
séptimo  de  la  Orden  sobre  casación  para  que  pueda 
ser  admitido. 

Considerando,  que  asimismo,  son  también  inad- 
misibles los  tres  motivos  alegados  por  los  procesados 

T.  S.— 1908.— 12, 
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Lamen  y  Villalobos:  el  primero,  porque  fundando  la 
inexistencia  del  delito  de  hurto  califíeado  x)or  la  Sala 
sentenciadora,  en  que  no  se  ha  justificado  la  preexis- 
tencia é  identidad  de  la  cosa  hurtada,  por  no  ser  su- 
ficiente á  ello  un  certificado  del  R^istro  Pecuario, 
en  que  constan  inscriptas  las  reses  sustraídas;  es  in- 
dudable que  se  pretender  discutir  la  apreciación  de 
la  prueba  hecha  por  el  Tribunal  del  juicio,  lo  cual  no 
autoriza  precepto  alguno;  el  segundo,  porque  los  tér- 
minos en  que  está  expuesto,  de  suyo,  falto  de  un  con- 
cepto preciso  y  claro,  no  permiten  apreciar  el  funda> 
mentó  en  que  se  apoya;  y  por  último,  el  tercero,  es 
también  inadmisible,  por  idénticas  razones  á  las  con- 
signadas con  referencia  á  los  motivos  del  recurso 
examinado  en  el  anterior  Considerando. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  expuestos 
procede  declarar  sin  lugar  la  queja,  y  en  consecuencia 
de  esta  declaración  imponer  las  costas  á  los  recurren- 
tes, de  conformidad  á  lo  que  dispone  el  articulo  vein- 
te y  cinco  de  la  Orden  sobre  casación. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  in- 
terpuesto por  los  procesados  Bernardino  Trujillo, 
Isidro  Villalobos  y  Atanasio  Larrieu,  contra  el  auto 
dictado  por  la  Audiencia  de  Matanzas,  el  siete  de 
Agosto  óltimo;  con  las  costas  á  cargo  de  los  recurren- 
tes. —Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  fíiman  lossefiores  del  margen. — 
José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarro- 
casHorta. — Ambrosio  R.  Morales. — El  Magistrado  se- 
ñor Francisco  Noval  y  Martí  votó  en  Sala. — ^José  An- 
tonio Pichardo. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Qnqa.— Auto  168.— 31  de  Octubre  de  1902.— Hechos. 

(Gac.  Mayo  J8.) 

DOCTRINA:  Cuando  la  Sala  Sentenciadora  denie- 
£:ue  el  recurso  por  entender  que  en  éste  se  contradicen 
ó  alteran  los  hechos  probados,  debe  consignar  el  auto 
denegatiTO  cuáles  son  esos  hechos,  señalando  los  que 
resulten  contradichos  ó  alterados. 

Es  admisible  un  recurso  de  casación  en  el  que  en 
primer  término  se  sostiene  que  los  hechos  probados 
no  constituyen  delito  y  en  segundo  término,  subsidia- 
riamente, que  existe  error  en  la  calificación,  siempre 
que  se  invoquen  los  preceptos  legales  que  autorizan 
á  discutir  ambas  cuestiones. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  causa  seguida  por   prevarica- 
ción y  falsedad,  contra  José  Lanzao  Serrano  y  otros, 
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la  Aadiencia  de  Santiago  de  Caba  dictó  sentencia  con- 
denatoria con  fecha  seis  del  mes  de  Agosto  último;  y 
contra  ella  interpuso  el  Procurador  don  Augusto  Be- 
tancourt,  en  representación  de  los  procesados  José  Lan- 
zao  Serrano,  Parmenio  Mallor  y  Granados  y  José  de 
la  Torre  Hernández,  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  le}',  exponiendo  como  preceptos  autorizantes 
los  artículos  ochocientos  cuarenta  y  siete,  ochocientos 
cuarenta  y  ocho  en  su  caso  primero  y  números  uno  y 
tres  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  todos 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  citando  co- 
mo disposiciones  infringidas  el  artículo  trescientos  diez 
del  Código  Penal  en  sus  casos  segundo,  cuarto  y  quin- 
to, y  el  último  párrafo  del  mismo  en  relación  con  el 
párrafo  segundo  del  artículo  siete  de  la  orden  ciento 
cuarenta  y  ocho  de  veinte  y  ocho  de  Mayo  de  mil  no- 
vecientos UDO. 

Eesultando  que  el  recurrente  razonó  el  concepto 
de  las  infracciones  acusadas  en  los  términos  que  lite- 
ralmente se  transcriben  á  continuación: 

«En  efecto,  el  caso  dos  del  artículo  trescientos  diez 
»dice:  se  comete  falsedad,  «suponiendo  en  un  acto  la 
«intervención  de  personas  que  no  la  han  tenido.»  La 
«sentencia  apelada  dice  entre  otras  cosas  en  el  primer 
)>B.esultando  probado,  que  habiendo  co  avenido  el  rap- 
»U>T  Zaldívar  casarse  con  la  raptada,  señorita  Mir, 
«quien  también  se  prestaba  á  ello,  bajo  la  promesa  de 
I  «que  se  retiraría  el  parte  de  rapto  dado  por  su  padre, 

I  «una  vez  efectuado  el  matrimonio,  se  procedió  á  la  ce- 

«lebración  del  matrimonio,  previo  la  formación  del  co- 
«rrespondiente  expediente,  siendo  firmada  el  acta  de 
«celebración  por  los  contrayentes,  los  testigos  Riverón 
«y  Cardet,  los  testigos  de  asistencia  por  no  haber  Secre- 
«tario  en  el  Juzgado,  Torre  y  Mallo  (hoy  procesados) 
«y  el  Juez  Lanzao  igualmente  procesado.  Como-  estas 
«mismas  personas  fueron  las  únicas  que  tomaron  parte 
«en  todo  el  expediente  matrimonial,  como  los  testigos 
«del  matrimonio  Riverón  y  Juan  B.  Cardet  lo  fueron 
«también  en  el  expediente  (según  consta  de  la  senten- 
»c¡a)  que  declararon  sobre  conocimiento  de  los  contra- 
«yentes  é  impedimento,  estando  á  su  vez  presentes,  el 
«padre  y  otros  familiares  de  los  contrayentes,  impor- 
«tando  poco  para  la  resolución  de  este  caso  que  las  de- 
«claraciones  fueran  firmadas  ó  no  por  los  interesados, 
«puesto  será  objeto  de  otra  cuestión  que  estudiaré  mas 
7>adelante,  es  lo  cierto  como  consta  del  primer  resul- 
«tando  probado,  que  las  mismas  personas  que  intervi- 
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»nieron  en  el  expediente  matrimonial,  estaban  presen- 
»tes  á  la  celebración  del  matrimonio,  y  por  lo  tanto  no 
«existe  la  falsedad  á  qne  se  refiere  el  caso  dos  del  ar- 
«ticiilo  trescientos  diez  del  Código  Penal.  Respecto  al 
ahecho  probado  que  se  consigna  en  el  segundo  resal- 
)>tando  sacede  lo  mismo,  puesto  que  las  mismas  perso- 
»nas  qne  tomaron  parte  en  el  expediente  ó  sean  los 
«contrayentes  Alfredo  Arbella  y  Grenoveva  Alvarez, 
»los  testigos  Jesús  Cúrvelo  y  Juan  B.  Cardet,  junto  con 
«el  Juez  y  testigos  de  asistencia,  fueron  los  mismos 
«que  tomaron-  parte  en  el  acto  del  matrimonio,  según 
«la  sentencia  y  por  lo  tanto  no  hubo  intervención  de 
«persona  que  no  tuviera  participación  en  aquellos  ac- 
«tos.  Ahora  bien  que  en  el  expediente  aparezcan  dili- 
«gencias  sin  firmar,  declaraciones  de  testigos,  sin  fír- 
«ma  y  una  de  éstas  la  del  testigo  Juan  B.  Cardet,  pues- 
«tos  por  el  procesado  Mallo  (al  archivar  el  expediente) 
«sin  tratar  ni  imitar  la  firma  de  aquél,  todo  esto  po- 
«drá  constituir  informalidades  en  el  expediente  de  ma- 
«trimonio,  pero  nunca  falsedad,  porque  para  que  exis- 
«ta  ésta,  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 
«de  Justicia  de  España  en  sentencia  de  tres  de  Julio 
«de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  es  necesario  que 
«exista  la  malicia  ó  intención  de  causar  un  mal  ó  da- 
»ño  cualquiera,  adecuado  y  en  relación  con  la  índole 
«del  hecho  punible,  y  que  sin  dicha  malicia  ó  inten- 
«ción  falta  la  condición  interna  y  más  esencial  del  de- 
«lito:  como  los  procesados  no  persiguen  otro  fin  más 
«que  casar  á  los  que  voluntariamente  lo  querían  sin 
«que  les  impulsara  otro  móvil  es  indudable  que  no  han 
«delinquido;  viene  á  corroborar  lo  expuesto  en  otras 
«sentencias  entre  ellas  la  de  siete  de  Febrero  de  mil 
«ochocientos  ochenta  y  dos  y  quince  de  Octubre  de  mil 
«ochocientos  ochenta  y  cuatro.  Examinando  las  otras 
«dos  falsedades  que  dice  la  sentencia  han  cometido  las 
«procesados  ó  sea  la  cuarta  del  artículo  trescientos 
«diez  por  haber  faltado  á  la  verdad  en  la  na- 
«rración  de  los  hechos  y  la  cinco  del  mismo  artículo 
«por  haber  alterado  las  fechas  verdaderas,  solo  me  li- 
«mitaré  á  indicar  que  estas  falsedades  dados  los  hechos 
«que  se  declaran  como  probados  en  la  sentencia  no 
«constituye  delito:  porque  si  bien  es  cierto  que  en  los 
«dos  expedientes  de  matrimonio,  se  pusieron  á  las  de- 
«claraciones  de  los  testigos  fechas  distintas  al  día  en 
«que  la  presentaron;  que  fueron  firmadas  en  días  dis- 
«tintos  al  en  que  declararon,  que  otras  diligencias  no 
«se  firmaron,  que  los  edictos  tenían  fechas  distintas, 
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»etc.  no  es  menos  cierto  que  estas  informalidades  co- 
»metidas  por  los  procesados  de  consentir-  que  los  con- 
Dtray entes  firmaran  las  diligencias  practicadas  en  el 
^expediente  de  su  matrimonio  y  qae  los  testigos  que 
^declararon  sobre  las  generales  de  los  contrayentes 
afirmaran  en  distinto  lugar  y  con  fecha  posterior  á 
»los  en  que  aparecen  hechas  dichas  diligencias,  auto- 
brizadas  como  lo  están  por  los  mismos  funcionarios  que 
«intervinieron  tanto  en  el  expediente  como  en  el  acto 
»del  matrimonio;  es  evidente  que  no  afectan  á  lo  esen- 
»cisl  de  las  mismas,  ó  sea  á  la  realidad  6  certeza  de  la 
«ratificación  y  declaraciones  y  como  por  otra  parte  los 
«contrayentes,  testigos  y  funcionarios  que  las  autori- 
«zaron  son  los  mismos  que  autorizaron  el  acta  de  ma- 
«trimonio,  finalidad  á  que  se  dirigían  aquellas  diligen- 
«cias,  quedaron  por  lo  tanto  comprobada  con  el  acta 
«la  realidad  y  eficacia  de  unas  y  otras  diligencias 
«en  sus  conclusiones  y  efectos  esenciales:  según  así  lo 
«tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  de  España  en 
«sentencia  de  veinte  y  tres  de  Diciembre  de  milocho- 
«cientos  ochenta  y  cinco  y  principalmente  la  sentencia 
«dictada  por  nuestro  Tidbunal  Supremo  de  Justicia  en 
«veintitrés  de  Noviembre  de  mil  novecientos  uno  publi- 
«cada  en  la  Gaceta  de  treintiuno  de  Marzo  del  corriente 
«año,  página  diez  y  seis.  Ha  infringido  también  la 
«sentencia  apelada  el  último  párrafo  del  artículo  tres- 
«cientos  diez  del  Código  Penal  en  relación  con  el  pá- 
«rrafo  dos  del  articulo  siete  de  la  Orden  ciento  coaren- 
«ta  de  veinte  y  ocho  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno; 
«porque  penando  exclusivamente  esta  Orden  en  armo- 
«nia  con  el  artículo  ya  citado  trescientos  diez  «las  fal- 
«sedades  esenciales  al  caso,»  que  se  cometan  en  cual- 
«quiera  de  las  diligencias  relativas  á  la  celebración  del 
«matrimonio,  no  revisten  los  caracteres  del  delito  de 
«falsedad,  penado  en  la  sentencia  recurrida,  las  infor- 
«malidades  realizadas  por  los  procesados  lonzao,  To- 
«rres  y  Mallo  en  el  expediente  matrimonial  de  que  se 
«trata  al  extender  la  ratificación  de  los  interesados,  las 
«declaraciones  de  los  testigos,  el  consejo  para  la  cele- 
«bración  del  matrimonio,  en  distintas  fechas,  lugares 
«y  días  de  los  que  se  hacían  constar  en  el  expediente; 
«pues  siendo  como  son  ciertas  las  diligencias  relacio- 
«nadas  no  afecta  á  la  eficacia  y  validez  de  la  misma 
«como  así  lo  estatuye  la  repetida  sentencia  cubana  de 
«veinte  y  tres  de  Noviembre  de  mil  novecientos  uno, 
«Gacbta  treinta  ■  y  uno  Marzo  de  mil  novecientos 
«dos.     Por  otra  parte,  se  ha  cometido  en  la  sentencia 
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3>error  de  derecho  en  la  calificación  del  delito,  dado 
j)los  hechos  que  como  probados  se  declaran  en  la  misma; 
»poTqne  sentándose  en  ella  que  los  procesados  al  tra- 
imitar  los  expedientes  matrimoniales  objeto  de  la  pré- 
nsente causa  tuvieron  á  la  vista  otros  expedientes  que 
«existían  en  el  archivo,  evidencia  la  ignorancia  de  los 
»mismos  al  proceder  de  tal  manera  y  excluye  toda  in- 
3>tenci6n  de  delinquir  6  malicia  en  ello,  porque  es  eyi- 
Ddente  que  de  haber  sabido  que  lo  que  hadan  era  cons- 
^titutivo  de  delito,  no  hubieran  tenido  á  la  vista  estos 
«expedientes,  sino  que  los  hubieran  tramitado  con 
i>arreglo  á  las  leyes  vigentes  sobre  el  particular,  loque 
»hace  suponer  que  los  procesados  no  tenían  más  leyes 
«ni  códigos  en  el  Juzgado  Municipal  de  Sama  que  al- 
agunes que  otros  expedientes  que  sq  encontraban  allí 
Darchivados.  Debió  por  lo  tanto  la  sentencia  haber 
j'califícado  esos  hechos  que  da  como  probado  de  un  de- 
»lito  de  falsedad  en  documento  público,  por  impru- 
»dencia  temeraria,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
)>el  artículo  quinientos  noventa  y  dos  del  Código  Penal 
«aplicando  en  este  caso  la  pena  correspondiente  al 
«mismo.» 

Causa  de  queja: 

Resultando  que  el  Tribunal  sentenciador  por  auto 
del  día  diez  y  seis  de  Agosto  denegó  la  admisión  del  re- 
curso, fundándose  en  que  al  razonarse  éste  se  contradi- 
cen los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia;  y  en 
que  no  se  expresa  con  claridad  y  precisión  el  concepto 
en  que  han  sido  infringidos  los  artículos  que  se  citan, 
pues  asegurándose  en  un  principio  que  los  hechos  no 
constituyen  delito  alguno,  se  afirma  luego  que  debie- 
ron calificarse  como  falsedades  en  documento  público 
por  imprudeocia  temeraria  con  arreglo  al  artículo  qui- 
nientos noventa  y  dos  del  Código  Penal,  por  cnanto  al 
señalar  en  el  escrito  el  precepto  l^al  que  autoriza  el 
recurso,  se  citan  los  números  uno  y  tres  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  que  se  excluyen  entre  sí  por  los  casos 
á  que  uno  y  otro  se  refieren. 

Resultando  que  en  el  expresado  auto  denegatorio 
se  consigna  el  Resultando  que  seguidamente  se  trans- 
cribe;—«Resultando  que  por  sentencia  definitiva  de 
«seis  de  Agosto  se  declaró  probado,  primero,  que  el 
«día  diez  y  ocho  de  Abril  del  afío  próximo  pasado  Emi- 
«liano  Mir,  vecino  de  Bañes,  denunció-  al  Juez  Muni- 
j»cipal  de  Sama,    al  hoy  procesado  José  Lanzao  Se- 
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))rTano,  que  su  menor  hija  ConcepciÓD  Mir,  había  aban- 
«donado  su  casa  marchándose  con  José  Zaldivar  con 
»el  que  llevaba  relaciones  amorosas  por  lo  que  Lanzao 
«ordenó  la  prisión  de  é^te,  que  fué  llevada  á  cabo  por 
»el  Guardia  Juan  B.  Cardet  que  lo  condujo  al  Juzgado 
«Municipal  al  día  siguiente  diez  y  nueve,  presentándo- 
«se  al  propio  tiempo  la  raptada,  su  padre  y  otros  fa- 
«miliares,  conviniendo  entonces  Zaldivar,  casarse  con 
«la  Mir,  que  también  se  prestaba  á  ello  bajo  la  prome- 
«sa  de  que  retirarían  el  parte  una  vez  efectuado  el  ma- 
«trimonío:  presente  en  este  acto  José  de  la  Torre  Her- 
«nández  que  actuaba  en  este  Juzgado  como  testigo  de 
«asistencia  por  no  haber  Secretario  y  el  otro  procesado 
«Ramón  Rodríguez  que  era  llamado  algunas  veces  co- 
«mo  escribiente  particular  sin  carácter  oficial  alguno 
«y  no  estando  allí  Lanzao  ni  el  otro  procesado  Paime- 
«nio  Mallo,  procedieron  en  el  citado  día  diez  y  nueve 
«de  Abril  á  instruir  el  expediente  sobre  matrimonio, 
«dictando  el  primero  con  vista  de  otros  expedientes 
«que  existían  en  el  archivo  y  escribiendo  el  segundo 
«como  amanuense  que  era,  dejándolo  terminado  el  mis- 
«mo  día  y  el  que  confeccionaron  haciendo  una  instancia 
«á  nombre  de  la  Mir  y  Zaldivar  solicitando  contraer 
«matrimonio  y  ofreciendo  dos  testigos  para  acreditar 
«su  naturaleza  y  estado  á  la  que  pusieron  fecha  cuatro 
«de  Abril,  sin  firma  y  á  continuación  una  providencia 
«del  propio  día  disponiendo  la  ratificación  y  examen  de 
«testigos,  sin  firma;  una  declaración  de  la  propia  fecha 
«prestada  por  Amelio  Riverón  sin  firmar;  otra  del  pro- 
«pio  día  á  nombre  de  Juan  B.  Cardet  firmada  por  el  pro- 
«cesado  la  Torre,  una  citación  del  día  cuatro  sin  firmar 
«la  ratificación  de  los  contrayentes,  fechada  el  cinco  sin 
«firmar  y  dil'gencia  de  este  día  haciendo  constar  que  se 
«habían  fijado  los  edictos,  que  no  se  firmó  y  con  fecha 
«diez  y  nueve  aparecen  una  certificación  haciendo 
«constar  que  cumplido  el  término  de  los  edictos  no  se 
«había  presentado  denuncia  de  impedimento;  provi- 
«dencia  ordenando  la  celebración  del  matrimonio  x)or 
«no  haber  impedimento  y  ser  bastantes  los  documen- 
«tos  y  pruebas  presentadas  sin  firmar  y  un  edicto  que 
«también  carecía  de  firma.  Formado  así  el  expedien- 
»te  se  presentaron  al  siguiente  día  veinte  de  Abril  los 
«contrayentes  al  Juez  Lanzao  expresándole  que  desea- 
«han  contraer  matrimonio  que  el  expediente  se  había 
«instruido  el  día  anterior  y  éste  después  de  autorizar 
«con  su  firma  el  expediente  en  todas  sus  partes  menos 
«en  la  solicitud  y  diligencia  en  que  constaba  la  publi- 
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))caci6n  de  edicto,  procedió  á  la  celebración  del  acto  le- 
))vantándose  acta  que  firmó  con  los  testigos  RiyerÓD  y 
»Cardet,  los  contrayentes,  los  testigos  de  asistencia  la 
»Torre  y  Mallo,  firmando  este  último  también  en  ese 
»acto  las  actuaciones  que  componían  el  expediente,  pn- 
»so  al  pie  de  la  solicitud  de  matrimonio  las  firmas  de 
»Zaldívar  y  de  Concepción  Mir  y  al  final  de  la  declara- 
»ción  Cardet  la  firma  de  éste  sin  tratar  de  imitarlas, 
ttbaciéndose  constar  en  el  acta  de  referencia  &  la  que 
»pusieron  íecba  diez  y  nueve  de  Abril  que  se  babian 
«publicado  los  edictos  y  firmado  el  expediente  con  los 
))diligencias  y  documentos  exigidos  por  la  Ley:  efec- 
)>tuado  el  matrimonio,  el  Juez  Lanzao  puso  en  libertad 
)'&  Jo8é  Zaldivar,  entregó  la  denuncia  á  su  producen- 
))te,  dejando  de  promover  maliciosamente  las  oportu- 
»nas  diligencias,  faltando  con  esto  á  las  obligaciones 
wíjue  le  imponían  su  cargo  de  Juez  Municipal.  Segun- 
)>do:  Que  con  fecha  diez  y  nueve  de  Abril  de  mil  nove- 
«cientos  uno,  el  Alcalde  de  Barrio  de  Bañes,  remitió 
«al  procesado  José  Lanzao  como  Juez  Municipal  de 
»Samá,  en  calidad  de  detenido  á  Alfredo  Arbella  acusa- 
ndo del  rapto  de  Generosa  Alvarez,  asi  como  á  ésta  y 
»la  denuncia  presentada  por  su  padre  Manuel  Alvarez 
«y  después  de  instruidas  con  fecha  veinte  de  Abril  al- 
«gunas  diligencias  en  averiguación  de  los  hechos;  el 
«procesado  José  de  la  Torre  testigo  de  asistencia  del 
«Juzgado  por  falta  de  Secretario  y  el  otro  procesado 
«Ramón  Rodríguez  como  escribiente  sin  carácter  ofi- 
«cíal  alguno  procedieron  á  instruir  el  expediente  sobre 
«matrimonio,  dictando  el  primero  con  vista  de  otros 
«expedientes  que  existían  en  el  archivo  y  escribiendo 
«el  segundo  como  simple  amanuense,  el  que  quedó  ter- 
«minado  en  el  propio  día  y  fué  confeccionado  haciendo 
«una  instancia  á  nombre  de  Arbella  y  la  Alvarez  soli- 
«citando  contraer  matrimonio  y  ofreciendo  dos  testi- 
«gos  para  acreditar  la  natu raheza  y  estado  de  los  con- 
«traj'entes  lo  que  no  firmaron  éstos;  una  providencia 
«disponiendo  la  ratificación  y  prueba  de  testigos,  sin 
«firma;  declaración  prestada  por  el  testigo  Jesús  Cur- 
«velo  con  la  firma  de  José  de  la  Torre  solamente; 
«declaración  del  testigo  Juan  B.  Cardet,  sin  firmar;  ci- 
«tadón  de  los  interesados  sin  firmar;  ratificación  de  los 
«solicitantes,  sin  firmar;  diligencia  ha<;iendo  constar 
«<iue  se  fijasen  los  edictos  y  un  edicto  sin  firma;  todo 
«lo  cual  lleva  fecha  veinte  de  Abril.  En  el  mismo  día 
«veinte,  presentes  los  contrayentes  ante  el  Juez  Lan- 
«zao  que  estaba  enterado  de  la  forma  y  tiempo  en  que 
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»se  había  hecho  el  expedienté,  los  testigos  Jesús  Cur- 
jívelo  y  Juan  B.  Cardet  y  los  testigos  de  asistencia 
»Mallo  y  Torres  se  procedió  á  la  celebración  del  ma- 
»trimonio,  levantándose  acta  que  firmaron  todos  los 
^mencionados  en  la  que  se  hizo  constar  que  se  habían 
«publicado  los  edictos  y  firmado  el  expediente  con  las 
«diligencias  y  documentos  exigidos  por  la  Ley:  en  este 
»acto  el  procesado  Lanzao  firmó  todas  las  actuaciones 
«del  expediente,  incluso  la  solicitud  de  matrimonio  no 
«estampándola  al  pie  de  la  declaración  que  aparecia 
«como  de  Jesüs  Cúrvelo  y  Parmenio  Mallo  firmó  tam- 
i-bién  las  actuaciones  menos  la  última  mencionada. 
«Terminado  el  matrimonio,  se  archivaron  las  diligen- 
«cias  junto  con  el  expediente,  habiendo  dejado  el  Juez 
«Lanzao,  maliciosamente  de  continuar  la  investigación 
«y  elevar  lo  actuado  al  Juez  de  Instrucción,  con  lo  que 
«faltó  á  la  obligación  que  le  imponía  su  cargo  de  Juez 
«Municipal.» 

Resultando  que  contra  tal  resolución  se  anunció  é 
interpuso  por  José  Lanzao  Serrano  y  consortes  recur- 
so de  queja  que,  sustanciado  en  forma,  ha  sido  visto 
el  día  veinte  y  cuatro  del  corriente,  habiendo  informa- 
do en  el  acto  él  abogado  de  oficio  representante  de  los 
recurrentes  y  el  del  Ministerio  Fiscal  sosteniendo  am- 
bos la  procedencia  del  recurso. 

Decisión: 

Considerando  que  de  la  comparación  de  los  razo- 
namientos del  recurso  con  los  hechos  que  se  consignan 
como  declarados  probados,  no  aparece  que  exista  la 
contradicción  de  estos  estimada  por  la  Sala  sentencia- 
dora y  que  debió  la  misma  haber  señalado  ó  concreta- 
do al  fundarse  en  ella  para  denegar  el  recurso. 

Considerando  que  tampoco  es  procedente  el  otro 
fundamento  de  la  denegatoria,  porque  el  concepto  de 
las  infracciones  acusadas  ha  sido  expuesto  por  la  parte 
recurrente  con  claridad  y  precisión;  sin  que  obste  á 
ello  en  modo  alguno  que  se  sostenga  en  primer  térmi- 
no la  no  existencia  del  delito;  y  en  segundo  término 
error  en  su  calificación,  citándose  como  preceptos  au- 
torizantes de  la  discusión  de  los  errores  cometidos  á 
su  juicio,  los  números  uno  y  tres  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal;  puesto  que  en  realidad  los  recurrentes  ale- 
gan dos  motivos  expuestos  con  la  debida  separación,  y 
subsidiario  el  segundo  de  ellos,  según  la  misma  forma 
-de  su  exposición. 
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CoDsiderando  que,  en  consecuencia  es  de  estimar- 
se con  lagar  el  presente  recurso  de  queja. 

Se  declara  haber  lugar  al  recurso  de  queja  esta- 
blecido por  D.  José  Lanzao  y  Serrano,  D.  Parmenio 
Mallo  Granados  y  D.  José  de  la  Torre  Hernández  con- 
tra el  auto  de  diez  y  seis  de  Agosto  último,  dictado  por 
la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  denegatorio  de  la 
admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  dichos  recurrentes  en  la  causa  referi- 
da al  principio;  y  cúmplase  por  dicha  Audiencia  con 
lo  dispuesto  en  el  articulo  diez  de  la  Orden  sobre  casa- 
ción. Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— Rafael  Cruz  Pérez. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Qnqa.— Ante  170.— 31  de   Octubre   de  1902.— Hechos, 

(  Gae.  Mayo  18, ) 

DOCTRINA:  No  se  contradicen  los  liecbos  decla- 
rados probados  y  por  consiguiente  rio  es  motivo  para 
negar  la  admisión  de  un  recurso  el  que  el  recurrente 
sostenga  que  la  Sala  sentenciadora  no  lia  tenido  en  los 
hechos  probados  elementos  para  calificarlos  de  delito; 
porque  esta  cuestión  atañe  al  fondo  del  recurso  y  no 
puede  ser  examinada  en  el  trámite  de  admisión. 

Antecbdbntks: 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  de  Pinar  del  Rio,  por  falsedsul  en  do- 
cumento oficial,  contra  Manuel  Sánchez  Somoano,  la 
Audiencia  de  Pinar  del  Eio  dictó  sentencia  en  veinte 
y  nueve  de  Aj^osto  último,  por  la  cual  condenó  al  re- 
ferido Somoano  en  la  pena  de  tres  anos,  cuatro  meses 
y  un  día  de  suspensión  de  todo  cargo  público  y  multa 
de  trescientas  veinte  y  cinco  pesetas,  como  autor  de 
un  delito  de  expedición  de  certificación  falsa  compren- 
dido en  el  artículo  trescientos  veinte  del  Código  Pe- 
nal. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación de  Somoano  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  citando,  como  precepto  autorizante 
del  mi«mo,  el  número  primero  del  artículo  ochocien- 
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tos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal y  alegando  que  se  ha  infringido  en  la  sentencia 
recurrida  el  artículo  trescientos  veinte  del  Código  Pe- 
nal, en  el  concepto  de  que  ésta  declara  probado  que 
«Francisco  Carrera,  vecino  entonces  de  San  Luis  y 
«yerno  de  Gonzalo  Alfonso  Lamerens  se  presentó  solo 
»á  Manuel  Sánchez  Somoano  Alcalde  en  esa  época  del 
«barrio  Palizadas  en  dicho  término  Municipal  y  ha- 
ubiendo  manifestado  que  había  camprado  á  su  expresado 
»»uegro  diez  y  seis  animales  vacunos  y  una  muía  cuyos  hie- 
»rros  y  colores  detalló ,  éste  expidió  al  mencionado  Carrera 
aun  pase  de  tránsito  para  conducir  los  referidos  animales  á 
»su  domicilio,  expresando  en  ese  documento  que  ba- 
rbián sido  adquiridos  por  compra  á  Gonzalo  Alfonso, 
»lo  cual  no  era  cierto,  y  aparte  de  que  los  pases  de 
«tránsito  no  son  ni  por  su  redacción,  ni  por  lainstruc- 
»ción  para  el  Registro  de  la  Propiedad  Pecuaria  de 
«trece  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta,  ni  por  la 
«Orden  Militar  número  trescientos  cincuenta  y  tres  de 
«mil  novecientos  que  ahora  regula  esa  materia,  otra 
«cosa  que  simples  documentos  que  con  vista  de  los  li- 
«bros  de  ese  Registro  á  su  cargo,  mediante  ciertas  for- 
«malidades,  pueden  expedir  los  Alcaldes,  no  declara n- 
«dose  probado  en  la  sentencia  que  los  animales  á  que 
«ese  pase  se  refería  estuviesen  inscriptos  en  el  Regis- 
«tro  pecuario  de  Palizadas  á  nombre  de  Gonzalo  Al- 
«fonso,  ni  tampoco  que  este  Alcalde  al  expedirlos  hu- 
«biere  dado  de  baja  en  el  Registro  Respectivo,  según 
«dispone  el  artículo  diez  de  la  repetida  Instrucción  de 
«trece  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta,  esos  aui- 
«males  que  de  la  sentencia  no  consta  estuviesen  ins- 
«criptos  allí  á  nombre  de  Gonzalo  Alfonso,  resulta 
«evidente  que  la  expedición  de  ese  documento  por  el 
«Alcalde  de  Palizadas  en  nada  ha  afectado  ni  á  la  so- 
«lemnidad  del  Registro  Pecuario  ni  á  los  particulares 
«intereses  de  Gonzalo  Alfonso  y  sin  estos  requisitos  no 
«puede  existir  legalmente  ningún  delito  de  falsedad, 
«ya  que  esa  falsedad  existiría  cuando  constando  dn 
«los  libros  del  Registro  Pecuario  una  inscripción  de 
«animales,  el  Alcalde,  refiriéndose  á  ese  asiento  hu- 
«biese  certificado  cosa  distinta  á  la  verdad  que  allí 
«apareciera  y  como  la  sentencia  asegura  que  Sánchez 
«Somoano  sin  más  requisitos  que  la  simple  manifesta- 
«ción  que  el  Carrera  le  hiciera,  le  expidió  el  pase  que 
«solicitaba.,  no  está  probado  que  Sánchez  Somoano  fal- 
«seara  la  inscripción  á  que  el  pase  se  refiere  ni  sobre 
«ella  nada  certifica,  en  caso  de  existir.» 
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Causa  db  la  queja: 

Resultando  que  por  auto  once  de  Septiembre  la 
expresada  Audiencia  denegó  la  admisión  del  recurso, 
fundada  en  que  «de  los  hechos  probados  se  deduce  c'a- 
«ramente  que  en  los  libros  del  Registro  Pecuario  esta- 
»ba  inscripta  la  propiedad  de  los  animales  á  favor  de 
«Gonzalo  Alfonso  Lamerens,  toda  vez»— se  agrega  en 
)>el  auto—  «que  al  Carrera  Calderón,  para  obtener  el 
«pase  falso  que  le  expidió  el  Alcalde  de  Barrio,  le  fué 
«preciso  suponer  que  se  los  había  vendido  el  mencio-  • 
«nado  Alfonso,  circunstancias  que,  para  la  expedición 
«de  dicho  pase,  tuvo  absoluta  necesidad  de  corroborar 
«el  procesado,  teniendo  á  la  vista  los  libros  deinscrip- 
«ción;  y  que,  por  consiguiente,  la  Sala» — afiade  el  mis- 
»mo  auto — «al  estimar  los  hechos  declarados  probados 
«como  constitutivos  de  un  delito,  depuró  en  su  apre- 
«ciación  todos  los  elementos  que  supone  no  cumplidos 
«el  recurrente,  y  penó,  desde  luego,  como  tal  delito  el 
«hecho  realizado  por  el  procesado,  en  cuya  virtud  el 
«error  de  derecho  que  sirve  de  fundamento  al  recurso 
«no  está  dentro  del  número  citado  del  artículo  ocho- 
«cientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
«to  Criminal,  y,  cuando  falta,  como  en  el  presente  ca- 
«so,  esta  congruencia  entre  la  infracción  legal  recla- 
«mada  y  la  cita  del  número  del  articulo  de  la  Ley  que 
«autoriza  el  recurso,  éste  no  es  admisible.» 

Resultando  que  contra  el  relacionado  auto  recu- 
rrió en  queja  ante  este  Tribunal  Supremo  el  procesa- 
de;  celebrándose  la  vista  pública  relativa  al  caso  en 
veinte  y  cuatro  del  corriente,  con  asistencia  del  abo- 
gado de  oficio,  en  turno,  como  representante  y  defen- 
sor del  recurrente,  sosteniendo  en  el  acto  la  proceden- 
cia de  la  queja  entablada,  y  del  Ministerio  Fiscal,  que 
se  adhirió  á  ella. 

Decisión  db  la  queja: 

Considerando  que  las  razones  dadas  por  la  Au- 
diencia de  Pinar  del  Río  para  denegar  la  admisión  del 
recurso  de  casación  aludido,  tienden  á  demostrar  que 
tuvo  fundamentos  bastantes  para  apreciar  que  el  he- 
cho que  declara  probado  en  su  sentencia  constituye 
un  delito,  y  partiendo  de  este  supuesto  es  que  sustenta 
en  el  auto  reclamado  de  once  de  Septiembre  último, 
que  existe  incongruencia  entre  la  infracción  de  ley, 
alegada  en  aquel  recurso,  y  la  cita  que  en  el  mismo  se 
hace  del  número  primero  del  artículo  ochocientos  cua- 
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renta  y  nueve  de  la  Lrey  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
como  precepto  legal  que  aqtoriza  á  interponerlo; 

Considerando  que  la  demostración  contraria,  á 
saber  la  de  que  el  hecho  de  autos  no  constituye  delito  es 
la  que  sirve  precisamente  de  base  fundalmental  al  ex- 
presado recurso  de  casación,  interpuesto  asi  en  perfec- 
ta congruencia  con  el  citado  número  primero;  y.  por 
tanto,  al  denegarla  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  la 
admisión  del  propio  recurso,  dio  evidentemente  motivo 
legal  al  de  queja,  objeto  de  las  presentes  actuaciones; 

Considerando,  finalmente,  lo  dispuesto  en  la  últi- 
ma parte  del  artículo  veinte  y  tres  de  la  Orden  noven- 
ta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve: 

Re  declai*a  con  lugar  el  recurso  de  queja  establecido 
por  Manuel  Sánchez  Somoano,  contra  el  auto  de  once 
de  Septiembre  próximo  pasado,  denegatorio  de  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  mis- 
mo Somoano  en  la  referida  causa;  sin  especial  conde- 
nación de  costas.  Y,  en  consecuencia,  cúmplase  con 
lo  que  previenen,  respecto  del  caso,  los  artículos  oelio 
y  diez  de  la  citada  Orden.     Comuniqúese,  etc. 

Así  lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  qne 
al  margen  se  expresan. — Eafael  Cruz  Pérez. — Jo?é 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Silverio  Castro,    Se- 


cretario. 


ftuejja.— Auto  171.— 31   de  Octubre  de  1902.— Precepto 
autorizador.  (  Oac.  Mayo  18, ) 

DOCTRINA;  No  puede  scr\'ir  de  fundamento  para 
negar  la  admisión  de  un  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento dé  forma  el  afirmar  la  Sala  sentencia^' 
dora  que  no  existe  la  falta  contra  la  cual  se  reclama, 
porque  esta  cuestión  afecta  al  fondo  del  recurso  y  no 
es  de  la  competencia  de  dicha  Sala. 

Bs  inadmisible,  por  no  estar  autorizado  por  ningún 
precepto  legal,  un  recurso  de  casación  en  el  que  se  im- 
pugne la  calificación  de  probado  hecho  por  la  Sala 
sentenciadora  respecto  de  los  hechos  consignados  en 
la  sentencia. 

Antecedentes: 

Resaltando  que  en  la  causa  seguida  por  hurto 
contra  Juan  Gutiérrez  Rodríguez,  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba  dictó  sentencia  definitiva  condenan- 
do á  aquél,  como  autor  del  hurto  de  una  muía,  á  las 
penas  correspondientes  y  á  indemnizar  al  perjudica- 
do Luis  Ros  en  la  cantidad  de  sesenta  y  cinco   pesos. 


Digiti 


zedby  Google 


190  boletín  legislativo. 


Recurso  denegado: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso 
dicho  procesado  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma;  que  dice  autorizado  por  el  caso  se- 
gundo del  articulo  novecientos  doce  y  sus  concordan- 
tes de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  manifes- 
tando haberle  sido  imposible  reclamar  la  subsanación 
de  la  falta  cometida  porque  la  notó  cuando  había  tras- 
currido el  plazo  que  para  ello  concede  el  artículo  cien- 
to sesenta  y  uno  de  la  Ley  citada,  y  expresando  que 
el  quebrantamiento  cometido  en  la  sentencia  consiste 
en  haberse  dejado  de  resolver  en  ella  que  el  señor  Ros, 
que  se  dice  dueño  de  la  muía  huitada,  acredita  su 
propiedad  cod  un  pase  de  tránsito  de  un  animal  de 
aquella  especie,  expedido  por  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad Pecuaria  eu  fecha  muy  postei-ior  á  la  en  que  se 
supone  cometido  el  huii»;  y  además,  las  marcas  de  la 
mala  que  aparece  en  dicho  documento  es  distinta  de 
las  que  presenta  la  que  fué  ocupada  y  reconocida  peri- 
cialmente, de  lo  cual  resulta  que  no  es  la  misma. 

Causa  de  la  queja. 

Resultando  que  la  Audiencia  por  auto  de  cuatro 
de  Septiembre  último  denegó  la  admisión  del  recurso, 
fundándose  en  que  no  existe  la  infracción  alegada  por 
el  recurrente,  puesto  que  al  condenársele  como  autor 
del  delito  de  hurto  de  la  muía  perteneciente  al  señor 
Luis  Ros,  se  excluye  la  certeza  de  su  aserto  de  haberla 
comprado  á  otra  persona,  y  aparte  de  esto,  por  no  ha- 
berse reclamado  la  subsanación  de  la  falta  que  se  ale- 
ga en  la  forma  que  determina  el  artículo  ciento  sesen- 
ta y  uno  de  la  Ley  de  Eojuiciamiento  Criminal;  y  que 
el  procesado  anunció  ó  interpuso  en  tiempo  y  forma 
recurso  de  queja  contra  dicha  resolución,  habiéndose 
celebrado  la  vista  pública  respectiva  con  asistencia 
del  defensor  del  recurrente  y  del  Ministerio  fiscal  que 
sostuvieron  la  procedencia  de  la  queja. 

Decisión: 

Considerando  que  los  fundamentos  en  que  la  Au- 
diencia se  ha  apoyado  para  denegar  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  son  indudablemente 
improcedentes,  puesto  que  eu  el  primero  de  ellos  so 
refiere  el  fondo  del  recurso;  al  estimar  que  no  existe 
la  falta  que  en  el  mismo  se  alega,  lo  cual  no  es  de  la 
competencia  de  aquel  Tribunal,  y  en  cuanto  al  segun- 
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do  no  se  tuvo  en  cuenta,  que,  si  bien  el  recurso  de  ch- 
sación  que  se  fundo  en  el  quebrantamiento  de  forma 
del  número  segundo  del  artículo  novecientos  doce  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  es  por  regla  ge- 
neral, inadmisible,  si  no  se  ha  reclamado  la  subsana- 
ción  de  la  falta  por  el  medio  que  autoriza  el  artículo 
ciento  sesenta  y  uno  de  dicha  Ley,  tal  reclamación  no 
podía  exigirse  en  el  presente  caso  dada  la  índole  de 
las  alegaciones  expuestas  por  el  recurrente  en  apoyo 
de  su  recurso,  las  cuales  solo  tienden  á  impugnar  la 
apreciación  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala  sentencia- 
dora y  á  pretender  que  no  se  estime  probado  un  he- 
cho que  en  la  sentencia  se  declara  como  tal. 

Considerando  que  no  obstante  lo  expuesto,  y  por 
esa  misma  circunstancia  últimamente  aludida,  el  re- 
curso de  casación  establecido  por  Gutiérrez,  es  verda 
deramente  inadmisible,  poi-que,  invocándose  como  au- 
torizante del  mismo  el  citado  número  segundo  del 
artículo  novecientos  doce  de  la  Ley  procesal,  no  se 
expresa,  conforme  á  dicho  precepto,  que  en  el  fallo 
haya  dejado  de  resolverse  algún  punto  de  los  sosteni- 
dos por  las  partes,  que  debiera  ser  objeto  de  aquél  si- 
no que  únicamente  se  esfuerza  el  recurrente  en  demos- 
trar que  no  esta  probado  un  hecho  que  en  la  senten- 
cia se  estima  como  cierto,  lo  cual  no  puede,  con  arre- 
glo á  la  ley,  servir  de  fundamento  á  un  recurso  de 
casa<;ión  de  ninguna  clase:  y  en  tal  concepto  la  queja 
interpuesta  debe  ser  desestimada  imponiéndose  las 
costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  establecida  por  Juan 
Gutiérrez  Rodríguez  contra  el  auto  que  denegó  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación  á  que  se  ha  hecho  r(»- 
ferencia,  con  las  costas  {\  cargo  del  recui  rente.  Co- 
muniqúese, etc.  Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen. — Rafael  Cruz  Pérez.  -José  Antonio 
Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Calarrocas  Ilorta. — 
Ambrosio  R.  Morales. — Sil verio  Castro,  Scíretario. 


Impugnación.— Auto  172.— 4  de  NoT;iembre  de  1902.— 

Hechos.   (G'ac.  Aíayo  18,) 

DOCTRINA:  No  procede  admitir  tin  recurso  df 
casación  por  infracción  de  ley  en  el  que  se  contradicen 
lo9  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  recu- 
rrida. ^ 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  cauFa  seguida,  por  el  delito  de 
violación,  contra de  oficio  de  campo,  natural  y  ve- 
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ciño  de ;  la  Audiencia  de dictó  sentencia  con 

fecha  treinta  y  uno  de  Julio  del  comente  año;  y  por 
ella  condenó  al  procesado  como  autor  de  un  delito  de 
violación  de  una  mujer  privada  de  su  razón,  sin  cir- 
custancias.  modificativas,  á  la  pena  de  catorce  años, 
ocho  meses  y  un  dia  de  prisión  temporal,  accesorias  de 
inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda  su  extensión 
y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y  otro  tanto  más  que  empezará 
á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  aquélla  y  pago  de 
costas,  con  abono  de  la  mitad  del  tiempo  de  la  preven- 
tiva sufrida,  é  indemnización  de  dos  mil  pesetas  á  la 
ofendida. 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  contiene  el 

siguiente: — «Resultando  probado  que  el  procesado 

«aprovechándose  de  la  falta  de  completa  razón,  maní- 
»festada  por  la  imbecilidad  ó  idiotismo  en  que  se  en- 
»contraba  desde  el  bl(  queo,   la  joven  de  diez  y  ocho 

waños,  con  apariencias  de  solo  doce ,  á  la  que  por 

))vía  de  distracción  se  le  permitía  pasearse  sola  por  la 
))arboleda  de  la  ñnca  de  su  padre  colindante  con  la  que 

«ocupaba yació   con  ella  mediante  amenazas   de 

«muerte  y  empleo  de  violencia,  obligándola  después, 
«con  iguales  amenazas  á  que  cohibitara  con  él  en  otras 
«distintas  ocasiones  y  lugares  de  la  propia  ñnca,  sien- 
»db  el  resultado  de  dichos  actos  carnales,  el  embarazo 
«de  la  referida  joven  y  el  parto  de  un  nifío  que  falle- 
«ció  de  raquitismo  á  los  diez  y  ocho  días  de  nacido.» 

Recurso  admitido: 

Resultando  que  contra  el  fallo  referido  interpuso 
el  representante  de recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  expresando  que  autoriza  el  recurso  el  nú- 
mero tercero  de  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  citando  como  dis- 
posiciones infringidas  ios  artículos  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  tres  en  su  número  segundo  y  cuatrocientos 
cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal,  el  primero  por 
indebida  aplicación  y  el  segundo  por  falta  de  ella,  ex- 
pone el  concepto  de  la  infracción  en  los  términos  que 
so  transcriben:  «El  Resultando  primero  de  la  senten- 
«cia  entre  otras  cosas  dice  que  la  violada  es  de  diez  y 
«ocho  años,  con  apariencias  de  doce,  y  que  el  procesa- 
»do  yació  con  ella  meáiante  amenazas  de  muerte  y 
«empleo  de  violencia,  dando  por  resultado  el  embara- 
»zo  de  la  referida  joven,  y  el  nacimiento  del  niño.  Es 
«visto  que  al  tenor  de  como  se  refieren  los  hechos  cien- 
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Atífícamente  considerados  no  es  posible  admitir  los  com- 
j»prendidos,  en  el  espíritu  y  letra  de  los  preceptos  con- 
vtenidos  en  el  artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres 
•Código  Penal  invocado  en  la  sentencia  recurrida.  Co- 
«mo  fundamento  de  lo  expuesto  anteriormente  basta 
»fi jarse  en  lo  imposible  de  que  una  persona  que  nació 
j»en  dos  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta,  ten- 
»ga  apariencia  de  doce  años  de  edad.  También  cienjbí- 
j»fícamente  no  es  admisible  que  cuando  la  mujer  yace 
«con  algún  hombre  contra  su  voluntad  ejerciendo  vio- 
i»lencia  en  ella  sin  que  la  misma  preste  ésta  y  por  tanto 
»su  naturaleza  para  el  acto,  dé  como  resultado  el  em- 
Dbarazo  y  el  parto  consiguiente.  Con  todo  lo  expuesto 
»esta  defensa  estima  que  los  hechos  declarados  proba- 
»dos  están  comprendidos  en  el  artículo  cuatrocientos 
«cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal  y  que  son  consti- 
«tutivos  del  delito  definido  en  el  mismo;  y  que  la  pena 
«no  es  la  de  catorce  años,  ocho  meses  y  un  día  de  re- 
»cluRÍón  temporal  sino  la  de  arresto  ma^'or  como  dis- 
«pone  el  párrafo  tercero  del  citado  artículo  en  el  grado 
«correspondiente  en  consideración  á  no  existir  circuns- 
«taucias  modificativas  apreciables. » 

Fundamentos  dk  la  impugnación: 

Resultando  que,  admitido  el  recurso,  el  Ministerio 
Fiscal  durante  su  sustanciacióu  en  este  Tribunal  Su- 
premo impugnó  su  admisión,  alegando  como  funda- 
mento que  el  recurrente  no  acepta  los  hechos  declara- 
dos y  en  vez  de  ello,  establece  otros  para  sostenerlos 
por  lo  que  ha  dejado  de  cumplir  el  requisito  más  esen- 
cial que  exigen  todos  los  números  del  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal; 
y  en  tal  virtud  pidió  se  declarase  mal  admitido  el  re- 
curso. 

Resultando  que  el  día  veintiocho  del  mes  de  Octu- 
bre se  celebró  la  vista  de  la  cuestión  previa  suscitada, 
habiendo  informado  en  dicho  acto  el  representante  del 
Ministerio  Fiscal  y  el  abogado  de  oficio  en  represen- 
tación y  defensa  del  recurrente,  sost<eniendo  el  prime- 
ro su  pretensión  y  oponiéndose  á  ella  el  segundo. 

Decisión: 

Considerando  que  los  razonamientos  de  las  infrac- 
ciones alegadas  en  el  presente  recurso  no  descansan  ó 
se  apoyan  en  los  hechos  declarados  probados  por  la 
sentencia  recurrida,  pues  lejos  de  aceptarse  éstos  en 
su  integridad  no  solo  se  prescinde  en  absoluto  de  un 

T.  3.-1903,-13. 


Digiti 


zedby  Google 


194  boletín  legislativo. 


elemento  de  hecho  tan  esencial  para  la  calificación  del 
delito,  como  lo  es  la  imbecilidad  de  la  ofendida,  sino 
que,  además,  todo  el  razonamiento  tiende  á  combatir 
la  apreciación  de  la  prueba  tal  como  la  estimó  la  Sala 
sentenciadora  respecto  de  los  otros  extremos  de  hecho 
también  declarados  probadcs,  y  que  es  visto  se  con- 
tradicen. 

Considerando  que  el  error  cuya  discusión  autoriza 
el  número  tres  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  al  am 
paro  del  cual  se  ha  interpuesto  este  recurso,  es  el  que 
haya  podido  cometerse  en  la  calificación  de  los  hechos 
declarados  probados  en  la  sentencia;  y  que  como  no 
es  tal  el  error  que  se  acusa  por  el  recurrente,  ya  que 
prescinde  de  unos  hechos  probados  y  contradice  otros: 
es  visto  que  la  cuestión  que  plantea  no  se  halla  auto- 
rizada realmente  por  el  precepto  citado  como  autori- 
zante. 

Considerando  que  no  habiéndose  cumplido  en  el  es- 
crito de  interposición  del  recurso  con  el  requisito  ter- 
cero del  articulo  cinco  de  la  Orden  sobre  casación,  y 
no  concurriendo,  por  tanto,  la  tercera  de  las  circuns- 
tancias requeridas  por  el  articulo  siete,  debió  la  Sala 
sentenciadora  denegar  la  admisión  conforme  lo  pre- 
viene el  artículo  once  de  la  precitada  Orden. 

Considerando  que  no  habiéndolo  hecho  así,  é  im- 
pugnado por  ello  como  ha  sido  por  el  Ministerio  Fis- 
cal la  admisión  y  procedente  por  los  fundamentos  que 
quedan  consignados  dicha  impugnación,  corresponde 
que  este  Tribunal  Supremo,  de  conformidad  con  el  nú- 
mero dos  del  artículo  treinta  y  cuatro  de  la  tantas 
veces  aludida  orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  declarar  mal  admitido  el  recurso. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 

infracción  de  ley,  interpuesto  por  

contra  la  sentencia  dictada  en  treinta  y  uno  de 

Julio  de  este  año  por  la  Audiencia  de 

en  la  causa  referida  al  principio,  sin  especial  conde- 
nación de  costas.  Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  An- 
tonio Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Hor- 
ta.— Ambrosio  R.  Morales. — Silverio  Castro,  Secre- 
tario. 
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Impugnación.— Auto  173.-5  de  Nordembre  de  1902.— 
Precepto  antorizador.    ( Gac,  Mayo  18. ) 

DOCTRINA:  No  procede  admitir  un  recurso  por 
infracción  de  ley  fundado  ca  el  caso  1?  del  artículo  S49 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  cuando  la  cuea^ 
tión  que  »e  plantea  se  refiere  á  error  de  calificación  del 
delito,  j  no  en  la  inexistencia  de  éste  ó  en  no  ser  pe- 
nable. 

ANTKCHDENTK8: 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  de  Bejucal  seguida  á  Eaíael  Pérez  Eche- 
garráa  como  procesado  por  robo,  la  Sección  segunda 
(le  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na dictó  sentencia  en  veinte  y  dos  de  Julio  último,  por 
la  cual  le  condenó  en  concepto  de  autor  de  tres  delitos 
la  expresada  clase,  con  la  agravante  de  reincidencia; 
uno  realizado  sin  arma,  en  casa  habitada  y  por  canti- 
dad menor  de  mil  de  mil  doscientos  cincuenta  pesetas, 
y  los  otros  dos  cometidos  con  intimidación  en  las  perso- 
nas, comprendidos,  el  primero,  en  el  artículo  quinien- 
tos veinte  y  seis  y  los  otros  en  el  quinientos  veinte  y 
uno,  número  quinto,  del  Código  Penal. 

Recurso  admitido: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación del  procesado,  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  funda  en  el  número  primero  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  alegando  que  la  sentencia  re- 
currida infringe  por  indebida  aplicación  el  artículo 
quinientos  veinte  y  uno,  número  quinto,  del  Código 
Penal,  «dado  que  los  hechos  que  declara  probados  no 
«constituyen  los  delitos  de  robo  que  dicho  artículo  cas- 
»tíga:»  añadiendo  que:  «El  hecho  de  haber  el  procesa- 
ndo detenido  á  Antonio  Rodríguez  y  haberle  sustraído 
»el  ciuturón  que  llevaba  amenazándolo  cou  la  tercerola 
iiqne  llevaba  no  constituye  el  delito  de  robo  porque  la 
«amenaza  á  que  se  refiere  la  Sala  no  es  la  violencia  ma- 
«terial  que  exige  dicho  artículo  quinientos  veinte  y 
»uuo  para  que  pueda  calificarse  de  robo  el  hecho  reali- 
«zado  por  Pérez  Echegarrúa. » 

Fundamentos  de  la  impugnación: 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  por  auto  de 
la  Sala  sentenciadora  dictado  en  catorce  de  Agosto,  y 
abierta  la  sustanciación  de  aquél  ante  este  Tribunal 
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Supremo,  impugnó  sa  admisión  el  Ministerio  fiscal  por 
el  siguiente  motivo:  «Carece — dice— de  las  condiciones 
»de  admisibilidad  que  exige  el  número  tercei-o  del  ar- 
»tículo  séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos, 
«serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  porque  el 
«inciso  jfrimero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
«nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  que  co- 
»mo  autorizante  se  invoca,  no  permite  discutir  el  pro- 
»blema  planteado  puesto  que  s€gún  ese  precepto  es  ne- 
«cesario  que  los  hechos  calificados  como  delito  no  lo 
«sean  y  el  recurrente  afirma  que  el  hecho  de  detener 
«el  ptocesado  á  Antonio  Rodríguez  y  susti-aerle  lo  que 
«llevaba,  no  constituye  el  de  robo  calificado;  cuestión 
«que  solo  puede  debatirse  en  casación  al  anipaix)  del 
«inciso  tercero  del  mencionado  artículo  ochocientos 
«cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  procesal.» 

Resultando  que  en  la  vista  pública  relativa  á  esta 
cuestión  previa,  celebrada  el  día  veinte  y  nueve  de 
Octubre  próximo  pasado,  sostuvo  el  Ministerio  fiscal 
su  impugnación,  y  el  abogado  de  oficio,  en  turno,  como 
representante  y  defensor  del  recurrente,  que  se  decla- 
rase ésta  sin  lugar. 

Decisión: 

Considerando  que  el  número  primero  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Crimina],  invocado  para  discutir  en  casación 
el  único  motivo  alegado  en  el  recurso,  solo  autoriza  el 
debate  de  las  cuestiones  encaminadas  á  demostrar  la 
inexistencia  de  todo  delito  y  falta,  ó  que  existiendo 
éstos  se  hayan  penado  en  la  sentencia  recurrida  á  pe- 
sar de  que  alguna  circunstancia  eximente  de  respon- 
sabilidad criminal,  ó  circunstancias  posteriores  á  la 
comisión  del  delito,  impidan  penarlos: 

Considerando  que  en  el  caso  objeto  d^l  presente 
recurso,  ninguna  de  estas  cuestiones  intenta  debatir- 
se, sino  únicamente  que  determinado  hecho  de  los  pe- 
nados en  la  sentencia  reclamada  no  constituye  el  deli- 
to de  robo,  reconociéndose  al  mismo  tiempo  por  el  re- 
currente la  existencia  de  una  amenaza,  que,  ya  se  la 
considere  comprendida  en  cualquiera  de  los  artículos 
del  quinientos  doce  al  quinientos  catorce  del  Código 
Penal,  ya  cuando  menos  en  el  número  segundo  del  seis- 
cientos doce  del  propio  Código,  siempre  resultaría  un 
hecho  punible,  respecto  del  cual  no  se  alega  ninguna 
circunstancia  eximente  de  responsabibilad  criminal,  ó 
que  circunstancias  posteriores  á  su  comisión   impidan 
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eastigarlo;  y;  por  consiguiente,  desprovisto  el  recurso 
del  requisito  que  exige  el  número  tercero  del  articulo 
quinto  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  por  no  haberse  citado  en  61  un  pre- 
cepto legal  que  autorice  su  interposición,  ha  debido  no 
ser  admitido  por  el  Tribunal  á  quó^  según  sostiene  él 
Ministerio  Fiscal  en  su  impugnación. 

Considerando  que,  por  tanto,  procede  declarar  mal 
admitido  este  recurso,  á  tenor  de  lo  que  previene  el 
articulo  treinta  y  cuatro  de  la  expresada  orden. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  por  Rafael  Pérez  Echega- 
rrúa  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  dos  de  Ju- 
lio último  por  la  Sección  segunda  de  la  SíUa  de  la  Cri- 
minal de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  referida 
causa;  sin  es^pecial  condenación  de  costas.  Comuniqúe- 
se, etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen: José  Antonio  Pichardo. — Luíh  Gastón. — José  Ca- 
barrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Re- 
villa.— Silverio  Castro,  Secretario. 


ftuqa.— Auto  175.— 6  de  Noviembre  de  1902.— Precepto 
autorizador.  (Gac.  Mayo  18,) 

DOCTRINA:  No  se  cumple  con  «1  requisito  3^  del 
articulo  V  de  la  Orden  92  de  18U9.  citando  como  pre- 
cepto que  autoriza  el  recurso  el  artículo  849  de  la  ley 
de  Bnjuiüianiiento  Criminal,  pero  sin*  precisar  el  caso 
de  dicho  artículo  en  que  esté  comprendida  la  cuestión 
que  en  el  recurso  se  plantea. 

Antecedkntes: 

Resultando  que  en  la  causa  que  se  instruye  en  el 

Juzgado de  esta  ciudad,  contra ,  por  delito  de 

adulterio,  la dicto  sentencia,  el  seis  de  Septiembre 

último,  por  la  cual  condenó  al  mencionado ,  á  la 

pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  día  de  pri- 
sión correccional. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  contra  el  expresado  fallo  interpu- 
so el  procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  expresando  en  el  Cbcrito  que  al  efecto  presentó,  lo 
que  á  continuación  literalmente  se  transcribe:  «que  la 
i>sentencia  recurrida  me  fué  notiñcada  en  nueve  del  ac- 

»tual  y  en  once  del  mismo  al  defensor  de  la  Sta , 

«siendo  ésta  la  feclia  de  la  ultima  notificación  hecha  á 
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»]a8  partes:  que  la  fecha  de  éste  es  la  que  se  consigna 
«inmediatamente  antes  de  las  firmas  que  se  autorizan, 
•))ó  sea  la  del  día  de  hoy,  lunes  quince  de  Septiembre 
))de  mil  novecientos  dos;  que  l(tó  preceptos  legales  qne 
»lo  consienten  son:  el  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
«nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  la 
«apuntada  Orden  noventa  y  dos  serie  de  mil  ochocien- 
»tos  noventa  y  nueve  del  Cuartel  General  de  la  Divi- 
»si6n  de  Cuba;  y  es  fundamento  del  recurso:  Único. — 
«Infracción  de  ley,  por  indebida  aplicación  del  artículo 
«cuatrocientos  cincuenta  y  dos  del  Código  Penal  en  el 
«concepto  que  los  hechos  que  la  sentencia  declara  pro- 
«liados  no  constituyen  el  delito  que  el  expresado  ar- 
«tículo  define  y  castiga;  por  no  entrañar  el  escándalo 
«que  como  condición  precisa  requiere  para  hacer  pu- 
«nible  la  conducta  del  marido  que  tiene  manceba  fuera 
«del  domicilio  conyugal.» 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  .  por  auto 
de  diez  y  siete  de  Septiembre  último,  denegó  la  admi- 
sión del  recurso,  fundándose  en  que  no  se  cita  el  pre- 
cepto legal  que  lo  autoriza. 

Resultando  que  personado  en  tiempo  ante  este 

Tribunal  Supremo  el  expresado ,  é  interpuesto  por 

el  mismo  recurso  de  queja  contra  el  auto  que  le  dene- 
gó el  de  casación,  se  señaló  el  día  para  la  vista,  que  se 
celebró  con  la  sola  asistencia  del  representante  del  Mi- 
nisterio público,  que  impugnó  el  recurso  solicitando 
que  se  declarara  sin  lugar  la  queja. 

Decisión: 

Considerando  que  para  que  pueda  admitirse  el 
recurso  de  casación  por  infra<;ción  de  ley,  es  condición 
indispensable  que  en  el  escrito  por  el  cual  se  interpon- 
ga, concurran  todas  los  circunstancias  que  respecto  á 
dicho  recurso  enumeran  los  artículos  quinto  y  séptimo 
de  la  Orden  sobre  casación  y  no  expresándose  en  el 
referido  escri.to  la  que  refiere  el  número  tercero  de  los 
mencionados  artículos,  ó  sea  el  precepto  legal  que  lo 
autoriza  dado  que  no  se  concreta  en  modo  alguno  el 
caso,  entre  los  distintos  que  contiene  el  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  para  saber  la  cuestión  que  8e  propone  discu- 
tir el  recurrente,  al  denegar  el  Tribunal  á  que  la  ad- 
misión del  recurso,  se  atemperó  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  onceno  de  la  expresada  Orden. 
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Considerando  qne  por  las  razones  expnestas,  pro- 
cede declarar  sin  lugar  la  queja  y  en  cumplimiento  á 
lo  que  dispone  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos,  serie  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  que  con- 
tra el  auto  dictado  por  la ,  el  diez  y  siete  de 

Septiembre  último,  interpuso  el  procesado ; 

con  las  costas  á  su  cargo.     (Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  ñrman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— Bafael  Cruz  Pérez. — José  Antonio  Pichardo. 
Luis  Gastón.— José  Cabarrócas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Silverio  Castro,  Becretario. 


Impugnación.— Auto  176.— 7  de  Noviembre  de  1902.— 
Precepto  antorizador  y  Concepto  de  la  infracción. 

(Gac.  Mayo  18,) 

DOCTRINA:  Los  preceptos  que  autorizan  el  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
contra  una  sentencia  deñnitiva,  están  comprendidos 
en  el  artículo  849  de  la  ley  de  Bnjuiciamiento  Crimi- 
nal  y  no  procede  admitir  un  recurso  de  esa  clase  si  en 
el  escrito  de  interposición  no  se  cita  el  caso  ó  casos 
del  citado  artículo  en  que  esté  comprendida  la  clase 
de  infracción  que  se  atribuya  á  la  Sala  sentenciadora. 

No  se  expresa  el  concepto  de  la  infracción  lega.}  que 
se  reclama,  cuando  el  recurrente  se  limita  á  exponer, 
que  un  determinado  artículo  del  Código  ha  sido  inde- 
bidamente aplicado  y  que  debió  serlo  otro,  Mn  dar  la 
razón  jurídica  de  esa  afirmación  con  relación  á  los  he- 
chos probados. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  de  Sagua  la  Grande,  seguida  de  oficio 
por  prevaricación,  malversación  de  caudales;  exacción 
ilegal  y  detenciones  ilegales  contra  Tomás  Puig  y  Cas- 
tillo y  Eugenio  Sotolongo  y  Alfonso,  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  dictó  sentencia  en  doce  de  Agosto  último 
por  la  cual  condenó  al  primero,  en  concepto  de  autor 
de  dos  delitos  de  prevaricación  á  la  pena  de  once  años 
y  un  día  de  inhabilitación  temporal  especial  para  el 
cargo  de  Juez  Municipal  u  otros  análogos,  por  cada 
uno  de  estos  delitos,  y  al  mismo  Puig  y  Castillo,  y 
también  al  Sotolongo  y  Alfonso,  como  autores  de  un 
delito  de  malversación  de  caudales  públicos,  á  un  año 
y  un  día  de  presidio  correccional  con  las  correspon- 
dientes accesorias  y  en  igual  concepto  de  autores  de  un 
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delito  de  exacción  ilegal,  á  la  pena,  cada  ano  de  am- 
bos, de  multa  de  diez  y  nueve  pesos  doce  centavos,  con 
el  apremio  personal  de  un  día  de  prisión  por  cada  do- 
ce y  media  pesetas  que  dejaran  de  satisfacer;  conde- 
nándolos, además,  al  pago  de  las  costas  procesales;  en- 
tendiéndose que  á  Puig  le  corresponderá  pagar  una 
cuarta  parte  por  cada  uno  de  los  delitos  de  prevarica- 
ción y  dos  octavas  por  los<le  malversación  y  exacción 
y  siendo  de  cargo  del  Sotolongo  y  Alfonso  las  dos  oc- 
tavas partes  restantes  con  abono  á  los  dos  procesados 
de  todo  el  tiempo  de  prisión  provisional  que  hubieren 
sufrido. 

Reoubso  admitido: 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
la  defensa  de  ambos,  recui-so  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  expresando  que  lo  autoriza  el  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  y  que  se  ha  infringido  la  ley  por  inde- 
bida aplicación  del  artículo  cuatrocientos  uno  del  Có- 
digo Penal  cuando  es  así — dice — que  en  relación  á  los 
hechos  que  se  declaran  probados  procedía  aplicar  el 
cuatrocientos  tres  del  mismo  Código. 

Fundamentos  de  la  impugnación: 

Resultando  que  por  auto  de  dos  de  Septiembre  el 
Tribunal  sentenciador  admitió  recurso  y  abierta  la 
substansiación  correspondiente  ante  este  Tribunal 
Supremo,  el  Ministerio  Fiscal  impugnó  dicha  ad- 
admisión  alegando  que  no  se  han  cumplido  en  la  inter- 
posición del  recurso  los  requisitos  que  exigen  los  nú- 
meros terceix)  y  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  por 
no  citarse  el  precepto  autorizante,  ni  tampoco,  con  la 
precisión  y  claridad  que  esta  Orden  requiere,  el  con- 
cepto de  la  infracción,  careciendo  por  ello  el  recurso 
de  las  condiciones  de  admisibilidad  á  que  se  contrae 
el  artículo  séptimo  de  la  propia  Orden. 

Resultando  que  en  cuatro  del  corriente  tuvo  efec- 
to la  vista  pública  relativa  á  esta  cuestión  previa,  con 
asistencia  exclusivamente  de  dicho  Ministerio  y  del 
abogado  de  oficio  en  tumo  como  representante  y  de- 
fensor del  recurrente  Sotolongo  y  Alfonso,  habiendo 
aquel  sostenido  en  el  acto  su  impugnación,  y  opuesto* 
SQ  el  segundo  á  ella. 
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Decisión: 

Considerando  que  con  arreglo  al  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal  no  es  de  entenderse  que  ha  sido  infringi- 
da una  ley  en  la  sentencia  deñnitiva  para  el  efecto  de 
que  pueda  interponerse  contra  ésta  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  en  materia  criminal,  sino 
en  cualquiera  de  los  casos  que  el  mismo  articulo  seña- 
la; por  lo  cual  solo  cabe  estimar  que  se  cumple  con  el 
requisito  exigido  por  el  número  tercero  del  artículo 
quinto  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  en  los  recursos  de  esa  índole  estable- 
cido contra  tal  clase  de  resoluciones,  cuando  en  el  es- 
crito por  el  que  se  interpongan  se  cite  el  precepto  del 
propio  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  com- 
prensivo del  caso  de  error  de  derecho  imputado  á  la 
sentencia  recurrida. 

Considerando  que  en  recurso  de  que  se  trata,  cu- 
ya admisión  ha  sido  impugnada  por  el  Ministerio  fis- 
cal, no  se  llena  dicho  requisito;  ni  tampoco  el  del  nú- 
mero cuarto  del  referido  artículo  quinto,  en  cuanto  á 
la  expresión  clara  y  precisa  del  concepto  de  infracción 
alegada,  pues  que  el  recurrente  se  limita  á  afirmar 
que  se  ha  infringido  por  indebida  aplicación  el  ar- 
tículo cuatrocientos  uno  del  Código  Penal  porque  en 
relación  á  los  hechos  que  se  declaran  probados  proce- 
día aplicar  el  cuatrocientos  tres  del  mismo  Código, 
sin  dar  la  razón  jurídica  en  cuya  virtud  entiende  que 
no  ha  debido  aplicarse  en  la  sentencia  el  primero  de 
estos  dos  artículos  y  sí  el  último;  y,  por  tanto,  des- 
previsto  el  recurso  de  dos  de  las  condiciones  que  para 
ser  admitido  prescriben  los  números  tercero  y  cuarto 
del  artículo  séptimo  de  la  expresada  Orden,  ha  debido 
ser  denegada  su  admisión  conforme  al  once  de  la  mis- 
ma ord^n,  y  procede  declarar  con  lugar  la  impugna- 
ción hecha  por  el  Ministerio  público: 

Se  declara  con  lugar  esta  impugnación,  y,  en  con- 
secuencia, mal  admitido  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  Tomás  Puig  y  Casti- 
llo y  Eugenio  Sotolongo  y  Alfonso  contra  la  sentencia 
dictada  en  doce  de  Agosto  próximo  pasado  por  la  Au- 
diencia de  Santa  Clara  en  la  citada  causa;  sin  especial 
condenación  de  costas.  Comuniqúese,  etc.  Lo  pre- 
veyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se 
expresan. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
José  Caborrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — 
Francisco  Noval  y  Martí.— Silverio  Castro,  Secretario. 
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Qnqa.— Auto  181.— 18  de  Noviembrt  de  1902.— Precep- 
to antorizador.  (Gac.  Mayo  18.) 

DOCTRINA:  Cuando  la  cuestión  que  se  plantea 
en  el  recurso  no  está  comprendida  en  el  precepto  que 
se  cita  para  autorizarlo,  no  se  cumple  con  el  requisito 
39  del  artículo  V  de  la  Orden  92  de  1899. 

Para  que  esté  debidamente  autorizado  un  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  es  necesario  que  el 
recurrente  acepte,  y  no  contradiga  ó  altere,  los  hechos 
que  en  la  sentencia  recurrida  se  declaren  probados. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 

de  Instrucción  de  (Santiago  de  Cuba)  contra> 

por  rapto  de , dictó  sentencia  la  Audien- 
cia respectiva  en  quince  de  Septiembre  último  conde- 
nando al  procesado  como  autor  de  dicho  delito  á  las 
penas  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  pri- 
sión correccionaly  accesorios  correspondientes. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  fueron  in- 
terpuestos á  nombre  del  procesado  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley  ci- 
tándose como  precepto  autorizante  del  primero  el  caso 
segundo  del  artículo  novecientos  doce  del  Código  Penal 
(así  se  dice)  y  citándose  como  disposiciones  que  con- 
ceden el  derecho  de  interponer  dichos  recursos  los  ar- 
tículos ochocientos  cuarenta  y  siete,  ochocientos  cua- 
renta y  ocho  y  ochocientos  cuarenta  y  nueve  caso 
primero,  y  ochocientos  cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  relación  con  el  nove- 
cientos diez,  y  novecientos  doce  caso  segundo  de  la 
mencionada  ley  procesal;  razonándose  el  quebranta- 
miento en  el  sentido  de  que  resultando  probado  en  el 
segundo  de  los  de  la  sentenci'a  que  la  defensa  en  sus 
conclusiones  afirmó  que  la  raptada  hada  vida  desho- 
nesta, sobre  cuyo  extremo  propuso  prueba  documental 
que  le  fué  admitida  y  habiendo  informado  la  Autoridad 

Municipal  de en  el  sentido  que  propuso  la 

defensa,  al  silenciar  la  Sala  este  particular,  no  ha  re- 
suelto en  la  sentencia  todos  los  puntos  que  han  sido 
objeto  de  la  acusación  y  de  la  defensa;  y  por  último 
que  al  recurrente  no  le  había  sido  posible  hacer  la  pro- 
testa y  reclamación  de  la  subsanación  de  la  falta  por 
no  hallarse  comprendido  el  caso  en  ninguno  de  los  que 
se  determinan  en  el  artículo  novecientos  once  de  la  Ley 
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de  Enjuiciamiento  Criminal  y  comprendido  en  el  no- 
vecientos catorce  de  la  misma  ley. 

Resultando  que  el  de  infracción  de  ley  se  hace 
consistir  en  la  aplicación  indebida,  á  juicio  del  recu- 
rrente, del  caso  primero  del  articulo  cuatrocientos  se- 
senta y  cinco  del  Código  Penal,  puesto  que,  según  ra- 
zona,  probados  de  autos  por  el   informe  del  Alcalde 

Municipal  de que  la  raptada  no  gozaba  de 

buena  reputación  y  conducta,  requisito  indispensable, 
segün  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  para  que 
sea  penado  el  delito  de  rapto,  al  caliñcarlo  asi  se  de- 
clara probado  un  hecho  que  no  lo  ha  sido. 

Causa  de  la  queja: 

Eesultando  que  la  Sala  sentenciadora  por  auto  de 
veinte  y  cinco  de  Septiembre  declaró  no  haber  lugar  á 
admitir  ninguno  de  dichos  recursos  de  casación,  fun- 
dándose en  cuanto  al  de  quebrantamiento  de  forma  en 
que  no  se  había  solicitado  la  subsanación  de  la  falta  en 
la  forma  que  determina  el  artículo  ciento  sesenta  y  uno 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  y  el  de  infrac- 
ción de  ley  porque  no  se  expresa  con  claridad  y  preci- 
sión el  concepto  en  que  se  supone  cometida  la  infracción 
de  la  disposición  citada,  y  porque  en  todo  caso  con- 
tradice el  hecho  declarado  probado  en  la  sentencia  de 
que  la  ofendida  era  doncella,  palabra  ésta  que  compren- 
de la  doncellez  material  y  la  moral. 

Fundamentos  de  la  queja: 

Resultando  que  recibidos  en  este  Tribunal  Supre- 
mo los  testimonios  correspondientes  el  letrado  desig- 
nado de  oficio  en  segundo  término  al  recurrente  en 
queja,  se  concretó  á  consignar  en  el  escrito  folio  diez 
del  rollo  que  por  estimar  que  el  escrito  de  interposi- 
ción de  los  mencionados  recursos  de  casación,  especial- 
mente al  relativo  al  quebrantamiento  de  forma,  reunía 
todos  los  requisitos  de  admisibilidad  á  que  se  contraen 
los  artículos  cinco  y  siete  de  la  Orden  de  casación,  se 
tuviera  por  formalizado  el  recurso  de  queja  y  en  defi- 
nitiva se  declarara  con  lugar,  especialmente  el  refe- 
rente al  quebrantamiento  de  forma. 

Resultando  señalado  día  para  la  vista,  tuvo  ésta 
lugar  informando  el  defensor  del  recurrente  en  el  sen- 
tido expresado,  y  el  representante  del  Ministerio  fiscal 
adhiriéndose  al  recurso  de  queja  en  cuanto  al  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma  é  impugnando  el  de 
queja  en  cuanto  al  de  infracción  de  ley. 
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Decisión  del  becubso: 

Considerando  respecto  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  deducido  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  que 
según  se  expone  y  razona,  en  realidad  se  hace  consis- 
tir en  haber  la  citada  Audiencia  omitido  en  la  senten- 
cia que  dictó  hacer  expresión  de  un  hecho  acerca  del 
cual  articuló  prueba,  el  recurrente  y  que  á  juicio  de 
éste  ha  sido  probado,  lo  cual  no  constituye  la  cuestión 
que  autoriza  á  proponer  en  casación  el  número  segun- 
do del  artículo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal  que  es  el  invocado  como  autorizan- 
te del  recurso. 

Considerando  que  según  repetidamente  tiene  de- 
clarado este  Tribunal  Supremo  cuando  la  cuestión  que 
se  plantea  no  es  la  comprendida  en  el  precepto  que  se 
cita,  no  se  cumple  el  requisito  tercero  del  artículo 
quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  y  sobre  ca- 
sación, equivaliendo  tal  cita,  por  incongruente,  á  la 
admisión  de  dicho  requisito,  que  cuando  no  se  cumple 
hace  procedente  la  inadmisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto,  ó  que  se  declare  mal  admitido  si  indebi- 
damente lo  fué  por  el  Tribunal  sentenciador. 

Considerando  que  asimismo  tiene  declarado  este 
Tribunal  Supremo,  reiteradas  resoluciones  que  cuando 
se  invoca  infracción  de  Ley,  cometida  en  una  senten- 
cia ha  de  referirse  el  recurrente  á  los  hechos  que  en  la 
misma  se  declaren  probados,  porque  solo  en  estos  tér- 
minos autoriza  la  Ley  el  recurso;  y  que  en  el  caso  pre- 
sente, tan  lejos  de  atemperarse  á  ello  el  recurrente  al 
deducir  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  Le}^ 
los  sostiene  bajo  la  base  de  hechos,  que  no  solo  no  ha 
declarado  probados  en  su  sentencia  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba,  si  no  que  precisamente  contradice 
los  que  en  aquél  concepto  se  consignan  en  dicha  sen- 
tencia. 

Considerando  que  siendo  por  los  motivos  consigna- 
dos en  los  dos  primeros  considerandos  improcedentes 
la  queja  deducida  en  cuanto  á  la  admisión  del  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  é  impro- 
cedente igualmente  el  de  infracción  de  ley  por  el  mo- 
tivo consignado  en  el  precedente  considerando,  debe 
aquélla  ser  declarada  sin  lugar. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 
á  nombre  de contra  el  auto  dictado  por  la  Au- 
diencia de en  veinte  y  cinco  de  Septiembre  últi- 
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mo,  por  el  caal  declaró  no  haber  lugar  á  admitir  los 
recursoB  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  é 

infracción  de  ley  interpuestos  á  nombre  de  dicLo 

contra  la  sentencia  que  le  condenó  como  autor  del  de- 
lito de  rapto  de ;  con   las  costas  de  cargo  del 

mencionado 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.—José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Fmncis- 
co  Noval  y  Martí. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Clnqa.— Auto  182.— 24  de  Noviembre  de  1902.— Eecn- 
rrente..(C?ac.  Mayo  19.) 

DOCTRINA:    £i  recurso  de  casación  que  autoriza 
-  el  número  2?  del  artfculo  9ll    de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,   sólo  puede  interponerlo  la  parte  á 
quien  afecte  la  falta  cometida,  y  no  otra  alguna. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  la  causa  criminal  seguida  por 
el  delito  de  perjurio  contra  Jaime  Bert,  Francisco 
Pratt,  Segundo  Humarán  y  Daniel  Rupalé,  la  Audien- 
cia de  Santa  Clara  dictó  sentencia  condenatoria,  y  con- 
tra ella  interpusieron  dichos  procesados,  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infrac- 
ción de  ley,  expresando  que  el  primero  está  autoriza- 
do por  el  numero  segundo  del  artículo  novecientos  on- 
ce de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  por  consistir 
el  quebrantamiento  en  no  haber  sido  citado  en  forma 
alguna  l^al  el  procesado  Humarán  para  el  juicio  oral 
sin  haber  podido  pedirse  la  subsanación  de  esa  falta 
por  haber  tenido  conocimiento  de  ella  después  de  la 
publicación  de  la  sentencia  á  consecuencia  de  haberse 
recibido  en  la  Audiencia  la  carta-orden  en  que  se  dis- 
puso la  citación,  después  de  la  celebración  del  juicio, 
exponiéndose  después  los  fundamentos  del  recurso  por 
infracción  de  ley. 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  la  Audiencia  admitió  éste  último 
recurso  y  denegó  la  admisión  del  de  quebrantamiento 
de  forma,  consignando  en  los  resultandos  del  auto  res- 
pectivo que  el  juicio  oi*al  de  la  causa  se  celebró  en  seis 
de  Agosto  último  y  la  carta-orden  á  que  se  refiere  el 
recurrente  fué  remitida  al  Tribunal  el  día  primero  del 
expresado  mes,  figurando  en  el  rollo  antes  que  el  acta 
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del  Juicio,  sin  que  aparezca  de  ésta  ni  de  ningún  otro 
lugar  que  los  recurrentes  pidieran  la  subsanación  de 
la  falta  en  que  fundan  el  recurso,  y  estimó  que  habien- 
do podido  hacerlo  oportunamente  por  estar  enterados 
6  haber  podido  enterarse  los  recurrentes  de  la  falta  que 
alegan  y  no  haber  hecho  reclamación  alguna,  el  recur- 
so era  inadmisible. 

Besultando  que  contra  dicha  negativa  se  anunció 
el  propósito  de  recurrir  en  queja,  habiéndola  inter- 
puesto en  este  Tribunal  ünicamente  la  representación 
del  procesado  Jaime  Bert,  y  señalado  día  para  la  vista 
se  celebró  ésta,  con  asistencia  solo  del  Ministerio  Fis- 
cal que  impugnó  la  queja. 

Decisión: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  que  autoriza  el  número  segun- 
do del  articulo  novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  solo  puede  interponerlo,  según  el 
texto  de  dicho  precepto  rectamente  entendido,  el  acu- 
sado ó  parte  acusadora,  cuya  citación  para  su  compa- 
recencia en  el  acto  del  juicio  oral  se  haya  omitido,  y 
no  otro  acusado  respecto  al  cual  no  concuran  tal  cir- 
cunstancia y  á  quien  por  tanto  no  afecta  la  falta  come- 
tida. 

Considerando  que  en  este  concepto,  fundándose  el 
recurso  de  que  se  trata,  únicamente  en  no  haber  sido 
citado  para  el  juicio  oral  el  acusado  Segundo  Huma- 
rán, éste  y  no  Jaime  Bert  estaba  autorizado  para  in- 
terponerlo, y  por  tal  razón,  aunque  no  existiera  la  que 
la  Audiencia  ha  tenido  en  cuenta  para  negar  la  admi- 
sión de  dicho  recurso,  éste  nunca  debió  admitirse  en 
cuanto  fué  interpuesto  por  dicho  Bert,  y  por  consi- 
guiente la  queja  contra  dicha  negativa  que  solo  á  nom- 
bre del  mismo  se  ha  establecido  ante  este  Tribunal,  de- 
be ser  desestimada  imponiéndose  las  costas  al  expre- 
sado recurren  líe. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  interpuesta  por  Jai- 
me Bert  contra  el  acto  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara 
que  le  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  á  que  se  refiere,  imponien- 
do las  costas  á  dicho  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  K.  Morales. — Francis- 
co Nodal  y  Martí.-  Silverio  Castro,  Secretario. 
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Impugnación.— Auto  184.— 25  de  Noviembre  de  1902.— 
Precepto  autorizadcr.  (Gao.  Mayo  19.) 

DOCTRINA:  £1  error  de  calificación  del  delito  no 
puede  discutirse  en  casación  al  amparo  del  número  0^, 
sino  del  3^.  del  artículo  849  de  la  ley  de  Bqjuiciamien- 
to  Criminal. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  la  causa  segaida  por  el  delito 
de  hurto  contra  Armando  Nieves  Hernández  y  Rai- 
mundo Martínez  Romián,  la  Audiencia  de  Puerto  Prin- 
cipe dictó  sentencia  en  trece  de  Septiembre  último 
condenando  á  dichos  procesados  á  las  penas  que  estimó 
correspondientes  como  autores  de  dos  delitos  de  hurto 
de  animales  realizados  en  predios  i'ústicos,  definidos  y 
penados  en  los  artículos  quinientos  treinta  y  cinco  y 
quinientos  treinta  y  ocho  número  segundo  del  Código 
Penal,  modificado  este  último  por  la,  Orden  número 
doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  en  rela- 
ción todos  con  el  número  tercero  del  artículo  quinien- 
tos treinta  y  seis  de  dicho  Código. 

Recurso  admitido: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la 
representación  de  los  procesados  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  el  cual  dijo  estar  autorizado  por 
el  número  sexto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  sus 
concordantes,  citando  como  infringido  el  número  ter- 
cero del  artículo  quinientos  treinta  y  sds  en  relación 
con  el  quiniento  treinta  y  cinco  del  Código  Penal,  por 
no  haberse  aplicado  la  pena  que  el  mismo  señala  á  los 
hurtos  simples,  como  han  sido  los  cometidos,  sino  la 
señalada  en  el  artículo  quinientos  treinta  y  ocho  del 
Código,  modificada  por  la  Orden  doscientos  cuarenta 
de  mil  novecientos  uno,  apreciando  erróneamente  que 
concurre  en  los  hechos  la  circunstancia  cualificativa 
que  enumera  el  último  articulo  citado  en  su  apartado 
segundo. 

FUNDANENTO  DB  LA  IMPUGNACIÓN: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Au- 
diencia, el  Ministerio  fiscal  en  este  Tribunal  ha  im- 
pugnado su  admisión,  fundado  en  que  es  manifiesta  la 
incongruencia  entre  la  infracción  alegada  y  el  precepto 
que  como  autorizante  se  invoca  x>or  el  recurrente,  pues 
el  número  sexto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
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nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  861o 
permite  debatir  el  error  en  la  penalidad  impuesta 
aceptando  la  calificación  adoptada  y  no  la  impugnación 
de  ésta,  que  es  el  problema  planteado  en  el  recurso. 
Besultando  que  sobre  esta  cuestión  previa  se  ce- 
lebró la  vista  correspondiente  en  la  que  eí  Ministerio 
fiscal  sostuvo  su  impugnación  y  la  defensa  del  proce- 
sado la  combatió. 

Resolución: 

Considerando  que  la  infracción  legal  que  se  re- 
clama en  el  presente  recurso,  consiste  realmente  en  el 
error  que  se  supone  cometido  en  la  calificación  de  los 
hechos  delictuosos  ejecutados  por  los  procesados, 
puesto  que  éstos  Bosticuen  que  constituyen  delitos  de 
hurto  simple,  y  no  cualificados  como  se  han  estimado 
por  la  Sala  sentenciadora,  y  en  este  sentido,  el  pre- 
cepto que  autoriza  la  discusión  del  problema  jurídico 
planteado  es  el  número  tres  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  procesal  y  no  el  número 
sexto  invocado  por  los  recurrentes  con  manifiesta  in- 
congruencia, por  lo  que  es  evidente  que  falta  al  recur- 
so el  requisito  que  para  que  sea  admisible  exige  el 
número  tercero  del  artículo  quinto  de  la  Orden  núme- 
ro noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Considerando  que  en  tal  virtud  y  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  treinta  y  cuatro  dé  la  citada 
Orden  procede  declarar  mal  admitido  el  recurso,  se- 
gún ha  solicitado  el  Ministerio  Fiscal. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Armando  Nie- 
ves Hernández  y  Eaimundo  Martínez,  en  la  causa  de 
referencia,  sin  especial  condenación  de  costas.  Y  co- 
muniqúese, etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo.— Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  R.  Morales. — Francis- 
co Noval  y  Martí. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Qnqa.— Auto  186.— 15  de  Didembre  de  1902.— Concepto. 

(Oac.  Mayo  19.) 

DOCTRINA:  No  es  de  la  competencia  de  la  Sala 
sentenciadora  examinar,  en  trámite  de  admisión  de 
un  recurso  7  al  objeto  de  negar  éste,  si  la  pena  im- 
puesta en  la  sentencia  es  la  misma  que  de  prosperar  el 
recurso  se  impondría  en  la  nueva  sentencia  de  fondo. 
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No  se  expresa  el  concepto  déla  Infracción  limitándo- 
se á  afirmar  que  un  determinado  precepto  lefi^al  está 
mal  aplicado  j  que  ha  debido  aplicarse  otro. 

Antecedentes: 

Resaltando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  del  Oeste  de  esta  capital,  seguida  á  Án- 
gel Kios  de  la  Fé  y  otro,  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  por  sen- 
tencia de  veinte  y  tres  de  Octubre  último,  condenó  al 
citado  Ríos,  como  autor  de  un  delito  de  hurto  en  can- 
tidad que  excede  de  doscientos  cincuenta  y  no  pasa  de 
mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  á  la  pena  de  cuatro 
meses  y  un  día  de  arresto  mayor. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación del  expresado  Ríos  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley;  alegando  en  su  apoyo  lo  siguien- 
te: «La  infracción  de  ley  consiste  en  haber  calificado 
«los  hechos  que  se  declaran-  probados  de  hurto  cuando 
«en  todo  caso  su  rigurosa  calificación  es  la  de  estafa  y 
ven  este  concepto  consiste  la  infracción  según  el  caso 
«tercero  del  ariblculo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  en 
«que  estamos  comprendidos,  toda  vez  que  se  ha  aplica- 
ndo mal  los  preceptos  del  articulo  quinientos  treinta  y 
«cinco  y  quinientos  treinta  y  seis  caso  tercero  y  la  no 
«aplicación  del  inciso  primero  del  artículo  quinientos 
«cincuenta  y  nueve  y  segundo  inciso  del  artículo  qui- 
«nientos  cincuenta  y  ocho  que  son  estos  dos  últimos 
«los  que  corresponden  aplicarse  á  los  hechos  declarados 
«y  probados. « 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  por  auto  de  seis  de  Noviembre  la 
Sala  sentenciadora  denegó  la  admisión  de  dicho  recur- 
so, fundándose  primeramente  en  que  el  recurrente  se 
ha  limitado  &  afirmar  que  se  han  infringido  por  inde- 
bida aplicación  y  falta  de  ésta  preceptos  del  Código 
Penal,  sin  expresar  la  razón  déla  infracción  y  por  con- 
siguiente el  concepto  de  la  misma,  quedando  así  in- 
cumplido el  requisito  del  número  cuarto  del  artículo 
quinto  de  la  Orden  de  casación;  y  en  segundo  término 
en  que  siendo  igual  la  pena  señalada  á  los  delitos  de 
estafa  y  hurto  que  exceden  de  doscientas  cincuenta  y 
no  pasan  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  la  sen- 
tencia que  se  dictara  en  casación  será  igual  en  la  pena 
á  la  recurrida. 

T.  8.— 1503— 14 
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Fundamentos  de  la  queja: 

R^ultando  que  del  referido  auto,  y  previo  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto  en  el  articulo  diez  y  seis  de 
la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  recurrió  en  queja  dicha  representación  ante 
este  Tribunal  Supremo,  exponiendo  que  el  concepto  en 
que  consideró  infringida  la  ley  está  precisado  con  toda 
claridad,  sin  que  al  razonar  le  obligue  ninguna  ley,  á 
pesar  de  lo  cual  no  dejó  de  hacer  algunas  consideracio- 
nes que  solo  estima  útiles  cuando  se  dirija  á  este  Tribu- 
nal; y  que  el  segundo  fundamento  del  auto  que  motiva 
la  queja,  se  destruye  teniendo  en  cuenta  que  es  elemen- 
tal el  derecho  que  tiene  cada  individuo  para  utilizar 
los  recursos  de  la  ley  para  que  no  se  le  condene  por 
distinto  delito  del  que  resulta  de  los  hechos  declarados 
probados  en  la  sentencia; 

Resultando  que  en  once  del  corriente  mes  tuvo 
efecto  la  vista  pública  relativa  á  este  último  recurso, 
no  asistiendo  á  ella  sino  el  Ministerio  Fiscal,  que  lo 
impugnó  por  improcedente. 

Resolución: 

Considerando  qn**,  según  el  número  cuarto  del 
artículo  quinto  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  en  el  escrito  por  el  que  se 
interponga  el  recurso  de  casación  debe  expresarse  con 
claridad  y  precisión  el  concepto  de  la  infracción  alea- 
da, porque  no  de  otra  manera  puede  llegar  este  Tribu- 
nal al  conocimiento  exacto  del  error  de  derecho  que 
intenta  reclamar  la  parte  recurrente,  y  resolver  en 
consecuencia,  acerca  de  él  por  modo  adecuado; 

Considerando  que,  esto  supuesto,  y  aún  cuando  el 
segundo  de  los  fundamentos  en  que  descansa  el  auto 
contra  el  cual  se  interpuso  la  queja  de  que  se  trata, 
carece  de  legal  eficacia  en  todo  caso  para  denegar  la 
admisión  del  recurso  de  casación,  pues  que  la  equiva- 
lencia de  dos  penas  al  objeto  de  estimar  si  procede  ó 
nó  dar  lugar  á  la  casación  del  fallo  recurrido  única- 
mente puede  apreciarse  por  este  Tribunal  en  la  sen- 
tencia respectiva,  debe  declararse  sin  lugar  dicha  que- 
ja, toda  vez  que  las  simples  afirmaciones  hechas  por 
el  recurrente  de  que  la  rigurosa  calificación  del  delito 
á  que  se  contrae  es  la  de  estafa,  y  no  de  hurto,  y  de 
que  determidados  preceptos  legales  se  han  infringido 
por  indebida  aplicación  ó  falta  de  ésta,  son  notoria- 
mente insuficientes  para  determinai*  el  concepto  claro 
y  preciso   de  las   infracciones  alegadas,  que  exige  el 
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citado  numero  caarto   en   consonancia  con  el  mismo 

numero  del  artículo  séptimo   de  la  expresada  Orden,  ¡ 

para  que  el  recurso  de  casación  pueda  ser  admitido;  i 

Considerando  que,  con  arreglo  al  articulo   veinte 
y  cinco  de  la  propia  orden,  al  desestimarse  el  recurso  " 

de  queja,  se  condenará  siempre  en  costas  al  recurrente: 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  es-  I 

tablecido  por  la  representación  de  Ángel  Ríos  de  la  Fé 

contra  el  referido  auto  de  seis  de  Noviembre  próximo  ¡ 

pasado;  con  las  costas  de  cargo  del  recurrente.  Comu- 
niqúese, etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los   Magistrados  que  al  I 

margen  se  expresan. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  j 

Gastón.— José  CabarrocasHorta. — Ambrosio  R.    Mo- 
rales.— Francisco  Noval  y  Martí. — Silverio  Castro,  Se-  , 
cretario.  ! 


Qneb.  fonna.— Sent.  13.  -28  de  Junio  de  1902.— Autor. 

(Oac.  Mayo  19.) 

DOCTRINA:  Bn  el  delito  complejo  de  robo  con 
ocasión  del  cual  resulta  homicidio,  no  obsta  á  la  cali- 
ficación de  autor  que  la  Sala  sentenciadora  no  expre- 
se los  actos  particulares  realizados  por  cada  procesa- 
do, si  declara  que  unidos  todos  ejecutaron  los  varios 
hechos  que  integ^ran  el  delito;  porque  el  concurso  per- 
sonal de  todos  en  el  propósito  y  la  acción,  contribu- 
yendo directamente  al  mismo  fin,  les  hace  solidaria- 
mente responsables,  como  autores,  de  todos  los  actos 
que  indistintamente  unos  y  otros  ejecutaron. 

En  la  ciudad  de  la  *Habana,  á  veinte  y  ocho 
de  Junio  de  mil  novecientos  dos;  visto  el  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  el  procesado  Benito  Abren,  y  el  admitido  de 
derecho  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  in- 
fracción de  ley,  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  en  causa  seguida  de  oficio, 
por  el  Juez  del  Distrito  Oeste  de  esta  Ciudad  nombra- 
do especialmente  por  la  Sala  de  Gobierno  de  dicha 
Audiencia,  al  mencionado  Benito  Abren  (a)  «El  Man- 
co» ó  «El  Mocho»,  natural  de  Consolación  del  Sur,  ve- 
cino de  Animas  número  noventa,  de  veinte  y  nueve 
años  de  edad,  soltero,  jornalero;  José  Isidoro  6  Emilio 
Ramírez  Larrazábal,  natural  de  Marianao,  vecino  de 
Concha  siete,  de  treinta  y  un  años,  casado,  al  bañil; 
Antonio  Rodríguez  Padrón,  (a)  «Vizco  Malojero»,  na- 
tural de  Marianao,  vecino  de  Gloiia  y  Vives,  de  vein- 
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te  y  ocho  años,  casado,  traficante;  Ildeberto  Tamayo 
Lonis  (a)  »E1  Chino»,  natural  de  la  Habana,  vecino 
de  Jesús  del  Monte  sesenta  y  dos,  de  veinte  y  ocho 
años,  soltero,  tabaquero,  y  por  último  José  Saavedra 
Pita,  natural  de  España,  vecino  de  Campanario  dos- 
cientos treinta-,  de  treinta  y  nueve  años,  casado,  ca- 
rretonero; la  cual  causa  se  siguió  á  los  cuatro  prime- 
ros por  el  delito  de  robo  con  ocasión  del  cual  resultó 
homicidio  y  á  los  mismos  y  al  otro  encausado  Saave- 
dra Pita,  por  diferentes  robos  y  hurtos,  delitos  todos 
que  se  persiguieron  en  un  solo  proceso. 

Resultando  que  en  la  sentencia  objeto  del  recurso 
dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  mencionada  Au- 
diencia el  treinta  y  uno  de  Marzo  último,  entre  otros 
Resultandos  probandos  se  consignan  como  únicos  per- 
tinentes al  delito  de  robo  con  ocasión  del  cual  resultó 
homicidio  y  que  origina  este  recurso  los  siguientes: 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado:  que  en  la  calle  Real  de 
«Puentes  Grandes,  número  veinte  y  ocho,  vivían  Da- 
»mián  Vega  Díaz  y  Felipe  Rodríguez  Díaz  en  unión  de 
»su  madre  la  señora  María  del  Pino  Díaz  y  que  los  re- 
»feridos  Vega  y  Rodríguez,  estaban  dedicados  á  la  ven- 
»ta  y  corte  de  maloja  de  don  Sebastián  Rodríguez,  k 
»cuya  finca  se  dirigían  todas  las  madrugadas  lo  hicie- 
»ron  como  de  costumbre  poco  después  de  las  dos  a.  m., 
»el  día  dos  de  Octubre  del  año  mil  novecientos  uno 
^acompañándoles  hasta  la  puerta  de  la  calle  la  señora 
«María  del  Pino  Díaz,  al  objeto  de  cerrarla  como  en 
«efecto  lo  hizo». 

((Resultando  probado:  que  en  la  indicada  fecha  dos 
«de  Octubre  y  poco  después  de  haberse  retirado  Da- 
»mián  Vega  y  Felipe  Rodríguez,  siendo  aún  de  noche, 
»el  procesado  Benito  Abren,  en  unión  de  otro  ú  otros 
«individuos  que  no  se  ha  justificado  quienes  fueran, 
«aprovechándose  de  la  noche  para  no  ser  vistos  y  de 
«encontrarse  sola  en  la  casa  la  señora  del  Pino,  hecho 
«que  le  constaba  á  Abreu,  por  conocer  la  hora  en  que 
«salían  los  citados  Vega  y  Díaz,  saltaron  el  muro  de 
«mampostería  que  servía  de  cerca  al  patio  de  la  casa 
«y  una  vez  en  él  safaron  una  tranca  que  sujetaba  la 
«puerta  que  del  comedor  daba  al  patio  expresado  y  ya 
«en  el  interior  de  la  casa  se  apoderaron  de  doña  María 
«del  Pino  Díaz  y  después  de  ocasionarle  varias  desga- 
«rraduras  y  contusiones    le  causaron   la  muerte  por 


Digiti 


zedby  Google 


JURISPKÜDENCIA  PENAL.  213 

j^extrangulación  valiéndose  para  ello  de  las  manos  ó 
»de  algún  otro  cuerpo  que  no  fué  una  cuerda.» 

«Resultando  prol^ado:  que  consumada  la  muerte 
»áe  la  señora  del  Fino^  procedieron  á  registrar  los  di- 
«ferentes  cajones,  cajas,  armarios  y  baúles  que  se  en- 
Dcontraban  en  la  casa,  apoderándose  de  treinta  pesos 
j»plata,  cuatro  centenes,  una  manta  de  merino  amari- 
»llo,  tasada  en  un  peso  veinte  centavos,  un  reloj  de 
jiniquel  en  tres  pesos,  una  sobrecama,  en  dos  pesos, 
j»dos  pañuelos  de  hilo  en  cuarenta  centavos,  uno  de 
Mseda  en  sesenta,  una  camiseta  crepé  en  setenta,  dos 
«pañuelos  de  seda  en  un  peso  veinte  centavos,  un  reloj 
«roskoff  en  tres  pesos,  veinte  tabacos  en  cincuenta 
«centavos,  una  leontina  de  metal  en  cuarenta  centavos, 
»una  guayabera  en  cincuenta  y  un  puñal  con  su  vaina 
i»en  un  peso;  objeto  todos  de  la  propiedad  de  1  Sra.  déla 
«Pino  y  de  sus  hijos,  apoderándose  también  de  trein- 
«ta  pesos  plata  pertenecientes  á  don  Luis  Alonso  Hi- 
»dalgo.  Una  vez  realizados  estos  hechos  colocaron 
»ana  escalera  junto  á  la  tapia  por  donde  habrían  entra- 
j»do  y  saltaron  nuevamente  por  ella  al  escampado  lie- 
j»vándose  el   efectivo  y  los   objetos  expresados.^ 

ffResultando  probado:  que  el  día  cuatro  del  propio 
«mes  de  Octubre,  los  procesados  Antonio  Rodríguez 
(fPadrón,  Emilio  ó  José  Isidoro  Ramírez  Larrazábal  é 
cíldebelto  Tamayo,  con  conocimiento  de  los  hechos 
«realizados  en  la  casa  de  la  Sra.  del  Pino,  llevaron  á 
(fvender  al  establecimiento  de  Préstamos  la  «Casa  Pía,» 
«el  reloj  de  la  propiedad  de  Felipe  Rodríguez,  que  sa- 
tfbían  ellos  había  sido  sustraído  en  la  noche  del  dos  de 
«Octubre  de  la  casa  ya  expresada.  Para  realizar  la 
«operación  de  venta  se  quedó  fuera  ídelberto  Tamayo, 
<»que  ei-a  cliente  y  conocido  de  los  empleados  de  la 
«Casa  Pía»  y  penetraron  en  ella  Larrazábal  y  Padrón, 
«dando  éste  el  nombre  de  Juan  González,  mientras 
«aquél  empeñaba  otro  reloj,  de  acuerdo  previo  los  tres 
«vendió  Padrón  el  reloj  de  referencia,  repartiéndose 
«luego  su  importe  los  tres  procesados,  aprovechándose 
«así  del  delito  cometido. » 

«Resultando  probado:  que  los  procesados  Benito 
«Abren  é  ídelberto  Tamayo,  han  sido  ejecutoriamente 
«condenados  por  los  delitos  de  lesiones  y  robo  respec- 
«tivamente.  El  primero  en  diez  y  ocho  de  Mayo  de 
«mil  ochocientos  noventa  y  siete  á  la  pena  de  dos  me- 
ases y  un  día  de  arresto  mayor  y  el  segundo  en  catorce 
«de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  á  la 
«pena  de  tres  años,  seis  meses  y  veinte  y  un  días. » 


Digiti 


zedby  Google 


214  boletín  LSaiSLATIYO. 


Resolución  recorrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  los 
hechos  anteriormente  expuestos  como  constitutivos  de 
un  delito  de  robo  con  motivo  ú  ocasión  del  cual  resul- 
tó un  homicidio,  definido  y  penado  respectivamente 
en  los  artículos  quinientos  veinte  y  quinientos  veinte 
y  uno  número  primero  del  Código  Penal  y  estimando 
responsables  del  mismo,  en  concepto  de  autor  al  pro- 
cesado Benito  Abren  y  en  el  de  encubridores  á  los 
procesados  Tamayo,  Larrazábal  y  Rodríguez  Padrón, 
con  la  concurrencia  en  su  ejecución  de  las  circunstan- 
cias agravantes  de  nocturnidad  y  la  de  haberse  per- 
petrado el  delito  en  la  morada  de  la  ofendida,  condenó 
al  primero  ó  sea  á  Abren,  á  la  pena  de  muerte,  con  las 
accesorias  correspondientes  para  el  caso  en  que  fuese 
indultado  el  reo,  al  segundo  á  diez  años  y  un  día  de 
presidio  mayor  por  concurrir  respecto  al  mismo  la 
agravante  de  reincidencia  y  á  los  otros  dos  á  ocho 
años  y  un  día  de  igual  pena,  con  las  accesorias  prece- 
dentes, fijándose  la  cantidad  que  cada  uno  debe  satis- 
facer por  vía  de  indemnización  á  los  herederos  de  la 
interfecta  y  la  que  le  corresponde  también  abonar  por 
el  valor  de  los  objetos  sustraídos,  con  declaración  de 
la  responsabilidad  solidaria  de  los  reos  dentro  de  sus 
respectivas  clases,  y  la  subsidiaria  por  laH  correspon- 
dientes á  los  demás  responsables. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  expresada  sentencia  in- 
terpuso Benito  Abren,  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  autorizado  por  el  caso  cuarto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  citando  como  ley  infringida  los  ar- 
tículos doce  y  trece  del  Código  Penal;  por  indebida 
aplicación  el  primero  y  por  falta  de  aplicación  el  últi- 
mo, exponiendo  al  efecto,  que  en  el  séptimo  Resultan- 
do se  le  atribuye  «en  unión  de  otro  ú  otros  individuos 
que  no  se  ha  justificado  quiénes  fueran»  la  realización 
de  los  diversos  hechos  que  en  el  mismo  se  mencionan; 
pero  no  se  dice  que  en  éstos  tuvieran  todos  los  que  in- 
tervinieron la  misma  participación,  ni  se  expresa  qué 
papel  ó  funciones  desempeñó  cada  uno,  omisiones  és- 
tas que  hacen  ver  el  error  de  derecho  en  que  el  Tribu- 
nal ha  incurrido  declarándolo  autor  del  delito,  siendo 
así  que  á  juicio  del  recurrente  dada  la  descripción  de 
los  hechos  sólo  alcanza  la  responsabilidad  de  cómplice 
en  el  delito. 
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Resultando  qne  admitido  el  recurso  de  derecho 
en  beneficio  del  reo,  elevada  la  cansa  á  este  Tribunal 
Supremo  y  personando  el  procesado  dirigido  por  abo- 
gado de  su  elección,  se  confirió  instrucción  á  éste  y  al 
Ministerio  Fincal,  por  término  de  quince  días,  para 
que  expresasen  por  escrito,  si  estiman  que  hay  motivo 
para  la  casación  de  la  sentencia,  bien  sea  por  quebran- 
tamiento de  forma,  ó  por  infracción  de  ley;  y  que 
transcurrido  dicho  término  sin  que  se  hiciera  alega- 
ción alguna,  se  señaló  día  para  la  vista,  la  cual  tuvo 
efecto  el  trece  del  actual,  asistiendo  al  acto  el  defen- 
sor del  procesado  y  el  referido  Ministerio,  quienes  in- 
formaron, reproduciendo  el  primero  el  motivo  alegado 
en  el  escrito  de  interposición  del  recurso,  el  cual  fué 
impugnado  por  el  último,  manifestando  éste  al  mismo 
tiempo,  no  existir  á  su  juicio  motivo  alguno  por  que- 
brantamiento de  forma  ó  por  infracción  de  ley  que  dé 
lugar  á  la  casación  de  la  sentencia. 

Decisión  del  rkcorso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  número  primero  del 
articulo  doce  del  Código  Penal,  se  consideran  autores 
á  los  que  toman  parte  directa  en  la  ejecución  del  he- 
cho y  dados  estos  conceptos,  no  ha  sido  otra  la  parti- 
cipación del  recurrente  en  los  hechos  realizados,  pues 
expresando  la  sentencia  que  en  unión  de  otro  ú  otros, 
penetró  en  la  casa  de  doña  Maila  del  Pino  Díaz,  de 
quien  se  apoderaron  y  después  de  causarle  varias  des- 
garraduras y  contusiones,  le  dieron  muerte  por  ex- 
trangulación,  apropiándose  el  dinero  y  otros  objetos 
que  en  dicha  casa  habían;  resulta  claramente  expues- 
ta la  intervención  directa  que  en  estos  actos  tuvo  con- 
juntamente con  los  otros,  y  no  obsta  á  tal  determina- 
ción, el  que  no  se  especifique  entre  los  hechos  proba- 
dos, los  actos  diferentes  que  individualmente  ejecuta- 
ron cada  uno  de  los  que  intervinieron  en  la  consuma- 
ción del  delito  complejo  calificado  por  la  Sala  de  la 
Audiencia,  porque  el  concurso  personal  de  todos  en  el 
propósito  y  la  acción,  contribuyendo  directamente  al 
mismo  fin,  los  hace  solidariamente  responsables  como 
autores,  d^  todas  las  consecuencias  de  los  actos  que 
indistintamente  uno  y  otros  ejecutaron,  y  en  tal  vir- 
tud al  aplicar  como  aplicó  el  Tribunal  sentenciador  el 
artículo  doce  del  Código  Penal  y  no  el  trece  del  propio 
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Código,  no  incurrió  en  el  error  de  derecho  é  infrac- 
ción de  ley  qae  por  el  recurso  se  le  atribuye. 

Ck)nsiderando  que  examinada  la  causa  por  este 
Supremo  Tribunal  al  objeto  de  apreciar  y  declucir, 
conforme  al  artículo  setenta  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  si 
procede  la  casación  de  la  sentencia  por  cualquier  otro 
motivo,  bien  sea  por  quebrantamiento  de  forma  ó  por 
infracción  de  ley,  aún  cuando  no  se  haya  alegado  por 
el  procesado  recurrente,  ni  por  el  Ministerio  público, 
no  existe,  á  juicio  del  Tribunal,  motivo  de  ninguna 
especie  que  dé  lugar  á  la  casación  de  la  sentencia. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  el  procesado  Benito  Abren,  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  el  ti-ein- 
ta  y  uno  de  Marzo  último,  con  las  costas  del  mismo  á 
su  cargo;  y  declaramos  al  mismo  tiempo  que  no  ha  lu- 
gar por  ningún  motivo,  ni  de  quebrantamiento  de  for- 
ma, ni  de  infracción  de  ley  á  la  casación  de  la  referida 
sentencia,  en  cuya  virtud  mandamos  se  pasen  los  au- 
tos al  Fiscal,  para  que  exponga  si  existe  algún  motivo 
de  equidad  que  aconseje  la  no  ejecución  del  fallo  y  la 
conmutación  de  la  pena  en  vía  de  gracia.  Comuniqúe- 
se, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  .firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José 
Antonio  Pichardo. — ^Angel  C.  Betancourt. — Luis  Gas- 
tón.—José  Cabarrocas  Horta. — ^Ambrosio  R.  Morales. 
— Francisco  Noval  y  Martí. 


Qneb.  forma.— Sent  15.— 1?  Agosto  de  1902.— Bedaodón 
de  sentencia;  Tentativa;  Alevosía.    ( Gcu^.  Mayo  19.) 

DOCTRINA:  .Queda  expresado  con  verdadera  cla- 
ridad el  hecho  probado  que  sirve  de  base  á  la  califica- 
dón  jurídica  del  delito  de  tentativa  de  robo  con  oca- 
sión del  cual  resultó  homicidio,  cuando  se  expresa, 
dando  por  probado  que  el  procesado  con  el  propósito 
de  apoderarse  del  dinero  que  tenia  en  su  poder elin- 
terfecto,  se  introdujo  sigilosamente  en  la  morada  de 
éste  causándole  la  muerte,  sin  que  llegara  á  realisar 
su  propósito,  por  la  causa  que  en  la  misma  sentencia 
se  explica.  • 

Dado  por  probado  el  propósito  en  el  autor  de  apo- 
derarse del  dinero  de  la  víctima  y  el  haber  ocasionado 
la  muerte  de  ésta  sin  que  realizara  aquél  por  los  gri- 
tos de  alarma  dados  por  una  tercera  persona  que  vió 
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el  hecho,  eit  acertada   la  calificación  de  tentativa  de 
robo  hecha  por  la  Sala  sentenciadora. 

£1  hecho  de  introducirse  el  autor  del  delito  sigilosa- 
mente en  la  casa  del  interfecto  llegando  casi  hasta  el 
lugar  donde  se  encontraba,  octipado  en  lavarse  los 
pies,  enteramente  desprevenido,  y,  después  de  apagar 
la  candileja  con  que  se  alumbraba,  arrastrarlo  á  pocos 
pasos  é  inferirle  heridas  que  le  prodtO^^ on  la  muerte, 
constituye  la  circunstancia  de  alevosía. 

En  la  ciadad  de  la  Habana,  á  primero  de 
Agosto  de  mil  novecientos  dos:  en  el  recurso  de  ca- 
sación admitido  de  derecho,  é  interpuesto  además 
por  infracción  de  ley,  á  nombre  de  Jalián  Rodríguez 
Linares,  labrador  y  vecino  de  Bauta,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  causa' 
seguida  contra  aquél  por  el  delito  de  asesinato. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  dictada 
en  tres  de  Mayo  último,  se  consignan  los  hechos  pro- 
cesales en  el  siguiente  Resultando  probado:  «que  al 
«oscurecer  del  día  diez  y  nueve  de  Diciembre  último, 
»el  procesado  por  esta  causa  Julián  Rodríguez  Linares, 
»de  veinte  y  siete  años,  con  el  propósito  de  apoderarse 
»del  dinero  que  tenía  en  su  poder  el  asiático  Antonio 
xAtá,  se  introdujo  sigilosamente  en  la  morada  de  éste 
»y  en  momentos  en  que  se  hallaba  dicho  asiático  la- 
Dvándose  los  pies  se  precipitó  sobre  él  apagándole  una 
^candileja  con  la  cual  se  alumbraba,  y  arrastrán- 
i>dole  á  corta  distancia  del  lugar  en  que  se  encontraba 
»le  infirió  con  un  cuchillo  varias  heridas  que  le  produ- 
j>jeron  la  muerte;  sin  que  realizara  su  propósito  de 
«apoderarse  del  dinero  por  las  voces  de  auxili« »  que  da- 
«ba  la  morena  Damiana  Colóme^  la  cual  se  apercibió 
»áe  lo  que  ocurría  por  encontrarse  en  el  lugar  del  he- 
j>cho. » 

Resolución  recurrida: 

Resultando,  que  la  Audiencia,  estimando  esos  he- 
chos constitutivos  de  tentativa  de  robo  con  motivo  de  la 
cual  resultó  homicidio,  cualificado  éste  como  asesinato 
en  virtud  de  concurrir  la  circunstancia  de  alevosía,  y 
autor  del  mismo  al  procesado  Rodríguez  Linares,  con 
la  circunstancia  agravante  genérica  de  haberse  ejecuta- 
do el  delito  en  la  morada  del  ofendido,  condenó  á  aquel 
á  la  pena  de  muerte,  y  en  caso  de  indulto  á  las  acceso- 
rían  correspondientes,  á  indemnizar  á  los  herederos  del 
interfecto  en  cinco  mil  pesetas  y  al  pago  de  las  costas. 
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Fundamentos  del  rbgurso  de  casación: 

Resultando,  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
el  procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
que  dijo  estar  autorizado  por  los  artículos  ochocientos 
cuarenta  y  ocho,  número  primero,  y  ochocientos  cua- 
renta y  nueve,  números  tres  y  cinco  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  citando  como  infringido  los 
artículos  tercero,  párrafo  tercero;  diez,  caso  tercero, 
quinientos  veinte  y  quinientos  veinte  y  cuatro  del  C56- 
digo  Penal  por  errónea  aplicación  y  el  quinientos  diez 
y  seis  por  su  no  aplicación;  habiéndose  infringido  el 
primero  de  los  artículos  citados  porque  el  agente  no 
realizó  ningún  hecho  exterior,  por  el  cual  diera  prin- 
cipio á  la  ejecución  directa  del  robo  y  no  ha  podido, 
por  tanto,  en  la  sentencia  calificarse  el  hecho  de  ten- 
tativa de  ese  delito;  y  los  otros  artículos  aplicados 
por  que  dada  la  forma  y  modo  en  que  se  ejecutaron 
los  hechos,  según  la  sentencia,  no  ha  debido  apreciar- 
se la  circunstancia  cualifícativa  de  alevosía;  siendo, 
por  (*onsiguiente,  el  cometido,  un  simple  delito  de  ho- 
micidio. 

Resultando,  que  admitido  por  la  Audiencia  dicho 
recurso,  asi  como  de  derecho  el  de  casación  en  general 
en  beneficio  del  reo,  en  virtud  de  la  pena  impuesta, 
se  remitió  la  causa  original  á  e«te  Tribunal,  y  perso- 
nado én  él  el  defensor  del  procesado,  reprodujo  en  el 
término  legal  los  motivos  de  su  recurso;  celebrándose 
la  correspondiente  vista  pública  en  la  que  aquél  sostu- 
vo la  procedencia  de  dichos  motivos,  y  el  Fiscal  la 
impugnó,  pero  manifestando  en  el  mismo  acto,  que 
existe  el  motivo  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  comprendido  en  el  número  primero  del  artículo 
novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, por  cuanto  no  se  expresa  en  la  sentencia  clara  y 
terminantemente  los  hechos  que  se  estimaron  probados 
para  calificar  el  delito  de  tentativa  de  robo,  y  pidió  se 
casara  la  sentencia  por  esa  causa. 

Dkoisión  del  bbcubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  admitido  de 
derecho  por  quebrantamiento  de  forma,  que  no  exis- 
te alguno  que,  en  este  sentido  determine  la  casación 
de  la  sentencia;  no  siendo  de  estimarse  con  lugar  el 
alegado  á  tal  respecto  por  el  Ministerio  Fiscal  en  el 
acto  de  la  vista,  porque  no  pudiendo  ser  el  propósito 
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de  robar  siempre  deducible  de  hechos  anteriores  á  la 
comisión  del  delito  de  robo,  sino  que  á  veces  cabe  solo 
conocerlo  como  antecedente  de  todo  acto  de  ejecución 
de  este  delito,  en  virtud  de  pruebas  practicadas  direc- 
tamente al  efecto,  es  indudable  que  al  apreciarlo  y 
expresarlo  el  Tribunal  del  juicio  declarando  probado 
en  el  primer  resultando  de  su  sentencia  que  el  proce- 
sado con  el  propósito  de  apoderarse  del  dinero  que 
tenía  en  su  poder  el  interfecto,  se  introdujo  sigilosa- 
mente en  la  morada  de  éste,  causándole  la  muerte  en 
la  forma  y  modo  que  se  refieren,  sin  que  realizara  su 
propósito  de  apoderarse  del  dinero  por  la  causa  que 
se  expone,  no  dejó  de  expresar  con  la  claridad  y  pre- 
cisión debidas,  los  hechos  que  estimó  prohados  y  que 
sirvieron  de  base  para  calificarlos  jurídicamente,  y 
por  consiguiente,  no  incurrió  en  el  defecto  de  forma  á 
que  se  refiere  el  número  primero  del  artículo  nove- 
cientos doc*^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Considerando  en  cuanto  al  primero  de  los  moti- 
vos por  infracción  de  ley  alegados  por  el  procesado 
que,  dado,  según  lo  antes  expuesto,  como  un  hecho 
cierto  el  propósito  de  robar  que,  según  la  sentencia, 
animaba  al  recúsente  al  dirigirse  á  la  casa  del  asiáti- 
co Antonio,  el  hecho  de  penetrar  en  ella  y  darle  muer- 
te á  aquél,  para  realizar  después  su  propósito  de  apo- 
derarse del  dinero,  son,  evidentemente  actos  exterio- 
res, por  los  que  el  culpable  dio  principio  directamente 
á  la  ejecución  del  delito  complejo  que  había  proyecta- 
do, y  en  cuya  ejecución  no  continuó,  por  causa  agena 
á  su  voluntad,  cual  fué,  el  ser  visto  por  una  persona 
que  dio  gritos  de  alarma;  existiendo,  por  consiguien- 
te, los  elementos  que  integran  la  tentativa  apreciada 
por  la  Sala  sentenciadora,  con  arreglo  al  páriufo  ter- 
cero del  artículo  tercero  del  Código  Penal,  el  cual  no 
ha  infringido,  sino  aplicado  acertadamente. 

Considerando:  que  tampoco  ha  incurrido  dicha 
Sala  en  el  segundo  error  de  derecho  que  le  atribuye  el 
procesado  en  su  recurso,  pues-  dados  los  hechos  ex- 
puestos como  probados  en  la  sentencia,  al  introducirse 
aquél  sigilosamente  en  la  casa  del  interfecto,  llegando 
así  hasta  el  lugar  donde  se  encontraba,  ocupado  en  la- 
varse los  pies,  y,  por  (consiguiente,  enteramente  des- 
prevenido, y  precipitarse  sobre  él,  después  de  apagar 
la  candileja  con  que  se  alumbraba,  arrastrándolo  á 
pocos  pasos,  donde  le  infirió  las  heridas  que  le  produ- 
jeron la  muerte,  es  evidente,  que  la  agresión  fué  com- 
pletamente imprevista  é  inesperada  para  el   agredido, 
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á  quien  por  eso  y  por  la  celeridad  de  los  actos  ejecuta* 
dos  por  el  agresor  no  le  fué  posible  apercibirse  á  la  de- 
fensa por  ningún  medio;  y  en  tal  concepto  es  de  esti-  j 
marse  legalmente  que  el  culpable  empleó,  para  ejecu-  | 
tar  el  héóho,  medios,  modos  6  formas  que  tendía  di- 
recta y  especialmente  á  evitar  el  riesgo  para  sn  perso- 
na, que  procediera  de  la  defensa  del  ofendido,  que  es 
lo  que  constituye  la  circunstancia  de  alevosía,  cualifí- 
cativa  del  delito  de  asesinato,  según  los  artículos  diez, 
número  tercero  y  cuatrocientos  catorce  del  Código  Pe- 
nal; no  habiendo,  por  tanto,  infringido  la  Sala  senten- 
ciadora dichos  artículos,  ni  el  quinientos  veinte  y  cua- 
tro, al  aplicarlos  al  caso  de  autos,  como  sostiene  el  re- 
currente. I 

Considerando  que,  aparte  de  lo  expuesto,  esta 
Sala  no  ha  encontrado  en  el  estudio  que  ha  hecho  de 
la  causa  ningún  motivo  que  haga  procedente  la    casa-  \ 

ción  de  la  sentencia  por  infracción  de  ley.  ! 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  la  casación  de  la  sentencia  dictada  por 
la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  la  causa  de.  referencia,  por 
la  que  se  impuso  la  pena  de  muerte  á  Julián  Rodrí- 
guez Linares,  ni  por  los  motivos  alegados  por  su  de- 
fensa y  por  el  Ministerio  Fiscal,  ni  por  otro  alguno; 
imponiéndose  las  costas  al  recurrente  en  cuanto  al  re- 
curso por  él  interpuesto,  y  declarándose  de  oficio  las 
demás:  y  pasen  los  autos  al  Fiscal  á  los  efectos  del  ar- 
tículos setenta  y  dos  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve.  Así  por  esta 
sentencin,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Rafael  Cruz  Pérez. — José  Antonio  Pichardo. — Octavio 
Giberga. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta.— 
Ambrosio  R.    Morales. — Francisco   Noval  y  Martí. 

ftueb.  forma.— Sent.  16.— 4  de  Septiembre  de  1902.— Se- 
daoción  de  sentendas.  (Gac.  Mayo  19,) 

DOCTRIKA:  Cuando  la  edad  del  procesado  no  ha 
sido  objeto  de  debate,  en  el  juicio,  el  Tribunal  senten- 
ciador cumple  en  cuanto  á  la  redacción  de  la  senten- 
cia expresando  dicha  edad  en  el  encabezamiento,  sin 
que  tenj^a  necesidad  de  consi{?narla  también  en  los  Re- 
sultandos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  dos:  en  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  que  pende  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección 
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primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  diez  de  Junio  último,  en  causa  proce- 
dente del  Juzgado  de  Instrucción  del  .Este  de  esta 
ciuHad,  seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio 
Fiscal,  y  de  la  otra,  Edelmiro  Díaz  Pérez,  conocido 
también  por  Manuel  Calvo  y  Manuel  González  Sánchez, 
vecino  da  Cuatro  Caminos  y  sirviente:  procesado  por 
robo. 

Resultando  que  dicha  sentencia  contiene  los  siguien- 
tes resultandos  numerados: 

Hechos  probados: 

ííPrimero.  Resultando  probado  que  el  procesado 
«Edelmiro  Pérez,  6  Manuel  Calvo  6  Manuel  Gonzá- 
»lez  á  mediados  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno, 
)»BÍendo  criado  de  Federico  Cabrera,  en  la  casaca- 
»lle  de  la  Amargura  número  sesenta  y  nueve,  sus- 
Dtrajo  de  la  habitación  que  ocupaban  Patrick  Donoohu 
»y  Al f red  Willey  varias  prendas  y  objetos  de  la  pro- 
Dpiedad  del  primero,  que  tenia  guardados  en  una  ma- 
»leta  de  mano,  cerrada,  solamente  con  las  correas,  y 
«además  un  portamonedas  con  tres  pesos  que  Joseph 
»H.  Rose  tenia  en  un  baúl  que  abrió  el  procesado  va- 
»liéndos»«  de  un  corta-hierro  con  el  cual  desprendió 
«toda  la  parte  de  madera  en  que  estaba  colocada  la 
«cerradura  después  de  lo  cual  desapareció  de  la  casa, 
«importando  los  objetos  y  prendas  refeiidas  treinta 
«pesetas,  y  el  daño  causado  en  el  baúl  de  Joseph  H. 
«Rose,  cuatro  pesos  en  moneda  americana. « 

«Segundo.  Resultando  probado  que  en  causa  númes 
«ro  doscientos  setenta  y  siet«  del  «fio  mil  noveciento- 
«uno,  del  Juzgado  del  Norte,  por  hurto,  fué  condena- 
»do  el  procesado,  con  el  nombre  de  Manuel  González  . 
«Sánchez  ó  Manuel  Blanco,  á  la  pena  de  dos  meses  y 
«un  día  dn  arresto  mayor,  por  sentencia  de  ocho  de 
«Octubre  del  expresado  afio  dictada  por  la  Sección  se- 
«gunda  de  esta  Sala.» 

Conclusiones  del  fiscal: 

«Tercero.  Resultando  que  el  Ministerio  Fiscal  en 
«sus  conclusiones  definitivamente  sostenidas,  calificó 
«los  hechos,  que  refirió  como  constitutivos  de  un  delito 
«de  robo,  previsto  y  penado  en  el  artículo  quinientos 
«veinte  del  Código  Penal,  en  relación  con  el  artículo 
«párrafo  último  y  el  número  cuarto  del  quinientos 
«veinte  y  seis,  estimó  responsable  del  mismo,  en  con- 
«cepto  de  autor,  al  procesado,  apreció  en  él  la  circuns- 
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»tancia  agravante  de  ser  reincidente  diez  y  nneve  del 
«artículo  noveno  y  pidió  que  se  le  condenara  á  la  pena 
i>de  tres  años,  "seis  meses  veinte  y  un  días  de  presidio 
«correccional;  accesorias  legales  y  pago  de  las  costas, 
))Con  abono  de  la  prisión  provisional,  sufrida,  y  á  in- 
«demnizar  al  perjudicado  en  la  cantidad  de  cuarenta  y 
«cinco  pesetas  valor  de  lo  robado  y  en  cuatro  pesos 
«moneda  americana  importe  del  daño  causado.» 

CJONCLUSIONES  DE  LA  DEFENSA! 

((Cuarto.  Resultando  que  la  defensa  del  procesado 
«en  sus  conclusiones  definitivas  negó  la  participación 
«de  su  defendido  en  los  hechos  é  interesó  su  absola- 
«ción  con  costas  de  oficio. » 

RESOLUCIÓN  recurrida: 

Resultando  que  por  la  referida  sentencia  de  diez  de 
Junio  próximo  pasado,  calificándose  los  hechos  ex- 
puestos en  el  primero  de  los  cuatro  resultandos  nume- 
rados que  se  dejan  transcritos,  de  un  delito  consumado 
de  robo,  sin  armas,  en  casa  habitada,  por  valor  de 
menos  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  definido  en 
el  artículo  quinientos  veinte  en  relación  con  el  número 
cuarto  del  quinientos  veinte  y  seis,  del  Código  Penal, 
se  condenó  al  procesado,  como  autor  de  dicho  delito, 
con  la  agravante  de  reincidencia,  en  la  pena  de  tres 
años,  seis  meses  veinte  y  un  días  de  presidio  correc- 
cioDal,  las  correspondientes  accesorias  y  al  pago  de 
costas;  expresándose  en  el  encabezamiento  de  la  mis 
ma  sentencia  que  el  procesado  tenía  la  edad  de  diez  y 
ocho  años. 

Petición  de  la  subsanaoión  de  la  falta: 

Resultando  que  dentro  del  siguiente  día  hábil  de 
haberle  sido  notificado  al  procesado  la  propia  senten- 
cia, ejercitó  su  representante  y  defensor  el  recurso  que 
concede  el  artículo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  exponiendo  que  en  aquélla 
se  consigna  que  su  defendido  tiene  diez  y  ocho  años, 
no  siendo  así,  como  puede  probarse  por  la  sen- 
tencia dictada  por  la  misma  Sala  en  diez  y  nueve 
de  Mayo  del  corriente  año  en  la  que  se  dice  que  el 
procesado  es  menor  de  diez  y  ocho  años,  y  como  consta 
también  de  las  certificaciones  médicas  que  existen  en 
algunos  sumarios  en  tramitación,  entre  ellos  el  de  1» 
causa  número  ciento  catorce  de  mil  novecientos  dos 
del  Juzgado  del  Centro;  por  cuyo  motivo  pedía  á  la 
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Sala  sentenciadora,  que  rectificara  bq  sentencia  en  esa 
parte;  lo  qae  le  fué  denegado  por  auto  de  diez  y  siete 
del  mismo  mes  de  Junio,  fundándose  este  auto  en  que 
la  aclaración  solicitada  entrañaría  una  variación  radi- 
cal en  la  sentencia,  y  en  que  en  la  causa  no  aparecen 
indicaciones  relativas  á  que  el  procesado  fuera  menor 
de  diez  y  ocho  años;  habiendo  expresado  en  su  inda- 
gatoria que  los  tenia  y  habiéndolo  el  Fiscal  acusado 
en  ese  concepto,  sin  que  se  alegara  por  la  defensa 
oportunamente  la  circunstancia  atenuante  que  en  tal 
solicitud  de  aclaración  se  invocaba. 

Fundamentos  dbl  rbcxtrso  de  casación: 

Resultando  que.  notificado  este  auto  al  represen- 
tante y  defensor  del  procesado,  estableció  el  presante 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
contra  la  expresada  sentencia  de  diez  de  Junio  últi- 
mo, alegando  en  apoyo  del  mismo  que  lo  autoriza  el 
artículo  dos  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  en  relación  con  los  artículos 
ochocientos  cuarenta  y  ocho,  novecientos  diez  y  nove- 
cientos doce,  caso  primero,  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal;  que  según  esta  ley  deben  consignarse 
los  hechos  probados,  en  los  resultandos  de  la  sentencia, 
y  que  en  los  de  la  recurrida  no  se  dice  que  su  defen- 
dido sea  mayor  de  diez  y  ocho  años,  condenándosele 
no  obstante  como  si  tuviese  tal  edad;  que  practicó  la 
única  diligencia  que  debía  practicar  para  obtener  la 
subsanación  de  la  falta  imputada,  que  fué  pedir  la  acla- 
ración de  la  sentencia;  no  habiendo  alegado  anterior- 
mente la  atenuante  de  la  que  se  hace  mérito  porque, 
según  consta  del  cuarto  resultando  de  la  misma  sen- 
tencia, negó  en  sus  conclusiones  definitivas  la  partici- 
pación del  procesado  en  los  hechos,  y  por  esto  no  podía 
entrar  á  discutir  circunstancias  agravantes,  ni  ate- 
nuantes que  suponen  dicha  participación. 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  y  sustanciado 
en  forma  ante  este  Tribunal  Supremo,  celebróse  la 
correspondiente  vista  pública,  en  la  cual  el  abogado 
de  oficio  en  turno,  como  representante  y  defensor  del 
recurrente,  sostuvo  la  procedencia  de  aquél,  impug- 
nándolo el  Ministerio  Fiscal. 

Decisión  del  recükso: 

Señor  Ponente  el  Sr.  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que,   conforme  á  la  regla  segunda  del 
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articulo  ciento  cuarenta  y  dos  en  harmonía  con  el 
setecientos  cuarenta  y  dos  y  ntimero  primero  del  nove- 
cientos doce,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
el  Tribunal  de  los  hechos  sólo  está  obligado,  respecto 
de  éstos,  en  su  sentencia,  á  expresar  clara,  y  termi- 
nante y  sin  contradicción  manifiesta  entre  ellos,  los 
que,  hallándose  enlazados  con  las  cuestiones  que  hayan 
sido  objeto  del  juicio,  considere  probados;  declarán- 
dolos tales  en  resulta»ndos  numerados. 

Considerando  que  en  juicio  de  que  se  trata,  según 
los  resultandos  tranncritos  de  la  sentencia  recurrida, 
no  fué  objeto  del  debate,  como  pudo  serlo,  siquiera 
alteniativa  y  subsidiariamente  propuesta  por  la  defen- 
sa del  procesado,  la  cuestión  á  que  el  recurso  se  con- 
trae, de  si  el  recurrente  era  ó  no  mayor  de  diez  y  ocho 
años  al  tiempo  de  ejecutarse  el  delito  penado  en  la 
propia  sentencia  y,  por  consiguiente,  al  no  expresar 
en  éste,  sino  en  su  encabezamiento,  la  edad  del  pro- 
cesado, no  incurrió  el  Tribunal  a  quo  en  el  quebranta- 
miento de  forma  que  se  le  atribuye  en  el  único  motivo 
del  recurso. 

Considerando  que  por  tanto,  procede  declarar  éste 
sin  lugar;  y  con  arreglo  al  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  noventa  y  dos  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  interpuesto  por  Edelmiro  Díaz  Pérez,  contra 
la  sentencia  dictada  en  la  referida  causa  por  la  Sección 
primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  diez  de  Junio  último;  y  las  costas,  de 
cargo  del  recurrente.  Así  por  esta  nuestra  sentencia, 
lo  pronunciamos  mandamos  y  firmamos. — José  An- 
tonio Pichardo. — Luis  Gastón.  — José  CabarrocasHor- 
ta. — Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  Noval  y  Mar- 
tí.— Silverio  Castro,  Secretario. 


Clxieb.  forma.— Sent.  17.— 12  de  Septiembre  del902.— He- 
chos.—Circunstancias  modiflcativas.— Delito  fnistra- 

do.  ( OaG,  Mayo  22  ) 

DOCTRINA:  Las  contradicciones  en  las  sentencias 
que  dan  lu^ar  al  recurso  de  casación,  son  las  que  exis* 
tan  entre  los  hechos  probados  y  no  entre  éstos  y  las 
consideraciones  en  que  descansa  el  Tribunal  para  dic- 
tar su  fallo. 
El  hecho  de  atacar  á  una  persona  que  se  encuentra 
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acostada,  indefensa  7  desprevenida,  constituye  la  dir 
constancia  de  alevosía. 

Consignándose  en  la  sentencia  que  el  delito  se  come- 
tió de  noche,  y  tratándose  de  un  delito  de  asesinato, 
resulta  bien  apreciada  la  circunstancia  de  nocturnidad 

BI  hecho  de  penetrar  en  un  rancho  para  cometer  un 
delito,  rompiendo  las  paredes  de  yaguas  que  lo  for- 
man, constituye  la  circunstancia  24  del  artículo  10?  del 
Código  Penal. 

Para  estimar  en  un  delito  la  concurrencia  de  las  cir- 
cunstancias modificativas  de  la  penalidad,  es  requisito 
indispensable  que  consten  probados  en  la  sentencia 
los  hechos  de  los  cuales  se  pretendan  derivar  dichas 
circunstancias. 

Bl  hecho  de  dirigirse  un  individuo,  después  de  ocasio- 
nar la  muerte  á  una  persona,  contra  otra  y  con  la 
misma  arma  que  realizó  aquel  delito,  agredir  á  ésta 
ocasionándole  varias  lesiones,  cesando  en  la  agresión 
por  la  vigorosa  defensa  del  agredido  y  la  intervención 
de  un  tercero  á  quien  también  lesionó  levemente,  cons- 
tituye el  delito  frustrado  de  homicidio,  y  no  el  de  le- 
siones. 

En  la  ciadad  de  la  Habana,  á  doce  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  dos;  visto  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  el  procesado  Telesforo  Reyes  ó  Tomás 
Pérez  (a)  «Cambólo»,  y  admitido  también  de  derecho, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
en  causa  seguida  de  oficio  en  el  Juzgado  del  distrito 
Oeste  de  esta  capital,  al  mencionado  Telesforo  Reyes, 
natural  y  vecino  del  Calabazar,  de  cuarenta  y  cinco 
años  de  edad,  soltero,  jornalero,  por  los  delitos  de  ase- 
sinato y  lesiones. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  objeto  del  recur- 
so dictada  por  la  mencionada  Sala  el  veinte  y  tres  de 
Mayo  áltimo.  se  refieren  los  hechos  de  la  caupa  en  la 
forma  que  constan  en  los  dos  Resultandos  que  á  con- 
tinuación literalmente  se  transcriben: — «Primero.  Re- 
Dsultando  probado:  que  á  las  nueve  de  la  noche  del 
^treinta  de  Julio  último  y  después  de  haber  tenido  un 
«disgusto  con  el  procesado  que  era  su  concubino,  se 
«presentó  la  morena  conocida  por  Andrea  y  cuyas  ge- 
Auerales  no  se  han  podido  comprobar,  la  que  se  encon- 
"traba  embarazada  de  cinco  meses,  en  el  bohío  situado 
»en  la  Calzada  de  Concha  en  que  residía  la  parda  Eloi- 
»sa  Gronzález  en  unión  de  los  morenos  Juana  Barreto, 
»Juan  Cepero  y  Bartolo  Pérez  y  de  quienes  era  cono- 
»cida  suplicando  á  la  González  la  dejara  dormir  en  la 
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»casa  á  lo  qae  accedió  ésta,  acostándole  en  la  cama  del 
«moreno  Bartolo  Pérez  que  estaba  ausente  en  esos  mo- 
»mentos  y  que  regresó  poco  después,  y  entre  dos  y  ti  es 
»de  la  madrugada  del  siguiente  día  el  procesado  Te- 
»lesforo  Reyes,  que  ha  sido  condenado  por  ejecutoría 
»en  veinte  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  noven- 
))ta  y  ocho  por  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fa^o, 
»(y  era  concubino  de  la  Andrea)  rompiendo  dos  pe- 
))dazos  de  yagua  que  formaban  un  costado  de  la  habi- 
»tación  en  que  dormía  ésta  penetró  en  la  misma  por  el 
«agujero  ó  boquete  que  habla  abierto,  y  aprovechándo- 
«se  de  que  aquélla  estaba  acostada  del  lado  izquierdo 
«y  desprevenida  le  infirió  lesiones  con  instrumento 
«perforo  cortante  en  la  región  costo-axilar  derecha, 
«que  interesíindo  el  pulmón  derecho,  el  pericardie,  la 
«aurícula  derecha,  el  ventrículo  izquierdo  y  lóbulo  in- 
«ferior  del  pulmón  izquierdo,  heridas  mortales  por  ne- 
«cesidad  y  que  le  causaron  la  muerte  á  los  pocos  mo- 
«mentos,  no  sin  que  antes  profiriese  algunos  gritos  de 
«auxilio. — Segundo.  Resultando  probado:  que  inme- 
«diatamente  después  de  realizado  el  anterior  hecho  y 
«á  las  nuevas  vocea  de  aiixilir>  dadas  por  lo^  demás  ve- 
«cinos  de  la  casa,  se  dirigió  el  procesado  al  luear  en 
«que  los  mismos  se  hallaban,  encontrándose  allí  acosta- 
»do  en  una  tabla  al  moreno  Bartolo  Pérez,  á  quien  cou 
«ánimo  (]e  matar  le  arremetió  ton  el  arma  que  ncaba- 
«ba  de  emplear  infiriéndole  lesiones  en  la  región  cl&vi- 
«cular  derecha,  en  la  cara  extema  del  brazo  y  ante- 
abrazo  y  en  la  región  costo  lateral  del  mismo  lado  que 
«sanaron  á  los  ochenta  y  siete  días  con  necesidad  de 
«asistencia  médica  é  impedimento  para  el  trabajo  du- 
«rante  ese  tiempo;  no  pudiendo  realizar  su  propósito 
«por  la  vigorosa  defensa  del  agredido  y  por  la  inter- 
«vención  de  la  parda  Eloísa  González  á  quien  infirió  le- 
«siones  que  tardaron  en  sanar  dos  ó  tres  días,  dándose 
«á  la  fuga  el  procesado  después  de  realizar  los  hechos 
«expuestos.» 

Resolución  rbcurrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  es- 
tos hechos  como  constitutivos,  el  primero  de  un  delito 
de  asesinato  previsto  en  el  artículo  cuatrocientos  ca- 
torce del  Código  Pcfial,  y  el  segundo,  de  homicidio 
frustrado  definido  y  penado  en  el  artículo  cuatrocien- 
tos diez  y  seis  del  Código  Penal  en  relación  con  el  ter- 
cero del  propio  Códigc  y  de  una  falta  incidental  de  le- 
siones comprendida  en  el  caso   primero    del    artículo 
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seiscientos  once  del  repetido  Código;  de  todos  los  cua- 
les hechos  estimó  responsables  en  concepto  de  aator 
por  participación  directa  al  procesado,  y,  estimando 
que  en  la  comisión  del  primero  de  dichos  delitos  ha- 
bían concurrido  las  circunstancias  agravantes  genéri- 
cas de  nocturnidad,  rompimiento  de  pared  y '  reinci- 
dencia, y  esta  última  también  en  cuanto  al  otro  deli- 
to, lo  condenó,  por  el  de  asesinato,  á  la  pena  de  muer- 
te, con  los  demás  pronunciamientos  del  caso;  por  el  de 
homicidio  frustrado  á  la  pena  de  diez  años  y  un  día  de 
prisión  mayor  con  las  accesorias  correspondientes  y 
por  la  falta  incidental  á  un  mes  de  encarcelamiento, 
condenándosele  asimismo  á  indemnizar  á  los  perjudi- 
cados los  daños  y  perjuicios  ocasionados,  y  las  costas 
del  proceso. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contrs^  la  mencionada  sentencia 
intei'puso  el  procesado  recurso  de  casación  por  que 
brantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  alegando 
como  único  motivo  en  lo  que  hace  al  primero,  que 
funda  en  el  caso  primero  del  articulo  nove>áentos  doce 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  «que  en  la  sen- 
«tencia  no  se  expresa  de  un  modo  claro  el  hecho  del 
«domicilio  de  la  interfecta  Andrea,  ó  sea,  si  vivía  ó  nó 
»en  la  casa  ó  bohío  donde  se  cometió  el  delito,  pues 
«que  mientras  que  en  el  primer  Resultando  se  mani- 
«fíesta  que  había  pedido  la  dejaran  dormir  en  la  casa, 
»y  asi  lo  hizo  en  la  cama  de  Bartolo  Pérez,  el  séptimo 
«Considerando  da  la  idea  de  que  el  bohío  era  la  mora- 
i»da  de  Andrés,  cuando  añrma  el  Tribunal  que  concu- 
«rre  la  agravante  veinte  y  una  áA  artículo  diez,  lo 
«cual  es  de  todo  punto  contradictorio,  y  por  lo  que 
«respecta  al  otro  recurso  ó  sea  al  de  infracción  de 
«ley  alegó  los  motivos — Primero:  Lo  funda  en  el  ca- 
so tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Ley  de  Enuicjiamiento  Criminal  y  cita  como 
infringido  por  indebida  aplicación  el  artículo  cua- 
trocientos catorce  del  Código  Penal  y  por  falta  de 
aplicación  el  cuatrocientos  diez  y  seis  del  mismo 
cuerpo  legal;  en  el  concepto  de  que  no  puede  es- 
timarse la  alevosía  cualifícativa  del  asesinato,  por 
la  sola  declaración  de  que  Andrea  estaba  acostada 
y  desprevenida,  y  á  mayor  abundamiento  si  se  tiene 
en  cuenta  las  condiciones  del  lugar  en  que  se  realizó 
el  hecho  y  el  riesgo  que  corría  el  agresor  por  el  núme- 
ro de  personas  que  allí  habían,  el  cual  también  pro  ve  • 
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nía  de  parte  de  la  agredida. — Segundo:  Lo  funda  asi- 
mismo en  el  caso  tercero  del  artículo  antes  expresado, 
citando  como  leyes  infringidas  los  artículos  cuatro- 
cientos diez  y  seis  y  tres  del  Código  Penal  por  indebi- 
da aplicación  y  el  cuatrocientos  veinte  y  nueve  en  su 
pári-afo  cuarto  por  falta  de  aplicación,  en  el  concepto 
de  que  no  basta  que  en  el  segundo  Kesultando  de  la 
sentencia  se  declare  probado  que  tuvo  intención  de 
matar  para  que  pueda  estimarse  la  existencia  del  deli- 
to de  homicidio,  sino  que  es  necesario  que  esa  inten- 
ción se  derive  de  hechos  que  evidentemente  la  de- 
muestren, y  por  último,  el  tercero  y  cuarto  motivo  se 
funda  en  el  caso  quinto  del  mismo  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  3'^  nueve  de  la  Ley  procesal  por  aplicación 
indebida  de  los  números  diez  y  veinte  y  cuatro 
del  artículo  diez  del  Código  Penal  y  por  falta  de  apli- 
cación de  los  números  quinto  y  séptimo  del  artículo 
noveno,  referentes  los  dos  primeros  números  á  las  cir- 
cunstancias agravantes  de  nocturnidad  y  rompimien> 
to  de  pared  y  los  dos  últimos  á  las  atenuantes  de  vin- 
dicación próxima  de  una  ofensa  grave  y  de  arrebato  y 
obcecación,  estimando  que  debieron  ser  apreciados 
estos  dos  últimos  á  favor  del  procesado  «dado  que  al 
«llegar  éste  al  bohío  de  la  calzada  de  Concha,  ignoran- 
»do  estuviere  en  él  su  concubina,  la  encontró  desnuda 
»en  la  cama  de  Bartolo  Pérez,  único  que  había  en  la 
«habitación  de  éste  y  en  la  que  Bartolo  se  encontraba, 
«ocurriendo  además  la  circunstancia  de  que  iba  por 
«primera  vez  y  dormía  en  dicha  cama  la  interfecta 
«Andrea. » 

Resultando  que  el  día  veinte  y  ocho  de  Agosto 
próximo  pasado  se  celebró  la  vista  pública  de  este  re- 
curso, con  asistencia  del  Letrado  defensor  del  proce- 
sado y  del  representante  del  Ministerio  Fiscal,  soste- 
niendo el  primero  los  motivos  por  él  alegados,  los 
cuales  fueron  impugnados  por  el  segundo,  quien,  ade- 
más, hizo  constar  que  examinada  la  causa,  no  había 
encontrado  en  ella  ningnn  quebrantamiento  de  forma, 
ni  infracción  de  ley  que  pudiera  autorizar  la  casación 
del  fallo,  por  lo  cual  pedía  se  declarase  no  haber  lu- 
gar á  ella. 

Decisión  dkl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mora- 
les. 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  por  quebran- 
tamiento de  forma,  establecido  por  la  parte  recurren- 
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te  que,  según  el  número  primero  del  artículo  nove- 
cientos doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
procede  dicho  recurso,  cuando  en  la  sentencia  no  se 
exprese  clara  y  terminantemente  cuales  son  los  hechos 
que  se  consideren  probados  6  resulte  manifiesta  con- 
tradicción entre  ellos. 

Considerando  que,  en  tal  virfcud  y  alegándose 
por  el  recurrente  como  fundamento  d^l  recurso,  que 
no  se  expresa  con  claridad  el  hecho  del  domicilio  de  la 
interfecta,  debido  á  la  contradicción  que  existe  entre 
•el  primero  Resultando  que  afirma,  que  aquélla  había 
pedido  que  la  dejaran  dormir  en  la  casa  en  que  se  co- 
metió el  delito  y  el  séptimo  Considerando  que  da  la 
idea  de  que  dicha  casa  era  la  morada  de  la  ofendida; 
desde  luego  se  advierte  que  el  referido  precepto  no 
autoriza  á  discutir  la  aducida  contradicción,  puesto 
que  solo  comprenden  los  que  ofrezcan  los  mismos  he- 
chos entre  sí  y  no  la  que  existan  entre  los  declarados 
probados  y  las  consideraciones  del  Tribunal  para 
acordar  el  fallo,  por  lo  que  es  indudable,  que  faltando 
la  base  en  que  se  apoya  el  motivo  alegado,  carece  de 
toda  eficacia  el  recurso  fundado  en  el  precepto  antes 
expuesto. 

Considerando,  en  lo  que  hace  al  primer  motivo 
por  inf Inacción  de  ley,  que  dada  la  ocasión  y  modo  co- 
mo penetró  el  procesado  en  la  habitación  donde  dor- 
mía su  cuncubiua  Andrea  y  encontrándola  acostada  y 
-desprevenida  le  ocasionó  las  heridas  que  se  escriben  en 
la  sentencia,  ocasionándole  á  los  pocos  momentos  la 
muerte;  no  puede  negarse  dados  estos  precedentes  de- 
terminantes del  sigilo  con  que  se  acercó  á  su  víctima  y 
de  la  situación  totalmente  indefensa  en  que  ésta  se 
hallaba  respecto  del  agresor,  que  éste,  en  la  ejecución 
del  delito,  empleó  medios,  modos  y  formas  tendentes 
á  consumarlo,  excusando  el  riesgo  personal  que  pudie- 
ra; ofrecer  defendiéndose  la  ofendida,  circunstancias 
todas  que  constituyen  la  alevosía  apreciada  por  la  Sala 
sentenciadora  para  calificar  el  hecho  que  refiere  el  pri- 
mer Resultando  de  la  sentencia  como  constitutivo  del 
delito  de  asesinato. 

Considerando  que  ejecutado  el  delito  entre  dos  y 
tres  de  la  madrugada  y  probado  también  que  el  cul- 
pable penetró  en  el  local  en  que  dormía  la  interfecta, 
rompiendo  las  yaguas  que  formaban  la  pared  de  la  ha- 
bitación; no  puede  menos  de  estimarse  en  la  consuma- 
<ci6n  del  delito  la  concurrencia  de  las  circunstancias 
•agravantes  de  nocturnidad  y  rompimiento  de  pared. 
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aDreciadas  en  la  sentencia,  ó  sea  la  de  los  números 
diez  y  seis  y  veinte-y  cuatro  del  artículo  diez  del  Có- 
digo Penal,  la  primera;  porque  la  determina  realmen- 
te y  sin  lugar  á  dudas  el  momento  en  que  sucedieron 
los  hechos  que  motivan  esta  causa,  apareciendo  de  los 
mismos  que  aprovechó  el  culpable  la  noche  para  rea- 
lizarlos, pues  sin  esta  circunstancia,  no  hubiera  podi- 
do acercarse  con  la  facilidad  con  que  lo  hizo  á  la  casa 
donde  se  encontraba  Andrea,  ni  penetrar  en  la  habi- 
tación en  la  forma  que  lo  realizó,  sin  ser  visto,  ni  eje- 
cutar, hin  probabilidades  de  obstáculos,  su  criminal 
propósito  y  evadirse  como  se  evadió  amparado  por  la 
protección  que  aquélla  le  brindaba  y,  la  segunda,  por 
cuanto  que  habiendo  penetrado  en  el  cuarto  rompien- 
do una  de  las  paredes  ó  vallado  que  lo  formaban, 
comprueba  la  existencia  de  esta  circunstancia,  por  sí 
solo,  la  rotura  realizada. 

Considerando,  en  lo  que  hace  á  las  circunstancias 
atenuantes  de  arrebato  y  obcecación  y  de  vindicación 
próxima  de  una  ofensa  grave,  cuya  concurrencia  alega 
el  procesado,  que  para  que  puedan  ser  apreciadas,  es 
de  todo  punto  indispensable  que  consten  probados  por 
modo  claro  y  preciso  los  hechos  que  la  generan  y  no 
existiendo  entre  los  de  la  sentencia  ninguno  del  cual 
pueda  deducir^e  la  existencia  de  una  ú  otra  circuns- 
tancias, no  pueden  ser  estimados;  no  procediendo  acep- 
tar los  fundamentos  en  que  los  apoya  el  recurrente, 
porque  para,  derivarlos,  establece  hechos  distintos  á 
los  declarados  probados  en  la  sentencia,  lo  cual  no  es 
admisible  en  casación. 

Considerando,  que  el  delito  de  homicidio  frustra- 
do existe  cuando  el  agente  practica  todos  los  actos  de 
ejecución  que  debieran  producir  la  muerte  de  alguna 
persona  y  ésta  no  resulta  por  causas  agenas  de  la  vo- 
luntad de  aquél,  siempre  que  conste  la  intención  de 
matar  por  el  modo,  forma  y  circunstancias  con  el  he- 
cho se  ejecuta. 

Considerando,  que  atendiendo  á  lo  anteriormente 
expuesto,  las  hechos  probados  en  el  segundo  Resul- 
tando de  la  sentencia  son  constitutivos  del  delito  de 
homicidio  frustrado  y  no  del  de  lesiones  como  pretende 
el  recurrente,  pues,  al  dirigirse  el  procesado  después 
de  ocasionar  la  muerte  á  su  concubina,  al  lugar  en  que 
se  encontraba  Bartolo  Pérez,  acostado  en  una  tabla  y 
descargar  sobre  él,  el  arma  de  que  acababa  de  hacer 
uso,  infiriéndole  una  lesión  en  la  región  clavicular, 
otro  en  la  cara  extema  del  brazo  y  antebrazo  y  en  la 
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región  costo  lateral  del  mismo  lado,  que  sanaron  á  los 
ochenta  y  siete  días  con  necesidad  de  asistencia  médica 
é  impedimento  para  el  trabajo  durante  ese  tiempo;  y 
por  otra  parte,  resultar  también  probado  que  cesó  la 
agresión  debido  á  la  vigorosa  defensa  que  hizo  el  ofen- 
dido y  á  la  intervención  de  Eloisa  González,  á  quien 
hirió  levemente;  son  circunstancias  que  evidenciando  la 
eficacia  del  arma  empleada,  los  repetidos  golpes  dados 
con  la  misma,  la  naturaleza  grave  de  las  lesiones  causa- 
das en  parte  principal  del  cuerpo  y  la  causa  que  puso 
término  á  la  agresión,  revelan  la  intención  que  tuvo  el 
procesado  de  producir  la  muerte  á  Pérez,  y  que  si  no  lo 
logró,  se  debió  á  causas  independientes  á  su  voluntad. 

Considerando,  que  por  los  fundamentos  expuestos, 
la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  en  los  errores 
de  derecho  é  infracciones  legales  que  se  le  atribuyen, 
siendo  por  ello  procedente  que  se  declare  sin  lugar  el 
recurso  establecido  y  en  consecuencia  de  esta  declara- 
ción impone  I*  las  costas  al  recurrente,  de  ex)nformidad 
á  lo  establecido  en  el  artículo  cuarentia  de  la  Ley  de 
casación. 

Considerando,  que  examinada  la  causa  por  este 
Supremo  Tribunal  para  apreciar  conforme  al  articulo 
setenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  si  procede  la  casación  de  la 
sentencia  por  cualquier  otro  motivo,  bien  sea  por  que- 
brantamiento de  forma  ó  por  infracción  de  ley,  aún 
cuando  no  se  haya  sostenido  por  el  procesado  ni  por  el 
Ministerio  Fiscal,  no  existe  á  juicio  del  Tribunal  mo- 
tivo de  ninguna  clase  que  autorice  la  casación  del  fallo 
en  cuanto  se  refiere  al  delito  porque  se  impone  al  pro- 
cesado la  pena  de  muerte. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  quebranta- 
miento de  forma  é  infracción  de  ley  interpuso  el  pro- 
cesado Telesforo  Reyes  ó  Tomás  Pérez  (a)  «Cambólo», 
ni  al  admitido  de  derecho  en  beneficio  del  mismo,  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  pe  la  Habana  con 
fecha  veinte  y  tres  de  Mayo  último;  con  las  costas  á 
cargo  del  recurrente,  y  en  cumplimiento  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  setenta  y  dos  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  ya  citada,  pásense  al  Fiscal  la  causa  y 
rollos  pertenecientes  á  la  misma,  para  que  exponga,  si 
cree  que  exist-e  algún  motivo  de  equidad  que  aconseje 
la  no  ejecución  de  la  sentencia  y  la  conmutación  de  la 
pena  en  vía  de  gracia.  Comuniqúese,  etc. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  An- 
tonio Pichardo. — Octavio  Giberga. — Luis  Gastón. — 
José  CabarrocasHorta.— Ambrosio  R.  Morales — Fran- 
cisco Noval  Martí. 


Qneb.  forma.— Sent.  18.— 2  do  Octubrodo  1902.— Donega- 
ción  do  pruoba;  Alovosia;  Atontado.  (6ae.  ifa^o  22,) 

DOCTRINA:  Bl  hecho  de  haber  evacuado  el  trá- 
mite dc.conclusionea  provisionales  un  letrado  de  ofido 
legalmente  nombrado  y  no  el  designado  por  el  proce- 
sado no  constituye  quebrantamiento  de  forma  que  dé 
lugar  al  recurso  de  casación. 
No  puede  declararse  con  lugar  un  recurso  fundado  en 
la  causa  4f  del  artículo  911  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal  si  el  defensor  no  reclamó  oportunamente 
que  se  hiciera  constar  la  pregunta  desestimada  por  la 
Sala. 

Bl  hecho  de  atacar  bruscamente  por  detrds  á  una 
persona  que  se  encuentra  completamente  despreveni- 
da y  causarle  una  herida  que  le  ocasiona  la  muerte, 
constituye  la  circunstancia  de  alevosía. 

Bl  atacar  y  herir  á  un  agente  de  la  autoridad  que  se 
encuentra  de  uniforme  y  que  obra  en  cumplimiento  de 
deberes  de  su  cargo,  constituye  el  delito  de  atentado, 
aunque  en  aquellos  momentos  no  estuviere  dicho 
agente  de  servicio. 
I 

¡  En  la  Ciadad  de   la  Habana,  á  dos  de  Octabre  de 

I  mil  novecientos  dos;  en  el  recurso  de  casación  admiti- 

do de  derecho  é  interpuesto  por  quebrantamiento  de 
forma  y  por  infracción  de  Ley  á  nombre  de  Samón 
Yaldés  Rodríguez,  conocido  por  Manda-manda,  taba- 
quero y  vecino  de  esta  Ciudad,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sección  Primera  de  Ja  Sala  de  lo  Crimi- 
I  nal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  causa  segui- 

'  da  á  aquél  por  el  delito  de  asesinato. 

I  Hbchos  probados: 

I  Besultando  que  en  la  expresada  sentencia  dicta- 

da en  trece  de  Junio  ultimo,  se  consignan  los  hechos 
procesales  en  el  siguiente:  ((Resultando  probado:  que 
»en  las  inmediaciones   del  café  (fLa  Lidia»,  situado  en 
I  ))el  Mercado  de  Colón,  de  esta  Ciudad,  y  entre  once  y 

!  wdoce  de  la  noche  del  veint<i  y  uno  de  Mayo   último, 

I  «riñeron  Francisco  Valdés  Rodríguez  y  su  hermano  el 

«procesado  Ramón,  de  los  mismos  apellidos,  apodado 
«((Manda-manda»  promoviéndose  con  tal  motivo  en 
«aquel  lugar  una  reyerta  que  atrajo  concurrencia  de 
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«público,  y  á  la  que  paso  término  el  gaardia  de  Policía 
«Urbana  Leopoldo  Collazo  Hernández,  quien,  aanque 
«estaba  franco  de  servicio  en  aqaellos  momentos,  ves- 
)»tía  el  uniforme  del  Cuerpo  de  Seguridad  á  que  perte- 
»necia.  y  cumpliendo  sus  deberes  reglamentarios,  inter- 
«vino  en  el  tumulto  desenvainando  el  machete,  y  lo- 
»grando  restablecer  el  orden.  Y  cuando  ya  el  guardia 
«había  envainado  el  arma,  y  se  encontraba  frente  al 
«hermano  del  procesado,  éste  que  se  hallaba  á  la  es- 
«palda  del  Guardia,  diciéndole:  «No  lo  empujes  que  es 
«mi  hermano»,  acometió  bruscamente  por  detrás  al  re- 
«ferido  Guardia,  y  le  infirió  con  una  navaja  que  no  ha 
«sido  ocupada,  una  herida  de  veinte  centímetros  de 
«longitud,  en  la  parte  anterior  y  lateral  del  cuello  que, 
«comenzando  al  borde  anterior  del  tercio  medio  de  la 
«región  carotidea  izquierda,  sigue  entre  los  límites  de 
«las  regiones  supra  é  infra  hioidea,  tercio  medio  de  la 
«carotidea  derecha  y  dirigiéndose  arriba  y  atrás,  ter- 
«mina  en  la  región  mestoidea  derecha  después  de  inte- 
«resar  la  piel,  los  tejidos  aponeuroticos  y  musculares, 
«la  yugular  externa,  el  paquete  vásculo  nervioso  caro- 
«tideo  del  lado  derecho  y  cartílago  tiroides,  que  fué 
«seccionado  por  completo,  herida  que  determinó  inme- 
«diatamente  la  muerte  del  Guardia  Leopoldo  Collazo 
«y  Hernández.» 

Hbchos  en  qük  se  hace   consistir  el  quebranta- 
miento: 

Resultando  que  terminado  el  sumario  instruido 
por  esos  hechos,  al  emplazarse  para  ante  la  Audiencia 
al  procesado,  nombró  éste  Letrados  para  su  defensa, 
siendo  apercibido  de  que  si  aquéllos  no  aceptaban,  se 
le  nombraría  de  oficio,  lo  cual  en  efecto  ocurrió,  eva- 
cuando el  trámite  de  conclusiones  y  proponiendo  prue- 
bas el  defensor  de  turno,  aún  cuando  el  día  que  lo 
efectuó,  el  procesado  había  designado  nuevo  defensor: 
y  admitidas  las  pruebas  propuestas  por  las  partes,  di- 
cho último  Letrado  protestó  de  no  haber  él  formulado 
las  conclusiones,  y  para  el  caso  en  que  no  se  subsana- 
ra la  falta  que  estimaba  por  ello  cometida,  propuso 
prueba  documental,  pericial  y  testifical,  toda  la  cual 
fué  admitida  por  la  Sala  haciéndola  suya,  pero  sin  re- 
troceder en  el  procedimiento;  constando  del  acta  del 
juicio  oral,  que  la  defensa  hizo  una  pregunta  á  los  pe- 
ritos que  la  Sala  estimó  impertinente,  por  lo  cual  aqué- 
lla formuló  su  protesta  sin  consignarse  cual  fuera  di- 
cha pregunta. 
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Resolución  recurrida: 

Resaltando  que  los  hechos  declarados  probados 
íaeron  estimados  por  la  Sala  sentenciadora,  constita- 
tivos  de  un  delito  de  atentado  contra  nn  agente  de  la 
Autoridad  y  otro  de  asesinato  cualificado  por  la  cir- 
cunstancia de  alevosía,  ejecutados  ambos  en  un  solo 
acto,  y  siendo  su  autor  sin  circunstancias  genéricas 
modificativas  de  la  responsabilidad,  el  procesado  Ra- 
món Yaldés  Rodríguez,  á  quien  con  arreglo  al  artículo 
ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  condenó  á  la  pena 
de  muerte,  y  para  el  caso  de  ser  indultado  á  las  acce- 
sorias correspendientes,  á  indemnizar  á  los  herederos 
de  Leopoldo  Collazo,  en  la  cantidad  de  cinco  mil  pese- 
tas y  al  pago  de  las  costas  procesales. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  el  procesado  interpuso  contra  di- 
cha sentencia  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma  y  por  infracción  de  ley,  expresando  que 
el  primero  está  autorizado  por  el  artículo  ochocientos 
cincuenta  y  cuatro  y  los  incisos  primero  y  cuarto  del 
artículo  novecientos  once  y  el  novecientos  catorce  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  el  segundo  por 
los  incisos  primero,  quinto  y  sexto  del  artículo  •  cho- 
cientos  cuarenta  y  nueve  de  la  misma  ley;  consistien- 
do los  quebrantamientos  de  forma:  primero,  en  haber- 
se infringido  el  artículo  seiscientos  cincuenta  y  dos  de 
la  Ley  procesal  por  no  haber  podido  formular  las  con- 
clusiones provisionales  el  Leti-ado  defensor  nombiudo 
por  el  procesado,  que  había  aceptado  el  rargo  antes  de 
presentarse  dichas  conclusiones  por  el  Letrado  que  se 
nombró  de  oficio,  respecto  á  lo  cual  y  pomo  subsa- 
narse la  falta,  formuló  protesta:  y  segundo,  haberse 
infringido  el  artículo  setecientos  ocho  de  la  referida 
Ley,  al  declarar  la  Sala  impertinente  una  pregunta 
dirigida  á  los  peritos  sobre  la  organización  del  cuerpo 
médico  forense,  consignándose  la  debida  protesta;  y 
en  cuanto  al  recurso  por  infracción  de  Ley,  citó  como 
infringidos;  primero,  el  inciso  tercero  del  artículo  diez 
del  Código  Penal  por  haberse  estimado  que  el  hecho  que 
describe  la  sentencia  se  ejecutó  con  alevosía,  siendo  así 
que  el  encontrarse  el  procesado  de  espaldas  al  inter- 
fecto por  mero  acaso,  la  riña  entre  los  dos  hermanos, 
el  tumulto  que  apasiguó  el  Guardia  Collazo  machete 
en  mano  y  la  frase  pronunciada  por  el  procesado  antes 
de  agredir  al  Guardia,  demuestra  que  no  concurre  tal 
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circnnetancia  agravante:  Segundo,  el  artículo  cuatro- 
cien  toe  catorce  del  Código,  como  consecuencia  de  di- 
cha infracción :  tercero,  el  artículo  doscientos  cincuen- 
ta y  ocho  del  mismo  Código  porque  no  se  debe  califi- 
car de  atentado,  la  agresión  realizada  contra  un  guar- 
dia que  no  esté  de  servicio,  pues  aún  cuando  por  sus 
reglamentos,  los  policías  que  no  estén  de  servicio  de- 
ben intervenir  en  las  alteraciones  del  orden,  esa  dis- 
posición surte  efectos  dentro  del  Cuerpo,  pero  no  tiene 
carácter  general;  y  cuarto,  el  artículo  ochenta  y  ocho 
del  repetido  Código  Penal,  pues  aunque  la  letra  del 
mismo  parece  favorecer  la  interpretación  de  la  Sala, 
al  imponer  la  pena  del  asesinato  en  el  grado  máximo, 
por  concurrir  otro  delito,  no  así  el  espíritu  de  dicha 
disposición  que  es  favorecer  al  delincuente  que  en  un 
sólo  acto  ó  sea  con  una  sola  intención  criminal  come- 
tió dos  delitos. 

Resultando  que  admitido  de  derecho  el  recurso 
de  casación,  asi  como  los  interpuestos  por  el  procesa- 
do, á  excepción  del  de  quebrantamiento  de  forma  por 
el  primero  de  los  motivos  en  que  lo  fundó,  se  remitie- 
ron loa  autos  á  este  Tribunal  y  personado  el  defensor 
del  procesado  se  sustanció  el  recurso  por  los  trámites 
debifios,  sin  que  ninguna  de  las  partes  alegara  nue- 
vos motivos  de  casación,  y  celebrándose  la  vista  pú- 
blica en  la  que  la  defensa  sostuvo  su  pretensión  y  el 
Ministerio  Fiscal  coadyuvó  á  ella  en  cuanto  estimó 
que  se  ha  infringido  la  Ley  en  la  sentencia  al  apre- 
ciarse la  circunstancia  de  alevosía,  y  en  su  virtud  pi- 
dió se  condenara  al  procesado  como  autor  del  delito  de 
homicidio  y  atent>ado  á  la  pena  de  diez  y  ocho  años, 
dos  meses  y  veinte  y  un  días  de  reclusión  temporal 
con  sus  accesorias,  impugnando  por  lo  demás  el  recur- 
so y  manifestando  no  existir  ningún  otro  motivo  de 
casación. 

Resultando  que  en  la  votación  de  esta  sentencia 
SH  obtuvo  mayoría  de  solo  cuatro  votos  conformes  en 
cuanto  á  deber  apreciarse  la  concurrencia  en  el  hecho 
de  la  circunstancia  de  alevosía,  recayendo'  acuerdo 
por  unanimidad  respecto  á  los  demás  extremos. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  ol  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando  en  cuanto  al  recurso  interpuesto 
por  quebrantamiento  de  forma,  que  el  primero  de  los 
motivoB  en  que  se  funda  no  está  en  manera  alguna 
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<3omprendido  en  el  número  prímero  del  articulo  nove- 
cientos once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  in- 
vocado por  el  recurrente,  ni  en  ningún  otro  de  los  pre- 
ceptos legales  que  autorizan  esa  clase  de  recursos, 
puesto  que  el  haber  evacuado  el  trámite  de  conclusio- 
nes provisionales  el  Letrado  defensor  que  se  nombró 
de  oficio  al  procesado,  y  no  el  designado  por  éste  des- 
pués de  hecho  legalmente  aquél  nombramiento,  no 
puede  equivaler  á  la  denegación  de  prueba,  ni  á  nin- 
gún otro  quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del 
procedimiento,  si  se  tiene  en  cuenta  que  toda  la  prueba 
propuesta  por  uno  y  otro  defensor  fué  admitida  y  prac- 
ticada, y  que  el  Letrado  designado  por  el  procesado  le 
asistió  en  el  juicio  oral,  donde  formuló  conclusiones  de- 
finitivas en  el  sentido  que  estimó  conveniente;  por  lo 
que  es  visto  que  dicho  motivo  debe  ser  desestimado. 

Considerando  que  no  constando  en  el  acta  del  jui- 
cio oral,  cual  fuera  la  pregunta  que  se  dice  hecha  á  los 
peritos  por  la  defensa  dd  procesado  y  que  fué  desesti- 
mada, ni  que  dicha  defensa  hubiera  reclamado  opor- 
tunamente que  se  consignara  en  el  acta,  como  requiere 
la  ley  para  que  pudiera  surtir  efecto  su  protesta  res- 
pecto al  particular,  no  es  posible  apreciar  si  la  reso- 
lución del  Tribunal  á  que  fué  ó  no  procedente,  ni  por 
tanto  estimai*se  que  exista  el  quebrantamiento  de  for- 
ma que  se  alega  como  segundo  motivo  de  ese  recurso 
y  que  se  dice  autorizado  por  el  número  cuarto  del  ar- 
tículo novecientos  once  de  la  Ley  procesal. 

Considerando  respecto  al  primero  y  segundo  mo- 
tivo del  recurso  por  infracción  de  Ley,  que  la  forma 
y  circunstancia  en  que  consta,  causó  el  procesado  la 
muerte  al  Guardia  Collazo,  demuestran  que  al  ejecu- 
tarlo obró  aquél  con  alevosía,  puesto  que  ya  termina- 
da la  reyei-ta  que  sostuvo  dicho  procesado  con  su  her- 
mano y  apaciguado  el  tumulto  que  con  ese  motivo  se 
produjo  en  la  reunión  donde  se  encontraban,  restable- 
ciéndose el  orden,  mediante  la  intervención  de  dicho 
guardia,  y  en  momentos  en  que  éste  envainada  ya  el 
arma  que  antes  había  esgrimido,  se  hallaba  de  espalda 
al  procesado  y  frente  á  su  hermano,  y  por  consiguien- 
te enteramente  desprevenido  y  sin  esperar  ataque  al- 
guno por  parte  del  primero,  fué  cuando  éste  acome- 
tiéndole bruscamente  por  detras  le  infirió  en  el  cuello 
la  profunda  herida  que  le  causó  la  muerte  casi  instan- 
tánea; de  lo  cual  resulta  que  el  culpable  empleó  cons- 
cientemente modos  y  formas  que  aseguraron  la  ejecu- 
«ción  del  hecho  sin  riesgo  para  su  persona  que  proce- 
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diera  de  la  defensa  que  en  otro  caso  pudiera  haber  he- 
cho el  ofendido,  que  es  lo  que  constituye  la  expresada 
circunstancia  agravante  y  cualifícativa  en  este  caso 
del  delito  de  asesinato;  sin  que  obste  para  que  así  se 
aprecie  las  palabras  que  en  el  acto  de  acometerle  le 
dirigiera  el  agresor  al  agredido,  ni  el  lugar  anterior 
del  cuello  en  que  le  infirió  la  herida,  porque  habiendo 
ocurrido  todo  rápida  y  simultáneamente,  según  apare- 
ce de  la  sentencia,  ni  aquéllas  palabras  ni  aquélla  ac- 
ción pudieron  permitir  al  ofendido  que  se  apercibiera 
para  la  defensa;  desprendiéndone  de  lo  expuesto  que 
la  Sala  sentenciadora  no  infringió  el  inciso  tercero  del 
artículo  diez,  ni  en  su  consecuencia  el  artículo  cuatro- 
cientos catorce  del  Código  Penal,  al  calificar  como  ase- 
sinato el  delito  cometido  por  el  recurrente. 

Considerando  que  comete  el  delito  de  atentado, 
según  el  artículo  doscientos  cincuenta  y  ocho  del  Có- 
digo Penal,  el  que  acomete  á  un  agente  de  la  Autori- 
dskd  cuando  se  hallare  ejerciendo  las  funciones  de  su 
cargo  ó  con  ocasión  de  ellas,  lo  cual  evidentemente 
ejecutó  el  procesado  Valdés  Rodríguez  al  agredir  y 
dar  muerte  al  guardia  Collazo  cuando  éste  acudió  por 
su  carácter  de  agente  de  Policía  y  con  el  uniforme  de 
su  instituto  á  imponer  el  orden  en  el  lugar  donde  lo 
estaba  perturbando  el  mismo  procesado,  quien  en  tal 
concepto  lo  reconoció  y  respetó  primeramente,  lo  mis- 
mo que  los  demás  circunstantes  al  poner  término  á  la 
reyerta  y  tumulto  promovidos,  sin  que  la  circunstan- 
cia de  encontrarse  Collazo  franco  de  servicio  á  la  hora 
del  suceso,  influya  en  manera  alguna  para  la  Hprecia- 
ción  del  hecho,  puesto  que  á  pesar  de  ello,  tenía  por 
el  reglamento  de  su  cuerpo,  según  expresa  le  sentencia 
el  deber  de  ejercer  como  ejerció  en  aquel  caso  las  fun- 
ciones de  su  cargo;  no  habiendo  por  tanto  incurrido 
la  Sala  sentenciadora  en  el  error  de  derecho  que  se  le 
atribuye  en  el  tercer  motivo  del  recurso. 

Considerando  que  tampoco  tiene  fundamento  al- 
guno la  supuesta  infracción  alegada  como  cuarto  y  úl- 
timo motivo,  puesto  que  constituyendo,  el  único  hecho 
ejecutado  por  el  procesado,  los  dos  delitos  de  atentado 
y  asesinato,  no  puede  menos  de  tener  aplicación  lo 
dispuesto  en  el  artículo  ochenta  y  ocho  del  Código  Pe- 
nal, aún  cuando  de  ello  resulte  mayor  perjuicio  para 
el  reo  que  si  se  aplicara  con  separación  las  penas  co- 
rrespondientes á  ambos  delitos,  toda  vez  que  el  texto 
expr^o  de  dicha  disposición  no  autoriza  á  hacer  dis- 
tinción en  ningún  caso. 
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Considerando  que  examinado  detenidamente  el 
proceso  por  esta  Sala  no  ha  encontrado  en  él  motivo 
alguno  por  quebrantamiento  de  forma,  ni  por  infac- 
ci6n  de  ley,  no  alegado  por  las  partes,  que  haga  pro- 
cedente la  casación  d6  la  sentencia. 

Considerando  que  sin  embargo  de  esto  y  de  no 
ser  de  estimarse,  según  se  ha  expuesto,  ninguno  de 
los  motivos  de  casación  en  que  fundó  su  recurso  el 
procesado,  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  á  qw> 
debe  ser  casada  en  cuanto  impone  al  reo  la  pena  de 
muerte,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  se- 
tenta y  ocho  y  ochenta  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  fie  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  puesto  que 
en  la  votación  de  esta  sentencia  no  se  ha  reunido  la 
mayoría  de  cinco  votos — necesaria  en  el  presente  caso 
dado  el  parecer  fiscal — respecto  á  s^r  de  apreciarse  co- 
mo concurrente  en  el  hecho  la  circunstancia  de  alevo- 
sía y  consecuentemente  á  la  subsistencia  de  la  expre- 
sada pena  de  muerte,  impuesta  en  el  fallo  recurrido. 

Fallamos:  que  debemos  casar  y  casamos,  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la 
causa  de  referencia  seguida  contra  Ramón  Valdés  Ro- 
dríguez (a)  Manda-manda,  á  los  efectos  del  artículo 
0(*henta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  sin  especial  condena- 
ción de  costas. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  fimamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^José  An- 
tonio Pichardo. — Ángel  C.  Betancourt. — Luis  Gastón. 
— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — 
Francisco  Noval  y  Martí. 

Sogunda  Sentdncift. — En  la  minma  fecha   el  Tribunal  dictó 
la  KÍguienie: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón. 

Reproduciendo  los  Resultandos  de  la  sentencia 
de  la  Audiencia.  Reproduciendo  igualmente  los  Con- 
siderandos de  la  misma  á  excepción  del  texto,  y  en  su 
lugar: 

Considerando  que  aún  cuando  con  arralo  á  los 
artículos  ochenta  y  ocho  y  cuatrocientos  catorce  del 
Código  Penal,  correspondería  imponer  al  procesado  el 
gracio  máximo  de  la  pena  de  cadena  temporal  en  su  gra- 
do máximo  á  muerte,  ó  sea  esta  última  pena  indivisible, 
no  habiéndose  reunido  en  este  Tribunal  mayoría  de 
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cinco  votos  conformes  en  cuanto  á  la  aplicación  de  di- 
cha pena  de  muerte,  como  era  necesaria  en  el  presen- 
te caso  para  poder  imponerla,  procede,  conforme  al 
artículo  ochenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  imponer  la  pena  in- 
mediatamente inferior  á  aquella  votada  por  la  mayo- 
ría absoluta,  que  es  la  de  cadena  perpetua. 

Vistos,  etc. 

Fallamos:  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Ramón  Valdés  Rodríguez,  conocido  por  Manda-man- 
da, á  la  pena  de  cadena  perpetua,  accesorias  de  inter- 
dicción civil  y  sujec-^n  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad 
durante  toda  su  vidí»,  sufriendo  esta  última  pena  y  la 
inhabilitación  perpetua  absoluta  en  caso  de  ser  indul- 
tado de  la  pena  principal,  si  no  fueren  también  remi- 
tidas dichas  penas  accesorias,  á  indemnizar  á  los  here- 
deros de  Leopoldo  Collazo,  en  la  cantidad  de  cinco 
mil  pesetHS,  y  al  pago  de  las  costas;  abonándosele  pa- 
ra el  cumplimiento  de  la  pena,  la  mitad  del  tiempo  de 
prisión  preventiva  sufrida.  Remítase  al  Gobierno  Ci- 
vil el  puñal  y  devuélvanse  á  sus  dueños  los  demás  ob- 
jetos ocupados,  teniéndose  por  insolvente  al  procesado 
para  los  efectos  de  esta  causa.  Así  por  esta  nuestra 
sentencia,  la  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Rafael  Cruz  Pérez. — José  Antonio  í/ichardo. — Ángel 
C.  Betancourt. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Hor- 
ta. — Ambrosio  R.  Morales. —  Francisco  Noval  y 
Martí. 


ftuob.  forma.— Sent.  19.— 8  de  Octubre  de  1902.— Delito 
más  grave.  (  Gac.  Mayo  22, ) 

DOCT&tNA:  No  se  comete  la  falta  de  condenar 
por  un  delito  más  ^rave  cuando  aquél  por  el  que  se 
condena  es  el  mismo  que  ha  calificado  el  Ministerio 
Fiscal  y  la  pena  impuesta  es  la  misma  que  éste  solicitó 
cualquiera  que  sea  la  relación  que  exista  entre  los  he- 
chos declarados  probados  y  los  que  se  relaten  en  con- 
clusiones definitivas  de  dicho  Ministerio. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Octubre  de 
mil  novecientos  dos;  visto  el  recurso  de  casación  por 
quebi^ntamiento  de  forma,  interpuesto  por  el  procesa- 
do José  Antonio  Hernández,  conocido  por  Atilano 
Piloto,  vecino  de  Artemisa,  labrador,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  /audiencia  de  Pinar  del  Río,  en 
causa  que  se  le  siguió  en  el  Juzgado  de  Guanajay,  por 
el  delito  de  hurto. 
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Conclusiones  del  fiscal: 

Resaltando  que  el  Ministerio  Fiscal  en  el  acto  del 
juicio  oral,  y  después  de  practicadas  las  pruebas,  mo- 
dificó las  conclusiones  provisionales  que  había  formu- 
lado, estableciendo  como  definitivas'  las  siguientes: 
«Primera:  De  la  tarde  del  día  primero  á  la  mañana 
)>del  dia  dos  de  Marzo  último,  sin  que  pueda  precisar- 
))se  la  hora,  fué  sustraída  por  el  procesado  moreno 
»José  Antonio  Hernández,  sin  emplear  para  ello  fuer- 
»za  ni  violencia  ó  intimidación,  de  la  finca  que  cultiva 
»Juan  Hernández  é  Ibarra,  conocido  por  Juan  Piloto, 
»en  el  barrio  de  Punta  Brava  (Candelaria)  una  yunta 
»de  bueyes  de  la  propiedad  de  Roberto  Delgado,  cu- 
»yos  animales  han  sido  tasados  en  la  cantidad  de  cien- 
»to  seis  pesos,  fueron  ocupados  por  la  Guardia  Rural 
»en  un  lugar  de  la  finca  ^'Mariana''  (Artemisa),  don- 
»de  habían  sido  llevados  por  dicho  procesado. — Según- 
Mda:  Estos  hechos  constituyen  el  delito  de  hurto  defi- 
»nido  en  el  artículo  quinientos  treinta  y  cinco  número 
«primero  del  Código  Penal  y  castigado  en  el  quinien- 
»tos  treinta  y  seis,  caso  tercero  en  relación  con  el  ar- 
«tículo  quinientos  treinta  y  ocho,  caso  segundo  modi- 
«ficado  por  la  Orden  doscientos  cuarenta  del  Cuartel 
«General,  serie  de  mil  novecientos  uno. — Tercera:  Es 
«responsable  criminalmente  de  dicho  delito  en  concep- 
»to  del  autor  por  participación  directa  el  procesado 
«moreno  José  Antonio  Hernández  que  es  mayor  de 
«edad  y  carece  de  antecedentes  penales,  si  bien  goza 
«fama  de  pésima  conducta. — Cuarta:  No  son  de  apre- 
rciarse  circunstancias  modificativas  de  la  responsabili- 
«dad  criminal  y  Quinta:  Ha  incurrido  el  procesado  y  el 
«Fiscal  pide  se  le  imponga  en  la  pena  de  cuatro  años, 
«dos  meses  y  un  día  de  presidio  correccional  acceso- 
«riafi  señaladas  en  el  artículo  cincuenta  y  siete  del 
«Código  Penal  y  pago  de  las  costas  abonándosele  toda 
«la  preventiva  que  hubiere  sufrido. « 

Hechos  probados: 

Resultando  que  la  mencionada  Audiencia  dictó 
sentencia  el  nueve  de  Julio  último,  en  la  cual  se  con- 
signan como  hechos  probados  los  siguientes: 

Primero.  Resultando  probado  que  el  moreno  Jo- 
«sé  Antonio  Hernández,  conocido  por  Atilano  Piloto, 
«con  ánimo  de  lucro,  sin  violencia  ó  intimidación  en 
«las  personas,  ni  fuerza  en  las  cosas,  de  la  tarde  del 
«primero  de  Marzo  próximo  pasado  á  la  mañana  del 
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»do8  Bustrajo  del  predio  rústico  que  cultiva  Juan  Her- 
nnández  é  Ibarra,  conocido  por  Juan  Piloto,  en  el  ba- 
»iTÍo  de  Punta  Brava,  Municipio  de  Candelaria,  una 
vyunta  de  bueyes  sin  la  voluntad  de  su  dueño  Roberto 
i>Delgado  y  que  aquél  tenía  dedicada  á  las  labores 
^agrícolas,  conduciéndola  á  un  lugar  montuoso  de  la 
tffínca  **Mariana'',  en  el  Municipio  de  Artemisa,  don- 
»de  la  ocultó,  llevando  algún  tiempo  después  á  ese 
«lugar  á  una  pareja  de  la  Guardia  Rural,  donde  fué 
«ocupada  la  referida  yunta  de  bueyes  y  tasada  en 
«ciento  seis  pesos. 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  los 
referidos  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  con- 
sumado de  hurto  cualificado,  en  cantidad  que  no  exce- 
de de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas  y  pasa  de  dos- 
cientas cincuenta,  definido  en  el  caso  primero  del 
artículo  quinientos  treina  y  cinco  del  Código  Penal  y 
castigado  por  el  quinientos  treinta  y  ocho  del  propio 
Código  modificado  por  la  Orden  número  doscientos 
cuarenta,  serie  de  mil  novecientos  uno,  en  relación 
con  el  caso  tercero  del  artículo  quinientos  treinta  y 
seis  del  repetido  Código,  y  estimando  autor  del  delito 
antes  mencionado  á  Hernández,  lo  condenó  á  la  pena 
de  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día  de  presidio  correc- 
cional, con  los  demás  pronunciamientos  que  estimó 
dicha  Sala  procedentes. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  el  expresado  fallo  interpu- 
so el  procesado  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  autorizado  por  el  caso  tercero  del 
artículo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  el  cual  sustancialmente  hace  consistir,  en 
que  los  hechos  relacionados  por  el  Ministerio  Fiscal, 
en  la  primera  conclusión  del  escrito  de  calificación 
no  constituyen  el  delito  de  hurto  cualificado  que 
con  error  estima  en  la  segunda  conclusión  del  mismo 
escrito  dado  que,  en  aquélla  no  consigna  que  los  bue- 
yes hurtados  estuvieran  destinados  á  las  labores  agrí- 
colas, y  que  no  relacionado  este  hecho  por  la  parte 
acusadora,  no  ha  podido  suplirlo  la  Sala  en  la  sen- 
tencia para  calificar  dicho  delito  é  imponer  pena  más 
grave  que  la  que  legal  mente  corresponde,  sin  hacer  uso 
previamente  de  la  fórmula  del  artículo  setecientos 
treinta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

T.  3.— 1903.— 16. 
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Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente  ante  este  Supremo  Tribunal,  previo  los 
ti-ámites  de  aquél,  se  fieñaló  día  para  la  vista,  la  cual 
tuvo  efecto  el  seis  de  Septiembre  último,  con  asisten- 
cia del  abogado  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  el 
motivo  alegado,  y  del  Ministerio  Fiscal  que  lo  impugnó. 

Dkcisión  del  recurso: 

Ponente  el  Magisti'ado  Ambrosio   R.  Moi-ales. 

Considerando  que  según  el  número  tercero  del  ar- 
tículo novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  podrá  interponei-se.el  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  cuando  en  la  sentencia  se  pene  un  de- 
lito nuis  grave  que  el  que  haya  sido  objeto  de  la  acusa- 
ción, si  el  Tribunal  no  hubiere  procedido  previamente 
como  determina  el  artículo  setecientos  treinta  y  tres. 

Considerando  que  acusado  por  el  Ministerio  Fis- 
cal la  comisión  de  un  delito  de  hurto  cualificado,  cas- 
tigado por  el  artículo  quinientos  treinta  y  ocho  del 
Código  Penal,  modificado  por  la  Orden  número  dos- 
cientos cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  y  aceptada 
por  la  Sala  sentenciadoi*a  esta  calificación  en  relación 
á  loa  hechos  que  estimó  probados,  así  como  también 
la  pena  pedida  por  dicho  Ministerio;  es  de  todo  punto 
indudable  que,  cualquiera  que  fuera  la  relación  que 
de  los  hechos  hiciere  el  Ministerio  Fiscal,  en  su  escri- 
to de  conclusiones  definitivas,  siempre  resultaría  que 
no  se  ha  penado  un  delito  más  grave  que  el  que  califi- 
có la  acusación,  apareciendo  como  aparece  que  fué  el 
mismo  objeto  de  ella;  y  por  tanto  no  existe  el  que- 
bmntamiento  alegado. 

Considerando  que  por  lo  expuesto,  procede  decla- 
rar sin  lugar  este  recurao  y  en  consecuencia  de  esta 
declaración  imponer  las  costas  al  recurrente  de  con- 
formidad á  lo  establecido  en  el  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  sobre  casación. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma,  interpuesto  por  el  procesado  José  Anto- 
nio Hernández,  conocido  por  Atilano  Piloto,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río, 
el  nueve  de  Julio  último;  con  las  costas  á  cargo  del 
recurrente.     Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta,  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 
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Queb.  forma.— Sent  20.— 7  de  Noviembre  de  1902.— Be- 
dacdón  de  sentencia;  Beinddenda;  Despoblado.  ( Ga- 
ceta Mayo  22. ) 

DOCTRINA:  Expresadas  claramente  cu  la  sentea- 
cia  las  circo  nstanci as  ó  condiciones  del  lug^ar  en  que 
se  cometió  el  delito  y  apreciado  luego  ese  lugar  como 
despoblado,  no  se  comete  el  quebrantamiento  previsto 
en  el  número  1  ?.  del  artículo  912  de  la  Lej  de  Enjui- 
ciamiento Criminal. 

No  obsta  á  la  apreciación  de  la  circunstancia  ajirra- 
▼  ante  de  reincidencia  que  el  delito  por  el  qne  anterior* 
mente  haja  sido  condenado  el  reo  hubiera  sido  juzga- 
do por  un  Juez  Correccional. 

Es  despoblado  un  lugar,  fuera  de  poblado,  poco 
transitado  y  oculto,  alejado  de  los  sitios  más  pró- 
ximamente habitados. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  siete  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  dos;  visto  el  recurso  de  ca.sación 
por  quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  le^', 
admitido  de  derecho  contra  la  sentencia  dietadc%  por 
la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  causa  seguida  de  ofi- 
cio en  el  Juzgado  de  Instrucción  de  Remedios  contra 
José  Quirino  Sánchez  Consuegra,  Francisco  Durasno 
ó  Ramírez  y  Severo  Lazo,  éste  rebelde,  y  ios  otros  na- 
turales respectivamente  de  Santa  Clar?^  y  Pin«r  del 
Río,  ambos  de  oficio  labrador,  y  de  veinte  y  ti*es  años 
el  primero  y  cuarenta  el  último,  por  el  delito  de  robo 
con  ocasión  del  cual  resultó  homicidio: 

Antecedentes: 

Resultando  que  dictada  sentencia  en  siete  de  Mar- 
zo último  por  la  mencionada  Audiencia,  fué  condena- 
do José  Quirino  Sánchez  Consuegra  á  la  pena  de  muer- 
te; y  admitido  de  derecho  el  recurao  de  casación  en 
beneficio  del  mismo,  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  trece  de  Junio,  después  de  estimar  que  no 
se  habían  cometido  los  quebrantamientos  de  forma 
alegados  por  la  defensa  del  Consuegra  ni  otro  alguno 
á  excepción  del  sostenido  por  el  Ministerio  Fiscal  de- 
claró con  lugar  el  alegado  per  dicho  Ministerio,  el 
cual  lo  hizo  consistir  en  que  apreciándose  por  el  Tri- 
bunal sentenciador  la  circunstancia  agravante  diez  y 
seis  del  artículo  diez  del  Código  Penal  no  se  expresa 
con  la  debida  precisión  y  claridad  los  hechos  que  la 
integran,  al  exponer  solamente  que  el  delito  se  llevó 
á  efecto  en  lugar  despoblado,  porque  sin  describirse 
dicho  lugar  en  la  sentencia  no  puede  apreciarse  con 
acierto  la  naturaleza  del  mismo. 
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Hechos  pbobados: 

KeBultando  que  por  consecuencia  de  dicha  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo,  volvió  la  Audiencia 
de  Santa  Clara  á  dictar  sentencia;  y  en  ésta  que  lleva 
fecka  de  ocho  de  Agosto  último,  se  consignan  los  dos 
siguientes  resultandoBr-^^Primero:  Besultando  proba- 
«do  que  en  tres  de  Septiembre  último  José  Quirino 
«Sánchez  hizo  indicaciones  al  vendedor  de  Joyas  Jorge 
«Elias,  por  inquirirlo  éste,  del  camino  que  debía  seguir 
»desde  el  poblado  de  Vega  Alta,  donde  se  hallaban, 
«para  dirigirse  á  determinado  lugar,  indicándole  al 
«efecto  el  que  más  cuadraba  á  los  aviesos  propósitos 
«que  en  aquel  acto  concibió,  y  habiendo  Ellas  seguido 
«el  camino  que  le  fué  indicado,  Sánchez  le  salió  al  en- 
«cuentro,  á  lo  que  se  vé  en  unión  de  otros  entre  los 
«que  es  de  presumirse  se  hallaba  Severo  Lazo,  que  ha 
«sido  declarado  rebelde  en  el  procedimiento,  en  el  tri- 
«Uo  que  conduce  de  la  sitiería  del  Cubano  á  la  cantina 
«del  mismo  y  á  Vega  Alta,  en  un  lugar  despoblado 
«junto  auna  cerca  de  alambre,  del  que  la  casa  más 
«cerca  dista  una  doscientas  cuatro  varas  desde  la  que, 
«ni  de  ninguna  otra,  se  vé  dicho  lugar,  que  es  poco 
«transitado  y  en  el  campo,  y  que  fué  elegido  de  propó- 
«sito  como  lugar  de  asecho  para  esperar  á  la  víctima 
»y  después  de  sostener  una  lucha  con  el  citado  Elias, 
«le  dieron  muerte  á  puñaladas,  y  ejecutando  los  pro- 
«pósitos  que  abrigaban,  le  robaron  una  maleta  de  cue- 
»ro  y  una  caja  de  madera  con  cristales  que  contenía 
«sus  mercancías,  sin  que  se  haya  podido  averiguar  la 
«clase  y  el  valor  de  todo  ello,  quizás  alguna  cantidad 
«de  dinero  y  un  revólver,  que  fué  ocupado  más  tarde 
«en  poder  de  Quirino  Sánchez.  En  el  sitio  de  la  ocu- 
«rreucia  fueron  encontrados  esparcidos  por  el  suelo  va- 
«rios  de  los  efectos  de  la  propiedad  de  Elias. — Segun- 
«do:  Resultando  probado  que  José  Quirino  Sánchez 
«ha  sido  condenado  ejecutoriamente  por  el  Juzgado 
«correccional  de  esta  ciudad  en  sentencia  de  diez  y 
«ocho  de  Abril  del  año  próximo  pasado^  por  el  delito 
«de  hurto.» 

Resolución  becurrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  los 
hechos  anteriormente  expuestos  como  constitutivos  de 
un  delito  de  robo  con  motivo  del  cual  resultó  homici- 
dio, en  la  ejecución  del  cual  estimó  las  circunstancias 
agravantes  de  haber  sido  ejecutado  en  despoblado  y 
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ser  el  culpable  reincidente,  y  condenó  á  José  Quirino 
Sánchez  Consuegra,  como  autor  de  dicho  delito,  á  la 
pena  de  muerte,  y  para  el  caso  de  no  ejecutarse  ésta 
por  ser  indultado  el  reo,  á  las  de  inhabilitación  abso- 
luta perpetua  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autori- 
dad por  el  tiempo  de  su  vida,  si  rio  se  hubieran  remi- 
tido especialmente  en  el  indulto  estas  penas  accesorias 
condenándole  asimismo  al  pago  de  una  tercera  parte 
de  costiis,  y  como  indemnización  civil  á  satisfacer  á 
los  herederos  del  interfecto  la  suma  de  seis  mil  pesos; 
y  absolvió  al  procesado  Francisco*  Durasno,  declaran- 
do de  oficio  la  otra  tercera  parte  de  costas. 

Resultando  que  decursado  el  término  legal  sin 
haberse  interpuesto  recurso  de  casación  alguno  contra 
dicha  sentencia,  la  Sala  que  la  dictó,  lo  tuvo  por  in- 
terpuesto y  admitido  de  derecho  en  beneficio  del  reo, 
mandando  elevar  la  causa  ante  este  Tribunal  Supremo, 
como  así  se  efectuó. 

FUXDAMKNTÜS  DEL  RKCUkSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  recibidas  las  actuaciones  nada 
alegaron  las  partes  por  escrito  durante  el  término  en 
que  pudieron  efectuarlo,  y  señalado  día  para  la  vista, 
en  este  act.o  el  defensor  del  reo  alegó  los  siguientes 
motivos:  Que  en  la  sentencia  se  ha  incurrido  en  el 
quebrant¿imiento  de  forma  del  número  primero  del  ar- 
tículo novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  por  no  expresarse  en  la  misma  clara  y  ter- 
minantemente cuales  son  los  hechos  que  se  consideran 
prolmdos,  haciendo  consistir  dicho  quebrantamiento 
en  que  al  referirse  en  la  expresada  hcntencia  que  el 
procesado  indicó  á  Elias  el  camino  que  más  cuadrara 
á  los  aviesos  propósitos  que  en  aquél  acto  concibió; 
decir  después  que  Sánchez  le  salió  al  encuentro  «á  lo 
que  se  vé  en  unión  de  otros»;  así  como  que  le  robaron 
una  maleta  y  demás  objetos  que  se  lefieren,  no  resul- 
tan expuestos  esos  hechos  con  la  debida  precisión  y 
claridad,  por  no  determinarse  cuáles  eran  esos  propó- 
sitos, no  aparecer  de  la  sentencia  en  el  orden  en  que 
narran  los  hechos,  precedente  alguno  que  haga  ver  ó 
comprender  que  saliera  el  procesado  al  encuentro  de 
Elias  en  unión  de  otros;  y  por  ultimo  que  dicha  frase 
«le  robaron»  así  expuesta  no  es  bastante  para  calificar 
el  delito  de  robo,  y  como  motivos  de  infracción  de  ley 
el  haberse  apreciado  indebidamente  las  circunstancias 
agravantes  de  reincidencia  y  despoblado;  todo  lo  cual 
fué  impugnado  por  el  señor  Fiscal  por  estimar  éste 
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que  no  era  procedente  ninguno  de  dichos  recursos,  . 
sean  los  ya  mencionados  por  quebrantamiento  de  for- 
ma é  infracción  de  ley. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

Considerando  que  redactada  la  sentencia  última- 
mente dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  los 
mismos  términos  que  la  que  dictó  anteriormente,  á 
excepción  del  particular  relativo  al  lugar  en  que  se  eje- 
cutó el  delito;  concretada  la  defensa  de  Sánchez  Consue- 
gra, actualmente,  á  reproducir  los  motivos  de  quebrau- 
t4im¡euto  de  forma  alegados  antes,  haciéndolos. consis- 
tir en  los  mismos  hechos  y  fundamentos  que  expuso  al 
sostener  anteriormente  esta  clase  de  recurso  y  esti- 
mándose por  este  Tribunal  Supremo  que  no  sólo  no  se 
cometieron  en  la  sentencia  dictada  por  dicha  Audien- 
cia en  siete  de  Marzo  los  mencionados  quebrantamien- 
tos, sino  tampoco  ningún  otro  á  no  ser  el  alegado  por 
el  Ministerio  Fiscal,  queda,  en  ese  particular,  deduci- 
da la  cuestión  á  examinar  si  en  la  sentencia  última- 
mente dictada  por  el  Tribunal  a  qiio  se  ha  cometido  el 
quebrantamiento  que  este  Tribunal  Supremo,  estimó 
en  su  sentencia  de  trece  de  Junio,  ó  sea  con  relación 
al  despoblado. 

Considerando  en  cuatito  á  este  extremo  que  por 
expresarse  en  la  nueva  sentencia  con  toda  claridad  las 
circunstancias  ó  condiciones  del  lugar  en  que  se  come- 
tió el  delito  y  en  las  cuales  se  funda  el  Tribunal  sen- 
tenciador, para  estimar  que  en  la  ejecución  de  aquél, 
(concurre  la  agravante  de  haberse  ejecutado  en  despo- 
blado, no  se  ha  incurrido  en  el  quebrantamiento  á  que 
so  refiere  el  número  primero  del  artículo  novecientos 
doce  do  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimiuí^l. 

Considerando  que  no  se  ha  incurrido  en  error  de 
derecho  al  apreciar  que  concurre  en  la  ejecución  del 
delito  la  circunstancia  agravante  de  reincidencia,  pues 
consistiendo  ésta  en  que  al  ser  juzgado  el  culpable  por 
un  delito,  estuviere  ejecutoriamente  condenado  por 
otro  penado  comprendido  en  el  mismo  título  del  Códi- 
go Penal,  y  habiendo  sido  Sánchez  Consuegra  con  an- 
terioridad por  delito  de  hurto,  el  cual  está  comprendi- 
do en  el  mismo  título  que  pena  el  delito  de  robo,  con- 
curren los  requisitos  todos  que  dan  existencia  á  la 
mencionada  agravante;  sin  que  impida  estimarlo  así 
circunstancias  de  haber  sido  un  Juzgado  Correccional 
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quien  conoció  de  dicho  delito,  por  ser  inferior  á  cin- 
cuenta pesos  su  cuantía,  y  el  que  impuso  la  pena  co- 
rrespondiente, pues  ni  el  hurto  en  tales  condiciones 
pasó  á  formar  parte  de  una  legislación  especial,  ni 
perdió  su  consideración  de  delito,  quedando  reducido, 
pues,  el  caso  á  una  simple  cuestión  de  competencia 
por  razón  de  la  Autoridad  judicial  que  debe  conocer 
del  mismo  y  de  penalidad. 

Considerando  que  dadas  las  circunstancias  que 
del  lugar  del  hecho  se  consignan  en  la  sentencia  recu- 
rrida, no  puede  dejar  de  estimarse  aquél  como  des- 
poblado, pues  lo  es  sin  duda  todo  lugar  fuera  de  po- 
blado, poco  transitado  y  oculto,  alejado  de  los  sitios 
más  próximamente  habitados,  con  lo  cual  se  facilita  la 
ejecución  del  delito  y  se  proporcionan  los  culpables 
condiciones  de  impunidad  en  su  ejecución,  que  en  el 
caso  actual  fueron  buscadas  de  propósito  y  como  más 
a<lecuadas  para  la  realización  del  delito  que  se  habían 
propuesto  cometer  contra  Jorge  Elias,  pues  lo  eligie- 
ron para  colocarse  en  él,  como  se  colocaron,  en  acecho 
de  la  victima;  por  lo  cual  es  indudable  que  tampoco 
la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido  en  él  error  de  dere- 
cho que  se  le  ha  atribuido  pf)r  haber  estimado  que  on 
la  ejecución  del  delito  concurre  la  circunstancia  agra- 
vante diez  y  seis  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  ó 
sea  la  de  haberse  ejecutado  el  delito  en  despoblado. 

Considerando  que  examinada  la  causa  por  este 
Tribunal  Supremo  al  objeto  de  cumplir  lo  dispuesto 
en  el  artículo  setenta  de  la  Orden  numero  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  no  existe  á 
juicio  del  mismo,  motivo  alguno  por  quebrantamiento 
de  forma  ni  infracción  de  ley  que  deba  dar  lugar  á  la 
casación  de  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara. 

Fallamos  que  debemos  declai  ar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  admitido  de  dere- 
cho en  beneficio  de  José  Quirino  Sánchez  Consuegra 
contra  la  sentencia  dictada  en  ocho  de  Agosto  último 
por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  con  las  costas  de  ofi- 
cio: y  pásense  los  autos  al  Fiscal,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. —  José 
Antonio  Pichardo. — Octavio  Giberga. — Luis  Gastón. 
— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — 
Francisco  Noval  y  Martí. 
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Cltieb.  de  forma. —Sent.  27.-7  de  Noviembre  de  1902. 

(  Gac,  Mayo  20\  ) 

DOCTRINA:  Es  impertinente  una  pregunta  que 
cnrece  de  verdadera  importancia  para  el  resaltado 
del  juicio  y  de  la  cual  no  pueda  derivarse  ningún  ele- 
mento de  prueba  que  en  esencia  no  es t<5  contenido  en 
l:i»  respuestas  dadas  por  el  mismo  testigo  á  otras 
preguntas,  las  cuales  ha  tomado  en  cuenta  el  Tribunal 
sentenciador. 

Al  consignarse  en  la  sentencia  que  los  reos  habían 
observado  mala  conducta  después  de  su  licénciamien- 
to, expresa  clara  y  terminantemente  el  hecho  que  hn- 
T)fu  de  servir  de  base  para  la  resolución  de  la  cuestión 
de  indulto  planteada  por  la  defensa,  sin  que  fuera 
preciso  determinar  la  fecha  de  dicho  licénciamiento. 

Siendo  el  móvil  del  delito  un  elemento  de  orden  mo- 
ral y  por  filo  susceptible  de  apreciarse  fuera  del  lugur 
d.'siinado  en  la  semencia  para  consignar  los  hecho», 
no  puede  uñrmarse  que  por  no  hi» borlo  expresado 
entre  éstos,  incurre  el  Tribunal  sentenciador  en  falta 
de  forma. 

lil  mero  hecho  de  que  el  agredido  sea  funcionario 
público,  no  es  bastante  para  calificar  como  atentado 
la  agresión  si  no  consta  probado  que  el  culpable  su- 
l>iera  que  aquél  tenía  dicho  carácter. 

Ueclurado  probado  que  loa  reos  constituían  una  • 
]>artida  de  bandoleros  y  que  dieron  muerte  á  un  indi- 
viduo apoderándose  del  dinero,  prendas  y  caballo  que 
llevaba,  esos  antecedentes  de  hecho,  sin  que  Conste 
ninguna  circunstancia  opuesta  capaz  de  determinar 
una  distinta  apreciación,  son  suficientes  á  i^roducirel 
convencimiento  pleno  de  que  fué  el  robo  el  móvil  ge- 
nerador del  delito. 

La  Orden  de  indulto  n?  22  de  1900  exige  para  su 
aplicación  que  el  procesado  hubiere  pertenecido  ni 
rjt'rcito  cubano  y  hubiere  observado  buena  conducta 
desde  su  licénciamiento, 

No  es  de  estimarse  como  circunstancia  agravante  de 
reincidencia,  al  autor  de  un  delito  de  robo  con  ocasión 
del  cual  resultó  homicidio,  el  haber  sido  antes  conde- 
nado por  este  último  delito. 

p]n  la  ciudad  de  la  Habana  á  siete  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  dos,  en  los  recursos  de  casación 
que  penden  ante  este  Tribunal  Supremo  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  ocho  de  Julio  próximo  pasado  por  la 
Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  causa  procedente 
del  Juzgado  de  Instrucción  de  la  capital  de  la  provin- 
cia, y  seguida  de  oficio  á  Prudencio  Breal  (a)  * 'Tron- 
cón^', Francisco  Salazar  (a)  ^*Pacliín'\  Venancio 
Diiblón,  Roque  Rodríguez,  Francisco  Javier  Castillo, 
conocido  por  Salazar,  Juan  Sandeau  Verdecia,  Felipe 
Lagar,  conocido  por  Felipe  Moreno  Lagar  y  otros  de- 
clarados rebeldes,  y  uno  que  no  compaieci.ó  á  las  se- 
siones del  juicio:  el  primero  vecino  del  Cristo  y  de  ofi- 
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do  de  campo,  el  segundo  vecino  de  San  Luis  y  carre- 
tonero, el  tercero  vecino  de  Santiago  de  Cuba  y  pana- 
dero, el  cuarto  de  igual  vecindad  y  de  oficio  de  campo, 
el  quinto  del  mismo  oficio  y  vecindad  y  el  sexto  y 
séptimo  del  propio  oficio  y  vecino  de  San  Luis:  proce- 
sados todos  por  los  delitos  de  atentado  y  robo  con  ho- 
micidio: 

Antecedentes: 

Resultando  que,  por  escrito  de  siete  de  Febrero 
áltimo,  la  defensa  de  Dublón  solicitó  que  se  examina- 
se como  testigo  &  José  Miró  y  Argenter  á  tf  ñor  del 
siguiente  interrogatorio:  «Primero:  Por  las  generales 
»áe  la  Ley  que  le  serán  aplicadas  al  testigo.—  Segundo: 
»Diga  ser  cierto  que  á  mediados  de  Abril  de  mil  ocho- 
Acientos  noventa  y  nueve,  fué  comisionado  y  autoriza- 
i)do  el  testigo  por  el  Comandante  General  de  este  De- 
«partamento  Oriental,  señor  Leonardo  Wood,  para  que 
«se  entrevistara  con  mi  defendido  Dublón  y  otros  in- 
x^dividuos  más,  alzados  en  armas  en  el  campo,  propo- 
«niéndoles  indulto  á  nombre  de  dicho  General  Wood, 
«por  todos  los  hechos  ó  delitos  que  pudieron  haber 
«cometido  desde  que  terminó  la  última  guerra,  hasta 
»el  día  en  que  verificaron  su  presentación,  lo  cual 
«aceptaron  el  referido  Dublón  y  los  demás  procesados, 
«acogiéndose  por  esta  razón  á  la  legalidad. — Tercero: 
«Diga  el  testigo  como  es  cierto  que  por  el  motivo  á 
«que  se  refiere  la  anterior  pregunta,  mi  defendido  y 
«sus  demás  compañeros,  quedaron  de  hecho  indultados 
«por  dicho  General  señor  Leonardo  Wood ;  y  que  ese 
«indulto,  concedido  en  términos  generales,  ni  limitó  ni 
«exceptuó  delito  alguno. — Cuarto:  Diga  como  es  cierto 
«que  después  que  Venancio  Dublón  y  sus  demás  com- 
«pañeros  indultados,  se  acogieron  á  la  legalidad  y  ve- 
nrifícaron  su  presentación  en  Abril  de  mil  ochocieotos 
«noventa  y  nueve,  han  observado  buena  conducta  de- 
«dicándose  al  trabajo  hasta  que  fueron  nuevamente 
«reducidos  á  prisión  por  la  presente  causa;  y  que  asi 
«mismo  observaron  también  una  ejemplar  conducta, 
«mientras  prestaron  sus  servicios  en  el  ejército  liberta- 
ador,  por  cuyo  motivo,  y  en  particular  el  citado  Ve- 
«nancio  Dublón  llegó  hasta  alcanzar  el  grado  de  Sargen- 
»to  primero  en  dioho  ejército,  mereciendo  de  sus  Jefes 
«y  Superiores  la  mayor  consideración. — Quinto:  Diga 
«como  es  cierto  por  el  gran  conocimiento  y  relaciones 
«que  tiene  con  todos  los  vecinos  que  habitan  desde  San 
«Luis  á  Holguín  como  á  pesar  de  las  investigaciones 
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«que  se  hicieron,  no  se  ha  podido  determinar  á  ciencia 
«cierta,  quienes  fueron  los  verdaderos  antores  de  la 
wmuerte  del  Conductor  de  Correos  señor  Arturo  Ba- 
»rrios;  y  menos  que  entre  dichos  autores  se  encontrase 
))nii  defendido  el  procesado  Venancio  Dublón. — Sexto: 
»Que  se  remita  igualmente  copia  dé  la  declaración  que 
«tiene  prestada  dicho  testigo  José  Miró  ante  el  Juez  Mu- 
/iuicipal  de  Nueva  Gerona  (Isla  de  Pinos)  visible  & 
«folios  ciento  cincuenta  y  tres  vuelto  á  ciento  cincuen- 
«to.  y  cinco  del  sumario  y  dándosele  lectura  de  dicha  de 
»claración,  diga  si  la  ratifica  en  todas  en  partes,  expre- 
«saudo  caso  negativo  respecto  al  todo  ó  parte  de 
«dicha  declaración,  los  motivos  que  tenga  para  no 
«mtifícarla. — Séptimo:  Que  previo  desglose  de  la  car- 
«ta  y  salvo-conducto  dirigido  y  otorgado  por  dicho 
«testigo  Miró  al  procesado  Dublón,  visible  á  folios 
«cincuenta  y  uno  y  quince  respectivamente  del  rollo 
«de  Audiencia  le  seafi  puesto  de  manifiesto  dichos  do- 
«cumentos  para  que  diga  si  los  reconoce  como  los  mis- 
«mos  que  dirigiera  y  otorgara  al  procesado  Dublón  si 
«se  ratifica  en  su  contenido  y  si  es  su  propia  firma  la 
«que  autorizan  dicha  carta  y  salvo-conducto. — Octavo: 
«que  para  el  caso  de  que  conserve  en  su  poder  las  ór- 
«denes  que  recibió  por  escrito  del  General  señor  Leo- 
«nar>to  Wood  concediendo  dicho  indulto,  los  presente 
«al  Juez  que  le  interroga  el  cual  los  unirá  al  presente 
«interrogatorio. — No  veno:  Para  que  si  tiene  noticia 
«de  algún  otro  hecho  relacionado  con  el  indulto  con- 
«cedido  exprese  cual  sea  relatando  cuanto  crea  conve- 
«niente.« 

Resultando  que  la  declaración  á  que  alude  el  sex- 
to de  los  extremo  de  dicho  interrogatorio,  es  como 
sigue,  en  la  parte  pertinente:  «Que  sí  conoce  á  los  in- 
«dividuos  por  quienes  se  le  interroga,  de  los  cuales 
«algunos  de  ellos  formaban  parte  de  un  grupo  alzado 
«en  armas  en  la  jurisdicción  de  San  Luis  en  el  mes  de 
«Abril  del  ano  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
«peio  no  el  llamado  Prudencio  Breal  (a)  *  ^Troncón''; 
» luien  se  hallaba  en  el  pueblo  de  San  Luis,  indultado 
iipor  el  Jefe  de  la  Guardia  Rural;  tampoco  Demetrio 
«Coi  án  que  no  figuró  en  ninguna  partida:  que  sí  se 
«entrevistó  am  dichos  individuos  y  otros  más,  autori- 
«zado  el  que  habla  por  el  Genei-al  Wood,  Comandante 
«General  entonces  del  Departamento  Oriental,  á  fin 
«de  que  se  acogieran  á  indulto  como  así  lo  hicieron 
«expidiéndole  el  que  habla  al  efecto  los  correspondien- 
«tes  salvo-conductos;  que  estos  sucesos  ocurrieron  en 
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»en  la  primera  quincena  del  mes  de  Abril  del  afio  de 
»mil  ochocientos  noventa  y  nueve:  que  dichos  salvo- 
j>conductos  estaban  firmados  por  el  declarante  en  vir- 
»tud  de  varias  autorizaciones  del  General  Wood,  qnn 
acopiadas  dicen  así:  ''todos  los  Oficiales  de  los  E^ta- 
»áos  Unidos  en  el  Departamento,  respetarán  los  salvo- 
«conductos  firmados  por  el  General  Miró  pertenecien- 
»te  al  Ejército  Cubano,  siendo  diferente  cuan- 
Ddo  los  encuentren  en  acto  contra  la  Ley,  salvo-con- 
Dducto  emitidos  por  el  General  Miró  es  para  permitir 
»que  ciertas  personas  sospechosas  puedan  volver  á  sus 
»casas."  Otra  dice  así:  **Salvo-conducto  que  usted 
»expida  serán  respetados  por  Oficiales  americanos  y 
«Policía  Rural.''  Otro:  Toda  persona  que  usted  garan- 
)>tice  estará  fuera  de  arresto. — Que  el  indulto  según  se 
«desprende  de  las  órdenes  recibidas  por  el  que  habla, 
«del  General  Wood,  se  refeHa  á  delitos  en  general, 
«toda  vez  que  se  trataba  de  reducir  á  un  grupo  de 
«hombres  armados  y  fuera  de  la  Ley;  que  le  compren- 
.  «dio  dicho  indulto  á  Francisco  Salazar,  Aniceto  Ló- 
«pez  Claro,  Venancio  Dublón,  Felipe  Moreno  Lag-ar, 
«Francisco  Javier  Castillo,  Roque  y  Martín  Rodií- 
«guez,  Luis  Fuentes  ó  Salomé  y  el  moreno  Lalondrixh 
«y  otros  varios  más,  debiendo  exponer  que  á  Demetrio 
«Cobas  no  le  dio  documento  porque  se  hallaba  en  el 
«pueblo  sin  haber  tomado  parte  en  los  sucesos  de  re- 
«ferencia,  así  como  tampoco  se  lo  dio  al  conocido  por 
»**Tronc6n"  por  hallarse  éste  preso  en  aquella  época: 
«que  de  los  individuos  procesados,  algunos  después 
«del  indulto  sirvieron  en  la  Guardia  Rural  como  prác- 
«ticos  disfrutando  de  sueldo,  y  con  respecto  al  asesi- 
«nato  del  Conductor  de  Correos  Arturo  Barrios  Gon- 
«zález,  cree  ninguno  de  los  que  el  declarante  dio  salvo- 
«conducto  tomó  parte  en  el  hecho:  que  además  le 
«consta  que  algunos  de  estos  individuos,  al  acoger.se 
«á  indulto  se  dedicaron  tranquilamente  al  trabajo'-; 
«diciendo  el  salvo-conducto  y  la  carta  de  que  se  hace 
«mérito  en  el  séptimo  extremo  del  interrogatorio  alu- 
«dido,  lo  siguiente:  Autorizado  por  el  General  Wood 
«para  conceder  palvo-conducto  al  ciudadano  Venancio 
«Dublón,  Sargento  del  ejército  libertador,  por  medio 
«de  este  documento  podrá  transitar  libremente  y  de- 
«dicarse  al  trabajo  en  el  sitio  que  mejor  le  convenga, 
«sin  que  sea  molestado  por  los  agentes  de  la  Autori- 
«dad.— Santa  Ana,  siete  de  Abril  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  nueve. — El  General  de  División,  Miró.» — 
í»Iííieva  Gerona  (Isl^  ^e  Pinos)  veinte  j  cinco  Febre^ 
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))ro  de  mil  novecientos  uno. — Sr.  Venancio  Dublón. — 
^Santiago  de  Cuba. — Apreciable  Venancio:  siento  in- 
»fínito  la  situación  en  que  Vd.  se  encuentra.  A  un  pa- 
tríente de  Vd.  que  ahora  no  recuerdo  como  se  llama, 
»le  di  una  copia  del  documento  dos  6  tres  diasantes  de 
»mi  salida  de  esa  población. — Yo  creo  que  el  mejor  ca- 
rmino para  que  Vd.  pueda  recobrar  la  libertad  es  que 
»su  defensa  presente  un  escríto  al  Juzgado  que  le  ins- 
)>truye  causa,  pidiendo  que  se  libre  un  exhorto  &  Isla 
»de  Pinos  para  que  yo  declare  con  qué  autorización  le 
Mcxtendi  á  Vd.  el  documento  de  indulto;  y  como  yo 
))guardo  la  carta  oficial  del  General  Wood  en  la  que 
))me  autorizaba  para  ello,  creo  que  después  de  lo  que 
j>yo  declare  y  de  la  carta  del  General  Wood  que  exhi- 
))biré  ante  el  Juzgado,  tendrán  que  ponerle  á  Vd.  en 
»libertad. — Crea  Vd.  que  siento  el  percance,  y  desean- 
»do  que  pronto  se  halle  Vd.  libre,  me  repito  S.  S. — 
«Miró.  M 

Motivo  en  que  se  funda  el  quebrantamiento: 

Resultando  que  por  providencia  recaida  al  referi- 
do escrito  de  siete  de  Febrero,  la  Audiencia  expresada 
declaró  pertinente  todos  los  extremos  del  interrogato- 
rio transcrito,  excepto  el  séptimo;  y  examinado  corres- 
pondientemente el  testigo  contestó  en  la  siguiente  for- 
ma: «A  la  primera:  que  no  le  comprenden. — A  la  se- 
«gunda:  que  es  cierto  en  todos  sus  extremos. — A  la 
»tercera:  que  es  cierto,  según  se  desprende  claramente 
)>de  la  carta  que  recibió  del  General  Wood  en  la  cual 
»Ie  autorizaba  para  conceder  indultos  álos  individuos 
)>que  se  encontraban  alzados,  entre  ellos  Venancio  Du- 
»blón;  como  también  se  desprende  de  los  telegramas 
»de  plácemes  que  le  envió  el  propio  General  Wood, 
))despué8  de  quedar  reducidos  á  la  legalidad  los  indivi- 
wduos  alzados. — A  la  cuarta:  que  puede  asegurar  el 
«particular  que  contiene,  en  cuanto  se  refiere  á  Ve- 
))Qancio  Dublón  y  algunos  de  sus  compañeros,  más  no 
»con  respecto  á  todos,  puesto  que  con  posterioridad  al 
))indulto,  tuvo  noticias  se  cometieron  por  algunos  de 
«ellos  hechos  criminosos  y  que  cayeron  bajo  la  acción 
))de  la  justicia.  Y  que  también  observaron  Venancio 
))Dublón  y  compañeros  referidos,  buena  conducta  en 
wla  guerra,  alcanzando  Dublón  el  grado  de  Sargento. — 
)>.\  la  quinta:  que  es  cierto,  que  durante  el  recorrido 
«del  dicente,  de  San  Luis  á  Holguin,  no  pudo  inquirir 
«jamás  — á  pesar  del  gran  conocimiento  que  tiene  con 
«los  vecinos  de  dicha  comarca— quienes  fueron  los  au-» 
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atores  de  la^  muerte  de  Arturo  Barrios,  hecho  acaecido 
nmucho  antes  de  la  llegada  del  declarante  á  San  Luís; 
i>y  que  no  cree  que  Dublón  se  encontrase  entre  los  que 
«dieren  muerte  á  Barrios. — A  la  sexta:  que  ratifica  en 
»todas  sus  partes  la  declaración  prestada  ante  el  Juez 
«Municipal  de  Isla  de  Pinos,  que  en  este  acto  se  le  ha 
«dado  lectura,  y  que  yo  el  actuario  certifico  ser  la  mis- 
)»ma  que  en  testimonio  remite  la  Audiencia  de  San  tía- 
í>go  de  Cuba.  Agregando  el  declarante^  que  nota  en  di- 
»cho  testimonio  algunos  errores  materiales,  debido  se- 
«guramente  al  escribiente. — A  la  séptima:  que  conser- 
Mva  las  órdenes  que  recibió  del  General  Wood  referen- 
Mte  al  particular  de  que  se  trata;  pero  que  en  este  mo- 
«mento  no  las  tiene  á  su  disposición,  porque  no  re- 
«cuerda  si  están  en  la  Habana  ó  Isla  de  Pinos. — Y  á 
»]a  octava:  que  no  tiene  ningún  hecho  relacionado  con 
«el  indulto  de  que  se  trata;  pero  que  se  complace  en 
«manifestar  en  este  acto,  refiriéndose  precisamente  al 
«último  extremo  de  la  pregunta  tercera,  que  el  indulto 
«referido  no  podía  desde  luego  limitarse  á  hechos  de- 
«lictivos  de  poca  importancia,  sino  que  seguramente 
«se  concedió  para  hechos  delictivos  graves  y  por  la  im- 
«portancia  que  tenia  la  partida  armp^da.» 

Hechos  probados: 

Besultando  que  dicha  sentencia  contiene  los  si- 
guientes Besultandos  numerados. 

«Primero.  Resultando  probado  que  el  año  mil 
«ochocientos  noventa  y  ocho  á  raiz  de  la  terminación 
«de  la  guerra  se  formó  en  la  jurisdicción  de  San  Luis 
«una  partida  de  bandoleros  que  se  dedicaba  al  robo  y 
«á  toda  clase  de  crímenes  siendo  el  terror  de  la  comar- 
»ca  y  que  la  componían  diez  y  seis  ó  más  hombres  ar- 
«mados,  entre  los  cuales  se  encontraban  los  procesados 
«Prudencio  Breal  (a)  «Troncón»  y  Roque  Rodríguez, 
«que  hacían  de  jefes,  Francisco  Salazar,  Venancio  Du- 
«blón  y  Francisco  Javier  Castillo,  que  ya  habían  sido 
«licenciados  por  sus  jefes  al  disolverse  las  fuerzas  á 
))que  pertenecían,  y  en  uno  de  los  últimos  días  del  mes 
«de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  yendo 
«el  procesado  Venancio  Dublón  por  el  camino  de  Ma- 
«yarí  á  bajo  de  avanzada  y  vigía  como  á  un  cuarto  de 
«legua  delante  de  la  partida  expresada,  se  encontró 
«con  el  conductor  de  correos  Arturo  Barrios  y  Gonzá- 
«lez  que  llevaba  la  correspondencia  oficial  á  San  Luis 
«y  después  de  pedirle  un  tabaco  y  darle  éste  un  mazo, 
«lo  condujo  á  donde  se  hallaba  la  partida  en  sitio  soli- 
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»tario  y  distante  de  parajes  habitados,  conocido  por  la 
«Sabana  de  Hato  del  Medio,  y  una  vez  allí  los  que  for- 
»maban  la  mencionada  partida  dieron  muerte  al  Ba- 
»rrios  á  machetazos  y  disparo  de  arma  de  fuego  y  se 
«apoderaron  del  dinero  y  prendas  que  llevaba,  mon- 
»tant«  todo  á  ochenta  y  cuatro  pesos,  veinte  y  cinco 
«centavos,  y  del  caballo  en  que  cabalgaba  valorado  en 
«ciento  dos  pesos  y  que  pertenecía  al  General  Vicente 
«Miniet  que  se  lo  había  prestado,  sin  que  ha3'a  sido 
«encontrado  su  cadáver,  ni  recuperados  el  caballo,  di- 
«nero  y  efectos  de  que  se  ai>oderó  la  partida.  No  se  ha 
«comprobado  que  los  procesados  Felipe  Lagar  y  Juan 
«Sandeau  hayan  tenido  participación  en  los  hechos  ex- 
«puestos.  El  procesado  Roque  Rodríguez  está  ejecuto- 
«riamente  condenado  por  dos  delitos  de  homicidio  y 
«aunque  todos  han  pertenecido  al  ejército  cubano,  está 
«demostrado  que  han  observado  mala  conducta  después 
«de  su  licénciamiento. 

«Segundo.  Resultando  probado:  que  en  Abril  del 
(í mismo  año,  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  la  re- 
«f crida  partida  se  disolvió  y  acogió  á  la  legalidad  por 
«virtud  de  salvo-conductos  de  estar  fuera  de  arresto 
«concedidos  por  el  General  José  Miró  con  autorización 
«del  Comandante  Militar  de  esíe  Departamento  Gene- 
«ral  Leonardo  Wood,  salvo  conducto  ó  indulto  que  no 
«comprendía  el  perdón  por  la  participación  en  críme- 
«nes  á  que  correspondiera  pena  capital,  según  endoso 
«del  Gobierno  Militar  dirigido  al  8r.  Fiscal  del  Tribu- 
anal  Supremo,  por  conducto  del  Sr.  Secretario  de  Jus- 
«ticia,  digo  y  que  dice: — «Se  devuelve  respetuosamente 
«al  Sr.  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  por  conducto  del 
«Sr.  Secretario  de  Justicia.  Habana,  Cuba,  con  ma- 
«nifestación  de  que  el  Sr.  Gobernador  Militar  está  per- 
ftfectamente  enterado  de  las  circunstancias  de  las  cau- 
sas á  que  aquí  se  refiere. — El  indulto  de  Roque  Rodrí- 
«guez  de  ningún  modo  incluyó  6  comprendió  el  perdón 
«por  la  participación  en  crímenes  á  que  correspondía 
«pena  capital.  El  indulto  fué  concedido  con  motivo 
«de  la  afirmación  del  General  José  Miró  al  efecto  de 
«que  Roque  Rodríguez  no  había  cometido  más  delitos 
«que  los  de  robo  y  otras  irregularidades  menores.  Se 
«precisó  claramente  que  el  indulto  concedido  de  nin- 
ffgún  modo  incluía  ci-ímenes  que  la  Ley  castigase  con 
«la  pena  capital,  ni  complicidad  en  los  mism<  s.  Los 
«asesinos  de  que  aquí  se  trata  no  han  sido  castigado» 
«nunca  y  se  confía  en  que  las  manifestaciones  ht  chas 
tcpor  Troncón  y  Roque  sobre  las  caa^es  iqíjudablero^pn 
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«te  pesa  la  responsabilidad  de  los  dos  crímenes  á  que 
«nos  contraemos,  serán  suficientes  para  producir  la  luz 
«en  este  asnnto  si  se  verifica  la  investigación  en  debi- 
ftda  forma. — Por  orden  del  Sr.  Gobernador  Militar. — 
«H^  L.  Scott* — Anudante  Geneíal.» 

CONCLÜSIONKS  DE  LA  ACUSACIÓN: 

Tercero.  Resultando  que  el  Ministerio  Fiscal 
«modificando  sus  conclusiones  provisionales,  foimuló 
«y  sostuvo  como  definitivas  en  el  acto  del-  juicio  las 
«siguientes:  «Primera. — En  el  año  mil  ochocientos 
«noventa  y  ocho  á  raíz  de  la  terminación  de  la  guerra 
«se  formó  una  }  artida  de  bandoleros  compuesta  de 
«diez  y  seis  6  más  hombres  armados  procedentes  del 
«Ejército  Cubano  entre  los  cuales  se  encontraban  loa 
«procesados  Prudencio  Breal  y  Roque  Rodríguez  que 
«hacían  de  jefes,  Francisco  Salazar,  Venancio  Dublón 
«y  Francisco  Javier  Castillo,  que  ya  habían  sido  licon- 
«cíados  por  sus  Jefes  al  disolvei-se  las  fuerzas  á  que 
«pertenecían.  En  el  mes  de  Enero  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  nueve  de  un  día  cuya  fecha  no  consta,  yeu- 
«do  la  partida  en  dirección  á  Mayarí  por  el  camino 
«real  encontró  en  un  sitio  solitario  y  distante  de  para- 
«jes  habitados,  conocido  por  la  Sabana  de  Hato  del 
«Medio  á  Arturo  Barrios  y  González,  Conductor  de 
«Correos  que  iba  con  la  correspondencia  oficial  hacia 
«San  Luis  y  le  detuvo  introduciéndole  en  el  monte 
«dándole  muerte  á  machetazos  y  disparos  de  arma  de 
«fuego  para  que  no  denunciara  la  presencia  de  la  par- 
«tida  por  aquellos  lugares,  verificado  lo  cual  se  repar- 
«tieron  los  malhechores,  el  dinero  y  prendas  que  Ue- 
«vaba  Barrios,  montante  todo  á  ochenta  y  cuatro  pesos 
«veinte  y  cinco  centavos  y  un  caballo  en  que  cabalgaba 
«valorado  en  ciento  dos  pesos  de  la  propiedad  del  Ge- 
«neial  Vicente  Miniet. — No  se  ha  jiistilicado  quienes 
«entre  los  de  la  partida  ejecutaron  pei*sonalnaente  la 
«muei-te  de  Bari'ios  pero  sí  que  los  cinco  procesados, 
«Breal,  Rodríguez,  Dublón,  Salazar  y  Castillo  verifi- 
«caron  la  detención,  convinieron  la  muerte  á  que  asis- 
«tieron  y  se  apoderaron  del  dinero  y  efectos  de  Barrios, 
«cuyo  cadáver  no  ha  sido  encontrado.  No  se  ha  com- 
«probado  que  los  procesados  Felipe  Lagar  y  Juan  San- 
«deau  hayan  t»  nido  partí c  pación  en  los  hechos  narm- 
«dos.  El  procesado  Roque  Rodríguez  está  ejecutoria- 
emente  condenado  por  dos  delitos  de  homicidio  y 
«aunque  todos  han  pert>enecido  al  Ejército  Cubano 
«está  demostrado  han   observado  mala  conducta  des- 
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tfpaés  de  su  licénciamiento.  El  caballo  y  objetos 
«tomados  á  Barrios  no  han  sido  recuperados.  Segnn- 
ffda. — Estos  hechos  son  constitutivos  de  un  delito  de 
ohomicidio  previsto  y  penado  por  el  artículo  cuatro- 
«cientos  diez  y  seis  del  Código  Penal  y  otro  de  hprto 
«previsto  en  el  artículo  quinientos  treinta  y  cinco  y 
«castigado  por  el  número  tres  del  quiniento  treinta  y 
«seis  del  mismo  cuerpo  legal.  Tercera. — ^Son  respon- 
«sables  en  concepto  de  autores  por  participación  direc- 
«ta  los  cinco  procesados  Prudencio  Breal,  Roque  Bo- 
«drlguez,  Venancio  Dublón,  Francisco  Salazar  y  Fran- 
«cisco  Javier  Castillo.  Cuarta. — Concurre  la  circuns- 
«tancia  agravante  de  despoblado  y  cuadrilla  (número 
«diez  y  seis  del  artículo  nueve)  respecto  de  los  cinco 
«procesados  y  el  homicidio  y  la  primera  para  el  hurto, 
«y  en  cuanto  á  Boque  Rodríguez  la  do  reincidencia 
«(número  diez  y  nueve)  y  en  el  delito  de  homicidio  y 
«la  de  reiteración  (número  diez  y  ocho)  por  el  hurto. 
«Quinta. — La  pena  que  debe  imponerse  á  los  procesa- 
«dos  Breal,  Bodríguez,  Dublón,  Salazar  y  Castillo  es 
«la  de  veinte  años  de  reclusión  temporal  y  accesorias 
«del  artículo  cincuenta  y  ocho  por  el  delito  de  homici- 
«dio  y  la  de  dos  años  de  presidio  correccional  y  acce- 
«sorias  del  artículo  cincuenta  y  siete  por  el  hurto  y 
«costas,  abonándoseles  la  mitad  de  la  preventiva  su- 
«rrida.  Los  procesados  Juan  Saudeau  y  Felipe  Lngar 
«deben  ser  absueltos  con  las  costas  correspondiente  de 
«oficio.  La  responsabilidad  civil  es  apreciada  por  esta 
«representación.  Primero.  En  dos  mil  ochenta  y  eua- 
«tro  pesos  que  deberán  abonar  como  indemnización 
«mancomunada  y  solidariamente  los  procesados  á  los 
«herederos  del  interfecto.  Segundo.  En  ciento  dos 
«pesos  que  satisfarán  en  la  misma  pr()porción  y  con- 
«cepto  al  General  Vicente  Miniet.» 

Conclusiones  dr  las  defensas: 

«Cuarto.  Resultando  que  la  defensa  de  Roque 
^Rodríguez  después  de  promover  oportunamente  la 
«cuestión  de  indulto  como  artículo  previo  que  se  ad- 
Muiitíó  sin  efecto  suspensivo,  modificó  en  el  acto  del 
))juicio  sus  conclusiones  provisionales  estableciendo 
))como  definitivas  las  siguientes:  Primera:  Niego  su 
«participación  en  el  delito.  Lo  único  que  pudiera  ser 
»creer  en  esa  participación  son  las  declaraciones  de  los 
«procesados  en  el  sumario,  pues  los  testigos  Miniet  y 
«Vaillantse  han  limitado  á  decir  lo  que  dicen  aquéllos 
«les  dijeron.     Esas  declaraciones  han  sido  rectificadas 
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»en  el  jai  ció  oral  en  el  que  han  negado  toda  interven- 
))CÍ6n  en  los  hechos,  y  no  existe  dato  ni  indicio  alguno 
jique  haya  corroborado  sus  primeras  declaraciones. 
»Aún  en  el  caso  de  ser  culpables,  la  muerte  de  Arturo 
»Barríos  fué  debida  al  temor  de  que  denunciara  el 
«rumbo  que  llevaba  la  partida  y  el  hurto  vino  después 
)KX)mo  un  nuevo  delito  impremeditado  y  ageno  al  ho- 
»micidio.  La  única  prueba  en  que  pudiera  fundarse 
«la  sentencia  es  en  las  declaraciones  de  los  testigos 
«Yaillant  y  Miniet  únicos  que  han  comparecido  en  este 
«acto  y  los  que  han  manifestado  que  al  relatarle  Tron- 
»c6n  la  muerte  de  Barrios,  les  dijo  que  el  temor  de 
«que  los  denunciara  habia  sido  la  única  causa  de  su 
«muerte.  Nada  prueba  que  los  procesados  eran  la- 
«drones,  pues  ninguno  de  ellos  ha  sido  nunca  conde- 
»nado  por  delito  contra  la  propiedad,  y  no  puede  su- 
«ponérsele  la  intención  de  robar.  Segunda:  Los  pro- 
«cesados  no  han  cometido  delito  alguno  y  si  acaso  se 
«considera  probada  su  culpabilidad  los  delitos  cometi- 
«dos  fueron  dos:  uno  de  homicidio  y  otro  de  hurto. 
«Tercera:  Si  se  estima  que  Roque  Rodríguez  es  autor 
«de  algún  delito,  lo  es  de  un  homicidio  y  de  un  hurto. 
«Cuarta:  No  puede  apreciarse  la  circunstancia  agra- 
«vante  de  cuadrilla,  por  no  constar  fueran  en  ningún 
«sentido  malhechores  ni  ladrones  los  procesados:  la  de 
«alevosía  en  el  caso  de  homicidio  y  hurto  porque  no  se 
«sabe  cómo,  quién  y  de  qué  modo  diese  muerte  á  Barrios 
«y  en  el  caso  de  robo'y  homicidio  porque  el  empleo  de 
«la  fuerza  y  el  daño  causado  es  precisamente  lo  que  se 
«castiga  en  estos  delitos  y  la  alevosía  solo  puede  apre- 
«ciarse,  según  su  misma  deñnición,  en  delito  contra  la 
«persona.  En  todo  caso  los  procesados  han  sido  in- 
«diiltados  por  el  Decreto  de  indulto  de  diez  y  seis  de 
«Enero  de  mil  novecientos  á  consecuencia  del  cual  el 
«procesado  Breal  fué  puesto  en  libertad  por  la  comisión 
«de  esa  misma  Audiencia  encargada  de  aplicarlo  y  ade- 
«más  por  el  General  Wood  quien  comisionó  al  General 
«Miró  según  manifiesta  éste  en  siis  declaraciones  co- 
«rroboradas  además  por  la  de  Demetrio  Castillo,  doctor 
«Amau  y  Rosan.  La  buena  conducta  de  Roque  Ro- 
«dríguez  después  de  la  guerra  está  acreditada  por  los 
«certificados  del  Sr.  Auza  por  no  tener  antecedentes 
«penales  después  de  la  fecha  hasta  donde  comprendió 
«el  indulto  de  diez  y  seis  de  Enero.  Quinta:  Roque 
«Rodríguez  debe  ser  absuelto  con  las  costas  de  oficio. « 
«Quinto.  Resultando  que  la«  defensas  de  los  de- 
«máfi  procesados  solicitaron  la   absolución  de  los  mis* 
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»mos  por  no  estar  conformes  con  las  conclnsiones  del 
»Ministerio  Fiscal,  insistiendo  en  la  cnestión  de  in- 
))dulto  en  la  misma  forma  en  que  lo  hizo  la  defensa  de 
»Roqne  Rodríguez,  d 

Tesis: 

«Sexto.  Resultando  que  al  presentarse  por  el  Mi- 
»nisterio  Fiscal  en  el  acto  del  juicio  el  escrito  en  qoe 
»modifíc6  sus  conclusiones  provisionales,  la  Sala  acordó 
«hacer  uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  articulo  se- 
»tecientos  treinta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Criminal  y  en  su  virtud  el  Sr.  Presidente  formuló  á 
«las  partes  la  siguiente  proposición:  aSin  que  sea  visto 
«prejuzgar  el  fallo  definitivo  sobre  las  conclusiones  de 
))la  acusación  y  la  defensa,  el  Tribunal  desea  que  el 
«Fiscal  y  los  defensores  le  ilustren  acerca  de  si  el  he- 
ndió justificable  constituye  los  delitos  de  atentado  y 
«robo  con  homicidio  comprendidos  en  los  artículos  dos- 
«cientos  sesenta  modificado  por  la  Orden  General  de 
«veinte  y  uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  uno  y 
«quinientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal  en  su  caso 
«primero»  sobre  la  que  informaron  las  partes  al  soste- 
«ner  sus  conclusiones  definitivas.» 

Resolución  becobbida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  se  califi- 
can los  hechos  declarados  probados  en  su  primer  re- 
sultando, como  constitutivos  de  un  delito  de  atentado 
conti*a  funcionario  p&blico,  previsto  y  penado  en  el 
artículo  doscientos  sesenta  del  Código  Penal,  modifi- 
cado por  la  Orden  doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  no- 
vecientos uno;  y  otro  de  robo  con  homicidio,  definido 
en  el  quinientos  veinte  y  castigado  en  el  quinientos 
veinte  y  uno  número  primero  del  citado  Código;  y  es- 
timándose á  los  procesados  Prudencio  Breal  (a)  Tron- 
cón, Roque  Rodríguez,  Venancio  Dublón,  Fitincisco 
Balazar  (a)  Panchín  y  Francisco  Javier  Castillo,  co- 
nocido por  Salazar,  autores  de  los  expresados  delitos, 
con  la  concurreccia,  en  cuanto  á  todos  de  la  agravante 
décimas  sexta  del  artículo  diez  del  mismo  Código,  y, 
además  en  cuanto  al  Rodríguez  de  la  reincidencia,  sin 
comprender  á  ninguno  de  ellos  en  ninguno  de  los  in- 
dultos reclamados,  se  les  condenó  á  la  pena  de  muer- 
te, y,  para  el  caso  de  indulto,  á  las  accesorias  de  inha- 
bilitación absoluta  perpetua  y  sujeción  á  la  vigilancia 
de  la  Autoridad,  por  todo  el  tiempo  de  su  vida,  si  no 
s  3  les  remitiesen  en  el  indulto;  condenándoseles  ade- 
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demás,  por  vía  de  indemnización  &  pagar  mancomuna- 
da y  solidariamente  á  los  herederos  del  interfecto  la 
suma  de  dos  mil  ochenta  y  cuatro  pesos  veinte  y  cinco 
centavos,  y  &  Vicente  Miniet  ciento  veinte;  y  al  pago, 
cada  uno,  de  una  octava  parte  de  las  costas  procesales; 
y  se  absolvió  á  los  otros  dos  procesados,  Felipe  Lagar 
y  Juan  Bandean  Verdecía,  con  las  dos  octavas  partes 
restantes  de  costas,  de  oficio; 

Fundamentos  de  los  rrcürsos  de  casación: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpusieron  el 
Ministerio  Fiscal  y  )a  defensa  de  Breal,  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley;  citando  el  primero, 
como  precepto  autorizante,  el  número  tercero  del  ar- 
ticulo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  y  alegando  haberse  infrin- 
gido en  la  sentencia  el  articulo  doscientos  sesenta  del 
Código  Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos 
veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  número  prime- 
ro del  indicado  Código,  todos  por  indebida  aplicación 
y  los  articules  cuatrocientos  diez  y  seis,  quinientos 
treinta  y  cinco  y  quinientos  treinta  y  seis,  número 
tercero  del  mismo  cuerpo  legal,  por  falta  de  ella;  el 
doscientos  sesenta,  en  el  concepto  de  que  de  los  hechos 
probados  no  se  induce  que  el  acometimiento  á  Barrios 
fuese  motivado  por  el  carácter  de  éste  de  funcionario 
público  ó  por  actos  relacionados  con  su  cargo;  y  los 
demás  artículos,  por  que  para  que  exista  el  delito  del 
número  primero  del  quinientos  veinte  y  uno  del  Códi- 
go Penal  es  indispensable  que  el  robo  haya  sido  la 
idea  generadora  de  los  hechos  delictivos,  y,  de  los 
que  como  probados  se  consignan  en  la  sentencia,  lejos 
de  deducirse  ésto  rigurosa  y  necesariamente,  resulta 
que  la  muerte  de  Barrios  no  obedeció  al  propósito  de 
robar;  surgiendo  así  la  necesidad  de  calificar  con  in- 
dependencia ambos  delitos,  el  homicidio  y  la  sustrac- 
ción posterior  no  prevista  de  antemano;  citando  la 
defensa  de  Breal  en  el  escrito  por  el  cual  interpuso  su 
recurso,  el  número  séptimo  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  dicha  ley  procesal,  como  precep- 
to autorizante;  y,  como  leyes  infringidas,  los  mismos 
artículos  quinientos  veinte  y  quinientos  veinte  y  uno, 
caso  primero,  por  concepto  análogo  á  los  expuestos 
respecto  de  este  artículo  por  el  Ministerio  Fiscal;  el 
doscientos  sesenta,  porque  á  su  juicio  un  empleado  de 
correos,  cartero,  no  es  un  funcionario  público,  y  el 
ciento  treinta  del  mismo   Código,    porque,    según   los 
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hechos  probados,  el  procesado  Breal  se  halla  compren- 
dido tanto  en  el  indulto  que  le  fué  aplicado  por  el 
Mtbgístrado  de  la  Audiencia  mencionada  señor  Luis 
Gastón,  como  en  el  especial  del  General  Leonardo 
Wood,  y  en  el  de  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos, con  tanta  mayor  razón— agrega — cuanto  que 
en  el  encabezamiento  de  la  sentencia  de  la  Bala  sen- 
t  nciadora  da  como  probado  que  Breal  carece  de  ante- 
deutes  penales. 

Ampliación  dbl  recurso: 

Resultando  que,  sin  resolver  acerca  de  la  admisión 
de  estos  dos  recursos,  el  Tribunal  a  quó,  declarando 
admitido  por  ministerio  de  la  Ley,  el  que  ésta  estable- 
ce en  beneficio  délos  reos  de  muerte,  mandó  elevar 
los  auto<t  á  este  Tribunal  Supremo;  y  en  el  período 
oportuno,  la  defensa  de  dichos  reos  adujo  los  siguien- 
tes motivos  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
«ma:  «rPrimero:  Autorizado  por  el  artículo  novecientos 
»once,  inciso  cuarto  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
Mminal,  por  haberse  desestimado  por  la  Sala  senten- 
ciadora, una  pregunta  que  sin  ser  capciosa,  suje^tiva 
»ni  impertinente,  tenía  verdadera  importancia  y  tras- 
»cendencia  para  el  resultado  del  juicio.  En  efecto,  la 
)>defensa  del  procesado  Venancio  Dublón  ejercitando  un 
«derecho  que  le  concede  la  Ley,  solicitó  oportunamente, 
»en  vista  de  la  dificultades  que  se  le  presentaban  para 
«que  el  testigo  José  Miró  y  A  rgenter  compareciera  per- 
«sonalmente  al  acto  del  juicio  oral  de  esta  causa,  que  se 
«examinara  á  dicho  testigo  ante  el  Juez  de  su  residen- 
«cia,  á  cuyo  efecto  solicitó  que  se  librara  el  oportuno 
«exhorto,  acompañado  del  correspondiente  iuterroga- 
»torío.  Y  la  Sala  sentenciadora  por  su  proveído  de 
«fecha  ocho  de  Febrero  del  corriente  afio  declaró  per- 
«tinente  el  interrogatorio  con  excepción  del  séptimo, 
»á  pesar  de  la  importancia  y  trascendencia  extraordi- 
«naria,  que  tiene  y  debió  tener  para  aquella  Sala  la 
«respuesta  que  pudiera  el  General  Miró,  á  una  pregun- 
«ta  que  como  la  séptima  se  refería  á  actos  personales 
«suyos  con  relación  á  uno  de  los  procesados,  y  á  mani- 
«festaciones  importantes  de  dicho  testigo  consignadas 
«por  escrito,  y  á  pesar  también,  de  que  en  esta  causa 
»5odas  las  mauifestacioues  que  haga  ó  pueda  hacer  el 
«testigo  de  referencia  acerca  de  ella  ó  sobre  alguno  de 
«los  procesados,  debe  considerarse  como  de  importan- 
«cia  manifiesta  por  la  Sala  sentenciadora  en  virtud  de 
«las  condiciones  especiales  en  que  dicho  testigo  se  en- 
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i»cuentra  dentro  de  ese  procedimiento.  (Motivo  del 
narticulo  novecientos  once,  número  cuarto,  y  si  la 
)»Sala  no  lo  estimase  siempre  estaría  comprendido  en 
«el  número  tercero  6  en  el  primero  del  propio  artículo. ) 
Segundo:  El  artículo  novecientos  doce,  inciso  primero 
»de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  en  su  primer  extremo, 
«pues  al  consignarse  en  el  primer  Kesultando  de  la 
itsentencia  que  «aunque  tixios  los  procesados  han  per- 
«tenecido  al  Ejército  Cubano,  está  demostrado  que 
j>han  observado  mala  conducta  después  de  su  licencia- 
amiento,»  la  Bala  sentenciadora  no  consigna  ni  siquie- 
ura  indirectamente  en  los  Resultandos  ni  en  los  (>)n- 
j»siderandos,  su  opinión  acerca  de  la  fecha  del  licencia- 
«miento,  que  le  sirve  de  base  para  denegar  la  cuestión 
«de  un  indulto  propuesta  por  los  procesados,  pmisión 
Dque  implica  la  infracción  del  artículo  ciento  cuarenta 
»y  dos,  inciso  segundo  de  la  Ley  procesal  en  relación 
«con  el  primero  del  novecientos  doce  nntes  citado,  por 
»que  habiéndose  decretado  diversos  licénciamientos  de 
i>dicho  ejército  en  distintas  fechas  y  siendo  varios  los 
«procesados,  es  indudable  que  conforme  á  los  citados 
i>preceptos  ba  debido  determinarse  expresamente  ese 
uliecho  en  los  Resultandos  del  fallo  para  poder  después 
«resolver  con  acierto  en  el  mismo  la  cuestión  de  la 
«denegatoria  del  indulto,  en  cuanto  á  cada  uno  de  los 
«reos.  Tercero:  Autorizado  asimismo  por  el  número 
«primero  del  artículo  novecientos  doce  de  la  propia 
«Ley  de  Enjuiciamieato  Criminal  también  en  su  pri- 
«mer  extremo  y  en  relación  con  la  regla  segunda  del 
«artículo  ciento  cuarenta  y  dos,  pues  al  declararse 
«probado  en  el  primer  Resultando  del  fallo  recurrido 
«que  «se  fonnó  en  la  jurisdicción  de  San  Luis  una  par- 
«tida  de  bandoleros  que  se  dedicalia  al  robo  y  á  toda 
«clase  de  crímenes  y  que  el  proces»<lo  Dublón  se  en- 
«contró  con  el  conductor  de  coi-i  eos  A .  Barrios  y 
«después  de  pedirle  un  tabaco  y  darle  éste  un 
«mazo  lo  condujo  á  donde  se  hallaba  la  partida  y  mía 
«vez  allí,  los  que  la  formaban  le  dieron  muerte  á  ma- 
«chetazos  y  disparos  de  armas  y  se  apoderaron 
«del  dinero  y  efectos  que  llevaba,  sin  que  haya  sido 
«encontrado  su  cadáver»,  el  Tribunal  a  quó  no  ha  con- 
«signado  el  juicio  que  formara  acerca  del  móvil  ó  pro- 
«pósito  con  (]ue  se  realizaran  los  hechos  referidos,  re- 
«quisito  indispensable  para  poder  apreciar  acertada- 
«mente  la  existencia  del  delito  complejo  del  artículo 
«quinientos  veinte  y  uno,  número  primero  del  Código 
«Penal,  que  debe  bcr  integrado  precisamente  por  el 
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]>m6vil  del  robo,  como  generador  de  los  actos  que  Be 
DFealicen,  sin  que  sea  suficiente  para  subsanar  la  omi- 
)>si6n  que  acerca  del  elemento  intencional  de  los  he- 
»chos,  contiene  la  sentencia,  la  afirmación  qu3  se  hace 
«en  el  primer  Considerando  de  que  «conocido  el  ob- 
-sjetii  á  que  se  dedicaba  la  partida  y  vista  la  forma 
ttde  los  hechos,  es  indudable  qne  se  propusieron  robar 
»y  matar»  porque  precisamente,  por  dedicarse  dicha 
«partida  á  toda  clase  de  crímenes,  cabe  perfectamente 
»la  suposición  de  que  la  muerte,  en  el  presente  caso, 
«obedeciera  bien  al  propósito  de  que  no  se  divulgara 
«el  lugar  donde  ellos  ee  encontraban  bien  &  alguna  ven- 
«ganza  personal  sin  idea  preconcebida,  de  robarle,  ó 
«bien  á  cualquier  otro  propósito,  dado  que  ni  siquiera 
«se  lia  encontrado  el  cadáver  del  interfecto.  En  vir- 
«tiid  de  la  referida  omisión  que  contienen  los  Kesul- 
«laudos  del  fallo,  la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido 
«en  el  quebrantamiento  de  forma  que  autorizan  los 
«preceptos  legales  invocados»;  alegando  la  misma  de- 
«fensa,  los  siguientes  motivos  por  infracción  de 
«ley:  Primero:  Los  artículos  quinientos  veinte  y 
«número  primero  del  quinientos  veinte  y  uno  del 
«Código  Penal,  resultan  infringidos  por  indebida 
«aplicación,  y  los  cuatrocientos  diez  y  seis,  qui- 
«nientos  treinta  y  cinco  número  uno  y  quinientos 
«treinta  y  seis  número  tercero  del  propio  Código 
«por  falta  de  aplicación  y  en  el  concepto  de  que  aún 
«en  el  caso  de  que  los  hechos  que  como  probados  con* 
«signa  el  fallo,  sean  perfectamente  claros  y  explícitos 
«en  su  exposición,  esto  no  obstante,  la  Sala  sentencia- 
«dora  lia  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  señala- 
«mos,  pues  de  los  mencionados  hechos  probados  no 
«surgen  necesariamente  los  elementos  que  integran  el 
«delito  complejo  calificado,  si  no  únicamente  la  muer- 
«te  de  Barrios,  y  una  sustracción  posterior  de  sus  efec- 
«tos  sin  relación  ni  enlace  alguno  con  aquélla,  lo  cual 
«es  constitutivo  solamente  de  los  delitos  que  definen  y 
«p«uHn  los  artículos  que  la  Sala  ha  infringido  por  falta 
«de  aplicación.  Segundo:  El  artículo  doscientos  sesenta 
«del  Código  Penal,  modificado  por  la  orden  número 
«doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  por 
«indebida  aplicación  y  en  el  concepto  de  que  los  hechos 
«no  pueden  ni  deben  ser  calificados  de  atentado,  pues 
«A.  Barrios,  no  tenía  el  carácter  de  agente  de  la  Autori- 
«dad,  ni  funcionario  público  y  aún  suponiendo  que  lo 
«hubietu  tenido,  no  aparece  dato  alguno  en  el  fallo  pa- 
«ra  deducir  que  su  carácter  ó  sus  funciones  fueran  de- 
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)»teriDÍuautes  de  los  hechos  x>^r8egai(]os.  Tercero:  El 
»artícalo  ciento  treinta  del  Código  Penal  en  sus  incisos 
«tercero  y  cuarto  por  falta  de  aplicación  y  en  el  con- 
»cepto  de  que  dados  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
»bados  en  el  fallo  de  que  «una  partida  que  se  dedicaba 
«al  robo  y  á  toda  clase  de  crímenes  se  disolvió  y  aco- 
»gió  á  la  legalidad  por  virtud  de  salvo-conductos  ó  in- 
»dultos  concedidos  por  el  General  Miró  con  autoriza- 
Dción  del  General  Wood»,  y  no  hay  términos  hábiles 
»en  buenos  principios  de  interpretación  en  materia  pe- 
rnal para  dejar  de  aplicar  á  los  reos  los  preceptos  le- 
«gaies  invocados  pues  aunque  en  la  sentencia  se  con- 
wsigna  «que  ese  indulto  no  comprendía  el  perdón  por 
»la  participación  en  crímenes  &  que  correspondiera  pe- 
nna  capital  según  endoso  del  Gobierno  Militar  (pos- 
»terior  á  »quél)  dirigido  al  señor  Fiscal  del 
«Tribunal  Supremo»,  es  lo  cierto,  que  la  partida  se 
«disolvió  y  vino  &  la  legalidad  por  virtud  de  los  tér- 
«minod  en  que  se  le  ofreció  el  indulto  por  una  persona 
«debidamente  autorizada  por  el  General  Wood,  y  no 
«es  lícito  en  el  orden  legal  ni  en  el  moral  restringir  ó 
«modificar  á  posteriori  los  términos  y  alcance  que  di- 
«cho  indulto  tuviera  con  perjuicio  de  los  procesados, 
«alterando  con  ello  la  situación  legal  creada  en  su  con- 
«secuencia  y  á  su  amparo,  aún  cuando  hubiera  si- 
«do  aplicado  dicho  indulto  con  manifiesto  error. « 
Resultando  que,  señalado  para  la  vista  pública 
respectiva  el  día  veinte  y  dos  de  Octubre  último,  cele- 
bróse ésta  con  asistencia  del  representante  y  defensor 
de  los  referidos  reos,  que  sostuvo  en  el  acto  el  recureo 
interpuesto  por  Breal,  y  los  motivos  alegados  en  nom- 
bre de  éste  y  de  los  demás  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo; y  con  asistencia  también  del  Ministerio  Fiscal 
que  sostuvo  ser  improcedente  la  casación  de  la  sen- 
tencia. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  alega- 
do por  quebrantamiento  de  forma,  que  la  pregunta  á 
que  se  contrae,  carece  de  verdadera  importancia  para 
el  resultado  del  juicio,  pues  que  del  reconocimiento  pre- 
puesto en  ella  al  testigo  Miró,  de  los  documentos  que 
figuran  insertos  en  el  segundo  resultando  de  esta  sen- 
tencia, no  podría  derivarse  ningún  elemento  de  prue- 
ba que  en  esencia  no  esté  contenido  en  las  respuestas 
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dadas  por  dicho  testigo,  según  el  tercer  resultando,  á 
las  preguntas  transcritas  en  el  primero,  de  esta  misma 
sentencia,  y,  sobre  todo,  qae  no  esté  apreciado  subs- 
tancialmente  en  el  segnndo  de  la  sentencia  reclamada, 
al  decirse  en  éste  como  hecho  probado  «que  en  Abril 
»del  mismo  afio  1899,  la  referida  partida  se  disolvió  y 
«acogió  á  la  l^alidad  por  virtud  de  salvo-conductos 
)>de  estar  fuera  de  arresto,  concedidos  por  el  Greneral 
i»José  Miró  con  autorización  del  Comandante  Militar 
j)de  este  Departamento  General  Leonardo  Wood»;  y, 
en  consecuencia,  es  improcedente  la  casación  preten- 
dida con  arreglo  &  los  números  tercero  y  cuarto  del 
artículo  novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal;  siéndolo  igualmente  conforme  al  número 
primero  del  mismo  artículo,  por  la  notoria  incongruen- 
cia de  este  número  con  la  cuestión  que  en  el  motivo 
se  plantea. 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo  por 
quebrantamiento  de  forma,  que  al  consignarse  en  el 
primer  Resultando  de  la  sentencia  que  «aunque  todos 
«(los  reos)  han  pertenecido  al  Ejército  Cubano  está 
«demostrado  que  han  observado  mala  conducta  des- 
«pués  de  su  licénciamiento,»  se  expresan  clara  y  ter- 
minantemente por  el  Tribunal  sentenciador  los  hechos 
que,  en  uso  de  sus  facultades  privativas  para  apreciar 
la  prueba,  estimó  justificados  á  los  efectos  de  resolver 
la  cuestión  de  indulto  que  se  le  propuso  por  la  defensa 
respecto  al  decretado  por  la  Orden  de  diez  y  seis  de 
Enero  de  mil  novecientos;  no  pudiendo  sentarse  que 
la  no  expresión  en  aquélla,  de  la  fecha  precisa  del  li- 
cénciamiento que  sirvió  de  base  al  Tribunal  a  qué  para 
resolver  la  mencionada  cuestión  arguya  falta  de  ex- 
presión clara  y  terminante  de  los  hechos  que  consideró 
probados;  toda  vez  que,  sobre  no  ser,  tal  extremo,  in- 
dispensable complemento  de  éstos,  se  declara  probado 
en  el  mismo  resultando  primero  que  «en  el  año  1898  á 
»á  raíz  de  la  terminación  de  la  guerra  sé  formó  en  la 
«jurisdicción  de  San  Luis  una  partida  de  bandoleros 
»que  se  dedicaba  al  robo  y  á  toda  clase  de  crímenes, 
asiendo  el  terror  de  la  comarca,  y  que  la  componían 
»diez  y  seis  ó  más  hombres  armados,  entre  los  cuales 
»se  encontraban  los  procesados  Prudencio  Breal  (a) 
T»' 'Troncón''  y  Roque  Rodríguez,  que  hacían  de  jefes, 
«Francisco  Salazar,  Venancio  DubJón  y  Francisco  Ja- 
»vier  Castillo  que  habían  sido  licenciados  por  sus  jefes 
»al  disolverse  las  fuerzas  á  que  pertenecían»,  agregán- 
»dose  que  en  uno  de  los  últimos  días  de  Enero  de  mil 
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ochocientos  noventa  y  nueve  los  que  formaban  la  par- 
tida dieron  muerte  á  Arturo  Barrios  y  se  apoderaron 
del  dinero,  prendas  y  caballo  qud  llevaba;  y,  esto  su- 
puesto, no  cabe  duda  alguna  de  cuál  es  el  criterio  de 
la  Sala  sentenciadora,  en  la  indicada  cuestión,  acerca 
de  la  relación  de  tiempo  que  estableció  entre  eí  en  que 
fueron  licenciados  los  procesados  que  se  dejan  nom- 
brados, y  el  en  que  se  cometieron  los  hechos  procesa- 
les: por  todo  lo  cual  debe  este  segundo  motivo,  fun- 
dado en  el  número  primero  del  artículo  novecientos 
doce  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento,  ser  desesti- 
mado, como  el  anterior,  por  ineficaz  para  producir  la 
casación  de  la  sentencia. 

Considerando  que  en  el  mismo  caso  se  halla  el 
tercero  y  último  de  los  motivos  de  forma  sustentados 
por  la  defensa,  puesto  que  siendo  el  móvil  del  delito,  ó 
sea  el  propósito  predominante  en  el  culpable  al  tiempo 
de  ejecutarlo,  un  elemento  del  orden  moral,  y  por  ello 
susceptible  de  apreciarse  fuera  del  lugar  destinado  en 
la  sentencia  para  consignar  los  hechos  probados,  no 
cabe  afirmar  que  por  no  haberlo  expresado  entre  estos 
incurriera  el  Tribunal  del  juicio  en  la  falta  de  forma 
que  se  al^a  en  dicho  tercer  motivo,  al  amparo  como 
el  precedente  del  número  primero  del  artículo  no- 
vecientos doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal. 

Considerando  en  lo  tocante  &  la  infracción  del  ar- 
tículo doscientos  sesenta  del  Código  Pena],  modificado 
p^r  la  orden  doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  novecien- 
tos uno,  que  indudablemente  se  cometió  dicha  infrac- 
ción en  la  sentencia  al  calificarse  en  ella  de  atentado 
contra  funcionario  público  el  hecho  de  que  los  que  for- 
maban la  partida  de  bandoleros  de  que  se  viene  ha- 
ciendo referencia,  dieron  muerte  al  Barrios;  porque, 
aunque  éste  tenía  realmente  ese  carácter  en  razón  de 
las  funciones  públicas  que  iba  desempeñando  como 
Conductor  de  Correos  que  llevaba  la  correspondencia 
oficial  á  San  Luis,  no  constando  probada,  como  no 
consta,  ninguna  circunstancia  de  la  cual  se  desprenda 
necesariamente  que  aquéllos  al  tiempo  de  acometerle 
supieran  que  ejercía  el  aludido  cargo,  se  hace  imposi- 
ble estimar  con  fundamento  legal  la  existencia  del 
atentado  contra  funcionario  público,  que  castiga  el 
mencionado  articulo  doscientos  sesenta,  ya  que  en  tan- 
to puede  estimarse  cometido  este  delito  en  cuanto  sea 
de  apreciarse  la  intención  de  cometerlo,  y  esta  inten- 
ción positivamente  resulta  desconocida,  cuando  como 


Digiti 


zedby  Google         _ 


266  boLeriM  LsonLAnto. 


en  el  caso  de  autos,  no  se  prueba  que  el  agente  sabia 
de  antemano  que  el  agredido   tuviera  dicho  carácter; 

Considerando,  en  lo  que  hace  4  las  infracciones 
alegadas  de  los  artículos  quinientos  veinte  y  quinien- 
tos veinte  y  uno,  número  primero  del  Código  Penal, 
que  han  sido  debidamente  aplicados  estos  dos  artículos 
l>or  el  Tribunal  recurrido;  pues  que  del  primer  resul- 
tando de  la  sentencia  aparece  probado:  primero:  que  la 
partida  de  bandoleros  de  que  los  reos  formaban  parte 
se  dedicaba  al  robo  y  á  toda  clase  de  crímenes;  y  se- 
gundo que  los  que  la  componían  dieron  muerte  á  Ar- 
turo Barrios,  apoderándose  del  dinero,  prendas  y  ca- 
ballo que  llevaba;  y  ambos  supuestos  de  hecho,  se 
hallan  tan  íntimamente  relacionados  entre  sí  que,  sin 
consignar  la  sentencia  ninguna  circunstancia  opuesta, 
que  determine  una  distinta  apreciación,  debe  afirmar- 
se, que  obrando  uno  y  otro  en  la  conciencia  con  la 
estrecha  relación  de  causa  á  efecto,  producen  el  con- 
vencimiento pleno  de  que  el  móvil  generador  del  deli- 
to perseguido,  fué  el  robo,  habiendo,  con  motivo  ó  con 
ocasión  de  él  resultado  homicidio;  y,  por  ende,  al  cali- 
ficar el  referido  Tribunal  las  hechos  relacionados  como 
constitutivos  del  delioo  complejo  que  definen  y  penan 
respectivamente  los  dos  artículos  mencionados,  y  no 
de  simple  homicidio  y  huito;  previstos  en  los  artículos 
cuatrocientos  diez  y  seis,  quinientos  treinta  y  cinco  y 
quinientos  treinta  y  seis,  número  tercero  del  mismo  Có- 
digo, no  infringió  ninguno  de  estos  preceptos  legales; 

Considerando,  en  cuanto  á  la  otra  infracción  ale- 
gada ó  sea  la  del  artículo  ciento  treinta,  números 
tercero  y  cuatro,  del  mismo  Cuerpo  legal,  que  no 
es  de  estimarse  cometida,  primero:  porque  de  los  he- 
chos declarados  probados  en  la  sentencia,  no  resulta 
que  el  Magistrado  que  fué  de  la  Audiencia  de  San- 
tiago de  Cuba,  señor  Luis  Gastón,  hubiese  sido  comi- 
sionado por  la  Presidencia  de  la  misma  á  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  octavo  de  la  Orden  vein- 
te y  dos  de  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  novecientos, 
para  aplicar  el  indulto  que  por  esta  Orden  se  otorga  y 
que  lo  hubiese  aplicado  á  Prudencio -Breal  como  sos- 
tiene su  defensa  en  el  recurso  que  interpuso  invocando 
1  b  citada  infracción;  segundo:  porque  no  hay  términos 
h  ibiles  para  conceptuar  al  mismo  Breal  ni  á  ninguno 
de  sus  correos  con  derecho  al  beneficio  que  concede  la 
expresada  Orden,  toda  vez  que  según  ella  es  indispen- 
sable que  el  que  lo  reclame  justifique  fehacientemente 
haber  pertenecido  al  Ejército  Cubano    y  estar  obser- 
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vaAdo  buena  condacta  desde  su  licénciamiento,  y,  si 
bien  de  la  sentencia  aparece  probado  respecto  de  dichos 
cinco  procesados  el  primero  de  estos  dos  extremos,  no 
así  el  segando,  sino  que,  por  el  contrario,  se  dice  en 
ella  que  «está  demostmdo  que  han  observado  mala 
conducta  después  de  su  licénciamiento»;  y  tercero: 
porque  no  es  de  entenderse  que  fueron  indultados  á 
consecuencia  de  la  autorización  conferida  al  General 
José  Miró  por  el  General  Lenardo  Wood  cuando  era, 
éste,  Comandante  Militar  del  Departamento  de  San- 
tiago de  Cuba,  y  de  la  cual  se  hace  mérito  en  el  se- 
gundo resultando  de  la  misma  sentencia;  pues,  entre 
otras  razones,  en  el  propio  resul  tando  se  declara  pro- 
bado que  el  salvo-conducto  ó  indulto»  dado  por  él  Ge- 
neral Miró  «no  comprendía  el  perdón  por  la  participa- 
ción en  crímenes  á  que  correspondiera  pena  capital» 
y,  según  ha  de  verse  más  adelante,  es  esta  la  pena 
que  con  arreglo  a  la  ley  dt- be  imponerse  á  los  referidos 


Considerando  respecto  al  Roque  Rodríguez,  que 
no  concurren  en  él  y,  por  consiguiente,  le  fué  indebi- 
damente apreciada  en  la  sentencia, ,  la  circunstancia 
agravante  de  reincidencia,  décima  novena  del  artículo 
diez  del  Código  Penal;  ya  que  los  delitos  de  homicidio 
por  los  cuales  ha  sido  ejecutoriamente  condenado  an- 
tes de  juzgársele  en  la  presente  causa  por  el  de  robo 
con  homicidio,  no  se  hallan  comprendidos  en  el  título 
de  dicho  Código,  en  que  lo  está  este  delito  complejo; 

Considerando,  finalmente,  que  esto  no  obstante, 
y  no  obstante  también  la  infracción  anteriormente 
apreciada,  del  artículo  doscientos  sesenta  del  mismo 
Código,  modificado  por  la  Orden  doscientos  veinte  y 
cinco  de  mil  novecientos  uno,  no  ha  lugar  á  la  casa- 
ción del  fallo  recurrido,  porque  carecía  ésta  de  positi- 
va finalidad,  en  razón  de  que  no  siendo,  por  otro  lado 
de  estimarse  ninguna  otra  infracción,  ni  del  procedi- 
miento, ni  de  la  Ley  sustantiva,  este  Tribunal  en  la 
Blonda  sentencia  que  dictare,  aceptando,  como  se  ha 
visto,  la  calificación  que  de  los  hechos  procesales  hizo 
la  Sala  sentenciadora,  en  cuanto  á  que  constituyen  un 
delito  de  robo  con  homicidio,  definido  y  castigado  en 
loe  artículos  quinientos  veinte  y  quinientos  veinte  y 
uno,  número  primero,  y  aceptando  también,  como 
acepta,  la  concurrencia  en  ellos  de  las  circunstancias 
cié  despoblado  y  en  cuadrilla,  previstas  en  el  número 
diez  y  seis  del  artículo  diez,  habría  de  imponer  á  los 
culpables,  Prudencio  Breal  (a)  Troncón,  Roque  Rodrí- 
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guez,  Francisco  Salazar  (a)  Pachín,  Venancio  Dublón 
y  Francisco  Javier  Castillo,  las  mismas  penas  que  les 
impuso  la  Sala  sentenciadora,  ó  sean,  la  de  muerte,  y, 
en  caso  de  indulto,  las  accesorias  de  inhabilitaciÓD 
absoluta  perpetua  con  sujeción  &  la  vigilancia  de  la 
Autoridad  por  todo  el  tiempo  de  su  vida,  si  no  se  re- 
mitiesen en  el  indulto,  y  el  pago  de  las  correspondien- 
tes costas  del  proceso:  de  acuerdo  con  el  segundo  de 
los  tres  preceptos  legales  últimamente  citados,  en 
relación  con  los  comprendidos  en  los  artículos  veinte 
y  cuatro,  veinte  y  seis,  cincuenta  y  dos,  ochenta, 
regla  tercera,  y  quinientos  veinte  y  tres,  párrafos 
segundo  y  tercero,  todos  del  tantas  veces  menciona- 
do Código: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  los  recursos  de  casación  de  que  se  trata, 
interpuestos  por  los  partes,  ni  al  admitido  de  derecho 
contra  la  sentencia  dictada  en  ocho  de  Julio  último 
por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  la  referida 
causa:  con  las  costas  de  oficio. — Dígase  &  la  misma 
Audiencia  que  en  lo  sucesivo,  aún  tratándose  de  cau- 
sas de  esta  índole^  cumpla  con  lo  prevenido  en  el 
artículo  siete  ó  en  el  once,  según  el  caso  de  la  Orden 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve, 
armonizando  estos  preceptos  con  los  de  los  artículos 
sesenta  y  cinco  y  sesenta  y  seis  de  la  propia  Orden.— 
Y  pásense  los  autos  al  Fiscal,  etc. 

Lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Eafael 
Ciniz  Pérez. — José  Antonio  Pichardo. — Pedro  González 
Llórente. — Ángel  C.  Betancourt. — José  Cabarrocas. 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales, — Francisco  Noval  y 
Martí, 


Gueb.  forma.— Sent.  22.— 17  de  Noviembre  de  1902.— 
Imprudencia.— Prueba.  (^Oac.  Mayo  22.) 

DOCTRINA;  Bs  impertinente  la  pruebacuja  prác- 
tica no  alterara  el  juicio  formado  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador en  virtud  de  otras  pruebas,  ni  es  suficiente 
á  justificar  por  sf  mismo  el  hecho  que  se  pretende  pro- 
bar con  ella. 

Para  que  exista  delito  por  imprudencia  temeraria, 
es  necesario  que  se  justifique  que  el  causante  del  hecho 
obró  con  imprerisión  ó  descuido. 

£n  la  Ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  dos;  Visto  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infrac- 
ción de  ley,  interpuesto  por  Beynaldo  Qonzález,  cuya 
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vecindad  y  profesión  no  constan,  en  su  carácter  de 
acusador  privado,  contra  la  sentencia  dictada  en 
diez  y  ocho  de  Agosto  último,  por  la  Sección  segun- 
da de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, en  causa  que  se  siguió  en  el  Juzgado  de  Instruc- 
ción del  Distrito  del  Oeste,  á  Ramón  Lagar  González, 
cuyo  domicilio  no  consta,  por  lesiones  por  imprudencia, 
asi  como  también  contra  la  Empresa  del  Ferrocarril 
Eléctrico  de  esta  ciudad,  en  concepto  de  responsable 
en  subsidio  civilmente  por  los  daños,  y  perjuicios  oca- 
sionados por  el  hecho  que  motivó  el  proceso. 

Antececentes: 

Resultando  que  la  parte  acusadora  por  escrito  de 
veinte  y  dos  de  Mayo  último,  satisfizo  el  trámite  de 
conclusiones  provisionales  en  la  presente  causa  y  otros 
elementos  de  prueba  de  que  intentaba  valerse  en  el 
acto  del  juicio  oral,  propuso  los  siguientes:  Primero: 
Que  los  testigos  José  Bellón  y  Fernández  y  Aurelio 
Trujillo  Lazcano,  fueron  examinados  por  los  particu- 
lares del  inciso  cuarto  del  escrito  de  folios  cuarenta  y 
uno  en  la  forma  propuesta  en  dicho  inciso: — Segundo: 
que  el  maquinista  Alejandro  Muñoz,  informe  respecto 
á  los  particulares  contenidos  en  el  apartado  G  del  in- 
ciso cuarto  del  antes  mencionado  escrito,  diligencia 
pericial  que  deberá  practicarse  con  la  pertinente  testi- 
fical en  la  forma  propuesta  en  el  repetido  inciso: — Ter- 
qero:  reproduce  y  solicita  que  se  practique  integra- 
mente la  diligencia  promovida  en  el  inciso  cuarto  del 
mismo  escrito  de  folios  cuarenta  y  uno  y  en  la  misma 
forma  que  alli  se  determina: — Cuarto:  que  el  Magis- 
trado Ponente,  se  constituya  sobre  la  linea  del  tranvía 
'en  la  hora  en  que  de  autos  consta  que  ocurrió  el  suce- 
so, y  haga  constar  si  desde  una  cuadra  antes  de  llegar 
al  paradero  de  Concha,  yendo  desde  Belascoain  hacia 
el  Príncipe,  se  ve  perfectamente  una  persona  que  se 
encuentre  en  ó  sobre  la  línea  frente  á  la  mencionada 
estación  del  Ferrocarril  de  Marianao,  por  ser  absolu- 
tamente recta  dicha  linea. 

Resultando  que  el  inciso  cuarto  del  inciso  de  fo- 
lios cuarenta  y  uno  del  sumario,  copiado  á  la  letra  di- 
ce así. — «Solicito  que  se  practique  una  inspección,  de 
¿conformidad  con  lo  prevenido  en  el  articulo  trescien- 
»toB  veinte  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
vnal,  constituyéndose  al  efecto  el  Juzgado  en  el  para- 
!»dero  de  Concha,  con  asistencia  del  procesado,  de  los 
i»teBtig06  don  José  Bellón  y  Fernández  y  don  Aurelio 


Digiti 


zedby  Google 


'jTO  boletín  legislativo. 

»Trajillo  y  Lazcano;  del  perito  maquinista  don  Alejan- 
»dro  Muñoz,  vecino  de  la  calle  de  Neptuno  número 
» — que  designo  por  mi  parte — y  de  dos  médicos  foren- 
')ses,  para  que,  haciendo  correr  por  la  linea,  las  veces 
>}que  sean  necesarias,  un  carro  eléctrico  con  otro  á  re- 
»molque,  imprimiéndole  al  efecto  distintas  velocidades, 
»Re  determine:  (A)  por  la  apreciación  de  los  testigos 
«Bellón  y  Trujillo,  cual  de  dichas  velocidades  corres- 
nponde  á.  la  que  lleva  el  carro  manejado  por  don  Ea- 
»món  Lagar,  en  la  noche  del  23  de  Septiembre,  cuando 
»arroyó  á  don  Keynaldo  González;  debiendo  hallarse  el 
)) Escribano  en  la  plataforma,  junto  al  motorista  al 
»practicarse  esta  diligencia  para  que  dé  fe  de  los  pun- 
»tos  al  motor  que  hayan  sido  conidos  para  imprimir 
nal  carro  la  velocidad  determinada  por  los  aludidos 
«testigos  BeDón  y  Trujillo;  (B)  para  que  el  procesado 
»don  Bamón  Lagar  imprima  al  carro  La.  misma  veloci- 
)>dad  que  llevaba  cuando  lesionó  á  don  Beynaldo  Gon- 
»zález,  y  teniéndola  en  consideración,  manifiesten  los 
«peritos  médicos  legales  si  tal  velocidad  pudo  ser  has- 
«tan te  para  lanzar  contra  los  árboles  al  dicho  Gonzá- 
«lez  con  violencia  tal  que  resultase  lesionado  en  la  for- 
mula y  con  la  gravedad  que  se  expresa  en  la  certifica- 
«ción  de  fs.  tres;  y  en  todo  caso,  si  para  causar  las 
«lesiones  que  sufrió  González,  se  requirió  mayor  vio- 
«lencia  que  la  resultante  de  la  velocidad  declarada  por 
«Lagar;  (C)  para  que  el  perito  ó  peritos  maquinistas 
«declaren  si  el  carro  á  remolque  pudo  ser  causa  para 
«impedir  que  el  llevado  por  Lagar  adquiriese  su  velo- 
«cidad  máxima  como  si  hubiese  ido  sólo,  ó  si  tal  re- 
«molque  pudo  dificultar  tan  solo  el  comienzo  de  la 
«marcha,  pero  en  manera  alguna  pudo  afectar,  en  con- 
«cepto  de  disminuirla,  la  velocidad  máxima  del  carro 
«una  vez  puesto  en  marcha;  y  si  dada  la  velocidad  de- 
«clarada  por  los  testigos  Bollón  y  Trujillo  y  teniendo 
«en  consideración  el  declive  ó  desnivel  de  la  linea, 
«desde  la  Calzada  de  Belascoain  á  la  de  Infanta,  cabe 
«admitir  que  pudiera  haber  parado  el  procesado  La-» 
))gar,  repentinamente,  los  dos  carros  que  conducía,  á 
«tiempo  para  no  arrollar  á  alguna  persona,  que  se  en- 
«contrase  en  la  línea  en  las  circunstancias  del  citado 
«Reynaldo  González.» 

Falta  alegada  como  quebrantamiento: 

Resultando  que  por  auto  de  ocho  de  Julio  último, 
el  Tribunal  a  quo,  estimó,  que  si  bien  son  pertinentes 
las  pruebas  propuestas  de  confesión  del  procesado,  así 
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como  la  testifical  en  cuanto  á  que  declaren  sobre  las 
manifestaciones  que  en  el  sumario  hicieran  los  testi- 
gos José  Bellón,  Aurelio  Trujillo  y  Manuel  Martin  Pen- 
das: la  pericial  respecto  al  informe  de  los  Dres.  Juan 
Santos  Fernández  y  Tomás  Coronado,  sobre  los  parti- 
culares consignados  en  el  apartado  primero  del  escrito 
de  folios  cuarenta  y  uno  del  sumario  y  los  del  otrosí 
del  escrito  de  fplios  cincuenta  y  cinco  del  mismo;  y  las 
documental,  no  estimó  asimismo  pertinente  las  á  que 
se  refieren  los  dos  anteriores  Resultandos;  exponiendo: 
que  la  de  inspección  ocular  consistente  en  hacer  reco- 
nocer á  distintas  velocidades  un  carro  eléctrico  remol- 
cando á  otro,  con  el  Secretario  situado  en  la  platafor- 
ma del  mismo  al  objeto  de  certificar  los  puntos  del 
motor,  aparte  de  que  su  resultado  poco  ó  nada  influi- 
ría en  la  apreciación  de  la  culpabilidad  ó  imprudencia 
por  parte  del  motorista  con  respecto  á  los  hechos  de  la 
causa,  no  debe  ser  practicada  dado  el  perjuicio  que  se 
acarrearía  al  p&blico  y  á  la  misma  empresa  por  la  in- 
terrupción que  con  esa  diligencia  se  ocasionaría  al  mo^ 
vimiento  normal  de  esos  tranví.is  en  sus  viajes  regla- 
mentarios; y  que  lo  mismo  resulta  en  cuanto  á  las  de- 
claraciones de  los  testigos  Bellón  y  Trujillo  é  informe 
del  maquinista  Mufioz,  basada  en  la  diligencia  antes 
explicada;  y  por  último  que  tampoco  es  necesario  que 
se  haga  constar  por  medio  de  inspección  ocular,  si  es 
recta  ó  no  la  línea  de  los  carros  desde  una  cuadra  an- 
tes de  llegar  al  paradero  de  Concha  toda  vez  que  ade- 
más de  ser  dicho  punto  un  lugar  abierto  y  perfecta- 
mente conocido  de  todos,  tal  constancia  tampoco  cons- 
tituiría cíemenos  inductivo  de  la  responsabilidad  cri- 
minal imputada  al  procesado. 

Pkticiów  db  sübsanación: 

Resultando  que  la  parte  acusadora  estimando  que 
la  negación  de  las  pruebas  antes  expresadas  producían 
indefensión,  estableció  la  correspondiente  protesta  á 
los  efectos  de  la  casacdón. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  el  diez  y  ocho  de  Agosto  último, 
la  expresada  Sal»  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  dictó 
sentencia  consignando  los  hechos  probados  que  á  con- 
tinuación literalmente  se  transcriben:  «Resultando 
improbado  que  entre  siete  y  ocho  de  la  noche  del  vein- 
»te  y  tres  de  Septiembre  del  año  próximo  pasado  se 
j»hallaba  parado  don  Reynaldo  González  cerca  de  la 
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»linea  del  ferrocarril  eléctrico  de  esta  Ciudad  frente  á 
»1a  estación  de  Concha,  cnjo  individuo  se  había  baja- 
Ddo  del  coche  que  conducía  para  darle  nn  vuelto  del 
vdinero  que  un  pasajero  acababa  de  pagarle  siendo 
)»alcanzado  por  el  carro  eléctrico  número  cuarenta  y 
lisíete,  del  que  era  motorista  el  procesado,  sufriendo 
»e\  González  por  consecuencia  del  choque  que  lo  lanzó 
^contra  un  árbol,  lesiones  que  tardaron  en  sanar  vein- 
)>te  y  cinco  días  con  atrofio  del  nervio  óptico  del  ojo 
vizqulerdo,  el  motorista  venía  tocando  la  campana  del 
«carro  sin  que  haya  podido  demostrase  viese  al  lesio- 
jtnado  y  continúo  su  marcha  sin  detenerse.» 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  en  Tribunal  del  juicio  apreció  es- 
tos hechos,  estimando  que  no  eran  constitutivos  del 
delito  de  lesiones  graves  por  imprudencia  temeraria  y 
en  consecuencia  absolvió  al  procesado,  con  las  costas 
de  oficio;  acordando  al  mismo  tiempo  se  remitiera  la 
causa  al  Juez  correccional  por  considerar  que  pudieran 
los  referidos  hechos  ser  constitutivos  de  la  falta  com- 
prendida en  el  caso  quinto  del  artículo  seiscientos  tre- 
ce del  Código  Penal. 

Fundamentos  del  recurso  por  quebrantamiento: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  acu- 
sador particular  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  autorizado  por  el  caso  primero  del 
artículo  novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  haciendo  consistir  el  quebrantamiento  en 
habérsele  denegado  la  prueba  de  inspección  ocular,  la 
testificial  y  pericial  en  parte,  exponiendo  respecto  á 
la  procedencia  de  estas  pruebas  lo  siguiente:  «En  cnan- 
»to  á  la  inspección  ocular  solicitada,  es  notoria  la  pro- 
Mcedencia  de  esta  prueba  denegada,  toda  vez  que  tra- 
tftándose  de  lesiones  causadas  por  un  tranvía  electnco 
«nada  más  pertinente  que  determinar  si  la  línea  férrea 
j»en  el  punto  en  que  ocurrió  el  suceso  base  del  prooedi- 
»mieuto  y  sus  cercanías  está  en  línea  recta  ó  curva, 
»pues  si  fuese  lo  primero,  resultaría  claro  que  el  mo- 
»torísta  que  manejaba  el  carro,  procesado  en  esta  cau- 
»sa,  tenía  forzosamente  que  ver  al  lesionado  que  se  en- 
»contraba  en  la  línea. —  También  resulta  pertinente  la 
«inspección  ocular  en  1%  forma  solicitada  en  el  páiTa- 
»ío  cuarto  del  escrito  de  fojas  cuarenta  y  una,  hacien- 
»do  recorrerá  distin  as  vdlocidades  un  carro  eléctrico, 
«remolcando  á  otro,  pues  en   esa  forma  se  hallaban 
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^cuando  lesionaron  á  Gonzalo  Díaz,  situando  en  la 
«plataforma  al  Secretario,  con  el  objeto  de  certificar 
j)los  puntos  del  motor,  prueba  que  tiende  á  demostrar 
»la  velocidad  con  que  indebidamente  el  motorista  di- 
»rígia  el  carro  que  causó  las  lesiones,  prueba  intima- 
«mente  ligada  con  la  pericial  del  informe  del  maqui- 
»ni8ta  don  Alejandro  Muñoz  y  con  la  de  los  testigos 
»don  José  Bellón  y  don  Aurelio  Tru jillo  respecto  á  la 
«velocidad  que  llevaba  el  carro  eléctrico,  pruebas  que 
«también  indebidamente  ha  denegado  la  Sala  en  el 
«mencionado  auto  de  ocho  de  Julio  de  este  año,  y,  al 
«hacerlo,  ha  incurrido  en  el  quebrantamiento  de  for- 
«ma  indicado  anteriormente  á  que  se  contrae  el  núme- 
«ro  primero  del  artículo  novecientos  once  de  la  Ley  de 
«Enjuiciamiento  Criminal  vigente.» 

FüNDAMKNTOS  DEL  RECURSO  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY: 

Resultando  que  asimismo  interpuso  el  acusador 
particular,  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
autorizado  por  los  casos  segundo  y  tercero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  alegando  los  dos  siguientes  motivos: 
Primero:  «que  encontrándose  el  lesionado  parado  cer- 
«ea  de  la  línea,  al  extremo  de  chocar  el  carro  con  el 
«mismo,  el  motorista  ha  debido  detener  la  marcha  de 
«dicho  carro,  lo  que  hubiera  evitado  las  lesiones  que 
«sufrió  el  recurrente;  y  al  no  verificarlo,  por  elcontra- 
«rio,  continuar  su  marcha,  según  se  consigna  en  la 
«sentencia  recurrida,  ha  realizado  un  acto,  con  verda- 
j>dera  imprudencia  temeraria,  de  fatales  consecuencias 
«que  si  hubiese  mediado  malicia  constituiría  un  delito 
«de  lesiones  graves,  pero  que,  dados  los  términos  ex- 
«puestps  solo  lo  es  por  imprudencia  temeraria,  y  al  no 
«reconocerlo  la  Sala  sentenciadora,  dejando  de  imponer 
«la  correspondiente  penalidad,  ha  infringido  por  falta 
»de  aplicación  el  párrafo  primero  del  artículo  quinien- 
«tos  noventa  y  dos  del  Código  Penal,  en  relación  con 
»el  párrafo  segundo  del  artículo  sexto  del  propio  Códi- 
»go  Penal  vigente,  que  también  ha  infringido  la  Sala, 
»por  falta  de  aplicación,  toda  vez  que  la  imprudencia 
«temeraria  en  el  caso  de  autos  ha  debido  ser  castigada 
«con  pena  de  carácter  correccional,  por  encontrarse  las 
«lesiones  causadas  comprendidas  en  el  número  segundo 
«del  artículo. cuatrocientos  veinte  y  nueve  del  citado 
«Código  Penal. — Sugundo:  También  ha  infringido  la 
«Sala  el  mencionado  número  segundo  del  artículo  cua- 
«trocientos  veinte  y  nueve  del  Código  Penal,  en  rela- 
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Dción,  asimismo,  con  los  artículos  y  párrafos  del  Códi- 
j)go  Penal,  citados  en  el  primer  motivo  del  recurso  por 
«infracción  de  ley,  ó  sean  el  párrafo  primero  del  ar- 
»tioulo  quinientos  noventa  y  dos  y  el  segundo  del  ar- 
Dtículo  sexto,  por  haber  producido  las  lesiones  causa- 
»das  al  recurrente  por  la  falta  de  diligencia  del  proce- 
Dsado,  la  atrofia  del  nervio  áptico  dd  ojo  izquierdo;  y  al  no 
»aplicar  la  Sala  el  artículo  citado  en  este  motivo  del 
«recurso,  en  relación  siempre  con  los  otros  dos,  todos 
»del  Código  Penal,  también  citados  en  el  mismo,  lo  ha 
«infringido,  por  falta  de  aplicación,  dejando  de  castigar 
«un  delito  de  lesiones  graves,  causadas  por  impraden- 
«cia  temeraria.» 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  personado  el 
recurrido  é  instruidas  las  partes  se  celebró  la  viota 
publica  con  asistencia  del  abogado  director  del  recu- 
rrente que  sostuvo  los  motivos  del  recurso  y  del  Mi- 
nisterio Fiscal  que  los  impugnó: 

Decisión  del  recurso: 

Ponente  el  I^Iagistrado  Ambrosio  B.  Morales. 

Considerando  en  cuanto  al  recurso  fundado  en  el 
número  primero  del  artículo  novecientos  doce  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  que  propuesta  las  dili- 
gencias de  prueba  en  la  forma  que  lo  hace  el  recurren- 
te, es  de  estimarse  que  la  práctica  de  los  mismos  no 
habrían  de  producir  el  resultado  de  determinar  exac- 
tamente como  se  sucedieron  los  hechos;  ya  que  subor- 
dinadas dichas  pruebas  á  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos presenciales  del  suceso,  principal  elemento  de 
prueba,  en  este  caso,  según  aparece  de  las  constancias 
procesales,  y  teniendo  en  cuenta  la  naturaleza  de  las 
circunstancias  que  pretendían  justificarse  por  medio 
de  tales  diligencias;  las  deducciones  que  se  hicieran 
atendidos  las  manifestaciones  de  los  testigos,  realizán- 
dose la  prueba  denegada  en  la  forma  que  fué  propuesta 
no  habían  de  influir  á  formar,  respecto  de  la  culpabi- 
lidad ó  inocencia  del  procesado,  un  juicio  distinto 
á  aquel  que  había  de  producirse  con  la  manifestación 
verbal  que  hicieran  los  testigos  de  lo  que  vieron  y  de 
las  explicaciones  que  dieron  sobre  los  hechos;  y  si  ¿tos 
conocedores  del  lugar  de  la  ocurrencia  y  de  ia  forma, 
modo  y  condiciones  en  que  tuvo  lugar  el  accidente, 
han  podido  informar  al  Tribunal,  declarando  en  el  jui- 
cio oral,  no  quede  estimarse  que  la  negativa  á  que  se 
practicaran  las  pruebas  que  motivan  este  recurso,  den 
lugar  al  quebrantamiento  aducido. 
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Considerando  en  lo  que  respecta  á  los  motivos  del 
recurso  por  infracción  de  ley  que,  según  el  párrafo 
primero  del  artículo  quinientos  noventa  y  dos  del  Có- 
digo Penal,  el  que  por  imprudencia  temeraria  ejecutare 
un  hecho  que  si  mediare  malicia  constituiría  un  delito 
grave  ó  menos  grave,  deberá  ser.  castigado  con  las  pe- 
nas que  el  mismo  artículo  se  expresan. 

Considerando  que  según  los  hechos  establecidos 
poi*  la  Sala  sentenciadora,  no  puede  estimarse  cometi- 
do por  el  procesado  el  delito  que  castiga  la  disposi- 
ción antes  citada,  pues  atendiendo  á  la  hora  que  tuvo 
lugar  el  accidente,  de  siete  á  ocho  de  la  noche,  al  he- 
cho de  encontrarse  R'eynaldo  González  parado  cerca 
de  la  linea  y  no  sobre  la  misma,  á  que  no  consta  que 
el  manejador  del  carro  hubiera  visto  al  que  fué  vícti- 
ma de  la  ocurrencia  y  por  último  á  que  Lagar  Gonzá- 
lez venía  tocando  el  timbre,  anunciando  el  cruce  del 
tranvía;  no  hay  precedentes  que  ofrezcan  fundamento 
de  hecho  que  permitan  afirmar  que  el  procesado  obra-* 
ra  con  la  imprevisión  ó  descuido  que  caracteriza  la  im- 
prudencia temeraria;  y  en  tal  virtud  al  absolver  el  Tri- 
bunal a  qué,  no  incurrió  en  los  errores  de  derecho  é 
infracciones  legales  que  por  el  recurrente  se  le  atri- 
buyen. 

Considerando,  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  recurso  establecido,  é  impo- 
ner las  cos^B  al  recurrente,  de  conformidad  al  artícu- 
lo cuarenta  de  la  Orden  sobre  casación. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declamos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  y  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Rey- 
naldo  González,  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  en  diez  y  ocho  de  Agosto  últi- 
mo; con  las  costas  á  su  cargo.  Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  K. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


Qneb.  de  forma.— Sent.  23.— 21  de  Noviembre  de  1902.— 
Aborto.— Circunstancias  modificativas.  {Gao.  Mayo 

26.) 

DOCTRINA:  Scgfin  tiene  ya  declarado  el  Tribunal 
Supremo,  el  atentar  contra  la  vida  de  un  niflo  de  cor- 
ta edad,  que  se  encuentra  enfermo,  implícitamente 
constituye  la  circunstancia  ag^ravante  de  alevosía. 
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Para  que  pueda  eatlmarse  la  concurrencia  de  una 
circunstancia  atenuante,  en  la  ejecución  de  un  delito, 
es  preciso  que  dicha  circunstancia  resulte  délos  hechos 
probados. 

La  circunstancia  de  arrebato  y  obcecación,  para  ser 
apreciada,  exig^e  que  el  hecho  del  cual  se  origine  sea 
conocido  y  concurrente  ó  próximo  á  la  ejecución  del 
delito,  y  además  que  la  excitación  de  la  Toluntad  no 
se  haya  producido  por  causas  imputables  al  mismo 
delincuente. 

El  delito  de  aborto  previsto  en  el  Código  Penal  lo 
constituye  el  hecho  de  producir  la  expulsión  del  feto 
del  claustro  materno  antes  del  tiempo  en  que  aqu^l  es 
viable;  pero  no  se  comete  ese  delito,  cuando  la  muerte 
del  feto  se  produce  como  consecuencia  de  la  muerte  de 
la  madre. 

Conforme  á  los  artículos  86  y  87  del  Código  Penal 
al  culpable  de  dos  ó  más  delitos  debe  imponérsele  las 
penas  correspondientes  á  los  mismos,  para  su  cum- 
plimiento según  su  respectiva  gravedad,  sin  que  á  esto 
obste  que  la  pena  correspondiente  á  uno  ó  más  de  los 
delitos  cometidos  sea  la  de  muerte. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  uno  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de 
casación  admitido  de  derecho  é  interpuesto  por  las 
partes,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  Puerto  Príncipe  en  la  causa  seguida  contra  Vidal 
Figueredo  Calmares,  de  oficio  campo  y  vecino  de  aquel 
término,  por  los  delitos  de  asesinato  y  homicidio. 

Resultando  que  dicha  sentencia,  dictada  en  quin- 
ce de  Julio  ultimo,  contiene  respecto  á  los  hechos  pro- 
cesales, los  siguientes  Resultandos; 

Hechos  probados: 

«Primero.  Resultando  probado:  que  en  los  pri- 
))meros  días  de  Abril  del  aQo  próximo  pasado  Caridad 
))Tcjeda  y  Velazco,  casada  con  José  Alvarez  Parrado, 
/>con  quien  tenía  tres  hijos,  nombrados  Genoveva,  Pío 
))y  Petronila,  de  quince,  ocho  y  siete  años  de  edad, 
»respectivamente,  por  cuestiones  domésticas  estaba 
«separada  de  su  esposo  y  hacía  algún  tiempo  vivía  en 
«concubinato  con  el  procesado  en  esta  causa  Vidal 
)) Figueredo  y  Calmares,  viviendo  también  en  compa- 
»ñía  de  ambos  en  la  finca  («Ojo  de  Agua»  y  en  la  fecha 
«indicada  los  tres  hijos  de  la  Tejeda  ya  mencionados; 
«que  debido  á  las  intemperancias  de  carácter  del  pro- 
«cesado  y  á  los  infundados  celos  con  que  casi  á  diario 
«molestaba  á  la  Tejeda,  ésta  decidió  separarse  de  él,  y 
«al  efecto  el  día  siete  ú  ocho  de  Abril  del  año  próximo 
«pasado,  salió  con  sus  tres  hijos  de  «Ojo  de  Agua»  y 
«ílegó  á  la  finca  «Santa  Teresa»,  habitada  por  Silverio 
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«Agramonte,  siguiéndolos  el  procesado  Figueredo  Cai- 
»mare8,  quien  insistía  en  continuar  sus  relaciones 
>con  la  Tejeda,  permaneciendo  todos  en  diclia  finca, 
»hasta  que  el  día  catorce  del  mismo  mes  de  Abril  que 
»era  domingo  y  como  á  las  nueve  de  la  mañana  la  Ca- 
Dridad  Tejeda  recogió  la  ropa  sucia  que  tenia  y  en 
Dunión  de  sus  hijos  Pió  y  Petronila  se  fué  á  lavarla 
»al  paso  del  rio  llamado  «Carrasco»,  en  terrenos  de  la 
«finca  «Santa  Águeda»,  en  sitio  muy  poco  transitado 
»y  distante  un  cuarto  de  legua  ó  poco  más  de  la  casa 
))de  la  finca  «Santa  Teresa»,  en  que  vivían  y  que  era 
»\a  más  próxima  á  ese  lugar,  siguiéndoles  el  procesado 
vFigaoredo  el  cual  llevaba  en  la  cintura  su  machete. 
«Segundo. — Resultando  probado:  que  hallándose  C¿t- 
uridad  Tejeda,  de  treinta  y  cuatro  años  de  edad,  con 
iísus  dos  hijos  Pío  y  Petronila  lavando  en  la  orilla  del 
»rio  le  infirió  el  procesado  Figueredo  Calmares  con  el 
«machete  que  portaba  las  lesiones  siguientes:  una  ho- 
»rida  transversal  en  el  lado  izquierdo  de  la  cabeza  que 
«se  extiende  desde  la  parte  anterior  de  la  oreja,  la 
«cual  ha  dividido  en  dos  mitades  igualt- s  y  se  extiende 
«hasta  cerca  de  la  parte  media  del  hueso  occipital  sec- 
«clonando  casi  por  completo  el  peñasco  del  hueso  tein- 
«poral;  otra  herida  paralela  á  la  descrita  y  por  debajo 
«y  que  se  extiende  desde  la  parte  lateral  de  la  base 
«del  cráneo  que  interesó  hasta  el  hueso  fracturándolo, 
«y  viene  á  terminar  cerca  de  la  parte  media  del  maxi- 
cclar  inferior  donde  interesó  solamente  la  piel ;  otra  he- 
«rida  transversal  y  de  unos  ocho  centímetros  de  longi- 
«tud  y  como  á  dos  centímetros  por  debajo  de  la  antes 
«descrita  que  interesó  la  piel  y  el  músculo  externo- 
«cleidomastoide;  otra  herida  por  debajo  de  la  ya  des- 
«cnta  en  el  mismo  cuello  que  le  ha  separado  casi  por 
«completo  la  cabeza  del  tronco,  seccionando  la  tráquea 
«y  la  columna  vertebral  y  la  médula  espinal  y  deján- 
«dola  solamente  adherida  al  tronco  por  una  porción 
«de  partes  blandas  como  de  seis  centímetros,  siendo 
«por  consiguiente  ^ta  herida  casi  circular.  Presen- 
«taba  también  una  herida  transversal  en  la  región 
«palmar  de  la  mano  derecha  de  la  línea  media  de  la 
«articulación  metacarpo  falangina  de  los  dedos  medio, 
«índice,  anular  y  pequeño;  de  resulta  de  las  cuales 
«murió  casi  instantáneamente,  sin  que  haya  podido 
«determinarse  el  medio,  modo  ó  forma  como  se  efec- 
«tiiara  la  agresión,  ni  la  causa  de  la  misma,  á  no  ser 
^)la  exasperación  producida  por  el  procesado  por  la 
«negativa  de  la  Tejeda,  á  seguir   viviendo  con   él   en 
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«concubinato.  De  estas  heridas,  laB  del  cuello  eran 
))de  carácter  grave  y  mortales  por  necesidad.  Caridad 
«Tejera  al  ser  muerta  por  el  procesado  tenia  tres  me- 
»se8  de  embarazo,  y  al  practicarle  la  autopsia  se  le  ex- 
«trajo  del  claustro  materno  un  feto  de  igual  tiempo, 
»del  sexo  masculino  y  perfectamente  desarrollado. 
«Tercero. — Resultando  probado:  que  al  ocurrir  los 
«hechos  descritos  en  el  anterior  resultando  la  niña 
«Petronila,  de  siete  años  de  edad,  se  encontraba  al 
«lado  de  su  madre,  y  el  procesado  Figueredo  haciendo 
«uso  del  mismo  machete  le  infirió  una  herida  en  la 
«parte  posterior  del  cuello  en  di  reqci6n transversal  como 
«<ie  veinte  centímetros  de  longitud  que  ha  interesado 
«las  partes  blandas  de  la  región  hasta  la  columna 
«vertebral,  seccionando  ésta  por  entre  la  segunda  y 
«tercera  vértebra  y  con  ella  la  médula  espinal  quedan- 
«do  unida  la  cabeza  del  tronco  por  las  partes  blandas 
«laterales  y  anterior  del  cuello,  sobre  todo  del  lado 
«izquierdo  por  interesar  la  herida  mayor  cantidad  de 
«tegumentos  del  lado  derecho,  la  cual  le  produjo  la 
«muerte  en  el  acto.  Cuarto.— Resultando  probado: 
«que  como  á  cien  metros  de  distancia  del  lugar  donde 
«se  realizaron  los  hechos  relacionados  en  los  dos  an- 
«tf  riores  Resultandos,  haciendo  uso  el  procesado  del 
«mismo  machete  con  que  momentos  antes  había  mata- 
ndo á  su  concubina  y  á  su  hija,  le  infirió  al  otro  hijo 
«de  la  Tejeda  nombrado  Pió,  de  ocho  años  de  edad, 
«una  herida  en  el  cuello  en  dirección  semicircular  que 
«se  extiende  como  á  dos  centímetros  de  la  poción  la- 
«teral  derecha  de  la  tráquea  hasta  como  á  tres  ocnl4- 
«metros,  próximamente,  de  la  región  lateral  izquier- 
»da  de  la  columna  vertebral,  habiendo  interesado 
«todas  las  partes  blandas  de  la  región  afectada,  seccio- 
«nanrto  la  columna  vertebral  y  con  ella  la  médula  es- 
«pinal  por  dentro  de  la  segunda  y  tercera  vértebra 
«cervical,  la  que  le  produjo  la  muerte  instantáneamen- 
«te.  Quinto. — Resultando  probado:  que  el  procesado 
«Figueredo  después  de  haber  realizado  lae  muertes 
«expresadas  se  dirigió  á  la  finca  «Santa  Teresa»,  y  lue- 
«go  de  haber  recogido  una  muda  de  ropa  que  allí  tenía, 
«regresó  al  rio  y  en  la  orilla  opuesta  á  la  en  que  ha- 
«bía  dado  muerte  y  se  encontraban  los  cadáveres  de  la 
«Tejeda  y  menor  Petronila,  se  desnudó  poniéndose  la 
«ropa  que  había  ido  á  bu«car  antes  dejando  la  otra  en 
«dicha  orilla,  manchada  con  la  sangre  de  sus  víctimas 
«y  desde  ese  momento  se  internó  en  el  monte  huyen- 
«do  de  la  Autoridad  y  sus  agentes,  que  tenían  orden  de 
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«prenderlo,  y  en  tal  actitud  de  rebeldía  estuvo  más  de 
»\\n  año  hasta  que  el  día  quince  de  Mayo  próximo  pa- 
usado, se  presentó  voluntariamente  al  Gobernador  Civil 
»de  la  Provincia  qi^ien  lo  remitió  á  la  Cárcel  á  disposi- 
j»ción  del  Juez  Instructor.» 

Resolución  becürrida: 

Resultando,  que  en  la  referida  sentencia  se  califi- 
can los  hechos  expresados  en  el  segundo  Resultando 
como  constitutivos  de  un  delito  de  homicidio  y  otro  de 
aborto,  previsto  éste  en  el  artículo  cuatrocientos  vein- 
te y  cuatro  del  Código  Penal,  realizados  ambos  en  un 
solo  acto,  y  los  hechos  que  se  consignan  en  el  tercero 
y  cuarto  Resultando,  como  dos  delitos  de  asesinato 
cualificados  por  la  alevosía,  siendo  autor  de  todos  el 
procesado  Figueredo  con  la  circunstancia  agravante 
de  haberlos  ejecutados  en  despoblado;  y  estimando  la 
Sala  sentenciadora  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  los 
párrafos  primero  y  segundo  del  artículo  ochenta  y  sie- 
te del  Código,  una  vez  impuesta  la  pena  de  muerte  al 
procesado,  procede  dejar  de  imponerle  las  demás  pe- 
nas que  le  corresponden  por  los  otros  delitos  de  que  es 
responsable,  le  condenó  á  la  pena  de  muerte  por  uno 
de  los  dos  delitos  de  asesinatos,  declarando  que  no 
procede  imponérsela  por  el  otro  delito  de  asesinato,  ni 
las  que  corresponden  al  de  homicidio  y  aborto  por  ser 
imposible  su  cumplimiento,  y  condenó  asimi&mo  al 
procesado  ó  á  sus  herederos  á  indemnizar  á  los  here- 
deros de  Caridad  Tejeda  la  suma  de  tres  mil  pesetas 
y  cuatro  mil  pesetas  á  los  de  los  menores  Pío  y  Petro- 
nila Alvarez,  y  al  pago  de  las  costas. 

Fundamentos  del  recurso  dk  casación  del  fiscal: 

Resultando,  que  el  Ministerio  Fiscal  interpuso 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  autorizado 
por  el  número  segundo,  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citan- 
do como  infringidos  en  hi  sentencia  el  artículo  ochenta 
y  siete  y  el  ochenta  y  seis  del  Código  Penal,  porque 
con  arreglo  á  los  mismos  debe  imponerse  al  culpable 
todas  las  penas  correspondientes  á  los  diversos  delitos 
que  ha  cometido,  para  su  cumplimiento  sucesivo  si 
fuera  posible,  como  lo  sería  si  se  le  indultara  de  la 
única  pena  de  muerte  á  que  ha  sido  condenado  en  la 
sentencia,  teniéndose  <^n  cuenta  para  ese  caso  la  limi- 
tación que  previene  el  segundo  párrafo  de  dicho  ar- 
tículo ócbent»  y  siete. 
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Fundamentos  del  bbcubso  del  reo: 

Resultando,  qae  admitido  este  recurso  por  la  Aa- 
diencia,  asi  como  el  que  de  derecho  concede  la  ley  en 
beneficio  del  reo,  en  casos  como  el  presente,  se  elevó 
la  causa  original  á  este  Tribunal;  y  nombrado  al  pro- 
cesado defensor  de  oficio,  éste  en  el  término  debido 
preaentó  escrito  expresando  que  existen  para  la  casa- 
ción de  la  sentencia  los  siguientes  motivos:  Primero: 
Autorizado  por  el  níímero  tercero  del  articulo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  por  haberse  infringido  el  artículo  cuatro- 
cientos catorce  en  relación  con  el  numero  tercero  del 
articulo  diez  del  Código  Penal,  aplicados  indebida- 
mente, y  el  cuatrocientos  diez  y  seis  del  mismo  Código 
por  haberse  dejado  de  aplicar,  toda  vez  que  se  califi- 
can de  asesinato  y  no  de  homicidio,  las  muertes  dadas 
á  los  niños  Pió  y  Petronila  por  estimarse  que  en  ellas 
concurrió  la  circunstancia  cualificativa  de  alevosía, 
no  obstante  ignorarse  el  modo  y  forma  en  que  se  eje- 
cutaron esos  hechos,  según  aparece  de  la  sentencia,  y 
atendiendo  sólo  la  Sala  para  apreciarlo  así  á  que  el 
arma  empleada  por  el  agente,  la  corta  edad  de  las  vic- 
timas y  encontrarse  en  sitio  despoblado,  imposibilita- 
ba á  aquéllas  de  toda  defensa,  estimando  especialmen- 
te que  la  edad  de  los  interfectos  por  sí  sola  íntegra 
en  este  caso  la  alevosía,  lo  cual  es  erróneo,  si  sa 
tiene  en  cuenta  que  el  móvil  que  impulsó  al  hechor 
fué  el  temor  de  ser  descubierto  por  dichos  dos  meno- 
res. Segundo:  Autorizado  por  el  número  quinto  del 
citado  artículo  ochocieotos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
procesal,  por  haberse  infringido  la  circunstancia  sép- 
tima del  artículo  nueve  del  Código  Penal  al  no  apre- 
ciar como  concurrente  en  el  homicidio  de  Caridad 
Tejeda  la  circunstancia  atenuante  de  haber  obrado  el 
procesado  con  arrebato  y  obcecación,  pues  ejecutó  el 
hecho  impulsado  por  la  pasión  de  los  celos  que  abriga- 
ba, según  expresa  la  sentencia,  y  el  disgusto  que  le 
produjo  la  resolución  de  la  ofendida  de  concluir  las 
relaciones  amorosas  que  con  él  le  unían,  aun  cuando 
éstas  no  fueran  legítimas. 

Resultando,  que  tramitado  en  debida  forma  el  re- 
curso, se  celebró  la  vista  pública  en  la  cual  el  defen- 
sor del  procesado  sostuvo  los  motivos  de  casación  que 
había  alegado,  y  el  Ministerio  Fiscal  los  impugnó, 
sosteniendo  á  su  vez  el  recurso  interpuesto  por  el  mis- 
mo en  la  Audiencia  y  exponiendo  además  que  procede 
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la  casación  de  la  sentencia  por  haberse  estimado  en 
ella  la  existencia  del  delito  de  aborto  previsto  en  el 
articulo  cuatrocientos  veinte  y  cuatro  del  Código  Pe- 
nal como  concurrente  con  el  de  homicidio  de  Caridad 
Tejeda,  siendo  asi,  que  no  habiéndose  realizado  la  ex- 
pulsión del  feto  del  seno  materno  á  consecuencia  de  la 
violencia  ejercida  en  aquélla,  no  existe  dicho  delitiO. 

Decisión  del  rbcubso: 

Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gastón. 

Considerando  que  segdn  tiene  declarado  este 
Tribunal  Supremo,  el  acto  de  atentar  contra  la  vida 
de  un  niño  de  corta  edad,  integra  implícitamente  los 
elementos  esenciales  de  la  alevosía,  porque  consis- 
tiendo esta  en  ejecutar  el  delito  sobre  seguro  sin  ries- 
go para  la  persona  del  agente  que  proceda  de  la  de- 
fensa que  pudiera  hacer  al  ofendido,  debe  estimarse  que 
asi  obra  el  hombre  que  causa  la  muerte  á  niños  de  siete 
ú  ocho  años  de  edad,  aprovechándose  de  la  absoluta  im- 
posibilidad en  que.  por  la  misma  naturaleza  se  encuen- 
tra para  defenderse;  y  en  tal  concepto,  el  solo  hecho 
de  contar  los  interfectos  Pió  y  Petronila  Alvarez,  las 
expresadas  edades,  cuando  el  procesado  les  dio  muer- 
te, aunque  no  se  conozcan  la  forma  y  demás  circuns- 
tancias en  que  lo  ejecutó,  tanto  más  si  aquéllos  se  en- 
contraban sin  auxilio  alguno  y  en  completo  aislamien- 
to, constituye  á  dicho  procesado  Vidal  Figueredo  en 
reo  de  dos  delitos  de  asesinato,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  cuatrocientos  catorce  y  su  circuns- 
tancia primera  del  Código  Penal,  cuyo  precepto  por 
tanto  no  ha  sido  infringido  en  la  sentencia  al  aplicar- 
lo en  el  presente  caso,  como  se  supone  en  el  primer 
motivo  de  casación  alegado  por  la  defensa. 

Considerando,  en  cuanto  al  otro  motivo  expresa- 
do por  la  misma  defensa,  que  de  la  sentencia  no  cons- 
ta probada  la  causa  inmediata  que  impulsó  á  Figue- 
redo á  agredir  y  dar  muerte  á  la  Tejeda,  sino  que  so- 
lo se  dice  en  ella  en  sentido  hipotético  que  pudo  ser 
la  exasperación  producida  en  el  primero  por  la  nega- 
tiva de  la  segunda  á  seguir  viviendo  con  él  en  concu- 
binato; resoluc;ión  que  ya  lo  había  manifestado  días 
anteriores  al  suceso  y  que  fué  motivada  por  las  con- 
tinuas molestias  que  á  la  interfacta  causaban  los  in- 
fundados celos  del  procesado;  y  con  estos  datos  no  es 
posible  estimar  que  aquél  en  el  momento  de  ejecutar 
dicho  delito  obrara  bajo  el  imperio  de  estímulos  sufi- 
cientes á  producir  naturalmente  arrebato  y  obcecar 
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ci6n,  porque  para  que  esa  perturbación  del  ánimo 
pueda  apreciarse  como  circunstancia  atenuante  de  la 
responsabilidad  es  preciso  que  el  hecho  que  la  genere 
sea  conocido  y  concurrente  6  próximo  á  la  ejecución 
del  delito,  y  además  que  la  exitación  de  la  volunta^l 
no  sea  originada  por  causas  imputables  al  mismo  de- 
lincuente, como,  de  ser  cierto  lo  supuesto,  habría  ocu- 
rrido en  el  presente  caso;  y  por  consiguiente  la  Sala 
sentenciadora  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho 
que  se  le  atribuye  al  no  apreciar  la  referida  circuns- 
tancia en  el  caso  de  autos. 

Considerando,  que  el  aborto  según  la  propia  sig- 
nificación de  la  palabra  es  el  acto  de  dar  á  luz  un  feto 
antes  del  tiempo  en  que  pueda  vivir,  requiriéndose, 
por  tanto,  para  que  exista  la  expulsión  extemporánea 
del  feto  del  claustro  materno;  y  siendo  á  ese  hecho  al 
que  clara  y  literalmente  se  refiere  el  articulo  cuatro- 
cientos veinte  y  cuatro  y  los  demás  del  Código  Penal 
que  tratan  del  aborto  y  lo  penan  en  los  distintos  casos 
que  comprenden,  es  indudable  que  cuando  no  ocurre 
esa  emisión  del  feto,  sino  que  éste  resulta  muerto  den- 
tro del  seno  materno  á  consecuencia  del  homicidio  de 
la  madre,  no  es  posible  calificar  ese  hecho  como  un 
delito  de  aborto,  pues  de  lo  contrario  se  infringiría  el 
principio  general  de  derecho  de  que  las  leyes  penales 
no  deben  interpretarse  en  sentido  extensivo  con  per- 
juicio del  reo;  y  en  este  concepto  al  apreciar  el  Tribu- 
nal sentenciador  la  existencia  de  un  delito  compren- 
dido en  el  citado  artículo  cuatrocientos  veinte  y  cua- 
tro, por  habérsele  hallado  al  hacerse  la '  autopsia  á 
Caridad  Tejeda  un  feto  de  tres  meses  en  la  matriz,  ha 
infringido  dicho  artículo,  incurriendo  en  el  error  de 
derecho  que  en  el  acto  de  la  vista  sostuvo  el  Fiscal. 

Considerando,  que  igualmente  se  ha  cometido  en 
la  sentencia  el  error  que  le  atribuye  el  Ministerio  fis- 
cal respecto  á  la  aplicación  en  el  caso  de  autos  de  los 
artículos  ochenta  y  seis  y  ochenta  y  siete  del  Código 
Penal,  puesto  que,  según  estos  preceptos,  al  culpable 
de  dos  ó  más  delitos  se  impondrán  todas  las  penas  co- 
rrespondientes á  las  diversas  infracciones  para  su 
cumplimiento  simultáneo  si  fuera  posible,  ó  sucesivo, 
en  cuanto  lo  fuera  por  haber  obtenido  indulto  de  las 
primeramente  impuestas  ó  por  haberlas  ya  cumplido, 
observándose  en  este  caso  para  la  imposición  de  las 
penas  el  orden  de  su  respectiva  gravedad  determinado 
en  la  escala  del  mismo  artículo;  y  siendo  la  primei*a 
y  más  grave  de  dichas  penas  la  de  muerte,   es  obvio 
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que  en  casos  como  el  presente  en  que  procede  impo- 
nerla por  alguno  de  los  delitos  cometidos,  debe  impo- 
nerse también  las  demás  penas  correspondientes  á  los 
demás  de  que  es  culpable,  el  penado  para  su  cumpli- 
miento en  cuanto  fuere  posible,  si  obtuviera  el  indulto 
de  aquélla,  y  con  sujeción  en  su  caso,  á  las  últimas  re- 
glas establecidas  en  el  artículo  ochenta  y  siete. 

Considerando  que  en  virtud  de  las  expresadas  in- 
fracciones legales  que,  según  ha  sostenido  el  Ministe- 
rio fiscal,  contiene  la  sentencia  recurrida,  debe  ser 
esta  casada  para  el  efecto  de  sentar  la  verdadera  inte- 
ligencia de  la  ley  respecto  á  los  puntos  á  que  dichas 
infracciones  se  refieren;  sin  que  esta  Sala  haya  encon- 
trado en  el  detenido  examen  que  ha  hecho  del  proceso 
ningún  otro  motivo  ni  por  quebrantamiento  de  forma 
ni  por  infracción  de  ley  que  amerite  la  casación  en 
cuanto  á  la  procedencia  de  la  pena  de  muerte  á  que  ha 
sido  condenado  el  procesado,  dado  que  la  circunstan- 
cia agravante  de  haberse  ejecutado  en  despoblado  los 
delitos  de  asesinato  perpetrados  y  que  determina  la 
imposición  de  dicha  última  pena,  ha  sido  debidamen- 
te apreciada  por  el  Tribunal  á  qaó. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la 
sentencia  dictada  en  la  causa  de  referencia  seguida 
contra  Vidal  Figueredo  Calmares,  sin  que  haya  lu- 
gar á  la  casación  de  dicha  sentencia  por  los  motivos 
alegados  por  la  defensa  del  procesado,  ni  por  ningún 
otro  en  beneficio  del  mismo,  y  en  su  consecuencia 
casamos  y  anulamos  dicha  sentencia,  solo  á  virtud  de 
aquel  recurso,con  las  costas  de  oficio:  y  meaiante  la 
segunda  sentencia  que  ha  de  dictarse  pasen  los  au- 
tos al  Fiscal  á  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo setenta  y  dos  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve.  Comuni- 
qúese, ete.  Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. — Hafael  Cruz  Pérez. — 
Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. — Luis  Gas- 
tón.— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. 
— Francisco  Koval  y  Martí. 

Sogunda  SOntdllcia. — ^^^  lo»  misma  fecha  dictó  el   Tribunal 
la  siguiente: 

Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gastón. 
Reproduciendo  los  Resultandos  de  la  Sentencia 
casada. 
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Reproduciendo  igaabnente  los  Considerandos  de 
dicha  sentencia  á  excepción  del  primero,  octavo,  déci- 
mo y  décimos  s^ondo,  y  el  cnarto  solo  en  cuanto  se  re- 
flere  al  delito  de  aborto  que  se  supone  cometido. 

Considerando  que  loe  hechos  declarados  probados 
en  el  segundo  resultando  constituyen  solo  un  delito  de 
homicidio  definido  y  penado  en  el  articulo  cuatrocien- 
tos diez  y  seis  del  Código  Penal,  sin  que  pueda  califi- 
carse esos  hechos  de  asesinato  como  estimó  el  Ministe- 
rio Fiscal,  porque  no  habiendo  podido  comprobarse  el 
modo  y  forma  en  que  se  ejecutó  el  delito,  falta  el  ele- 
mento indispensable  en  este  caso  para  determinar  si 
existió  ó  nó  la  alevosía  que  aquél  supone,  pues  jiara 
que  esta  circunstancia  pueda  apreciarse  ya  como  cua- 
lificativa,  ya  como  agravante  genérica  es  preciso  que 
conste  plenamente  probada. 

Considerando  que  no  puede  estimarse  cometido 
el  delito  de  aborto  previsto  en  el  articulo  cuatrocien- 
tos veinte  y  cuatro  del  Código  Penal;  puesto  que  el 
aborto  según  la  significación  propia  de  esta  palabra, 
con  la  que  es  de  entenderse  que  lo  pena  dicho  Código, 
requiere  para  existir  la  expulsión  extemporánea  del 
feto  del  claustro  materno,  y  esta  circunstancia  indis- 
pensable para  la  existencia  del  delito  no  ha  concurri- 
do en  el  presente  caso. 

Considerando:  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  ochenta  y  seis  y  ochenta  y  siete  del  Código, 
debe  imponerse  al  procesado  todas  las  penas  corres- 
pondientes á  los  delitos  de  que  es  responsable,  impo- 
niéndole en  primer  término  la  de  muerte,  y  para  el 
caso  de  ser  indultado  de  ésta,  las  accesorias  que  pre- 
viene el  articulo  cincuenta  y  dos,  y  la  de  reclusión 
temporal  en  su  grado  máximo  señalada  al  delito  de 
homicidio  cometido  con  la  circunstancia  agravante  que 
en  él  concurre. 

Vistos,  etc. 

Fallamos:  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Vidal  Figueredo  y  Caimares,  como  autor  de  dos  deli- 
tos de  asesinato  y  uno  de  homicidio  con  la  circunstan- 
cia agravante  todas  de  haberse  ejecutado  en  despobla- 
do, á  la  pena  de  muerte  por  cada  uno  de  los  dos  prime- 
ros delitos,  y  para  el  caso  en  que  no  se  ejecutare  dicha 
pena,  por  ser  indultado  de  ella,  á  las  de  inhabilitación 
absoluta  perpetua  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Au- 
toridad por  el  tiempo  de  su  vida,  si  no  se  remitieren 
especialmente  en  el  indulto  esas  penas  accesorias;  por 
el  delito  de  homicidio  á  la  pena  de  diez  y  ocho  años 
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de  reclusión  temporal,  inhabilitación  abeolata  tempo- 
ral de  toda  su  extensión  y  sujeción  &  la  vigilancia  de 
la  Autoiidad  durante  el  tiempo  de  la  condena  y  otro 
tanto  más  que  empezará  á  contarse  desde  el  cumpli- 
miento de  aquélla:  á  indemnizar  á  los  herederos  de 
Caridad  Tejeda  en  la  sama  de  tres  mil  pesetas  y  á  los 
de  loe  menores  Pío  y  Petronila  en  la  de  cuatro  mil  pe- 
setas y  al  pago  de  las  costas,  absolviéndole  por  el  de- 
lito de  aborto,  y,  declarándose  insolvente  al  procesa- 
do para  los  efectos  de  la  causa. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  definitivamente 
juzgando,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Safael  Cruz  Pérez. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio 
Giberga. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — 
Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  Koval  y  Martí. 


ftueb.  de  forma.— Sent.  24.-3  de  Diciembre  de  1902- 
Delito  más  grave.  (Qae.  Junio  7?) 

1>OCTRINAt  Se  quebrantan  !««  forman  esenciales 
del  procedimiento  cuando  el  Tribunal  sentenciador  «in 
hacer  uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  artículo  733 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  condena  al  pro- 
cesado por  el  delito  de  hurto  cualificado,  cuando  fué 
acusado  por  el  de  robo  previsto  en  el  artículo  530  del 
Código  Penal,  sin  que  obste  á  la  falta  q^e  la  pena  im- 
puesta  no  sea  superior  á  la  pedida  por  la  parte  acu- 
sadora. 

Se  comete  la  misma  falta  consignada  en  el  párrafo 
anterior  cuando,  sin  hacer  uso  de  la  facultad  antes 
dicha,  que  concede  el  artículo  733  de  la  ley  procesal, 
se  aprecia  una  circunstancia  genérica  agravante  que 
no  ha  sido  objeto  de  la  acusación. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  k  tres  de  Diciembre 
•de  mil  novecientos  dos,  en  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  Santa  Clara  en  la  causa  seguida  por  robo  contra 
Emiliano  Díaz  Reinoea,  Félix  Vicuña  y  Juan  Jiménez 
Palmer,   jornaleros  y  vecinos  de  Sagua  la  Grande. 

Hechos  probados: 

Eesnltando  que  en  dicha  sentencia  dictada  en 
diez  y  ocho  de  Agosto  último,  se  expresan  los  hechos 
procesales  y  las  conclusiones  del  Ministerio  Fiscal  en 
los  términos  siguientes: — «Primero:  Eesultando  proba- 
ndo en  cuanto  al  procesado  Emiliano  Díaz  Reinosa, 
squién  se  confesó  reo  del  delito  imputado,  y  que  ha  si- 
j»do  condenado  por  el  Juzgado  Correcciooal  de  Sagua 
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»la  Grande  por  hurto,  en  veinte  y  cuatro  de  Diciembre 
»de  mil  novecientos,  por  dafio,  en  cuatro  de  Febrero 
)>de  mil  novecientos  uno,  y  por  allanamiento  en  vein- 
))te  y  nueve  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  y  por 
))senteucia  de  esta  Audiencia  de  cuatro  de  Diciembre 
))de  este  año  últimamente  citado,  en  causa  por  allana- 
»miento  de  morada,  á  la  pena  de  cuatro  meses  de  arres- 
wto  mayor;  por  convicción  respecto  á  Vicente  Vicuña, 
^también  procesado;  y  por  prueba  de  confesión  en  el 
)>juicio,  en  cuanto  al  otro  procesado  Juan  Jiménez  Pal- 
))mer  (a)  «El  Isleño»,  quien  ha  sido  condenado  dos  ve- 
i>ces  por  hurto  en  el  Juzgado  Correccional  de  Sagua  la 
«Grande,  en  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  nove- 
))CÍentos  uno  y  en  Enero  de  mil  novecientos,  que  los 
y>tres  acordaron  salir  en  la  noche  del  trece  al  catorce 
«de  Junio  último  de  Sagua  la  Grande  para  ir  á  la  En- 
«crucijada  en  busca  de  trabajo  y  juntos  fueron  á  la 
Dcalle  de  las  Mercedes  esquina  á  Clara  Barton  con  el 
«propósito  de  apoderarse  para  efectuar  el  viaje,  de  tres 
«caballos  de  los  que  en  un  solar  cercano  guardtkba 
«Juan  Cabrera  y  dedicaba  á  alquilarlos,  lo  que  rea- 
«lizaron  sin  la  voluntad  de  su  dueño  como  á  las  tres 
«de  la  madrugada  del  catorce  de  dicho  mes,  no  habién- 
«dose  podido  determinar  si  la  portada  del  solar  había 
«quedado  abierta,  y  ellos  lo  sabían,  ó  si,  por  el  contra- 
«rio,  la  encontraron  cerrada  y  tuvieron  ellos  que  abrir- 
«la  con  llave  falsa  6  de  otro  modo;  montando  en  pelo 
«cada  procesado  un  caballo,  en  los  que  viajaron  pa- 
usando por  Cif uentes  y  abandoná.ndolos  en  la  loma  de 
«la  «Yaya,«  frente  á  la  finca  «Los  Angeles»,  siendo  lue- 
«go  ocupados  por  la  Guardia  Rural,  la  que  también 
«detuvo  á  los  procesados  en  una  tienda  del  pueblo  do 
«Mata.  Los  caballos  fueron  tasados  en  mil  trescientas* 
«pesetas  en  total  y  depositados  en  poder  de  su  dueño 
«Juan  Cabrera,  quien  renunció  á  toda  indemnización. 

Causa  del  quebrantamiento: 

uSegundo: — Resultando  que  el  Ministerio  Fiscal 
«concluyó  calificando  como  lo  había  hecho  provisional- 
«mente  los  hechos  por  él  relacionados  como  constituti- 
«vos  de  un  delito  de  robo,  cuyo  valor  excede  de  mil 
«doscientas  cincuenta  pesetas  defínMo  en  el  artículo 
^jquinientos  veinte  del  Código,  relacionado  con  el  nú- 
«mero  tercero  del  530  y  castigado  en  éste,  del  que  son 
«responsables  en  concepto  de  autores  por  participación 
«directa  los  procesados  y  que  por  ser  de  apreciarse  pa- 
«ra  todos  la  nocturnidad,  la  reincidencia  para  el  Díaz 
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»y  la  reiteración  para  el  Jiménez,  han  incurrido  Emi- 
Dliano  Díaz  y  Jaan  Jiménez  en  la  pena  de  seis  años 
»de  presidio  correccional  y  Félix  Vicuña  en  la  de  cua- 
»tro  años,  diez  meses  de  presidio  correccional,  acceso- 
j>rias  del  articulo  cincuenta  y  siete  y  pago  de  costas 
«por  terceras  partes. 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimó  que  los  he- 
chos probados  constituyen  un  delito  de  hurto  definido 
y  penado  en  el  articulo  quinientos  treinta  y  cinco  y 
caso  segundo  quinientos  treinta  y  seis  del  Código 
Penal,  del  cual  son  autores  los  tres  procesados,  concu- 
rriendo respecto  á  todos  la  circunstancia  agravante  de 
nocturnidad;  y  además,  respecto  á  Díaz,  la  de  reinci- 
dencia y  reiteración,  y  en  cuanto  á  Jiménez  la  a^^ra- 
vante  específica  de  doble  reincidencia,  por  lo  que  el 
mismo  está  comprendido  en  él  articulo  quinientos 
treinta  y  ocho  del  Código;  y  teniendo  en  considera- 
ción que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  catorce 
de  la  Orden  número  ciento  nueve  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve,  no  habiendo  usado  el  Tribunal  de  la 
fórmula  del  articulo  setecientos  treinta  y  tres  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  no  puede  castigarse 
un  delito  con  pena  más  grave  que  la  que  ha  sido  ob- 
jeto de  la  acusación,  condenó  como  autores  de  un 
delito  de  hurto  á  Vicuña  á  la  pena  de  dos  años,  once 
meses  y  once  días,  á  Emiliano  Díaz  á  la  de  cuatro 
años  y  dos  meses,  y  á  Jiménez  á  la  de  seis  años  de 
presidio  correccional,  y  á  todos  á  las  accesorias  co- 
rrespondientes y  al  pago  de  las  costas  por  terceras 
partes. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  el  presente  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  contra  la  referida  sen- 
tencia, lo  interpuso  el  Ministerio  fiscal  autorizado  por 
el  caso  tercero  del  articulo  novecientos  doce  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  relación  con  el  ar- 
tículo catorce,  párrafo  último  de  la  Orden  número 
ciento  nueve,  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
expresando  que  los  quebrantamientos  de  forma,  come- 
tidos son  los  siguientes:  Primero: — Qon  relación  al 
procesado  Juan  Jiménez,  el  penarse  en  la  sentencia  un 
delito  más  grave  que  el  que  fué  objeto  de  la  acuRacióu 
sin  emplear  la  fórmula  del  artículo  setecientos  treinta 
y  tres  déla  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,   puesto 
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que  el  delito  de  hurto  coalificado,  porque  ha  sido  casti- 
gado dicho  procesado  es  más  graTe  que  el  de  robo  de  que 
fué  acusado,  habiéndosele  impuesto  erróneamente  una 
pena  que,  aunque  no  es  más  grave  que  la  pedida  por 
la  acusación,  no  es  la  correspondiente  al  delito  y  cir- 
cunstancias apreciadas. — S^^undo:  Haberse  estimado 
en  la  sentencia  respecto  el  mismo  Jiménez  la  circuns- 
tancia de  ser  dos  veces  reincidente;  no  comprendida 
en  la  acusación  ni  como  genérica  ni  como  cualifícativa 
siü  haberse  empleado  tampoco  la  fórmula  ya  expresa- 
da. Tercero:  Con  relación  al  procesado  Emiño  Díaz,  ha-' 
berse  apreciado  la  circunstancia  agravante  de  reitera- 
ción no  estimada  por  la  acusación,  sin  hacerse  uso 
previamente  de  la  referida  fórmula. 

Resultando  que  admitido  dicho  recurso  por  la  Au- 
diencia, se  ha  sustanciado  debidamente  en  este  Tri- 
bunal, celebrándose  la  vista  pública  con  asistencia  sólo 
del  Ministerio  Fiscal  que  sostuvo  su  procedencia. 

Decisión  drl  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  conforme  al  número  tercero  del 
artículo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  en  relación  con  el  artículo  catorce  de  la 
Orden  número  ciento  nueve  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  procede  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  cuando  en  la  sentencia  se  pene 
un  delito  más  grave  que  el  que  haya  sido  objeto  de  la 
acusación,  ó  se  aprecie  la  concurrencia  de  circuns- 
tancias agravantes  no  comprendidas  en  la  misma,  sin 
haberse  empleado  previamente  la  fórmula  que  con- 
tiene el  artículo  setecientos  treinta  y  tres  de  la  citada 
Ley  procesal. 

Considerando  que  en  la  sentencia  recurrida,  según 
sus  términos  claros  y  precisos,  se  ha  castigado,  en 
cuanto  se  refiere  al  procesado  Juan  Jiménez,  el  delito 
de  hurto  cualificado  por  la  doble  reincidencia,  al  cual 
corresponde,  según  los  artículos  respectivos  del  Códi- 
go Penal,  pena  superior  á  la  señalada  al  delito  de  ro- 
bo previsto  en  el  articulo  quinientos  treinta  del  mismo 
cuerpo  legal,  único  que  fué  objeto  de  la  acusación, 
siendo  por  tanto  el  primero  más  grave  que  el  segundo 
de  dichos  delitos,  y  como  al  hacerlo  la  Audiencia  dé 
Santa  Clara,  no  procedió  previamente  como  determina 
el  citado  artículo  catorce  de  la  Orden  ciento  nueve,  es 
visto  que  incurrió  en  el  quebrantamiento  de  forma 
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que  en  dicho  precepto  se  prevé,  sin  que  obste  para 
apreciarlo  así  el  hecho  de  no  haberse  impuesto  á  Ji- 
ménez pena  más  grave  que  la  pedida  por  el  Ministerio 
Fiscal — faltando  para  ello  á  las  prescripciones  del  Có- 
digo, aplicables  al  caso  eslimado  en  la  sentencia — 
porque  la  prohibición  que  contiene  el  repetido  precep- 
to no  se  refiere  á  la  entidad  de  la  pena  que  se  impon- 
ga, si  no  á  la  mayor  gravedad  deJ  delito  que  se  cas- 
tigue. 

Considerando  que  igualmente  ha  incurrido  la  Sa- 
la sentenciadora  en  el  mismo  quebrantamiento  de  for- 
ma, según  se  alega  en  el  tercer  motivo  del  recurao,  al 
apreciar  en  cuanto  al  procesado  Emiliano  Díaz,  la 
concurrencia  de  la  circunstancia  agravante  de  reitera- 
ción, que  no  fué  comprendida  en  la  acunación,  sin  ha- 
ber hecho  uso  previamente  del  medio  que  le  facultaba 
paia  ello,  con  arreglo  á  las  disposiciones  citadas:  no 
pudiendo  estimarse  que  la  misma  falta  se  halla  come- 
tido con  relación  á  Jiménez,  en  el  sentido  que  se  ex- 
presa en  el  segundo  motivo  del  recurso,  por  que  las 
circunstancias  á  que  en  dicho  motivo  se  hace  referen- 
cia, no  fueron  apreciadas  en  la  sentencia  como  simple- 
*  mente  agravantes,  sino  como  cualiñcativas  del  delito, 
en  cuyo  concepto  se  cometió  el  quebrantamiento  que  se 
alega  en  el  primer  motivo,  el  cual  ha  sido  ya  estimado. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declamos,  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal,  contra 
la  sentencia  de  referencia,  dictada  por  la  Audiencia 
de  Santa  Clara,  la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos 
con  las  costas  de  oficio;  y  comuniqúese  esta  resolución 
á  la  expresada  Audiencia,  con  devolución  de  la  causa 
para  que  reponiéndola  al  estado  que  tenía  cuando  se 
cometió  la  falta  que  ha  motivado  la  casación,  proceda 
conarreglo  á  derecho.    Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


Qneb.  de  forma.— Sent.  25.-8  de  Diciembre  de  1902.— 

Hechos.  (Gac.  Junio  i9) 

DOCTRINA:  Se  expresa  claramente  en  la  senten- 
cia el  hecho  probado  que  sirve  de  base  al  fallo,  cuando 
tratándose  de  un  delito  cometido  por  un  funcionario 
público,  la  Sala  sentenciadora  declara  probado  que 
cuando  realizó  el  hecho  ejercía  el  cargo  y  que  aqu(:l  se 

T.  3.— 1903.— 19. 
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Tcrificó  en  los  primeros  días    de  un  mes  determinado, 
sin  que  sea  necesario  filar  precisamente  el  día. 

Para  que  sea  admisible  un  recurso  fundado  en  el  ar- 
tículo 849  de  la  Ley  de  Bx^uiciaraiento  Criminal,  es 
necesario  que  el  recurrente  acepte,  sin  alterarlos  ni 
negarlos,  los  hechos  que  en  la  sentencia  se  declaren 
probados. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Diciembre 
de  mil  novecieotos  doB  en  los  recursos  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley  que 
penden  ante  este  lYibunal  Supremo  contra  la  senten- 
cia dictada  en  dos  de  Septiembre  último  por  la  Sec- 
ción segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  causa  procedente  del  Juzgado  de 
Instrucción  de  Jaruco,  seguida  entre  partes,  de  la  una 
el  Ministerio  Fiscal  y,  como  acusador  privado  Bamón 
Alúm,  y  de  la  otra,  en  concepto  de  procesado  por  deli- 
to cometido  como  funcionario  público  contra  el  ejerci- 
cio de  los  derechos  individuales,  Carlos  Arcacba  y 
Hernández  del  Alba,  farmacéutico,  vecino  de  Agua- 
cate. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  dicha  sentencia  descansa  en  el  si-  • 
guíente  fundamento  de  hecho:- -«Resultando  probado: 
))que  en  uno  de  los  primeros  días  del  mes  de  Febrero 
DÚltimo  el  procesado  Carlos  Arcacha  que  desempeñaba 
»el  cargo  do  Juez  Municipal  del  Aguacate  por  sustitu- 
»ción  reglamentaria,  llamó  al  asiático  Ramón  Alúm 
vque  pasaba  por  frente  á  la  casa  del  procesado  y  lo  re- 
«quirió  para  que  abonai*a  á  un  individuo  conocido  por 
dAntonio  el  Gallego  la  suma  de  quince  peaos  que  éste 
»aseguraba  le  debía  por  haber  trabajado  en  su  cuadri- 
»lla  del  «Central  A  verhoff»  y  como  Alúm  se  negara  por 
»afírmar  no  adeudar  la  suma  que  se  le  reclamaba,  el 
«procesado  Arcacha  lo  amenazó  con  prenderlo  y  lle- 
))vando  á  ]a  prática  la  amenaza  mandó  al  Guardia  Mu- 
)inicipal  Ricardo  Blanco  que  lo  detuviera  y  lo  encerra- 
»ra  en  un  cuarto  que  destinado  á  prisión  existe  en  la 
Dcasa  Ayuntamiento  y  allí  lo  retuvo  por  más  de  dos  ho- 
nras poniéndolo  después  en  libertad.» 

Resolución  becubbida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  fué  califi- 
cado este  hecho  como  constitutivo  de  un  delito  cometí- 
do  por  un  funcionario  público  contra  el  ejercicio  de  los 
derechos  individuales,  definido  y  castigado  en  el  pri- 
mer caso  del  artículo  ciento  noventa  y  ocho  del  Códi- 
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go  Penal;  y  estímándose  aator  del  mismo  al  procesado 
sin  la  concurrencia  de  circunstancias  apreciables,  se 
le  condenó  en  la  multa  de  trescientas  veinte  y  cinco 
pesetas  y  al  pago  de  las  costas. 

SUBSAN ACIÓN  DE  LA  FALTA: 

Eesnltando  que  de  la  propia  sentencia  solicitó 
aclaración  la  defensa  del  procesado,  en  el  sentido  de 
que  hiciera  constar  «qne  según  las  manifestaciones  del 
•Teniente  Alcalde  y  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
«Aguacate  señores  Antonio  Pulido  y  Félix  Qómez  pa- 
vura entrar  detenido  en  el  calabozo  del  Ayuntamiento 
«donde  se  dice  estuvo  Ramón  Alúm  hace  falta  la  in- 
«tervención  del  Alcalde  y  se  hace  constar  en  los  libros 
»y  en  este  caso  no  consta  nada,  asi  también  como  el 
«guardia  Ricardo  Blanco  negó  en  el  sumario  y  en  el 
«acto  del  juicio  oral  que  como  guardia  y  llavero  detu- 
« viese  y  encerrase  al  asiático  Ramón  Alám  y  mucho 
«menos  por  orden  de  Carlos  Arcacha.» 

Fundamentos  del  recurso  db  casación: 

Resultando  que  denegada  que  le  fué  tal  solicitud 
por  el  Tribunal  sentenciador,  la  misma  defensa  inter- 
puso los  presentes  recursos,  por  quebrantamiento  de 
forma  é  infracción  de  ley,  alegando  al  efecto  lo  que  á 
la  letra  dice:  «que  en  cuanto  al  recurso  de  casación 
«por  quebrantamiento  de  forma  autoriza  este  re- 
«curso  los  artículos  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  no- 
«vecientos  doce  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
«párrafo  primero  por  ser  contra  una  sentencia  de- 
«fínitiva  dictada  por  la  Audiencia  en  juicio  oral  y  en- 
«tender  oscura  la  sentencia  ya  que  en  la  misma  no  se 
'  «aprecia  el  dia  en  que  se  hubiese  verificado  el  hecho, 
«punto  sumamente  importante  porque  la  acusación  pri- 
«vada  no  lo  hizo,  y  el  8r.  Fiscal  en  el  sumario,digo,  en 
«sus  conclusiones  provisionales  entendía  había  ocurri- 
«do  en  elmes  de  Abril,  fecha  en  que  mi  representado 
«no  era  Jvez  Municipal  Suplente,  y  solo  en  el  acto  del 
«juicio  oral  manifestó  de  palabra  entendía  lo  había  si- 
«do  en  Febrero,  coartándose  por  tanto  la  defensa  que 
«no  podía  comprobar  si  su  representado  ejercía  ó  no  el 
«cargo  de  Juez  en  día  marcado  ya  que  la  certificación 
«del  fs.  cuarenta  y  uno  no  dice  que  Carlos  Arcacha  hu 
«biese  desempeñado  en  todos  esos  días  el  Juzgado,  y 
«que  la  Sala  sentenciadora  crea  un  ulterior  conflicto  al 
«decir  en  un  hecho  probado  que  Ricardo  Blanco,  guar- 
«dia  de  la  Cárcel  del  Aguacate  admitió  un  presoó  dcfte- 
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»iiido,y  éste  lo  negó,y  por  tanto  al  no  fijar  féchala  Sa- 
jela al  hecho  qne  entiende  delictuoso  deja  un  vacio  ú 
Doscuridad  notable  en  la  sentencia,  ya  que  eso  no  po- 
ndría contrarrestarse  con  certificación  de  ausencia  del 
»pueblo  del  Aguacate  por  parte  del  procesado  Arcacha. 
«Autorizan  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
«los  artículos  ochocientos  cuarenta  y  siete,  ochocien- 
»t08  cuarenta  y  ocho,  párrafo  primero  y  ochocientos 
«cuarenta  y  nueve,  párrafo  cuarto  de  la  Ley  de  En- 
«juiciamiento  Criminal  por  tratarse  de  una  sentencia 
«definitiva,  ser  dictada  por  la  Audiencia  en  juicio  oral 
«y  penarse  como  autor  de  un  delito  cometido  por  fun-^ 
«cionario  páblico  contra  el  ejercicio  de  los  derechos  in- 
«dividuales  á  mi  representado,  dado  que  éste  no  podía 
«hacer  ingresar  al  calabozo  cárcel  del  Aguacate  al  Ba- 
«món  Al(im  ni  el  guardia  admitirlo  sin  la  intervención 
«del  Alcalde  y  constar  las  órdenes  y  en  los  libros  no 
«apareciendo  en  el  juicio  infringiéndose  por  tanto  la 
«ley  por  indebida  aplicación  del  artículo  ciento  noven- 
«ta  y  ocho  del  Código  Penal  al  condenarse  á  mi  repre- 
«sentado  con  doscientas  veinte  y  cinco  pesetas  de  mul- 
«ta  ya  que  dadas  las  razones  anteriormente  anoncia- 
«das  debió  ser  absuelto.» 

Eesultando  que  admitidos  ambos  recursos  y  sus- 
tanciados en  forma,  tuvo  efecto  la  vista  pública  res- 
pectiva con  asistencia  exclusivamente  del  Ministerio 
Fiscal,  que  en  el  acto  pidió  se  declarase  no  haber  lugar 
á  ellos. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando,  en  lo  que  hace  el  quebrantamiento 
de  forma  alegado,  que  la  primera  parte  del  número 
primero  del  artículo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  en  que  se  funda  la  interposi- 
ción de  este  recui-so,  solo  comprende  las  cuestiones 
relativas  ala  falta  de  expresión  clara  y  terminante  en 
la  sentencia  de  los  hechos  que  por  el  Tribunal  del  jui- 
cio se  consideran  probados  á  los  efectos  del  fallo  que 
dictare; 

Considerando  que,  esto  supuesto,  no  cabe  estimar 
el  aludido  quebrantamiento  en  la  sentencia  objeto  del 
recurso,  porque  consignándose  en  la  misma  como  pro- 
bado que  el  hecho  de  que  se  trata  ocurrió  en  uno  de 
los  primeros  días  del  mes  de  Febrero  último  hallándo- 
se el  procesado  desempeñando  el  cargo  de  Jue?  Muni* 


Digiti 


zedby  Google 


JURISPBÜDENCIA  PENAL.  298 

cipal  de  Aguacate  por  suBtitación  reglamentaria,  es  de 
todo  punto  indiferente  á  los  efectos  antes  indicados 
expresar  á  la  vez  el  día  preciso  en  que  el  referido  he- 
cho hubo  de  realizarse,  pues  que,  tal  como  aparece  és- 
te expuesto,  resulta  clara  y  terminantemente  expresado 
que,  al  tiempo  de  ejecutarse,  tenia  Arcacha  el  carácter 
de  funcionario  público  que  se  le  atribuye  en  el  fallo 
reclamado. 

Considerando,  en  lo  tocante  al  recurso  por  infrac- 
ción de  ley,  que  citándose  como  precepto  á  cuyo  am- 
paro pretende  debatirse,  el  número  cuarto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  no  se  aceptan,  sin  embargo  en  su 
interposición  los  hechos  que  se  declaran  probados  en 
la  sentencia  recurrida,  puesto  que  viene  á  negarse  en 
él,  sustancialmente,  el  hecho  que  se  consigna  en  ésta 
como  probado  de  que  por  mandato  de  Arcacha  fué  de- 
tenido Alúm;  y,  en  consecuencia,  desprovisto,  como  se 
halla,  dicho  recurso  de  la  tercera  de  las  circunstancias 
de  admisibilidad  que  señala  el  artículo  séptimo  en  con- 
sonancia con  el  quinto,  número  tercero,  de  la  Orden 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  ya 
que  á  tanto  equivale  que  no  guarde  la  bebida  con- 
gruencia con  aquel  precepto,  es  evidente  que  ha  debi- 
do no  admitirlo  el  Tribunal  a  qu6;  por  lo  cual,  y  por 
no  haberse  impugnado  oportunamente  su  admisión, 
procede  declararlo  sin  lugar;  y  correspondiendo  hacer 
igual  pronunciamiento  respecto  al  de  quebrantamiento 
de  forma  á  virtud  de  las  consideraciones  legales  ante- 
riormente sentadas;  con  las  costas  de  cargo  del  re- 
curente,según  el  artículo  cuarenta  de  la  citada  Orden. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  los  recursos  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  y  por  infracción  de  ley,  interpuestos 
por  la  representación  de  Carlos  Arcacha  y  Hernández 
del  Alba  contra  la  expresada  sentencia  con  las  costas 
á  cargo  del  mismo. 

Así  por  esta  uuestra  sentencia  que  se  comunica- 
rá, etc. 

Lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. —  José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  Noval  y 
Martí. 
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Queb.  de  forma.— Sent.  26.— 10  de  Didembre  de  1902,— 

Hechos.  (Gac.  Junio  i?) 

DOCTRINA^  La  Sala  Mntenciadora  no  está,  obli- 
gada á  consi^rnar  en  los  Resultandos  de  la  sentencia 
otros  hechos  que  aquellos  que  estime  probados  y  que 
se  relacionen  con  las  cuestiones  que  resuelva  en  el 
fallo. 

Los  elementos  intencionales  dsl  delito  pueden  ser 
apreciados  por  la  Sala  por  prueba  directa,  6  por  in- 
ducción ó  deducción  de  los  hechos  probados,  en  cuyo 
último  caso  sólo  tiene  que  consignarlos  en  los  Consi- 
derandos al  hacer  la  apreciación  de  dichos  hechos. 

Eli  la  ciadad  de  la  Habana,  á  diez  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  dos:  en  el  recurso  de  ca- 
sación que.  por  quebrantamiento  de  forma,  pende 
ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fisqíil,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sec- 
ción segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  en  la  causa  procedente  del  Juzgado 
de  instrucción  del  Distrito  del  Oeste  de  esta  Ciudad, 
y  seguida  contra  Manuel  Eivas  y  Aníbal  Rivero,  por 
atentado  y  robo. 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa,  en  seis  de  Septiembre  último,  dictó  senten- 
cia la  mencionada  Sección,  consignando  los  siguientes 
Resultandos: 

Hechos  probados: 

((Resultando  probado  que  en  la  tarde  del  día  ocho 
»de  Julio  último,  los  procesados  Aníbal  Rivero  Car- 
»doso  y  Manuel  Rivas  Borrero,  que  algo  embriagados 
))iban  á  pie  por  la  carretera  que  existe  entre  esta  cia- 
»dad  y  Arroyo  Naranjo,  se  encontraron  en  un  lugar 
»de  dicha  calzada  conocido  por  la  ((Loma  de  San  Juan* 
»con  un  carro  de  la  fábrica  de  chocolate  «La  Estrellan 
»en  cuyo  pescan tie  iban  sentados  su  conductor  don  Jo- 
))sé  Pérez,  y  José  Beiz.  Al  pasar  el  carro,  ambos  pro- 
«cesados  hubieron  de  colgarse  ó  subirse  en  la  parte 
))trasera  de)  mismo,  la  cual  se  encontraba  cerrada  por 
»medio  de  una  puerta,  lo  que  visto  por  los  conductores 
»del  carro,  hizo  que  éstos  los  requirieran  para  que  se 
«bajasen.  Así  lo  hicieron  los  procesados^  pero  acto 
»continuo,  fueron  éstos  por  ambos  lados  del  carro, 
))hasta  su  parte  delantera  ó  pescante,  portando  cada 
»uno  un  cuchillo  en  la  mano  en  son  de  amenaza,  por 
»lo  que  arrojándose  al  suelo  los  dos  conductores,  la 
«emprendieron  á  pedradas  contra  los  procesados,  qaie- 
«nes  á  su  vez,  armándose  también  de  piedras  las  arro- 
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«jaban  contra  los  primeros  de  tal  modo,  que  causaron 
jidesperfectos  en  el  carro,  los  que  han  sido  tasados  en 
^trescientas  cincuentas  pesetas.  Por  último,  corriendo 
«hacia  el  vehículo  su  conductor  José  Pérez,  tomó  un 
i>rev61ver  que  en  él  guardaba  para  su  defensa,  é  hizo 
«unos  disparos  con  lo  que  logró  la  fuga  de  los  proce- 
«sados. 

«Segundo:  Resultando  probado:  que  contínuan- 
«do  por  la  misma  calzada  ambos  procesados  con  di~ 
«rección  á  Arroyo  Naranjo,  poco  tiempo  después  en- 
«contraron  en  un  punto  solitario  á  don  Manuel  Rodrí- 
«guez,  conductor  de  un  carro  de  la  fábrica  de  cigarros 
«de  «Henry  Clay»,  cuyo  individuo  estaba  echado  en  el 
«suelo,  mientms  descansaban  los  caballos  que  tiraban 
«del  carro,  á  la  sombra  de  un  árbol;  y  al  verlo  así  di- 
«chos  procesados,  el  Aníbal  Rivero,  se  dirigió  hacia 
«Rodríguez  cuchillo  en  mano  y  le  tiró  una  puñalada 
«que  solo  le  cortó  el  pantalón  por  haberse  levantado 
«tapidamente  Rodríguez  al  ver  la  agresión  y  haber  da- 
«do  un  salto  hacia  atrás.  Al  propio  tiempo  que  esto 
«acontecía,  el  otro  procesado  Rivas,  llegó  hasta  e\  ca- 
«rro  y  levantando  por  un  lado  el  cojín  del  pescante, 
«registró  con  la  vista  lo  que  allí  había.  Rodríguez  al 
«recibir  la  acometida  y  saltar,  corrió  para  el  carro  y 
«subiendo  rápidamente  al  pescante,  fustigó  los  caba- 
«llos  que  partieron  al  galope,  huyendo  de  dicho  lugar. 

«Tercero:  Resultando  probado:  que  habiéndose  en- 
«terado  de  tales  hechos  el  Teniente  de  Policía  D.  Eduar- 
«do  Primelles,  que  iba  por  la  referida  carretera  con 
«rumbo  hacia  Arroyo  Naranjo  en  un  tilbury  por  aviso 
«que  de  ello  le  dieron  los  conductores  de  aquellos  ca- 
«rros,  precipitó  el  paso  de  su  caballo,  alcanzando  á  los 
«procesados  cerca  ya  de  Arroyo  Narar.jo,y  detuvo  á  és- 
«tOB,  siendo  acometido  por  uno  de  ellos,  ó  sea  Manuel 
«Rivas,  cuchillo  en  mano  al  que  logró  desarmar  el  po- 
«lida  Cosme  Aballes  que  iba  en  el  coche  con  Prime- 
«lies. 

«Cuarto.  Resultando:  que  en  averiguación  de 
«esos  hechos,  se  inició  la  presente  causa  en  la  que 
«abierta  que  fué  á  juicio  oral,  formuló  el  Ministerio 
«Fiscal  como  conclusiones  definitivas  las  siguientes: 
«Primera:  A  las  dos  y  media  de  la  tarde  próximamen- 
«te  del  día  ocho  de  Julio  del  año  actual,  los  procesados 
«Aníbal  Romero  ó  Rivero  y  Cardoso  6  Valdés  y  Ma- 
«nuel  Rivas  ó  Serafín  Martín,  cuchillo  en  mano  asal- 
«taron  en  la  carretera  que  de  esta  ciudad  se  dirige  al 
«pueblo  de  Arroyo  Naranjo  en  un  sitio  solitario  cono- 
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»cido  por  la  loma  de  «San  Joan»  á  José  Pérez  y  Jofié 
»Beis  que  conducían  un  carro  de  la  fábrica  de  choco- 
))late  (cLa  Estrella»  á  los  que  amenazaron  de  muerte, 
»con  el  propósito  de  apoderarse  con  ánimo  de  lucro 
»del  dinero  y  efectos  que  llevaban  no  consiguiéndolo 
Dpor  la  defensa  que  ellos  hicieron,  que  les  obligó  á  em- 
»prender  la  fuga,  en  cuyos  momentos  los  malhechores 
»les  lanzaron  piedras  que  causaron  un  daño  en  el  ca- 
»rro  tasado  peí  icialmente  en  la  suma  de  trescientas 
ucincuentas  pesetas.  Poco  tiempo  después,  los  proce- 
))Rados  en  el  mismo  camino  y  en  sitio  por  donde  nadie 
))transitaba  ni  existían  viviendas,  también  armados 
»de  cuchillos,  hicieron  detener  un  carro  de  la  fábrica 
»de  tabacos  «Henry  Clay»,  al  que  lo  conducía  Manuel 
»Rodríguez  y  mientras  uno  de  ellos  le  amenazaba  de 
»muerte  y  trató  de  herirle  con  el  arma  que  portaba,  el 
»otro  registraba  el  carro,  no  pudiendo  apoderarse  del 
«dinero  y  efectos  que  con  ánimo  d*^  lucrar  se  propo- 
»nían,  por  ir  vacío  el  citado  vehículo.  Con  noticia  de 
»los  anteriores  hechos,  el  Teniente  de  Policía  Eduardo 
«Primelles,  cumpliendo  los  deberes  de  su  cargo  proce- 
»dió*en  la  misma  tarde  á  la  detención  de  los  individuos 
^procesados  en  esta  causa,  siendo  acometido  por  uno 
»de  ellos,  Manuel  Rivas,  que,  cuchillo  en  mano  sobre 
Del  se  abalanzó  logrando  desarmarlo  Cosme  Aballes  del 
»mÍ8mo  Cuerpo.  Segunda:  Estos  hechos  constituyen  dos 
«delitos  de  robo  con  intimidación  en  las  personas  en 
«grado  de  tentativa  el  uno  y  frustrado  el  otro,  defini- 
«do  en  los  artículos  quinientos  veinte  y  quinientos 
«veinte  y  uno,  número  quinto  y  tercero  párrafo  res- 
«pectivamente  y  penado  en  el  quinientos  veinte  y  uno 
«número  quinto  relacionado  en  su  caso  con  el  sesenta 
«y  cinco  y  sesenta  y  cuatro,  todos  del  Código  Penal  y 
«uno  de  atentado  á  agente  de  la  Autoridad,  definido  y 
«penado  en  los  artículos  doscientos  cincuenta  y  ocho, 
«número  segundo,  doscientos  cincuenta  y  nueve  núme- 
«ro  primero  y  doscientos  sesenta,  modificados  por  la 
«orden  doscientos  veinte  y  cinco  del  año  mil  noveden- 
«tos  uno  del  Gobierno  Americano,  siendo  conexos  con- 
«forme  el  número  quinto  del  articulo  diez  y  siete  de  la 
«Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal.  Tercero:  Son  res- 
«ponsables  criminalmente  en  concepto  de  autores  por 
«participación  directa  (número  primero  del  artículo 
«doce  del  Código  Penal)  los  procesados  de  los  delitos 
«de  robo  y  Manuel  Ri  va  delde  atentado.  Cuarta:  Da- 
ndo el  sitio  en  que  los  hechos  se  realizaron  y  haberse 
«aprovechado  los  procesados  de  su  soledad  es  de  apre- 
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^ciarse  en  Iob  delitoB  de  robo  como  circunstancia  mo- 
Ddifícativa  de  la  responsabilidad  penal  la  agravante  de 
nejecatarlo  en  despoblado,  prevista  en  el  número  diez 
»y  seis  del  artículo  diez  del  Código  Penal  y  por  haber 
«sido  ejecutoriamente  condenado  Aníbal  Bivero  á  cien- 
»to  cuarenta  días  de  encarcelamiento  por  robo  en  la 
«cansa  número  mil  ciento  cuarenta  y  cinco  del  afio  mil 
«novecientos  uno  del  Juzgado  Correccional  del  segun- 
ikío  Distrito  de  esta  ciudad  y  Manuel  Bivas  en  la  can- 
osa número  ciento  treinta  y  seis  del  año  mil  novecien- 
«tos  del  Juzgado  del  Oeste,  6  sea  la  doscientos  del  mis- 
j»mo  afio  del  Juzgado  del  Cerro  por  los  delitos  de  bur- 
ato y  tentativa  de  robo  á  dos  meses  de  encarcelamien- 
»to  y  dos  de  arresto  mayor  respectivamente,  es  de 
«apreciarse  respecto  á  ellos  en  los  delitos  de  robo  la 
«agravante  de  reincidencia  prevista  en  el  número  diez 
«y  uueve  del  artículo  diez  del  citado  Código,  no  con- 
«cnrriendo  circunstancias  apreciables  en  el  de  atenta- 
«do.  Quinta:  Las  penas  en  que  han  incurrido  los  pro- 
«cesados  Kivero  y  Eivas  por  el  delito  de  tentativa  de 
«robo  es  la  de  multa  de  mil  quinientas  pesetas  cada 
«uno  de  ellos,  ó  apremio  personal  si  dejaren  de  satis- 
«facerlas  en  los  términos  previstos  en  el  artículo  cua- 
«renta  y  nueve  del  Código  Penal  y  en  la  de  seis  meses 
«de  arresto  mayor  y  accesorias  del  artículo  sesenta  por 
«el  de  robo  frustrado  y  Bivas  por  el  de  atentado  en  la 
«de  un  año  y  un  día  de  prisión  correccional  y  acceso- 
«rías  del  artículo  sesenta  del  Código  Penal,  debiendo 
«satisfacer  las  costas  de  por  mitad  y  abonándoseles  to- 
«do  el  tiempo  de  prisión  preventiva  sufrida,  conforme 
«á  la  Orden  veinte  y  seis  del  afio  mil  novecientos  del 
«Gobierno  americano. — Bespcmsabilidad  civil:  Prime- 
Aro:  Indemnizar  á  la  fábrica  de  chocolates  «La  Es]^re- 
«lla«  en  la  suma  de  trescientas  cincuenta  pesetas;  se- 
«gundo:  De  ella  son  responsables  los  procesados  de 
«por  mitad,  siéndolo  solidariamente  el  uno  por  la  cuo- 
«ta  del  otro  y  si  no  la  satisfacen  deberán  sufrir  el  apre- 
«mió  personal  previsto  en  el  artículo  cuarenta  y  nueve 
«del  Código  Penal.  Y  la  defensa  habiendo  negado  la 
«realización  de  los  hechos  criminosos  imputados  á  sus 
«representados  solicitó  la  absolución  de  éstos.» 

Besolución  becubrida: 

Besultando  que  dicha  sección  calificó  los  hechos 
que  estimó  probados  de  un  delito  de  robo  con  intima- 
dación  en  grado  de  tentativa,  y  otro  de  atentado  á 
mano  armada;  condenó  por  áL  primero  á  ambos  proce- 
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sadoB  á  la  pena  de  novecientas  pesetas  de  multa,  y 
por  el  segando  6  sea  el  atentado  á  Manuel  Bivas  á 
cuatro  meses  y  día  de  arresto  mayor;  y  absolvió  á  am- 
bos por  lo  que  hace  al  delito  de  daños  de  que  calificó 
sin  la  circunstancia  de  despoblado,  el  hecho  consigna- 
do en  el  primer  resultando,  mandando  que  se  remitie- 
ra al  Juzgado  Correccional  del  segundo  Distrito,  por 
ser  de  la  competencia  de  éste,  testimonio  de  los  parti- 
culares referentes  á  dichos  daños. 

SUBSANACIÓN  DE  LA  FALTA: 

Eesultando  que  pedida  en  tiempo  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  aclaración  de  dicha  sentencia  respecto  á  va- 
rios particulares;  accedió  la  Sala  sentenciadora  á  de- 
clararla tan  solo  en  el  sentido  de  «que  en  el  primer 
«resultando  se  entienda  escrita  después  de  las  palabras 
»que  algo  embriagados  iban  á  pie  por  la  carretera  que 
«existe  entre  esta  ciudad  y  Arroyo  Naranjo,  la  siguien- 
»te  frase:  no  siendo  el  estado  de  embriaguez  habitual 
«en  dichos  procesados,  d 

Fundamentos  del  brcurso  de  casación: 

Eesultando  que  contra  dicho  fallo  interpuso  el  se- 
ñor Fiscal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  deforma,  invocando  co- 
mo preceptos  antorizantes  del  número  primero  del  ar- 
tículo novecientos  doce  y  otros  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  y  estimando  cometido  el  quebranta- 
miento por  no  expresarse  en  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia ciertos  hechos  que  el  Tribunal  considera  proba- 
dos, realizándose  el  quebrantamiento  por  los  dos  con- 
ceptos ó  maneras  siguientes:  «(A:)  Al  absolver  el  fallo, 
Hi  ,los  procesados,  del  delito  de  daño  á  que  se  re- 
ciñere el  primer  resultando  por  entender  la  Sala  que 
»está  comprendido  en  el  artículo  quinientos  noventa 
»del  Código  Penal,  y  por  tanto  que  su  conocimiento 
»compete  al  Juzgado  Correccional,  según  el  inciso  cna- 
nrenta  y  dos  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  orden 
«doscientos  trece  de  mil  novecientos,  no  cabe  duda  que 
uel  Tribunal  estimó  justificado  con  las  pruebas  del  jui- 
»cio  que  el  acto  justiciable  se  realizó  en  lugar  poblado 
«porque  de  lo  contrario  hubiéralo  calificado  y  penado, 
í)sin  declinar  su  jurisdicción,  conforme  el  número  cuar- 
))to  del  artículo  quinientos  ochenta  y  siete.  No  obs- 
Dtante  ello,  y  á  pesar  de  que,  semejante  hecho  de  ser 
«poblado  el  sitio  de  la  ocurrencia,  como  determinante 
j»de  la  competencia  tiene  íntimo  enlace  con  las  cuestio- 


Digiti 


zedby  Google 


JÜRISPRUDElfCIA  PENAti.  290 

unes  que  resuelve  el  fallo  y  es  de  aquellos  á  que  se  refíe- 
j»re  la  regla  segunda  del  articulo  ciento  cuarenta  y  dos 
i»de  la  Ley  de  trámites,  la  sala  sentenciadora  dejó  con 
«infracción  de  la  misma,  de  afirmarlo  de  un  modo  ca- 
fftegórico  con  el  carácter  de  probado  en  el  primer  Resul- 
»tando  de  la  sentencia  quebrantada  asi  una  forma  esen- 
ffcial  del  procedimiento  é  incurriendo  en  el  c9>so  del  in- 
Dvocado  número  primero  del  articulo  novecientos  doce, 
j>toda  vez  que  negó  á  suplir  la  omisión  cometida  con  i-a- 
nzones  que,  lejos  de  demostrar  su  inexistencia  la  pone 
»aún  más  de  relieve,  pues  decir,  cual  dice,  el  auto  del 
«quince,  que  el  indicado  lugar  se  apreció  como  poblado 
«por  desembocar  alli  un  callejón  muy  transitado  y  tra- 
«tarse  de  punto  que  por  su  cercanía  á  la  ciudad  frecuen 
»ta  constantemente  por  viajeros  y  tiene  además  y  cerca 
«del  mismo,  algunas  viviendas,  implica  el  reconoci- 
«miento  de  la  propia  deficiencia  señalada  en  el  relato 
«contenido  en  el  primer  resultando,  cuando  quienes  lo 
«redactaron,  no  se  ciñen  á  su  texto  escueto  para  dene- 
«gar  la  aclaración  sino  que  acuden  á  aplicarlo  con  nue- 
«vos  datos  ó  elementos  de  facto,  que  antes  omitieron 
«referir,  y  que  de  haberse  hecho,  hubieran  traido  como 
«consecuencia  el  ser  innecesaria  la  interposición  de 
«este  recurso,  á  cuya  procedencia  tampoco  obstan  en 
«lo  más  mínimo  las  otras  consideraciones  alegadas  por 
«el  Tribunal  a  quo  en  el  referido  auto  declaratorio  de 
«que  se  trata  de  una  circunstancia  negativa  que  no  ha- 
«bía  obligación  de  consignar  so  pena  de  deber  también 
«hacerlo  con  las  demás  de  que  se  ocupa  el  articulo  qni- 
«nientos  ochenta  y  siete  del  Código,  ya  que  aparte  de 
«que  estas  últimas  habrán  de  expresarse  asimismo 
«cuando  fuere  menester,  y  por  no  serlo  en  el  caso  ac- 
«tual  no  reclamó  el  Fiscal  su  expresión,  lo  poblado  y  lo 
«despoblado  son  aspectos  contrarios  de  una  misma  idea 
«de  cualidad  y  la  afirmación  de  cualquiera  de  ellos  trae 
«consigo  la  negación  del  otro  y  viceversa,  motivo  por 
«el  cual  los  Tribunales  pueden  emitir  juicio  concreto 
«respecto  á  ambos  particulares,  como  contradiciendo 
«su  propia  teoría,  lo  hizo  la  Sala  en  el  segundo  resul- 
«tando  al  sostener  que  el  otro  delito  de  tentativa  de 
«robo  se  ejecutó  poco  tiempo  después  del  de  daño  por 
«los  mismos  procesados  y  en  punto  de  la  misma  calzada 
«que  se  describe  como  despoblado,  á  pesar  de  encon- 
«trarse  más  próximo  á  Arroyo  Naranjo  que  el  en  que 
«se  i>erpetró  dicho  daño  y  tal  cual  se  efectuó  al  acla- 
«rarse  la  sentencia  recurrida,  para  consignar  que  la 
«embriaguez  de  los  reos  no  era  habitual  en  ellos.    (B) : 
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A  Al  condenar  el  fallo  á  los  proceeadoB  por  tentativa  del 
«delito  del  caso  quinto  del  articulo  quinientos  veinte  y 
j>üno  del  Código  que  constítayen  los  hechos  declarados 
«probados  en  el  segundo  resultando,  por  estimarse  que 
«los  procesados  dieron  comienzo  á  la  ejecmci6n  del  robo 
«que  se  proponían, intimidando  el  uno  á  Rodríguez  con 
«el  cuchillo,  mientras  el  otro  comenzara  el  registro  del 
«carro,8Ín  lograr  su  mal  propósito  por  haber  corrido  el 
«conductor  fustigando  á  los  caballos,  aparece  evidente 
«que  la  Sala  estimó  justificado  que  entre  Aníbal  Bive- 
«ro  y  Manuel  Eivas  procedió  un  concierto  para  apode- 
«rarse  contra  la  voluntad  de  su  dueño  de  las  cosas 
«muebles  que  en  el  vehículo  hubiese  con  objeto  de  obte- 
«ner  el  lucro  consiguiente;  y  sin  embargo  de  esto  y  no 
«obstante  que  tales  hechos  determinantes  de  la  exist^i- 
«cia  del  delito  y  de  la  participación  en  él  de  los  prooe- 
«sados  estaban  enlazados  con  las  cuestiones  &  resolver 
«en  el  fallo,  en  vez  de  consignarlos  como  probados  en 
«el  aludido  segundo  resultando,  como  lo  prescribe  la 
«regla  segunda  del  articulo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la 
«Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  omitieron  en  ese 
«lugar  toda  referencia  á  los  mismos,  ya  que  solo  se  afír- 
»ma  allí  que  Bivero,  al  parecer  sin  acuerdo  con  Rivas, 
«le  tiró  una  puñalada  y  le  cortó  el  pantalón  &  Bodrí- 
«guez  que  en  el  suelo  descansaba  á  kk  sombra  de  un  4r- 
«bol,  á  tiempo  que  Bivas  levantando  por  un  lado  el 
«cojín  del  pescante  del  coche  registró  con  la  vista  lo 
«que  allí  había,  actos  de  ambos  procesados,  que  por 
«razón  de  las  omisiones  indicadas,  ofrecen  únicamente 
«los  caracteres  de  un  delito  ó  falta  contra  la  persona 
«de  Bodríguez  y  de  una  indiscreción  por  parte  de  Bi- 
«vas  al  tomarse  la  libertad  de  registrar  en  la  forma 
«que  lo  efectuó.  Y  no  se  alegue,  como  el  Tribunal  a 
»qiío  en  el  auto  de  aclaración,  que  ese  acometimiento 
«al  Bodríguez  y  el  rastro  del  coche  determinan  por 
«sí  solos  el  ánimo  de  robar,  porque  ya  se  ha  explicado 
«que  semejante  intención  no  queda  evidenciada  con  la 
«defectuosa  redacción  del  resultando,  sin  que  las  pa- 
«labras  con  que  el  mismo  comienza  puedan  contribuir 
«á  esclarecerla  bajo  el  fundamento  de  que  en  el  ante- 
«rior  resultando  aparece  la  comisión  de  otro  delito  con- 
«tra  la  propiedad,  pues,  aún  admitida  la  existencia  del 
«daño,  como  delito  intencional  ó  por  imprudencia  el 
«móvil  que  al  mismo  corresponde  es  bien  distinto  del  al 
«que  obedecen  los  de  hurto  y  robo,  apareciendo  porto- 
«do  ello  cometido  el  quebrantamiento  de  forma  del  nú- 
«mero  primero  del  artículo  novecientos  doce  por  in* 
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»fracción  en  el  repetido  segando  resultando  de  la  cita- 
»da  regla  segunda  del  articulo  ciento  cuarenta  y  dos.» 
Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribunal  Supremo,  tuvo  lagar  la  vista  con  la 
sola  asistencia  del  representante  del  Ministerio  Fiscal, 
única  parte  personada,  quien  solicitó  que  se  declarara 
baber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto. 

Decisión  del  becürso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

CJonsiderando  que  para  que  se  incurra  en  el  que- 
brantamiento de  forma  á  que  se  refiere  la  primera  par- 
te del  artículo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  es  preciso,  como  su  texto  lo  dice,  que 
no  se  exprese  en  la  sentencia  clara  y  terminantemente 
cuáles  son  los  hecbos  que  se  consideren  probados, 
siendo  de  declararse  tales  exclusivamente,  conforme  á 
la  regla  segunda  del  artículo  ciento  cuarenta  y  dos  de 
la  misma  ley,  los  que  estuvieren  enlazados  con  las 
cuestiones  que  bayan  de  resolverse  en  el  fallo. 

Considerando  que,  esto  sentado,  y  babiéndose  re- 
suelto las  cuestiones  relativas  &  los  becbos  consignados 
como  probados  en  el  primer  resultando  de  la  senten- 
cia recurrida,  en  sentido  absolutorio,  por  no  concurrir 
en  ellos  la  circunstancia  en  este  caso  especifica,  del 
despoblado,  es  evidente  que  la  Sala  sentenciadora  no 
incurrió  en  el  defecto  de  forma  á  que  se  contrae  la 
primera  parte  del  citado  artículo  novecientos  doce  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  puesto  que  tal  co- 
mo lo  expuso,  sin  bablar  de  la  inexistencia  ó  falta  de 
prueba  del  elemento  de  becbo  indispensable  para  cons- 
tituir la  circuntancia  mencionada,  no  cabe  duda  de 
que  expresó  clara  y  terminantemente  aquellos  que,  es- 
tando enlazados  con  las  referidas  cuestiones,  única- 
mente consideró  probados,  según  su  conciencia,  al  ob- 
jeto de  su  fallo;  y  por  ende,  debe  ser  desestimado  el 
primero  de  los  motivos  alegados  en  el  recurso. 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  de  estos  mo- 
tivos, que  el  concierto  de  voluntades  á  que  en  él  se 
alude  es  un  becbo  que,  en  uso  de  sus  facultades  priva- 
tivas para  el  efecto,  pudo  no  estimar  probado,  como  no 
lo  estimó  en  parte  alguna  de  su  sentencia,  el  Tribunal 
del  juicio;  y  que  el  ánimo  de  lucro,  como  todo  elemen- 
to intencional  de  delito,  cabe  apreciarse  6  por  prueba 
directa,  ó  por  inducción  ó  por  deducción  de  los  bechos 
probados^  y  en  estos  dos  últimos  casos  solo  debe  con- 
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signarse,  como  sucede  en  el  presente,  en  los  conside- 
randos de  la  sentencia,  toda  vez  qne  no  constituye 
propiamente  un  hecho  probado,  sino  una  simple  deri- 
vación de  los  que  como  tales  se  declaren  en  la  misma 
sentencia,  susceptible  de  rectificarse  en  un  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley;  y  que  en  su  virtud,  al 
no  declararse  probado  en  la  sentencia  que  «entre  Ani- 
«bal  Rivero  y  Manuel  Bivas  precedió  un  concierto  para 
^apoderarse  contra  la  voluntad  de  su  dueño  de  las  co- 
ngas muebles  que  en  el  vehículo  hubiese,  con  objeto  de 
Dobtener  el  lucro  consiguiente,»  no  incidió  el  Tribunal 
a  quo,  contra  lo  que  á  ese  respecto  sostiene  el  recu- 
rrente, en  el  quebrantamiento  de  forma  alegado  en 
dicho  segundo  motivo; 

Considerando  que,  por  tanto,  procede  declarar  sin 
lugar  este  recurso,  con  las  costas  de  oficio,  s^&n  el 
articulo  cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve: 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habena  en  seis  de 
Septiembre  último,  con  las  costas  de  oficio.  Comu- 
niqúese, etc. 

Asi  por  ésta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamoi^, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Picbardo. — 
Luis  Grastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


-Queb.  de  fonna.— Sent.  27.-22  de  Diciembre  de  1902.— 

Hechos.   ( Gac.  Junio  i9) 

DOCTRINA:  La  Sala  sentenciadora  no  está  obli- 
gada á  consignar  en  los  Resultandos  de  las  sentencias 
los  hechos  qne  las  partes  crean  conreniente  alega*, 
sino  aquéllos  que  la  misma  Salaestima  probadosy  que 
guarden  relación  con  las  cuestiones  que  en  el  fallo 
resuelva. 

No  deja  de  resolver  los  puntos  que  han  sido  objeto 
de  la  acusación  la  sentencia  en  que,  por  no  haber  esti- 
mado la  Sala  probados  los  hechos  en  que  aquélla  se 
basa,  no  los  consigna  en  los  Resultandos,  y  de  acuer- 
do con  los  que  en  éstos  expresa,  absuelve  A  los  pro- 
cesados. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  dos  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  dos:  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  qne  pende  ante 
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este  Tríbanal  Supremo,  interpuesto  por  José  Barbeito, 
acusador  particular,  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  en  la  causa  procedente  del  Juz- 
gado de  instrucción  del  Distrito  del  Oeste  de  esta  Ciu- 
dad, seguida  contra  José  González  Carballal,  casado  y 
de  cuarenta  años,  Antonio  Castelao  López,  de  treinta 
y  cuatro  años  y  viudo,  Domingo  Troche  López,  ca- 
sado y  de  cincuenta  y  cinco  años,  Pedro  Fernández 
Fernández,  de  treinta  y  cuatro  años  y  casado,  Juan 
Buiz  Diego,  de  cincuenta  y  seis  años  y  soltero  y  Fran- 
cisco Fonticoba,  soltero  y  de  treinta  y  tres  años,  ve- 
cinos todos  de  esta  ciudad  y  comerciantes,  por  false- 
dad y  estafa. 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa,  en  nueve  de  Agosto  último  dictó  sentencia 
la  mencionada  Sección  primera  consignando  los  si- 
guientes resultandos  : 

Hechos  probados: 

ffPrímero: — Resultando  probado:  que  por  escrítu- 
»ra  pública  otorgada  ante  el  Notario  Carlos  Laurent  é 
«Iglesias  en  veinte  y  nueve  de  Marzo  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  nueve,  bajo  el  número  trescientos  cin- 
«cuenta,  veinte  y  dos  individuos  entre  los  cuales  se 
«contaban  los  procesados  José  González  Carballal, 
«Pedro  Fernández  Fernández,  Juan  Ruiz  Diego  y  Ra- 
«món  Alvarez  Inclán,  constituyeron  una  sociedad 
«mercantil  bajo  la  denominación  de  «La  Igualdad»  con 
«el  carácter  de  regular  colectiva,  bajo  la  razón  social 
«de  «Alvarez,  Ruiz  y  Compañía»  con  domicilio  en  esta 
«ciudad,  por  término  de  dos  años  á  contar  desde  pri- 
«mero  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
«cuyo  objeto  era  la  compra  y  venta  de  pescado  de  toda 
«clase  y  de  los  permitidos  por  la  Ley,  consignándose 
«entre  otras  estipulaciones  que  el  capital  social  lo 
«constituiría  la  cantidad  de  once  mil  pesos  plam  espa- 
«ñola  correspondiente  á  los  socios  por  iguales  partes, 
«ó  sea  quinientos  pesos  cada  uno;  que  todos  los  socios 
«serian  gerentes,  pero  la  firma  social,  administración 
«y  representación  judicial  y  extrajudicial  de  la  com- 
«pañla  estarían  á  cargo  exclusivamente  de  Ramón  Al- 
«varez  Inclán,  Juan  Ruiz  Diego  y  José  González  Car- 
«ballal  juntos  ó  separadamente,  á  quienes  se  confirieron 
«facultades  para  otorgar  poderes,  cobrar,  percibir, 
«transigir,  comprar,  vender  muebles  ó  inmuebles,  ac- 
«ciones,  cancelar  y  cuántos  más  documentos  y  escritu- 
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»raB  fueren  necesarioB;  que  dichos  gerentes  con  uso 
«exclusivo  de  la  firma  social,  tendrían  que  ponerse  de 
«acuerdo  con  todos  los  copartícipes  antes  de  celebrar 
«cualquier  contrato  ú  obligación  de  importancia  que 
«interesase  á  la  compañía;  que  en  todos  los  casos  en 
«que  se  necesitase  tomar  acuerdo  por  los  socios  para 
«que  fuese  válido  deberían  concurrir  á  las  juntas  que 
«se  celebrasen  la  mitad  más  uno  de  los  socios;  y  si  no 
«concurrieren  y  hubiere  que  citar  nuevamente,  serán 
«válidos  los  acuerdos  que  se  tomasen  con  el  número 
«que  concurriere,  sin  que  les  quedase  derecho  á  los  de- 
«más  socios  á  la  discusión  de  esa  acta,  siendo  respeta- 
»>úos  los  acuerdos  tomados  por  todos  y  cumplidos  como 
«sentencia  firme,  pues  habría  que  acusar  ejecutoria; 
«que  si  á  los  intereses  sociales  conviniese  admitir  á 
«algún  otro  expendedor  en  los  mercados,  comprome- 
«tiéndose  éste  á  cumplir  fielmente  lo  estipulado  en  es- 
«critura  podrían  sus  representantes  ponerlo  en  conoci- 
«miento  de  los  partícipes  en  junta  general  para  si  lo 
Mcr'»yesen  conveniente,  ejercer  los  derechos,  que  á  los 
«demás  socios  pertenecían  una  vez  cumpliesen  sus  de- 
«beres,  quedando  á  la  disposición  de  dicho  socio  la  re- 
«solución  que  debiera  tomarse,  caso  que  no  cumpliera; 
«y  por  último  que  todas  las  deudas,  diferencias  ó  cues- 
«tiones  que  se  suscitasen  entre  los  socios  por  cualquier 
«concepto  durante  el  plazo  social  ó  á  su  vencimiento, 
«se  someterían  á  la  decisión  de  la  junta  general,  y  si 
«no  hubiese  mayoría  al  juicio  de  amigables  compone- 
«dores:  Segundo:  Resultando  probado:  que  en  veinte 
«y  dos  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  nueve  días 
«antes  de  extinguirse  el  período  social  que  había  de 
«vencer  en  primero  de  Abril  del  mismo  año,  se  reunie- 
«roii  en  junta  General  en  el  domicilio  legal  de  la  So- 
«ciedad,  calle  de  la  Industria  número  ciento  cuarenta 
«y  ocho,  diez  y  seis  socios  de  los  veinte  y  dos,  que  ha- 
«bían  otorgado  la  escrítui*a  de  constitución  social  de 
«veinte  y  nueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa 
«y  nueve,  y  por  unanimidad  acordaron  con  la  asisten- 
«cia  de  los  tres  socios  que  tenían  á  su  cargo  el  uso  de 
«]a  firma  social  y  la  representación  general  de  la  com- 
«pañía,  vender  las  propiedades  de  la  misma  á  otra  so- 
«ciedad  que  bajo  la  razón  social  de  aTroche,  Fernán- 
«dez  y  Compañía»  se  había  constituido  por  escritura 
«de  diez  y  seis  del  mismo  mes  de  Marzo  de  mil  nove- 
«cientos  uno,  ante  el  Notario  Francisco  de  Castro  como 
«sustituto  de  Carlos  Laurent  é  Iglesias  en  precio  de 
«nueve  mil  pesos  en  plata  española  que  entregó  el  ge- 
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urente  de  la  Sociedad  compradora  Domingo  Troche, 
vBUScribiendo  el  recibo  los  tres  socios  gerentes,  con  uso 
i>de  la  ñrma  social,  de  la  vendedora,  en  veinte  y  sie- 
nte de  Marzo  último,   y  otorgándose  despaés  la  co- 
«rrespondiente  escritara  de  venta,    en  la  misma  fe- 
jicha,  y  por  ante  el  expresado  Notario.      Tercero: 
«Resultando  probado:  que  hecho   lo    anteriormente 
j»relatado,  en  veinte  y  nueve  de  Mai*zo  del  mismo  año, 
Dse  constituyeron  en  junta  en  el  local  de  la  Sociedad 
»de  '^AlvarezEuíz  y  Compañía"  quince  de  sus  socios, 
»con  asistencia  del  tenedor  de  libros  José  Cñaal,  como 
«Secretario,  y  acordaron  entre  otros  particulares,  nom- 
i>brar  una  Comisión  Liquidadora,  toda  vez,  que  el  tér- 
ximino  legal  de  la  Sociedad  vencería  dos  días  después,  ó 
«sea  el  31  de  Marzo,  quedando  designados  al  efecto, 
«Pedro  Fernández,  Francisco  Paz  y  Antonio  Castelao 
»á  quienes  se  mandó  entregar  los  libros  y  el  balance 
Duna  vez  terminado  por  el  tenedor  de  libros  para  que 
«procediera  á  la  liquidación  y  disolución  de  la  Socie- 
«dad,  entrega  que  se  llevó  á  cabo  en  quince  de  Abril 
«siguiente.     Cuarto:  Resultando  probado,  que  en  vein- 
»te  y  dos  de  Abril  citado  se  reunieron  nuevamente  en 
«el  local  de  la  sociedad  de  ^'Alvarez  Ruíz  y  Compañía" 
«quince  de  sus  socios  y  constituidos  en  Junta,  actuan- 
»do  como  Secretario  accidental  José  Cañal,  la  Comi- 
«sión  liquidadom  nombrada*  anteriormente  presentó  el 
«balance  de  las  cuentas  de  la  sociedad,  de  lá  cual  apa- 
«rece  que  el  activo  comprende  nueve  partidas  ascen- 
«dentes  en  junto  á  dos  mil  setecientos  pesos,  sesenta  y 
«dos  centavos,  compuestos  por  la  existencia  en  caja, 
«ascendentes  á  dos  mil  trescientos  ochenta  y  tres  pe- 
«sos  sesenta  centavos  y  los  trescientos  diez  y  siete  pesos 
«dos  centavos  restantes;  por  ocho  créditos  activos  con- 
«tra  otros  tantos  socios  de  la  Compañía,  y  el  pasivo 
«comprende  trece  partidas  ascendentes  asimismo  en 
«junto  á  igual  cantidad  de  dos  mil  setecientos  pesos 
«sesenta  y  dos  centavos  de  los  cuales  doscientos  se- 
«tenta  y  tres  pesos  treinta  y  dos  centavos  pertenecen 
«á  personas  extrañas  á  la  Compañía,  ó  sea  veinte  y  un 
«pesos  setenta  y  dos  centavos  á  Ramón  Campo,  un  peso 
«treinta  dos  centavos  á  Tomás  Robert,  ochenta  y  ocho 
«pesos  ochenta  y  nueve    centavos  á  José  Barbeito;  y 
«ciento  sesenta  y  un  pesos  treintinueve  centavos  á  Ma- 
«nuel  Vega,  figurando  asignados,  para  gastos,  de  la  es- 
«critura  de  disolución  ciento  tres  pesos  cincuenta  y  nue- 
«ve  centavos,  y  los  mil  trescientos  veinte  y  tres  pesos 
«setenta  y  un  centavos  restantes  son  créditos  pasivos 
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»&  favor  de  ocho  socios  de  la  Compañía  y  aprobado 
)»por  unanimidad,  los  socios  presentes  se  dieron  por 
«recibidos  de  las  cantidades  que  les  pertenecían,  otor- 
Dgándose  mutuamente  carta  de  pago,  acordándose  que, 
»en  el  caso  de  que  ocurriera  alguna  duda,  ó  litigio 
«acerca  de  la  liquidación,  quedaba  facultada  la  comi- 
)»si6n  yiara  nombrar  Secretario  que  les  ayudase  en  sas 
«trabajos.  Quinto:  Eesultando,  que  en  treinta  de 
«Marzo  de  mil  novecientos  uno,  José  Barbeito  presentó 
«escrito  al  Juzgado  de  instrucción,  denunciando  los 
«delitos  de  falsedad  en  documento  mercantil  y  estafa, 
«haciendo  consistir  el  primero  en  haberse  realizado 
«en  los  libros  de  contabilidad  de  la  Compañía  asientos 
«expresivos  de  haberse  realizado  pagos  no  comproba- 
«dos  ni  justificados  faltándose  en  ellos,  á  la  verdad  en 
«la  relación  de  los  hechos,  y  el  segundo  en  el  fraude, 
«que  en  perjuicio  de  la  Sociedad  se  comete,  al  decirse 
«que  se  ha  pagado  tal  ó  cual  cosa  cuando  no  ha  existi- 
«do  semejante  pago  y  agregó:  que  él  y  otros  individuos 
«habían  ingresado  en  la  Sociedad  de  '^Alvarez  Ruiz 
«y  Compañía''  sin  estar  comprendidos  en  su  escritura 
«social,  á  tenor  de  lo  estipulado  en  la  misma,  como 
«expendedor  de  pescado,  y  habían  sido  perjudicados 
«por  la  venta  de  las  propiedades  de  la  Compañía  que 
«estimaba  ile^tima,  á  la  Sociedad  de  Alvarez  Ruiz  y 
«Compañia.  Sexto:  Resultando,  que  instruida  la  can- 
«sa,  terminado  el  sumario  y  abierto  el  Juicio  oral  el 
«Ministerio  Fiscal  estableció  definitivamente  las  si* 
«guientes  conclusiones:  Primera:  Varios  de  los  indi- 
«viduos  que  componían  la  Sociedad  '^La  Igualdad" 
«reuniéndose  en  número  bastante  para  constituir  ma- 
«yoría,  celebraron  la  junta  de  veinte  y  dos  de  Marzo 
«de  mil  novecientos  uno,  en  que  acordaron  la  venta  de 
«cuanto  pertenecía  á  la  referida  Sociedad  á  favor 
«de  la  do  '^Troche  Fernández  y  Compañía"  déla  cual 
«aparecía  como  gerente  el  propio  D.  Domingo  Troche, 
«que  era  Administrador  de  la  que  se  vendía,  no 
«habiéndose  comprobado  la  falsedad  de  esa  Junta, 
«porque  aparece  que  asistieron  á  la  misma  todas  las 
«personas  que  autorizan  el  acta  de  ella  con  su  firma,  y 
«que  los  hechos  á  que  dicha  acta  se  refiere  son  exactos; 
«pero  constituyendo  ella  una  defraudación  por  la  no 
«citación  de  un  número  de  socios  que  tenía  perfecto 
«derecho  de  asistir  á  la  misma,  por  infracciones  analó- 
«gas  á  ésta,  de  la  escritura  social  por  utilizar  datos 
«amañados  procedentes  de  los  libros  y  de  un  balance, 
«hecho  á  los  fines  de  esa  junta,  y  por  haberse  realizado 
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vesa  operación  de  la  venta,  en  perjuicio  de  algunos 
«asociados  y  en  provecho  de  determinado  número  de 
«ellos,  dándose  á  lo  vendido  un  valor  inferior  al  que 
«realmente  tenia,  para  todo  lo  cual  tuvieron  que  con- 
afabularse  Ramón  González  Inclán,  Juan  Buiz  Diego 
«y  José  Gronzález  Cs^rljallal  no  solo  en  un  concepto  de 
«gerentes,  de  la  Sociedad  vendida,  sino  porque  en  esa 
«junta  de  veinte  y  dos  de  Marzo  á  ellos  se  les  dio  co- 
«misión  especial  para  otorgar  la  escritura  de  dicha 
«venta,  D.  Domingo  Troche,  Administrador  de  la  que 
«se  extinguía  y  Representante  comprador  de  la  que 
«había  de  constituirse  después  D.  José  Cañal,  Secreta- 
«rio  y  Tenedor  de  libros  de  la  referida  Sociedad  que 
«con  sus  actos,  ya  en  la  contabilidad,  ya  en  los  referí- 
«dos  libros  de  actas,  cooperaba  eficazmente  al  éxito  de 
«esa  maquinación  y  D.  Pedro  Fernández  y  Fernández, 
«D.  Antonio  Gastelao  y  López  y  D.Francisco  Paz  y  Fon- 
«ticoba  que  formaban  la  comisión  liquidadora  de  la 
«primitiva  Sociedad,  por  lo  que  dicho  está  que  con  su 
«anuencia  é  intervención  se  llevó  á  término  cuanto 
«queda  expuesto,  resultando  un  perjuicio,  cualesquiera 
«que  sea  el  dato  principal  que  se  acepte,  mayor  de 
«seis  mil  doscientas  cincuenta  pesetas.  Todos  estos 
«sujetos  procesados  en  esta  causa,  aparecen  responsa- 
«bles  de  ese  delito;  á  que  se  viene  refiriendo  el  Minis- 
«terío  Fiscal.  Como  de  la  prueba  practicada  se  ha 
«evidenciado  que  para  facilitarlo  se  han  cometido 
«diversas  falsedades  «n  los  libros  de  la  sociedad  de 
«Alvarez  Ruiz  y  Compafiia  y  se  ha  probado  también 
«que  la  intervención  en  el  manejo  de  los  mismos  se  11- 
«mitaba  á  don  Ramón  Alvarez  Inclán  y  á  don  José 
«Cañal  como  Gerente  y  tenedor  de  libros  respectiva- 
«mente,  de  la  aludida  Sociedad,  aparece  la  existencia 
«de  un  delito  de  falsedad  en  documento  mercantil  im- 
«putables  á  dichos  Alvarez  Inclán  y  Cañal  Villa vicen- 
«cio,  ambos  rebeldes. — Segunda:  Los  hechos  descritos 
«constituyen  para  los  procesados  presentes,  un  delito 
«de  estafa,  según  el  ai*ticulo  quinientos  cincuenta  y 
ocho  número  tercero  y  el  número  quinto  del  quinientos 
«cincuenta  y  nueve,  todos  del  Código  Penal. — ^Tercera: 
«Son  responsables  de  él,  los  seis  procesados  presentes. 
«Cuarta:  No  concurren  circunstancias  modificativas  de 
«responsabilidad.— Quinta:  La  pena  en  que  han  incurrí- 
«do  cada  uno  de  los  procesados,  es  la  de  un  año,  ocho 
«meses  y  veinte  y  un  dÍHS  de  presidio  correccional, 
«accesorias  del  articulo  cincuenta  y  siete  y  costas  del 
«jolcio  por  octavas  partes.  Por  responsabilidad  Civil, 
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«los  proceBadoB  deben  indemnizar  &  los  socios  de  Al- 
j»varez  Ruiz  y  Oompafiia,  en  las  samas  en  que  apare- 
»oen  perjudicados. — Séptima:  Resaltando:  qae  el  re- 
^presentante  de  la  acabación  privada,  estableció  las  si- 
«gnientes  conclusiones  definitivas:  Primera:  Por  escri- 
dtura  otorgada  en  veinte  y  nueve  de  Marzo  de  mil 
jK>chocientos  noventa  y  nueve,  ante  el  Kotario  don 
«Garlos  Laurent,  constituyeron  loe  señores  don  Bamón 
j»Alvarez  Inclán,  don  Juan  Ruiz  y  Diego,  don  José 
»Gronzález  Carbalial,  don  Pedro  Fernández  y  Femán- 
j»dez,  don  Arturo  Graulón  é  Iglesias,  don  Generoso 
«González  y  Fernández,  don  José  Martin  Ferrer,  don 
«Ángel  Díaz  Arbolo,  don  Pedro  Lamadrid  Mejias, 
«don  Antonio  Campos  González,  don  Julián  Calvo  Ba- 
«rrios,  don  Sixto  Hevia  y  Suárez,  don  Antonio  Fer- 
«nándcz  y  González,  don  Juan  Pérez  Quisa,  don  José 
«Fernández  Falcón,  don  Sebastián  Betancourt,  don 
«Antonio  Suárez  Garda,  don  Manuel  Gk>nzález  Novo, 
«don  Antonio  Rodríguez  Díaz,  don  Modesto  Llange 
«Penco  y  don  José  González  A.lvarez,  una  Sociedad 
«Mercantil  regular  colectiva,  bajo  la  razón  de  Alvarez 
«Ruiz  y  Compañía,  titulada  «La  Igualdad«  por  térmi- 
«no  de  dos  años,  á  contar  del  primero  de  Abril  inme- 
«diato,  con  el  objeto  de  dedicarse  á  la  compra-venta 
«de  pescado  con  un  capital  social  de  once  mil  pesos, 
«perteneciente  por  iguales  partes  de  á  quinientos  pesos 
«á  cada  socio;  siendo  todos  gerentes,  pero  sin  poder 
«usar  de  la  firma  social,  ni  ejercer  actos  de  adminis- 
«tración,  más  que  los  tres  primeramente  nombrados, 
«los  que  quedaban  obligados  á  ponerse  de  acuerdo  con 
«todos  los  participes  antes  de  celebrar  cualquier  con- 
«trato  ú  obligación  de  importancia.  Se  estipuló  así- 
«mismo,  que  al  vencimiento  del  plazo  social,  podría 
«prorrogarse  la  sociedad,  sin  sujeción  á  tiempo  ó  di- 
«solverse  distribuyendo  por  iguales  partes,  las  utilida- 
«des  de  la  Compañía  con  lo  demás  que  pudiesen  alcan- 
«zar,  con  aiTcglo  al  caudal  que  cada  uno  representara. 
«También  se  estipuló  que  si  á  los  intereses  sociales 
«conviniese  admitirse  algún  otro  expendedor  de  los  mer- 
«cados  comprometiéndose  éste  á  cumplir  lo  estipulado 
«en  la  escritura,  podrían  sus  representaiAtes  ponerlo 
«en  conocimiento  de  los  partícipes  en  Junta  General 
«para  que  si  lo  creyese  conveniente,  ejercer  los  dere- 
«chos  que  á  los  demás  pertenecen,  una  vez  cumplan 
«BUS  deberes.  De  acuerdo  con  esta  cláusula  ingresaron 
«en  la  Compañía  con  el  concepto  de  socios,  admitidos 
«en  Junta  General,   con  iguales  derechos  y  deberes 
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jiqae  los  escritararios,  los  señores  don  José  Barbeito  y 
))Barreiro,  don  Manuel  Fernández  y  Fernández,  don 
«Manuel  Vega  y  Fernández,  don  Alberto  García 
j>Santa  Cruz,  don  Juan  Venriti  y  Pereira,  don  Tomás 
j»Bobert,  don  Bamón  Campó  Vélez,  don  Manuel  Otero, 
•don  Francisco  Paz,  don  Antonio  Castelao,  don  Silve- 
jirio  Ramos,  don  Diego  Cayuso,  don  Genaro  Eivero, 
j»don  Juan  Mari.  En  diez  y  ocho  de  Septiembre  de  mil 
i>novecientos;  y  tras  varias  juntas  en  las  que  los  socios 
itse  quejaron  de  la  mala  marcha  impresa  por  los  geren- 
j»tes,  á  la  Sociedad,  don  Bamón  Alvarez  Inclán  renun- 
)ició  su  cargo  y  fué  nombrado  en  su  lugar  don  Manuel 
«Vega  y  Fernández,  socio  que  no  era  de  escritura;  pe- 
»ro  antes  de  un  mes  de  dicho  nombramiento,  volvió 
ttlnclán  á  hacerse  cargo  de  la  gerencia,  asociando  en 
»sus  tareas  á  don  Domingo  Troche,  al  cual  se  invistió 
»con  el  cargo  de  Administrador  de  la  Sociedad.  En  es- 
nte  intervalo  de  tiempo,  una  Comisión  nombrada  por 
vía  Junta  General,  examinó  la  contabilidad  de  la  Com- 
j»pafiia,  y  hubo  de  encontrarla  plagada  de  irregulari- 
»dades.  Debe  hacerse  constar  que  tanto  el  acta  de  la 
«Junta,  en  que  renunció  Alvarez  Inclán,  como  la  en 
»que  fué  repuesto,  está  suscrita  por  socios  de  escri- 
»tura  y  socios  de  admisión  ó  consumidores.  Puesto  de 
«acuerdo  los  gerentes  de  Alvarez  Buiz  y  Compañía,  el 
«Administrador  de  la  misma  y  el  tenedor  de  libros, 
«don  José  Cañal,  determinaron  acometer  una  maqui- 
«nadón  fraudulenta,  en  perjuicio  de  una  gran  parte 
«de  los  socios:  dando  parte  en  el  proyecto  á  algunas 
«otras  personas,  entre  ellas,  don  Francisco  Paz  y  Fon- 
«ticoba  y  don  Antonio  Castelao  y  varios  socios  de  los 
«que  figuraron  en  la  escritura  de  Alvarez  Buiz  y  Com- 
«pañia.  Consistía  el  fraude,  en  simular  la  constitución 
«de  una  Sociedad  nuevamente  compuesta  de  los  seño- 
«res  Domingo  Troche,  Pedro  Fernández  y  Fernández, 
«José  Gonález  Carballal,  Manuel  González  Femán- 
«dez,  Antonio  Campos  González,  Arturo  Gandón  é 
«Iglesias,  José  Martínez  Ferrer,  Manuel  González  No- 
«vo,  Silvreio  Bamos  Margolet,  Pedro  Lamadrid  Me- 
«jlas,  Bamón  Alvarez  Inclán,  Antonio  Suárez  García, 
«Juan  Buiz  y  Diego,  Antonio  Bodríguez  Díaz,  Anto- 
«nio  Fernández  y  González,  José  Fernández  Falcón, 
«Sebastián  Betancourt,  Francisco  Paz  Fonticoba,  An- 
«tonio  Castelao  López  García  y  José  Bodríguez  Díaz, 
«al  solo  efecto  de  comprar,  ó  fingir  comprar  las  perte- 
«nencias  de  la  Sociedad  de  Alvarez  Buiz  y  Compañía, 
«para  que  así  se  diera  aparato  de  legalidad  al  despojo 
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3>qae  más  adelante  se  referirá.  En  efecto,  en  diez  y  seis 
sde  Marzo  de  mil  novecientos  uno  por  escritora 
»ante  D.  Francisco  de  Castro,  como  sostituto  de  Don 
»Carlos  Laarent  quedó  constituida  dicha  Compañía, 
«bajo  la  razón  social  de  Troche  Fernández  y  Ck>mpa- 
Dfiía;  figurando  un  capital  de  diez  y  seis  mil  ochoden- 
»tos  pesos  y  excluyendo  de  sus  cláusulas  la  que  figu- 
jiraba  en  la  escritura  de  Alvarez  Euiz  y  Compañía, 
»mediante  la  cual  podían  admitirse  socios  en  Junta 
«General: — Siendo  los  miembros  de  esta  nueva  Compa- 
»fiía,  miembros  también  la  de  Alvarez  Ruiz,  celebraron 
j>con  este  último  carácter  una  llamada  Junta  General  el 
«día  veinte  y  dos  del  propio  mes  de  Marzo,  dejando  de 
))citar  á  los  socios  D.  Juan  Pérez  Quiza  (que  lo  era  por 
»e3critura)  y  á  los  demás  admitidos  en  Junta  General, 
»no  concurriendo  al  acto  muchos  que  después  firmaron 
)»el  acta  y  haciéndose  figurar  socios  que  ya  no  lo  eran, 
i>acordándose  bajo  el  falso  pretexto  de  que  la  Sociedad 
»áe  '^La  Igualdad''  tenia  muchos  acreedores,  vender 
))la  existencia  á  la  de  Troche  Fernández  y  Compañía, 
»en  nueve  mil  pesos,  cantidad  que  no  se  sabe  si  se  en- 
»tregó  ó  nó,  pero  que  desde  luego  no  se  ha  repartido 
«entre  los  socios  consumidores,  ni  aún  en  la  parte  que 
»los  libros  de  la  Sociedad  de  Alvarez  Ruiz  y  Compañía, 
«manifiestan  haber  sido  entregada  á  la  comisión  liqui- 
«dadora,  compuesta  por  los  Sres.  D.  Pedro  Fernández 
«y  Fernández,  D.  Antonio  Castelao  y  D.  Francisco 
«Paz,  parte  que  ascendían  á  mil  trescientos  veinte  y 
«un  pesos  setenta  centavos. — Continuando  en  el  desa- 
«rrollo  del  plan  urdido,  en  veinte  y  siete  del  propio 
«mes  de  Marzo  ante  el  mismo  Notario  Castro,  como 
«sustituto  de  Laurent,  se  otorgó  la  escritura  de  venta 
«por  D.  Ramón  Alvarez  Inclán,  D.  Juan  Ruiz  Diego  y 
»D.  José  González  Carballal,  como  gerentes  de  Alva- 
«rez  Ruiz  y  Compañía  á  favor  de  D.  Domingo  Troche 
«como  representante  de  lYochey  Compañía. — Exami- 
«nada  la  contabilidad  de  Alvarez  Ruiz  y  Compañía,  se 
«advierte  las  siguientes  defraudaciones:  Créditos  con- 
«siderados  incobrables  y  que  no  lo  son  evidentemente 
«mil  ciento  setenta  y  un  pesos  setenta  y  tres  centavos: 
«Traslación  del  capital  de  D.  Modesto  Llangé  á  la 
«cuenta  de  D.  Domingo  Troche,  quinientos  pesos: 
«Consignado  á  favor  del  tenedor  de  libros,  D.  José 
«Cañal  seis  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  pesos 
«treinta  y  nueve  centavos: — Gastos  de  disolución  que 
«no  se  han  hecho:  ciento  tres  pesos  cincuenta  y  nueve 
«centavos: — Salida  de  caja  por  ganancias  y  pérdidas, 
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^ochocientos  ocho  pesos  cincuenta  y  tres  centavos. — 
»Idem  por  gastos  generales,  ochocientos  noventa  y  seis 
«pesos  cincuenta  y  dos  centavos. — Doble  abono  á  Car- 
vballal,  ciento  once  pesos  setenta  y  dos  centavos: — 
«Partida  en  que  aparece  la  Caja  acreedora,  doscientos 
«treinta  y  nueve  pesos  diez  y  siete  centavos: — Gratifi- 
«cación  á  Trocha,  quinientos  pesos. — ídem  Alvarez 
«Inclán:  mil  pesos. — ídem  á  una  comisión  que  revisó 
«la  contabilidad,  ochocientos  pesos: — Total  trece  mil 
«treinta  pesos  sesenta  y  cinco  centavos. — El  asiento 
«del  libro  de  Caja  en  que  se  hace  el  abono  á  D.  José 
«Cañal  de  los  seis  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
«pesos  treinta  y  nueve  centavos  está  raspado  por  dos 
«veces  y  reptesenta  justamente  la  diferencia,  entre  el 
«debe  y  el  haber  de  la  caja  y  en  sus  cifras  se  parece 
«mucho  á  la  cantidad  de  nueve  mil  ochocientos  veinte 
«y  nueve  pesos  cincuenta  y  nueve  centavos,  en  que  se 
«propuso  la  venta  á  Troche,  de  los  enseres  de  **La 
«Igualdad."» 

«Segunda:  Los  hechos  referidos  en  la  conclusión 
«anterior  constituyen  los  delitos  siguientes:  (A)  Uno 
«de  falsedad  del  acta  de  la  Junta  de  veinte  y  dos  de 
«Marzo  de  mil  novecientos  uno,  previsto  en  el  articulo 
«trescientos  catorce  del  Código  Penal,  en  relación  con 
«el  námero  segundo  del  articulo  trescientos  diez  y  cas- 
«tigado  en  el  primero  de  dichos  preceptos. — (B)  Un 
«delito  de  simulación  de  contrato  de  Compañía  mer- 
«cantil  de  'l'roche,  Fernández  y  Compañía,  previsto  y 
«penado*  en  el  número  segundo  del  artículo  quinientos 
«sesenta  y  dos  del  propio  Código. — (C)  Otro  delito 
«de  simulación  de  contrato  de  venta  de  los  enseres  y 
«pertenencias  de  la  Sociedad  de  Alvarez  Euiz  y  Com- 
«pafiía  á  la  simulada  de  Troche,  Fernández  y  Com- 
ctpañía  previsto  y  penado  en  igual  artículo  del  Código. 
«(D)  Un  delito  de  falsedad  en  documento  mercantil 
«previsto  y  penado  en  el  artículo  trescientos  once,  en 
«relación  con  los  números  cuatro  y  seis  del  artículo 
«trescientos  diez  del  Código  Penal. — (E)  Un  delito 
«de  estafa,  en  cantidad  de  trece  mil  treinta  pesos  se- 
«senta  y  cinco  centavos,  consistente  en  los  cargos  in- 
ffdebidos  hechos  en  la  contabilidad  de  Alvarez  Iluiz  y 
«Compañía,  previsto  y  penado  en  el  caso  quinto  del 
«artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Pe- 
«nal. — (F)  Un  delito  de  estafa  consistente  en  haber- 
«se  apropiado  los  miembros  de  la  comisión  liquidado- 
«ra  de  Alvarez  Ruiz  y  Compañía  la  cantidad  de  mil 
«trescientos  veinte  y  un   pesos  setenta  centavos. — 
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«Tercera:  Son  responsables:  del  delito  marcado  con  la 
«'letra  (A)  los  procesados  Bam6n  Alvarez  Inclán  y  José 
«Cañal  (rebeldes)  y  los  presentes  Domingo  Troche  y 
«López,  Juan  Ruiz  y  Diego  y  José  González  Garballal. 
«Son  responsables  igualmente  por  imprudencia  teme- 
«raria  los  individuos  que  han  firmado  el  acta  sin  ha- 
ffber  concurrido  á  la  Junta,  pero  como  no  se  ha  diri- 
«gido  contra  ellos  el  proceso  me  veo  obligado  á  excluir- 
«los  de  la  calificación.  Del  delito  marcado  con  la  letra 
«(B)  son  responsables  por  participación  directa  los 
«mismos  Alvarez,  Cañal,  Troche,  Ruiz  y  González  por 
«imprudencia  temeraria,  Pedro  Fernández  Fernández, 
«Antonio  Castelao  López  y  Francisco  Paz  y  Fonticoba, 
«procesados,  y  los  demás,  que  concurrieron  al  otorga- 
«miento  respecto  de  los  cuales  tampoco  puede  hacerse 
«pronunciamiento  en  esta  causa,  por  no  haberse  dirígi- 
«do  contra  ellos. — Del  delito  marcado  con  la  letra  (C) 
«son  responsables  en  concepto  de  autores  por  partid- 
«pación  directa  los  procesados  Ramón  Alvarez  Inclán, 
«Juan  Ruiz  Diego,  José  González  Carballal  y  Domingo 
«Troche.  —  Del  delito  marcado  con  la  letra  (D)  son  res- 
«ponsables  por  participación  directa  Alvarez  Inclán  y 
>'Cañal  y  por  inducción  Domingo  Troche,  Juan  Ruiz 
»y  González  Carballal.  Del  delito  marcado  con  la  letra 
»(E)  son  responsables  por  participación  directa  Ra- 
»món  Alvarez  Inclán,  José  Cañal,  Juan  Ruiz  y  José 
«González  Carballal. — Del  delito  marcado  con  la  letra 
»(F)  son  responsables  Pedro  Fernández  y  Fernández, 
«Antonio  Castelao  y  López  y  Francisco  Paz  y  Fonti- 
Dcoba,  por  participación  directa. — Tercera:  No  ooncu- 
»curren  circunstancias  modificativas  de  la  responsabi- 
}}lidad  criminal. — Cuarta:  La  pena  en  que  han  incu- 
orrido  cada  uno  de  los  procesados  y  esta  representa- 
»ción  solicita  se  le  imponga,  es  la  siguiente: — A  los 
«procesados  Domingo  Troche,  Juan  Ruiz  y  José  Gon- 
«zález  Carballal  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días 
»y  multa  de  quinientas  pesetas;  por  la  falsedad  del 
«acta,  dos  meses  y  un  día  de  arresto  mayor  y  multa 
«del  triple  del  perjuicio  irrogado  por  cada  uno  de  los 
«delitos  de  simulación  de  contrato;  ocho  años  y.  un  día 
j)de  presidio  mayor  y  multa  de  cinco  mil  pesetas  por 
«la  falsificación  en  documento  mercantil.  Los  proce- 
«sados  Juan  Ruiz  y  José  González  Carballal  deben  ser 
«además,  condenados  á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses 
«y  veinte  y  un  días  de  presidio  correccional  por  la  es- 
«tafa  de  trece  mil  y  pico  de  pesos. — Los  procesados 
«Pedro  Fernández  Fernández,  Antonio  Castelao  liópez 
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»y  Francisco  Paz  Fonticoba,  deben  ser  condenados  á 
»doB  meses  y  un  día  de  arresto  mayor  por  la  simula- 
ron de  contrato  por  imprudencia  temeraria,  y  á  un 
»año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  presidio  co- 
urreccional  por  la  estafa  de  los  mil  trescientos  veinte 
xy  un  pesos  setenta  centavos. — A  todos  los  procesados 
ndebe  imponerse  el  pago  de  las  costas  por  octavas 
j»partes  y  las  penas  accesorias  correspondientes. — 
)}Mantengo  mi  escrito  de  conclusiones  provisionales  en 
«cuanto  á  la  responsabilidad  civil,  si  bien  reduciéndo- 
»Ia  á  la  cantidad  fijada  en  la  primera  conclusión.  De- 
»be  declararse  además,  la  falsedad  del  acta  que  deter- 
»minó  la  venta  de  las  existencias  de  la  Sociedad  de 
))Alvarez,  Ruiz  y  Compañía,  á  favor  de  la  de  Troche, 
«Fernández  y  Compañía,  y  la  falsedad  por  tanto  de 
»la  escritura  de  veinte  y  siete  de  Marzo  de  mil  nove- 
«cientos  uno  otorgada  ante  el  Notario  D.  Francisco  de 
«Castro  como  sustituto  de  su  compañero  D.  Carlos 
«Laurent,  por  la  que  se  llevó  á  efecto  dicha  venta, 
«declarándose  por  la  Sala  la  nulidad  de  ésta  y  obligan- 
«do  á  la  referida  Sociedad  de  Troche,  Fernández  y 
«Compañía  á  que  restituya  á  la  de  Alvarez,  Ruiz  y 
«Compañía,  las  pertenencias  dolosamente  adquiridas 
«por  esa  escritura,  condenándole  además  al  pago  de 
«una  indemnización  que  no  deberá  exceder  de  diez  mil 
«pesos  por  el  tiempo  que  ilícitamente  ha  disfrutado  de 
«las  mismas.  Los  procesados  deben  indemnizar  á  los 
«socios  de  Alvarez,  Ruiz  y  Compañía  en  las  sumas  en 
«que  resultan  perjudicados,  de  acuerdo  con  el  informe 
«pericial  mercantil  emitido  en  esta  causa,  en  la  pro- 
«porción  que  á  cada  uno  de  los  socios  corresponde.  — 
«Octavo. — Resultando:  que  la  defensa  del  procesado 
«Domingo  Troche,  sostuvo  definitivamente  las  siguien- 
«tes  conclu$4Íones: — A:  En  ocho  de  Noviembre  de  mil 
«novecientos  y  en  junta  general  de  socios  de  la  Socie- 
«dad  de  Alvarez,  Ruiz  y  Compañía,  fué  nombrado 
«Domingo  Troche,  sólo  como  administrador  para  los 
«negocios  de  la  casa  con  los  derechos  y  atribuciones 
«de  este  cargo  ^'pero  sin  que  el  uso  de  la  firma  social" 
«con  arreglo  á  lo  que  no  intervenía  en  la  gerencia  ni 
«en  la  contabilidad  de  la  Sociedad  cuyo  cargo  desem- 
«peñó  hasta  el  treinta  y  uno  de  Marzo  siguiente,  en  que 
«terminó  dicha  Sociedad  con  arreglo  á  la  cláusula  sép- 
«tima  de  la  escritura  de  constitución. — B:  Por  escri- 
«tura  pública  otorgada  ante  el  Notario  Francisco  de 
«Castro  como  sustituto  de  Carlos  Laurent,  el  diez  y 
»BeÍB  de  Marzo  de  mil  novecientogí  uno,  constituyeron 


Digiti 


zedby  Google 


314  boletín  LEOISLATITO. 


»lo8  señores  Domingo  Troche  y  otros  ana  Sociedad  re- 
«galar  colectiva,  bajo  la  razón  social  de  Troche  Fer- 
»n&ndez  y  Compañía  y  con  la  gerencia  de  Domingo 
•Troche,  Pedro  Fernández  y  José  González,  para  de- 
vdicarse  á  la  misma  clase  de  negocios,  que  la  anterior, 
i>cuya  sociedad  comenzó  á  funcionar  después  del  trein- 
i>ta  y  uno  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno. — C:  A 
una  justa  general  de  socios  de  la  Sociedad  '^Alvarez, 
dEuíz  y  Compañía"  celebrada  á  las  ocho  de  la  noche 
«del  día  veinte  y  dos  y  de  Marzo  de  mil  novecien- 
Dtos  uno  en  la  calle  de  la  Industria  numero  ciento 
•cuarenta  y  ocho,  domicilio  de  la  Sociedad,  concurrió 
•Domingo  Troche  en  representación  de  Julián  Cftlvo, 
•según  el  poder  que  éste  como  interesado  en  la  Socie- 
•dad  '^Alvarez,  Ruiz  y  Compañía"  le  confirió  en  ocho 
•de  Noviembre  de  mil  novecientos  en  esta  Ciudad, 
•ante  el  Notario  Francisco  de  Castro  y  en  dicha  junta 
•compró  para  la  Sociedad  de  * 'Troche,  Fernández  y 
•Compañía"  de  que  era  y  es  gerente  las  existencias 
•de  la  de  *'Alvarez,  Ruiz  y  Compañía"  en  precio  de 
•nueve  mil  pesos  en  plata  española,  cuya  junta  se  ce- 
•lebró  real  y  positivamente  con  asistencia  de  todas  las 
•personas  que  se  mencionan  en  acta  de  la  misma,  sin 
•que  Troche,  tuviera  entonces,  ni  tenga  ahora,  moti- 
•vo  alguno  para  suponer  infracciones  que  invaliden 
•los  acuerdos  de  dicha  junta. — D:  El  dia  veinte  y  siete 
•de  Marzo  de  mil  novecientos  uno  entregó  Troche  en 
•la  calle  de  Industria  número  ciento  cuarenta  y  ocho, 
•como  á  las  nueve  de  la  mañana  los  referidos  nueve 
•mil  pesos  en  moneda  de  plata  española,  de  distintos 
•vilores,  á  Ramón  Alvarez  Indán  gerente  de  **Alva- 
•rez,  Ruiz  y  Compañía"  á  presencia  de  los  otroffdos 
•gerentes  Juan  Ruiz  y  José  González  contando  el  di- 
»nero  el  tenedor  de  libros  José  Cañal  é  ingresándolo 
•en  la  caja,  expidiéndosele  un  recibo  privado  de  dicha 
•cantidad,  firmado  por  los  tres  gerentes  referidos  y 
•como  á  las  diez  y  media  de  la  mañana  del  mismo  dia 
•se  firmó  la  escritura  pública  de  compra-venta,  de  las 
•propiedades  expresadas  en  la  calzada  de  la  Reina, 
•número  cuatro  y  seis,  ante  Francisco  de  Castro 
•como  sustituto  de  Carlos  Laurent,  por  los  geren- 
•tes  mencionados  y  mi  representado. — E:  Domingo 
•Troche  no  intervino  para  nada  en  la  contabilidad  y 
•libros  de  la  Sociedad  de  «Alvarez  Ruiz  y  Compañía» 
•pero  como  se  menciona  su  nombre  en  algunos  asien- 
(ctos,  consigna  á  continuación  algunos  hechos  que  se 
•relacionan  con  dichos  asientos.  I:  Los  quinientos  pe* 
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»808  con  qae  figuraba  en  la  Sociedad  de  «Alvarez  Ruiz 
j)y  Compañía»  el  socio  Modesto  Llangé  eran  de  la  ex- 
j»clasiva  propiedad  de  Domingo  Troche,  quien  se  los 
»habia  facilitado  á  ese  solo  efecto.  II.  Los  viveros 
»Reemplazo))  y  ((Angelito»  no  eran  de  la  propiedad  de 
«Alvarez  Rulz  y  Compañía  sino  de  la  propiedad  de 
DDomingo  Troche,  siendo  de  la  propiedad  de  (cAlvarez 
»Eniz  y  Compañía»  únicamente  los  nombrados  (^Dolores» 
»y  «María  de  los  Angeles. » — Muestro  mi  deeconformi- 
»dad  por  tanto,  con  las  conclusiones  correlativas  de  la 
«acusación  pública  y  privada,  en  cuanto  se  aparten  de 
»lo  relatado.  Segunda:  Los  hechos  anteriores  son  per- 
»fectamente  ilícitos,  no  constituyendo  ninguna  figura 
»de  delito;  disiento,  en  consecuencia  de  las  correlati- 
»vas  de  las  acusaciones. — Tercera:  Muestro  mi  descon- 
«formidad  con  las  demás  conclusiones  del  Sr.  Fiscal,  y 
»de  la  acusación  privada,  pues  no  habiendo  delito,  no 
«cabe  hablar  de  autores;  circunstancias  modificativas, 
«penas  ni  responsabilidskdes  civiles;  siendo  lo  proce- 
»dente  la  libre  absolución  de  mi  representado. — íí^ove- 
»no:  Resultando:  que  la  defensa  de  los  procesados  Jo- 
«sé  González  Carballal,  Antonio  Castelao  López,  Pe- 
ndro Fernández  Fernández  y  Juan  Ruíz  Diego;  sostu- 
«vo  definitivamente  las  siguientes  conclusiones: — A: 
»En  veinte  y  nueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos  no- 
«venta  y  nueve,  se  constituyó  en  la  Habana  una  Socie- 
«dad  mercantil  colectiva  para  dedicarse  al  giro  decom- 
«pra-venta  de  pescado  y  en  la  que  figuraban  como  so- 
«cios  veinte  y  dos  individuos  de  los  que  se  dedican  á 
«este  ramo  de  comercio. — B.  Constituida  ya  la  Socie- 
«dad  de  que  dejo  hecha  mención  fallecieron  tres  délos 
«socios  que  la  componían  sin  dejar  sucesión  de  ning&n 
«género  y  por  tanto,  sin  tener  quien  los  representara 
«en  legal  forma,  y  se  dieron  de  baja  dos  más,  por  lo 
«cual  quedó  reducido  el  número  de  socios  á  diez  y  sie- 
«te. — C.  La  Compañía  se  constituyó  con  el  capital  de 
«mil  cien  pesos  y  por  el  término  de  dos  años  transcu- 
«rridos;  los  cuales  con  la  diferencia  de  unos  días  de- 
«terminaron  los  socios  reunidos  en  Junta  general,  ci< 
«tada  en  la  forma  de  costumbre  y  verificada  en  veinte 
«y  dos  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  vender  lo 
«que  les  pertenecía  y  disolver  la  Sociedad. — D.  Du- 
«rante  el  término  social  y  en  los  períodos  que  se  esti- 
«maron  oportunos  se  nombraron  comisiones  de  glosa, 
«que  revisaran  las  cuentas  de  la  Compañía  é  inspec- 
«cionaran  respecto  de  su  exactitud  así  como  de  cual- 
)>quier  irregularidad  que  se  observara;  dichas  comisio- 
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»nes  acusaron  siempre  hallarse  justificadas  en  perfec- 
»ta  regularidad.  Muestro  mi  desconformidad  por  tanto 
«con  las  conclusiones  correlativas  de  la  acusación  pú- 
»blica  y  privada,  en  cuanto  se  aparten  de  lo  ya  mani- 
DÍestaJo.  Son  perfectamente  lícitos  los  hechos  anterio- 
jires;  no  constituyendo  ninguna  figura  de  delito. — Di- 
»siento  en  consecuencia  de  las  correlativas  de  las  acá- 
»saciones.  No  estoy  conforme  con  las  demás  conclusio- 
i>nes  del  Sr.  Fiscal  y  de  la  acusación  privada,  pues  no 
«habiendo  delito,  no  cabe  hablar  de  autores,  circuns- 
«tancias  modificativas,  penas  ni  responsabilidad  civil; 
«siendo  lo  procedente,  la  libre  absolución  de  mis  re- 
«presentados.    Décimo: — Resultando:  que  la  defensa 
»del  procesado  Franci^co  Pérez  Jonticoba,  sostuvo  de- 
»fii\itivameute  las  siguientes  conclusiones:   Primera: 
»que  por  escritura  n 6 mero   trescientos  cincuenta   de 
«veinte  y  nueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa 
«y  nueve,  ante  el  Notario  Carlos  Laurent  se  constitu- 
«yó  la  Sociedad  denominada  «La  Igualdad»  bajo  la  ra- 
»zón  social  de  Alvarez  Ruíz  y   (Dompania,  y  llevando 
«las  firmas,  representación  y  administración  de  la  Ck)m- 
«pañia  los  socios  Eamóu  Alvarez  Inclán,  Juan  Ruiz  y 
«Diego  y  José  González  Carballal  en  la  cual  sociedad 
«para  nada  figuraba  don  Francisco  Paz  y   Jonticoba, 
«({ue  aunque  ingresó  mucho  tiempo  después    en  unión 
«de  dou  José  Barbeito  y  Barreiro,  Manuel    Fernández 
«y  Fernández,   Manuel  Vega,  Alberto  García  Santa 
«Cruz,  Juan  Urruti  y  Tomás  Roberfe:  no  podía  ingerir- 
«se  en  la  administración,  contabilidad  y  manejo  de  di- 
«cha  Sociedad,  pues  asi  lo  determinaba  la  escritura  de 
«constitución  de  dicha  Sociedad.  Además,  si  así  lo  hu- 
«biera  hecho  era  causa  más  que  suficiente  para  la  res- 
'>cisión  parcial  del  contrato  en  la  parte  que  á  él  se  re- 
«feria,  pues  tales  funciones  las  realizaban  únicamente 
«los  gerentes  de  la  mencionada  Compañía. — Su  carác- 
«ter  en  esta  Sociedad  era  de  simple  expendedor,   con- 
«sumidor  sin  voz  ni  voto;  motivo  por  los  cuales  con  los 
«anteriormente  expuestos  explican  su  ignorancia  ab- 
«sol  uta,  su  desconocimiento  completo  de   los  intereses 
«de  la  mencionada  Sociedad,    según  puede  verse  por 
«sus  propias  declaraciones  de  fojas  veinte  y  cuatro  y 
/ochenta  y  una  y  por  todo  lo  que  arroja  el  sumario. — 
«Dos  años  después  y  con  arreglo  á  la  cláusula  séptima 
«de  la  escritura  de  veinte  y   nueve  de  Marzo  de  mil 
«ochocientos  no  ^enta  y  nueve,  ya  citada^   se  disolvió 
«dicha  Sociedad  por  haber  expirado  el  plazo  social, 
«constituyéndose  la  de  Troche,  Fernández  y  Compañía 
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>»por  escritura  número  dosdentos  veinte  y  tres,  de  diez 
*»y  seis  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  formada  por 
)»casi  todos  los  socios  que  constituían  la  de  «Alvaí  ez 
dRuíz  y  Compañía»  dicha  Sociedad  de  Álvarez  Ruíz  y 
«Compañía  vendió  en  veinte  y  siete  de  Marzo  de  mil 
«novecientos  uno,  á  la  de  Troche,  Fernández  y  Com- 
»pañia,  por  escritura  número  doscientos  cuarenta  y 
«tres,  ante  el  Notario  don  Carlos  Laurent,  todos  sus 
«bienes  y  propiedades  á  consecuencia  del  acta  levan- 
«tada  el  dia  veinte  y  dos  de  Marzo  de  mil  novecientos 
«uno  en  la  Junta  celebrada  por  dicha  Sociedad  de  Al- 
«varez  Ruiz  y  Compañía,  y  en  la  que  se  acordó  la  tal 
«venta. — En  dicha  escritura  de  venta  no  figuró  para 
«nada  Fi-ancisco  Paz  y  Fonticob»,  que  no  podía  tener 
«participación,  porque  ésta  correspondía  en  sus  con- 
«ceptos  de  gerente  representante  á  Alvarez  Inclan 
«Ruíz  Diego  y  González  Carballal.  En  la  junta  de 
«veinte  y  dos  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno  no  apa- 
«rece  suscribiendo  el  acta  Francisco  Paz  y  Fonticoba, 
«sino  á  nombre  de  D.  Sebastián  Betancourt.  En  este 
«estado  en  la  junta  de  disolución  fué  nombrado  auxi- 
«liar  de  una  comisión  liquidadora  de  la  sociedad  de 
«Alvarez  Ruíz  y  Compañía,  formada  por  Manuel  Gon- 
«zález  y  Manuel  Fernández,  y  en  este  concepto  ñrmó  el 
«informe  que  obra  á  fojas  primera  del  sumario,  en 
«cumplimiento  de  la  misión  que  se  le  había  encomen- 
«dado,  y  ese  informe  se  refiere  precisamente  á  una 
«época  en  que  para  nada  intervino  Francisco  Paz  y 
«Fonticoba. — Segundo:  Muestro  mi  inconformidad  con 
«la  correlativa  de  ambas  acusaciones,  porque  tales  he- 
«chos  en  lo  que  á  Francisco  Paz  se  refieren  no  son  cons- 
«titutivos  de  delito,  no  explicándose  como  se  ha  diri- 
«gido  esta  acusación  contra  mi  representado,  cuando 
«del  sumario  no  aparece  cargo  alguno  contra  él. — Ter- 
«cero:  Mi  defendido  no  ha  incurrido  por  tanto  «n  res- 
«ponsabilidad  penal  alguna,  y  debe  ser  absuelto  con 
«todos  los  pronunciamientos  favorables. — Undécimo: 
«Resultando,  que  la  defensa  de  la  Sociedad  de  Troche, 
«Fernández  y  Compañía  en  concepto  de  tercero  civil- 
«mente  responsable  sostuvo  definitivamente  en  sus 
«conclusiones,  que  de  los  distintos  delitos  perseguidos 
«en  la  causa,  los  únicos  que  podrían  determinar  la  res- 
«ponsabilidad  civil  de  dicha  Sociedad,  como  obligada  á 
«la  restitución  de  los  bienes  que  legalmente  había  ad- 
«quirido  de  la  de  Alvarez  Ruíz  y  Compañía  por  escri- 
«tura  de  veinte  y  siete  de  Marzo  de  mil  novecientos 
«uno,  ante  Francisco  de  Castro  como  sustitutode Car- 
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»los  Laurent  eran  el  supuesto  de  falsedad  del  acta  que 
«determinó  la  venta,  y  el  que  impropiamente  se  califí- 
»CA  de  falsedad  en  documento  público,  por  el  hecho  de 
»haber  servido  aquélla  acta  de  base  para  el  otorga- 
miento de  la  escritura  citada. — Negó  los  hechos  for- 
DUiulados  por  el  Ministerio  público  y  la  acusación  pri- 
))vada,  en  cuanto  se  apartasen  de  los  que  reñrió  esta- 
í)bleciendo  que  eran  legítimos  el  acta  del  acuerdo 
«tomado  por  unanimidad  en  la  junta  celebrada  el  vein- 
»te  y  dos  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno — y  por  con- 
«siguiente,  la  escritura  de  venta  de  las  propiedades  de 
»lá  Sociedad  de  Alvarez  Ruíz  y  Compafiia,  á  favor  de 
»la  de  Troche.  Fernández  y  Compañía,»  calificó  esos 
«actos  como  perfectamente  lícitos  y  constitutivos  de 
«un  contrato  válido  y  legal  que  solo  puede  ser  anula- 
«do  dentro  de  un  juicio  civil,  y  pidió  en  su  consecuen- 
«cía  que  se  declarase  exenta  de  toda  responsabilidad 
«civil  á  la  Sociedad  que  representaba  de  Troche,  Fer- 
«nández  y  Compañía. — Duodécimo:  Resultando:  que 
«en  el  juicio  oral  no  se  ha  aprobado  que  sea  falsa  el  ac- 
«ta  de  la  Junta  de  veinte  y  dos  de  Marzo  de  mil  nove- 
«cientos  uno,  habiéndose  comprobado  por  el  contrario 
«la  legitimidad  de  las  firmas  de  los  individuos  que  la 
«autnrizaron,  ni  que  sea  simulado  el  conti*ato  de  Socie- 
«dad  de  «Troche,  Fernández  y  Compañía»  ni  el  de  ven- 
i«ta  á  favor  de  ésta  de  los  enseres  y  pertenencias  que 
«fueron  de  la  Sociedad  de  Alvarez,  Ruíz  y  Compañía 
«ni  que  los  miembros  de  la  Comisión  liquidadora  de 
«esta  Compañía,  se  hayan  apropiado  la  cantidad  de 
«mil  trescientos  veinte  y  un  pesos  setenta  centavos, 
«de  los  fondos  de  la  misma  y  sí  únicament-e  que  los  li- 
«bros  de  comercio  de  dicha  sociedad  carecen  del  requi- 
«sito  externo  de  la  legalización  exigida  por  el  artículo 
«treinta  y  seis  del  Código  del  Comercio  y  aunque  Ue- 
«vados  por  el  sistema  de  partida  doble  domina  en  sus 
«asientos  la  obscuridad  y  contienen  enmiendas  y  ras- 
«paduius,  no  acomodándose  en  muchos  casos  á  los  pre- 
«cepfcos  de  toda  buena  contabilidad. 


Resolución  recurrida: 

Resultando  que  dicha  Sección,  por  falta  de  prue- 
ba en  los  trechos  en  que  las  acusaciones  pública  y  pri- 
vada hicieron  consistir  Ion  delitos  de  que  fueron  acu- 
sados los  no  recurrentes  absolvió  á  éstos. 

Resultando  que  por  auto  aclaratorio  de  fecha  diez 
y  seis  de  Agosto  último  se  dispuso  que  el  duodécimo 
Resultando  de  la  sentencia  se    entendiera  adicionado 
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con  los  sigaientes  particalarea: — «Y  no  se  ha  demos- 
j»trado  que  el  asiento  del  libro  de  Caja  en  que  consta 
»ana  suma  por  valor  de  seis  mil  ochocientos  noventa 
»y  nueve  pesos  treinta  y  nueve  centavos  oro  abonada 
)>en  cuenta  á  José  Cañal  sea  verdadero  6  supuesto;  y 
j»que  asimismo  no  se  ha  demostrado  la  existencia  de 
»los  hechos  en  que  funda  el  acusador  privado  el  delito 
«de  estafa  que  marca  con  la  letra  «E»  en  la  segunda  de 
]»sus  conclusiones  provisionales. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Eesultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  la  re- 
presentación del  acusador  particular,  José  Barbeito, 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
invocando  como  preceptos  autorizantes  los  números 
primero  y  segundo  del  articulo  novecientos  doce  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  alegó  como  funda- 
mentos «que  en  la  sentencia  no  se  especifica  clara  y 
»terminantemente  cuáles  son  los  hechos  que  se  consi- 
nderan  probados,  limitándose  á  manifestar  que  la  acu- 
»sación  no  ha  probado  los  hechos  de  la  denuncia,  fór- 
»mu]a  vaga  é  ilegal  que  no  permite,  con  solo  la  sen- 
»tencia,  á  la  vista,  formar  exacto  juicio  de  los  hechos 
«perseguidos  y  que  pugna  con  la  regla  segunda  del  ar- 
»ticulo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la  propia  ley,  regla 
»según  la  cual  la  sentencia  consignará  en  resultandos 
»los  hechos  que  estuvieren  enlazados  con  las  cuestio- 
vnes  que  han  de  resolverse  en  el  fallo,  haciendo  decla- 
vración  expresa  y  terminante  de  los  que  se  estimen 
«probados;  y  «estimar  probado»  no  es  igual  en  buenos 
«términos  jurídicos á  «considerar  no  probado. « — En  las 
«conclusiones  definitivas,  el  Ministerio  público  y  la 
«acusación  particular,  asi  como  en  las  de  las  defensas, 
«comprendieron  diferentes  hechos  relacionados  con  las 
«irregularidades  y  falsedades  existentes  en  la  contabi- 
«lidad  de  Alvarez  Euiz  y  Compañía;  la  representación 
«de  D.  José  Barbeito  acusó  la  existencia  de  dos  simu- 
«laciones  de  contrato  cometidas  en  las  escrituras  de 
«diez  y  seis  y  veinte  y  siete  de  Marzo  de  mil  no- 
«vecientos  uno;  sostuvo  la  existencia  de  varias  es- 
«tafas  consistentes  en  figurar  en  los  citados  libros 
«pagos  inexactos,  y  sobre  ninguno  de  «estos  he- 
«chos  ha  formulado  la  Sala  la  correspondiente  decla- 
«ración  de  hechos  probados;  asimismo  hay  obs- 
«curidad  é  indecisión  en  el  resultando  que  fué  objeto 
«de  aclaración  por  la  Sala  en  la  parte  relativa  al  asien- 
«to  del  libro  de  Caja,  supuesto    que  la  Sala  hace  la 
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>>indicación  de  que  no  consta  que  dicho  asiento  sea  ver- 
»dadero  6  falso  cuando  no  puede  dejar  de  ser  lo  uno  6 
»lo  otro,  debiendo  el  Tribunal  en  tal  virtud  hacer  la 
«declaración  terminante  de  est<ar  probada  su  legitimi- 
»dad  ó  falsedad. -ylgualmen te  se  omite  en  la  sentencia 
«declarar  probado  si  los  socios  de  admisión  tenían  los 
«mismos  derechos  y  deberes  que  los  de  escritura  de  la 
«sociedad  «La  Igualdad»,  punto  esencialísimo  que,  si 
«se  diera  por  probado,  se  habrían  cometido  los  delitos 
«que  han  sido  objeto  de  la  acusación,  pues  afin  dando 
«por  cierta  como  lo  da  la  Sala  la  celebración  de  la  junta 
«de  veinte  y  dos  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno, 
«resultaría  fraudulenta  la  reunión  de  una  minoría  con- 
«fabulada  para  privar  de  sus  derechos  y  bienes  á  la 
«mayoría,  y  hecha  también,  en  fraude  de  los  bocios  de 
«admisión,  la  venta  de  los  enseres  y  pertenencias  de 
«la  Sociedad  de  Alvarez  Ruiz  y  Compañía  á  la  de  Tro- 
«che  Fernández  y  Compañía,  formada,  en  su  mayor 
«parte,  por  las  mismas  personas  que  la  anterior;  cir- 
«cnnstancia  sobre  la  cual  tampoco  se  dice  nada  en  la 
«sentencia. — Asimismo  omite  la  Sala  declarar  probado 
«el  verdadero  valor  de  los  enseres  y  pertenencias  de 
«la  Sociedad  «La  Igualdad»  que  se  suponen  vendidos 
«á  Troche,  Fernández  y  Compañía,  y  cuya  declaración 
«induciría,  en  combinación  con  los  demás  hechos  que 
«se  declaran  probados,  á  la  existencia  del  fmude. — 
«Por  último,  la  Sala  ha  prescindido  de  examinar  la 
«prueba  pericial  mercantil  practicada  durante  el  juicio 
«oral  y  el  dictamen  de  los  peritos  emitido  durante  el 
«sumario  que  fué  admitido  con  el  carácter  de  prueba 
«documental,  puesto  que,  si  bien  la  Sala  no  tiene  la 
«obligación  de  ajustarse  á  la  conclusión  de  los  profe- 
«sores,  no  puede  excusarse  de  manifestar  los  motivos 
«en  que  se  funda  para  ir  contra  el  dictamen  pericial. 
— «Contra  todos  los  anteriores  quebrantamientos  de 
«formas  esenciales  del  juicio  cometidas  por  la  Sala  al 
«dictar  la  sentencia,  reclamó  mi  parte  en  su  oportuni- 
«dad  pidiendo  la  correspondiente  aclaración  del  fallo, 
«sin  resultado  satisfactorio,  puesto  que  todos  los  pun- 
«tos  de  la  aclaración  se  denegai^on,  excepto  los  reí»  ti- 
«vos  al  asiento  de  don  José  Cañal,  y  á  los  hechos  cali- 
«ficados  de  delito  en  la  letra  (E)  de  mi  escrito  de  con- 
«clusiones  deñnitivas,  diciendo  del  primero  que  no 
«consta  que  el  asiento  sea  verdadero  ó  falso  y  del 
«segundo  que  no  ha  probado  los  hechos  en  que  descan- 
«sa.« 

Bepultendo  que  admitido  y  sustanciado  el  recurso 
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de  casación  interpuesto,  tuvo  lugar  la  vista  páblida  el 
día  diez  del  actual  con  asistencia  de  los  letrados  de  las 
partes  recurrentes,  de  las  que  no  lo  son  y  del  represen- 
tante del  ministerio  Fiscal,  sosteniendo  el  primero  el 
recurso,  é  impugnándolo  asi  el  letrado  de  los  segundos 
como  el  representante  de  dicho  Ministerio. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y 
Martí. 

Considerando  que  en  la  sentencia  recurrida  se  con- 
signan, como  su  simple  lectura  demuestra,  cuáles  ó 
qué  hechos  estima  la  Sala  probados,  relacionados  con 
las  cuestiones  propuestas  por  las  acusaciones  y  las  de- 
fensas, y  asimismo  como  resultan  expuestos  con  cla- 
ridad y  precisión  y  sin  contradecirse  unos  con  otros, 
por  lo  cual  no  ha  incurrido  el  Tribunal  sentenciador 
ni  en  la  infracción  de  la  regla  segunda  del  artículo 
ciento  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  ni  en  el  quebrantamiento  de  forma  á  que  se 
refiere  el  número  primero  del  artículo  novecientos 
doce  de  la  misma  Ley  procesal. 

Considerando  que  no  invalidan  esta  apreciación 
las  alegaciones  de  que  el  Ministerio  Fiscal,  la  acusa- 
ción particular  y  l¿a  mismas  defensas  comprendieran 
hechos  relacionados  con  las  irregularidades  y  falseda- 
des que  al  decir  del  recurrente,  existían  en  la  contabi- 
lidad de  Alvarez  Ruíz  y  Compañía,  simulaciones  de 
contrato  en  las  escrituras  de  diez  y  seis  y  veinte  y  sie- 
te de  Marzo  de  mil  novecientos  uno  y  demás  hechos 
consignados  por  aquél;  que  se  omitiera  declarar  pro- 
bado el  verdadero  valor  de  los  enseres  pertenecientes  á 
la  Sociedad  ^^La  Igualdad"  y  que  la  Sala  no  examinara 
la  prueba  pericial  practicada  durante  las  sesiones  del 
juicio  oral  y  el  dictamen  emitido  por  los  peritos  duran- 
te el  sumario;  pues  con  arreglo  á  lo  que  la  menciona- 
da regla  segunda  dispone,  los  Tribunales,  en  materia 
de  hechos,  no  están  obligados  á  consignar  más  que  los 
que  á  su  juicio  resulten  probados  y  estén  enlazados 
con  las  cuestiones  que  hayan  de  resolverse,  y  es  claro 
que  si  la  Sala  sentenciadora  no  estimó  probados  los  he- 
chos expresados  no  tenía  por  qué  consignarlos,  máxi- 
me cuando  entre  de  los  que  se  alegan  como  indebida- 
mente omitidos,  unos  carecen  de  verdadera  importan- 
cir  en  orden  á  lo  sostenido  por  las  acusaciones,  y  otros 
sólo  la  tendrían  en  el  caso  de  que  se  hubiera  demos- 
trado la  existencia  de  los  delitos;  cuya  existencia  nie- 
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ga  6  no  admite  el  Tribunal  a  quo  qne  se  hayan  proba* 
do;  y,  por  último,  con  relación  á  la  consignación  de 
lo  declarado  por  los  peritos,  ni  la  Sala  está  obligada  á 
consignar  los  elementos  de  convicción  aportados  al  jui- 
cio, ni  á  exponer,  caando  no  les  da  valor  probatorio, 
los  motivos  qae  para  hacerlo  asi  ha  tenido  en  caenta, 
sino  únicamente  á  consignar  el  resultado  de  su  convic- 
ción apreciando  la  prueba  de  la  manera  soberana  que 
está  autorizada  para  efectuarlo,  ó  sea  sin  más  reglas  ni 
limites  que  las  del  criterio  radical  y  la  propia  concien- 
cia de  los  Magistrados  ante  quienes  aquélla  se  practica. 

Considerando  que,  si  por  no  estimar  probados  la 
Bala  sentenciadora  los  hechos  en  que  las  acusadones 
fundaron  sus  peticiones,  absolvió  á  los  acusados,  con 
ello  resolvió  en  sentido  negativo,  las  pretensiones  de 
aquéllas,  y  no  dejó,  por  tanto,  de  resolver  las  cuestio- 
nes fundamentales  todas  que  los  acusadores  y  las  de- 
fensas sometieron  á  su  resolución,  por  lo  cual  no  ha 
incurrido  tampoco  en  el  quebrantamiento  de  forma  y 
que  se  refiere  el  número  segundo  del  articulo  nove- 
cientos doce  de  la  precitada  ley  procesal. 

Considerando  que  por  no  haber  incurrido  la  Sala 
sentenciadora  en  ninguno  de  los  quebrantamientos  de 
la  clase  expresada  alegados  en  el  presente  recurso,  de- 
be éste  ser  declarado  sin  lugar,  é  imponerse  á  el  que 
lo  interpuso  las  costas  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  el  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma  interpuesto  por  José  Barbeito  y  Barreiro 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  nueve  de  Agosto  último  con  las  costas  de  cargo  del 
recurrente.  Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R. 
Morales. — Francisco  Noval  y  Martí. 


(ítieb.  de  forma.  —Sent.  28.-24  de  Didembre  de  1902.-- 

Delito  más  grave.  {Oac.  Junio  i9) 

DOCTRINA:  No  es  Hcito  á  la  Sala  sentenciadora 
hacer  uso  del  derecho  que  le  concede  el  artículo  733  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  cuando  las  partes 
acusadoras  piden  la  absolución  de  los  procesados, 
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porque  de  ese  derecho  sólo  puede  usar  cuando  se  trate 
de  penar  un  delito  más  ¿rrave  que  el  que  ha  sido  obje- 
to de  la  acusación,  pero  no  cuando  en  absoluto  se  ha 
retirado  ésta. 

En  la  Ciadad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
Diciembre  de  mil  novecientos  dos:  en  el  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por 
Estanislao  Acosta  y  Rodríguez,  labrador,  vecino  del 
Término  de  Pinar  del  Río,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  dicha  última  ciudad  en  la  causa 
B^uida  &  aquél  por  el  delito  de  lesiones  graves. 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  dictada 
en  quince  de  Julio  último  se  relacionan  los  hechos  en 
los  siguientes  Resultandos: 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado:  que  en  veinte  y  tres  de  Di- 
]»ciembre  último  estando  Estanislao  Acosta  y  Rodrí- 
»guez  en  su  domicilio,  en  el  barrio  de  San  José,  Muni- 
»cipio  de  esta  ciudad,  entregó  á  Simón  Vázquez  y  Gon- 
»zález  una  yunta  de  bueyes  que  le  había  alquilado;  y 
«como  no  le  entregó  también  el  precio  de  esa  obliga- 
j>ción,  ascendente  á  cuatro  centenes  y  éste  se  los  recla- 
»mó  y  le  contestó:  «que  se  lo6  pagaría  cuando  le  salie- 

»se  de  los  c »  retirándose  entonces  Vázquez  Oonzá- 

)»lez  para  su  casa,  llevándose  la  yunta  de  bueyes. — Se- 
i»gundo: — Resultando  probado:  que  como  á  la  una  de 
»la  tarde  del  mencionado  mes,  veinte  y  cuatro  de  Di- 
j>ciembre,  en  un  lugar  del  expresado  barrio  de  «San 
»José»,  próximo  al  tejar  situado  en  las  inmediaciones 
vdel  puente  sobre  el  río  «Ouamá»,  camino  de  Consola- 
»ción  del  Sur,  hubo  de  encontrarse  Estanislao  Acosta 
i>y  Rodríguez,  que  salía  de  esta  ciudad,  con  Simón 
1» Vázquez  y  González  que  venía  para  ella  y  llamándole 
»éste  le  dijo:  «ahora  que  no  estamos  en  tu  casa,  puedes 
«decirme  las  insolencias  que  me  dijistes  ayer,  las  que 
»no  contesté  por  respeto  á  tu  mujer  y  á  tus  hijos,»  aco- 
«metiéndole  entonces  aquél  con  un  palo  que  portaba, 
«éste  se  lo  arrebató,  y  sacando  Acosta  Rodríguez  el 
«cuchillo  que  también  portaba,  con  él  le  agredió  nue- 
«vamente  infiriéndole  tres  heiidas,  una  en  la  parte  an- 
«terior  é  izquierda  del  tórax  sobre  la  región  infra-cla- 
«vicular  de  tres  centímetros  de  extención  y  en  forma 
«de  sedal,  pues  penetró  el  arma  al  nivel  de  la  primera 
«costilla  y  dirigiéndose  de  arriba  á  bajo  y  de  dentro  á 
«fuera  vino  á  salir  en  la  cara  anterior  del  hombro  iz- 
«quierdo,  haciendo  una  pequeña  herida  como  de  un 
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Dcentimetro  de  extensión,  sin  que  penetrara  en  la  ca- 
))vidad  toráxica;  otra  situada  en  la  cara  posterior  y 
«tercio  medio  del  antebrazo  izquierdo  de  cuatro  centí- 
»metros  de  extensión,  que  solo  interesó  la  piel  y  el  te- 
»jido  celular,  y  la  otra  como  de  un  centímetro  de  ex- 
»tensión,  en  la  cara  posterior  y  tercio  superior  del  bra- 
»zo  izquierdo,  que  solo  interesó  la  piel  tejido  celular  y 
))capa  superficial  muscular,  encontrándolos  abrazados 
»y  en  reyerta  el  sargento  honorario  José  Reinoso  que 
«separándolos,  recibió  de  Acosta  y  Rodríguez  el  cuchi- 
«llo  con  su  baina,  con  el  que  había  herido  á  Simón 
«Vázquez  González,  recogiendo  el  dicho  sargento  del 
«suelo  y  en  la  baina  el  cuchillo  de  éste,  y  también  el 
«palo  que  momentos  antes  había  arrebatado  á  Acosta 
«y  Rodríguez,  habiendo  producido  á  Vázquez  y  Gonzá- 
«lez  las  referidas  heridas,  incapacidad  para  el  trabajo 
«por  cincuenta  días. 

Causa  en  que  se  funda  el  quebrantamienio: 

Resultando,  que  el  Ministerio  Fiscal  (en  el  acto 
del  juicio  oral,  modificando  sus  conclusiones  provisio- 
nales) presentó  las  definitivas  en  las  que,  exponiendo 
los  hechos  en  distintas  forma  que  lo  hace  la  Audien- 
cia, los  calificó  de  un  delito  de  lesioneb  comprendido 
en  el  caso  cuarto  del  artículo  cuatrocientos  diez  y  nue- 
ve (así  dice)  del  Código  Penal,  del  que  es  autor  el  pro- 
cesado, pero  debiendo  apreciarse  la  circunstancia  exi- 
mente cuarta  del  artículo  ocho  del  mismo  Código,  por 
lo,  que  pidió  se  le  absolviera  con  las  costas  de  oficio; 
lo  mismo  que  solicitó  la  defensa. 

Resultando  que  en  vista  de  ello  el  Presidente  del 
Tribunal  hizo  uso  de  la  fórmula  del  artículo  setecien- 
tos treinta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal expresando  que  el  Tribunal  deseaba  que  el  Minis- 
terio Fiscal  y  el  defensor  le  ilustraran  acerca  de  si  el 
hecho  constituye  un  delito  de  lesiones  previsto  en  el 
artículo  cuatrocientos  veinte  y  nueve  del  Código  Pe- 
nal con  la  concurrencia  de  una  ó  dos  atenuantes,  ó  la 
circunstancia  eximente  ya  expuesta;  y  las  partes  in- 
formaron sobre  el  particular  sosteniendo  sus  respecti- 
vas conclusiones  definitivas. 

Resolución  becubrida: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimando  que  los 
hechos  que  declaró  probado  constituyen  el  d^to  de 
lesiones  graves  indicado,  y  que  es  su  autor  el  proóesa- 
do,  con  la  circunstancia  atenuante  cuarta  del  artículo 
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naeve  del  Código,  sin  qne  concurra  la  eximente  alega- 
da por  el  Fiacal,  condenó  á  aquél  &  la  pena  de  cuatro 
meses  y  un  día  de  arresto  mayor,  accesorias  corres- 
pondientes y  pago  de  las  costas,  así  como  &  indemni- 
zar al  ofendido  en  la  suma  de  doscientas  pesetas,  con 
apremio  personal  en  su  caso,  y  disponiendo  el  comiso 
del  palo  y  cuchillo  ocupados. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando,  que  contra  esta  sentencia  interpuso 
el  procesado  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  expresando  estar  autorizado  por  el  n&mero 
tercero  del  artículo  novecientos  doce  y  sus  concordan- 
tes de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  por  cuanto 
habiendo  estimado  el  Fiscal  la  concurrencia  de  una 
circunstancia  eximente,  la  Bala  no  ha  podido  conde- 
narle como  lo  ha  hecho  no  obstante  haber  usado  la 
fórmula  del  artículo  setecientos  treinta  y  tres  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  porque  segán  la  mo- 
dificación do  ese  articulo  establecida  por  el  catorce  de 
la  Orden  número  ciento  nueve  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  donde  no  hay  acusación  no  puede  ha- 
ber condena,  porque  de  otro  modo  se  quebranta  el 
principio  del  sistema  acusatorio  que  ha  ratificado  la 
referida  Orden. 

Eesultando,  que  habiendo  denegado  la  Audiencia 
la  admisión  del  recurso  ya  dicho,  el  procesado  recurrió 
en  queja  ante  este  Tribunal,  el  cual  la  declaró  con 
lugar,  y  en  su  consecuencia,  admitido  aquél,  se  eleva- 
ron los  autos  originales,  y  previa  la  debida  instrucción 
se  celebró  la  vista  pública  correspondiente  en  la  que 
el  defensor  y  el  Ministerio  Fiscal  sostuvieron  la  pro- 
cedencia del  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando,  que  conforme  al  principio  acusisito- 
rio  en  que  se  basa  esencialmente  la  vigente  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  no  es  posible  que  un  Tribu- 
nal, en  ningún  caso,  condene  &  una  persona  contra  la 
cual  no  se  mantenga  la  acusación  correspondiente  por 
el  Ministerio  Fiscal  ó  por  un  particular,  pues  de  otra 
suerte  quedará  violado  el  referido  principio,  el  cual  ha 
sido  ratificado  y  ampliado  de  modo  explícito  en  el  ar- 
tículo catorce  de  la  Orden  número  ciento  nueve  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  al  determinar  taxativa- 
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mente  los  casos  en  que  el  Tribunal  tiene  facultad  para 
separarse  de  los  términos  de  la  acusación  en  sentido 
de  agravarlos. 

Considerando,  que  en  tal  concepto,  con  arreglo  al 
último  precepto  citado,  modificativo  del  articulo  sete- 
cientos treinta  y  tres  de  la  Ley  procesal,  y  dado  el 
texto  mismo  de  la  fórmula  que  éste  contiene,  así  como 
el  del  número  tercero  del  articulo  novecientos  doce  de 
dicha  ley,  que  sirve  de  apoyo  á  recursos  como  el  de 
que  se  trata,  en  casos  como  el  presente  en  que  el  Mi- 
nisterio Fiscal  ha  pedido  la  absolución  del  procesado 
por  estimar  que  concurre  á  su  favor  una  circunstancia 
eximente  de  responsabilidad,  el  Tribunal  no  está  fa- 
cultado para  dictar  sentencia  condenatoria,  ni  aún 
empleando  la  indicada  fórmula  del  artículo  setecientos 
treinta  y  tres,  pues  ésta  sólo  es  aplicable,  según  las 
citadas  disposiciones,  cuando  se  trata  de  castigar  &  un 
procesado  más  gravemente  de  lo  que  es  acusado,  pero 
nunca  cuando  contra  él  se  ha  retirado  en  absoluto  la 
acusación;  y  por  consiguiente  la  Sala  sentenciadora, 
al  condenar  al  procesado  Acosta  como  autor  del  delito 
de  lesiones  graves,  á  pesar  de  no  ser  acusado,  ha  in- 
currido en  el  quebrantamiento  de  forma  alegado  en  el 
recurso  y  á  que  se  refiere  el  número  tercero  del  artícu- 
lo novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, pues  dicho  quebrantamiento  es  de  entenderse 
que  existe  cuando  se  pena  un  delito  sin  haber  acu- 
sación. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  interpuesto  por  Estanislao  Acosta  y  Rodrí- 
guez contra  la  sentencia  expresada  dictada  por  la  Au- 
diencia de  Pinar  del  Bio,  la  cual  casamos  y  anulamos 
sin  especial  condenación  de  costas:  y  con  certificación 
de  la  presente  resolución,  devuélvase  la  causa  á  dicha 
Audiencia  para  que  reponiéndola  al  estado  de  dictar 
nuevo  fallo  lo  pronuncie  con  arreglo  á  derecho.  Co- 
muniqúese, etc.  A£i  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pi- 
chardo. —  Luis  Gastón. —  José  Cabarrocas  Horta. — 
Ambrosio  R.  Morales.— Francisco  Noval  y  Marti. 


Fin  del  Tomo  111. 
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Cltieb.  forma  é  inf.  ley.— Sent.  19.— 16  de  Sbre.  de  1902. 

(  Gac,  Enero  12. ) 

DOCTRINA:— Bl  níimcro  G^  del  artículo  1091  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  Civil  nutorizn  el  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma,  cuando  conoce 
del  juicio  un  tribunal  incompetente  salvo  el  caso  de 
que  la  incompetencia  lo  sea  por  raxón  de  la  materia; 
pero  dicho  precepto  no  autoriza  un  recurso  fundado 
en  haberse  abstenido  el  Tribunal  sentenciador  de  re- 
solver el  caso  proi)uesio,  por  estimarse  incompetente, 
pues,  cuando  tal  decisión  es  indebida  se  comete-  una 
infracción  de  ley,  pero  no  se  incurre  en  quebrantamien- 
to de  forma. 

El  motivo  de  casación  previsto  en  el  número  69  del 
artículo  1  691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  consis- 
te en  haber  conocido  de  un  pleito  un  Tribunal  que  no 
tenga  competencia  para  ello,  pero  no  puede  invocarse 
como  tal  motivo  la  forma  y  oportunidad  en  que  haya 
dictado  la  resolución  declarándose  incompetente. 

La  infracción  prevista  en  el  número  2?  del  artículo 
1690  de  la  Ley  de  Enjidciamieato  Civil  consiste  en 
omitir  la  Sala  sentenciadora  pronunciar  acerca  de 
alguno  de  los  particulares  que  hayan  sido  objeto  del 
litigio,  pero  no  puede  cometerse  cuando  se  abstiene  de 
resolver  en  el  fondo  por  entender  que,  por  razón  de  la 
materia,  carece  de  competencia  para  fallar. 

Cuando  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  Administrati- 
vo se  abstiene  de  fallar  un  pleito  por  entender  que  la 
resolución  recurrida  no  cae  bajo  su  jurisdicción  por  no 
lesionar  un  derecho  preexistente  de  carácter  adminis- 
trativo á  favor  del  demandante,  emanado  de  una  Ley 
ó  un  Reglamento  administrativo,  no  comete  la  infrac- 
ción prevista  en  el  número  fi*?  del  artículo  1690  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  á  menos  que,  el  recurren- 
te no  demuestre,  por  los  medios  legales,  que  las  leyes 
que  al  efecto  invoque  le  otorgaban  el  derecho,  contra 
cuya  lesión  reclama  en  el  pleito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  seis  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  dos,  en  el  pleito  conten- 
cioso-admiuistrativOy  seguido  entre  partes,  como  de- 
mandantes, doña  Francisca  Marti,  viuda  de  Cadaval, 
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y  don  Segundo  Hevia,  y  como  demandada  la  Admi- 
nistración General  representada  por  el  Ministerio  Fis- 
cal, siendo  coadyuvantes  la  Compañía  del  Ferrocarril 
Eléctrico  de  la  Habana  y  el  Ayuntamiento  de  esta 
ciudad,  sobre  revocación  de  las  resoluciones  adminis- 
trativas dictadas  por  la  Secretarla  de  Gracia  y  Justi- 
cia y  Gobernación  y  la  de  Obras  P&blicas  y  Comu- 
nicaciones respecto  de  la  concesión  de  un  tranvía 
eléctrico  á  don  Mariano  de  la  Torre,  y  de  la  autoriza- 
ción concedida  á  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano 
y  Ómnibus  de  la  Habana  para  construir  y  explotar  en 
las  mismas  condiciones  y  circunstancias  y  prastando 
la  misma  fianza,  las  línea»,  ramales  y  prolongaciones 
contenidos  en  los  cinco  recorridos  del  proyecto  de  don 
Mariano  de  la  Torr^;  y  el  cual  pleito  con tenci oso-ad- 
ministrativo pende  ante  este  Tribunal  Supremo  á  vir- 
tud de  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  y  por  infracción  de  ley  interpuestos  por  la 
representación  de  la  señoia  Martí  y  por  la  del  señor 
Hevia,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Bala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  con  fecha  trein- 
ta y  uno  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno. 

Primero.  Resultando  que  en  la  mencionada  sen- 
tencia se  contienen  los  siguientes  fundamentos  de 
hecho. 

Antecedsntbs  administrativos: 

Segundo.  Resultando  que  de  los  expedientes  ad- 
ministrativos remitidos  á  este  Tribunal  aparece  que 
en  veinte  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos  el  Gobierno  Civil  de  la  Habana  previas 
las  formalidades  exigidas  en  la  Ley  de  la  materia 
aprobó  un  proyecto  de  tranvía  presentado  por  el  señor 
Mariano  de  la  Torre  mandando  un  ejemplar  de  dicho 
proyecto  al  Ayuntamiento  para  que  procediera  á  con- 
certar con  el  solicitante  las  bases  de  la  concesión  lo 
que  se  llevó  á  cabo  habiéndose  publicado  en  la  Gaceta 
de  la  Habana  de  primero  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres,  y  Boletin  de  la  provincia  del  cuatro  del 
propio  mes  y  año  el  siguiente  pliego  de  condiciones: 
Artículo  primero:  El  Ayuntamiento  de  la  Habana  ha- 
ciendo uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  artículo 
ciento  cuatro  del  Reglamento  de  veinte  y  cuatro  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  dictado  para 
la  ejecución  de  la  Ley  general  de  Ferrocarriles  de 
veinte  y  tres  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta 
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y  siete,  mandada  aplicar  á  esta  Isla  por  Beal  Orden 
de  veinte  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos,  saca  á  pública  subasta  por  el  término 
de  treinta  días  contados  desde  la  pabiicación  de  este 
anuncio  en  el  Boktin  Oficial  de  esta  provincia  y  en  la 
Gaceta  de  la  Habana  la  concesión  de  un  tranvía  que 
partiendo  de  la  Plaza  de  Armas  termina  en  la  misma 
recorriendo  los  trayectos  y  calles  que  se  detallan  en  el 
proyecto  del  señor  Marqués  de  Santa  Coloma  aproba- 
do por  el  señor  Gobernador  de  esta  Región  en  veinte  y 
ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos 
que  se  halla  de  manifiesto  al  público  en  la  Secretaría  de 
la  Corporación.  Artículo  segundo:  La  concesión  se 
otorgará  por  sesenta  años  con  arreglo  á  las  bases  concer- 
tadas con  el  peticionario  acordadas  por  el  Ayuntamien- 
to y  aprobadas  por  la  Superioridad  al  pliego  de  condi- 
ciones aprobado  por  el  Gobierno  de  la  Región  en  veinte 
y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos, 
y  á  las  tarifa»  aprobadas  en  la  misma  fecha,  cuyos  do- 
cumentos, así  como  los  planos,  memoria  descriptiva  y 
proyectos  se  hallan  de  manifiesto  en  1»  Secretaría  del 
Ayuntamiento  todos  los  días,  no  feriados,  de  doce  de  la 
mañana  á  cuatro  de  la  tarde  á  disposición  de  los  que 
deseen  mejorar  la  proposición  que  se  consigna  en  el 
pro^'ccto  aprobado,  presentado  por  el  referido  señor 
Marqués  de  Santa  Coloma.  Artículo  tercero:  La  li- 
citación tendrá  efecto  el  día  cinco  del  próximo  mes 
de  Agosto  á  las  doce  de  la  mañana  en  el  Salón  de  se- 
siones del  Excelentísimo  Ayuntamiento,  bajo  la  Pre- 
sidencia del  señor  Alcalde  Municipal  con  asistencia 
del  Director  facultativo  de  Obras  Municipales  y  del 
Depositario  y  Secretario  del  Ayuntamiento,  según  dis- 
pone el  artículo  ciento  catorce  del  Reglamento  de 
Obras  Públicas  de  veinticinco  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  tres  y  con  sujeción  á  lo  aplicable  á 
la  Instrucción  de  once  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  nueve,  según  previene  el  artículo  treinta 
y  ocho  del  citado  Reglamento.  Podrán  hacer  propo- 
siciones además  del  autor  del  proyecto  exento  de 
constituir  depósito,  según  los  artículos  treinta  y  seis 
y  treinta  y  ocho  del  Reglamento,  los  que  acrediten 
haber  hecho  en  efectivo  en  las  Cajas  del  Ayuntamien- 
to el  uno  por  ciento  del  presupuesto  ó  sea  la  cantidad 
de  dos  mil  trescientos  pesos.  Artículo  cuarto:  Las 
proposiciones  se  presentarán  en  pliegos  cerrados  con 
arreglo  estrictamente  al  modelo  que  se  consigna  al  fi- 
nal de  este  anuncio  y  en  ella  se  expresará  en  letras  el 
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tanto  por  ciento  de  rebaja  que  el  proponente  se  com- 
prometa á  hacer  en  los  tipos  de  las  tarifas  aprobadas, 
qae  será  el  mismo  y  único  para  todos  los  elementos  de  la 
tarifa.    Si  de  la  lectura  de  las  proposiciones  resnltare 
haber  dos  ó  más  igualmente  ventajosas  se  procederá 
en  el  acto  á  una  nueva  licitación   abierta,  en  que  sólo 
podrán  tomar  parte  los  firmantes  de  las  proposiciones 
iguales.    Esta  licitación  versará  sobre  la  rebaja  en  el 
número  de  años  que  se  ha  fijado  para  la  concesión  y 
durará  por  lo  menos  quince  minutos,  pasados  los  cua- 
les terminará  cuando  el  Presidente  lo  disponga,  aper- 
cibiéndole antes  por  tres  veces.    Artículo  quinto:  Se 
otorgará  la  concesión  al  que  sea  declarado  mejor  pos- 
tor en  la  subasta  en  la  inteligencia  de  que  según  dis- 
pone el  artículo  ciento  catorce  del  Reglamento  vigen- 
te, se  reserva  al  señor  Marqués  de  Santa  Coloma  el 
derecho  de  tanteo,  y   por  lo  tanto  el  de  ser  declarado 
adjudicatario  por  la  cantidad  que  hubiere  ofrecido  el 
mejor  postor.    Para  poder  ejercerlo  deberá  asistir  por 
si  ó  por  un  representante  debidamente  autorizado  al 
acto  de  la  subasta  el  cual  se  prolongará  media  hora 
para  que  dicho  señor  pueda  hacer  la  declaración  co- 
rrespondiente, que  en  ese  caso  te  hará  constar  en  el 
acta  del  remate.    Si  transcurriere  media  hora  sin  ha- 
cerse declaración  alguna,  se  entenderá  que  el  señor 
Marqués  de  Santa  Coloma  renuncia  al  derecho  de  tan- 
teo y  el  Presidente  declarará  mejor  postor  al  firmante 
de  la  proposición  más  ventojosa.  Artículo  sexto:  Si  el 
adjudicatario  no  fuese  el  Marqués  de  Santa  Coloma, 
tendrá  aquél  la  obligación  de  abonar  á  éste  en  el  tér- 
mino de  un  mes  la  cantidad  de  veinte  y  dos  mil  pesos 
oro  valor  á  que    asciende  la    tasación  del    proyecto 
practicada  por  los  peritos  y  aprobada  por  el  Gober- 
nador de  la  Región  todo  en  virtud    de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  treinta    y  ocho,  treinta  .y  nueve  y 
ciento   catorce   del    Reglamento   y    sesenta  y  dos  y 
setenta  y  dos   de   la   Ley   de  Obras   Públicas.    Ar- 
tículo séptimo:    En  caso  de  no  presentarse  ninguna 
proposición  que   mejore  la  presentada   por  el   señor 
Marqués  de  Santa   Coloma,  6  de  que  hiciere  éste  uso 
del  derecho   de  tanteo   se  le  adjudicará  la  concesión 
con  carácter  provisional  y  se  le  notificará  al  efecto  de 
que   en  el  término   de  un  mes   constituya  la   fianza 
del  tres  por   ciento  del    importe   del    presupuesto  ó 
sea  la  cantidad  de  seis  mil  novecientos  pesos  en  oro 
ó  en  láminas  hipotecarias  del  Ayuntamiento,  al   ti- 
po de  cotización  de  la  víspera  según    dispone  el   ar- 
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ticulo  ciento  diez  del  Reglamento  concordante  con 
el  cincuenta  y  nueve  de  la  Ley;  y  con  la  carta  de  pago 
de  la  constitución  se  acordará  por  el  Ayuntamiento 
la  concesión  definitiva  y  se  procederá  á  otorgar  la 
escritura  correspondiente.— Artículo  octavo:  Si  el 
adjudicatario  provisional  no  fuese  el  señor  Mar- 
qués de  Santa  Goloma  además  de  la  constitución  de 
]a  fianza  que  se  expresa  en  el  artículo  anterior  jus- 
tificará el  pago  á  dicho  señor  del  valor  del  proyecto 
dentro  d*'!  término  de  un  mes  sin  cuya  justificación 
no  podrá  acordarse  la  concesión  definitiva. — Artículo 
noveno:  Terminado  el  acto  de  la  subasta  y  adjudica- 
da provisionalmente  la  concesión  por  el  señor  Pre- 
sidente se  devolverán  T^s  cartas  de  pago  de  los  de- 
pósitos á  los  autores  de  las  proposiciones  desechadas 
quedando  la  del  adjudicatario  para  responder  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  á  que  se  obliga 
por  la  proposición. — Artículo  décimo:  Si  adjudicada 
provisionalmente  la  concesión  no  cumpliese  el  conce- 
sionario con  la  obligación  de  constituir  la  fianza  del 
tres  por  ciento  en  el  plazo  de  un  mes  el  Ayuntamien- 
to sin  hacer  ningún  requerimiento  acordará  en  el 
plazo  de  ocho  días  quedar  desierta  la  subasta  con 
pérdida  del  depósito  constituido  para  tomar  parte 
en  ella  y  se  anunciará  otra  nueva  dentro  del  mismo 
plazo. — Artículo  undécimo:  Todos  los  gastos  de  anun- 
cios, escrituras,  derechos  al  Estado  y  testimonios,  se- 
rán de  cuenta  del  concesionario.  Que  en  cinco  de 
Agosto  del  repetido  año  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres  tuvo  lugar  la  subasta  levantándose  la  siguiente 
acta:  '*En  la  Habana  á  cinco  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres  se  reunieron  en  la  Sala  Capitu- 
lar bajo  la  Presidencia  del  señor  Alcalde  Municipal  el 
Arquitecto  Director  facultativo  de  Obras  Municipales 
don  Antonio  Ariza  y  el  Depositario  Municipal  don 
IBduardo  Iturrioz  como  tribunal  designado  para  la  su- . 
basta  de  la  concesión  de  un  tranvía  bajo  las  bases  pro- 
puestas por  el  señor  Marqués  de  Santa  Coloma  y 
aprobadas  por  el  señor  Gobernador  de  esta  Región  en 
veinte  y  ocho  de  Noviembre  d»  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos  y  al  objeto  de  proceder  al  acto  de  la  su- 
basta convocada  para  el  día  de  hoy  según  anuncios 
insertos  en  la  Gaceta  de  esta  ciudad  y  Boletín  Ofidal 
de  esta  Provincia,  presente  el  infrascrito  Secretario 
del  Excelentísimo  Ayuntamiento;  dadas  las  doce  del 
día,  hora  fijada  para  el  acto,  el  señor  Presidente  decla- 
ró constituido  el  Tribunal  y  abierta  la  licitación  con 
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sujeción  á  la  instrucción  de  once  de  Septiembre  de 
mil  ochoeieutofi  sesenta  y  nueve  conforme  á  lo  preve- 
nido en  el  articulo  treinta  y  ocho  del  B-e^lamento  de 
Obras  Publicas,  de  veinte  y  cuatro  de  Abril  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  tres  y  las  prescripciones  perti- 
nentes al  caso  del  Real  Decreto  de  cuatro  de  Enero  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  tres  ya  referido.  En  su 
consecuencia  y  después  de  leída  laronvoeatoria  para 
la  subasta  se  dieron  los  pregones  de  estilo  &  fin 
de  que  los  licitadores  presentaran  los  pliegos  de 
proposiciones  y  llenas  las  formalidades  previstas  en 
las  reglas  de  la  tercera  á  novena  del  articulo  diez  y 
seis  del  mencionado  Real  Decreto,  resultó  presen- 
tado solo  un  pliego  que  abierto  por  la  Presidencia 
contenia  una  proposición  suscrita  por  el  señor  Mar- 
qués de  Santa  Coloma  la  que  consigna,  que  entera- 
do de  los  anuncios  publicados,  de  las  bases  aproba- 
das por  el  Ayuntamiento  para  la  adjudicación  del 
tranvía  proyectado  para  esta  ciudad  y  aprob?ido  por 
el  Gobierno  de  la  Región  y  del  pliego  de  condiciones 
para  la  concesión  que  acepta  en  todas  sus  partes  soli- 
cita se  conceda  á  su  favor  bajo  los  tipos  de  la  tarifa 
aprobada  no  acompañando  la  carta  de  pago  del  depó- 
sito por  eximirle  de  ese  requisito  el  artículo  tercero 
de  la  convocatoria.  En  su  vista  el  señor  Presidente 
conforme  con  esta  última  circunstancia  por  resultar  el 
postor  el  mismo  autor  del  proyecto  y  teniendo  en  cuen- 
ta que  es  la  única  proposición  presentada  y  por  consi- 
guiente no  ha  habido  ocasión  de  practicar  lo  previsto 
en  el  artículo  cuarto  de  la  convocatoria  en  virtud  de 
no  haber  concurrido  más  licitadores,  dispuso  adjudicar 
al  citado  peñor  Marqués  de  Santa  Coloma  la  concesión 
objeto  de  la  subasta  con  carácter  de  provisional  en 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  séptimo 
de  la  repetida  convocatoria  y  que  se  proceda  á  las  de- 
más formalidades  que  el  mismo  previene  extendiéndo- 
se la  presente  que  firmaron  los  concurrentes  al  acto 
con  su  Señoría  y  el  adjudicatario  ante  mí  de  que  cer- 
tifico.— Alvarez. — Eduardo  Iturrioz. — Mariano  de  la 
Torre. — Agustín  Guajardo.»  —  Que  aunque  el  Ayun- 
tamiento oportunamente  interpuso  los  recursos  de 
alzada  y  contencioso- administrativo  contra  el  acuerdo 
del  Gobernador  Civil  de  la  Habana,  á  que  se  ha  hecho 
referencia  fué  desestimada  la  alzada  y  declarada  con 
lugar  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juris- 
dicción alegada  por  el  Ministerio  Fiscal  en  el  recurso 
contoncioBO-administratívo,  que  quedó  resuelto  en  tal 
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sentido  en  senteDcia  de  tres  de  Abiil  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro:  que  por  acta  notarial  levantada  en 
esta  ciudad  en  ocho  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  cuatro  ante  el  Notario  don  Francisco  de  Paula  Ro- 
dríguez Acosta,  don  José  Canela  y  Bauza  como  apodera- 
do de  don  Francisco  Plá  y  Martínez  Picabia  requirió  á 
la  señora  doña  Julia  Jorrín  y  Moliner  viuda  de  Santa 
Coloraa  para  que  por  sí  y  en  uso  de  su  propio  derecho  y 
como  albacea  universal  tenedora  y  administradora  de 
los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  su  legítimo 
consorte  el  señor  Mariano  de  la  Torre  y  á  don  Joa- 
quín Ruiz  y  Ruiz  por  sí  para  que  ambos  con  dichos 
caracteres  ratificaran  en  todas  y  cada  una  de  sus  par- 
tea y  de  la  manera  más  solemne  y  eficaz  que  en  dere- 
cho procediera  el  contrato  celebrado  en  veinte  de  Fe- 
brero del  propio  año,  por  virtud  del  cual  cedió  el 
señor  Torre  al  señor  Plá  y  Picabia  la  conce- 
sión del  Tranvía  á  que  viene  haciéndose  referen- 
cia por  el  precio  de  cincuenta  mil  pesos  de  los  cuales 
veinte  y  cinco  mil  debía  abonar  el  señor  Plá  al  señor 
Ruiz  por  sus  tiabajos  x^omo  Ingeniero,  cinco  mil  pesos 
tenía  ya  recibidos  el  señor  Mariano  de  la  Torre  quien 
recibió  además  en  el  acto  otros  veinte  rail  pesos  com- 
prometiéndose además  el  señor  Plá  en  reservar  para 
el  señor  Torre  la  mitad  de  las  acciones  que  seg&u  un 
contrato  celebrado  por  éste  con  los  señores  Farrés  y 
Duque,  debían  corresponderle  si  dichos  señores  logra- 
ban encontrar  el  capital  necesario  para  constituir  una 
Compañía  para  explotarla  concesión,  entendiéndose  li- 
mitado el  precio  de  la  concesión  á  los  cincuenta  mil 
pesos  si  no  se  realizaba  el  compromiso  de  los  señores 
Farrés  y  Duque,  y  caso  de  realizarse  desde  luego  el 
señor  Torre  autorizaba  á  su  esposa  doña  Julia  Jorrín 
pa^a  que  sin  su  intervención  pudiera  percibir  dichas 
acciones  y  disponer  libremente  de  ellas;  que  en  nueve 
y  diez  de  Mayo  del  propio  año  constituido  el  Notario 
en  casa  de  la  señora  Jorrín  y  del  señor  Ruiz  les  hizo 
el  requerimiento  interesado  y  ambos  aprobaron  con- 
firmaron y  ratificaron  en  todas  y  cada  una  de  sus  par- 
tes el  referido  contrato  manifestando  además  la  seño- 
ra Joriín  que  los  derechos  y  acciones  que  le  resultan 
de  dicho  contrato  los  tiene  afectados  expresamente 
á  favor  de  don  Francisco  Plá  y  Martínez  Pica- 
bia por  la  cantidad  y  condiciones  que  determina  el 
documento  que  tiene  otorgado  con  fecha  veinte  y  ocho 
de  Abril  del  propio  año;  y  el  señor  Ruiz  que  aprueba, 
confirma  y  ratifica  especialmente  lo  convenido  en  el 
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inciso  B.  del  artículo  coarto  y  en  los  artículos  quinto 
y  décimo  y  undécimo  del  documento  que  queda  citado 
y  sobre  el  pago  de  los  veinte  y  cinco  mil  pesos  6  sea 
que  el  señor  Plá  no  estaba  obligado  á  su  entrega  inme- 
diata sino  en  el  caso  de  realizarse  en  cualquiera  forma 
que  sea  la  construcción  y  explotación  del  tranvía: 
que  en  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  dirigió  el  señor  Plá  instancia  al  Alcalde  Muni- 
cipal manifestando  que  aeg&n  copia  autorizada  que 
acompañó  había  obtenido  del  señor  Mariano  de  la  To- 
rre la  cesión  de  todos  los  derechos  y  acciones  que  le 
correspondían  como  concesionario  del  privilegio  para 
construir  y  explotar  un  tranvía  con  sujeción  al  pro- 
yecto y  banes  aprobadas  por  el  Ayuntamiento  en  diez 
y  nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  é 
interesando  que  se  entendiera  otorgada  á  su  nombre  la 
concesión  hecha  al  señor  Marqués  de  Santa  Goloma; 
que  en  seis  de  Diciembre  del  propio  año  presentó  nue- 
va instancia  el  señor  Plá  acompañando  testimonio  de 
la  escritura  otorgada  en  primero  de  dicho  mes  ante  el 
Notario  don  Carlos  Laurent  por  la  que  doña  Julia  Jo- 
rrín  por  sí  y  con  el  carácter  de  albacea  administrado- 
ra de  los  bienes  relictos  de  su  difunto  consorte  don 
Mariano  de  la  Torre,  don  Francisco  Plá  y  Martínez 
Picabia  y  don  Joaquín  Ruiz  y  Ruiz  elevaron  á  escri- 
tura pública  el  documento  privado  á  que  se  hizo  refe- 
rencia al  extractar  el  acta  notarial:  que  por  acuerdo 
del  Ayuntamiento  se  aceptó  la  cesión  al  Sr.  Plá  de  los 
derechos  y  acciones  que  asistían  al  Sr.  Torre  respecto 
de  la  concesión  para  construir  y  explotar  un  tranvía  en 
esta  ciudad,  así  como  también  que  se  le  adjudicara  pro- 
visionalmente como  tal  concesionario  el  remate  celebra- 
do en  cinco  de  Agosto  del  noventa  y  tres  y  por  conse- 
cuencia la  concesión  provisional  del  Tranvía  de  que  se 
trata  y  se  dispuso  que  se  requiriera  á  Plá  para  que 
conforme  determina  el  artículo  séptimo  del  pliego 
de  condiciones  constituyera  en  el  término  de  un 
mes  la  fianza  del  tres  por  ciento  del  importe  del 
presupuesto,  que  en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco  compareció  en 
la  Secretaría  del  Ayuntamiento  don  José  Canela, 
y  manifestó  que  en  su  domicilio,  Galiano  trein- 
ta y  ocho,  había  recibido  un  pliego  dirigido  á  don 
Francisco  Plá  de  cuyo  pliego  hacía  entrega  porque 
dicho  señor  residía  y  tenía  su  domicilio  en  el  ingenio 
«San  Manueb),  en  Puerto  Padre,  correspondiente  al 
término  municipal  de  Victoria  de  las  Tunas,  que  en 
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el  propio  día  se  dispuso  remitir  la  comanicación  en 
que  se  notificaba  lo  resuelto  al  señor  P1&  que  era  lo 
que  contenía  el  pliego  devuelto  al  Alcalde  Municipal 
de  Victoria  de  las  Tunas  para  sd  entrega  á  Plá;  que 
no  obstante  haberse  reproducido  dicha  comunicación 
en  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  no 
consta  que  fuera  entregada  al  señor  Plá:  que  en  vein- 
te y  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  el  Concejal  don  Manuel  Qonzález  Peraza  pre- 
sentó una  moción  proponiendo  que  se  declararase  de- 
sierta la  subasta  en  cuestión  y  que  se  sacara  de  nuevo  á 
remate  la  concesión  fundándose  en  que  á  su  juicio 
había  transcurrido  el  término  para  la  constitución  de 
la  ñinza  por  deber  estimarse  hecha  la  notificación  al 
señor  Marqués  de  Santa  Coloma  y  al  señor  Plá:  que 
el  Ayuntamiento  en  sesión  de  primero  de  Octubre 
acordó  sin  discusión  y  de  conformidad  con  los  infor- 
mes procedentes  de  los  Letrados  Municipales  y  co- 
misión de  Hacienda  llevar  á  cabo  la  notificación  al 
señor  Plá  por  no  estimarla  hecha  y  entender  que 
mientras  no  se  hiciera  habia  de  considerarse  vigente 
el  derecho  de  que  estaba  en  posesión  el  concesionario: 
que  contra  ese  acuerdo  interpusieron  recurso  de  alza- 
da don  Carlos  Carrió,  don  Leopoldo  de  Armas,  don 
Alberto  Cadaval  y  don  Segundo  Hevia  para  ante  el- 
Gobernador  Civil  de  la  Provincia  quien  lo  declaró  sin 
lugar  por  su  resolución  de  once  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho:  que  interpuesto  de  nue- 
vo recurso  de  alzada  por  los  señores  Hevia  y  Cadaval 
para  ante  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Gober- 
nación, ésta  en  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
nóvente  y  ocho,  declaró  sin  lugar  el  recurso  y  confir- 
mó la  resolución  del  Gobierno  Civil. 

Tercero.  Resultando  que  aunque  se  reclamó  el  ex- 
pediente en  que  la  Secretaría  de  Obras  PCiblicas  y  Co- 
municaciones dictó  la  resolución  á  favor  del  Urbano 
no  ha  sido  remitido  á  este  Tribunal  y  sólo  se  ha  traído 
en  el  período  de  prueba  los  autos  del  pleito  contencio- 
BO-administrativo  interpuesto  por  don  Francisco  Plá 
contra  la  expresada  resolución  y  cuyo  pleito  terminó 
por  haberse  apartado  de  él  el  señor  Plá  apareciendo 
unida  á  dichos  autos  la  Gaceta  de  ocho  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  en  que  pe  publicó 
la  citada  resolución,  que  á  la  letra  dice:  '^ Vista  la 
solicitud  presentada  en  veinte  y  seis  de  Noviembre  fil- 
timo  por  don  Segundo  Alvarez  con  el  carácter  de  Pre- 
sidente de  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano  y  Om- 
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nibus  de  la  Habana  para  que  se  conceda  y  declare  á 
la  Compañía  que  representa  él  derecho  que  le  recono- 
ce el  artículo  treinta  y  ocho  del  pliego  de  condiciones 
de  la  concesión  definitiva  otorgada  por  Real  Decreto  de 
cinco  dri  Febrero  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve 
á  D.  José  Domingo  Trigo  para  la  construcción  y  explo- 
tación de  un  Ferrocarril  Urbano  en  la  Habana,  movido 
por  fuerza  animal  y  para  que  se  reconozca  á  la  Empresa 
que  preside  sucesora  legal  del  referido  Trigo  los  dere- 
chos y  obligaciones  de  la  expresada  concesión,  el  que 
le  asiste  para  construir  y  explotar  los  ramales,  líneas 
y  prolongaciones  de  tranvías  solicitado  por  don  Ma- 
riano de  la  Torre,  Marqués  de  Santa  Coloma,  ó  los 
que  de  él  hubieren  su  derecho  en  virtud  de  la  prefe- 
rencia que  á  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano  y 
Ómnibus  de  la  Habana  reconoce  el  citado  artículo 
treinta  y  ocho  y  que  se  le  otorgue  la  escritura  pública 
notarial  que  exige  para  ese  caso  y  los  futuros  análo- 
gos establecido  y  sancionado  su  referido  derecho.  Re- 
sultando que  el  referido  pliego  de  condiciones  fué  en 
efecto  aprobado  por  Real  Decreto  de  cinco  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve  á  propuesta  del 
Exciuo.  Keñór  don  Leopoldo  O'Donell,  Ministro  de  la 
Guerra  y  de  Ultramar,  de  conformidad  con  lo  infor- 
mado por  el  Consejo  de  Estado  y  por  las  Juntas  Con- 
sultivas de  Caminos  y  ('anales  y  Puertos  y  publicado 
en  la  Gaceta  de  Madrid  y  mandado  publicar  en  la  de 
esta  Isla  de  orden  del  Excmo.  Sr.  Gobernador  General 
en  veinte  y  seis  de  Marzo  de  mil  ochocientos  cincuen- 
ta y  nueve,  la  cual  publicación  se  insertó  en  el  núme- 
ro correspondiente  al  seis  de  Abril  del  mismo  año. 
Resultando  que  el  artículo  treinta  y  ocho  antes  citado 
á  la  letra  dice:  El  Gobierno  se  reserva  la  facultad  de 
hacer  nuevas  concesiones  de  Ferrocarriles,  ya  como 
prolongación  del  que  construye  el  concesionario,  ya 
como  ramales  ó  hijuelas  suyas;  entendiéndose  que  la 
obra  ha  de  ser  declarada  de  utilidad  y  de  uso  público 
y  no  para  el  servicio  de  particulares.  El  qpncesionario 
no  pendra  obstáculo  á  estas  prolongaciones  ó  empal- 
mes ni  reclamará  por  ello  indemnización  de  ningún 
género,  á  menos  que  le  resulte  interrupción  de  tránsi- 
to ó  daño  material  causado  al  camino.  Si  el  con- 
cesionario quisiera  construir  los  mismos  ramales 
y  prolongaciones  tendrá  la  preferencia  en  igual- 
dad de  circunstancias.  Resultando  de  los  planos 
que  obran  en  ente  expediente  que  las  líneas  del 
Tranvía    solicitadas   por   don    Mariano    de    la    To- 
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rre  cruzan  las  actuales  lineas  de  la  Empresa  del 
Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de  la  Habana  en  múl- 
tiples puntos  como  son:  en  la  calzada  de  San  Lázaro 
fíente  á  Belascoain,  Zulueta  esquina  á  Cárcel,  Zulueta 
esquina  á  Animas,  Aguiar  esquina  á  Tejadillo,  Zulue- 
ta esquina  á  Dragones,  Gaicano  esquina  á  Dragones, 
Reina  esquina  á  Campanario,  Reina  esquina  á  Man- 
rique, Egido  esquina  á  Sol,  Egido  esquina  á  Luz,  mue- 
lle de  Luz  en  la  Plazuela  del  mismo  nombre,  Monte 
esquina  á  Cárdenas,  Belascoaín  esquina  á  Campana- 
rio, y  Monte  esquina  á  Belascoaín,  Resultando  que 
en  la  concesión  solicitada  por  don  Mariano  de  la  To- 
rre y  sus  sucesores  se  expresa  el  propósito  de  utilizar 
las  actuales  líneas  de  la  Empresa  del  Urbano  para  ha- 
cer circular  por  ellas  sus  carruajes.  Considerando  que 
las  facultades  que  en  materia  de  obras  públicas  compe- 
tían al  Ministerio  de  Ultramar  antes  de  establecerse 
en  esta  Isla  el  légimen  autonómico  han  sido  transfe- 
ridas po'r  la  promulgación  de  la  constitución  colonial 
vigente  á  la  Secretaría  de  Obras  Públicas  y  Comuni- 
caciones. Considerando  que  la  conccflióf»,  construc- 
ción y  explotación  de  toda  clase  de  Ferrocarriles  in- 
cluso los  Tranvías  que  define  la  Ley  como  Ferrocarri- 
les establecidos  sobre  vías  públicas  cuyo  carácter  está 
confirmado  por  la  constante  jurisprudencia  del  Tribu- 
nal Contencioso  Administrativo,  están  sujetos  á  la 
Ley  general  de  Ferrocarriles  de  veintitrés  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  y  al  Reglamento 
dictado  para  su  ejecución  por  cuyo  cumplimiento 
corresponde  velar  á  esta  Secretaría  como  autoridad  su- 
prema del  Ramo.  Considerando  que  la  referida  Ley  ge- 
neral de  Ferrocarriles  es  aplicable  á  todas  las  concesio- 
nes anteriores  á  su  promulgación,  según  se  expresa  i n- 
vaiiablemente  en  cuantas  han  sido  otorgadas,  las  cuales 
han  estado  siempre  sujetas  para  lo  sucesivo  á  todas 
las  disposiciones  que  con  carácter  general  se  dictaren 
sobre  la  materia,  salvo  siempre  los  derechos  adquiri- 
dos. Considerando  que  la  preferencia  que  á  la  Em- 
presa del  Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de  la  Haba- 
na reconoce  el  Re^l  Decreto  de  cinco  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve  es  derecho  mucho 
más  lato  que  el  de  tanteo  á  que  alude  la  Legislación 
de  Ferrocarriles  para  la  adjudicación  de  las  concesio- 
nes en  las  subastas  y  tiene  dicha  preferencia,  además, 
el  carácter  de  permanente  y  de  disfrute  común  para 
la  Empresa  concesionaria  de  aquella  época,  á  las  cua- 
les el  poder  público  trataba  de  alentar  con  todo  géne- 
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ro  de  estímulos,  pudiendo  citarse,  entre  otros  casos  el 
de  igual  preferencia  concedida  á  la  Empresa  del  Ferro- 
carril del  Oeste  por  el  artículo  cuarenta  de  su  primitiva 
concesión.  Considerando  que  al  Ministerio  de  la  Guerra 
y  Ultramar  quedó  reservada  por  Real  Decreto  de  cinco 
de  Febrero  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve  la 
facultad  de  resolver  sobre  el  derecho  que  á  la  Empre- 
sa de  Tranvías  y  Ómnibus  de  la  Habana  reconoció  el 
artículo  treinta  y  ocho  del  pliego  de  condiciones  de  su 
concesión;  y  que  esa  facultad  radica  hoy  en  el  Secre- 
tario que  suscribe.  Considerando  que  el  trazado  del 
Tranvía  solicitado  por  don  Mariano  de  la  Torre  no  es 
otra  cosa  que  una  serie  de  prolongaciones  y  ramales 
de  las  líneas  construidas  por  la  Empresa  del  Ferroca- 
rril Urbano  y  Ómnibus  de  la  Habana,  toda  vez  que 
por  razón  de  los  numerosos  cruces  proyectados  y  de  la 
solicitud  de  circular  por  las  actuales  líneas  los  coches 
de  aquélla  podrían  recorrer  las  líneas  de  la  Empresa  ac- 
tualmente en  explotación,  demostrándose  con  ello  que 
éstas  son  las  principales  y  las  nuevas  serían  las  acceso- 
rias. Considerando  que  es  evidente  el  derecho  invoca- 
do por  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de 
la  Habana  para  hacer  uso  de  la  facultad  que  le  reco- 
noció el  artículo  treinta  y  ocho  del  pliego  de  condi- 
ciones de  su  Real  concesión.  Considerando  que  si  bien 
los  promovedores  del  proyecto  de  don  Mariano  de  la 
Torre  han  debido  tener  conocimiento  del  derecho  de 
preferencia  que  á  la  Empresa  del  Urbano  i*econocían 
las  cláusulas  de  su  concesión  publicada  en  la  Gaceta 
de  la  Rabana j  es  principio  general  de  derecho  que 
nadie  debe  enriquecerse  con  perjuicio  de  tercero  y  que 
don  Mariano  de  la  Torre  y  sus  sucesores  han  hecho 
para  la  conformación  de  los  planos,  estudio  del  pro- 
yecto, confrontación  del  mismo  sobre  el  terreno  y  de- 
más trámites  legales,  desembolsos  realizados  y  traba- 
jos que  deben  ser  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Ley 
de  Ferrocarriles  debidamente  compensados.  El  Secre- 
tario que  suscribe  en  uso  de  las .  facultades  constitu- 
cionales de  que  se  halla  investido  ha  resuelto  lo  siguien- 
te: Artículo  primero.  Se  autoriza  á  la  Empre.sa  del 
Ferrocarril  Ui  baño  y  Ómnibus  de  la  Habana,  para 
construir  y  explotar  en  las  mismas  condicicmes  y  cir- 
cunstancias y  prestando  la  misma  fianza  las  líneas,  ra- 
males y  prolongaciones  contenidas  en  los  cinco  reco- 
rridos del  proyecto  de  don  Mariano  de  la  Torre  y  sus 
sucesores,  en  virtud  de  la  preferencia  que  expresamen- 
te le  concede  el  artículo  treinta  y  ocho  del  pliego  de 
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condiciones  de  su  concesión  aprobado  por  Real  Decre- 
to de  cinco  de  Febrero  de  mil  ochocientos  cincuenta 
y  nueve  y  publicado  en  la  Oaceta  de  la  líabavaf  de 
seis  de  Abril  del  mismo  año.  Artículo  segundo.  Pa- 
ra hacer  uso  del  derecho  que  á  la  Empresa  del  Ferro- 
carril Urbano  y  Ómnibus  de  la  Habana  se  reco- 
noce y  declara  en  el  articulo  anterior  deberá  es- 
ta Compañía  abonar  previamente  á  los  represen- 
tantes ó  sucesores  legítimos  de  don  Mariano  de 
la  Torre  la  cantidad  de  treinta  mil  pesos  en  oro 
del  cuño  español  y  en  que  fc  estiman  el  valor  del 
proyecto  según  tasación  y  los  demás  gastos  reali- 
zados hasta  la  fecha  con  ocasión  del  mismo  artículo. 
Tercero.  La  División  de  Ferrocarriles  cuidará  de  que 
la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de  la 
Habana  haga  uso  del  derecho  de  preferencia  que  le 
asiste  y  que  por  la  preseute  disposición  se  le  ratifica 
y  afirma  en  las  mismas  condiciones  del  proyecto  ex- 
preiíado  así  como  de  que  se  cumplan  estrictamente  por 
dicha  Empresa  todas  las  disposiciones  de  la  Legisla- 
ción vigente  de  Ferrocarriles  relativas  á  los  conHtrui- 
dos  en  vías  publicas.  Artículo  cuarto.  A  p«tición 
de  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de 
la  Habana  podrá  esta  autorización  ser  elevada  á  escri- 
tura pública,  lo  que  de  orden  de  su  Excelencia  se  pu- 
blica en  la  Gaceta  de  la  Habana  para  general  conoci- 
miento. Habana,  siete  de  Diciembre  de  mil  ochocieutos 
noventa  y  ocho.  El  Secretario  del  Despacho,  Eduar- 
do  Dolz." 

Primera  j)bmanda: 

Cuarto.  Resultando  que  don  Alberto  Cadaval  y 
Martí  por  escrito  presentado  en  treinta  y  uno  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  interpuso 
recurso  contencioso  administrativo  contra  la  resolu- 
ción de  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Goberna- 
ción del  seis  del  propio  mes  y  año  y  contra  la  de  la 
Secretaría  de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  del 
siete  del  propio  mes  á  las  que  se  han  hecho  referencia 
anteriormente  acompañando  las  Gacetas  de  o^ho  y 
trece  del  repetido  mes  en  las  que  se  publican  dichas 
resoluciones  y  admitido  el  recurso,  mandado  publicar 
su  interposición  y  traídos  algunos  de  los  antecedentes 
administrativos  por  escrito  de  tres  de  Abril  de  mil 
novecientos  dicho  Sr.  Cadaval  formuló  su  demanda 
solicitando  que  en   definitiva  se   fallara  dejando  sin 
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efecto  la  resolución  de  Gracia  y  Justicia  y  Go- 
bernación de  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho  y  declarar  que  de  acuerdo  con 
el  artículo  décimo  del  pliego  de  condiciones  y  &  lo  dis- 
puesto en  la  Ley  de  Ferrocarriles  y  su  Reglamento  y 
á  lo  ordenado  en  el  Reglamento  para  la  aplicación  de 
la  Ley  de  Obras  Públicas  procede  declarar  desierta  la 
subasta  de  la  concesión  del  Tranvía  pro3ectado  por 
el  Marqués  de  Santa  Coloma  con  pérdida  del  depósito 
constituido  para  tomar  parte  en  ella  y  que  debe  anun- 
ciarse otra  nueva  dejándose  asimismo  sin  efecto  el  De- 
creto de  la  Secretaría  de  Obras  Públicas  y  Comunica- 
ciones de  siete  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  ocho  y  los  actos  realizado»  y  en  consecuencia  de 
ello  la  adjudicación  &  favor  del  Urbano  de  la  conce- 
sión del  Marqués  de  Santa  Coloma  é  interesó  por  otrosí 
que  se  abriera  k  prueba  el  expediente  y  se  reservó  uti- 
lizar en  el  período  de  pruébalos  datos  administrativos 
no  recibidos  y  alegó  los  siguientes  hechos.  Primero: 
sobre  la  competencia  del  Tribunal.  El  Tribunal  encar- 
gado de  los  asuntos  contencioso-administrativos  es 
competente  por  cuanto  las  resoluciones  recurridas 
están  comprendidas  en  la  nUu raleza  del  recurso  con- 
tencioso administrativo  á  tenor  de  lo  preceptuado  en 
la  Ley  y  además  porque  éste  se  ha  deducido  en  tiem- 
po. Estas  condiciones  resultan  claramente  de  las  reso- 
luciones administrativas  de  las  Secretarías  de  Gracia 
y  Justicia  y  de  Obras  Pública  y  Comunicaciones  las 
que  causaron  estado  y  emanaron  de  la  Administración 
en  el  ejercicio  de  su  facultades  regladas,  vulnerando 
un  derecho  administrativo  á  mi  favor  y  ademá'bla  últi- 
ma resolución  adoptada  con  su  carácter  general  lesio- 
na intereses  y  derechos  que  me  reconocen  la  Ley  de 
Obras  f^úblicas  y  la  de  Ferrocarriles.  Segundo:  Condi- 
ciones de  las  resoluciones  reclamadas.  Respecto  á  la- 
resolución  de  la  Secretaría  de  Gracia  Justicia  y  Go- 
bernación de  los  expedientes  administrativos  consta 
que  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  negando 
estar  caducada  la  concesión  de  don  Mariano  de  la  Torre 
y  desierta  la  subasta,  interpuso  los  recursos  estableci- 
dos en  el  procedimiento  administrativo  r^-solviendo  el 
Gobernador  Civil  en  alzada  y  luego  en  el  último  tér- 
mino la  Secretaría  cuya  decisión  de  fecha  seis  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  causó  es- 
tado y  puso  término  á  la  vía  administrativa.  La 
administración  procedía  en  uso  de  sus  facultades  re- 
gladas y   al   resolver  como  lo  hizo  impidiendo  que  se 


Digiti 


zedby  Google 


JUUISPRU DELICIA  CONTJ£NCIOS()-ADMINIBTRATIVA.  17 

cumpliera  lo  dispuesto  en  la  Ley  de  Ferrocarriles  y  en 
el  pliego  de  condiciones  vulneró  un  derecho  otorgado 
anteriormente  á  mi  favor  de  concurrir  á  la  nueva  su- 
basta y  hacer  proposiciones  beneficiosas  para  el  públi- 
co y  adquirir  por  consiguiente  la  propiedad  de  la  con- 
cesión. En  cuanto  á  la  decisión  de  la  Secretaria  de 
Obras  Públicas  y  Comunicaciones  del  Gobierno  Auto- 
nómico fecha  siete  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho,  como  emanada  de  la  última  y  más 
elevada  gerarqnía  en  el  orden  administrativo  cansó 
estado  y  apareció  dictada  en  asuntos  cuya  competen-^ 
cia  se  atribuyó  la  Secretaría  al  interpretar  la  extensión 
y  resolver  sobre  las  consecuencias  de  un  privilegio 
otorgado  por  el  Estado:  cuya  decisión  ha  dado  tal  la- 
titud á  ese  privilegio  que  ha  hecho  imposible  ninguna 
otra  vía  férrea  urbana,  y  por  tanto  no  solo  me  ha  le- 
sionado como  miembro  de  la  comunidad  sino  en  mis 
intereses  por  tener  participación  en  un  proyecto  de 
ferrocaril  urbano  presentado  en  Obras  Públicas.  Ter- 
cero. Personalidad  del  recurrente  por  lo  que  hace  á 
la  resolución  de  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia 
y  Gobernación  constado  los  expedientes  administra- 
tivos que  soy  parte  legítima  en  ellos  por  derecho  pro- 
pio y  que  en  ese  concepto  se  han  sustanciado  conmi- 
go todos  los  recursos  de  la  vía  administrativa  por 
lo  cual  es  indudable  que  tengo  personalidad  para 
deducir  esta  demanda.  Esta  bastaría  al  propósito  de 
la  Ley;  pero  no  quiere  aparecer  porque  sería  mengua- 
da hipocresía  como  un  nuevo  Quijote  defensor  de  los 
intereses  públicos  en  la  sublime  locura  de  luchar  solo 
por  ellos,  es  verdad  que  los  he  defendido  y  defiendo; 
pero  deseo  hacer  constar  aunque  descienda  á  la  mez- 
quina prosa  del  interé»  propio  que  éste  tanto  como  el 
público  me  han  decidido  á  promover  este  recurso.  En 
la  actual  Secretaria  de  Obras  Públicas  está  presentado 
el  proyecto  más  completo  y  más  acabado  de  red  de 
Tranvías  Eléctricos  para  la  ciudad  de  la  Habana.  Don 
Luis  R.  Muñoz  lo  entregó  en  la  antigua  Secretaría  de 
Obras  Públicas  y  Comunicaciones  en  diez  y  siete  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  la  cual 
había  hecho  una  convocatoria  solicitando  licitadores 
que  mejorasen  otro  proyecto  presentado.  Por  cierto 
que  no  obstante  el  llamamiento,  se  negó  el  Secretario 
á  recibirlo  por  estar  dispuesto  el  cierre  de  las  Oficinas 
pero  se  levantó  el  acta  Notarial  que  en  testimonio 
acompaño  y  se  ha  presentado  luego  según  queda  dicho 
en  la  actual  Secretaría  de  Obras  Públicas.    Este  pro- 
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yecto  por  su  magnitud  exigió  muchos  meses  de  estudio 
y  fatigosa  labor  como  lo  acreditan  los  numerosos  pía- 
non,  memorias,  cálculos  y  observaciones  que  contiene 
e!  trabajo.  En  esa  obra  tengo  participación,  de  ella 
Hoy  condueño.  No  vengo,  pues,  sólo  en  calidad  de  de- 
fensor gratuito  de  los  intereses  colectivos:  acudo  tam- 
bién como  copropietario  de  un  valioso  proyecto  de  red 
de  Tranvía  para  esta  capital  que  aventaja  al  de  don 
Mariano  de  la  Torre  no  sólo  en  el  trazado  sino  en  la 
modicidad  de  las  tarifas.  Ese  interés  lo  tenía  cuando 
dictó  el  Ayuntamiento  su  resolución  porque  desde 
muchos  meses  antes  se  habían  comenzado  los  traba- 
jos. Los  motivos  indicados  me  hicieron  establecer 
este  recurso  contra  la  resolución  de  la  Secreta- 
ría de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  del  Gobier- 
no autonómico  de  fecha  siete  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  porque  en  ésta  no  sólo  f*e 
resuelve  adjudicar  al  Urbano  la  concesión  caduca  de 
don  Mariano  de  la  Torre  prescindiendo  de  los  dere- 
chos y  recurriOH  y  lesionando  mis  intereses  sino  que  se 
otorga  á  la  citada  Compañía  un  privilegio  monstruoso 
que  la  hace  dueña  de  todas  las  concesiones  de  Tran- 
vías y  por  consiguiente  de  la  que  tengo  presentada. 
Vengo,  pues,  á  establecer  esta  demanda  por  mi  propio 
decheor  y  en  defensa  de  mis  intereses.  Cuarto:  Tér- 
mino en  que  interpuse  el  recurso.  Puede  ver  este  Tri- 
bunal en  estos  autos  que  la  resolución  dictada  por  la 
S<»cretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  se  pu- 
blicó en  la  Gacela  de  la  Habana  del  día  trece  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  fojas 
dos  y  que  presenté  escrito  estableciendo  el  recurso, 
diez  y  siete  días  después  ó  sea  el  veinte  del  propio 
Diciembre,  á  cuyo  efecto  viendo  que  no  se  me  confe- 
ría el  trasla<lo  de  la  resolución  referida  me  di  por  no- 
tificado desde  la  fecha  en  que  se  hizo  la  publicación  y 
y  ejercité  en  tiempo  mis  derechos.  La  resolución  de  la 
Secretaría  de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  se  pu- 
blicó en  la  Gaceta  del  día  ocho  de  Diciembre  y  en  el 
propio  escrito  del  día  treinta  de  ese  mes  interpuse  el 
recurso  contra  ella.  He  llenado  respecto  de  ambas  re- 
soluciones los  requisitos  que  exigía  la  Orden  número 
ciento  veinte  y  cuatro,  fecha  veinte  y  nueve  de  Julio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  en  el  plazo  en  ella 
fijado,  puesto  que  en  treinta  de  Agosto  de  dicho  año 
presenté  el  General  Brooke  la  solicitud  razonada 
para  que  revo(]ue  la  re>8olución  recurrida.  El 
General     Brook     no   resolvió    la    petición;    por   lo 
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cual  y  además  por  tratarse  también  de  irregn- 
larídades  de  forma  está  en  el  caso  comprendido  en  el 
artículo  tercero  de  la  Orden  de  trece  de  Enero  de  este 
año.  Quinto:  Fondo  del  asunto:  En  veintiocho  de 
Noviembre  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  dos  el 
Gobierno  Civil  de  la  Habana  previas  las  formalidades 
exigidas  en  la  Ley  de  la  materia  aprobó  un  proyecto 
de  tranvía  presentado  por  Don  Mariano  de  la  Torre 
Marqués  de  Santa  Coloma  mandando  un  ejemplar  apro- 
bado al  Ayuntamianto  para  que  procediera  á  concer- 
tar con  el  solicitante  las  bases  de  la  concesión  como 
asi  se  verificó.  Contra  ese  acuerdo  estableció  alzada 
el  Ayuntamiento  fundándose  en  que  á  él  le  incumbí» 
según  el  artículo  sesenta  y  nueve  de  la  Ley  Municipal 
el  Gobierno  y  los  intereses  particulares  de  los  pueblos 
especialmente  cuando  se  relacionase  con  el  o?  nato  y 
arreglo  de  la  vía  pública  porque  la  concesión  prescin- 
día de  esa  potestad  y  perjudicaba  á  la  seguridad  del 
ciudadano  y  violaba  el  uso  de  las  vías;  y  que  la  apro- 
bación la  había  otorgado  indebidamente  el  Goberna- 
dor Civil;  siendo  así  que  esto  correspondía  hacerlo  al 
Ministro  de  Gobernación  en  España.  Desestimada  la 
alzada  é  interpuesta  demanda  contencioso  administra- 
tiva se  opuso  á  ella  el  Fiscal  estableciendo  la  excep- 
ción dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  porque 
entendía  que  la  resolución  recurrida  fué  dictada  por 
el  Gobernador  Civil  dentro  de  su  potestad  discrecional 
con  arreglo  al  artículo  setenta  y  uno  de  la  Ley  de 
Ferrocarriles  y  al  ciento  tres  del  Reglamento  para  su 
ejecución  y  que  las  cuestiones  referentes  á  esta  po- 
testad discrecional  están  excluidas  del  recurso  con- 
tencioso, no  teniendo  además  el  Ayuntamiento  otro  de- 
recho que  el  de  ser  oído  sobre  el  proyecto;  cuya  excep- 
ción dilatoria  fué  declarada  con  lugar  por  los  funda- 
mentos que  alegó  el  Ministerio  Fiscal  en  sentencia  de 
tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro.  Sex- 
to. El  Ayuntamiento  entre  tanto  convenía  con  el  Mar- 
qués de  Santa  Coloma  el  pliego  de  condiciones  que  fué 
aprobado  por  el  Gobierno  Regional  en  veinte  y  ocho 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  en  la 
forma  que  aparece  inserto  en  el  Boletín  de  la  Provin- 
cia de  cuatro  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres  y  Gaceta  de  la  Habana  del  día  primero  dí*l  propio 
mes  y  año  en  que  se  anunció  la  subasta.  El  artículo 
quinto  del  pliego  de  condiciones  dice  afíí:  «Se  otorga- 
rá la  concesión  al  que  sea  mejor  postor  en  la  stibasta 
en  la  inteligencia  de  que  según   dispone  el  artículo 
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ciento  catorce  del  B^lamento  vigente  se  reserva  al 
Marqués  de  Santa  Coloma  el  derecho  de  tanteo  y  por 
lo  tanto  el  de  ser  declarado  adjudicatario  por  la  canti- 
dad que  hubiere  ofrecido  el  mejor  postor.  Para  poder 
ejercer  deberá  asistir  por  sí  6  por  nn  representante 
debidamente  autorizado  al  etecto  de  la  subasta  el  coal 
se  prolongará  media  hora  para  que  dicho  señor  pueda 
hacer  la  declaración  correspondiente;  que  en  ese  caso 
se  hará  constar  en  el  acta  del  remate.  Si  transcurrie- 
se media  hora  sin  hacerse  declaración  alguna  se  en- 
tenderá que  el  señor  Marqués  de  Santa  Coloma 
renuncia  al  derecho  de  tanteo  y  el  Presidente  declara- 
rá mejor  postor  al  firmante  de  la  proposición  más 
ventajosa.  En  el  artículo  séptimo  se  dice  en  el  caso 
de  no  presentarse  ninguna  proposición  que  mejore  la 
presentada  por  el  señor  Marqués  de  Santa  Coloma 
ó  de  que  hiciese  éste  uso  del  derecho  de  tanteo  se  le 
adjudicará  la  concesión  con  carácter  provisional  y  se 
le  notificará  al  efecto  de  que  en  el  té»'miriO  de  un  mea 
constituyan  la  fianza  del  tres  por  ciento  del  importe 
del  presupuesto  ó  sea  la  cantidad  de  seis  mil  nove- 
cientos pesos  en  oro  ó  en  láminas  hipotecarias  del 
Ayuntamiento  al  tipo  de  cotización  de  la  víspera 
segñn  dispone  el  artículo  ciento  diez  del  Regla- 
mento concordante  con  el  cincuenta  y  nueve  de  la  Ley 
y  con  la  carta  de  pago  de  la  (;onstitución  se  acordará 
por  el  Ayuntamiento  la  concesión  definitiva  y  se  pro- 
cederá á  otorgar  la  escritura  correspondiente.  Por  el 
artículo  octavo  se  dispuso  que  si  el  adjudicatario  no 
fuese  el  Marqués  de  Santa  Coloma  debían  en  este 
evento  acreditar  también  ha1)er  satisfecho  el  valor  del 
proyecto.  En  el  artículo  noveno  se  dice  que  termina- 
do el  acto  de  la  subasta  y  adjudicada  provisionalmen- 
te la  concesión  por  el  Presidente  se  devolverán  las 
cartas  de  pago  de  los  depósitos  á  los  autores  de  las 
proposiciones  desechadas  quedando  la  del  adjudicata- 
rio para  responder  del  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes á  que  se  obliga  por  la  proposición^'  y  por  último 
en  el  artículo  décimo  se  dice:  **Si  adjudicada  provi- 
cional mente  la  concesión  no  cumpliese  ei  concesiona- 
rio con  la  obligación  de  constituir  la  fianza  del  tres 
por  ciento  en  el  plazo  de  un  mes  el  Ayuntamiento  sin 
hacer  ningún  requerimiento  acordardr  en  el  plazo  de 
ocho  días  quedar  desierta  la  subasta  con  pérdida  del 
depósito  constituido  para  tomar  parte  en  ella  y  se 
anunciará  otra  nueva  dentro  del  mismo  plazo  de  un 
mes.''  Séptimo:  Sobre  la  inteligencia  de  estos  ártica - 
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los  del  pliego  de  condiciones  versa  en  primer  término 
el  debate.  (Conviene  pues  fijar  su  sentido  teniéndole 
k  la  vista.  Empieza  el  artículo  quinto  por  decir  que 
se  otorgará  la- concesión  al  que  sea  en  la  subasta  el 
mejor  postor  reservando  al  Marqués  de  Santa  Coloma 
el  derecho  de  tanteo,  añade  luego  que  para  ejercitarlo 
debe  concurrir  á  ese  acto  por  sí  6  por  medio  de  apode- 
rado de  manera  que  según  estos  artículos  en  la  subas- 
ta se  decide  quien  es  el  adjudicatario  de  la  concesión 
y  en  ese  mismo  acto  queda  enterado  ó  notificada  de 
ello.  Los  párrafos  anteriores  ratifican  lo  expuesto, 
porque  disponen  que  después  de  resuelto  quien  sea 
el  mejor  postor  se  prolongue  media  hora  el  acto 
para  que  el  Marqués  de  Banta  Coloma  utilice  el 
derecho  de  tanteo  y  si  transcurre  ese  tiempo  sin  ha- 
cer declaración  en  ese  sentido  el  Presidente  declarará 
mt-jor  postor  al  firmante.  En  el  artículo  sexto  se  or- 
dena que  en  ese  último  caso  el  postor  abone  en  el  tér- 
mino de  un  mes  veinte  y  dos  mil  pesos  al  Marqués  de 
San t>a  Colonia  á  cuya  suma  asciende  la  tasación  del 
proyecto.  Ese  término  de  un  mes  debe  contarse  des- 
de la  aprobación  de  la  subasta  que  adjudicó  la  conce- 
sión. En  el  siguiente  artículo  séptimo  se  prevé  el 
caso  de  que  no  haya  quien  mejore  la  proposición  del 
señor  Marqués  de  Santa  Coloma  ó  de  que  éste  ejercite 
el  derecho  de  retracto/'  en  cu3'o  evento,  *'8e  le  adju- 
dicará la  concesión  con  el  carácter  de  provisional  y  se 
lenotificaiá   al   efecto  que  en   el  término  de   un  mes 

constituya  la  fianza Se  le  adjudicará   y  notificará 

en  el  acto  de  la  subasta  y  no  díspués.  La  conjunción  y, 
es  copulativa.  La  aprobación  y  notificación  van  pues 
unidas,  una  inmediatamente  después  de  la  otra  sin 
término  de  continuidad  ni  interrupción  del  acto.  Y 
esto  se  hizo  con  el  mero  hecho  de  haber  aprobado  el 
Presidente  la  adjudicación  á  favor  de  don  Mariano  de 
la  Torre  presente  al  acto  y  enterado  por  ende  de  ello, 
así  como  de  la  obligación  que  contraía  desde  ese  mo 
mentó,  y  de  las  consecuencias  que  su  negligencia  ha- 
bría de  ocasionarle,  aunque  en  el  acta  de  remate  que 
no  se  ha  traído  se  hubiese  omitido  ccmsignar  que  que- 
daba notificado  de  todo  ello.  Por  eso  el  artículo  déci- 
mo dice:  *  'Si  adjudicada  provisionalmente  la  concesión 
no  cumpliese  el  concesionario  la  obligación  de  consti- 
tuir la  fianza  en  el  término  de  un  mes  el  Ayuntamien- 
to sin  hacer  ningún  requerimiento  acordará  en  el 
término  de  ocho  días  quedar  desierta  la  subasta.'' 
De  modo  que  después  de  hecha  la  adjudicacióu  nopue- 
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de  prevenirse  ni  notificarse  nada  al  adjudicatario  el 
cual  está  desde  ese  momento  en  posesión  de  la  conce- 
sión y  obligado  á  cumplir  lo  en  ella  estipulado.  En 
esta  cláusula  no  se  dice  pues,  que  el  plasio  para  cons- 
tituir la  fianza  se  cuente  desde  la  notificación,  sino 
desde  la  adjudicación,  por  otra  parte  esa  y  no  otra  es 
la  inteligencia  que  debe  darse  á  ese  aiticiilo,  porque 
el  pliego  de  condiciones  debió  sujetarse  á  los  precep- 
tos del  Reglamento  de  la  Ley  de  Obras  Publicas,  como 
ordena  el  articulo  ciento  seis  del  Reglamento  de  la 
Ley  de  Ferrocarriles  y  en  el  articulo  veintiocho  de 
aquél  en  relación  con  el  ciento  nueve  fijando  las  con- 
diciones facultativas  que  deben  tenerse  en  cuenta 
para  la  concesión  de  obras  públicas  se  dice:  *'La  fíanze 
debe  constituirse  en  el  termino  de  un  mes  a  partir  da 
la  fecha  del  otorgamiento  de  la  concesión  bajo  pena 
de  la  pérdida  por  el  concesionario  de  todo  derecho." 
Octavo:  Aprobado  el  pliego  de  condiciones  menciona- 
do en  los  hechos  sexto  y  séptimo  se  mandó  sacar  á 
pública  subasta  la  concesión  del  referido  Tranvía  con 
arreglo  al  referido  pliego  de  condiciones  que  se  insertó 
en  la  Gaceta  y  Boletín  de  la  Provincia  de  primero  y  cuatro 
de  Julio  del  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres 
respectivamente,  expresando  que  la  licitación  tendría 
lugar  el  día  cinco  de  Agosto  á  las  doce  de  la  mañana 
en  el  salón  de  sesiones  del  Ayuntamiento.  El  día 
señalado  se  presentó  el  Sr.  Mariano  de  la  Torre,  mar- 
qués de  Santa  Goloma,  y  no  habiendo  otro  licitador 
ofreció  tomar  la  concesión  para  sí  al  tipo  fijado  en  la 
subasta.  En  vista  de  esto,  se  le  adjudicó  provisional- 
mente por  el  que  presidía  la  licitación,  dándose  por 
terminada  ésta,  leyéndose  el  acta  que  suscribió 
como  adjudicatario  don  Mariano  de  la  Torre  con  los 
demás  concurrentes.  No  ha  venido  el  expediente 
donde  aparecen  estos  datos  que  son  tan  exactos 
que  puede  verlos  el  Tribunal  relacionados  por  el 
Alcalde  Municipal,  en  el  informe  de  fojas  primera  del 
expediente  administrativo  en  que  establecí  la  alzada. 
Noveno:  Desde  el  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  quedó,  pues,  adjudicada  la  concesión  al 
Marqués  de  Santa  Coloma;  porque  en  el  pliego  de  con- 
diciones se  facultó  para  ello  al  que  presidiese  la  subas- 
ta; así  fué  que  terminada  énta,  se  informó  al  Cabildo 
en  sesión  de  catorce  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres,  limitándose  éste  á  consignar  que  que- 
daba enterado.  Desde  cinco  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres,    comenzó  á   contarse   el  mes 
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para  que  el  concesionario  constituyese  fianza  según 
dejo  demostrado  en  los  hecho0  sexto  y  t:éptimo.  Pero 
admitiendo  en  hipótesis  y  contra  los  términos  claros  y 
explícitos  del  pliego  de  condiciones  que  fuese  precisa 
la  notificación,  ésta  resulta  hecha  no  solo  porque  ofi- 
cialmente quedó  enterado  e)  concesionario  de  estarle 
adjudicada  la  concesión  y  suscribir  el  acta  sino  ade- 
más porque  en  ésta  se  hizo  constar  que  concurrió  al 
acto  el  Marqués  de  Santa  Coloma  á  los  efectos  preve- 
nidos en  el  articulo  séptimo  del  pliego  de  condiciones 
y  en  este  artículo  se  consigna  que  en  el  término  de  un 
mes  debía  constituir  la  fianza.  Transcurrió  un  mes  y 
pasaron  otro-)  y  el  Marqués  de  Santa  Goloma  no  consti- 
tuía la  fianza,  y  en  esta  situación  estando  legalmente 
caducada  la  concesión,  falleció  el  veinticuatro  de  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  dicho  señor  con 
posterioridad  á  este  día,  dicen  los  interesados  informes 
administrativos,  >o  no  los  tengo  á  la  vista  ni  al 
Tribunal  se  ha  traído  la  escritura,  ni  el  expedien- 
te, se  predentó  don  Francisco  Plá  y  Picabia  di- 
ciéndose cesionario  por  cincuenta  mil  pesos  de  los 
derechos  del  Marqués  de  Santa  Ooloma.  Es  de  advertir 
que  en  ese  documento  que  no  se  ha  traido  el  cedente 
consigna  que  es  dueño  de  la  concesión  aprobada 
á  su  favor  y  que  el  cesionario  se  da  por  entei^ado  del 
asunto  y  ofrece  cumplir  las  obligaciones  que  le  corres- 
pondían. Si  estaba  enterado  de  la  adjudicación  claro 
es  que  estaba  notificado  y  contra  él  corrió  el  término 
admitiendo  en  hipótesis  que  no  estuviera  caduca  la 
concesión,  pues  según  el  Decreto  citado  de  veinte  y 
dos  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho 
se  entiende  notificado  el  interesado  cuando  se  mues- 
tra sabedor  de  la  resolución  en  el  expediente  (Artícu- 
lo veinte  y  tres.)  Además  en  la  instancia  que  presen- 
ta don  Francisco  Plá  y  Picabia  al  Ayuntamiento  en 
quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro 
consigna  que  tiene  su  domicilio  en  la  Calzada  de  6a- 
liano  número  treinta  y  ocho  á  los  efectos  de  que  allí 
se  hicieran  las  notificaciones  cumpliendo  con  una  for- 
malidad prevenida  en  el  Decreto  citado.  El  Ayunta- 
miento sin  reparar  en  que  estaba  caducada  la  conce- 
sión acordó  aceptar  á  Plá  como  cesionario  de  don 
Mariano  de  la  Torre  en  sesión  de  cuatro  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  dióponiéndose  en 
trece  del  propio  raes  y  año  que  se  le  requiriese  para 
la  constitución  de  la  fianza  (violando  con  ello  el  ar- 
tículo décimo  del  pliego  de  condiciones.)     En  catorce 
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de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  se 
practicó  el  requerimiento  por  medio  de  cédula  entre- 
gada á  don  Jo8é  Canela  que  segün  consta  en  el  expe- 
diente era  apoderado  general  de  Plá  y  Picabia,  el  cual 
aparece  avecindado  en  Victoria  de  las  Tunas.  De  ma- 
nera que  la  notificación  se  realizó  en  el  domicilio  indi- 
cado por  el  cesionario  y  á  la  persona  á  quien  indicó 
como  su  apoderado  general;  por  lo  cual  se  cumplieron 
los  requisitos  que  para  la  notificación  exige  el  articulo 
veinte  y  dos  relacionado  con  el  extremo  ultimo  del  oc- 
tavo del  Decreto  referido  sobre  tramitación  de  expe- 
diente administrativo.  Décimo:  No  obstante  lo  expues- 
to el  apoderado  de  don  Francisco  Plá  el  diez  y  nueve  de 
Diciembre  cinco  días  después  de  haber  recibido  la  cé- 
dula, la  recibió  el  catorce  y  estando  legalmente  hecha 
la  notificación  se  presentó  al  Municipio  y  la  devolvió 
expresando  que  su  poderdante  era  vecino  de  Victoria 
de  las  Tunas  como  si  no  lo  hubiera  hecho  constar  éste 
en  aquellos  días,  el  quince  en  el  expediente  y  el  desig- 
nado por  ello  la  casa  de   Galiauo  número  treinta  y 
ocho  para  que  allí  se  hicieran   las  notificaciones.    A 
pesar  de  todo  esto  en  el  Ayuntamiento  había  empeño 
en  servir  á  Plá  y  Picabia  y  bajo  el  fundamento  de  que 
entonces  residía  éste  en  el  ingenio  ^^San  Manuel"  en 
Tunas,  se  ordenó  que  la  comunicación  devuelta  se  le 
comunicara  por  conducto  del   Alcalde  Municipal  de 
Tunas  sin  que  naturalmente  se  diera  al  señor  Plá  por 
notificado.  Undécimo:  En  este  estado  el  expediente  el 
veinte  y  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ochO)  cinco  años  después  de  estar  paralizados  ó  de 
no  haber  hecho  gestión  alguna  el  interesado  el  Conce- 
jal don  Manuel  González  Peraza  presentó  una  moción 
al  Ayuntamiento  solicitando  se  declarase  desierta  la 
subasta  y  caduca  la  concesión  ordenando  se  sacara  de 
nuevo  á  pública  subasta  conforme  estaba  prevenido  en 
el  pliego  de  condiciones,  á  cuya  moción  recayó  previo 
informes  de  los  Letrados  y  de  la  Comisión  de  Hacien- 
da (que  no  se  ha  remitido)  el  acuerdo  de  primero  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  bajo  el  fun- 
damento único  de  no  estar  notificado  el  señor  Plá  para 
que  prestase  la  fianza  exigida  se   declaró  sin  lugar  la 
referida  modón.   Duodécimo:  El  Ayuntamiento  olvidó 
que  un  expediente  administrativo  no  puede  estar  tanto 
tiempo  paralizado  so  pena  que  se  declarare  caduco, 
esto  lo  ha  dicho  el  mismo  don   Mariano  de  la  Torre 
en  el   expediente  relativo  á  la  concesión  del  tranvía 
á  fojas  cincuenta  y   seis  aparece   una  instancia   de 
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dicho  señor  La  Torre  impugnando  las  oposiciones  que 
se  hacían  á  la  concesión  y  dice  al  folio  sesenta  y 
seis  y  sesenta  y  seis  vuelto  contestando  &  ]a  Em- 
presa del  Urbano  que  sostenía  tener  pedido  con  an- 
terioridad la  prolongación  de  su  línea  hasta  la  plaza 
de  Armas.  **Torpemente  dirigido  su  inicio  (el  expe- 
diente) porque  se  trataba  en  él  de  sortear  la  Ley  y  de 
no  cumplirla,  tropezó  con  los  obstáculos  que  había  de 
oponerle  la  rectitud  de  las  Autoridades  encargadas  de 
su  cumplimiento  y  que  por  ser  insuperables  para  la 
Empresa  bastaron  para  hacer  naufragar  ese  proyecto 
sin  comprender  que  en  la  Administración  Pública  es- 
tá previsto  el  caso.  ^^Comprendido  de  lleno  está  en  el 
artículo  cuarenta  y  uno  del  Real  Decreto  relativo  á 
procedimientos  administrativos  de  veinte  y  tres  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  aplica- 
do á  esta  Isla  en  veinte  y  siete  de  Octubre  del  mismo 
año  y  que  explícitamente  declara  abandonada  toda 
reclamación  cuyo  curso  se  detenga  más  de  un  año. 
Esto  que  al  Urbano  decía  el  Marqués  de  Santa  Colo- 
ma lo  decimos  nosotros  ahora  á  su  cesionario.  El  ex- 
pediente de  la  concesión  y  la  concesión  están  legal- 
mente  caducos.  Décimo  tercero.  Contra  el  acuerdo 
dftl  Ayuntamiento  interpuse  en  tiempo  el  recurso  de 
alzada  para  ante  el  Gobierno  Civil  que  lo  resolvió  de- 
sestimándolo y  notificado  en  forma  recurrí  ante  la  Se- 
cretaría de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación,  la  cual 
resolvió  el  recurso  en  seis  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  declarándolo  sin  lugar.  Cinco 
son  las  razones  que  sirven  de  apoyo  á  esa  decisión  y  aún 
pudiéramos  reducirlas  átres,  pues  la  primera  se  con- 
creta á  establecer  que  la  Secretaiía  tiene  competencia 
para  resolver  la  alzada;  la  segunda  dice  que  no  cabe  en- 
trar á  discutir  la  cuestión  de  fondoó  sea  la  que  se  refiere 
á  la  concesión  del  tranvía,  pues  por  sentencia  firme  del 
Tribunal  Contencioso  fué  declarada  sin  lugar  la  deman- 
da del  Ayuntamiento  contra  la  resolución  del  Gobier- 
no que  aprobó  el  proyecto  del  Travía  y  contra  la  ver- 
dad de  la  cosa  juzgada  no  cabe  recurso  alguno — digo 
que  esta  consideración  no  se  concibe  porque  una  cosa, 
es  la  aprobación  del  proyecto  lo  que  correspondía  al 
Gobierno  Civil  y  otra  cosa  es  la  concesión  que  toca 
otorgar  al  Ayuntamiento.  Respecto  al  primer  punto 
según  dejo  referido  lo  impugnó  el  Ayuntamiento  y  el 
Tribunal  de  lo  Contencioso  se  declaró  incompetente 
en  el  fallo  que  se  cita  por  entender  que  la  aprobación 
del  proyecto  correspondía  á  las  facultades  regladas  del 
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Gobernador.  Eii  este  expedieute  no  se  impugna  la 
aprobación  del  proyecto:  pero  sí  puede  impiignarRe  y 
se  impugna  la  /alídez  de  la  concesión  porque  no  es 
verdad  que  sobre  ella  baya  recaído  ejecutoria,  pues  se 
dÍHCute  precisamente  su  eficacia  por  incumplimiento 
del  pliego  de  condiciones  y  por  estar  caduco  el  expe- 
diente. En  seguida  dice  que  acepta  los  fundamentos 
de  la  resolución  apelada  relativos  todos  á  demostrar 
la  necesidad  de  la  notificación  al  Marqués  de  Santa 
Colonia  después  de  aprobada  la  concesión,  lo  que  he 
probado  ser  contrario  al  pliego  de  condiciones;  y  por 
último,  asegura  que  con  arreglo  á  las  disposiciones  re- 
lativas á  notificaciones  administrativas  (no  se  dice 
cuáles)  y  á  lo  declarado  en  sentencia  del  Tribunal  de 
lo  Contencioso  del  Concejo  de  Estado  de  ocho  de  Abril 
y  veinte  y  tres  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta, para  que  exista  notificación  es  necesario  que 
se  llenen  los  riquisitos  prevenidos  en  la  Ley  de  pro- 
cedimientos, y  uno  de  ellos  es  que  firme  el  interesa- 
do. Esas  sentencias  tenían  diez  y  siete  años  de  exis- 
tencia cuando  se  promulgó  el  Decreto  de  veinte  y 
tres  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho, 
(jue  es  la  Ley  de  procedimientos  vigentes.  En  este 
se  dice  que  se  entiende  hecha  la  notificación  cuando 
el  interesado  se  muestra  enterado  de  la  resolución  en 
el  mismo  expedieute.  Décimo  cuarto:  La  resolución 
recurrida  no  solo  infringe  la  Ley  del  contrato  viola 
los  preceptos  de  la  Ley  de  Ferrocarriles  y  la  de  Obras 
Públicas  y  dá  por  subsistente  la  tramitación  de  un 
expediente  caduco,,  sino  que  con  todo  esto  lesiona  los 
intereses  públicos  y  los  míos  en  particular.  La  nueva 
licitación  si  es  que  no  se  declara  caduco  el  expediente 
daiá  ocasión  á  que  concurran  nueves  licitadores  para 
ofrecer  ventajas  en  cuanto  al  tiempo  de  la  concesión 
y  en  cuanto  á  las  tarifas  de  pasajes.  El  tiempo  en 
que  se  sacó  ésta  á  subasta,  la  circunstancia  porque 
atravesaba  el  país  explica  por  que  no  hubo  competi- 
dores. Hoy  lo  habrá  y  esa  concurrencia  redundará 
en  beneficio  público.  Yo  tengo  como  he  manifestado 
anteriormente  participación  como  dueño  en  el  proyec- 
to de  Ferrocarril  presentado  en  Obras  Públicas  por 
don  Luis  R.  Muñoz  y  allí  ofrezco  tarifas  muy  inferio- 
res á  las  que  tiene  el  proyecto  presentado  por  don 
Mariano  de  la  Torre  con  recorridos  mucho  mayores  y 
con  una  red  más  completa.  Décimo  quinto:  Al  esta- 
blecer el  presente  recurro  aní  como  ai  promover  los 
que  utilicé  en  la  vía   administrativa  tenía  un  interés 
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vivísimo  y  personal  aparte  del  que  como  miembro  de 
la  colectividad  me  correspondía.  Para  hacer  proposi- 
ciones y  poder  concurrir  á  la  nueva  subasta  de  la 
concesión  que  tenía  derecho  á  pretender,  si  se  hubiese 
cumplido  el  pliego  de  condiciones  ya  tenía  luiblado  y 
concertado  el  asunto  con  personas  de  capital  en  esta 
Isla  y  en  los  Estados  Unidos  que  estaban  dispuestas  á 
realizar  conmigo  el  negocio,  según  probi-vré  oportuna- 
mente. La  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Goberna- 
ción aparece  resolviendo  el  asunto  por  sí  y  sin  anuen- 
cia del  Gobernador  General.  Décimo  sexto.  Respecto 
de  la  resolución  de  la  Secretaría  de  Obras  Públicas  y 
Comunicaciones  aparece  lo  siguiente.  En  el  expe- 
diente número  cuarenta  y  nueve  de  la  Spcretaría 
de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  sobre  el  proyec- 
to de  una  red  de  Tranvía  otorgado  por  el  Ayuntamien- 
to de  la  Habana  á  don  Mariano  de  la  Torre  encontra- 
mos á  fojas  veinte}»  cuatro  una  certificación  que  dice: 
«Secretaría  de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones.  En 
vista  de  la  soh'citud  presentada  en  veinte  y  seis  de 
Noviembre  último,  por  el  Presidente  de  la  Empresa 
del  Ferrocarril  Url)ano  y  Ómnibus  de  la  Habana  para 
que  se  le  conceda  y  declare  á  la  Empresa  el  derecho 
de  preferencia  que  le  reconoce  el  artículo  treinta  y 
ocho  del  pliego  de  condiciones  de  su  concesión  otor- 
gado por  Decreto  de  cinco  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  nueve,  publicado  en  la  Gace- 
ta de  la  Habana  en  seis  de  Abril  del  mismo  año,  he  te- 
nido á  bien  dictar  por  los  fundamentos  que  verá  V.  E. 
consignados  en  el  preámbulo  del  Decreto  de  esta  Sel 
cretaría  inserto  en  la  Gaceta  de  ayer  de  la  cua- 
acompaño  un  ejemplar  del  articulado  de  dicho  Decreto 
que  dice  así: — Primero.  Se  autoriza  á  la  Empresa  del 
Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de  la  Habana  para 
construir  y  explotar  en  las  mismas  condiciones  y  cir- 
cunstancias y  prestando  la  misma  fianza  las  líneas  ra- 
males y  prolongaciones  contenidas  en  los  cinco  reco- 
rridos del  proyecto  de  don  Mariano  de  la  Torre  y  sus 
sucesores  en  virtud  de  la  preferencia  que  expresa- 
mente le  concede  el  artículo  treinta  y  ocho  del  pliego 
de  condiciones  de  su  concesión  aprobado  por  Real 
Decreto  de  cinco  de  Febrero  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  nueve,  y  publicado  eñ  la  Gaceta  de  la  Ha- 
bana de  seis  de  Abril  del .  mismo  año.  Artículo 
segundo:  Para  hacer  uso  del  derecho  que  á  la  Em- 
presa del  Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de  la  Haba- 
na se  reconoce  y  declara  en  el  artículo  anterior  deberá 
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esta  CoDipafíía  abonar  previamente  á  los  representan- 
tes ó  sucesores  de  don  Mariano  de  la  Torre  la  cantidad 
de  treinta  mil  \íe»OQ  en  oro  del  cufio  español  en  que  se 
estima  el  valor  del  proyecto  según  tasación  y  los  de- 
más gastos  realizados  hasta  la  fecha  con  ocasión  del 
mismo.  Artículo  tercero.  La  división  de  Ferrocarri- 
les cuidará  de  que  la  Empresa  haga  uso  del  derecho 
de  preferencia  que  le  asiste  y  que  por  la  presente  dis- 
posición se  le  ratiiica  y  añrma  en  las  mismas  condi- 
ciones del  pro^-ecto  expresado.  Cuarto.  A  petición 
del  Ferrocarril  Urbano  puede  et-ta  autorización  elevar- 
se á  escritura  pública.  Concluye  diciendo  que  en  el 
día  de  ayer  el  Secretario  otorgó  la  escritura  ante  el 
Notario  Ramírez  de  Arellano.  La  comunicación  tiene 
fecha  nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
5^  ocho  y  no  dice  á  quien  va  dirigida;  pero  la  certifica 
con  fecha  doce  el  Secretario  del  Ayuntamiento;  lo  cual 
hace  presumir  que  se  comunicó  al  Alcalde.  Al  folio 
veinte  y  siete  consta  en  efecto  un  oficio  que  no  nece- 
sita comentarios.  Lo  dirige  el  Acalde  al  Secretario 
de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  con  fecha  cinco  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  y  en  61 
dice  que  á  virtud  de  instancia  presentada  por  don  Ti- 
burcio  Castañeda  en  ese  día  en  la  cual  manifiesta  que 
por  haber  hecho  proposiciones  para  adquiíir  la  Em- 
presa del  Ferrocarril  Urbano  elevaba  á  la  Secretaría 
de  Justicia  una  instancia  de  don  Segundo  Alvarez  pi- 
diendo se  le  adjudicara  la  concesión  de  don  Mariano 
de  la  Torre  y  añade  el  bueno  del  Alcalde,  que  espera 
se  le  perdone  que  prescinda  de  hacer  la  remisión 
por  conducto  reglamentario  por  impedirlo  la  pre- 
mura del  asunto.  Décimo  séptimo.  Esto  Inés,  ello 
se  alaba,  como  dijo  el  poeta.  Vea  el  Tribunal  á  un 
Alcalde  Municipal  rompiendo  con  los  trámites  y  las  for- 
malidades para  complacer  á  don  Segundo  Alvarez  y  á 
don  Tiburcio  Pérez  Castañeda  que  quería  hacer  un 
negocio  gordo.  La  premura  de  que  nos  habla  el  Al- 
calde motivábala  el  temor  al  nuevo  régimen  que  se 
aproximaba  que  no  podía  tolerar  la  enormidad  que  se 
pretendía.  No  dice  el  expediente  que  está  foliado  con 
lápiz  por  la  premura  sin  duda  como  la  instancia  de 
don  Segundo  pasó  de  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justi- 
cia y  Gobernación  á  quien  el  Alcalde  y  Segundo  Alva- 
rez se  dirigían  á  la  de  Obras  Públicas  y  Comunicacio- 
nes. Esto  no  se  sabe  ni  se  averigúala  nunca.  Lo  sier* 
to  es  que  la  instancia  sin  el  oficio  fué  á  parar  á  Obras 
Públicas  y  Comunicaciones  que  con  una  premura  no 


Digiti 


zedbyGOQgle 


.TURISPRrnKKCIA  CONTBNCIOflO-ADMINISTRATIVA.  29 

vista  jamás  en  las  ofícinaB  españolas,  resolvió  en  el 
acto  la  petición  de  entera  conformidad  con  las  preten- 
<*ionos  de  los  postulantes  por  más  que  el  Secretario  de 
Obras  Ffiblicas  y  Comunicaciones  no  tuviera  facnlta- 
dí-s  para  ello.  Décimo  octavo:  En  efecto  en  la  Gaceta 
del  (lia  ocho  de  Diciembre  en  la  cuarta  plana  aparece 
el  Decreto  de  referencia  con  fecha  siete  en  el  que  des- 
pués de  declarar  que  por  el  artículo  treinta  y  ocho  del 
Decreto  de  cinco  de  Febrero  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  nueve  publicado  en  esta  Isla  el  veinte  y  seis 
de  Maizo  se  otorga  á  la  Empresa  la  facultad  de  cons- 
truir los  ramales  y  proh)ngaciones  que  se  intentan  y 
que  la  concesión  de  don  Mariano  de  la  Torre  no  es 
otra  cosa  que  una  serie  de  prolongaciones  y  ramales 
del  Urbano»  decide  que  debe  adjudicar  y  adjudica  á 
ésta  dicha  concesión  mandándole  abonar  treinta  mil 
pesos  en  que  se  estimó  el  valor  del  proyecto.  Este  de- 
creto C(m  tres  inexactitudes  notoiias.  Primera  que  el 
pliego  de  condiciones  que  dice  aprobado  por  Decreto 
de  cinco  de  Febrero  de  mil  ochocientos  cincuenta  y 
nueve,  tenga  exactitud  que  quiere  dársele.  Segun- 
do: que  la  concesión  de  don  Marian(>  de  la  Torre  sea 
una  prolongación  y  ramales  del  Urbano.  Tercero: 
que  la  taí>ación  del  p'-oyecto  fuera  de  treinta  mil 
pesos.  Además,  se  vjola  resolución  administrativa 
firme  que  con  audiencia  de  la  Empresa  del  Urbano 
aprobó  el  proyecte)  de  don  Mariano  de  la  Torre  con. 
una  concesión  aparente  y  distinta:  viola  la  Ley  de 
Ferrocarriles  que  establece  en  qné  forma  y  tiempo 
puede  utilizarse  el  derecho  que  el  Decreto  atri- 
buye á  la  Empresa  contra  los  actos  y  declaraciones  de 
éstas  y  se  otorga  ese  privilegio  por  el  Secretario  de 
Obras  Públicas  y  Comunicaciones  que  no  tenía  atri- 
buciones para  nada  de  eso.  Décimo  noveno:  Con  res- 
pecto al  primer  particular,  en  la  Gaceta  de  la  Habana 
de  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve, 
se  publicó  la  concesión  del  Ferrocarril  TTrbano  y  el 
Decreto  consta  de  diez  y  ocho  artículos,  en  ninguno 
de  los  cuales  se  aprueba  el  pliego  de  condiciones.  En 
el  Decreto  referido  por  el  artículo  séptimo  se  dice:  El 
concesionario  no  podrá  impedir  el  establecimiento  de 
empresas  de  conducción  en  su  Ferrocarril  siempre  que 
éstas  paguen  el  pasaje  de  tarifas.  Y  por  el  artículo 
diez  y  ocho  se  dice:  que  el  concesionario  queda  sujeto 
á  lo  dispuesto  en  el  Real  Decreto  de  Diciembre  diez 
de  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho.  En  efecto,  con 
arreglo  á  este  Decreto  se  otorgó  la  concesión  y  en  él  no 
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sedan  otros  privilegios  que  los  mencionados  en  el  ca- 
pítulo cuarto  entre  los  que  no  contiene  el  escandaloso 
monopolio  que  otorga  sin  facultades  el  Secretario  de 
Obras  Públicas  en  el  pliego  de  condiciones  no  pudo 
concederse  porque  según  la  instrucción  de  diez  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho,  artículo 
quinto,  el  Gobernador  General  propone  las  condicio- 
nes con  sujeción  á  la  Ley  de  Ferrocarriles.  La  ley 
vigente  en  Cuba  cuando  se  pidió  la  concesión  era  la 
de  tres  de  Junio  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  cin- 
co, y  no  faculta  ésta  para  otorgar  otros  privilegios 
que  los  que  menciona  en  los  artículos  diez  y  nueve  al 
veinte  inclusive.  Con  estos  ant-ecedentes  se  compren- 
derá f&cilmente  que  el  artículo  treinta  y  o(tho  del  plie- 
go de  condiciones  no  puede  entenderse  como  lo  inter- 
preta el  Decreto  en  el  sentido  de  que  el  Urbano  explo- 
te todas  las  concesiones  que  se  otorguen  en  la  Habana. 
En  el  artículo  treinta  y  ocho  referido  se  dice  que  el 
Gobierno  se  reserva  hacer  nuevas  concesiones  de  Fe- 
rrocarriles ya  como  prolongaciones,  ya  como  ramales 
del  Urbano.  Añade  de  que  éste  no  se  opondrá  á  ello 
ni  reclamará  indemnización  á  menos  que  resulte  in- 
terrupción del  tránsito.  Si  el  concesionario  quisiere 
construir  los  mismos  ramales  y  prolongaciones  tendrá 
preferencia  en  igualdad  de  circunstancias.  Se  nece- 
sita pues  que  la  concesión  tenga  el  carácter  de  pro* 
longación  ó  de  ramales  del  Urbano,  lo  que  no  sucede 
en  el  caso  presente;  y  Segundo,  que  aun  en  ese  caso 
el  Urbano  solo  tiene  derecho  á  construir  esos  ramales 
no  á  explotarlos  como  se  deduce  de  los  artículos  si- 
guientes del  pliego  de  condiciones  y  según  reconoce  la 
misma  Empresa  del  Urbano  en  el  escrito  en  que  for- 
muló oposición  al  proyecto.  Vigésimo.  Aun  admitien- 
do que  tuviera  el  artículo  treinta  y  ocho  del  pliego  de 
condiciones  el  alcance  de  dar  al  Urbano  el  derecho  de 
construir  y  explotar  la  prolongación  y  ramales  de  sus 
lineas  (y  ese  no  es  el  caso)  resulta  que  el  proyecto  se 
otorgó  con  audiencia  de  la  Empresa  que  no  i*eclam6 
contra  su  aprobación  ni  se  presentó  en  tiempo  á  utili- 
zar el  derecho  de  tanteo  que  solo  pudo  ejercitar  en  la 
subasta  y  no  en  otro  tiempo.  En  veinte  y  ocho  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  el  Go- 
bernador Civil  aprobó  en  todas  sus  partes  un  proyecto 
de  red  de  Tranvía  para  esta  ciudad  presentado  por  el 
Marqués  de  Santa  Coloma  en  doce  de  Febrero  de  ese 
afio.  Contra  esa  resolución  que  aprobó  un  proyecto 
de  concesión  aparte  y  distinto,  no  recurrió  el  Urbano 
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en  alzada.  El  Urbano  reconoció  fojas  veinte  y  nneve 
del  expediente  relativo  á  la  concesión  qae  éste  era  de 
nn  proyecto  distinto;  y  técnicamente  justiñcaré  este 
particular.  Además,  la  concesión  de  la  Torre  es  de  un 
Tranvía,  y  la  del  Ferrocarril  Urbano  tiene  el  concepto 
de  un  ferrocarril  seg&n  se  le  reconoció  por  Decreto  de 
catorce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cinco.  Vigésimo  primero;  Del  pliego  de  condiciones 
consta  que  la  tasación  del  proyecto  de  don  Mariano  de 
la  Torre  ascendió  á  veiute  y  dos  mil  pesos,  de  modo 
'  que  es  inexacto  que  ascendiera  á  treinta  mil  como  dice 
el  Decreto  recurrido.  Y  se  comprende  que  el  Secreta- 
rio de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  se  equivocara 
porque  no  era  á  él  á  quien  correspondía  resolver  el 
asuuto;  y  en  todo  caso  y  aun  aceptando  que  le  corres- 
pondiesen las  facultades  que  tenia  el  Ministro  de  Fo- 
mento en  España  no  pudo  nunca  decidir  por  si  y  sin 
el  acuerdo  del  Gobernador  General.  Este  acuerdo  se 
pretendió  y  fué  negado.  De  ello  hay  vestigios  en  el 
expediente  numero  cuarenta  y  cuatro  sobre  proyecto 
de  una  red  de  tranvía  otorgado  por  el  Ayuntamiento 
á  don  Mariano  de  la  Torre.  A  fojas  veinte  y  ocho  está 
la  minuta  de  una  resolución  en  la  que  el  Gobernador 
General  devuelve  al  Ayuntamiento  la  instancia  de  don 
Segundo  Alvarez  referente  al  tranvía  proyectado  por 
el  Marqués  de  Santa  Coloma;  no  resolviéndolo  por  es- 
tar en  suspenso  la  aprobación  de  las  subastas  de  Tran- 
vías y  Ferrocarriles.  Vigésimo  segundo:  Con  arreglo 
á  la  constitución  autonómica  los  Secretarios  lo  eran 
del  despacho  del  Gobernador  General  y  en  éste  queda- 
ron delegadas  las  facultades  de  los  Ministros  Españo- 
les de  Estado,  Guerra,  Marina  y  Ultramar  (articulo 
cuarenta  y  uno)  Los  Secretarios  no  podían  sino  re- 
frendar los  mandatos  del  Jefe  de  la  Colonia  (artículo 
cuarenta  y  cuatro).  Por  ello  produjo  escándalo  la 
Secretaría  de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  en  un 
asunto  que  dio  origen  á  un  proceso  criminal,  y  que  fué 
objeto  de  loe  más  vivos  comentarios  de  la  prensa,  como 
lo  acreditan  los  sueltos  de  los  periódicos.  De  éstos  re- 
sulta que  los  más  torpes  móviles  precedieron  al  más 
turbio  negocio  del  que  era  poderoso  aliciente  la  adju- 
dicación oficial  de  la  concesión  Torre  realizada  por 
la  incompetente  autoridad  del  Secretario  de  Obras  Pú- 
blicas. Esa  adjudicación  lesionó  mis  derechos;  porque 
debatiéndose  la  eficacia  de  la  concesión  que  yo  im- 
pugnaba, antes  que  el  Secretario  de  Gracia  y  Justicia 
y  Gobernación  resolviese  la  alzada  el  de  Obras  Póbli- 
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cas  y  Comunicaciones  la  daba  por  buena  y  valedera  y 
obligaba  por  coacción  moral  y  para  evitar  un  escánda- 
lo mayor  á  que  se  resolviese  improcedentemente  la  al- 
zada. Así  resulta  que  en  la  Gaceta  del  día  ocho  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  con  fe- 
cha siete  apareciese  el  famoso  Decreto  del  Secretario 
de  Obras  Pdblicas  y  Comunicaciones  y  en  la  Gaceta 
del  día  trece  con  fecha  diez  de  Diciembre  el  de  la  Se- 
cretaría de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación,  si  bien 
para  cubrir  las  apariencias,  se  dice  que  con  fecha  seis 
resolvió  el  Secretario  del  despacho.  Pero  es  lo  cierto 
y  lo  probaremos  que  hasta  el  trece  de  Diciembre  no 
conociéronlos  interesados  tal  resolución;  y  eso  que 
acudían  diariamente  á  la  Secretaría.  De  manera  que, 
cuando  ya  estaba  hecha  la  escritura  k  favor  de  los 
protegidos  de  Castañeda  y  realizado  el  negocio  vino 
esta  decisión  á  evitar  el  desastre  moral  del  Secretario 
de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  y  el  desastre  fi- 
nanciero de  los  agiotistas.  Vigésimo  tercero.  Para 
que  resulte  más  evidente  lo  que  consigno  en  los 
últimos  párrafos  puede  ver  el  Tribunal» la  decisión 
original  del  Secretario  de  Gracia  y  Justicia  y  Go- 
bernación del  folio  diez  y  ocho  al  veinte  vuelto 
del  expediente  número  cuarenta  y  nueve  Nego- 
ciado de  Ayuntamiento  sobre  proyecto  de  una  red  de 
Tranvías  otorgado  por  el  Ayuntamiento  de  la  Habana 
á  don  Mariano  de  la  Torre.  Observe  el  Tribunal  que 
la  fecha  está  raspada  y  sobre  el  raspado  se  escribió  el 
número  seis.  Fecha  necesaria  para  evitar...  una  gra- 
vísima responsabilidad  á  la  Secretaría  de  Obras  Públi- 
cas y  Comunicaciones  y  un  entorpecimiento  in8ul)8a- 
uable  á  los  señores  Castañeda  y  Compañía.  Vigésimo 
cuarto.  Acompaño  el  documento  que  justifica  mi 
participación  en  el  grandioso  proyecto  de  red  de  tran- 
vía de  la  Habana  iniciado  á  principio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  el  acta  notarial  que  acredita 
haberlo  presentado  en  Diciembre  de  dicho  año  en  la 
Secretaiía  de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  y  el 
recibo  en  que  consta  haber  hecho  entr^a  de  dicho 
Proyecto  en  la  actual  Secretaría  de  Obras  Públicas. 
Me  reservo  en  el  término  de  prueba  acreditar  que  el 
proyecto  de  referencia  es  uno  de  los  más  completos  y 
acabados  que  se  han  ofrecido  para  la  Habana  y  que 
ha  necesitado  trabajarse  en  él  muchos  meses.  Esa 
concesión  que  pretendo  pasaría  á  ser  del  Urbano  si  no 
se  revocase  el  decreto  recurrido. 
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Acumulación: 

Quinto.  Resiiltaiido  qne  á  pu  vez  don  Segundo 
Hevia  por  escrito  de  cuatro  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nu*».ve  representado  por  el  Procu- 
rador Luis  Plutarco  Valdés  interpuso  recurso  conten- 
cioso administrativo  contra  la  expresada  resolución 
de  la  Secretaria  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  y 
se  tuvo  por  establecido,  se  mandó  publicar  su  interpo- 
sición y  se  reclamaron  los  antecedentes  administrati- 
vos acumulándose  por  auto  de  veintinueve  de  Junio 
de  mil  novecientos  dictado  á  instancia  del  Procurador 
Valdés  los  pleitos  seguidos  por  Segundo  Hevia  y  don 
Alberto  Cadaval  á  que  se  viene  haciendo  referencia 
disponiéndose  la  suspensión  del  curso  del  último 
hasta  que  el  primero  se  encontrara  en  el  mismo 
estado. 

Admisión  dbl  coadyuvante: 

Sexto.  Resultando  que  por  providencia  de  veinte 
de  Julio  de  mil  novecientos  se  tuvo  por  parte  como 
coadyuvante  de  la  Administración  al  Ldo.  don  Carlos 
Fonts  y  Sterling  en  representación  de  la  Compañía 
del  Tranvia  Eléctrico  de  la  Habana. 

Demanda  acumulada: 

Séptimo.  Resultando  que  por  escrito  del  diez  y 
ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos  formuló  su  demanda 
don  Segundo  Hevia  solicitando  que  en  definitiva  se  dic- 
tara sentencia  dejando  sin  efecto  la  resolución  de  la  Se- 
(•retaria  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  fecha  seis 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  novenata  y  ocho  decla- 
rando que  el  expediente  .sobre  concesión  de  un  tranvia 
en  esta  ciudad  segün  el  proyecto  de  don  Mariano  de 
la  Torre  de  encontraba  caducado  det de  el  veinticuatro 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ó  en  to- 
do caso  que  la  subasta  adjudicada  provisionalmente  á 
don  Mariano  de  la  Torre  en  cinco  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres,  debe  declararse  desiert;^ 
con  pérdida  de  todos  los  derechos  adquiridos  por  el 
adjudicatario  sacándose  nuevamente  i;  pública  lici- 
tación en  el  término  de  ocho  días  siguientes  declaran- 
do nulo  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  todos  los  actos 
realizados  en  el  expediente  con  posterioridad  al  acuer- 
do vicioso  del  Ayuntamiento  de  la  Habana  de   fecha 
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primero  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
y  solicitó  la  apertura  del  juicio  á  prueba  y  alegó  los 
siguientes  hechos.  Competencia  del  Tribunal.  La  Sa- 
la de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  es  el  Tri- 
buna] competente  para  conocer  df^  las  demandas  con- 
tencioso administrativas  que  en  tiempo  y  forma  se  in- 
terpongan contra  las  resoluciones  dictadas  por  las 
Secretarías  del  extinguido  Gobierno  Autonómico  qne 
reúnan  las  condicions  exigidas  por  el  articulo  primero 
de  la  Ley  de  lo  Contencioso  administrativo  del  trece 
de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  he- 
cha extensiva  á  la  Isla  de  Cuba,  Puerto  Rico  y  Filipi- 
naH  por  Real  Decreto  de  veintitrés  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  mandado  publicar  en 
la  Gaceta  de  la  Habana  por  acuerdo  del  Gobierno 
(General  de  esta  Isla  de  veintisiete  de  Diciembre 
dni  mismo  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho. 
Condiciones  de  la  resolución  reclamada.  La  resolu- 
cióu  dictada  en  sf-is  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho,  por  el  Secretario  de  Gracia  y 
Justicia  y  Goliernación  del  extinguido  Gobierno  Au- 
tonómico en  el  expediente  sobre  concesión  de  un 
tranvía  en  esta  ciudad  á  Mariano  de  la  Torre  reúne 
Ihs  tres  condiciones  que  exige  el  artículo  primero  de 
la  Ley  de  lo  Contencioso- Administrativo  vigente,  que 
acabo  de  citar.  En  primer  lugar  esa  resolución  causa 
estado  por  cuanto  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia 
y  Gobernación  resolvió  por  ella  el  recurso  de  alzada 
que  interpuso  mi  cliente  en  tiempo  y  forma  ooutra 
la  resolución  dictada  por  el  Gobernador  Civil  de  la 
Habana  en  once  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  en  alzada  también  interpuesta  por  mi 
cliente  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  la  Ha- 
bana fecha  primero  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  recaído  en  el  expediente  tantas  veces 
citado  sobre  concesión  d»  uü  tranvía  en  esta  ciudad 
á  don  Mariano  de  la  Torre.  De  modo  que  ella  no  es 
susceptible  de  recurso  alguno  en  la  vía  administra- 
tiva y  poniendo  término  á  ella  hace  imposible  su 
continuación.  En  segundo  lugar  la  Secretaría  de 
Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  al  dictar  la  resolu- 
ción recurrida  obró  en  el  ejercicio  de  é»U8  faculta- 
des regladas  acomodándose  á  lo  dispuesto  sobre  re- 
curso de  alzada  contra  acuerdos  de  los  Ayuntamien- 
tos, en  la  Ley  Municipal  aun  vigente  y  en  la 
Constitución  Autonómica  que  entonces  regia  en  esta 
Isla  en  mérito  de  lo  cual  dicha  Secretaría  resolvía  en 
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Última  iostancia  dentro  del  procedimiento  adminÍH- 
trativo  las  alzadas  que  fueron  interpuestas  contra 
las  resoluciones  de  los  Gobernadores  Civiles  de  Pro- 
vincias. Y  en  tercer  lugar  la  resolución  recurrida 
por  mi  cliente  en  este  pleito  vulnera  un  derecho  re- 
conocido &  favor  de  mi  cliente  con  anterioridad  á  la 
misma  en  virtud  de  lo  que  dispone  la  Ley  y  Re- 
glamento General  de  Obras  Públicas  vigent^e  entonces 
y  ahora;  la  Ley  y  Reglamento  General  de  FeíTocarri- 
les  también  vigentes;  el  pliego  de  condiciones  para  la 
subasta  de  la  concesión  del  Tranvía  en  esta  ciudad 
proyectado  por  don  Mariano  de  la  Torre  y  publicado 
en  ]a  Gaceta  de  la  Habana  el  1?  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres,  y  Boletín  Oficial  de  4  de  Julio 
del  propio  año;  asi  como  también  en  virtud  de  lo  que 
dispone  la  Ley  Orgánica  Municipal  vigente  y  el  Real 
Decreto  Ley  de  veintitrés  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho.  En  mérito  de  las  disposiciones 
legales  que  acabo  de  citar;  el  Ayuntamiento  de  la 
Habana  al  acordar  en  la  sesión  celebrada  en  primero 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  que  no 
debía  estimar  la  moción  presentada  por  el  Concejal 
don  Manuel  González  Peraza  en  veinte  y  cuatro  de 
Agosto  de  este  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
que  solicitaba  se  declarase  caducada  la  concesión  ad- 
judicada provisionalmente  á  don  Mariano  de  la  Torre 
por  no  haber  cumplido  con  la  condición  que  se  le  im- 
puso y  aceptó  por  el  articulo  séptimo  del  pliego  de 
condiciones,  vulnera  un  derecho  de  carácter  adminis- 
trativo establecido  anteriormente  á  mi  favor  por  el 
articulo  diez  del  pliego  de  condicionos  que  me  conce- 
día el  derecho  de  acudir  á  la  nueva  subasta  haciendo 
mejores  proposiciones  al  Municipio  toda  vez  que  mi 
cliente  era  propietario  de  un  proyecto  de  tranvía  que 
también  habia  solicitado  don  Mariano  Vilaró,  del 
Ayuntamiento  de  la  Habana  en  cuyos  planos  figuran 
lineas  que  ocupan  algunos  de  los  trayectos  del  Tran- 
vía proyectado  por  don  Mariano  de  la  Torre.  Además 
el  articulo  cuarenta  y  uno  del  Real  Decreto  de  veinte 
y  tres  de  Dieiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
ocho,  ordena  que  se  tendrá  por  abandonada  toda  re- 
clamación cuyo  curso  se  detenga  un  año  por  culpa  del 
reclamante,  remitiéndose  el  expediente  al  archivo  y 
en  la  hipótesis  inadmisible  de  que  la  concesión  provi- 
sional otorgada  á  don  Mariano  de  la  Torre  en  cinco 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  no  se  ha- 
llase caducada  cuando  la  cedió  á  don  Francisco  Plá 
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Martínez  Picabia  siempre  resultaría  que  la  reclama- 
ción que  presentó  este  último  al  Ayuntamiento  en 
quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
pretendiendo  que  se  le  tuviera  como  tal  cesionario,  se 
tendría  por  abandonada  desde  el  momento  en  qne  el 
expediente  se  encontró  paralizado  cerca  de  cuatro  afios 
por  culpa  del  Sr.  Plá,  que  quería  eludir  el  cumpli- 
miento del  artículo  séptimo  del  pliego  de  condiciones 
aparentando  no  ser  conocedor  de  las  resoluciones  dic- 
tadas en  el  expediente.  De  modo  que  al  tenor  del  ya 
citado  artículo  cuarenta  y  uno  del  Real  Decreto  de 
veintitrés  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
ocho,  la  reclamación  Plá  estaba  caducada  con  el  expe- 
diente de  concesión  del  Tranvía  cuando  el  Ayunta- 
miento de  la  Habana  tomó  su  acuerdo  de  primero  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  en  esa 
virtud  el  Proyecto  Vilaró  que  adquirió  mi  cliente  es- 
taba por  virtud  de  la  ley  en  condiciones  de  llevarse  á 
la  práctica.  Personalidad  del  recurrente.  La  resolu- 
ción de  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Goberna- 
ción de  fecha  seis  de  Dici'^mbre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  me  reconoce  dicha  personalidad  por 
cuanto  fué  dictada  especialmente  para  resolver  la  al- 
zada que  dedujo  contra  la  resolución  del  Gobierno  Civil 
de  la  Provincia  de  la  Habana  fecha  once  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  también  dictada 
en  mi  contra  y  á  mi  instancia  en  la  alzada  que  interpu- 
so mi  cliente  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  la 
Habana  dictado  en  pi  imero  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho,  en  el  expediente  sobre  concesión 
del  tranvía  proyectado  por  don  Mariano  de  la  Torre 
cuyo  acuerdo  vulneraba  los  derechos  civiles  que  desde 
entonces  tenía  mi  cliente  como  cesionario  del  Proyec- 
to de  don  Mariano  Vilaró  y  cuyos  derechos  civiles  me 
reconocían  las  leyes,  reglamentos  y  preceptos  admi- 
nistrativos que  acabo  de  citar  en  el  apartado  anterior. 
De  modo  que  he  sido  parte  legítima  en  la  alzada  que 
interpuse  para  ante  el  Gobierno  Civil  de  la  Provincia 
de  la  Habana  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de 
esta  ciudad  fecha  primero  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho,  y  también  he  sido  parte  legítima 
en  la  alzada  que  interpuse  ante  la  Secretaría  de  Gra- 
cia y  Justicia  y  Gobernación  contra  la  resolución  dic- 
tada por  el  Gobierno  Civil  y  cuya  alzada  dio  origen  á 
la  resolución  de  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  recurrida  por  este  pleito.  El  proyec- 
to de  don  Mariano  Yilaró  á  que  antes  me  he  referido 
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fué  presentado  en  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  se- 
g{ín  acredito  con  la  certificación  que  acompaño  mar- 
cada con  el  numero  uno,  y  se  di6  cuenta  del  mismo 
en  la  sesión  ordinaria  de  primero  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  acordándose  por  el  Cabil- 
do que  pasara  á  informe  de  una  comisión  especial  d(>- 
sigpada  al  efecto.  Su  tramitación  quedó  paralizada 
no  por  culpa  del  peticionario  Yilaró  ni  del  cesionario 
mi  cliente,  sino  en  mérito  al  decreto  dictado  por  el 
Gobierno  General  de  esta  Isla  publicado  en  la  Oaceta 
Oficial  de  quince  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  por  el  que  se  prohibía  se  siguieran  trami- 
tando los  expedientes  sobre  concesiones  de  Obras  Publi- 
cas especialmente  los  que  tuvieran  por  objeto  Ferroca- 
rriles y  Tranvías;  y  más  adelante  al  cesar  la  soberanía 
española  se  promulgó  por  el  Cuartel  General  de  ]a 
División  de  Cuba  la  Orden  numero  diez  y  seis  por  la 
cual  se  daba  á  conocer  y  promulgaba  aquí  con  el  carác- 
ter de  obligatoria  la  resolución  del  Congreso  de  los 
Estados  Unidos  del  Norte  América  tomada  á  instan- 
cia del  Senador  Foraker  por  la  que  también  se  prohi- 
bía el  otorgamiento  de  concesiones  de  obras  páblicas 
de  cualquier  clase  que  fuera  mientras  durase  la  Inter- 
vención Militar  que  hasta  hoy  rige  los  destinos  de  esta 
Isla.  Este  proyecto  de  don  Mariano  Yilaró  me  fué 
vendido  y  cedido  con  todos  sus  derechos  y  acciones  en 
cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
segün  lo  acredito  con  el  documento  que  acompaño 
marcado  con  el  numero  dos.  De  modo  que  al  no  esti- 
marse primero  por  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  y 
después  por  sus  Superiores  gerárqnicos  en  el  orden 
administrativo  ante  los  cuales  se  alzó  mi  cliente  que 
el  expediente  y  la  concesión  hecha  á  don  Mariano  de 
la  Torre  por  la  concesión  de  un  Tranvía  en  esta  ciu- 
dad, se  encontraban  caducados,  perjudicaban  y  per- 
judican los  derechos  civiles  de  mi  cliente  como  cesio- 
nario del  proyecto  Yilaró  toda  vez  que  la  declaratoria 
de  caducidad  haría  viable  este  último  proyecto  en  el 
cual  ha  invertido  capital  mi  cliente  debido  á  la  segu- 
ridad en  que  estaba  y  está  de  qiae  la  concesión  hecha  á 
don  Mariano  de  la  Torre  y  del  expediente  que  le  dio 
origen  no  tiene  ningún  valor  ni  efecto.  Por  otra  parte 
en  el  proyecto  de  Tranvía  presentado  por  don  Mariano 
Yilaró  se  recorre  muchas  calles  de  la  ciudad  compren- 
didas en  los  recorridos  del  proyecto  del  Marqués  de 
Santa  Coloma,  de  tal  modo  que  la  viabilidad  de  un 
proyecto  trae  consigo  el  que  sea  desechado  el  otro. 
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Término  en  qne  interpuso  el  recurso.  Habiendo  pre- 
sentado mi  cliente  en  veinte  y  cinco  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho  según  consta  á  fojas 
trece  del  expediente  número  cuarenta  y  nueve  de  la 
Hecretarla  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  su  re- 
curso de  alzada  contra  la  resolución  del  Gobierno 
Civil  de  once  de  Noviembre  del  mismo  año,  sin  qne 
se  le  notificara  después  ninguna  resolución  ni  trámite, 
acudió  en  diez  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  &  la  actual  Secretaria  de  Estado  y 
Gobernación,  al  Ayuntamiento  de  la  Habana  y  al 
Gobierno  Civil  de  esta  Provincia  por  medio  de  instan- 
cia solicitando  se  le  enterara  del  estado  en  que  se 
encontraba  ese  i-ecurso  ó  en  su  caso  se  le  notificara 
la  resolución  que  hubiere  recaído.  Acudió  mi  cliente 
á  esos  medios  para  que  en  harmonía  de  que  lo  pre- 
viene el  artículo  cuarenta  y  uno  del  Real  Decre- 
to, Ley  de  veinte  y  tres  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  no  se  tuviera  por  abando- 
nada su  reclamación  si  dejaba  transcurrir  un  año 
sin  agitarla.  Tanto  el  Alcalde  Municipal  como  el  Se- 
cretario de  Estado  y  Gobernación  informaron  á  mi 
cliente  en  quince  y  veinte  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  respectivamente  según  se  vé 
á  forjas  cuatro  y  seis  de  estos  autos  que  el  recurso  de 
alzada  se  había  resuelto  por  la  extinguida  Secretaría 
de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  en  seis  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.  En  méri- 
to de  esas  comunicaciones  presentó  mi  cliente  en  vein- 
te y  uno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve  otra  instancia  al  Secretario  de  Estado  y  Gober- 
nación salicitando  que  se  le  notificara  en  la  forma  qne 
previene  el  artículo  veinte  y  uno  del  Real  Decreto  de 
Ley  de  veinte  y  tres  de  Septiembfe  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  toda  vez  que  dicha  resolución  no  po- 
día darse  por  notificada  á  mi  cliente  en  mérito  de  su 
publicación  en  la  Gaceta  de  la  Habana  por  cuanto  era 
un  proveído  que  ponía  término  en  la  vía  administra- 
tiva al  expediente  tramitado  é  iniciado  á  su  instancia 
y  como  tal  era  parte  interesada  en  el  mismo;  consig- 
nándose á  mayor  abundamiento  de  todos  los  escritos 
presentados  por  mi  cliente,  su  domicilio  legal  según 
dispone  el  artículo  ocho  del  tantas  veces  citado 
Real  Decreto  á  los  efectos  de  los  artículos  veinte  y 
uno  y  veinte  y  dos  del  mismo.  Habiéndose  negado  el 
Secretario  de  Estado  y  Gobernación  á  hacerle  la  noti- 
ficación á  mi  cliente  en  la  forma  que  por  tres  veces 
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hnbe  de  solicitarlo  y  constando  ya  en  el  expediente 
que  si  bien  ella  no  le  había  sido  notificada,  en  cambio 
uo  podían  alegar  ignorancia,  interpaso  el  presente 
recurso  dentro  del  término  que  fije  el  articulo  séptimo 
de  la  Ley  de  lo  Contencioso  administrativo.  En 
efecto,  el  párrafo  séptimo  del  articulo  séptimo  de  la 
Ley  de  lo  Contencioso  administrativo  en  relación  con 
el  artíciilo  veintitrés  del  Real  Decreto  Ley  de  mnti- 
tres  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho, 
dispone  que  en  el  caso  de  no  haberae  hecho  la  notifi- 
cación administrativa  personalmente  al  interesado  ó 
por  medio  de  cédula  en  su  domicilio,  se  entenderá  de 
todos  modos  que  ella  se  ha  practicado  cuando  consta 
en  el  expediente  con  posterioridad  &  la  resolución,  la 
firma  del  interesado  ó  éste  se  muestra  enterado  de  la 
misma.  Y  como  quiera  que  la  resolución  recurrida 
no  fué  notificada  personalmente  á  mi  cliente  ni  por 
medio  de  cédula  dejada  en  su  domicilio  resulta  en 
cambio  que  se  mostró  enterado  de  la  misma  en  quince 
y  veinte  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve  por  las  comunicaciones  de  fojas  cuatro  y  seis 
de  estos  autos,  desde  cuya  fecha  en  lo  adelante  tiene' 
que  contarse  el  plazo  de  tres  meses  dentro  del  cual 
interpuse  este  recurso  Contencioso  Administrativo 
según  se  vé  por  mi  escrito  de  fojas  once  de  estos  autos 
presentados  á  la  Sala  en  siete  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve.  Fondo  del  asunto. 
Hechos  en  que  fundo  mi  demanda.  Primero:  En 
doce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos 
Don  Mariano  de  la  Torre  Marqués  de  Santa  Coloma 
presentó  al  Gobierno  Civil  de  la  Provincia  de  la  Ha- 
bana un  proyecto  de  tranvía  para  esta  ciudad  con  el 
fin  de  que  le  fuera  otorgada  la  autorización  correspon- 
diente. El  Gobierno  Civil  en  veintiocho  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  aprobó  en  to- 
das sus  partes  dicho  proyecto  mandando  uno  de  los 
ejemplares  al  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  para  que 
se  procediera  con  el  peticionario  á  concertar  las  bases 
de  la  concesión.  Contra  este  último  acuerdo  del  Go- 
bierno Civil  el  Ayuntamiento  estableció  recurso  de 
alzada,  para  ante  el  Gobierno  General  el  cual  de  acuer- 
do con  el  Consejo  de  Administración  desestimó  la  alza- 
da en  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres, 
declarando  firme  lo  dispuesto  por  el  Gobierno  Civil. 
El  Ayuntamiento  de  la  Habana  mandó  cumplir  esta 
última  resolución  nombrando  una  comisión  que  con- 
certase las  bases  de  la  concesión,  pero  entabló  en  tiem- 
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po  demanda  contencioso  administrativa  ante  el  Tribu- 
nal Local  de  esta  Isla  contra  la  resolución  del  Gobier- 
no General  por  estimarla  lesiva  á  sus  intereses. 
Segundo.  Tramitado  el  recurso  contencioso  adminis- 
trativo en  forma  debida,  el  Ministerio  Fiscal  se  opuso 
&  la  demanda  del  Ayuntamiento  formulando  la  excep- 
ción dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  y  pi- 
diendo se  declarase  no  haber  lugar  á  sustanciar  dicha 
demanda.  El  Tribunal  Local  de  la  Contencioso  dictó 
auto  en  tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  declarando  con  lugar  la  excepción  dilatoria  en 
incompetencia  de  jurisdicción  opuesto  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  negándose  á  conocer  del  pleito  contencioso 
administrativo  iniciado  por  el  Ayuntamiento  de  la 
Habana.  Tercero.  Mientras  se  tramitaba  el  pleito 
relacionado  en  el  hecho  anterior  el  Ayuntamiento  de 
la  Habana  había  concertado  y  convenido  el  pliego 
de  condiciones  para  la  concesión  que  elevado  al  Go- 
bierno de  la  Región  Occidental  fué  aprobado  en  vein- 
tiséis de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres 
en  la  misma  forma  que  aparece  inserto  en  la  Gaceta 
de  la  Rabana  de  primero  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres,  Bokttn  Oficial  de  cuatro  de  Julio 
del  mismo  año,  señalándose  para  el  acto  de  la 
subasta  el  día  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  á  las  doce  del  día  en  el  Salón  de  sesio- 
nes del  Ayuntamiento  de  la  Habana.  Cuarto.  Lle- 
gado el  día  y  hora  señalado  en  el  artículo  trece  del 
pliego  de  condiciones  ó  sea  el  cinco  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  á  las  doce  de  la  mañana 
se  reunió  en  el  Salón  de  sesiones  del  Ayuntamiento  el 
Tribunal  para  la  subasta  de  la  concesión  del  Tranvía 
compuesto  del  Alcalde  Municipal  como  Presidente,  el 
Director  Facultativo  de  Obras  Públicas  Municipales  y 
el  Depositario  del  Ayuntamiento  como  Vocales,  ac- 
tuando de  Secretario  el  que  lo  era  también  del  Ayun- 
tamiento. Abierta  la  subasta  se  presentó  como  único 
postor  el  autor  del  proyecto  ó  don  Mariano  de  la 
Torre  Marqués  de  Santa  Coloma  acompañando  el 
correspondiente  pliego,  que  abierto  decía  textualmente 
lo  siguiente,  según  se  vé  á  fojas  veintinueve  del  expe- 
diente Municipal  (número  rail  novecientos  setenta  y 
cinco)  El  que  suscribe  enterado  de  los  anuncios  pu- 
blicados en  la  Gaceta  de  la  Habana  el  día  primero  de 
Julio  próximo  pasado  y  en  el  Boletín  Ofixial  de  la 
Región  el  seis  del  mismo  mes  de  las  bases  aprobadas 
por  el  Ayuntamiento  para  la  adjudicación  del  Tranvía 
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proyectado  en  la  Habana  y  aprobado  por  el  Gobierno 
de  la  Región  en  veintiocho  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos  del  ph'ego  de  condiciones  para  la 
concesión  aprobada  en  la  misma  feeha,  que  acepta  en 
todas  sus  partes,  solicita  se  conceda  á  su  favor  bajo 
los  tipos  de  la  tarifa  aprobada,  no  acompañando  carta 
de  pago  del  depósito  por  eximirlo  de  esta  obligación 
el  artículo  tercero  de  la  convocatoria.  Habana,  cuatro 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  (iuinto. 
Como  quiera  que  la  subasta  convocada  no  se  presentó 
más  postor  que  el  señor  Marqués  de  Santa  Coloma  el 
Tribunal  se  ajustó  en  su  procedimiento  á  lo  que  pres- 
cribía el  artículo  séptimo  del  pliego  de  condiciones  que 
textualmente  dice:  En  caso  de  no  presentarse  ninguna 
proposición  que  mejore  la  presentada  por  el  señor  Alai- 
qués  de  Sarnta  Coloma  ó  de  que  hiciere  éste  uso  del  de- 
recho de  tanteo  se  le  adjudicará  la  concesión  con  ca- 
rácter provisional  y  se  le  notificará  al  efecto  de  que  en 
el  termino  de  un  mes  constituya  la  fianza  del  tres  por 
ciento  del  importe  del  presupuesto  ó  sea  la  cantidad 
de  seis  mil  novecientos  pesos  en  oro  ó  en  láminas  hi- 
potecarias del  Ayuntamiento  y  al  tipo  de  cotización  de 
la  víspera  segím  dispone  el  artículo  ciento  diez  del 
Reglamento  concordante  con  el  cincuenta  y  nueve  de 
La  Ley;  y  con  la  carta  de  pago  de  la  constitución  se 
acordará  por  el  Ayuntamiento  la  concesión  definitiva 
y  se  procederá  á  otorgar  la  escritura  correspondiente. 
Siendo  este  el  verdadero  y  principal  objeto  de  este 
pleito  voy  á  hacer  detenidamente  el  examen  de  este 
artículo  séptimo  en  relación  con  el  acta  de  la  subasta 
celebrada  que  se  encuentra  á  fojas  treinta  y  siguientes 
del  expediente  ^lunicipal  número  mil  novecientos  se- 
tenta y  tres.  En  efecto,  con  arreglo  á  este  artículo 
fíiete  presentado  como  postor  único  el  Marqués  de  San- 
ta Coloma,  el  Tribunal  constituido  para  la  subasta  le 
adjudicó  á  dicho  Marqués,  con  el  carácter  de  provisio- 
nal, la  concesión  del  Tranvía,  empleándose  para  ello 
las  palabras  siguientes.  En  virtud  de  no  haber  con- 
currido más  licitadores  dispuso  adjudicar  al  citado 
Sr.  Marqués  de  Santa  Coloma  la  concesión  objeto  de 
la  subasta  con  el  carácter  de  pi-ovisional  en  cumpli- 
miento de  lo  dispuesto  en  el  artículo  siete  de  la  referi- 
da convocatoria.  De  modo  que  es  un  hecho  cierto  y 
evidente  que  en  el  acto  de  la  subasta  celebrada  en 
cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  el 
Tribunal  ad  hoc  adjudicó  con  el  carácter  de  provisional 
la  concesión  al  Sr.  Marqués  de  Santa  Coloma.  Al  hacer- 
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lo  así  dicho  Tribunal  obró  dentro  de  sus  facnltades  cx)n 
arreglo  á  lo  prescrito  en  el  pliego  de  condiciones  en  cuyo 
articulo  séptimo  se  mandaba  y  ordenaba  expresamen- 
te que  en  el  acto  de  la  suba^íta  se  adjudicara  provisio- 
nalmente la  ex)ncesi6n  al  mejor  postor.  Ahoi*a  bien  en 
ese  mismo  artículo  séptimo  del  pliego  de  condiciones 
se  ordenal>a  que  al  liacei-se  la  adjudicación  con  el  ca- 
rácter de  provisional  al  mejor  postor  y  simultánea- 
mente se  le  notificara  dicha  adjudicación  al  efecto  de 
que  en  el  término  de  un  mes  contado  desde  esa  fecha 
en  lo  adelante  constituyese  la  fianza  del  tres  por  cien- 
to del  importe  del  presupuesto  ó  sea  la  cantidad  de 
seis  mil  novecientos  pesos  en  oro  ó  en  láminas  hipote- 
carias. Este  requisito  se  observó  estrictamente  en  la 
sul)a8ta  á  la  cual  concurrió  personalmente  el  Marqués 
de  Santa  Coloma  suscribiendo  el  acta  de  la  misma  á 
cuyo  final  se  consigna  que  la  firmaron  los  concurren- 
tes al  acto  con  su  señoría  y  el  adjudicatario  ó  sea  el 
propio  Marqués  de  Santa  Ooloma  que  desde  ese  mo- 
mento quedó  enterado  y  notificado  de  que  la  concesión 
le  había  sido  adjudicada  con  el  carácter  de  provisional, 
llamándose  á  él  como  adjudicatario,  no  es  posible  de 
ningún  modo  aseverar  que  el  señor  Marqués  de  Santa 
Coloma  no  fué  notificado  de  la  adjuidicación  provisio- 
nal en  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres;  en  primer  lugar  porque  al  suscribir  el  acta  de  la 
subasta  se  dio  por  enterado  de  la  adjudicación  y  hasta 
en  ella  se  le  tituló  adjudicatario;  en  segundo  lugar  por 
que  según  consta  á  fojas  setenta  y  siete  y  siguientes 
del  expediente  municipal  número  mil  novecientos  se- 
tenta y  tres  don  Mariano  de  la  Torre  se  mostró  ente- 
rado de  dicha  adjudicación  en  veintiséis  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  cuando  vendió  y  ce- 
dió á  don  Francisco  Plá  y  Martínez  Picabia  la  conce- 
sión que  le  había  otorgado  en  mil  ochocientos  noventa 
y  tres  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  en  virtud  de  lo 
cual  estaba  facultado  para  construir  y  explotar  el  tran- 
vía en  cuestión,  y  en  tercer  lugar  también  consta  en  esas 
mismas  fojas  de  dicho  expediente  que  estaba  entera- 
do de  dicha  adjudicación  desde  el  momento  en  que 
asegura  que  en  veinte  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro  había  celebrado  un  contrato  con  los 
Sres.  Adalberto  Farrés,de  la  Habana  y  Henry  F.  Duke, 
de  Filadelfia,  como  dueños  de  la  concesión  para  consti- 
tuir una  Compañía  para  realizar  la  construcción  y  ex- 
plotación del  Tranvía  referido.  Así,  pues,  en  la  hipó- 
tesis inadmisible  de  que  se  entendiera  de  que  el  Mar- 
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qaés  de  Santa  Ck)loma  no  quedó  notificado  en  el  acto 
de  la  subasta  en  la  cual  tomó  parte  personalmente  de 
que  la  concesión  le  había  sido  adjudicada  provisional- 
mente, siempre  resultaría  de  un  modo  evidente  que 
desde  el  veinte  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro  estuvo  enterado  de  que  la  concesión  le  había 
sido  adjudicada  provisionalmente  en  cuyo  caso  tenía 
que  entenderse  por  ministerio  de  la  Ley  que  estaba 
hecha  la  notificación  á  tenor  de  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo veintitrés  del  Real  Decreto  Ley  de  veintitrés  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  y  el  pá- 
rrafo siete  del  artículo  séptimo  de  la  Ley  de  lo  Con- 
tencioso administrativo  vigente.  Sexto:  Celebrada, la 
subasta  en  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres  adjudicada  en  dicho  acto  la  concesión  del  Tran- 
vía con  el  carácter  de  provisional  á  don  Mariano  de 
la  Torre  y  enterado  y  notificado  éste  de  que  se  le  había 
hecho  la  tal  adjudicación  provisional  en  esa  fecha  fir- 
mando el  acta  de  la  subasta  que  obra  de  fojas  treinta 
del  expediente  Municipal  número  mil  novecientos  se- 
tenta y  cinco  con  el  carácter  ya  de  tal  adjudicatario  se 
informó  al  Ayuntamiento  en  su  sesión  ordinaria  de 
catorce  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres  dándose  lectura  en  ella  al  acta  de  la  subasta  y 
acordando  el  Cabildo  en  su  consecuencia  quedar 
enterado  de  la  misma  s^ún  se  ve  á  fojas  treinta  y 
cuatro  vuelta  del  citado  expediente  número  mil 
novecientos  setenta  y  cinco.  El  Cabildo  Munici- 
pal tomó  solamente  el  acuerdo  de  darse  por  en- 
terado de  los  hechos  realizados  por  el  Tribunal  de  su- 
basta y  que  constaba  en  la  tantas  veces  citada  acta 
porque  con  arreglo  al  pliego  de  condiciones  aprobado 
dicho  Tribunal  era  el  que  tenía  la  facultad  y  así  se  le 
ordenaba  de  adjudicar  al  mejor  postor  en  el  acto  de  la 
subasta  la  concesión  objeto  de  la  misma.  Sólo  mucho 
después  cuando  el  adjudicatario  provisional  acreditase 
haber  consignado  en  el  plazo  de  un  mes  la  fianza  que 
fija  el  artículo  siete  del  pliego  de  condiciones  era  cuan- 
do el  Ayuntamiento  á  tenor  del  propio  artículo  debía 
acordar  la  concesión  definitiva  proceder  al  otorgamien- 
to de  la  escritura  correspondiente.  Séptimo:  Otorgada 
la  concesión  provisional  del  Tranvía  al  ^íarqués  de 
Santa  Coloma  en  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  y  enterado  y  notificado  éste  de  que  se 
le  había  hecho  en  esa  fecha  la  adjudicación  provisio- 
nal comenzó  para  don  Mariano  de  la  Torre  á  contarse 
desde  ese  día  el  plazo  de  un  mes  fijado  en  el  artículo 
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siete  del  pliego  de  condiciones  durante  el  cual  debió 
constituir  la  fianza.  Ese  plazo  de  un  mes  venció  en 
cinco  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres 
y  durante  él  don  Mariano  de  la  Torre  no  constituyó 
fianza  alguna  ni  tampoco  hubo  de  solicitar  prórroga 
de  ninguna  clase.  Pero  hay  más  todavía;  por  el  testi- 
monio del  acta  notarial  de  fojas  setenta  y  siete  del  ex- 
pediente Municipal  número  mil  novecientos  setenta  y 
tres  se  ve  que  don  Mariano  de  la  Torre  en  veinte  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  y  veinte 
y  seis  del  propio  mes  y  año  es  decif  más  de  seis  meses 
tiespuós  de  haberse  adjudicado  provisionalment-e  la 
concesión,  la  vendía  y  cedía  como  dueño  lucrando  con 
ella,  sin  que  se  preocupase  de  cumplir  la  obligación 
que  contrajo  por  el  pliego  de  condiciones  de  constituir 
la  fianza  dentro  del  mes  cuyo  particular  nunca  pudo 
ignorar,  porque  nadie  como  61  debía  conocer  mejor  las 
ba«es  del  pliego  de  condiciones  y  que  de  mutuo  acuer- 
do con  el  Ayuntamiento  había  formulado  y  de  las  cua- 
les manifestó  además  estar  perfectamente  enterado  se- 
gún expuso  en  el  pliego  de  proposición  que  presentó 
para  tomar  parte  en  la  snbanSta  y  det  cual  llevo  hecho 
mérito.  Octavo:  No  habiendo  cumplido  el  Marqués  de 
8anta  Coloma  con  el  requisito  de  constituir  dentro  del 
término  de  un  mes  lafianzaque  exige  el  artículo  séptimo 
del  pliego  de  condiciones  el  Ayuntamiento  sin  hacerle 
ningún  requerimiento  debió  de  acordar  en  el  plazo  de 
ocho  días  siguientes  que  la  sul)asta  quedaba  desierta 
y  anunciar  otra  nueva  dentro  del  mismo  plazo.  Así  lo 
dispone  el  artículo  diez  del  pliego  de  condiciones  que 
textualmente  dice:  '*Si  adjudicada  provisionalmente 
la  concesión  no  cumpliese  el  concesionario  con  la  obli- 
gación de  constituir  la  fianza  de  tres  por  ciento  en  el 
plazo  de  un  mes;  el  Ayuntamiento  sin  hacer  ningún 
re(]uerimiento  acordará  en  el  plazo  de  ocho  días  que- 
dar desierta  la  subat^ta  con  pérdida  del  depósito  cons- 
tituido para  tomar  parte  en  ella  y  se  anuncian\  otra 
nueva  dentro  del  mismo  plazo.  Noveno:  Así  las  cosas 
en  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro don  Francisco  Plá  Martínez  Picabia  presentó  una 
instancia  al  Alcalde  Municipal  pidiendo  que  desde  esa 
lecha  entendiera  otorgada  á  su  nombre  la  concesión 
hecha  al  ^lai-qués  de  Santa  Coloma  de  un  Tranvía  en 
esta  ciudad,  en  virtud  de  que  aquél  se  lo  había  cedido 
según  el  testimonio  del  acta  notarial  que  acompañaba 
la  cual  junto  con  la  instancia  se  halla  á  fojas  setenta 
y  siete  y  ochenta  y  siete  del  expediente  municipal  nú- 
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mero  mil  novecientos  setenta  y  tres.  Posteriormente 
el  propio  don  Francisco  Plá  y  Martínez  Picabia  pre- 
sentó otra  instancia  acompañando  la  escritura  que  se 
encuentra  &  fojas  ochenta  y  nueve  del  expediente  rela- 
cionado é  interesaba  se  resolviera  su  anterior  solicitud 
en  el  sentido  que  la  pedía.  Tanto  esta  última  instancia 
que  es  de  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  como  la  anterior  de  fojas  ochenta  y 
siete  y  documentos  acompañados  se  pasaron  por  De- 
creto del  Alcalde  Municipal  sin  acuerdo  del  Ayunta- 
miento al  Letrado  consultor  para  que  emitiese  infor- 
me sobre  ello.  El  Letrado  Consultor  don  Rafael  May- 
dagán  emitió  su  informe  visible  á  fojas  noventa  y  tres 
y  siguiente,  el  expediente  citado  número  mil  novecien- 
tos setenta  y  tres  sin  que  en  él  se  aconsejará  lo  único 
pertinente  que  era  desestimar  la  solicitud  de  Plá  y 
Martínez  Picabia  por  cuanto  la  concesión  había  dadu- 
cado  y  debía  declarse  desierta  la  subasta  en  cumpli- 
miento de  lo  convenido  por  el  artículo  siete  y  el  artí- 
culo diez  del*  pliego  de  condiciones.  En  cambio  el  Le- 
trado Consultor  estimó  que  el  Ayuntamiento  debía 
aceptar  al  procesado  don  Francisco  Plá  y  Martínez 
Picabia,  como  cesionario  de  don  Mariano  de  la  Torre 
^larqués  de  Santa  Coloma,  en  la  concesión  que  se  le 
otorgó  para  la  construcción  y  explotación  de  un  Tran- 
vía en  esta  ciudad  con  cuyo  informe  se  dio  cuenta  en 
la  sesión  del  Ayuntamiento  de  doce  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  acordándose  que 
quedase  este  asunto  para  otra  sesión  en  que  se  traje- 
ran todos  los  antecedentes  relativos  á  la  concesión 
hecha  al  Marqués  de  Santa  Coloma  para  la  explotación 
del  Tranvía.  Esa  otra  sesión  ordinaria  fué  la  de  vein- 
te de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco 
es  decir  casi  un  año  después  y  en  ella  solo  se  acordó 
(jue  quedase  sobre  la  mesa  para  estudio  de  los  señores 
Concejales.  Al  fin  en  la  sesión  ordinaria  de  cuatro 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  el 
Ayuntamiento  acordó:  Aceptar  al  señor  don  Francis- 
co Plá  y  Martínez  Picabia  como  cesionario  de  don 
Aíariano  de  la  Torre  Marqués  de  Santa  Coloma  en 
la  concesión  que  se  le  otorgó  i)ara  la  construcción 
y  explotación  de  un  Tranvía  en  esta  ciudad.  Según 
(*onsta  á  fojas  noventa  y  nueve  del  citado  expediente 
número  mil  novecientos  setenta  y  tres.  Décimo: 
Al  ejecutarse  este  último  acuerdo  por  el  Alcalde 
Municipal  se  extralimitó  éste  en  el  uso  de  sus  faculta- 
des ordenando  que  al  tiempo  de  notificarse  el  acuerdo 
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municipal  al  señor  Plá,  se  le  requiera  para  que  dentro 
de  un  mes  constituyese  la  fianza  que  exige  el  articulo 
siete  del  pliego  de  condiciones  cuyo  requerimiento  es- 
taba expresamente  prohibido  por  el  artículo  diez  del 
pliego  de  condiciones  y  el  Ayuntamiento  ni  pudo  acor- 
dar ni  acordó  que  se  violase  ese  precepto.  Onceno: 
Librada  la  comunicación  por  el  Alcalde  Municipal  á 
que  me  he  referido  en  el  hecho  anterior  se  remitió  á 
la  casa  Galiano  treinta  y  ocho  en  esta  ciudad  domici- 
lio legal  del  interesado  don  Francisco  Plá  y  Picabia  y 
de  su  apoderado  general  al  efecto  don  José  Canela. 
En  el  expediente  consta  que  don  Francisco  Plá  y  Pi- 
cabia tenía  su  domicilio  en  la  casa  Galiano  treinta  y 
ocho  en  esta  ciudad  porque  así  lo  designó  el  propio 
Plá  á  loa  efectos  del  articulo  ocho  del  Real  Decreto 
Ley  de  veinte  y  tres  de  Septiembre  de  mil  ochocientoB 
ochenta  y  ocho  al  presentar  sus  instancias  de  fojas 
ochenta  y  siete  y  noventa  y  tres  del  expediente  núme- 
ro mil  novecientos  setenta  y  tres  á  que  me  he  venido 
refiriendo.  También  además  consta  en  el  expediente 
ant«s  aludido  á  fojas  setenta  y  siete  que  don  José  Ca- 
nela, vecino  de  Galiano  treinta  y  ocho,  era  apoderado 
general  de  don  Fi*ancisco  Plá  y  Martínez  de  Picabia, 
así  como  también  su  hermano  político.  En  virtud  de 
estas  datos  que  constaban  en  el  expediente  la  notifica- 
ción que  se  libró  á  don  Francisco  Plá  se  entregó  en  el 
domicilio  de  éste  Galiano  treinta  y  ocho,  á  su  apodera- 
rado  don  José  Canela  cumpliéndose  así  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  veinte  y  uno  y  veinte  y 
dos  del  Real  Decreto  Ley  de  veinte  y  tres  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho.  Rea- 
lizada la  notificación  en  estos  términos  quedó  des- 
de esa  fecha  notificado  don  Francisco  Plá  del  acuerdo 
del  Ayuntamiento  así  como  también  del  improcedente 
y  nulo  requerimiento  decretado  por  el  Alcalde  Muni- 
cipal con  extralimitación  de  sus  facultades.  Duodéci- 
mo: Pretendiendo  don  Francisco  Plá  eludir  la  obliga- 
ción en  que  erróneamente  se  estaba  de  consignar  la 
fianza  puesto  que  la  concesión  que  había  adquirido  ytk 
ie^stAba  caducada  hizo  que  su  apoderado  don  José  Ca- 
nela el  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco  compareciera  en  las  Oficinas  Munici- 
pales y  devolviera  la  comunicación  que  se  le  había  en- 
tregado pretextando  que  el  señor  Plá  tenía  su  domici- 
lio en  el  ingenio  **San  Manuel"  situado  en  Puerto 
Padre,  término  municipal  de  Victoria  de  las  Tunas 
según  consta  en  la  foja  ciento  una  vuelta  del  expedien- 
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te  municipal  número  mil  novecientos  setenta  y  tres 
como  quiera  que  en  el  Ayuntamiento  había  deseos  de 
servir  á  don  Francisco  Plá  se  aceptó  por  el  Alcalde 
Municipal  esa  devolución  que  infringía  notoriamente 
la  Ley  y  se  libró  en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  seg(in  consta  á  fojas  cien- 
to tres  la  correspondiente  comunicación  al  Alcalde  de 
Victoria  de  las  Tunas  pai*a  que  hiciera  la  notificación 
al  señor  Plá.  Toda  vez  que  el  Alcalde  Municipal  de 
Victoria  de  las  Tunas  no  acusó  recibo  de  esa  comuni- 
cación, el  Alcalde  Municipal  de  la  Habana  dispuesto 
siempre  á  lo  que  parece  á  servir  los  intereses  del  señor 
Plá  mandó  librar  y  se  libró  en  cuatro  de  Abril  de  mil 
ochocientos  noventa  y  seis,  nueva  comunicación  recor- 
dando el  cumplimiento  de  la  anterior  según  se  vé  á 
fojas  ciento  cinco,  resulta,  pues,  de  lo  expuesto  que  en 
la  hipótesis  inadmisible  de  que  al  adquirir  don  Fran- 
cisco Plá  y  Martínez  Picabia  en  veinte  y  seis  de  Fe- 
brero de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  de  don 
Mariano  de  la  Torre  los  derechos  y  acciones  sobre  la 
concesión  de  un  Travía  estos  no  fueron  ilusorios 
por  haber  caducado  aquélla,  siempre  tendríamos 
que  don  Francisco  Plá  en  el  transcurso  de  cuatro 
años  tampoco  había  cumplido  el  requisito  de  la 
fianza  por  más  que  fué  oportunamente  conocedor  del 
acuerdo  del  Ayuntamiento  en  que  se  le  aceptó  como 
cesionario  del  Sr.  de  la  Torre,  é  indebidamente  se  le 
requirió  para  que  consignase  la  fianza  toda  vez  que 
fué  notificaílo  en  su  domicilio  según  dispone  la  Ley 
entregándosele  la  notificación  á  su  familiar  don  José 
Canela  quien  á  su  vez  era  apoderado  del  8r.  Plá. 
Décimo  tercero:  También  consta  del  expediente  Mu- 
nicipal número  mil  novecientos  setenta  y  tres  que  su 
última  diligencia  antes  de  la  moción  González  Peraza 
ea  la  de  fojas  ciento  cinco  que  lleva  fecha  cuatro  de 
Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  permanecien- 
do desde  la  misma  paralizado  sin  que  el  recurrente 
Plá  lo  gestionase  y  mucho  menos  agitase  su  reclama- 
ción de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro dejando  transcurrir  por  su  culpa  un  plazo  de  tres 
á  cuatro  años  por  lo  que  aplicándose  el  artículo  cua- 
renta y  uno  del  Real  Decreto  Ley  de  veintitrés  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  debía 
de  tenerse  por  abandonada  la  reclamación  y  por  cadu- 
cado el  expediente  remitiéndose  al  Archivo.  Décimo 
cuarto:  En  este  estado  de  paralización  del  expediente 
el  Concejal  don  Manuel  Gronzález  Peraza  presentó  en 
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la  8eBÍ6n  ordinaria  de  veinticaatro  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  la  moción  que  se  encuen- 
tra á  fojas  ciento  seis  del  expediente  Municipal  núme- 
ro mil  novecientos  setenta  y  tres  por  la  que  pedía  que 
el  A^'untamiento  acordase  declarar  desierta  la  subasta 
celebrada  para  la  concesión  de  un  Tranvía  en  esta 
ciudad  con  arreglo  á  los  proyectos  y  planos  presenta- 
dos por  don  Mariano  de  la  Torre  y  que  nuevamente 
sacara  á  remate  l)ajo  las  mismas  bases  y  condiciones. 
El  Cabildo  acordó  en  esa  sesión  con  los  antecedentes 
del  asunto  pasase  la  moción  al  Letrado  de  tumo  de  la 
Comisión  de  Hacienda  para  que  se  sirva  consultar 
lo  que  estime  proce<lente.  El  Letrado  de  turno 
don  Rodolfo  Fernán'dez  Criado  emitió  su  informe  de 
fojas  ciento  ocho  y  siguientes  en  que  bajo  el  supuesto 
erróneo  de  que  no  aperecía  adjudicada  provisional- 
mente la  concesión  á  don  Mariano  de  la  Torre  ni  me- 
nos notificada  y  que  aun  cuando  se  había  hecho  la  ad- 
judicación provisional  á  don  Francisco  Plá  cx)mo  ce- 
sionario de  los  derechos  de  don  Mariano  de  la  Torre 
no  se  había  practicado  el  requerimiento  para  que  éste 
constituyese  la  fianza  que  exige  el  articulo  séptimo. 
El  Alcalde  Municipal  seguramente  para  descargar  su 
conciencia  hizo  que  el  otro  Letrado  Consultor  don 
Francisco  Daniel  emitiese  informe  sobre  el  mismo 
asunto  que  coincidió  en  un  todo  con  el  de  su  compa- 
ñero. También  prestó  su  conformidad  á  dicho  infor- 
me la  Comisión  de  Hacienda  por  lo  que  se  dio  cuenta 
en  la  sesión  ordinaria  de  (ratorce  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  acordándose  que  quedara 
sobre  la  mesa  para  el  estudio  y  posteriormente  en  la 
sesión  ordinaria  de  primero  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  el  Cabildo  acordó  de  confor- 
midad con  los  informes  de  los  Letrados  Municipales  y 
de  la  Comisión  de  Hacienda  que  se  requiriera  nueva- 
mente á  don  Francisco  Plá  para  que  en  el  término  de 
un  mes  constituyese  la  fianza  que  exige  el  artículo 
séptimo  del  pliego  de  condiciones.  Décimo  quinto: 
Contra  ese  acuerdo  de  primero  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  interpuso  mi  cliente  en 
siete  de  Octubre  del  mismo  año  recurso  de  alzada  ante 
el  Gobierno  (Uvil,  (¿ue  fué  resuelto  por  esa  Superiori- 
dad en  once  de  Noviembre  del  mismo  año  declarándo- 
lo sin  lugar  por  los  fundamentos  que  aparecen  de  la 
comunicación  de  fojas  ciento  sesenta  y  tres  del  expe- 
diente Municipal  número  mil  novecientos  sesenta  y 
tres.  Contra  esa  resolución  del  Gobierno  ('ivil  interpu- 
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SO  mi  cliente  recurso  de  alzada  para  ante  el  Sr.  Secre- 
tario de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  del  extinguido 
Gobierno  Autonómico  en  veinticinco  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  según  consta  á  fo- 
jas nueve  del  expediente  número  cuarenta  y  nueve  de 
dicha  Secretaría.  Este  último  recurso  de  alzada  fué 
resuelto  en  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  por  el  Secretario  de  Gracia  y  Justicia  y 
Gobernación  declarándolo  también  sin  lugar  según 
consta  á  fojas  diez  y  ocho  del  expediente  que  acabo  de 
citar  cuya  resolución  ignoraba  mi  cliente  por  no  ha- 
bérsele notiñcado  en  forma  según  previene  la  Ley  3' 
según  se  venía  haciendo  con  las  resoluciones  anterio- 
res hasta  que  acudió  en  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  á  distintos  Centros  Administrativos 
agitando  el  expediente  y  fué  informado  de  la  publica- 
ción de  la  misma  en  la  Gaceta  de  la  Habana,  Décimo 
sexto:  Como  esta  resohición  de  seis  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho  dictada  por  la  Secre- 
taría de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  del  extin- 
guido Gobierno  Autonómico  es  la  que  ha  dado  origen 
á  este  pleito  voj^  á  examinarlo  en  detalle  haciendo  los 
razonamientos  del  caso  para  demostrarle  á  la  Sala  su 
improcedencia.  El  primer  Consideraijdo  de  ella  se 
refiere  únicamente  a  la  cuestión  de  competencia  y  la 
Secretaría  estima  á  mi  juicio  con  muy  buen  criterio 
Que  ella  es  la  autoridad  competente  para  resolver  dicho 
recurso  de  alzada.  El  segundo  Considerando  de  la 
resolución  recurrida  sienta  un  fundamento  erróneo, 
pues  consigna  que  no  cabe  en  lo  legal  entrar  á  discutir 
sobre  la  cuestión  de  fondo  estimando  que  ésta  es  la 
que  se  refiere  á  la  concesión  del  Tranvía,  puesto  que 
por  sentencia  firme  del  Tribunal  Contencioso  Adminis- 
trativo de  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  fué  declarada  sin  lugar  la  demanda  del  Ayun- 
tamiento de  la  Habana  contra  la  resolución  del  Go- 
bierno General  que  apoyó  el  proyecto  del  Tranvía  y 
la  cual  sentencia  tenía'  la  fuerza  de  cosa  juzgada. 
Lastimosamente  se  confunde  en  ese  Considerando 
la  aprobación  de  un  proyecto  con  la  concesión  del 
mismo.  Efectivamente  el  proyecto  fué  aprobado 
por  el  Gobierno  General  ó  mejor  dicho  por  el  Go- 
bierno Civil  y  quedó  ejecutoriada  esa  aprobación 
pero  la  concesión  no  podía  otorgarla  ni  la  otorgó 
más  que  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  bajo  la  condi- 
ción establicida  en  el  pliego  de  condiciones  de  la  su- 
basta que  aceptó  y  debió  cumplir  el  adjudicatario  don 
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Mariano  de  la  Torre  y  que  no  cumplió  en  razón  á  no 
haber  consignado  la  ñanza  de  tres  por  ciento  en  el  tér- 
mino de  un  mes  siéndole  de  aplicársele  el  artículo  diez 
del  pliego  de  condiciones  en  que  pactó  como  condición 
resolutoria  que  si  no  se  cumplía  ese  requisito  perdería 
todos  sus  derechos  como  adjudicatario  provisional  y  se 
acordaría  por  el  Ayuntamiento  sin  requirimiento  al- 
guno declarar  desierta  la  subasta  anunc^iándose  nueva- 
mente en  un  plazo  de  ocho  días  además  el  expediente 
quedó  paralizado  por  dos  ocasiones  y  en  más  de  dos 
años  por  lo  que  también  debió  estimarse  que  él  había 
caducado  á  tenor  délo  dispuesto  en  el  artículo  cuaren- 
ta y  uno  del  Real  Decreto  Ley  de  veintitrés  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho.  El  tercer 
Considerando  de  la  resolución  recurrida  se  refiere  á 
(jue  la  Secretaría  acepta  los  fundamentos  de  hecho  y 
de  derecho  consignados  en  la  resolución  del  Gobierno 
(^¡vil  de  once  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  ocho.  La  lectura  de  esta  demanda  así  como  la  de 
los  expedientes  remitidos  á  la  Sala  demuestran  que 
esos  fuiulamentos  de  hecho  son  erróneos  en  su  mayor 
parte  y  que  los  preceptos  legales  que  se  citan  han 
sido  ó  mal  interpretados  ó  peor  aplicados.  El  cuarto 
(yousiderando  de  la  resolución  recurrida  se  refiere  á  la 
suspensión  del  acuerdo  del  Ayuntamiento  interpelado 
y  desde  luego  hago  caso  omiso  de  él  para  no  involucrar 
ese  extremo  con  los  que  ocupan  este  pleito  por  más  que 
siempre  le  ha  asistido  perfectísimo  derecho  4  mi 
diente  para  solicitarlo,  pues  según  ha  consignado  en 
esta  demanda  y  probaré  en  su  oportunidail  se  le  ha 
perjudicado  notablemente  en  sus  derechos  civiles. 
El  quinto  Considerando  de  la  resolución  recurrida 
es  para  mí  el  más  importante,  pues  sienta  una  doc- 
trina bien  rara  sobre  notificaciones  administrativas, 
al  efecto  se  citan  dos  sentencias  del  Consejo  de 
Estado  la  de  ocho  de  Abril  y  veintitrés  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  setenta  que  sin  entrar  á  examinar- 
las están  en  desuso  por  la  publicación  del  Decreto  Ley 
de  veintitrés  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  ocho  que  prescribe  la  forma  en  que  éstas  deben  ha- 
cerse segím  su  capítulo  cuarto,  el  cual  guarda  relación 
con  el  artículo  siete  de  la  Ley  de  lo  Contencioso  Admi- 
nistrativo. Según  estas  leyes  la  notificación  se  entien- 
de hecha  cuando  el  interesado  se  muestra  enterado  de 
la  resolución  en  el  mismo  expediente.  Décimo  sépti- 
mo: La  resolución  de  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho  viola  en  primer  lugar  el  pliego  de 
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condiciones  para  la  subasta  del  Tranvía  proyectado 
por  don  Mariano  de  la  Torre,  que  en  este  caso  es  con- 
trato celebrado  entre  el  Ayuntamiento  de  la  Habana 
y  el  adjudicatario  provisional  don  Mariano  de  la  Torre, 
en  segundo  lugar  se  infringe  por  ellos  los  preceptos  de 
la  Ley  y  Reglamento  General  de  Ferrocarriles  y  de  la 
Ley  y  Reglamento  General  de  Obras  Públicas  toda 
vez  que  los  preceptos  6  cláusulas  del  pliego  de  condi- 
ciones se  ajustaban  en  un  todo  á  los  preceptos  legales 
que  comprende  esta  disposición  con  arreglo  á  lo  que  se 
había  redactado:  en  tercer  lugar  la  aludida  disposición 
ó  resolución  del  Secretario  de  Gracia  y  Justicia  y  Go- 
bernación del  extinguido  Gobierno  Autonómico  infrin- 
ge también  las  disposiciones  que  sobre  nofícaciones 
administrativas  se  encuentren  vigentes  en  virtud  del 
Real  Decreto  Ley  de  veintitrés  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho  y  la  Ley  y  Reglamen- 
to para  lo  Conte^ncioso  Administrativo,  y  por  último 
al  dar  por  subsistente  un  expediente  caducado  y 
en  todo  caso  al  estimar  que  la  subasta  adjudica- 
da provisionalmente  á  don  Mariano  de  la  Torre 
no  debía  declararse  desierta  lesiona  con  ella  y 
perjudica  los  intereses  públicos  y  los  particulares 
de  mi  cliente.  Perjudica  á  los  primeros,  por  que  al 
hacerse  actualmente  la  nueva  subasta,  se  obtendrían 
muchas  mayores  ventajas  para  el  Municipio  en  lo  que 
respecta  al  menor  número  de  años  en  la  concesión  y 
precios  menores  en  la  tarifa  de  mi  cliente  sería  el  pri- 
mero en  ofrecer,  dado  que  las  condiciones  actuales  del 
país  han  variado  en  mucho,  por  lo  que  es  de  asegurar- 
se que  si  concurrían  á  la  subasta  múltiples  postores 
que  se  disputarían  la  concesión  del  Tranvía.  Por  la 
que  respecta  al  perjuicio  que  la  resolución  recurrida 
ha  ocasionado  y  ocasiona  en  los  intereses  privados  de 
mi  cliente,  sólo  tengo  que  repetir  aquí  lo  que  ya  he  con- 
signado anteriormente  respecto  á  la  propiedad  que  és- 
te adquirió  del  proyecto  presentado  por  don  Mariano 
Vilaró,  cuya  viabilidad  y  realización  depende  precisa- 
mente de  que  cumpliéndose  el  pliegí  de  condiciones 
se  declara  desierta  la  subasta  del  Tranvía.  Décimo 
octavo:  Cuando  mi  cliente  estableció  su  recurso  de 
alzada  en  siete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  fecha  pri- 
mero de  este  mismo  mes  y  año  ya  había  adquirido  de 
don  Mariano  Vilaró  la  propiedad  del  proyecto  presen- 
tado por  éste  al  Ayuntamiento  del  cual  se  dio  cuenta 
en  la  sesión  del  primero  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
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noventa  y  ocho,  teniéndose  en  consideración  y  man- 
dándose observar  en  él  los  trámites  del  caso.  Esta 
adquisición  le  supone  á  mi  cliente  un  desembolso  de 
bastante  importancia  que  desde  esa  fecha  tiene  hecho 
y  el  cual  hubo  de  realizarse  en  la  perfecta  inteligencia 
que  tenia  entonces  y  tiene  hoy  de  que  el  exp^iente 
sobre  concesión  de  un  Tranvía  en  esta  ciudad,  según 
el  proyecto  presentado  por  don  Mariano  de  la  Torre, 
se  encontraba  desde  mucho  antes  de  esa  fecha  caduca- 
do y  que  en  todo  caso  la  subasta  adjudicada  provisio- 
nalmente al  autor  del  proyecto  del  señor  de  la  Torre 
debía  declarse  desierta  con  pérdida  de  todos  los  dere- 
chos que  éste  pudiera  tener  sobre  la  misma,  pues  así 
lo  ordenan  los  artículos  séptimo  y  décimo  del  pliego 
de  condiciones  de  acuerdo  con  los  preceptos  de  la  Ley 
y  Reglamento  General  de  Obras  Pública.  Décimo  no- 
no: Revocada  la  resolución  de  seis  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  declarada  con  lagar 
la  moción  que  en  veinte  y  cuatro  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  presentó  al  Ayuntamiento 
de  la  Habana  el  Concejal  don  Manuel  González  Peraza 
resultan  nulos  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  ilegal  los 
actos  realizados  con  posterioridad  á  la  misma,  así  como 
también  aquellos  otros  actos  y  resoluciones  adminis- 
trativas que  reconocieron  como  base  y  fundamento  que 
el  expediente  de  concesión  de  un  Tranvía  en  esta 
ciudad  según  el  proyecto  presentado  por  don  Mariano 
de  la  Torre  no  ei^taba  caducado.  Entre  los  primeros 
se  encuentra  la  escritura  que  otorgó  el  Alcalde  de  la 
Habana  señor  Marqués  de  Esteban  en  Noviembre  ó 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  cuando 
aún  no  se  habia  resuelto  en  definitiva  dentro  de  la  vía 
administrativa  el  recurso  de  alzada  interpuesto  por  mi 
cliente  ó  si  pe  había  resuelto  no  era  firme  la  resolución 
dictada  por  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Go- 
bernación toda  vez  que  era  y  es  dicho  proveído  admi- 
nistrativo susceptible  de  este  recurso  contencioso.  Y 
entre  los  segundos  se  encuentra  la  resolución  de  fecha 
ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
dictada  por  el  Secretario  de  Obras  Públicas  y  Comu- 
nicaciones así  como  también  la  escritura  que  en  méri- 
to de  ella  otorgó  dicho  Secretario  en  favor  de  la  Em- 
presa del  Ferrocarril  Vrbano  y  Ómnibus  de  la  Habana 
transcribiéndole  la  posesión  del  Tranvía  proyectado  por 
don  Mariano  de  la  Torre.  Esa  resolución  así  como 
la  escritura  que  en  ella  reconoce  su  origen  carece 
de  validez  alguna  y   están  viciadas  de  nulidad.  Se 
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funda  en  un  hecho  erróneo  que  consiste  estimar  el  ex- 
pediente sobre  concesión  de  Tranvía  en  la  Habana  se- 
gún el  proyecto  presentado  por  don  Mariano  de  la  Torre 
que  se  encuentra  caducado  como  he  demostrado  á  la 
Sala  en  el  curso  de  este  escrito.  De  modo  que  al  dic- 
tarse resolución  definitiva  en  este  pleito  declarándolo 
así  desaparecerá  y  quedará  nula  la  resolución  de  la 
Secretaría  de  Obras  Públicas  y  Comunicaciones  así 
como  también  la  escritura  que  en  ella  reconoció  su 
origen. 

Contestación  del  Estado: 

Octavo.  Resultando  que  por  proveído  de  veinte 
de  Agosto  de  mil  novecientos  dispuso  la  Sala  que  el 
Procurador  Valdés  designase  los  hechos  sobre  que  ha- 
bía de  versar  la  prueba  y  cumpliendo  lo  dispuesto  se 
confirió  traslado  al  señor  Fiscal  de  las  demandas  te- 
niéndolas por  formuladas;  y  que  por  escrito  de  dos  de 
Octubre  de  mil  novecientos  los  contestó  el  sefior  Fiscal 
interesando  que  se  desestimaran  y  se  declararan  sub- 
sistentes las  resoluciones  reclamadas  con  imposición 
de  costas  á  los  demandantes  manifestando  que  en  el 
período  de  prueba  haría  el  uso  que  creyera  procedente 
de  la  presentada  por  los  recurrentes  y  propondría  la 
que  creyera  pertinente  además  de  la  que  ya  obraba  en 
los  autos  y  alegó  los  hechos  siguientes.  Primero:  El 
Gobernador  Civil  de  la  Provincia  de  la  Habana  en 
veinte  y  ocho  de  í^oviembre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  dos  aprobó  un  proyecto  de  Tranvía  Urbano  para 
esta  ciudad  cuyo  proyecto  fué  presentado  al  Gobierno 
por  don  Mariano  de  la  Torre  Marqués  de  Santa  Coloma 
y  habiendo  el  Ayuntamiento  de  esta  capital  entendido 
que  la  aprobación  del  citado  proyecto  era  sólo  de  su 
exclusiva  competencia  estableció  recurso  de  alzada  pa- 
ra ante  el  Gobernador  General  de  la  Isla  de  Cuba  quien 
por  Decreto  que  lleva  la  fecha  de  seis  de  Abril  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres  resolvió  de  conformidad 
con  el  Gobiern.0  de  la  Provincia  por  lo  que  se  estable- 
ció recurso  contencioso  administrativo  por  la  citada 
Corporación  siendo  declarado  sin  lugar  por  la  Audien- 
cia á  virtud  de  solicitud  del  Ministerio  Fiscal  quien 
entendió  que  debía  establecer,  como  estableció,  la 
excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción.  Esta  de- 
claratoria de  no  haber  lugar  al  citado  recurso  lleva  la 
focha  de  tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  5'^ 
treer.     Segundo:     Mientra  se  tramitaba  el  citado  re- 
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curso  se  aprobaron  por  el  Ayuntamiento  y  el  Gobier- 
no Civil  las  bases  de  la  concesión  del  Tranvía  y  ha- 
biéndose anunciado  la  subasta  ésta  tuvo  efecto  el  día 
cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y 
como  quiera  que  no  hubo  licitadores  y  únicamente  fué 
quien  se  presentó  don  Mariano  de  la  Torre  éste  la  to- 
mó para  sí  por  el  mismo  tipo  por  el  que  se  había 
anunciado;  extendiéndose  una  acta  que  firmaron  los 
que  debían  hacerlo  y  por  virtud  de  aquel  acto  y  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  pliego  de  condiciones  se 
adjudicó  provisionalmente  el  citado  Marqués  de  Santa 
Coloma  la  concesión  del  Tranvía.  Tercero:  En  vein- 
te y  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro falleció  el  señor  Mariano  de  la  Torre  sin  que  se 
hubiera  notificado  como  prescribían  el  pliego  de  condi- 
ciones en  su  cláusula  séptima  que  debía  hacer  el  de- 
pósito del  tre^  por  ciento  para  que  la  concesión  pudie- 
ra tener  el  carácter  de  definitiva.  Cuarto:  Por  es- 
critura celebrada  ante  el  Notario  de  este  Colegio  don 
Francisco  de  Paula  Rodríguez,  en  ocho  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  don  Mariano  de  la 
Torre  cedió  á  don  Francisco  Plá  y  Martínez  Picabia 
sus  derechos  y  acciones  en  la  concesión  que  le  había 
sido  hecha  para  explotar  y  construir  un  tranvía  en  es- 
ta ciudad  cuya  cesión  hizo  por  la  cantidad  de  cincuen- 
ta mil  pesos  cu3'a  suma  en  parte  ya  había  recibido  la 
Torre,  otra  parte  recibió  en  el  acto  del  otorgamiento 
de  la  citada  escritura  y  otra  parte  fué  entregs^a  á  don 
Joaquín  Ruiz  como  precio  de  la  conformación  de  loe  pla- 
nes y  demás  trabajos  que  le  habían  sido  encomendados 
por  el  Marqués  de  Santa  Coloma.  En  la  escritura  ya  re- 
ferida hicieron  constar  otros  particulares  pura  y  simple- 
mente relacionados  con  la  entidad  negocio  pero  que 
ninguna  otra  relación  tenía  con  la  concesión  hecha  al 
ceden  te.  Quinto:  El  quince  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro  presentó  el  señor  Francisco 
Plá  y  Picabia  al  Ayuntamiento  una  instancia  solicitan- 
do que  para  los  efectos  de  la  concesión  del  Tranvía 
citado  se  le  tuviera  por  censionario  de  don  Mariano 
de  la  Torre  por  cuanto  había  comprado  la  concesión 
}  acompañó  la  escritura  á  que  se  deja  hecha  referencia 
por  lo  que  el  Ayuntamiento  en  acuerdo  del  día  cinco 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  acce- 
dió á  ello,  y  desde  aquella  fecha  se  le  tuvo  por  censio- 
nario del  señor  Marqués  de  Santa  Coloma  disponién- 
dose por  el  Alcalde  y  como  consecuencia  de  lo  resuel- 
to que  se  notificase  y  requiriese  al  citado  señor  Plá 
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para  que  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  cláu- 
sula séptima  del  pliego  de  condiciones  constituyera  en 
el  plazo  de  un  mes  el  importe  del  tres  por  ciento  del 
presupuesto  6  se  la  suma  de  seis  mil  novecientos  pesos 
en  oro  ó  en  billetes  Hipotecarios  de  la  Isla  de  Cuba, 
emisiones  de  mil  ochocientos  noventa  y  mH  ochocien- 
tos ochenta  y  seis  para  que  una  vez  esto  cumplido  acor- 
dara el  Ayuntamiento  la  concesión  definitiva  y  proce- 
der entonces  al  otorgamiento  del  título  y  escritura 
pertinente.  Este  acuerdo  de  la  Alcaldía  Municipal 
lleva  la  fecha  de  trece  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco;  pero  debe  hacerse  constar  que  antes 
de  ser  dictado  hubo  de  presentar  en  seis  de  Diciembre 
del  año  anterior  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro 
el  mismo  señor  Plá  una  nueva  instancia  acompañando 
otro  testimonio  de  escritura  celebrado  entre  la  señora 
Julia  Jorrin  \auda  de  Mariano  de  la  Torre  y  él,  es- 
critura que  aclara  cualesquiera  duda  que  pudiera 
hacer  al  Abogado  de  la  Corporación  en  cuanto 
á  derechos  hereditarios  y  particulares  relacionados 
con  la  concesión,  escritura  que  venía  á  acla- 
rar y  fijar  el  carácter  de  Plá  si  nacía  alguna  duda. 
Sexto:  En  la  primera  instancia  presentada  por  el 
señor  Plá  y  Martínez  Picabia  se  dijo  por  él,  que  era 
vecino  de  la  Calzada  de  Galiano  en  el  número  treinta 
y  ocho;  esta  instancia  fué  la  de  quince  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  pero  en  la  de  seis  de  Di- 
ciembre del  propio  año,  no  se  dice  nada  de  donde 
tuviera  y  pudiera  tener  su  domicilio,  de  manera  que 
cuando  llegó  la  época  de  cumplir  el  acuerdo  de  la  Alcal- 
día, al  año  siguiente  según  dejamos  consignado,  se 
fué  á  buscar  á  Plá  allí  donde  se  creía  que  vivía  y  allí 
no  vivía  el  señor  Plá,  sino  el  que  vivía  era  el  señor 
Canelaquien presentó  inmediatamentederecibida  por  él 
al  Ayuntamiento  la  citación  que  para  Plá  se  había  de- 
jado allíy  dijoquePláresidíaenelingenioaSan  Manuel» 
en  Victoria  de  las  Tunas.  El  Ayuntamiento  de  la 
Habana  recibió  la  citada  comunicación  que  la  devol- 
vió Canela  y  acordó  dirigirse  á  Plá  por  medio  del  Al- 
calde Municipal  del  lugar  de  su  residencia  ó  sea  el  de 
Victoria  de  las  Tunas  y  esto  se  cumplió  el  mismo  día 
en  que  realizó  la  devolución  Canela,  que  fué  en  diez  y 
nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cin- 
co. Séptimo:  En  Febrero  de  aquel  mismo  año  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco  había  empezado  la 
guerra  entre  Cuba  y  su  Metrópoli  y  como  fué  más  en- 
carnizada en  Oriente  y  además  las  comunicaciones  allí 
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eran  más  difíciles  que  en  ninguna  otra  parte  de  la  Isla 
y  como  no  se  busco  en  nigün  otro  lugar  al  señor  Fra- 
cisco  Plá  y  Martínez  Picabia  ni  se  gestiono  con  la  Al- 
(*^ldia  de  Victoria  de  las  Tunas  más  nada  respec- 
t.o  de  la  notificación  á  Plá,  esa  no  se  realizó  y  lle- 
gó el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  sin 
(lue  se  hubiera  hecho.  Octavo:  En  este  estado 
las  cosas  sin  que  se  hubiera  notificado  á  Mariano 
de  la  Torre  ni  á  don  Fmncisco  Plá  Picabia  pre- 
sentó el  Concejal  del  Ayuntamiento  en  aquel  entonceí?  y 
hoy  Abogado  director  de  uno  los  recurrentes  Ldo.  Ma- 
nuel González  Peraza  una  moción  para  que  se  declarase 
desierta  la  subasta  y  se  sacase  nuevamente  la  conce- 
sión por  cuanto  ni  don  Mariano  de  la  Torre  ni  su  ce- 
sionario don  Francisco  Plá  habían  constituido  el  depó- 
sito del  tres  por  ciento  á  que  se  refería  el  pliego,  de 
condiciones,  pU^go  q^e  estatuía  segCín  aquel  Concejal 
que  por  la  cláusula  décima  no  era  necesario  notifica- 
ción alguna  ni  requerimiento  de  ninguna  clase.  £1 
Ayuntamiento  en  sesión  del  día  diez  de  Octubre  acordó 
no  acceder  á  lo  pretendido  por  cuanto  ni  la  Torre  ni 
Plá  habían  sido  notificados  al  efecto  de  constituir  el 
depósito  del  citado  tres  por  ciento  por  presupuesto  de 
de  las  obras.  Noveno:  Don  Leopoldo  Armando,  don 
Alberto  Cadaval  don  Carlos  Barrio  y  don  Segundo 
Hevia,  apoyándose  en  las  disposicisiones  déla  Ley 
Municipal  presentaron  en  distintas  fechas  recursos 
de  alzada  para  ante  el  Gobierno  de  la  Provincia  del 
anterior  acuerdo  alegando  en  su  abono  que  desde  el 
cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  don 
Mariano  de  la  Torre  al  firmar  el  acta  por  virtud  de  la 
cual  el  Presidente  le  adjudicó  provisionalmente  la 
concesión  había  quedado  notificado  de  que  tenía  que 
depositar  el  tres  por  ciento  de  valor  de  las  obras  y 
que  como  á  pesar  del  tiempo  transcurrido  ni  él  ni  su 
cesionario  Plá  lo  habían  he<?ho  y  como  estallan  sufi- 
cientemente transcurrido  el  plazo  de  un  mes  que  debió 
constarse  desde  el  día  cinco  de  Agosto,  mes  á  que  se 
refiere  la  cláusula  séptima  la  concesión  quedó  cadu- 
cada, debiéndose  por  lo  tanto  declararse  desierta  la 
subasta  y  anunciarse  nuevamente.  El  Gobierno  de- 
sechó la  alzada  y  el  Gobernador  General  ó  mejor  di- 
cho el  Secretario  de  Justicia  y  Gobernación  resolvió 
de  conformidad  con  el  Ayuntamiento  por  lo  que  los 
señores  Cadaval  y  Hevia  han  establecido  el  presen- 
te recurso  contencioso  administrativo,  alegando  en 
sostenimiento  de  su   tesis  los  mismos  fundamentos 
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más  6  menos,  que  los  expuestos  al  Gobernador  Ci- 
vil de  la  Provincia  y  al  Secretario  del  Gabinete 
Autonómico  referente  á  si  Mariano  de  la  Torre  estuvo 
6  no  notificado,  ó  si  es  6  no  nula  la  concesión.  Dé- 
cimo: Antes  de  haberse  establecido  el  recurso  conten- 
cioso y  mientras  se  discutía  por  los  señores  citados  la 
nulidad  ó  validez  de  la  concesión,  la  Empresa  del  Fe- 
rrocarril Urbano  y  Ómnibus  de  la  Habana,  apoyándo- 
se en  el  artículo  treinta  y  ocho  de  su  concesión  8olicit() 
para  sí  la  concesión  que  se  había  hecho  al  señor  Mar- 
(j^ués  de  Santa  Coloma,  solicitud  que  hizo  á  nombre  de 
la  Empresa  su  Presidente  don  Segundo  Alvarez  en 
instancia  de  veinte  y  seis  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho;  y  en  veinte  y  ocho  del  propio 
mes  el  Secretario  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación 
pidió  al  Gobernador  de  la  Provincia  que  con  suspen- 
sión de  todo  procedimiento  le  fuese  enviado  por  el 
Ayuntamiento  el  citado  expediente;  petición  que  hacia 
por  haberlo  así  solicitado  el  Secretario  de  Obras  Pu- 
blicas á  virtud  de  petición  que  se  había  hecho  por  don 
Segundo  Alvarez  que  ya  se  ha  citado.  Once:  El  Se- 
cretario de  Obras  Publicas  resolvió  por  Decreto  del 
siete  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
que  se  autorizaba  á  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urba- 
no de  la  Habana  para  construir  y  explotar  «n  las  mis- 
mas condiciones  y  prestando  las  mismas  fianzas,  las 
líneas,  ramales  y  prolongaciones  contenidas  en  el  pro- 
yecto de  don  Mariano  de  la  Torre.  Doce:  En  Junta 
(reneral  de  accionistas  de  la  Empresa  del  Ferroca- 
rril Urbano  y  Ómnibus  de  la  Habana,  celebrada  el 
catorce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  novent¿\ 
y  ocho,  acordóse  por  los  accionistas  traspasar  á  don 
Tiburcio  Castañeda  ó  á  la  persona  ó  entidad  que 
designe,  las  propiedades,  derechos  y  concesiones  de 
la  citada  Empresa.  Este  acuerdo  fué  aprobado  por  el 
Secretario  de  Obras  Públicas  en  quince  de  Diciem- 
bre del  propio  año  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho.  Trece:  Las  representaciones  de  don  Alberto  Ca- 
daval  y  don  Segundo  Hevia  han  establecido  asimismo 
recurso  contencioso  administrativo  respecto  á  la  con- 
cesión ó  mejor  dicho,  respecto  á  los  derechos  de  la 
citada  Secretarla  de  Obras  Públicas  aprobando  el  tras- 
paso de  la  Empresa  de  Ferrocarril  Urbano  de  la  conce- 
sión, que  desde  este  momento  habremos  de  llamarla 
concesión  Torres-Plá.  Catorce:  don  Tiburcio  Casta- 
ñeda compró  para  la  ^^Havana  Electric  Railway  Com- 
pany^-   y  la  concesión  Torre-Plá  fué  adquirida  por  el 
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señor  Ceballos  quien  á  su  vez  la  cedió  á  la  American 
Indies  Company,  ésta  á  su  vez  hizo  la  cesión  á  la 
Havana  Traction  Company  y  por  último  &  virtud  de 
ciertas  operaciones  mercantiles  la  **Havana  Electric 
Company*',  viene  k  ser  la  representante  de  la  conce- 
sión Torre-Plá.  Antes  de  entrar  á  establecer  los  fun- 
damentos de  derecho  en  que  se  apoyan  las  anteriores 
disposiciones  y  que  hoy  se  combaten  por  las  represen- 
taciones de  los  recurrentes  debemos  consignar  algunos 
razonamientos  que  justifican  suficientemente  el  acuer- 
do tomado  por  el  Ayuntamiento  al  disponer  fuese  ci- 
tado Plá  y  no  aceptarse  como  se  pretende  que  desde 
el  momento  en  que  firmó  el  acta  de  cinco  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  Mariano  de  la  Torre 
quedó  notificado,  en  la  manera  ó  para  los  efectos  á 
que  se  refiere  la  cláusula  séptima  de  la  concesión.  Se 
establece  por  los  recurrentes  que  la  aprobación  y  la 
notificación  van  unidas,  esto  es  un  solo  acto  porque 
aí*í  la  indica  la  conjunción  copulativa  Y,  la  que  quie- 
re decir,  que  el  acto  coutinúa  sin  interrupción  y  que 
desde  el  momento  que  se  hace  la  adjudicación  queda 
ipso  facto  hecha  también  la  notificación  no  necesi- 
tándose hacer  esto  separadamente  y  en  acto  distinto 
sino  que  queda  en  aquel  hecha.  Que  asi  es  como 
debe  interpretarse  la  cláusula  séptima  del  pliego  de 
condiciones  y  que  supuesto  que  Mariano  de  la  Torre 
firmó  en  cinco  de  Agosto  el  acta  de  adjudicación 
provisional  quedó  allí  en  ella,  y  desde  esa  fecha 
cinco  de  Agosto  notificado  de  que  debía  hacer 
el  depósito  del  tres  por  ciento  del  importe  del  pre- 
supuesto. Basta  leer  la  relatada  cláusula  séptima  para 
comprender  que  la  copulativa  y,  quiere  decir,  que  se 
harán  las  dos  cosas,  pues  el  pliego  dice:  ^^En  el  caso 
de  no  presentarse  ninguna  proposición  que  mejore  la 
presentada  por  el  Marqués  de  Santa  Coloma  ó  de  que 
hiciese  éste  uso  del  derecho  de  tanteo  se  le  adjudicará 
la  concesión  con  carácter  provisional  y  se  le  notificará 
al  efecto  de  que  en  el  término  de  un  mes  constituya  la 
fianza  del  tres  por  ciento  del  importe  del  presupuesto 
ó  sea  la  cantidad  de  seis  mil  novecientos  pesos  oro  ó  en 
láminas  hipotecarias  del  Ayuntamiento  etc.  etc. ' '  Es- 
tas dos  cosas  que  habrán  de  hacerse  ó  sean  la  adjudi- 
cación y  la  notificación  no  tienen  precisamente  que 
hacerse  en  un  solo  acto;  (y  sí  cuando  se  extendió) 
pueden  sí  tener  efecto  en  un  solo  acto;  y  si  cuando  se 
extendió  el  acta  de  cincx)  de  Agosto  se  hubiese  dicho 
en  ella.    '^En  este  acto  quedó  adjudicado  provisional- 
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mente  el  remate  á  favor  del  Marqués  de  Banta  Colo- 
ma y  notificado  de  que  en  el  plazo  de  un  mes  debe 
constituir  el  depósito  del  tres  por  ciento  etc.  etc./'  en- 
tonces sí  se  podría  decir  que  había  sido  notificado, 
pero  como  esto  no  se  realizó,  á  pesar  de  que  pudo  ha- 
cerse, pues  no  discutieron  eso  sino  el  acto  de  la  notifi- 
cación el  que  tenía  que  llevarse  á  efecto  expresamen- 
te, no  puede  alegarse  la  realización  de  un  hecho  que 
no  existió.  Se  trata  de  la  notificación  de  un  término 
fatal  y  sabido  es  que  ninguna  de  nuestras  leyes  de 
procedimiento  admite  notificaciones  indirectas  ó  que 
vayan  sobreentendidas  al  practicarse  otra  diligencia, 
pues  en  estos  casos  se  hace  constar  expresa  y  cla- 
ramente que  por  aquel  acto  queda  notificado  de  tal 
derecho,  ó  deber,  la  persona  que  lo  suscribe  ó  su  re- 
presentado y  cuando  esto  no  se  hace  de  una  mane- 
ra clara  en  la  diligencia  á  que  se  acaba  de  hacer 
referencia,  se  establece  la  notificación  precisa  y 
determinada  para  que  ésta  se  lleve  á  efecto  en 
acto  aparte.  La  copulativa  y,  en  lugar  en  que  está 
colocada,  quiere  decir  que  además  de  la  adjudicación 
tenia  que  hacerse  la  notificación,  no  pudiendo  sobre- 
entenderse nada,  pues,  de  haber  sido  asi,  el  artículo 
séptimo  estaría  redactado  en  estos  ó  parecidos  térmi- 
nos. ''Se  le  adjudicará  y  quedará  notificado  de  la  obli- 
gación de  depositar  el  tres  por  ciento  etc.,''  entonces  si 
la  ''y"  querría  decir  que  por  el  acto  de  la  adjudicación 
quedaba  hecha  la  notificación,  pero  desde  el  momento 
en  que  se  dice  ''se  le  adjudicará  la  concesión  con  ca- 
rácter provisional  y  se  le  notificará,  etc.,  etc.,"  se  es- 
tablece que  ambas  cosas  habrán  de  hacerse,  bien  en  un 
solo  acto  en  que  conste  haberse  realizado  las  dos,  esto 
es  una  sola  diligencia  en  que  se  diga  que  se  adjudica 
y  se  notifica,  ó  bien  en  actos  distintos,  llevándose  á 
efecto  por  separado  ambas  cosas;  en  el  caso  de  que  se 
trata  cuando  se  levantó  el  acta  de  cinco  de  Agosto  no 
se  hizo  constar  de  una  manera  expresa  que  allí  había 
quedado  notificado  por  el  acto  de  la  adjudicación,  de 
la  obligación  que  tenía  referente  al  tres  por  ciento  de 
que  hemos  hablado.  Respecto  á  que  se  hubiese  hecho 
la  notificación  en  acto  posterior  en  la  que  á  la  Torre 
significa,  no  se  ha  discutido  por  los  recurrentes;  no 
cabe,  por  lo  tanto,  ocupamos  de  ella,  y  como  ésta  no 
ha  tenido  lugar,  es  indefectible  este  requisito,  falta 
para  que  se  pueda  establecer,  como  se  establece  por 
don  Alberto  Cadaval  y  don  Segundo  Hevia,  que  don 
Mariano  de  la  Torre  primero  y  luego  don  Francisco 
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Plá  y  Martínez  Picabia,  dejaron  transcurrir  el  plazo 
ya  citado,  y  cayeron  dentro  de  la  penalidad  á  que  se 
refiere  la  cláusula  décima.  Cosa  indiscutible  es 
que  el  Marqués  de  Santa  Coloma  no  fué  notificado 
en  la  forma  en  que  sostenemos  que  debió  hacerse; 
pues  bien,  como  don  Francisco  Plá  no  es  sino  una 
continuación  de  la  personalidad  de  don  Mariano 
de  la  Torre  del)emo8  fijarnos  en  la  solicitud  del  Con- 
cejal 8r.  González  Peraza  que  en  ella  dice:  '*que  Ma- 
riano de  la  Torre  ni  Francisco  Plá  hablan  constituido 
el  depósito  del  tres  por  ciento  que  por  ello  debía  de- 
clararse desierta  la  subasta."  Ahora  bien,  si  se  sos- 
tiene que  Mariano  de  la  Torre  al  firmar  el  acta  de  cin- 
co de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  quedó 
notificado,  ¿á  qué  hablamos  de  lo  dicho  por  Don  Fran- 
cisco Plá?  á  qué  decimos  que  éste  no  ha  constituido  el 
depósito;  pues  que,  no  tuvo  tiempo  de  hacerlo  l^íaria- 
no  de  la  Torre,  desde  el  cinco  de  Agosto  del  afio  citado 
al  veinticuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro  en  que  falleció,  y  si  en  ese  período  no  lo  cons- 
tituyó, para  qué  hablar  de  que  Plá  no  lo  ha  hecho  y 
tratar  de  demostrar  que  consignándose  por  Plá  la  casa 
Galiano  número  treinta  y  ocho  como  su  domicilio  y 
habiéndose  allí  recibido  la  notificación  que  se  dispuso 
á  éste,  acjuella  notificación,  hecha  de  ese  modo  á  Plá 
era  bastante,  para  que  todo  esto,  si  con  alegarse  sólo 
que  el  Marqués  de  Santa  Coloma  no  había  hecho  el 
depósito,  á  pesar  de  notificado,  era  bastante  y  no  ha- 
bía necesidad  de  acudir  á  reforzar  el  argumento  con 
la  boleta  dirigida  á  Plá  en  Galiano  número  treinta  y 
ocho?  ¿para  qué  todo  esto?  ;  Ah!  es  que  no  se  tenía  con- 
fianza en  el  argumento,  es  que  no  se  tiene  convicción, 
ni  se  cree  bastante  la  alegación  que  se  hace  de  que  por  el 
hecho  (le  firmar  la  Torre  el  acta  de  adjudicación  quedó 
notificado,  y  se  titte  ese  segundo  argumento  de  la  no- 
tificación á  Plá  ;  el  que  veremos  es  tan  inacepta- 
ble cx)mo  el  primero  ;  si  se  hubiera  tenido  fe  en 
lo  que  se  defiende  no  se  hubiera  ido  á  sostener  que 
ni  la  Torre  ni  Plá  habían  hecho  el  depósito, 
habiendo  sido  ambos  de  esa  manera  y  que  ya  se 
lia  expresado;  notificados,  sino  que  se  hubiera  di- 
cho la  Torre  fué  notificado  al  firmar  la  adjudica- 
ción y  como  Plá  es  su  continuador  y  en  su  oportuni- 
dad no  se  constituyó  el  depósito  la  concesión  es  nula. 
**Esto  fué  lo  que  debió  establecerse,  pero  desde  el 
momento  en  que  se  trae  á  Plá  y  se  quiere  demostrar 
que  éste  fué  notificado,  es  que  se  acepta  el  que  María- 
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no  de  la  Torre  no  lo  fué,  pues  de  haberlo  sido,  y  así 
se  creyera  por  los  recurrentes  no  se  hubiera  dicho 
como  se  dijo  por  uno  de  los  Letrados  Directores  en 
sesión  del  Ayuntamiento  de  la  Habana  que  Plá  había 
sido  notificado  y  á  pesar  de  ello  no  había  constituido 
el  depósito:  no  se  explica  para  que  buscar  la  notifica- 
ción á  Plá,  si  el  vicio  era  de  origen  seg&n  ellos,  pues 
ya  la  Torre  había  quedado  notificado.  Debe  no  olvi- 
darse que  el  Ayuntamiento,  había  establecido  recurso 
contencioso  contra  la  resolución  del  Gobierno  General 
que  desestimó  su  pretensión  de  que  á  él  era  á  quien 
competía  la  concesión  del  proyecto  y  no  al  Gobierno 
Civil;  confundiendo  lo  que  era  concesión  de  un  pro- 
yecto con  lo  que  significaba  adjudicación  del  proyecto; 
pues  bien,  si  en  la  fecha  en  que  se  verificó  la  adjudi- 
cación provisional,  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  estaba  el  Ayuntamiento  discutiendo 
el  derecho  que  le  asistía  para  ser  él,  el  que  hiciera  la 
concesión,  como  iba  allí  mismo  en  aquel  acto  á  notifi- 
car un  plazo  fatal  sobre  una  concesión  que  el  propio 
notificante  estimaba  mal  admitida,  claro,  el  Ayunta- 
miento entendía  que  todo'  aquello  era  nulo,  que  él 
ganaría  el  pleito  contencioso,  declarándose  por  ello  la 
nulidad  de  lo  hecho  y  como  tenía  esa  esperanza  y 
como  le  vendrían  responsabilidades  en  el  día  de 
mañana  por  exigir  cosas  que  él  entendía  que  no 
podían  ni  debían  prosperar  y  que  él  gestionaba  para 
que  no  prosperasen,  hé  allí,  por  que  no  se  hizo  la 
noticfiación  en  el  acto  de  la  adjudicación,  ni  la 
hubiera  hecho  aunque  hubiera  estado  en  el  pliego 
de  condiciones  consignado  que  se  hiciera  en  aquel 
momento  sino  que  dejó  transcurrir  el  tiempo  para  que 
se  resolviese  su  pleito  contencioso,  y  cuando  ésto  se 
realizó  fué  que  quiso  notificar  al  que  era  representan- 
te de  la  Torre,  pues  éste  fallecía  precisamente  á  los 
pocos  días  que  la  Audiencia  de  la  Habana;  en  senten- 
cia dictada  desechaba  y  por  lo  tanto  resolvía  el  recur- 
so de  la  Corporación  Municipal.  No  es  posible  preten- 
der que  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  diera  á  la 
Torre  por  notificado  de  una  concesión  que  podía  y  de- 
bía según  su  parecer  estimarse  nula;  no  hubiera  sido 
ciertamente  moral  esta  conducta  y  grandes  responsa- 
bilidades, de  haberla  seguido,  le  habrían  sido  exigidas 
por  Mariano  de  la  Torre,  ó  su  causa  habiente;  si  dan- 
do á  éste  por  notificado  en  el  acta  de  cinco  de  Agosto 
se  le  hubiera  exigido  el  depósito,  lo  hubiera  hecho, 
hubiera  dado  comienzo  á  sus  obras  y  después  el  mismo 
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Ayuntamiento  que  tan  exigente  había  estado  le  habría 
salido  con  este  razonamiento:  no  hay  nada;  todo  es 
nulo,  pues  se  ha  partido  de  la  base  deque  el  Gober- 
nador tenia  facultades  para  hacer  la  concesión  del 
proyecto  que  se  le  ha  adjudicado,  y  como  eso  no  es 
asi  y  yo  precisamente  he  sido  quien  he  gestionado  y 
discutido  para  que  no  prevalezca  aquel  criterio;  te  de- 
claro que  tienen  que  empezar  de  nuevo  y  que  yo  te 
haré  ó  no  la  concesión.  Cuánta  no  hubiera  sido  la  res- 
ponsabilidad de  la  Corporación  por  semejante  conduc- 
ta, con  cuánta  razón  la  Torre  hubiera  reclamado  con- 
tra él,  con  cuánta  justicia  no  le  hubieran  dicho  ¿Por 
qué  me  has  exigido  tanto?  por  qué  me  has  obligado  á 
un  depósito  y  á  unas  obras  cuando  tú  mismo  trabaja- 
})as  el  dejar  sin  efecto  eso  mismo  que  me  acabas  de 
conceder?  Es  innegable  que  semejante  conducta  s^ui- 
da  por  una  Corporación  de  carácter  popular  no  hubie- 
ra sido  ni  sería  ni  ajustada  á  derecho  y  he  ahí  porqué 
el  Ayuntamiento  no  gestionó  el  notificar  á  don  i^íariano 
de  ia  Torre  y  entendió  que  no  podía  darse  por  notificado 
á  aquél  de  la  obligación  que  solo  una  expresa  y  mani- 
fiesta notificación,  requerimiento  por  decirlo  así ;  le  exi- 
giría no  siendo  procedente  el  medio  indirecto  y  velado 
que  se  alega;  y  por  eso  es  que  cuando  el  pleito  con- 
tencioso se  termina  se  dispone  á  hacer  la  notificación 
porque  cree  llegado  el  momento  preciso  y  así  lo  dispo- 
ne, acordándose  en  una  de  sus  sesiones  tener  á  don 
Francisco  Plá  y  Martínez  Picabía  por  cesionario  del 
tranvía  adjudicado  á  don  Mañano  de  la  Torre  por 
cuanto  éste  lo  representaba  y  que  se  le  notificara  la 
obligación  contraída  por  aquel  y  no  cumplida,  consis- 
tente en  constituir  en  el  plazo  de  un  mes  después  de 
notificado  el  tres  por  ciento  del  capital  presupuestado. 
Se  sostiene  que  Plá  fué  notificado  desde  el  momento 
en  que  á  la  casa  Galiano  número  treinta  y  ocho  se  re- 
cibió el  oficio  contentivo  de  la  notificación,  porque  el 
que  en  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  él  había  designado  esa  casa  como  su  domicilio;  y 
que  nada  significa  el  que  un  señor  llamado  Canel  que 
todos  los  recurrentes  dicen  era  apoderado  de  Plá  devol- 
viese al  Ayuntamiento,  por  haberla  él  recibido  y  no 
Plá  la  citada  notificación  pues  era  bastante  el  hecho  de 
que  Canel  hubiera  sido  ó  fuese  en  aquellos  momentos 
el  apoderado  de  Plá.  Debe  fijarse  la  atención  en  que 
Plá  señaló  la  casa  Galiano  número  treinta  y  ocho  co- 
mo su  domicilio,  pero  esto  lo  hizo  en  quince  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  en  instancia 
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que  presentada  en  esa  fecha;  pero  cuando  seis  meses 
después  en  el  mes  de  Diciembre  presenta  otra  instan- 
cia, no  señala  ese,  ni  ningún  otro  como  su  domicilio. 
La  notificación  que  se  dice  hecha  á  Canel  lo  fué  al 
año  siguiente  de  la  instancia  presentada  por  PÍA 
á  que  se  acaba  de  hacer  referencia,  esto  es,  en 
catorce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco  ¿como  es  posible  pretender  exigir  que  siguiera 
viviendo  allí  Plá?  ¿cómo  es  posible  obligar  á  un  ciu- 
dadano á  que  por  el  hecho  de  presentar  una  instancia 
y  hacérsele  una  notificación  por  consecuencia  de  aqué- 
lla, no  cambie  su  domicilio  y  siga  viviendo  en  el  mismo 
lugar  en  que  lo  hacia  cuando  presentó  la  solicitud?  El 
Ayuntamiento  mejor  que  ninguna  otra  persona  podía 
haber  averiguado  si  aquel  era  ó  no  el  domicilio  de  Plá 
en  la  fecha  de  la  notificación  y  si  cuando  se  dejó  la 
notificación  se  hubiera  inquirido  si  allí  vivía  ó  no  Plá, 
cosa  que  la  Alcaldía  del  Barrio  podía  haber  estableci- 
do, se  hubiera  podido,  esto  cumplido  evitar  la  citación 
á  Victoria  de  las  Tunas;  pues  justificado  de  modo  com- 
petente que  no  vivía  allí  se  le  hubiera  citado  y  notifica- 
do por  medio  del  periódico  oficial  pero  como  no  se  hizo, 
sino  que  se  dejó  el  oficio  en  la  casa  sin  tomar  averi- 
guación de  ninguna  especie,  ya  no  se  pudo  hacer  esto 
de  la  notificación  por  medio  de  la  Gaceta^  sino  que  co- 
mo se  había  presentado  una  persona  devolviendo  el 
oficio  y  diciendo  donde  estaba  el  individuo  que  debía 
ser  citado  ya  hubo  necesidad  de  hacerlo  así,  esto  es, 
en  el  lugar  que  se  indicaba  ó  sea  el  ingenio  '^San  Ma- 
nuel,'' en  Victoria  de  las  Tunas,  en  Puerto  Padre.  Se 
sostiene  que  enterado  Canel  lo  estuvo  Plá,  por  cuanto 
de  este  último  era  apoderado  el  primero;  esto  en  buena 
lógica  y  principio  de  derecho  no  puede  sostenerse  des- 
pués que  se  examina  el  expediente  de  que  se  trata  pues 
en  él  no  figura  para  nada  Canel,  ni  consta  en  forma  ni 
manera  alguna  que  fuera  tal  apoderado  de  Plá  para  el 
negocio  de  que  se  trataba,  por  lo  tanto  no  puede  ad- 
mitirse el  argumento.  Cierto  que  si  Canel  hubiera 
en  el  expediente  figurado  como  apoderado  ó  manda- 
tario de  Plá  lo  notificado  á  él  surtiría  los  mismos 
efectos,  pero  como  no  es  así,  y  la  primera  vez  que  se 
menciona  su  nombre  es  cuando  comparece  á  devolver 
el  oficio  á  que  ya  nos  hemos  referido,  no  puede  esti- 
marse que  por  su  conducto,  quedó  Plá  notificado,  pero 
es  más  aún,  dado  caso  de  que  Canel  fuera  tal  apodera- 
do de  Plá  ó  su  representante,  á  él  no  fué  á  quien  se 
notificó  con  el  expresado  carácter,  ni  el  encargo  se  le 
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dejó  tampoco  de  que  remitiera  á  Plá  el  pliego  oficio; 
sino  que  el  oficio  en  la  casa  Galiano  número  treinta  y 
ocho  se  dejó  como  si  fuera  domicilio  de  Plá,  y  se  dejó 
para  éste.     Aquí  podemos   repetir   lo  que  ya  hemos 
dejado  expuesto,  esto  es,  ¿á  que  buscar  y  sostener  que 
Plá  fué  en  debida  forma  notificado  si  se  sostiene  que 
en  el  acta  de  cinco  de  Agosto  ya  lo  había  sido  Mariano 
de  la  Torre  al  firmar  la  adjudicación  provisional  que 
allí  se  le  hacía?  ¿transcurrió  un  mes  después  de  firmar 
acjuél  y  no  se  hizo  el  depósito?,  sí;  pues  ya  desde  aquel 
entonces  fué  mala  la  subasta;  pero  como  no  es  así,  sino 
que  se  advierte  y  conviene  inconcientemente,  en  que 
la  notificación  no  se  había  verificado,  se  busca  esa 
notificación    en  su  cesionario  don   Francisco  Plá  y 
Martínez  Picabía.     A  todo  lo  expuesto  debe  añadirse, 
que  ni  aún  siquiera  la  adjudicación  provisi(mal  se  hizo 
á  don  Mariano  de  la  Torre  según  consta  del  expedien- 
tie  y  esta  fué  hecha  á  don  Francisco  Plá;  debe  asimis- 
mo  no  olvidarse  que  del  expediente  constan  las  gestio- 
nes hechas  por  el  Ayuntamiento  en  busca  de  Plá  para 
notificarle,  transcurriendo  los  años  sin  hacerlo,  y  que 
á  ningún  Concejal  ni  vecino  de  este  término,  se  le 
ocurrió  ni  pretendió  entender  que  debía  darse  por  no- 
tificado al  Mai*qués  de  Santa  Ck>loma;  fué  preciso  que 
se  presentara   un   comprador  de  los   intereses  de  la 
*  ^Compañía  Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de  la  Ha- 
l)ana, ' '  y  entonces  fué  cuando  se  quiso  sostener  que 
don  Mari^ino  de  la  Torre  y  don  Francisco  Plá  habían 
dejado  caer  su  derecho  y  que  la  concesión  era  nula. 
Otro  de    los    puntos  discutidos    es    la    adjudicación 
que  á  la  Compañía  de  Ferrocarril  Urbano  y  Ómni- 
bus de  la  Habana  se  hizo  por  el  Becretario  de  Obras 
Pfiblicas  de  lo  que  llamaremos  la  concesión  Torre-Plá; 
alegándose  que  al   verificarse  esa  adjudicación  se  ha 
constituido  y  creado  un  verdadero  monopolio  á  favor 
del  Ferrocarril  citado,  y  que  no  existían  facultades  en 
el  Secretario  del  Ramo  para  por  sí  aprobar  el  acuerdo 
de  la  Junta  General  de  tiecionistas  de  la  citada  Em- 
presa, de  verificar  la  vente  de  ella  á  don  Tiburcio  Cas^^- 
tañeda,  así  como  para  declarar  buena  y  firme  la  adju- 
dicación á  favor  de  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano 
y  Ómnibus  de  la  Habana   el   proyecto  de  tmnvía  que 
por  el  acta  de  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
vente  y  tres  adquirió  primero  el  Marqués  de  Sante 
C'oloma  y  que  por  cesión  de  éste  á  su  vez  obtuvo  don 
Francisco  Plá.   En  primer  lugar  las  facultedes  del  Se- 
creterio  de  Obras  Públicas  venían  á  representor,  ó 
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eran  las  mismas  que  en  ese  Ramo^  antes  de  la  con  ce* 
sión  de  la  Autonomía  estaban  adscritas  al  Ministerío 
de  Ultramar  en  España,  y  claro  está  que  si  á  aquel  Mi- 
nisterio de  Ultramar  se  hubiera  tenido  que  acudir  en 
años  anteriores  para  buscar  la  aprobación  de  la  fusión 
ó  el  de  la  adjudicación  de  que  se  trata,  es  incuestiona- 
ble que  el  representante  aquí  de  esas  facultades  era 
á  quien  debía  acudirse,  él  era  el  único  competente 
para  aproparlo,  era  el  que  estaba  investido  con  la  au- 
toridad necesaria  para  hacerlo  y  por  ello  fué  que  apro- 
bó y  autorizó  á  la  Empresa  del  Urbano  para  que  cons- 
truyese y  explotase  en  las  mismas  condiciones  y  pres- 
tando la  misma  fianza,  los  ramales,  líneas  3^^  demás  que 
comprendían  la  concesión  hecha  al  Marqués  de  Santa 
Coloma.  Respecto  al  segundo  punto  ó  sease  que  se  ha 
refundido  en  una  sola  Empresa  la«  dos  concesiones  y 
se  ha  creado  un  monopolio  barrenándose  la  Ley  de  Fe- 
rrocariles  debemos  consignar  en  contestación  á  ello 
que  se  trata  de  una  Empresa  cuya  concesión  fué  apro- 
bada en  el  año  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve,  fecha 
en  que  aún  no  se  había  publicado  la  Ley  de  Ferroca- 
rriles que  se  aduce;  en  aquel  entonces  empezó  la  ex- 
plotación y  constitución  de  esa  clase  de  compañía,  no 
se  encontraba  la  Isla  en  las  condiciones  de  adelanto 
en  que  hoy  se  halla,  y  no  será  cosa  de  poner  traba  á 
los  capitales  extranjeros  que  quisieran  arriesgarse  en 
empresas  que  no  se  conocían,  ni  podían  presumirse  el 
resultado  que  hubieran  de  dar;  todas  las  concesiones 
hechas  en  aquella  fecha  ó  en  aquella  época  llevan  el 
sello  de  concesiones  ventajosísimas  al  efecto  de  alentar 
otras  para  que  á  su  vez  se  establecieran  en  otro  orden 
de  cosas  y  para  la  explotación  de  otros  medios  de  ri- 
quezas aprovechando  aquel  período;  por  eso  fué  que  se 
hicieron  á  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano  las  ven- 
tajas que  para  ella'  contiene  el  artículo  treinta  y  ocho 
de  la  concesión,  facultades  y  derechos  que  se  ofrecie- 
ron también  al  Ferrocaml  del  Oeste,  lo  que  tuvo  lu- 
gar en  aquella  misma  época.  Todo  esto,  todas  estas 
ventajas,  todos  estos  privilegios,  era  una  especie  de 
compensación  á  los  riesgos  que  se  pudieran  correr  en 
un  fracaso,  que  parecía  más  verosímil  que  no  una 
prosperidad  y  ventaja.  íí^ada  tiene  que  ver  en  este 
asunto  la  Ley  de  Ferrocarriles  que  se  cita  como  infrin- 
gida ó  violada,  esa  Ley  fué  publicada  con  fecha  muy 
posterior,  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  la  concesión 
al  Ferrocarril  Urbano  y  Ómnibus  de  la  Habana  lleva 
la  del  año  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve:  y  si  en 
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esa  concesión  hay  un  artícalo  como  el  treinta  y  ocho 
que  dice,  refiriéndose  á  la  Empresa  citada:  **Si  el  con- 
cesionario quisiere  construir  los  mismos  ramales  y 
prolongaciones  tendrá  la  preferencia  en  igualdad  de 
circunstancias".  Nú  puede  ser  más  terminante  el  ar- 
tículo, como  don  Segundo  Alvarez  solicitó  en  tiempo 
oportuno  á  nombre  de  la  Empresa  del  Ferrocarril 
Urbano  y  Ómnibus  de  la  nal>ana,  de  la  que  era  Pre- 
sidente, que  él  solicitaba  para  la  Empresa  que 
representaba  la  concesión  Torre-Plá  apoyándose  en  el 
derecho  que  le  concedía  el  citado  artículo  treinta  y 
ocho  fué  preciso  otorgarle  la  concesión  y  refundir  las 
dos  en  una  sola.  El  argumento  citado  de  que  á  ello  se 
oponía  la  Ley  de  Ferrocarriles  no  pue<le  isubsistir,  ya 
hemos  fijado  su  fecha  así  como  la  de  la  concesión,  y 
todos  sabemos  que  los  artículos  de  un  contrato  son  la 
Ley  que  regulan  la  materia  y  siendo  uno  de  esos  ar- 
tículos terminante  y  bastante  para  que  se  verifícase  el 
traspaso  refundiéndose  en  una  las  dos  concesiones 
no  pueden  alegarse  para  destruirlo  los  preceptos  de 
leyes  posteriores  que  como  no  son  penales,  ni  benefi- 
ciosas para  aquéllas  á  quienes  fué  aplicada  la  ante- 
rior y  que  ella  modifica,  no  pueden  tener  carácter 
retroactivo.  Por  lo  tanto,  don  Segundo  Alvarez,  como 
Presidente  del  Urbano  ejercitó  un  perfectísimo  dere- 
cho al  solicitar  que  le  fuera  cedido  por  el  Grobierno,  de 
acuerdo  con  los  artículos  de  la  concesión  á  la  Empre- 
sa, ó  sea,  la  hecha  al  Sr.  Trigo,  que  le  fuera  adjudica- 
da en  aquel  trámite  y  período,  la  concesión  obt-enida 
por  don  Mariano  de  la  Torre  para  un  Tranvía  en  esta 
ciudad;  y  el  Gobierno  cumpliendo  con  la  condición  del 
contrato,  accedió  á  ello,  verificándolo  el  único  que 
podía  hacerlo,  esto  es  el  Secretario  de  Obras  Públicas 
y  Comunicaciones,  quien  tenía  y  ejercía  las  funciones 
del  Ministro  de  Ultramar  en  ese  ramo,  por  virtiid  de 
haberse  implantado  aquí  el  régimen  autonómico.  Quin- 
ce: En  quince  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  compareció  don  Francisco  Plá  en  la 
Secretaria  del  Ayuntamiento  y  se  dio  por  notificado 
de  la  resolución  del  Gobierno  Civil  de  que  el  depósito 
debía  ser  en  metálico  ó  Billetes  Hipotecarios  al  tipo 
de  cotización  oficial  haciendo  en  aquel  mismo  día  el 
depósito  á  que  ya  tantas  veces  nos  hemos  referido 
acompañando  la  certificación  de  un  corredor  respecto 
á  la  cotización  de  los  valores.  Diez  y  seis:  En  veinte 
y  tres  de  Noviembre  del  propio  año  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  acordó  el  Ayuntamiento  apro- 
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bar  la  concesión  definitiva  del  proyecto  de  qne  se 
trata  á  favor  de  don  Francisco  Plá  aprobándose  asi- 
mismo la  minuta  de  la  escritura  que  había  de  cele- 
brarse entre  ambos. 

Contestación  del  coadyuvante: 

Noveno.  Eesultando  que  conferido  traslado  al 
coadyuvante  contestó  la  demanda  por  escrito  de  doce 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  solicitando  se  decla- 
rara sin  lugar  con  las  costas  á  cargo  de  los  promo- 
ventes  y  como  consecuencia  que  están  vigente  y  deben 
surtir  todos  sus  efectos  legales  las  resoluciones  impug- 
nadas y  solicitó  que  se  abriera  á  prueba  el  juicio 
expresando  los  extremos  sobre  que  había  de  versar  su 
prueba  y  alegó  los  hechos  siguientes.  Condiciones  de 
las  resoluciones  reclamadas  en  relación  con  los  deman- 
dantes. Uno:  .Con  arreglo  al  párrafo  tercero  del 
articulo  primero  del  Real  Decreto  Ley  aplicando  á  esta 
Isla  la  Ley  de  lo  Contencioso  Administrativo  vigente 
en  la  Península  para  que  pueda  interponerse  el  recurso 
contencioso  administrativo  es  necesario  que  las  reso- 
luciones vulneren  un  derecho  de  carácter  administra- 
tivo establecido  anteriormente  en  favor  del  deman- 
dante. Ni  el  señor  Alberto  Cada  val  ni  el  señor  Segundo 
Hevia  han  justificado  encontrarse  en  el  caso  previsto 
por  la  Ley.  El  señor  Cadaval  presentó  con  su  escri- 
tura fecha  veintinueve,  un  acta  notarial  para  acreditar 
que  don  Luis  Bafael  Muñoz  en  diez  y  siete  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  quiso  presentar 
al  señor  Sub-Secretario  de  Obras  Públicas  varios  cual 
dernos  que  contenían  los  detalles  de  un  proyecto  que 
mejoraba  otro  de  don  Waldo  Fuentes  y  que  ese  funcio- 
nario se  negó  á  admitirlos.  Además  presenta  Cadava- 
un  contrato  privado,  al  pie  del  que  hay  unas 
firmas  que  dicen  L.  R.  Muñoz  y  Alberto  Cadaval, 
del  que  aparece  que  el  señor  Cadaval  representará 
el  diez  por  ciento  del  valor  del  proyecto  que  le 
sería  reconocido  en  escritura  pública  por  el  señor  Muñoz 
tan  luego  como  esté  aprobada  á  su  favor  la  concesión. 
De  donde  resulta  que  aun  concediendo  valor  legal  á 
la  cesión  condicional  de  derechos  hechos  en  un  con- 
trato privado  lo  que  sería  una  verdadera  monstruosi- 
dad jurídica,  jamás  podría  el  señor  Cadaval  sostener  que 
se  había  vulnerado  un  derecho  establecido  á  su  favor 
con  anterioridad  á  la  resolución  recurrida,  pues  dicha 
resolución  lleva  fecha  de  seis  de  Diciembre  de  mil 
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ochocientos  noventa  y  ocho  y  el  señor  Muñoz,  supues- 
to cedente  del  señor  Cadaval,  intentó  sin  éxito  pre- 
sentar su  proyecto  de  tranvía  en  diez  y  siete  de 
Diciembre:  Dos.  Que  respecto  á  la  resolución  del  Se- 
cretario de  Obras  Públicas,  reconociendo  la  preferen- 
cia de  la  Empresa  de  Ferrocarril  Urbano  para  construir 
las  líneas  de  la  concesión  Torre-Plá,  el  señor  Cadaval 
solo  alega  para  explicar  su  interés  en  el  asunto  que 
esa  resolución  no  solo  se  dictó  *  *prescidiendo  de  sus 
derechos  y  recursos  y  lesionando  sus  intereses''  (que 
dicho  sea  de  paso,  desconocía  el  Secretario  de  Obras 
Públicas),  *^sinoque  se  otorga  á  la  citada  Compañía 
un  privilegio  monstruoso  que  le  hace  dueña  de  todas 
ls*B  concesiones  de  tranvías  y  por  consiguiente  de  la 
que  tiene  presentada.  Como  se  ve,  el  señor  Cadaval 
con  relación  á  este  cstremo  del  recurso  se  limita  á 
expresar  en  términos  vagos  los  perjuicios  indirectos 
de  una  resolución  que  en  nada  le  afectaba  y  á  protes- 
tar (rontra  un  privilegio  no  establecido  sino  reconoci- 
co,  por  la  resolución  del  Secretario  de  Obras  Públicas. 
Tres :  Que  el  señor  Hevia  tampoco  ha  señalado  ooncre- 
tamente  el  derecho  establecido  anteriormente  en  su  fa- 
vor que  ha  sido  vulnerado  por  la  resolución  del  Se- 
cretario de  Gracia  y  Justicia  que  motiva  su  recurso, 
pues  se  limita  á  presentar  con  su  escrito  de  fojas  ciento 
setenta  y  tres  un  certiñcado  para  acreditar  que  se  nom- 
bró por  el  Ayuntamiento  en  primero  de  Octubre  de  mil 
chocientos  noventa  y  ocho  una  comisión  para  estudiar 
las  proposiciones  que  hace  al  Ayuntamiento  el  señor 
Mariano  Vilaró  *'para  establecer  un  nuevo  y  más  com- 
pleto servicio  de  limpieza  de  la  ciudad  con  escobas  au- 
tomáticas carros  ad  hoc  línea  de  tranvía  conductor  de 
las  basuras  é  instalación  de  cuatro  hornos  crematorios 
de  las  mismas  en  sitio  determinado  de  la  ciudad  y  en 
SUR  linderos.  Además  presenta  la  defensa  del  señor 
Ilevia  un  documento  privado  con  varias  ñrmas  á  su 
terminación  en  que  se  consigna  que  el  señor  Vilaró 
cede  á  Hevia  los  derechos  y  acciones  que  tiene  sobre  el 
citado  proyecto  de  horno  crematorio  y  tranvía  para 
transportar  basuras.  En  este  punto  se  ha  de  repetir 
algo  de  lo  que  se  dijo,  en  el  caso  de  Cadaval,  á  saber: 
que  ese  documento  privado  está  destituido  de  todo 
valor  legal  para  justificar  una  cesión  de  derechos  ante 
este  Tribunal ;  pero  que  aun  admitiéndole  alguna  efi- 
cacia, de  ningún  modo  podría  afirmarse  que  los  dere- 
chos adquiridos  por  el  señor  Vilaró  que  se  limitaron  á 
que  fueran  oidas  y  estudiadas  las  proposiciones  que 
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presentó  para  establecer  un  nuevo  y  más  completo  sis- 
tema de  limpieza,  aun  cuando  para  ello  se  empleara  una 
linea  de  tranvía  conductor  de  las  basuras  fuei*an  per- 
judicadoSy  ni  lesionados  por  la  resolución  del  Secreta- 
rio de  Gracia  y  Justicia  que  declaró  sin  lugar  los  re- 
cursos de  alzada  interpuestos  por  Hevia  y  Cadaval  á 
consecuencia  de  haberse  rechazado  por  el  Ayuntamien- 
to y  por  el  Gobierno  Civil  su  pretensión  de  que  se  de- 
clarase la  caducidad  de  la  concesión  Torre- Plá  puesto 
que  ninguna  relación  lógica  puede  tener  el  proyecto  del 
señor  Vilaró  con  el  del  señor  Mariano  de  la  Torre,  el 
uno  destinado  al  acarreo  de  basuras  y  el  otro  al  trans- 
porte de  pasajeros,  ni  cabe  suponer  que  al  declararse 
caducada  la  concesión  Torre-Plá  por  este  solo  hecho 
prosperase  el  plan  de  hornos  crematorios  y  tranvía 
basurero  del  señor  Vilaró.  Cuatro:  Que  es  por  lo  tan- 
to un  hecho  evidente  que  los  señoj-es  Cadaval  y  Hevia 
no  han  justificado  en  forma  legal  ser  respectivamente 
cesionario  de  don  Luis  Rafael  Muñoz  y  de  don  Maria- 
no Vilaró,  y  tampoco  ha  demostrado  que  las  resolu- 
ciones recurridas  vulneren  ningún  derecho  establecido 
en  favor  de  esos  demandantes  (ni  de  sus  supuestos 
ceden  tes),  con  anterioridad  á  aquellas  resoluciones. 
Carecen,  pues,  de  personalidad  y  de  acción  para  esta- 
blecer este  recurso.  Fondo  del  asunto,  resolución  del 
Secretario  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación.  Cinco: 
En  la  Gaceta  de  la  Habana  de  primero  de  Julio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  tres  se  publicaron  edictos 
convocando  licitadores  para  la  concesión  de  un  tran- 
vía en  esta  ciudad  solicitada  por  don  Mariano  de  la 
Torre  Marqués  de  Santa  Coloma,  señalándose  para  la 
subasta  con  arreglo  al  pliego  de  condiciones,  que  se 
insertaba  en  los  edictos,  el  día  cinco  de  Agosto  del 
mismo  año.  Sexto:  Celebrada  la  subasta  no  se  presen- 
tó otro  postor  que  el  señor  la  Torre,  que,  en  pliego 
suscrito  por  él,  aceptaba  en  todas  sus  partes  el  de  con- 
diciones que  sirvió  de  ba«e  á  la  licitación  en  vista  de 
lo  que  el  Presidente  del  Tribunal  de  subastas — que-  lo 
era  el  Alcalde  de  la  ciudad — *  ^dispuso  adjudicar  al 
señor  Marqués  de  Santa  Coloma  la  concesión  objeto  de 
la  subasta,  con  carácter  provisional,  en  cumplimiento 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  séptimo  de  la  referida 
convocatoria  y  que  se  proceda  á  las  demás  formalidades 
que  el  mismo  previene. ' '  Siete.  Que  el  artículo  séptimo 
del  referido  pliego  de  condiciones  decía  textualmente. 
^^En  caso  de  no  presentarse  ninguna  proposición  que 
mejore  la  presentada  por  el  Marqués  de  Santa  Coloma 
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6  de  que  hiciese  éste Uso  del  derecho  de  tanteo  se  le 
adjudicará  la  concesión  con  carácter  de  provisional 
y  se  le  notificará,  al  efecto  de  que  en  el  término 
de  un  mes  constituya  la  fianza  de  tres  por  ciento  del 
importe  del  presupuesto.'*  Ocho:  El  Ayuntamiento 
á  quien  se  dio  cuenta  de  la  citada  acta  en  sesión  de 
catorce  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres 
acordó  quedar  enterado.  Nueve:  Mientras  ocurrían 
estos  hechos  se  tramitaba  el  recurso  de  alzada  inter- 
puesto por  el  Ayuntamiento  para  ante  el  Gobierno 
General  contra  una  resolución  del  Gobierno  Civil  refe- 
rente á  la  concesión  solicitada  por  don  Mariano  de  la 
Torre  por  entender  el  Ayuntamiento  que  ese  Gobierno 
carecía  de  atribuciones  en  el  caso.  Desestimada  la  al- 
zada interpuso  el  Ayuntamiento  recurso  contencioso 
administrativo  que  fué  resuelto  por  el  Tribunal  local 
en  contra  del  Ayuntamiento  en  trece  de  Abril  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro.  El  establecimiento  y 
prosecución  de  esos  recursos  fué  causa  de  que  no  se 
credierpa  al  cumplimiento  de  las  demás  formalidades- 
prevenidas  en  el  artículo  séptimo  del  pliego  de  condi- 
ciones, según  estaba  dispuesto  por  el  Alcalde  en  el  acto 
de  la  subasta  y  que  no  se  notificara  al  Sr.  Torre  que 
debía  constituir  la  fianza.  El  Ayuntamiento  entendía 
que  el  expediente  de  la  concesión  tenía  un  vicio  de 
origen  y  no  quiso  actuar  en  él  sino  lo  que  fuera  abso- 
lutamente necesario  para  cumplir  órdenes  superiores. 
Diez:  El  día  veinticuatro  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cuatro  falleció  don  Mariano  de  la  Torre 
y  en  seis  de  Diciembre  del  mismo  año  presentó  un  es- 
crito al  Ayuntamiento  el  Sr.  Francisco  Plá  y  Picabia 
acompañando  dos  testimonios  de  escrituras  para  justi- 
ficar que  era  el  cesionario  de  los  hechos  que  sobre  la 
cnoesión  del  tranvía  tenía  el  señor  la  Torre  y  pidiéndo- 
se traspasara  á  su  nombre  la  concesión.  Once:  En  la 
sesión  ordinaria  celebrada  por  el  Ayuntamiento  en 
cuatro  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco  se  dio  cuenta  con  el  expediente  de  la  materia 
para  comunicar  á  la  Corporación  el  resultado  del 
pleito  contencioso  administrativo  ( notificado  por 
el  Gobierno  Regional  por  oficio  de  ocho  de  Noviem- 
bre,— folio  setenta,  y  cinco  del  expedienta  del  Ayun- 
tamiento número  ,mil  novecientos  setenta  y  tres) 
En  esa  misma  sesión  se  trató  de  la  gestión  hecha  por 
el  señor  Plá  y  el  Ayuntamiento  acordó  * 'aceptar  al 
señor  Plá  como  cesionario  de  don  Mariano  de  la  Torre 
en  la  concesión  que  se  le  otorgó  para  la  construcción 
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y  explotación  de  un  Tranvía  en'esta  ciudad.  En  tres 
de  Diciembre  el  Alcalde  mandó  ejecutar  ese  acuerdo  y 
añadió:  Eequiérase  al  señor  Plá  pai^a  que  conforme 
determina  el  artículo  séptimo  del  pliego  de  condicio- 
nes para  la  concesión  del  tranvía  que  se  trata  de  ins- 
talar y  explotar,  publicado  en  la  Oaceta  Oficial  de 
primero  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y 
Boletín  de  la  Províiwia  del  cuatro  del  mismo  mes  y  año; 
constituya  en  el  término  de  un  mes,  la  fianza  del  tres 
por  ciento  del  importe  del  presupuesto''  (folio  noventa 
y  nueve  vuelto  del  expediente).  Doce:  Que  tanto  el 
acuerdo  del  Ayuntamiento  reconociendo  el  carácter 
de  cesionario  al  señor  Plá,  como  el  decreto  de  la  Al- 
caldía mandando  requerirle  para  la  prestación  de 
fianza  causaron  estado  y  fueron  ejecutorias,  toda  vez 
que  contm  ellos  no  se  estableció  reclamación  alguna 
dentro  de  los  términos  legales.  Huelga,  pues,  por 
ociosa  toda  discusión  relativa  á  si  el  señor  Torre  esta- 
ba notificado  y  debía  prestar  la  fianza  dentro  del  mes 
siguiente  á  la  subasta  y  si  la  concesión  debía  ó  no 
declararse  caducada  una  vez  decursado  ese  período, 
pues  el  Ayuntamiento  en  su  acuerdo  de  cuatro  de 
Diciembre  reconoció  la  vigencia  de  esos  derechos  y 
mandó  á  requerir  á  Plá  para  que  prestam  la  fianza 
sin  oposición  de  nadie.  Trece:  Para  notificar  al  señor 
Plá  se  le  dirigió  en  catorce  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco  una  comunic<iCÍón  á  la  calzada 
de  Oaliano  número  treinta  y  ocho  por  ser  el  domicilio 
que  aparecía  designado  en  el  inicio  de  su  instancia  al 
Ayuntamiento  fecha  quince  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro  ó  sea  un  año  cinco  meses 
antes.  El  día  diez  y  nueve  de  ese  mismo  mes  com- 
pareció en  la  Secretaría  del  Ayuntamiento  un  Sr.  J.osé 
Canela  devolviendo  la  comunicación  y  consignando 
que  el'Sr.  Plá  residía  y  tenía  su  domicilio  en  el  inge- 
nio *^San  Manuel  Puerto  Padre  correspondiente  al 
Término  Municipal  de  Victoria  de  las  Tunas.  La 
Alcaldía  Municipal  en  vista  de  esto  y  de  que  era  un 
hecho  notorio  que  el  Sr.  Plá  ejercía  en  la  Provincia 
de  Santiago  de  Cuba  el  cargo  de  Presidente  de  la  Di- 
putación Provincial  dispuso  se  remitiera  la  comunica- 
ción al  Sr.  Plá  por  conducto  del  Sr.  Alcalde  de  Victo- 
ria de  las  Tunas.  Catorce:  No  contta  en  el  expedien- 
te que  esa  comunicación  llegara  á  mano  del  Sr.  Plá. 
Y  esto  se  explica  fácilmente,  por  el  astado  de  la  gue- 
rra en  que  estaba  el  país  precisamente  más  recrudeci- 
da en  esa  región  oriental,  en  que  las  poblaciones  del 
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interior  se  comunican  ínny  difícilmente  por  la  costa 
por  medio  de  convoyes  que  solo  lograban  pasar  cuan- 
do los  escoltaban  columnas  numerosas  y  aún  así  soste- 
niendo incesante  combate  con  las  fuerzas  del  Ejército 
Libertador  que  operaban  en  aquella  comarca.    Quince: 
En  est«  estado  las  cosas  en  veinte  y  cuatro  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  el  Concejal  que  lo 
era  entonces  del  Ayuntamiento  don  Manuel  González 
Peraza  pidió  por  medio  de  instancia  que  se  declarase 
decierta  la  suliasta  de  la  concesión  del  tranvía  y  que 
nuevamente  se  sacara  á  subasta  bajo  las  mismas  bases 
y  condiciones  del  proyecto  presentado  por  el  Sr.  la 
Torre.  Dada  cuenta  al  Ayuntamiento  después  de  oída 
la  OomÍHÍón  de  Hacienda  y   el   Letrado  Consultor, 
resolvió  (sesión  de  primero  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho)  de  conformidad  con  ellos  que 
no  se  tomara  en  consideración  la  moción  del  Sr.  Peraza 
y  que  se  llevara  á  cabo  la  notificación  pendiente  del 
Sr.  Phi  y  que  si  no  se  encontrase  al  Sr.  Plá  se  practi- 
cat*a  esa  diligencia  por  medio  de  edictos  en  la  forma 
correspondiente;    contra    ese    acuerdo    interpusieron 
recurso  de  alzada  don  Carlos  Carrió,   don  Leopoldo 
Arnau  y  posteriormente  don  Segundo  Hevia  y  don  Al- 
berto Cada  val.  Diez  y  seis:  En  siete  de  Octubre  el  Al- 
calde Municipal  mandó  cumplir  el  acuerdo   del  Ayun- 
tamiento y  que  se  notificara  al  señor  Plá  y  que  sin  per- 
juicio de  esto  se  admitieran  los  recursos  de  alzada  in- 
terpuestos.    Diez  y  siete:     En  veinte  de  Octubre  de 
mil  ochocientas  noventa  y  ocho  compareció  en  la  Se- 
cretaría del  Aj'untamiento  el  señor  Plá  y  se  dio  por 
notificado  de  todo  lo  actuado  (folio  ciento  veinticinco 
vuelto)  y  en  cinco  de  Noviembre  del  mismo  años  cons- 
tituyó la  fianzíi  ante  los  señores  Contador  y  Deposita- 
rio del  Ayuntamiento.     Diez  y  ocho:    En  once  de  No- 
viembre del  mismo  año  el  Gobernador  Civil  resohaó 
las  alzadas  declai-ándolas  sin  lugar  y  confirmando  las 
resoluciones  del  Ayuntamiento.     Diez  y  nueve:     En 
seis  de  Diciembre  siguiente  el  Se(»retario  de  Gracia  y 
Justicia  y  (iobernación  declaró  sin  lugar  las  alzadas  y 
confirmó  el  Decreto  del  Gobernador  Civil.    Esta  reso- 
lución linal  es  la  impugnada  en  el  presente  recurso. 
Resolución  del  Secretario  de  Obras  Públicas.  Veinte: 
Independiente  de  estos   hechos  por  instancia  fechada 
en  veinte  y  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  don  Segundo   Alvarez  en  su  carácter  de 
Presidente  de  la  Empresa  del  Ferrocarril   Urbano  y 
Ómnibus  de  la  Ilíibana,   invocaba  con  relación  á  la 
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eono^idn  Torre-PÍá  el  privilegio  concedido  á  dicha 
Empresa  por  el  artículo  treinta  y  ocho  del  pliego  de 
condiciones  bajo  el  cual  se  autorizó  á  don  Domingo 
Trigo  cansante  de  esa  Compañía  &  construir  y  explo- 
tar el  citado  Ferrocarril.  Veinte  y  uno:  El  siete  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  el  Secreta- 
rio de  Obi'as  Públicas,  proveyendo  la  anterior  solici- 
tud autorizó  á  la  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano  y 
Ómnibus  de  la  Habana  para  construir  y  explo- 
tar en  las  mismas  condiciones  y  circunstancias  y 
pt^estando  la  misma  fianza  las  líneas,  ramales  y  pro- 
longaciones contenidas  en  los  cinco  recorridos  del 
proyecto  de  don  Mariano  de  la  Torre  abanondo  previa- 
mente á  los  representantes  6  sucesión  de  don  Mariano 
de  la  Torre  la  cantidad  de  treinta  mil  pesos  en  que  se 
estiman  el  valor  del  proyecto  y  demás  gastos  realiza- 
dos haata  esa  fecha  con  acasión  del  mismo.  Contra 
esta  resolución  se  ha  interpuesto  recurso  contencioso 
por  don  Alberto  Cadaval.  También  se  había  inter- 
puesto en  juicio  aparte  recurso  contencioso  adminis- 
trativo por  el  Sr.  Plá.  Personalidad  de  la  Havana 
Electric  Railway  Company  (Compañía  del  Ferrocarril 
Eléctrico  de  la  Habana.)  Veinte  y  dos:  Al  folio  ciento 
veinte  y  dos  de  estos  autos  obra  la  certificación  expedida 
por  el  Sr.  Registrador  de  la  Propiedad  del  Mediodía 
de  la  que  resulta  que  la  Havana  Electric  Railway 
Company  á  virtud  de  las  escrituras  de  veinte  y  nueve  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa-  y  ocho,  nueve 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  tiene 
inscripto  á  su  nombre  todos  los  bienes,  derechos  y  ac- 
ciones de  la  que  fué  Empresa  del  Ferrocarril  Urbano 
y  Ómnibus  de  la  Habana.  Veinte  y  tres:  La  misma 
Compañía  de  Ferrocarril  Eléctrico  de  la  Habana  tiene 
inscripto  el  derecho  preferente  para  poder  construir  y 
explotar  las  líneas  que  fueron  objeto  de  la  concesión 
Torre-Plá  á  virtud  de  la  escritura  otorgada  ante  don 
José  Ramírez  de  Arellano  en  ocho  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  por  el  Sr.  Secretario  de 
Obras  Públicas.  Veinte  y  cuatro:  Además  de  esto, 
en  diez  y  nueve  de  Febrero  de  mil  novecientos  ante  el 
Notario  don  Manuel  Díaz  Quibus  el  Sr.  Ricardo  Nar- 
ganes  como  apoderado  de  la  Havana  Traction  Company 
otorgó  con  el  Sr.  Narciso  Gelats  como  apoderado  de  la 
Havana  Electric  Railway  Company  escritura  de  tran- 
sacción y  reconocimiento  de  derechos  por  la  cual  se 
apaftó  de  la  demandan  contenciosa  que  tenía  estableci- 
da y  en  su  consecuencia  que  quedara  firme  el>  decreto 
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de  siete  de  Diciembre  de  rail  ochocientos  noventa 
y  ocho  y  expresamente  reconocido  el  derecho  de  la 
**Havana  Electric  Railway  Company''  á  construir  y 
oxplotar  las  lineas  que  fueron  o])jeto  de  la  concesión 
hecha  á  don  Mariano  de  la  Torre.  Esta  escritura  y  la 
de  cesión  del  Sr.  Plá  á  don  Juan  Manuel  Ceballos,  de 
éste  á  la  American  Indies  Company,  de  la  últimamen- 
te citada  Compañía  á  la  Havana  Traction  Company 
fueron  inscriptas  en  el  Registro  de  la  Propiedad  del 
Meiliodia,  según  se  acredita  con  el  adjunto  certificado. 
Décimo.  Kesultando  que  á  instancia  del  coadyu- 
vante se  mandó  á  requerir  á  los  herederos  de  don 
Alberto  Cadaval  para  que  se  personaran  en  autos  y 
heclu)  el  requerimiento  se  personó  el  Procurador  don 
Joaquín  González  Sarraín^  á  quien  en  vista  de  los  do- 
cumentos que  acompañó  se  le  tuvo  por  partea  nombre 
de  doña  Francisca  Martí  como  heredera  única  y  uni- 
versal de  don  Alberto  Cadaval. 

Pküeüa : 

Décimoprimero.  Kesultando  que  abierto  el  pleito 
á  prueba  se  practicó  como  parte  de  la  propuesta  por 
las  partes  y  admitida  por  la  Bala  la  siguiente:  se  trajo 
(\  los  autos  la  certificación  del  matrimonio  de  don 
Francisco  Plá  y  Picabia  con  doña  María  de  la  Con- 
cepción Martín  y  Laferté  expedida  por  el  Juez  Muni- 
cipal del  Oeste,  de  la  que  aparece  que  el  día  ocho  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  en  que  se 
casó  el  Sr.  Plá,  era  vecino  de  la  calle  de  San  Miguel 
número  ciento  diez  y  ocho,  cuya  certificación  cotejada 
con  su  original  resultó  de  un  todo  conforme:  partida 
de  matrimonio  expedida  por  el  Cura  Párroco  del  Mon- 
serrate  de  la  que  también  aparece  que  al  contraerlo 
don  Juan  Francisco  Plá  con  doña  Maria  de  la  Con- 
cepción Martín  y  Laferté  t-n  la  expresada  fecha,  era 
el  primero  vecino  de  dicha  feligresía:  que  el  Sr.  Se- 
cretario de  Obras  Públicas  en  comunicación  de  dos  de 
Febrero  último  contestando  á  la  que  se  le  dirigió  en 
veinticinco  del  mes  anterior,  manifestó  que  no  puede 
expresarse  de  un  modo  terminante  aun  teniendo  á  la 
vista  el  proyecto  de  Tranvía  Eléctrico  de  esta  capital 
presentado  por  Sr.  Luis  Eafael  Muñoz  el  tiempo 
que  haya  podido  emplear  en  su  ejecución,  porque 
depende  de  la  cantidad  de  personal  técnico  que  se 
hubiere  dedicado  á  la  toma  de  datos  y  redacción 
del    proyecto;  pero    que    suponiendo    lo    ejecutado 


Digiti 


zedby  Google 


JTBISPBUDENCIA  COMTENCI  OSO-A  DM1  SlSTR  ATI  VA.  75 

por  un  corto  numero  de  personas  técnicas  en  pro- 
porción á  la  importancia  de  las  obras  y  partien- 
do de  la  base  de  que  los  datos  consignados  sean 
exactos  y  se  hayan  tomado  expresamente  para  ese 
trabajo,  puede  apreciarse  su  duración  en  un  año  ó 
poco  más  y  que  en  cuanto  al  valor  del  proyecto  acep- 
tando como  cierto  el  último  supuesto  expresado  y 
aceptando  un  promedio  en  los  sueldos  de  los  ingenie- 
ros, Ayudantes,  Niveladores,  Porta-miras,  Cadeneros, 
Dibujantes,  etc.,  etc.,  con  relación  á  los  que  hoy  se 
pagan  en  el  Departamento  á  su  cargo  sin  olvidar  el 
carácter  temporal  de  los  trabajos,  puede  apreciarse  en 
unos  quince  mil  pesos:  que  los  Sres.  Zaldo  y  Compañía 
en  carta  de  treinta  y  uno  de  Enero  último  dirigida  al 
Sr.  Magistrado  Ponente  le  manifiestan  que  examinadas 
las  listas  de  pasajes  correspondientes  á  los  años  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  mil  ochocientos  no- 
venta y  seis  y  mil  ochocientos  noventa  y  siete  no  han 
podido  encontrar  el  nombre  del  Sr.  Francisco  Plá  y 
Picabia  como  pasajero  de  esta  ciudad  para  los  Estados 
Unidos  ni  tampoco  de  regreso;  informe  de  la  Alcaldía 
Municipal  en  el  que  expresa  que  de  los  antecedentes 
que  obran  en  la  Secretaría  Municipal  relativos  al  pro- 
yecto de  hornos  crematorios  para  las  basuras  y  Tran- 
vías Urbanos  presentados  por  don  Mariano  Vilaró 
resulta  que  en  efecto  aparece  presentada  una  instancia 
por  dicho  señor  con  fecha  primero  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  proponiendo  establecer  un 
servicio  de  limpieza  de  la  ciudad  y  cremación  de  basu- 
ras cuya  distribución  es  la  siguiente:  Norte  de  la  ciu- 
dad Crematorio  Santa  Clara.  Centro  de  reunión. 
Virtudes  y  Prado.  Línea  de  ida.  Virtudes,  Soledad  ú 
Oquendo,  San  Lázaro,  Infanta,  Santa  Clara.  Vuelta. 
Santa  Clara,  Infanta,  San  Miguel,  Consulado,  Virtudes 
y  Prado,  Vedado.  Ida:  Santa  Clara,  calle  Séptima 
hasta  la  doce.  Vuelta:  por  la  calle  doce  á  cinco  y  hasta 
Santa  Clara,  Crematorio  de  Tallapiedra,  Centro  San 
Juan  de  Dios.  Ida:  Habana,  Jesús  María,  Cárdenas, 
Gloria,  Figura,  Canalizo.  Vuelta:  Canalizo,  Antón 
Recio,  Esperanza,  Arsenal,  Egido,  Merced,  Compos- 
tela,  Obrapía,  Habana  á  San  Juan  de  Dios.  Cremato- 
ria de  Aldecoa.  Centro:  Monte  y  Esté  vez.  Pasaje  al 
Urbano  hasta  la  estación  del  Cerro  y  línea  por  Calza- 
da de  las  Puentes:  que  puesto  de  manifiesto  á  don 
Luis  R.  Muñoz,  el  documento  presentado  con  el  escri- 
to de  demanda  del  recurrente  don  Alberto  Cada  val 
cuyo  documento  á  la  letra  dice:  ^^Conste  por  el  pre- 
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¿ente  documento  que  otorgamos  de  una  parte  don 
Xtuis  K.  Muñoz  y  de  la  otra  don  Alberto  Oadaval  y 
Martí  que  hemos  convenido  en  lo  siguiente.  Primero: 
el  señor  Cadaval  queda  obligado  á  prestar  los  servi* 
cios  y  facilitar  los  gastos  que  originen  los  trabajos  y 
estudios  preparatorios  del  proyecto  Ferrocarril,  Se- 
gundo: queda  asimismo  obligado  el  señor  Cadaval  á 
costear  las  copias  y  trabajos  que  ordene  el  Ingeniero 
Jefe,  que  será  el  señor  Gibei^.  Tercero:  Asimismo 
queda  obligado  el  señor  Cadaval  á  prsK^tioarlas  gestio- 
nes necesarias  para  obtener  la  concesión,  siendo  de  su 
cargo  los  costos  del  Abogado,  si  se  utiliza  y  los  demás 
que  se  originen;  así  como  á  facilitar  el  depósito  para 
la  subasta.  Cuarto:  El  señor  Muñoz  se  compromete 
por  si  y  en  representación  de  la  Sociedad  qae  se  pro- 
yecta á  subastar  la  concesión  constituyendo  con  el  de- 
posito que  facilite  Cadaval,  la  fíanzaquesea  necesaria 
para  comenzar  los  trabajos.  Quinto:  El  señor  Cada- 
val  representará  el  diez  por  ciento  del  valor  total  del 
proyecto  que  le  será  reconocido  en  escritura  pública 
por  el  señor  Muñoz  luego  que  esté  aprobada  á  su 
favor  la  concesión.  Sexto:  el  señor  Cadaval  se 
obliga  á  transferir  á  la  Compañía  que  el  señor  Muñoz 
le  indique,  la  propiedad  de  referencia  recibiendo  el 
equivalente  en  acciones  de  la  Sociedad  que  se  pro- 
yecta. Y  para  constancia  firmamos  dos  de  un  tenor 
en  la  Habana  á  di^z  de  Enero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho.  L.  R.  Muñoz.  Alberto  CadavaL 
Rubricado' ' ;  expresó  que  es  suya  la  fíi*ma  que  autoriza 
dicho  documento  y  su  contenido  cierto;  que  ^  Inge- 
niero Civil  señor  Ovidio  Giberga  y  Galí  declarando 
como  testigo  bajo  juramento  dijo  que  no  le  compren- 
dían las  genérale^  de  la  Ley,  que  es  cierto  que  desde 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  el  señor  Muñpz  le 
encargó  el  trazado  y  proyecto  de  una  red  de  tranvía 
en  esta  ciudad  cu¿^q  tral¿,jo  terminó  en  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho  y  que  estima  el  valor  del  proyecto 
en  ochenta  rail  pesos  oro  americí^no;  que  el  señor  doA 
Luis  Rafael  Muñoz  declarando  como  testigo  bajo  jura- 
mento expresó  que  no  le  comprenden  las  generales  de 
la  Ley,  que  es  cierto  que  encargó  al  anterior  el  trabajo 
á  que  se  hace  referencia  quien  lo  terminó  en  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  y  que  es  verdad  que  desde  que 
se  iniciaron  los  trabajos  estaba  interesado  en  ellos  el 
señor  Cadaval  por  más  que  no  se  formalizó  el  docu- 
mento hasta  la  fecha  expresada  en  el  mismo;  que  don 
Jerónimo  Sagúes  y  Ojer  declarando  como  t^tígo  bago 
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juramento  expresó  <ia6  nó  le  comprenden  lae  genera- 
les de  la  Ley,  que  conoció  á  don  Frandeco  Plá  y  Pica- 
bia  con  quien  terminó  sus  relaciones  personales  al  ex- 
tremo de  no. saludarse  desde  el  año  noventa  y  por 
tanto  ignora  si  en  los  años  de  mil  ochocientos  noven- 
.ta  y  cinco,  mil  ochocientos  noventa  y  seis  y  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  tenía  su  domicilio  en  la  Cal- 
zada de  Galiano  y  si  allí  residía  y  hacía  frecuentes 
Viajes  al  campo  y  á  los  Estados  Unidos,  así  como  si  á 
dicha  casa  iba  diariamente  su  mayordomo  ó  apoderado 
don  José  Canela  y  en  ella  estaban  libros,  papeles  y 
cuentas  del  señor  Plá  y  hacia  éste  pagos  y  otras 
operaciones  sabiendo  solamente  que  Canela  es  cu- 
ñado de  Plá:  que  don  Mariano  Vilaró  declaran- 
do asimismo  coiíio  testigo  bajo  juramento  expresó  que 
no  le  comprenden  las  generales  de  la  Ley  y  puéstolo 
de  manifiesto  el  documento  que  á  la  letra  dice  ^  ^Conste 
por  el  presente  documento  que  los  firmantes  del  mis- 
mo de  una  parte  don  Mariano  Vilaró  y  de  la  otra  don 
Segundo  Hevia  ante  loe  testigos  don  Manuel  Gómez 
Domingo,  y  don  Abelardo  XJri  y  Vilariño  hemos  con- 
venido lo  siguiente.  Primero:  don  Mariano  Yilaró  cede 
y  traspasa  á  doa  Segundo  Hevia  Cañedo  todo  los  dere- 
chos y  acciones  qué  tiene  sobre  un  proyecto  de  Hor- 
nos crematorios  para  basura  y  un  tranvía  en  esta 
ciudad  de  la  Habana,  que  ha  concebido,  formulado 
y  solicitado  del  Excmo;  Ayuntamiento  de  esta  capital 
por  instancia  presentada  el  día  primero  del  mes  de 
Octubre  actuaL  Segundo:  don  Segundo  Hevia  entrega 
en  este  acto  á  don  Mariano  Yilaró  como  precio  de  la 
cesión  que  éáte  le  hace  en  la  cláusula  anterior  la  su- 
maid:©unmil  quinientos  pesos  oro  español.  Tercero: 
don  Mariano  Vilaró  se  obliga  á  elevar  este  contrato  á 
escritura  pública  cuando  lo  requiera  el  señor  Hevia 
siendo  en  este  caso  todos  los  gastos  que  se  ocasionen 
de  cuenta  del  senos  Hevia  y  pagados  por  éste.  Cuarto: 
don  Mariano  Vilaró  se  obliga  mientras  tanto  á  suscri- 
bir y  presentar  cuantos  escritos  y  documentos  sean  ne- 
cesarios en  las  oficinas  del  Gobierno  y  Municipales, 
así  como  en  los  Juzgados  y  Tribunales  que  le  exija 
Hevia  referente  á  este  asunto.  Quinto:  El  señor  Vila- 
ró hace  constar  que  junto  con  la  instancia  que  ha,  in- 
ferido en  la  cláusula  primera  presentó  en  el  Excmo. 
Ayutamiento  una  memoria  explicativa  de  las  bases  de 
la  concesión,  que  pretendía  y  ha  cedido  al  señor  Hevia. 
Conforme  ambas  partes  firman  dos  de  un  tenor  en  la 
Habaiía  á  cuatro  de  Octubre  de  mil  ocbocitotoe  no* 


Digiti 


zedby  Google 


78  boletín  legislativo 


venta  y  ocho.  Segundo  Hevia,  Rubricado  Mariano  V¡- 
laró.  Kubricado. — Abelardo  IJria. — Rubricado. — Ma- 
nuel Gómez. — Rubricado.» — Manifestó  que  es  cierto 
(jue  escribió  y  redactó  dicho  documento  así  como  su 
contenido  y  ñrma  que  dice  su  nombre  y  apellido  que 
es  de  su  puño  y  letra  uso  y  costumbre;  que  lo  escribió 
en  su  fecha  en  los  altos  de  la  casa  Mercaderes  veinte  y 
dos  donde  tenía  en  aquella  fecha  su  escritorio;  que  en 
el  acto  de  firmarlo  recibió  de  Hevia  como  precio  de  la 
concesión  un  mil  quinientos  pesos  en  oro  en  moneda 
de  este  metal  de  las  llamadas  centenes  y  la  fracción 
indispensable  para  su  completo  en  plata  que  don  Abe- 
lardo Uria  suscribió  el  documento  como  testigo  á  rue- 
go del  declarante  á  quien  conocía  desde  antiguo  por 
trabajar  en  el  mismo  local  que  el  testigo  don  Manuel 
Gómez  llegó  el  día  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho  al  escritorio  del  declarante  de  dos 
á  tres  de  la  tarde  acompañando  á  don  Segundo  Hevia 
y  con  objeto  de  suscribir  el  documento  como  testigo. 
En  igual  sentido  declararon  los  testigos  don  Manuel 
Gómez  Domínguez  y  don  Abelardo  Uria  y  Vilarifío  y 
contestando  á  repreguntas  expresó  Vilaró  que  es  cier- 
to que  por  el  Ayuntaniento  no  se  le  concedió  derecho 
alguno  con  motivo  de  la  presentación  de  un  proyecto 
que  tenía  por  único  objeto  contratar  la  recogida  y  cre- 
mación de  las  basuras  de  esta  capital:  que  también  es 
cierto  que  á  consecuencia  de  haber  vencido  el  térmi- 
no de  contrato  concertado  entre  los  señores  Izquierdo 
Sánchez  y  Compañía  y  el  Ayuntamiento  de  la  Habana 
sobre  recogida  de  basura  y  debiendo  contratarse  de 
nuevo  ese  servicio  para  organizarlo  concibió  y  presen- 
tó el  referido  proyecto  de  hornos  crematorios;  que 
no  es  cierto  que  la  cesión  que  hizo  á  Hevia  solo  fue- 
ra en  confianza  y  porque  éste  se  comprometiera  á 
gestionar  el  asunto  apoyado  en  las  influencias  que 
decía  tener  en  el  Ayuntamiento:  que  tamx)oco  es 
cierto  que  el  proyecto  por  no  haber  exigido  grandes 
trabajos  y  estudios  tuviera  poco  valor,  y  que  si  lo  ce- 
dió en  la  expresada  cantidad  fué  por  entender  que 
le  convenía  en  aquella  época,  que  al  hacer  la  cesión 
á  Hevia  le  entregó  una  copia  del  proyecto,  memo- 
ria, presupuestos  y  plano  presentados  al  Ayunta- 
miento que  el  recibo  de  la  instancia  que  le  diei-on  en 
el  Ayuntamiento  se  le  traspapeló  y  que  no  es  cier- 
to que  el  Ayuntamiento  acordara  no  contratar  de 
nuevo  el  servicio  de  recogidas  de  basuras  sino  hacerlo 
por  administración  y  que  esta  fuera  la  causa  principal 
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de  que  abandonara  el  proyecto,  el  que  abandonó  por 
haberlo  cedido.  Don  Manuel  Gómez  expresó  que  es 
cierto  que  solo  de  oidas  está  enterado  del  proyecto  de 
Vilaró  y  que  jamás  examinó  las  memorias  y  planos 
acompañados  interviniendo  solo  como  testigo  en  el  do- 
cumento recordando  la  fecha  sin  necesidad  de  que  se 
le  consignara  en  la  pregunta  sin  poder  explicar  porqué 
la  recuerda  pero  si  que  recuerda  los  detalles  porque  se 
le  explicaron  al  pedirle  que  interviniera  como  testigo 
en  el  documento,  y  don  Abelardo  Uria  que  es  cierto 
que  jamás  examinó  las  memorias  y  planos  acompaña- 
dos y  que  está  enterado  del  proyecto  de  Vilaró  por  la 
intervención  antes  explicada  como  testigo  recordando 
la  fecha  y  los  detalles  porque  siempre  que  firma  un 
documento  acostumbra  á  fijarse  en  lo  que  hace.  El 
testigo  don  Felipe  Beltrán  y  Perdomo  declaró  bajo 
juramento  que  no  le  comprenden  las  generales  de  la 
Ley  que  en  el  mes  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  era  Concejal  del  Ayuntamiento  de  la 
Habana  que  asistió  á  la  sesión  celebrada  el  día  prime- 
ro de  Octubre  de  dicho  año,  que  en  ella  se  dio  cuenta 
con  una  instancia  de  Vilaró  en  la  que  solicitaba  la 
concasión  para  establecer  en  esta  ciudad  cuatro  hor- 
nos crematorios  de  basuras  con  carros  ad-hoc  así 
como  tender  una  línea  -de  tranvía  para  el  transporte 
de  pasajeros  durante  el  día  y  el  de  las  basuras  á  los 
hornos  crematorios,  que  cree  que  en  el  expediente 
debían  encontrarse  los  documentos  y  planos  presenta- 
dos por  Vilaró  porque  de  otro  modo  no  se  hubiera  da- 
do cuenta  pero  que  no  puede  afirmarlo  ni  negarlo,  que 
es  cierto  que  segün  el  proyecto  el  tranvía  de  que  se 
trata  tenía  cinco  recorridos  sin  recordar  cuáles  fueran 
éstos;  pero  sí  que  tenían  que  pagar  peage  á  la  Empresa 
del  Urbano  al  usar  sus  líneas,  que  la  concesión  para 
los  Hornos  crematorios  y  recogidas  de  basuras  se  soli- 
citaba por  un  período  de  veinte  años  y  el  tranvía  por 
noventa  y  nueve  quedando  ambas  obras  transcurridos 
dichos  plazos  respectivos  á  beneficio  del  Ayuntamien- 
to, siendo  cierto  también  que  en  el  proyecto  de  Vilaró 
se  estipulaban  otras  muchas  condiciones  1é2nicas  y 
económicas;  que  no  es  cierto  que  sea  amigo  de  don  Ma- 
riano Vilaró  ni  que  el  Ayuntamiento  acordara  que  el 
expediente  pasara  á  la  Comisión  de  Policía  Urbana, 
sino  á  una  Comisión  especial  que  se  nombró;  que  no  es 
cierto  que  los  detalles  que  recuerda  sea  porque  recien- 
temente se  le  haya  acercado  persona  interesada  en  este 
pleito  y  le  haya  dado  datos  sobre  el  particular,  que  ig- 
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ñora  si  la  Comisión  ño  llegatu  á  dictaminar  antes  de 
cesar  el  Ayuntamiento  en  sus  ínncioneB-  asi  como  si  el 
Ayuntamiento  no  otorgó  ningún  derecho  al  sefíor  Vi- 
laró  y  que  el  proyecto  no  se  concretaba  á  la*  recogida 
de  basuras  sino  también  á  la  conducción  de  pasajeros 
durante  el  día.  El  testigo  don  Claudio  Mimó  declaró 
sustancialment-e  en  iguales  términos  que  el  anterior  y 
los  peritos  don  Luis  Estefani,  don  Francisco  Paradela 
y  don  Eduardo  Antonio  Giberga  emitieron  y  ratifica- 
ron el  siguiente  informe:  *'Qüe  han  examinado  las 
diez  y  seis  hojas  de  planos  de  (ine  consta  el  Proyecto 
de  Tranvía  cuya  concesión  solicitó  y  obtuvo  don 
Mariano  de  la  Torre,  Marqués  de  Santa  Coloma  y 
que  están  suscritos  por  el  Ingeniero  don  Joaquín  Ruiz, 
habiendo  estudiado  también  la  memoria  descriptiva  del 
mismo  proyecto  y  demás  antecedentes  que  se  rela- 
cionan con  éste  y  la  concesión  que  le  fué  otorgada  al 
citado  señor  y  como  resultado  de  su  examen  entien- 
den que  ninguno  de  los  cinco  recorridos  que  se  pre- 
sentan en  el  t>royecto  para  las  nuevas  lineas,  ni  todas 
ellas  juntas  pueden  considerarse  racional  ni  técnica- 
mente, ni  bajo  ningún  otro  concepto,  como  formando 
parte  de  las  líneas  de  la  antigua  Compañía  del  Ferro- 
carril Urbano,  ni  tienen  con  la  de  éste  ninguna  rela- 
ción de  dependencia  ni  de  prolongación,  sino  que  poj 
el  contrario  constituyen  una  red  completamente  dis- 
tinta, por  sus  trazados  y  por  las  zonas,  calles  y  ob- 
jeto á  que  están  destinadas  respectivamente  las 
líneas  del  Ferrocarril  Urbano  y  las  de  la  conce- 
sión de  don  Mariano  de  la  Torre.  Las  líneas  del  Fe- 
rrocarril fueron  concedidas  y  construidas,  y  han  ve- 
nido explotándole  con  el  objeto  de  poner  en  comuni- 
cación la  parte  comercial  y  las  dependencias  admi- 
nistrativas, con  los  puntos  más  distantes  de  la  ciudad; 
Cerro,  Jesfis  del  Monte  y  Carmelo.  Y  su  tarifa  primi- 
tiva así  lo  demuestra  pues  al  principio  de  su  explo- 
tación, los  precios  se  referían  á  todo  el  recorrido  3' 
trayecto  comprendido  desde  la  Estación  de  origen,  en 
la  Habana,  hasta  las  de  términos  y  si  actualmente 
ese  precio  único  se  ha  snbd»vidido  por  tramos,  sa- 
Indo  es  de  todo  el  mundo,  por  ser  de  publica  no- 
toriedad, que  esa  modificación  se  debió  á  la  compe- 
tencia que  á  la  Compañía  del  Ferrocarril  Urbano  le 
establecieron  los  Ómnibus.  Las  líneas  de  la  Compa- 
ñía del  Ferrocarril  Urbano,  deben  pues  ser  conside- 
radas como  lineáis  generales,  dentro  de  la  ciudad  de  la 
Habana,  que  ponen  en  comunicación  tres  de  sus  ba- 
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rrios  extremos  con  un  punto  común,  y  concedidas  y 
construidas  por  calles  determinadas,  son  como  las  vías 
de  Ferrocarriles  geneíales  que  partiendo  de  una  misma 
ciudad  y  de  una  Estación  Central,  se  dirigen  á  otras 
poblaciones  en  direcciones  distintas,  como  ocurre 
con  las  lineas  que  partiendo  de  la  Estación  de  Vi- 
llanueva  van  á  Guanajay,  Jovellanos  y  Batalmnó.  Las 
líneas  del  proyecto  del  señor  Mariano  de  la  Torre 
constituyen,  por  el  contrario  una  red  urbana,  local, 
interior,  extendida  por  toda  la  ciudad,  cuyo  objeto 
principal  es  facilitar  la  comunicación  de  unos  barrios 
con  otros,  de  unas  calles  con  otras,  sin  el  carácter 
exclusivo  que  constituyen  el  objeto  de  la  Compañía 
del  Ferrocarril  Urbano.  Entre  una  y  otra  Com]:>anía, 
no  hay,  pues,  ninguna  semejanza,  ni  dependencia,  ni 
cabe  entender  que  la  del  señor  de  la  Torre  puede  for- 
mar parte  de  la  otra,  bajo  el  genérico  nombre  de  red 
urbana;  pudiendo  existir  separadamente  tanto  por  sus 
respectivos  trazados,  como  por  su  distinto  objeto  y 
explotación  del  mismo  modo  que  son  y  pueden  '  ser 
distintas,  en  variado  número  las  Compañías  que  pre- 
tendiesen construir  ó  construyesen  ramales  y  otras 
vías  que  cortasen  á  las  ya  establecidas  ó  que  se  ten- 
diesen por  las  mismas  calles  donde  ya  lo  están  éstas, 
si  la  anchura  de  dichas  calles  lo  consintiesen,  así  hoj^ 
ó  mañana,  ó  se  colocasen  subterráneamente  ó  á  cierta 
artura,  si  para  ello  se  presentasen  los  proyectos  co- 
rrespondientes y  obtuviesen  la  autorización  compe- 
tente en  la  forma  que  determinan  las  leyes  de  Obras 
Públicas.  Cuyo  informe  expiden  en  cumplimiento  del 
cargo  que  aceptaron  y  de  lo  ordenado  por  el  Tribunal. 
Habana,  quince  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno. — 
Luis  Estefani. -Rubricado. -Francisco  Paradela  y  G. — 
Rubricado. — Eduardo  Antonio  Giberga. — Rubricado.» 
Décimosegundo.  Resultando  que  además  de  la 
prueba  á  que  antes  se  hace  referencia  acompañó  la 
representación  de  don  Alberto  Cadaval  una  acta  no- 
tarial levantada  en  esta  ciudad  por  el  Notario  don 
José  Miguel  Ñuño  en  diez  y  siete  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  en  la  que  se  hace  cons- 
tar qu^  requerido  dicho  Notario  por  don  Luis  Ra- 
fael Muñoz  •  para  que  diese  fe  de  la  exhibición  y 
entrega  que  el  requirente  había  de  hacer  al  se- 
ñor Sub-Secretario  de  Obras  Públicas  y  Comunica- 
ciones de  treinta  y  tres  cuadernos  que  contienen  la 
memoria  descriptiva,  planos  y  pliegos  de  condiciones 
con  las  demás  circunstancias  ordenadas  en  el  artículo 
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setenta  y  ocho  del  Eeglamento  de  veinte  y  cuatro  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho  y  una  instan- 
cia dirigida  al  señor  Secretario  de  Obras  Públicas  y 
Comunicaciones  acompañando  el  referido  proyecto  que 
se  presentaba  á  fin  de  cumplir  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  ochenta  y  uno  del  citado  Reglamento  de  la  Ley 
de  Ferrocarriles  vigente  á  consecuencia  déla  convoca- 
toria que  se  hace  en  la«  Gacetas  de  diez  y  nueve  y 
veint-e  de  íí^oviembre  último  en  el  proyecto  presentado 
por  don  Waldo  Fuentes,  cuyo  proyecto  iba  á  mejorar 
el  requirente,  pasó  con  éste  á  la  referida  Oficina  y  pre- 
sente el  señor  Sub-Secretario  le  hizo  el  requerimiento 
manifestando  dicho  señor  que  por  Decreto  publicado 
en  la  Gaceta  quedaron  cerradas  las  Oficinas  y  en  sus- 
penso los  términos  para  el  ejercicio  de  los  derechos  de 
(jue  pudiera  utilizar  el  refiuirente  ó  cualquiera  otro  y 
en  tal  concepto  podía  presentarles  documentos  á  laus 
autoridades  que  hubieran  de  suceder  á  las  de  aquel 
entonces,  haciendo  constar  el  señor  Subsecretario  que 
no  se  acompañaba  á  los  documentos  presentados  el 
nex^esario  para  acreditar  haber  hecho  con  arreglo  al 
citado  artículo  ochenta  y  uno  el  depósito  de  una  can- 
tidad equivalente  al  uno  por  ciento  del  presupuesto  de 
las  obras  y  el  requirente  no  se  considera  que  le  com- 
prende esa  prescripción,  pero  que  en  todo  caso  el  cie- 
rre de  las  Oficinas  impide  hacer  el  depósito  que  se  in- 
dica y  que  estaría  dispuesto  á  realizar:  presentó  tam- 
bién un  recibo  con  el  sello  de  la  Secretarííi  de  Obras 
Públicas  suscrito  por  don  Antonio  Aguiar,  Oficial  en- 
cargado del  Registro  del  que  aparece  que  en  veinte  y  seis 
de  Enero  de  mil  novecientos  presentó  don  Alberto  Ca- 
da val  como  mandatario  de  don  Luis  Muñoz  una  instan- 
cia dirigida  al  señor  Secretario  del  Departamento  rela- 
cionada con  la  concesión  de  un  tranvía  eléctrico  en  esta 
ciudad  acompañada  de  los  documentos  siguientes: 
Instancia  dirigida  al  SecruUiriu  de  Obras  Públicas  en 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  menoría  descriptiva 
del  proyecto  del  Ti*anvía  trazada  en  esta  forma:  cua- 
derno número  uno  ventajas  públicas  del  tranvía, 
cuaderno  número  dos  sistema  de  tracción  eléctrica. 
En  el  ticrcero,  reseña  de  la  vía.  En  el  cuarto  plano 
general  de  los  recorridos.  En  el  quinto.detarlle  de  las 
vías  y  movimiento  de  pasajeros.  En  el  sexto  plano 
de  un  carro  motor.  En  el  séptimo  parte  financiera. 
Del  ocho  al  treinta  y  tres  aparece  el  pliego  de  condi- 
ciones tratado  en  los  siguientes  cuadernos:  ocho:  rese- 
ña de  las  vías:  nueve:  plano  de  detalle:   diez,   plano 
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de  un  motor  de  carromotor,  once,  estación  central 
generadora,  doce,  planoplancha  numero  cuatro  so- 
bre pendiente,  trece,  plano  de  un  dinamo  generador, 
catorce,  plano  de  generador  y  máquina  copiador,  quin- 
ce, plano  de  Estación  Central,  diez  y  seis,  tableros  de 
distribución,  diez  y  siete,  líneas  aereas,  diez  y  ocho, 
tres  planos  números  nueve,  diez  y  once  conteniendo 
las  lineas  aereas  &.  &.  Diez  y  nueve,  dos  planos  de 
recorridos,  veinte,  planos  del  sistema  de  postas  de 
hierro,  veinte  y  uno,  plano  de  perfiles  longitudinales 
veinte  y  dos,  dos  planos  de  perfiles  longitudinales, 
veinte  y  tres,  un  plano  en  extenso  de  recorrido  longi- 
tudinales, veinte  y  cuatro,  plano  de  perfiles  longitu- 
dinales, veinte  y  cinco,  plano  de  perfiles  longitudina- 
les, veinte  y  seis,  plano  de  perfiles  longitudinales, 
veinte  y  siete,  dos  planos  de  perfiles  longitudinales, 
veinte  y  ocho,  veinte  y  nueve,  treinta  y  treinta  y  uno, 
en  cada  uno  un  plano  de  perfiles  longitudinales,  trein- 
ta y  dos,  estudio  de  perfiles,  treinta  y  tres,  estudio  de 
perfiles  transversales. 

Decimotercero.  Resultando  que  á  su  vez  la  repre- 
sentación de  don  Segundo  Hevia  presentó  con  su  es- 
crito de  demanda  además  del  documento  privado  á 
que  se  ha  hecho  referencia  una  certificación  expedida 
por  la  Secretaría  del  Ayuntamiento  de  esta  ciudad 
con  vista  del  libro  de  actas  de  la  que  aparece  que  en 
la  sesión  celebrada  el  día  primero  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  se  tomó  el  acuerdo  que  á 
la  letra  dice:  A  propuesta  del  Sr.  Beltrán  se  acordó 
nombrar  una  comisión  encargada  de  estudiar  las  pro- 
posiciones que  en  instancia  fecha  primero  del  corrien- 
te hace  al  Ayuntamiento  el  Sr.  D.  Mariano  Vilaró 
para  establecer  un  nuevo  y  más  completo  servicio  de 
limpieza  de  la  ciudad,  con  escobas  automáticas,  carros 
ad-hoc,  línea  de  tranvía  conductor  de  las  bajuras  é 
instalación  de  cuatro  hornos  crematorios  de  las  mismas 
en  sitios  determinados  de  la  ciudad  en  sus  linderos. 
El  proponente  ofrece  aceptar  en  principio  el  pliego  de 
condiciones  publicado  en  la  Gaceta  de  dos  de  Abril  del 
noventa  y  dos,  debiendo  ser  el  contrato  por  veinte 
afios,  la  cantidad  anual  que  deberá  percibir  del  Mu- 
nicipio, cien  mil  pesos  y  la  caducidad  de  la  conce- 
sión en  cnanto  á  la  línea  de  tranvías  se  refiere  á  los 
noventa  y  nueve  aflos.  Procedióse  á  nombrar  la  Comi- 
sión que  ha  de  estudiar  ese  proyecto,  siendo  designa- 
dos para  formarla  los  señores  Sánchez,  Garrido,  Gon- 
?álej5  Peraza  y  Chomat. 
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DHCÜnocaarto.    Resultando  que  unidavS  las  pruebas 
'^rsu'dcadas  á  los  autos  y  puestas  de  maniñesto  las  ac- 

*  Ilaciones  en  la  Secretaría  por  término  de  seis  días 

•  «>inunes  á  todas  las  partes,  transcurrido  dicho  térmi- 
lo  y  oido  el  Sr.  Ponente  se  trajeron  los  autos  á  la  vis- 
ta para  sentencia  señalándose  el  día  veinte  y  siete  del 
mes  próximo  pasado  en  que  tuvo  lugar  aquélla,  asis- 
tiendo solo  la  representación  del  Ministerio  Fiscal  y  los 
tletensores  de  don  Segundo  Hevia  y  de  la  Compañía 
ilel  Tranvía  Eléctrico  de  la  Habana  no  haciéndolo 
Ia  representación  y  defensa  del  Ayuntamiento  de 
h%  Habana  que  se  personó  después  de  señalada  la 
vista  y  solicitó  la  suspensión  para  instruirse,  ni 
la  de  doña  Francisca  Martí  que  también  solicitó  la 
suspensión  por  enfermedad  del  Letrado  Director,  sin 
que  accediera  á  ninguna  de  la«  dos  pretensiones  y  ale- 
gando la  representación  de  la  Compañía  la  incompe- 
tencia de  jurisdicción. 

Resolución  recurrida: 

Decimoquinto.  Resultando  que  con  los  fundamentos 
de  que  las  resoluciones  reclamadas  no  vulneran  derecho 
alguno  de  carácter  administrativo  establecido  á  favor 
de  los  demandantes  por  cuanto  ninguno  habían  adqui- 
rido con  la  mera  presentación  de  sus  proyectos,  y  de 
que  falta,  por  tanto,  el  último  de  los  requisitos  que 
exige  el  artículo  primero  de  la  Ley  de  ocho  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  vigente,  para 
que  pueda  interponerse  el  recurso  contencioso  adminis- 
trativo; por  lo  que,  de  conformidad  con  el  artículo 
cuarenta  y  seis  de  dicha  Ley,  no  hallándose  la  resolu- 
ción reclamada  comprendida  por  su  índole,  á  tenor 
del  citado  artículo  primero,  dentro  de  la  naturaleza  y 
condiciones  del  recurso  contencioso  administrativo,  es 
de  entenderse  incompetente  el  Tribunal:  Que  los  re- 
currentes carecen  de  personalidad  para  impugnar  di- 
chas resoluciones,  ya  que  no  tenían  derecho  alguno 
preexistente  constituido  á  su  favor  cuando  aquéllas  se 
dictaren:  que  alegadas  las  faltas  de  personalidad  y  la 
incompetencia,  sólo  en  el  caso  de  ser  desestimadas  po- 
dría entrarse  en  el  fondo  del  asunto  y  que  no  es  obs- 
táculo para  dictar  la  declaración  de  incompetencia  la  cir- 
cunstancia de  haberse  admitido  el  pleito,  ni  la  de  haber- 
se alegado  por  el  coadyuvante  en  el  acto  de  la  vista,  por 
cuanto  esa  declaración  puede  hacerse  de  oficio  y  en 
cualquier  estado  del  litigio;  la  sala  sentenciadora  falló 
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declarando  con  lugar  las  excepciones  de  falta  de  per- 
sonalidad é  incompetencia  de  jurisdicción  alegadas, 
absteniéndose  en  consecuencia  de  entrar  en  el  fondo 
detpleito  y  condenando  en  las  costas  á  los  demandantes. 

FUNDAME^'T0S  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  DE  HevIA: 

Decimosexto.  Resultando  que  contra  ese  fallo 
interpuso  la  representación  de  don  Segundo  Ilevia  y 
Cañedo  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  y  por  infracción  de  ley,  citando  como  preceptos 
autorizantes  los  números  segundo  y  sexto  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  uno  y  el  número  segundo  del 
mil  seiscientos  noventa,  ambos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil. 

Decimoséptimo.  Eesultando  que  como  motivos 
del  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  expuso 
primero  y  señalado  con  la  letra  A.  Que  al  declarar 
la  Sala  la  falta  de  personalidad,  motivo  consignado 
en  el  número  segundo  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  es- 
timando que  no  existía  un  derecho  anteriormente 
establecido  en  favor  del  recurrente,  infringe  el  ar- 
tículo primero  de  la  Ley  de  lo  Contencioso- Admi- 
nistrativo, y  primero  y  trescientos  once  del  Regla- 
mento para  la  ejecución r  así  como  también  los  ar- 
tículos sesenta  y  uno  y  sesenta  y  dos  de  la  Ley  Ge- 
neral de  Obras  Públicas  y  artículos  treinta  y  tres, 
treinta 'y  cuatro,  ochenta,  ochenta  y  uno,  ciento  doce 
y  ciento  trece  del  Reglamento  para  ejecución  de  la 
misma;  porque  estas  resoluciones  reconocían  con  an- 
terioridad al  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  en  que  se  dictó  la  resolución  de  la 
Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  en  el 
expediente  sobre  concesión  de  un  Tranvía  á  don  Ma- 
riano de  la  Torre  un  derecho  en  favor  de  Hevia,  por 
el  hecho  de  ser  propietario  de  un  proyecto  de  tran- 
vía urbano  presentado  al  Ayuntamiento  en  prime- 
ro de  Octubre  de  mil  ochocientos  nóvenla  y  ocho, 
más  beneficioso  que  el  concedido  á  don  Mariano  de  la 
Torre,  el  cual,  en  virtnd  de  estar  caducado,  concedía 
al  recurrente  la  prioridad  del  derecho  que  le  reco- 
nocen las  disposiciones  citadas;  y  en  consecuencia 
lesionando  la  resolución  recurrida  de  seis  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ese  derecho  del 
recurrente,  tiene  éste  personalidad  á  tenor  del  artículo 
primero  de  la  Ley  de  lo  Contencioso  y  primero  y  tres- 
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cientos  once  del  Reglamento  para  su  ejecución,  para 
recurrir  contra  la  expresada  resolución.  Y  resulta  que 
al  declararse  que  carece  de  personalidad  se  ha  que- 
brantado una  de  las  formas  esenciales  del  juicio.  Y 
segundo,  señalado  con  letra  B.  Que  en  igual  falta  se 
incurre  al  declararse  la  Sala  incompetente,  caso  com- 
prendido en  el  número  sexto  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
que  no  ha  sido  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo,  ni 
se  halla  comprendido  en  el  número  sexto  del  mil  seis- 
cientos noventa.  Y  que  al  fundar  la  Sala  su  incom- 
petencia en  el  artículo  ciiarenta  y  seis  de  la  Ley  de  lo 
Contencioso  en  relación  con  el  primero  de  la  misma, 
por  no  reunir  la  resolución  administrativa  el  t-ercer 
requisito  de  ese  artículo  primero,  infringe  y  desconoce 
los  derechos  de  carácter  administrativo  que  al  recu- 
rrente, como  propietario  de  un  proyecto  anterior  á  la 
resolución  de  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho,  reconocen  la  Ley  y  Reglamento  de 
Obras  Públicas  y  cuyos  derechos  expectantes  eran 
efectivos  por  virtud  de  la  caducidad  de  la  concesión  á 
don  Mariano  de  la  Torre,  que  estimó  improcedente  el 
neñor  Secretario  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación, 
caducidad  que  á  su  vez  se  funda  en  otros  preceptos 
legales  de  la  Ley  y  Reglamento  de  Obras  Públicas, 
por  cuyos  artículos  sesenta  y  uno  y  sesenta  y  dos  de 
la  primera  y  treinta  y  tres  y  treinta  y  cuatro,  ochenta, 
ochenta  y  uno,  ciento  doce  y  ciento  trece  del  se^ndo 
se  reconocen  los  derechos  del  demandante. 

Décimooctavo.  Resultando  que  en  cuanto  al  recur- 
so por  infracción  de  ley  alegó  que  consiste  en  que  la  sen- 
tencia no  es  congruente  con  las  pretensiones  oportuna- 
mente deducidas,  porque  la  excepción  de  falta  de  perso- 
nalidad no  fué  propuesta  por  el  Fiscal  y  por  los  coadyu- 
vantes, y  la  sentencia  infringe  el  artículo  sesenta  y  uno 
de  la  Ley  de  lo  Contencioso  y  cuatrocientos  treinta  y 
ocho  del  Reglamento,  que  exigen  que  el  fallo  se  pronun- 
cie acerca  de  todos  los  puntos  controvertidos  en  el 
pleito,  y  se  infringe  igualmente  el  artículo  trescientos 
cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  apli- 
cable al  caso  por  el  artículo  ciento  cinco  de  la  de  lo 
Contencioso.  Y  porque  la  excepción  de  incompetencia 
tampoco  fué  propuesta  nunca  por  el  Fiscal,  ni  por  los 
coadyuvantes;  y  pasada  la  oportunidad  que  señala  el 
artículo  cuarenta  y  seis  de  la  Ley  no  sólo  no  puede 
ser  propuesta  por  los  coadyuvantes;  sino  que  ni  aun 
por  el  Fiscal,  derogado  como  se  halla  el  articulo  ciento 
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tres  de  la  Ley  de  lo  Contencioso  por  el  ciento  seis  de  la 
Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve;  de  modo  que  ni  aun  en  el  caso  de  que  hubiera 
sido  propuesta  podría  haberse  estimado  sin  infracción 
de  los  artículos  cuarenta  y  seis  y  ciento  seis  citados. 
Y  que  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  al  fundar 
la  declaración  de  incompetencia  en  que  de  oficio  pue- 
de hacerlo  pugna  con  el  artículo  setenta  y  cuatro  y 
siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamianto  Civil  aplicable 
por  virtud  del  ciento  cinco  de  la  Ley  de  lo  Contencioso. 

Fundamentos  del  recurso  de  Cada  val: 

Decimonoveno.  Resultando  que  también  la  re- 
presentación de  la  señora  Martí,  viuda  de  Cada  val, 
interpuso  contra  dicha  sentencia  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley. 
citando  como  casos  ó  preceptos  autorizantes  del  pri- 
mero los  números  segundo  y  sexto  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil;  y  por  lo  que  hace  al  segundo  los  números 
primero  y  sexto  del  articulo  mil  seiscientos  noventa; 
y  expuso  en  cuanto  al  recurso  por  quebi-anta- 
miento  de  forma.  Primero  y  señalado  con  la  letra 
A.  Que  ha  quebrant-ado  la  Sala  sentenciadora  las 
formas  esenciales  del  juicio  al  aceptar  y  resolver 
sobre  la  excepción  de  incompetencia  no  propuesta  en 
tiempo  como  lo  reconoce  la  Sala  que  declara  lo  fué  por 
el  coadyuvante  en  el  acto  de  la  vista,  y  tal  alegación 
era  ineficaz,  derogado  como  se  halla  por  el  artículo 
ciento  seis  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  el  artículo  ciento  tres  de  la  Ley 
de  lo  Contencioso.  Y  en  consecuencia  el  Tribunal  ni 
puede  de  oficio  resolver  la  incompetencia  no  propues- 
ta, ni  sustanciada  de  acuerdo  con  el  artículo  setenta* 
y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  aplicable 
al  caso,  según  el  artículo  ciento  cinco  de  la  de  lo  con- 
tencioso; y  que  tal  quebrantamiento  de  forma  se  halla 
comprendido  en  el  inciso  sexto  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil. 

Segundo  y  señalado  con  la  letra  B.  Que  la  Sala 
al  suponer  carece  la  recurrente  de  personalidad  para 
impugnar  la  resolución  de  que  trata»  el  recurso,  porque 
no  tenia  ningún  derecho  preexistente  á  su  favor,  con- 
funde la  falta  de  personalidad  que  aplica  el  artículo 
trescientos  once  del  Reglamento  con  la  falta  de  dere- 
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cho  á  establecer  el  recurso,  comprendida  en  la  incom- 
petencia, y  por  eso  priva  á  la  recurrente,  que  no  care- 
ce de  condiciones  para  comparecer  en  jnicio,  ni  ha  de- 
jinlo  de  acreditar  su  carácter,  del  derecho  que  la  Ley 
de  lo  Contencioso  le  reconoce  en  su  artículo  primero. 
Que  aun  admitiendo  pudiera  fundarse  la  excepción  en 
el  razonamiento  de   la  Sala,  siempre  se  había  incu- 
rrido  en   el   quebrantamiento,    toda  vez  que  el  ar- 
tículo  primero   de   la     Ley    de  lo   Contencioso  ad- 
ministrativo y   el   primero    y    trescientos   once  del 
Reglamento  y   sesenta  y   uno  y  sesenta  y  dos  de 
la  Ley  de  Obms  Públicas  reconocen  á  su  representa- 
do  el   derecho   de  concurrir  en  licitación   como  au- 
tor de  un  proyecto  más  beneficioso  en  el  caso   en  que 
He  hubiera  declarado,  como  era  natural  que  se  declara 
caducada  la  concesión,  lesionándole  por  consiguiente 
un  derecho  que  le  reconocían  las  disposiciones  citadas. 
Y  que  la  resolución  de  la  Secretaría  de  Obras   Públi- 
cas lesiona  los  derechos  que  los  artículos  citados  de  la 
Ley  y  Reglamento  de  lo  Contencioso  le  conceden,  ad- 
judicando, como  no  caduca,  la  concesión,    y  decretan- 
do un  privilegio  á  favor  de  la  Compafiiía  del  I'^rbano, 
j  privando  al  recurrente  de  obtener  la  concesión  del 
Ferrocarril  que  ya  tenía  en  proyecto.    Agregando  que 
el  quebrantamiento  expuesto  se  halla  comprendido  en 
el  número  segundo  del  artículo  mil  seiscientos  noven- 
ta y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Vigésimo.  Resultando  que  en  cuanto  al  recurso 
por  infracción  de  ley  alegó: 

Primero:  Que  la  sentencia  infringe  el  artículo 
ciento  ocho  del  Reglamento  para  la  ejecución  déla  Ley 
de  Ferrocarriles  de  veinte  y  tres  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  setenfai  y  siete,  aprolwido  en  veinte  y  cua- 
tro de  Mayo  de  mil  ochocientos  St^tenta  y  ocho,  y  el 
principio  de  deiecho  administrativo  á  virtud  del  cual 
no  puede  otorgarse  monopolio  ó  previlegio,  sino  por 
medio  de  una  ley;  y  al  descono(»er  esos  preceptos  la 
resolución  de  l-i  Secretaría  de  Obras  Públicas,  conce- 
diendo á  título  de  interpretación  de  la  concesión  un 
privilegio  al  Ur}>ano  que  esta  no  le  concede,  y  al  des- 
conocer la  Sala  que  con  ella  lesiona  un  derecho  esta- 
blecido á  favor  de  su  cliente  por  la  Ley  de  Ferrocarri- 
les, viola  las  leyes  antes  citadas,  caso  comprendido  en 
el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noven- 
ta de  la  Ley  de  P>njuiciamiento  Civil. 

Segundo.  Que  la  Sala  comete  un  defecto  en 
el   ejercicio   de  la  juridicción,    dejando   de   conocer, 
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por  creerse  incompetente,  de  un  asunto  que  le  co- 
rresponde, que  es  el  caso  sexto  del  articulo  mil  . 
seiscientos  noventa  de  la  citada  Ley  de  Ejuicia- 
miento  Civil.  Y  que  al  fundarse  la  Sala  en  que 
la  resolución  recurrida  no  infrige  un  derecho  esta- 
blecido en  favor  de  los  demandantes,  infriuge  con  el 
número  tercero  del  artículo  primero  de  la  Ley  de  lo 
Contencioso,  los  artículos  treinta  y  tres,  treinta  y  cua- 
tro, ochenta,  ochenta  y  uno,  ciento  doce  y  ciento  trece 
del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  de  Obras 
P&blicas  que  reconocían  á  favor  de  su  cliente  el  dere- 
cho, como  autor  de  un  proyecto  de  ferrocarriles,  no 
solo  de  mejorar  el  presentado,  sino  también  de  tomar 
parte  en  la  licitación. 

Yigésimoprimero.  Eesultando  que  admitidos  los 
recursos,  fueron  sustanciados  en  este  Tribunal  Supre- 
mo, celebrándose  la  oportuna  vista  pública  en  la  cual 
informaron  las  representaciones  recurrentes  sostenien- 
do los  recursos,  y  el  representante  del  Ayuntamiento 
como  coadyuvante  y  el  Ministerio  Fiscal  por  el  Esta- 
do impugnándolos  y  haciéndolo  además  este  último 
también  parcialmente  en  cuanto  á  su  forma. 

Decisión  del  recubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Antonio  Pi- 
chardo. 

Primero.  Considerando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida el  Tribunal  sentenciador  estima  que  es  incompe- 
tente, por  razón  de  la  materia,  para  conocer  del  pleito, 
y  en  consecuencia  se  abstiene  de  decidir  sobre  el  fon- 
do del  mismo;  por  lo  que,  siendo  primordial  la  cues- 
tión de  incompetencia,  han  de  examinarse  y  resolverse 
en  primer  término  los  motivos  de  casación  que  afec- 
ten á  dicha  cuestión,  empezando  por  los  que  á  ella  se 
refieren  en  los  recursos  interpuestos  por  quebranta- 
miento de  forma,  en  virtud  de  lo  ordenado  por  el 
artículo  cuarenta  y  siete  de  la  Orden  número  noventa 
y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Segundo.  Considerando  que  del  propio  texto  del 
número  sexto  del  articulo  mil  seiscieuto»  noventa  y 
uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  resulta  claro 
que  el  quebrantamiento  de  forma,  en  virtud  del  cual 
procede  la  casación  autorizada  por  dicho  número,  con- 
siste en  haber  conocido  de  un  juicio  un  Tribunal  in- 
competente, salvo  el  caso  en  que  la  incompetencia  sea 
por  razón  de  la  materia;  pero  aquel  precepto  no  autori- 
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za  la  casación  de  una  sentencia  en  la  que  el  Tribunal 
.  se  abstiene  de  resolver  por  estimarse  incompetente; 
pues  cuando  tal  decisión  es  indebida  se  comete  infrac- 
ción de  ley,  mas  no  quebrantamiento  de  forma  alguna 
esencial  del  procedimiento  que  determine  la  nub'dad 
de  éste;  y  por  consiguiente  la  cuestión  planteada  por 
el  recurrente  Hevia  en  el  motivo  segundo  señalado  con 
la  letra  B  de  su  recurso  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, no  está  comprendida  en  el  caso  sexto  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  que  invoca  al  efecto  de  autorizar  el  ex- 
presado motivo,  el  cual,  por  tanto  debe  ser  deses- 
timado. 

Tercero.  Considerando  en  cuanto  al  motivo  pri- 
mero, señalado  con  la  letra  A.  del  recurso  por  que- 
brantamiento interpuesto  por  la  señora  Marti  y  que 
también  se  funda  en  el  numero  sexto  del  articulo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  que  procede  desestimarlo  por  las  razones  ex- 
puestas en  el  párrafo  anterior  y  porque  el  hecho,  que 
á  juicio  del  recurrent<e,  constituye  el  quebrantamiento 
de  forma  comprendido  en  el  caso  invocado,  no  consti- 
tuye tal  quebrantamiento,  el  cual  consiste,  como  que- 
da expuesto,  en  que  un  Tribunal  conozca  de  un  juicio 
para  el  que  no  tiene  competencia,  y  no,  como  en  el 
motivo  se  pretende,  que  haya  resuelto  acerca  del  par- 
ticular de  competencia,  en  virtud  de  alegaciones  que 
el  recurrente  estima  extemporáneas;  puesto  que  la 
falta  procesal  reclamable  no  consiste,  en  este  caso,  en 
liabei-se  separado  del  orden  del  procedimiento,  sino  en 
haber  quebrantado  una  forma  esencial  del  juicio,  co- 
nociendo del  mismo  sin  competencia  bastante  á  ese 
efecto. 

Cuarto.  Considerando,  en  cuanto  al  motiva  del 
recurso  por  infracción  de  ley  ostahlecido  por  Hevia  fun- 
dado en  el  caso  segundo  (iel  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  por  el 
el  que  se  hace  consistir  la  infracción  reclamada  en  ha- 
ber estimado  la  Sala  la  falta  de  personalidad  en  el  de- 
mandante y  la  incompetencia  del  Tribunal  sin  que  á 
juicio  del  recurrente  hubieran  sido  propuestas  por  las 
partes,  con  lo  que  entiende  el  mismo  haberse  infringi- 
do los  artículos  sesenta  y  uno  de  la  ley  de  lo  Conten- 
cioso y  cuatrocientos  treinta  y  ocho  del  E/Cglamento 
para  su  ejecución,  así  como  el  trescientos  cincuenta  y 
ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  resultar  in- 
congruente la  sentencia  con  las  pretensiones  oportu- 
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ñas  deducidas  en  el  juicio:  que  t%les  artículos  lo  que 
disponen  es  que  en  la  sentencia  se  resuelvan  todos  los 
puntos  controvertidos  en  el  juicio,  y  por  consiguiente 
se  falta  á  ellos  cuando  la  Sala  sentenciadora  omite 
pronunciar  acerca  de  alguno  de  los  particulares  objeto 
'del  litigio,  pero  no  cuando  se  abstiene  de  resolver  en 
el  fondo  por  juzgar  que,  por  razón  de  la  materia,  care- 
ce de  competencia  para  fallar,  pues  en  este  caso  no 
deja  pendiente  de  resolución  determinado  extremo  de 
los  que  haya  conocido  y  esté  obligado  á  resolver,  sino 
que  se  abstiene  de  conocer  en  totalidad  del  asunto,  y 
si  con  esta  abstención  comete  una  infracción  legal,  la 
ley  comprende  expresamente  esa  clase  de  faltas  en  rfn 
caso  distinto  del  número  segundo  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa;  y  por  tanto  al  amparo  de  éste  no 
puede  dictarse  la  casación  del  fallo,  y  en  su  consecuen- 
cia es  de  desestimarse  el  motivo  en  que  tal  cuestión  se 
plantea  como  autorizada  por  dicho  precepto  legal  que 
en  realidad  no  la  autoriza. 

Quinto.  Considerando,  en  cuanto  al  motivo  se- 
gundo del  recurso  por  infracción  de  Ley  establecido 
por  la  señora  Marti,  fundado  en  el  caso  sexto  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa,  que  habiéndose  abste- 
nido la  Sala  sentenciadora  de  conocer  en  el  fondo  del 
pleito  por  entender  que  la  resolución  administrativa 
recurrida  no  era  susceptible  del  recurso  contencioso 
administrativo  por  faltarle  el  requisito  tercero  del 
artículo  primero  de  la  Ley  de  lo  Contencioso  adminis- 
trativo de  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  en  cuanto  con  ella  no  se  vulnera  nin- 
gún derecho  preexistente  de  carácter  administrativo 
que  á  su  favor  tuviese  el  demandante  por  una  ley,  un 
reglamento  ú  otro  precepto  administrativo;  y  soste- 
niendo dicho  demandante  que  los  artículos  treinta  y 
tres,  treinta  y  cuatro,  ochenta,  ochenta  y  uno,  ciento 
doce  y  ciento  trece  del  Reglamento  para  la  ejecución 
de  la  Ley  de  Obras  Públicas  reconocen  á  su  favor  el 
derecho,  como  autor  de  un  proyecto  de  Ferrocarril, 
no  solo  de  mejorar  el  presentado,  sino  también  el  de 
tomar  parte  en  la  licitación;  y  que  tal  derecho  resulta 
desconocido  en  el  fallo  y  lesionado  en  la  resolución 
administrativa;  es  necesario  para  decidir  acerca  de 
este  motivo  fijar  si  realmente  los  artículos  que  se 
invocan  otorgan  al  recurrente  el  derecho  que  dice  le 
asiste. 

Sexto.  Considerando  que,  aparte  de  citarse  co- 
mo origen  del  derecho  aludido  preceptos  que  se  reñe- 
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ren  á  obras  públicas  del  Estado,  provinciales  y  mani- 
cipales,  ó  seau  tres  clases  de  obras  distintas,  y  siendo 
una  sola  la  que  es  objeto  del  pleito,  no  es  posible  que 
esos  diversos  preceptos  den  origen  á  un  solo  derecho, 
por  lo  que  la  indeterminación  en  la  cita  de  la  disposi- 
ción legal  infringida  por  la  Sala  en  su  fallo  sería 
bastante  á  desestimar  el  motivo  en  que  tal  infrac- 
ción se  acusa:  concurre  á  ese  fin  el  que  los  di- 
chos preceptos  legales  se  refieren  á  casos  distintos 
del  que  es  objeto  del  pleito,  ó  sea  á  trámites 
anteriores  á  la  concesión  de  las  obras  proyec- 
tadas cuando  con  ese  objeto  se  presentan  varios 
proyectos,  y  en  el  presente  caso  no  se  trata  de  esto, 
sino  de  la  no  caducidad  de  una  concesión,  cuya  vigen- 
cia no  lesiona  derecho  alguno  preexistente  reconocido 
por  los  artículos  mencionados,  en  favor  del  demandan- 
te, quien  en  realidad  lo  que  alega  como  derecho  piiva- 
tivo  suyo  no  es  otra  cosa  que  una  facultad  común 
libremente  ejercitable  por  cualquier  persona  en  el  caso 
de  que  se  hubiera  declarado  caducada  la  primitiva 
concesión,  facultad  que  no  constituye,  ni  envuelve 
derecho  alguno  reconocido  á*  su  fervor,  ya  que  la  con- 
cesión se  hallaba  en  vigor,  y  el  pretendido  derecho  no 
podía  coexistir  con  ésta,  ni  preexistir  á  la  caducidad 
de  que  en  su  caso  emanaría,  como  lo  reconoce  el  mis- 
mo recurrente. 

Séptimo.  Considerando  que  en  consecuencia  de 
lo  expuesto  en  el  párrafo  anterior,  la  Sala  sentencia- 
dora, al  abstenerse  de  fallar  en  este  pleito  por  enten- 
der que  la  cuestión  planteada  no  cae  bajo  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa,  mediante  que  la  parte 
demandante  no  ha  demostrado  que  le  asistiese  un 
derecho  de  carácter  administrativo  que  hubiera  sido, 
ó  podido  ser,  vulnerado  por  la  resolución  recurrida, 
no  ha  cometido  el  error  previsto  en  el  número  sexto 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  de  abstención  indebida;  y  portante 
es  improcedente  el  motivo  en  que  dicha  infracción  se 
alega. 

Octavo.  Considerando  que  no  siendo  eficaces  par» 
producir  la  causación  del  fallo  los  motivos  en  los  cuales 
se  impugna  su  parte  dispositiva,  ó  sea,  la  abstención 
acordada  por  el  Tribunal,  la  cual  por  consiguiente 
queda  snljsistente,  es  innecesario  examinar  los  otros 
motivos  de  ambos  recursos  los  cuales  suponen  como 
procedente  necesario  el  conocimiento  del  asunto. 

Noveno.  Considerando  que  por  todo  lo  expuesto 
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deben  declararse  sin  lugar  los  recursos  de  forma  y  do 
fondo  interpuestos  por  los  dos  recurrentes,  á  quienes 
debe  condenarse  en  costas. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  y  por  infracción  de  ley  interpuestos  por  don 
Segundo  Hevia  y  por  doña  Francisca  Martí  contra  la 
sentencia  dictada  con  fecha  treinta  y  uno  de  Mayo  de 
mil  novecientos  uno  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  el  recurso  contencioso-admi- 
nistrativo  de  que  queda  hecha  referencia  al  principio: 
con  las  costas  de  cargo  de  los  recurrentes:  comuniqúe- 
se, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  —  José  Várela.— José  Antonio 
Pichardo. — Ángel  C.  Betancourt. — Luis  Gastón. — 
Ambrosio  E.  Morales. 


Apelación.— Sent.  20.— 18  do  Sbre.  de  1902.  ( Gae.  Fe- 
brero 26, ) 

EXTRACTO:  Se  declara  no  haber  luf^ar  &.  la  nuli- 
dad de  una  resolución  del  Gobernador  Militar  nom- 
brando interno  especial,  etc.,  delaBscuelade  medicina 
al  aspirante  propuesto  por  el  Tribunal  de  oposiciones, 
por  no  haberse  justificado  que  dicho  Tribunal  infrin- 
giese la  ley  que  rige  esa  clase  de  ejercicios,  único  caso 
en  que  la  nulidad  serfa  procedente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  dos:  visto  el  pleito  conten- 
cioso-administrativo  seguido  entre  partes,  de  la  una, 
como  demandante,  don  Juan  B.  Fuentes,  Doct<r  en 
Medicina,  vecino  de  esta  ciudad,  calle  de  Animas  nú- 
mero ciento  diez;  y  .de  la  otra  como  demandado,  la 
Administración  General  del  Estado,  representada  por 
el  Ministerio  Fiscal,  el  cual  pleito  pende  ante  este  Tri- 
bunal Supremo  á  virtud  del  recurso  de  apelación  esta- 
blecido por  el  mencionado  Fuentes,  contra  la  senten- 
cia pronunciada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
trece  de  Marzo  último,  que  declaró  sin  lugar  la  de- 
manda establecida  y  firme  la  resolución  del  Goberna- 
dor Militar  que  nombró  al  Doctor  Gustavo  Moreno  de 
la  Torre  para  el  cargo  de  interno  especial  A  de  la  Es- 
cuela de  Medicina  de  esta  capital. 

Aceptando  los  resultandos  de  la  sentencia  apela- 
da; jr 
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Primero.  Eesultando  que  contra  la  mencionada 
sentencia,  la  parte  demandante  interpuso  recurso  de 
apelación,  el  cual  le  fué  admitido  libremente  por  el 
Tribunal  sentenciador,  ordenando  que  se  elevaran  á 
esta  Superioridad  las  actuaciones,  previo  emplazamien- 
to de  las  partes. 

Segundo.  Resultando  que  recibidos  los  au- 
tos y  personado  en  tiempo  el  apelante,  se  confi- 
rió á  éste  y  al  Ministerio  Fiscal  la  instrucción 
que  dispone  la  Ley,  por  término  de  veinte  días  á 
cada  uno;  y  transcurrido  que  fué  el  expresado  térnuno 
se  señaló  día  para  la  vista,  la  cual  tuvo  efecto  el  ocho 
del  actual,  con  asistencia  del  abogado  defensor  del 
demandante,  que  pidió  se  revocara  la  sentencia  apela- 
da, y  del  Ministerio  Fiscal,  que  solicitó  su  conñrma- 
ción. 

Tercero.  Resultando  que  en  la  sustanciación  del 
presente  recurso  se  han  guardado  las  prescripcioiies 
legales. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Aceptando  los  Considerandos  de  la  sentencia  ape- 
lada; y 

Primero.  Considerando  que  á  juicio  de  la  Sala 
el  demandante  no  ha  procedido  con  notoria  temeridad 
en  este  pleito,  por  cuya  razón  no  procede  hacer  ex- 
presa declaración  sobre  el  pago  de  las  costas. 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la 
sentencia  dictada  en  estos  autos  por  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  trece  de  Marzo 
del  presente  año,  sin  especial  condenación  de  costas. 
Y  con  devolución  de  las  actuaciones  elevadas,  comu- 
niqúese, etc. 

Sbntencia  confirmada: 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  trece  de  Marzo  de 
mil  novecientos  dos,  la  Sala  de  lo  Civil  de  esta  Audien- 
cia; habiendo  visto  el  presente  recurso  contencioso 
administrativo  seguido  entre  partes,  de  la  una  como 
demandante  el  Dr.  don  Juan  B.  Fuentes  y  Hernández, 
representado  por  sí,  bajo  la  dirección  del  Ldo.  don 
Emilio  Iglesias,  y  de  la  otra  como  demandado  el  Mi- 
nisterio Fiscal  en  representación  de  la  Administra- 
ción General  del  Estado,  en  solicitud  el  primero  á% 
que  se  revoque  la  resolución  del  Gobernador  Militar 
de  esta  Isla,  que  nombró  al  Dr.   Gustavo  Moreno  de 
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la  Torre,  para  el  cargo  de  Interno  especial  A.  de  la 
Escuela  de  Medicina  de  esta  capital. 

Antecedentes: 

Resultando:  de  los  expedientes  remitidos  por  la 
Secretaría  de  Instrucción  Páblica,  que  sacada  á  opo- 
sición por  el  Gobierno  Militar  la  cátedra  de  In- 
terno Especial  A.  de  la  Escuela  de  Medicina  de  esta 
capital,  se  presentaron  dentro  del  término  de  la 
convocatoria  los  señores  Gustavo  Moreno  de  la  To- 
rre, Manuel  García  Lavín,  Tomás  V.  Coronado  y 
Juan  B.  Fuentes,  quienes  acompañaron  con  sus  res- 
pectivas solicitudes  los  documentos  y  certificados 
que  acreditaban  sus  servicios  profesionales,  presen- 
tando además  el  Dr.  Fuentes  un  gran  numero  de 
ejemplares  de  periódicos  y  folletos  en  que  aparecen 
trabajos  de  que  es  autor;  que  nombrado  el  Tribunal 
para  las  oposiciones,  se  reunió  en  la  Facultad  de  Me- 
dicina y  después  de  examinar  los  expedientes  de  los 
opositores  acordó  colocarlos  en  el  orden  siguiente; 
primero,  al  Dr.  Coronado.  Segundo,  al  Dr.  G.  Lavín. 
Tercero:  al  Dr.  Fuentes,  y  cuarto:  al  Dr.  Moreno  de 
la  Torre;  que  habiendo  aprobado  los  temas  para  las 
oposiciones  y  escogidos  por  los  opositores  se  dio  prin- 
cipio á  los  primeros  ejercicios  desarrollando  los  oposito- 
res los  temas  escogidos  en  los  días  y  horas  señalados  al 
efecto:  que  acto  continuo  de  terminar  sus  ejercicios  cada 
opositor,  se  constituía  el  Tribunal  en  sesión  privada, 
dando  por  resultado  que  acordó  por  unanimidad,  apro- 
bar el  ejercicio  del  Sr.  Coronado,  aun  cuando  lo  en- 
contró algo  deficiente:  desaprobar  en  absohito,  tam- 
bién por  unanimidad,  los  del  Dr.  Lavín:  aprobar  por 
mayoría  los  del  Dr.  Fuentes  y  por  unanimidad  los  del 
Dr.  Moreno  de  la  Torre,  acordando  además  en  cuanto 
á  este  último,  consignar  que  su  conferencia  había  sido 
metódica,  de  exposición  clara  y  precisa,  expresada  en 
buen  lenguaje  y  con  brillantez,  abarcando  en  el  espa- 
cio reglamentario  de  una  hora,  todo  lo  que  era  nece- 
sario decir  bien  acerca  del  extenso  y  difícil  tema  esco- 
gido voluntariamente:  que  constituido  el  Tribunal  en 
el  Hospital  Nuestra  Sra.  de  las  Mercedes  para  el  co- 
mienzo de  los  ejercicios  prácticos,  comparecieron  los 
señores  opositores  en  los  días  y  horas  señalados  5'  ha- 
biéndose presentado  á  cada  uno  de  ellos  dos  casos  clí- 
nicos, uno  referente  á  la  patología  general  y  el  otro 
á  patología  intertropical,    se  verificaron  dichos  ejerci- 
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cios,  acordando  el  Tribunal  por  mayoría  de  votos  de- 
saprobar en  cuanto  á  la  primera  parte  del  ejercicio  el 
del  Dr.  Coronado  y  aprobar  el  de  los  Doctores  G.  La- 
vín,  Fuentes  y  Moreno  de  la  Torre;  haciendo  constar 
además  que  de  los  cuatro  concurrentes,  el  Dr.  Moreno 
de  la  Torre  era  el  único  que  á  pesar  de  algunas  defi- 
ciencias había  estado  dentro  de  la  índole  de  esa  clase 
de  lecciones;  acordando  también  el  Tribunal  aprobar 
en  cuanto  á  la  segunda  parte  de  los  ejercicios  el  de  los 
Doctores  Coronado,  G.  Lavín  y  Moreno  de  la  Torre, 
desaprobando  el  del  Dr.  Fuentes,  y  como  conclusión 
definitiva,  teniendo  en  cuenta  los  antecedentes  de  ca- 
da uno  de  los  opositores  y  sus  ejercicios,  tanto  teóri- 
cos como  pnicticos,  el  Tribunal  acordó.  Primero:  pro- 
poner por  mayoría  de  votos  (cuatro  en  pro  y  uno  en 
contra)  para  la  plaza  de  Interno  especial  A.  al 
Dr.  Gustavo  Moreno  de  la  Torre.  Segundo:  Aprobar 
los  ejercicios  de  los  Doctores  Tomás  Coronado  y  Juan 
B.  Fuentes  en  el  orden  expresado,  y  Tercero:  Desa- 
probar los  ejercicios  del  Dr.  Manuel  Lavín:  que  dada 
cuenta  del  resultado  de  dichas  oposiciones  á  la  Secre- 
taría de  Instrucción  Pública,  ésta  propuso  y  fué  apro- 
bado por  el  Gobierno  Militar,  en  veinte  y  siete  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos,  el  nombramiento  del  Dr. 
(lustavo  Moreno  de  la  Torre  para  la  plaza  de  Interno 
Especial  A.  de  la  Escuela  de  Medicina. — Resultando: 
que  el  Dr.  Juan  B.  Fuentes  por  su  escrito  de  seis  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  ocurrió  al  Gobierno 
^lilitar  estableciendo  recurso  de  revisión  contra  el 
nombramiento  del  Dr.  Gustavo  Moreno  de  la  Torre, 
de  Interno  Especial  A.  de  la  Escuela  de  Medicina,  por 
e^stimar  que  se  habían  infringido  las  leyes  relaciona- 
das con  dicho  asunto,  y  que  por  lo  tanto  al  recurrente 
se  le  debió  haber  nombrado  para  el  puesto,  acompa- 
ñando con  la  solicitud  una  copia  certificada  de  su  títu- 
lo de  Doctor  expedido  por  la  Secretaría  de  Instrucción 
Pública  de  esta  Isla  en  veinte  y  nueve  de  Octubre  de 
mil  novecientos;  una  copia  impresa  de  la  Orden  nú- 
nuM-o  doscienlos  sesenta  y  seis  del  Cuartel  General  de 
la  División  de  Cuba  de  treinta  de  Junio  de  mil  nove- 
cientos que  contiene  el  Decreto  modificando  todas  las 
leyes,  decretos,  órdenes  ó  Reglamentos  relativos  &  la 
Universidad  de  esta  capital  y  varios  ejemplares  de  la 
Gaceta  en  que  se  publicó  dicho  decreto  y  el  nombra- 
miento del  Dr.  Moreno  de  la  Torre  para  la  plaza  de 
Interno  Especial  A.  de  la  Escuela  de  Medicina. — Re- 
sultíindo:  que  dado  traslado  de  esa  solicitud  á  la  Se- 
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cretaria  de  InstrucciÓD  Páblica,  informó  que  debía  ser 
admitido  el  recurso  establecido  remitiéndose  la  peti- 
ción y  docamentoB  adjuntos  por  la  parte  interesa- 
da, al  Consejo  administiativo,  para  sa  resoluciÓB, 
lo  cual  asi  se  efectuó  en  veinte  y  cuatro  del  pro- 
pio mes  de  Noviembre. — Reultando:  que  admitidos 
el  recurso  de  revisión  establecido  y  remitido  &  este 
Tribunal,  se  concedió  el  término  de  treinta  días  para 
que  los  perjudicados  por  la  resolución  recurrida  pudie- 
ran establecer  el  recurao  oontencioso-administrativo, 
y  habiéndolo  efectuado  dicho  Dr.  Juan  B.  Fuentes  por 
su  escrito  de  diez  y  siete  de  Junio  de  mil  novecientos 
uno,  se  tuvo  por  establecido  el  recurso?  reclamándose 
de  la  Secretaría  de  Instrucción  Pública  los  expedien- 
tes que  se  relacionaban  en  dicho  escrito;  y  que  se  hi- 
cieran las  publicaciones  correspondientes,  todo  lo  cual 
quedó  cumplido. — Resultando:  que  la  Secretaria  de 
instrucción  Pública,  al  remitir  el  expediente  adminis- 
trativo para  proveer  la  cátedra  de  Interno  Especial  A. 
y  loB  documentos  acompañados  por  el  Dr.  Juan  B. 
Fuentes  manifestó  que  no  lo  hacía  de  los  documentos 
acompañados  por  los  otros  candidatos  Sres.  Moreno  de 
la  Torre  y  García  Lavín  por  haber  sido  devueltos  á 
estos  señores  al  ser  provista  la  cátedra;  por  cuya  vir- 
tud y  x)or  providencia  de  cuatro  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos uno  se  mandaron  poner  de  manifiesto  en  Se- 
cretaría las  actuaciones  á  la  representación  del  recu- 
rrente, á  fin  de  que  formalizara  su  demanda  dentro 
del  término  de  veinte  días. 

Demanda: 

Eesnltando  que  en  diez  y  ocho  del  mes  do  Ju- 
lio compareció  en  los  autos  el  doctor  Elíseo  Giber- 
ga  con  poder  bastante  del  doctor  Juan  B.  Fuen- 
tes, solicitando  se  le  tuviera  por  personado  á  nombre 
de  su  representado  y  que  se  le  entregaran  las  ac- 
tuaciones para  formalizar  la  demanda,  á  todo  lo 
cual  se  accedió  por  la  Sala  en  diez  y  nueve  del  pro- 
pio mes  de  Julio. — Resultando:  que  dentro  de  la 
prórroga  concedida  á  la  representación  del  recurrente 
presentó  ést-e  su  escrito  de  demanda  haciendo  alega- 
ciones sobre  la  competencia  del  Tribunal,  las  condicio- 
nes de  la  resolución  recurrida,  su  personalidad  y  el  tér- 
mino en  que  se  había  interpuesto  el  recurso,  y  fijó  sobre 
el  fondo  del  asunto  los  siguientes  hechos.  Primero  cuan- 
do con  arreglo  á  ío  establecido  para  la  promoción 
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de  cátedras  se  abrieron  las  oposiciones  de  la  de  Inter^ 
no  Especial  A.  de  la  Escuela  de  Medicina  acudí  á 
ellas  como  aspirante  cumpliendo  todos  los  requisitos 
que  la  Orden  numero  doscientos  sesenta  y  seis  exige. 
Segundo:  Conmigo  concurrieron  á  las  oposiciones  los 
Doctores  Lavín,  Coronado  y  Moreno  de  la  Torre,  ha- 
biendo sido  desaprobados  los  ejercicios  del  primero 
la  contienda  quedó  establecida  entre  los  Sres.  Co- 
ronado. Moreno  de  la  Torre  y  el  que  suscribe.  Ter- 
cero: El  Dr.  Coronado  obtuvo  otra  cátedra  con  pos- 
terioridad, según  consta  en  el  expediente  administra- 
tivo  traído  á  est-e  Tribunal,  por  cuyo  motivo  abandonó 
sus  gestiones;  y  esto  reduce  la  contienda  al  Dr.  More- 
no de  la  Torre  y  al  que  suscribe.  Cuarto:  De  estos 
dos  opositores  ha  sido  nombrado  para  desempeñar  el 
puesto  disputado  el  Dr.  Moi-eno,  y  aunque  me  com- 
plazco en  reconocer  su  competencia  profesional,  en- 
tiendo que  no  ha  justificado  lo  que  primordialmente 
debía  justificar,  para  obtener  el  puesto,  ó  sea  que  la 
relación  documentada  de  sus  obras,  trabajos  y  servi- 
cios á  la  enseñanza,  sean  ni  más  numerosos  ni  más 
recomendables,  que  los  por  mi  presentados.  Quinto: 
Esto  no  obstante,  pudiendo  comprobarse  en  el  ex- 
pediente administrativo  lo  que  dejó  expuesto,  la  Secre- 
taría de  Instrucción  Pública  consultó  y  el  Gobernador 
General  resolvió  adjudicar  la  cátedra  al  Dr.  Moreno 
de  la  Torre;  y  como  fundamentos  de  derecho  alegó  los 
siguientes:  Primero:  Conforme  á  lo  dispuesto  por  la 
Orden  número  doscientos  sesenta  y  seis  para  la  provi- 
sión de  cátedras,  los  candidatos  deben  necesariamente 
exhibir  una  relación  documentada  de  sus  obras,  tra- 
bajos y  servicios  á  la  enseñanza,  siendo  tan  categórico 
este  precepto,  que,  si  se  presentara  un  aspirante 
sin  exhibir  trabajo  alguna  de  esa  índole,  puede  ase- 
gurarse que  no  debe  ser  admitido  al  concurso.  Se- 
gundo: La  apreciación  de  la  aptitud  del  aspirante 
por  lo  que  resulte  de  sus  obras,  trabajos  y  servicios  á 
la  enseñanza,  está  tan  bien  definida  en  la  Orden  nú- 
mero doscientos  sesenta  y  seis  que,  según  ella  dispone 
cuando  hubiere  solo  un  candidato,  el  Tribunal  deberá 
apreciar  su  aptitud,  en  primer  lugar,  por  sus  obras  ó 
trabajos  y  en  segundo  lugar  por  sus  ejercicios*  Esta 
previsión  demuestra  la  sagacidad  y  profundos  conoci- 
mientos del  Secretario  redactor  de  esa  Orden,  porque, 
en  efecto,  lo  que  más  revela  la  competenda  profesio- 
nal, es  el  trabajo  original  sobre  la  materia  determina- 
da.    Tercero:  El  Keglamento  de  los  ejercicios   públi- 
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CCS  para  la  provisión  de  cátedras  en  la  Universidad 
que,  publicado  en  la  Gaceta  Oficial  de  primero  de 
Agosto  último,  obra  en  el  expediente  administrativo, 
recomienda  y  dispone  en  su  articulo  octavo  que  el 
Tribunal  para  juzgar  los  ejercicios  de  los  postulantes 
deberá  tomar  como  primer  elemento  de  apreciación  de 
aptitud  del  candidato,  sus  obras  y  trabajos  anterio- 
res. Y  si  el  que  suscribe  ha  presentado  innumerables 
trabajos  profesionales  originales  y  servicios  á  la  en« 
sefianza,  y  el  Dr.  Moreno  solo  presentó  los  que  enu- 
mera en  su  solicitud  que  se  registra  en  el  expediente 
administrativo,  resulta  evidente  que,  aprobados  los 
ejerdcios  de  ambos  nunca  debió  colocarse  al  Doctor 
Moreno  antes  que  el  que  suscribe  en  la  lista  que  se  re- 
mitió á  la  Secretaría  del  ramo  para  la  provisión  de  la 
plaza,  aunque  el  Tribunal  hubiera  juzgado  inferiores 
los  ejercicios  del  que  suscribe,  pues  por  ministerio  de 
la  ley  es  elemento  preferente  para  apreciar  la  aptitud 
del  candidato  el  examen  racional  de  sus  obras  y  ti*a- 
bajos.  Cuarto:  Verdad  es  que  el  Secretario  de  Ins- 
trucción Pública  aconsejó  y  el  Gobernador  Militar 
resolvió  con  vista  de  lo  resuelto  por  el  Tribunal  de 
oposiciones,  pero  atendiéndose  al  apotegma  jurídico  de 
que  la  nulidad  no  convalece  con  el  tiempo,  sostengo,  que 
1^  de  manera  ilegal  hizo  el  Tribunal  la  propuesta,  ile- 
galmente  también  aconsejó  el  nombramiento  el  Secre- 
tario de  Instrucción  y  contra  Ley  también  adjudicó  la 
plaza  el  Gobernador  Militar.  Antes  de  acudirá  este  re- 
curso acudí  á  la  Secretaría  de  Instrucción  y  fué  desesti- 
mada mi  solicitud,  por  las  razones  que  pueden  verse  en 
la  comunicación  que  se  me  dirigió  en  veinte  y  siete  de 
Septiembre  último,  que  obra  en  el  expediente.  Por 
^itender  el  Secretario  que  el  Tribunal  de  oposiciones 
no  infringió  ningún  precepto  reglamentario— dice  esa 
comunicación — no  se  accedió  á  mi  solicitud  de  nuli- 
dad de  la  propuesta.  Y  á  contrario  sensu,  es  lícito 
argumentar  que,  si  se  demuestra  que  ha  habido  la  in- 
fracción que  no  encuentra  el  Secretario,  desaparecen 
los  motivos  de  su  negativa,  y  se  impone  declarar  r.ula 
la  propuesta  y  por  ende  el  nombramiento  del  Dr.  Mo- 
reno: Esté  es  el  objeto  de  la  presente  demanda:  de- 
mostrar, como  creo  haberlo  hecho,  aquella  infracción 
que,  según  la  opinión  del  mismo  Secretario,  de  existir 
determina  la  necesidad  de  revocar  la  resolución  recu- 
rrida, como  inspirada  en  una  evidente  infracción 
reglamentaria  en  la  infracción  de  una  ley  preesta- 
blecida. 
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Contestación: 

Resultando:  qae  conferido  trafilado  de  la  deman- 
da al  señor  Fiscal,  lo  verificó  por  su  escrito  de  diez 
y  seis  de  Septiembre  del  año  próximo  pasado  alegando 
los  siguientes  hechos.  Primero:  Conforme  con  el  pri- 
mero de  la  demanda  sobre  competencia  del  Tribunal. 
S^undo:  Conforme  igualmente  con  este  hecho  de  la 
demanda  sobre  procedencia  del  recurso  interpuesto 
por  el  Dr.  Juan  B.  Fuentes  y  Hernández,  excepto  en 
cuanto  se  expresa  en  el  último  párrafo  de  este  aparta- 
do del  escrito.  Tercero:  Conforme  con  el  hedlio  co- 
rrelativo del  escrito  de  demanda  en  lo  que  se  refiere  á 
personalidad  del  demandante.  Cuarto:  Igoalinente 
conforme  con  este  hecho  de  la  demanda.  Quinto: 
También  conforme  con  los  apartados  primero,  se- 
gundo, tercero  y  quinto  de  este  námero  del  escrito 
de  demanda,  é  inconforme  con  el  apartado  cuar- 
to en  cuanto  se  añrma  que  el  Dr.  Moreno  de  la 
Torre  no  justificó  para  presentarse  candidato  á  los 
ejercicios  de  oposición,  mayor  numero  de  trabajos  y 
obras  científicas  que  el  recurrente,  estimando  éste,  que 
es  requisito  primordial  esa  justificación,  sin  tener  en 
cuenta  que  no  se  trata  en  este  caso  de  un  ooncurso,  si- 
no de  unos  ejercicios  de  oposición,  en  la  que  los  méri- 
tos científicos  acreditados  en  publicaciones,  obras  cien- 
tíficas y  trabajos  profesionales,  coadyuvan|[á  la  apre- 
ciación de  la  capacidad  del  opositor,  pero  nunca  su- 
bordinan, habiendo  coopositores,  lacapaddad  de  éstos, 
y  suficiencia  y  aptitudes  especiales,  para  el  profesora- 
do, método,  exposición/procedimientos  de  ensefianaa^ 
etc. ,  que  demuestren  en  dichos  a.ctos,  á  esos  antecedien- 
tes que  nunca  pueden  tener  el  mismo  valor  que  los  actos 
personalisimos  que  ante  el  Tribunal  se  llevan  á  cabo, 
siendo  éste  el  que  con  libertad  de  apreciación  y  con 
arreglo  á  su  conciencia,  juzga  ha  de  proponer  lo  que 
crea  justo,  al  Superior,  que  en  d^nitiva  ha  de  resol- 
ver; y  como  fundamentos  de  derecho  alegó  k»  siguien- 
tes: primero:  Inconforme  con  el  de  este  número  del 
escrito  de  demanda,  por  cuanto  no  puede  estimarse  co- 
mo requisito  ineludible  la  presentación  de  documentos 
que  ha  publicado  obras,  realízsado  trabajos  y  prestado 
servicios  á  la  enseñanza,  pues  éste  cerraría  toda  as- 
piración á  un  hombre  excesivamente  modesto,  pero  de 
extraordinario  valer,  que  tuviese  aptitudes  notables 
para  el  profesorado  que  solo  en  unos  ejerdcioB  de  opo- 
sición se  pudieran  revelar.  Segundo:   Inconforme  con 


Digiti 


zedby  Google 


JURISPRUDENCIA  OOMTKHCIOBO-ADXIKISTRATIVA.  101 

este  fundamento,  puesto  que  la  Orden  número  doscien- 
tos sesenta  y  seis  de  mil  novecientos  no  señala  prela* 
ci6n  alguna  para  apreciar  la  aptitud  de  los  opositores, 
ni  a(in  en  el  caso  de  ser  un  solo  candidato,  pues  de  ser 
así  se  coartaría  su  libertad  de  apreciación,  que  es  abso* 
hita.  Tercero:  Inconformecon  el  fundamento  de  dere* 
cho  que  en  este  número  al^a  el  recurrente,  pues  si  bien 
el  Reglamento  para  la  provisión  de  Cátedras  en  ]a  Uni- 
versidad, de  fecha  treinta  de  Julio  de  mil  novecientos, 
previene  en  su  artículo  octavo  que  el  Tribunal  tome  co- 
mo primer  elemento  de  apreciación  de  la  aptitud  del 
candidato  sus  obras  y  trabajos  anteriores,  no  preceptúa 
que  este  sea  el  único  medio  de  apreciación,  pues  enton- 
ces holgarían  los  ejercicios;  y  para  estimar  que  el  Tri- 
bunal procedió  conforme  á  laCfrden  número  doscientos 
sesenta  y  seis  de  mil  novecientos  y  Reglamento  citado, 
basta  leer  las  actas  de  los  ejercicios  de  oposición  que 
están  en  el  cuaderno  correspondiente,  no  siendo  posi- 
ble discutir  la  apreciación  que  cada  miembro  del  Tri- 
bunal hizo  de  la  aptitud  de  los  opositores  á  menos  que 
no  se  haga  una  denuncia  contra  ellos,  sefíalándose  uua 
respensabilidad  punible  ó  autores  de  una  maniñesta 
infracción  de  las  disposiciones  legales,  cosa  que  en 
este  caso  no  resulta. 

Prueba: 

Resultando:  que  por  auto  de  veinte  y  cinco  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  uno  se  recibió  el 
juicio  á  prueba  sefialándose  el  término  de  diez  dias 
comunes  á  las  partes  para  proponer  toda  la  que  les 
interesara,  y  el  de  quince  días  para  practicar  las 
qne  fuesen  declaradas  pertinentes  de  las  propues* 
tas  en  su  oportunidad. — Resultando:  que  el  actor  por 
lo  principal  de  su  escrito  de  promoción  de  prueban  al 
reproducir  el  mérito  favorable  de  autos  solicitó  prime- 
ro, se  tuviera  x>or  acompañado  un  ejemplar  de  la  Ga- 
ceta de  primero  de  Agosto  de  mil  novecientos  en  que 
se  publicó  el  Reglamento  de  los  ejercicios  públicos 
para  la  provisión  de  cátedras  en  la  Universidad  de 
treinta  de  Julio  de  dicho  año:  en  cuyo  artículo  octavo 
se  establece  que  el  Tribunal  tomará  como  primer  ele- 
mento de  apreciación  de  la  aptitud  del  candidato  sus 
obras  y  trabajos  anteriores,  y  por  el  otrosí  de  dicho 
escrito  pidió  que  por  el  Secretario,  con  vista  del  ex- 
pediente administrativo  pusiera  en  autos  certití- 
cación    de   varios    particulares;  ^—Resultando:    qué 
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la  Bala  en  proveído  de  diez  y  siete  de  Octubre  últi- 
mo tuvo  por  reproducido  el  mérito  favorable  j 
por  acompañado  el  número  de  la  Gaceta  á  que  se 
contraía,  y  declaró  no  haber  lugar  á  admitir  por  im- 
pertinente é  inútil  la  prueba  propuesta  en  loa  extre- 
mos segundo  y  tercero  de  lo  principal  y  la  del  otrosí 
de  dicho  escrito  de  promoción. — Exultando  que  dada 
cuenta  por  el  Secretario  de  haber  vencido  el  término 
de  prueba  se  mandaron  poner  de  manifiesto  las  actua- 
ciones en  la  Secretaria  á  las  partes  por  seis  días  comu- 
nes á  todas,  al  solo  efecto  de  instrucción,  y  vencido  ese 
término  se  dispuso  que  se  trajeran  los  autos  á  la  vista 
con  citación  de  las  partes  para  sentencia,  señalándose 
día  para  ia  vista,  que  se  efectuó  el  veinte  de  Febrero 
próximo  pasado,  informando  solamente  el  Ministerio 
Fiscal  por  no  haber  asistido  el  Letrado  del  recuiTente. 
-  Resultando:  que  en  la  sustanciadón  del  juicio  se  han 
observado  las  prescripciones  legales. 

Dkoisión  del  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  don  Nicasio  Estrada 
y  Mora. 

Considerando:  que  la  demanda  de  estos  autos  se  ha 
establecido  por  el  Doctor  Juan  B.  Fuentes,  para  obtener 
la  revocatoria  de  la  re^solución  del  Gobierno  Militar  de 
esta  Isla,  de  fecha  veintisiete  deSeptiembre  de  mil  nove- 
cientos, por  la  cual  se  nombró  al  Doctor  Gustavo  Mo- 
reno de  la  Torre  para  desempeñar  la  plaza  de  Interno 
Especial  A.  de  la  Escuela  de  Medicina  de  la  Universi- 
dad, solicitando  que  en  su  lugar  se  declare  nula  esa 
resolución  y  que  á  él  corresponde  el  nombramiento, 
puesto  que,  aprobados  por  el  Tribunal  de  oposiciones 
los  ejercicios  de  los  candidatos  presentados,  al  recu- 
rrente correspondía  la  cátedra,  porque  con  arreglo  al 
artículo  octavo  del  Reglamento  para  la  provisión  de 
cátedras  en  la  Universidad,  de  treinta  de  Julio  de  mil 
novecientos,  el  Tribunal  tomará  como  primer  elemento 
de  apreciación  de  la  aptitud  del  candidato  sus  obras  y 
trabajos  anteriores  y  como  el  recurrente  había  pre- 
sentado mayor  número  de  esas  obras  y  trabajos  que 
los  otros  opositores,  á  él  debió  otorgarse  la  cátedra,  y 
no  habiéndose  hecho  así,  se  infringió  el  expresado  Re- 
glamento y  la  Orden  número  doscientos  sesenta  y  seis 
de  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos. — Considerando: 
que  no  puede  sostenerse,  seriamente,  que  se  hayan  in- 
fringido en  el  caeo  de  estos  autos  las  disposidones  le- 
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gales,  citadas  anteriormente,  porque  si  bien  es  cierto 
que  ellas  preceptúan  que  constituirá  primer  elemento 
de  apreciación  de  la  aptitud  de  los  opositores,  sus 
obras  y  trabajos  anteriores,  no  es  menos  cierto  que 
esas  obras  y  trabajos  no  son  el  único  medio  de  apre- 
ciación: primero,  porque  en  ese  caso  asi  se  habría  con- 
signado expresamente,  y  segundo,  porque  entonces 
resultarían  inútiles  los  ejercicios  teóricos  y  prácticos 
y  una  verdaderra  irrisión  el  acto  de  la  oposición,  bas- 
tando la  presentación  de  obras  y  trabajos,  para  otor- 
gar incontinenti  la  plaza  al  que  mayor  número  de 
aquéllos  presentara,  prejuzgándose  de  antemano  el  re- 
sultado de  las  oposiciones. — Considerando:  que  en  el 
caso  especial  de  estos  autos  resulta  evidentemente  de- 
mostrado, que  si  bien  es  cierto  que  el  Tribunal  aprobó 
en  conjunto  los  ejercicios  teóricos  y  prácticos  de  los 
opositores,  Doctores  Moreno  de  la  Torre  y  Fuentes 
también  es  cierto  que  en  las  calificaciones  parciales  de 
cada  ejercicio  el  Tribunal  aprobó  por  unanimidad  el 
ejercicio  teórico  del  Dr.  Moreno  de  la  Torre,  haciendo 
constar  que  su  conferencia  había  sido  metódica,  de 
exposición  clara  y  precisa,  expresada  en  buen  lengua- 
je, con  brillantez,  abarcando  en  el  espacio  reglamenta- 
rio de  una  hora  todo  lo  que  era  necesario  decir  bien 
acerca  del  extenso  y  diiicil  tema  escogido;  y  recono- 
ciendo ciertas  deficiencias  en  el  del  l)r.  Fuentes,  por 
mayoría  acordó  su  aprobación;  pero  con  el  voto  del 
Doctor  Montalvo,  que  no  opinaba  al  igual  que  sus 
compañeros,  pues  á  su  juicio,  de  ningún  modo,  debía 
aprobarse  la  conferencia  del  expresado  Dr.  Fuentes;  y 
en  cuanto  á  la  primera  parte  de  los  ejercicios  prácti- 
cos, acordó  el  Tribunal  aprobar  tanto  el  del  Dr.  Fuen- 
tes .como  el  del  Dr.  Moreno  de  la  Torre,  haciendo 
constar  que  de  los  opositores,  el  expresado  Dr.  More- 
no de  la  Torre  fué  el  único  que  á  pesar  de  algunas  defi- 
ciencias, había  estado  dentro  de  la  índole  de  esa  clase 
de  lecciones  y  por  lo  que  respecta  á  la  segunda  parte 
de  los  referidos  ejercicios  prácticos  acordó  el  Tribunal 
desaprobar,  por  unanimidad,  el  del  Dr.  Fuentes  y 
aprobar  por  mayoría  de  votos,  tres  en  pro  y  dos  en 
contra  el  del  Dr.  Moreno  de  la  Torre. — O[)n8iderando: 
que  en  esas  condiciones  el  resultado  de  las  oposiciones  y 
teniendo  en  cuenta  además  que  el  Tribunal  después  de 
examinar  los  expedientes  de  los  opositores  y  los  méri- 
tos de  aquéllos,  acordó  colocarlos  en  el  siguiente  or- 
den: Primero:  alDr.  Coronado.  Segundo:  al  Dr.  La- 
vín.  Tercero:  al  Dr.  Fuentes  y  cuarto,  al  Dr.  Moreno 
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de  la  Torre,  este  último  por  mayoría  de  votos;  y  no 
habiéndose  demostrado  que  el  Tribanal  infringió  nin- 
gana  ley,  como  se  ha  dicho  en  el  fundamento  segando 
de  este  fallo,  no  hay  términos  hábiles  para  que  esta 
Sala,  penetrando  en  el  fuero  interno  de  la  conciencia 
de  cada  miembro  del  Tribunal,  juzgue  acerca  del  me- 
jor 6  peor  acierto  de  las  calificaciones  que  hizo,  y  mu- 
cho menos  que  impugne  la  apreciación  técnica  que 
también  hizo  de  las  aptitudes  de  cada  opositor. — Con- 
siderando: que  por  todas  las  razones  expuestas  y  no 
justificado  que  ^  Tribunal  de  oposiciones  infringió 
arlguna  ley  ó  Reglamento  sobre  la  materia,  único  par- 
ticular que  podría  discutir  y  resolver  esta  Sala,  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  recurso  de  estos  autos. — 
Vistas  las  disposiciones  legales  citadas  y  la  Ley  y  Be- 
glamento  de  lo  Contencioso- Administrativo. 

FallamoB:  Que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  la  demanda  establecida  por  el  Dr.  Juan  B.  Fn^i- 
tes  y  por  consecuencia  firme  y  subsistente  la  resolu- 
ción recurrida,  sin  hacer  especial  condenación  de  cos- 
tas; y  se  hace  constar  que  no  se  ha  dictado  este  fallo 
dentro  del  término  legal,  por  haber  correspondido  en 
tumo  al  Sr.  Magistrado  Ponente  otros  asuntos  de  igual 
naturaleza,  para  su  despacho,  dentro  del  mismo  tér- 
mino, además  de  los  que  le  correspondieron  de  la  Sala 
de  lo  Civil,  faltándole  tiempo  material  para  el  despa- 
cho de  todos  y  muy  principalmente  para  resaltar  los 
contencioso-admiuistrativos.  Y  firme  que  sea  esta 
sentencia  comuniqúese  y  devuélvanse  los  expedientes 
administrativos  á  la  Oficina  de  donde  proceden.  Así 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  V.  Ta- 
pia.— N.  Estrada  y  Mora. — J.  Adalberto  Jiménez. — 
Jorge  Alfredo  Belt. — ^Leída  y  publicada  fué  la  ante- 
rior sentencia  por  el  Sr.  Magistrado  Ponente  en  la  au- 
diencia pública  del  día  de  hoy:  Lo  certifico. — Habana, 
Marzo  veinte  y  cuatro  de  mil  novecientos  dos. — El 
Secretario,  Luis  Cubas. 

Lo  copiado  concuerda  con  su  original  á  que  me 
remito,  que  obra  en  el  Registro  expresado,  el  cual  se 
encuentra  bajo  la  custodia  del  Br.  Presidente  de  Sala. 
Y  para  su  publicación  en  la  Gaceta  Oficial  db  la 
Rkpüblica,  según  lo  dispuesto  en  la  resolución  trans* 
cripta,  libro  la  presente  en  la  Habana  á  veinte  y  cua» 
tro  de  Octubre  de  mil  novecientos  dos. — El  Secreta* 
rio,  Armando  de  J.  Jiiva. 
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Aptladón.— Seat.  2L— 26  de  Sbre.  de  1902.  ( Ooe.  Fe- 
brero 26. ) 

J^XTRACirOt  Se  resuelve  que  no  procede  el  recurso 
contencioso  administrativo  contra  las  resolución» 
del  Gobernador  Militar,  dictadas  en  uno  de  sus  facul- 
tades excepcionales,  en  virtud  de  las  cuales  iuC  dicta- 
da la  orden  149  de  1901. 

En  la  Gtttdad  de  la  Habana  4  Teinte  y  seis  de  Sep- 
tiembre de  mil  navecientoB  dos,  en  los  autos  del  recurso 
G(HitQiioíjba)*adHii]iistvatÍTO  segmdD  entre  partes,  de  la 
tma/ oomo  demaiklsiite  la  (kuapafiia  ^^Ferrocarriles 
Centrales  de  Caba/'  y  de  la  otra,  como  demaitdada,  la 
Adminástraclón  Gréneral,  represeatada  por  el  Ministe- 
rio Fiscal,  en  solicitad  la  primera  de  que  se  revoque  la 
reeoludón  de  diee  de  Junio  de  mil  novecientos  nno> 
comonieada  por  la  Secretaria  de  Obras  Públicas  en  la 
parte  que  impone  á  la  linea  de  ferrocarril  de  entre 
<}¡«(níaegos  y  Yillaclara  la  cuota  de  ocho  pesos  por  ki- 
16nftetro  para  el  pago  de  la  Inspección  de  ferrocarriles, 
y  sé  declare,  en  su  lugar,  que  no  tiene  por  su  oonoe^ 
sión  esa  obligación ;  y  los  cuales  autos  penden  ante  este 
Siopremo  Tribunal  por  virtud  del  recurso  de  apelación 
estableado  p<M*  el  representcmte  de  dicha  Compañía 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  con  fecha  diez  y  nueve  de 
Mayo  Alttnio,  por  la  que,  desestimándose  la  excepción 
de  inoompetenoia  alegada  por  él  Ministerio  Fiscal,  se 
declaró  sin  lugar  la  demanda,  absolviendo  de  ella  &  la 
Administración,  sin  especial  condenación  de  costas. 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  la  sentencia 
apelada;  y 

íResultando:  que,  admitida  que  fué  la  apelación  ^ 
hh  sido  sustanciado  el  recurso  en  este  Tribunal  Supre* 
mo,  habiéndose  celebrado  su  vista  el  día  quince  del 
mes  corriente,  é  informando  en  ella  el  Letrado  de  la 
parte  apelante  y  el  representante  del  Ministerio  Fiscal, 
que  la  impugnó  pidiendo  la  confirmación  de  la  sen« 
teiMtta. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Antonio  Pi* 
chardo. 

Considerando:  que  por  el  presente  recurao  con* 
tencioso^dminiatrativo,  establecido  por  escrito  de  seis 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  la  verdadera 
cuestión  que  sustancialmente  se  debate  es  si  ha  podido 
aplicarse  á  la  Compañía  demandante  la  Orden  Militar 
numero  dentó  cuarenta  y  nueve  de  mil  novedentos 
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nno,  en  cuanto  se  impone  á  la  linea  del  Ferrocattil 
entre  Cienfuegos  y  Villaclara  la  cuota  de  ocho  peiOs 
por  kilómetro  para  el  pago  de  la  inspección  de  ferWV- 
carriles;  siendo  así  que,  en  sentir  de  la  OompañU, 
ésta,  con  arreglo  á  su  concesión  y  de  conformidad  cOtí 
las  disposiciones  que  cita,  como  vigentes  entonces,  út> 
tenía  la  obligación  de  pagar  los  gastos  de  inspeceiófl» 

Considerando  que,  conforme  á  la  regla  sexta  de  lA 
Orden  número  dentó  once  de  mil  novecientos  uno  del 
Gobierno  Militar  en  tiempo  de  la  Isla,  se  hallan 
exceptuadas  del  recurso  contencioso-administrativO) 
además  de  las  resoluciones  correspondientes  á  la  facnl* 
tad  discrecional,  aquellas  que  dictare  el  Gobernador 
Militar  en  uso  de  las  facultades  excepcionales  inheren*" 
tes  á.  dicha  Autoridad,  cuando  asi  se  hiciera  constar 
en  la  resolución  gubernativa;  y  conforme  &  la  r^la 
séptima  de  la  citada  Orden,  tal  declaiiusión  podrá 
hao^se  durante  la  sustanciación  del  recurso  oonten- 
cioso  y  antes  del  trámite  de  la  vista  pública  ^i  segun- 
da instancia,  en  cuyo  caso  se  comunicará  á  la  Sala  de 
lo  Contencioso  del  Tribunal  Supremo,  la  cual  sobre^ 
seerá  definitivamente  el  procedimiento. 

Considerando  que  antes  de  celebrarse  la  vista  del 
recurso  en  primera  instancia,  ya  habia  sido  comunica- 
da á  la  Sala  de  lo  Civil  y  de  lo  Contencioso  de  la  Au- 
diencia de  esta  ciudad,  la  resolución  del  Gobierno  Mi- 
litar fecha  cuatro  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
uno  expresiva  de  que  la  Orden  número  ciento  cuaren- 
ta y  nueve  deriva  su  fuerza,  no  de  las  leyes  de  ferro- 
carriles A^igentes  ni  preexistentes,  ni  de  decretos  que 
las  modifiquen,  sino  de  la  facultad  concedida  al  Go- 
bernador Militar,  quedando  modificadas  las  leyes  que 
estén  en  oposición  con  esta  facultad,  y  en  tal  virtud 
debe  en  el  presente  caso  observarse  y  cumplirse  lo 
dispuesto  en  la  mencionada  regla  séptima  de  la  Orden 
ciento  once  de  mil  novecientos  uno,  sin  que  á  ella 
pueda  obstar  la  manifestación  final  de  la  comunica- 
ción aludida  relativa  á  que  el  Gobernador  Militar  no 
desea  privar  á  ninguna  compañía  de  ningún  derecho 
ó  privilegio  que  le  esté  otorgado  por  su  concesión, 
porque  tal  no  es  el  caso  de  la  demanda  que  se  funda 
no  en  un  derecho  ó  privilegio,  sino  en  que,  no  tenien- 
do la  Compañía  por  bu  concesión  y  con  arreglo  á  las 
leyes  que  cita,  la  obligación  de  pagar  los  gastos  de 
inspección,  no  ha  podido  aplicársele  la  precitada  Or- 
den número  ciento  cuarenta  y  nueve,  con  lo  que  en 
realidad  lo  que  se  hace  es  combatir  la  Orden  misma  y 
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el  ejercicio  de  lae  facultades  del  Gobernador  Militar  ál 
acordarla. 

Considerando  que  en  mérito  de  lo  expaeeto  proce- 
de sobreseer  definitivamente  en  el  actual  procedi- 
miento. 

.  Fallamos  qae  debemos  sobreseer  y  sobreseemos 
definitivamente  sin  especial  condenación  de  costasi-r 
Comuniqúese^  ete. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  los  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Bafael  Cruz  Pérez.— José 
Várela. — Jofié  Antonio  Pichardo. — Ángel  Betancourt. 
— Ambrosio  R.  Morales. 


In£  ley.— Seat.  22.— 30  de  Sbre.  de  1902.  (Oac.  Fe- 

brisro  27. ) 

DOCTRINA;  La  infracción  que  la  Sala  sentencia- 
dora pueda  haber  cometido  al  abstenerse  de  fallar  un 
pleito  por  entender  que  carece  de  competencia  para 
ello,  no  está  comprendida  en  el  caso  1?,  shio  en  el  69 
del  artfcnlo  1990  de  la  ley  de  Bi^julci amiento  Civil. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  treinta  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  dos.  Visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  procedente  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  interpuesto  por  el  demandante  en  el 
pleito  contencioBO-administrativo  seguido  por  Fernan- 
do López  AcevedOy  del  comercio  y  vecino  de  esta  ca- 
pital, contra  la  Administración  General  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  Fiscal  á  la  que  ba  coad- 
yuvado la  r^resentadón  del  Ayuntamiento  de  la  Ha- 
bana, sobre  revocación  de  una  resolución  del  Gober- 
nador Militar  de  la  Habana,  por  la  cual  se  dejó  sin 
efecto  el  usufructo  de  unas  luces  en  el  Matadero  de 
dicha  ciudad,  con|¡ra  la  Bentencia  dictada  por  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  mencionada  Audiencia  en  doce  de 
Julio  ¿Itimo. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  contienen  los  nueve  Resultandos  que  á  conti- 
nuación se  transcriben. 

ANTECBDE5TB8  ADMINISTRATIVOS : 

Segundo.  Resultando  del  expediente  número  dos- 
cientos ochenta  y  uno,  instruido  en  el  Negociado  de 
Hacienda  del  Ay  untamiento  de  esta  ciudad,  que  en 
veinte  y  nueve  de  Abril  y  seis  y  veinte  de  Julio  de  mil 
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oobooientos  novento  y  dos,  el  Begidor  Diputado  por 
los  BaBtros  dirigió  comanicaciones  al  Áyantomieiito, 
poniendo  en  su  conocimiento  las  malas  oondiAtonefi  en 
que  se  encontraban  los  referí<l08  rastros  y  la  necesi- 
dad de  que  se  practicaran  en  ellos  varias  reparaeioneB 
y  reformas:  el  Ayuntamiento  acordó  se  formara  el  co- 
rrespondiente presupuesto  y  pliego  de  condioiones;  y 
86  sacó  á  pública  subasta  la  realización  de  las  expre* 
Badas  obras  aeoendentes  á  seis  mil  ciento  treinta  y 
siete  pesos  cuarenta  centavos,  publío&ndose  en  el  Bo- 
letín Oficial  de  la  Provincia,  y  llegado  el  día  de  la 
subasta,  no  concurriendo  Hcitador  alguno^  se  declaró 
desierta.  En  sesión  de  veinte  y  siete  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  tres,  en  virtud  de  manifes- 
taciones que  hizo  el  8r.  Prestdeate  de  la  €k>rporae¡óii 
el  Ayuntamiento  acordó  aceptar  la  proposieión  hecha 
por  los  Encomenderos  del  Basteo,  de  prestarse  á  hacer 
un  depósito  de  las  cantidades  que  pudieran  recaudar- 
se, bajo  la  bcvse  de  satisfacer  cada  uuo,  la  cantidad  de 
un  real  plata  por  cada  res  que  se  beneficiara  coadyu- 
vando de  este  modo  con  los  seis  mil  pesos  acordados  á 
hacer  las  obras. — Y  según  actas  de  fojas  cincuenta  y 
tres  y  cincuenta  y  cinco,  en  veinte  y  uno  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  se  hizo  entrega  del 
Matadero  al  Alcalde  Municipal. 

Tercero.  Besu I tando:  que  del  expediente  número 
nueve  mil  quinientos  sesenta  y  uno,  instruido  en  el 
propio  Ayuntamiento,  aparece:  que  el  Gobernador 
Militar  de  la  Habana  con  fecha  siete  de  Abril  de  mil 
novecientos  dictó  la  Orden  Civil  número  diez-  y  seis, 
que  dice  así:— '*De  conformidad  con  lo  recomenda- 
do y  pedido  por  la  ciudad  de  la  Habana,  según 
acuerdo  del  Ayuntamiento  de  fecha  dos  del  corrien- 
te Abril  y  puesto  4  la  resolución  del  Gobernador  Mi- 
litar de  la  Habana  en  carta  del  Alcalde  fechada  el 
cuatro  del  corriente  Abril,  después  de  cuidadosa  in- 
vestigación y  plena  certidumbre  de  todos  los  hechos 
esenciales  relativos  al  asunto  de  que  se  trata.  Ordé- 
nase por  la  presente:  Primero:  Por  ser  contraría  y 
perjudicial  al  interés  público  é  injustificable  de  hedió 
y  de  derecho  queda  por  la  presente  abrogada  y  decla- 
rada nula  y  sin  valor  la  concesión,  merced  ó  privile* 
gio  que  hoy  disfrutan  ciertas  personas  por  virtud  de 
determinado  acuerdo  del  Ayuntamiento,  fechado  en 
trece  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
y  comúnmente  llamado  ^'usufructo  de  luces  y  corra- 
les,*' que  da  á  las  personas  referidas  ciertos  derechos 
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de  aear  y  ocupar  el  Matadero  para  la  matanza  de  re- 
aee:  Segundo:  la  ciudad,  por  medio  de  sus  autorida- 
des constituidas,  tomará  posesión  y  se  bar&  cargo 
inmediatamente  de  la  absoluta  y  exclusiva  jurisdic- 
ción y  administración  del  Matadero  y  tomará  fas  me- 
didas expeditíras  para  que  el  negocio  de  ]a  matanza 
se  conduzca  exclusivamente  en  interés  del  público: 
Tercero:  para  la  debida  determinación  de  cualquier 
derecho  legal,  equit^ativo  ó  de  que  los  concesionarios 
ó  beneficiarios  se  crean  asistidos,  refiéraseles  á  los 
Tribunales  para  la  plena  investigación  y  fallo  judicial 
desús  obligaciones." 

Cuarto.  EesuHando:  del  mismo  expediente  que 
D.  Fernando  López  Acevedo  por  escrito  de  siete 
del  mismo  mes  de  Abril,  presentado  en  queja  al 
Gobierno  Civil  de  la  Habana  y  dirigido  al  Alcalde 
Municipal,  reclamó  contra  el  acuerdo  Municipal  pi- 
diendo su  suspensión  y  que  se  remitiera  con  informe 
al  Gobierno  Civil  para  lo  que  procediera:  emitido  el 
informe  Municipal  el  Gobernador  Civil  en  címcj  de 
Mayo  siguiente,  resolvió  no  haber  lugar  á  dictar  reso- 
lución alguna,  por  considerar  que  no  podía  conocer  de 
recursos  que  se  establecieran  contra  acuerdos  del  Go- 
bernador  Militar. 

Quinto.  Resulfeando:  que  del  expediente  segui- 
do en  la  Secretaría  de  Estado  y  Gobernación,  apa- 
rece: que  D.  Fernando  López  Acevedo  aiuJió  al 
Gobernador  Militar  de  la  Isla  por  medio  de  inHtaucia 
docun^ntada  de  quince  de  Abril,  pidiendo  se  dejara 
sin  efecto  en  todas  sus  partes  la  obra  de  despojo  del 
usufructo  que  á  título  oneroso  disfrutaba  legítima- 
mente en  el  Matadero  de  esta  ciudad  disponiendo,  que 
si  el  Ayuntamiento  se  considera  con  algún  derecho  en 
contra  de  ese  ageno  usufructo  lo  deduzca  ante  los  Tri- 
bunales, y  si  de  expropiación  forzosa  se  trata,  cumpla 
también  con  los  requisitos  legales.  Por  la  Secretaría  de 
Estado  y  Gobernación,  por  disposición  del  Gobernador 
Militar  se  devolvió  la  instancia  al  Sr.  López  Acevedo, 
para  que  informara  respecto  del  asunto  á  que  se  refe- 
rí», y  lo  evacuó,  en  veinte  y  uno  de  Mayo,  pidiendo 
que  sin  demora  ordenara,  se  le  entreguen  la  luz  y  co- 
rral en  el  Matadero  de  que  ha  sido  despojado  contra 
la  ley.  El  mismo  López  Acebedo,  por  otra  instancia 
dirigida  al  Sr.  Secretario  de  Estado  y  Gobernación 
acompañando  copia  de  la  inscripción  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  del  acuerdo  de  doce  de  Agosto  de  -mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro,  pidió  que  se  resolviera 
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pronto  el  asunto,  que  reclamaba  on  español  inscripto, 
á  quien  ee  había  despojado  de  lo  suyo  y  &  quien  am- 
paraba el  tratado  de  París,  y  que  está  decidido  &  no 
Acudir  á  los  Tribunales,  que  son  en  el  caso  incompe- 
tintes,  sino  al  de  Washington  donde  reside  la  única 
autoridad  capaz  de  resolver  lo  que  al  tratado  de  París 
se  refiere.  Y  por  otra  instancia  de  veinte  de  Abril, 
dirigida  al  Honorable  General  Wood,  le  ruega  resuel- 
va este  caso  cou  sujeción  á  la  ley  honrada  del  tratado 
de  París. 

Sexto.  Resultando:  que  en  el  expediente  n&mero 
nueve  mil  quinientos  sesenta  y  uno,  ya  relacionado, 
aparece  también  el  informe  original  dado  por  la  Secre- 
taria de  Estado  y  Gobernación  al  Sr.  Gobernador  Mi- 
litar de  la  Isla,  de  fecha  tres  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos, sobre  el  asunto,  aconsejando  en  resumen  qae 
procede  resolver:  que  no  ha  lugar  á  admitir  la  apela- 
ción del  Sr.  López  Acebedo:  que  no  ha  lugar  á  revo- 
car la  resolución  recurrida:  que  se  diga  al  Ayunta- 
miento de  la  Habana  proceda,  si  fuere  necesario,  á 
solicitar  la  nulidad  de  la  inscripción  del  citado  dere- 
cho de  uso  de  luces  y  corrales  del  Matadero:  y  que  se 
(liga  al  interesado  que  contx-a  esta  resolución  puede 
interponer  el  recurso  correspondiente  ante  el  C!onsejo 
de  administración  creado  por  la  orden  número  dos- 
cientos ocho,  serie  de  mil  novecientos  de  ese  Cuartel 
General.  Y  remitido  dicho  informe  al  Ayuntamiento 
de  esta  ciudad,  por  acuerdo  del  mismo,  fué  notificado 
al  Ldo.  Miguel  Yiondi,  como  resolución  dictada  per 
el  Sr.  Gobernador  Militar  en  la  alzada  establecida  por 
D,  Fernando  López  Acebedo. 

Séptimo.  Resultando:  que  por  escrito  de  tres 
de  Octubre  de  mil  novecieiktos,  el  Ldo.  Miguel  F. 
Viondi  y  Vera,  como  apoderado  de  Fernando  López 
Acebedo  y  San  Julián^  acudió  al  Consejo  Administra- 
tivo á  virtud  del  recurso  de  revisión  establecido 
ante  la  Secretaría  de  Justicia:  dicho  Consejo  Ad- 
ministrativo estimando  no  tener  competencia  para 
resolver  respecto  al  recurso  de  revisión  estable- 
cido por  Fernando  López  Acebedo  elevó  informe  al 
Gobernador  Militar:  el  Juez  Auditor  del  Cuartel  Ge- 
neral del  Departamento  de  Cuba  informó:  '^La  actitud 
del  Consejo  administrativo  parece  correcta,  y  la  resolu- 
ción del  Gobernador  Militar  acerca  del  expediente 
primitivo  está  por  dictarse.  Esta  resolución  puede 
mantener  la  acción  del  Gobernador  Militar  de  la  ciu- 
dad de  la  Habana,  en  cuyo  caso  puede  el  recurso  pasar 


Digiti 


zedby  Google 


JURIflPRUDKNCIA  COKTSNaoSO-ADMINISTBATlVA.  111 

al  CoüBejo  Administrativo,,  y  si  se  resuelve  de  modo 
adverso,  podrá  reclamarse  ante  los  Tribunales  com- 
pensación por  ]a  rescisión  del  contrato.»— Y  en  veinte 
de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  el  Gobernador  Mi- 
litar, devolvió  el  asunto  al  Presidente  del  Consejo  Ad- 
miníetrativo  con  la  resolución  siguiente: — Como  se 
trata  de  un  recnrso  contra  una  resolución  emitida  por 
el  Gobernador  Militar  de  la  Habana,  y  no  por  el  Go- 
bernador Militar  de  la  Isla,  deberá  presentarse  el 
asunto  según  el  párrafo  uno,  órdenes  civiles  número 
doscientos  ocho,  serie  de  mil  novecientos,  á  la  Au- 
diencia de  la  Habana  ó  a!  Tribunal  Supremo  como 
corresponda,  por  cnanto  al  fin  de  la  Orden  número 
óteuto  sesenta  y  tre^  se  limita  á  impedir  dichos  recur- 
sOi  contra  las  decisiones  del  Gobernador  Militar  de  la 
IsU,  después  de  primero  de  Enero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve. 

Demanda: 

OctfcVo.  ResnUando:  que  remitido  el  recurso 
de  revisión  y  sus  antecedentes  á  este  Tribunal, 
á  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  Orden  número  ciento 
once,  serie  de  mil  novecientos  uno,  y  notificada  la  re- 
presentación del  recurrente  interpuso  recurso  conten- 
oioso-administrativo.y  publicada  su  interposición,  for- 
malizó su  demanda,  por  escrito  de  ocho  de  Julio  del 
mismo  año,  la  que  fundó  en  los  siguientes  hechos: — 
Primero:  qne  allá  por  el  afío  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  convino 
con  los  Encomenderos,  uno  de  ellos,  mi  representado, 
en  qne  éstos  hicieran  un  nuevo  matadero  en  lugar  del 
otro  que  existía  antihigiénico  y  mal  sano,  y  en  compen- 
sación dio  el  Aynntamiéuto  á  cada  uno  de  los  Enco- 
menderos constructores  el  usufructo  de  una  luz  y  co- 
rral anexo. — Segundo:  al  redactarse  el  R^^glamento 
del  nuevo  matadero  en  su  artículo  cuarto  se  consignó 
este  usufructo. — Tercero:  Otro  artículo  del  mismo  Re- 
glamento faculta  para  el  traspaso  del  usufructo  por 
una  sola  vez. — Cuarto:  el  acuerdo  municipal  en  que 
todo  esto  se  contenía  se  llevó  por  el  Ayuntamiento  al 
Registro  de  la  Propiedad,  y  en  él  se  inscribió  el  domi- 
nio del  nuevo  matadero  á  favor  del  Ayuntamiento  y 
el  usufructo  á  favor  de  los  Encomenderos,  folio  cin- 
cuenta y  ocho,  número  tres  mil  setecientos  noventa  y 
cinco,  tomo  cuatrocientos  noventa  y  ocho.  Registro  de 
la  Propieílad  de  la  Habana. — Quinto:  el  Ayuntamien- 
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to  de  Ift  Habana  ha  impetrado  del  Gobernador  Cívico 
Mililíar  que  era  de  la  ciudad  la  n^ilidad  y  isaduoidad  de 
eeta  coucesióa  de  oBufrueto,  y  lo  ha  logrado  llev&adose 
á  efecto  el  deapojo  el  día  quince  de  Abril  de  mil  nove- 
cientos en  que  fueron  arrojados  de  eus  lucee  y  oorrales 
los  Enoomeuderos  usufructuarios  por  disposición  del 
Sr.  Alcalde  Municipal  de  esto  ciudad. — Formuló  los 
fundamentos  de  derecho  y  concluyó  x>kliendo  al  Tri- 
bunal, tener  por  establecida  demanda  en  vfa  conten- 
cioso-adminiatrativa  contra  la  resolución  que  privó  de 
BU  luz  y  corral  que  legitim amenté  nsufruetuaba  bu  re* 
presentodo,  declarando  sin  In^ar  dioba  resoloción  y 
devolviendo  dicha  luz  y  corral  al  despojado,  con  las 
costas  todas  á  cargo  del  Ayuntamiento  de  esta  ciudad. 

Contestación  del  Fiscal: 

Noveno.  Rf'sultando  que  conferido  traslado  de  la 
demanda  al  Sr.  Fiscal  en  repref^entación  de  la  Admi- 
nistración General  del  Estado,  la  contestó  por  escrito 
de  ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos  nno,  alagando 
los  siguientes  hechos: — Primero:  en  Abril  de  mi)  ochor 
cientos  noventa  j  dos  el  Kegidor  Diputado  por  los  Ras- 
tros hubo  de  dirigir  comunicación  al  Ayuntomi^nto 
poniendo  en  su  conocimiento  las  malas  condioiones  en 
que  se  encontraban  los  referidos  raatros;  el  Aj'UDto-r 
miento  acordó  se  formara  el  correspondiente  presu* 
puesto  y  pliego  de  condiciones  y  se  sacó  &  pública  su- 
basta la  realización  de  las  citadas  obras  publicándose 
en  el  «Boletín  Oficial»  de  la  provincia»  correspondiente 
al  treinta  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos.  Llegado  el  día  de  lasulmsta  no  concurrió  lícita- 
dor  alguno  y  Be  declaró  desierta. — Segundo:  en  el 
mes  de  AgoBto  de  mil  ochocientos  XK»veuta  y  cuatro 
D.  B;dd<»raero  Puig  y  D.  Sanfago  Veira,  Presidente  y 
Bt'cretaiio  respectivamente  del  Centro  de  Encomende- 
ros de  la  llábana  dirigieron  una  instancia  al  Ayunta* 
miento  ofreciendo  i^atisfacer  cuarenta  centavos  eu 
plata  por  cada  res  que  se  beneficiara  a  fin  de  con- 
tribuir á  la  edificación  de  los  corrales  y  iwgo  del 
adeudo  pendiente  de  la  Nave  del  Matadero  á  con- 
dición que  pe  les  conniderase  como  propietarios  de 
la  luz  y  corral  que  á  cada  cual  pertenecían  couce* 
<lióudoafl«  s  asimismo  el  derecho  de  transferir  esa 
propiedad  por  una  sola  vez.  £1  Ayuntamiento  eo  se- 
sión de  trece  de  Agosto  del  propio  añ<»  aceptó  las  con- 
diciones impuestas  concedieudo  el  uso  de  las  luces  á 
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los  Encomenderos  facultándoles  para  traspasar  este  de-* 
recho  por  ana  sola  vez  á  favor  de  las  personas  que  á 
bien  tuviera,  pero  llenaudo  siempre  los  requisitos  le- 
gales.— Tercero:  El  Reglamento  del  Matadero  de  la 
Habana  acordado  en  las  sesiones  del  veinte  y  siete  y 
veinte  y  ocho  de  Noviembre  del  noventa  y  cinco  y 
catorce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  es- 
tableció las  relaciones  entre  Encomenderos  y  el  Ayun- 
tamiento. Cuarto:  en  siete  de  Abril  de  mil  nove- 
cientos el  Gobernador  Militar  del  Departamento  de  la 
Habana  publicó  la  Orden  número  diez  y  seis  de  con- 
formidad con  lo  acordado  por  el  Ayuntamiento  acerca 
de  entender  que  la  concesión  hecha  á  Puig  y  Compa- 
ñía digo  á  los  encomenderos  era  contraria  y  perjudi- 
cial al  interés  público  por  lo  que  declaró  caducada  la 
referida  concesión  reservándole  que  pudieran  acudir 
á  los  Tribunales  para  hacer  valer  los  derechos  de  que 
se  creyeran  asistidos.  Quinto:  El  Sr.  López  Acebedo 
uno  de  los  encomenderos  estableció  recurso  de  alzada 
ante  la  Secretaría  de  Estado  y  Gobernación.  Y  la 
que  habiendo  confirmado  la  resolución  antes  dicha  se 
estableció  el  presente  recurso.  Y  pidió  que  en  defini- 
tiva se  declarara  subsistente  la  resolución  reclamada 
con  expresa  condenación  de  costas  al   demandante. — 

Contestación  del  coadyuvante: 

Décimo.  Resultando  que  dispuesto  por  la  Sala  que 
continuara  el  traslado  de  la  demanda,  con  la  parte  coad* 
y  u  van  te,  ésta  por  su  escrito  de  veinte  y  siete  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  evacuó  el  trámite,  formu- 
lando los  siguientes  hechos:  Primero:  El  Excmo.  Ayun- 
tamiento déla  Habana,  necesitando  hacer  obras  de  re* 
paración  en  el  Matadero  Municipal,  las  detalló  y  pre- 
supuestó en  la  suma  de  seis  mil  ciento  treinta  y  siete 
pesos,  según  aparece  del  expediente  número  doscientos 
ochenta  y  uno  del  Negociado  de  Hacienda.  Y  esti- 
mando aplicable  á  la  ejecución  de  esas  obras  la  ley  de 
subastas,  6  sea  el  R.  D.  de  cuatro  de  Enero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  tres,  dispuso  sacarlas  á  pública 
licitación;  á  cuyo  efecto  formalizó  y  aprobó  el  pliego 
de  condiciones  relacionado  á  fojas  veiute  y  dos  del  ex- 
pediente citado  antes.  Segundo:  Anunciada  en  for- 
ma legal  y  celebrada  la  subasta  en  veinte  y  ocho  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  fué  áe- 
clarada  desierta,  porque  según  el  acta  de  fojas  treinta 
y  dos  del  expediente  antes  citado,  no  se  presentó  per-: 
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8ona  alguna  á  hacer  postura  para  la  ejecución  de  las 
obras.  Tercero:  Eu  virtud  de  manifestaciones  del 
Presidente  de  la  Corporación,  el  Municipio  en  sesión 
de  veinte  y  siete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres,  acordó  aceptar  (congratulándose  del  des- 
prendimiento de  los  donantes)  la  proposición  ó  pro- 
mesa ó  donativo  hecho  por  los  Encomenderos  del 
Rastro,  los  cuales  se  hablau  prestado  voluntariamen- 
te á  hacer  un  depósito  de  las  cantidades  que  puedan 
recaudarse,  bajo  la  base  de  satisfacer  cada  uno  un  real 
plata  por  cada  res  que  se  beneficie;  coadyuvando  con 
esa  dácliva  á  la  ejecución  de  las  obras  relacionadas  en 
los  párrafos  anteriores.  Cuarto:  parece  ser  que 
aquellas  obras  presupuestadas  en  seis  mil  pesos,  se 
aumentaron  extraordinariamente.  En  el  expediente 
doscientos  ochenta  y  uuo,  nada  se  dice  sobre  el  caso  y 
termina  con  el  acta  levantada  (fojas  cincuenta  y  tres 
y  cincuenta  y  cinco)  en  veinte  y  uno  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  por  la  cual  se  hace  entrega 
del  Matadero  al  Alcalde  Municipal,  que  lo  recibe  co- 
mo cosa  del  dominio  y  propiedad  del  Municipio;  sin 
mencionar  la  existencia  de  ningün  usufructo  ni  cai^ 
ó  gravamen  que  limitara  el  pleno  dominio  del  Ayun- 
tamiento sobre  el  inmueble  y  sus  fábricas.  Lejos  de 
ello,  á  fojas  cuarenta  y  dos,  en  su  acuerdo  de  Mayo 
veinte  y  uno  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
habla  de  las  obras  que  los  Encomenderos  han  realiza- 
do en  el  Bastro,  por  su  cuenta  y  generosamente.  Asi 
termina  el  expediente,  sin  que  haya  en  él  nada  que 
indique  que  aquella  generosidad  oficiosa  de  loe  seño- 
res Encomenderos  se  hubiera  trocado  en  un  contrato 
usurario  por  virtud  del  cual  aquella  generosidad 
exigía  como  compensación  el  usufructo  gratuito  y 
previlegiado  de  todo  lo  edificado.  Quinto:  la  copia 
simple  unida  al  expediente  formado  en  la  Secre- 
taria de  Estado  y  Goberuución  para  tratar  de 
la  alzada  establecida  por  el  demandante  nos  hace 
saber  que  el  Presidente  y  el  Secretario  del  Centro 
de  Encomenderos  de  la  Habana  presentaron  una  ins- 
tancia al  Excmo.  Ayuntamiento,  obligándose  á  cons- 
truir los  corrales  del  Matadero,  contribuyendo  á  la 
ejecución  de  la  obra  con  cuarenta  centavos  en  plata 
por  cada  res  beneficiada:  distribuyendo  loe  cuarenta 
centavos  en  la  forma  siguiente:  un  real  para  satisfacer 
el  adeudo  pendiente  de  la  nave  del  Matadero  construida 
y  tres  reales  para  la  edificación  de  los  corrales  en 
proyecto.     Siempre  que  se  les  considerara  propietarios 


Digiti 


zedby  Google 


JURISPRUDENCIA    CONTSRCIOSO-ADMINISTRATIVA.  115 

de  las  luces  corrales,  etc.  El  Ayantamiento  en  sesión 
de  trece  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro, acordó  acceder  á  la  anterior  graciosa  solicitad, 
bajo  las  sigaientes  condiciones:  Primera:  que  conce- 
dido el  uso  de  las  luces  á  los  actuales  encomenderos 
que  las  ocupan  se  les  faculta  para  que  puedan  traspa- 
sar eee  derecho  de  uso  por  una  sola  vez,  &  favor  de  la 
persona  que  &  bien  tuvieran,  pero  llenando  éstas  siem- 
pre los  requisitos  legales;  y  cuyo  uso  quedaría  sin 
efecto,  como  á  los  actuales  Encomenderos,  sino  bene- 
ficiaban reses  para  el  ooiisumo  de  la  población:  Se- 
gundo: que  se  expidieran  las  licencias  correspondien- 
tes, libres  de  derecho,  etc.,  haciendo  constaren  ellas  el 
compromiso  que  á.  voluntad  contraen,  y  que  les  será 
recogida  sin  derecho  á  reclamación,  siempre  que  in- 
fringieran lo  pactado:  Sexto:  De  la  copia  simple  que 
referimos  aparece  que  los  Encomenderos  solicitaron  la 
propiedad  (que  eso  equivale  decir  como  decían  en  la 
instancia  proposición  que  se  les  considerara  como 
propietarios  de  las  luces  y  corrales)  que  el  Ayunta- 
miento les  concedió  el  uso  de  las  luces  y  corrales  y 
que  el  Registrador  de  la  Propiedad  inscribió  á  favor 
de  los  privilegiados  Encomenderos  el  usufructo  de  esas 
cosas.  De  lo  expuesto  resulta  también  que  el  Muni- 
cipio á  título  oneroso,  es  decir,  pagándolo  de  ffun  mo- 
do eq9ecial,  construyó  una  obra  pública  Municipal 
cayo  costo  excedía  de  veinte  mil  pesos;  seg&n  los  en- 
comenderos, sin  proceder  á  su  pública  licitación,  sin 
que  mediara  proyecto  ni  presupuesto  y  constituyó  un 
derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  de  su  propiedad, 
sin  autorización  de  la  Junta  Municipal  ni  del  Gobierno 
General.  T  además  que  habiendo  otorgado  y  conve- 
nido el  derecho  de  uso,  consintió  indirectamente  que 
se  falseara  lo  convenido,  convirtiéndolo  en  cosa  radi- 
calmente distinta  como  es  el  usufructo  y  también  que 
dejó  tomar  posesión  de  un  usufructo  sin  tiempo  de- 
terminado ó  convenido  de  duración  y  sin  exigir  al 
asufructuario  la  previa  prestación  de  fianza.  Cuyos 
actos  todos  son  contrarios  á  la  ley.  Octavo:  Subsis- 
tieron así  las  cosas  hasta  el  año  de  mil  novecientos  en 
que  el  Gobernador  Militar  de  la  Habana  á  propuesta 
y  excitación  del  primer  Ayuntamiento  Cubano,  dictó 
la  Orden  Civil  número  diez  y  seis  cuya  parte  disposi- 
tiva inserta,  y  ya  obra  en  el  segundo  resultando  de 
estos  autos:  Noveno:  El  Ayuntamiento  en  sesión 
ordinaria  de  Abril  nueve  de  mil  novecientos,  acordó 
quedar  enterado  de  aquella  orden  y  procedió  después 
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&  sa  ejecaciÓD,  llevándola  á  término.  Décimo:  con- 
tra la  Orden  Civil  número  diez  y  seis  estableció  López 
Acebedo  recnrsos  de  alzada  qae  faeron  deshechadoe 
por  lae  antoridadea  á  qaienes  acudió  y  especialmen- 
te por  el  acuerdo  fundado  de  la  Secretaría  de  Estado 
y  Gobernación,  transcripto  á  fojas  diez  y  siete  del  ex- 
pediente Municipal  número  nueve  mil  quinientos  se- 
senta y  uno  del  Negociado  de  Mataderos:  Décimo- 
primero:  si  bien  es  cierto  que  el  Reglamento  de  Mata- 
deros del  Excmo.  Ayuntamiento  reconocía  en  algunos 
de  sus  artículos  la  concesión  ó  privilegio  cuya  prolon- 
gación indefinida  reclama  el  demandante,  no  es  me- 
nos cierto  que  el  Reglamento  de  Mataderos  es  una  ley 
accesoria  y  complem^itaria  de  la  ley  Municipal  que 
puede  ser  derogada  ó  modificada  por  el  Ayuntamien- 
to, sin  necesidad  de  autorización  de  ningún  Tribunal 
ni  de  ningún  concesionario.  Estimándolo  asi  el  Ayun- 
tamiento Cubano,  aprobó  un  Reglamento  de  Matade- 
ros, en  sesión  celebrada  el  día  diez  de  Julio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  en  el  cual  no  se  recono- 
cen, ni  se  mencionan  siquiera  los  pretendidos  dere- 
chos al  uso  ó  al  usufructo  de  luces  y  corrales  que  re- 
clama el  demandante.  Cuyo  Reglamento  está  vigente 
y  tiene  hoy  fuerza  de  ley  y  concluyó  pidiendo  que  se 
tuviera  por  contestada  la  demanda,  que  se  declarara 
ésta  sin  lugar,  condenando  en  todas  las  costas  ai  de- 
mandante. 

Resolución  becubbida: 

Décimoprimero.  Resultando  que  la  Audiencia 
falló  declarándose  incompetente  para  resolver  el  re- 
curso por  no  haber  causado  estado  la  resolución  re- 
currida. 

Fundamentos  del  recubso  de  casación: 

Décimosegundo.  Resultando  que  contra  este  fa- 
llo se  interpuso  el  presente  recurso  expresándose  que 
lo  autorizaba  el  número  primero  del  articulo  mil  seis- 
cientos ochenta  y  siete  en  relación  con  el  número  pri- 
mero del  Articulo  mil  seiscientos  noventa^  ambos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  citando  como  infringi- 
das, y  expresando  el  concepto  en  que  á  juicio  del  re- 
currente se  había  cometido  la  infracción,  las  disposi- 
ciones  siguientes: 
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Primero:  La  orden  número  doscientos  ocho,  serie 
de  mil  novecientos  en  su  páiraf o  primeo. 

Segundo:  La  Orden  número  ciento  once  en  sa  p&* 
rrafo  tercero,  serie  de  mil  novecientos  nno,  todas  del 
Gobierno  Militar  de  esta  Isla. 

Tercero:  La  resolndón  del  propio  Gobernador  Mi- 
litar de  veinte  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  y 
por  último. 

Cuarto:  El  articulo  séptimo  del  Decreto-Ley  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  aplicando  á  esta  Isla 
la  Ley  de  lo  Oontencioso. 

Décimo  tercero.  Eesnltando  qne  admitido  el  re- 
curso y  sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal,  se 
celebró  la  vista  pública  del  mismo  el  dia  veinte  y  dos 
del  mes  en  curso  con  asistencia  del  letrado  del  recu* 
rrente,  del  representante  del  Ministerio  Fiscal  y  del 
letrado  del  coadyuvante,  sosteniendo  el  primero  los 
motivos  del  recurso  y  pidiendo  que  se  declarara  que 
la  Audiencia  de  la  Habana  es  competente  para  cono- 
cer del  asunto,  y  los  dos  últimos  impugnaron  el  recur- 
so, el  Fiscal  en  cuanto  al  fondo  y  &  la  forma,  y  el 
coadyuvante  en  cuanto  al  fondo. 

Decisión  del  bbcurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betan- 
court. 

Primero.  Considerando  que  cada  uno  de  los  nú- 
meros del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  comprende  un  caso  distinto 
de  los  que  dan  lugar  al  recurso  de  casación,  y  para 
que  éste  quede  debidamente  planteado  conforme  al 
número  tercero  del  Artículo  V  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  es 
necesario  que  se  cite  el  caso  ó  casos  en  que  esté  com- 
prendida la  clase  de  infracción  que  se  al^a  como  de- 
terminante del  recurso. 

Segundo.  Considerando  que  el  caso  primero  del 
citado  aiiiiculo  mil  seiscientos  noventa,  en  que  el  pre- 
sente recurso  se  funda,  autoriza  la  casación  de  una 
sentencia  cuando  el  fallo  contiene  violación,  interpre- 
tación errónea  ó  aplicación  indebida  de  las  leyes  ó 
doctrinas  legales  aplicables  al  caso  del  pleito,  lo  que 
no  es  posible  que  ocurra  cuando  la  Sala  sentenciadora 
no  resuelve  en  ningún  sentido  el  caso  del  pleito,  sino 
que  se  abstiene  de  conocer  del  mismo;  y  si  con  tal  abs- 
tención se  infringe  alguna  ley  contra  esa  infracción 
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otorga  el  recarao  la  misma  ley  en  an  caso  expresa- 
mente determinado,  el  sexto,  del  repetido  articnlo  mil 
seiscientos  noventa. 

Tercero.  Considerando  que  no  estando  aatoriza* 
do  el  recurso  por  el  precepto  legal  á  ese  efecto  invoca- 
do, procede  desestimarlo,  sin  qne  sea  obstácnlo  el  que 
se  hubiese  admitido  por  la  Sala  sentenciadora  y  no  se 
hubiese  impugnado  en  trámite  previo  como  pudo  ha- 
berlo sido,  pues,  según  tiene  declarado  este  Tribunal, 
la  admisión  indebida  ni  Ja  falta  de  impugnación  pre- 
via, revisten  de  la  eficacia  de  que  originariamente  ca- 
recen á  los  recursos  interpuestos  sin  ajustarse  á  los 
requisitos  legales. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  ai  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Fernando  López  Acevedo  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  doce  de  Julio  último  en  el  pleito  contencioso-admi- 
nistrativo  al  principio  referido  con  las  costas  4  cargo 
del  recurrente.     Devuélvanse,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — ^Eafael  Cruz  Pérez. — José 
Várela. — José  Antonio  Plchardo. — Ángel  C.  Betan- 
court. — Ambrosio  B.  Morales. 


Apelación.— Sent.  23.-27  de  Octubre  de  1902.  (Gaceta 

Marzo  2. ) 

EXTRACTO:  Se  resuelve  que  no  ha  lugar  al  recur- 
so contencioso  administrativo,  porque  la  resolución 
recurrida  no  lesiona  ningún  derecho  de  carácter  admi- 
nistrativo  preexistente  á  favor  del  demandante. 

En  la  ciudad  de  la  Habaiia  á  veinte  y  siete  de 
Octubre  de  mil  novecientos  dos  la  Bala  de  lo  Conten- 
cioso administrativo  del  Tribunal  Supremo,  en  el  plei- 
to seguido  entre  partes  de  la  una,  los  Sree.  Ingíada 
Vives  y  Francoli,  como  demandantes,  y  de  la  otra 
como  demandada  la  Administración  Qeneral  del  Esta- 
do, respectivamente  representadas  y  defendidas  por  el 
Dr.  Elíseo  Giberga  y  el  Ministerio  Fiscal,  en  solicitud 
de  que  se  revoque  la  Orden  del  Gobernador  Militar  de 
siete  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  que  declaran- 
do de  propiedad  pública  el  Tranvía  existente  en  el 
muelle  Beal  de  Santiago  de  Cuba  mand6  que  fuera 
entregado  al  Colector  de  Aduanas  de  dicho  puerto; 
cuyo  pleito  pende  ante  esta  Sala  en  grado  de  apela- 
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dÓD,  por  virtud  de  la  interpuesta  por  los  demandan- 
tes oontra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  catorce  de  Febrero 
^Itimo  declarando  sin  lugar  la  demanda  y  en  su  con- 
secuencia válida  y  subsistente  la  resolución  recurrida, 
sin  especial  condenación  de  costas. 

Aceptando  los  Besultandos  de  la  sentencia  ape- 
lada. (1) 

Resultando  que  admitida  la  apelación  y  sustan- 
ciada la  instancia  en  este  Tribunal  se  celebró  vista 
ptiblica  en  once  de  Agosto  último  con  asistencia  del 
Letrado  de  la  parte  apelante  y  del  Ministerio  Fiscal 
pidiendo  el  primero  que  se  revocara  la  sentencia  y  el 
segundo  que  se  confirmara. 

Resultando  que  pedido  para  mejor  proveer  varios 
expedientes  administrativos,  referentes  al  asunto  á  la 
Secretaria  de  Obras  Fáblicas  y  ai  Gobierno  Civil  de 
Santiago  de  Cuba,  y  recibidos  los  que  se  encontraban 
en  aquellas  Oficinas  y  estimados  suficientes  por  la  Sa- 
la, al  fin  propuesto,  se  pusieron  de  manifiesto  á  las 
partes  por  el  término  legal,  sin  que  hubiesen  repre- 
sentado nada  acerca  del  contenido  de  dichos  expe- 
dientes; dándose  cuenta  para  el  fallo  el  diez  y  ocho 
del  corriente. 

Resultando  que  entre  los  expedientes  traídos  para 
mejor  proveer  aparece  el  instruido  en  el  Gobierno  Ci- 
vil de  Santiago  de  Cuba  por  virtud  de  denuncia  que 
hicieron  los  señores  Vives  Ingiada  y  Francoli  mani- 
festando que  el  veinte  de  Febrero  de  mil  novecientos 
uno  vencía  el  plazo  de  diez  años  que  les  fué  concedido 
para  la  explotación  del  Tranvía  del  Muelle  Real  de 
aquel  puerto,  en  el  cual  aparece  á  las  fojas  once  un 
telegrama  de  la  Secretaria  de  Obras  Públicas  dispo- 
niendo que  Ingiada  continúe  explotación  Tranvía, 
dando  cuenta  á  partir  de  esa  fecha  de  los  productos, 
cuyo  telegrama  fué  comunicado  á  los  interesados  el 
día  veinte  y  dos.  Al  folio  veinte  y  seis  un  telegrama 
en  inglés,  cuya  traducción  se  encuentra  al  veinte  y 
siete,  la  cual  dice  así:  '^Habana,  Marzo  siete  de  mil 
novecientos  uno.  Gobernador  Civil  Santiago.  La  con- 
cesión del  muelle  de  Santiago  ha  expirado  y  el  tranvía 
que  se  encuentra  en  el  mismo  es  ahora  propiedad  pú- 
blica bajo  la  dirección  y  administración  del  Colector 
de  Aduanas  de  Santiago  el  que  informa  que  el  mismo 
ha  sido  traspasado  á  Yd.    por  el   concesionario.     El 

(1)    La  cual  se  inserta  á  continuación  y  en  ella  hacemos  las  aco- 
taciones de  costumbre  para  facilitar  su  examen. 
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Gobernador  Militar  ordena  qne  Be  pase  éste  al  Ck>leo- 
tor  de  Aduana. —Firmado. — H.  L.  Boott. — Ayudan- 
te Generalj».  Al  folio  veinte  y  nueve  un  telegra- 
ma de  nueve  de  Marzo  del  Secretario  de  Obras  P6bli- 
caa  al  Gk>bernador  Civil  de  Santiago,  ordenándole 
suspenda  órdenes  remitida  por  la  Secretaria  rela- 
tivas al  Tranvía  Inglada  sobre  el  muelle  Beal  y  anun- 
ciando que  el  Gobernador  Militar  ratificaría  órdenes 
comunicadas  al  Oolector  de  Aduanas.  Al  folio  treinta 
y  seis  una  comunicación  de  Inglada  Vives  y  Franco- 
li  fecha  once  de  Marzo  dirigida  al  Gobernador  Civü 
de  Santiago  acusando  recibo  del  telegrama  antes  trans- 
crito del  Gobernador  Militar  y  manifestando  que  cum- 
pliendo esa  Orden  en  dicho  día  habían  hecho  entrega 
del  Tranvía  y  rogando  se  expida  certificación  duplica- 
da de  dicha  Orden  y  de  la  fecha  en  que  terminó  la 
concesión  para  explotar  el  Tianvfa. 

Resultando  que  al  folio  veinte  y  uno  del  expe- 
diente de  la  Secretaría  de  Obras  P6blicas  iniciado  el 
año  de  mil  novecientos  y  en  cuya  car&tula  se  expresa 
que  trata  de  la  solicitud  de  los  Sres.  Inglada  y  Com- 
pañía para  que  se  le  reconozca  su  derecho  al  Tranvía 
que  sobre  el  muelle  de  Cuba  poseían  y  le  traspasaron 
los  señores  García  y  Ramírez,  obra  original  una  acta 
de  incautación,  fecha  veinte  y  uno  de  Febrero  de  mil 
novecientos  uno,  en  la  cual  aparece  que  el  Ingeniero 
Jefe  se  incautó  &  nombre  del  Estado  de  un  Tranvía 
de  carros  portátiles  impulsado  á  brazo,  para  oondacir 
mercancías  de  importación  y  exportación  desde  el 
muelle  hasta  el  Tinglado  Viejo  y  vioeversa,  por  haber 
expirado  el  término  de  la  conce^ióo,  con  cnya  incau- 
tación Fe  manifestó  conforme  Diego  Ramírez  en  repre- 
sentación de  los  concesionarios  Inglada  Vives  y  Fran- 
coli,  formalizado  el  acto  por  medio  de  inventarío 
que  consta  al  folio  ventidos  y  del  que  aparece  qne 
la  linea  era  doble  vía  estrecha  con  ciento  treinta 
y  nueve  metros  lineales  constituyendo  el  material 
móvil  seis  carros  plataforma  que  en  dicho  inventario 
se  describen.  Al  folio  treinta  y  tres  del  mismo  ex- 
pediente obra  el  acta  de  entrega  del  Tranvía  existen- 
te en  el  muelle  del  £»tado  en  Santiago  de  Cuba,  fe- 
cha once  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  de  cu- 
ya acta  aparece  que  el  Inquiero  Jefe  de  Obras 
Públicas  entregó  en  cumplimiento  de  Orden  del  Go- 
bernador Militar  qne  le  fué  comunicada  por  el  Gober- 
nador Civil,  entregó  al  Colector  de  Aduana  de  aqnel 
puerto  el  Tranvía  de  que  se  había  incautado  en  vein- 
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te  y  uno  del  mes  de  Febrero  anterior  conforme  al  acta 
é  inventario  de  incaataoién;  cuya  entrega  quedó  apro- 
bada por  el  Secretario  de  Obras  Páblícaa  el  \einte  de 
Marzo. 

Dkcibiók  de  la  apelaciói^: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betau- 
court. 

Primero.  Considerando  qué  en  el  presente  pleito 
se  solicitó  la  revocación  de  la  Orden  del  Gobernador 
Militar,  que  fué  de  esta  Isla  fechada  en  siete  de  Marzo 
del  afio  próximo  pasado,  que  se  deja  transcrita  en  ios 
Resultandos  de  esta  sentencia,  pidiéndose  que  se  de- 
jara sin  efecto  y  se  anulara  todo  lo  practicado  por  con- 
secuencia de  la  misma  por  entender  el  recurrente  que 
en  dicha  Orden,  al  referirse  al  Tranvía  en  conjnnto, 
comprendió  en  la  declaración  de  propiedad  pública  y 
en  la  orden  de  entrega  al  Colector  de  Aduana  de  San- 
tiago de  Cuba  la  prolongación  autorizada  del  afio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  de  la  línea  concedi- 
da en  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve;  y  en  cuanto  á 
esta  última  que  se  infringió  la  Real  Orden  de  veinte 
y  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
seis  al  disponer  la  entrega  al  Colector  de  Aduana  en 
vez  del  cumplimiento  de  los  párrafos  b.  c.  d.  f.  de  la 
citada  Real  Orden. 

Segundo.  Considerando  qae  la  cuestión  á  resolver 
se  Umita  fundamentalmente  en  si  la  expresada  Orden 
Militar  vulneró  algún  derecho  de  carácter  administra- 
tivo establecido  anteriormente  á  favor  del  demandante 
por  una  ley,  un  reglamento  ú  otro  precepto  adminis- 
trativo, único  caso  que  contra  ella  procedía  y  pudiera 
declararse  con  lugar  el  presente  recarso  contencioso- 
administrativo. 

Tercero.  Considerando  en  cuanto  á  las  alegacio- 
nes de  la  demanda  que  se  refieren  especialmente  al 
Tranvía  concedido  en  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
ve, que  los  mismos  recurrentes  á  título  de  concesiona- 
rios han  reconocido  y  aceptado  que  el  plazo  de  la  con- 
cesión había  terminado  y  en  su  consecuencia  entrega- 
ron dicho  Tranvía  al  Ingeniero  Jefe  del  Distrito,  que 
en  representación  del  Estado  se  incautó  del  mismo;  y 
por  consiguiente  aceptando  que  por  la  Orden  Militar 
reclamada  se  declaró  que  dicho  Tranvía  era  propiedad 
pública,  tal  declaración  no  lesionaba  ningún  derecho 
administrativo  anteriormente  adquirido  por  los  conce- 
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sionarioB,  pnes  uno  de  los  efectos  del  vencimiento  del 
plazo  de  la  concesión  conforme  á  los  términos  de  ésta 
consignada  en  la  cláusala  octava  de  la  Real  orden  de 
diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho, 
era  que  el  Gobierno  podía  declarar  terminada  la  con- 
cesión é  incautarse  de  la  obra  ó  consentir  la  prolonga- 
ción de  la  concesión  por  lo  cual  es  visto,  que  al  hacer, 
como  hizo  lo  primero,  ejercitó  un  derecho  que  le  era 
privativo  y  que  además  de  constar  en  dicha  concesión, 
resulta  explícito  en  el  apartado  (a)  párrafo  segundo 
de  la  Real  Orden  de  veintisiete  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  seis. 

Cuarto.  Considerando  que  espirado  el  término  de 
la  concesión  y  realizada  la  incautación  por  parte  del 
Est^ado  cesa  todo  derecho  é  intervención  directa  por 
parte  del  concesionario,  como  proviniente  de  la  con- 
cesión, en  las  obras  ó  servicios  incautados;  y  que  con- 
forme á  la  Real  Orden  últimamente  citada  no  tiene 
otro  derecho  que  el  de  tanteo  cuando  el  Estado  saque 
á  subasta  las  obras,  por  entender  que  es  dudosa  su 
utilidad  para  el  servicio  público,  siendo  el  Estado  ar- 
bitro de  decidir  acerca  de  esta  utilidad  y  por  consi- 
guiente de  la  subasta,  a«í  como  le  es  potestativo,  en 
caso  de  quedar  desierta  y  agotados  los  medios  para  la 
contratación  en  general,  invitar  al  concesionario  á 
que  continúe  la  explotación,  por  lo  que  es  visto  que 
en  los  ti*ámites  administrativos  mediante  los  cua- 
les la  autoridad  liega  á  una  ú  otra  decisión ,  el 
concesionario  no  tiene  intervención  alguna,  como  co- 
sa ajena  á  su  derecho,  y  por  tanto,  la  omisión  de  esos 
trámites,  por  cuyo  cumplimiento  no  está  llamado  á 
velar,  no  vulneran  sus  repetidos  derechos,  y  no  pue- 
den ser  causa  de  que  se  dejen  sin  efecto  la  resolución 
que  en  uso  de  sus  facultades  dicta  la  autoridad  entre- 
gando al  servicio  público  la  obra  que  fué  objeto  de  la 
concesión  caduca. 

Quinto.  Considerando  en  cuanto  á  que  la  resolu- 
ción recurrida  comprendía  un  ramal  ó  línea  no  com- 
prendida en  la  concesión  caduca  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve,  sino  en  una  posterior  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro,  que,  á  parte  de  que  como 
acertadamente  dice  la  Audiencia,  no  aparece  justifica- 
da la  existencia  de  esa  duplicidad  de  líneas  porque 
no  bastaría  á  justificar  la  concesión  del  Gobernador 
Civil  bajo  condiciones  determinadas  entre  ellas  de  mo- 
dificar el  trazado,  si  no  se  demuestra  además  la  reali- 
zación de  esas  obras,  su  explotación  y  legítimo  disfru- 
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to  por  parte  de  los  reclamantes,  es  lo  cierto  que  la 
Orden  reclamada  disponía  la  entrega  al  Colector  de 
Adaana  del  Tranvía  que  estaba  ya  en  poder  del  Go- 
bierno, por  entrega  que  á  su  vez  á  éste  hicieron  los 
concesionarios,  y  que  el  traspaso  que  en  cumplimiento 
de  esa  Orden  se  verificó,  segán  el  acta  de  que  se  ha 
hecho  mérito  en  los  Resultandos,  comprendió  las  mis- 
mas cosas  que  el  concesionario  había  entregado  al  In- 
geniero Jefe;  y  por  consiguiente  la  Orden  reclamada, 
que  quedó  de  tal  modo  cumplida,  comprendía  ]a  con- 
cesión caduca,  sin  que  en  el  ezpediente  administrati- 
vo conste  auténticamente  otra  cosa,  y  si  como  se  afir- 
ma en  el  acta  notarial  de  protesta  levantada  por  los 
recurrentes,  la  Aduana  se  incautó  de  otros  objetos, 
respecto  de  esta  incautación  no  es  reclamable  la  Orden 
MiHtar  que  se  reclama,  sino,  en  su  caso  y  oportunidad, 
las  que  á  tales  actos  hubieren  dado  origen  ó  los  mismos 
actos  en  si. 

Sexto.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas procede  confirmar  la  sentencia  que  declaró  sin 
lugar  la  presente  demanda  contencioso  administrativa. 

Séptimo.  Considerando  que  á  juicio  de  la  Sala 
la  parte  demandante  no  ha  procedido  con  notoria  te- 
meridad al  establecer  este  pleito  y  sostener  la  apela- 
ción. 

Vistos  los  artículos  primero  y  segundo  de  la  Ley 
de  trece  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
ocho  y  el  párrafo  segundo  de  la  Real  Orden  de  veinti- 
siete de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis. 

Fallamos:  que  debemos  confirmar  y  confirmamos 
la  sentencia  dictada  en  este  pleito  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  catorce  de  Fe- 
brero último  sin  especial  condenación  de  costas.  De- 
vuélvanse á  dicha  Audiencia  los  autos  y  expedientes 
por  la  misma  elevados,  y  comnníquesele  por  medio  de 
certificación  esta  sentencia  la  cual  se  publicará,  prece- 
diendo á  la  que  se  confirma,  en  la  Gaceta  Oficial  de  la 
República  é  insertará  en  la  Colección  á  cargo  de  la 
Secretaría  de  Justicia  á  cuyo  efecto  se  expedirán  las 
copias  necesarias.  Devuélvanse  asimismo  á  la  Secreta- 
ría de  Obras  Públicas  y  al  Gobierno  Civil  de  Santiago 
de  Cuba  los  expedientes  directamente  remitidos  por 
dichos  Centros  á  este  Tribunal. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — Ángel  C.  Betancourt. 
-♦-Ambrosio  R.  Morales. 
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Pablicación.  Leída  y  publicada  fué  la  anterior 
sentencia  por  el  Magistrado  Ponente  Sr.  Ángel  C.  Be- 
tancourt,  en  audiencia  pública  de  eete  día.  Habana, 
treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  dos.  Cer- 
tifico.— Armando  de  J.  Ríva. 

La  sentencia  confirmada  es  como  sigue. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  catorce  de  Febrero 
de  mil  novecientos  dos,  la  Sala  de  lo  Civil  de  esta  Au- 
diencia; habiendo  visto  el  presente  recurso  contencio- 
so-administrativo,  seguido  entre  partes,  de  la  una 
como  demandante,  el  doctor  don  Eliseo  Gibeiga  y 
Galí  á  nombre  y  en  representación  de  los  señores  In- 
glada,  Vives  y  Francoli,  bajo  su  propia  dirección,  y  de 
la  otra  como  demandado,  el  Ministerio  Fiscal  en  re- 
presentación de  la  Administración  Greneral  del  Estado, 
en  solicitud  el  primero,  de  que  se  revoque  la  Orden 
del  Gobierno  Militar  de  siete  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos uno,  que  declaró  de  propiedad  pública  el  Tran- 
vía existente  en  el  muelle  Real  de  Santiago  de  Cuba,  y 
mandó  que  fuera  entregado  al  Colector  de  Aduanas  de 
dicho   puerto. 

Antecedentes  administbativos: 

Resultando:  de  los  expedientes  instruidos  en  el 
Gobierno  General  de  la  Isla,  con  motivo  de  la  pro- 
moción que  hicieron  don  Francisco  García  y  don 
Diego  Ramírez,  causantes  de  los  señores  Inglada, 
Vives  y  Francoli,  solicitando  aquéllos  construir  un 
tranvía  en  el  muelle  Real  de  Santiago  de  Cuba;  apare- 
ce á  fojas  tres  de  la  primera  pieza,  una  instancia  diri- 
gida al  Excmo.  Sr.  Gobernador  General  por  don  Fran- 
cisco Grarda  y  don  Diego  Ramírez  de  fecha  tres  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  solicitando 
la  concesión  de  autorización  de  una  carrilera  urbana 
puramente  particular  y  sin  subvención  del  Estado, 
para  conducir  las  mercancías  del  comercio  y  cuyo 
punto  de  partida  aparecía  en  el  extremo  Oeste  del 
muelle  Real  pagando  una  de  las  líneas  por  una  de  las 
naves  interiores  del  Tinglado,  otra  por  su  exterior  que 
mira  al  Norte,  y  sus  dos  últimos  extremos,  uno  en  la 
calzada  de  Cristina  esquina  á  Santa  Rosa,  y  el  otro  en 
la  misma  calzada  esquina  á  la  calle  de  San  Francisco: 
En  veintiocho  de  JVÍarzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
tres,  fojas  cuatro,  comunicó  el  Gobierno  General  al 
Gobernador  Civil  de  la  provincia  de  Santiago  de  Cu- 
ba, su  resolución,  que  se  manifestara  á  los  intere- 
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sados,  qae  presentaran  el  proyecto  de  dicho  Ferroca- 
rril Urbano  y  lo  remitieran  para  su  correspondiente 
tramitación,  en  caso  de  que  con  él  se  afecta  en  algo  al 
muelle  del  Estado,  pues  de  no  ser  así,  y  si  solamente 
á  las  calles  de  la  población,  en  este  caso,  por  el  Ayun- 
tamiento se  puede  proceder  á  la  concesión  del  referido 
tranvía  previo  el  oportuno  expediente,  que  deberá  for- 
marse con  el  proyecto  mencionado,  cual  determina  el 
Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  de  Ferroca- 
rriles de  veinte  y  tres  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  siete:  Que  á  fojas  veinte  y  cinco  obra  la 
copia  de  una  comunicación  de  Obras  Públicas  de  la 
provincia  de  Santiago  de  Cuba  dirigida  al  Gk)bernador 
Civil  de  la  misma,  devolviendo  las  instancias  de  los 
solicitantes,  para  que  éstos  redactaran  el  pliego  de 
condiciones  facultativas  que  eran  indispensables  para 
la  concesión  de  todo  tranvía;  manifestándole  al  propio 
tiempo,  que  en  la  instancia  promovida  por  los  intere- 
sados y  en  el  plano  general  del  proyecto  de  referencia, 
se  incluyen  las  obras  correspondientes  á  la  parte  de  la 
prolongación  aprobada  para  dicho  muelle,  lo  cual  con- 
sidera improcedente,  hasta  tanto  que  dichas  obras  de 
la  prolongación  se  hayan  construido,  en  cuyo  caso 
los  peticionarios  podrán  promover  nueva  instancia 
con  el  proyecto  de  las  obras  que  se  propongan  enton- 
ces ejecutar:  Que  también  aparece  á  fojas  veinte  y 
siete  el  informe  del  Jefe  interino  de  la  Provincia  de 
Santiago  de  Cuba,  en  el  que  entre  otros  particulares 
relativos  á  la  concesión,  se  expresa:  «Respecto  á  lo  so- 
licitado por  los  exponentes  de  que  se  les  exima  del 
cumplimiento  del  artículo  ciento  trece  del  Reglamen- 
to citado,  que  dispone  que  la  concesión  de  la  parte  de 
obra  ocupada  por  el  Tranvía  será  de  cuenta  del  con- 
cesionaríoj».  Que  á  fojas  treinta  se  halla  el  acuerdo  del 
Gk)bemador  General,  comunicado  al  Gobernador  Civil 
de  la  Provincia  de  Santiago  de  Cuba,  en  veinte  y  siete  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  significán- 
dole la  necesidad  de  que  los  interesados  se  sujeten  á 
lo  dispuesto  en  la  Ley  y  su  Reglamento  desestimando 
á  la  vez  la  i)etición  de  los  mismos  respecto  á  que  sea 
de  cuent«  del  Estado  la  conservación  de  la  parte  del 
muelle  que  se  ocupe  con  dicha  obra.  Que  á  fojas  cua- 
renta y  tres  y  siguientes,  se  encuentra  el  informe  de 
la  Inspección  General  de  Obras  Públicas,  en  el  que  se 
enumera  las  condiciones,  en  que  procedía  otorgarse  la 
concesión  éntrelas  que  se  expresa:  'Trímero:  Los 
concesionarios  se  obligan  á  ejecutar  en  el  término  de 
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cuatro  meses  á  contar  desde  la  fecha  en  que  se  les  no* 
tifíqne  la  concesión  de  las  obras  de  un  tranvía  desde 
el  extremo  Oeste  del  muelle  que  el  Estado  posee  en  el 
puerto  de  Santiago  de  Cuba  hasta  la  cabeza  también 
Oeste  del  tinglado,  con  sujeción  al  proyecto  presenta- 
do salvo  en  la  parte  relativa  á  las  carreteras  portáti- 
les que  se  excluyen  de  esta  concesión;  debiendo  prin- 
cipiarse las  indicadas  obras  á  los  cuarenta  y  cinco 
días  contados  desde  la  citada  fecha.''  Que  á  fojas  dos 
de  la  segunda  pieza  obra  copia  de  la  Real  OMen  de 
diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho 
disponipndo  que  se  adjudique  en  pública  licitación  el 
servicio  de  los  transportes  en  los  muelles  del  Estado 
establecido  en 'el  puerto  de  Santiago  de  Cuba,  enume- 
rando las  condiciones  bajo  las  cuales  debía  celebrarse, 
entre  las  mismas  está  la  siguiente:  Octava:  £1  plazo 
de  explotación  será  de  diez  años  durante  el  cual  regirá 
como  tarifa  máxima  la  de  ocho  centavos  por  carga  de 
ochenta  y  cuatro  kilogramos:  pagado  este  plazo  el  Go- 
bierno podrá  declarar  terminada  la  concesión  incau- 
tándose de  las  vías  y  del  servicio,  ó  consentir  la  pro- 
longación del  mismo,  revisando  las  tarifas  máximas  y 
sus  condiciones  por  tiempo  ilimitado  y  hasta  que  otra 
cosa  convinere  á  los  intereses  públicos:  Que  según  la 
copia  obrante  á  fojas  treinta  y  cuatro  se  celebró  la  su- 
basta en  diez  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
ve, con  arreglo  al  proyecto  y  bajo  las  condiciones  indi- 
cadas por  la  Superioridad,  que  se  sin  presentara  pro- 
posición alguna  más  que  la  rectificación  de  los  autores 
del  proyecto  don  Diego  Ramírez  por  sí  y  en  represen- 
tación de  don  José  Francisco  García,  que  solicitaron 
que  se  le  adjudicase  bajo  las  condiciones  aprobadas  y 
con  arreglo  al  proyecto  presentado;  cuya  subasta  fué 
aprobada  por  el  Gobierno  General  en  diez  y  ocho  de 
Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  que  á  la  fo- 
ja treinta  y  ocho  existe  la  copia  de  la  R.  O.  de  nueve 
de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve, 
que  aprobó  el  acta  de  la  subasta,  para  la  concesión 
del  tranvía  sobre  el  muelle  Real  del  Puerto  de  Santia- 
go de  Cuba,  y  cencediendo  el  expresado  tranvía  á  don 
Diego  Ramírez  por  sí  y  en  representación  de  don  José 
Fitincisco  García  con  arreglo  á  las  condiciones  apro- 
badas para  el  acto  de  la  subasta  y  al  proyecto  presen- 
tado y  con  las  prescripciones  detalladas  en  la  R.  O.  de 
diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  re- 
lativas al  particular:  Que  á  fojas  cuarenta  y  cuatro 
obra  el  acta  levantada  en  treinta  de  Diciembre  de  mil 
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ochocientos  ochenta  y  nueve,  para  verificar  el  replan- 
teo de  las  obras  del  tranvía,  procediéndose  á  marcar 
los  pontos  principales  de  las  lineas  del  citado  tranvía 
en  las  direcciones  que  determinan  los  planos  del  pro- 
yecto aprobado  en  la  forma  siguiente:  Desde  la  extre- 
midad Oeste  del  referido  muelle  Real  y  paralelas  al 
costado  Sur  del  mismo,  se  trazarán  dos  alineaciones 
rectas  distantes  entre  si  tres  metros  y  á  partir  de  la 
misma  arista  citada  del  Sur,  siete  y  diez  metros  res- 
pectivamente con  una  longitud  cada  una  de  cincuenta 
y  cinco  metros  cinco  centímetros.  Seguidamente  Ise 
desamallarán  dos  curvas  para  salvar  el  ángulo  que 
forma  el  muelle  en  esta  parte,  con  radios  de  noventa 
y  cinco  metros  y  diez  y  nueve  metros  noventa  centí- 
metros de  extensión:  tangentes  á  estas  curvas,  se 
fijarán  otras  dos  alineaciones  rectas  que  se  prolon- 
gan paralelamente  al  costado  Norte  del  tinglado  á 
distancia  de  un  metro  sesenta  centímetros  la  pri- 
mera y  cuatro  metros  sesenta  centímetros  la  segunda, 
hasta  la  extremidad  Este  del  mismo  tinglado.  Con  su- 
jeción á  los  planos  del  proyecto,  se  marcó  sobre  el 
terreno  la  curva  de  inflección  que  desde  el  costado  la- 
teral del  Oeste  del  expresado  tinglado  entronca  con  la 
línea  Sur  del  tranvía.  Y  á  la  foja  cincuenta  y  siete, 
la  comunicación  del  Gobierno  Civil  de  la  Provincia  de 
Santiago  de  Cuba  de  fecha  diez  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  participando  al  Gobernador  General 
de  la  Isla,  la  autorización  á  los  concesionarios  para  la 
explotación  del  tranvía. — Resultando  que  con  relación 
á  la  Orden  del  Gobernador  Militar  de  siete  de  ^arzo 
de  mil  novecientos  uno,  objeto  de  este  pleito,  comuni- 
cada á  los  señores  Inglada  Vives  y  Francoli  el  día  si- 
guiente ocho,  según  el  documento  de  foja  primera  del 
expediente  A  consta  lo  siguiente:  La  comunicación  de 
la  Secretaría  de  Obras  Públicas  de  fojas  once  del  e>f- 
pediente  B  quedice  así:  Habana,  Abril  veinte  y  tres 
de  mil  novecientos. — Honorable  Gobernador  General. 
— ^Habana. — Señor: — Con  fecha  doce  del  actual  remi- 
tió ese  Cuartel  General  á  esta  Secretaría  copia  de  un 
telegrama  del  Alcalde  de  Santiago  de  Cuba  referente 
á  una  concesión  de  tranvía  en  aquella  ciudad  al  señor 
Diego  Ramírez,  en  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cinco  y  de  un  endoso  de  ese  Cuartel  General  que  de- 
clara nula  la  referida  concesión,  por  esta  Secretaría  se 
ha  dictado  en  veinte  y  ocho  de  Marzo  próximo  pasado, 
una  resolución  referente  al  mismo  asunto  á  lo  que  pa- 
rece, sin  que  pueda  afirmarse  por  los  pocos  datos  que 
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la  copia  contiene.  Los  señores  Inglada  y  Gomi^afíía, 
de  Santiago  de  Cuba  pretenden  que  tienen  dere^o  al 
nsufructo  de  un  tranvía  existente  sobre  el  muelle 
Real  y  calle  de  Cristina  en  aquella  población,  con- 
cedido por  Real  Orden  de  diez  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho  á  los  señores  Diego  Ra- 
mírez y  José  F.  García.  Esta  Secretaria  estudiados 
los  antecedentes  y  visto  que  en  ellos  no  existe  ningún 
documento  que  pueda  servir  de  base  al  derecho  ale- 
gado por  aquellos  señores,  resolvió  señalarles  un  pla- 
zo de  treinta  .días  para  que  presenten  los  documentos 
que  deben  poseer  en  justificación  del  derecho  que  ale- 
gan con  objeto  de  dar  cuenta  al  Honorable  Gobernador 
General  proponiendo  resolución  en  ese  asunto.  Ruego 
4  Yd.  manifieste  á  esta  Secretaria  si  la  concesión  á  que 
alude  la  copia  antes  citada  es  la  misma  que  motivó  la 
resolución  de  esta  Secretaría,  para  caso  afirmativo 
abandonar  este  particular  ya  resuelto. — ^De  Vd.  res- 
petuosamente.— El  Secretario,  P.  A.,  José  Primelles. 
Director  General». — La  certificación  de  fojas  diez  del 
expediente  A.  que  dice:  (f Leonardo  Ros  y  Rodríguez, 
Secretario  interino  del  Gobierno  Civil  de  la  Provincia 
de  Santiago  de  Cuba. — Certifico:  que  en  el  expediente 
promovido  por  los  señores  Arturo  Inglada  y  Compa- 
ñía y  cuya  carátula  dice  así: — Número  ciento  noventa 
y  siete. — Fomento  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro. 
— Arturo  Inglada  y  Compañía. — Autorización  para 
instalar  un  tranvía  en  el  nuevo  tinglado  de  este 
puerto  hay  entre  otros  documentos  una  minuta  que  á 
la  letra  dice: — «á  los  señores  Arturo  Inglada  y  Com- 
pañía.—cobre — doce  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro.— Puesta. — Vista  la  instancia  documentada  en  que 
ustedes  solicitan  autorización  para  construir  dos  visa 
férreas  que  comuniquen  el  tranvía  de  su  propiedad, 
situado  sobre  el  muelle  real  de  este  puerto,  con  los 
costados  Este  y  Sur  del  nuevo  tinglado  de  hierro;  re- 
sultando favorables  los  informes  dados  por  el  Coman- 
dante de  Marina  y  Junta  de  Obras  del  Puerto;  y  con- 
formándome con  lo  propuesto  por  la  Sección  de  Obras 
Públicas;  he  resuelto  conceder  á  ustedes  la  autorización 
que  solicitan  para  instalar  las  citadas  vías  con  el  ca- 
rácter de  provisionales  bajo  la  condición  de  que  se  mo- 
difique el  trazado  de  las  líneas  correspondientes  al  cos- 
tado Sur  del  Tinglado  para  evitar  que  penetre  en  los 
jardines  de  la  Capitanía  del  Puerto.  Y  quedando  Vdes. 
obligados  á  levantar  la  vía  sin  derecho  á  reclamación 
de  ninguna  clase  tan  luego  como  se  considere  necesa- 
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rio,  pero  disponi'endo  libremente  de  los  materiales  en 
ese  caso. — Lo  que  digo  á  ustedes  para  su  conocimien- 
to y  efectos. — Dios  fho. — Y  á  petición  de  los  señores 
Inglada,  Vías  y  Francoli,  expido  la  presente  visada 
por  el  señor  Gobernador  Civil  en  Santiago  de  Cuba  á 
diez  y  seis  de  Abril  de  mil  novecientos  uno. — Leonar- 
do Ros. — Visto  Bueno. — Demetrio  Castillo. — Otra  co- 
municación de  la  Secretaria  de  Obras  Públicas  que 
ocupa  la  foja  diez  y  nueve  y  veinte  del  expediente  B. 
que  dice  así:— Habana,  Mayo  tres  de  mil  novecientos: 
Honorable  Gobernador  General. — Habana. — Señor:-^ 
Resultando  del  endoso  número  mil  ciento  noventa  y 
nueve  de  ese  Gobierno  General  de  treinta  del  mes 
próximo  pasado  contestando  una  consulta  de  esa  Se- 
cretaria, que  la  concesión  conocida  por  concesión  Ra- 
mírez, de  un  tranvía  sobre  el  muelle  Real  y  algunas 
calles  en  Santiago  de  Cuba  es  la  misma  que  por  reso- 
lución de  ese  Gobierno  de  doce  del  mes  próximo  pasa- 
do, fué  declarada  nula,  se  hace  necesario  según  las 
leyes  vigentes,  que  al  propio  tiempo  que  esta  declara- 
ción ya  hecha,  se  ordene  la  incautación  de  las  obras 
por  el  Estado  lo  que  corresponderá  hacer  á  este  De- 
partamento de  mi  cargo. — Declarada  la  nulidad  de  la 
concesión  no  debe  seguirse  explotando  el  tranvía  por 
los  señores  Inglada  y  Compañía,  debiendo,  los  produc- 
tos del  mismo  ser  para  el  Estado. — Sírvase,  pues,  dis- 
poner la  incautación  de  la  obra  para  que  por  esta  Se- 
cretaría puedan  darse  las  órdenes  correspondientes,  á 
fin  de  que  no  sufran  perjuicios  los  intereses  públicos. 
Es  siempre  más  conveniente  que  estás  obras,  de  que 
el  Estado  se  incaute,  continúen  siendo  explotadas  por 
los  particulares  bajo  las  tarifas  aprobadas  ó  disminu- 
yéndolas, si  se  cree  conveniente,  y  el  sistema  que  se  si- 
gue es,  celebrar  contratos  mediante  subastas,  con  par- 
ticulares ó  Compañías,  que  bajo  condiciones  que  se  se- 
ñalan y  abonando  al  Estado  la  cantidad  que  se  fije, 
atendido  el  producto  de  la  obra,  las  explotan  por  un  nú- 
mero de  años.  Con  tal  sistema  se  obtiene  un  ingreso  se- 
guro al  Estado  y  se  evita  la  vigilancia  que  sería  necesa- 
ria si  la  explotación  se  hiciera  por  el  Gobierno.  Llamo 
su  atención  sobre  la  conveniencia  de  resolver  pronto  este 
asunto,  pues  se  trata  de  intereses  de  Hacienda  Pública. 
— De  Vd.  respetuosamente. »  La  instancia  de  fojas 
treinta  y  nueve  obrante  en  el  mismo  expediente  B. 
que  dice:  <fSr.  Secretario  de  Obras  Públicas. — Ingla- 
da Vives  y  Francoli,  propietarios  del  tranvía  del  mue- 
lle á  Vd.  exponen:  que  en   el  Gobierno  Civil  de  esta 
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ciudad  ha  aparecido  la  instancia  en  que  los  Sres.  Ea- 
mirez  y  García  dieron  cuenta  de  haber  traspasado  la 
propiedad  del  travía  á  los  Sres.  A.  Inglada  y  CJompa- 
ñía  y  la  aceptación  de  éstos. — Como  la  falta  en  esa 
Secretaría  de  las  diligencias  en  que  se  dio  cuenta  de 
dicho  traspaso  es  la  base  de  la  duda  de  la  resolución 
que  se  nos  comunicó,  interesa  á  nuestro  derecho  ma- 
nifestarle que  la  pérdida  ó  extravío  en  esa  de  ella,  au- 
torízanos á  pensar  que  igual  suerte  hayan  corrido  la 
petición  que  hicieron  A.  Inglada  C.  de  la  prórroga  del 
plazo  de  explotación  y  los  documentos  que  se  acompa- 
ñaron, así  como  la  resolución  que  recayó.  Las  cir- 
cunstancias en  que  fué  expedido  el  certificado  por  el 
Jefe  de  Obras  Públicas  en  que  la  propiedad  general 
estaba  amenazada  de  desaparecer  unido  á  la  seriedad 
de  nuestros  antecesores,  no  permitía  la  adquisisoria 
de  un  documento  de  cuya  validez  pudiera  ponerse  du- 
da por  la  Autoridad,  con  mucha  más  razón  cuando  la 
situación  de  la  Isla  vino  á  quedar  definida  en  Enero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  si  A.  Inglada 
y  C*  no  hubiera  estado  ajustado  á  verdad  en  su  dere- 
cho, pudo  en  el  interregno  de  Julio  á  Enero  de  dichos 
años  dar  los  pasos  oportunos  para  salvar  algán  va- 
cío que  supiera  existía.  El  cambio  radical  que  ya 
en  Julio  del  noventa  y  ocho  se  vio  venir  y  el  des- 
barajuste operado  en  las  Oficinas,  así  como  otras 
razones  que  harán  peso  en  su  ánimo,  le  harán  deducir 
que  nuestro  derecho  es  perfecto  y  por  lo  que  ocurri- 
mos.—Suplicándole  que  tomando  en  cuenta  lo  mani- 
festado se  digne  resolver  en  justicia.  Cuba,  Mayo 
veinte  y  ocho  de  mil  novecientos. — Inglada  Vives  y 
Francoli''. — La  comunicación  de  la  Secretaría  de 
Obras  Públicas  de  fojas  veinte  y  ocho  del  expediente 
B  que  dice:  * 'Cinco  de  Junio  de  mil  novecientos.  Se- 
ñores Inglada,  Vives  y  Francoli. — Muy  Sres.  míos. — 
Vista  la  instancia  que  con  fecha  veinte  y  ocho  del  mes 
próximo  pasado  dirigen  Vds.  á  esta  Secretaria  por 
conducto  del  Gobierno  Civil  de  aquella  Provincia,  así 
como  los  documentos  que  remite,  presentados  por 
Vds.  al  mismo  Gobierno  Civil,  y  contestando  á  las 
distintas  razones  contenidas  en  una  y  otras,  tendentes 
á  demostrar  el  derecho  al  uso  del  tranvía  construido 
por  los  Sres.  Ramirez  y  García,  en  el  muelle  Beal  de 
esa  ciudad,  debo  manifestar  á  Vds.  lo  siguiente: — El 
hecho  de  haber  aparecido  en  el  Gobierno  Civil,  sepa- 
radamente del  expediente  del  que  debía  formar  part« 
y  que  se  ha  dado  por  perdido,  según  comunicación  de 
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ese  Gobierno  de  quince  de  Marzo  ultimo,  la  instancia 
en  que  los  Sres.  Bamirez  y  García,  dieron  cuenta  de 
haber  traspasado  la  propiedad  del  tranvía  á  los  seño- 
res Inglada  y  Compañía  y  la  aceptación  de  éstos;  no 
prueba  que  sean  Vds.,  como  sucesores  de  los  últimos 
citados  8res.  concesionarios  en  la  actualidad  de  dicho 
tranvía,  porque  en  la  instancia  se  daba  cuanta  del 
traspaso  de  la  propiedad,  pero  no  era  la  solicitud  &  la 
Autoridad  competente,  para  que  aceptara  y  con- 
firmara ese  traspaso,  pues  que  el  hecho .  de  vender 
por  escritura  pública  una  pertenencia  no  institu- 
ye en  concesionario  á  los  adquirentes  y  además 
no  consta  que  el  Gobierno  Civil  elevará  á  la  reso- 
lución de  la  Autoridad  competente  ese  traspaso  y 
aceptación,  ni  debió  elevarlo,  porque  la  instancia  no 
lo  pedía  y  se  reducía  á  dar  cuenta  de  la  venta  ó 
cesión. — No  es  completamente  exacto  que  la  duda 
de  ef^ta  Secretaría  respecto  á  la  validez  del  derecho  de 
Yds.  se  fundó  solo  en  la  no  existencia  del  traspaso  de 
la  concesión  á  su  favor,  sino  además  que  en  el  expe- 
diente, completo  en  todas  sus  jyartes,  del  referido  tran- 
vía desde  su  iniciación  no  aparecen  los  Sres.  Inglada 
y  Compañía,  ni  como  adquirientes  de  las  propiedades, 
ni  solicitando  el  traspaso  de  la  concesión,  ni  pidiendo 
la  prórroga  de  usufructo  de  ésta,  que  no  tenían  perso- 
nalidad para  pedir  sin  el  requisito  anterior  ni  por  con 
cepto  alguno;  y  es  tanto  más  lógico  suponer  el  extra- 
vío á  que  Yds.  aluden,  cuanto  que  no  habría  podido 
dasaparecer,  una  jyarte  del  expediente  pues  que  tanto 
en  éste,  como  en  á  cuaderno  de  notas  habría  de  estar 
unido  al  resto  sin  solución  de  continuidad. — El  certi- 
ficado expedido  en  Junio  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  por  el  entonces  Ingeniero  de  Obras  Públicas  de 
aquella  Provincia  no  puede  por  si  sólo  destinar  de  mo- 
do absoluto,  el  derecho  que  Vds.  reclaman,  no  sólo, 
por  el  carácter  de  personal  que  un  documento  de  esa 
naturaleza  tiene  y  por  las  circunstancias  especiales  en 
que  fué  expedido,  sino  por  que  conteniendo  ese  docu- 
mento datos  que  indudablemente  debieran  constar  da- 
da la  forma  de  su  tramitación  de  los  expedientes  en 
la  Secretaría  de  Obras  Públicas  en  la  entonces  Ins- 
pección General,  en  la  Jefactura  de  esa  Provincia,  en 
el  Gobierno  Civil  de  la  misma  y  en  poder  de  Vds. , 
no  aparece  en  ninguna  de  dichas  Oficinas  con  la  agra- 
vante de  la  pérdida  de  ese  expediente  en  el  Gobier- 
no Civil  y  la  no  existencia  en  poder  de  Vds.  En 
cuanto  al  desbarajuste  ocurrido  en  las  Oficinas  con  el 
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cambio  de  la  soberanía,  á  que  aluden,  como  justifica- 
ción del  extravio  de  los  antecedentes  de  este  asunto, 
he  de  manifestarles,  que  no  alcanzó  ni  á  la  Secretarla, 
ni  á  la  Inspección  General,  en  cuyos  archivos  no  se 
ha  notado  hasta  ahora  falta  alguna. —  Respecto  á 
los  documentos  presentados  al  Gobierno  Civil,  me 
ocurre  .solo  manifestar  que  el  recuerdo  de  los  seño- 
res González,  Xavarro  y  Callejas,  por  muy  favo- 
rables que  sean  á  ustedes  no  pueden  ser  suficien- 
tes á  destruir  todos  los  argumentos  que  son  des- 
favorables al  pretendido  derecho  de  ustedes  al 
tranvía.  El  primero  de  dichos  señores  se  reduce  á 
los  datos  contenidos  en  la  certificación  del  Jefe  de 
Obras  Públicas  y  por  consiguiente  de  ser  falsos  estos 
datos,  ningún  valor  tiene  ese  recuerdo. — El  segundo 
y  tercero  se  refieren  á  un  traslado  hecho  á  los  señores 
Inglada  y  Compañía  de  una  comunicación  del  Gobier- 
no General,  concediéndoles  prórroga  del  plazo  de 
usufructo  del  tranvía  y  es  raro  que  no  recuerden  el 
traspaso  de  la  concesión  de  los  primitivos  concesiona- 
rios á  dichos  señores  Inglada  y  Compañía,  y  raro  tam- 
bién, que  de  no  haberse  hecho  ese  traspaso  previa- 
mente, pudiera  el  Gobierno  General  reconocer  á  di- 
chos señores  una  personalidad  legal  que  no  tenían. — 
En  cuanto  á  los  demás  documentos  presentados  al  Go- 
bierno Civil,  escritura  del  traspaso  de  la  propiedad 
del  tranvía,  Real  Orden  de  concesión  á  los  señores 
Ramírez  y  García,  testamento  del  señor  José  Francis- 
co García  y  escritura  de  constitución  de  la  nueva  so- 
ciedad sucesora  de  Inglada  y  Compañía,  para  nada 
son  pertinentes  en  el  asunto  de  que  se  trata.  Como 
resumen  de  lo  expuesto  y  resolución  de  su  instancia 
de  que  se  trata,  esta  Secretaría  resuelve  que,  dadas 
las  circunstancias  de  no  contar  en  ninguno  de  los  Cen- 
tros Oficiales  los  documentos  únicos  que  pueden  lega- 
lizar el  pretendido  derecho  de  ustedes,  al  uso,  en  la 
actualidad,  del  tranvía  de  que  se  trata,  deben  ustedes 
presentar  los  documentos  suficientes  á  comprobarlos, 
y  que  tratándose  de  una  resolución  del  H.  G.  General 
no  les  queda  otro  recurso  que  intentar  la  revisión  de 
esa  resolución  ante  el  Consejo  Administrativo,  de 
acuerdo  y  dentro  del  plazo  que  señala  la  orden  nú- 
mero doscientos  ocho  del  Cuartel  General  de  la  Di- 
visión de  Cuba  de  veinte  del  mes  próximo  pasa- 
do.—De  ustedes  atentamente.»  Y  los  telegramas  di- 
rigidos al  Colector  de  Aduanas  de  Santiago  de  Cuba, 
que  obran  en  la  comunicación  de  fojas  cincuenta  y 
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naeve,  del  referido  expediente  B.  que  dicen  así:  Ha- 
bana, Febrero  primero  de  mil  novecientos  uno. — Co- 
lector Aduanas,  Santiago. — El  Gobernador  Militar  ha 
dispuesto  que  el  muelle  real  pase  bajo  la  jurisdicción 
y  dirección  del  Ck)lector  de  Aduana,  carta  por  correo. 
Firmado  Bliss.» — Habana.  Febrero  veinte  y  tres  de 
mil  novecientos  uno. — Colector  de  Aduana,  Santia- 
go.— Beñriéndome  á  un  telegrama  de  esta  fecha  la 
autorización  del  Gobernador  Militar,  incluyo  todo  el 
muelle  y  también  el  tranvía  del  Muelle  Eeal  á  los 
tinglados  de  la  Aduana. — Firmado,  Bliss.» —Habana, 
Marzo  primero  de  mil  novecientos  uno. — Colector  de  * 
Aduanas,  Santiago. — Concesión  muelle  de  Santiago 
terminó  Febrero  veinte. — En  lo  sucesivo  cualquier 
tranvía  que  exista  en  el  muelle  está  bajo  su  dirección 
y  supervisión  y  se  considerará,  de  propiedad  pública 
en  lugar  de  privada. — Se  desea  el  informe  de  usted 
sobre  la  disposición  de  la  propiedad  del  antiguo  tran- 
vía. Se  entiende  que  esta  propiedad  vuelve  á  pasar 
al  Gobierno  según  las  condiciones  de  la  concesión,  y 
de  acuerdo  con  resoluciones  anteriores  dictadas  por 
disposición  del  Gobernador  Militar. — Firmado  H.  I. 
Soott. — Ayudante  General.  Copia  Cuartel  General 
Departamento  de  Cuba. — Habana,  Cuba,  Febrero  vein- 
te y  uno  de  mil  novecientos  uno.» — Colector  de  Adua- 
nas, Santiago. — Señor  he  recibido  hoy  por  una  comu- 
nicación del  Cuartel  General  del  Departamento,  con 
fecha  veinte  de  Febrero,  disponiendo  que  desde  esa 
fecha  todo  el  muelle  de  Santiago  de  Cuba,  incluso  el 
tranvía  del  Muelle  Eeal  á  los  tinglados  de  la  Aduana, 
últimamente  bajo  la  dirección  de  Inglada,  Vives  y 
Francoli,  quedó  bajo  la  jurisdicción  y  dirección  del 
Colector  de  Aduanas  de  Cuba,  y  que  se  le  den  á  us- 
ted instrucciones  para  que  permita  se  utilice  el  ci- 
tado muelle  y  todos  sus  accesorios  por  el  Cuai*tel- 
maestre,  para  cargar  y  descargar  buques. — De  usted 
respetuosamente. — Firmado  Tasker  H.  Bliss,  Major 
Colector  de  Aduanas  de  Cuba  ( 1 ) .  — Resultando  que  es- 
tablecido por  los  señores  Inglada,  Vives  y  Francoli  re- 
curso de  revisión  contra  la  resolución  del  Honorable 
Gobernador  Militar  de  siete  de  Marzo  de  mil  novecien- 
tos uno,  que  declaró  propiedad  pública  el  tranvía  es- 
tablecido en  el  muelle  Real  de  Santiago  de  Cuba,  y 
ordenando  su  incautación  y  entrega  al  Colector  de 
Aduanas,  se  concedió  á  los  recurrentes,  por  la  provi- 

[1]    Véanse  los  otros  antecedentes  administrativos  en  la  senten- 
cia que  precede  del  Tribunal  Supremo. 
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denda  de  siete  de  Mayo  del  propio  año,  el  término  de 
treinta  días  para  que,  de  acuerdo  con  lo  establecido 
en  la  Orden  ciento  once  de  dicho  año,  entablasen  el 
correspondiente  recurso  contencioso-administrativo. 
— Resultando  que  don  Elíseo  Giberga  como  apoderado 
de  la  sociedad  expresada  según  el  que  le  confirió  en 
trece  de  Abril  de  mil  novecientos  uno,  ante  el  Notario 
de  Santiago  de  Cuba  don  Ángel  A.  Navarro,  estable- 
ció en  BU  escrito  de  fojas  trece,  el  presente  recurso 
contencioso-administrativo,  contra  la  ya  citada  reso- 
lución y  por  providencia  de  treinta  de  Mayo  se  le  tovo 
por  pai*te  á  nombre  de  sus  conferentes  y  reclam&ronse 
los  antecedentes  administrativos. 

Demanda: 

Resultando  que  éstos  por  su  escrito  de  fojas 
veinte  y  ocho  y  siguientes  formalizan  su  demanda 
basada  en  los  siguientes  hechos:  Octavo:  por  Real 
Orden  del  Ministerio  de  Ultramar  de  nueve  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  se 
aprobó  el  acta  de  la  subasta  verficada  por  la  con- 
cesión de  un  tranvía  en  el  muelle  Real  de  Santia- 
go de  Cuba  y  se  otorgó  la  concesión  del  mismo 
á*los  señores  don  Diego  Ramírez  y  don  José  Fran- 
cisco García  con  arreglo  (i  las  condiciones  aprobadas, 
al  proyecto  presentado  y  á  las  prescripciones  detalla- 
das en  la  Real  Orden  de  diez  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho.  Noveno í'  Una  de  estas  con- 
diciones contenidas  en  la  Real  Orden  del  Ministerio  de 
Ultramar  de  diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  ocho  fué  la  octava  (inserta  en  el  primer  Resultan- 
do). Décimo:  la  referida  concesión  se  refirió  á  un 
tranvía  desde  el  extremo  Oeste  del  muelle  Real  de 
Santiago  de  Cuba  al  tinglado,  según  resulta  de  la 
primera  de  las  condiciones  expresadas  en  la  citada 
Real  Orden  de  diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  siendo  de  advertir  que  aunque  en 
ella  solo  se  dice  que  el  tranvía  correrá  desde  el  extre- 
mo del  muelle  hasta  la  cabeza  Oeste  del  tinglado  y  no 
se  dice  que  aquel  extremo  sea  el  extremo  0¿ite,  resul- 
ta que  fué  éste  y  no  otro,  ya  porque  así  se  expresa  en 
las  condiciones  anteriormente  redactadas  y  en  este 
punto  no  modificadas,  ya  porque  así  se  expresa  tam- 
bién en  la  resolución  del  Gobierno  General  de  veinte 
y  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro, 
ya  porque,    en  efecto,   del  extremo  Oeste    parte  el 
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tranvía,  que  se  construyó,  como  resulta  del  íiK^ta 
de  replanteo.  Décimoprimero:  Independientemente 
de  la  concesión  á  que  se  refieren  los  tres  he-, 
chos  que  preceden,  en  doce  de  Diciembre  de  mil. 
ochocientos  noventa  y  cuatro  la  sociedad  mercan- 
til de  Arturo  Inglada  y  Compañía,  obtuvo  autoriza- 
ción para  extender  con  el  carácter  de  provisionales, 
dos  vías  férreas  que,  como  continuación  de  las  exis- 
tentes en  el  muelle  Real  de  Santiago  de  Cuba,  se  ex- 
tendiesen, como  se  extienden,  por  haber  sido  oportu-, 
ñámente  construidas  por  el  costado  !Norte  del  tingla- 
do viejo,  comunicando  estas  últimas  líneas  con  los 
costados  Este  y  Sur  del  nuevo  tinglado  de  hierro,  en 
cuya  autorización  se  consignó  que  los  concesionarios 
Sres.  Arturo  Inglada  y  Compañía  tendrían  derecho  á 
disponer  libremente  de  todo  el  material  tan  pronto 
como  la  Administración  considerase  necesario  que  se 
levantasen  las  vías:  cuya  autorización  consta  certifi- 
cada á  fojas  diez  del  expediente  A. — Duodécimo:  por 
virtud  de  la  concesión  á  que  se  refieren  los  hechos 
octavo  noveno  y  décimo  los  concesionarios  don  Diego. 
Bamirez  y  don  José  Francisco  García,  después  de  cons- 
truido el  tranvía,  entraron  en  su  explotación  y  usufruc- 
to: y  una  vez  construidas  las  nuevas  vías  que  se  refiere 
el  hecho  undécimo  entraron  los  señores  Arturo  Ingla- 
da y  Compañía  en  la  explotación  y  usufructo  de  la 
misma.  Decimotercero:  Próximo  á  vencer  los  diez 
años  por  los  cuales  en  la  R.  O.  de  diez  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  se  concedió  la  explo- 
tación del  tranvía  á  que  se  refiere,  sus  concesionarios, 
los  señorea  Inglada,  Vives  y  Francoli,  se  dirigieron 
por  medio  de  instancia  al  Gobierno  Civil  de  Santiago 
de  Cuba,  en  catorce  de  Febrero  de  mil  novecientos 
uno,  manifestando  que  él  veinte  del  propio  mes  ocu- 
rría dicho  vencimiento:  lo  cual  consta  por  la  referen- 
cia que  á  dicha  instancia  se  hace  en  el  telegrama  del 
Gobierno  Civil  de  diez  y  seis  de  dicho  mes  obrante  á 
fojas  cuarenta  y  repetido  á  fojas  cuarenta  y  uno  y 
cuarenta  y  dos  del  expediente  B  en  la  comunicación 
de  la  Secretaría  de  Obras  Publicas  de  la  Isla  copiada 
á  fojas  tres  del  expediente  A  y  en  la  certificación  de 
fojas  once  del  mismo  expediente.  Décimo  cuarto:  Por 
virtud  de  la  denuncia  de  caducidad  hecha  por  los  se- 
ñores Inglada,  Vives  y  Francoli,  la  Secretaría  de  Obras 
Publicas  en  veinte  de  Febrero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  uno  dispuso  que  continuaran  dichos  señores 
explotando  el  tranvía  dando  cuenta  día   por  día,  á 
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partir  del  citado  veinte  de  la  recaudación  6  prodnctos 
y  que  el  Gobierno  Civil  de  Santiago  de  Cuba  si  lo  esti- 
mare conveniente  y  lo  permitieren  los  productos,  de- 
signare empleado  de  Obras  Públicas  que  interviniese 
en  la  explotación,  no  debiendo  ésta  interrumpirse: 
cuya  resolución  consta  á  fojas  cua2*enta  y  dos  del  ex- 
pediente B  y  á  fojas  cuatro  del  expediente  A.  Décimo- 
quinto:  Además  de  lo  dispuesto  por  la  Secretaria  en 
veinte  de  Febrero  último,  según  se  expresa  en  el  he- 
cho precedente,  en  veinte  y  siete  del  mismo  mes  orde- 
nó que  por  el  Ingeniero  Jefe  del  Distrito  se  hiciese  un 
inventario  detalÜÉ^o,  incluyendo  en  él  la  vía,  su  pro- 
longación y  accesorios  y  todos  los  útiles,  carros,  etc., 
empleados  en  la  explotación  con  la  exclusión  de  los  ma- 
teriales y  efectos  que,  aunque  empleados  en  la  explota- 
ción, no  forman  parte  indispensable  para  ello,  levan- 
tándose acta;  que  el  Ingeniero  Jefe,  de  acuerdo  con  el 
Gobierno  Civil  y  la  Delegación  de  Hacienda  de  San- 
tiago de  Cuba  nombrase  un  administrador  para  que  la 
explotación  no  se  interrumpiera  á  un  empleado  del 
Gobierno  Civil  ó  de  la  Hacienda,  cuyas  funciones  no 
fuesen  incompatibles  con  el  cargo;  y  ordenó  otros  par- 
ticulares relacionados  con  la  explotación  del  tranvia 
por  la  Administración;  todo  lo  cual  consta  á  fojan  cua- 
renta y  dos  y  está  repetido  á  fojas  cuarenta  y  cinco  y 
fojas  cuarenta  y  siete  del  expediente.  Decimosexto: 
Por  virtud  de  lo  resuelto  por  la  Secretaria  de  Obras 
Públicas,  el  Ingeniero  Jefe  de  Santiago  de  Cuba  en 
veintiuno  del  mismo  mes  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos uno  se  incautó  de  la  vía,  prolongación  y  demás  co- 
sas expresadas  en  dicha  resolución,  levantando  acta 
de  incautación  é  inventario,  según  consta  por  comuni- 
cación dirigida  en  veintitrés  del  mismo  mes  á  la  Se- 
cretarla de  Obras  Públicas,  á  los  efectos  de  la  autori- 
zación correspondiente  según  Real  Orden  de  veinti- 
siete de  Noviembre  de  mil  i>chocientos  noventa  y  seis 
cuya  comunicación  está  inserta  en  copia  autorizada 
obrante  á  fojas  cincuenta  y  siete  del  expediente  B.  y 
en  la  certificación  que  empieza  á  fojas  tres  del  expe- 
diente A.  y  de  cuya  acta  de  incautación  obra  copia 
autorizada  á  fojas  sesenta  y  tres  del  propio  expediente 
B.  Decimoséptimo:  En  la  propia  comunicación  de 
veinte  y  tres  de  Febrero  último  y  en  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  la  citada  Keal  Orden  para  el  caso  de 
incautación  de  obras  por  expiración  de  una  concesión, 
el  mismo  Ingeniero  Jefe  informó  á  la  Secretaría  de 
Obras   Públicas  acerca  del   aspecto  económica  y  de 
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la  utilidad  pública  del  tranvía,  en  el  sentido  de  que 
no  sería  ventajosa  su  gestión  directa  por  el  Estado 
y  sí  mucho  mejor  su  administración  por  particu- 
lares. Décimooctavo:  En  este  estado  el  asunto 
y  sin  haberse  oído,  como  preceptúa  la  citada  R.  O.  al 
Jefe  de  Marina  del  Puerto  y  al  Jefe  de  Hacienda  de 
•Santiago  de  Cuba,  para  elevar  el  expediente,  ó  con 
estos  informes  á  la  resolución  del  Gobierno  Militar  de 
la  Isla,  que  ejerce  las  funciones  que  correspondían 
anteriormente  al  Grobierno  General,  el  Colector  de 
Aduanas  del  Puerto  de  Santiago  de  Cuba  comunicó  al 
Gobierno  Civil  que  diese  órdenes  para  que  el  tranvía 
de  que  se  trata  pasase  á  su  jurisdicción,  trasladándole 
al  efecto  los  siguientes  telegramas  y  comunicación.  Y 
se  insertan  los  telegramas  insertos  en  el  Resultando 
anterior.  Decimonoveno :  El  Gobernador  Civil  de 
Santiago  de  Cuba,  no  teniendo  las  instrucciones  para 
hacer  al  Colector  de  Aduanas  la  entrega  que  reclama- 
ba, resolvió  no  hacerla  hasta  que  por  la  Superioridad 
no  se  le  ordenase,  siguiendo  el  expediente  su  tramita- 
ción. Consta  todo  lo  referido  en  este  hecho  y  en  el 
décimooctavo  por  la  comunicación  del  Gobierno  Civil 
de  Santiago  de  Cuba  de  que  obra  copia  oficial  autoriza- 
da á  fojas  cincuenta  y  .ios  del  expediente  B  y  la  cual 
fué  trasmitida  por  telégrafo  el  día  seis  de  Marzo  último, 
según  consta  á  fojas  cuarenta  y  nueve  del  propio  expe- 
diente. Vigésimo:  El  día  siete  de  Marzo  el  Gobernador 
Militar  en  telegrama  dirigido  al  Gobernador  Civil  de 
Santiago  de  Cuba  declaró  y  dispuso  lo  siguiente.  La 
concesión  del  muelle  de  Santiago  de  Cuba  ha  expirado 
y  el  tranvía  que  en  él  existe  es  actualmente  propiedad 
pública,  bajo  la  jurisdicción  y  supervisión  del  Colec- 
tor de  Aduanas  de  Santiago,  el  cual  informa  que  di- 
cho tranvía  ha  sido  entregado  por  el  concesionario  á 
usted.*  .El  Gobernador  Militar  ordena  que  usted  lo 
entregue  al  Colector  de  Aduanas. — H.  L.  Scott,  Ayu- 
dante General.» — En  su  consecuencia  el  Gobernador 
Civil  dio  órdenes  al  Ingeniero  Jefe  del  Distrito  para 
que  entregase  el  tranvía  al  Colector  de  Aduanas. 
— ^Todo  lo  cual  consta  en  las  copias  oficiales  boran- 
tes  á  fojas  cincuenta  y  seis  del  expediente  B  del 
telegrama  del  Gobierno  Militar  al  Gobierno  Civil  de 
Santiago  de  Cuba  de  siete  de  Marzo  último  y  del  úl- 
timo al  primero  de  nueve  del  mismo  mes.— Vigési- 
moprimero:  La  Orden  del  Gobierno  Militar  conte- 
nida en  el  telegrama  de  siete  de  JVIarzo,  expresado 
en  el  hecho  vigésimo,   fué  trasladada  por  el  Gobierno 
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Civil  de  Santiago  de  Cuba  á,  mis  poderdantes,  los  se- 
ñores Inglada,  Vives  y  Francoli,  en  ocho  del  mismo 
mes,  según  consta  por  la  comunicación  que  con  el  nú- 
mero uno  obra  á  fojas  primera  del  expediente  A  y 
contra  ella  interpusieron  mis  representados  recurso  de 
revisión,  según  se  dijo  en  el  hecho  primero,  y  después 
y  con  arreglo  á  la  Orden  del  Gobierno  Militar  número 
ciento  once  de  veinticuatro  de  Abril  último,  el  pre- 
sente recurso  contencioso  administrativo. — Vigésimo- 
segundo:  Por  virtud  de  lo  referido  en  el  hecho  vigé- 
simo, el  Ingeniero  Jefe  del  distrito  de  Santiago  de 
Cuba  en  once  de  Marzo  último,  hizo  entr^a,  según 
consta  en  comunicación  obrante  á  fojas  cincuenta  y 
seis  del  expediente  B.  del  tranvía  que  perteneció  á  los 
Sres.  Inglada,  Vives  y  Francoli  situado  sobre  el  mue- 
lle del  Estado,  levantándose  acta  que  en  copia  autori- 
zada obra  á  fojas  sesenta  y  cuatro  del  expediente  B. 
Vigésimotercero:  la  incautación  dispuesta  debió  refe- 
rirse, según  el  texto  de  la  Orden  de  siete  de  Marzo,  no 
solo  al  tranvía  cuya  concesión  denunciaron  los  señores 
Inglada,  A'ives  y  Francoli  como  caducada,  y  que  fué 
hecha  en  mil  ocliocientos  ochenta  y  nueve  á  los  seño- 
res García  y  Ramírez,  sino  á  la  prolongación  de  aquél, 
concedida  en  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  á  los 
Sres.  Arturo  Inglada  y  Compañía,  puesto  que  la  Or- 
den de  la  Secretaría  de  Obras  Públicas  de  veinte  y  siete 
de  Febrero,  expresada  en  el  hecho  decimoquinto  de  la 
cual  fu^*  confirmación  la  del  (robiemo  Militar,  dicta- 
da á  virtud  de  comunicainón  telegráfica  del  Gíobema- 
dor  Civil  de  Santiago  de  Cuba,  que  se  refería  al  cum- 
plimiento de  aquélla,  es  decir,  de  la  de  veinte  y  sie- 
te de  Febrero  se  refirió  expresante  á  la  prolongación 
de  la  vía;  y  al  procederse  á  Itb  entrega  al  Colector  de 
Aduanas  se  le  hizo  en  efecto,  la  de  las  líneas  que  co- 
mo prolongación  de  las  concedidas  en  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  se  extienden  por  el  costado  Norte 
del  tinglado  viejo  uniéndolo  al  nuevo  con  sus  mate- 
riales fijos  y  movibles.  Vigésimocuarto:  Con  poste- 
rioridad á  la  recepción  del  tranvía  por  el  Colector  de 
Aduanas,  y  sin  observar  lo  dispuesto  en  la  K.  O.  de 
veinte  y  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  seis,  se  procedió  al  remate  del  referido  tran- 
vía; y  con  tal  motivo  y  ant^.  el  Notario  de  Santiago  de 
Cuba  don  Ángel  A.  Navarro,  y  el  señor  don  Juan 
Francoli,  como  gerente  de  la  sociedad  de  Inglada,  Vi- 
ves y  Francoli,  levantó  en  primero  de  Mayo  último  la 
protesta  de  que  acompaño  testimonio,   concebida  en 
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los  siguientes  términos:  Que  he  tenido  conocimiento 
de  que  por  el  señor  Colector  de  Aduanas  se  ha  rema- 
tado en  pública  subasta  la  concesión  del  tranvía  exis- 
tente sobre  el  muelle  Real  de  este  Puerto  que  explota- 
ba la  sociedad  mercantil  que  representa  por  cesión  que 
le  hicieron  los  concesionarios;  y  como  quiera  que  ese 
remate  se  ha  llevado  4  cabo  barrenando  las  leyes  que 
rigen  en  la  materia,  así  como  son  contrarias  á  la  mis- 
mas las  condiciones  establecidas  para  ese  acto  viene  á 
formular  por  la  presente  su  más  adecuada  protesta 
para  que  en  todo  tiempo  conste  su  inconformidad  con 
dicho  acto  de  remate  y  sus  cosecuencias,  toda  vez  que 
ha  establecido  y  tiene  pendiente  de  resolución  en  el 
Consejo  de  Administración  su  curso  contra  lo  resuelto 
por  el  Qobiemo  Militar  de  la  Isla,  en  el  asunto  de  re- 
ferencia, sin  que  por  esto  se  entienda  que  renuncia  al 
derecho  de  tanteo  que  le  corresponde  con  arreglo 
á  la  ley  vigaite,  y  los  fundamentos  de  derecho  si- 
guientes: Quinto:  los  contratos  son  obligatorios, 
cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  hayan  cele- 
brado, siempre  que  en  ellos  concurrran  las  condi- 
ciones esenciales  para  su  validez.  ^Vrticulo  mil  dos- 
cientos setenta  y  ocho  del  Código  Civil. — Por  tanto 
y  envolviendo  un  contrato  toda  concesión  de  Obras 
Públicas  hechas  por  el  Estado  (ó  por  otra  entidad 
para  ella  facultada,  representada  por  legitima  auto- 
ridad) el  estado  queda  obligado  á  cumplir  las  condi- 
ciones de  la  concesión  así  como  las  leyes  por  las  cua- 
les deba  regirse  y  cuya  observancia  es  supuesto  ne- 
cesario de  toda  concesión. — Sexto:  Para  los  efectos  de 
la  Ley  de  Obras  Públicas  que  por  R,  O.  de  diez  y 
nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  se 
mandó  observar  en  Cuba,  se  entienden  por  obras 
públicas,  entre  otras,  las  que  sean  de  general  uso  y 
aprovechamiento,  entre  las  cuales  se  cuentan  los  ca- 
minos, así  ordinarios  como  de  hierro,  los  puertos. 
faros,  ete.  (artículo  primero  de  la  citada  Ley  deObra« 
Públicas)  El  tranvía  cuya  concesión  se  otorgó  á  los 
señores  Diego  Bamírez  y  don  José  Francisco  García 
en  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  y  la  prolongación 
del  mismo  que  se  concedió  á  los  señores  Arturo  Ingla- 
da  y  Compañía  en  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro 
fueron,  por  consiguiente,  obras  públicas  en  el  sentido 
y  á  los  efectos  de  la  Ley  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
tres.  Séptimo:  Por  virtud  de  lo  expuesto  en  el  quinto 
fundamento,  caduca  toda  concesión  al  expirar  el  térmi- 
no por  el  que  fuere  otorgada^     Pero,  según  el  artículo 
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ciento  cuatro  de  la  Ley  de  Obras  Públicas,  la  caduci- 
dad de  una  concesión  de  dominio  público,  cuales  son, 
según  el  articulo  noventa  y  tres,  las  de  obras  que  ha- 
yan de  ocupar  una  parte  de  dominio  público  destinada 
al  uso  general,  cual  es  un  muelle,  corresponde  pro- 
nunciarla al  Ministerio  de  UJtramar,  en  cuyas  funcio- 
nes ha  quedado  subrogado  el  Gobierno  Militar  de  la 
Isla,  á  consecuencia  de  la  ocupación  militar  de  la  mis- 
ma por  el  Ejército  de  los  Estados  Unidos.  Octavo:  No 
declarada  la  caducidad  de  la  concesión  de  la  prolonga- 
ción de  las  vías  férreas  existentes  en  el  muelle  Beal 
de  Santiago  de  Cuba,  otorgada  en  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  con  carácter  de  provisional,  no  procede 
aplicar  á  la  misma  los  preceptos  legales  relativos  á 
caducidad  de  concesiones,  por  tanto  y  en  cuanto  se 
extendió  á  dicha  prolongación  la  Orden  del  Gobierno 
Militar  de  la  Isla  de  siete  de  Marzo  último,  de  acuer- 
do con  la  anterior  de  la  Secretaria  de  Obras  Públicas 
de  veinte  y  siete  de  Febrero^  fué  contraria  á  derecho 
y  debe  ser  revocada  y  quedar  sin  efecto  la  citada  Or- 
den del  Gobierno  Militar,  que  es  la  Orden  recurrida 
en  el  presente  recurso  contencioso-administrativo.  No- 
veno: La  Real  Orden  del  Ministerio  de  Ultramar  de 
veinte  y  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  seis,  relativa  á  las  obras  construldaia  por  particula- 
res en  la  zona  marítima,  concedidas  por  plazo  limitado 
antes  de  la  promulgación  de  la  ley  de  puertos  vigente 
en  esta  Isla,  cuya  promulgación  ocurrió  en  mil  ocho- 
cientos noventa  y  á  la  cual,  por  tanto,  fué  anterior  la 
concesión  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. — En 
vista  de  la  disposición  que  precede,  se  efectuó  debida- 
mente la  incautación  por  el  Ingeniero  Jefe  del  Distrito 
de  Santiago  de  Cuba  del  tranvía  concedido  en  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve;  pero  habiéndose  proce- 
dido ulteriormente  sin  oir  al  Comandante  de  Marina 
ni  al  funcionario  de  Hacienda  correspondiente,  á  la 
entrega  del  tranvía  al  Colector  de  Aduanas,  en  lugar 
de  continuar  el  expediente  oyendo  á  los  expresados 
funcionarios  de  Marina  y  de  Hacienda,  la  Orden  del 
Gobierno  Militar  en  que  se  dispuso  dicha  entr^^a  es 
troncaría  á  derecho  y  debe  ser  revocada  y  quedar  sin 
efecto.  Décimo:  son  nulos  todos  los  actos  ejecutados 
contra  lo  dispuesto  en  la  Ley  (artículo  cuarto  del  Có- 
digo Civil)  y  nulos,  por  tanto,  los  que  se  ejecuten  co- 
mo consecuencia  y  á  virtud  de  actos  anteríores  nulos, 
siendo  principio  de  derecho  que  lo  que  es  nulo  desde 
un  principio  no  puede  convalecer.    (Sentiancia  del 
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^^  Tribunal*  Superior  de  lo    Contencioso- Administrati- 

yo  de  treinta  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
^  nueve. )  En  su  virtud  habiéndose  procedido,  después 

^  *^^  de  incautado  el  Colector  de  Aduanas  de  Santiago  de 

^•:  Cuba  del  tranvía  del  muelle  Real  y   de  su   prolonga- 

r-  ción,  al  remate  de  uno  y  otro,  es  nulo  también  ese  re- 

Lt  mate  por  virtud  de  la  nulidad  de  los  actos  de  que  fué 

:>  consecuencia.  Décimo  primero:  Es  nulo  también  ese 

n  remate  además  de  serlo  por  la  razón  expuesta,  por 

)•■  cuanto  para  su  celebración  no  se  reservó  el  derecho  de 

tanteo  4  los  poseedores  de  las  anteriores  concesiones 
r  .  del  tranvía  y  de  su  prolongación,  una  de  las  cuales 

caducó — la  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve — y  por 
virtud  de  cuya  caducidad  se  procedió,  aunque  en  for- 
ma indebida,  al  remate,  infringiéndose  asi  lo  dispues- 
to en  el  párrafo  D.  de  la  Disposición  segunda  de  la 
•y  R.  O.  de  veintisiete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 

noventa  y  seis  expresada  en  el  noveno  fundamento  de 
Derecho.  Duodécimo:  La  omisión  de  un  trámite  esen- 
cial invalida  todas  las  actuaciones  posteriormente 
practicadas  en  el  expediente  gubernativo;  y  es  juris- 
prudencia constantemente  seguida  en  el  procedimiV^nto 
contencioso  administrativo,  cuando  en  un  expediente 
se  noten  vicios  de  nulidad  que  priven  de  eficacia  á  los 
trámites  posteriores,  reponerlo  al  estado  en  que  se  en- 
contraba cuando  el  defecto  ü  omisión  se  cometió  (Sen- 
tencia del  Tribunal  Superior  de  lo  Contencioso-admi- 
nistrativo  de  veinte  y  dos  de  Junio  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve. )  En  su  virtud  y  habiéndose  omitido, 
después  de  oido  al  Ingeniero  Jefe  del  Distrito  de 
Santiago  de  Cuba,  oir  también  al  Comandante  de 
Marina  y  al  Jefe  de  Hacienda  de  Santiago  de  Cuba 
acerca  de  la  utilidad  relativa  del  tranvía,  cuya  conce- 
sión caducó,  en  sus  aspectos  económicos  y  de  servicio 
público  ó  interés  general — audiencias  dispuestas  por 
la  R.  O.  de  veinte  y  siete  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis  y  que  eran  trámites  esen- 
ciales para  que  después  de  la  incautación  del  tian- 
vía  por  el  Ingeniero  Jefe  se  decidiese  ó  que  la  Admi- 
nistración lo  entregase  directamente  al  servicio  públi- 
co ó  que  se  subastara  en  licitación  pública  son  nulos 
todos  los  actos  realizados,  con  relación  á  dicho  tranvía, 
desde  el  momento  en  que  el  Ingeniero  Jefe  informó 
acerca  de  los  referidos  extremos  y  debe  ser  repuesto  el 
expediente  al  estado  en  que  se  encontraba  en  dicho 
momento  á  ñn  de  que  se  llenen  los  trámites  esenciales 
de  oir  al  Comandante  de  Marina  y  el  Jefe  de  Hacien- 
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da  de  Santiago  de  Cuba  antes  de  decidir  si  'debe  6  no 
sacarse  &  pública  licitación  la  explotación  del  tranvía 
de  que  se  trata.  Decimotercero:  Los  Tribunales  de 
lo  Contencioso-administrativo  al  fallar  en  definitiva 
sobre  el  fondo  y  al  resolver  los  incidentes  que  se  pro- 
movieren, impondrán  las  costas  á  las  partes  que  sos- 
tuvieren su  acción  en  el  pleito  ó  promoviesen  los  inci- 
dentes con  notoria  temeridad.  Artículo  noventa  y 
tres  de  la  Ley  de  trece  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  ocho.  Acompañando  un  acta  de  pro- 
testa ante  el  Notario  D.  Ángel  A.  Navarro,  otor¿ida 
en  Santiago  de  Cuba  en  primero  de  Mayo  de  mil  no- 
vecientos uno,  contra  la  subasta  pública  del  tranvía 
existente  en  el  muelle  Eeal  el  cual  explotaba  la  socie- 
dad mercantil  recurrente;  y  por  último,  solicitó  que 
revocando  la  Orden  del  Gobernador  Militar  de  siete  de 
Mario  de  mil  novecientos  uno,  en  cuanto  al  disponer 
la  incauxación  del  tranvía,  en  conjunto  y  sin  distin- 
ción de  lineas,  comprendió  la  prolongación  autorizada 
en  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  y  de  las  líneas 
concedidas  en  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  y  en 
cuanto  á  estas  lineas,  por  lo  que  respecta  á  haberse 
dispuesto  su  entrega  al  Colector  de  Aduanas,  en  vez 
de  disponer  el  cumplimiento  de  los  párrafos  B.,  C, 
D.  y  E.  de  la  disposición  segunda  de  la  R.  O.  de 
veinte  y  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  seis,  y  en  su  consecuencia,  declarar  nulo 
todo  lo  practicado  en  virtud  de  la  resolución  re- 
currida, y  que  se  condene  á  la  Administración  al  pa- 
go de  las  costas.  —  Resultando:  que  por  su  escrito  de 
fojas  sesenta  y  seis,  los  recurrentes  acompañaron  tes- 
timonios del  testamento  otorgado  en  veintiuno  de  Ma- 
yo de  mil  ochocientos  noventa,  ante  el  Notario  don 
Erasmo  Regueiferos,  porD.  José  Francisco  García  Ruiz. 
de  la  escritura  de  cesión  de  concesión  y  venta  de  un 
tranvía  otorgado  por  los  herederos  de  dicho  señor 
García  Ruiz  y  don  Diego  Ramírez,  concesionarios,  á 
favor  de  la  sociedad  Arturo  Inglada  y  Compañía  en 
veintiséis  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro;  y  el  de  la  escritura  de  aclaración  otorgada  por 
don  Juan  Francoli  como  gerente  de  la  sociedad  de  In- 
glada, Vives  y  Francoli  en  primero  de  Agosto  de  mil 
novecientos  uno,  ante  don  Ángel  A.  Navarro,  en  la 
cual  y  con  referencia  á  la  disolución  de  la  de  Arturo 
Inglada  y  Compañía  y  constitución  de  aquélla  se  acla- 
ra determinado  particular. 
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Contestación: 

Resultando:  que  conferido  traslado  de  la  deman- 
da al  Ministerio  Fiscal,  evacuó  el  trámite  de  su 
cargo  por  su  escrito  á  fojas  setenta  y  siguientes, 
oponiéndose  á  aquélla  bajo  los  hechos  siguientes: 
Primero:  en  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
tres  don  Diego  Ramírez  y  don  José  Francisco  Gar- 
cía solicitaron  de  las  autoridades  competentes  la 
concesión  de  un  tranvía  que  debía  establecerse  so- 
bre el  muelle  del  Estado  en  Santiago  de  Cuba  después 
de  una  serie  de  tramitaciones  en  el  año  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho  se  publicó  la  R.  O.  que  lle- 
va la  fecha  del  día  diez  de  Octubre  por  virtud  de  la 
cual  se  disponía  se  sacase  á  remate  la  construcción  del 
citado  tranvía,  según  lo  solicitado  por  los  señores  Ra- 
mírez y  Grarcía.  Segundo:  en  veinte  de  Junio  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve  se  verificó  la  conct-sión 
á  los  citados  señores  la  que  fué  confirmada  por  el  Mi- 
nisterio de  Ultramar  en  nueve  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve;  en  quince  de  Abril  de 
mil  ochocientos  noventa  solicitaron  los  señores  Ra- 
mírez y  García  prórroga  para  terminar  la  construc- 
ción del  citado  tranvía  la  que  les  fué  concedida  auto- 
rizándose en  nueve  de  Septiembre  del  propio  año  para 
hacer  uso  de  las  obras  construidas.  Tercero:  D.  Die- 
go Ramírez  y  D.  José  Francisco  García  vendieron  á 
la  sociedad  de  Arturo  Inglada  el  citado  tranvía  el 
que  pasó  á  su  vez  á  ser  propiedad  con  posterioridad 
de  la  sociedad  de  Inglada,  Vives  y  Francoli;  la  venta 
de  Ramírez  y  García  á  los  señores  Arturo  Inglada  y 
Compañía  tuvo  efecto  en  veinte  y  seis  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  y  en  Noviembre 
catorce  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  D.  Pablo 
Vives  y  Vidal  por  sí  y  como  apoderado  de  D.  Arturo 
Inglada  y  el  Sr.  Juan  Francoli  y  Rafols,  redujeron  á 
escritura  pública  el  contrato  privado  celebrado  entre 
los  señores  Inglada  Vives  y  Francoli  y  el  Sr.  Pablo 
Viax  Oliveras  constituyendo  una  nueva  Compañía 
colectiva  bajo  la  razón  y  firma  de  Inglada,  Vives  y 
Francoli,  haciéndose  constar  como  capital  social  el 
tranvía  que  existe  sobre  el  muelle  Real  de  Santiago  de 
Cuba  á  que  nos  venimos  refiriendo.  Cuarto:  La 
Real  Orden  de  diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho  á  que  nos  hemos  referido  estableció 
como  condición  para  la  concesión  del  tranvía  sobre 
el  muelle  Real  de  Santiago  de  Cuba  que  el  plazo  de  la 
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explotación  sería  el  de  diez  años  y  pasado  este  plazo 
el  Grobieriio  podía  declarar  terminada  la  concesión 
incautándose  de  la  vía  y  del  servicio  ó  consentir  la 
prolongación  del  mismo.  Quinto:  Eu  siete  de  Mayo 
de  mil  novecientos  el  Gobernador  General  resolvió 
que  la  concesión  del  tranvía  había  caducado,  de- 
biendo pasar  al  Colector  de  las  Aduanas  de  Santia- 
go de  Cuba  que  se  incautará  de  él.  Esta  resolución 
recayó  por  virtud  de  instancia  presentada  por  los 
señores  Inglada,  Vives  y  Francoli  solicitando  con- 
tinuar ellos  con  la  explotación  del  tranvía.  Sex- 
to :  Esta  resolución  del  Gobernador  General  fué 
recurrrida  ante  el  Consejo  Administrativo  y  por  vir- 
tud de  la  Orden  ciento  once  del  presente  año  se  ha  es- 
tablecido recurso  que  habrá  de  desestimarse  por  los 
siguientes  fundamentos  de  derecho.  Primero:  con 
arralo  á  la  cláusula  octava  de  la  Heal  Orden  conce- 
diendo el  tranvía,  éste  no  podía  ser  explotado  por  Ra- 
mírez y  García  ó  por  los  que  su  derecho  representasen 
sino  por  un  período  de  diez  años,  pasado  el  cual  había 
de  incautarse  el  Estado  de  las  vías  y  del  servicio  á 
consentir  la  prolongación  del  mismo,  de  manera  que 
al  disponer  el  Gobernador  Militar  que  cesasen  Ingla- 
da,  Vives  y  Francoli  en  la  explotación  y  que  pasara 
á  poder  del  Colector  de  las  Aduanas  como  represen- 
tante del  Estado  se  ajustó  á  la  Cláusula  octava  de  la 
Real  Orden  citada,  pues  ya  habían  transcurrido  los 
diez  años  para  la  explotación;  como  quiera  que  estaba 
en  las  facultades  libérrimas  de)  Gobierno  de  acuerdo 
con  la  citada  cláusula  octava  consentir  ó  no  la  prolon- 
gación de  la  explotación  por  parte  de  la  sociedad  re- 
currente optó  por  no  prolongar  y  dispuso  la  incauta- 
ción. Segundo:  Las  disposiciones  porque  tenía  que 
regirse  la  concesión  del  tranvía  á  los  Sres.  Ramírez  y 
García  era  la  de  la  Ley  de  los  Ferrocarriles  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  y  el  Reglamento  de  mil 
ochocientos  setenta  y  ocho,  en  manera  alguna  podía 
aplicarse  lo  que  refiere  la  representación  recurrente  ó 
sea  la  Real  Orden  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis, 
porque  ésta  se  establecía  para  las  concesiones  de  fe- 
cha posterior  pero  en.  manera  alguna  para  las  que  te- 
nían fecha  anterior,  pues  no  contiene  la  citada  Real 
Orden  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  ningún  artícu- 
lo en  que  se  diga  sea  aplicable  á  las  concesiones  ante- 
riores, de  manera  que  la  legislación  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  siete  y  mil  ochocientos  setenta  y  ocho 
era  la  que  el  Gobierno  tenía  que  tener  presenil  en 
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el  procedimiento  que  empleara  contira  los  señores  re* 
presentantes  de  Bamlrez  y  Garda;  ya  en  el  in- 
forme de  la  Dirección  de  Obras  Públicas  se  llamaba  la 
atención  desde  el  afio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro  que  la  concesión  del  tranvía  sobre  el  muelle 
Real  debfa  ajustarse  á  las  prescripciones  de  la  Ley  de 
Ferrocarriles  y  su  Reglamento  exigiendo  á  los  solici- 
tantes cumplieran  con  las  disposiciones  del  articulo 
seteiitji  y  ocho  de  la  Ley  y  el  correspondiente  del  Re- 
glamento. Tercero:  El  artículo  ciento  diez  y  nueve 
der  Reglamento  para  la  aplicación  de  la  Ley  de  Ferro- 
corriles  del  año  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  que 
insort»;  de  manera  qne  cumpliendo  este  precepto  del 
artíeulí)  ciento  diez  y  nueve  procedió  correctamente 
la  Administración  al  incautarse  el  tranvía  sin  sacarlo 
&  remata  ni  cumplir  todos  esos  requisitos  á  que  se  re- 
fíere  la  Real  Orden  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis 
pues  esta  no  es  la  Ley  de  la  materia  sino  el  Regla- 
mento antes  citado.  Cuarto:  Por  analogía  pueden 
aplicai^se  al  presente  caso  las  disposiciones  del  artícu- 
lo treinta  y  cinco  y  treinta  y  ocho  del  Reglamento 
antes  citado  pues  si  bien  es  verdad  que  no  se  trata  en 
ellos  de  tranvías  puede  aplicarse  á  éstos  como  mate- 
ria análoga  á  la  de  que  se  trata,  é  inserta  ambos  artícu- 
los treinta  y  cinco  y  treinta  y  ocho. — Cuando  el 
Gobierno  decide  que  la  explotación  ee  verifique  por 
medio  de  subasta  es  cuando  la  Empresa  es  preferida 
en  igualdad  de  condiciones,  artículo  treinta  y  ocho, 
lo  que  no  concurre  en  el  presente  caso,  pues  el  Gobier- 
no no  tuvo  á  bien  que  continuara  la  Empresa  la  ex- 
plotación.— Resultando:  que  no  habiéndose  promovi- 
do prueba  algui^a  por  las  partes  y  evacuada  por  éstas 
la  instrucción  referida  se  señaló  día  y  hora  para  la 
celebración  de  la  vista  la  cual  tuvo  lugar  el  día  vein- 
te y  dos  de  Enero  último  con  asistencia  de  los  repre- 
sentantes de  ambas  partes. — Resultando:  que  en  la 
Bustanciación  de  este  juicio  se  han  observado  las 
prescripciones  legales. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  señor  Jorge  Alfre- 
do Belt. 

Considerando:  (1) 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  la  presente  demanda  y  en  su  consecuencia  válida 
y  subsistente  la  lesolución  recurrida  de  siete  de  Mar- 

(1)  Suprimimos  loa  Considerandos  aunque  aparecen  publicado» 
en  la  Gaceta,  por  juzgarlos  innecesarios  en  vista  de  que  el  Tribunal 
Supremo  no  los  ha  aceptado,  sino  que  los  sustitn^'ó  oor  otros. 

T.  8.-1903.-10, 
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zo  de  mil  novecientoe  nuo  del  Honorable  Gobernador 
Militar  de  esta  Isla,  sin  especial  condenación  de  costas. 
Asi  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  M^  Gispert. — José  V.  Tapi^k. — N.  Estrada  y  Mo- 
ra.— J.  Adalberto  Jiménez. — Jorge  Alfredo  Belt. 


Apelación.— Sent.  24.-7  de  Noviembre  de  1902.— Pe- 

XTOCanileS.   (  Gaceta  Abril  28. ) 

BXTRACTO:  Se  revocA  tina  resolución  del  (;(>hrr- 
nador  Militar  concediendo  el  cruce  de  una  línea  férrea 
de  servicio  particular  por  sobre  otra  de  servicio  pú- 
blico, sin  consentimiento  de  la  Kmitresa  piopiciaita 
de  ésta. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  k  siete  de  Tsoviembre 
de  mil  novecientos  dos:  La  Sala  de  lo  Contencioso- Ad- 
ministrativo del  Tribunal  Supremo,  visto  el  pleito  se- 
guido en  primera  instancia  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  entre  partes*  de  la  una, 
como  demandante,  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles 
Unidos  de  Cárdenas  y  Júcaro  y  de  la  otra,  como  de- 
mandado, la  Administración  General  del  Estado,  so- 
bre permiso  revocable  concedido  por  el  Gobernador 
Militar  á  D.  Robustiano  Ferro  para  que  pueda  cruzar 
á  nivel  con  un  ferrocarril  de  vía  estrecha  la  línea  de 
Cárdenas  y  JCicaro,  cuyo  pleito  pende  ante  estaSaia 
en  virtud  del  recurso  de  apdación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fircal,  en  representación  de  la  Adminis- 
tración General  del  Estado. 

Aceptando  los  fundamentos  de  hecho  de  la  sen- 
tencia apelada;  y 

Resultando  que  personadas  las  partes  ante  este 
Tribunal  y  sustanciada  la  apelación,  se  señaló  para  la 
vista  de  la  misma  el  veintisiete  del  pasado  Octubre, 
la  cual  tuvo  lugar  con  la  asistencia  del  Ministerio  Fis* 
cal,  que  sostuvo  la  procedencia  del  recurso  solicitando 
se  declarase  con  lugar,  y  del  representante  de  la  Em- 
presa de  Cárdenas  y  Júcaro,  que  lo  impugnó  pidiendo 
se  declarase  sin  lugar. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Várela  Jado. 

Primero:  Considerando  que  la  cuestión  que  sé 
ventila  en  estos  autos  se  i*educe  á  decidir  si  pudo  el 
Gobernador  Militar  dar  legalmente  autorización  pan^ 
que  un  ferrocarril  de  uso  privado  cruzara  la  línea  de 
otro  de  servicio  publico  sin  consentimiento  de  éste. 

Segundo:    Considerando  que  el  artículo  sesenta 
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y  tres  de  la  Ley  de  Ferrocarriles  de  veintitrés  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  que  regía 
cuando  se  dictó  la  resolución  del  GU)bemador  Militar, 
niega  la  expropiación  forzosa  para  la  construcción  de 
los  ferrocarriles  destinados  á  la  explotación  de  una 
industria  ó  para  uso  particular,  motivo  por  el  cual  no 
pudo  autorizarse  legalmente  á  D.  Bobustiano  Ferro 
para  que  cruzase  con  sn  ferrocarril  privado  de  vía  es- 
trecha la  linea  de  Cárdenas  y  Júcaro,  mientras  ésta  se 
opusiera  á  dicho  cruce. 

Aceptando  los  Consideranckos,  segando,  cuarto, 
quinto,  sexto  y  séptimo  de  la  sentencia  apelada. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  debe 
declararse  sin  lugar  la  apelación  establecida  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  primero  de  Agosto  del  corriente 
año  sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos 
la  sentencia  apelada  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas.  Comuniqúese  con  certificación  esta  sentencia  á 
la  Audiencia  de  la  Habana  con  devolución  de  los  au- 
tos elevados:  publiquese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — Ambrosio  R.  Morales. 

Sentencia  confirmada: 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  primero  de  Agostó 
de  mil  novecientos  dos,  la  Sala  de  lo  Civil  de  esta  Au- 
diencia; habiendo  visto  el  presente  recurso  contencio- 
so-administrativo  seguido  entre  partes,  de  la  una,  co- 
mo demandante  la  Empresa  Unida  de  Cárdenas  y  Jú- 
caro, que  ha  comparecido  por  medio  del  Procurador 
Esteban  de  la  Tejera  dirigido  por  el  Licenciado  Fran- 
cisco Serra;  y  de  la  otra  como  demandada,  la  Admi- 
nistración General  del  Estado,  representada  por'  el 
Ministerio  Fiscal,  en  solicitud  la  primera  de  que  se 
revoque  la  resolución  del  Grobiemo  Militar  de  la  Isla 
de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  uno, 
que  concedió  á  D.  Robustiano  Ferro  la  construcción 
de  un  ferrocarril  de  vía  estrecha. 

Anteoedenteh: 

Resultando:  que  en  catorce  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  uno,  la  Inspección  General  de  Ferrocarri- 
les de  esta  Isla  comunicó  al  Administrador  General  del 
Ferrocarril  de  Cárdenas  y  Jücaro  lo  siguiente:  Muy  se- 
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flor  mío:  con  fecha  siete  del  presente,  me  dice  el  Secre- 
tario de  Obras  Públicas:  Con  esta  fecha  se  dice  por  esta 
Secretaria  al  Gobierno  Civil  de  la  Provincia  de  Matan- 
zas, lo  siguiente:  El  Honorable  Grobemador  Militar,  á 
qoien  se  dio  cuenta  por  esta  Secretaria,  del  resultado 
del  expediente  instruido  por  ese  Gobiemp  con  motivo 
de  la  solicitud  y  proyecto  presentado  por  el  señor  Bo- 
bustiano  Ferro,  para  construir  un  ferrocarril  de  vía  es- 
trecha dentro  de  terreno  de  su  ingenio  «San  Vicentej». 
en  el  barrio  de  Contreras,  término  municipal  de  Cárde- 
nas, cruzando  con  ella,  á  nivel,  la  linea  de  la  Compañía 
de  Cárdenas  y  Jácaro,  en  el  kilómetro  cinco  del  tramo 
de  Contreras,  ha  resuelto,  con  fecha  treinta  y  uno  del 
mes  próximo  pasado,  autorizar  la  construcción  de  di- 
cha linea,  extendiendo  el  correspondiente  permiso  re- 
vocable. Las  condiciones  que  además  de  la«  contenidas 
en  el  permiso  revocable  deberá  cumplir  el  señor  Ferro, 
son  las  siguientes:  Primera,  las  obras  en  el  cruzamien- 
to con  la  línea  de  Cárdenas  deberán  realizarse  dé 
acuerdo  con  la  Empresa  y  atendiendo  las  indicaciones 
del  Ingeniero  de  aquélla  empleándose  cruzamiento  de 
sistema  moderno;  Segunda:  mientras  que  la  explota- 
ción de  la  linea  del  señor  Ferro  se  haga  por  fuerza  ani- 
mal, bastará  que  todos  los  carros  que  circulen  por  ella 
se  detengan  completamente  antes  de  efectuar  el  cru- 
zamiento, cerciorándose  que  no  hay  peligro  en  efec- 
tuarlo. Si  la  explotación  llega  á  hacerse  con  motores 
de  vapor  deberá  el  señor  Ferro  solicitar  permiso  en  la 
Secretaría  de  Obras  Públicas  para  que  se  señalen  las 
condiciones  que  a-seguren  el  tránsito  púbÜco  por  la  lí- 
nea de  servicio  general;  Tercera:  en  todos  los  casos  el 
movimiento  de  trenes  por  la  línea  quedará  suspendido 
al  movimiento  de  trenes  de  la  Compañía  de  Cárdenas 
y  Júoaro;  Cuarta:  es  obligación  del  señor  Ferro  con- 
servar siempre  en  perfecto  estado  las  obras  de  cruza- 
miento; Quinta:  este  permiso  se  concede  independien- 
temente (le  su  carácter  revocable,  sin  perjuicio  de 
tercero,  y  dejando  á  salvo  el  derecho  de  propiedad.  Tjo 
que  digo  á  usted  para  su  conocimiento  y  el  del  intere- 
sado, y  la  Empresa  de  Cárdenas  y  Júcaro,  remitiendo 
para  aquél  el  permiso  revocable  y  original  y  su  tra- 
ducción, y  copia  de  ambas  para  ese  Gobierno  y  la  Em- 
presa de  Cárdenas  y  Júcaro.  Devuelvo  á  Usted  el  ex- 
pediente de  este  asunto  que  corresponde  á  ese  Go- 
bierno, 
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Demanda: 

Resultando:  que  el  Procurador  Esteban  de  la 
Tejem  acompañando  testimonio  de  poder  bastante  y 
la  anterior  comunicación,  á  nombre '  de  la  Empresa 
Unida  de  Cárdenas  y  Jácaro,  estableció  recurso  con- 
tencioso-administrativo  contra  la  resolución  del  Go- 
bierno Militar  de  la  Isla  de  treinta  y  uno  de  Octu* 
bre  de  mil  novecientos  uno  ya  citada:  admitido  el 
recurso,  publicada  su  interposición  y  traídos  los  an- 
tecedentes gubernativos  del  asunto,  que  lo  fueron 
las  copias  de  documentos  sobre  los  cuales  •  fué  ba- 
sada la  decisión  de  treinta  y  uno  de  Octubre  último, 
se  dispuso  que  se  entregaran  con  los  autos  al  recurren- 
te á  fin  de  que  formalizara  su  demanda  dentro  del  tér- 
mino de  treint-a  días.  Kesultando:  que  el  recurrente 
dentro  de  este  término,  por  escrito  de  veinte  y  cuatro 
de  Mayo  último,  formalizó  su  demanda,  consignando 
los  siguientes  hechos: — Primero:  del  titulado  expe- 
diente gubernativo  remitido  por  el  Gobernador  Militar 
aparece  que  en  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos, el  Sccietario  de  Obras  Públicas  informó  íi  di- 
cha Superior  Autoridad,  fojas  diez,  que  D.  Robustia- 
no  Ferro  había  solicitado  del  (gobierno  Civil  de  Ma- 
tanzas la  autorización  necesaria  para  cruzar  con  un 
ferrocarril  de  vía  estrecha  establecido  en  terrenos  de 
su  propiedad,  para  servicio  del  Ingenio  «San  Vicente» 
la  línea  de  servicio  general  del  ferrocarril  de  Cárdenas 
y  Júcaro: —Segundo:  que  Ferro  venía  desde  algún 
tiempo  verificando  el  cruce  con  un  tramo  del  ferroca- 
rril portátil  sin  autorización  para  ello;  y  denunciado 
este  hecho  por  la  Empresa  de  Cárdenas  y  Júcaro  se 
impuso  una  multa  al  primero: — Tercero:  que  la  línea 
con  que  Ferro  solicita  (Tuzar  la  de  la  Empresa  de  Cár- 
denas y  Júcaro  ^stá  establecida  toda  ella  en  terrenos 
del  Ingenio  «San  Vicente»  de  que  es  propietario,  y  el 
cual  habrá  de  verificarse  en  el  kilómetro  cinco  de  la 
línea  principal  de  la  Empresa: — Cuarto:  Que  Ferro 
alega  que  los  terrenos  que  ocupa  la  Empresa  de  Cár- 
denas con  su  linea,  al  atravesar  su  finca  «San  Vicen- 
te» son  de  su  propiedad  y  para  comprobarlo  acompaña 
un  certificado  del  Registro  de  la  Propiedad  y  la  Em- 
presa de  Cárdenas  y  Júcaro  se  opone  á  que  se  permita 
el  cruzamiento  de  su  línea  por  la  de  Ferro,  fundándo- 
se en  que  se  lesionan  gravemente  sus  intereses  y  en  el 
peligro  que  para  la  circulación  de  sus  trenes  ofrecerá 
«1  cruzamiento,  alegando  al  propio  tiempo  que  es  pro- 
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pietaria  de  la  zona  que  su  ferrocarril  ocupa: — Quinto: 
que  no  puede  invocarse  en  favor  de  la  solicitud  de  Fe- 
rro su  declaración  de  que  es  propietario  de  la  zona  del 
ferrocarril  de  Cárdenas  que  intenta  cruzar  con  sa  lí- 
nea, pero  aun  comprobado  ésto,  eu  nada  coartaría  el 
derecho  de  la  Empresa  de  Cárdenas  á  ]a  expropiación 
en  todo  tiempo  de  la  zona  de  su  servicio  que  le  es  ne- 
cesaria:— Sexto:  que  el  ferrocarril  de  Cárdenas  y  Já- 
caro es  de  servicio  general  y  según  el  articulo  tercero 
del  Real  Decreto  de  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta  y  ocho  y  el  séptimo  de  la  Ley  General 
de  Ferrocarriles  de  veinte  y  tres  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  los  ferrocarriles  de  servi- 
cio general  son  de  dominio  público,  y  por  tanto  al  Go- 
bierno es  á  quien  toca  apreciar  las  ventajas  6  inconve- 
nientes de  su  ocupación  por  otros  de  igual  clase,  que 
el  artículo  treinta  y  cuatro  del  pliego  de  condiciones 
del  mismo  citado  Real  Decreto  y  el  tercero  del  apro- 
bado por  Real  Orden  de  siete  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  uno  para  la  concesión  de  ferrocarri- 
les en  esta  Isla,  determinan  que  ninguna  Empresa 
puede  oponerse  á  que  su  ferrocarril  sea  cruzado  por 
otros  caminos,  canales  ó  ferrocarriles  que  se  abriesen 
con  autorización  del  Gobierno,  y  el  veinte  y  cuatro  de 
la  Ley  de  ferrocarriles  vigentes  declara  que  ninguna 
concesión  de  ferrocarriles  constituye  monopolio  á  fa- 
vor de  la  Compañía  ni  de  particulares: — Séptimo:  el 
citado  informe  concluye  pidiendo  que  se  autorice  al 
Secretario  de  Obras  Públicas  pai'a  dar  á  Ferro  el  per- 
miso que  solicita,  con  el  carácter  de  revocable  y  con 
las  condiciones  necesarias  pam  la  seguridad  del  trán- 
sito de  trenes  por  la  línea  del  servicio  general: — Octa- 
vo: El  Auditor  ó  Abogado  consultor  del  Gobierno  Mi- 
litar, fojas  doce  vuelta,  hace  un  breve  resumen  de  los 
antec^edentes  del  asunto,  reconoce  (|u^  la  cuestión  de 
títulos,  es  decir,  la  relativa  al  dominio  requiere  la  in- 
tervención de  los  Tribunales  de  Justicia;  y  teniendo 
en  cuenta  que  el  Ferrocarril  de  Cárdenas  y  Jácaro  di- 
vide en  dos  partes  la  finca  de  Ferro,  no  estima  justo 
permitir  su  completo  aislamiento,  ni  negar  á  Ferro  el 
cruzamiento  que  solicita,  previas  las  disposiciones  ade- 
cuadas para  evitar  accidentes  é  indemnizar  á  la  Com- 
pañía de  Cárdenas  y  Jñcaro  cualquier  daño  que  pueda 
irrogarlo: — Noveno:  el  (Gobernador  Militar  en  treinta 
y  uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  uno,  fojas  cinco, 
concedió  á  D.  Robustiano  Ferro  la  autorización  que 
solicitaba  para  cruzar  la  línea  de  la  Empresa  mi  po- 
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derdante,  en  el  kilómetix)  cinco,  tórmino  municipal  de 
Cárdenas,  provincia  de  Matanzas,  y  el  Secretario  de 
Obras  Públicas,  fojas  cuatro,  las  condiciones  áque  de- 
bía sujetarse  el  concesionario.— Décimo:  los  documen- 
tos mateados  con  las  letras  A.  B.  C.  D.  y  E.  todos  de 
los  años  mil  ochocientos  treinta  y  ocho  y  mil  ochocien- 
tos treinta  y  nuere  demuestran  que  la  Compafxia  del 
Ferrocarril  de  Cárdenas  adquirió  de  D.  José  Gaunaurd. 
I)or  titulo  de  compra- venta  el  terreno  que  ocupa  la  lí- 
nea en  el  Ingenio  «San  Vicente»  antes  cafetal  del  mis- 
mo nombre,  y  el  acta  notarial  levantada  con  vista  del 
libro  de  actas  y  otros  de  (contabilidad  de  la  referida 
Compañía  plenamente  que  Ja  Compañía  de  Cárdenas 
pagó  el  valor  del  terreno  y  el  de  los  perjuicios  irroga- 
dos al  propietario.  —  Undécimo:  la  Empresa  mi  poder- 
dante lia  sucedido  á  la  de  Cárdenas  en  todos  sus  dere- 
chos, en  virtud  de  la  fusión  con  la  de  Júcaroi—  Duo- 
décimo: que  de  la  certificación  que  presenta,  expedida 
por  el  Registrador  Mercantil  de  esta  Provincia,  consta 
la  fusión  á  que  el  hecho  anterior  se  refiere;  y  Décimo 
tercero:  que  para  la  concesión  del  permiso  á  D.  Ro- 
bustiano  Ferro,  no  se  han  observado  los  preceptos  con- 
tenidos en  las  Leyes  vigentes  sobre  ferrocarriles  al 
tiempo  de  dicha  concesión.  Como  fundamentos  legales 
sobre  el  fondo  de  la  cuestión  alegó:  los  artículos  seten- 
ta y  dos  y  setenta  y  tres  del  Reglamento  paia  la  eje- 
cución de  la  Ley  de  Fern  carriles  de  veinte  y  ocho  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete:  los  ar- 
tículos sesenta  y  tres,  sesenta  y  cinco  y  sesenta  y  ocho 
de  la  Ley  de  Ferrocarriles  de  veintitrés  de  Novíem- 
,bre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  la  sentencia  de 
esta  Sala  de  cuatro  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno, 
en  caso  idéntico  al  presente  con  D.  Miguel  Díaz,  la 
del  Tribunal  Supremo  de  esta  Isla  de  veinte  y  cinco 
de  Abril  de  mil  novecientos  uno  en  el  recurso  de  casa- 
ción que  estableció  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  refe- 
rida sentencia:  la  Real  Orden  de  once  de  Julio  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres,  publicada  en  la  Gaceta  de 
la  Habana  en  veinte  y  nueve  de  Agosto  del  mismo 
año,  cuyos  fundamentos  inserta:  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  de  España  en  trece  de  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  la  del  mis- 
mo Tribunal  de  treinta  y  uno  de  Diciembre  (te  mil 
ochocientos  sesenta  y  nueve:  las  leyes  nueve  y  diez  y 
ocho,  título  veinte  y  nueve,  partida  tercera:  la  ley 
veinte  y  uno,  título  veinte  y  nueve  partida  tercei'a;  y 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de    P]spa- 
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fía,  de  nueve  de  Julio  de  mil  ochocientoB  setenta:  Y 
pidió  que  en  definitiva  se  declarara  con  lugar  la  de* 
manda  y  revocar  y  dejar  sin  efecto  la  concesión  hecha 
á  I).  Robustiano  Ferro  por  la  resolución  del  Gobierno 
Militar  de  la  Isla  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil 
novecientos  uno,  para  cruzar  á  nivel  con  un  ferroca- 
rril de  vía  estrecha  existente  en  el  ingenio  «San  Vi- 
cente» la  línea  principal  del  Ferrocarril  de  Cárdenas  y 
Jócaro  en  el  kilómetro  cinco  de  la  misma,  término 
municipal  de  Cárdenas,  provincia  de  Matanzas,  con 
costas.  Y  por  un  otrosí  hizo  la  manifestación,  que  pe- 
día se  reciba  á  prueba  Iá  demanda,  sobre  los  hechos 
décimo  al  decimotercero,  ambos  inclusives,  sólo 
en  el  caso  de    que    sean    negados  de  contrario. 

Resultando:  que  cou  el  escrito  de  demanda  seacom- 
pañaron  documentos  siguientes:  —  A.  Comunica- 
ción de  fecha  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos treinta  y  ocho  que  dirige  J.  D.  Gaunaurd  al 
Teniente  Podáneo  de  Cárdenas,  manifestándole  que 
próximamente  iría  á  su  cafetal  y  entonces  examinaría 
el  terreno  necesario  al  FeíTOcarril  de  Cárdenas  á  Bem- 
ba y  apreciar  el  costo  de  las  indemnizaciones:  B.  Co- 
municación de  primero  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
treinta  y  nueve,  por  la  que  don  Manuel  J.  de  Carrera, 
manifiesta  al  Secretario  de  la  Junta  del  Ferrocarril  de 
Cárdenas  que  le  acompaña  copia  de  lo  acordado  con 
don  Manuel  Saenz,  hijo  político  de  don  José  Gaunaurd 
sobre  la  indemnización.  C.  Una  copia  que  autoriza 
Manuel  J,,  de  Carrera,  de  un  documento  celebrado  en 
veinte  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  treinta  y 
nueve  relativo  al  convenio  entre  Carrera  y  Saenz,  hijo 
político  del  señor  Gaunaurd.  en  que  se  fija  la  cantidad 
de  setecientos  setenta  y  dos  pesos  un  real  por  el  im- 
porte de  treinta  cordeles  planos  de  tierra  y  siembras 
del  cafetal  de  «San  Vicente»,  comoind'^mnización.  D. 
Una  comunicación  del.  Gobierno  Político  y  Militar  de 
la  Habana,  de  fecha  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos treinta  y  nueve,  dirigida  al  Sr.  Juan  Montalvo 
Presidente  de  la  Junta  Directiva  del  camino  de  Cárde- 
nas á  Soledad ;  sobre  la  resolución  dictada  por  el  Gobier- 
no, regulando  la  forma  de  indemnización.  Testimonio 
del  acta  notarial  otorgada  por  el  Presidente  de  la  Em- 
presa del  P'errocarril  Unido  de  Cárdenas  y  Jácaro,  en 
diez  y  ocho  de  Marzo  último,  en  la  que  se  inserta  con 
vista  del  Libro  de  Actas  del  Ferrocarril  de  Cárdenas, 
,  la  junta  ordinaria  de  veinte  y  cinco  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  treinta  y  nueve,  en  la  que  se  leyó  el  oficiQ 
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del  Director  Ingeniero  aGOu¥|)anando  el  convenio  cele- 
brado con  Manuel  Saenz,  como  apoderado  de  don  José 
Gaunaurd,  por  el  cual  pide  císte  setecientos  setenta  y 
dos  pesos  por  indemnización  del  terreno  y  cafetos  que 
habia  de  ocupar  el  camino  de  hierro  en  su  cafetal  «San 
Vicente»,  y  se  acordó  que  se  le  ofreciese  por  toda  in- 
demnización quinientos  pesos.  La  junta  ordinaria  de 
catorce  de  Marzo  de  mil  ochocientos  treinta  y  nueve, 
en  que  se  dio  lectura  á  un  oficio  del  Ingeniero  Direc- 
tor, participando  la  resistencia  que  se  había  opuesto 
por  orden  de  Gaunaurd,  para  impedir  los  trabajos  de 
la  línea  en  su  cafetal  «San  Vicente»;  y  se  acordó  ocu- 
rrir al  Gobernador  Capitán  General,  para  que  expidie- 
ra orden  á  ñn  de  allanar  los  obstáculos  que  obstruye- 
ran la  continuación  de  la  obra,  particularmente  en  el 
caso  de  Gaunaurd:  la  junta  ordinaria  de  veinte  y  seis 
de  Marzo  de  mil  ochocientos  treinta  y  nueve,  en  que 
se  dio  lectura  á  un  oficio  del  Ingeniero  Director,  en  el 
que  participa  la  llegada  de  la  Orden  del  Capitán  Gene- 
ral y  al  mismo  tiempo  otra  de  Gaunaurd  á  su  adminis- 
tiudor,  para  que  cediese,  por  haber  convenido  ya  el 
recibir  por  indemnización,  los  quinientos  pesos,  acor- 
dándose se  pagasen  los  quinientos  pesos  de  indemni- 
zación por  terreno  y  cafetos.  Con  vista  del  Libro  Jor- 
nal de  la  misma  Empresa,  se  inserta  la  partida  de  fe- 
cha treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  treinta 
y  nueve,  por  la  indemnización  á  don  José  Gaunaurd  de 
quinientos  pesos.  También  se  inserta  del  Libro  Caja,  el 
asiento  referente  á  la  anterior  cantidad  y  lo  mismo  con 
vista  del  Libro  Mayor,  refiriéndose  al  asiento  del 
Jornal  antes  citado.  Certificación  expedida  por  el  Re- 
gistrador Mercantil  de  la  Provincia  de  la  llábana,  en 
catorce  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis, 
relativa  á  la  inscripción  de  la  sociedad  anónima  deno- 
minada Empresa  Unida  de  Cárdenas  y  Jíicaro,  suce- 
sora  de  la  Compañía  de  Ferrocarriles  de  Cárdenas  y 
Júcaro.  Y  una  traducción  expedida  por  el  Jefe  de 
Despacho  del  Cuartel  General,  Departamento  de  Cu- 
ba, del  permiso  revocable  concedido  al  señor  Robus- 
tiano  Ferro,  de  veinte  y  uno  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos uno,  para  cruzar  á  nivel  con  un  ferrocarril  de 
vía  estrecha,  existente  en  el  Ingenio  «San  Vicente»,  la 
línea  principal  del  Ferrocarril  de  Oárdenas  y  Júcaro, 
en  el  kilómetro  cinco  de  los  mismos,  término  munici- 
pal de  Cárdenas,  provincia  de  Matanzas. 
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COXTBSTACIÓX:  ^ 

Resultando:  que  conferido  ti'aslado  de  la  demandA 
al  Ministerio  Fiscal;  en  representación  de  la  Adminis- 
tración General  del  Estado,  para  que  la  contestam,  lo 
verificó  por  escrito  de  diez  de  Abril  último,  alegando 
como  fundamentos  de  hechos:  Primero:  reproduzco  lo« 
del  escrito  de  demanda;  y  como  fundamento  de  dere- 
cho citó  los  artículos  tercero  y  treinta  y  cuatro  del  Re¿il 
Decreto  de  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  ocho:  y  los  artículos  séptimo  3-  vemticnatro 
de  la  Ley  de  Ferrocarriles  de  veintitrés  de  noviembre 
de  mil  o<'h<)ciento8  setenta  y  siet-e.  Y  concluyo  pidiendo 
que  en  definitiva  se  d(^est¡mai-a  la  demanda  y  deda- 
i-a  suksistenti^  la  resolución  reclamada  con  expresa 
condenación  de  costas  al  <iemandante. 

Pbi'Kba: 

Resultando:  (|ue  pasados  los  autos  al  Ponente,  so- 
bre el  rei»¡bimiento  á  prueba,  se  dictó  auto  declarando 
no  existir  la  necesidad  de  recibir  el  pleito  á  prueUv,  y 
se  mandó  poner  las  actuaciones  con  los  expedientes  ad- 
ministrativos de  manifiesto  á  las  partes  en  la  Secreta- 
ría por  el  término  de  cinco  días  y  transcurrido  ese  tér- 
mino, se  diera  cuenta  para  proveer  lo  que  corresponda; 
y  evacuado  el  trámite  de  instrucción^  se  señaló  día 
para  la  celebración  de  vista,  que  tuvo  efecto  el  día 
nueve  de  Julio  próximo  pasado  con  asistencia  de  la 
representación  del  recurrente,  su  abogado  director  y  el 
Ministerio  Fiscal,  por  la  Administración. 

Resultando:  que  en  la  sustanciación  de  este  pleito 
se  han  observado  las  presci*i pelones  legales. 

Decisión  del  pleito: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  señor  Juan  de  Dios 
Kohly. 

Considerando:  que  aún  cuando  el  articulo  sépti- 
mo de  la  Ley  de  Ferrocarriles  de  veintiti-es  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  esta- 
blece que  todas  la«  líneas  de  ferrocarriles  de  servi- 
cio general  son  de  dominio  público,  este  precepto  no 
puede  entenderse  en  el  sentido  que  pretende  la  re- 
presentación del  Estado  como  facultad  omnímoda  en 
6&tej  para  disponer  de  los  referidas  compañías  y  sus 
pertenencias  como  de  cosa  propia,  si  no  que  sus  dere- 
chos están  limitados,  por  lo  que  respecta  á  la  propie- 
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dad  de  las  mismas,  &  lo  que  establecen  las  disposicio- 
nes citadas  en  considerando  anterior. 

Ck)nsiderando:  que  el  precepto  del  articulo  treinta 
y  cuatro  del  Real  Decreto  de  diez  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  ocho,  que  establece  que  las 
Empresas  ferrocarrileras  no  podrán  oponerse  á  que  su 
ferrocarril  sea  cruzado  por  otros  caminos,  canales  6  fe- 
rrocarriles, ni  á  su  prolongación,  siempre  que  se  abran 
con  autorización  del  Gobierno  y  salva  la  indemnización 
á  que  haya  lugar,  solo  hace  referencia  á  las  servidum- 
bres públicas  y  por  razón  de  conveniencia  ó  utilidad 
pública,  pero  de  ningima  manera  &  los  particulares;  cu- 
ya interpretación,  á  más  de  ser  la  única  racional  com- 
patible con  todos  los  demás  preceptos  de  la  legislación 
de  ferrocarriles,  aparece  consagrada  en  la  Real  Orden 
de  once  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  pu- 
blicada en  la  Gaceta  Oficial  de  la  Habana  de  veintinue- 
ve de  Agosto  del  mismo  afío,  resolviendo  un  caso  idén- 
tico al  presente. 

Considerando:  que  al  disponer  el  artículo  vein- 
ticuatro de  la  Tjey  de  Ferrocarriles,  que  ninguna  con- 
cesión de  ferrocarril  constituye  monopolio  á  favor 
de  las  Compañías  ni  de  los  particulares,  no  ha  sig- 
nificado que  quedaban  obligadas  á  soportar  el  cruce 
por  sus  líneas  á  otros  ferrocarriles,  caminos,  canales  ú 
otra  clase  de  tral)ajos  análogos,  sino  única  y  exclusi- 
vamente que  podrán  otorgarse  ulteriores  concesiones 
en  la  misma  comarca  ó  en  otra  contigua  6  distante, 
sin  que  la  primera  tenga  derecho  á  reclamar  indemni- 
zación alguna  á  los  nuevos  concesionarios. 

Considerando:  por  las  razones  expuestas,  que  el 
permiso  concedido  á  don  Robustiano  Ferro  para  cruzar 
á  nivel  con  su  ferrocarril  de  vía  estrecha,  la  líneii 
principal  del  Ferrocarril  de  Cárdenas  y  Júcaro,  envuel- 
ve el  desconocimiento  de  los  derechos  de  propiedad  que 
á  esta  Compañía  incumben  y  entraña  una  evidente  le- 
sión de  los  mismos,  no  autorizada  por  la  ley,  por  cuya 
razón  procede  revocar  dicho  permiso. 

Considerando:  que  requiriendo  el  artículo  noventa 
y  tres  de  la  Ley  de  lo  Contensioso  Administrativo,  la 
temeridad  notoria  para  la  especial  imposición  de  cos- 
tas, no  habiendo  méritos  para  apreciarla  existente  en 
ese  grado,  son  de  declararse  en  la  forma  ordinaria. 
Vistas  las  disposiciones  legales  citadas  y  demás  de  apli- 
cación general. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  con 
lugar  la  pi*esente  demanda  contencioso-administrativa 
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y  en  bu  coDsecuencia  revocar  como  revocamoB,  la  reso» 
lución  del  Grobiemo  Militar  de  esta  Isla  de  treinta  y 
uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  uno,  en  cnanto 
autoriza  á  don  Robustiano  Ferro,  para  cruzar  &  nivel 
con  un  ferrocarril  de  vía  estrecha,  la  linea  principal 
de  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Cárdenas  y  Júcaro, 
en  el  kilómetro  cinco  de  la  misma;  sin  hecer  eepeeial 
condenación  de  costas,  ni  expresa  de  temeridad. — Y 
firme  que  sea  esta  resolución,  etc.    . 

Asi  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  María  Gispert. — José  V.  Tapia. — Arturo  Hevia. 
—Juan  Federico  Edelmann.  —  Juan  de  D.  García 
Kohly. 


Inf.  Ley.— Sent.  25.-7  de  Noviembre  de  1902.— Im- 
pnesto  de  trasmisión  de  bienes.  (Oac  Abril  28.) 

DOCTRINA:  Para  los  efectos  del  impuesto,  se  con' 
aideran  nuevas  traslaciones  de  propiedades  las  renun- 
cias 6  cesiones  del  derecho  adquirido  por  un  postor 
en  una  subasta,  cuando  se  -verifiquen  después  d«  eje- 
cutado el  remate  y  de  haberse  otor^^ado  la  escritura,  6 
cuando  sin  haberse  llenado  este  requisito  se  haya 
consumado  la  venta  por  la  mutua  entrega  de  la  cosa 
y  del  precio,  no  siendo  bastante  para  la  exacción  sólo 
la  entrega  del  último. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  No- 
viembre  de  mil  novecientos  dos. — Visto  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal,  en  representación  de  la  Administración 
General  del  Estado,  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
diez  y  siete  de  Septiembre  último,  en  el  pleito  con-, 
tencioso-administrativo  seguido  por  Carlos,  Lorenzo, 
Elisa,  Leonor  y  Emilia  Scull  y  Colón,  cuyos  domici- 
lio^ y  profesión  no  constan,  contra  la  Administración 
General  del  Estado  pai'a  obtener  la  revocación  de  una 
resolución  de  la  Sexjretaría  de  Hacienda,  referente  á 
una  liquidación  practicada  para  el  pago  del  impuesto 
*sobre  trasmisión  de  bienes. 

Primero. — Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  contienen  los  cinco  Resultandos  que  á  conti- 
nuación se  transcriben. 

Antecedentes  administrativos: 

Segundo. — Resultando  que  según  aparece  del 
expediente  administrativo  remitido,  la  Administración 
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de  BentaB  é  Impuestos  de  la  Zona  Fiscal  de  la  Habana 
con  fecha  diez  de  Agosto  de  mil  novecientos  uno,  prac- 
ticó la  liquidación  siguiente:  que  en  nueve  de  Julio 
de  mil  novecientos  uno,  ante  él  Notarío  don  J.  R.  de 
Arellano  y  con  el  número  cuatrocientos  seis  del  pro- 
tocolo, consta  que  en  los  ejecutivos  seguidos  por  la 
sociedad,  antiguos  establecimientos  de  ^*Cail",  contra 
el  señor  José  Francisco  Scull,  se  sacó  á  pública  subas- 
ta el  ingenio  **Teresa'',  sito  en  Güines,  aprobándose 
el  remate  á  favor  del  postor  don  Juan  Aspuru  é  Isasi, 
por  el  precio  liquido  de  ciento  cinco  mil  trescientos 
cuatro  pesos  noventa  y  cinco  centavos,  á  calidad  de 
ceder  dicho  remate  á  un  tercero;  pero  como  el  expues- 
to rematador  ha  pagado  el  precio  Int^ro  del  remate 
en  efectivo  y  por  virtud  de  convenios  que  con  él  cele- 
bi-aron  los  acreedores  preferentes,  sin  que  conste  que 
dicho  pago  y  convenios  celebrados  con  posterioridad 
al  acto  de  la  subasta,  los  efectuara  por  mandato  ex- 
preso de  tercero,  debe  estimarse  á  los  efectos  del  im- 
puesto consumado  el  remate  á  favor  del  postor  señor 
Ampuru,  según  lo  preceptúa  el  articulo  diez  y  nueve 
del  Reglamento  del  Impuesto  vigente.  Con  posterio- 
ridad á  dichos  convenios  entre  el  señor  Aspuru  y  los 
acreedores  preferentes  del  ingenio  '*Teresa*',  se  apro- 
bó por  auto  de  nueve  de  Mayo  último  la  forma  de 
pago  convenida  por  el  rematador,  disponiéndose  otor- 
gase á  su  favor  ó  de  la  persona  que  designare  la  co- 
rrespondiente escritura.  En  este  estado  el  rematador 
don  Juan  Aspuru  é  Isasi,  haciendo  uso  de  la  facultad 
de  ceder  el  remate  por  él  verificado  á  un  tercero;  de- 
*signó  á  los  señores  Carlos,  Lorenzo,  Elisa,  Emilia  y 
Leonor  Scull  y  Colón,  para  que  se  otorga$?e  &  favor  de 
estos  señores  la  escritura  de  venta  del  ingenio  ^  ^Tere- 
sa", sito  en  el  término  de  San  Nicolás,  jurisdicción  de 
Güines,  por  el  precio  liquido  de  ciento  cinco  mil  tres- 
cientos cuatro  pesos  noventa,  y  cinco  centavos  y  condi- 
ciones en  que  efectuó  el  remate  el  señor  Juan  Aspuru 
é  Isasi.  El  mismo  señor  Juan  Aspuru  é  Isasi,  como 
gerente  de  la  sociedad  de  Aspuru  y  Compañía,  liqui- 
dadora de  la  de  Isasi  y  Compañía,  cancela  la  hipoteca 
de  treinta  y  cinco  mil  diez  pesos  cuarenta  y  un  centa- 
vos que  á  favor  de  esta  sociedad  reconoció  la  finca  re- 
matada, según  escritura  de  veinte  y  uno  de  Julio  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  siete.  El  señor  Claudio 
González  de  Mendoza  expresa  con  anterioridad  al  otor- 
gamiento de  la  escritura  han  sido  satisfechos  los  cré- 
ditos de  sus  poderdantes  sociedad  * 'Antiguos   estable- 
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cimientos  de  CaiP'  por  cuarenta  y  seis  mil  novecientos 
cuarenta  y  un  pesos  sesenta  y  cuatro  centavos,  seg&n 
escritura  de  treinta  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  cuatro;  y  Sra.  Cecilia  Brussa  y  sus  hijos  José,  León 
y  Leonor  Medina  por  treinta  y  cuatro  mil  setecientos 
sesenta  y  nueve  pesos  cincuenia  centavos,  según  es- 
critura de  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cinco,  cancelado  en  su  virtud  ambos  créditos.  El 
señor  I^uis  Suárez  Oalbán  expone  que  su  crédito  de 
cuarenta  y  cuatro  mil,  constituido  según  escritura  de 
once  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  lo 
deja  totalmente  cancelado  mediante  haber  recibido 
con  anterioridad  al  otorgamiento  de  la  escritura  la 
suma  de  nueve  mil  ciento  sesenta  y  siete  pesos  doce 
centavos  á  que  en  la  liquidación  del  remate  quedó 
reducido  el  crédito  citado  por  no  alcanzar  el  precio 
del  remate.  Los  compradores  señores  Scull  y  Colón, 
se  confiesan  ser  deudores  del  propio  señor  don  Juan 
Aspuru  é  Isasi,  por  la  suma  de  siete  mil  pesos  .'asimis- 
mo se  confiesan  deudores  del  propio  Aspuru  é  Isasi 
por  la  suma  de  ochenta  mil  doscientos  once  pesos,  ga- 
rantizando el  pago  de  dicha  suma  con  hipoteca  del 
referido  ingenio  * 'Teresa^'.  Asimismo  se  confiesan 
deudores  del  señor  Luis  Suárez  y  Galbán  por  la  suma 
de  cuarenta  mil  pesos,  garantizando  el  pago  de  dicha 
suma  con  hipoteca  del  referido  ingenio  **Teresa'',  y 
por  último  se  confiesan  deudores  de  doña  Clara  BcuU 
y  Colón  por  la  suma  de  veinte  y  cinco  mil  pesos  y  p<jr 
los  menores  Rosa,  Margarita,  Hortensia  y  Femando 
Scull  y  Carmena  por  otros  veinte  y  cinco  mil  pesos, 
garantizando  su  pago  con  hipoteca  del  citado  ingenió 
*  ^Teresa* ' .  Liquidación.  —  Remate  á  favor  de  don  Juan 
Aspuru  é  Isasi,  ciento  cinco  mil  trescientos  cuatro  pe- 
sos noventa  y  cinco  centavos,  uno,  por  ciento,  artícu- 
lo cuarto  Reglamento  y  Decreto  número  diez  y  seis. 
Tarifa:  mil  cincuenta  y  tres  pesos  cinco  centavos.  Ce- 
sión del  remate  k  favor  de  los  señores  Scull:  cieaito 
cinco  mil  trescientos  cuatro  pesos  noventa  y  cinco 
centavos,  uno  por  ciento,  artículo  cuarto  Reglamento 
y  Decreto  número  diez  y  seis,  Tarifa  mil  cincuenta  y 
tres  pesos  cinco  centavos.  Cancelación  total  de  pri- 
mero, segundo,  tercero  y  cuarto  hipotecas  ciento  se- 
senta mil  setecient/os  veinte  y  seis  pesos  cincuenta  y 
cinco  centavos  oro,  veinte  y  cinco  por  ciento  articulo 
noveno  Reglamento  y  Decreto  número  veinte  y  ocho 
Tarifa  cuatrocientos  siete  pesos  ochenta  y  dos  centa- 
vos,   Confegióa  de  deuda  á  favor  de  señor   Aspuru  é 
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Isasi  siete  mil  pesos  cero  cinco  por  ciento  artículo  diez 
y  ocho  Reglamento  y  Decreto  número  cuarenta  y  dos 
Tarifa  tres  pesos  cincuenta  centavos.  (Constitución  to- 
tal de  hipotecas  ciento  setenta  mil  doscientos  once 
pesos  cero  veinte  y  cinco  por  ciento  artículo  noveno 
Reglamento  y  Decreto  número  veinte  y  ocho  Tarifa 
cuatrocientos  veinte  y  cinco  pesos  cincuenta  y  tres 
centavos.  Suma  total:  dos  mil  novecientos  treinta  y 
seis  posos  noventa  y  cinco  centavos.  Que  contra  la 
«interior  liquidación  se  alzó  el  Ldo.  Pedro  Pablo  Ra- 
bell  como  mandatario  de  los  señores  Scull,  para  que 
reformara  la  liquidación,,  deíilarándose  que  no  existe 
más  que  una  traslación  de  dominio  en  el  actor  de  re- 
matar A  spuru  el  ingenio  * 'Margarita  y  Teresa",  pura 
cederlo  á  un  tercero  y  verificar  la  cesión  antes  de 
consumarse  la  venta  y  otorgai'se  la  escritura  y  en  su 
eonsecuéhcia  que  se  rebajen  los  mil  cincuenta  y  tres 
pesos  cinco  centavos  cargados  por  ese  concepto;  y  tra- 
mitada dicha  alzada,  la  Secretaría  de  Hacienda  con 
fecha  primero  de  Noviembre  de  mil  novecientos  uno, 
dec^larí)  sin  lugar  el  recurso,  resolviendo  ooniírmar  la 
liquidación  y  que  se  ingrese  en  firme  en  su  (>[»ortuui- 
dad  el  importe  de  los  derechos  abonados. 

Demanda: 

Terceix). — Resultando  que  el  Procurador  Bernardo 
Cotoño,  con  poder  bastante  de  los  señores  Scull 
y  Colón,  por  medio  de  escrito  de  tres  de  Enero  últi- 
mo y  acompañando  el  traslado  de  la  resolución 
de  la  Secretaría  de  Hacienda  interpuso  recurso 
contencioso-administrativo  contra  ésta,  publicada  su 
interposición  y  recibidos  los  antecedentes  administra- 
tivos que  se  reclamaron,  formalizó  su  demanda  por 
medio  de  escrito  de  tres  de  Marzo  que  hizo  descansar 
en  loa  siguientes  hechos: — Primero:  que  don  Juan  As- 
pnru  se  presentó  el  día  veinte  y  siete  de  Abril  de  mil 
novecientos  uno,  como  licitador  en  la  subasta  del  in-* 
genio  «Margarita  y  Teresa»,  que  tenía  lugar  en  los 
autos  del  juicio  ejecutivo  seguidos  por  los  antiguos 
«Establecimientos  de  Cail»  contra  don  José  Francisco 
Senil,  aprobándose  el  remate  á  su  favor  por  la  canti- 
dad líquida  de  ciento  cinco  mil  trescientos  pesos  no- 
venta y  cinco  centavos  á  calidad  de  cederlo  á  tercero 
según  tenía  convenido.  Segundo:  qile  practicada  la 
liquidación  de  cargas  las  partes  y  acreedores  hipote- 
caiios  pidieix)n  de  común  acuerdo  en  escrito  fecha  pri- 
mei'O  de  Mayo  de  mil  novecientos    uno,   que  se  pres- 


Digiti 


izedby  Google 


ÍCtO  ttdLIlTTM  LKGI6LAT1VO 


cindiese  de  la  consignación  del  precio,  porque  ya 
CRtaba  distribuido  y  se  mandase  á  otorgar  la  escritura 
á  favor  del  rematador  á  quien  cedía  sus  derechos  y  así 
»e  ordeno  por  auto  de  nueve  de  Mayo  del  mismo  afío. 
Tercero:  que  el  día  nueve  de  Julio  del  mismo  año,  el 
Juez  de  primera  instancia  del  Distrito  Norte  de  esta 
ciudad,  en  rebeldía  de  los  deudores,  otoi^6  ante  el 
Notario  don  José  Ramírez  de  Arellano  y  Pedroso,  la 
escritura  de  remate  á  favor  de  don  Garlos,  don  Loren- 
zo, doña  Elisa,  doña  Emilia  y  doña  Leonor  Scull  y 
Colón  que  el  señor  Aspuru  designó  como  tercero  á  fa- 
vor de'quien  había  hecho  el  remate.  Cuarto:  que  por 
esa  escritura  los  acreedores"  hipotecarios  primero,  se- 
gundo y  tercero  señores  Cail  y  la  Brussa  y  sus  hijos  y 
don  Luis  Suárez  Galbán,  cancelaron  sus  créditos  dán- 
dose por  pagados  á  virtud  de  haber  recibido  su  impor- 
te del  señor  Aspuru,  y  el  señor  Aspuru  fué  rtintegra- 
do  de  esos  pagos  mediante  el  reconocimiento  en  pri- 
mera hipoteca  de  ochenta  mil  doscientos  once  pesofc 
Quinto:  que  presentada  esa  escritura  á  la  liquidación 
de  derechos  reales,  la  administración  estimó  que  inde- 
pendientemente de  la  cancelación  total  de  las  hipote- 
cas, confesión  de  deuda  simple  y  constitución  de  que 
importaron  ochocientos  treinta  pesos  ochenta  y  cinco 
centavos,  debía  pagar  al  uno  por  ciento  sobre  los  cien- 
to cinco  mil  trescientos  cuatro  pesos  noventa  y  cinco 
centavos,  precio  del  remate  á  favor  de  don  Juan  As- 
puru é  Isasi  é  igual  suma  por  la  cesión  de  ese  remate 
á  favor  de  los  señores  Scull,  por  entender  que  el  rema- 
te y  la  cesión  constituían  dos  traslaciones  de  dominio 
con  arreglo  al  artículo  cuarto  del  Reglamento  y  nü- 
mer  odiez  y  seis  de  la  Tarifa  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos,  reformada  en  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve.  Sexto:  que  apurada  la  vía  administrativa,  la 
Administración  de  Hacienda  eonñrmó  la  liquidación, 
apartándose  de  la  jurisprudencia  que  había  seniíado 
en  los  casos  iguales  de  cesión  de  remate  del  ingenio 
demolido  «Sonora»,  por  escritura  ante  don  Adolfo 
Ñuño  en  mil  novecientos,  de  cesión  de  remate  de  los 
ingenios  «San  Miguel  de  Azopardo»  y  «rLouisiana»,  en 
escritursi  de  trece  de  Julio  de  mil  novecientos  uno  an- 
te don  Arturo  Mañas  y  de  cesión  del  ingenio  demolido 
<fEmilia»  en  escritura  de  veinte  y  das  de  Julio  de  mil 
novecientos  uno,' ante  don  Francisco  de  Castro.  Sép- 
timo: que  preparada  la  vía  contencioso-administrativa 
y  pedido  el  expediente,  la  administración  lo  remitió, 
dejando  en  su  oficina  una  instancia  con  la  que  acom.? 
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pañaba  una  certificación  expedida  por  el  Escribano 
don  José  A.  Sodríguez,  de  la  que  constaba  que  don 
Juan  Aspuru  é  Isasi  no  habla  tomado  posesión  del  in- 
genio «Margarita  y  Teresa»  ni  ejecutado  ningún  acto 
ae  dominio.  Alegó  los  fundamentos  de  dereoiio  que 
estimó  convenientes  y  concluyó  pidiendo  que  se  decla- 
mra  con  lugar  la  demanda,  y  revocando  el  acuerdo  de 
la  Secretaría  de  Hacienda  de  primero  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  uno,  declarar  que  el  remate  hecho 
por  Aspuru  para  cederlo  á  tercero  y  ía  cesión  de  ese 
remate  en  el  acto  de  otorgamiento  de  la  escritura, 
constituye  una  sola  trasmisión  de  dominio  y  como  tan 
sólo  debe  tributar  el  uno  por  ciento  sobre  los  ciento 
ciiico  mil  trescientos  cuatro  pesos  noventa  y  cinco 
eenttivos  precio  líquido  del  remate  por  una  sola  vez  y 
en  ese  concepto  debe  devolverse  á  los  cesionarios  los 
mil  cincuenta  y  tres  pesos  cincuenta  centavos  que  in- 
debidamente se  cobraron  por  la  cesión,  y  la«  costas  de 
cargo  de  la  Administración. 

Cuarto. — Resultando  que  antes  de  conferir  tras- 
lado de  la  demanda  y  á  pedimento  del  recurrente,  en 
otrosí  de  su  citado  escrito,  se  titkjo  de  la  Administra- 
ción de  Hacienda,  la  instancia  presentada  á  la  Secre- 
taría por  el  Licenciado  Pedro  Kabell,  acompañando 
una  certificación  expedida  por  el  Escribano  señor 
Agustín  Rodríguez  y  Rodríguez,  de  veinte  y  ocho  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  de  la  que  aparece: 
que  antes  de  otorgarse  la*  escritnra  de  la  subasta  á  fa- 
vor del  rematador,  ni  se  entregó  la  finca,  ni  se  puso 
en  posesión  á  don  «Juan  Aspuru. 

OONTJÍKTACIÓX: 

Quinto,— Resultando  que  conferido  traslado  de  la 
demanda  al  Ministerio  Fiscal,  para  que  la  contestara 
lo  verificó  por  escrito  de  seis  de  Abril.  Cil timo,  alegan- 
do los  siguientes  hechos: — Primer^:  el  día  veintisiete 
de  Abril  de  mil  novecientos,  tuvo  efecto  el  i*emate  del 
ingenio  «Margarita  y  Teresa»,  rematándose  por  don 
Juan  Aspuru  quien  consignó  en  el  acto  que  lo  hacía  á 
calidad  de  cederlo  &  un  tercero;  al  tiempo  de  otorgarse 
Ja  escritura  de  nueve  de  Julio  del  propia  año,  designó 
el  adjudicatario  Aspuru  á  los  señores  Scull  y  Colón 
como  aquéllos  á  cuyo  favor  había  realizado  el  remate 
para  que  á  su  nombre  se  llevara  á  efecto  la  venta, 
dándose  por  pagado  el  crédito  hipotecario  de  treinta  y 
einco  mil  diez  pesos  cuarenta  y  un  centavos  que  en 
tercer  lugar  reconocía  la  finca  rematada  &  favor  de  Ijx 
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sociedad  de  I»asi  y  compañía  de  que  era  liquidadora 
la  que  Aspuru  representaba,  consintiendo .  en  tiue  «sí 
se  hiciera  constar  en  el  Registro  de  la  Propieda<l. 
Segundo:  presentada  la  escrituiu  en  la  Oficina  Liqui- 
dadora^practicada  ]a  liquidación  estimó  aquel  Oeuti'o 
l>roc(Hlía  pagar  por  el  acto  del  remfvte  y  además  por  la 
renuncia  del  derecho  adquirido  por  Aspuru  y  cedido  á 
favor  de  los  señores  ScuU  y  Colón  á  nombre  de  quien 
se  extendió  la  escritura;  contra  esta  resolución  esta- 
bleció alz¿u1a  ante  la  Secrefciría  de  Hacienda  la  repre- 
sentación de  los  señores  SeuU  y  Colón  y  como  la  cit*' 
da  HeeretarÍM  confirmase  lo  resuelto  por  la  Oficina 
Li(iui(ladora.  se  ha  establecido  el  presente  recurso 
contí^ncioso-administrativo.  Y  después  de  los  funda- 
mentos de  derecho,  concluyó  pidiendo  que  se  deses- 
timara la  demanda  reclamada  con  expresa  condena- 
ción de  costas  al  demandante. 

Pki rra: 

Sexto. — Resultando  que  á  solicitud  del  recurren- 
te, se  recibió  el  pleito  á  prueba,  practicándose  la  pro- 
puesta por  el  mismo,  que  consistió  en  traer  tres  expe- 
dientes del  Departamento  de  Hacienda  de  la  Zona 
Fiscal  de  la  Habana  de  los  que  aparece,  que  fueron 
liquidadas  las  escrituras  de  veinte  y  dos  de  Julio  de 
mil  novecientos  uno  ante  don  Francisco  Castro,  diez  y 
seis  de  Abril  de  mil  novecientos  ante  don  José  Miguel 
Ñuño,  y  trece  de  Agosto  de  mil  novecientos  uno  ante 
don  Arturo  Mafias^  de  cuyas  liquidaciones  resulta: 
que  los  derechos  devengadas  por  la  primera  y  tercera 
de  dichas  escrituras  en  las  que  constan  subastados  los 
bienes  á  que  se  refieren  á  condición  de  ceder  á  un  ter- 
cero, sólo  se  tuvo  en  cuenta  para  la  imposición  del 
impuesto  un  sólo  acto  de  trasmisión  del  dominio,  el 
llevado  á  cabo  {\  nombre  de  los  terceros  en  quienes  se 
cedía  la  subasta,  sin  que  pueda  precisarse  tal  hecho 
respecto  de  la  segunaa.  de  las  escrituras,  por  no  cons- 
tar en  el  expediente  á  la  misma  referido  testimonio  de 
ella,  pero  sí,  que  la  liquidación  lo  fué  por  un  sólo  acto 
de  trasmisión  del  dominio. 

Resolición  recurrida: 

Séptifno. — Resultando  que  la  Sala  sentenciadora 
estimando  que  el  rematador^  antes  del  otorgamiento 
de  la  escritura  no  había  entrado  en  posesión  material 
del  inmueble  subastado,  segím  lo  justificaba  la  certi- 
ficación obrante  á  la  cabeza  del  expediento  admini9« 
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trativo,  ni  que  los  actos  por  él  realizados  jurídicamen- 
te envolvieran  la  posesión  de  dicho  inmueble,  falló 
revocando  la  resolución  recurrida  del  Secretario  de 
Hacienda  fechada  el  primero  de  Noviembre  del  a/lo 
próximo  pasado  y  declaró  que  el  remate  hecho  por 
don  Juan  Aspuru  de  la  ñnca  «Margarita  y  Teresa»  á 
calidad  de  cederlo  á  un  tercero  y  la  cesión  de  ese  re- 
mate  en  el  acto  del  otorgamiento  de  la  escritura  de 
venta  judicial  de  esa  finca,  constituye  una  sola  tras- 
misión de  dominio  y  en  ese  concepto  debe  devolverse 
á  los  nefiores  C&rlos,  Lorenzo,  Elisa,  Leonor  y  Emilia 
Scull  y  Colón  los  derechos  reales  cobrados  por  la  Ha- 
cienda bajo  el  supuesto  de  la  segunda  traslación. 

Fl'NDAMENTOS  DEL  KECURSO  DE  CASACIÓN: 

■  Octavo. — Resultando  que  contni  dicho  fallo  pe 
estableció  el  presente  recurso  fundado  en  el  caso  pri- 
mero del  articulo  mil  seiscientos  noventa  <le  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  alegándolos  siguientes  motivos: 

A. — El  artículo  diez  y  nueve  del  Keglaniento  del 
Impuesto  de  derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes, 
de  siete  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos, 
que  establece,  que  jxani  los  efe<íto»  del  Impuestio  deben 
considerarse  como  nuevas  traslaciones  de  propiedad 
las  renuncias,  cesiones  del  derecho  adquirido  por  un 
postor  cuando  se  verifiquen  después  de  ejecutado  el 
remate,  y  habei*so  otorgado  á  su  favor  la  correspon- 
diente escritura  pública  ó  cuando  sin  haberse  llenado 
este  requisito  se  haya  consumado  el  contrato  por  la 
mutua  entrega  de  la  finca  y  del  precio  y  siendo  asi 
que  se  llevó  á  efecto  la  entrega  de  la  finca  y  del  pre- 
cio, desde  el  momento  en  que  liquidaron  en  aquel  acto 
del  remate  los  acreedores  de  la  finca,  no  queda  duda 
que  se  hizo  entrega  del  precio,  y  además  no  se  ha  jus- 
tificado por  el  cedente  con  documento  público  anterior 
4  su  intervención,  que  obró  por  mandato  ó  comisión; 
se  ha  infringido  por  lo  tanto  en  la  sentencia  el  artículo 
tliez  y  nueve  que  se  deja  citado. 

B. — Se  ha  infringido  igualmente  el  artículo  cua- 
i*enta  del  Reglamento  de  derechos  reales  y  trasmisión 
de  bienes,  de  siete  de  Julio  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  dos,  desde  él  momento  que  aquél  establece,  y  la 
sentencia  de  que  se  trata  no  lo  aplica,  que  para  que 
sea  exigible  el  impuesto  se  requiera  la  existencia  de 
na  acto  expreso  ó  deducido,  con  arreglo  á  los  princi- 
pios de  derecho,  cuyo  nombre  ó  contjepto  de  liquida- 
ción figura  en  la  Tarifa  del  Impuesto. 
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En  la  sentencia  se  reconoce  que  el  sefior  don  Juan 
Aspuru  é  Isasi  remató  el  ingenio  «Margarita  y  Teresa» 
y  que  al  extenderse  la  escritura  de  remate,  algunos 
meses  después,  hubo  de  manifestar  que  los  acreedores 
eslbaban  pagos,  cosa  que  por  éstos  fué  confirmada  y  que 
indican  la  entrega  del  precio,  y  al  adjudicarse,  como 
en  la  sentencia  se  reconoce,  la  citada  ñnca  hubo  ver- 
dadera traslación  de  dominio  que  nadie  le  disputó,  ni 
entonces  ni  después;  y  sin  embargo  de  esto,  en  la  sen- 
tencia se  han  reconocido  estos  hechos  y  á  pesar  de 
ello  se  han  infringido  en  aquélla  la«  disposiciones  que 
se  dejan  citadas. 

Noveno. — Resultando  que  admitido  el  recurso  y 
sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal  se»  celebró  la 
vista  pública  el  día  diez  y  siete  del  corriente  mes  con 
asistencia  del  representante  del  Ministerio  Fiscal,  re- 
currente, y  del  Letrado  de  la  parte  actoi*a,  sosteniendo 
el  primero,  é  impugnando  el  segundo,  los  motivos  del 
recuiso. 

Decisión  del  becukso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  0^  Betatncourt 
Primero. — Considerando  que  para  los  efectos  del 
impuesto  sobre  trasmisión  de  bienes,  conforme  al  ar- 
ticulo diez  y  nueve  del  Reglamento  vigente  en  la  ma*- 
teria,  debe  considerarse  como  nuevas  traslaciones  de 
propiedad  las  renuncias  6  cesiones  del  derecho  adqui- 
rido por  un  postor  cuando  se  verifiquen  después  de 
ejecutado  el  remate  y  de  haberse  otorgado  la  escritura 
pública,  ó  cuando  sin  haberse  llenado  este  requisito 
(el  del  otorgamiento  de  la  escritura  pública)  se  haya 
consumado  el  contrato  por  la  mutua  entrega  de  la  fin- 
ca y  del  precio;  preceptos  que  por  su  claridad  no  ofre- 
cen duda  alguna,  ni  necesitHn,  para  ser  aplicados  otra 
interpretación  que  la  literal  de  sus  palabras,  con  las 
cuales  se  expresa  uno  de  los  conceptos  dominantes  en 
las  disposiciones  de  dicho  Reglamento,  ó  sea,  el  de 
quedar  sometido  el  impuesto  los  actos  por  los  cuales 
se  transfiera  ó  modifique  el  dominio;  y  por  tanto  la 
cesión  del  derecho  adquirido  por  el  postor  adeuda  el 
impuesto  en  cuanto  esa  cesión  lleve  necesariamente 
consigo  la  del  dominio  de  la  cosa  subastada,  adquirido 
anteriormente  por  dicho  postor;  y  no  cuando  la  cesión 
se  limita  solo  á  los  derechos  adquiridos  por  la  postura 
admitida,  ó  por  la  subasta  aprobada;  que  no  otra  cosa 
expresa  el  repetido  artículo  al  establecer  para  la  du- 
plicidad de  la  exacción  que  se  haya  otorgsido  1»  escri* 
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tura  6  que,  á  falta  de  ésta  la  cosa  y.  el  precio  hayan 
sido  matnaraehte  entregados,  que  son  los  dos  medios 
por  los  cuales  el  contrato  de  oompra-venta  queda  con- 
sumado, y  mediante  él  trasmitido  al  postor  el  dominio 
de  la  cosa  que  es  lo  que  en  realidad,  4  su  vez,  tramite 
cuando,  después  de  realizados  aquellos  actos  oede'los 
derechos  adquiridos  en  la  subasta. 

Segundo.  Considerando  qué  habiendo  declarado 
la  Sa]a  sentenciadora  que  al  postor  Aspuru  no  se  en>- 
tregó  ni  se  le  puso  en  posesión  de  la  finca,  antes  del 
otorgamiento  de  la  escritura,  es  innecesario  examinar, 
á  los  ef  cotos  del  recurso,  si  aquél  entr^ó  6  no  el  pre- 
cio, porgue  el  citado  articulo  diez  y  nueve  del  Begla^ 
uiento  exige  para  el  adeudo  del  impuesto,  en  este  caso, 
la  concurrencia  de  ambas  circunstancias,  la  de  la  en- 
trega del  precio  y  la  de  la  finca,  como  elementos  inte- 
grantes de  la  consumación  del  contrato,  y  tratándose 
de  bienes  inmuebles,  fuera  del  caso  de  entrega  mate- 
nal,  que  la  Sala  declara  que  no  ha  existido,  no  hay 
otitk  forma  de  entregar  la  cosa  vendida  que  la  simbóli- 
ca, consistente  en  el  otorgamiento  de  escritura  pública, 
conforme  al  articulo  mil  cuatrocientos  sesenta  y  dos 
del  Código  Civil,  y  ésta  no  se  otorgó  al  rematador  sino 
á  sus  cesionarios,  mediante  la  declaración  hecha  por 
aquél,  corroborando  la  calidad  de  ceder  á  un  tercero, 
con  que  hizo  el  remate. 

Tercero.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas la  Sala  sentenciadora  al  declarar  que  la  cesión 
del  remate  hecha  por  Aspuru  en  el  acto  de  otorgarse 
la  escritura,  según  tenía  convenido,  á  los  recurrentes 
Scull  y  Colón,  no  está  sometido  al  pago  del  impuesto 
de  trasmisión  de  bienes,  no  infringe  el  artículo  diez  y 
nueve  del  Reglamento  vigente,  en  el  concepto  invoca- 
do por  el  Ministerio  Fiscal;  ni  tampoco  infringe  el  ar- 
tículo cuarenta  de  dicho  Reglamento,  sino  antes  bien 
lo  cumple  porque  si  bien  el  nombre  y  concepto  de  ese 
acto  figuran  en  la  Tarifa  del  impuesto,  aparece  con 
circunstancias  determinadas,  que  en  este  caso  no  con- 
curren, y  por  tanto  está  implícitamente  excluido  en  el 
referido  artículo  diez  y  nueve,  que  es  donde  se  fijan 
las  condiciones  necesarias  para  que  dichos  autos  adeu- 
den el  impuesto. 

Cuarto.  Considerando  que  no  habiéndose  cometido 
en  la  sentencia  las  infracciones  alegadas  en  el  recurso 
procede  declarar  éste  sin  lugar,  no  haciendo  expresa 
condenación  de  costas,  conforme^  el  artículo  cuarenta 
de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
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noventa  y  hueve,  por  haber  sido  recurrente  el  Minis- 
terio Fiscal. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  diez 
y  siete  de  Septiembre  último,  en  el  pleito  contencioeo- 
administrativo  al  principio  referido,  sin  especial  coo- 
denación  de  costas.  Devuélvanse,  etc. 

Asi  por  ésta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^José  Vá- 
rela.— José  Antonio'  Pichardo. — Ambrosio  'R»  Mora- 
les. *-Angel  C.  Betancourtv 


Fin  rfa/  Tomo  IIL 
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Jorisprodeocía  Hipotecaría. 


fies.  Eip.  107.— 22  de  Diciembre  de  1902.— Denegación 
de  conversión  de  una  anotación  en  inscripción.— 

(  (jlue.  Febrero  2íj.  ) 

EXTRACTO?  8e  restu'lvc  que  no  liA  lujará  con- 
vertir en  inscripción  la  anotación  de  una  demanda  en 
la  que  se  discute  el  dominio  de  un  inmueble,  si  al  <i^- 
clararte  con  luKftr  dicha  demanda  el  inmueble  en 
cuestión  ha  pasado  al  dominio  de  un  acreedor  hipote- 
cario en  cobro  de  un  crédito,  constituido  é  inscripto 
con  anterioridad  A  la  anotación,  por  quien  en  el  Re- 
l(Í6tro  apareciera  duefio  de  dicho  inmueble,  el  cual  fué 
debidamente  inscripto  á  nombre  de  dicho  acreedor. 

REf^OLUClÓN  RECURBID A : 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Supremo  Tribunal 
el  recurso  de  apelación  establecido  por  la  Sra.  María 
de  loB  Dolores  Granados  contra  la  resolución  del  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  fecha  once  de 
Octubre  del  corriente,  por  la  cual  se  declaro  sin  lugar 
el  recurso  gubernativo  establecido  por  la  mencionada 
señora,  contra  la  caliñcacíión  del  Registrador  de  la  Pro- 
piedad del  Centro  de  esta  Capital  puesta  al  pió  de  un 
mandamiento  judicial  en  diez  y  ocho  de  Agosto  y  diez 
de  Septiembre  de  este  mismo  año,  no  admitiendo,  por 
defecto  insulisanable  la  convereión  en  inscripción  defi- 
nitiva de  dominio  de  la  anotación  preventiva  letra  A, 
á  consecuencia  del  juicio  seguido  por  la  referída  seño- 
ra, contra  su  esjwso  por  parafernales;  y  no  admitiéndo- 
se tampoco  por  el  propio  defecto  la  cancelación  que  se 
pretende,  fundada  en  el  párrafo  quinto  del  artículo  se- 
tenta y  uno  de  la  Ley  Hipotecaria:  calificaciones  que 
conjimió  dicho  Sr.  PreBident^. 

Reproduciendo  la  relación  de  hechos  consignados 
^en  el  auto  de  Octubre  once,  la  cual  es  como  sigue; 
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Antecedentes: 

Resnltando  que  por  escritura  de  catorce  de  Juuio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  otorgada  en  esta 
Ciudad  ante  el  Notario  D.  José  Miguel  Xuño,  consti- 
tuyó D.  Aurelio  Granados  y  Escobar,  hipoteca  vo- 
luntaria á  favor  de  I).  Feliciano  Herrera  y  Espada, 
por  la  cantidad  de  tres  mil  pesos;  á  favor  de  I).  Car- 
los de  Zaldo  y  Beurmann  por  dos  mil  pesos,  y  á  favor 
de  la  señora  doña  Teresa  Aceituno  y  Limbangh  por 
diez  y  ocho  mil  pesos;  cuyas  cantidades  recibió  de  las 
expresadas  personas  en  calida<l  de  préstiimo,  constitu- 
yendo en  garantía,  hipoteca  sobre  un  terreno  ó  solar  y 
l)arte  de  una  (;asa  en  el  mismo  edificada,  y  marcarla 
con  el  número  ochenta  y  seis  de  la  calle  del  Prado  de 
esta  ciudad,  debiendo  res]>onder  la  finca  del  principal 
y  costas;  entendiéndose  los  diez  y  ocho  mil  pesos  de  la 
señora  Aceituno,  como  primera  hipoteca.  Resultando 
que  la  referida  escritura  fué  inscripta  en  el  registro  de 
la  Propiedad  del  Centro  en  veinte  y  seis  de  Julio  del 
mismo  año  de  mil  ocho<neutos  noventa  y  cuatro,  por  la 
inscripción  décima  de  la  finca  número  cuatro  mil  qui- 
nientos noventa  y  cinco. 

Kesultando  que  después  de  la  expresada  inscripción 
décima  consta  la  anotación  letra  'M",  de  la  que  apa- 
rece que  á  virtud  del  juicio  seguido  en  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  de  Belén  por  doña  María  Granados 
y  Granados,  contra  su  marido  don  Aurelio  Granados  y 
Escobar  sobre  propiedad  del  terreno  y  la  casa  ya  men- 
cionadoB,  se  anotó  en  el  Registro  la  demanda  en  vein- 
te y  tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco, 
según  la  dicha  anotación  letra  ^^\"  de  la  propia  fin- 
ca número  cuatro  mil  quinientos  noventa  y  cinco. 

Resultando  que  posteriormente  se  hizo  la  inscripción 
once,  de  la  que  resulta  que  la  expresada  doña  Josefa 
Aceituno  estableció  juicio  ejecutivo  en  cobro  del  cré- 
dito hipotecario  de  diez  y  ocho  mil  pesos  que  gravaba 
la  finca  y  la  remató;  otorgándose  á  su  favor  la  escritu- 
ra de  venta  judicial  en  cuatro  de  Mayo  de.  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco,  inscripción  once  rfe  la  finca 
aludida  número  cuatro  mil  quinientos  noventa  y  cinco.  . 
Resultando  que  en  Sentencia  de  quince  de  Junio  de  mil 
novecientos  uno,  dictada  por  el  Juez  Municipal  del 
Distrito  del  Este  en  funciones  de  Primera  Instancia 
del  mismo,  se  declaró  con  lugar  la  demanda  á  que  se 
contrae  la  citada  anotación  letra  *'A*'  y  en  su  coiise- 
cuencia  que  el  solar  y  pai-te  de  la  casa  Prado  ochenta 
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y  seis  en  esta  Oíndad,  eran  de  la  exclusiva  propiedad 
de  D^  Marta  de  los  Dolores  Granados  y  Granados,  por 
pertenecer  dichos  bienes  á  la  clase  de  parafernales,  y 
condenó  &  D.  Aurelio  P.  Granados  y  Escobar,  marido 
de  la  D^  Dolores  á  devolver  aquellas  ñucas  á  su  espo- 
sa.— Kesultando  que  pedido  al  Juzgado  de  primera 
instancia  del  Distrito  del  Este  que  librase  manda- 
miento por  duplicado  al  Registrador  de  la  Propiedad 
para  que  se  convirtiera  en  inscripsión  definitiva  la  re- 
ferida anotación  preventiva  tomada  en  virtud  de  la 
demanda,  fué  denegada  dicha  pretensión,  y  estableci- 
do recurso  de  apelación  se  resolvió  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  esta  Audiencia  que  el  Juzgado  librai*a  los 
mandamientos  interesados  al  objeto  de  convertir  en 
inscriiieión  definitiva  la  ya  indicada  anotación  preven- 
tiva tomada  en  el  Registro  á  favor  de  la  Sra.  María  de 
loe  Dolores  (iranados  sobre  el  solar  y  parte  de  la  casa 
Picado  número  ochenta  y  seis. — Resultando  que  á  vir- 
tud de  lo  resuelto  por  la  mencionada  Sala,  el  Juez 
libró  los  mandamientos  ordenando  la  conversión  en 
inscripción  definitiva  de  la  anotación  preventiva  de  la 
demanda. — Resultando  que  presentado  en  el  Diario 
del  Registro  de  la  Propiedad  del  Centro,  el  nianda- 
miento  en  cuestión  que  contiene  insertia  la  sentencia 
firme  ya  mencionada  de  quince  de  Junio  de  mil  nove- 
cientos uno,  fué  devuelto  con  la  siguiente  nota  de  ca- 
lificación: «No  admitida  la  conversión  en  inscripción 
definitiva  de  dominio  de  la  anotación  preventiva  letra 
**A"  á  consecuencia  del  juicio  seguido  por  D^  María 
Granados  y  Granados  que  se  ordena  en  el  mandamien- 
to que  precede,  por  observarse  el  siguiente  defecto 
insubsanable:  Constar  inscriptaT  la  finca  Prado  ochen- 
ta y  seis  á  favor  de  D**  Teresa  Aceituno  y  Limbangh, 
viuda  de  Pequeño,  según  escritura  de  venta  judicial, 
de  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco 
otorgada  á  virtud  del  juicio  seguido  en  cobro  de  un 
crédito  hipotecario  de  diez  y  ocho  mil  pesos,  que  gra- 
vaba dicha  finca  á  favor  de  la  Sra.  Teresa  Aceituno, 
viuda  de  Pequeño  por  escritura  de  catorce  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  no  procediendo  por 
tanto  llevarse  á  efecto  la  conversión  porque  ello  im- 
plica la  cancelación  de  la  inscripción  de  dominio  de  la 
finca  á  favor  de  W  Teresa  Aceituno  y  Limbangh, 
viuda  de  Pequeño,  que  no  es  posible  realizar  sino  me- 
diante la  ejecutoria  ó  escritura  pública  á  que  se  refie- 
re elpárrafo  primero  del  artículo  ochenta  y  dos  de  la 
Ley  Hipotecaria,  por  no  estai*seen  el  caso  de  la  can- 
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(«elación  por  miuÍBterio  de  la  Ley  á  que  se  refiere  el 
párrafo  quinto  del  articulo  setenta  y  uno  dediclia  Ley, 
t<HÍa  vez  que  diclia  anotación  no  puede  surtir  efecto, 
con  respecto  á  una  venta  judicial  en  remate,  efectuada 
para  la  realización  de  un  crédito  hipotecario  eofustitui' 
do  ('  iiiMcripto  con  anterioridad  á  la  anotoción  de  doña 
María  (¡ranados  y  (iranados. — Habana,  Agosto  diez}' 
ocho  de  mil   novecientos  dos. — Aurelio  Albuerne». 

Resultando  que  cun  posterioridad  á  esta  fecha,  se 
presentó  en  el  propio  Registro  de  la  Propiedad  del  Cen- 
tro copia  autorizada  de  la  Sentencia  recaída  en  el  pleito 
de  (|ue  ant<^  se  ha  hecho  mención  pretendiendo  la 
cancelación  de  la  inscripción  de  dominio  existen- 
te á  favor  de  doña  Teresa  Aceituno,  como  con- 
sec^uencia  de  lo  resuelto  en  la  expresada  Senten- 
cia y  fundándose  en  el  piirrafo  quinto,  artículo  se- 
tenta y  uno  de  la  Ley  Hipotecaria,  al  pie  de  cuyo  do- 
cumento se  consignóla  siguiente  nota  de  calificación: 
«Xo  admitida  la  cancelación  que  en  virtud  del  docu- 
mento que  pre(*ede  se  pretende,  fundado  en  el  párrafo 
(¡uinto  del  articulo  setenta  y  uno  de  la  I^ey  Hiiioteca- 
ria,  por  el  defecto  insubsanable  determinado  en  Ja  no- 
ta de  diez  y  oc^ho  de  Agosto  último  copiada  en  este 
documento  en  cinco  del  actual. — Habana  y  Septíi^bre 
diez  de   mil   novecientos  dos. — Aurelio  Albuerne.* 

Reci  Rso: 

Resultando  que  contra  las  notas  de  calificación 
que  se  dejan  transcritas,  estableció  I>^)  María  de  los  Do- 
lores (iranados  el  presente  recurso  para  que  se  dejen  sin 
efecto  las  expresadas  notas,  y  se  aoceda  á  la  conversión 
y  á  la  cancelación  que  tiene  SQÜcitadae,  invocando  para 
ello  el  precepto  que  contiene  el  párrafo  quinto  del  ar- 
ticulo setenta  y  uno  de  la  I^ey  Uipotecaría;  y  pedido 
informe  al  Juzgado  que  expidió  los  mandamientos,  y 
,al  Registrador  de  la  Propiedad  que  calificó  los  docu- 
mentos referidos,  ambos  evacuaron  el  trámite  de  su 
cargo,  pidiendo  la  confirmación  de  las  notas  recu- 
rridas. 

Resultando  que  al  personarse  ante  esta  Presiden- 
cia la  Sra.  (iranados,  presentó  escrito  en  el  cual,  des- 
pu<^*s  de  varias  manifestaciones  legales,  concluye  pi- 
diendo que  en  definitiva  se  declare  ccm  lugar  la  alza- 
da establecida  contra  la  resolución  del  Presidente  de 
.la  Audiencia  de  esta  Capital,  y  en  su  consecuencia, 
dejarla  sin  efecto,  así  como  la  calificación  del  Regis- 
trador de  la  Pn)piedad  del  Centro,   y  ordenar  á  ésta, 
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proceda  desde  luego  á  llevar  á  cabo  la  conversión  en 
inscripción  de  la  anotación  preventiva  de  la  casa  Prado 
ochenta  y  seis  y  A  cancelar  la  inscripción  de  dominio 
posterior  á  la  misma,  todo  con  imposición  de  costas  al 
Registrador. — Resultando  que  en  diez  y  nueve  de  No- 
viembre próximo  pasado  se  pid]%»  al  Registrador  cer- 
tificación literal  de  la  inscripción  de  la  casa  Prado 
ochenta  y  seis,  á  favor  de  la  señora  Teresa  Acei- 
tuno y  Limbangh,  á  virtud  de  la  escritura  de  ven- 
ta judicial  de  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco,  certificación  que  se  recibió  des- 
pachada en  cinco  del  corriente,  y  en  la  cual  se  ve 
que  dicho  inmueble  fué  inscripto  con  arreglo  á  de- 
recho en  el  tomo  ciento  cuarenta  y  ocho  de  ese  Reen- 
tro, folio  setenta  y  dos,  inscripción  décima  primera, 
finca  número  cuatro  mil  quinientos  noventa  y  cinco. 

Decisión  delrecuAbo: 

Considerando  que  la  cuestión  sometida  á.  esta  Pre- 
sidencia queda  reducida  á  sí,  gravado  un  inmueble 
oon  una  hipoteca  en  que  se  observaron  todos  los  requi- 
sitos legales,  y  algün  tiempo  después  de  constituido  é 
inscripto  dicho  gravamen  se  estableció  demanda  sobre 
la  propiedad  del  mencionado  inmueble,  anotándose 
aquélla  con  posterioridad  á  la  referida  hipoteca,  pue- 
de esa  anotación  tener  fuerza  bastante,  dentro  de  la 
significación  de  la  Ley  Hipotecaria,  para  echar  por 
tierra  el  derecho  del  hipotecante  principal,  que  adqui- 
rió el  inmueble  en  cuestión  en  virtud  de  remate  judi- 
cial, celebrado  para  hacer  efectivo  el  crédito  constituí - 
do  é  inscripto  como  se  ha  dicho,  con  anterioridad  k  la 
anotación,  habiendo  el  adquirénte  inscripto  además 
debidamente  en  el  Registro  de  la  IVopiedad  el  inmue- 
ble rematado  con  arreglo  al  procedimiento  señalado 
en  la  propia  Ley  Hipotecaria. 

Considerando  que  es  principio  fundamental  de  de- 
recho hipotecario,  sostenido  por  una  constante  juris- 
prudencia, el  de  que  la  hipoteca  sujeta  directa  é  inme- 
diatamente los  bienes  sobre  que  se  impone,  cualquiera 
que  sea  su  poseedor,  al  cumplimiento  de  la  obligación 
para  cuya  seguridad  fué  constituida;  y  aún  cuando  en 
el  apartado  quinto  del  artículo  setenta  y  uno  de  la  Ley 
Hipotecaria  se  consigna  que  **si  la  enagenación  otor- 
gada é  inscripta  durante  el  pleito  fuese  relativa  á  finca, 
cuya  propiedad  se  hubiere  reclamado  en  virtud  do 
demanda  anotada  preventivamente,  con  arreglo  al 
número  prixnero  del  artículo  cuarenta  y  do»  de  la 
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Ley,  será  titulo  hábil,  para  qae  en  su  virtud  se  cance- 
le aquella  inscripción,  un  testimonio  de  la  sentencia 
ñrme  favorable  al  dominio  del  demandante;»  es  lógico 
y  jurídico  deducir,  dada  la  significación  y  alcance  de 
la  Ley  Hipotecaria,  que  ese  precepto  citado  se  con- 
trae á  aquellos  bienes  qpfi  una  vez  anotados,  fueron 
después  vendidos  é  inscriptos  en  armonía  con  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  primero  del  propio  articulo  se- 
tenta y  uno,  bienes  sobre  los  cuales  no  existe  hipote- 
ca alguna  anterior. á  esa  anotación,  é  hipoteca  puesta 
por  el  que  aparezca  como  dueño  ánico  del  inmueble, 
según  el  propio  Registro;  pero  en  modo  alguno  puede 
referirse  tal  precepto  á  un  inmueble  de  las  condido- 
nes  del  que  es  objeto  del  actual  expediente,  pues  de 
lo  contrario,  además  de  carecer  entonces  de  base  el 
artículo  ciento  cinco  de  la  Ley  Hipotecaria  y  ciento 
sesenta  del  Reglamento,  sería  de  todo  punto  ilusorio 
el  derecho  del  acreedor  que  contrata  con  el  que  apare- 
ce dueño  de  una  propiedad,  s^gún  el  Rastro,  iacilita 
una  suma,  descansando  en  ese  hecho,  constituye  una 
hipoteca,  é  inscribe  este  derecho  real  con  todas  las 
formalidades  legales. 

Considerando  que  corrobora  esta  interpretación 
el  hecho  de  que,  habiendo  ocurrido  un  caso  análo- 
go al  presente,  é  interpuesto  por  ellor  ecurso  guber- 
nativo, se  resolvió  por  la  Dirección  de  los  Registros 
que  la  anotación  de  la  finca,  vendida  ésta  después 
para  pagar  á  un  acreedor  hipotecario,  era  de  fecha 
posterior  á  la  inscripción  de  la  hipoteca  de  la  misma: 
y  que  siendo  la  venta  una  consecuencia  del  grava- 
men impuesto,  no  debía  dicha  anotación  surtir  efectos 
con  relaci^  á  él,  porque  de  otra  suerte  seria  ilusorio 
el  derecho  del  acreedor  hipotecario;  y  aun  en  el  caso 
de  que  una  hipoteca  constituida  con  anterioridad  á  una 
anotación,  posteriormente  á  ésta  ae  hubiera  inscripto,  se- 
mejante circunstancia  no  da  preferencia  alguna  á  la 
anotación  contra  los  efectos  de  la  hipoteca  constituida, 
porque,  conforme  se  ha  declarado  ya  por  el  Tribunal  Su- 
premo de  España  en  pleito  sobre  gravamen  que  pesa- 
ba sobre  varias  fincas,  vendidas  luego  para  pago  del 
crédito  de  un  embargo  é  inscriptas  á  causa  de  esa  ven- 
ta— si  bien  la  anotación  era  anterior  á  la  fecha  de  la 
i»HcnpciO)t  de  la  hipoteca-,  ésta  í»e  había  constituido  antes 
que  aquélla  se  hubiera  verificado,  y  constituia  un  de- 
recho reiii  contra  las  fincas  gravadas,  sin  que  alterase 
su  natui*aleza  la  circunstancia  de  haberse  registrado 
con  posterioritJad  h  la  fí notación;  cumpliéndose  lo  pre- 
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eeptoado  en  el  artículo  ciento  cinco  de  la  Ley  Hipote- 
caria, al  reconocerse  que  el  acreedor  hipotecario  tenia 
derecho  &  cobrar  todo  su  crédito  con  preferencia  á  los 
que  hablan  verificado  la  anotación  é  inscripto  más 
tarde  la  finca  &  causa  de  venta  verificada. 

Considerando,  que  además  de  lo  expuesto  en  las 
anteriores  consideraciones,  existiendo  como  existe  una 
inscripción  de  la  casa  Prado  ochenta  y  seis,  á  favor 
de  la  Sra.  Teresa  Aceitunoy  Limbangh,  viuda  de  Pe- 
queño, según  escritura  de  venta  judicial  otorgada  en 
virtud  de  juicio  seguido  en  cobro  de  un  crédito  hipo- 
tecario de  diez  y  ocho  mil  pesos  que  gravaba  á  dicha 
finca  á  favor  de  la  mencionada  señora,  según  escritu- 
ra pública  sobre  constitución  de  hipoteca  de  catorce 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  ins- 
cripta en  veinte  y  seis  de  Junio  del  mismo  año,  auilH)H 
actos  con  anterioridad  á  la  anotación  de  la  demanda 
de  propiedad  de  la  Sra.  María  de  los  Dolores  Grana- 
dos, no  puede  accederse  á  la  pretensión  de  conversión 
de  la  anotación  en  inscripción  definitiva  de  la  cs^ 
Prado  ochenta  y  seis  á  favor  de  la  mencionada  señora 
Granados,  aun  cuando  se  haya  declarado  que  ese  in- 
mueble le  corresponde  en  propiedad,  como  coht 
secuencia  de  su  haber  parafernal,  porque  si  tal 
operación  se  hiciera  en  el  K^istro,  quedaría  can- 
celada de  hecho  la  inscripcfón  de  dominio  de  esa 
misma  finca  á  favor  de  la  señora  Aceituno  y  Lim- 
bangh,  lo  cual  es  de  todo  punto  improcedento  den- 
tro de  la  Ley  Hipotecaria,  por  cuanto  las  inscrip- 
ciones hechas  en  virtud  de  escritura  pública  no  se 
cancelarán  uno  por  providencia  ejecutoria  contra  la 
cu^l  no  se  halle  pendiente  recurso  de  casación,  ó  por 
otra  escritura  ó  documento  auténtico,  en  el  cual  ex- 
prese su  consentimiento  para  la  cancelación  la  perso- 
na á  cuyo  favor  se  hubiere  hecho  la  inscripción,  ó  sus 
causahabientes  ó  representantes  legítimos;  y  al  propio 
tiempo  no  hay  ley  alguna  que  declare  extinguido  un 
derecho  inscripto,  dadas  las  circunstancias  que  han 
rodeado  al  caso  presente,  en  que  del  Registro  nada 
aparece  favorable  á  la  señora  Granados,  con  anterio- 
ridad á  la  anotación  de  su  demanda  de  propiedad,  y 
por  el  contrario  todo  favorecía  á  su  marido  Sr.  Grana- 
dos y  Escobar,  como  dueño  absoluto  del  inmueble  en 
cuestión  y  como  tal  tomó  gruesas  sumas  á  próstamo, 
dando  en  garantía  una  casa  que  por  loa  Libros  del  Re- 
gistro aparecía  de  su  propiedad  exclusiva;  siendo  por 
otra  parte  una  verdad,  repetida  en  la  legislación  hipo- 
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tecaria,  quo  lo  adquirido  (jue  tiene  su  hase  en  lo  que 
consta  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  está  aseguradlo 
contra  cualquiera  reclamación  en  contrario,  no  saste- 
nida  ésta  por  asientos  que  aparezcan  en  el  propio  Re- 
gistro, ya  que  no  baj»^  en  éste,  dato  alguno  que  acuse  la 
existencia  de  los  derechos  que  alega  la  señora  Gi'ana- 
dos  para  hacerlos  de  mejor  condición  que  los  de  la 
acreedora  hipotecaria,  á  quien  no  puede  negarse  el 
derecho,  dados  los  artículos  ciento  cinco  de  la  Ley  y 
ciento  sesenta  del  Reglamento,  de  hacer  suya  la  finca 
en  el  mismo  estado  que  esta  tenia  al  inscribirse  la  hi- 
l>oteca,  ó  sea,  libre  de  los  derec»ho8  anotados  con  pos- 
terioridad, los  cuales  deben  ser  pospuestos  á  aquel 
derecho  (jue  peitene(»c  il  un  tercero  (pie  no  intervino 
en  el  pleito  sostenido  ])or  dicha  señora  Gi-anados, 
tercero  que  está  bajo  la  protección  de  la  Ley  llipo- 
tecaria  y  (^ue  inscribió  su  título  con  anteriorida<1 
á  la  anotación  de  la  demanda  de  piropiedad,  t-er- 
cero,  en  ñn,  que  no  j>uede  ser  desposeído  de  lo  que 
se  le  adjudicó  en  venta  jiulicial,  consecuencia  de  una 
hi^íOteca,  sin  antes  ser  citado,  oído  y  ven(í¡do  en  el 
correspondiente  juicio. 

Considerando  que  la  vía  gubernativa  no  tiene  com- 
petencia para  anular  asientos  del  Registro,  los  cuales 
están  bajo  la  salvaguardia  de  los  Tribunales  de  Justi- 
cia, únicos  que  según  el'caso,  pueden  declarar  la  nuli- 
dad de  ios  inscripto  ó  anotado;  y  es  cosa  clai-a  que 
mientras  no  sea  declarada  por  una  sentencia  firme  la 
falta  de  razón  de  la  Sra.'  Aceituno,  dueña  hoy  de  la 
casa  Prado  ochenta  y  seis,  debidamente  inscripta  en 
el  Registro  de  la  Propiedad,  no  cabe  convertir  en  ins- 
cripción definitiva  la  anotación  de  la  Sra.  Granados. 

Considerando,  que  habiendo  procedido  el  Registra- 
dor del  Centro  con  an-eglo  á  derecho,  no  hay  motivo 
alguno  de  temeridad  para  que  se  le  condene  en  las  cos- 
tas de  este  expediente. 

Vistos  los  artículos  treinta  y  cuatro,  setenta  y 
uno,  ochenta  y  dos  y  ciento  cinco  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria; ciento  sesenta  del  Reglamento  de  la  misma;  Reso- 
luciones de  la  T)íre(M!Íón  (le  los  Registros  de  P>paña, 
de  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis, 
veinte  y  nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
ocho  y  tres  de  Imu^vo  d(»  mil  ochocientos  ochenta  y  uno; 
Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Es^mña  de  catorce 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete;  y  Real 
Orden  de  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  tres. 
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Esta  PrcHidencia  confiruia  el  auto  do  once  de  Oc- 
tubre del  corriente,  y  }K)r  lo  tanto  las  notas  del  Regis- 
trador de  la  Propiedad  del  Centro  de  esta  Capital,  de 
diez  y  ocho  de  Agosto  y  diez  de  Septiembre  de  «*e  alio. 

Comuniqúese,  etc. — Rafael  Cruz  Pérez. — Ante  mí 
Tjdo.  Antonio  E.  5Tesa  y  Dominguez. 


Fin  del  Tomo  III. 
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IGna  "Unión". — Solicitud  del  Sr,  Lorenzo  D.  Bridal,  so- 
bre registro  de  diclia  mina  de  asfalto,  (  Oac.  Marzo  23, ) 

El  Sr.  Loreuzo  D.  Bridat,  vecino  de  esta  capital, 
en  la  calle  de  Mercaderes  número  treinta  y  cinco,  ha 
presentado  &  la  una  y  diez  minutos  de  la  tarde  del 
día  de  ayer,  solicitud  de  registro  de  treinta  y  cinco 
pertenencias  de  mineral  de  asfalto,  con  la  denomina- 
ción de  «Unión»  sitas  en  esta  Provincia,  Término  Mu- 
nicipal de  Banta,  barrio  de  Punta  Brava,  paraje  que 
llaman  Bruzón  y  en  terrenos  de  las  fincas  Bruzón  y 
la  Piragua;  haciendo  la  designación  en  la  forma  si- 
guiente: ^ 'Se  tomará  por  punto  de  partida  el  ángulo 
N.  O.  de  la  casa  de  guano  del  señor  José  Pérez  y  con 
dirección  al  Norte  se  medirán  350  metros  y  se  coloca- 
rá la  primera  estaca  y  de  ésta  y  con  dirección  al  E.  se 
medirán  500  metros  y  se  colocará  la  segunda  estaca  y 
de  ésta  y  con  dirección  al  S.  se  medirán  700  metros  y 
se  colocará  la  tercera  estaca,  de  ésta  y  con  dirección 
al  O.  se  medirán  500  metros  y  se  colocará  la  cuarta 
estaca  y  de  ésta  última  con  dirección  al  K.  se  medirán 
350  metros,  volviendo  al  punto  de  partida  formando 
así  un  rectángulo  de  700  por  500  metros  ó  sean  350,000 
metros  cuadrados  igual  á  35  hectáreas." — Lo  que  de 
orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  público  por  este  me- 
dio para  general  conocimiento  y  á  fin  de  que  los  que 
se  consideren  con  derecho  á  todo  ó  parte  del  terreno 
solicitado  presenten  sus  reclamaciones  ú  oposiciones 
ante  este  Gobierno,  durante  los  sesenta  días  siguien- 
tes al  de  la  publicación  de  este  anuncio,  conforme  pre- 
viene el  artículo  24  de  la  vigente  Ley  de  Minas. — 

Habana,  Marzo  20  de  1903.  —  Emüio  JVe«(M, Secre- 
tario del  Gobierno  P.  S. 


GOBIERNO  CIVIL  DE  LA  PROVINCIA  DE  PINAR  DEL  RIO 


IfmaS  "Hart",  "Joñas"  y  **?o]ldk"— Aprobando  los  expe- 
dientes de  dichas  minas  de  asfalto  y  cJwpapote,  (  Gac, 
Marzo  2S.) 

El  señor  Gobernador  Civil  de  esta  Provincia  por 
providencia  de  once  del  actual,  se  ha  servido  aprobar 
los  expedientes  de  las  minas  de  asfalto  y  chapapote 
carbón  y  cobre,  tituladas  «Hart,»  «Joñas»  y  <rPollak» 
respectivamente  situadas  en  el  Distrito  de  Bahía  Hon- 
da, Término  Municipal  de  Cabanas  y  registradas  por 

T.  3.— 1W3.— 3. 
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el  sefior  Federico  Kohly  y  Zalba,  y  disponíeado  al 
mismo  tiempo  se  expida  el  título  de  propiedad  al  re- 
gistrador. Y  de  orden  de  dicha  autoridad  y  á  los  efec- 
tas  del  articulo  37  de  la  Ley  de  MinaS)  se  hace  público 
por  el  presente. 

Pinar  del  Rio,  Marzo  12  de  1903. -El  Secretario  C. 
Valdés 


AYUNTAMIENTO  DE  U  HABANA. 


Orddiíaiizas  de  Construcción, — Modifíeando  el  articulo  112 

de  las  mümas  sobre  construcciones   de  madera.   ( Ga- 
Cita  Marzo  2S.) 

El  Sr.  Gobernador  Civil  de  la  Provincia  por  decreto 
fecha  3  de  Febrero  próximo  pasado,  se  ha  servido  apro- 
bar la  modificación  del  Art.  112  de  las  Ordenanzas  do 
Construcción  del  Ayuntamiento  de  esta  Ciudad,  en  la 
forma  acordada  por  la  Corporación  en  sesión  perma- 
nente de  17  de  Noviembre  último  en  consonancia  con 
lo  propuesto  por  la  Comisión  de  Policía  Urbana,  y 
cuya  modificación  es  como  sigue: 

** Artículo  112. — Dentro  de  los  límites  que  en  el 
Art.  1?  se  marcan  á  la  Ciudad  (1)  y  en  toda  Ja  exten- 
sión de  la  Calzada  del  Cerro  hasta  el  cruce  del  Ferroca- 
rril de  Marianao,  en  la  Calzada  de  Je^ús  del  Monte  has- 
ta la  calle  del  Pocito;  en  la  Calzada  de  Luyanó  hasta  la 
calle  de  Justicia  y  en  la  Calzada  de  Concha  hasta  su 
cruce  también  con  la  calle  de  Justicia,  se  prohibe  la 
construcción  y  reparación  de  edificios  de  madera. — 
Quedan  igualmente  prohibidas  las  construcciones  de 
madera  en  el  interior  de  la  Ciudad  comenzando  en  la  in- 
tercepción de  la  línea  prolongada  de  la  calle  O  y  el  mar; 
de  aquí  &  lo  largo  de  la  calle  6  hasta  la  Unea  de  reser- 
va del  Castillo  del  Príncipe;  de  aquí  á  lo  largo  de  dicha 
línea  hasta  la  Carretera  del  Cementerio;  de  aquí  &  lo 
largo  de  dicha  Carretera  hast»  la  línea  prolongada  de 
la  calle  de  la  Estrella;  de  aquí  á  lo  largo  de  dicha  línea 
hasta  bu  intercepción  con  una  paralela  con  y  á  cien 
metros  del   Oeste  del  lado  Oeste  de  la  Calzada  de  la 


(1)  Dice  atí:  "Artículo  1?.— Los  límites  de  la  ciudad  de  la  Ha. 
baña,  demarcados  al  Norte,  al  Sur  y  al  Este  por  el  mar,  se  demarca- 
rán en  lo  sucesivo  al  Oeste  por  los  de  la  nueva  línea  de  fortificación 
proyectada.  Las  agrupaciones  de  caseríos  fuera  de  estos  límites,  que 
no  constituyan  ¡jucblo,  sf  denominarán  barrios  exteriores."  ' 
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Infante;  deaqni  á  lo  largo  de  dicha  linea  hasta  aa  in- 
tercepción con  la  Calzada  del  Cerro;  deaqni  á  lo  largo 
de  ana  linea  paralela  con  la  Calzada  de  Jesús  del  Mon- 
te y  á  cien  metros  hacia  su  Sudoeste  hasta  sn  inter- 
cepción con  el  Puente  de  Agua  Dnlce,  de  aqni  á  ]o 
cargo  de  Agna  Dulce  hasta  la  Batería  siguiendo  la  li- 
nea  del  litoral  del  Puerto  hasta  el  punto  de  partida. 
También  se  prohibe  dentro  de  los  mismos  limites  la 
colocación  y  reparación  de  las  piezas  de  madera  que 
superpuestas  á  los  apoyos  de  los  pórticos,  se  conocen 
vulgarmente  con  el  nombre  de  arquitraves,  debiendo 
esta  parte  de  establecimientos  fabricarse  de  piedra,  la- 
drillo ó  hierro.  Con  iguales  materiales  se  harán  pre- 
cisamente los  cerramentoe  y  dinteles  de  las  puertas 
exteriores  en  la  zona  marcada,  quedando  excluidos  los 
humbrales.  En  todo  el  Término  Municipal  queda 
prohibida  la  construcción  y  reparación  de  toda  obra 
de  guano,  tejamani,  paja  y  cualquier  otro  material 
fácilmente  combustible." 

Y  acordado  por  la  Corporación  en  sesión  de  3  del 
actual  que  se  dé  la  mayor  publicidad  á  la  modificación 
del  articulo  de  que  se  trata,  de  orden  del  8r.  Alcalde 
Municipal  su  anuncia  para  general  conocimiento  y 
cumplimiento.  Habana,  Marzo  10  de  1903. — Emüio 
Carreraj  Secretario. 


GOBIERNO  CIVIL  DE  li  PROVINCIA  DE  U  HABANA. 

Mina  "Monserrat". — Solicitud  de  registro  de  2o  pertenen- 
ciae  de  mineral  de  asfalto.   (  Gac,  Marzo  34- ) 

El  señor  Francisco  Boher,  vecino  de  esta  Capital 
ha  presentado  á  las  dos  y  veinte  minutos  de  la  tarde 
del  dia  veinte  del  actual,  una  instancia  solicitando  el 
registro  de  veinte  y  cinco  pertenencias  de  mineral  de 
asfalto  con  el  titulo  de  «Monserrat»,  sitas  en  el  Térmi- 
no Municipal  de  Guanabacoa,  cuartón  Aranguito,  te- 
rrenos de  la  finca  ffSan  José»  del  señor  Francisco  Fer- 
nái^dez  Alemán,  que  linda  por  el  Norte  con  la  finca 
ffSan  Francisco,»  de  los  herederos  de  Seidó;  por  el  Sur 
con  terrenos  del  señor  Germán  Pérez;  por  el  Este  con 
la  citada  finca  «San  Francisco»  y  por  el  Oeste  con  te- 
rrenos del  ya  citado  Germán  Pérez;  haciendo  de  dicha 
mina  la  siguiente  designación: 

Se  tendrá  por  punto  de  partida  una  matado  man- 
go que  dista  215  metros  del  centro  de  la  casa  que  ha- 
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bitan  hoy  los  arrendatarios  hermanoB  Mesa,  y  por  sa 
lado  S.  E.  6  sea  el  frente  que  da  al  arroyo  de  «Penal- 
ver^D  de  cnyo  barranco  está  &  14  metros  dejando  al 
Norte  una  seiba.  Desde  este  punto  se  medirán  150  me- 
tros dirección  al  Oeste  franco,  y  se  clavará  una  estaca 
provisional,  desde  esta  estaca  se  medirán  al  tínr  250 
metros  y  se  clavará  la  primera  estaca;  desde  ella  al 
Este  se  medirán  500  metros  y  se  clavará  la  segunda 
estaca,  desde  ella  al  Norte  500  metros  y  se  clavará  la 
tercera  estaca:  desde  ella  al  Oeste  se  medirán  500  me- 
tros y  se  clavará  la  cuarta  estaca,  y  desde  ésta  con 
rumbo  al  Sur  se  medirán  500  metros  que  cruzarán  por 
arriba  la  estaca  provisional,  é  irán  á  parar  á  la  prime- 
ra estaca  cerrando  asi  un  cuadrado  perfecto  de  500  me- 
tros de  lado  6  sean  doscientos  cincuenta  mil  metros 
cuadrados  que  se  solicitan. 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  pá- 
blico  por  este  medio  para  general  conocimiento  y  á  fin 
de  que  los  que  se  consideren  con  derecho  á  todo  6  par- 
te del  terreno  solicitado,  presenten  sus  reclamaciones 
(i  oposiciones  ante  este  Gobierno,  dentro  de  los  sesen- 
ta (lias  siguientes  al  de  ésta  publicación. 

Habana,  Marzo  23  de  190S.— Emilio  Presas^  Se- 
cretario del  Gobierno  P.  S. 


Mina  "Beloncita". — Solicitando  el  registro  de  55  pertenen- 
cias de  mineral  de  asfalto  y  otros,    (  Qac,  Marzo  27. ) 

El  señor  Leandro  Sell  y  Guzmán,  vecino  de  esta 
Capital,  comx)  gerente  de  la  Sociedad  Sell  y  Perozo, 
ha  presentado  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  día  veinte 
y  tres  del  actual,  una  instancia  solicitando  el  Registro 
de  cincuenta  y  cinco  pertenencias  de  minei'al  de  as- 
falto y  otros,  con  el  titulo  de  «rBelencita»  enclavadas 
en  esta  Provincia,  Término  Municipal  de  Guanaba- 
coa,  Barrio  de  Bacuranao,  Cuartón  Minas,  en  terre- 
nos de  los  sefiores  Herederos  de  Machado,  que  linda 
por  el  Norte  con  terrenos  de  los  señores  Herederos  de 
Espinosa  y  de  la  señora  Matilde  Martínez  viuda^  de 
Martínez,  por  el  Sur  con  terrenos  del  señor  José  Are- 
na, por  el  Este  con  terrenos  del  señor  Antonio  Peña, 
y  el  mismo  José  Arena,  y  por  el  Oeste  con  terrenos 
del  ya  citado  señor  Arena;  verificando  la  designación 
en  la  forma  siguiente: 

Tomando  como  punto  de  partida  un  calicata  que 
se  encuentra  en  los  terrenos  de  los  herederos  del  se- 
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ñor  Machado,  á  los  cuales  divide  un  camino  real  en 
doB  porciones,  y  en  la  porción  menor  que  estíL  al  Sur 
de  dicho  camino,  distante  dicha  calicata  (24)  veinte 
y  cuatro  metros  del  lindero  Este  de  dicha  finca  donde 
hay  una  cerca  de  alambre  y  (10)  diez  metros  del  ca- 
mino citado,  donde  se  foVma  el  ángulo  de  estas  dos 
medidas,  es  donde  está  la  calicata  de  referencia,  desde 
la  cual  se  medirán  (150)  ciento  cincuenta  metros  ha- 
cia el  Oeste  y  se  clavará  una  estaca  provisional;  de 
ésta  hacia  el  Sur,  se  medirán  (200)  doscientos  metros 
y  se  clavará  la  estaca  número  1;  de  ésta  hacia  el  Este 
se  medirán  (500)  quinientos  metros  y  se  clavará  la 
estaca  número  2;  de  ésta  hacia  el  Norte,  atravesando 
el  camino  real,  se  medirán  (1100)  mil  cien  metros  y 
se  clavará  la  estaca  número  3;  de  ésta  hacia  el  Oeste 
se  medirán  ( 500  )  quinientos  metros  y  se  cla- 
vará la  estaca  número  4;  de  ésta  hacia  el  Sur  se  me- 
dirán (900)  novecientos  metros,  hasta  llegar  á  la  es- 
taca provisional  donde  se  cierra  la  figura  que  contiene 
las  (55)  cincuenta  y  cinco  hectáreas  que  se  solicitan. 
Lo  que  de  orden  del  señor  Gobernador  se  hace 
público  por  este  medio  para  general  conocimiento  y 
á  fin  de  que  los  que  se  consideren  con  derecho  á  todo 
6  parte  del  terreno  solicitado,  presenten  sus  reclama- 
ciones ú  oposiciones  ante  este  Gobierno,  durante  se- 
senta días,  á  contAr  desde  el  siguiente  al  de  la 
publicación  de  este  anuncio,  conforme  previene  el  ar- 
ticulo 24  de  la  Ley  de  de  Minas  seis  de  Julio  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  nueve,  refoimada  por  la  de 
cuatro  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho, 
vigente. 

Habana  Marzo  26  de  1903. — Emilio  Presas j  Secre- 
tario del  Gobierno  P.  S. 


ySXLdk  do  dsSdltO  "Ellap". — Expidiendo  el  título  de  propiedad 
de  la  misma.  (  Gac.  Marzo  S6, ) 

El  señor  Gobernador  con  esta  fecha  ha  tenido  á 
bien  expedir  á  favor  del  señor  Albert  Wright,  el  títu- 
lo de  propiedad  de  una  mina  de  asfalto  denominada 
ffEUa»,  sita  en  el  término  municipal  de  Bejucal. 

Y  de  su  orden  se  hace  público  por  este  medio 
para  general  conocimiento. 

Habana,  Marzo  24  de  1903. — Emüio  Presas,  Secre- 
tario del  Gobierno  P.  S. 
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Mina  ''Ampliación  de  Angela  ISisoM'.— Expidiendo  el 

titulo  de  propiedad  de  la  misma.  (Gae.  Marzo  S6.) 

El  señor  Gobernador  con  esta  fecha  ha  tenido  & 
bien  expedir  á  favor  del  señor  José  Maria  Daefias  y 
Valladares,  como  apoderado  de  la  ^^West  Indies  Com- 
pany"  el  tUalo  de  propiedad  de  ana  mina  de  asfalto 
denominada  ''Ampliación  de  Angela  Elmira",  sita 
en  el  término  municipal  de  Bejacal. 

Y  de  su  orden  se  hace  público  por  este  medio 
para  general  conocimiento. 

Habana,  Marzo  24  de  1903. — Emüio  Presas,  Secre- 
tario del  Gobierno  P.  8. 


GOBIERNO  CIVIL  DE  U  PROVINCIA  DE  PINAR  DEL  RIO 


Mina  "Federico  Zohly  N*?  &\— Solicitud  dd  Sr.  Federico 
Kohly  y  Zalba,  sobre  registro  de  dicha  mina  de  cobre» 
(Gac.  Marzo  ^7.) 

El  Sr.  Federico  Kohly  y  Zalba,  como  apoderado 
y  director  de  '*The  Cuban  Mining  Development  Com- 
pany  Limited/'  ha  preseutado  en  este  Gobierno  ins- 
tancia snficitando  el  registro  de  treinta  y  ana  perte- 
nencias de  mineral  de  cobre  con  el  nombre  de^^Fe* 
derico  Kohly  u9  6"  situadas  en  terrenos  qne  lindan 
por  el  Norte  con  la  finca  **San  Rafael"  de  su  pro- 
piedad, y  los  de  los  demolidos  Ingenios  '^Nazareno  de 
ZayAs"  y  '^Montaña"  de  los  herberos  de  Ibáfiez;  por 
el  Sur,  terrenos  del  recurrente;  por  el  Este,  con  la 
finca  *'Ana  María'',  también  de  su  propiedad,  y  por 
el  Oeste,  con  terrenos  del  moreno  Paulino  Casanova, 
en  f  1  extinguido  término  de  Bahía  Honda,  hoy  Ca- 
banas en  esta  Provincia,  y  cuya  designación  hace  en 
la  forma  siguiente; 

^'Se  tomará  como  punto  de  partida  el  centro  del 
pozo  de  extracción  que  sirvió  para  demarcar  la  mina 
** Federico  Kohly",  y  de  este  punto  al  Norte  41°  12*0. 
pe  medirán  65  metros,  y  se  clavará  la  estaca  n?  1;  de 
é-ta  al  Norte  82°  5.  O.  se  medirán  126  metros  y  se 
clavará  la  estaca  n?  2;  de  ésta  al  Oeste,  franco  se  me* 
(líián  200  metros  y  se  clavará  la  estaca  n9  3;  de  ésta 
al  Norte  300  metros,  estaca  n?  4;  de  ésta  al  Este,  800 
metros,  estaca  n?  5;  de  ésta  al  Sur  500  metros,  estaca 
n?  6;  de  ésta  al  Oeste  165  metros,  estaca  n?  7;  y  por 
ultimo,  de  ésta  al  Note  59°   30'  O.   se   medirán  360 
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metros  haeta  la  estaca  n?  1,  cerrando  asf  la  superficie 
de  las  treinta  y  una  pertenencias  qne  solicito." 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  pú- 
blico para  general  conocimiento  y  con  el  fin  de  qne  los 
que  se  crean  con  derecho  á  todo  6  parte  del  terreno 
que  se  solicita  6  los  dueños  de  las  fincas  que  tuviesen 
que  reclamar,  presenten  en  este  Gobierno  sus  opo- 
siciones dentro  del  plaaso  de  60  días  siguientes  &  la 
primera  publicación  de  este  anuncio  en  la  Gaceta 
Oficial  de  la  Bep&blica,  advirtiéndoles  que  trans- 
currido este  plazo  no  se  admitirá  ninguna  reclamación 
que  se  presente  conforme  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 24  de  la  vigente  Ley  de  Minas. 

Pinar  del  Eío,  Marzo  18  de  1903.— El  Secietario, 
-C.  Vcddés. 


V[^r\!L  "Ampliación  do  Pollak". — Solicitud  del  Sr,  Federico 
Kohly  y  Zalba,  sobre  registro  de  dicha  mina  de  cobre, 
(Oac.  Marzo  27.) 

El  Sr.  Federico  Kohly  y  Zalba,  como  apoderado 
y  director  de  ^*The  Caban  Mining  and  Development 
Company  Limited",  ha  presentado  en  este  Gobierno 
instancia  solicitando  el  registro  de  cincuenta  y  una 
hectáreas  de  mineral  de  cobre  con  el  nombre  de  «Am- 
pliación de  PoUak»,  situada  en  terrenos  de  la  hacienda 
«El  Brujo»  en  el  extinguido  Término  Municipal  de 
Bahía  Honda,  hoy  de  Gabafias  en  esta  Provincia,  co- 
ya designación  hace  en  la  forma  siguiente: 

'*6e  tomará  como  punto  de  partida  el  que  sirvió 
para  demarcar  la  pertenencia  aPollak))  ó  sea  un  pozo 
de  mina  con  revestimiento  de  mampostería  en  su  par- 
te superior  y  desde  el  centro  de  este  pozo  con  dirección 
al  Norte,  s<3  medirán  300  metros  y  se  clavará  la  estaca 
auxiliar  A;  desde  ésta  hacia  el  Este  se  medirán  400 
metros  y  se  clavará  la  estaca  n?  1;  de  ésta  al  Sur  se 
medirán  600  metros  y  se  clavará  la  estaca  n?  2;  de  és- 
ta'al  Oeste  800  metros,  estaca  nV  3;  de  ésta  al  Norte 
se  medirán  600  metros,  clavándose  la  n?  4;  y  de  ésta 
al  Este  400  metros  hasta  la  estaca  auxiliar  A,  cerran- 
do asi  el  perímetro  interior  de  esta  ampliación  ó  sea  el 
perímetro  que  limita  la  pertenencia  aPollak»  ya  de- 
nunciada. 

Para  fijar  el  perímetro  exterior  de  esta  amplia- 
ción, se  partirá  desde  la  estaca  auxiliar  A  hacia  el 
Norte  con  150  metros,  en  donde  se  clavará  otra  estaca 
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auxiliar  B;  de.  éata  hacia  el  Este  se  medirán  550  me- 
tros y  &e  clavará  la  estaca  n?  5;  de  ésta  al  Sar  900  me- 
tros; estaca  n?  6;  de  ésta  al  Oeste  1.100,  estaca  n?  7; 
de  ésta  al  Norte  900  metros  la  u?  8:  y  por  último,  de 
ésta  al  Este  550  metros,  hasta  la  estaca  ao^iliar  B,  ce- 
rrando asi  el  perímetro  exterior  de  la  ampliación  y 
comprendiendo  ambos  la  superficie  de  cincuenta  y  una 
hectáreas  para  dicha  ampliación  ó  pertenencias  mine- 
ras/' 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  pú- 
blico para  general  conocimiento,  y  con  el  fin  de  que 
los  que  se  crean  con  derecho  á  todo  ó  parte  del  terre- 
iif)  que  se  solicita  ó  los  dueños  de  las  fincas  que  tuvie- 
ren que  reclamar,  presenten  á  este  Gobierno  sus  opo- 
siciones dentro  del  plazo  de  60  días  siguientes  á  la 
primera  publicación  de  este  anuncio  en  la  Gaceta 
Oficial  de  laBepüblica,  ad virtiéndoles  que  transcu- 
rrido este  plazo  no  se  admitirá  ninguna  reclamación 
que  se  presente  conforme  con  lo  dispuesto  en  el  art.  24 
de  la  vigente  Ley  de  Minas. 

Pinar  del  Rio,  Marzo  18  de  1903.— El  Secretario, 
C.  Valdés. 


Mina  "EÍO  Blanco". — Solicitud  del  Sr,  Belisario  Armada 
y  Betancourt^  sobre  registro  de  dicha  mina  de  petróleo. 
(Gac.  AbrüS.) 

El  Sr.  Belisario  Armada  y  Betancourt,  ha  presen- 
tado en  este  Gobierno  instancia  solicitando  el  registro 
de  doce  pertenencias  de  mineral  de  petróleo  con  él 
nombre  de  '^Rio  Blanco",  situadas  en  terrenos  de  la 
hacienda  ' -Maniguas — Río  Puerco"  y  en  el  lote  núme- 
ro 5  que  se  adjudicó  don  Facundo  de  la  Cruz  Martínez 
por  fallecimiento  de  su  señor  padr^-  don  Antonio  y  cu- 
yo lote  de  terreno  linda  por  el  Norte  con  Río  Puerco 
y  Margajitas,  por  el  Sur  coa  el  sitio  San  José,  por  el 
Este  con  terrenos  de  don  B:»silio  de  los  mismos  apelli- 
dos y  por  el  Oeste  con  Río  Blanco  y  La  Palma,  en  el 
Término  Municipal  de  Gonsoiación  del  Norte  de  esta 
Provincia  y  cuya  designación  hace  en  la  forma  si- 
guiente: 

''Se  tomará  como  punto  de  partida  la  confluencia 
del  arroyo  San  Pedro  con  el  rio  Las  Maniguas;  de  di- 
cho punto  con  rumbo  al  S.  45^  E.  se  medirán  dos- 
cientos cincuenta  metros  y  se  clavará  la  estaca  número 
uno;  de  ella  al  Korte  45^  E.  se  medirán  trescientos 
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metroB  y  se  clavará  la  estaca  número  dos;  de  ésta  al 
Norte  45°  O.  cuatrocientos  metros,  estaca  número 
tres;  de  ella  al  8ar  45°  O.  trescientos  metros,  estaca 
número  cuatro;  y  por  último,  de  ésta  al  Sur  45°  E.  se 
meditan  ciento  cincuenta  metros  hasta  el  punto  de 
partida,  cerrando  así  una  superficie  de  doce  hectáreas 
para  igual  número  de  pertenencias  que  solicito.'' 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  pú- 
blico para  general  conocimiento  y  con  el  fin  de  que 
los  que  se  crean  derecho  á  todo  6  parte  del  terrero 
que  se  solicita  á  los  duefios  de  las  fincas  que  tuviesen 
que  reclamar,  presenten  en  este  Gobierno  sus  oposi- 
ciones densro  del  término  de  sesenta  días,  contados 
desde  la  publicación  de  este  anuncio  en  la  Gaceta 
Oficial  de  la  Rkpublioa,  ad virtiéndoles  que  transcu- 
rrido este  plazo  no  se  admitirá  ninguna  reclamación 
que  se  presente,  conlorme  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 24  de  la  Ley  de  Minas. 

Pinar  del  Río,  Marzo  28  de  1903.— El  Secretario, 
a  VaUlh. 


Ulnas  "Amalea"  y  "Aniabí". — Aprobando  el  expediente  de 
las  citadas  minas.  {Gac.  Abril  3.) 

El  Sr.  Gobernador  Civil  de  esta  Provincia,  por 
providencia  de  30  del  actual,  se  ha  servido  aprobar 
los  expedientes  de  las  miaas  de  asfalto  y  chapapote  y 
hierro,  tituladas  (cAmaica»  y  «Araabí»,  situadas  en  las 
fincas  Camarones  y  Los  P^^rez,  ambas  en  el  Distrito  de 
Bahía  Honda,  Término  Municipal  de  Cabaf[as  y  re- 
gistradas por  el  Sr.  Francisco  Zardaín  y  Garrido,  y 
disponiendo  al  mismo  tiempo  se  expidan  los  títulos 
de  propiedad  al  registrador. 

Y  de  orden  de  dicha  Autoridad  y  á  los  efectos  del 
artículo  37  de  la  Ley  de  Minas,  se  hace  público  por  el 
presente. 

Pinar  del  Río,  Marzo  31  de  1903.— El  Secretario, 
a  Valdh. 


GOBIERNO  CIVIL  DE  LA^VINCIA  DE  LA  HABANA. 

Mina  "Bflcacia". — Declarando  franco  y  regidrdble  el  Ierre- 
no  que  ocupaba  dicha  mina,   (  Gacela  Abril  -J. ) 

Habiendo  renunciado  el  Sr.  Antonio  M.  Domín- 
guez, al  registro  minero  ^^Eficacia",  que  en  19  de  No- 
viembre de  1901   denunció  en  el  término  municipal  de 
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Santa  Cruz  del  Norte,  hoy  de  Jaruco;  el  Sr.  Goberna- 
dor por  acuerdo  de  31  de  Marzo  próximo  pasado^  se 
ha  servido  declarar  franco  y  registrable  el  terreno  que 
dicha  denuncia  ocupaba. 

Lo  que  de  su  orden  se  hace  público  por  este  me- 
dio para  general  conocimiento. 

Habana,  Abril  19  de  1903. — Emilio  Prcfias^i  Secre- 
tario del  Grobierno  P.  S. 


GOBIERNO  CIVIL  DE  U  PROVINCIA  DE  PINAR  DEL  RIO 


Mina  "Clara  Berglein". — SoUcifud  jyara  el  rerfistro  de  ^.?.v 
pertenenciati  de  viineraJ  de  petróleo,  (^Gac.  Abril  7.) 

Ki  Sr.  Federico  Kohl}'  y  Zalba,  como  acoderado 
y  Director  de  la  «Cuban  Petroleum  Conipany  Limited» 
ha  presentado  en  este  Gobierno  instancia  solicit<ando 
el  registro  de  cuatrocientas  treinta  y  ocho  pertenen- 
cias de  mineral  de  petróleo  con  el  nombre  de  **Clara 
BergleiiD),  situada  en  el  Término  Municipal  de  Conso- 
lación del  Norte,  hacienda  «La  Manigua»  del  Sr.  Fa- 
cundo de  la  Cruz  Martínez,  en  esta  Provincia,  cuya 
designación  hace  en  la  forma  siguiente: 

«Se  tomará  como  punto  de  partida  la  confluencia 
del  arroyo  San  Pedro  con  el  río  «Las  Maniguas»,  Hio 
Puerco;  de  dicho  punto  con  rumbo  al  N.  O.  45°  se 
medirán  1,500  metros  y  se  colocará  una  estaca  mar- 
cada letra  P.  que  será  el  punto  de  partida  de  este  de- 
signación; y  desde  este  punto  al  N.  E.  45°  se  medi- 
rán 750  metros  y  se  colocará  la  primera  estaca;  de  ella 
al  S.  E.  45°  se  medirán  tres  mil  metros,  colocándose 
la  segunda  estaca,  de  ella  al  8.  O.  45°  se  medirán  un 
mil  quinientos  metros,  clavándose  la  3f^  estaca;  de  ella 
al  N.  O.  45°  se  medirán  3,000  metros  colocándose  la 
4*.^  estaca;  y  desde  allí  al  N.  E.  45°  se  medii-án  750 
metros  hasta  encontrar  la  estaca  P.  punto  de  partida, 
cerrando  allí  un  rectángulo  que  comprende  450  hec- 
táreas, de  las  que  deducidas  las  doce  hectáreas  de  la 
mina  «Santa  Teresa  de  Jesúp»  denunciada  por  los 
Sres.  Pedro  Gallardo  y  Pedro  Fuentes,  resultan  cua- 
trocientas treinta  y  ocho  heotáVeas  para  las  pertenen- 
cias que  feolicito  y  las  que  circunvalan  á  la  citada 
mina  «Santa  Teresa  de  Jesús. w 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  pú- 
blico para  general  conocimiento  y  con  el  fin  de  que 
los  que  se  crean  con  derecho  á  todo  ó  parte  del  terre» 
.no  que  se  solicita  ó  los  dueños  de  las  fincas  que  tuvie- 
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ren  que  reclamar,  preseoten  á  este  Gkibierno  sus  opo- 
siciones dentro  del  plazo  de  sesenta  días  siguientes  á 
la  primera  (iublicación  de  este  anuncio  en  la  Gaceta 
Oficial  de  la  República,  advirtiéndoles  que  trans- 
currido este  plazo  no  se  admitirá  ninguna  reclama- 
ción que  se  presente  conforme  con  lo  dispuesto  en  el 
articulo  24  de  la  vigente  Ley   de   Minas. 

Pinar  del  Río,  Abril  2  de    1903.— El  Secretario, 
C.  Valde^. 


IGnaS  d©  hierro  y  cobro. — Aprobando  /o.«<  expedientes  de 
las  minas  ^^ Federico  Kohly  mim,  I^-  y  ^ ^Segunda  Am- 
pUaeióvv  de  Federico  Kohly.  (  Gac,  Abril  7, ) 

El  Sr.  Gobernador  Civil  de  esta  Provincia  por 
providencia  de  dos  del  actual  se  La  servido  aprobar 
los  expedientes  de  las  minas  de  hierro  y  cobre  titula- 
das «Federico  Kohly  nftmero4»  y  «Segunda  Amplia- 
ción de  Federico  Kohly»,  situadas  respectivamente  en 
el  ingenio  Montaña  de  la  sucesión  de  Francisco 
Feliciano  Ibáñez  y  potrero  «San  José»  del  moreno 
Paulino  Casanova,  Término  Municipal  de  Cabanas  y 
registradas  por  el  Sr.  Federico  Kohly  y  Zalba,  y  dis- 
poniendo al  mismo  tiempo  se  expidan  los  títulos  de 
propiedad  al  registrador. 

Y  de  orden  de  dicha  Autoridad  y  á  los  efectos  del 
articulo  37  de  la  Ley  de  Minas,  se  hace  público  por 
el  presente. 

Pinar  del  Río,  Abril. 4  de  1903.— El  Secretario, 
C.   Valdcs. 


AYUNTAMIENTO  DE  LA  HABANA. 


Prosupuesto  de  Ingresos  y  (Jastos  del  térmiito  viimicipal 

para  el  aiiodr  lOO-i  (í  100 ^.  (Gac.  Abril  7.) 

Formado  por  el  Sr.  Tesorero  Municipal  el  pro^eo- 
to  de  presupuestos  para  el  año  económico  de  lí)03  á 
1904,  ha  pasado  al  Sr.  Sínditio  del  Ayuntamiento  du- 
rante diez  días,  según  lo  prevenido  en  el  Artículo  59 
de  la  Orden  112  de  1902  {l).   Durante  este  plazo  es- 

(1)  Dice  así:  "151  proyooio  (U*  Presupuestos  si-r.'í  presentado  al 
Alcalde  ci»  la  se>:iinda  «jiiincena  del  mes  de  Murzo  de  cada  año.  Kl  Al- 
calde lo  decretaiYi.  i iinudiat amonte,  pa.sándolo  á  la  ei:isiiia  del  Sín- 
ílico. —  liste  haj<)  su  firma  expresará  en  el  término  de  diez  días  si  fi  su 
.inicio  contiene  ó  no  extralimit AMones  It-^^ales.  e>j)ec¡luai:do  euália 
sean,  si  estima  (jnc  las  hubiese. 

Dur.'inie  esos  diez  días  rsf.ir/l    el    pro\  cct  o  cxpiusto    al  público  en 
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tara  de  manifíesto  en  la  Secretaria  General  de  la  Cor- 
poración (entresuelos  de  la  Casa  Consistorial)  una 
copia  del  mismo,  para  que  pueda  ser  examinado  en 
días  y  horas  hábiles  por  los  vecinos  de  este  Término 
Municipal. 

Y  para  general  conocimiento  se  publica  la  pre- 
sente por  disposición  del  señor  Alcalde  en  dos  núme- 
ros de  la  Gaceta  Oficial,  así  como  los  estados  de  in- 
gresos y  egresos  (1)   y  la  memoria  explicativa  de  los 

la  Secretaría  del  Aruntamicnto,  publicándose  en  do»  números  del  i>e- 
riódico  local  (en  cjiíe  acostumbVa  hacer  sus  anuncios),  los  estados  de 
gastos  é  ingresos  que  expresan  el  artículo  29  y  la  Memoria  expiicati- 
YU  (jue  determina  el  artículo  4-V" 

(1)     Por  su  mucha  extensióa  sólo  publicamos  el  total  de  los  Con- 
ceptos Generales: 

PRESUPUESTO  DE  INGRESOS  PARA  1903  A  X904. 

OBLIGATORIOS. 

Rentas  y  Productos  de  Bienes  propios $  162.22JS.20 

Kentas  de  Productos  y  Bienes  en  Administración 5>Tn.90 

Servicio  de  Agua 4.17.304.."6 

I*ntentes  sobre  cxpendición  de  bebidas  espirituosas  6 

fermentadas „  91.80U.ou 

Locomoción  y  Transporte ,,  óO.OOO.Oo 

Contribución  Territorial 9riO,253.r»4. 

Impuestos  Industriales ,  634.,0Ot).0<í 

Mataderos ,  216,105.00 

Impuesto  sobre  objetos  de  lujo , ,,  22,600.00 

Derechos  légrales ,  11,187,9o 

Recargo,  Multas,    Indemnizaciones   y   Pesas  pecunia- 
rias.....   39,800.00 

YOLl'XTAKIOS: 

Cuotas  de  patentes r>0,000  (»o 

Industrias  que  se  ejercen  ocasionalmente  en  la  vía  pú- 
blica   10,000.00 

Conducciones  de  carnes ,,  .ir». 700  00 

Arbitrios  varios 8r>.630.<»0 

Reintegro  por  conducción  de  presos » 3.IOO.00 

$2.815.74-0.10 

PRESUPUESTO  DE  GASTOS  PARA  Z903  A  2904. 

Sanidad  y  Beneficencia $  14-2,551.14- 

Policía  de  Seguridad  y  Servicio  de  incendios ,.  853,961  20 

Administración.  Custodia   y   Conservación  de. Patri- 
monio Munieipal 194,585.31 

Tesorería  y  Híiciemln 985.031.8O 

Alumbrado 199,688.32 

Obras  Municipales  ,  56,703.50 

Alcaldía,  Secretaría  y  Contaduría  Municipal 301.298.83 

Festejos,  Calamidades  I'úljlicas  y  Gastos  varios ,.  5O,(M)O.O0 

<>astos  del  servicio  de  agua ,,  28,880.»»0 

Conducción  de  presos 3.04.0.00 

$  2.8 15.740. 10 
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mismos. — Habana,  Marzo  30  de  1903. — Emilio  Carreraj 
Secretario  General. 


Memoria  explicativa  del  Presupuesto  de  Ingresos  y  Gastos 
para  el  año  de  190S  á  1904.  (Gac.  Abril  7.) 

Marzo  25  de  1903. 

Sr.  Alcalde  Municipal. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Art.  II  de  la  Or- 
den N9  365a,  serie  1900  (1)  y  la  KT?  112,  serie  1902  (2) 
y  Circular  de  la  Secretaria  de  Hacienda  de  23  de  Fe- 
brero próximo  pasado,  tengo  el  honor  de  acompañar  el 
presupuesto  ordinario  formado  por  esta  Tesorería  para 
el  entrante  año  fiscal  de  1903  á  1904,  ascendente  en 
gastos  é  ingresos  á  la  suma  de  %  2.815,740-10. 

Se  han  tenido  á  la  vista  para  su  confección,  los 
datos  suministrados  por  los  distintos  Jefes  de  los  De- 
partamentos, los  acuerdos  .tomados  por  el  Ayunta- 
miento y  los  gastos  precisos  para  los  servicios  obliga- 
torios que  hoy  tiene  el  Municipio. 

La  consignación  para  el  personal  es,'  con  poca  di- 
ferencia, la  misma  que  rige  en  el  presente  año,  con* 
sietiendo  ésta,  en  la  nueva  organización  de  algunos  de 
ellos  y  principalmente  en  la  del  Depósito  Municipal  y 
Departamento  de  Arquitectura,  refundiendo  en  ellos 
todos  los  servicios  que  de  reparaciones,  construccio- 
nes y  adquisiciones  correspondían  á  Servicios  Telefó- 
nicos, ambulancias,  carros  y  demás  vehículos  de  las 
Dependencias  Municipales,  servicios  etc.  y  se  hallaban 
diseminados  en  cada  uno  de  ellos,  constituyendo  un 
exceso  en  los  gastos;  esperando  que  esta  refundición, 
ocasionara  en  conjunto,  una  economía  al  Ayunta- 
miento, bajo  una  dirección  experta  y  ordenada,  á  cu- 
yo efecto  se  instalarán  los  talleres  necesarios  para  lle- 
var á  cabo  los  trabajos. 

Se  incluye  en  este  presupuesto  la  adquisición  de 
una  paila  y  motor,  de  imprescindible  necesidad,  para 
obtener  obras  económicas  y  con  la  prontitud  que  se 
requiere  en  la  mayoría  de  los  trabajos. 

Asimismo  se  consigna  la  cantidad  necesaria  para 
los  útiles  y  herramientas  necesarias  para  demolicio- 
nes, que  en  casos  de  incendios,  derrumbes  ó  calamida- 
des públicas,  pudiesen  ocurrir. 

La  cantidad  consignada  para  reparaciones  de  los 


(1)  C.  L.,  19(»0,  pág.  2()3,  tomo  ITT. 

(2)  c.  L.,  1002,  páíí.  .'«n. 
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edificios,  será  destinada  á  ese  objeto  en  las  diferentes 
oonstrucciones  existentes,  que  exigen  nna  reparación 
urgente.  Esta  consignación  es  de  imprescindible  nece- 
sidad, porque  si  el  Aynntamiento  no  entretiene  anual- 
mente BUS  edificios,  á  la  vuelta  de  poco  tiempo,  se  ten- 
drá que  consignar  una  cantidad  excesivamente  mayor 
para  ese  objeto. 

Se  incluye  asimismo  la  suma  de  seiscientos  pesos 
para  reparaciones  en  el  Templete.  La  importancia  de 
este  histórico  edificio  demanda  ese  gasto. 

En  la  actualidad  las  diferentes  ambulancias  de  la 
Policía,  Casas  de  Socorro,  Necrocomio,  etCj  están  en 
distintos  lugares  de  la  Ciudad.  Será  altamente  benefi- 
cioso para  los  int-ereses  del  Municipio,  asi  como  para 
el  mejor  servicio  público,  que  todas  aqqéllas  estén  reu- 
nidas en  un  solo  edificio,  bajo  una  Jefatnra  única,  y 
á  donde  pueden  ser  pedidas  telefónicamente,  por  los 
diferentes  Centros,  á  los  cuales  fuese  preciso  prestar 
sus  servicios,  y  por  tanto  el  edificio  escojido  para  ello, 
es  el  Cuartel  de  Dragones  (Lealtad  y  Dragones)  don- 
de se  instalará  la  ^'Sección  de  Comunicaciones  y 
Transporte"  que  reúne  las  condiciones  de  distancia, 
amplitud,  etc,  que  se  requiere. 

En  el  Sub-Concepto  de  ' 'Titulación  y  Litigios*' 
se  ha  consignado  la  suma  de  ocho  mil  pesos  para  Jos 
gastos  que  puedan  ocasionar.  Estos  aumentan  deegrar 
cjadamente  cada  día,  con  rapidez  asombrosa  y  la  Cor- 
poración Municipal,  que  en  la  mayor  parte  de  los  ca- 
sos, es  demandada  injustamente,  tiene  que  sostener 
sus  derechos  ante  lo^  l?ribuBale8  de  Jncticia,  para  ob- 
tener, como  ha  obtenido,  la  sanción  de  sus  actos  por 
el  Poder  Judicial. 

Actualmente  tenemos  en  tramitación  catorce  plei- 
tos^ todos  de  suma  importancia  para  la  Ciudad;  en  al- 
gunos, como  los  recursos  contenciosos  del  sefíor  Cas- 
tañeda y  del  señor  Gelats,  la  demanda  contra  los  usu- 
fructuarios del  Mercado  de  Colón  las  reiviqdicaciones 
de  los  terrenos  de  Neptuno  y  Consulado  y  la  de  Oquen- 
do  y  Franco,  etc.,  habrá  que  practicar  una  minuciosa 
prueba  pericial,  para  rescatar  y  salvar  los  indiscuti- 
bles derechos  del  Municipio. 

No  hay  que  olvidar  que  los  litigios  por  fuerza  ló- 
gica de  las  circunstancias  han  de  aumentar,  lejos  de 
disminuir,  y  á  ello  contribuyen  notablemente  el  esta- 
do y  situación  de  la  Deuda  Flotante  de  este  Munici- 
pio, cuyos  tenedores,  después  de   agotar  las  gestiones 
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administrativas  para  el  cobro  de  sus  créditos,  acudi- 
rau  á  los  Tribunales. 

Por  otra  parte,  todas  las  reclamaciones  que  dor- 
mían el  sueño  de  los  justos,  en  tiempos  de  la  domina- 
ción espafiola,  están  despertando,  para  ir  contra  este 
Ayuntamiento,  á  quien  por  su  actitud  honrada  basta 
boy,  vienen  exigiéndosele  indemnizaciones,  que  no 
querían  6  no  podían  hacerse  al  Gobierno  Español. 

Se  consigna  también  la  suma  de  S  2.400  para  ad- 
quisición de  un  nuevo  instrumental  para  la  Banda  Mu- 
nicipal, por  hallarse  casi  inútil  la  actual  y  en  estado 
impropio  de  la  cultura  de  este  Municipio.  Una  vez  ad- 
quiridos esos  nuevos  instrumentos,  se  destinará  el 
existente  al  establecimiento  de  una  Academia  de  M fí- 
sica gratis,  sujeto  al  Reglamento  que  se  haga,  segfin 
lo  acordado  por  el  Ayuntamiento. 

Al  propio  tiempo  y  cumpiiejido  lo  resuelto  por  el 
Municipio  se  consigna  la  suma  de  S  202.457-72  impor- 
te calculado  de  lo  que  se  adeuda  por  los  créditos  hipo- 
tecarios del  Empréstito  anterior  á  1890. 

Pequeñas  variaciones  existen  en  algunos  de  los 
demás  sub-conceptos  del  presupuesto,  que  la  experien- 
cia, aumento  en  los  trabajos,  gastou  de  material,  etc., 
han  impuesto,  siendo  ésta  la  causa  deesas  inclusiones. 

Respecto  del  presupuesto  de  ingresos,  se  ha  ajus- 
tado el  que  suscribe  á  la  recaudación  obtenida  duran- 
te el  año  anterior,  teniendo  en  cuenta  la  del  presente 
calculando  aproximadamente  la  que  podrá  obtenerse 
en  lo  que  resta  del  presente  año  económico  y  cumplien- 
do con  las  prevenciones  hechas  por  la  Secretaría  de 
Hacienda  en  su  circular  de  23  de  Febrero  pasado. 

Bien  hubiera  querido  el  que  suscribe  haber  reba- 
jado en  parte  los  ingresos  obligatorios  por  fincas  urba- 
nas y  Subsidio  Industrial;  pero  ante  la  imposibilidad 
de  hacerlo,  por  oponerse  á  ello  los  gastos  imprescindi- 
bles del  Municipio,  la  inclusión  de  lo  que  aproximada- 
mente se  adeuda  por  créditos  hipotecarios,  en  evita- 
ción del  sin  número  de  demandas  que  se  establecerían 
contra  el  Ayuntamiento  y  más  que  todo  por  lo  termi- 
nantemente dispuesto  en  el  inciso  primero  del  Artícu- 
lo segundo  de  la  Orden  112,  serie  de  1902  confir- 
mado por  la  Ley  de  nuestro  Congreso  de  5  de  Agosto 
del  mismo  año  (1). 

En  los  ingresos,  se  consigna  el  mismo  tipo  de  tri- 
butación, en  todas  las  tarifas,    con  excepción  de  la  de 


(1)    Véase  en  la  pág.  IGÜ  tomo  I  del  Boletín, 
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patentes  de  alcoholes,  eo  los  que  se  restablece  á  las  bo- 
degas los  cuarenta  pesos  que  antes  pagaban,  en  vez  de 
los  treinta  que  les  fijó  el  Ayuntamiento  el  año  co- 
rriente; y  en  los  juegos  permitidos,  rebajar  la  cuota  de 
$  15  de  los  juegos  de  pelota  de  segundo  orden,  á  diez 
pesos,  elevando  á  $  160  la  de  S  100  del  juego  de  pelo- 
tas celebrado  en  el  Jai-Alai. 

En  las  cuotas  establecidas  á  bailes  de  pensión,  se 
han  consignado  las  mismas  cuotas  del  año  anterior; 
pero  esta  Tesorería  propone  se  establezca  una  sola 
cuota  á  todos  los  bailes  de  pensión  que  se  celebren,  sea 
cual  fuese  el  local  donde  tuvieren  efecto,  fijándose  la 
cuota  de  treinta  pesos  cada  uno,  excepción  hecha  de 
los  de  Teati*os  que  conservará  la  de  cincuenta,  á  fin 
de  evitar  los  continuos  fraudes  que  se  vienen  cometien- 
do, con  títulos  de  Sociedades  de  Recreo  siendo  así  que 
solo  tienen  de  tal,  el  nombre  con  que  se  bautizan,  con 
perjuicio  de  la  moral  y  de  los  fondos  Municipales. 

Se  sostendrá  la  cuota  que  para  los  bailes  de  más- 
caras establecía  la  doble  cuota. 

Se  acompañan  los  estados  correspondientes,  segfin 
los  artículos  II  y  VI  de  la  Orden  N9  112  de  1902. 

De  Vd  respetuosamente, 
A.  V.  Maniri 
Tesorero  Municipal. 
Es  copia. 

Emilio  Carrera 

Secretario  General. 


Vehículos  de  carga. — Prohibiendo  el  írármto  de  lott  minmos 
])or  la  calle  de  San  Miguel^  de  Galiano  A  Belaseoahi. 
(Gac,  Abrü  15.) 

Vista  la  reparación  que  ha  sufrido  el  pavimento 
de  la  calle  de  San  Miguel,  tramo  comprendido  desde 
Galiano  á  Belascoaín,  y  con  el  fin  de  evitar  el  deterio- 
ro que  sufre  dicho  pavimento  con  el  tráfico  de  vehícu- 
los de  carga,  el  Sr.  Alcalde  Municipal  ha  dispuesto  se 
prohiba  por  dicha  calle  el  tránsito  de  los  expreeados 
vehículos,  permitiéndoseles  tan  sólo  que  lo  efectúen 
por  la  cuadra  donde  vayan  á  cargar  ó  descargan 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Alcalde  Municipal  se  ha- 
ce público  para  general  conocimiento. — Habana,  Abril 
8  de  1903.— El  Secretario  de  la  Alcaldía.—^,  de  la 
Torre. 
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Paradero  de  caXTUaj]  es. — Trasladando  el  paradero  estable- 
cido en  la  Calzada  de  San  Lázaro  entre  Blanco  y  Oa- 
llano.  (Gac,  Abril  15,) 

En  cumplimiento  de  lo  acordado  por  el  Ayunta- 
miento en  Besióo  permanente  de  l?del  actual;  el  señor 
Alcalde  Municipal  ha  dispuesto  que  el  paradero  de 
carruajes  establecido  en  la  Calzada  de  San  Lázaro 
entre  Blanco  y  Galiano,  sea  trasladado  á  la  Calzada 
de  Galiano  entre  San  Lázaro  y  Trocadero. 

Lo  que  se  anuncia  para  general  conocimiento.— 
Habana,  Abril  3  de  1903.— A  de  la  Torre,  -Secretario 
de  la  Alcaldía. 


GOBIERNO  CIVIL  DE  LA  PROVINCIA  DE  PINAR  DEL  RIO 


Minae  de  asfalto. — Aprobando  los  expedientes  de  las  minas 
^^ Providencia^^ y  ^' Confianza^ ^  y  ^^Dolorita^\  (Gaceta 
Abril  15.) 

El  Sr.  Gobernador  Civil  de  esta  Provincia,  por 
providencia  de  dos  del  actual,  se  ha  servido  api*obar 
los  expedientes  de  las  minas  de  asfalto  tituladas  '^Pro- 
videncia'', **Confianza"  y  ^^Dolorita",  situadas  res- 
pectivamente en  terrenos  de  Mariano  Corrales,  Justo 
Gordillo  y  José  Rodríguez  Álamo  y  fincas  tituladas 
'*E1  Francés'',  * 'Lucía"  y  ''El  Fénix"  en  el  Distrito 
de  Guayabal,  Término  Municipal  de  Bauta  y  registra- 
das por  el  señor  José  A.  Rovirosa,  como  representan- 
te de  la  Sociedad  "Funnell,  Smith  y  Rovirosa",  dis- 
poniendo al  mismo  tiempo  se  expidan  los  títulos  de 
propiedad  al  registrador. 

Y  de  orden  de  dicha  Autoridad  y  á  los  efectos  del 
art.  37  de  la  Ley  de  Minas,  se  hace  público  por  el  pre- 
sente. 

Pinar  del  Río,  4  de  Abril  de  1903.— El  Secreta- 
rio,  C   Valdés. 


Mina  "Bmeretzi". — Solicitando  el  registro   de  30  pertenen- 
cias de  mineral  de  asfalto,  (Gac,  Abril  TJ,) 

El  señor  Francisco  Zardaín  y  Garrido,  ha  presen- 
tado en  este  Gobierno  instancia  solicitando  el  registro 
de  treinta  pertenencias  de  mineral  de  asfalto  con  el 
nombre  de  ^'Emeretzi",  situada  en  terrenos  particu- 
lares y  del  común  Distrito  del  Mariel,  Término  Muni- 


T.  lil.— 1903.- 
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cipal  de  Gaanajaj,  en  esta  Provincia,  y  cuya  desig- 
nación hace  en  ia  forma  siguiente: 

Se  tendrá  por  punto  de  partida  un  algarrobo  en 
forma  de  trípode,  que  existe  en  la  finca  de  mi  propie- 
dad *'La8  Mercedeb'',  y  del  centro  de  ese  árbol  se  me- 
dirán 300  metros  rumbo  Norte,  45*^  Este  y  se  fijará 
una  estaca  auxiliar  y  en  dirección  opuesta,  ó  sea  Sur, 
45°  Oeste,  se  mediián  700  metros  y  se  fijará  la  estaca 
primera,  desde  ésta  con  rumbo  Oeste  45**,  Norte  se 
medirán  300  metros  y  se  fijará  la  segunda  estaca,  des- 
de ésta  con  rumbo  Norte  45°,  Este  se  medirán  1000  y 
se  fijará  la  tercera  estaca,  desde  ésta  con  rumbo  Este 
45°,  Sur  se  medirán  300  metros  para  llegará  la  estaca 
auxiliar  y  se  fijtirá  la  cuarta  estaca,  quedando  así  ce- 
rrado el  perímetro  de  las  treinta  pertenencias  6  sean 
trescientos  mil  metros  cuadrados. 

Lo  qué  de  orden  del  í-(  Mor  Gobernador  se  hace 
público  para,  general  eonoí'iniiento,  y  con  el  fin  de  que 
los  que  se  crean  con  derecho  á  todo  ó  parte  del  terre- 
no que  se  solicita,  ó  los  dueílos  de  las  fincas  que  tu- 
viesen que  reclamar,  presenten  en  este  Gobierno  sus 
oposiciones  dentro  del  término  de  sesenta  días  siguien- 
tes á  la  primera  publicación  <le  este  anuncio  en  la 
Gaceta  Oficial  de  la  República,  ad virtiéndoles  que 
trascurrido  ewto  plazo  no  se  admitirá  ninguna  recla- 
mación que  se  presente,  conforme  con  lo  dispuesto  en 
el  artículo  24  de  la  Ley  de  Minas. 

Pinar  del  Río,  Abril  8  de  1903.  -El  Secretario, 
a  Valdés. 


GOBIERNO  DE  LA  PROVINCIA  DE  LA  HABANA. 


Mina  "Santa  Cruz". — Solicitud  del  Sr.  Lorenzo  D,  Bri- 
daty  para  el  registro  de  30  pertenencia^s  de  mineral  de 
asfalto,  (  Gac,  Abril  18. ) 

El  señor  Lorenzo  D.  Bridat,  vecino  de  esta  Capi- 
tal, ha  presentado  á  las  diez  de  la  mañana  deVdía  ca- 
torce del  actual,  una  solicitud  do  registro  de  treinta 
pertenencias  de  mineral  de  asfalto  con  el  titulo  de 
((Santa  Cruzw,  sita  en  esta  Provincia,  Término  Muni- 
cipal de  Bauta,  Barrio  de  Punta  Brava  y  terrenos  de 
la  finca  «Santa  Cruz»;  haciendo  dé  dichas  pertenen- 
cias la  siguiente  designación:  Se  tomará  por  punto 
de  partida  un  algarrobo  que  está  á  la  entrada  de  la 
finca  «Santa  Cruz»,  á  ia  mano  izquierda  y  después  el 
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kilómetro  17  de  la  Calzada  de  Punta  Brava;  de  ente 
mismo  algarrobo  y  con  diieccióü  al  Sur,  se  m*»dirán 
400  metros  y  se  colocará  1»  primera  estaca;  de  é^^ta  y 
con  dirección  al  Este,  se  medirán  500  metíos  y  se  co- 
locará la  segunda  estaca;  de  ésta  y  con  dirección  al 
Norte,  se  medirán  600  metros  y  se  colocaiá  la  tt*rceia 
estaca;  de  ésta  y  con  dirección  al  Oeste,  se  medirán 
600  metros  y  se  colocará  la  cuarta  estaca:  y  «le  ésta 
última  y  con  dirección  al  Sur,  se  medirán  200  metros 
volviendo  al  punto  de  partida,  encerrando  así  una 
superficie  de  300.000  metros  cuadrados,  igual  á  treiu- 
ta^  hectáreas. 

Lo  que  de  orden  del  señor  Gobernador  se  hace 
público  por  este  medio  para  general  conoHm¡enti>  y  á 
fin  de  que  los  que  se  consiíleren  con  mejor  derecho 
presenten  oposiciones  ó  reclamaciones  ant«  este  Go- 
bierno, dentro  de  los  sesenta  días  siguieiites  al  de  la 
publicación  de  este  anuncio. 

Habana,  Abril  16  de  190^,— Emilio  Presas.  Secre- 
tario del  Gobierno  P.  S. 


GOBIERNO  CIVIL  DE  LA  PROVINCIA  DE  PINAR  DEL  RIO 


Terreno  insalubro. — Declarando  ínmhihre  un  terreho  'pan- 
tanoso que  existe  en  el  pueblo  del  *3íaríeL  ( Gaceta 
Abril  21,) 

El  Sr.  Francisco  Zardaín  y  Garrido,  ha  pi  ementa- 
do solicitud  para  que  se  declare  insalubre  el  espacio 
de  terreno  pantanoso  que  existe  en  el  pueblo  del  Ma- 
riel,  Municipalidad  de  Guana j»y,  en  esta  Provincia, 
y  cuyos  linderos  son:  Xorte  y  O^ste  la  B«hía  y  caserío 
de  Las  Delicias,  Sur  fondo  (le  las  casas  de  la  calle  San 
Elias  del  barrio  Cocí)  Solo,  Este  la  calle  de  S.  Miguel. 
Adquiridos  los  infornws  (1p  la  Junta  Siip^^iior  de 
Sanidad,  Inspector  Provincial  do!  KauH)  y  Ayunta- 
miento de  Guanajay,  t;:.  ,;:;ti '^' e  l;i  ílí'<:ljratoria  de 
insolubridad  que  ne  H<>]i<;ira,  t-  convfMiiíMite. 

Lo  que  de  ordtm  di^l  Sí/  (i^  Remador,  hafi:o  píibli- 
co  para  g'^neral  oonoíMnii'Mto  y  íi  fin  de  que  los  que  se 
crean  perjudioadís,  pr^s-Mít-n  su  n^clamnciones  t*n  es- 
te Gobierno  Civil  donde  s»*  encuentra  el  expediente 
tramitado  sobre  el  caso,  dentro  de  treinta  días  siguien- 
tes al  déla  publicación  de  este  anuncio  en  la  Gaceta 
Oficial  de  la  República. 

Pinar  del  Río,  17  de  Abril  de  1903.--E1  Secreta- 
rio, P.  8.,  Francisco  Goenaga, 
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Mina  "Santa  Bita'*, — Solicitando  él  registro  de  18  perte- 
nencias de  mineral  de  hierro,  (Gac.  Abril  íB^-) 

Los  Sres.  Claudio  Fuentes  Cruz,  Alejandro  Gar- 
cía 8uárez  y  Francisco  Menéndez  Miranda,  han  pre- 
sentado en  e&te  Gobierno,  instancia  solicitando  el  re- 
gistro de  diez  y  ocho  pertenencias  de  mineral  de  hie- 
rro con  el  nombre  de  nSanta  Rita)»  situada  en  terrenos 
de  la  finca  «Caracoles»  de  los  herederos  de  Porben,  en 
el  Término  Municipal  de  Consolación  del  Korte,  en 
esta  Provincia  y  cuya  designación  hacen  en  la  forma 
siguiente: 

((Se  tomará  como  punto  de  partida  el  manantial 
existente  en  el  arroyo  ((Caracoles».  De  este  lagar  se 
meditan  en  dirección  Norte,  360  metros  clavándose  la 
estaca  nüm.  1.  De  ésta  en  dirección  Este,  se  medirán 
500  metros,  clavándose  la  estaca  nüm.  2.  De  ésta  en 
dirección  Sur,  se  medirán  360  metros,  clavándose  la 
estaca  núm.  3  y  de  ésta  en  dirección  Oeste,  se  me- 
dirán 500  metros,  llegando  al  punto  de  partida  donde 
se  cierran  las  diez  y  ocho  hec¿áreas  que  se  solicitan». 
Lo  que  de  orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  público 
para  general  conocimiento  y  con  el  fin  de  que  los  que 
se  crean  con  derecho  á  todo  ó  parte  del  terreno  que  se 
solicita  ó  los  dueúos  de  las  fincas  que  tuviesen  que 
reclamar,  presenten  en  este  Gobierno  sus  oposiciones 
dentro  del  término  de  sesenta  días  siguientes  á  la 
primera  publicación  de  este  anuncio  en  la  Gaceta 
Oficial  de  la  República,  ad virtiéndoles  que  trans- 
currido dicho  plazo  no  se  admitirá  ninguna  reclama- 
ción que  se  presente,  copforme  con  lo  dispuesto  en  el 
articulo  24  deila  Ley  de  Minas. 

Pinar  del  Río,  Abril  3  de  1903.— El  Secretario, 
—a   Valdés, 


GOBIERNO  CIVIL  DE  LA  PROVINCIA  DE  LA  HABANA. 


Afina  "María  Teresa". — SoUc^ud  del  Sr,  Gustavo  Bemard 
para  el  registro  de  2JÍ.  pertenencias  de  mineral  de  hierro 
y  cobre,  (  Oac,  Abril  S, ) 

El  Sr.  Gustavo  Bemard,  vecino  de  esta  Capital, 
ha  presentado  á  la  una  y  me<lia  de  la  tarde  del  dia 
treinta  y  uno  de  Marzo  próximo  pasado,  solicitud  de 
registro  de  veinte  y  cuatro  pertenencias  de  mineral  de 
hierro  y  cobre  con  el  título  de  ((María  Teresa»,  sitas 
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en  esta  Provincia,  Término  Manicipal  de  Guanabacoa, 
Barrio  de  Ck>jimar  y  terrenos  de  la  finca  «Satta  Fe», 
propiedad  del  Sr.  Joaqnin  Lezamo,  haciendo  de  dichas 
pertenencias  la  siguiente  designación: 

Se  tomará  como  punto  de  partida  una  antigua  es- 
cavación  existente  en  la  llamada  «Loma  Santa  Fe», 
situada  en  los  antedichos  terrenos.  De  dicho  punto 
se  medirá  hacia  Oeste  150  metroa,  clavándose  la  estaca 
A,  de  ésta  hacia  el  Sur,  se  medirán  400  metros,  cla- 
vándose la  estaca  n?  1,  de  ésta  hacia  el  Este,  se  me- 
dirán 300  metros,  clavándose  la  esfcaca  n?  2,  de  ésta 
hacia  el  Norte,  se  medirán  800  metros,  clavándose  la 
estaca  N?  3,  de  ésta  hacia  el  Oeste  se  medirán  300 
metros  clavándose  la  estaca  N?  4,  de  ésta  hacia  el  Sur 
se  medirán  400  metros  volviendo  así  á  la  estaca  pro- 
visional A.  y  cerrando  el  perímetro  que  incluye  las 
veinte  y  cuatro  pertenencias  solicitadas. 

Lo  que  de  orden  del  Sr.  Gobernador  se  hace  pu- 
blico por  este  medio  para  general  conocimiento  y  á 
fin  de  que  los  que  se  consideren  con  derecho  á  todo  6 
parte  del  terreno  solicitado,  presenten  sus  reclama- 
ciones ú  oposiciones  ante  este  Gobierno,  durante  las 
sesenta  días  siguientes  al  de  la  publicación  do  este 
anuncio,  conforme  previene  el  artículo  24  de  la  vi- 
gente Ley  de  Minas. 

Habana,  Abril  2  de  1903. — Emilio  Presas,  Secre- 
tario del  Gobierno  P.  S. 


GOBIERNO  PROVINCIAL  DE  PUERTO  PRINCIPE. 


CamagÜoy. —  Variando  el  nombre  de  la  Provincia  de  Puer- 
to PHndpe  por  el  de  Camagiiey.  (tíac.  Abril  28,) 

Lope  Recio  L.,  Gobernador  de  la  Provincia  de  Puerto 
Príncipe,  hago  saber:  que  el  Consejo  Provincial 
ha  acordado  y  yo  he  aprobado  el  siguiente: 

E8TA.TTTTO. 

Articulo  19 — Por  la  presente  se  varía  el  nombre 
de  «Puerto  Príncipe»  de  esta  Provincia  por  el  de  «Ca- 
magüey»  (1). 


(1)  Al  dividirse  la  Tala  en  seis  provincia»  para  el  Gobierno  y  Ad- 
ministración, se  dispuso  que  cada  una  de  ellas  debfa  tomar  el  nom- 
bre de  sus  respectivas  capitales.  L,a  Constitución  de  la  República  pro- 
mulgada el  20  de  Mayo  de  1902,  establece  en  su    artículo  Sg  que  "El 
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Artículo  29 — Regirá  esta  disposición  para  todos 
sus  efectos,  desde  el  día  siguiente  á  su  publicación  en 
el  periódico  Oficial. 

Ix)  que  se  publica  para  general  conocimiento  y 
observancia,  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  Eepublica. 

En  Puerto  Priucipe  á  veintidós  de  Abril  de  mil 
novecientos  tres. 

Lope  Recio  L. 


GOBIERNO  PROVINCIAL  DE  LA  HABANA. 


Mí  11^  *'Ogll©Í'\ — Solicitud  del  Sr.  Fcancuco  Zardaiii  para 
el  registro  de  64  pertenencias  de  mineral  de  oro.  (Ex- 
tracto del  Boletín  Oficial,  Ábnl  25.') 

El  Sr.  Francisco  Zardain  y  Garrido,  vecino  de 
esta  capital  en  la  calle  de  Obrapía  n Cimero  19,  ha  pre- 
sentado á  las  tres  y  diez  minutos  de  la  tarde  del  día 
veinte  del  actual,  solicitud  de  registro  de  sesenta  y 
cuatro  pertenencias  de  mineral  de  oro,  con  la  deno- 
minación de  *^Oguei'%  sitas  en  el  Término  Municipal 
de  Isla  de  Pinos,  barrio  de  Nueva  Gerona  y  en  terre- 
nos délas  fincas  ^^  La  PalmitV  y  ^^La  Belencita",  y 
del  común  y  particulares. 

nabana,  Abril  23  de  1903.— J.  C.  Vivanco,  Se- 
cretario del  Gobierno. 


Mina  "Santa  Teresa", — Solicitud  del  Sr,  José  G.  Caabro 
para  el  registro  de  4^8 pertenencias  de  mineral  de  petró- 
leo, {Extracto  del  Boletín  Oficial^  Abril  25,) 

El  Sr.  José  G.  Caabro   y   Blanco,  vecino  de  esta 
capital,  en  la  calle  de  San  Lázaro  número  doscientos 


territorio  de  la  República  se  divide  en  las  seis  Provincias  que  existen 
actualmente,  y  con  sus  mismos  límites;  correspondiendo  al  Consto 
Provincial  de  cada  una  determinar  sus  respectivas  denominacio- 
nes  " 

Usando  pues  de  esa  facultad,  el  Consejo  de  Puerto  Príncipe  ha 
estatuido  el  cambio  de  ese  nombre  por  el  del  Camag^ey  ó  sea  el  de  la 
Provincia  indígena  que  llevaba  dicho  nombre. 

La  Capital  es  la  Ciudad  de  Puerto  Príncipe,  la  cual  fué  fundada 
en  1514  por  orden  de  Üiego  Vclázquez  y  la  llamó  "Villa  de  Sta.  Ma- 
ría de  Puerto  Príncipe". 

En  la  actualidad  esta  Provincia  cuenta  los  Municipios  de  Puerto 
Príncipe,  Nuevitas,  Ciego  de  Avila,  Santa  Cru2  del  Sur  y  Morón. 
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treinta  y  uno,  ha  presentado  á  las  dos  horas  menos 
veinte  minutos  de  la  tarde  del  día  veinte  del  actual, 
solicitud  de  registro  de  cuarenta  y  ocho  pertenencias 
de  mineral  de  petróleo  con  la  denominación  de  **Santá 
Teresa' %  sitas  en  esta  Provincia,  Término  Municipal 
de  San  José  de  las  Lajas,  Barrio  de  Tapaste  y  ñnca 
potrero  *'Somorrostro'%  de  la  propiedad  de  los  here- 
deros del  Sr.  Genaro  de  la  Vega. 
^  Habana,  Abril  24  de  1903.— J.  C.  Vívanco,  Se- 
cretario del  Gobierno. 


Fm  del  Tomo  III. 
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ACUMULACIÓN 

AftO  X903 
Feeh 
éb  la  leiteidi  Plgim 

14  EHUtto.—Concurso,—Sent,  i.— Declarando  que  se  acu- 

mule al  concurso  de  José  Rafael  Ugarte,  radicado 
en  e!  Juzgado  del  Distrito  Oeste  de  la  Habana,  la 
reclamación  por  derechos  y  suplementos  deducida 
contra  dicho  concurso  por  el  Procurador  José  R. 
Reguera  que  se  sustancia  en  el  Juzgado  de  Sagua 
la  Grande 100 

15  Enbrc— ^ecutiVos.— ^a¿.  J?.-Declarando  que  los  au- 

tos seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Colón  por  Ulpiano  Aedo  Basco  contra  el  se- 
ñor Severíno  Hernández  y  Hernández  deben  acu- 
mularse á  los  que  penden  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  Centro  de  la  Habana,  seguidos 
por  Federico  Machado  y  Mercení  contra  el  señor 
Mariano  Hernández  Figueroa 105 

AMIGABLES  COMPONEDORES 

AÑO  Z9oa 

9  OcTDBBB.-*Sent.  1.— Declarando  sin  lugar  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Ricardo  Sánchez  Junco 
contra  el  laudo  dictado  por  los  amigables  com- 
ponedores Dr.  José  Cabarrocas  y  Migenes  y  Licen- 
ciados José  Bnuón  y  García  y  Leopoldo  de  Sola 
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é  Iradie,  por  ante  el  Notario  Ldo.  José  Ramírez 

de  Arellano  j  Pedroso 216 

IMPUGNACIÓN 

AÑO  x9oa 
29  OcTV BRB.—Cumplimiento  de  eJecatoría.'-Auto  72.— 
Declarando  sin  lugar  la  impugnación  formulada 
por  la  representación  del  Obispado  Católico  de  la 
Habana  contra  el  auto  que  admitió  el  recurso  de 
casación  á  María  Regla  Sañudo  de  Muñoz  Ro- 
maj  en  juicio  sobre  iademnización  de  perjuicios,.,    243 

INFRACCIÓN  DE  LET 

AÑO  Z9oa 

20  OcTUBRB.--iSent.  45.— Declarando  sin  lugar  el  recurso 
de  casación  interpuesto  por  María  Anacleta  Ama- 
dor contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  contra 
Manuel  Rodríguez  Menéndez  sobre  reivindicacióa 
de  la  mitad  de  una  casa  y  restitución  de  sus  pro- 
ductos       13 

6  NoviBMBBB.—  Desahucio.  —  Seat.  49.— Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
tías M.  Averhoff  y  Carrasco,  contra  la  sentencia 
dictada  en  juicio  contra  Juan  Rodríguez  Núñez....      36 

6  Noviembre.— /i/r/sí/icc/<5fl  voluntaria,—  Sent,  5(?.— De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  Srta.  Guillermina  García  López, 
contra  la  sentencia  dictada  en  autos  promovidos 
por  la  misma  para  que  se  elevara  á  escritura  pú- 
blica el  que  ella  consideraba  testamento  nnncu- 
pativo 45 

12  Noviembre.— JIf ajor  ci/antía. — Sent.  51.— Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Herrera  y  Guerra  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  juicio  sobre  nulidad  de  ana  resolución  Ju- 
dicial y  unos  contratos  de  venta  celebrados  en 
virtud  de  ella 63 

26  Noviembre.- Tercería.— nSeat.  52.— Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Li- 
cenciado José  Puig  y  Ventura  contra  la  resolu- 
ción dictada  en  juicio  promovido  por  el  mismo 
sobre  tercería  de  mejor  derecho 62 

6  Diciembre.— Afaror  coantía.—  Sent.  5^.— Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Antonio.  Calderón  contra  la  sentencia  dic- 
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tada  en  juicio  contraía  sociedad  de  Beola  j  Com- 
pafiia  sobre  reivindicación  de  una  parte  del  inge- 
nio ^*Victoría*\  restitución  de  ñutos  é  indemnisa- 

ción  de  daños 70 

8  DiciBMBRB.— Afajor  cuantía, — Sent.  54. —  Úeclarando 
sin  lagar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Jacinta  Lradrón  de  Guevara  contra  la  sentencia 
dictada  en  juicio  seguido  por  Salomé  Aoglada, 
viuda  de  Serres,  y  otros  sobre  declaración  de  nu- 
lidad de  un  testamentó  ológrafo 108 

10  lyicvEMBa^,— Cumplimiento  de  ejecutoría.-^Sent  55.^ 

Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Maria  Regla  Sañudo  de  Muñoz  Ro- 
ma j  contra  la  sentencia  dictada  enjuicio  contra  el 
Obispado  Católico  de  la  Diócesis  de  la  Habana 
sobre  iiideiDniíracidn  de  perjuicios 138 

11  DiciEMBüU.— Desahucio.— Sent.  56.— Declarando  sin 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
nuel Rodríguez  Pol  contraía  sentencia  dictada  en 
juicio  seguido  contra  el  Sr.  Juan  Baño 282 

12  DiciBiiBRB.— Desaliacio.— Scnt.  57.— Declarando  sin 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Do- 
mingo Alvarez  y  Cabrera  contra  la  sentencia  dic- 
tada enjuicio  contra  Guillermo  y  Emilio  Apezte- 
guia  y  la  sucesión  de  Julio  del  mismo  apellido  so- 
bre desalojo  de  una  ñnca  rústica 2b5 

15  DiciBMBRB.— Afaj'or  cuantia.Sent.  55.— Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Moreno  Artiles  contra  la  sentencia  dictada 
enjuicio  seguido  contra  las  sucesiones  de  José  y 
Pedro  Hernández  de  la  Cruz  sobre  reclamación 
del  pago  de  ciertas  cantidades  en  oro  y  billetes 
del  Banco  Español. 300 

22  DiciBMBBB.— Afajor  cuantia.Sent,  59.— Declarando 

sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Roca  y  Besta  contra  la  sentencia  dictada 
en  juicio  contra  el  Ayuntamiento  de  Cárdenas  en 
cobro  de  pesos 313 

23  DiciBMBKB.— Afajor  cuantía.Sent.  5(7.— Declarando 

sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
Sra.  María  del  Pino  Rodríguez  y  González  contra 
la  sentencia  dictada  enjuicio  contra  los  señores 
José    y  Petrona  Menéndez  y   Hernández,   José 
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Lage  y  González  y  María  Lage  y  Menéndez  «obre 
reconocimiento  de  hijo  natural  y  petición  de  he- 
rencia   337 

QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA 

aHo  z9oa 

22  NoYiBMBRB.— 5ent.  15.— Declarando  sin  lagar  el  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Pedro  Julián  Val- 
dés  contra  la  sentencia  dictada  enjuicio  seguido 
contra  José  Cabrera  González 3 

27  Noví BMBRB.— Afeoor  cuantía. — Sent.  J 9.— -Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Vicente  Carrodeguas  y  López  contra  la  sentencia 
dictada  en  juicio  contra  la  Sociedad  de  Zaldo  y 
Compañía  en  cobro  de  pesos 145 

2  DiciBMBRB. — Mayor  cuantfa.-^Sent,  20. — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
José  Suárez  Lasarte  contra  la  sentencia  dictada 
enjuicio  seguido  por  el  mismo  contra  Victorio 
Iglesias  en  cobro  de  pesos  procedentes  de  arren- 
damiento de  servicios  suplementos  y  materiales,,.    151 

4  DiciBüBRB.—Afaror  cuantia.—Sent,  21.—  Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Matías  M.  A verhcff  contra  la  sentencia  dictada 
enjuicio  seguido  contraía  Empresa  de  Ferroca- 
rriles Unidos  de  la  Habana  y  Almacenes  de  Regla 
encobro  de  pesos 188 

RECURSOS  DE  QUEJA 

AftO  Z90S 

11  Octubre.— Aüí O  66. — ^Declarando  sin  lugar  el  recurso 
de  queja  interpuesto  por  la  Sra.  Paula  Rodrigo 
Salazar  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión 
del  recurso  de  casación  enjuicio  sobre  desahucio.    202 

11  Octubre.— i4 uto  57.— Declarando  sin  lugar  el  recurso 
de  queja  interpuesto  por  la  representación  del 
Ayuntamiento  de  Matanzas  contra  el  auto  que 
le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casación  en  el 
pleito  contencioso  contra  la  Secretaría  de  Obras 
Públicas  sobre  el  derecho  de  los  concesionarios 
del  acueducto  de  aquella  ciudad  . 203 

13  Octubre.— Aiiío  55.— Declarando  con  lugar  el  recur- 
so de  queja  interpuesto  por  Plácido  Cambos  y 
González  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisi^ii 
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ddrecuno  de  casación  ea  juicio  contra  Paostiao 
Bermfides  sobre  nclmnuneión  de  la  mitmd  de  otilh 
dmdes  en  la  venta  de  cmrbóa  T«^ta/..*......«....«.^...    206 

14  OcTUSKB.--ilvto  69.— -Declarando  do  logar  el  recorso 
de  queja  ioterpoesto  por  Mignd  Montes  Pinaod 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recur> 
so  de  casación  en  juicio  contra  Antonio  Vila  y 
Juaneda  sobre  mxiodkmdón  de  terrenos  r  dero^ 
ludón  de  untos. ^. — 235 

18 OcTUBKB.— /iieidente.~^vto  70— Declarando  sin  lo- 
gar el  recurso  de  queja  interpuesto  por  Federico 
González  Ferregut  contra  el  auto  que  le  negó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  en  joicio  sobre 
aprobación  de  las  caeatas  de  la  testamentaría  de 
doña  Rosario  Sotolongo ^ 240 

29  OcTamB.—il oto  74.— Declarando  sin  lugar  el  recurso 
de  queja  interpuesto  porEknterio  Rodrigues  Mu> 
ñiz  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  en  juicio  seguido  contra  Sebas- 
tián Ibirícu  j  Sola  sobre  reivindicación  de  una 
ñíja  de  terreno  é  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios     249 

31  OcTUBBB.— Auto  76.— -Declarando  sin  lugar  el  recurso 
de  queja  interpuesto  por  Manuel  L.  Forcade  con- 
tra el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de 
casación  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  Adelai- 
da é  Isabel  Scbmidt  y  Jiménez 262 

3  NoYiBMBRB. — Auto  77, — Declarando  sin  lugar  el  recur> 
so  de  queja  interpuesto  por  Rafael  Díaz  Arrastfa 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recur- 
so de  casación  en  el  juicio  seguido  por  Francisco 
Jázttz  y  Palacios  sobre  cumplimiento  de  contrato    266 

6  NoYiBMBRB.— Anto  7S.--Declarando  sin  lugar  el  recur- 
so de  queja  interpuesto  por  Jaime  Valls  y  Marto* 
rell  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  en  juicio  contra  Luis  Artiaga  y 
Antón  sobre  liquidación  de  sociedad, 269 

13  NoYiBMBRB.— iiti¿o  79.— Declarando  sin  lugar  el  re- 
curso de  queja  interpuesto  por  Manuel  A.  del  Jun- 
co contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  re> 
curso  de  casación  en  el  incidente  de  exclusión  de 
costas  promovido  por  el  mismo  en  el  cuaderno  de 
administración  del  juicio  ejecutivo  que  sigue  con- 
tra Francisco  J.  Mestre. 263 
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14  NoviBMBKB.— i4ii¿o  50.— Declarando  mn  lugar  el  recnr- 

80  de  queja  interpuesto  por  Pedro  Pila  j  Rníz 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recur- 
so de  casación  en  el  juicio  contra  Manuel  Betan- 
court,  Sebastián  Ibirícu  y  Saturnino  Barbero  La 
Calle  en  cobro  de  pesos  ¿interesen  de  ana  bipoteca,   265 

15  NoYiBMBRB.— iluto  51.— Declarando  sin  lugar  el  re- 

curso de  queja  interpuesto  por  Manuel  A.  del 
Junco  contra  el  auto  que  le  negó  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  incidente  promovido  por  el  mismo 
para  que  se  declarasen  indebidos  los  honorarios 
que  por  dos  escritos  se  asignaron  los  letrados 

Sala  y  Arias 269 

5  DiciBMOBB. — Auto  85. — Declarando  sin  lugar  el  recurso 
de  queja  interpuesto  por  Pedro  Pablo  Garmendía 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso 
de  casación  en  el  juicio  contra  el  mismo  por  Ángel 
Grímal  y  Pino  sobre  nulidad  de  un  juicio  verbal 
seguido  contra  Venancio  Moreira 277 


Fin. 
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6  Ocr VBRE.—Cobecbo.—Sent  99.— Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Anei- 
ro8  Hernández  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa por  dicho  delito 3 

13  OcTVBRB.—Circunstancias  inodifícativas.—Sent.  100. 
—Declarando  con  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto á  nombre  de  Faustino  Márquez  (a) 
"Chicho"  contra  la  sentencia  dictada  en  cansa 
por  bomicidio  y  lesiones 5 

13  OCTUBRB. —  Responsabilidad  judicial. —  Sent.  101.^ 

Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Gabiiel  Morales  y  Morales  contra 
auto  dictado  en  las  diligencias  del  antejuicio  pro- 
movido por  aquél  para  exigir  responsabilidad  cri- 
minal al  Juez  Correccional  Sr.  Salvador  Acosta  y 
Baró 11 

14  Octubre.— Precepto  autorizador. — Sent.  10^.— Decla- 

rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Juan  Ballester  y  Cruz  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  burto  de  giros  postales <....      15 

18  Octubre.— Circunstancias  atenuantes. Sent.  103.— 
Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Miguel  Padrón  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por /esiones 18 
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18  OCTüBRB.^Af atr/monro  ilegal.-Sent,  I¿>4.— Dedaran- 
do  sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Carlos  Jiménez  y  Jiménez  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  usurpación  de  funciones 21 

25  OCTVBRU,-— Circunstancias  modi£cativas,—Sent,  105. 
—Declarando  con  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  por  lesiones  contra  Vicen- 
te Yadó  Monteagudo ' 30 

27  Octubre.— -Robo.— 5en£.  J  06.— Declarando  sin  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Leónides 
Pineda  y  Montalvo  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  porel  expresado  delito 33 

28  Octubre.— l?o6o.— Sen t.  lOT.- Declarando  sin  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  procesa- 
do Manuel  Fernández  Soto  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  el  expresado  delito 36 

28  Octubre.— Z>jsparo.—ScBt.  i Í?S.— Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  á  nombre 
de  Agustín  Hernández  Castillo  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  el  citado  delito 42 

30  OcrvBUZ.—ResponsabilidaájudiciaL—Sent.  i(?9.— De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Gabriel  Morales  y  Morales  contra  el 
auto  dictado  en  el  antejuicio  promovido  por  el 
mismo  contra  el  Juez  Correccional  del  Segundo 
Distrito  de  la  Habana  Sr.  Federico  Jnstiniani 44 

4  NoviBMBRB.—i4  sociacidn  iJfcita,—Sent.  11(7.— Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  los  procesados  Juan  Llanes  Basallo  y  Pascual 
García  Almirante,  conocido  también  por  los  ape- 
llidos de  Crespo,  Miranda  Garda  y  Garda  (a) 
"Bemba",  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
por  el  expresado  delito 50 

4  Noviembre.- Fa/sedaci.- Sen¿.  Ili— Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
ría de  la  Presentación  Cotilla  y  Abelardo  Felipe 
Delgado  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
falsedad  en  documento  privado 53 

14  Noviembre. — Circunstancias  eximentes. — Sent.  112.^' 
Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casadón  inter- 
puesto por  el  procesado  Gil  Serrano  Velázquez 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  delito 
de  disp^o  efe  f^rma  d^  fuegq^ ,..„..mm» 60 
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15  ^oviBUBRU.— Robo,— Seat.  Üd.—Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Anto- 
nio Morales  (a)  "Figurín"  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  el  delito  expresado 63 

15  NoYiBM BRB.~i?iipto.— 5eo¿.  ü 4. —Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por 

labrador,  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
por  el  citado  delito G5 

15  NoYiBMBRB.—Vjo/acidfl.-— Sent.  ÍÍ5.~Dec]arando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra por  el  citado  delito 68 

17  NoviBMBRB.— £sta/a.— 6'eji¿.  i  1 6.— Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Igna- 
cio y  Onofre  González  Muñoz  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  el  expresado  delito 72 

17  Noviembre— atentado.— Stnt  iJ 7.— Declarando  sin 
lugar  el  I  ecurso  de  casación  interpuesto  por  Isi- 
dro Acea  y  Gil  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  el  expresado  delito 78 

20  Noviembre.— Ca/tiiniiiá.—5cnt.  Ii^.— Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ldo.  Estanislao  Castaña  y  Borrell  contra  el  auto 
que  le  denegó  la  admisión  de  la  querella  estableci- 
da por  aquél  contra  la  Sra.  Mercedes  de  la  Cruz 
Martínez  por  el  delito  citado 83 

22  Noviembre.— i^'a/si/Scflcidn.— Sen t.  i  15.— Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  seguida  contra  Domingo  Mora  y  González 
por  falsiScación  de  marcas 88 

24  Noviembre.— i?o5ojrí)/sparo.—Sc/ií.  .7 -?í).— Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  causa  seguida  á  Felipe  de  Jesiís  Benítez  (a) 
**E1  Curro"  por  los  delitos  de  tentativa  de  robo, 
disparo  de  arma  de  iaego  y  amenazas  condicio- 
nales       93 

29  Noviembre.- I>e/jíos  en  Correos,— Sent.  121.— Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Luis  Buenaventura  Ruíz  y  Lambert  en  causa 
por  los  delitos  de  malversación  y  falsedad. 96 

1?  DiciBMBRE.— Agentado.— Sent.  122.  —  Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  An- 
tonio Salazar  y  Cossfo  (a)  *'Mr.  Pitcber"  contra 
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la  sentencia  dictada  en  cansa  por  el  expresado 
delito 106 

1?  DiciBUBRE.— Imprudencia  temeraria.—Sent.  123.^l>e- 
clarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Ramóa  Alvarez  y  González  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  el  delito  de  homi- 
cidio por  imprudencia  temeraria » 109 

2  üici^UBRU.— Circunstancias  modiñcativas.—Sent.  124. 
— Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Emilio  Suárez  Rodríguez  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  el  delito  de  le- 
siones     113 

8  Diciembre.— />ei!fctos  de  íorma.-^ent.  J ^5.— Declaran- 

do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 

por <....  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 

por  rapto  contra mec&nico 116 

9  Diciembre.— J?o5o. — Sent,  1^6.— Declarando  sin  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Andrés 
Fernández  y  Fernández,  Andrés  López  Alvares  y 
Alfredo  Rodríguez  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  el  expresado  delito 118 

10  Diciembre.— Asoc/ac/dn  ilicita.Sent,  127. — Declaran- 

do con  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Ldo.  Ángel  Fernández  Larrinaga  como  de- 
fensor del  procesado  Tomás  Alonso  García  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  delito  ex- 
presado      121 

10  Diciembre.— Vio/acióii.—5eflÉ.  725.— Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  seguida  á por  el  citado  delito 134 

13  Diciembre.— Precepto  autorizador.^Sent.  129.— Ve- 
clarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Agustín  Rodríguez  Borges  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  el  delito  de  dispa- 
ro de  arma  de  fuego .* 139 

16  Diciembre.— In/fir/as.— Sent.  130,—  Declarando  con 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  seguida  contra  Bernabé  Armenteros  Ruíz 
por  el  expresado  delito 142 

17  Diciembre.— C/rcunsfanc/as  eximentes.Sent.  131.— 

Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Luis  Miguel  ^  alls  contra  la  sentencia 
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dictada    en  cansa  por  el  delito  de  disparo  de 

arma  de  fuego  y  lesiones  menos  gra  ves 1 46 

17  DiciBMBRB.— IiDprtic/e/icia  temeraria.— Sent,  J5¿.— De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Avelino  Rubio  Paruas  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  por  el  expresado  delito...    149 

20  Diciembre.— Disparo.Sent.  i^5. —Declarando  sin  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Luis 
Yaldés  Sánchez  contra  la  sentencia  dictada  en 

causa  por  el  delito  expresado 152 

23  Diciembre.— Gstafa.Sent.  J54.-TDeclarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ra- 
món Oliveros  y  Frió  contra  la  sentencia  dictada 

en  causa  por  el  delito  citado 154 

IMPUGNACIÓN 
AJ^O  z9oa. 

21  OcrvBRE.— Precepto  autorizador.—Auto  J 55.— Decla- 

rando mal  admitido  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Francisco  Roca  Ibarra,  Tomás  Alonso 
García  j  Lucas  Hernández  Peña  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  asociación  ilícita 164 

4  NoTiBMBRE. — HecAos.— -4nío  i  7j?.— Declarando  mal  ad- 
mitido el  recurso  de  casación  interpuesto  por 

contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  viola- 
ción de  ana  majer  privada  de  razón 191 

6  NoYiBMBRB.— Precepto  autorizador.—Sent.  173.— De- 

clarando mal  admitido  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Rafael  Pérez  Echegarrúa  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  robo 195 

7  NoYiEM ERE,— Precepto  autorizador  y  concepto  de  in- 

fracción.—A  uto  1 76.— Declarando  mal  admitido  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Tomás  Puig 
j  Castillo  y  Eugenio  Sotolongo  y  Alfonso  en  can- 
sa por  prevaricac/cln,  malversación  de  caudales^ 

exacción  ilegal  y  detenciones  ilegales 1 99 

26  Noviembre.— Precepto  dutor/zaí/or.—i4iJto  JS4.— De- 
clarando mal  admitido  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Armando  Nievel  Hernández,  y  Ra- 
món Martínez  en  causa  por  hurto 207 

RECURSOS  DE  QUEJA 

AÍfO  Z90« 
16  Octubre.— PiTecepto  autorizador.— Auto  J55.— Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 
por  Longino  Guzmán  y  Manuel  Alonso  Alvarez 
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contra  el  auto  que- les  negó  el  recnrso  de  casación 

en  causa  por  el  delito  de  homicidio 161 

21  Octubre.— Precepto  autorizad or.— Auto  J 64.— Decla- 
rando 8in  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 
por  Candelario  Herrera  contrae!  auto  que  le  negó 
la  admisión  del  recurso  de  casación  en  cansa  por 
homicidio 171 

27  Octubre,— 'Concepto.— Auto  J 65.— Declarando  sin  la- 
gar el  recurso  de  queja  interpuesto  por  Bernardi- 
no  Trujillo,  Isidro  Villalobos  y  Atanasio  Larríeu 
contra  el  auto  qne  les  negó  la  admisión  del  recur- 
so de  casación  en  causa  por  harto 175 

31  OcTUBRB.— HecAos.— ilifío  J 65. —Declarando  con  lu- 
gar el  recurso  de  queja  interpuesto  por  Jo'sé  Lan- 
zao  Serrano  y  otros  contra  el  auto  que  les  negó 
la  admisión  de  recurso  de  casación  en  causa  por 
prevaricación  y  falsedad 178 

31  Octubre.— Hec/ios.—i4uí o  i  70. -Declarando  con  lu- 
gar el  recurso  de  queja  interpuesto  por  Manuel 
Sánchez  Somoano  contra  el  auto  que  le  negó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  encausa  por  fal- 
sedad en  documento  oñciaL 187 

31  OcTUBRB.— Precepto  autorizador.—Auto  17i.— Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 
por  Juan  Gutiérrez  Rodríguez  contra  el  auto  que 
le  negó  el  recurso  de  casación  en  causa  por  hurto.    189 

6  Noviembre.— Precepto  autorízador.— Auto  175.— De- 
clarando  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 

poi contra  el  auto  que  le  negó  el  recurso 

de  casación  en  causa  por  adulterio 197 

18  Noviembre.- Precepto  autor izador.— Auto  151.— De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 

á  nombre  de contra  el  auto  que  le  negó  el 

recurso  de  casación  en  causa  por  rapto 202 

24  NoviHM BRK.— /?ecurreiite.—v4i/ío  75^.- Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto  por  Jaime 
Bert  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del 
recurso  de  casación  en  causa  por  perjurio 205 

15  Diciembre.— Concepto.— i4 uto  Jáí6.— Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto  por  la  repre- 
sentación de  Ángel  Ríos  de  la  Fe  contra  el  auto 
que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casación 
en  causa  por  harto 208 
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28  Junio. — Autor.— Sent.  13  —Declarando  sin  lu^ar  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Benito  Abreu 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  rofeocoii 
bomiciáio 211 

1?  Agosto. — Redacción  de  sentencia;  tentativa;  aíevo- 
sia.-^ent  15  (1),— Declarando  wn  lugar  la  casa- 
ción^ de  la  sentencia  dictada  en  causa  por  asesina- 
to por  la  que  se  impuso  la  pena  de  muerte  á  Ju- 
lián Kodri|2^uez  Linares 216 

4  Septibmbrb. — Redacción  de  Sentencias.—Sent.  16.— 
Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Bdelmiro  Díaz  Pérez  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  robo 220 

12  Septiembre.— HecAos;  circunstancias  modiñcativas; 
delito  frustrado. — Sent.  17. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  pf)r  Telesforo 
Reyes  ó  Tomás  Pérez  ía)  "Cambólo"  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  asesinato  y  le- 
siones      224- 

2  OcTüBKR.— Denegación  de  prueba;  Alevosf»;  Aienta- 
do.Sent.  i 5.— Declarando  con  lugar  el  recurso 
de  casación  interpuesto  á  nombre  de  Ramón  Val- 
dés  Rodríguez,  conocido  por  "Manda-manda" 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  asesi- 
nato     232 

8  Octubre.— Z>e/7to  más  grave.Sent.  7.9  —Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
José  Antonio  Hernández  conocido  por  Atilano  Pi- 
loto contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
hurto 237 

7  NoviBM BRB.— i?c</acci(5n  de  sentencia;  Reincidencia; 
Despoblado. — Sent  .^0 —Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Quirino 
Sánchez  Consuegra  contra  la  nentencia  dictada 
encausa  por  ro^o  con  homicidin 243 

7  NoYiBiiBRB.-vSe/ií.  21  (2).— Declarando  sin  lugar  el  re- 
curso de  casación  interpuesto   por  el   Ministerio 


( 1 )  La  9«entcncia  14-,  de  Julio  3  de  19<)2.  se  publicó  en  la  Gaceta 
de  20  de  dicho  me»  y  aflo,  páKÍna  637.  por  ella  Re  declaró  sin  luf^ar. 
en  parte,  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  seguida  á  Peirona  Pertroso, 
Torlbio  Valle  Marín  y  otros  por  robo  y  homicidio 

(2)  Por  error  aparece  esta  sentencia  con  el  número  27. 
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Fiscal  y  el  defensor  de  Prudencio  Breal  (a)  "Tron- 
cón" contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por 

atentado  y  robo  en  despoblado 248 

17  NoYiBMBKB.— J/nprudenc/a;  Prueba  "Sent.  22.^l>e' 
clarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Keynaldo  González  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  seguida  á  Ramón  Lagar 
González  por  lesiones  por  imprudencia 268 

21  NoviEMBKB.— i45orto;   Circunstancias  modiñcativas. 

SenU  25.— Declarando  con  lugar  el  recurso  dr 
casación  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  en 
causa  seguida  á  Vidal  Figueredo  y  Calmares  por 
asesinatoy  homicidio 27Ó 

3  DiciEMBRB.— ¿)e//£o  más  grave.-^Sent  J?4.— Declarando 
con  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  seguida  á  Bniiliano  Díaz  Reinoso,  Félix 
Vicuña  y  Juan  Jiménez  Palmer  por  robo 285 

8  Diciembre.— HecAos.—Se/it.  25.— Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  represen- 
tación de  Carlos  Arcadia  y  Hernández  del  Alba 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  delito 
cometido  por  funcionario  público  contra  el  ejerci- 
cio de  los  derechos  individuales 289 

10  Diciembre.— Hec/ios. — Sent.  26.— Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  en  causa  seguida  á  Manuel  Rivas 
y  Aníbal  Rivero  por  atentado  y  robo 294 

22  Diciembre— //ecAos.—5c/it.  27.— Declarando  sin  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Bar- 
beito  y  Barreiro  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  seguida  á  José  González  Carballal  y  otros 

por  falsedad  y  estafa 302 

24  Diciembre.— De/lío  más  grave. — Sent.  2S.— Declaran- 
do con  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Estanislao  Acosta  y  Rodríguez  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  seguida  por  lesiones 
graves 322 


Fin. 
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18  Sbptibmbrb  —Scnt.  20.—Dcc\siranáo  sin  lugar  la  de- 
manda establecida  por  el  Dr.  Juan  B.  Fuentes 
contra  la  sentencia  que  declaró  firme  la  resolución 
del  Gobernador  Militar  que  nombró  al  Dr.  Gusta- 
vo Moreno  de  la  Torre  para  el  cargo  de  interno 
especial  A.  de  la  Escuela  de  Medicina  de  la  Ha- 
bana       93 

26  SBPTIEMBRB.—Seiií.  ^I.— Declarando  sobreseer  libre- 

mente en  el  recurso  contencioso-administrativo 
interpuesto  por  la  Compañía  Ferrocarriles  Cen- 
trales de  Cuba  sobre  revocación  de  la  resolución 
comunicada  por  la  Secretaría  de  Obras  Públicas 
en  la  parte  que  se  impone  á  la  línea  del  ferrocarril 
entre  Cienfuegos  y  Villaclara  la  cuota  de  ocho  pe- 
sos por  kilómetro  para  el  pago  de  la  Inspección 
de  Ferrocarriles 105 

27  OcTUBRB.— 5ciat.  25.— Declarando  sin  lugar  la  deman- 

da interpuesta  por  los  Sres.  Inglada,  Vives  y 
Francoli  en  solicitud  de  que  se  derogue  la  Orden 
del  Gobernador  Militar  que  declaró  de  propiedad 
pública  el  tranvía  existente  en  el  muelle  real  de 

Santiago  de  Cuba 118 

6  NoYiEMBRB.—  Ferrocarriles.  —  Sent,  24.  —  Declarando 
con  lugar  la  demanda'interpuesta  por  la  Empre* 
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sa  de  los  Ferrocarriles  Unidos  de  Cárdenas  j  Jú- 
caro  j  revocando  la  resolución  del  Gobierno  Mi- 
litar que  autorizó  al  Sr.  Robustiano  Ferro  para 
cruzar  á  nivel,  con  un  ferrocarril  de  vía  estrecha, 
la  línea  principal  de  la  citada  Empresa 14f6 

INFRACCrON  DE  L.BY 

ANO  1902 

30  Sbptibmbrb. — Sent,  PP.— Declarando  sin  lugar  el  re^ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Fernando  Ló- 
pez Acevedo  contra  la  sentencia  dictada  en  el  plei- 
to seguido  por  el  mismo  sobre  revocación  de  una 
resolución  del  Gobernador  Militar  de  la  Habana 
por  la  que  se  dejó  sin  efecto  el  usufructo  de  unas 
luces  en  el  matadero  de  dicha  ciudad 107 

7  Noviembre.  — /mpucsío  de  trasmisión  de  bienes. — 
Sent.  25. — Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra 
la  sentencia  dictada  en  el  pleito  seguido  por  Car- 
los, Lorenzo,  Elisa,  Leonor  y  Emilia  Scull  y  Co- 
lón para  obtener  la  revocación  de  una  resolución 
de  la  Secretaría  de  Hacienda  referente  auna  liqui- 
dación practicada  para  el  pago  del  impuesto  ci- 
tado     156 

QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA 

A^O  I902 

16  Septiembre.— .Se/i¿.  i  ¿^.—Declarando  sin  lugar  los  re- 
cursos de  casación  interpuestos  por  D.  Segundo 
Heviay  D?  Francisca  Martí,  viuda  de  Cadaval 
contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  sobre  revo- 
cación de  las  resoluciones  dictadas  por  las  Secre- 
tarías de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  y  la  de 
Obras  Públicas  y  Comunicaciones  respecto  á  la 
concesión  de  un  tranvía  eléctrico  á  D.  Mariano 
de  la  Torre 3 


Fin. 
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PRESIDENTE  DELTRíBUNfíL  SUPREMO 

CONXEINIDA    E:N    EISTEI   TOMO 
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%  Fechi 

de  la  rttolüciÓB  Página 

22  Diciembre.— Z^e/je^^ac/du  de  conversión  de  una  anota- 
ción en  inscripción.— Res.  i 07.— Confirmando  el 
ñuto  dictado  en  11  de  Octubre  de  1902  por  el 
Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  las  no- 
tas del  Registrador  de  la  Propiedad  del  Centro 
de  la  misma  en  el  recurso  de  apelación  establecido 
por  la  Sra.  María  de  los  Dolores  Granados  con- 
*  tra  el  citado  auto 3 
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